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§ 1

NOTA DE LOS AUTORES

1. Presentación
Este Código de Transacción, Mediación y Arbitraje es una recopilación dinámica de las 

principales disposiciones publicadas en el Boletín Oficial del Estado que regulan los 
métodos a través de los cuales los particulares, e incluso las entidades públicas, pueden 
obtener la solución de los conflictos que puedan ocasionarse con motivo del cumplimiento de 
un contrato o la dinámica de un derecho subjetivo o relación jurídica.

Se han seleccionado y ordenado disposiciones de eficacia general publicadas en el 
Boletín Oficial del Estado, de conformidad con las características de la colección de códigos 
electrónicos, la cual incluye únicamente normas objeto de consolidación, que son, casi 
exclusivamente, las pertenecientes a la Sección I. Disposiciones Generales. Como los 
tratados internacionales no se sujetan en general a esa técnica, ni tampoco el Derecho de la 
Unión Europea, las disposiciones más importantes pertenecientes a estas dos categorías 
están referenciadas en el Anexo de esta nota de autor.

En el título del Código se han evitado las clásicas expresiones «resolución alternativa de 
conflictos» (alternative dispute resolution, ADR) o «resolución extrajudicial de conflictos», y 
también la novedosa de «medios adecuados de solución de controversias» (MASC), 
utilizada en el proyecto de Ley de medidas de eficiencia procesal del servicio público de 
Justicia, actualmente en tramitación parlamentaria. Ha sido intención de los autores destacar 
el papel de la voluntad privada en la solución de conflictos, lo que nos ha decidido por el 
título de «transacción, mediación y arbitraje»; de esta manera la obra entronca con la 
tradición privatista que considera estos medios como «contratos dirigidos a la eliminación de 
una incertidumbre jurídica» (Castán).

Están cada vez más extendidos estos medios de solución de conflictos, que tratan de 
ofrecer una especialización y celeridad que en muchas ocasiones no pueden satisfacer los 
juzgados y tribunales. Por ello, en los casos en que intervenga un tercero como mediador o 
árbitro, la implantación y éxito del sistema dependerá del prestigio profesional de quien deba 
dirimir el conflicto. Hay métodos auspiciados por los particulares (ej., cámaras oficiales), 
otros, por las administraciones públicas (ej., consumo) y otros por servidores de la 
administración de justicia (jueces, letrados de la administración de justicia) o pertenecientes 
al ámbito de la jurisdicción voluntaria, entendida en sentido amplio (ej., notarios, 
registradores de la propiedad), y si el conjunto de profesionales implicados actúa 
responsablemente, los métodos se prestigiarán y los particulares y entidades acudirán con 
confianza en demanda de sus servicios. Precisamente este Código trata de proporcionar a 
mediadores, árbitros y entidades administradoras de la mediación y el arbitraje, las 
herramientas para desenvolverse con seguridad en el ámbito en el que habitualmente se 
mueven y en otros sectores en los cuales la solución privada de conflictos cuenta con reglas 
jurídicas específicas que por la vía de la analogía pueden proporcionar pautas de actuación 
en aquellos problemas en que la norma específica propia sea insuficiente.
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2. Carácter contractual de estos medios
El Tribunal Constitucional pronto ha tenido ocasión de pronunciarse sobre el carácter de 

los medios de resolución extrajudicial de conflictos; concretamente, sobre el arbitraje. En la 
STC (Pleno) 15/1989, de 26 de enero, con ocasión de la impugnación de algunos preceptos 
de la Ley 26/1984 de 19 julio, General para la defensa de los Consumidores y Usuarios, por 
parte del Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, el Gobierno Vasco y la Junta de 
Galicia, declaró la conformidad con la Constitución del artículo 31 de la citada Ley por cuanto 
el «establecimiento de un sistema general de arbitraje es materia que incuestionablemente 
ha sido atribuida a la competencia exclusiva del Estado (art. 149, 1, 6 y 8, C.E.)», por lo que 
no puede caber en las competencias en materia administrativa de las comunidades 
autónomas.

Esta doctrina fue reiterada en la STC (Pleno) 62/1991 de 22 de marzo, al resolver el 
recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Gobierno de la Nación contra determinados 
artículos de la Ley de Parlamento de Galicia 12/1984, de 28 de diciembre, declarando 
inconstitucional, entre otros preceptos, el párrafo 2º del artículo 31 de la citada Ley, 
reiterando la competencia exclusiva del Estado, conforme al artículo 149.1.5.º y 6.º CE, 
«siendo un “equivalente jurisdiccional”, mediante el cual las partes las partes pueden obtener 
los mismos objetivos que con la jurisdicción civil».

Deja clara, así, el Tribunal Constitucional, la cuestión de la competencia legislativa en 
materia de arbitraje, pero no cierra la posibilidad de un desarrollo legislativo excesivamente 
apegado a la jurisdicción, como lo había sido la Ley de Arbitraje de 22 de diciembre de 1953, 
que comprometió el futuro del arbitraje al someter los laudos arbitrales al disuasorio sistema 
de recursos de apelación y casación. Y, en efecto, la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, no 
logra por completo superar esa lacra.

Pero, lo cierto es que el Tribunal Constitucional en sucesivos pronunciamientos relativos 
al arbitraje regulado en las sucesivas redacciones del artículo 38.2 de la Ley 16/1987, de 30 
de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres (LOTT), ha matizado el significado del 
«equivalente jurisdiccional» del arbitraje. El primero de estos pronunciamientos, la STC 
174/1995, de 23 noviembre, resulta de sendas cuestiones de inconstitucionalidad suscitadas 
por un Tribunal de Burgos y un Juzgado de Barcelona, e indica que una cosa es que el 
arbitraje sea «equivalente jurisdiccional», y otra muy diferente que pueda admitirse un 
arbitraje institucional e imperativo, predispuesto por la Ley para los contratos de cuantía 
inferior a 500.000 pesetas, de modo que el Tribunal Constitucional termina por declarar la 
inconstitucionalidad del precepto afirmando el carácter necesariamente contractual del 
arbitraje.

La Ley 16/1987 se vio privada de su regulación del arbitraje «obligatorio», hasta que la 
Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y de orden social, lo 
restableció dando nueva redacción al artículo 38 LOTT, atribuyendo al silencio de las partes 
del contrato el efecto de consentimiento contractual del arbitraje en contratos de transporte 
terrestre de menor cuantía. De nuevo una cuestión de constitucionalidad suscitada por un 
Tribunal de Barcelona llevó al Tribunal Constitucional a emitir su STC 352/2006, de 14 de 
diciembre, que reitera el carácter contractual del arbitraje, declarando la conformidad con tal 
carácter del valor atribuido por el artículo 38.1.3.º LOTT a la falta de oposición expresa de 
ambos contratantes con anterioridad al momento de iniciarse las prestaciones, como medio 
de perfeccionarse el convenio arbitral.

Pero la libertad contractual no solo se ve amenazada en materia de arbitraje por el 
carácter imperativo que pueda atribuirle una Ley, sino también por los cauces para combatir 
los laudos arbitrales. En efecto, si se establece un sistema de recursos, se produce el 
retorno de la controversia a los cauces judiciales de resolución de conflictos, es decir, al 
proceso civil. Pero esta desviación, muy acusada en la Ley de Arbitraje de 22 de diciembre 
de 1953, y todavía presente en la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, se trata de obviar en la 
Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, al regular en sus artículos 40 y siguientes la 
acción de anulación y la revisión por motivos tasados ejercitable frente a laudos definitivos, 
en la tendencia inspiradora de la Ley y de su reforma por Ley 11/2011, de 20 de mayo, para 
adaptarla a la Ley Modelo y al arbitraje internacional.
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Pero entre los motivos que enumera el artículo 41 se encuentra «que el laudo sea 
contrario al orden público», expresión ésta que ha fundado pronunciamientos de la 
jurisdicción civil poco compatibles con el alcance de la autonomía privada en materia de 
arbitraje, que pone todas sus reglas sustantivas y de procedimiento a disposición de las 
partes con muy escasas limitaciones. De nuevo ha sido el Tribunal Constitucional el llamado 
a restablecer el carácter exquisitamente contractual y jurídico privado del arbitraje en 
recientes pronunciamientos en los que ha aquilatado los límites del «orden público» en 
relación la revisión de laudos, o incluso la transacción. En efecto, la STC 46/2020, de 15 de 
junio, y especialmente la STC 17/2021, de 15 de febrero (recaída en recurso de amparo 
planteado por quienes transigieron en contra de lo decidido en un laudo), dejan claro que el 
orden público no puede utilizarse para coartar la autonomía privada como base del arbitraje.

Finalmente, el Tribunal Constitucional ha continuado reduciendo el significado del orden 
público a la hora de declarar la nulidad de los laudos. Las sentencias, muy interesantes, 
SSTC 50/2022, de 4 de abril de 2022, y 79/2022, de 27 de junio de 2022 (ésta en amparo), 
afirman que apreciar la concurrencia de prejudicialidad penal compete a los árbitros y que la 
autonomía de la voluntad implica una mínima intervención de los órganos jurisdiccionales. 
También son relevantes para este propósito las SSTC 55/2021, de 15 de marzo de 2021, y 
65/2021, de 15 de marzo de 2021.

3. Características de este Código
Decíamos que este Código se articula en torno a la transacción, mediación y arbitraje, 

como instrumentos empleados para la solución de conflictos. Las diferencias entre ellos son 
relevantes, y han sido destacadas por la Unión Europea en documentos tales como el Libro 
verde sobre las modalidades alternativas de solución de conflictos en el ámbito del derecho 
civil y mercantil, de 19 de abril de 2002 (cfr. núm. 3, pág. 7), de la siguiente manera: en el 
arbitraje la disputa es dirimida por un tercero, cuya decisión es vinculante para las partes, 
mientras que en la mediación la función de aquél es simplemente la de intentar acercar 
posturas enfrentadas para que los afectados adopten una decisión, o bien, a lo sumo, 
proponer una solución a la controversia, sin que su parecer sea vinculante para las partes en 
discordia. Por último, el supuesto más sencillo, y quizá más frecuente, es el de la 
transacción, donde las partes, sin necesidad de la intervención de un tercero neutral sino, 
como mucho, auxiliadas por sus respectivos letrados o técnicos, procuran acercar sus 
posturas para buscar la solución de sus diferencias más adecuada. En la segunda figura 
señalada, hemos preferido el término «mediación» en vez del más clásico «conciliación», 
siguiendo la orientación de la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Mediación Comercial 
Internacional y Acuerdos de Transacción Internacionales Resultantes de la Mediación 
(2018), (cfr. art. 1, ap. 3; y nota 1; ambos en pág. 1 documento). En todos estos casos la 
solución al conflicto se busca fuera -no en oposición- de la administración de justicia ofrecida 
por el Estado, razón por la cual a estos medios también se les denomina frecuentemente 
«procedimientos extrajudiciales» de solución de conflictos. La ordenación y promoción de 
estos medios es uno de los objetivos del Proyecto de Ley de medidas de eficiencia procesal 
del servicio público de Justicia, ya citado, que define los «medios adecuados de solución de 
controversias en vía no jurisdiccional» como «cualquier tipo de actividad negociadora, 
tipificada en esta u otras leyes, a la que las partes de un conflicto acuden de buena fe con el 
objeto de encontrar una solución extrajudicial al mismo, ya sea por sí mismas o con la 
intervención de un tercero neutral» (art. 1).

Ante la moderna expansión que han experimentado la mediación y el arbitraje no se 
piense que la transacción queda en un segundo plano. En ocasiones hay empresas y 
entidades que se dotan de órganos cuya función es la solución de conflictos con los clientes. 
El modelo remite inicialmente a la mediación, de la cual se aleja, sin embargo, porque la 
composición del conflicto no ha sido encomendada a un tercero neutral e independiente de 
cada una de las partes enfrentadas, sino que se ha confiado a un órgano interno de una de 
ellas: el proveedor del bien o servicio. Por ello, si finalmente se resuelve la controversia sin 
necesidad de acudir a otras instancias externas a la relación jurídica en discusión nos 
hallaremos en presencia de un acuerdo transaccional.
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Los modos de autocomposición de conflictos gozan de gran tradición en nuestro 
Derecho, aunque modernamente es cuando parecen haber cobrado mayor importancia. A 
título de ejemplo, en Las Siete Partidas se regula el arbitraje o actuación de los «jueces 
avenidores» o «de avenencia» (Tercera Partida, Título IIII (IV), Leyes 23-35); también en la 
Ley de Enjuiciamiento Civil de 1855 y en la Ley de Enjuiciamiento Civil de 3 de febrero de 
1881 (arts. 790-839). No solo en el orden civil y mercantil tienen acogida las formas 
alternativas de resolución de conflictos; en el marco de las relaciones laborales la temprana 
Ley de Consejos de Conciliación y Arbitraje Industrial, de 19 de mayo de 1908, consagra la 
autocomposición entre empresarios y trabajadores para la solución de sus diferencias. 
Últimamente estos métodos pugnan por abrirse paso también en el ámbito del derecho 
público, concretamente en la actuación de las administraciones públicas, y en el campo 
penal, donde, sin embargo, la indisponibilidad del objeto de la controversia puede limitar 
notablemente el juego de estas técnicas resolutorias.

Se reúnen en una sola obra los métodos privados extrajudiciales de solución de 
conflictos, para ofrecer una visión sistemática de sus diferentes modalidades. En materia de 
transacción el Código civil se constituye en derecho común (cfr. art. 4.3); en el arbitraje lo 
hace expresamente la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje (cfr. art. 1.3); y en la 
mediación, si bien la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles, 
excluye expresamente de su ámbito de aplicación la mediación penal, la mediación con las 
Administraciones públicas y la mediación laboral (art. 2.2), sin embargo sus reglas y 
principios van a ser aplicables por analogía siempre que la materia objeto de mediación en 
estos tres ámbitos excluidos verse sobre derechos y obligaciones que estén disponibles para 
los interesados.

Por esta última razón el ámbito donde tradicionalmente han desarrollado más su función 
las tres instituciones de este Código es el Derecho privado, civil y mercantil. Sin embargo, la 
solución negociada de conflictos decíamos que tiene gran tradición histórica en el ámbito de 
las relaciones laborales, tanto a nivel de contrato de trabajo entre empresario y trabajador 
como en el plano de los conflictos colectivos, en los cuales los sindicatos de trabajadores 
tratan de llegar a acuerdos con la representación de los empresarios para que las relaciones 
individuales de trabajo, de tracto sucesivo, se actualicen y mejoren en sus condiciones para 
la parte trabajadora, operándose una especie de novación en el contrato inicialmente 
celebrado.

Últimamente la transacción, mediación y arbitraje parecen haber irrumpido en el ámbito 
de las administraciones públicas, como señalábamos, pues en ocasiones la ley encomienda 
a determinadas entidades del sector público la solución de conflictos entre particulares para 
evitar acudir a la justicia; o también establece estos métodos para resolver controversias 
entre administraciones públicas. No obstante, el arbitraje que acoge el Derecho público no 
es equiparable al propio del Derecho privado si ante la resolución adoptada por el órgano 
pretendidamente arbitral se admite recurso en vía administrativa o contencioso-
administrativa, pues en este caso el árbitro no tiene poder decisorio definitivo sobre el fondo 
de la controversia dictando un auténtico laudo; nos encontramos ante una resolución 
administrativa sujeta al régimen ordinario de recursos, algo parecido a lo que señalábamos 
ya sucedía en la Ley de arbitraje de 1953 y también en la de 1988. Finalmente, en este 
Código se presta atención a la novísima aplicación de estos métodos en el campo del 
Derecho penal, al calor de la «justicia restaurativa», en el marco de relaciones y situaciones 
que entran de lleno en la libre disposición de las personas.

En este Código hay materias en las que sería posible un mayor desarrollo y otras que no 
pueden figurar en él por razones técnicas de consolidación. Cabría un mayor desarrollo en 
temas como el Derecho concursal, donde se han articulado figuras como el mediador 
concursal y el acuerdo judicial de pagos, ahora, si no sustituidos en cuanto a su contenido, sí 
superados en su presentación por el experto en reestructuración y el plan de 
reestructuración, respectivamente. En realidad, buena parte del Derecho concursal es un 
intento de evitar la liquidación del patrimonio del deudor a través de un procedimiento judicial 
al uso. Por ello, en este Código se han incluido los aspectos más destacados del Texto 
Refundido de la Ley concursal, que ha sufrido una reforma importante, también en la materia 
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que nos ocupa, en 2022. Por otra parte, en este Código no se ha podido incluir una materia 
tan importante socialmente como la mediación educativa, que es objeto de regulación por las 
comunidades autónomas, titulares de la competencia en educación, a través 
fundamentalmente de normas de rango reglamentario, las cuales no pueden ser, de 
momento, recogidas en este Código por no ser objeto de publicación en el Boletín Oficial del 
Estado, ni, por tanto, de consolidación.

En las normas recogidas en este Código hay, en ocasiones, preceptos extensos que solo 
en un aspecto muy concreto son relevantes para la solución extrajudicial de conflictos. Ha 
sido necesaria su inclusión a fin de poner de manifiesto los campos en los que están 
presentes los métodos extrajudiciales de solución de controversias y para llamar la atención 
del legislador acerca de la necesidad de regular la materia de un modo orgánico, detallado y 
con coherencia interna, evitando que las reglas atinentes a estos métodos queden perdidas 
en los diferentes apartados, letras y párrafos en que se vertebran los preceptos.

En materias en las que tienen competencias las comunidades autónomas, con 
desarrollos legislativos propios, se han recogido también disposiciones emanadas éstas. De 
modo que el orden de exposición observado es el determinado por la fecha de publicación 
del respectivo estatuto de autonomía en el Boletín Oficial del Estado (cfr. art. 9, ap. 1, Real 
Decreto 181/2008, de 8 de febrero, de ordenación del diario oficial «Boletín Oficial del 
Estado»).

Esperamos que este Código, abierto a todo tipo de sugerencias, sea de utilidad tanto 
para las personas llamadas a intervenir como árbitros o mediadores, como para las 
entidades públicas o privadas que dan soporte a los métodos alternativos de solución de 
conflictos. Asimismo, esperamos sea de provecho para los estudiosos de la materia, así 
como para las autoridades públicas que han de dictar las disposiciones que en los distintos 
ámbitos sociales y económicos permitan obtener una solución a los problemas planteados.

José María de la Cuesta Sáenz

José María Caballero Lozano

 

ANEXO

Tratados internacionales

(sobre arbitraje)
Real decreto-ley autorizando al Gobierno para ratificar el Protocolo relativo a cláusulas 

de arbitraje adoptado en Ginebra el 24 de septiembre de 1923, y firmado en España en 31 
de agosto del año siguiente (acceso) (acceso sumario Gaceta de Madrid 08/05/1926).

Convenio completando el Protocolo relativo a las cláusulas de arbitraje ultimado en 
Ginebra el 24 de septiembre de 1923 (acceso) (acceso sumario Gaceta de Madrid 
29/05/1930).

Instrumento de Adhesión de España al Convenio sobre reconocimiento y ejecución de 
sentencias arbitrales extranjeras, hecho en Nueva York el 10 de junio de 1958 (acceso). 
Convenio sobre reconocimiento y ejecución de sentencias arbitrales extranjeras, hecho en 
Nueva York el 10 de junio de 1958, publicado en el «Boletín Oficial del Estado» de 11 de julio 
de 1977. Corrección al texto español (acceso).

Instrumento de Ratificación de España del Convenio Europeo sobre Arbitraje Comercial 
Internacional, hecho en Ginebra el 21 de abril de 1961 (acceso).
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Derecho de la Unión Europea
Directiva 2008/52/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, 

sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles (acceso AEBOE) 
(acceso DOUE).

Directiva 2013/11/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, 
relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo y por la que se 
modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004 y la Directiva 2009/22/CE (Directiva sobre 
resolución alternativa de litigios en materia de consumo) (acceso AEBOE) (acceso DOUE).

Documentos internacionales
Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional 

(CNUDMI) (acceso).
Mediación comercial internacional (acceso).
Arbitraje comercial internacional (acceso).
Solución de controversias en línea (acceso).
Libro verde sobre las modalidades alternativas de solución de conflictos en el ámbito 

del derecho civil y mercantil [COM(2002) 196 final] (acceso).
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§ 2

Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código 
Civil. [Inclusión parcial]

Ministerio de Gracia y Justicia
«Gaceta de Madrid» núm. 206, de 25 de julio de 1889

Última modificación: 1 de marzo de 2023
Referencia: BOE-A-1889-4763

[ . . . ]
CÓDIGO CIVIL

[ . . . ]
LIBRO PRIMERO
De las personas

[ . . . ]
TÍTULO XI

De las medidas de apoyo a las personas con discapacidad para el ejercicio de 
su capacidad jurídica

[ . . . ]
CAPÍTULO IV
De la curatela

[ . . . ]
Sección 3.ª Del ejercicio de la curatela

[ . . . ]
Artículo 287.  

El curador que ejerza funciones de representación de la persona que precisa el apoyo 
necesita autorización judicial para los actos que determine la resolución y, en todo caso, para 
los siguientes:

1.º Realizar actos de transcendencia personal o familiar cuando la persona afectada no 
pueda hacerlo por sí misma, todo ello a salvo lo dispuesto legalmente en materia de 
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internamiento, consentimiento informado en el ámbito de la salud o en otras leyes 
especiales.

2.º Enajenar o gravar bienes inmuebles, establecimientos mercantiles o industriales, 
bienes o derechos de especial significado personal o familiar, bienes muebles de 
extraordinario valor, objetos preciosos y valores mobiliarios no cotizados en mercados 
oficiales de la persona con medidas de apoyo, dar inmuebles en arrendamiento por término 
inicial que exceda de seis años, o celebrar contratos o realizar actos que tengan carácter 
dispositivo y sean susceptibles de inscripción. Se exceptúa la venta del derecho de 
suscripción preferente de acciones. La enajenación de los bienes mencionados en este 
párrafo se realizará mediante venta directa salvo que el Tribunal considere que es necesaria 
la enajenación en subasta judicial para mejor y plena garantía de los derechos e intereses de 
su titular.

3.º Disponer a título gratuito de bienes o derechos de la persona con medidas de apoyo, 
salvo los que tengan escasa relevancia económica y carezcan de especial significado 
personal o familiar.

4.º Renunciar derechos, así como transigir o someter a arbitraje cuestiones relativas a 
los intereses de la persona cuya curatela ostenta, salvo que sean de escasa relevancia 
económica. No se precisará la autorización judicial para el arbitraje de consumo.

5.º Aceptar sin beneficio de inventario cualquier herencia o repudiar esta o las 
liberalidades.

6.º Hacer gastos extraordinarios en los bienes de la persona a la que presta apoyo.
7.º Interponer demanda en nombre de la persona a la que presta apoyo, salvo en los 

asuntos urgentes o de escasa cuantía. No será precisa la autorización judicial cuando la 
persona con discapacidad inste la revisión de la resolución judicial en que previamente se le 
hubiesen determinado los apoyos.

8.º Dar y tomar dinero a préstamo y prestar aval o fianza.
9.º Celebrar contratos de seguro de vida, renta vitalicia y otros análogos, cuando estos 

requieran de inversiones o aportaciones de cuantía extraordinaria.

[ . . . ]
LIBRO SEGUNDO

De los animales, de los bienes, de la propiedad y de sus modificaciones

[ . . . ]
TÍTULO III

De la comunidad de bienes

[ . . . ]
Artículo 402.  

La división de la cosa común podrá hacerse por los interesados, o por árbitros o 
amigables componedores, nombrados a voluntad de los partícipes.

En el caso de verificarse por árbitros o amigables componedores, deberán formar partes 
proporcionales al derecho de cada uno, evitando en cuanto sea posible los suplementos a 
metálico.

[ . . . ]
LIBRO TERCERO

De los diferentes modos de adquirir la propiedad

[ . . . ]
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TÍTULO III
De las sucesiones

Disposiciones generales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la herencia

[ . . . ]
Sección 5.ª De las legítimas

[ . . . ]
Artículo 816.  

Toda renuncia o transacción sobre la legítima futura entre el que la debe y sus herederos 
forzosos es nula, y éstos podrán reclamarla cuando muera aquél; pero deberán traer a 
colación lo que hubiesen recibido por la renuncia o transacción.

[ . . . ]
Artículo 958 bis.  

Todas las referencias realizadas a la viuda en esta sección, se entenderán hechas a la 
viuda o al cónyuge supérstite gestante.

[ . . . ]
LIBRO CUARTO

De las obligaciones y contratos

[ . . . ]
TÍTULO II

De los contratos

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1254.  
El contrato existe desde que una o varias personas consienten en obligarse, respecto de 

otra u otras, a dar alguna cosa o prestar algún servicio.

Artículo 1255.  
Los contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas y condiciones que tengan por 

conveniente, siempre que no sean contrarios a las leyes, a la moral ni al orden público.

Artículo 1256.  
La validez y el cumplimiento de los contratos no pueden dejarse al arbitrio de uno de los 

contratantes.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 2  Código Civil [parcial]

– 9 –



Artículo 1257.  
Los contratos sólo producen efecto entre las partes que los otorgan y sus herederos; 

salvo, en cuanto a éstos, el caso en que los derechos y obligaciones que proceden del 
contrato no sean transmisibles, o por su naturaleza, o por pacto, o por disposición de la ley.

Si el contrato contuviere alguna estipulación en favor de un tercero, éste podrá exigir su 
cumplimiento, siempre que hubiese hecho saber su aceptación al obligado antes de que 
haya sido aquélla revocada.

Artículo 1258.  
Los contratos se perfeccionan por el mero consentimiento, y desde entonces obligan, no 

sólo al cumplimiento de lo expresamente pactado, sino también a todas las consecuencias 
que, según su naturaleza, sean conformes a la buena fe, al uso y a la ley.

Artículo 1259.  
Ninguno puede contratar a nombre de otro sin estar por éste autorizado o sin que tenga 

por la ley su representación legal.
El contrato celebrado a nombre de otro por quien no tenga su autorización o 

representación legal será nulo, a no ser que lo ratifique la persona a cuyo nombre se otorgue 
antes de ser revocado por la otra parte contratante.

Artículo 1260.  
No se admitirá juramento en los contratos. Si se hiciere, se tendrá por no puesto.

CAPÍTULO II
De los requisitos esenciales para la validez de los contratos

Disposición general

Artículo 1261.  
No hay contrato sino cuando concurren los requisitos siguientes:
1.º Consentimiento de los contratantes.
2.º Objeto cierto que sea materia del contrato.
3.º Causa de la obligación que se establezca.

Sección 1.ª Del consentimiento

Artículo 1262.  
El consentimiento se manifiesta por el concurso de la oferta y de la aceptación sobre la 

cosa y la causa que han de constituir el contrato.
Hallándose en lugares distintos el que hizo la oferta y el que la aceptó, hay 

consentimiento desde que el oferente conoce la aceptación o desde que, habiéndosela 
remitido el aceptante, no pueda ignorarla sin faltar a la buena fe. El contrato, en tal caso, se 
presume celebrado en el lugar en que se hizo la oferta.

En los contratos celebrados mediante dispositivos automáticos hay consentimiento 
desde que se manifiesta la aceptación.

Artículo 1263.  
Los menores de edad no emancipados podrán celebrar aquellos contratos que las leyes 

les permitan realizar por sí mismos o con asistencia de sus representantes y los relativos a 
bienes y servicios de la vida corriente propios de su edad de conformidad con los usos 
sociales.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 2  Código Civil [parcial]

– 10 –



Artículo 1264.  
Lo previsto en el artículo anterior se entiende sin perjuicio de las prohibiciones legales o 

de los requisitos especiales de capacidad que las leyes puedan establecer.

Artículo 1265.  
Será nulo el consentimiento prestado por error, violencia, intimidación o dolo.

Artículo 1266.  
Para que el error invalide el consentimiento, deberá recaer sobre la sustancia de la cosa 

que fuere objeto del contrato, o sobre aquellas condiciones de la misma que principalmente 
hubiesen dado motivo a celebrarlo.

El error sobre la persona sólo invalidará el contrato cuando la consideración a ella 
hubiere sido la causa principal del mismo.

El simple error de cuenta sólo dará lugar a su corrección.

Artículo 1267.  
Hay violencia cuando para arrancar el consentimiento se emplea una fuerza irresistible.
Hay intimidación cuando se inspira a uno de los contratantes el temor racional y fundado 

de sufrir un mal inminente y grave en su persona o bienes, o en la persona o bienes de su 
cónyuge, descendientes o ascendientes.

Para calificar la intimidación debe atenderse a la edad y a la condición de la persona.
El temor de desagradar a las personas a quienes se debe sumisión y respeto no anulará 

el contrato.

Artículo 1268.  
La violencia o intimidación anularán la obligación, aunque se hayan empleado por un 

tercero que no intervenga en el contrato.

Artículo 1269.  
Hay dolo cuando, con palabras o maquinaciones insidiosas de parte de uno de los 

contratantes, es inducido el otro a celebrar un contrato que, sin ellas, no hubiera hecho.

Artículo 1270.  
Para que el dolo produzca la nulidad de los contratos, deberá ser grave y no haber sido 

empleado por las dos partes contratantes.
El dolo incidental sólo obliga al que lo empleó a indemnizar daños y perjuicios.

Sección 2.ª Del objeto de los contratos

Artículo 1271.  
Pueden ser objeto de contrato todas las cosas que no están fuera del comercio de los 

hombres, aun las futuras.
Sobre la herencia futura no se podrá, sin embargo, celebrar otros contratos que aquéllos 

cuyo objeto sea practicar entre vivos la división de un caudal y otras disposiciones 
particionales, conforme a lo dispuesto en el artículo 1056.

Pueden ser igualmente objeto de contrato todos los servicios que no sean contrarios a 
las leyes o a las buenas costumbres.

Artículo 1272.  
No podrán ser objeto de contrato las cosas o servicios imposibles.
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Artículo 1273.  
El objeto de todo contrato debe ser una cosa determinada en cuanto a su especie. La 

indeterminación en la cantidad no será obstáculo para la existencia del contrato, siempre que 
sea posible determinarla sin necesidad de nuevo convenio entre los contratantes.

Sección 3.ª De la causa de los contratos

Artículo 1274.  
En los contratos onerosos se entiende por causa, para cada parte contratante, la 

prestación o promesa de una cosa o servicio por la otra parte; en los remuneratorios, el 
servicio o beneficio que se remunera, y en los de pura beneficencia, la mera liberalidad del 
bienhechor.

Artículo 1275.  
Los contratos sin causa, o con causa ilícita, no producen efecto alguno. Es ilícita la 

causa cuando se opone a las leyes o a la moral.

Artículo 1276.  
La expresión de una causa falsa en los contratos dará lugar a la nulidad, si no se 

probase que estaban fundados en otra verdadera y lícita.

Artículo 1277.  
Aunque la causa no se exprese en el contrato, se presume que existe y que es lícita 

mientras el deudor no pruebe lo contrario.

CAPÍTULO III
De la eficacia de los contratos

Artículo 1278.  
Los contratos serán obligatorios, cualquiera que sea la forma en que se hayan 

celebrado, siempre que en ellos concurran las condiciones esenciales para su validez.

Artículo 1279.  
Si la ley exigiere el otorgamiento de escritura u otra forma especial para hacer efectivas 

las obligaciones propias de un contrato, los contratantes podrán compelerse recíprocamente 
a llenar aquella forma desde que hubiese intervenido el consentimiento y demás requisitos 
necesarios para su validez.

Artículo 1280.  
Deberán constar en documento público:
1.º Los actos y contratos que tengan por objeto la creación, transmisión, modificación o 

extinción de derechos reales sobre bienes inmuebles.
2.º Los arrendamientos de estos mismos bienes por seis o más años, siempre que deban 

perjudicar a tercero.
3.º Las capitulaciones matrimoniales y sus modificaciones.
4.º La cesión, repudiación y renuncia de los derechos hereditarios o de los de la 

sociedad conyugal.
5.º El poder para contraer matrimonio, el general para pleitos y los especiales que deban 

presentarse en juicio; el poder para administrar bienes, y de cualquier otro que tenga por 
objeto un acto redactado o que deba redactarse en escritura pública, o haya de perjudicar a 
tercero.

6.º La cesión de acciones o derechos procedentes de un acto consignado en escritura 
pública.
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También deberán hacerse constar por escrito, aunque sea privado, los demás contratos 
en que la cuantía de las prestaciones de uno o de los dos contratantes exceda de 1.500 
pesetas.

CAPÍTULO IV
De la interpretación de los contratos

Artículo 1281.  
Si los términos de un contrato son claros y no dejan duda sobre la intención de los 

contratantes, se estará al sentido literal de sus cláusulas.
Si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente de los contratantes, 

prevalecerá ésta sobre aquéllas.

Artículo 1282.  
Para juzgar de la intención de los contratantes, deberá atenderse principalmente a los 

actos de éstos, coetáneos y posteriores al contrato.

Artículo 1283.  
Cualquiera que sea la generalidad de los términos de un contrato, no deberán 

entenderse comprendidos en él cosas distintas y casos diferentes de aquellos sobre que los 
interesados se propusieron contratar.

Artículo 1284.  
Si alguna cláusula de los contratos admitiere diversos sentidos, deberá entenderse en el 

más adecuado para que produzca efecto.

Artículo 1285.  
Las cláusulas de los contratos deberán interpretarse las unas por las otras, atribuyendo a 

las dudosas el sentido que resulte del conjunto de todas.

Artículo 1286.  
Las palabras que puedan tener distintas acepciones serán entendidas en aquella que 

sea más conforme a la naturaleza y objeto del contrato.

Artículo 1287.  
El uso o la costumbre del país se tendrán en cuenta para interpretar las ambigüedades 

de los contratos, supliendo en éstos la omisión de cláusulas que de ordinario suelen 
establecerse.

Artículo 1288.  
La interpretación de las cláusulas oscuras de un contrato no deberá favorecer a la parte 

que hubiese ocasionado la oscuridad.

Artículo 1289.  
Cuando absolutamente fuere imposible resolver las dudas por las reglas establecidas en 

los artículos precedentes, si aquéllas recaen sobre circunstancias accidentales del contrato, 
y éste fuere gratuito, se resolverán en favor de la menor transmisión de derechos e 
intereses. Si el contrato fuere oneroso, la duda se resolverá en favor de la mayor 
reciprocidad de intereses.

Si las dudas de cuya resolución se trata en este artículo recayesen sobre el objeto 
principal del contrato, de suerte que no pueda venirse en conocimiento de cuál fue la 
intención o voluntad de los contratantes, el contrato será nulo.
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CAPÍTULO V
De la rescisión de los contratos

Artículo 1290.  
Los contratos válidamente celebrados pueden rescindirse en los casos establecidos por 

la ley.

Artículo 1291.  
Son rescindibles:
1.º Los contratos que hubieran podido celebrar sin autorización judicial los tutores o los 

curadores con facultades de representación, siempre que las personas a quienes 
representen hayan sufrido lesión en más de la cuarta parte del valor de las cosas que 
hubiesen sido objeto de aquellos.

2.º Los celebrados en representación de los ausentes, siempre que éstos hayan sufrido 
la lesión a que se refiere el número anterior.

3.º Los celebrados en fraude de acreedores, cuando éstos no puedan de otro modo 
cobrar lo que se les deba.

4.º Los contratos que se refieran a cosas litigiosas, cuando hubiesen sido celebrados por 
el demandado sin conocimiento y aprobación de las partes litigantes o de la Autoridad 
judicial competente.

5.º Cualesquiera otros en que especialmente lo determine la Ley.

Artículo 1292.  
Son también rescindibles los pagos hechos en estado de insolvencia por cuenta de 

obligaciones a cuyo cumplimiento no podía ser compelido el deudor al tiempo de hacerlos.

Artículo 1293.  
Ningún contrato se rescindirá por lesión, fuera de los casos mencionados en los números 

1.º y 2.º del artículo 1.291.

Artículo 1294.  
La acción de rescisión es subsidiaria; no podrá ejercitarse sino cuando el perjudicado 

carezca de todo otro recurso legal para obtener la reparación del perjuicio.

Artículo 1295.  
La rescisión obliga a la devolución de las cosas que fueron objeto del contrato con sus 

frutos, y del precio con sus intereses; en consecuencia, sólo podrá llevarse a efecto cuando 
el que la haya pretendido pueda devolver aquello a que por su parte estuviese obligado.

Tampoco tendrá lugar la rescisión cuando las cosas, objeto del contrato, se hallaren 
legalmente en poder de terceras personas que no hubiesen procedido de mala fe.

En este caso podrá reclamarse la indemnización de perjuicios al causante de la lesión.

Artículo 1296.  
La rescisión de que trata el número 2.º del artículo 1.291 no tendrá lugar respecto de los 

contratos celebrados con autorización judicial.

Artículo 1297.  
Se presumen celebrados en fraude de acreedores todos aquellos contratos por virtud de 

los cuales el deudor enajenare bienes a título gratuito.
También se presumen fraudulentas las enajenaciones a título oneroso, hechas por 

aquellas personas contra las cuales se hubiese pronunciado antes sentencia condenatoria 
en cualquier instancia o expedido mandamiento de embargo de bienes.
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Artículo 1298.  
El que hubiese adquirido de mala fe las cosas enajenadas en fraude de acreedores, 

deberá indemnizar a éstos de los daños y perjuicios que la enajenación les hubiese 
ocasionado, siempre que por cualquier causa le fuera imposible devolverlas.

Artículo 1299.  
La acción para pedir la rescisión dura cuatro años.
Para los menores sujetos a tutela, para las personas con discapacidad provistas de 

medidas de apoyo que establezcan facultades de representación y para los ausentes, los 
cuatro años no empezarán a computarse hasta que se extinga la tutela o la medida 
representativa de apoyo, o cese la situación de ausencia legal.

CAPÍTULO VI
De la nulidad de los contratos

Artículo 1300.  
Los contratos en que concurran los requisitos que expresa el artículo 1.261 pueden ser 

anulados, aunque no haya lesión para los contratantes, siempre que adolezcan de alguno de 
los vicios que los invalidan con arreglo a la ley.

Artículo 1301.  
La acción de nulidad caducará a los cuatro años. Ese tiempo empezará a correr:
1.º En los casos de intimidación o violencia, desde el día en que estas hubiesen cesado.
2.º En los de error, o dolo, o falsedad de la causa, desde la consumación del contrato.
3.º Cuando la acción se refiera a los contratos celebrados por los menores, desde que 

salieren de la patria potestad o la tutela.
4.º Cuando la acción se refiera a los contratos celebrados por personas con 

discapacidad prescindiendo de las medidas de apoyo previstas cuando fueran precisas, 
desde la celebración del contrato.

5.º Si la acción se dirigiese a invalidar actos o contratos realizados por uno de los 
cónyuges sin consentimiento del otro, cuando este consentimiento fuere necesario, desde el 
día de la disolución de la sociedad conyugal o del matrimonio salvo que antes hubiese tenido 
conocimiento suficiente de dicho acto o contrato.

Artículo 1302.  
1. Pueden ejercitar la acción de nulidad de los contratos los obligados principal o 

subsidiariamente en virtud de ellos.
2. Los contratos celebrados por menores de edad podrán ser anulados por sus 

representantes legales o por ellos cuando alcancen la mayoría de edad. Se exceptúan 
aquellos que puedan celebrar válidamente por sí mismos.

3. Los contratos celebrados por personas con discapacidad provistas de medidas de 
apoyo para el ejercicio de su capacidad de contratar prescindiendo de dichas medidas 
cuando fueran precisas, podrán ser anulados por ellas, con el apoyo que precisen. También 
podrán ser anulados por sus herederos durante el tiempo que faltara para completar el 
plazo, si la persona con discapacidad hubiere fallecido antes del transcurso del tiempo en 
que pudo ejercitar la acción.

Los contratos mencionados en el párrafo anterior también podrán ser anulados por la 
persona a la que hubiera correspondido prestar el apoyo. En este caso, la anulación solo 
procederá cuando el otro contratante fuera conocedor de la existencia de medidas de apoyo 
en el momento de la contratación o se hubiera aprovechado de otro modo de la situación de 
discapacidad obteniendo de ello una ventaja injusta.

4. Los contratantes no podrán alegar la minoría de edad ni la falta de apoyo de aquel con 
el que contrataron; ni los que causaron la intimidación o violencia o emplearon el dolo o 
produjeron el error, podrán fundar su acción en estos vicios del contrato.
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Artículo 1303.  
Declarada la nulidad de una obligación, los contratantes deben restituirse 

recíprocamente las cosas que hubiesen sido materia del contrato, con sus frutos, y el precio 
con los intereses, salvo lo que se dispone en los artículos siguientes.

Artículo 1304.  
Cuando la nulidad proceda de la minoría de edad, el contratante menor no estará 

obligado a restituir sino en cuanto se enriqueció con la prestación recibida. Esta regla será 
aplicable cuando la nulidad proceda de haber prescindido de las medidas de apoyo 
establecidas cuando fueran precisas, siempre que el contratante con derecho a la restitución 
fuera conocedor de la existencia de medidas de apoyo en el momento de la contratación o 
se hubiera aprovechado de otro modo de la situación de discapacidad obteniendo de ello 
una ventaja injusta.

Artículo 1305.  
Cuando la nulidad provenga de ser ilícita la causa u objeto del contrato, si el hecho 

constituye un delito o falta común a ambos contratantes, carecerán de toda acción entre sí, y 
se procederá contra ellos, dándose, además, a las cosas o precio que hubiesen sido materia 
del contrato, la aplicación prevenida en el Código Penal respecto a los efectos o 
instrumentos del delito o falta.

Esta disposición es aplicable al caso en que sólo hubiere delito o falta de parte de uno de 
los contratantes; pero el no culpado podrá reclamar lo que hubiese dado, y no estará 
obligado a cumplir lo que hubiera prometido.

Artículo 1306.  
Si el hecho en que consiste la causa torpe no constituyere delito ni falta, se observarán 

las reglas siguientes:
1.ª Cuando la culpa esté de parte de ambos contratantes, ninguno de ellos podrá repetir 

lo que hubiera dado a virtud del contrato, ni reclamar el cumplimiento de lo que el otro 
hubiese ofrecido.

2.ª Cuando esté de parte de un solo contratante, no podrá éste repetir lo que hubiese 
dado a virtud del contrato, ni pedir el cumplimiento de lo que se le hubiera ofrecido. El otro, 
que fuera extraño a la causa torpe, podrá reclamar lo que hubiera dado, sin obligación de 
cumplir lo que hubiera ofrecido.

Artículo 1307.  
Siempre que el obligado por la declaración de nulidad a la devolución de la cosa no 

pueda devolverla por haberse perdido, deberá restituir los frutos percibidos y el valor que 
tenía la cosa cuando se perdió, con los intereses desde la misma fecha.

Artículo 1308.  
Mientras uno de los contratantes no realice la devolución de aquello a que en virtud de la 

declaración de nulidad esté obligado, no puede el otro ser compelido a cumplir por su parte 
lo que le incumba.

Artículo 1309.  
La acción de nulidad queda extinguida desde el momento en que el contrato haya sido 

confirmado válidamente.

Artículo 1310.  
Sólo son confirmables los contratos que reúnan los requisitos expresados en el artículo 

1.261.
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Artículo 1311.  
La confirmación puede hacerse expresa o tácitamente. Se entenderá que hay 

confirmación tácita cuando, con conocimiento de la causa de nulidad, y habiendo ésta 
cesado, el que tuviese derecho a invocarla ejecutase un acto que implique necesariamente 
la voluntad de renunciarlo.

Artículo 1312.  
La confirmación no necesita el concurso de aquel de los contratantes a quien no 

correspondiese ejercitar la acción de nulidad.

Artículo 1313.  
La confirmación purifica al contrato de los vicios de que adoleciera desde el momento de 

su celebración.

Artículo 1314.  
También se extinguirá la acción de nulidad de los contratos cuando la cosa, objeto de 

estos, se hubiese perdido por dolo o culpa del que pudiera ejercitar aquella.
Si la causa de la acción fuera la minoría de edad de alguno de los contratantes, la 

pérdida de la cosa no será obstáculo para que la acción prevalezca, a menos que hubiese 
ocurrido por dolo o culpa del reclamante después de haber alcanzado la mayoría de edad.

Si la causa de la acción fuera haber prescindido el contratante con discapacidad de las 
medidas de apoyo establecidas cuando fueran precisas, la pérdida de la cosa no será 
obstáculo para que la acción prevalezca, siempre que el otro contratante fuera conocedor de 
la existencia de medidas de apoyo en el momento de la contratación o se hubiera 
aprovechado de otro modo de la situación de discapacidad obteniendo de ello una ventaja 
injusta.

[ . . . ]
TÍTULO IX

Del mandato

CAPÍTULO I
De la naturaleza, forma y especies del mandato

[ . . . ]
Artículo 1713.  

El mandato, concebido en términos generales, no comprende más que los actos de 
administración.

Para transigir, enajenar, hipotecar o ejecutar cualquier otro acto de riguroso dominio, se 
necesita mandato expreso.

La facultad de transigir no autoriza para comprometer en árbitros o amigables 
componedores.

[ . . . ]
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TÍTULO XIII
De las transacciones y compromisos

CAPÍTULO I
De las transacciones

Artículo 1809.  
La transacción es un contrato por el cual las partes, dando, prometiendo o reteniendo 

cada una alguna cosa, evitan la provocación de un pleito o ponen término al que había 
comenzado.

Artículo 1810.  
Para transigir sobre los bienes y derechos de los hijos bajo la patria potestad se 

aplicarán las mismas reglas que para enajenarlos.

Artículo 1811.  
El tutor y el curador con facultades de representación necesitarán autorización judicial 

para transigir sobre cuestiones relativas a los intereses de la persona cuya representación 
ostentan, salvo que se trate de asuntos de escasa relevancia económica.

Artículo 1812.  
Las corporaciones que tengan personalidad jurídica sólo podrán transigir en la forma y 

con los requisitos que necesiten para enajenar sus bienes.

Artículo 1813.  
Se puede transigir sobre la acción civil proveniente de un delito; pero no por eso se 

extinguirá la acción pública para la imposición de la pena legal.

Artículo 1814.  
No se puede transigir sobre el estado civil de las personas, ni sobre las cuestiones 

matrimoniales, ni sobre alimentos futuros.

Artículo 1815.  
La transacción no comprende sino los objetos expresados determinadamente en ella, o 

que, por una inducción necesaria de sus palabras, deban reputarse comprendidos en la 
misma.

La renuncia general de derechos se entiende sólo de los que tienen relación con la 
disputa sobre que ha recaído la transacción.

Artículo 1816.  
La transacción tiene para las partes la autoridad de la cosa juzgada; pero no procederá 

la vía de apremio sino tratándose del cumplimiento de la transacción judicial.

Artículo 1817.  
La transacción en que intervenga error, dolo, violencia o falsedad de documentos, está 

sujeta a lo dispuesto en el artículo 1.265 de este Código.
Sin embargo, no podrá una de las partes oponer el error de hecho a la otra siempre que 

ésta se haya apartado por la transacción de un pleito comenzado.

Artículo 1818.  
El descubrimiento de nuevos documentos no es causa para anular o rescindir la 

transacción, si no ha habido mala fe.
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Artículo 1819.  
Si estando decidido un pleito por sentencia firme, se celebrase transacción sobre él por 

ignorar la existencia de la sentencia firme alguna de las partes interesadas, podrá ésta pedir 
que se rescinda la transacción.

La ignorancia de una sentencia que pueda revocarse, no es causa para atacar la 
transacción.

CAPÍTULO II
De los compromisos

Artículo 1820.  
(Sin contenido)

Artículo 1821.  
(Sin contenido)

TÍTULO XIV
De la fianza

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De los efectos de la fianza

Sección 1.ª De los efectos de la fianza entre el fiador y el acreedor

[ . . . ]
Artículo 1835.  

La transacción hecha por el fiador con el acreedor no surte efecto para con el deudor 
principal.

La hecha por éste tampoco surte efecto para con el fiador, contra su voluntad.

[ . . . ]
Sección 2.ª De los efectos de la fianza entre el deudor y el fiador

[ . . . ]
Artículo 1839.  

El fiador se subroga por el pago en todos los derechos que el acreedor tenía contra el 
deudor.

Si ha transigido con el acreedor, no puede pedir al deudor más de lo que realmente haya 
pagado.

[ . . . ]
TÍTULO XVII

De la concurrencia y prelación de créditos

[ . . . ]
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TÍTULO XVIII
De la prescripción

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la prescripción del dominio y demás derechos reales

[ . . . ]
Artículo 1947.  

También se produce interrupción civil por el acto de conciliación, siempre que dentro de 
dos meses de celebrado se presente ante el Juez la demanda sobre posesión o dominio de 
la cosa cuestionada.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De la prescripción de las acciones

[ . . . ]
Artículo 1973.  

La prescripción de las acciones se interrumpe por su ejercicio ante los Tribunales, por 
reclamación extrajudicial del acreedor y por cualquier acto de reconocimiento de la deuda 
por el deudor.

[ . . . ]
Artículo 1975.  

La interrupción de la prescripción contra el deudor principal por reclamación judicial de la 
deuda, surte efecto también contra su fiador; pero no perjudicará a éste la que se produzca 
por reclamaciones extrajudiciales del acreedor o reconocimientos privados del deudor.

[ . . . ]
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§ 3

Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y 
mercantiles

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 162, de 7 de julio de 2012

Última modificación: 4 de noviembre de 2017
Referencia: BOE-A-2012-9112

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
Una de las funciones esenciales del Estado de Derecho es la garantía de la tutela judicial 

de los derechos de los ciudadanos. Esta función implica el reto de la implantación de una 
justicia de calidad capaz de resolver los diversos conflictos que surgen en una sociedad 
moderna y, a la vez, compleja.

En este contexto, desde la década de los años setenta del pasado siglo, se ha venido 
recurriendo a nuevos sistemas alternativos de resolución de conflictos, entre los que destaca 
la mediación, que ha ido cobrando una importancia creciente como instrumento 
complementario de la Administración de Justicia.

Entre las ventajas de la mediación es de destacar su capacidad para dar soluciones 
prácticas, efectivas y rentables a determinados conflictos entre partes y ello la configura 
como una alternativa al proceso judicial o a la vía arbitral, de los que se ha de deslindar con 
claridad. La mediación está construida en torno a la intervención de un profesional neutral 
que facilita la resolución del conflicto por las propias partes, de una forma equitativa, 
permitiendo el mantenimiento de las relaciones subyacentes y conservando el control sobre 
el final del conflicto.

II
A pesar del impulso que en los últimos años ha experimentado en España, en el ámbito 

de las Comunidades Autónomas, hasta la aprobación del Real Decreto-ley 5/2012 se carecía 
de una ordenación general de la mediación aplicable a los diversos asuntos civiles y 
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mercantiles, al tiempo que asegurara su conexión con la jurisdicción ordinaria, haciendo así 
efectivo el primero de los ejes de la mediación, que es la desjudicialización de determinados 
asuntos, que pueden tener una solución más adaptada a las necesidades e intereses de las 
partes en conflicto que la que podría derivarse de la previsión legal.

La mediación, como fórmula de autocomposición, es un instrumento eficaz para la 
resolución de controversias cuando el conflicto jurídico afecta a derechos subjetivos de 
carácter disponible. Como institución ordenada a la paz jurídica, contribuye a concebir a los 
tribunales de justicia en este sector del ordenamiento jurídico como un último remedio, en 
caso de que no sea posible componer la situación por la mera voluntad de las partes, y 
puede ser un hábil coadyuvante para la reducción de la carga de trabajo de aquéllos, 
reduciendo su intervención a aquellos casos en que las partes enfrentadas no hayan sido 
capaces de poner fin, desde el acuerdo, a la situación de controversia.

Asimismo, esta Ley incorpora al Derecho español la Directiva 2008/52/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, sobre ciertos aspectos de la 
mediación en asuntos civiles y mercantiles. Sin embargo, su regulación va más allá del 
contenido de esta norma de la Unión Europea, en línea con la previsión de la disposición 
final tercera de la Ley 15/2005, de 8 de julio, por la que se modifica el Código Civil y la Ley 
de Enjuiciamiento Civil en materia de separación y divorcio, en la que se encomendaba al 
Gobierno la remisión a las Cortes Generales de un proyecto de ley sobre mediación.

La Directiva 2008/52/CE se limita a establecer unas normas mínimas para fomentar la 
mediación en los litigios transfronterizos en asuntos civiles y mercantiles. Por su lado, la 
regulación de esta norma conforma un régimen general aplicable a toda mediación que 
tenga lugar en España y pretenda tener un efecto jurídico vinculante, si bien circunscrita al 
ámbito de los asuntos civiles y mercantiles y dentro de un modelo que ha tenido en cuenta 
las previsiones de la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Conciliación Comercial Internacional 
de 24 de junio de 2002.

Precisamente, el transcurso del plazo de incorporación al ordenamiento jurídico español 
de la Directiva 2008/52/CE, que finalizó el 21 de mayo de 2011, justificó el recurso al real 
decreto-ley, como norma adecuada para efectuar esa necesaria adaptación de nuestro 
Derecho, con lo que se puso fin al retraso en el cumplimiento de esta obligación, con las 
consecuencias negativas que comporta para los ciudadanos y para el Estado por el riesgo 
de ser sancionado por las instituciones de la Unión Europea.

Las exclusiones previstas en la presente norma no lo son para limitar la mediación en los 
ámbitos a que se refieren sino para reservar su regulación a las normas sectoriales 
correspondientes.

III
El modelo de mediación se basa en la voluntariedad y libre decisión de las partes y en la 

intervención de un mediador, del que se pretende una intervención activa orientada a la 
solución de la controversia por las propias partes. El régimen que contiene la Ley se basa en 
la flexibilidad y en el respeto a la autonomía de la voluntad de las partes, cuya voluntad, 
expresada en el acuerdo que la pone fin, podrá tener la consideración de título ejecutivo, si 
las partes lo desean, mediante su elevación a escritura pública. En ningún caso pretende 
esta norma encerrar toda la variedad y riqueza de la mediación, sino tan sólo sentar sus 
bases y favorecer esta alternativa frente a la solución judicial del conflicto. Es aquí donde se 
encuentra, precisamente, el segundo eje de la mediación, que es la deslegalización o 
pérdida del papel central de la ley en beneficio de un principio dispositivo que rige también 
en las relaciones que son objeto del conflicto.

La figura del mediador es, de acuerdo con su conformación natural, la pieza esencial del 
modelo, puesto que es quien ayuda a encontrar una solución dialogada y voluntariamente 
querida por las partes. La actividad de mediación se despliega en múltiples ámbitos 
profesionales y sociales, requiriendo habilidades que en muchos casos dependen de la 
propia naturaleza del conflicto. El mediador ha de tener, pues, una formación general que le 
permita desempeñar esa tarea y sobre todo ofrecer garantía inequívoca a las partes por la 
responsabilidad civil en que pudiese incurrir.

Igualmente, la Ley utiliza el término mediador de manera genérica sin prejuzgar que sea 
uno o varios.
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Se tiene presente el papel muy relevante en este contexto de los servicios e instituciones 
de mediación, que desempeñan una tarea fundamental a la hora de ordenar y fomentar los 
procedimientos de mediación.

Corolario de esta regulación es el reconocimiento del acuerdo de mediación como título 
ejecutivo, lo que se producirá con su ulterior elevación a escritura pública, cuya ejecución 
podrá instarse directamente ante los tribunales. En la regulación del acuerdo de mediación 
radica el tercer eje de la mediación, que es la desjuridificación, consistente en no determinar 
de forma necesaria el contenido del acuerdo restaurativo o reparatorio.

El marco flexible que procura la Ley pretende ser un aliciente más para favorecer el 
recurso a la mediación, de tal forma que no tenga repercusión en costes procesales 
posteriores ni se permita su planteamiento como una estrategia dilatoria del cumplimiento de 
las obligaciones contractuales de las partes. Así se manifiesta en la opción de la suspensión 
de la prescripción cuando tenga lugar el inicio del procedimiento frente a la regla general de 
su interrupción, con el propósito de eliminar posibles desincentivos y evitar que la mediación 
pueda producir efectos jurídicos no deseados.

La presente Ley se circunscribe estrictamente al ámbito de competencias del Estado en 
materia de legislación mercantil, procesal y civil, que permiten articular un marco para el 
ejercicio de la mediación, sin perjuicio de las disposiciones que dicten las Comunidades 
Autónomas en el ejercicio de sus competencias.

Con el fin de facilitar el recurso a la mediación, se articula un procedimiento de fácil 
tramitación, poco costoso y de corta duración en el tiempo.

IV
El articulado de esta Ley se estructura en cinco títulos.
En el título I, bajo la rúbrica «Disposiciones generales», se regula el ámbito material y 

espacial de la norma, su aplicación a los conflictos transfronterizos, los efectos de la 
mediación sobre los plazos de prescripción y caducidad, así como las instituciones de 
mediación.

El título II enumera los principios informadores de la mediación, a saber: el principio de 
voluntariedad y libre disposición, el de imparcialidad, el de neutralidad y el de 
confidencialidad. A estos principios se añaden las reglas o directrices que han de guiar la 
actuación de las partes en la mediación, como son la buena fe y el respeto mutuo, así como 
su deber de colaboración y apoyo al mediador.

El título III contiene el estatuto mínimo del mediador, con la determinación de los 
requisitos que deben cumplir y de los principios de su actuación. Para garantizar su 
imparcialidad se explicitan las circunstancias que el mediador ha de comunicar a las partes, 
siguiéndose en esto el modelo del Código de conducta europeo para mediadores.

El título IV regula el procedimiento de mediación. Es un procedimiento sencillo y flexible 
que permite que sean los sujetos implicados en la mediación los que determinen libremente 
sus fases fundamentales. La norma se limita a establecer aquellos requisitos imprescindibles 
para dar validez al acuerdo que las partes puedan alcanzar, siempre bajo la premisa de que 
alcanzar un acuerdo no es algo obligatorio, pues, a veces, como enseña la experiencia 
aplicativa de esta institución, no es extraño que la mediación persiga simplemente mejorar 
relaciones, sin intención de alcanzar un acuerdo de contenido concreto.

Finalmente, el título V establece el procedimiento de ejecución de los acuerdos, 
ajustándose a las previsiones que ya existen en el Derecho español y sin establecer 
diferencias con el régimen de ejecución de los acuerdos de mediación transfronterizos cuyo 
cumplimiento haya de producirse en otro Estado; para ello se requerirá su elevación a 
escritura pública como condición necesaria para su consideración como título ejecutivo.

V
Las disposiciones finales cohonestan la regulación con el encaje de la mediación con los 

procedimientos judiciales.
Se reforman, así, la Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de las Cámaras Oficiales de 

Comercio, Industria y Navegación, y la Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios 
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Profesionales, para incluir entre sus funciones, junto al arbitraje, la mediación, permitiendo 
así su actuación como instituciones de mediación.

Se operan también una serie de modificaciones de carácter procesal que facilitan la 
aplicación de la mediación dentro del proceso civil. Se regula así la facultad de las partes 
para disponer del objeto del juicio y someterse a mediación, así como la posibilidad de que 
sea el juez el que invite a las partes a llegar a un acuerdo y, a tal fin, se informen de la 
posibilidad de recurrir a la mediación. Se trata de una novedad que, dentro del respeto a la 
voluntad de las partes, trata de promover la mediación y las soluciones amistosas de los 
litigios. Por otro lado, se prevé la declinatoria como remedio frente al incumplimiento de los 
pactos de sometimiento a mediación o frente a la presentación de una demanda estando en 
curso la misma.

La modificación de la Ley de Enjuiciamiento Civil comprende, por último, la de los 
preceptos necesarios para la inclusión del acuerdo de mediación dentro de los títulos que 
dan derecho al despacho de la ejecución.

Con estas modificaciones se articula la adecuada interrelación entre la mediación y el 
proceso civil, reforzando la eficacia de esta institución.

VI
Por último, esta Ley reforma la Ley 34/2006, de 30 de octubre, sobre el acceso a las 

profesiones de Abogado y Procurador de los Tribunales, con el objetivo de dar satisfacción a 
las legítimas expectativas de los estudiantes de Derecho que, en el momento de la 
publicación de aquella Ley, se encontraban matriculados en sus estudios universitarios y, 
como consecuencia de la publicación de la misma, ven completamente alteradas las 
condiciones de acceso a las profesiones de abogado y procurador.

Con arreglo a la Ley 34/2006, para obtener el título profesional de abogado o procurador 
de los tribunales es necesario, además de estar en posesión del título universitario de 
licenciado en Derecho o del correspondiente título de grado, probar su capacitación 
profesional mediante la superación de la correspondiente formación especializada y de 
carácter oficial que se adquiere a través de cursos de formación acreditados por el Ministerio 
de Justicia y el Ministerio de Educación, así como superar una posterior evaluación.

La modificación que se aprueba es congruente con la exposición de motivos de la propia 
Ley 34/2006, que declara como objetivo no quebrar «las expectativas actuales de los 
estudiantes de la licenciatura o grado en Derecho». Sin embargo, la vacatio legis de cinco 
años que fijó inicialmente la Ley se ha revelado insuficiente para dar satisfacción a un 
colectivo de estudiantes que no han podido completar sus estudios en dicho periodo de 
cinco años. Se trataría de resolver problemas de los estudiantes que se matricularon en 
licenciaturas de Derecho con anterioridad al 31 de octubre de 2006, momento en el que no 
se exigían los títulos profesionales para el ejercicio de las profesiones de abogado y 
procurador y que no han podido finalizar sus estudios en el citado plazo. Por una omisión no 
querida del legislador, dichos estudiantes sufren una discriminación, puesto que se quiebran 
las expectativas legítimas que tenían en el momento en el que comenzaron a cursar sus 
estudios en Derecho. Pero, además, se aprovecha la ocasión para reconocer un régimen 
especial de acceso al ejercicio profesional para los licenciados en Derecho, cualquiera que 
sea el momento en que inicien o finalicen sus estudios, atendiendo de este modo a diversas 
iniciativas planteadas en sede parlamentaria.

Por otra parte, se contempla la situación de los poseedores de títulos extranjeros 
susceptibles de homologación al título español de licenciado en Derecho, mediante la 
introducción de una nueva disposición adicional que permite acceder a las profesiones 
jurídicas a quienes hubiesen iniciado el procedimiento de homologación antes de la entrada 
en vigor de la Ley.

La futura modificación contemplará la expedición de los títulos profesionales por parte 
del Ministerio de Justicia.

Además, para acabar con la incertidumbre generada por el apartado 3 de la disposición 
transitoria única de la citada Ley 34/2006, se introduce una mejora técnica en la redacción 
aclarando que no es necesario estar en posesión del título de licenciado o grado en 
Derecho, sino que basta estar en condiciones de obtenerlo, es decir, no es necesario estar 
en la posesión material del título, sino haber concluido los estudios cuando entra en vigor la 
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Ley. Con ello se salvaguardan los derechos de los licenciados que habiendo finalizado sus 
estudios, por el retraso o descuido en la solicitud de los títulos a las universidades queden 
excluidos del ámbito de la disposición transitoria de la Ley.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Concepto.
Se entiende por mediación aquel medio de solución de controversias, cualquiera que sea 

su denominación, en que dos o más partes intentan voluntariamente alcanzar por sí mismas 
un acuerdo con la intervención de un mediador.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Esta Ley es de aplicación a las mediaciones en asuntos civiles o mercantiles, incluidos 

los conflictos transfronterizos, siempre que no afecten a derechos y obligaciones que no 
estén a disposición de las partes en virtud de la legislación aplicable.

En defecto de sometimiento expreso o tácito a esta Ley, la misma será aplicable cuando, 
al menos, una de las partes tenga su domicilio en España y la mediación se realice en 
territorio español.

2. Quedan excluidos, en todo caso, del ámbito de aplicación de esta Ley:
a) La mediación penal.
b) La mediación con las Administraciones públicas.
c) La mediación laboral.

Artículo 3.  Mediación en conflictos transfronterizos.
1. Un conflicto es transfronterizo cuando al menos una de las partes está domiciliada o 

reside habitualmente en un Estado distinto a aquél en que cualquiera de las otras partes a 
las que afecta estén domiciliadas cuando acuerden hacer uso de la mediación o sea 
obligatorio acudir a la misma de acuerdo con la ley que resulte aplicable. También tendrán 
esta consideración los conflictos previstos o resueltos por acuerdo de mediación, cualquiera 
que sea el lugar en el que se haya realizado, cuando, como consecuencia del traslado del 
domicilio de alguna de las partes, el pacto o algunas de sus consecuencias se pretendan 
ejecutar en el territorio de un Estado distinto.

2. En los litigios transfronterizos entre partes que residan en distintos Estados miembros 
de la Unión Europea, el domicilio se determinará de conformidad con los artículos 59 y 60 
del Reglamento (CE) n.º 44/2001 del Consejo, de 22 de diciembre de 2000, relativo a la 
competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia 
civil y mercantil.

Artículo 4.  Efectos de la mediación sobre los plazos de prescripción y caducidad.
La solicitud de inicio de la mediación conforme al artículo 16 suspenderá la prescripción 

o la caducidad de acciones desde la fecha en la que conste la recepción de dicha solicitud 
por el mediador, o el depósito ante la institución de mediación en su caso.

Si en el plazo de quince días naturales a contar desde la recepción de la solicitud de 
inicio de la mediación no se firmara el acta de la sesión constitutiva prevista en el artículo 19, 
se reanudará el cómputo de los plazos.

La suspensión se prolongará hasta la fecha de la firma del acuerdo de mediación o, en 
su defecto, la firma del acta final, o cuando se produzca la terminación de la mediación por 
alguna de las causas previstas en esta Ley.

Artículo 5.  Las instituciones de mediación.
1. Tienen la consideración de instituciones de mediación las entidades públicas o 

privadas, españolas o extranjeras, y las corporaciones de derecho público que tengan entre 
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sus fines el impulso de la mediación, facilitando el acceso y administración de la misma, 
incluida la designación de mediadores, debiendo garantizar la transparencia en la referida 
designación. Si entre sus fines figurase también el arbitraje, adoptarán las medidas para 
asegurar la separación entre ambas actividades.

La institución de mediación no podrá prestar directamente el servicio de mediación, ni 
tendrá más intervención en la misma que la que prevé esta Ley.

Las instituciones de mediación darán a conocer la identidad de los mediadores que 
actúen dentro de su ámbito, informando, al menos, de su formación, especialidad y 
experiencia en el ámbito de la mediación a la que se dediquen.

2. Estas instituciones podrán implantar sistemas de mediación por medios electrónicos, 
en especial para aquellas controversias que consistan en reclamaciones dinerarias.

3. El Ministerio de Justicia y las Administraciones públicas competentes velarán por que 
las instituciones de mediación respeten, en el desarrollo de sus actividades, los principios de 
la mediación establecidos en esta Ley, así como por la buena actuación de los mediadores, 
en la forma que establezcan sus normas reguladoras.

TÍTULO II
Principios informadores de la mediación

Artículo 6.  Voluntariedad y libre disposición.
1. La mediación es voluntaria.
2. Cuando exista un pacto por escrito que exprese el compromiso de someter a 

mediación las controversias surgidas o que puedan surgir, se deberá intentar el 
procedimiento pactado de buena fe, antes de acudir a la jurisdicción o a otra solución 
extrajudicial. Dicha cláusula surtirá estos efectos incluso cuando la controversia verse sobre 
la validez o existencia del contrato en el que conste.

3. Nadie está obligado a mantenerse en el procedimiento de mediación ni a concluir un 
acuerdo.

Artículo 7.  Igualdad de las partes e imparcialidad de los mediadores.
En el procedimiento de mediación se garantizará que las partes intervengan con plena 

igualdad de oportunidades, manteniendo el equilibrio entre sus posiciones y el respeto hacia 
los puntos de vista por ellas expresados, sin que el mediador pueda actuar en perjuicio o 
interés de cualquiera de ellas.

Artículo 8.  Neutralidad.
Las actuaciones de mediación se desarrollarán de forma que permitan a las partes en 

conflicto alcanzar por sí mismas un acuerdo de mediación, actuando el mediador de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 13.

Artículo 9.  Confidencialidad.
1. El procedimiento de mediación y la documentación utilizada en el mismo es 

confidencial. La obligación de confidencialidad se extiende al mediador, que quedará 
protegido por el secreto profesional, a las instituciones de mediación y a las partes 
intervinientes de modo que no podrán revelar la información que hubieran podido obtener 
derivada del procedimiento.

2. La confidencialidad de la mediación y de su contenido impide que los mediadores o 
las personas que participen en el procedimiento de mediación estén obligados a declarar o 
aportar documentación en un procedimiento judicial o en un arbitraje sobre la información y 
documentación derivada de un procedimiento de mediación o relacionada con el mismo, 
excepto:

a) Cuando las partes de manera expresa y por escrito les dispensen del deber de 
confidencialidad.
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b) Cuando, mediante resolución judicial motivada, sea solicitada por los jueces del orden 
jurisdiccional penal.

3. La infracción del deber de confidencialidad generará responsabilidad en los términos 
previstos en el ordenamiento jurídico.

Artículo 10.  Las partes en la mediación.
1. Sin perjuicio del respeto a los principios establecidos en esta Ley, la mediación se 

organizará del modo que las partes tengan por conveniente.
2. Las partes sujetas a mediación actuarán entre sí conforme a los principios de lealtad, 

buena fe y respeto mutuo.
Durante el tiempo en que se desarrolle la mediación las partes no podrán ejercitar contra 

las otras partes ninguna acción judicial o extrajudicial en relación con su objeto, con 
excepción de la solicitud de las medidas cautelares u otras medidas urgentes 
imprescindibles para evitar la pérdida irreversible de bienes y derechos.

El compromiso de sometimiento a mediación y la iniciación de ésta impide a los 
tribunales conocer de las controversias sometidas a mediación durante el tiempo en que se 
desarrolle ésta, siempre que la parte a quien interese lo invoque mediante declinatoria.

3. Las partes deberán prestar colaboración y apoyo permanente a la actuación del 
mediador, manteniendo la adecuada deferencia hacia su actividad.

TÍTULO III
Estatuto del mediador

Artículo 11.  Condiciones para ejercer de mediador.
1. Pueden ser mediadores las personas naturales que se hallen en pleno ejercicio de sus 

derechos civiles, siempre que no se lo impida la legislación a la que puedan estar sometidos 
en el ejercicio de su profesión.

Las personas jurídicas que se dediquen a la mediación, sean sociedades profesionales o 
cualquier otra prevista por el ordenamiento jurídico, deberán designar para su ejercicio a una 
persona natural que reúna los requisitos previstos en esta Ley.

2. El mediador deberá estar en posesión de título oficial universitario o de formación 
profesional superior y contar con formación específica para ejercer la mediación, que se 
adquirirá mediante la realización de uno o varios cursos específicos impartidos por 
instituciones debidamente acreditadas, que tendrán validez para el ejercicio de la actividad 
mediadora en cualquier parte del territorio nacional.

3. El mediador deberá suscribir un seguro o garantía equivalente que cubra la 
responsabilidad civil derivada de su actuación en los conflictos en que intervenga.

Artículo 12.  Calidad y autorregulación de la mediación.
El Ministerio de Justicia y las Administraciones públicas competentes, en colaboración 

con las instituciones de mediación, fomentarán y requerirán la adecuada formación inicial y 
continua de los mediadores, la elaboración de códigos de conducta voluntarios, así como la 
adhesión de aquéllos y de las instituciones de mediación a tales códigos.

Artículo 13.  Actuación del mediador.
1. El mediador facilitará la comunicación entre las partes y velará porque dispongan de la 

información y el asesoramiento suficientes.
2. El mediador desarrollará una conducta activa tendente a lograr el acercamiento entre 

las partes, con respeto a los principios recogidos en esta Ley.
3. El mediador podrá renunciar a desarrollar la mediación, con obligación de entregar un 

acta a las partes en la que conste su renuncia.
4. El mediador no podrá iniciar o deberá abandonar la mediación cuando concurran 

circunstancias que afecten a su imparcialidad.
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5. Antes de iniciar o de continuar su tarea, el mediador deberá revelar cualquier 
circunstancia que pueda afectar a su imparcialidad o bien generar un conflicto de intereses. 
Tales circunstancias incluirán, en todo caso:

a) Todo tipo de relación personal, contractual o empresarial con una de las partes.
b) Cualquier interés directo o indirecto en el resultado de la mediación.
c) Que el mediador, o un miembro de su empresa u organización, hayan actuado 

anteriormente a favor de una o varias de las partes en cualquier circunstancia, con 
excepción de la mediación.

En tales casos el mediador sólo podrá aceptar o continuar la mediación cuando asegure 
poder mediar con total imparcialidad y siempre que las partes lo consientan y lo hagan 
constar expresamente.

El deber de revelar esta información permanece a lo largo de todo el procedimiento de 
mediación.

Artículo 14.  Responsabilidad de los mediadores.
La aceptación de la mediación obliga a los mediadores a cumplir fielmente el encargo, 

incurriendo, si no lo hicieren, en responsabilidad por los daños y perjuicios que causaren. El 
perjudicado tendrá acción directa contra el mediador y, en su caso, la institución de 
mediación que corresponda con independencia de las acciones de reembolso que asistan a 
ésta contra los mediadores. La responsabilidad de la institución de mediación derivará de la 
designación del mediador o del incumplimiento de las obligaciones que le incumben.

Artículo 15.  Coste de la mediación.
1. El coste de la mediación, haya concluido o no con el resultado de un acuerdo, se 

dividirá por igual entre las partes, salvo pacto en contrario.
2. Tanto los mediadores como la institución de mediación podrán exigir a las partes la 

provisión de fondos que estimen necesaria para atender el coste de la mediación.
Si las partes o alguna de ellas no realizaran en plazo la provisión de fondos solicitada, el 

mediador o la institución, podrán dar por concluida la mediación. No obstante, si alguna de 
las partes no hubiere realizado su provisión, el mediador o la institución, antes de acordar la 
conclusión, lo comunicará a las demás partes, por si tuvieren interés en suplirla dentro del 
plazo que hubiera sido fijado.

TÍTULO IV
Procedimiento de mediación

Artículo 16.  Solicitud de inicio.
1. El procedimiento de mediación podrá iniciarse:
a) De común acuerdo entre las partes. En este caso la solicitud incluirá la designación 

del mediador o la institución de mediación en la que llevarán a cabo la mediación, así como 
el acuerdo sobre el lugar en el que se desarrollarán las sesiones y la lengua o lenguas de las 
actuaciones.

b) Por una de las partes en cumplimiento de un pacto de sometimiento a mediación 
existente entre aquéllas.

2. La solicitud se formulará ante las instituciones de mediación o ante el mediador 
propuesto por una de las partes a las demás o ya designado por ellas.

3. Cuando de manera voluntaria se inicie una mediación estando en curso un proceso 
judicial, las partes de común acuerdo podrán solicitar su suspensión de conformidad con lo 
dispuesto en la legislación procesal.
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Artículo 17.  Información y sesiones informativas.
1. Recibida la solicitud y salvo pacto en contrario de las partes, el mediador o la 

institución de mediación citará a las partes para la celebración de la sesión informativa. En 
caso de inasistencia injustificada de cualquiera de las partes a la sesión informativa se 
entenderá que desisten de la mediación solicitada. La información de qué parte o partes no 
asistieron a la sesión no será confidencial.

En esa sesión el mediador informará a las partes de las posibles causas que puedan 
afectar a su imparcialidad, de su profesión, formación y experiencia; así como de las 
características de la mediación, su coste, la organización del procedimiento y las 
consecuencias jurídicas del acuerdo que se pudiera alcanzar, así como del plazo para firmar 
el acta de la sesión constitutiva.

2. Las instituciones de mediación podrán organizar sesiones informativas abiertas para 
aquellas personas que pudieran estar interesadas en acudir a este sistema de resolución de 
controversias, que en ningún caso sustituirán a la información prevista en el apartado 1.

Artículo 18.  Pluralidad de mediadores.
1. La mediación será llevada a cabo por uno o varios mediadores.
2. Si por la complejidad de la materia o por la conveniencia de las partes se produjera la 

actuación de varios mediadores en un mismo procedimiento, éstos actuarán de forma 
coordinada.

Artículo 19.  Sesión constitutiva.
1. El procedimiento de mediación comenzará mediante una sesión constitutiva en la que 

las partes expresarán su deseo de desarrollar la mediación y dejarán constancia de los 
siguientes aspectos:

a) La identificación de las partes.
b) La designación del mediador y, en su caso, de la institución de mediación o la 

aceptación del designado por una de las partes.
c) El objeto del conflicto que se somete al procedimiento de mediación.
d) El programa de actuaciones y duración máxima prevista para el desarrollo del 

procedimiento, sin perjuicio de su posible modificación.
e) La información del coste de la mediación o las bases para su determinación, con 

indicación separada de los honorarios del mediador y de otros posibles gastos.
f) La declaración de aceptación voluntaria por las partes de la mediación y de que 

asumen las obligaciones de ella derivadas.
g) El lugar de celebración y la lengua del procedimiento.
2. De la sesión constitutiva se levantará un acta en la que consten estos aspectos, que 

será firmada tanto por las partes como por el mediador o mediadores. En otro caso, dicha 
acta declarará que la mediación se ha intentado sin efecto.

Artículo 20.  Duración del procedimiento.
La duración del procedimiento de mediación será lo más breve posible y sus actuaciones 

se concentrarán en el mínimo número de sesiones.

Artículo 21.  Desarrollo de las actuaciones de mediación.
1. El mediador convocará a las partes para cada sesión con la antelación necesaria, 

dirigirá las sesiones y facilitará la exposición de sus posiciones y su comunicación de modo 
igual y equilibrado.

2. Las comunicaciones entre el mediador y las personas en conflicto podrán ser o no 
simultáneas.

3. El mediador comunicará a todas las partes la celebración de las reuniones que tengan 
lugar por separado con alguna de ellas, sin perjuicio de la confidencialidad sobre lo tratado. 
El mediador no podrá ni comunicar ni distribuir la información o documentación que la parte 
le hubiera aportado, salvo autorización expresa de esta.
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Artículo 22.  Terminación del procedimiento.
1. El procedimiento de mediación puede concluir en acuerdo o finalizar sin alcanzar 

dicho acuerdo, bien sea porque todas o alguna de las partes ejerzan su derecho a dar por 
terminadas las actuaciones, comunicándoselo al mediador, bien porque haya transcurrido el 
plazo máximo acordado por las partes para la duración del procedimiento, así como cuando 
el mediador aprecie de manera justificada que las posiciones de las partes son 
irreconciliables o concurra otra causa que determine su conclusión.

Con la terminación del procedimiento se devolverán a cada parte los documentos que 
hubiere aportado. Con los documentos que no hubieren de devolverse a las partes, se 
formará un expediente que deberá conservar y custodiar el mediador o, en su caso, la 
institución de mediación, una vez terminado el procedimiento, por un plazo de cuatro meses.

2. La renuncia del mediador a continuar el procedimiento o el rechazo de las partes a su 
mediador sólo producirá la terminación del procedimiento cuando no se llegue a nombrar un 
nuevo mediador.

3. El acta final determinará la conclusión del procedimiento y, en su caso, reflejará los 
acuerdos alcanzados de forma clara y comprensible, o su finalización por cualquier otra 
causa.

El acta deberá ir firmada por todas las partes y por el mediador o mediadores y se 
entregará un ejemplar original a cada una de ellas. En caso de que alguna de las partes no 
quisiera firma el acta, el mediador hará constar en la misma esta circunstancia, entregando 
un ejemplar a las partes que lo deseen.

Artículo 23.  El acuerdo de mediación.
1. El acuerdo de mediación puede versar sobre una parte o sobre la totalidad de las 

materias sometidas a la mediación.
En el acuerdo de mediación deberá constar la identidad y el domicilio de las partes, el 

lugar y fecha en que se suscribe, las obligaciones que cada parte asume y que se ha 
seguido un procedimiento de mediación ajustado a las previsiones de esta Ley, con 
indicación del mediador o mediadores que han intervenido y, en su caso, de la institución de 
mediación en la cual se ha desarrollado el procedimiento.

2. El acuerdo de mediación deberá firmarse por las partes o sus representantes.
3. Del acuerdo de mediación se entregará un ejemplar a cada una de las partes, 

reservándose otro el mediador para su conservación.
El mediador informará a las partes del carácter vinculante del acuerdo alcanzado y de 

que pueden instar su elevación a escritura pública al objeto de configurar su acuerdo como 
un título ejecutivo.

4. Contra lo convenido en el acuerdo de mediación sólo podrá ejercitarse la acción de 
nulidad por las causas que invalidan los contratos.

Artículo 24.  Actuaciones desarrolladas por medios electrónicos.
1. Las partes podrán acordar que todas o alguna de las actuaciones de mediación, 

incluida la sesión constitutiva y las sucesivas que estimen conveniente, se lleven a cabo por 
medios electrónicos, por videoconferencia u otro medio análogo de transmisión de la voz o la 
imagen, siempre que quede garantizada la identidad de los intervinientes y el respeto a los 
principios de la mediación previstos en esta Ley.

2. La mediación que consista en una reclamación de cantidad que no exceda de 600 
euros se desarrollará preferentemente por medios electrónicos, salvo que el empleo de éstos 
no sea posible para alguna de las partes.
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TÍTULO V
Ejecución de los acuerdos

Artículo 25.  Formalización del título ejecutivo.
1. Las partes podrán elevar a escritura pública el acuerdo alcanzado tras un 

procedimiento de mediación.
El acuerdo de mediación se presentará por las partes ante un notario acompañado de 

copia de las actas de la sesión constitutiva y final del procedimiento, sin que sea necesaria la 
presencia del mediador.

2. Para llevar a cabo la elevación a escritura pública del acuerdo de mediación, el notario 
verificará el cumplimiento de los requisitos exigidos en esta Ley y que su contenido no es 
contrario a Derecho.

3. Cuando el acuerdo de mediación haya de ejecutarse en otro Estado, además de la 
elevación a escritura pública, será necesario el cumplimiento de los requisitos que, en su 
caso, puedan exigir los convenios internacionales en que España sea parte y las normas de 
la Unión Europea.

4. Cuando el acuerdo se hubiere alcanzado en una mediación desarrollada después de 
iniciar un proceso judicial, las partes podrán solicitar del tribunal su homologación de 
acuerdo con lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Artículo 26.  Tribunal competente para la ejecución de los acuerdos de mediación.
La ejecución de los acuerdos resultado de una mediación iniciada estando en curso un 

proceso se instará ante el tribunal que homologó el acuerdo.
Si se tratase de acuerdos formalizados tras un procedimiento de mediación será 

competente el Juzgado de Primera Instancia del lugar en que se hubiera firmado el acuerdo 
de mediación, de acuerdo con lo previsto en el apartado 2 del artículo 545 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.

Artículo 27.  Ejecución de los acuerdos de mediación transfronterizos.
1. Sin perjuicio de lo que dispongan la normativa de la Unión Europea y los convenios 

internacionales vigentes en España, el reconocimiento y ejecución de un acuerdo de 
mediación se producirá en la forma prevista en la Ley de cooperación jurídica internacional 
en materia civil.

2. Un acuerdo de mediación que no haya sido declarado ejecutable por una autoridad 
extranjera sólo podrá ser ejecutado en España previa elevación a escritura pública por 
notario español a solicitud de las partes, o de una de ellas con el consentimiento expreso de 
las demás.

3. El documento extranjero no podrá ser ejecutado cuando resulte contrario al orden 
público español.

Disposición adicional primera.  Reconocimiento de instituciones o servicios de mediación.
Las instituciones o servicios de mediación establecidos o reconocidos por las 

Administraciones públicas de acuerdo con lo dispuesto en las leyes podrán asumir las 
funciones de mediación previstas en esta Ley siempre que cumplan las condiciones 
establecidas en la misma para actuar como instituciones de mediación.

Disposición adicional segunda.  Impulso a la mediación.
1. Las Administraciones públicas competentes para la provisión de medios materiales al 

servicio de la Administración de Justicia proveerán la puesta a disposición de los órganos 
jurisdiccionales y del público de información sobre la mediación como alternativa al proceso 
judicial.

2. Las Administraciones públicas competentes procurarán incluir la mediación dentro del 
asesoramiento y orientación gratuitos previos al proceso, previstos en el artículo 6 de la Ley 
1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, en la medida que permita reducir 
tanto la litigiosidad como sus costes.
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Disposición adicional tercera.  Escrituras públicas de formalización de acuerdos de 
mediación.

Para el cálculo de los honorarios notariales de la escritura pública de formalización de los 
acuerdos de mediación se aplicarán los aranceles correspondientes a los «Documentos sin 
cuantía» previstos en el número 1 del anexo I del Real Decreto 1426/1989, de 17 de 
noviembre, por el que se aprueba el arancel de los notarios.

Disposición adicional cuarta.  Igualdad de oportunidades para las personas con 
discapacidad.

Los procedimientos de mediación deberán garantizar la igualdad de oportunidades para 
las personas con discapacidad. A tal fin, deberán atenerse a lo dispuesto en el Real Decreto 
366/2007, de 16 de marzo, por el que se establecen las condiciones de accesibilidad y no 
discriminación de las personas con discapacidad en sus relaciones con la Administración 
General del Estado.

En especial se deberá garantizar la accesibilidad de los entornos, la utilización de la 
lengua de signos y los medios de apoyo a la comunicación oral, el braille, la comunicación 
táctil o cualquier otro medio o sistema que permita a las personas con discapacidad 
participar plenamente del proceso.

Los medios electrónicos a los que se refiere el artículo 24 de esta Ley deberán atenerse 
a las condiciones de accesibilidad previstas en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de 
la sociedad de la información y de comercio electrónico.

Disposición derogatoria.  
Queda derogado el Real Decreto-ley 5/2012, de 5 de marzo, de mediación en asuntos 

civiles y mercantiles.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios 
Profesionales.

La letra ñ) del artículo 5 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios Profesionales, 
pasa a tener la siguiente redacción:

«ñ) Impulsar y desarrollar la mediación, así como desempeñar funciones de 
arbitraje, nacional e internacional, de conformidad con lo establecido en la legislación 
vigente.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación.

La letra i del apartado 1 del artículo 2 de la Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación, pasa a tener la siguiente redacción:

«i) Impulsar y desarrollar la mediación, así como desempeñar funciones de 
arbitraje mercantil, nacional e internacional, de conformidad con lo establecido en la 
legislación vigente.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil.

Se modifican los artículos 19, 39, 63, 65, 66, 206, 335, 347, 395, 414, 415, 438, 440, 
443, 517, 518, 539, 545, 548, 550, 556, 559, 576 y 580 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, en los términos siguientes:

Uno. El apartado 1 del artículo 19 queda redactado en los siguientes términos:
«1. Los litigantes están facultados para disponer del objeto del juicio y podrán 

renunciar, desistir del juicio, allanarse, someterse a mediación o a arbitraje y transigir 
sobre lo que sea objeto del mismo, excepto cuando la ley lo prohíba o establezca 
limitaciones por razones de interés general o en beneficio de tercero.»
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Dos. Se modifica el artículo 39, que pasa a tener la siguiente redacción:

«Artículo 39.  Apreciación de la falta de competencia internacional o de jurisdicción a 
instancia de parte.

El demandado podrá denunciar mediante declinatoria la falta de competencia 
internacional o la falta de jurisdicción por pertenecer el asunto a otro orden 
jurisdiccional o por haberse sometido a arbitraje o mediación la controversia.»

Tres. El párrafo primero del apartado 1 del artículo 63 queda redactado del siguiente 
modo:

«1. Mediante la declinatoria, el demandado y los que puedan ser parte legítima 
en el juicio promovido podrán denunciar la falta de jurisdicción del tribunal ante el que 
se ha interpuesto la demanda, por corresponder el conocimiento de ésta a tribunales 
extranjeros, a órganos de otro orden jurisdiccional, a árbitros o a mediadores.»

Cuatro. Se da nueva redacción al párrafo segundo del apartado 2 del artículo 65:
«Del mismo modo procederá el tribunal si estimase la declinatoria fundada en 

haberse sometido el asunto a arbitraje o a mediación.»
Cinco. El artículo 66 queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 66.  Recursos en materia de competencia internacional, jurisdicción, 
sumisión a arbitraje o mediación y competencia objetiva.

1. Contra el auto absteniéndose de conocer por falta de competencia 
internacional, por pertenecer el asunto a tribunal de otro orden jurisdiccional, por 
haberse sometido el asunto a arbitraje o a mediación o por falta de competencia 
objetiva, cabrá recurso de apelación.

2. Contra el auto por el que se rechace la falta de competencia internacional, de 
jurisdicción o de competencia objetiva, sólo cabrá recurso de reposición, sin perjuicio 
de alegar la falta de esos presupuestos procesales en la apelación contra la 
sentencia definitiva.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será también de aplicación cuando el auto 
rechace la sumisión del asunto a arbitraje o a mediación.»

Seis. Se modifica la regla 2.ª del apartado 1 del artículo 206, que pasa a tener la 
siguiente redacción:

«2.ª Se dictarán autos cuando se decidan recursos contra providencias o 
decretos, cuando se resuelva sobre admisión o inadmisión de demanda, 
reconvención, acumulación de acciones, admisión o inadmisión de la prueba, 
aprobación judicial de transacciones, acuerdos de mediación y convenios, medidas 
cautelares y nulidad o validez de las actuaciones.

También revestirán la forma de auto las resoluciones que versen sobre 
presupuestos procesales, anotaciones e inscripciones registrales y cuestiones 
incidentales, tengan o no señalada en esta Ley tramitación especial, siempre que en 
tales casos la ley exigiera decisión del Tribunal, así como las que pongan fin a las 
actuaciones de una instancia o recurso antes de que concluya su tramitación 
ordinaria, salvo que, respecto de estas últimas, la ley hubiera dispuesto que deban 
finalizar por decreto.»

Siete. Se añade un apartado 3 nuevo al artículo 335, con la siguiente redacción:
«3. Salvo acuerdo en contrario de las partes, no se podrá solicitar dictamen a un 

perito que hubiera intervenido en una mediación o arbitraje relacionados con el 
mismo asunto.»

Ocho. El párrafo segundo del apartado 1 del artículo 347 queda redactado de la forma 
siguiente:
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«El tribunal sólo denegará las solicitudes de intervención que, por su finalidad y 
contenido, hayan de estimarse impertinentes o inútiles, o cuando existiera un deber 
de confidencialidad derivado de la intervención del perito en un procedimiento de 
mediación anterior entre las partes.»

Nueve. El segundo párrafo del apartado 1 del artículo 395 pasa a tener la siguiente 
redacción:

«Se entenderá que, en todo caso, existe mala fe, si antes de presentada la 
demanda se hubiese formulado al demandado requerimiento fehaciente y justificado 
de pago, o si se hubiera iniciado procedimiento de mediación o dirigido contra él 
demanda de conciliación.»

Diez. Se sustituye el segundo párrafo del apartado 1 del artículo 414 por los siguientes:
«En esta convocatoria, si no se hubiera realizado antes, se informará a las partes 

de la posibilidad de recurrir a una negociación para intentar solucionar el conflicto, 
incluido el recurso a una mediación, en cuyo caso éstas indicarán en la audiencia su 
decisión al respecto y las razones de la misma.

La audiencia se llevará a cabo, conforme a lo establecido en los artículos 
siguientes, para intentar un acuerdo o transacción de las partes que ponga fin al 
proceso, examinar las cuestiones procesales que pudieran obstar a la prosecución 
de éste y a su terminación mediante sentencia sobre su objeto, fijar con precisión 
dicho objeto y los extremos, de hecho o de derecho, sobre los que exista 
controversia entre las partes y, en su caso, proponer y admitir la prueba.

En atención al objeto del proceso, el tribunal podrá invitar a las partes a que 
intenten un acuerdo que ponga fin al proceso, en su caso a través de un 
procedimiento de mediación, instándolas a que asistan a una sesión informativa.»

Once. Los apartados 1 y 3 del artículo 415 pasan a tener la siguiente redacción:
«1. Comparecidas las partes, el tribunal declarará abierto el acto y comprobará si 

subsiste el litigio entre ellas.
Si manifestasen haber llegado a un acuerdo o se mostrasen dispuestas a 

concluirlo de inmediato, podrán desistir del proceso o solicitar del tribunal que 
homologue lo acordado.

Las partes de común acuerdo podrán también solicitar la suspensión del proceso 
de conformidad con lo previsto en el artículo 19.4, para someterse a mediación o 
arbitraje.

En este caso, el tribunal examinará previamente la concurrencia de los requisitos 
de capacidad jurídica y poder de disposición de las partes o de sus representantes 
debidamente acreditados, que asistan al acto.»

«3. Si las partes no hubiesen llegado a un acuerdo o no se mostrasen dispuestas 
a concluirlo de inmediato, la audiencia continuará según lo previsto en los artículos 
siguientes.

Cuando se hubiera suspendido el proceso para acudir a mediación, terminada la 
misma, cualquiera de las partes podrá solicitar que se alce la suspensión y se señale 
fecha para la continuación de la audiencia.»

Doce. Se añade una excepción 4.ª al apartado 3 del artículo 438, con la siguiente 
redacción:

«4.ª En los procedimientos de separación, divorcio o nulidad y en los que tengan 
por objeto obtener la eficacia civil de las resoluciones o decisiones eclesiásticas, 
cualquiera de los cónyuges podrá ejercer simultáneamente la acción de división de la 
cosa común respecto de los bienes que tengan en comunidad ordinaria indivisa. Si 
hubiere diversos bienes en régimen de comunidad ordinaria indivisa y uno de los 
cónyuges lo solicitare, el tribunal puede considerarlos en conjunto a los efectos de 
formar lotes o adjudicarlos.»

Trece. El apartado 1 del artículo 440 queda redactado como sigue:
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«El secretario judicial, examinada la demanda, la admitirá o dará cuenta de ella al 
tribunal para que resuelva lo que proceda conforme a lo previsto en el artículo 404. 
Admitida la demanda, el secretario judicial citará a las partes para la celebración de 
vista en el día y hora que a tal efecto señale, debiendo mediar diez días, al menos, 
desde el siguiente a la citación y sin que puedan exceder de veinte.

En la citación se informará a las partes de la posibilidad de recurrir a una 
negociación para intentar solucionar el conflicto, incluido el recurso a una mediación, 
en cuyo caso éstas indicarán en la audiencia su decisión al respecto y las razones de 
la misma.

En la citación se hará constar que la vista no se suspenderá por inasistencia del 
demandado y se advertirá a los litigantes que han de concurrir con los medios de 
prueba de que intenten valerse, con la prevención de que si no asistieren y se 
propusiere y admitiere su declaración, podrán considerarse admitidos los hechos del 
interrogatorio conforme a lo dispuesto en el artículo 304. Asimismo, se prevendrá a 
demandante y demandado de lo dispuesto, en el artículo 442, para el caso de que no 
comparecieren a la vista.

La citación indicará también a las partes que, en el plazo de los tres días 
siguientes a la recepción de la citación, deben indicar las personas que por no 
poderlas presentar ellas mismas, han de ser citadas por el secretario judicial a la 
vista para que declaren en calidad de partes o de testigos. A tal fin, facilitarán todos 
los datos y circunstancias precisos para llevar a cabo la citación. En el mismo plazo 
de tres días podrán las partes pedir respuestas escritas a cargo de personas 
jurídicas o entidades públicas, por los trámites establecidos en el artículo 381 de esta 
Ley.»

Catorce. El apartado 3 del artículo 443 queda redactado como sigue:
«3. Oído el demandante sobre las cuestiones a que se refiere el apartado 

anterior, así como las que considerare necesario proponer acerca de la personalidad 
y representación del demandado, el tribunal resolverá lo que proceda y, si manda 
proseguir el juicio, el demandado podrá pedir que conste en acta su disconformidad, 
a los efectos de apelar contra la sentencia que en definitiva recaiga.

En atención al objeto del proceso, el tribunal podrá invitar a las partes a que 
intenten un acuerdo que ponga fin al proceso, en su caso, a través de un 
procedimiento de mediación, instándolas a que asistan a una sesión informativa. Las 
partes de común acuerdo podrán también solicitar la suspensión del proceso de 
conformidad con lo previsto en el artículo 19.4, para someterse a mediación o 
arbitraje.»

Quince. El número 2 del apartado 2 del artículo 517 pasa a tener la siguiente redacción:
«2. Los laudos o resoluciones arbitrales y los acuerdos de mediación, debiendo 

estos últimos haber sido elevados a escritura pública de acuerdo con la Ley de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles.»

Dieciséis. El artículo 518 pasa a tener la siguiente redacción:

«Artículo 518.  Caducidad de la acción ejecutiva fundada en sentencia judicial, o 
resolución arbitral o acuerdo de mediación.

La acción ejecutiva fundada en sentencia, en resolución del tribunal o del 
secretario judicial que apruebe una transacción judicial o un acuerdo alcanzado en el 
proceso, en resolución arbitral o en acuerdo de mediación caducará si no se 
interpone la correspondiente demanda ejecutiva dentro de los cinco años siguientes 
a la firmeza de la sentencia o resolución.»

Diecisiete. Se añade un nuevo párrafo al apartado 1 del artículo 539, con la siguiente 
redacción:

«Para la ejecución derivada de un acuerdo de mediación o un laudo arbitral se 
requerirá la intervención de abogado y procurador siempre que la cantidad por la que 
se despache ejecución sea superior a 2.000 euros.»
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Dieciocho. El apartado 2 del artículo 545 queda redactado en los siguientes términos:
«2. Cuando el título sea un laudo arbitral o un acuerdo de mediación, será 

competente para denegar o autorizar la ejecución y el correspondiente despacho el 
Juzgado de Primera Instancia del lugar en que se haya dictado el laudo o se hubiera 
firmado el acuerdo de mediación.»

Diecinueve. Se modifica el artículo 548:

«Artículo 548.  Plazo de espera de la ejecución de resoluciones procesales o 
arbitrales o de acuerdos de mediación.

No se despachará ejecución de resoluciones procesales o arbitrales o de 
acuerdos de mediación, dentro de los veinte días posteriores a aquel en que la 
resolución de condena sea firme, o la resolución de aprobación del convenio o de 
firma del acuerdo haya sido notificada al ejecutado.»

Veinte. Se añade un nuevo párrafo al ordinal 1.º del apartado 1 del artículo 550, con la 
siguiente redacción:

«Cuando el título sea un acuerdo de mediación elevado a escritura pública, se 
acompañará, además, copia de las actas de la sesión constitutiva y final del 
procedimiento.»

Veintiuno. Se modifica la rúbrica y el párrafo primero del apartado 1 del artículo 556, que 
pasan a tener la siguiente redacción:

«Artículo 556.  Oposición a la ejecución de resoluciones procesales o arbitrales o de 
los acuerdos de mediación.

1. Si el título ejecutivo fuera una resolución procesal o arbitral de condena o un 
acuerdo de mediación, el ejecutado, dentro de los diez días siguientes a la 
notificación del auto en que se despache ejecución, podrá oponerse a ella por escrito 
alegando el pago o cumplimiento de lo ordenado en la sentencia, laudo o acuerdo, 
que habrá de justificar documentalmente.»

Veintidós. Se da nueva redacción al ordinal 3.º del apartado 1 del artículo 559:
«3.º Nulidad radical del despacho de la ejecución por no contener la sentencia o 

el laudo arbitral pronunciamientos de condena, o porque el laudo o el acuerdo de 
mediación no cumpla los requisitos legales exigidos para llevar aparejada ejecución, 
o por infracción, al despacharse ejecución, de lo dispuesto en el artículo 520.»

Veintitrés. El apartado 3 del artículo 576 queda redactado de la siguiente forma:
«3. Lo establecido en los anteriores apartados será de aplicación a todo tipo de 

resoluciones judiciales de cualquier orden jurisdiccional, los laudos arbitrales y los 
acuerdos de mediación que impongan el pago de cantidad líquida, salvo las 
especialidades legalmente previstas para las Haciendas Públicas.»

Veinticuatro. Se da nueva redacción al artículo 580, que queda redactado de la siguiente 
forma:

«Artículo 580.  Casos en que no procede el requerimiento de pago.
Cuando el título ejecutivo consista en resoluciones del secretario judicial, 

resoluciones judiciales o arbitrales o que aprueben transacciones o convenios 
alcanzados dentro del proceso, o acuerdos de mediación, que obliguen a entregar 
cantidades determinadas de dinero, no será necesario requerir de pago al ejecutado 
para proceder al embargo de sus bienes.»
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Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 34/2006, de 30 de octubre, sobre el 
acceso a las profesiones de Abogado y Procurador de los Tribunales.

Se modifican el artículo 2 y la disposición transitoria única y se añaden dos nuevas 
disposiciones adicionales, octava y novena, a la Ley 34/2006, de 30 de octubre, sobre el 
acceso a las profesiones de Abogado y Procurador de los Tribunales, en los términos 
siguientes:

Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 2, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«Los títulos profesionales regulados en esta Ley serán expedidos por el 
Ministerio de Justicia.»

Dos. Se añade una nueva disposición adicional octava, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional octava.  Licenciados en Derecho.
Los títulos profesionales que se regulan en esta Ley no serán exigibles a quienes 

obtengan un título de licenciado en Derecho con posterioridad a la entrada en vigor 
de la misma, siempre que en el plazo máximo de dos años, a contar desde el 
momento en que se encuentren en condiciones de solicitar la expedición del título 
oficial de licenciado en Derecho, procedan a colegiarse, como ejercientes o no 
ejercientes.»

Tres. Se añade una nueva disposición adicional novena, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional novena.  Títulos extranjeros homologados.
Los títulos profesionales que se regulan en esta Ley no serán exigibles a quienes 

en el momento de entrada en vigor de la presente Ley hubieran solicitado la 
homologación de su título extranjero al de licenciado en Derecho, siempre que en el 
plazo máximo de dos años, a contar desde el momento en que obtengan dicha 
homologación, procedan a colegiarse, como ejercientes o no ejercientes.»

Cuatro. Se modifica el apartado 3 de la disposición transitoria única, que queda 
redactado en los siguientes términos:

«3. Quienes en el momento de la entrada en vigor de la presente Ley se 
encontraran en posesión del título de licenciado o grado en Derecho o en 
condiciones de solicitar su expedición y no estuvieran comprendidos en el apartado 
anterior, dispondrán de un plazo máximo de dos años, a contar desde su entrada en 
vigor, para proceder a colegiarse, como ejercientes o no ejercientes, sin que les sea 
exigible la obtención de los títulos profesionales que en ella se regulan.»

Disposición final quinta.  Título competencial.
Esta Ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva del Estado en materia de 

legislación mercantil, procesal y civil, establecida en el artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la 
Constitución. No obstante lo anterior, la modificación de la Ley 34/2006 se efectúa al amparo 
del artículo 149.1.1.ª, 6.ª y 30.ª de la Constitución.

Disposición final sexta.  Incorporación de normas de la Unión Europea.
Mediante esta Ley se incorpora al Derecho español la Directiva 2008/52/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, sobre ciertos aspectos de la 
mediación en asuntos civiles y mercantiles.

Disposición final séptima.  Procedimiento simplificado de mediación por medios 
electrónicos para reclamaciones de cantidad.

El Gobierno, a iniciativa del Ministerio de Justicia, promoverá la resolución de los 
conflictos que versen sobre reclamaciones de cantidad a través de un procedimiento de 
mediación simplificado que se desarrollará exclusivamente por medios electrónicos. Las 
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pretensiones de las partes, que en ningún caso se referirán a argumentos de confrontación 
de derecho, quedarán reflejadas en los formularios de solicitud del procedimiento y su 
contestación que el mediador o la institución de mediación facilitarán a los interesados. El 
procedimiento tendrá una duración máxima de un mes, a contar desde el día siguiente a la 
recepción de la solicitud y será prorrogable por acuerdo de las partes.

Disposición final octava.  Desarrollo reglamentario del control del cumplimiento de los 
requisitos de la mediación exigidos en la Ley.

1. El Gobierno, a iniciativa del Ministro de Justicia, podrá prever reglamentariamente los 
instrumentos que se consideren necesarios para la verificación del cumplimiento de los 
requisitos exigidos en esta Ley a los mediadores y a las instituciones de mediación, así como 
de su publicidad. Estos instrumentos podrán incluir la creación de un Registro de Mediadores 
y de Instituciones de Mediación, dependiente del Ministerio de Justicia y coordinado con los 
Registros de Mediación de las Comunidades Autónomas, y en el que en atención al 
incumplimiento de los requisitos previstos en esta Ley se podrá dar de baja a un mediador.

2. El Gobierno, a iniciativa del Ministerio de Justicia, podrá determinar la duración y 
contenido mínimo del curso o cursos que con carácter previo habrán de realizar los 
mediadores para adquirir la formación necesaria para el desempeño de la mediación, así 
como la formación continua que deben recibir.

Reglamentariamente se podrá desarrollar el alcance de la obligación de aseguramiento 
de la responsabilidad civil de los mediadores.

Disposición final novena.  Evaluación de las medidas adoptadas por la presente Ley.
El Gobierno deberá remitir a las Cortes Generales, en el plazo de dos años, un informe 

sobre la aplicación, la efectividad y los efectos del conjunto de medidas adoptadas por la 
presente Ley a los efectos de evaluar su funcionamiento.

Dicho informe incluirá asimismo la posible adopción de otras medidas, tanto sustantivas 
como procedimentales, que, a través de las oportunas iniciativas, mejoren la mediación en 
asuntos civiles y mercantiles.

Disposición final décima.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
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§ 4

Real Decreto 980/2013, de 13 de diciembre, por el que se desarrollan 
determinados aspectos de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación 

en asuntos civiles y mercantiles

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 310, de 27 de diciembre de 2013

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2013-13647

PREÁMBULO

I
La Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles ha venido a 

establecer un régimen general de esta institución en España, con el propósito de favorecer 
su desarrollo como instrumento complementario de la Administración de Justicia.

La Ley configura un modelo que tiene en la figura del mediador una de sus piezas 
esenciales, en tanto que responsable de dirigir un procedimiento cuyo propósito es facilitar el 
consenso en situaciones de conflicto. Por ello la Ley de mediación en asuntos civiles y 
mercantiles hace una apuesta clara por la calidad de la mediación, lo que lleva a imponer 
determinados requisitos al mediador. La Ley ha querido dejar también un margen de 
intervención del Gobierno en aras a incrementar la seguridad jurídica y la confianza de los 
ciudadanos y le habilita para desarrollar su contenido en cuatro aspectos esenciales: por un 
lado, en su disposición final octava, en lo que se refiere a la formación del mediador, su 
publicidad a través de un Registro dependiente en el Ministerio de Justicia y el 
aseguramiento de su responsabilidad. Y, por otro lado, la disposición final séptima, para la 
promoción de un procedimiento simplificado de mediación por medios electrónicos.

II
La formación del mediador constituye un requisito fundamental del mismo, ligado a la 

eficacia con la que ha de desempeñar su labor y que, además de la Ley, ampara la Directiva 
2008/52/CE, sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles. Esta 
norma europea establece la obligación de los Estados miembros de fomentar «la formación 
inicial y continua de mediadores para garantizar que la mediación se lleve a cabo de forma 
eficaz, imparcial y competente».

Este real decreto parte de una concepción abierta de la formación, acorde a los 
principios de libre prestación de servicios y libre competencia que rigen la actuación de los 
mediadores. Por ello no se establecen requisitos estrictos o cerrados respecto a la 
configuración de esa formación, los cuales con carácter general han de estar relacionados 
con la titulación del mediador, su experiencia profesional y el ámbito en que preste sus 
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servicios. De éstas dependerá la formación que haya de recibir un mediador para contar con 
la preparación necesaria.

No obstante, dentro de esa concepción abierta de la formación sí parece necesario 
establecer algunas reglas básicas que preserven el objetivo de aquélla de dotar a los 
profesionales de la cualificación idónea para practicar la mediación. Una primera previsión 
sería la de sus contenidos generales. La segunda se refiere a la distribución de esa 
formación de carácter teórico o práctico, queriéndose destacar la importancia de las 
prácticas como parte necesaria de la formación del mediador, que requerirá no sólo de la 
posesión de un conjunto de conocimientos, sino también del aprendizaje sobre la manera de 
conjugarlos. La tercera es la duración mínima de la formación. Y el cuarto condicionamiento 
consiste en la exigencia de formación continua que el mediador también debe procurarse.

En cualquier caso, en virtud de los términos de la habilitación para su aprobación 
contenida en la Ley 5/2012, de 6 de julio, este real decreto se limita a regular los requisitos 
mínimos de esa formación, pero sin establecer de manera cerrada la que haya de realizar 
cada mediador.

III
La publicidad de los mediadores se articula a través de la creación del Registro de 

Mediadores e Instituciones de Mediación, dependiente del Ministerio de Justicia. La 
posibilidad de creación de este Registro está prevista en la disposición final octava de la Ley 
de mediación en asuntos civiles y mercantiles y como indica su nombre no sólo comprende 
los mediadores, sino también las instituciones de mediación.

La finalidad de este registro es facilitar la publicidad y la transparencia de la mediación, 
dando a conocer a los ciudadanos los datos relevantes que se refieren a la actividad de los 
mediadores profesionales y las instituciones de mediación. Para conseguir este propósito el 
Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación se conforma como una base de datos 
informatizada a la que se accede gratuitamente a través del sitio web del Ministerio de 
Justicia.

Atendiendo a su finalidad, el registro se estructura en tres secciones: la primera 
destinada a la inscripción de los mediadores, la segunda en la que se inscribirán los 
mediadores concursales, que regula el título X de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal 
(que añadió la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su 
internacionalización) y la tercera para las instituciones de mediación.

Con la excepción de los mediadores concursales, la inscripción en el registro no se 
configura con carácter obligatorio sino voluntaria para mediadores e instituciones de 
mediación. Sin embargo, la regulación del Registro de Mediadores e Instituciones de 
Mediación hace de él una pieza importante para reforzar la seguridad jurídica en este 
ámbito, en la medida que la inscripción en el mismo permitirá acreditar la condición de 
mediador, que plasmada en el acta inicial de una mediación será objeto de comprobación 
tanto por el notario que eleve a escritura pública el acuerdo de mediación, como el juez que 
proceda a la homologación judicial de tales acuerdos. A este respecto también debe 
recordarse la importancia de esta acreditación a fin de cumplir con lo dispuesto en la 
Directiva 2008/52/CE que impone a los Estados miembros el deber de garantizar que sus 
normas sobre plazos de caducidad y prescripción no impidan a las partes recurrir a los 
tribunales o al arbitraje en caso de que fracase su intento de mediación y en relación con 
cuestiones como la necesidad de que el principio de confidencialidad despliegue sus efectos 
en un posible proceso posterior entre las partes que previamente recurrieron a la mediación.

Como se ha apuntado, no obstante la voluntariedad de la inscripción en el Registro de 
Mediadores, el apartado 1 del artículo 233 de la Ley Concursal, establece la necesidad de 
que sea el Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación del Ministerio de Justicia el 
que suministre al portal del «Boletín Oficial del Estado» los datos necesarios para facilitar a 
Notarios y Registradores Mercantiles el nombramiento de mediadores concursales. Es por 
ello que la existencia y regulación de ese registro como paso previo al nombramiento de los 
mediadores concursales se hace ineludible.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 4  Desarrollan determinados aspectos de la Ley de mediación en asuntos civiles y mercantiles

– 40 –



IV
El capítulo IV de este real decreto se dedica a regular la obligación de aseguramiento 

que la ley impone a los mediadores y que se articula a través de un contrato de seguro de 
responsabilidad civil o garantía equivalente a fin de cubrir los daños y perjuicios derivados de 
su actuación.

De forma paralela, se introduce la obligación de aseguramiento de la responsabilidad de 
las instituciones de mediación a que se refiere el artículo 14 de la Ley 5/2012, de 6 de julio, y 
que podrá derivarse bien de la designación del mediador bien del incumplimiento de las 
obligaciones que les incumben.

Finalmente, se establece que la institución de mediación habrá de asumir solidariamente 
con el mediador la responsabilidad derivada de la actuación de éste para garantizar de forma 
efectiva la previsión establecida en la ley que otorga al perjudicado acción contra el 
mediador y la institución de mediación que corresponda, con independencia de las acciones 
de reembolso que asistan a ésta contra los mediadores.

V
El último capítulo de esta norma tiene por objeto la determinación de las líneas básicas 

del procedimiento simplificado de mediación por medios electrónicos. Dentro del marco de 
flexibilidad que caracteriza a la mediación, destaca la posibilidad de desarrollar el 
procedimiento a través de medios electrónicos, recogida en el artículo 24 de la Ley. El 
apartado 2 de este artículo hace referencia a los supuestos de reclamación de cantidades 
que no superen los 600 euros, para los que se establece la utilización preferente de medios 
electrónicos, siempre que no haya impedimentos para alguna de las partes y éstas opten por 
recurrir a estos sistemas para desarrollar una mediación. Y la disposición final séptima de la 
ley habilita al Gobierno, a iniciativa del Ministerio de Justicia, para promover la resolución de 
conflictos relativos a reclamaciones de cantidad y en los que las pretensiones no hagan 
referencia a argumentos de confrontación de derecho, a través de un procedimiento 
simplificado desarrollado por medios electrónicos.

Este real decreto se centra en la concreción mínima de los aspectos que aseguren que 
ese procedimiento simplificado de mediación por medios electrónicos se desarrolle con las 
garantías necesarias. De esta forma, no se efectúa una regulación detallada o cerrada del 
procedimiento simplificado de mediación, considerando más adecuado, por un lado, estar a 
lo dispuesto en el régimen general de la Ley 5/2012, de 6 de julio y, por otro, establecer unas 
normas básicas relativas a sus particularidades propias, determinadas por la especificidad 
de su objeto, de su duración y por la utilización de medios electrónicos.

El procedimiento simplificado de mediación por medios electrónicos es coherente con la 
flexibilidad y autonomía de la institución y permite pasar de una tramitación presencial a otra 
electrónica y al contrario, en atención a las necesidades de las partes. Al igual que existe la 
posibilidad de realizar procesos mixtos, en los cuales parte de las actuaciones se realizan de 
forma presencial y parte se realizan de forma electrónica. Este procedimiento es 
consecuente, también, con una de las características claves de la mediación, la agilidad. Así, 
su duración no excederá de un mes y se iniciará a la mayor brevedad posible –en el plazo 
máximo de dos días desde la recepción de la solicitud–.

La necesidad de asegurar la citada seguridad jurídica y tecnológica explican las 
previsiones de este real decreto en orden a que las incidencias o problemas técnicos no 
perjudiquen ni a las partes ni a la continuidad de los procedimientos, así como las que se 
refieren al sentido que haya de tener la falta de acceso a las comunicaciones por alguna de 
las partes.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, oído el Consejo de Estado, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 13 de diciembre de 2013,
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DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Este real decreto tiene por objeto desarrollar las disposiciones de la Ley 5/2012, de 6 de 

julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles en relación con la formación y el alcance 
de la obligación de aseguramiento de la responsabilidad civil de los mediadores, así como la 
publicidad de los mediadores y de las instituciones de mediación, y el procedimiento 
simplificado de mediación por medios electrónicos.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
Las normas de este real decreto son de aplicación a los mediadores y las instituciones 

de mediación que desarrollen su actividad profesional al amparo de lo dispuesto en la Ley de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles.

CAPÍTULO II
Formación de los mediadores

Artículo 3.  Necesidad de formación de los mediadores.
1. El mediador deberá contar con formación específica para ejercer la actividad de 

mediación.
2. La formación del mediador se podrá adquirir en uno o varios cursos y deberá permitirle 

el dominio de las técnicas de la mediación y el desarrollo del procedimiento de acuerdo con 
los principios y garantías que establece la ley, en especial respecto a los asuntos que no 
puedan someterse a mediación, el respeto a los derechos y legítimas expectativas de 
terceros, así como la responsabilidad del mediador.

Artículo 4.  Contenido de la formación del mediador.
1. La formación específica de la mediación deberá proporcionar a los mediadores 

conocimientos y habilidades suficientes para el ejercicio profesional de mediación, 
comprendiendo, como mínimo, en relación con el ámbito de especialización en el que 
presten sus servicios, el marco jurídico, los aspectos psicológicos, de ética de la mediación, 
de procesos y de técnicas de comunicación, negociación y de resolución de conflictos.

2. La formación específica de la mediación se desarrollará tanto a nivel teórico como 
práctico, correspondiendo a este último, al menos, un 35 por ciento del de la duración 
mínima prevista en este real decreto para la formación del mediador. Las prácticas incluirán 
ejercicios y simulación de casos y, de manera preferente, la participación asistida en 
mediaciones reales.

Artículo 5.  Duración de la formación en materia de mediación.
1. La duración mínima de la formación específica del mediador será de 100 horas de 

docencia efectiva.
2. Será válida la formación recibida ante instituciones extranjeras siempre que las 

mismas estuvieran debidamente acreditadas en sus respectivos países y, en su caso, se 
tendrá en cuenta para completar la duración mínima exigida.

Artículo 6.  Formación continua de los mediadores.
Los mediadores deberán realizar una o varias actividades de formación continua en 

materia de mediación, de carácter eminentemente práctico, al menos cada cinco años, las 
cuales tendrán una duración total mínima de 20 horas.
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La realización de cursos de especialización en algún ámbito de la mediación permitirá 
cumplir el requisito de la formación continua del mediador.

Artículo 7.  Centros de formación.
1. La formación específica de los mediadores, incluida su formación continua, se habrá 

de impartir por centros o entidades de formación, públicos o privados, que cuenten con 
habilitación legal para llevar a cabo tales actividades o con la debida autorización por la 
Administración pública con competencia en la materia.

2. Los centros que impartan formación específica para el ejercicio de la mediación 
habrán de contar con un profesorado que tenga la necesaria especialización en esta materia 
y reúna, al menos, los requisitos de titulación oficial universitaria o de formación profesional 
de grado superior. Asimismo, quienes impartan la formación de carácter práctico habrán de 
reunir las condiciones previstas en este real decreto para la inscripción en el Registro de 
Mediadores e Instituciones de Mediación.

3. Los centros remitirán al Ministerio de Justicia, a través de su sede electrónica, sus 
programas de formación en mediación, indicando sus contenidos, metodología y evaluación 
de la formación que vayan a realizar, así como el perfil de los profesionales a los que vaya 
dirigida en atención a su titulación y experiencia, acompañando el modelo de certificado 
electrónico de la formación que entreguen a sus alumnos.

En el certificado expedido por los centros de formación se hará constar, al menos, la 
titulación del alumno, las características de la formación recibida y la superación del curso.

4. Los centros de formación podrán organizar actividades de formación continua, 
especialmente de carácter práctico, dirigidas a los mediadores que ya contaran con 
formación inicial para el ejercicio de la mediación.

CAPÍTULO III
El Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación

Sección 1.ª Organización

Artículo 8.  Creación y objeto del Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación.
Se crea el Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación, que tiene por finalidad 

facilitar el acceso de los ciudadanos a este medio de solución de controversias a través de la 
publicidad de los mediadores profesionales y las instituciones de mediación.

Artículo 9.  Naturaleza y régimen jurídico del Registro de Mediadores e Instituciones de 
Mediación.

1. El Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación tendrá carácter público e 
informativo y se constituirá como una base de datos informatizada accesible a través del sitio 
web del Ministerio de Justicia.

2. Además de las normas de este real decreto, serán de aplicación al Registro las 
normas que regulan el acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos y la 
utilización de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas por la Administración General 
del Estado.

Artículo 10.  Organización del Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación.
1. El Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación depende del Ministerio de 

Justicia.
2. El Director General de los Registros y del Notariado tiene la condición de responsable 

del Registro, a los efectos de lo previsto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal, ante el que se ejercerán los derechos de acceso, 
rectificación, cancelación y oposición.
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Artículo 11.  Voluntariedad de la inscripción.
1. La inscripción de los mediadores que desarrollen la actividad de mediación de 

conformidad con las previsiones de la Ley de mediación en asuntos civiles y mercantiles y de 
las instituciones de mediación en el Registro será voluntaria.

No obstante, será requisito previo la inscripción en el Registro para el nombramiento 
como mediador concursal conforme a lo establecido por el apartado 1 del artículo 233 de la 
Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.

La solicitud de inscripción en el Registro comportará el consentimiento para el 
tratamiento de los datos que se proporcionen y su publicidad. Los formularios utilizados, que 
harán referencia a este extremo, a tal fin indicarán que la información que se suministre, 
excluidos los documentos que la acrediten, será pública a través del Registro en las 
condiciones que se establecen en este capítulo.

2. La inscripción tanto de las instituciones de mediación como de los mediadores se 
efectuará mediante la declaración responsable de los datos previstos en este real decreto en 
el formulario existente a tal fin en la sede electrónica del Ministerio de Justicia.

Artículo 12.  Efectos de la inscripción.
1. La inscripción en el Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación permitirá 

acreditar la condición de mediador, así como el carácter de institución de mediación.
La acreditación de los requisitos exigidos al mediador concursal y su inscripción en el 

Registro posibilitará el suministro de sus datos al Portal del «Boletín Oficial del Estado» para 
su designación en los procedimientos para alcanzar un acuerdo extrajudicial de pagos, de 
acuerdo con el título X de la Ley Concursal.

2. La inscripción en el Registro no excluye la responsabilidad del mediador ni de la 
institución de mediación respecto del cumplimiento de los requisitos que les son exigibles ni 
la que les corresponda en el ejercicio de su actividad.

3. Frente a las resoluciones del encargado del Registro podrá interponerse recurso de 
alzada ante el Subsecretario de Justicia, en su caso, a través de la sede electrónica del 
Ministerio de Justicia.

Artículo 13.  Estructura del Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación.
El Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación se estructura en tres secciones:
a) En la sección primera del Registro se inscribirán los mediadores.
b) En la sección segunda del Registro se inscribirán los mediadores concursales.
c) En la sección tercera del Registro se inscribirán las instituciones de mediación.

Sección 2.ª Inscripción de los mediadores

Artículo 14.  Información que deben proporcionar los mediadores.
1. A través del formulario de solicitud contenido en la sede electrónica del Ministerio de 

Justicia, los mediadores podrán inscribirse en la sección primera del Registro de Mediadores 
e Instituciones de Mediación, aportando para su publicidad en el mismo y mediante 
declaración responsable sobre su veracidad, suscrita con certificado reconocido de firma 
electrónica, los siguientes datos:

a) Su nombre, apellidos y número de identificación fiscal.
b) Dirección profesional e información de contacto, incluidos su correo electrónico y sitio 

web si lo tuvieren.
c) Especialidad profesional.
d) Titulación, formación específica de mediación y experiencia profesional.
e) Área geográfica principal o preferente de actuación profesional, incluido cuando sea 

todo el territorio nacional o comprenda también otros Estados.
f) Póliza del contrato de seguro de responsabilidad civil profesional o, en su caso, del 

certificado de cobertura expedido por la entidad aseguradora o la garantía equivalente que 
se hubiera constituido. Se indicará una dirección electrónica de la entidad aseguradora o de 
la entidad de crédito en la que constituyera la garantía equivalente.
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g) Su integración, en su caso, en alguna institución de mediación.
h) Su inscripción, en su caso, en algún otro registro de mediadores dependiente de otra 

Administración pública.
No obstante la obligación de aportar esta información, no será pública la información 

relativa al número de identificación fiscal y, en relación con la cobertura de la 
responsabilidad, sólo se indicará la existencia de la póliza o garantía equivalente, la entidad 
con la que se ha constituido y la cuantía garantizada.

2. Por Orden del Ministro de Justicia se especificarán los documentos electrónicos que 
hayan de acompañar a la información prevista en el apartado anterior, los cuales se 
adjuntarán al formulario de solicitud en la forma que indique en la sede electrónica del 
Ministerio de Justicia.

3. También podrán inscribirse mediadores reconocidos en cualquier otro Estado miembro 
de la Unión Europea, que acompañarán por medios electrónicos a su solicitud una 
certificación oficial del registro de su país o certificación de su condición de mediador 
expedida por la autoridad competente del Estado de que se trate y una traducción jurada de 
la misma.

4. La publicidad de los mediadores inscritos en el Registro se articulará a partir de los 
criterios de su identidad, profesión y especialidad, área geográfica preferente de actuación 
profesional y, en su caso, por su integración en alguna institución de mediación.

Artículo 15.  Alta en el Registro y comprobación de datos.
1. El encargado del Registro dará de alta en la sección primera del Registro al mediador 

que así lo solicite y remita los datos y documentos a que se refiere el artículo anterior. A 
partir de ese momento su información se podrá consultar en el sitio web del Ministerio de 
Justicia.

2. El encargado del Registro, cuando lo estime procedente en aras de verificar los datos 
remitidos, podrá solicitar al remitente el envío de la documentación original de que se trate. A 
tal fin, también podrá dirigirse al centro que certificó la formación alegada o, en su caso, a la 
institución de mediación a la que pertenezca.

El mediador habrá de acreditar estar en posesión de título oficial universitario o de 
formación profesional de grado superior, que cuenta con la formación específica para ejercer 
la mediación y que ha suscrito un contrato de seguro o garantía equivalente para la 
cobertura de su responsabilidad civil. En caso contrario, el encargado no procederá a la 
inscripción, notificando las razones al interesado.

En caso de omisión o error en alguno de los datos exigidos, se concederá al interesado 
un plazo de 10 días para su subsanación. En defecto de subsanación, se archivará la 
solicitud.

Frente a la denegación o archivo de la inscripción podrá interponerse el recurso a que se 
refiere el apartado 3 del artículo 12.

3. Una vez practicada la inscripción del mediador, el encargado del Registro comunicará 
por vía electrónica dicha inscripción a la entidad aseguradora de su responsabilidad civil 
profesional o a la entidad de crédito en la que constituyó una garantía, solicitándole la 
comunicación de la resolución de su contrato de seguro o de la garantía equivalente.

Artículo 16.  Actualización de datos.
El mediador inscrito en el Registro estará obligado a comunicar, a través de la sede 

electrónica del Ministerio de Justicia, la modificación de sus datos, en especial la que se 
refiera a la cobertura de su responsabilidad civil, así como la actualización de la información 
relativa a la formación continua que realice y su experiencia.

Artículo 17.  Baja en el Registro.
1. Serán causas de baja en el Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación las 

siguientes:
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a) La extinción del contrato de seguro de responsabilidad profesional o de la garantía 
equivalente, sin que proceda a la celebración de un nuevo contrato o constitución de una 
nueva garantía.

b) La inhabilitación o suspensión para el ejercicio de su profesión por autoridad 
competente, incluyendo los Colegios Profesionales y Cámaras de Comercio, Industria y 
Navegación, así como sus Consejos Generales.

c) La solicitud del interesado.
d) La falta de acreditación por parte del mediador de la formación continua que debe 

recibir.
e) La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, 

manifestación o documento que se acompañe o incorpore a la declaración responsable a 
que se refiere el artículo 14.

f) La concurrencia de causa que determine la imposibilidad física o jurídica de continuar 
en la prestación de la actividad de mediación.

g) El fallecimiento del mediador.
2. Las instituciones de mediación comunicarán al encargado del Registro cualquiera de 

las causas señaladas en el apartado anterior que afecten a alguno de los mediadores que 
actúen en su ámbito, en el plazo máximo de 10 días desde que tuvieren conocimiento de las 
mismas.

3. Cuando se tenga conocimiento de alguna de las circunstancias que impliquen la baja 
en el Registro, el encargado del mismo, siempre que resulte procedente, dará audiencia al 
interesado con carácter previo a dictar la resolución que proceda, contra la que podrá 
interponerse el recurso a que se refiere el apartado 3 del artículo 12.

Sección 3.ª Inscripción de los mediadores concursales

Artículo 18.  Inscripción de los mediadores concursales.
1. Las personas naturales o jurídicas que acrediten el cumplimiento de los requisitos 

exigidos por el apartado 1 del artículo 233 de la Ley Concursal, podrán solicitar su 
inscripción como mediadores concursales en la sección segunda del Registro de Mediadores 
e Instituciones de Mediación, a efectos de poder ser designados en los procedimientos para 
alcanzar un acuerdo extrajudicial de pagos.

2. La inscripción de los mediadores concursales se efectuará, cuando se trate de 
personas naturales, de conformidad con las normas generales previstas en la sección 
anterior de este capítulo, a través del formulario establecido al efecto en la sede electrónica 
del Ministerio de Justicia. En todo caso, deberán acompañarse los documentos que 
acrediten el cumplimiento de alguna de las condiciones a que se refieren los números 1.º y 
2.º del apartado 1 del artículo 27 de la Ley Concursal.

Si el mediador concursal estuviera colegiado podrá justificar el cumplimiento de los 
requisitos exigidos mediante certificado en formato electrónico del respectivo Colegio 
Profesional.

Las personas jurídicas podrán solicitar la inscripción presentando el modelo de solicitud 
establecido a estos efectos en la sede electrónica del Ministerio de Justicia en el que 
además de los datos de identificación de la persona jurídica, se concretarán las personas 
naturales que por figurar inscritas en las secciones primera o segunda del Registro de 
Mediadores e Instituciones de Mediación, podrán desarrollar la actividad de mediación en 
representación de la persona jurídica. Adicionalmente, la persona jurídica deberá acreditar 
que concurren en ella las condiciones establecidas en el párrafo último del apartado 1 del 
artículo 27 de la Ley Concursal.

Artículo 19.  Remisión a la Agencia «Boletín Oficial del Estado» de los datos 
correspondientes a los mediadores concursales.

1. Justificado el cumplimiento de los requisitos exigidos, el Registro comunicará 
inmediatamente y por medios electrónicos a la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado los 
datos del mediador concursal, a los efectos de incluirlos en el Portal a que se refiere el 
apartado 1 del artículo 233 de la Ley Concursal. Entre los datos a suministrar por el Registro 
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figurarán siempre el nombre, apellidos y número de identificación fiscal, su domicilio y datos 
de contacto, incluyendo, en su caso, una dirección de correo electrónico.

Del mismo modo, se comunicará inmediatamente la baja del mediador en el Registro 
para que a partir de ese momento no figure en dicho Portal y no pueda ser designado 
mediador concursal.

2. El ingreso de los mediadores concursales en el Portal tendrá lugar por orden 
estrictamente cronológico de recepción, situándose en ese momento al final de la secuencia. 
Si algún mediador o institución, que hubiera ingresado con anterioridad en el Portal fuera 
después excluido del mismo por causar baja en el Registro, volviera a inscribirse, 
reingresará en el Portal sin recuperar su antigua posición en la secuencia, quedando 
incorporado en el último lugar.

3. Los Registradores Mercantiles y los Notarios accederán al Portal mediante certificado 
reconocido de firma electrónica, requiriendo el suministro de los datos del mediador 
concursal que de forma secuencial corresponda, de entre los que tengan el domicilio en la 
provincia designada por el solicitante, a los efectos de que pueda ser nombrado en los 
acuerdos extrajudiciales de pagos que aquéllos tramiten. En el caso de que no existieran 
mediadores concursales disponibles dentro de la provincia solicitada, suministrará el que 
corresponda de entre las provincias limítrofes, y si tampoco esto fuera posible suministrará 
los datos del primero que corresponda dentro de la comunidad autónoma. En último lugar, 
señalará el Portal el que corresponda dentro de todo el territorio del Estado.

Si el mediador designado no aceptase el cargo, volverá el Registrador Mercantil o 
Notario a realizar una nueva petición expresando esta circunstancia. El mediador designado 
que no aceptase el cargo se situará al final de la secuencia, sin que pueda volver a ser 
designado hasta que finalice ésta.

Sección 4.ª Inscripción de las instituciones de mediación

Artículo 20.  Inscripción de las instituciones de mediación.
Las instituciones de mediación que tengan entre sus fines el impulso de la mediación 

regulada en la Ley de mediación en asuntos civiles y mercantiles podrán inscribirse en la 
sección tercera del Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación, con independencia 
de su carácter público o privado, español o extranjero, incluidas las de carácter internacional.

Artículo 21.  Información a proporcionar al Registro.
1. Mediante declaración responsable suscrita con certificado reconocido de firma 

electrónica por quien ostente su representación, las instituciones de mediación habrán de 
proporcionar la siguiente información al solicitar su inscripción y su publicidad en el Registro 
de Mediadores e Instituciones de Mediación:

a) La denominación y número de identificación fiscal.
b) El domicilio, incluida su dirección electrónica y sitio web si lo tuvieren. Cuando tengan 

sitio web indicarán si en el mismo se pueden consultar sus estatutos o reglamentos en 
materia de mediación, códigos de conducta o buenas prácticas si los tuvieren.

c) Los mediadores que actúen en su ámbito y los criterios de selección de los mismos, 
que habrán de garantizar en todo caso la transparencia en la referida designación.

d) Los fines y actividades estatutarias, así como sus especialidades. Si entre sus fines 
figurase también el arbitraje, habrán de indicarse las medidas adoptadas para asegurar la 
separación entre ambas actividades.

d) El ámbito territorial de actuación.
e) Sistemas de garantía de calidad internos y externos, tales como mecanismos de 

reclamaciones, de evaluación del servicio, de evaluación de los mediadores y 
procedimientos sancionadores o disciplinarios.

f) La implantación de sistemas de mediación por medios electrónicos, en su caso.
g) La póliza del contrato de seguro de responsabilidad civil o garantía equivalente.
h) Una memoria anual de las actividades realizadas en la que se indiquen el número de 

mediadores designados, de mediaciones desarrolladas por mediadores que actúen dentro 

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 4  Desarrollan determinados aspectos de la Ley de mediación en asuntos civiles y mercantiles

– 47 –



de su ámbito y su finalización en acuerdo o no, así como cualquier otra información que 
consideren relevante a los fines de la mediación.

2. Las instituciones de mediación extranjeras que se inscriban en el Registro de 
Mediadores e Instituciones de Mediación habrán de indicar, además, si se encuentran 
inscritas en el Registro de otros países.

3. Por Orden del Ministro de Justicia se especificarán los documentos electrónicos que 
hayan de acompañar a la información prevista en el apartado anterior, los cuales se 
adjuntarán al formulario de solicitud en la forma que indique en la sede electrónica del 
Ministerio de Justicia.

Artículo 22.  Alta y baja en el Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación.
1. El encargado del Registro inscribirá en la sección tercera del Registro a la institución 

de mediación que así lo solicite y remita los datos y documentos a que se refiere el artículo 
anterior. A partir de ese momento su información se podrá consultar en el sitio web del 
Ministerio de Justicia.

2. Cuando el encargado del Registro lo estime procedente en aras de verificar los datos 
remitidos, podrá solicitar a la institución de mediación remitente el envío de la 
documentación original de que se trate. Una vez constatada su veracidad el encargado del 
Registro devolverá la documentación original a la institución de mediación. En caso 
contrario, el encargado del Registro denegará la inscripción, notificando las razones al 
representante de la institución.

En caso de omisión o error en alguno de los datos exigidos, se concederá a la institución 
un plazo de 10 días para su subsanación. En defecto de subsanación, se archivará la 
solicitud.

Frente a la denegación o archivo de la inscripción podrá interponerse el recurso a que se 
refiere el apartado 3 del artículo 12.

3. Una vez practicada la inscripción de la institución de mediación, el encargado del 
Registro comunicará por vía electrónica dicha inscripción a la entidad aseguradora de su 
responsabilidad civil o a la entidad de crédito en la que constituyó una garantía, solicitándole 
la comunicación de las modificaciones o resolución de su contrato de seguro o de la garantía 
equivalente.

4. Será causa de baja en el Registro la inexactitud, falsedad u omisión, de carácter 
esencial, en cualquier dato, manifestación o documento que se acompañe o incorpore a la 
declaración responsable a que se refiere el artículo anterior.

Cuando se tenga conocimiento de alguna de estas circunstancias, el encargado del 
Registro dará audiencia a la institución de mediación, dictando posteriormente la resolución 
que proceda, contra la que podrá interponerse el recurso a que se refiere el apartado 3 del 
artículo 12.

Artículo 23.  Actualización de datos en el Registro.
1. Las instituciones de mediación que se inscriban en el Registro están obligadas a 

comunicar la variación de la información que se indica en el artículo 19, así como el cese en 
sus actividades al objeto de proceder a su baja registral.

2. Las instituciones de mediación habrán de comunicar al Registro, en un plazo máximo 
de 10 días, las sanciones disciplinarias que hubieran impuesto a los mediadores que actúen 
en su ámbito, a los efectos previstos en el artículo 17.

Sección 5.ª Coordinación con los registros de mediadores de las comunidades 
autónomas

Artículo 24.  Principio de coordinación.
El Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación del Ministerio de Justicia se 

coordinará con los demás registros de mediadores que puedan existir en las Comunidades 
Autónomas, a fin de asegurar la unidad de datos, la economía de actuaciones y la eficacia 
administrativa.
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Artículo 25.  Convenios de colaboración.
1. El Ministerio de Justicia y las Comunidades Autónomas podrán celebrar convenios de 

colaboración a través de los cuales podrán acordar la remisión recíproca de información de 
mediadores y, en su caso, instituciones de mediación, así como fórmulas de simplificación de 
la inscripción y modificación de datos en los distintos registros a través de su interconexión.

2. El Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación del Ministerio de Justicia 
comunicará, en el plazo máximo de un mes, a los registros de mediadores de las 
Comunidades Autónomas los mediadores que hubiera inscrito y que también lo estuvieran 
en estos últimos registros.

3. En virtud de las obligaciones asumidas en los convenios de colaboración que se 
suscriban, los registros de mediadores dependientes de las Comunidades Autónomas 
comunicarán, en el plazo máximo de un mes, las cancelaciones de los mismos y su causa al 
Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación del Ministerio de Justicia. Anualmente, 
informarán al Ministerio de Justicia de la actividad de mediación realizada en el ámbito de 
cada Comunidad Autónoma.

CAPÍTULO IV
El seguro de responsabilidad civil o garantía equivalente de los mediadores e 

instituciones de mediación

Artículo 26.  Obligación de aseguramiento de la responsabilidad civil profesional del 
mediador.

1. Todo mediador deberá contar con un contrato de seguro de responsabilidad civil o una 
garantía equivalente por cuya virtud el asegurador o entidad de crédito se obligue, dentro de 
los límites pactados, a cubrir el riesgo del nacimiento a cargo del mediador asegurado de la 
obligación de indemnizar por los daños y perjuicios causados en el ejercicio de su función.

2. Este seguro o garantía podrá ser contratado a título individual por el mediador o dentro 
de una póliza colectiva que incluya la cobertura de la responsabilidad correspondiente a la 
actividad de mediación.

3. Cuando se trate de mediadores que actúen dentro del ámbito de una institución de 
mediación la cobertura de los daños y perjuicios que pudieran derivarse de la actuación del 
mediador podrá ser asumida directamente por la institución de mediación.

Artículo 27.  Cobertura del seguro de responsabilidad civil o de la garantía equivalente.
El seguro de responsabilidad civil o garantía equivalente del mediador comprenderá la 

cobertura de todos los daños y perjuicios, distintos a los resultados esperados de la 
mediación, que causen por sus actos u omisiones; como los derivados de la infracción de los 
principios de imparcialidad y confidencialidad, error profesional o la pérdida o extravío de 
expedientes y documentos de las partes.

Artículo 28.  Suma asegurada.
La suma asegurada o garantizada por los hechos generadores de la responsabilidad del 

mediador, por siniestro y anualidad, será proporcional a la entidad de los asuntos en los que 
intervenga. El mediador informará a las partes, con carácter previo al inicio del 
procedimiento, de la cobertura de su responsabilidad civil, dejando constancia de la misma 
en el acta inicial.

Artículo 29.  Obligación de aseguramiento de la responsabilidad de las instituciones de 
mediación.

Con independencia de la posibilidad de asumir la contratación de la cobertura de la 
eventual responsabilidad civil de los mediadores que actúen dentro de su ámbito, las 
instituciones de mediación deberán contar con un seguro o una garantía equivalente que 
cubra la responsabilidad que les corresponde, de acuerdo con la Ley de mediación en 
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asuntos civiles y mercantiles, en especial, la que pudiera derivarse de la designación del 
mediador.

CAPÍTULO V
El procedimiento simplificado de mediación por medios electrónicos

Sección 1.ª Normas generales

Artículo 30.  Ámbito del procedimiento simplificado de mediación por medios electrónicos.
Se desarrollará preferentemente por el procedimiento simplificado la mediación por 

medios electrónicos que consista en una reclamación de cantidad que no exceda de 600 
euros o de otro interés cuya cuantía no supere esa cantidad, salvo que el empleo de éstos 
no sea posible para alguna de las partes o cuando éstas acuerden un procedimiento distinto 
y siempre que las pretensiones de las partes no se refieran a argumentos de confrontación 
de derecho.

Artículo 31.  Responsables del procedimiento de mediación simplificado por medios 
electrónicos.

1. El mediador y, en su caso, la institución de mediación que hayan contratado con un 
proveedor de servicios electrónicos deberá habilitar los mecanismos necesarios para 
garantizar a las partes la seguridad, el buen funcionamiento de la plataforma y de los 
sistemas electrónicos utilizados, así como la privacidad, la integridad y el secreto de los 
documentos y las comunicaciones, la confidencialidad en todas las fases del procedimiento y 
asegurará el cumplimiento de las previsiones exigidas en la normativa en materia de 
protección de datos de carácter personal.

Con arreglo al principio de confidencialidad, se dará opción a las partes a indicar si los 
documentos que entregan o las comunicaciones que entablan no tienen este carácter. De no 
constar manifestación expresa y por escrito de las partes, se entenderá que la 
documentación y comunicaciones quedan sometidas al régimen de confidencialidad.

2. Cuando la institución de mediación o, en su caso, el mediador contraten los servicios 
electrónicos de mediación con un proveedor, éste tendrá la condición de encargado del 
tratamiento de aquellos datos y dará cumplimiento a las previsiones exigidas en la normativa 
en materia de protección de datos de carácter personal. Lo anterior se entenderá sin 
perjuicio de la responsabilidad directa del mediador o de la institución de mediación frente a 
las partes por los daños que se les pudieran causar por el incumplimiento de las 
obligaciones que les incumban, en particular en aplicación de las normas sobre protección 
de datos de carácter personal.

3. Las instituciones de mediación y, en su caso, los mediadores se asegurarán de que 
los medios electrónicos utilizados cumplen las condiciones de accesibilidad previstas en la 
Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio 
electrónico, con el fin de lograr la igualdad de oportunidades para las personas con 
discapacidad.

4. Los medios electrónicos aplicados a los procedimientos simplificados de mediación 
deberán incorporar mecanismos de registro de actividad que permitan auditar su correcto 
funcionamiento.

Artículo 32.  Acreditación de la identidad y condición de usuario.
1. Las partes y el mediador acreditarán su identidad con arreglo a lo dispuesto en la Ley 

59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica, mediante un sistema de firma electrónica 
que garantice la identificación de los firmantes y, en su caso, la autenticidad e integridad de 
los documentos electrónicos, en todas las actuaciones que requiera el procedimiento 
simplificado de mediación por medios electrónicos. En su defecto, las partes y el mediador 
podrán acreditar su identidad presencialmente ante el mediador o las instituciones de 
mediación, acordando un sistema de acceso seguro de mutuo acuerdo.
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En todo caso, la identidad de las partes debe acreditarse en la presentación de la 
solicitud de inicio y en la contestación, en el momento de la aportación de documentación, en 
el establecimiento de comunicaciones, en la firma de las actas y del acuerdo de mediación.

2. La actuación por medio de representante requerirá la acreditación de la 
representación ante el mediador o la institución de mediación.

Artículo 33.  Formularios.
1. El mediador o la institución de mediación que desarrollen procedimientos simplificados 

de mediación por medios electrónicos proporcionará, en su caso, a través de su sitio web, 
los formularios o impresos electrónicos normalizados de solicitud de inicio y de contestación 
del procedimiento, en los que informará que, en ningún caso, las pretensiones de las partes 
se referirán a argumentos de confrontación de derecho.

2. Los medios electrónicos de mediación ofrecerán formularios normalizados que 
permitan la subsanación de errores u omisiones, así como la retirada de la solicitud de inicio 
de la mediación en línea y, en el caso de que se haya dado comienzo al procedimiento, el 
ejercicio del derecho de las partes a dar por terminadas las actuaciones.

Artículo 34.  Documentación y expediente.
1. Los medios electrónicos empleados en el procedimiento simplificado de mediación 

generarán como justificante de entrega una copia de los formularios y de la documentación o 
información en cualquier soporte que presenten las partes, en un formato que garantice su 
integridad y permita su archivo e impresión.

En el documento generado como justificante deberá constar el número de registro, la 
fecha y hora de presentación, la identidad del mediador y, en su caso, de la institución de 
mediación, y una indicación de que el formulario o documento ha sido tramitado 
correctamente.

2. El expediente será único para todo el procedimiento simplificado de mediación y 
agrupará el formulario de solicitud, toda la información descriptiva del conflicto, todas las 
comunicaciones que se produzcan entre las partes y el mediador y los documentos 
presentados, que las partes no hubieran excluido de la incorporación al expediente de 
acuerdo con el principio de confidencialidad, así como todas las actas y, en su caso, el 
acuerdo final.

3. Las partes estarán informadas en todo momento de la gestión y almacenamiento de la 
documentación y comunicaciones producidas a lo largo de la mediación.

Artículo 35.  Compromiso de acceso.
1. El sistema electrónico empleado en el procedimiento simplificado de mediación 

permitirá acreditar la puesta a disposición de las comunicaciones relacionadas con la 
mediación, asumiendo las partes el compromiso de acceder a las mismas en la dirección 
electrónica que indiquen.

2. El rechazo de la comunicación o el transcurso de cinco días naturales sin acceder a su 
contenido en la dirección electrónica indicada se entenderá como no asistencia a la sesión 
de mediación, salvo que se acredite la imposibilidad de efectuar ese acceso.

Sección 2.ª Normas de tramitación

Artículo 36.  Duración y desarrollo del procedimiento simplificado de mediación.
1. El procedimiento electrónico simplificado de mediación tendrá una duración máxima 

de un mes, a contar desde el día siguiente a la recepción de la solicitud, prorrogable por 
acuerdo de las partes.

2. El empleo de medios electrónicos en el procedimiento simplificado de mediación, 
incluida, en su caso, la sesión informativa, permitirá una adecuada comunicación entre las 
partes y el mediador, sea separada o conjuntamente, posibilitando el diálogo y el 
acercamiento de posturas.

3. Las partes, de mutuo acuerdo, podrán transformar un procedimiento simplificado de 
mediación por medios electrónicos en cualquier otro procedimiento de mediación. En el 
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procedimiento simplificado de mediación por medios electrónicos se podrán llevar a cabo de 
manera presencial las actuaciones que las partes acuerden.

Artículo 37.  Inicio de la mediación.
1. Una vez presentado el formulario de solicitud de la mediación por el solicitante, el 

mediador se pondrá en contacto, a la mayor brevedad, con la parte solicitada para recabar 
su conformidad para el comienzo del procedimiento.

El mediador concederá a la parte solicitada un plazo razonable para contestar a la 
solicitud. Si la parte solicitada no contestara dentro del plazo, la solicitud se considerará 
rechazada, sin que ello impida a las partes desarrollar posteriormente un procedimiento de 
mediación presencial o electrónico.

El mediador informará al solicitante del momento en el que se produzca la contestación a 
su solicitud, su sentido o, en su caso, la falta de respuesta de la otra parte.

2. Una vez recibida la contestación, se remitirá a las partes un certificado que tendrá la 
consideración de acta de la sesión constitutiva a los efectos de generar un número de 
expediente.

Artículo 38.  Posiciones de las partes.
1. Las posiciones de las partes quedarán reflejadas en el formulario de solicitud y en el 

de contestación que el mediador o la institución de mediación pongan a su disposición.
2. La parte solicitante fijará la cantidad reclamada en el formulario de solicitud de inicio. 

El formulario contemplará un apartado relativo a los detalles de la pretensión, en el que se 
especificará el desglose de la cantidad reclamada entre el principal y los intereses, u otros 
aspectos controvertidos sobre las condiciones de pago.

3. El formulario de contestación permitirá aceptar la cantidad reclamada, rechazarla o 
formular una contrapropuesta, en cuyo caso se especificará también su posición respecto a 
la pretensión presentada.

Disposición adicional primera.  Validez de la formación efectuada con anterioridad.
La formación específica que con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto 

hubieran recibido los mediadores será válida y, en su caso, se tendrá en cuenta para 
completar los requisitos de formación exigibles.

Disposición adicional segunda.  Informes de actividad de las instituciones de mediación.
1. Las instituciones de mediación elaborarán, al menos, un informe anual de actividad 

sobre los siguientes aspectos:
a) Número de solicitudes recibidas y tipo de reclamación con la que estén relacionadas.
b) En su caso, procedimientos de mediación por medios electrónicos tramitados.
c) Porcentaje de procedimientos interrumpidos antes de llegar a un resultado.
d) Duración media de los procedimientos.
e) Número de acuerdos alcanzados.
f) Grado de satisfacción de las partes con el procedimiento y, en su caso, con el acuerdo 

alcanzado.
g) Casos de cooperación con otras entidades de resolución alternativa de conflictos que 

faciliten la tramitación de conflictos transfronterizos.
2. Las instituciones de mediación publicarán, en su caso, en su sitio web los informes 

anuales de actividad mencionados en el apartado anterior.

Disposición adicional tercera.  No incremento del gasto público.
Las medidas incluidas en este real decreto no supondrán incremento de dotaciones ni de 

retribuciones ni de otros gastos de personal.
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Disposición transitoria primera.  Acreditación temporal de la formación del mediador.
Hasta el 1 de junio de 2014 se podrá acreditar la formación del mediador mediante 

certificación de su inscripción en el registro de mediadores de una Comunidad Autónoma.

Disposición transitoria segunda.  Listas provisionales de mediadores concursales.
Hasta la entrada en funcionamiento del Registro de Mediadores e Instituciones de 

Mediación, la relación de mediadores concursales que se comunicará a la Agencia Boletín 
Oficial del Estado se confeccionará a partir de las listas de administradores concursales que 
cumplan los requisitos del artículo 18 de este real decreto.

Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo de la competencia exclusiva del Estado en materia 

de legislación mercantil, procesal y civil, prevista en el artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la 
Constitución.

Disposición final segunda.  Habilitación para el desarrollo normativo.
Se habilita al Ministro de Justicia para dictar las disposiciones necesarias para la puesta 

en funcionamiento del Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
1. El presente real decreto entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
2. Para la puesta en funcionamiento del Registro de Mediadores e Instituciones de 

Mediación se establecen los siguientes plazos:
a) La fecha para el envío por parte de los centros de formación de la información que se 

indica en el apartado 3 del artículo 7 comienza el 1 de marzo de 2014.
b) La fecha de apertura del Registro para la realización de solicitudes de inscripción por 

parte de los mediadores, los mediadores concursales y las instituciones de mediación será el 
1 de abril de 2014.

c) La fecha de inicio de la publicidad del Registro será el 1 de junio de 2014.
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§ 5

Orden JUS/746/2014, de 7 de mayo, por la que se desarrollan los 
artículos 14 y 21 del Real Decreto 980/2013, de 13 de diciembre y se 

crea el fichero de mediadores e instituciones de mediación

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 113, de 9 de mayo de 2014
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2014-4910

La Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles, estableció un 
régimen general de esta institución en España, con el objetivo de impulsar su desarrollo 
como instrumento complementario a la Administración de Justicia.

Mediante el Real Decreto 980/2013, de 13 de diciembre, por el que se desarrollan 
determinados aspectos de la Ley 5/2012, de 6 de julio, se procedió a desarrollar cuatro 
aspectos fundamentales de la regulación legal; la formación del mediador, su publicidad a 
través de un Registro dependiente del Ministerio de Justicia y el aseguramiento de su 
responsabilidad, así como la promoción de un procedimiento simplificado de mediación por 
medio electrónicos.

La disposición final segunda del citado real decreto habilita al Ministro de Justicia para 
dictar las disposiciones necesarias para la puesta en funcionamiento del Registro de 
Mediadores e Instituciones de Mediación y sus artículos 14 y 21 remiten a la aprobación de 
una orden ministerial que complemente los documentos electrónicos.

Se procede, asimismo, a la creación mediante orden ministerial del Fichero de 
Mediadores e Instituciones de Mediación, cumpliendo con el artículo 20 de la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

La presente orden ha sido informada por la Agencia Española de Protección de Datos y 
por la Comisión Ministerial de Administración Electrónica del Ministerio de Justicia.

Por tanto, en virtud de los artículos 14 y 21 y de la disposición final segunda del Real 
Decreto 980/2013, de 13 de diciembre, dispongo:

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. La presente orden tiene por objeto desarrollar los artículos 14 y 21 del Real Decreto 

980/2013, de 13 de diciembre, por el que se desarrollan determinados aspectos de la Ley 
5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles y crear el Fichero de 
Mediadores e Instituciones de Mediación.

2. Las normas contenidas en la presente orden son de aplicación a los mediadores y a 
las instituciones de mediación que desarrollen su actividad profesional al amparo de los 
dispuesto en la Ley 5/2012, de 6 de julio.
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Artículo 2.  Documentos electrónicos.
1. Los documentos electrónicos que deben acompañar la información aportada por el 

solicitante a que se refiere el artículo 21.3 del Real Decreto 980/2013, son los siguientes:
a) Documento que contenga los criterios de selección de sus mediadores que habrán de 

garantizar, en todo caso, la transparencia en su designación.
b) Documento explicativo de sus sistemas de garantía de calidad internos y externos, 

tales como mecanismos de reclamaciones, de evaluación del servicio, de evaluación de los 
mediadores y procedimientos sancionadores o disciplinarios.

c) Memoria anual con las especificaciones que establece el artículo 21.1.h) del Real 
Decreto 980/2013, de 13 de diciembre. En el caso de que la institución llevase menos de un 
año en funcionamiento, la memoria comprenderá las anteriores especificaciones referidas a 
su periodo de actividad.

2. En relación con lo dispuesto al artículo 14.2 del mencionado real decreto, los 
solicitantes aportarán los datos establecidos en dicho artículo a través del formulario de 
solicitud contenido en la sede electrónica del Ministerio de Justicia, adaptado conforme a la 
normativa de protección de datos personales.

El encargado del Registro podrá solicitar el envío de la documentación original de que se 
trate. También podrá dirigirse a los terceros que figuren designados en los datos aportados 
por el interesado, para la verificación de los mismos, previo consentimiento de este.

Disposición final primera.  Modificación de la Orden JUS/1294/2003, de 30 de abril, por la 
que se determinan los ficheros con datos de carácter personal del departamento y de sus 
organismos públicos.

Se amplía la relación de los ficheros del Ministerio de Justicia que figuran en la Orden 
JUS/1294/2003, de 30 de abril, por la que se determinan los ficheros con datos de carácter 
personal del departamento y de sus organismos públicos, mediante la incorporación a su 
Anexo I, del fichero número 134, denominado Fichero de Mediadores e Instituciones de 
mediación, cuyas características se recogen en el anexo de esta orden.

Disposición final segunda.  Título competencial.
La presente orden se dicta en virtud de las competencias que atribuye al Estado el 

artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la Constitución Española, en materia de legislación mercantil y de 
ordenación de los registros e instrumentos públicos.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

ANEXO
Fichero que se incorpora al anexo I de la Orden JUS/1294/2003, de 30 de abril, 
por la que se determinan los ficheros con datos de carácter personal del 

departamento y de sus organismos públicos

Fichero 134

Nombre del Fichero: Fichero de Mediadores e Instituciones de Mediación
a) Denominación del fichero: «Mediadores e Instituciones de Mediación».
b) Finalidad y usos previstos: Constituir una base de datos informatizada accesible a 

través del sitio web del Ministerio de Justicia, previo cumplimiento de los requisitos exigidos 
en materia de inscripción de instituciones, corporaciones o entidades a las que se refiere la 
normativa vigente.
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c) Origen de los datos: Los datos serán aportados por los solicitantes que pretendan 
inscribirse en el Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación, quienes prestarán su 
consentimiento expreso para que estos puedan validarse.

d) Procedimiento de recogida: La información requerida se recabará mediante los 
formularios habilitados a través de la sede electrónica del Ministerio de Justicia o mediante 
correo ordinario.

e) Estructura básica del fichero y el sistema de tratamiento utilizado:
e.1) Datos de carácter personal incluidos en el fichero: Nombre y apellidos, DNI/NIF/

Documento identificativo, dirección postal y electrónica, el número de póliza; identificación 
del tomador; número de identificación del aval.

e.2) Sistema de tratamiento: Mixto.
f) Cesiones de datos de carácter personal previstas: Agencia Estatal Boletín Oficial del 

Estado, Registros de Mediadores de Comunidades Autónomas, así como las cesiones 
previstas por ley.

g) Transferencias internacionales previstas a terceros países: No hay transferencias 
internacionales previstas.

h) Órgano responsable del fichero: Dirección General de los Registros y del Notariado.
i) Servicios o unidades ante los que pueden ejercitarse los derechos de acceso, 

rectificación, cancelación y oposición: Dirección General de los Registros y del Notariado, 
Subdirección General del Notariado y de los Registros, Plaza Jacinto Benavente, 3, 28071 
Madrid.

j) Medidas de seguridad con indicación del nivel exigible: Nivel Básico.
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§ 6

Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del 
Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 15, de 17 de enero de 1996
Última modificación: 5 de junio de 2021

Referencia: BOE-A-1996-1069

TÍTULO I
De los derechos y deberes de los menores

 

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Derechos del menor

[ . . . ]
Artículo 9.  Derecho a ser oído y escuchado.

1. El menor tiene derecho a ser oído y escuchado sin discriminación alguna por edad, 
discapacidad o cualquier otra circunstancia, tanto en el ámbito familiar como en cualquier 
procedimiento administrativo, judicial o de mediación en que esté afectado y que conduzca a 
una decisión que incida en su esfera personal, familiar o social, teniéndose debidamente en 
cuenta sus opiniones, en función de su edad y madurez. Para ello, el menor deberá recibir la 
información que le permita el ejercicio de este derecho en un lenguaje comprensible, en 
formatos accesibles y adaptados a sus circunstancias.

En los procedimientos judiciales o administrativos, las comparecencias o audiencias del 
menor tendrán carácter preferente, y se realizarán de forma adecuada a su situación y 
desarrollo evolutivo, con la asistencia, si fuera necesario, de profesionales cualificados o 
expertos, cuidando preservar su intimidad y utilizando un lenguaje que sea comprensible 
para él, en formatos accesibles y adaptados a sus circunstancias informándole tanto de lo 
que se le pregunta como de las consecuencias de su opinión, con pleno respeto a todas las 
garantías del procedimiento.

2. Se garantizará que el menor, cuando tenga suficiente madurez, pueda ejercitar este 
derecho por sí mismo o a través de la persona que designe para que le represente. La 
madurez habrá de valorarse por personal especializado, teniendo en cuenta tanto el 
desarrollo evolutivo del menor como su capacidad para comprender y evaluar el asunto 
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concreto a tratar en cada caso. Se considera, en todo caso, que tiene suficiente madurez 
cuando tenga doce años cumplidos.

Para garantizar que el menor pueda ejercitar este derecho por sí mismo será asistido, en 
su caso, por intérpretes. El menor podrá expresar su opinión verbalmente o a través de 
formas no verbales de comunicación.

No obstante, cuando ello no sea posible o no convenga al interés del menor se podrá 
conocer la opinión del menor por medio de sus representantes legales, siempre que no 
tengan intereses contrapuestos a los suyos, o a través de otras personas que, por su 
profesión o relación de especial confianza con él, puedan transmitirla objetivamente.

3. Siempre que en vía administrativa o judicial se deniegue la comparecencia o audiencia 
de los menores directamente o por medio de persona que le represente, la resolución será 
motivada en el interés superior del menor y comunicada al Ministerio Fiscal, al menor y, en 
su caso, a su representante, indicando explícitamente los recursos existentes contra tal 
decisión. En las resoluciones sobre el fondo habrá de hacerse constar, en su caso, el 
resultado de la audiencia al menor, así como su valoración.

[ . . . ]
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§ 7

Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 309, de 26 de diciembre de 2003

Última modificación: 6 de octubre de 2015
Referencia: BOE-A-2003-23646

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
España se ha mostrado siempre sensible a los requerimientos de armonización del 

régimen jurídico del arbitraje, en particular del comercial internacional, para favorecer la 
difusión de su práctica y promover la unidad de criterios en su aplicación, en la convicción de 
que una mayor uniformidad en las leyes reguladoras del arbitraje ha de propiciar su mayor 
eficacia como medio de solución de controversias.

La Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje, es tributaria de esta vocación, ya antes 
manifestada explícitamente en el Real Decreto 1094/1981, de 22 de mayo, que abrió las 
puertas al arbitraje comercial internacional, teniendo en cuenta que "el incremento de las 
relaciones comerciales internacionales, en particular en el área iberoamericana, y la 
inexistencia de adecuados servicios de arbitraje comercial internacional en nuestro país 
determina que la utilización de la técnica arbitral por empresarios y comerciantes de la citada 
área se efectúe con referencia a instituciones de otro contexto cultural idiomático, con el 
efecto negativo que ello representa para España y la pérdida que para nuestro país significa 
la ruptura de las vinculaciones con los citados países en materia de tan creciente interés 
común".

Esta ley prolonga esa sensibilidad, esa vocación y esa práctica, pero con la pretensión 
de producir un salto cualitativo. Así, su principal criterio inspirador es el de basar el régimen 
jurídico español del arbitraje en la Ley Modelo elaborada por la Comisión de las Naciones 
Unidas para el Derecho Mercantil Internacional, de 21 de junio de 1985 (Ley Modelo de 
CNUDMI/UNCITRAL), recomendada por la Asamblea General en su Resolución 40/72, de 11 
de diciembre de 1985, "teniendo en cuenta las exigencias de la uniformidad del derecho 
procesal arbitral y las necesidades de la práctica del arbitraje comercial internacional". El 
legislador español sigue la recomendación de las Naciones Unidas, acoge como base la Ley 
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Modelo y, además, toma en consideración los sucesivos trabajos emprendidos por aquella 
Comisión con el propósito de incorporar los avances técnicos y atender a las nuevas 
necesidades de la práctica arbitral, particularmente en materia de requisitos del convenio 
arbitral y de adopción de medidas cautelares.

La Ley Modelo responde a un sutil compromiso entre las tradiciones jurídicas europeo-
continental y anglosajona producto de un cuidado estudio del derecho comparado. Su 
redacción no responde, por ello, plenamente a los cánones tradicionales de nuestro 
ordenamiento, pero facilita su difusión entre operadores pertenecientes a áreas económicas 
con las que España mantiene activas y crecientes relaciones comerciales. Los agentes 
económicos de dichas áreas adquirirán, por tanto, mayor certidumbre sobre el contenido del 
régimen jurídico del arbitraje en España, lo que facilitará y aun impulsará que se pacten 
convenios arbitrales en los que se establezca nuestro país como lugar del arbitraje. La Ley 
Modelo resulta más asequible a los operadores económicos del comercio internacional, 
habituados a una mayor flexibilidad y adaptabilidad de las normas a las peculiaridades de 
casos concretos surgidos en escenarios muy diversos.

La nueva ley se dicta con conciencia de los innegables avances que su precedente, la 
Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje, supuso para la regulación y modernización del 
régimen de esta institución en nuestro ordenamiento jurídico. Durante su vigencia se ha 
producido una notable expansión del arbitraje en nuestro país; ha aumentado en gran 
medida el tipo y el número de relaciones jurídicas, sobre todo contractuales, para las que las 
partes pactan convenios arbitrales; se ha asentado el arbitraje institucional; se han 
consolidado prácticas uniformes, sobre todo en arbitrajes internacionales; se ha generado un 
cuerpo de doctrina estimable; y se ha normalizado la utilización de los procedimientos 
judiciales de apoyo y control del arbitraje.

Sin embargo, las consideraciones hechas anteriormente revelan que, partiendo del 
acervo descrito, resulta necesario impulsar otro nuevo e importante avance en la regulación 
de la institución mediante la señalada incorporación de nuestro país al elenco creciente de 
Estados que han adoptado la Ley Modelo. Además, el tiempo transcurrido desde la entrada 
en vigor de la Ley 36/1988 ha permitido detectar en ella lagunas e imperfecciones. El 
arbitraje es una institución que, sobre todo en su vertiente comercial internacional, ha de 
evolucionar al mismo ritmo que el tráfico jurídico, so pena de quedarse desfasada. La 
legislación interna de un país en materia de arbitraje ha de ofrecer ventajas o incentivos a las 
personas físicas y jurídicas para que opten por esta vía de resolución de conflictos y porque 
el arbitraje se desarrolle en el territorio de ese Estado y con arreglo a sus normas. Por 
consiguiente, tanto las necesidades de mejora y seguimiento de la evolución del arbitraje 
como la acomodación a la Ley Modelo hacen necesaria la promulgación de esta ley.

II
La nueva regulación se sistematiza en nueve títulos.
El título I contiene las disposiciones generales sobre arbitraje.
El artículo 1 determina el ámbito de aplicación de la ley sobre la base de los siguientes 

criterios:
En primer lugar, se dejan a salvo, como no podía ser de otro modo, las disposiciones 

contenidas en convenios internacionales de los que España sea parte.
En segundo lugar, en lo que respecta a la contraposición entre arbitraje ordinario y 

arbitrajes especiales, esta ley pretende ser una ley general, aplicable, por tanto, 
íntegramente a todos los arbitrajes que no tengan una regulación especial; pero también 
supletoriamente a los arbitrajes que la tengan, salvo en lo que sus especialidades se 
opongan a lo previsto en esta ley o salvo que alguna norma legal disponga expresamente su 
inaplicabilidad.

En tercer lugar, en lo que respecta a la contraposición entre arbitraje interno y arbitraje 
internacional, esta ley opta claramente por una regulación unitaria de ambos. Dentro de lo 
que se ha dado en llamar la alternativa entre dualismo (que el arbitraje internacional sea 
regulado totalmente o en gran medida por preceptos distintos que el arbitraje interno) y 
monismo (que, salvo contadas excepciones, los mismos preceptos se apliquen por igual al 
arbitraje interno e internacional), la ley sigue el sistema monista. Son pocas y muy 
justificadas las normas en que el arbitraje internacional requiere una regulación distinta de la 
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del arbitraje interno. Aun con la conciencia de que el arbitraje internacional responde en 
muchas ocasiones a exigencias distintas, esta ley parte de la base -corroborada por la 
tendencia actual en la materia- de que una buena regulación del arbitraje internacional ha de 
serlo también para el arbitraje interno, y viceversa. La Ley Modelo, dado que se gesta en el 
seno de la CNUDMI/UNCITRAL, está concebida específicamente para el arbitraje comercial 
internacional ; pero su inspiración y soluciones son perfectamente válidas, en la inmensa 
mayoría de los casos, para el arbitraje interno. Esta ley sigue en este aspecto el ejemplo de 
otras recientes legislaciones extranjeras, que han estimado que la Ley Modelo no sólo 
resulta adecuada para el arbitraje comercial internacional, sino para el arbitraje en general.

En cuarto lugar, la delimitación del ámbito de aplicación de la ley es territorial. No 
obstante, hay determinados preceptos, relativos a ciertos casos de intervención judicial, que 
deben aplicarse también a aquellos arbitrajes que se desarrollen o se hayan desarrollado en 
el extranjero. El criterio, en todo caso, es también territorial, puesto que se trata de normas 
procesales que han de ser aplicadas por nuestros tribunales.

El artículo 2 regula las materias objeto de arbitraje sobre la base del criterio de la libre 
disposición, como hacía la Ley 36/1988. Sin embargo, se reputa innecesario que esta ley 
contenga ningún elenco, siquiera ejemplificativo, de materias que no son de libre disposición. 
Basta con establecer que la arbitrabilidad de una controversia coincide con la disponibilidad 
de su objeto para las partes. En principio, son cuestiones arbitrables las cuestiones 
disponibles. Es concebible que por razones de política jurídica haya o pueda haber 
cuestiones que sean disponibles para las partes y respecto de las que se quiera excluir o 
limitar su carácter arbitrable. Pero ello excede del ámbito de una regulación general del 
arbitraje y puede ser objeto, en su caso, de disposiciones específicas en otros textos legales.

Respecto de las materias objeto de arbitraje se introduce también la regla, para el 
arbitraje internacional, de que los Estados y entes dependientes de ellos no puedan hacer 
valer las prerrogativas de su ordenamiento jurídico. Se pretende con ello que, a estos 
efectos, el Estado sea tratado exactamente igual que un particular.

El artículo 3 regula la determinación del carácter internacional del arbitraje, que resulta 
relevante para la aplicación de aquellos artículos que contienen reglas especiales para los 
arbitrajes internacionales que se desarrollen en nuestro territorio. Así, se establece por 
primera vez en nuestro ordenamiento en qué casos un arbitraje es internacional; lo que debe 
facilitar la interpretación y aplicación de esta ley en el contexto del tráfico jurídico 
internacional. Además, debe tenerse en cuenta que existen convenios internacionales cuya 
aplicación exige una definición previa del arbitraje internacional. La determinación del 
carácter internacional del arbitraje sigue sustancialmente los criterios de la Ley Modelo. A 
éstos resulta conveniente añadir otro: que la relación jurídica de la que dimana la 
controversia afecte a los intereses del comercio internacional. Se trata de un criterio 
ampliamente desarrollado en otros ordenamientos, con el que se pretende dar cabida a 
supuestos en que, aunque no concurran los elementos anteriormente establecidos por la ley, 
resulte indudable su carácter internacional a la luz de las circunstancias del caso. Por otra 
parte, la ley evita la confusión que la pluralidad de domicilios de una persona, admitida en 
otros ordenamientos, podría causar a la hora de determinar si un arbitraje es internacional o 
no.

El artículo 4 contiene una serie de reglas de interpretación, entre las que tienen especial 
relevancia las que dotan de contenido a las normas legales dispositivas de esta ley mediante 
la remisión, por voluntad de las partes, a la de una institución arbitral o al contenido de un 
reglamento arbitral. Así, esta ley parte en la mayoría de sus reglas de que debe primar la 
autonomía de la voluntad de las partes. Mas esa voluntad se entiende integrada por las 
decisiones que pueda adoptar, en su caso, la institución administradora del arbitraje, en 
virtud de sus normas, o las que puedan adoptar los árbitros, en virtud del reglamento arbitral 
al que las partes se hayan sometido. Se produce, por tanto, una suerte de integración del 
contenido del contrato de arbitraje o convenio arbitral, que, por mor de esta disposición, pasa 
a ser en tales casos un contrato normativo. De este modo, la autonomía privada en materia 
de arbitraje se puede manifestar tanto directamente, a través de declaraciones de voluntad 
de las partes, como indirectamente, mediante la declaración de voluntad de que el arbitraje 
sea administrado por una institución arbitral o se rija por un reglamento arbitral. En este 
sentido, la expresión institución arbitral hace referencia a cualquier entidad, centro u 
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organización de las características previstas que tenga un reglamento de arbitraje y, 
conforme a él, se dedique a la administración de arbitrajes. Pero se precisa que las partes 
pueden someterse a un concreto reglamento sin encomendar la administración del arbitraje 
a una institución, en cuyo caso el reglamento arbitral también integra la voluntad de las 
partes.

El artículo 5 establece las reglas sobre notificaciones, comunicaciones y cómputo de 
plazos, que se aplican tanto a las actuaciones tendentes a poner en marcha el arbitraje 
como al conjunto de su tramitación. Se regulan la forma, el lugar y el tiempo de las 
notificaciones y comunicaciones. Respecto del cómputo de los plazos por días, se dispone 
que se trata de días naturales. Esta regla no es aplicable en el seno de los procedimientos 
judiciales de apoyo o control del arbitraje, en que rigen las normas procesales, pero sí a los 
plazos establecidos, en su caso, para la iniciación de dichos procedimientos, como, por 
ejemplo, el ejercicio de la acción de anulación del laudo.

El artículo 6 contiene una disposición sobre renuncia tácita a las facultades de 
impugnación, directamente inspirada -como tantas otras- en la Ley Modelo, que obliga a las 
partes en el arbitraje a la denuncia tempestiva e inmediata de las violaciones de normas 
dispositivas, esto es, aplicables en defecto de voluntad de las partes.

El artículo 7, sobre intervención judicial en el arbitraje, es un corolario del denominado 
efecto negativo del convenio arbitral, que impide a los tribunales conocer de las 
controversias sometidas a arbitraje. De este modo, la intervención judicial en los asuntos 
sometidos a arbitraje ha de limitarse a los procedimientos de apoyo y control, expresamente 
previstos por la ley.

El artículo 8 contiene, directamente o por remisión, las normas de competencia objetiva y 
territorial para el conocimiento de todos los procedimientos de apoyo y control del arbitraje, 
incluso de aquellos que no se encuentran regulados en esta ley, sino en la de Enjuiciamiento 
Civil. Para el exequátur de laudos extranjeros se atribuye competencia a las Audiencias 
Provinciales, en vez de -como hasta ahora- a la Sala Primera del Tribunal Supremo, con la 
finalidad de descargar a ésta y ganar celeridad.

III
El título II regula los requisitos y efectos del convenio arbitral, sin perjuicio de la 

aplicación de las normas generales sobre contratos en todo lo no específicamente previsto 
en esta ley. En líneas generales, la ley trata de perfeccionar la legislación anterior, 
precisando algunos puntos que se habían revelado problemáticos.

Han de destacarse algunas novedades introducidas respecto de los requisitos de forma 
del convenio arbitral.

La ley refuerza el criterio antiformalista. Así, aunque se mantiene la exigencia de que el 
convenio conste por escrito y se contemplan las diversas modalidades de constancia escrita, 
se extiende el cumplimiento de este requisito a los convenios arbitrales pactados en soportes 
que dejen constancia, no necesariamente escrita, de su contenido y que permitan su 
consulta posterior. Se da así cabida y se reconoce la validez al uso de nuevos medios de 
comunicación y nuevas tecnologías. Se consagra también la validez de la llamada cláusula 
arbitral por referencia, es decir, la que no consta en el documento contractual principal, sino 
en un documento separado, pero se entiende incorporada al contenido del primero por la 
referencia que en él se hace al segundo. Asimismo, la voluntad de las partes sobre la 
existencia del convenio arbitral se superpone a sus requisitos de forma. En lo que respecta a 
la ley aplicable al convenio arbitral, se opta por una solución inspirada en un principio de 
conservación o criterio más favorable a la validez del convenio arbitral. De este modo, basta 
que el convenio arbitral sea válido con arreglo a cualquiera de los tres regímenes jurídicos 
señalados en el apartado 6 del artículo 9: las normas elegidas por las partes, las aplicables 
al fondo de la controversia o el derecho español.

La ley mantiene los llamados efectos positivo y negativo del convenio arbitral. Respecto 
de este último, se mantiene la regla de que debe ser hecho valer por las partes y 
específicamente por el demandado a través de la declinatoria. Además, se precisa que la 
pendencia de un proceso judicial en el que se haya interpuesto declinatoria no impide que el 
procedimiento arbitral se inicie o prosiga; de modo que la incoación de un proceso judicial no 
puede ser sin más utilizada con la finalidad de bloquear o dificultar el arbitraje. Y se aclara 
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que la solicitud de medidas cautelares a un tribunal no supone en modo alguno renuncia 
tácita al arbitraje; aunque tampoco hace actuar sin más el efecto negativo del convenio 
arbitral. Con ello se despeja cualquier duda que pudiere subsistir acerca de la posibilidad de 
que se acuerden judicialmente medidas cautelares respecto de una controversia sometida a 
arbitraje, aun antes de que el procedimiento arbitral haya comenzado. Esta posibilidad es 
indudable a la luz de la Ley de Enjuiciamiento Civil, pero es importante que se recoja 
también en la legislación de arbitraje. Además, da cobertura a una eventual solicitud de 
medidas cautelares ante un tribunal extranjero respecto de un arbitraje regido por la ley 
española.

IV
El título III se dedica a la regulación de la figura del árbitro o árbitros. La ley prefiere las 

expresiones árbitro o árbitros a la de tribunal arbitral, que puede causar confusión con los 
tribunales judiciales. Además, en la mayor parte de los preceptos la referencia a los árbitros 
incluye tanto los supuestos en que hay un colegio arbitral como aquellos en los que el árbitro 
es único.

La ley opta por establecer que a falta de acuerdo de las partes se designará un solo 
árbitro. Es ésta una opción guiada por razones de economía. En cuanto a la capacidad para 
ser árbitro, se opta por el criterio de la mayor libertad de las partes, como es hoy la regla 
general en los países más avanzados en materia de arbitraje: nada impone la ley, salvo que 
se trate de personas naturales con capacidad de obrar plena. Serán las partes directamente 
o las instituciones arbitrales las que con total libertad y sin restricciones -no adecuadas a la 
realidad del arbitraje- designen a los árbitros. Sólo para los casos en que resulte necesario 
suplir la voluntad de las partes, la ley prevé y regula las situaciones que pueden presentarse 
en la designación de los árbitros, para evitar la paralización del arbitraje. En estos casos es 
necesaria la actuación judicial, si bien se pretende, de un lado, que el procedimiento judicial 
pueda ser rápido y, de otro, dar criterios al Juez de Primera Instancia para realizar la 
designación. Muestras de lo primero son la remisión al juicio verbal y la no recurribilidad 
separada de las resoluciones interlocutorias que el Juzgado dicte en este procedimiento, así 
como de la que proceda a la designación. Muestra de lo segundo es la regla acerca de la 
conveniencia de que en los arbitrajes internacionales el árbitro único o el tercer árbitro sea 
de nacionalidad diferente a la de las partes. Debe destacarse, además, que el juez no está 
llamado en este procedimiento a realizar, ni de oficio ni a instancia de parte, un control de 
validez del convenio arbitral o una verificación de la arbitrabilidad de la controversia, lo que, 
de permitirse, ralentizaría indebidamente la designación y vaciaría de contenido la regla de 
que son los árbitros los llamados a pronunciarse, en primer término, sobre su propia 
competencia. Por ello, el juez sólo debe desestimar la petición de nombramiento de árbitros 
en el caso excepcional de inexistencia de convenio arbitral, esto es, cuando prima facie 
pueda estimar que realmente no existe un convenio arbitral; pero el juez no está llamado en 
este procedimiento a realizar un control de los requisitos de validez del convenio.

Se establece el deber de todos los árbitros, al margen de quien los haya designado, de 
guardar la debida imparcialidad e independencia frente a las partes en el arbitraje. Garantía 
de ello es su deber de revelar a las partes cualquier hecho o circunstancia susceptible de 
poner en duda su imparcialidad o independencia. Se elimina el reenvío a los motivos de 
abstención y recusación de jueces y magistrados, por considerar que no siempre son 
adecuados en materia de arbitraje ni cubren todos los supuestos, y se prefiere una cláusula 
general. Respecto del procedimiento de recusación, la premisa es una vez más la libertad de 
las partes, ya sea por acuerdo directo o por remisión a un reglamento arbitral. En su defecto, 
se establece que sean el árbitro o los árbitros quienes decidan sobre la recusación, sin 
perjuicio de poder hacer valer los motivos de recusación como causa de anulación del laudo. 
La posibilidad de acudir directamente a los tribunales frente a la decisión desestimatoria de 
la recusación tendría, sin duda, la ventaja de una certidumbre preliminar sobre la 
imparcialidad, pero se prestaría a una utilización dilatoria de esta facultad. Se estima que 
serán mucho menos frecuentes los supuestos en que una recusación será indebidamente 
desestimada y dará lugar a la nulidad de todo el procedimiento arbitral que los casos en que 
se formularían pretensiones inmediatas ante la autoridad judicial con la finalidad de dilatar el 
procedimiento.
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La ley se ocupa igualmente de otros supuestos que pueden conducir al cese de alguno 
de los árbitros en sus funciones y al nombramiento de sustituto. Se prevé la posibilidad de 
que en tales casos haya que repetir actuaciones ya practicadas, pero no se obliga a ello.

V
El título IV se dedica a la importante cuestión de la competencia de los árbitros.
El artículo 22 establece la regla, capital para el arbitraje, de que los árbitros tienen 

potestad para decidir sobre su competencia. Es la regla que la doctrina ha bautizado con la 
expresión alemana Kompetenz-Kompetenz y que la Ley de 1988 ya consagraba en términos 
menos precisos. Esta regla abarca lo que se conoce como separabilidad del convenio 
arbitral respecto del contrato principal, en el sentido de que la validez del convenio arbitral no 
depende de la del contrato principal y que los árbitros tienen competencia para juzgar incluso 
sobre la validez del convenio arbitral. Además, bajo el término genérico de competencia han 
de entenderse incluidas no sólo las cuestiones que estrictamente son tales, sino 
cualesquiera cuestiones que puedan obstar a un pronunciamiento de fondo sobre la 
controversia (salvo las relativas a las personas de los árbitros, que tienen su tratamiento 
propio). La ley establece la carga de que las cuestiones relativas a la competencia de los 
árbitros sean planteadas a limine. Ha de resaltarse que el hecho de que una de las partes 
colabore activamente en la designación de los árbitros no supone ningún tipo de renuncia 
tácita a hacer valer la incompetencia objetiva de éstos. Es una lógica consecuencia de la 
regla de Kompetenz-Kompetenz: si son los árbitros los que han de decidir sobre su propia 
competencia, la parte está simplemente contribuyendo a designar a quien o a quienes 
podrán decidir sobre dicha competencia. Lo contrario abocaría a la parte a una situación 
absurda: debería permanecer pasiva durante la designación de los árbitros para poder luego 
alegar su falta de competencia sobre la controversia. La regla de la alegación previa de las 
cuestiones atinentes a la competencia de los árbitros tiene una razonable modulación en los 
casos en que la alegación tardía está, a juicio de los árbitros, justificada, en la medida en 
que la parte no pudo realizar esa alegación con anterioridad y que su actitud durante el 
procedimiento no puede ser interpretada como una aceptación de la competencia de los 
árbitros. Queda a la apreciación de los árbitros la conveniencia de que las cuestiones 
relativas a su competencia sean resueltas con carácter previo o junto con las cuestiones de 
fondo. La ley parte de la base de que los árbitros pueden dictar tantos laudos como 
consideren necesarios, ya sea para resolver cuestiones procesales o de fondo; o dictar un 
solo laudo resolviendo todas ellas.

El artículo 23 incorpora una de las principales novedades de la ley: la potestad de los 
árbitros para adoptar medidas cautelares. Dicha potestad puede ser excluida por las partes, 
directamente o por remisión a un reglamento arbitral; pero en otro caso se considera que la 
aceptan. La ley ha considerado preferible no entrar a determinar el ámbito de esta potestad 
cautelar. Obviamente, los árbitros carecen de potestad ejecutiva, por lo que para la ejecución 
de las medidas cautelares será necesario recurrir a la autoridad judicial, en los mismos 
términos que si de un laudo sobre el fondo se tratara.

Sin embargo, si dentro de la actividad cautelar cabe distinguir entre una vertiente 
declarativa y otra ejecutiva, esta ley les reconoce a los árbitros la primera, salvo acuerdo en 
contrario de las partes. Esta norma no deroga ni restringe la posibilidad, prevista en los 
artículos 8 y 11 de esta ley y en la Ley de Enjuiciamiento Civil, de que la parte interesada 
inste de la autoridad judicial la adopción de medidas cautelares. Las potestades arbitral y 
judicial en materia cautelar son alternativas y concurrentes, sin perjuicio del juego del 
principio de buena fe procesal.

VI
El título V regula las actuaciones arbitrales. La ley vuelve a partir del principio de 

autonomía de la voluntad y establece como únicos límites al mismo y a la actuación de los 
árbitros el derecho de defensa de las partes y el principio de igualdad, que se erigen en 
valores fundamentales del arbitraje como proceso que es. Garantizado el respeto a estas 
normas básicas, las reglas que sobre el procedimiento arbitral se establecen son dispositivas 
y resultan, por tanto, aplicables sólo si las partes nada han acordado directamente o por su 
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aceptación de un arbitraje institucional o de un reglamento arbitral. De este modo, las 
opciones de política jurídica que subyacen a estos preceptos quedan subordinadas siempre 
a la voluntad de las partes.

En lo que respecta al lugar del arbitraje, hay que destacar que se permite la celebración 
de audiencias y de deliberaciones en sede distinta de la del arbitraje. La determinación del 
lugar o sede del arbitraje es jurídicamente relevante en muchos aspectos, pero su fijación no 
debe suponer rigidez para el desarrollo del procedimiento.

El inicio del arbitraje se fija en el momento en que una parte recibe el requerimiento de la 
otra de someter la controversia a decisión arbitral. Parece lógico que los efectos jurídicos 
propios del inicio del arbitraje se produzcan ya en ese momento, incluso aunque no esté 
perfectamente delimitado el objeto de la controversia. Las soluciones alternativas permitirían 
actuaciones tendentes a dificultar el procedimiento.

La determinación del idioma o idiomas del arbitraje corresponde lógicamente a las partes 
y, en su defecto, a los árbitros. No obstante, salvo que alguna de las partes se oponga, se 
permite que se aporten documentos o se practiquen actuaciones en idioma no oficial del 
arbitraje sin necesidad de traducción. Con ello se consagra una regla práctica muy 
extendida, que admite la aportación de documentos o declaraciones en otro idioma.

En el arbitraje no se reproducen necesariamente siempre las posiciones procesales 
activa y pasiva de un proceso judicial; o no en los mismos términos. Al fin y al cabo, la 
determinación del objeto de la controversia, siempre dentro del ámbito del convenio arbitral, 
se produce de forma progresiva. Sin embargo, la práctica arbitral demuestra que quien inicia 
el arbitraje formula en todo caso una pretensión frente a la parte o partes contrarias y se 
convierte, por tanto, en actor; y ello sin perjuicio de que el demandado pueda reconvenir. 
Parece, por tanto, razonable que, sin perjuicio de la libertad de las partes, el procedimiento 
arbitral se estructure sobre la base de una dualidad de posiciones entre demandante y 
demandado. Esta conveniencia, sin embargo, debe ser flexibilizada a la hora de configurar 
los requisitos de los actos de las partes en defensa de sus respectivas posiciones. De este 
modo, no se establecen propiamente requisitos de forma y contenido de los escritos de 
alegaciones de las partes. La función de la demanda y de la contestación a que se refiere el 
artículo 29 no es sino la de ilustrar a los árbitros sobre el objeto de la controversia, sin 
perjuicio de alegaciones ulteriores. No entran aquí en juego las reglas propias de los 
procesos judiciales en cuanto a requisitos de demanda y contestación, documentos a 
acompañar o preclusión. El procedimiento arbitral, incluso en defecto de acuerdo de las 
partes, se configura con gran flexibilidad, acorde con las exigencias de la institución.

Esa flexibilidad se da también en el desarrollo ulterior del procedimiento. Cabe que el 
procedimiento sea en ciertos casos predominantemente escrito, si las circunstancias del 
caso no exigen la celebración de audiencias. Sin embargo, la regla es la celebración de 
audiencias para la práctica de pruebas. La ley trata de evitar, además, que la inactividad de 
las partes pueda paralizar el arbitraje o comprometer la validez del laudo.

La fase probatoria del arbitraje está también presidida por la máxima libertad de las 
partes y de los árbitros -siempre que se respeten el derecho de defensa y el principio de 
igualdad- y por la máxima flexibilidad. La ley establece únicamente normas sobre la prueba 
pericial, de singular importancia en el arbitraje contemporáneo, aplicables en defecto de 
voluntad de las partes. Estas normas están encaminadas a permitir tanto los dictámenes 
emitidos por peritos designados directamente por las partes como los emitidos por peritos 
designados, de oficio o a instancia de parte, por los árbitros, y a garantizar la debida 
contradicción respecto de la pericia.

Se regula igualmente la asistencia judicial para la práctica de pruebas, que es una de las 
tradicionales funciones de apoyo judicial al arbitraje. La asistencia no tiene que consistir 
necesariamente en que el tribunal practique determinadas pruebas; en ciertos casos, bastará 
con otras medidas que permitan a los árbitros practicarlas por sí mismos, como, por ejemplo, 
medidas de aseguramiento o requerimientos de exhibición de documentos.

VII
El título VI se dedica al laudo y a otras posibles formas de terminación del procedimiento 

arbitral. El artículo 34 regula la importante cuestión de qué normas han de aplicarse a la 
resolución del fondo de la controversia, sobre la base de los siguientes criterios: 1.º) La 
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premisa es, una vez más, como en la Ley de 1988, la libertad de las partes. 2.º) Se invierte 
la regla que la ley de 1988 contenía a favor del arbitraje de equidad. La preferencia por el 
arbitraje de derecho en defecto de acuerdo de las partes es la orientación más generalizada 
en el panorama comparado. Resulta, además, muy discutible que la voluntad de las partes 
de someterse a arbitraje, sin más especificaciones, pueda presumirse que incluya la de que 
la controversia sea resuelta en equidad y no sobre la base de los mismos criterios jurídicos 
que si hubiere de resolver un tribunal. El arbitraje de equidad queda limitado a los casos en 
que las partes lo hayan pactado expresamente, ya sea a través de una remisión literal a la 
"equidad", o a términos similares como decisión "en conciencia", "ex aequo et bono", o que 
el árbitro actuará como "amigable componedor". No obstante, si las partes autorizan la 
decisión en equidad y al tiempo señalan normas jurídicas aplicables, los árbitros no pueden 
ignorar esta última indicación. 3.º) Siguiendo la orientación de los ordenamientos más 
avanzados, se suprime la exigencia de que el derecho aplicable deba tener relación con la 
relación jurídica o con la controversia, ya que se trata de un requisito de difusos contornos y 
difícil control. 4.º) La ley prefiere la expresión "normas jurídicas aplicables" a la de "derecho 
aplicable", en la medida en que esta última parece englobar la exigencia de remisión a un 
concreto ordenamiento jurídico de un Estado, cuando en algunos casos lo que ha de 
aplicarse son normas de varios ordenamientos o reglas comunes del comercio internacional. 
5.º) La ley no sujeta a los árbitros a un sistema de reglas de conflicto.

En la adopción de decisiones, cuando se trata de un colegio arbitral, y sin perjuicio de las 
reglas que directa o indirectamente puedan fijar las partes, se mantiene la lógica regla de la 
mayoría y la de que a falta de decisión mayoritaria decide el presidente. Se introduce la 
norma que permite habilitar al presidente para decidir cuestiones de procedimiento, 
entendiéndose por tales, a estos efectos, no cualesquiera cuestiones distintas al fondo de la 
controversia, sino, más limitadamente, las relativas a la mera tramitación o impulso 
procesales.

Se prevé la posibilidad de que los árbitros dicten un laudo sobre la base del contenido de 
un previo acuerdo alcanzado por las partes. Esta previsión, que podría reputarse innecesaria 
-dado que las partes tienen poder de disposición sobre el objeto de la controversia-, no lo es, 
porque a través de su incorporación a un laudo el contenido del acuerdo adquiere la eficacia 
jurídica de aquél. Los árbitros no pueden rechazar esta petición discrecionalmente, sino sólo 
por una causa jurídica fundada. La ley no hace sino dar cobertura legal a algo ya frecuente 
en la práctica y que no merece objeción alguna.

En cuanto al contenido del laudo, ha de destacarse el reconocimiento legal de la 
posibilidad de dictar laudos parciales, que pueden versar sobre alguna parte del fondo de la 
controversia o sobre otras cuestiones, como la competencia de los árbitros o medidas 
cautelares. La ley pretende dar cabida a fórmulas flexibles de resolución de los litigios que 
son comunes en la práctica arbitral. Así, por ejemplo, que primero se decida acerca de si 
existe responsabilidad del demandado y sólo después se decida, si es el caso, la cuantía de 
la condena. El laudo parcial tiene el mismo valor que el laudo definitivo y, respecto de la 
cuestión que resuelve, su contenido es invariable.

Respecto de la forma del laudo, debe destacarse que -análogamente a lo dispuesto para 
el convenio arbitral- la ley permite no sólo que el laudo conste por escrito en soportes 
electrónicos, ópticos o de otro tipo, sino también que no conste en forma escrita, siempre 
que en todo caso quede constancia de su contenido y sea accesible para su ulterior 
consulta. Tanto en la regulación de los requisitos de forma del convenio arbitral como en la 
de los del laudo la ley considera necesario admitir la utilización de cualesquiera tecnologías 
que cumplan los requisitos señalados. Pueden, pues, desarrollarse arbitrajes en que se 
utilicen tan sólo soportes informáticos, electrónicos o digitales, si las partes así lo consideran 
conveniente.

La ley introduce la novedad de que el plazo para emitir el laudo, en defecto de acuerdo 
de las partes, se compute desde la presentación de la contestación o desde la expiración del 
plazo para presentarla. Esta novedad responde a la necesidad de que la celeridad propia del 
arbitraje sea adecuada a las exigencias prácticas. Un plazo de seis meses desde la 
aceptación de los árbitros se ha revelado en no pocos casos de imposible cumplimiento y 
obliga en ocasiones a una tramitación excesivamente rápida o a la omisión de ciertos actos 
de alegación o, sobre todo, de prueba, por la exigencia de cumplir el plazo para dictar el 
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laudo. La ley considera que es igualmente razonable que la prórroga del plazo pueda ser 
acordada por los árbitros directamente y que no necesite el acuerdo de todas las partes. El 
freno a un posible retraso injustificado en la decisión de la controversia se encuentra, entre 
otras causas, en la responsabilidad de los árbitros.

En materia de condena en costas se introducen ciertas precisiones sobre su contenido 
posible.

Se suprime el carácter preceptivo de la protocolización notarial del laudo. Esta exigencia 
es desconocida en prácticamente todas las legislaciones de arbitraje, por lo que se opta por 
no mantenerla, salvo que alguna de las partes lo pida antes de que el laudo se notifique, por 
considerarlo conveniente a sus intereses. El laudo es, por tanto, válido y eficaz aunque no 
haya sido protocolizado, de modo que el plazo para ejercitar la acción de anulación 
transcurre desde su notificación, sin que sea necesario que la protocolización, cuando haya 
sido pedida, preceda a la notificación. Y tampoco la fuerza ejecutiva del laudo se hace 
depender de su protocolización, aunque en el proceso de ejecución, llegado el caso, el 
ejecutado podrá hacer valer por vía de oposición la falta de autenticidad del laudo, supuesto 
que puede presumirse excepcional.

La ley contempla determinadas formas de terminación anormal del procedimiento arbitral 
y da respuesta al problema de la extensión del deber de los árbitros de custodia de las 
actuaciones.

En la regulación de la corrección y aclaración del laudo se modifican los plazos, para 
hacerlos más ade cuados a la realidad, y se distingue en función de que el arbitraje sea 
interno o internacional, dado que en este último caso puede bien suceder que las dificultades 
de deliberación de los árbitros en un mismo lugar sean mayores. Se introduce además la 
figura del complemento del laudo para suplir omisiones.

VIII
El título VII regula la anulación y revisión del laudo. Respecto de la anulación, se evita la 

expresión "recurso", por resultar técnicamente incorrecta. Lo que se inicia con la acción de 
anulación es un proceso de impugnación de la validez del laudo. Se sigue partiendo de la 
base de que los motivos de anulación del laudo han de ser tasados y no han de permitir, 
como regla general, una revisión del fondo de la decisión de los árbitros. El elenco de los 
motivos y su apreciabilidad de oficio o sólo a instancia de parte se inspiran en la Ley Modelo. 
Se amplía el plazo para el ejercicio de la acción de anulación, lo que no ha de perjudicar a la 
parte que haya obtenido pronunciamientos de condena a su favor, porque el laudo, aun 
impugnado, tiene fuerza ejecutiva.

El procedimiento para el ejercicio de la acción de anulación trata de conjugar las 
exigencias de rapidez y de mejor defensa de las partes. Así, tras una demanda y una 
contestación escritas, se siguen los trámites del juicio verbal.

IX
El título VIII se dedica a la ejecución forzosa del laudo. En realidad, la Ley de 

Enjuiciamiento Civil contiene todas las normas, tanto generales como específicas, sobre esta 
materia. Esta ley se ocupa únicamente de la posibilidad de ejecución forzosa del laudo 
durante la pendencia del procedimiento en que se ejercite la acción de anulación. La ley opta 
por atribuir fuerza ejecutiva al laudo aunque sea objeto de impugnación. Ningún sentido 
tendría que la ejecutividad del laudo dependiera de su firmeza en un ordenamiento que 
permite ampliamente la ejecución provisional de sentencias. La ejecutividad del laudo no 
firme se ve matizada por la facultad del ejecutado de obtener la suspensión de la ejecución 
mediante la prestación de caución para responder de lo debido, más las costas y los daños y 
perjuicios derivados de la demora en la ejecución. Se trata de una regulación que trata de 
ponderar los intereses de ejecutante y ejecutado.

X
El título IX regula el exequátur de laudos extranjeros, compuesto por un único precepto 

en el que, además de mantenerse la definición de laudo extranjero como aquel que no ha 
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sido dictado en España, se hace un reenvío a los convenios internacionales en los que 
España sea parte y, sobre todo, al Convenio de Nueva York de 1958. Dado que España no 
ha formulado reserva alguna a este convenio, resulta aplicable con independencia de la 
naturaleza comercial o no de la controversia y de si el laudo ha sido o no dictado en un 
Estado parte en el convenio. Esto significa que el ámbito de aplicación del Convenio de 
Nueva York en España hace innecesario un régimen legal interno de exequátur de laudos 
extranjeros, sin perjuicio de lo que pudieran disponer otros convenios internacionales más 
favorables.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.
1. Esta ley se aplicará a los arbitrajes cuyo lugar se halle dentro del territorio español, 

sean de carácter interno o internacional, sin perjuicio de lo establecido en tratados de los que 
España sea parte o en leyes que contengan disposiciones especiales sobre arbitraje.

2. Las normas contenidas en los apartados 3, 4 y 6 del artículo 8, en el artículo 9, 
excepto el apartado 2, en los artículos 11 y 23 y en los títulos VIII y IX de esta ley se 
aplicarán aun cuando el lugar del arbitraje se encuentre fuera de España.

3. Esta ley será de aplicación supletoria a los arbitrajes previstos en otras leyes.
4. Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley los arbitrajes laborales.

Artículo 2.  Materias objeto de arbitraje.
1. Son susceptibles de arbitraje las controversias sobre materias de libre disposición 

conforme a derecho.
2. Cuando el arbitraje sea internacional y una de las partes sea un Estado o una 

sociedad, organización o empresa controlada por un Estado, esa parte no podrá invocar las 
prerrogativas de su propio derecho para sustraerse a las obligaciones dimanantes del 
convenio arbitral.

Artículo 3.  Arbitraje internacional.
1. El arbitraje tendrá carácter internacional cuando en él concurra alguna de las 

siguientes circunstancias:
a) Que, en el momento de celebración del convenio arbitral, las partes tengan sus 

domicilios en Estados diferentes.
b) Que el lugar del arbitraje, determinado en el convenio arbitral o con arreglo a éste, el 

lugar de cumplimiento de una parte sustancial de las obligaciones de la relación jurídica de la 
que dimane la controversia o el lugar con el que ésta tenga una relación más estrecha, esté 
situado fuera del Estado en que las partes tengan sus domicilios.

c) Que la relación jurídica de la que dimane la controversia afecte a intereses del 
comercio internacional.

2. A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, si alguna de las partes tiene más 
de un domicilio, se estará al que guarde una relación más estrecha con el convenio arbitral; y 
si una parte no tiene ningún domicilio, se estará a su residencia habitual.

Artículo 4.  Reglas de interpretación.
Cuando una disposición de esta ley:
a) Deje a las partes la facultad de decidir libremente sobre un asunto, esa facultad 

comprenderá la de autorizar a un tercero, incluida una institución arbitral, a que adopte esa 
decisión, excepto en el caso previsto en el artículo 34.

b) Se refiera al convenio arbitral o a cualquier otro acuerdo entre las partes, se entenderá 
que integran su contenido las disposiciones del reglamento de arbitraje al que las partes se 
hayan sometido.
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c) Se refiera a la demanda, se aplicará también a la reconvención, y cuando se refiera a 
la contestación, se aplicará asimismo a la contestación a esa reconvención, excepto en los 
casos previstos en el párrafo a) del artículo 31 y en el párrafo a) del apartado 2 del artículo 
38.

Artículo 5.  Notificaciones, comunicaciones y cómputo de plazos.
Salvo acuerdo en contrario de las partes y con exclusión, en todo caso, de los actos de 

comunicación realizados dentro de un procedimiento judicial, se aplicarán las disposiciones 
siguientes:

a) Toda notificación o comunicación se considerará recibida el día en que haya sido 
entregada personalmente al destinatario o en que haya sido entregada en su domicilio, 
residencia habitual, establecimiento o dirección. Asimismo, será válida la notificación o 
comunicación realizada por télex, fax u otro medio de telecomunicación electrónico, 
telemático o de otra clase semejante que permitan el envío y la recepción de escritos y 
documentos dejando constancia de su remisión y recepción y que hayan sido designados 
por el interesado. En el supuesto de que no se descubra, tras una indagación razonable, 
ninguno de esos lugares, se considerará recibida el día en que haya sido entregada o 
intentada su entrega, por correo certificado o cualquier otro medio que deje constancia, en el 
último domicilio, residencia habitual, dirección o establecimiento conocidos del destinatario.

b) Los plazos establecidos en esta ley se computarán desde el día siguiente al de 
recepción de la notificación o comunicación. Si el último día del plazo fuere festivo en el lugar 
de recepción de la notificación o comunicación, se prorrogará hasta el primer día laborable 
siguiente. Cuando dentro de un plazo haya de presentarse un escrito, el plazo se entenderá 
cumplido si el escrito se remite dentro de aquél, aunque la recepción se produzca con 
posterioridad. Los plazos establecidos por días se computarán por días naturales.

Artículo 6.  Renuncia tácita a las facultades de impugnación.
Si una parte, conociendo la infracción de alguna norma dispositiva de esta ley o de algún 

requisito del convenio arbitral, no la denunciare dentro del plazo previsto para ello o, en su 
defecto, tan pronto como le sea posible, se considerará que renuncia a las facultades de 
impugnación previstas en esta ley.

Artículo 7.  Intervención judicial.
En los asuntos que se rijan por esta ley no intervendrá ningún tribunal, salvo en los 

casos en que ésta así lo disponga.

Artículo 8.  Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje.
1. Para el nombramiento y remoción judicial de árbitros será competente la Sala de lo 

Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma donde tenga 
lugar el arbitraje; de no estar éste aún determinado, la que corresponda al domicilio o 
residencia habitual de cualquiera de los demandados; si ninguno de ellos tuviere domicilio o 
residencia habitual en España, la del domicilio o residencia habitual del actor, y si éste 
tampoco los tuviere en España, la de su elección.

2. Para la asistencia judicial en la práctica de pruebas será competente el Juzgado de 
Primera Instancia del lugar del arbitraje o el del lugar donde hubiere de prestarse la 
asistencia.

3. Para la adopción judicial de medidas cautelares será tribunal competente el del lugar 
en que el laudo deba ser ejecutado y, en su defecto, el del lugar donde las medidas deban 
producir su eficacia, de conformidad con lo previsto en el artículo 724 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.

4. Para la ejecución forzosa de laudos o resoluciones arbitrales será competente el 
Juzgado de Primera Instancia del lugar en que se haya dictado de acuerdo con lo previsto en 
el apartado 2 del artículo 545 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
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5. Para conocer de la acción de anulación del laudo será competente la Sala de lo Civil y 
de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma donde aquél se 
hubiere dictado.

6. Para el reconocimiento de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros será 
competente la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de la 
Comunidad Autónoma del domicilio o lugar de residencia de la parte frente a la que se 
solicita el reconocimiento o del domicilio o lugar de residencia de la persona a quien se 
refieren los efectos de aquellos, determinándose subsidiariamente la competencia territorial 
por el lugar de ejecución o donde aquellos laudos o resoluciones arbitrales deban producir 
sus efectos.

Para la ejecución de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros será competente el 
Juzgado de Primera Instancia con arreglo a los mismos criterios.

TÍTULO II
Del convenio arbitral y sus efectos

Artículo 9.  Forma y contenido del convenio arbitral.
1. El convenio arbitral, que podrá adoptar la forma de cláusula incorporada a un contrato 

o de acuerdo independiente, deberá expresar la voluntad de las partes de someter a arbitraje 
todas o algunas de las controversias que hayan surgido o puedan surgir respecto de una 
determinada relación jurídica, contractual o no contractual.

2. Si el convenio arbitral está contenido en un contrato de adhesión, la validez de dicho 
convenio y su interpretación se regirán por lo dispuesto en las normas aplicables a ese tipo 
de contrato.

3. El convenio arbitral deberá constar por escrito, en un documento firmado por las 
partes o en un intercambio de cartas, telegramas, télex, fax u otros medios de 
telecomunicación que dejen constancia del acuerdo.

Se considerará cumplido este requisito cuando el convenio arbitral conste y sea 
accesible para su ulterior consulta en soporte electrónico, óptico o de otro tipo.

4. Se considerará incorporado al acuerdo entre las partes el convenio arbitral que conste 
en un documento al que éstas se hayan remitido en cualquiera de las formas establecidas en 
el apartado anterior.

5. Se considerará que hay convenio arbitral cuando en un intercambio de escritos de 
demanda y contestación su existencia sea afirmada por una parte y no negada por la otra.

6. Cuando el arbitraje fuere internacional, el convenio arbitral será válido y la 
controversia será susceptible de arbitraje si cumplen los requisitos establecidos por las 
normas jurídicas elegidas por las partes para regir el convenio arbitral, o por las normas 
jurídicas aplicables al fondo de la controversia, o por el derecho español.

Artículo 10.  Arbitraje testamentario.
También será válido el arbitraje instituido por disposición testamentaria para solucionar 

diferencias entre herederos no forzosos o legatarios por cuestiones relativas a la distribución 
o administración de la herencia.

Artículo 11.  Convenio arbitral y demanda en cuanto al fondo ante un Tribunal.
1. El convenio arbitral obliga a las partes a cumplir lo estipulado e impide a los tribunales 

conocer de las controversias sometidas a arbitraje, siempre que la parte a quien interese lo 
invoque mediante declinatoria. El plazo para la proposición de la declinatoria será dentro de 
los diez primeros días del plazo para contestar a la demanda.

2. La declinatoria no impedirá la iniciación o prosecución de las actuaciones arbitrales.
3. El convenio arbitral no impedirá a ninguna de las partes, con anterioridad a las 

actuaciones arbitrales o durante su tramitación, solicitar de un tribunal la adopción de 
medidas cautelares ni a éste concederlas.
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Artículo 11 bis.  Arbitraje estatutario.
1. Las sociedades de capital podrán someter a arbitraje los conflictos que en ellas se 

planteen.
2. La introducción en los estatutos sociales de una cláusula de sumisión a arbitraje 

requerirá el voto favorable de, al menos, dos tercios de los votos correspondientes a las 
acciones o a las participaciones en que se divida el capital social.

3. Los estatutos sociales podrán establecer que la impugnación de los acuerdos sociales 
por los socios o administradores quede sometida a la decisión de uno o varios árbitros, 
encomendándose la administración del arbitraje y la designación de los árbitros a una 
institución arbitral.

Artículo 11 ter.  Anulación por laudo de acuerdos societarios inscribibles.
1. El laudo que declare la nulidad de un acuerdo inscribible habrá de inscribirse en el 

Registro Mercantil. El “Boletín Oficial del Registro Mercantil” publicará un extracto.
2. En el caso de que el acuerdo impugnado estuviese inscrito en el Registro Mercantil, el 

laudo determinará, además, la cancelación de su inscripción, así como la de los asientos 
posteriores que resulten contradictorios con ella.

TÍTULO III
De los árbitros

Artículo 12.  Número de árbitros.
Las partes podrán fijar libremente el número de árbitros, siempre que sea impar. A falta 

de acuerdo, se designará un solo árbitro.

Artículo 13.  Capacidad para ser árbitro.
Pueden ser árbitros las personas naturales que se hallen en el pleno ejercicio de sus 

derechos civiles, siempre que no se lo impida la legislación a la que puedan estar sometidos 
en el ejercicio de su profesión. Salvo acuerdo en contrario de las partes, la nacionalidad de 
una persona no será obstáculo para que actúe como árbitro.

Artículo 14.  Arbitraje institucional.
1. Las partes podrán encomendar la administración del arbitraje y la designación de 

árbitros a:
a) Corporaciones de Derecho público y Entidades públicas que puedan desempeñar 

funciones arbitrales, según sus normas reguladoras.
b) Asociaciones y entidades sin ánimo de lucro en cuyos estatutos se prevean funciones 

arbitrales.
2. Las instituciones arbitrales ejercerán sus funciones conforme a sus propios 

reglamentos.
3. Las instituciones arbitrales velarán por el cumplimiento de las condiciones de 

capacidad de los árbitros y por la transparencia en su designación, así como su 
independencia.

Artículo 15.  Nombramiento de los árbitros.
1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, en los arbitrajes que no deban decidirse en 

equidad, cuando el arbitraje se haya de resolver por árbitro único se requerirá la condición 
de jurista al árbitro que actúe como tal.

Cuando el arbitraje se haya de resolver por tres o más árbitros, se requerirá que al 
menos uno de ellos tenga la condición de jurista.

2. Las partes podrán acordar libremente el procedimiento para la designación de los 
árbitros, siempre que no se vulnere el principio de igualdad. A falta de acuerdo, se aplicarán 
las siguientes reglas:
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a) En el arbitraje con un solo árbitro, éste será nombrado por el tribunal competente a 
petición de cualquiera de las partes.

b) En el arbitraje con tres árbitros, cada parte nombrará uno y los dos árbitros así 
designados nombrarán al tercero, quien actuará como presidente del colegio arbitral. Si una 
parte no nombra al árbitro dentro de los 30 días siguientes a la recepción del requerimiento 
de la otra para que lo haga, la designación del árbitro se hará por el tribunal competente, a 
petición de cualquiera de las partes. Lo mismo se aplicará cuando los árbitros designados no 
consigan ponerse de acuerdo sobre el tercer árbitro dentro de los 30 días contados desde la 
última aceptación.

En caso de pluralidad de demandantes o de demandados, éstos nombrarán un árbitro y 
aquéllos otro. Si los demandantes o los demandados no se pusieran de acuerdo sobre el 
árbitro que les corresponde nombrar, todos los árbitros serán designados por el tribunal 
competente a petición de cualquiera de las partes.

c) En el arbitraje con más de tres árbitros, todos serán nombrados por el tribunal 
competente a petición de cualquiera de las partes.

3. Si no resultare posible designar árbitros a través del procedimiento acordado por las 
partes, cualquiera de ellas podrá solicitar al tribunal competente el nombramiento de los 
árbitros o, en su caso, la adopción de las medidas necesarias para ello.

4. Las pretensiones que se ejerciten en relación con lo previsto en los apartados 
anteriores se sustanciarán por los cauces del juicio verbal.

5. El tribunal únicamente podrá rechazar la petición formulada cuando aprecie que, de 
los documentos aportados, no resulta la existencia de un convenio arbitral.

6. Si procede la designación de árbitros por el tribunal, éste confeccionará una lista con 
tres nombres por cada árbitro que deba ser nombrado. Al confeccionar dicha lista el tribunal 
tendrá en cuenta los requisitos establecidos por las partes para ser árbitro y tomará las 
medidas necesarias para garantizar su independencia e imparcialidad. En el supuesto de 
que proceda designar un solo árbitro o un tercer árbitro, el tribunal tendrá también en cuenta 
la conveniencia de nombrar un árbitro de nacionalidad distinta a la de las partes y, en su 
caso, a la de los árbitros ya designados, a la vista de las circunstancias concurrentes. A 
continuación, se procederá al nombramiento de los árbitros mediante sorteo.

7. Contra las resoluciones definitivas que decidan sobre las cuestiones atribuidas en este 
artículo al tribunal competente no cabrá recurso alguno.

Artículo 16.  Aceptación de los árbitros.
Salvo que las partes hayan dispuesto otra cosa, cada árbitro, dentro del plazo de 15 días 

a contar desde el siguiente a la comunicación del nombramiento, deberá comunicar su 
aceptación a quien lo designó. Si en el plazo establecido no comunica la aceptación, se 
entenderá que no acepta su nombramiento.

Artículo 17.  Motivos de abstención y recusación.
1. Todo árbitro debe ser y permanecer durante el arbitraje independiente e imparcial. En 

todo caso, no podrá mantener con las partes relación personal, profesional o comercial.
2. La persona propuesta para ser árbitro deberá revelar todas las circunstancias que 

puedan dar lugar a dudas justificadas sobre su imparcialidad e independencia. El árbitro, a 
partir de su nombramiento, revelará a las partes sin demora cualquier circunstancia 
sobrevenida.

En cualquier momento del arbitraje cualquiera de las partes podrá pedir a los árbitros la 
aclaración de sus relaciones con algunas de las otras partes.

3. Un árbitro sólo podrá ser recusado si concurren en él circunstancias que den lugar a 
dudas justificadas sobre su imparcialidad o independencia, o si no posee las cualificaciones 
convenidas por las partes. Una parte sólo podrá recusar al árbitro nombrado por ella, o en 
cuyo nombramiento haya participado, por causas de las que haya tenido conocimiento 
después de su designación.

4. Salvo acuerdo en contrario de las partes, el árbitro no podrá haber intervenido como 
mediador en el mismo conflicto entre éstas.
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Artículo 18.  Procedimiento de recusación.
1. Las partes podrán acordar libremente el procedimiento de recusación de los árbitros.
2. A falta de acuerdo, la parte que recuse a un árbitro expondrá los motivos dentro de los 

quince días siguientes a aquel en que tenga conocimiento de la aceptación o de cualquiera 
de las circunstancias que puedan dar lugar a dudas justificadas sobre su imparcialidad o 
independencia. A menos que el árbitro recusado renuncie a su cargo o que la otra parte 
acepte la recusación, corresponderá a los árbitros decidir sobre ésta.

3. Si no prosperase la recusación planteada con arreglo al procedimiento acordado por 
las partes o al establecido en el apartado anterior, la parte recusante podrá, en su caso, 
hacer valer la recusación al impugnar el laudo.

Artículo 19.  Falta o imposibilidad de ejercicio de las funciones.
1. Cuando un árbitro se vea impedido de hecho o de derecho para ejercer sus funciones, 

o por cualquier otro motivo no las ejerza dentro de un plazo razonable, cesará en su cargo si 
renuncia o si las partes acuerdan su remoción. Si existe desacuerdo sobre la remoción y las 
partes no han estipulado un procedimiento para salvar dicho desacuerdo, se aplicarán las 
siguientes reglas:

a) La pretensión de remoción se sustanciará por los trámites del juicio verbal. Se podrá 
acumular la solicitud de nombramiento de árbitros, en los términos previstos en el artículo 
15, para el caso de que se estime la de remoción.

Contra las resoluciones definitivas que se dicten no cabrá recurso alguno.
b) En el arbitraje con pluralidad de árbitros los demás árbitros decidirán la cuestión. Si no 

pudieren alcanzar una decisión, se aplicará lo dispuesto en el párrafo anterior.
2. La renuncia de un árbitro a su cargo o la aceptación por una de las partes de su cese, 

conforme a lo dispuesto en el presente artículo o en el apartado 2 del artículo anterior, no se 
considerará como un reconocimiento de la procedencia de ninguno de los motivos 
mencionados en las citadas normas.

Artículo 20.  Nombramiento de árbitro sustituto.
1. Cualquiera que sea la causa por la que haya que designar un nuevo árbitro, se hará 

según las normas reguladoras del procedimiento de designación del sustituido.
2. Una vez nombrado el sustituto, los árbitros, previa audiencia de las partes, decidirán si 

ha lugar a repetir actuaciones ya practicadas.

Artículo 21.  Responsabilidad de los árbitros y de las instituciones arbitrales. Provisión de 
fondos.

1. La aceptación obliga a los árbitros y, en su caso, a la institución arbitral, a cumplir 
fielmente el encargo, incurriendo, si no lo hicieren, en responsabilidad por los daños y 
perjuicios que causaren por mala fe, temeridad o dolo. En los arbitrajes encomendados a 
una institución, el perjudicado tendrá acción directa contra la misma, con independencia de 
las acciones de resarcimiento que asistan a aquélla contra los árbitros.

Se exigirá a los árbitros o a las instituciones arbitrales en su nombre la contratación de 
un seguro de responsabilidad civil o garantía equivalente, en la cuantía que 
reglamentariamente se establezca. Se exceptúan de la contratación de este seguro o 
garantía equivalente a las Entidades públicas y a los sistemas arbitrales integrados o 
dependientes de las Administraciones públicas.

2. Salvo pacto en contrario, tanto los árbitros como la institución arbitral podrán exigir a 
las partes las provisiones de fondos que estimen necesarias para atender a los honorarios y 
gastos de los árbitros y a los que puedan producirse en la administración del arbitraje. A falta 
de provisión de fondos por las partes, los árbitros podrán suspender o dar por concluidas las 
actuaciones arbitrales. Si dentro del plazo alguna de las partes no hubiere realizado su 
provisión, los árbitros, antes de acordar la conclusión o suspensión de las actuaciones, lo 
comunicarán a las demás partes, por si tuvieren interés en suplirla dentro del plazo que les 
fijaren.
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TÍTULO IV
De la competencia de los árbitros

Artículo 22.  Potestad de los árbitros para decidir sobre su competencia.
1. Los árbitros estarán facultados para decidir sobre su propia competencia, incluso 

sobre las excepciones relativas a la existencia o a la validez del convenio arbitral o 
cualesquiera otras cuya estimación impida entrar en el fondo de la controversia. A este 
efecto, el convenio arbitral que forme parte de un contrato se considerará como un acuerdo 
independiente de las demás estipulaciones del mismo. La decisión de los árbitros que 
declare la nulidad del contrato no entrañará por sí sola la nulidad del convenio arbitral.

2. Las excepciones a las que se refiere el apartado anterior deberán oponerse a más 
tardar en el momento de presentar la contestación, sin que el hecho de haber designado o 
participado en el nombramiento de los árbitros impida oponerlas. La excepción consistente 
en que los árbitros se exceden del ámbito de su competencia deberá oponerse tan pronto 
como se plantee, durante las actuaciones arbitrales, la materia que exceda de dicho ámbito.

Los árbitros sólo podrán admitir excepciones opuestas con posterioridad si la demora 
resulta justificada.

3. Los árbitros podrán decidir las excepciones de que trata este artículo con carácter 
previo o junto con las demás cuestiones sometidas a su decisión relativas al fondo del 
asunto. La decisión de los árbitros sólo podrá impugnarse mediante el ejercicio de la acción 
de anulación del laudo en el que se haya adoptado. Si la decisión fuese desestimatoria de 
las excepciones y se adoptase con carácter previo, el ejercicio de la acción de anulación no 
suspenderá el procedimiento arbitral.

Artículo 23.  Potestad de los árbitros de adoptar medidas cautelares.
1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los árbitros podrán, a instancia de cualquiera 

de ellas, adoptar las medidas cautelares que estimen necesarias respecto del objeto del 
litigio. Los árbitros podrán exigir caución suficiente al solicitante.

2. A las decisiones arbitrales sobre medidas cautelares, cualquiera que sea la forma que 
revistan, les serán de aplicación las normas sobre anulación y ejecución forzosa de laudos.

TÍTULO V
De la sustanciación de las actuaciones arbitrales

Artículo 24.  Principios de igualdad, audiencia y contradicción.
1. Deberá tratarse a las partes con igualdad y darse a cada una de ellas suficiente 

oportunidad de hacer valer sus derechos.
2. Los árbitros, las partes y las instituciones arbitrales, en su caso, están obligadas a 

guardar la confidencialidad de las informaciones que conozcan a través de las actuaciones 
arbitrales.

Artículo 25.  Determinación del procedimiento.
1. Conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, las partes podrán convenir libremente 

el procedimiento al que se hayan de ajustar los árbitros en sus actuaciones.
2. A falta de acuerdo, los árbitros podrán, con sujeción a lo dispuesto en esta Ley, dirigir 

el arbitraje del modo que consideren apropiado. Esta potestad de los árbitros comprende la 
de decidir sobre admisibilidad, pertinencia y utilidad de las pruebas, sobre su práctica, 
incluso de oficio, y sobre su valoración.

Artículo 26.  Lugar del arbitraje.
1. Las partes podrán determinar libremente el lugar del arbitraje. A falta de acuerdo, lo 

determinarán los árbitros, atendidas las circunstancias del caso y la conveniencia de las 
partes.
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2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, los árbitros podrán, previa 
consulta a las partes y salvo acuerdo en contrario de éstas, reunirse en cualquier lugar que 
estimen apropiado para oír a los testigos, a los peritos o a las partes, o para examinar o 
reconocer objetos, documentos o personas. Los árbitros podrán celebrar deliberaciones en 
cualquier lugar que estimen apropiado.

Artículo 27.  Inicio del arbitraje.
Salvo que las partes hayan convenido otra cosa, la fecha en que el demandado haya 

recibido el requerimiento de someter la controversia a arbitraje se considerará la de inicio del 
arbitraje.

Artículo 28.  Idioma del arbitraje.
1. Las partes podrán acordar libremente el idioma o los idiomas del arbitraje. A falta de 

acuerdo, y cuando de las circunstancias del caso no permitan delimitar la cuestión, el 
arbitraje se tramitará en cualquiera de las lenguas oficiales en el lugar donde se desarrollen 
las actuaciones. La parte que alegue desconocimiento del idioma tendrá derecho a 
audiencia, contradicción y defensa en la lengua que utilice, sin que esta alegación pueda 
suponer la paralización del proceso.

Salvo que en el acuerdo de las partes se haya previsto otra cosa, el idioma o los idiomas 
establecidos se utilizarán en los escritos de las partes, en las audiencias, en los laudos y en 
las decisiones o comunicaciones de los árbitros, sin perjuicio de lo señalado en el párrafo 
primero.

En todo caso, los testigos, peritos y terceras personas que intervengan en el 
procedimiento arbitral, tanto en actuaciones orales como escritas, podrán utilizar su lengua 
propia. En las actuaciones orales se podrá habilitar como intérprete a cualquier persona 
conocedora de la lengua empleada, previo juramento o promesa de aquella.

2. Los árbitros, salvo oposición de alguna de las partes, podrán ordenar que, sin 
necesidad de proceder a su traducción, cualquier documento sea aportado o cualquier 
actuación realizada en idioma distinto al del arbitraje.

Artículo 29.  Demanda y contestación.
1. Dentro del plazo convenido por las partes o determinado por los árbitros y a menos 

que las partes hayan acordado otra cosa respecto del contenido de la demanda y de la 
contestación, el demandante deberá alegar los hechos en que se funda, la naturaleza y las 
circunstancias de la controversia y las pretensiones que formula, y el demandado podrá 
responder a lo planteado en la demanda. Las partes, al formular sus alegaciones, podrán 
aportar todos los documentos que consideren pertinentes o hacer referencia a los 
documentos u otras pruebas que vayan a presentar o proponer.

2. Salvo acuerdo en contrario de las partes, cualquiera de ellas podrá modificar o ampliar 
su demanda o contestación durante el curso de las actuaciones arbitrales, a menos que los 
árbitros lo consideren improcedente por razón de la demora con que se hubiere hecho.

Artículo 30.  Forma de las actuaciones arbitrales.
1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los árbitros decidirán si han de celebrarse 

audiencias para la presentación de alegaciones, la práctica de pruebas y la emisión de 
conclusiones, o si las actuaciones se sustanciarán solamente por escrito. No obstante, a 
menos que las partes hubiesen convenido que no se celebren audiencias, los árbitros las 
señalarán, en la fase apropiada de las actuaciones, si cualquiera de las partes lo solicitara.

2. Las partes serán citadas a todas las audiencias con suficiente antelación y podrán 
intervenir en ellas directamente o por medio de sus representantes.

3. De todas las alegaciones escritas, documentos y demás instrumentos que una parte 
aporte a los árbitros se dará traslado a la otra parte. Asimismo, se pondrán a disposición de 
las partes los documentos, dictámenes periciales y otros instrumentos probatorios en que los 
árbitros puedan fundar su decisión.
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Artículo 31.  Falta de comparecencia de las partes.
Salvo acuerdo en contrario de las partes, cuando, sin alegar causa suficiente a juicio de 

los árbitros:
a) El demandante no presente su demanda en plazo, los árbitros darán por terminadas 

las actuaciones, a menos que, oído el demandado, éste manifieste su voluntad de ejercitar 
alguna pretensión.

b) El demandado no presente su contestación en plazo, los árbitros continuarán las 
actuaciones, sin que esa omisión se considere como allanamiento o admisión de los hechos 
alegados por el demandante.

c) Una de las partes no comparezca a una audiencia o no presente pruebas, los árbitros 
podrán continuar las actuaciones y dictar el laudo con fundamento en las pruebas de que 
dispongan.

Artículo 32.  Nombramiento de peritos por los árbitros.
1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los árbitros podrán nombrar, de oficio o a 

instancia de parte, uno o más peritos para que dictaminen sobre materias concretas y 
requerir a cualquiera de las partes para que facilite al perito toda la información pertinente, le 
presente para su inspección todos los documentos u objetos pertinentes o le proporcione 
acceso a ellos.

2. Salvo acuerdo en contrario de las partes, cuando una parte lo solicite o cuando los 
árbitros lo consideren necesario, todo perito, después de la presentación de su dictamen, 
deberá participar en una audiencia en la que los árbitros y las partes, por sí o asistidas de 
peritos, podrán interrogarle.

3. Lo previsto en los apartados precedentes se entiende sin perjuicio de la facultad de las 
partes, salvo acuerdo en contrario, de aportar dictámenes periciales por peritos libremente 
designados.

Artículo 33.  Asistencia judicial para la práctica de pruebas.
1. Los árbitros o cualquiera de las partes con su aprobación podrán solicitar del tribunal 

competente asistencia para la práctica de pruebas, de conformidad con las normas que le 
sean aplicables sobre medios de prueba. Esta asistencia podrá consistir en la práctica de la 
prueba ante el tribunal competente o en la adopción por éste de las concretas medidas 
necesarias para que la prueba pueda ser practicada ante los árbitros.

2. Si así se le solicitare, el Tribunal practicará la prueba bajo su exclusiva dirección. En 
otro caso, el Tribunal se limitará a acordar las medidas pertinentes. En ambos supuestos el 
Secretario judicial entregará al solicitante testimonio de las actuaciones.

TÍTULO VI
Del pronunciamiento del laudo y de la terminación de las actuaciones

Artículo 34.  Normas aplicables al fondo de la controversia.
1. Los árbitros sólo decidirán en equidad si las partes les han autorizado expresamente 

para ello.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, cuando el arbitraje sea 

internacional, los árbitros decidirán la controversia de conformidad con las normas jurídicas 
elegidas por las partes. Se entenderá que toda indicación del derecho u ordenamiento 
jurídico de un Estado determinado se refiere, a menos que se exprese lo contrario, al 
derecho sustantivo de ese Estado y no a sus normas de conflicto de leyes.

Si las partes no indican las normas jurídicas aplicables, los árbitros aplicarán las que 
estimen apropiadas.

3. En todo caso, los árbitros decidirán con arreglo a las estipulaciones del contrato y 
tendrán en cuenta los usos aplicables.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 7  Ley de Arbitraje

– 76 –



Artículo 35.  Adopción de decisiones colegiadas.
1. Cuando haya más de un árbitro, toda decisión se adoptará por mayoría, salvo que las 

partes hubieren dispuesto otra cosa. Si no hubiere mayoría, la decisión será tomada por el 
presidente.

2. Salvo acuerdo de las partes o de los árbitros en contrario, el presidente podrá decidir 
por sí solo cuestiones de ordenación, tramitación e impulso del procedimiento.

Artículo 36.  Laudo por acuerdo de las partes.
1. Si durante las actuaciones arbitrales las partes llegan a un acuerdo que ponga fin total 

o parcialmente a la controversia, los árbitros darán por terminadas las actuaciones con 
respecto a los puntos acordados y, si ambas partes lo solicitan y los árbitros no aprecian 
motivo para oponerse, harán constar ese acuerdo en forma de laudo en los términos 
convenidos por las partes.

2. El laudo se dictará con arreglo a lo dispuesto en el artículo siguiente y tendrá la misma 
eficacia que cualquier otro laudo dictado sobre el fondo del litigio.

Artículo 37.  Plazo, forma, contenido y notificación del laudo.
1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los árbitros decidirán la controversia en un 

solo laudo o en tantos laudos parciales como estimen necesarios.
2. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los árbitros deberán decidir la controversia 

dentro de los seis meses siguientes a la fecha de presentación de la contestación a que se 
refiere el artículo 29 o de expiración del plazo para presentarla. Salvo acuerdo en contrario 
de las partes, este plazo podrá ser prorrogado por los árbitros, por un plazo no superior a 
dos meses, mediante decisión motivada. Salvo acuerdo en contrario de las partes, la 
expiración del plazo sin que se haya dictado laudo definitivo no afectará a la eficacia del 
convenio arbitral ni a la validez del laudo dictado, sin perjuicio de la responsabilidad en que 
hayan podido incurrir los árbitros.

3. Todo laudo deberá constar por escrito y ser firmado por los árbitros, quienes podrán 
dejar constancia de su voto a favor o en contra. Cuando haya más de un árbitro, bastarán las 
firmas de la mayoría de los miembros del colegio arbitral o sólo la de su presidente, siempre 
que se manifiesten las razones de la falta de una o más firmas.

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá que el laudo consta por 
escrito cuando de su contenido y firmas quede constancia y sean accesibles para su ulterior 
consulta en soporte electrónico, óptico o de otro tipo.

4. El laudo deberá ser siempre motivado, a menos que se trate de un laudo pronunciado 
en los términos convenidos por las partes conforme al artículo anterior.

5. Constarán en el laudo la fecha en que ha sido dictado y el lugar del arbitraje, 
determinado de conformidad con el apartado 1 del artículo 26. El laudo se considerará 
dictado en ese lugar.

6. Con sujeción a lo acordado por las partes, los árbitros se pronunciarán en el laudo 
sobre las costas del arbitraje, que incluirán los honorarios y gastos de los árbitros y, en su 
caso, los honorarios y gastos de los defensores o representantes de las partes, el coste del 
servicio prestado por la institución administradora del arbitraje y los demás gastos originados 
en el procedimiento arbitral.

7. Los árbitros notificarán el laudo a las partes en la forma y en el plazo que éstas hayan 
acordado o, en su defecto, mediante entrega a cada una de ellas de un ejemplar firmado de 
conformidad con lo dispuesto en el apartado 3, dentro del mismo plazo establecido en el 
apartado 2.

8. El laudo podrá ser protocolizado notarialmente.
Cualquiera de las partes, a su costa, podrá instar de los árbitros, antes de la notificación, 

que el laudo sea protocolizado.

Artículo 38.  Terminación de las actuaciones.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, sobre notificación y, en su caso, 

protocolización del laudo, y en el artículo siguiente, sobre su corrección, aclaración y 
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complemento, las actuaciones arbitrales terminarán y los árbitros cesarán en sus funciones 
con el laudo definitivo.

2. Los árbitros también ordenarán la terminación de las actuaciones cuando:
a) El demandante desista de su demanda, a menos que el demandado se oponga a ello 

y los árbitros le reconozcan un interés legítimo en obtener una solución definitiva del litigio.
b) Las partes acuerden dar por terminadas las actuaciones.
c) Los árbitros comprueben que la prosecución de las actuaciones resulta innecesaria o 

imposible.
3. Transcurrido el plazo que las partes hayan señalado a este fin o, en su defecto, el de 

dos meses desde la terminación de las actuaciones, cesará la obligación de los árbitros de 
conservar la documentación del procedimiento. Dentro de ese plazo, cualquiera de las partes 
podrá solicitar a los árbitros que le remitan los documentos presentados por ella. Los árbitros 
accederán a la solicitud siempre que no atente contra el secreto de la deliberación arbitral y 
que el solicitante asuma los gastos correspondientes al envío, en su caso.

Artículo 39.  Corrección, aclaración, complemento y extralimitación del laudo.
1. Dentro de los diez días siguientes a la notificación del laudo, salvo que las partes 

hayan acordado otro plazo, cualquiera de ellas podrá, con notificación a la otra, solicitar a los 
árbitros:

a) La corrección de cualquier error de cálculo, de copia, tipográfico o de naturaleza 
similar.

b) La aclaración de un punto o de una parte concreta del laudo.
c) El complemento del laudo respecto de peticiones formuladas y no resueltas en él.
d) La rectificación de la extralimitación parcial del laudo, cuando se haya resuelto sobre 

cuestiones no sometidas a su decisión o sobre cuestiones no susceptibles de arbitraje.
2. Previa audiencia de las demás partes, los árbitros resolverán sobre las solicitudes de 

corrección de errores y de aclaración en el plazo de diez días, y sobre la solicitud de 
complemento y la rectificación de la extralimitación, en el plazo de veinte días.

3. Dentro de los 10 días siguientes a la fecha del laudo, los árbitros podrán proceder de 
oficio a la corrección de errores a que se refiere el párrafo a) del apartado 1.

4. Lo dispuesto en el artículo 37 se aplicará a las resoluciones arbitrales sobre 
corrección, aclaración, complemento y extralimitación del laudo.

5. Cuando el arbitraje sea internacional, los plazos de 10 y 20 días establecidos en los 
apartados anteriores serán plazos de uno y dos meses, respectivamente.

TÍTULO VII
De la anulación y de la revisión del laudo

Artículo 40.  Acción de anulación del laudo.
Contra un laudo definitivo podrá ejercitarse la acción de anulación en los términos 

previstos en este título.

Artículo 41.  Motivos.
1. El laudo sólo podrá ser anulado cuando la parte que solicita la anulación alegue y 

pruebe:
a) Que el convenio arbitral no existe o no es válido.
b) Que no ha sido debidamente notificada de la designación de un árbitro o de las 

actuaciones arbitrales o no ha podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus derechos.
c) Que los árbitros han resuelto sobre cuestiones no sometidas a su decisión.
d) Que la designación de los árbitros o el procedimiento arbitral no se han ajustado al 

acuerdo entre las partes, salvo que dicho acuerdo fuera contrario a una norma imperativa de 
esta Ley, o, a falta de dicho acuerdo, que no se han ajustado a esta ley.
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e) Que los árbitros han resuelto sobre cuestiones no susceptibles de arbitraje.
f) Que el laudo es contrario al orden público.
2. Los motivos contenidos en los párrafos b), e) y f) del apartado anterior podrán ser 

apreciados por el tribunal que conozca de la acción de anulación de oficio o a instancia del 
Ministerio Fiscal en relación con los intereses cuya defensa le está legalmente atribuida.

3. En los casos previstos en los párrafos c) y e) del apartado 1, la anulación afectará sólo 
a los pronunciamientos del laudo sobre cuestiones no sometidas a decisión de los árbitros o 
no susceptibles de arbitraje, siempre que puedan separarse de las demás.

4. La acción de anulación del laudo habrá de ejercitarse dentro de los dos meses 
siguientes a su notificación o, en caso de que se haya solicitado corrección, aclaración o 
complemento del laudo, desde la notificación de la resolución sobre esta solicitud, o desde la 
expiración del plazo para adoptarla.

Artículo 42.  Procedimiento.
1. La acción de anulación se sustanciará por los cauces del juicio verbal, sin perjuicio de 

las siguientes especialidades:
a) La demanda deberá presentarse conforme a lo establecido en el artículo 399 de la Ley 

1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, acompañada de los documentos justificativos 
de su pretensión, del convenio arbitral y del laudo, y, en su caso, contendrá la proposición de 
los medios de prueba cuya práctica interese el actor.

b) El Secretario Judicial dará traslado de la demanda al demandado, para que conteste 
en el plazo de veinte días. En la contestación, acompañada de los documentos justificativos 
de su oposición, deberá proponer todos los medios de prueba de que intente valerse. De 
este escrito, y de los documentos que lo acompañan, se dará traslado al actor para que 
pueda presentar documentos adicionales o proponer la práctica de prueba.

c) Contestada la demanda o transcurrido el correspondiente plazo, el Secretario Judicial 
citará a la vista, si así lo solicitan las partes en sus escritos de demanda y contestación. Si 
en sus escritos no hubieren solicitado la celebración de vista, o cuando la única prueba 
propuesta sea la de documentos, y éstos ya se hubieran aportado al proceso sin resultar 
impugnados, o en el caso de los informes periciales no sea necesaria la ratificación, el 
Tribunal dictará sentencia, sin más trámite.

2. Frente a la sentencia que se dicte no cabrá recurso alguno.

Artículo 43.  Cosa juzgada y revisión de laudos.
El laudo produce efectos de cosa juzgada y frente a él sólo cabrá ejercitar la acción de 

anulación y, en su caso, solicitar la revisión conforme a lo establecido en la Ley 1/2000, de 7 
de enero, de Enjuiciamiento Civil para las sentencias firmes.

TÍTULO VIII
De la ejecución forzosa del laudo

Artículo 44.  Normas aplicables.
La ejecución forzosa de los laudos se regirá por lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento 

Civil y en este título.

Artículo 45.  Suspensión, sobreseimiento y reanudación de la ejecución en caso de ejercicio 
de la acción de anulación del laudo.

1. El laudo es ejecutable aun cuando contra él se haya ejercitado acción de anulación. 
No obstante, en ese caso el ejecutado podrá solicitar al tribunal competente la suspensión 
de la ejecución, siempre que ofrezca caución por el valor de la condena más los daños y 
perjuicios que pudieren derivarse de la demora en la ejecución del laudo. La caución podrá 
constituirse en cualquiera de las formas previstas en el párrafo segundo del apartado 3 del 
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artículo 529 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Presentada la solicitud de suspensión, el 
tribunal, tras oír al ejecutante, resolverá sobre la caución.

Contra esta resolución no cabrá recurso alguno.
2. El Secretario judicial alzará la suspensión y ordenará que continúe la ejecución 

cuando conste al Tribunal la desestimación de la acción de anulación, sin perjuicio del 
derecho del ejecutante a solicitar, en su caso, indemnización de los daños y perjuicios 
causados por la demora en la ejecución, a través de los cauces ordenados en los artículo 
712 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

3. El Secretario judicial alzará la ejecución, con los efectos previstos en los artículos 533 
y 534 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, cuando conste al Tribunal que ha sido estimada la 
acción de anulación.

Si la anulación afectase sólo a las cuestiones a que se refiere el apartado 3 del 
artículo 41 y subsistiesen otros pronunciamientos del laudo, se considerará estimación 
parcial, a los efectos previstos en el apartado 2 del artículo 533 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.

TÍTULO IX
Del exequátur de laudos extranjeros

Artículo 46.  Carácter extranjero del laudo. Normas aplicables.
1. Se entiende por laudo extranjero el pronunciado fuera del territorio español.
2. El exequátur de laudos extranjeros se regirá por el Convenio sobre reconocimiento y 

ejecución de las sentencias arbitrales extranjeras, hecho en Nueva York, el 10 de junio de 
1958, sin perjuicio de lo dispuesto en otros convenios internacionales más favorables a su 
concesión, y se sustanciará según el procedimiento establecido en el ordenamiento procesal 
civil para el de sentencias dictadas por tribunales extranjeros.

Disposición adicional única.  Arbitrajes de consumo.
Esta ley será de aplicación supletoria al arbitraje a que se refiere la Ley 26/1984, de 19 

de julio, general de defensa de consumidores y usuarios, que en sus normas de desarrollo 
podrá establecer la decisión en equidad, salvo que las partes opten expresamente por el 
arbitraje en derecho.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio.
1. En los casos en que con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley el demandado 

hubiere recibido el requerimiento de someter la controversia a arbitraje o se hubiere iniciado 
el procedimiento arbitral, éste se regirá por lo dispuesto en la Ley 36/1988, de 5 de 
diciembre, de Arbitraje. No obstante, se aplicarán en todo caso las normas de esta ley 
relativas al convenio arbitral y a sus efectos.

2. A los laudos dictados con posterioridad a la entrada en vigor de esta ley les serán de 
aplicación las normas de ésta relativas a anulación y revisión.

3. Los procedimientos de ejecución forzosa de laudos y de exequátur de laudos 
extranjeros que se encontraren pendientes a la entrada en vigor de esta ley se seguirán 
sustanciando por lo dispuesto en la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje.

Disposición derogatoria única.  Derogaciones.
Queda derogada la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil.

1. El número 2.º del apartado 2 del artículo 517, queda redactado en los siguientes 
términos:

"2.º Los laudos o resoluciones arbitrales."
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2. Se añade un nuevo párrafo al número 1.º del apartado 1 del artículo 550 con la 
siguiente redacción:

"Cuando el título sea un laudo, se acompañarán, además, el convenio arbitral y 
los documentos acreditativos de la notificación de aquél a las partes."

3. Se adiciona un número 4.º al apartado 1 del artículo 559 con esta redacción:
"4.º Si el título ejecutivo fuera un laudo arbitral no protocolizado notarialmente, la 

falta de autenticidad de éste."

Disposición final segunda.  Habilitación competencial.
Esta ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva del Estado en materia de 

legislación mercantil, procesal y civil, establecida en el artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la 
Constitución.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el "Boletín Oficial 

del Estado".

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 7  Ley de Arbitraje

– 81 –



§ 8

Ley 29/2015, de 30 de julio, de cooperación jurídica internacional en 
materia civil. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 182, de 31 de julio de 2015

Última modificación: 6 de septiembre de 2022
Referencia: BOE-A-2015-8564

[ . . . ]
TÍTULO V

Del reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales y documentos 
públicos extranjeros, del procedimiento de exequátur y de la inscripción en 

Registros públicos

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 41.  Ámbito de aplicación.
1. Serán susceptibles de reconocimiento y ejecución en España de conformidad con las 

disposiciones de este título las resoluciones extranjeras firmes recaídas en un procedimiento 
contencioso.

2. También serán susceptibles de reconocimiento y ejecución de conformidad con las 
disposiciones de este título las resoluciones extranjeras definitivas adoptadas en el marco de 
un procedimiento de jurisdicción voluntaria.

3. Serán susceptibles de ejecución los documentos públicos extranjeros en los términos 
previstos en esta ley.

4. Sólo serán susceptibles de reconocimiento y ejecución las medidas cautelares y 
provisionales, cuando su denegación suponga una vulneración de la tutela judicial efectiva, y 
siempre que se hubieran adoptado previa audiencia de la parte contraria.

Artículo 42.  Procedimiento de exequátur.
1. El procedimiento para declarar a título principal el reconocimiento de una resolución 

judicial extranjera y, en su caso, para autorizar su ejecución se denominará procedimiento de 
exequátur.

2. El mismo procedimiento se podrá utilizar para declarar que una resolución extranjera 
no es susceptible de reconocimiento en España por incurrir en alguna de las causas de 
denegación previstas en el artículo 46.
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Artículo 43.  Definiciones.
A los efectos de este título se entenderá por:
a) Resolución: cualquier decisión adoptada por un órgano jurisdiccional de un Estado, 

con independencia de su denominación, incluida la resolución por la cual el secretario 
judicial o autoridad similar liquide las costas del proceso.

b) Resolución firme: aquella contra la que no cabe recurso en el Estado de origen.
c) Órgano jurisdiccional: toda autoridad judicial o toda autoridad que tenga atribuciones 

análogas a las de las autoridades judiciales de un Estado, con competencia en las materias 
propias de esta ley.

d) Transacción judicial: todo acuerdo aprobado por un órgano jurisdiccional de un Estado 
o concluido ante un órgano jurisdiccional de un Estado en el curso del procedimiento.

e) Documento público: cualquier documento formalizado o registrado oficialmente con 
esta denominación en un Estado y cuya autenticidad se refiera a la firma y al contenido del 
instrumento, y haya sido establecida por una autoridad pública u otra autoridad habilitada a 
tal fin.

CAPÍTULO II
Del reconocimiento

Artículo 44.  Reconocimiento.
1. Se reconocerán en España las resoluciones extranjeras que cumplan con los 

requisitos previstos en las disposiciones de este título.
2. Cuando el reconocimiento de una resolución extranjera se plantee de forma incidental 

en un procedimiento judicial, el juez que conozca del mismo deberá pronunciarse respecto a 
dicho reconocimiento en el seno de cada procedimiento judicial según lo dispuesto en las 
leyes procesales. La eficacia del reconocimiento incidental quedará limitada a lo resuelto en 
el proceso principal y no impedirá que se solicite el exequátur de la resolución extranjera.

3. En virtud del reconocimiento la resolución extranjera podrá producir en España los 
mismos efectos que en el Estado de origen.

4. Si una resolución contiene una medida que es desconocida en el ordenamiento 
jurídico español, se adaptará a una medida conocida que tenga efectos equivalentes y 
persiga una finalidad e intereses similares, si bien tal adaptación no tendrá más efectos que 
los dispuestos en el Derecho del Estado de origen. Cualquiera de las partes podrá impugnar 
la adaptación de la medida.

Artículo 45.  Resoluciones extranjeras susceptibles de modificación.
1. Una resolución extranjera podrá ser modificada por los órganos jurisdiccionales 

españoles siempre que hubiera obtenido previamente su reconocimiento por vía principal o 
incidental con arreglo a las disposiciones de este título.

2. Esto no impedirá que se pueda plantear una nueva demanda en un procedimiento 
declarativo ante los órganos jurisdiccionales españoles.

Artículo 46.  Causas de denegación del reconocimiento.
1. Las resoluciones judiciales extranjeras firmes no se reconocerán:
a) Cuando fueran contrarias al orden público.
b) Cuando la resolución se hubiera dictado con manifiesta infracción de los derechos de 

defensa de cualquiera de las partes. Si la resolución se hubiera dictado en rebeldía, se 
entiende que concurre una manifiesta infracción de los derechos de defensa si no se entregó 
al demandado cédula de emplazamiento o documento equivalente de forma regular y con 
tiempo suficiente para que pudiera defenderse.

c) Cuando la resolución extranjera se hubiere pronunciado sobre una materia respecto a 
la cual fueren exclusivamente competentes los órganos jurisdiccionales españoles o, 
respecto a las demás materias, si la competencia del juez de origen no obedeciere a una 
conexión razonable. Se presumirá la existencia de una conexión razonable con el litigio 
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cuando el órgano jurisdiccional extranjero hubiere basado su competencia judicial 
internacional en criterios similares a los previstos en la legislación española.

d) Cuando la resolución fuera inconciliable con una resolución dictada en España.
e) Cuando la resolución fuera inconciliable con una resolución dictada con anterioridad 

en otro Estado, cuando esta última resolución reuniera las condiciones necesarias para su 
reconocimiento en España.

f) Cuando existiera un litigio pendiente en España entre las mismas partes y con el 
mismo objeto, iniciado con anterioridad al proceso en el extranjero.

2. Las transacciones judiciales extranjeras no se reconocerán cuando fueran contrarias 
al orden público.

Artículo 47.  Acciones colectivas.
1. Las resoluciones extranjeras dictadas en procedimientos derivados de acciones 

colectivas serán susceptibles de reconocimiento y ejecución en España. En particular, para 
su oponibilidad en España a afectados que no se hayan adherido expresamente será 
exigible que la acción colectiva extranjera haya sido comunicada o publicada en España por 
medios equivalentes a los exigidos por la ley española y que dichos afectados hayan tenido 
las mismas oportunidades de participación o desvinculación en el proceso colectivo que 
aquéllos domiciliados en el Estado de origen.

2. En estos casos, la resolución extranjera no se reconocerá cuando la competencia del 
órgano jurisdiccional de origen no se hubiera basado en un foro equivalente a los previstos 
en la legislación española.

Artículo 48.  Prohibición de revisión del fondo.
En ningún caso la resolución extranjera podrá ser objeto de una revisión en cuanto al 

fondo. En particular, no podrá denegarse el reconocimiento por el hecho de que el órgano 
judicial extranjero haya aplicado un ordenamiento distinto al que habría correspondido según 
las reglas del Derecho Internacional privado español.

Artículo 49.  Reconocimiento parcial.
Cuando la resolución extranjera se hubiere pronunciado sobre varias pretensiones y no 

pudiere reconocerse la totalidad del fallo, se podrá conceder el reconocimiento para uno o 
varios de los pronunciamientos.

CAPÍTULO III
De la ejecución

Artículo 50.  Ejecución.
1. Las resoluciones judiciales extranjeras que tengan fuerza ejecutiva en el Estado de 

origen serán ejecutables en España una vez se haya obtenido el exequátur de acuerdo con 
lo previsto en este título.

2. El procedimiento de ejecución en España de las resoluciones extranjeras se regirá por 
las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil, incluyendo la caducidad de la acción 
ejecutiva.

3. Podrá solicitarse la ejecución parcial de una resolución.

Artículo 51.  Ejecución de transacciones judiciales.
Las transacciones judiciales extranjeras que hayan sido reconocidas se ejecutarán de 

conformidad con lo establecido en el artículo anterior.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 8  Ley de cooperación jurídica internacional en materia civil [parcial]

– 84 –



CAPÍTULO IV
Del procedimiento judicial de exequátur

Artículo 52.  Competencia.
1. La competencia para conocer de las solicitudes de exequátur corresponde a los 

Juzgados de Primera Instancia del domicilio de la parte frente a la que se solicita el 
reconocimiento o ejecución, o de la persona a quien se refieren los efectos de la resolución 
judicial extranjera. Subsidiariamente, la competencia territorial se determinará por el lugar de 
ejecución o por el lugar en el que la resolución deba producir sus efectos, siendo 
competente, en último caso, el Juzgado de Primera Instancia ante el cual se interponga la 
demanda de exequátur.

2. La competencia de los Juzgados de lo Mercantil para conocer de las solicitudes de 
exequátur de resoluciones judiciales extranjeras que versen sobre materias de su 
competencia se determinará con arreglo a los criterios establecidos en el apartado 1.

3. Si la parte contra la que se insta el exequátur estuviera sometida a proceso concursal 
en España y la resolución extranjera tuviese por objeto algunas de las materias competencia 
del juez del concurso, la competencia para conocer de la solicitud de exequátur 
corresponderá al juez del concurso y se sustanciará por los trámites del incidente concursal.

4. El órgano jurisdiccional español controlará de oficio la competencia objetiva para 
conocer de estos procesos.

Artículo 53.  Asistencia jurídica gratuita.
Las partes en el proceso de exequátur podrán solicitar las prestaciones que pudieren 

corresponderles conforme a la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita.

Artículo 54.  Proceso.
1. El proceso de exequátur, en el que las partes deberán estar representadas por 

procurador y asistidas de letrado, se iniciará mediante demanda a instancia de cualquier 
persona que acredite un interés legítimo. La demanda de exequátur y la solicitud de 
ejecución podrán acumularse en el mismo escrito. No obstante, no se procederá a la 
ejecución hasta que se haya dictado resolución decretando el exequátur.

2. Podrá solicitarse la de adopción de medidas cautelares, con arreglo a las previsiones 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que aseguren la efectividad de la tutela judicial que se 
pretenda.

3. La demanda se habrá de dirigir contra aquella parte o partes frente a las que se quiera 
hacer valer la resolución judicial extranjera.

4. La demanda se ajustará a los requisitos del artículo 399 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil y deberá ir acompañada, de:

a) El original o copia auténtica de la resolución extranjera, debidamente legalizados o 
apostillados.

b) El documento que acredite, si la resolución se dictó en rebeldía, la entrega o 
notificación de la cédula de emplazamiento o el documento equivalente.

c) Cualquier otro documento acreditativo de la firmeza y fuerza ejecutiva en su caso de la 
resolución extranjera en el Estado de origen, pudiendo constar este extremo en la propia 
resolución o desprenderse así de la ley aplicada por el tribunal de origen.

d) Las traducciones pertinentes con arreglo al artículo 144 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.

5. La demanda y documentos presentados serán examinados por el secretario judicial, 
que dictará decreto admitiendo la misma y dando traslado de ella a la parte demandada para 
que se oponga en el plazo de treinta días. El demandado podrá acompañar a su escrito de 
oposición los documentos, entre otros, que permitan impugnar la autenticidad de la 
resolución extranjera, la corrección del emplazamiento al demandado, la firmeza y fuerza 
ejecutiva de la resolución extranjera.

6. El secretario judicial, no obstante, en el caso de que apreciase la falta de subsanación 
de un defecto procesal o de una posible causa de inadmisión, con arreglo a las leyes 
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procesales españolas, procederá a dar cuenta al órgano jurisdiccional para que resuelva en 
plazo de diez días sobre la admisión en los casos en que estime falta de jurisdicción o de 
competencia o cuando la demanda adoleciese de defectos formales o la documentación 
fuese incompleta y no se hubiesen subsanado por el actor en el plazo de cinco días 
concedido para ello por el secretario judicial.

7. Formalizada la oposición o transcurrido el plazo para ello sin que la misma se haya 
formalizado, el órgano jurisdiccional resolverá por medio de auto lo que proceda en el plazo 
de diez días.

8. El Ministerio Fiscal intervendrá siempre en estos procesos, a cuyo efecto se le dará 
traslado de todas las actuaciones.

Artículo 55.  Recursos.
1. Contra el auto de exequátur solo cabe interponer recurso de apelación de conformidad 

con las previsiones de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Si el auto recurrido fuera estimatorio, el 
órgano jurisdiccional podrá suspender la ejecución o sujetar dicha ejecución a la prestación 
de la oportuna caución.

2. Contra la resolución dictada por la Audiencia Provincial en segunda instancia, la parte 
legitimada podrá interponer el recurso extraordinario por infracción procesal o el recurso de 
casación de conformidad con las previsiones de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

CAPÍTULO V
De los documentos públicos extranjeros

Artículo 56.  Ejecución de documentos públicos extranjeros.
1. Los documentos públicos expedidos o autorizados por autoridades extranjeras serán 

ejecutables en España si lo son en su país de origen y no resultan contrarios al orden 
público.

2. A efectos de su ejecutabilidad en España deberán tener al menos la misma o 
equivalente eficacia que los expedidos o autorizados por autoridades españolas.

Artículo 57.  Adecuación de instituciones jurídicas extranjeras.
Los notarios y funcionarios públicos españoles, cuando sea necesario para la correcta 

ejecución de documentos públicos expedidos o autorizados por autoridades extranjeras, 
podrán adecuar al ordenamiento español las instituciones jurídicas desconocidas en España, 
sustituyéndolas por otra u otras que tengan en nuestra legislación efectos equivalentes y 
persigan finalidades e intereses similares. Cualquier interesado podrá impugnar la 
adecuación efectuada directamente ante un órgano jurisdiccional.

CAPÍTULO VI
De la inscripción en Registros públicos

Artículo 58.  Disposiciones generales.
El procedimiento registral, los requisitos legales y los efectos de los asientos registrales 

se someterán, en todo caso, a las normas del Derecho español.

Artículo 59.  Inscripción de resoluciones judiciales extranjeras.
1. No se requerirá procedimiento especial para la inscripción en los Registros españoles 

de la Propiedad, Mercantil y de Bienes Muebles de las resoluciones judiciales extranjeras 
que no admitan recurso con arreglo a su legislación, ya se trate de resoluciones judiciales 
firmes o de resoluciones de jurisdicción voluntaria definitivas. Si no fueren firmes o 
definitivas, solo podrán ser objeto de anotación preventiva.

2. Para la inscripción de las resoluciones judiciales extranjeras a que se refiere el 
apartado anterior, con carácter previo a la calificación del título inscribible, el registrador 
verificará la regularidad y la autenticidad formal de los documentos presentados y la 
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inexistencia de las causas de denegación de reconocimiento previstas en el capítulo II del 
presente título, debiendo notificar su decisión, por correo, telegrama o cualquier otro medio 
técnico que permita dejar constancia de la recepción, de su fecha y del contenido de lo 
comunicado al presentante y a la parte frente a la que se pretende hacer valer la resolución 
extranjera, en el domicilio que conste en el Registro o en la resolución presentada, quienes 
en el plazo de veinte días podrán oponerse a tal decisión.

Cuando no hubiere podido practicarse la notificación en los domicilios indicados y, en 
todo caso, cuando el registrador adoptare una decisión contraria al reconocimiento 
incidental, se suspenderá la inscripción solicitada y el registrador remitirá a las partes al juez 
que haya de entender del procedimiento de reconocimiento a título principal regulado en este 
título; a instancia del presentante podrá extenderse anotación de suspensión del asiento 
solicitado.

3. Queda siempre a salvo la posibilidad de que el interesado recurra al proceso de 
exequátur previsto en este título.

Artículo 60.  Inscripción de documentos públicos extranjeros.
Los documentos públicos extranjeros extrajudiciales podrán ser inscritos en los registros 

públicos españoles si cumplen los requisitos establecidos en la legislación específica 
aplicable y siempre que la autoridad extranjera haya intervenido en la confección del 
documento desarrollando funciones equivalentes a las que desempeñan las autoridades 
españolas en la materia de que se trate y surta los mismos o más próximos efectos en el 
país de origen.

Artículo 61.  Adaptación.
1. Cuando la resolución o el documento público extranjero ordene medidas o incorpore 

derechos que resulten desconocidos en Derecho español, el registrador procederá a su 
adaptación, en lo posible, a una medida o derecho previstos o conocidos en el ordenamiento 
jurídico español que tengan efectos equivalentes y persigan una finalidad e intereses 
similares, si bien tal adaptación no tendrá más efectos que los dispuestos en el Derecho del 
Estado de origen. Antes de la inscripción, el registrador comunicará al titular del derecho o 
medida de que se trate la adaptación a realizar.

2. Cualquier interesado podrá impugnar la adaptación directamente ante un órgano 
jurisdiccional.

Disposición adicional primera.  Normas especiales en materia de cooperación jurídica 
internacional en materia civil y mercantil.

A los efectos de lo previsto en el artículo 2 de esta ley, tienen la consideración de normas 
especiales en materia de cooperación jurídica internacional en materia civil y mercantil, entre 
otras, las siguientes:

a) Los artículos 199 a 230 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.
b) Los artículos 25 a 31 de la Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de Adopción 

Internacional.
c) Los artículo 94 a 100 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil.
d) El artículo 67, apartado 1, del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 

Consumidores y Usuarios y otras normas complementarias, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

e) El artículo 46 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.
f) Las normas de la Ley y Reglamento Hipotecarios, así como del Código de Comercio y 

del Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del 
Registro Mercantil, reguladoras de la inscripción de documentos extranjeros en cuanto sean 
compatibles con lo dispuesto en esta ley.

g) Las normas de Derecho Internacional privado contenidas en la Ley de Jurisdicción 
Voluntaria.

[ . . . ]
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§ 9

Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre propiedad horizontal. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 176, de 23 de julio de 1960

Última modificación: 28 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-1960-10906

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del régimen de la propiedad por pisos o locales.

[ . . . ]
Artículo veintiuno.  Impago de los gastos comunes, medidas preventivas de carácter 
convencional, reclamación judicial de la deuda y mediación y arbitraje.

1. La junta de propietarios podrá acordar medidas disuasorias frente a la morosidad por 
el tiempo en que se permanezca en dicha situación, tales como el establecimiento de 
intereses superiores al interés legal o la privación temporal del uso de servicios o 
instalaciones, siempre que no puedan reputarse abusivas o desproporcionadas o que 
afecten a la habitabilidad de los inmuebles. Estas medidas no podrán tener en ningún caso 
carácter retroactivo y podrán incluirse en los estatutos de la comunidad. En todo caso, los 
créditos a favor de la comunidad devengarán intereses desde el momento en que deba 
efectuarse el pago correspondiente y éste no se haga efectivo.

2. La comunidad podrá, sin perjuicio de la utilización de otros procedimientos judiciales, 
reclamar del obligado al pago todas las cantidades que le sean debidas en concepto de 
gastos comunes, tanto si son ordinarios como extraordinarios, generales o individualizables, 
o fondo de reserva, y mediante el proceso monitorio especial aplicable a las comunidades de 
propietarios de inmuebles en régimen de propiedad horizontal. En cualquier caso, podrá ser 
demandado el titular registral, a efectos de soportar la ejecución sobre el inmueble inscrito a 
su nombre. El secretario administrador profesional, si así lo acordare la junta de propietarios, 
podrá exigir judicialmente la obligación del pago de la deuda a través de este procedimiento.

3. Para instar la reclamación a través del procedimiento monitorio habrá de acompañarse 
a la demanda un certificado del acuerdo de liquidación de la deuda emitido por quien haga 
las funciones de secretario de la comunidad con el visto bueno del presidente, salvo que el 
primero sea un secretario-administrador con cualificación profesional necesaria y legalmente 
reconocida que no vaya a intervenir profesionalmente en la reclamación judicial de la deuda, 
en cuyo caso no será precisa la firma del presidente. En este certificado deberá constar el 
importe adeudado y su desglose. Además del certificado deberá aportarse, junto con la 
petición inicial del proceso monitorio, el documento acreditativo en el que conste haberse 
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notificado al deudor, pudiendo también hacerse de forma subsidiaria en el tablón de 
anuncios o lugar visible de la comunidad durante un plazo de, al menos, tres días. Se podrán 
incluir en la petición inicial del procedimiento monitorio las cuotas aprobadas que se 
devenguen hasta la notificación de la deuda, así como todos los gastos y costes que 
conlleve la reclamación de la deuda, incluidos los derivados de la intervención del secretario 
administrador, que serán a cargo del deudor.

4. Cuando el deudor se oponga a la petición inicial del proceso monitorio, la comunidad 
podrá solicitar el embargo preventivo de bienes suficientes de aquél, para hacer frente a la 
cantidad reclamada, los intereses y las costas.

El tribunal acordará, en todo caso, el embargo preventivo sin necesidad de que el 
acreedor preste caución. No obstante, el deudor podrá enervar el embargo prestando las 
garantías establecidas en la Ley procesal.

5. Cuando en la solicitud inicial del proceso monitorio se utilizaren los servicios 
profesionales de abogado y/o procurador para reclamar las cantidades debidas a la 
Comunidad, el deudor deberá pagar, con sujeción en todo caso a los límites establecidos en 
el apartado tercero del artículo 394 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, los honorarios y 
derechos que devenguen ambos por su intervención, tanto si aquél atendiere el 
requerimiento de pago como si no compareciere ante el tribunal, incluidos los de ejecución, 
en su caso. En los casos en que exista oposición, se seguirán las reglas generales en 
materia de costas, aunque si la comunidad obtuviere una sentencia totalmente favorable a 
su pretensión se deberán incluir en ellas los honorarios del abogado y los derechos del 
procurador derivados de su intervención, aunque no hubiera sido preceptiva.

6. La reclamación de los gastos de comunidad y del fondo de reserva o cualquier 
cuestión relacionada con la obligación de contribuir en ellos, también podrá ser objeto de 
mediación-conciliación o arbitraje, conforme a la legislación aplicable.

[ . . . ]
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§ 10

Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 282, de 25 de noviembre de 1994

Última modificación: 25 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-1994-26003

TÍTULO I
Ámbito de la ley

[ . . . ]
Artículo 4.  Régimen aplicable.

1. Los arrendamientos regulados en la presente Ley se someterán de forma imperativa a 
lo dispuesto en los títulos I y IV de la misma y a lo dispuesto en los apartados siguientes de 
este artículo.

2. Respetando lo establecido en el apartado anterior, los arrendamientos de vivienda se 
regirán por los pactos, cláusulas y condiciones determinados por la voluntad de las partes, 
en el marco de lo establecido en el título II de la presente ley y, supletoriamente, por lo 
dispuesto en el Código Civil.

Se exceptúan de lo así dispuesto los arrendamientos de viviendas cuya superficie sea 
superior a 300 metros cuadrados o en los que la renta inicial en cómputo anual exceda de 
5,5 veces el salario mínimo interprofesional en cómputo anual y el arrendamiento 
corresponda a la totalidad de la vivienda. Estos arrendamientos se regirán por la voluntad de 
las partes, en su defecto, por lo dispuesto en el Título II de la presente ley y, 
supletoriamente, por las disposiciones del Código Civil.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1, los arrendamientos para uso distinto del 
de vivienda se rigen por la voluntad de las partes, en su defecto, por lo dispuesto en el título 
III de la presente ley y, supletoriamente, por lo dispuesto en el Código Civil.

4. La exclusión de la aplicación de los preceptos de esta ley, cuando ello sea posible, 
deberá hacerse de forma expresa respecto de cada uno de ellos.

5. Las partes podrán pactar la sumisión a mediación o arbitraje de aquéllas controversias 
que por su naturaleza puedan resolverse a través de estas formas de resolución de 
conflictos, de conformidad con lo establecido en la legislación reguladora de la mediación en 
asuntos civiles y mercantiles y del arbitraje.

6. Las partes podrán señalar una dirección electrónica a los efectos de realizar las 
notificaciones previstas en esta ley, siempre que se garantice la autenticidad de la 
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comunicación y de su contenido y quede constancia fehaciente de la remisión y recepción 
íntegras y del momento en que se hicieron.

[ . . . ]
TÍTULO III

De los arrendamientos para uso distinto del de vivienda

[ . . . ]
Artículo 34.  Indemnización al arrendatario.

La extinción por transcurso del término convencional del arrendamiento de una finca en 
la que durante los últimos cinco años se haya venido ejerciendo una actividad comercial de 
venta al público, dará al arrendatario derecho a una indemnización a cargo del arrendador, 
siempre que el arrendatario haya manifestado con cuatro meses de antelación a la 
expiración del plazo su voluntad de renovar el contrato por un mínimo de cinco años más y 
por una renta de mercado. Se considerará renta de mercado la que al efecto acuerden las 
partes; en defecto de pacto, la que, al efecto, determine el árbitro designado por las partes.

La cuantía de la indemnización se determinará en la forma siguiente:
1. Si el arrendatario iniciara en el mismo municipio, dentro de los seis meses siguientes a 

la expiración del arrendamiento, el ejercicio de la misma actividad a la que viniera estando 
dedicada, la indemnización comprenderá los gastos del traslado y los perjuicios derivados de 
la pérdida de clientela ocurrida con respecto a la que tuviera en el local anterior, calculada 
con respecto a la habida durante los seis primeros meses de la nueva actividad.

2. Si el arrendatario iniciara dentro de los seis meses siguientes a la extinción del 
arrendamiento una actividad diferente o no iniciara actividad alguna, y el arrendador o un 
tercero desarrollan en la finca dentro del mismo plazo la misma actividad o una afín a la 
desarrollada por el arrendatario, la indemnización será de una mensualidad por año de 
duración del contrato, con un máximo de dieciocho mensualidades.

Se considerarán afines las actividades típicamente aptas para beneficiarse, aunque sólo 
en parte de la clientela captada por la actividad que ejerció el arrendatario.

En caso de falta de acuerdo entre las partes sobre la cuantía de la indemnización, la 
misma será fijada por el árbitro designado por aquéllas.

[ . . . ]
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§ 11

Ley 4/2013, de 4 de junio, de medidas de flexibilización y fomento del 
mercado del alquiler de viviendas. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 134, de 5 de junio de 2013
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2013-5941

[ . . . ]
Artículo tercero.  Registro de sentencias firmes de impagos de rentas de alquiler.

1. Se crea un Registro de sentencias firmes de impagos de rentas de alquiler. Por real 
decreto se regulará su organización y funcionamiento.

2. Con la finalidad de ofrecer información sobre el riesgo que supone arrendar inmuebles 
a personas que tienen precedentes de incumplimiento de sus obligaciones de pago de renta 
en contratos de arrendamiento y que, por dicho motivo, hayan sido condenadas por 
sentencia firme en un procedimiento de desahucio del artículo 250.1.1.° o del artículo 438 de 
la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, el secretario judicial correspondiente 
remitirá dicha información al Registro de sentencias firmes de impagos de rentas de alquiler.

3. En el mismo sentido, los órganos de arbitraje competentes deberán poner en 
conocimiento de dicho Registro los datos relativos a aquellas personas que hayan sido 
declaradas responsables del impago de rentas de arrendamientos, por medio de laudo 
arbitral dictado al efecto.

4. Tendrán acceso a la información obrante en el Registro, los propietarios de inmuebles 
que deseen suscribir contratos de arrendamiento sobre los mismos, sean personas físicas o 
jurídicas. A tales efectos deberán presentar una propuesta de contrato de arrendamiento en 
la que se identifique al eventual arrendatario, limitándose la información a la que tendrá 
derecho, a los datos que consten en el Registro, relacionados exclusivamente con dicho 
arrendatario.

5. Las personas incluidas en el Registro podrán instar la cancelación de la inscripción 
cuando en el proceso correspondiente hubieran satisfecho la deuda por la que fueron 
condenadas. No obstante, la constancia en el citado Registro tendrá una duración máxima 
de seis años, procediéndose a su cancelación automática a la finalización de dicho plazo.

6. La inscripción a la que se refiere este artículo estará, en todo caso sujeta a lo 
establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal.

[ . . . ]
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§ 12

Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 124, de 25 de mayo de 2023

Última modificación: 28 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2023-12203

[ . . . ]
Disposición adicional cuarta.  Aplicación de los recursos de los planes estatales en 
materia de vivienda en los trámites de intermediación y conciliación.

En el desarrollo de los trámites de intermediación y conciliación previos a la presentación 
de la demanda, así como en la atención a las personas y hogares sujetos a vulnerabilidad en 
los procedimientos recogidos en los artículos 439, 655 bis y 685 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, podrán aplicarse por parte de las Comunidades Autónomas, 
Ceuta y Melilla los recursos de los planes estatales en materia de vivienda para cubrir los 
costes del proceso así como las compensaciones que puedan acordarse a solicitud de los 
propietarios de los inmuebles afectados, o por decisión de la administración competente en 
materia de vivienda, en los términos establecidos en la legislación y normativa autonómica 
de aplicación, con la finalidad de garantizar una vivienda digna y adecuada.

[ . . . ]
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§ 13

Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, 
regularizando, aclarando y armonizando las disposiciones legales 

vigentes sobre la materia. [Inclusión parcial]

Ministerio de Cultura
«BOE» núm. 97, de 22 de abril de 1996

Última modificación: 30 de marzo de 2022
Referencia: BOE-A-1996-8930

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PROPIEDAD INTELECTUAL

[ . . . ]
TÍTULO II

Sujeto, objeto y contenido

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Contenido

Sección 1.ª Derecho moral

[ . . . ]
Artículo 20.  Comunicación pública.

1. Se entenderá por comunicación pública todo acto por el cual una pluralidad de 
personas pueda tener acceso a la obra sin previa distribución de ejemplares a cada una de 
ellas.

No se considerará pública la comunicación cuando se celebre dentro de un ámbito 
estrictamente doméstico que no esté integrado o conectado a una red de difusión de 
cualquier tipo.

2. Especialmente, son actos de comunicación pública:
a) Las representaciones escénicas, recitaciones, disertaciones y ejecuciones públicas de 

las obras dramáticas, dramático-musicales, literarias y musicales mediante cualquier medio o 
procedimiento.
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b) La proyección o exhibición pública de las obras cinematográficas y de las demás 
audiovisuales.

c) La emisión de cualesquiera obras por radiodifusión o por cualquier otro medio que 
sirva para la difusión inalámbrica de signos, sonidos o imágenes. El concepto de emisión 
comprende la producción de señales portadoras de programas hacia un satélite, cuando la 
recepción de las mismas por el público no es posible sino a través de entidad distinta de la 
de origen.

d) La radiodifusión o comunicación al público vía satélite de cualesquiera obras, es decir, 
el acto de introducir, bajo el control y la responsabilidad de la entidad radiodifusora, las 
señales portadoras de programas, destinadas a la recepción por el público en una cadena 
ininterrumpida de comunicación que vaya al satélite y desde éste a la tierra. Los procesos 
técnicos normales relativos a las señales portadoras de programas no se consideran 
interrupciones de la cadena de comunicación.

Cuando las señales portadoras de programas se emitan de manera codificada existirá 
comunicación al público vía satélite siempre que se pongan a disposición del público por la 
entidad radiodifusora, o con su consentimiento, medios de descodificación.

A efectos de lo dispuesto en los dos párrafos anteriores, se entenderá por satélite 
cualquiera que opere en bandas de frecuencia reservadas por la legislación de 
telecomunicaciones a la difusión de señales para la recepción por el público o para la 
comunicación individual no pública, siempre que, en este último caso, las circunstancias en 
las que se lleve a efecto la recepción individual de las señales sean comparables a las que 
se aplican en el primer caso.

e) La transmisión de cualesquiera obras al público por hilo, cable, fibra óptica u otro 
procedimiento análogo, sea o no mediante abono.

f) La retransmisión, por cualquiera de los medios citados en los apartados anteriores y 
por entidad distinta de la de origen, de la obra radiodifundida.

Se entiende por distribución por cable la retransmisión simultánea, inalterada e íntegra 
por cable o microondas, para su recepción por el público, de una transmisión inicial de otro 
Estado miembro, alámbrica o inalámbrica, incluida vía satélite, de programas de radio o 
televisión destinados a su recepción por el público, independientemente de la manera en que 
el operador de un servicio de retransmisión por cable obtenga del organismo de radiodifusión 
las señales portadoras de programas con fines de retransmisión.

g) La emisión o transmisión, en lugar accesible al público, mediante cualquier 
instrumento idóneo, de la obra radiodifundida.

h) La exposición pública de obras de arte o sus reproducciones.
i) La puesta a disposición del público de obras, por procedimientos alámbricos o 

inalámbricos, de tal forma que cualquier persona pueda acceder a ellas desde el lugar y en 
el momento que elija.

j) El acceso público en cualquier forma a las obras incorporadas a una base de datos, 
aunque dicha base de datos no esté protegida por las disposiciones del Libro I de la 
presente Ley.

k) La realización de cualquiera de los actos anteriores, respecto a una base de datos 
protegida por el Libro I de la presente Ley.

3. La comunicación al público vía satélite en el territorio de la Unión Europea se regirá 
por las siguientes disposiciones:

a) La comunicación al público vía satélite se producirá únicamente en el Estado miembro 
de la Unión Europea en que, bajo el control y responsabilidad de la entidad radiodifusora, las 
señales portadoras de programas se introduzcan en la cadena ininterrumpida de 
comunicación a la que se refiere el párrafo d) del apartado 2 de este artículo.

b) Cuando la comunicación al público vía satélite se produzca en el territorio de un 
Estado no perteneciente a la Unión Europea donde no exista el nivel de protección que para 
dicho sistema de comunicación al público establece este apartado 3, se tendrá en cuenta lo 
siguiente:

1.º Si la señal portadora del programa se envía al satélite desde una estación de señal 
ascendente situada en un Estado miembro se considerará que la comunicación al público vía 
satélite se ha producido en dicho Estado miembro. En tal caso, los derechos que se 
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establecen relativos a la radiodifusión vía satélite podrán ejercitarse frente a la persona que 
opere la estación que emite la señal ascendente.

2.º Si no se utiliza una estación de señal ascendente situada en un Estado miembro pero 
una entidad de radiodifusión establecida en un Estado miembro ha encargado la emisión vía 
satélite, se considerará que dicho acto se ha producido en el Estado miembro en el que la 
entidad de radiodifusión tenga su establecimiento principal. En tal caso, los derechos que se 
establecen relativos a la radiodifusión vía satélite podrán ejercitarse frente a la entidad de 
radiodifusión.

4. La retransmisión por cable definida en el párrafo segundo del apartado 2.f) de este 
artículo, dentro del territorio de la Unión Europea, se regirá por las siguientes disposiciones:

a) La retransmisión en territorio español de emisiones, radiodifusiones vía satélite o 
transmisiones iniciales de programas procedentes de otros Estados miembros de la Unión 
Europea se realizará, en lo relativo a los derechos de autor, de acuerdo con lo dispuesto en 
la presente Ley y con arreglo a lo establecido en los acuerdos contractuales, individuales o 
colectivos, firmados entre los titulares de derechos y las empresas de retransmisión por 
cable.

b) El derecho que asiste a los titulares de derechos de autor de autorizar la retransmisión 
por cable se ejercerá, exclusivamente, a través de una entidad de gestión de derechos de 
propiedad intelectual.

c) En el caso de titulares que no hubieran encomendado la gestión de sus derechos a 
una entidad de gestión de derechos de propiedad intelectual, los mismos se harán efectivos 
a través de la entidad que gestione derechos de la misma categoría.

Cuando existiere más de una entidad de gestión de los derechos de la referida categoría, 
sus titulares podrán encomendar la gestión de los mismos a cualquiera de las entidades.

Los titulares a que se refiere esta letra c) gozarán de los derechos y quedarán sujetos a 
las obligaciones derivadas del acuerdo celebrado entre la empresa de retransmisión por 
cable y la entidad en la que se considere hayan delegado la gestión de sus derechos, en 
igualdad de condiciones con los titulares de derechos que hayan encomendado la gestión de 
los mismos a tal entidad. Asimismo, podrán reclamar a la entidad de gestión a la que se 
refieren los párrafos anteriores de esta letra c), sus derechos en los términos del artículo 
177.

d) Cuando el titular de derechos autorice la emisión, radiodifusión vía satélite o 
transmisión inicial en territorio español de una obra protegida, se presumirá que consiente en 
no ejercitar, a título individual, sus derechos para, en su caso, la retransmisión por cable de 
la misma, sino a ejercitarlos con arreglo a lo dispuesto en este apartado 4.

e) Lo dispuesto en los párrafos b), c) y d) de este apartado 4 no se aplicará a los 
derechos ejercidos por las entidades de radiodifusión respecto de sus propias emisiones, 
radiodifusiones vía satélite o transmisiones, con independencia de que los referidos 
derechos sean suyos o les hayan sido transferidos por otros titulares de derechos de autor.

f) Cuando, por falta de acuerdo entre las partes, no se llegue a celebrar un contrato para 
la autorización de la retransmisión por cable, las partes podrán acceder, por vía de 
mediación, a la Comisión Mediadora y Arbitral de la Propiedad Intelectual.

Será aplicable a la mediación contemplada en el párrafo anterior lo previsto en el artículo 
193 y en el real decreto de desarrollo de dicha disposición.

g) Cuando alguna de las partes, en abuso de su posición negociadora, impida la 
iniciación o prosecución de buena fe de las negociaciones para la autorización de la 
retransmisión por cable, u obstaculice, sin justificación válida, las negociaciones o la 
mediación a que se refiere el párrafo anterior, se aplicará lo dispuesto en el Título I, capítulo 
I, de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia.

[ . . . ]
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LIBRO III
De la protección de los derechos reconocidos en esta Ley

[ . . . ]
TÍTULO V

Comisión de Propiedad Intelectual

Artículo 193.  Comisión de Propiedad Intelectual: composición y funciones.
1. Se crea adscrita al Ministerio de Cultura y Deporte la Comisión de Propiedad 

Intelectual, como órgano colegiado de ámbito nacional, para el ejercicio de las funciones de 
mediación, arbitraje, determinación de tarifas y control en los supuestos previstos en el 
presente título, y de salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual que le atribuye la 
presente ley. Asimismo ejercerá funciones de asesoramiento sobre cuantos asuntos de su 
competencia le sean consultados por el Ministerio de Cultura y Deporte.

2. La Comisión actuará por medio de dos Secciones:
a) La Sección Primera ejercerá las funciones de mediación, arbitraje, determinación de 

tarifas y control en los términos previstos en el presente título.
b) La Sección Segunda velará, en el ámbito de las competencias del Ministerio de 

Cultura y Deporte, por la salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual frente a su 
vulneración por los responsables de servicios de la sociedad de información en los términos 
previstos en los artículos 8 y concordantes de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de 
la sociedad de la información y de comercio electrónico.

3. La Sección Primera estará compuesta por cinco vocales titulares, que podrán delegar 
sus funciones en sus respectivos suplentes, todos ellos elegidos entre expertos de 
reconocida competencia en materia de propiedad intelectual y en materia de defensa de la 
competencia, entre los que el Ministerio de Cultura y Deporte designará al presidente de la 
Sección, cargo que debe recaer en uno de los vocales designados por este Ministerio. Los 
vocales de la Sección serán nombrados por el Gobierno, mediante real decreto, a propuesta 
de los titulares de los Ministerios de Cultura y Deporte, que designará dos vocales; del 
Ministerio de Economía y Empresa, que designará dos vocales, uno del ámbito Avance 
Digital y otro del ámbito Economía y Apoyo a la Empresa; y del Ministerio de Justicia, que 
designará un vocal, por un periodo de cinco años renovable por una sola vez.

La composición, funcionamiento y actuación de la Sección Primera se regirá por lo 
dispuesto en esta ley y las normas reglamentarias que la desarrollen y supletoriamente por 
las previsiones de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, y de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, 
de Arbitraje, y de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles. 
El Gobierno podrá modificar reglamentariamente la composición de la Sección Primera.

4. La Sección Segunda, bajo la presidencia del Ministro de Cultura y Deporte o, por 
delegación de éste, de la persona titular de la Dirección General de Industrias Culturales, 
Propiedad Intelectual y Cooperación, se compondrá de cuatro vocales del Ministerio de 
Cultura y Deporte, de los cuales dos procederán del ámbito Propiedad Intelectual, uno del 
ámbito Tecnologías de la Información y uno del ámbito de la Secretaría General Técnica, 
designados por los Centros directivos del Departamento que desempeñen dichas 
competencias en éste, entre el personal de los mismos, perteneciente a grupos o categorías 
para los que se exija titulación superior, y que reúnan conocimientos específicos acreditados 
en materia de propiedad intelectual, tecnologías de la información y comunicaciones, 
Derecho administrativo, Derecho procesal, Derecho de las comunicaciones electrónicas o 
jurisdicción contencioso-administrativa. Los Centros directivos citados designarán, en el 
mismo acto, según los requisitos señalados, un suplente para cada uno de los vocales, a los 
efectos legalmente previstos en los supuestos de vacante, ausencia o enfermedad y, en 
general, cuando concurra alguna causa justificada.

Reglamentariamente se determinará el funcionamiento de la Sección Segunda y el 
procedimiento para el ejercicio de las funciones que tiene atribuidas.
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Artículo 194.  Funciones de mediación, arbitraje, determinación de tarifas y control.
1. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual ejercerá su función de 

mediación en los siguientes términos:
a) Colaborando en las negociaciones, previo sometimiento voluntario de las partes por 

falta de acuerdo, respecto de aquellas materias directamente relacionadas con la gestión 
colectiva de derechos de propiedad intelectual y para la autorización de la distribución por 
cable de una emisión de radiodifusión entre los titulares de los derechos de propiedad 
intelectual y las empresas de distribución por cable.

b) Presentando, en su caso, propuestas a las partes.
Se considerará que todas las partes aceptan la propuesta a que se refiere el párrafo 

anterior, si ninguna de ellas expresa su oposición en un plazo de tres meses. En este 
supuesto, la resolución de la Comisión surtirá los efectos previstos en la Ley 60/2003, de 23 
de diciembre, de Arbitraje, y será revisable ante el orden jurisdiccional civil. La propuesta y 
cualquier oposición a la misma se notificarán a las partes, de conformidad con lo dispuesto 
en el capítulo II del título III de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

2. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual actuará en su función de 
arbitraje:

a) Dando solución, previo sometimiento voluntario de las partes, a los conflictos sobre 
materias directamente relacionadas con la gestión colectiva de derechos de propiedad 
intelectual.

b) Fijando, a solicitud de la propia entidad de gestión afectada, de una asociación de 
usuarios, de una entidad de radiodifusión o de un usuario afectado especialmente 
significativo, a juicio de la Comisión, y previa aceptación de la otra parte, cantidades 
sustitutorias de las tarifas generales, a los efectos señalados en el apartado 4 del artículo 
163, para lo que deberá tener en cuenta al menos los criterios mínimos de determinación de 
estas, previstos en el artículo 164.3.

Lo determinado en este apartado se entenderá sin perjuicio de las acciones que puedan 
ejercitarse ante la jurisdicción competente. No obstante, el planteamiento de la controversia 
sometida a decisión arbitral ante la Sección impedirá a los Jueces y Tribunales conocer de la 
misma, hasta que haya sido dictada la resolución y siempre que la parte interesada lo 
invoque mediante excepción.

3. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual ejercerá su función de 
determinación de las tarifas para la explotación de los derechos de gestión colectiva 
obligatoria, y para los derechos de gestión colectiva voluntaria que, respecto de la misma 
categoría de titulares, concurran con un derecho de remuneración sobre la misma obra o 
prestación.

La Sección establecerá el importe de la remuneración exigida por la utilización de obras 
y demás prestaciones del repertorio de las entidades de gestión, la forma de pago y demás 
condiciones necesarias para hacer efectivos los derechos indicados en el párrafo anterior, a 
solicitud de la propia entidad de gestión afectada, de una asociación de usuarios, de una 
entidad de radiodifusión o de un usuario especialmente significativo, a juicio de la Sección, 
cuando no haya acuerdo entre ambas, en el plazo de seis meses desde el inicio formal de la 
negociación. En el ejercicio de esta función, la Sección Primera podrá solicitar informe previo 
de aquellos organismos públicos que ejerzan sus funciones en relación con los mercados o 
sectores económicos a los que afecten las tarifas a determinar, así como de las asociaciones 
o representantes de los usuarios correspondientes.

En la determinación de estas tarifas, la Sección Primera observará, al menos, los 
criterios establecidos en el artículo 164.3. Asimismo, dichas decisiones se publicarán en el 
«Boletín Oficial del Estado», serán aplicables a partir del día siguiente al de la publicación, 
con alcance general para todos los titulares y obligados, respecto de la misma modalidad de 
uso de obras y prestaciones e idéntico sector de usuarios, y podrán ser recurridas ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa.

Asimismo, la Sección Primera podrá dictar resoluciones actualizando o desarrollando la 
metodología para la determinación de las tarifas generales referida en el artículo 164.4, 
previo informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.
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4. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual ejercerá su función de 
control velando por que las tarifas generales establecidas por las entidades de gestión en 
cumplimiento de sus obligaciones, sean equitativas y no discriminatorias, para lo que deberá 
valorar, entre otros aspectos, la aplicación de los criterios mínimos previstos en el artículo 
164.3 en su determinación. En caso de apreciarse un incumplimiento de estas obligaciones, 
se comunicará esta circunstancia a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, 
a los efectos oportunos.

5. El ámbito material de actuación de la Sección Primera de la Comisión de Propiedad 
Intelectual en el ejercicio de sus funciones de mediación y/o arbitraje señaladas en los 
apartados 1 y 2 del presente artículo podrá comprender, asimismo, los siguientes aspectos:

a) Mediación para prestar asistencia, ayudar a alcanzar acuerdos y presentar propuestas 
en aquellos casos en que las partes encuentren dificultades relacionadas con alcanzar un 
acuerdo con la concesión de autorizaciones para poner a disposición obras audiovisuales en 
servicios de vídeo a la carta.

b) Mediación o arbitraje en los conflictos relacionados con la obligación de transparencia 
en favor de los autores, artistas, intérpretes o ejecutantes regulada en el artículo 110, 
conforme a lo previsto legalmente sobre la transparencia respecto a la remuneración 
equitativa de los autores y artistas intérpretes o ejecutantes en los contratos de explotación, 
y con la acción de revisión prevista para autores, artistas, intérpretes o ejecutantes en los 
artículos 47 y 110.

c) Mediación o arbitraje en los litigios relacionados con el acceso y retirada de obras por 
aplicación de la regulación legal del uso de contenidos protegidos por parte de prestadores 
de servicios para compartir contenidos en línea.

d) Mediación en los conflictos que se generen entre una entidad de gestión colectiva y el 
operador de un servicio de retransmisión o entre el operador de un servicio de retransmisión 
y el organismo de radiodifusión en relación con la autorización para la retransmisión de 
emisiones.

6. Reglamentariamente se determinará el procedimiento para el ejercicio de las 
funciones que la Sección Primera desarrollará de conformidad con lo dispuesto en los 
apartados anteriores.

[ . . . ]
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§ 14

Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 177, de 25 de julio de 2015
Última modificación: 4 de julio de 2018

Referencia: BOE-A-2015-8328

[ . . . ]
TÍTULO IX

Obligación de explotar y licencias obligatorias

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Procedimiento de concesión de las licencias obligatorias

[ . . . ]
Artículo 99.  Tramitación y resolución.

1. La Oficina Española de Patentes y Marcas dará traslado de una copia de la solicitud 
con los documentos que la acompañen al titular de la patente, a fin de que conteste en el 
plazo máximo de un mes. La contestación deberá ir acompañada de las pruebas que 
justifiquen las alegaciones realizadas. Si el titular de la patente no contestara dentro del 
plazo, dicha Oficina procederá a la concesión de la licencia.

2. Cuando, valoradas las alegaciones y pruebas presentadas, la Oficina Española de 
Patentes y Marcas considere que se dan las circunstancias que justifican la concesión de la 
licencia, invitará a las partes para que en el plazo de dos meses designen un mediador 
común o, en su defecto, nombre cada una un experto que, junto a un tercer experto 
nombrado por la mencionada Oficina, acuerden las condiciones de aquélla.

3. A falta de acuerdo sobre la designación de mediador o experto, o sobre las 
condiciones de la licencia en el plazo de dos meses adicionales, la Oficina Española de 
Patentes y Marcas decidirá sobre la concesión de la licencia y resolverá en consecuencia.

4. La resolución que otorgue la licencia deberá determinar el contenido de ésta. En 
particular habrá de fijar el ámbito de la licencia, el canon, la duración, las garantías que deba 
prestar el licenciatario, y cualesquiera otras cláusulas que aseguren el cumplimiento por su 
parte de las condiciones que justifican la concesión de la licencia.

5. Durante la tramitación del expediente, la Oficina Española de Patentes y Marcas podrá 
realizar de oficio las actuaciones que sean pertinentes y puedan ser de utilidad para resolver 
sobre la concesión de la licencia. Dicha Oficina podrá suspender por una sola vez la 
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tramitación a petición justificada de ambas partes, en las circunstancias previstas en el 
Reglamento de ejecución de esta Ley.

6. La resolución determinará los gastos que hayan de ser sufragados por cada parte, que 
serán los causados a instancia suya. Los gastos comunes serán pagados por mitad. Podrá 
imponerse el pago de todos los gastos a una de las partes cuando se declare que ha 
actuado con temeridad o mala fe.

7. La interposición de un recurso administrativo o jurisdiccional contra la resolución que 
ponga término al expediente no suspenderá la ejecución del acto impugnado, pero la Oficina 
Española de Patentes y Marcas podrá autorizar al licenciatario previa petición fundada de 
éste, a demorar el comienzo de la explotación hasta que sea firme la concesión de la 
licencia.

[ . . . ]
TÍTULO XII

Jurisdicción y normas procesales

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Solución extrajudicial de controversias

Artículo 133.  Conciliación en materia de invenciones de empleados.
Antes de iniciar acciones judiciales basadas en la aplicación de las normas del Título IV 

de esta Ley relativo a las invenciones realizadas en el marco de una relación de empleo o de 
servicios la cuestión litigiosa podrá ser sometida, si las partes así lo acuerdan, a un acto de 
conciliación ante la Oficina Española de Patentes y Marcas.

Artículo 134.  Comisión de conciliación.
1. Para la conciliación se constituirá, de acuerdo con lo que se disponga 

reglamentariamente, una comisión presidida por un experto de la Oficina Española de 
Patentes y Marcas designado por su Director y otros dos elegidos respectivamente por cada 
una de las partes en conflicto, o cuando el inventor sea una persona al servicio de cualquiera 
de las Administraciones Públicas, y por lo que se refiere al representante de éstas, en la 
forma que reglamentariamente se establezca dentro del marco de la legislación laboral o 
estatutaria aplicable a la relación de empleo.

2. Cuando se trate de invenciones realizadas por el personal al que se refiere el 
apartado 1 del artículo 21, el miembro de la comisión que represente a la Universidad o al 
organismo o centro de investigación se designará en la forma que dispongan los estatutos u 
otra normativa interna de la Universidad o la normativa reguladora del organismo o centro de 
investigación. En su defecto su designación corresponderá, en el supuesto de las 
Universidades al Consejo de Gobierno y, en el caso de los organismos o centros de 
investigación, a su máximo órgano de gobierno.

Artículo 135.  Propuesta de acuerdo y conformidad.
1. Una propuesta de acuerdo deberá dictarse por la comisión en un plazo máximo de dos 

meses desde que se solicitó la conciliación, y las partes deberán manifestar en el plazo 
máximo de 15 días si están o no conformes con dicha propuesta. En caso de que no sea 
posible constituir la comisión de conciliación por incomparecencia de alguna de las partes, o 
alguna de ellas no acepte la propuesta de acuerdo dentro de los plazos respectivos, se dará 
por concluido el procedimiento. La aceptación deberá ser expresa. En caso de silencio se 
entenderá que no existe conformidad.

2. Si hubiere conformidad, el Director de la Oficina Española de Patentes y Marcas 
emitirá una certificación del acuerdo según la propuesta aceptada por las partes. A los 
efectos previstos en el artículo 517, apartado 2.9.º, de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la 
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certificación del Director de la Oficina Española de Patentes y Marcas del acuerdo, según la 
propuesta aceptada por las partes, llevará aparejada ejecución.

3. La ejecución del acuerdo se llevará a cabo conforme a lo establecido en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil para la ejecución de sentencias y convenios judicialmente aprobados.

Artículo 136.  Arbitraje y mediación.
1. Los interesados podrán recurrir a la mediación o someter a arbitraje las cuestiones 

litigiosas surgidas entre ellos con ocasión del ejercicio de los derechos reconocidos en esta 
Ley, en aquellas materias no excluidas de la libre disposición de las partes conforme a 
derecho.

2. No son de libre disposición, y quedan excluidas de la mediación o el arbitraje, las 
cuestiones relativas a los procedimientos de concesión, oposición o recursos referentes a los 
títulos regulados en esta Ley, cuando el objeto de la controversia sea el cumplimiento de los 
requisitos exigidos para su concesión, su mantenimiento o su validez.

3. El laudo arbitral firme producirá efectos de cosa juzgada de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 43 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, que será de aplicación 
en todo lo no previsto por el presente artículo, y la Oficina Española de Patentes y Marcas 
procederá a realizar las actuaciones necesarias para su ejecución.

4. El acuerdo de mediación suscrito por el mediador y las partes, una vez que elevado a 
escritura pública u homologado por el Juez se constituya como título ejecutivo de acuerdo 
con lo dispuesto en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y 
mercantiles, se comunicará a la Oficina Española de Patentes y Marcas para proceder a la 
ejecución del mismo.

5. Deberán comunicarse a la Oficina Española de Patentes y Marcas la presentación de 
los recursos que se interpongan frente al laudo arbitral o el ejercicio de una acción de 
nulidad contra lo convenido en el acuerdo de mediación. Una vez firmes las 
correspondientes resoluciones se comunicarán fehacientemente a la Oficina Española de 
Patentes y Marcas a los efectos previstos en el apartado anterior.

[ . . . ]
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§ 15

Real Decreto 316/2017, de 31 de marzo, por el que se aprueba el 
Reglamento para la ejecución de la Ley 24/2015, de 24 de julio, de 

Patentes. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia y para las Administraciones Territoriales
«BOE» núm. 78, de 1 de abril de 2017
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2017-3550

[ . . . ]
REGLAMENTO DE EJECUCIÓN DE LA LEY 24/2015, DE 24 DE JULIO, DE 

PATENTES

[ . . . ]
Disposición adicional sexta.  Resolución extrajudicial de controversias.

1. A efectos de lo previsto en el artículo 136 de la Ley, podrán ser árbitros y mediadores 
aquellas personas, incluidos los funcionarios de la Oficina Española de Patentes y Macas, 
que cumplan los requisitos establecidos en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje 
y en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles y que 
además acrediten una experiencia mínima de cinco años en el campo de la Propiedad 
Industrial.

2. La Oficina Española de Patentes y Marcas podrá celebrar acuerdos con organismos 
nacionales, europeos o internacionales con experiencia en arbitraje y mediación para la 
organización e intervención en la solución extrajudicial de controversias en materia de 
Propiedad Industrial.

[ . . . ]
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§ 16

Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 294, de 8 de diciembre de 2001

Última modificación: 28 de julio de 2022
Referencia: BOE-A-2001-23093

[ . . . ]
TÍTULO III

Solicitud y procedimiento de registro

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Disposiciones generales sobre el procedimiento

[ . . . ]
Artículo 28.  Arbitraje.

1. Los interesados podrán someter a arbitraje las cuestiones litigiosas surgidas con 
ocasión del procedimiento para el registro de una marca, de conformidad con lo establecido 
en el presente artículo.

2. El arbitraje sólo podrá versar sobre las prohibiciones relativas previstas en los 
artículos 6.1.b), 7.1.b), 8 y 9 de la presente Ley. En ningún caso podrá someterse a arbitraje 
cuestiones referidas a la concurrencia o no de defectos formales o prohibiciones absolutas 
de registro.

3. El convenio arbitral sólo será válido si está suscrito, además de por el solicitante de la 
marca:

a) Por los titulares de los derechos anteriores que hubieren causado la denegación de la 
marca y, en su caso, por sus licenciatarios exclusivos inscritos.

b) Por los titulares de los derechos anteriores que hubieran formulado oposición al 
registro de la marca y, en su caso, por sus licenciatarios exclusivos inscritos.

c) Por quienes hubieran interpuesto recurso o hubieran comparecido durante el mismo.
4. El convenio arbitral deberá ser notificado a la Oficina Española de Patentes y Marcas 

por los interesados una vez finalizado el procedimiento administrativo de registro de la marca 
y antes de que gane firmeza el acto administrativo que hubiera puesto término al mismo. 
Resuelto el recurso de alzada contra el acto que conceda o deniegue el registro, quedará 
expedita la vía contencioso-administrativa salvo que se haga valer ante la oficina la firma de 
un convenio arbitral.
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5. Suscrito el convenio arbitral, y mientras subsista, no cabrá interponer recurso 
administrativo alguno de carácter ordinario, declarándose la inadmisibilidad del mismo. 
Igualmente, de haberse interpuesto con anterioridad a la suscripción del convenio, se tendrá 
por desistido.

6. El laudo arbitral firme producirá efectos de cosa juzgada, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 37 de la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje, de aplicación 
en todo lo no previsto por el presente artículo, y la Oficina Española de Patentes y Marcas 
procederá a realizar las actuaciones necesarias para su ejecución.

7. Deberá comunicarse a la Oficina Española de Patentes y Marcas la presentación de 
los recursos que se interpongan frente al laudo arbitral. Una vez firme éste, se comunicará 
fehacientemente a la Oficina Española de Patentes y Marcas para su ejecución.

[ . . . ]
TÍTULO V

Contenido del derecho de marca

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Acciones por violación del derecho de marca

Artículo 40.  Posibilidad de ejercitar acciones civiles y penales.
El titular de una marca registrada podrá ejercitar ante los órganos jurisdiccionales las 

acciones civiles o penales que correspondan contra quienes lesionen su derecho y exigir las 
medidas necesarias para su salvaguardia, todo ello sin perjuicio de la sumisión a arbitraje, si 
fuere posible.

[ . . . ]
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§ 17

Ley 20/2003, de 7 de julio, de Protección Jurídica del Diseño 
Industrial. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 162, de 8 de julio de 2003
Última modificación: 4 de julio de 2018

Referencia: BOE-A-2003-13615

[ . . . ]
TÍTULO IV

Solicitud y procedimientos de registro y oposición

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Disposiciones generales de procedimiento

[ . . . ]
Artículo 42.  Arbitraje.

1. Los interesados podrán someter a arbitraje las cuestiones litigiosas surgidas con 
ocasión del procedimiento de oposición, de conformidad con lo establecido en este artículo. 
El arbitraje sólo podrá referirse a los motivos mencionados en los párrafos b), c) o d) del 
apartado 2 del artículo 33 de esta ley. En ningún caso el arbitraje podrá suponer 
modificaciones del diseño que contravengan las limitaciones establecidas en el apartado 2 
del artículo 35 de esta ley.

2. El convenio arbitral sólo será válido si está suscrito además de por el titular del 
registro, por los titulares de los derechos anteriores que hubiesen formulado la oposición a 
que se refiera o, en su caso, interpuesto recurso contra el acto resolutorio de ésta.

3. El convenio arbitral deberá ser notificado a la Oficina Española de Patentes y Marcas 
por los interesados antes de que gane firmeza el acto administrativo que hubiera puesto 
término al procedimiento de oposición. Resuelto el recurso de alzada contra el acto 
resolutorio de la oposición planteada, quedará expedita la vía contencioso-administrativa, 
salvo que se haga valer ante la oficina la firma del convenio arbitral.

4. Suscrito el convenio arbitral, y mientras subsista, no cabrá interponer recurso 
administrativo alguno de carácter ordinario, declarándose su inadmisibilidad, o teniéndose 
por desistido si se hubiere interpuesto con anterioridad.

5. El laudo arbitral firme producirá efectos de cosa juzgada, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 37 de la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de arbitraje, de aplicación 
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en todo lo no previsto por el presente artículo, y la Oficina Española de Patentes y Marcas 
procederá a realizar las actuaciones necesarias para su ejecución.

6. Deberán comunicarse a la Oficina Española de Patentes y Marcas la presentación de 
los recursos que se interpongan frente al laudo arbitral. Una vez firme éste, se comunicará 
fehacientemente a la Oficina Española de Patentes y Marcas a los efectos previstos en el 
apartado anterior.

[ . . . ]
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§ 18

Ley 17/1975, de 2 de mayo, sobre creación del Organismo autónomo 
«Registro de la Propiedad Industrial». [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 107, de 5 de mayo de 1975
Última modificación: 25 de julio de 2015

Referencia: BOE-A-1975-9248

[ . . . ]
II. Fines y funciones

Artículo segundo.  
El Registro de la Propiedad Industria tendrá a su cargo la realización de la actividad 

administrativa que al Estado corresponde en materia de propiedad industrial conforme a la 
legislación y convenios internacionales en vigor, y será el instrumento de la política 
tecnológica en este campo atribuyéndosele de manera especial:

Uno. Las actuaciones administrativas encaminadas al reconocimiento y mantenimiento 
de la protección registral a las diversas manifestaciones de la propiedad industrial -
invenciones, creaciones de forma y signos distintivos-, comprendiendo la tramitación y 
resolución de expedientes, las anotaciones para constancia y la conservación y publicidad 
de la documentación.

Dos. Difundir eficazmente de forma periódica la información tecnológica objeto de 
registro, sin perjuicio de otro tipo de publicaciones especiales que parezcan aconsejables.

Tres. Aplicar, dentro de su competencia, los convenios internacionales vigentes en 
materia de propiedad industrial, proponiendo, en su caso, la adhesión de nuestro país a 
aquellos que no hayan sido aún suscritos, y, en general, facilitar el desarrollo de las 
relaciones internacionales en este campo.

Cuatro. Promover iniciativas y desarrollar actividades conducentes al mejor conocimiento 
y a la más adecuada protección de la propiedad industrial, tanto en el orden nacional como 
en el internacional y mantener relaciones directas con cuantos Organismos y Entidades 
españolas o extranjeras se ocupen de estas materias.

Cinco. Informar sobre los proyectos de Ley y demás disposiciones de carácter general 
que hayan de dictarse en materia de propiedad industrial y emitir dictámenes sobre 
cuestiones referentes a la misma cuando para ello sea requerida por las autoridades, 
tribunales o Entidades oficiales.

Seis. Desempeñar como institución mediadora y arbitral, y de acuerdo con lo previsto en 
la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles y Ley 60/2003, 
de 23 de diciembre, de Arbitraje, las funciones que por real decreto se le atribuyan para la 
solución de conflictos relativos a la adquisición, utilización, contratación y defensa de los 
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derechos de Propiedad Industrial en aquellas materias no excluidas de la libre disposición de 
las partes conforme a derecho.

Siete. Cualquier otra función que la legislación vigente atribuya actualmente a la Oficina 
Española de Patentes y Marcas o las que en lo sucesivo le sean expresamente 
encomendadas en las materias propias de su competencia.

[ . . . ]
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§ 19

Real Decreto 1270/1997, de 24 de julio, por el que se regula la 
Oficina Española de Patentes y Marcas. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 208, de 30 de agosto de 1997
Última modificación: 14 de octubre de 2017

Referencia: BOE-A-1997-19126

[ . . . ]
Artículo 3.  Funciones.

Para la consecución de sus fines, están atribuidas a la Oficina Española de Patentes y 
Marcas las siguientes funciones:

1. Las actuaciones administrativas encaminadas al reconocimiento y mantenimiento de 
la protección registral a las diversas manifestaciones de la propiedad industrial, invenciones, 
topografías de productos semiconductores, creaciones de forma y signos distintivos, 
comprendiendo la tramitación y resolución de expedientes, las anotaciones para constancia 
y la conservación y publicidad de la documentación.

2. Difundir eficazmente, de forma periódica, la información tecnológica objeto de registro, 
sin perjuicio de otro tipo de publicaciones especiales que parezcan aconsejables.

3. Aplicar, dentro de su competencia, los convenios internaciones vigentes en materia de 
propiedad industrial, proponiendo, en su caso, la participación de España en aquellos que 
aún no estén en vigor para ella, y, en general, facilitar el desarrollo de las relaciones 
internacionales en este campo.

4. Promover iniciativas y desarrollar actividades conducentes al mejor conocimiento y a 
la más adecuada protección de la propiedad industrial, tanto en el orden nacional como en el 
internacional, y mantener relaciones directas con cuantos organismos y entidades españolas 
o extranjeras se ocupen de estas materias.

5. Informar sobre anteproyectos de ley y demás disposiciones de carácter general que 
hayan de dictarse en materia de propiedad industrial.

6. Emitir dictámenes sobre cuestiones referentes a propiedad industrial cuando para ello 
sea requerido por las autoridades, tribunales o entidades oficiales.

6 bis. Desempeñar, como institución mediadora y arbitral, de acuerdo con lo previsto en 
la Ley 5/2002, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles y la Ley 60/2003, 
de 23 de diciembre, de Arbitraje, las funciones de resolución de conflictos relativos a la 
adquisición, utilización, contratación y defensa de los derechos de propiedad industrial en 
aquellas materias no excluidas de la libre disposición de las partes conforme a derecho.

Por orden del Ministro de Energía, Turismo y Agenda Digital, previa propuesta de la 
Oficina Española de Patentes y Marcas, se desarrollará el funcionamiento de la Oficina como 
institución mediadora y arbitral.
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7. Cualquier otra función que la legislación vigente atribuya actualmente a la Oficina 
Española de Patentes y Marcas o las que, en lo sucesivo, le sean expresamente 
encomendadas en las materias propias de su competencia.

[ . . . ]

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 19  Oficina Española de Patentes y Marcas [parcial]

– 111 –



§ 20

Real Decreto 1023/2015, de 13 de noviembre, por el que se 
desarrolla reglamentariamente la composición, organización y 
ejercicio de funciones de la Sección Primera de la Comisión de 

Propiedad Intelectual

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 273, de 14 de noviembre de 2015
Última modificación: 20 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2015-12301

El artículo 158 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, crea en el entonces Ministerio de Cultura, 
hoy Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, con carácter de órgano colegiado de ámbito 
nacional, la Comisión de Propiedad Intelectual, asignándole funciones, por una parte, de 
mediación y arbitraje, y, por otra, de salvaguarda de derechos en el ámbito de la propiedad 
intelectual, a ejercer a través, respectivamente, de las Secciones Primera y Segunda de 
dicha Comisión.

Los apartados dieciocho y diecinueve del artículo primero de la Ley 21/2014, de 4 de 
noviembre, por la que se modifica el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, y la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, modifican la regulación legal de la citada Sección Primera de 
la Comisión de Propiedad Intelectual, ampliando las funciones que ha de ejercer esta 
sección, incluyendo entre éstas la de determinación de tarifas para la explotación de los 
derechos de gestión colectiva obligatoria, y para los derechos de gestión colectiva voluntaria 
que, respecto de la misma categoría de titulares, concurran con un derecho de remuneración 
sobre la misma obra o prestación, y reforzando su función de control sobre las tarifas 
generales establecidas por las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual.

Así, la Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual ejercerá sus funciones 
de mediación y arbitraje en los términos previstos en la modificación legal llevada a cabo por 
la Ley 21/2014, de 4 de noviembre, y establecerá el importe de la remuneración exigida por 
la utilización de obras y demás prestaciones del repertorio de las entidades de gestión, la 
forma de pago y demás condiciones necesarias para hacer efectivos los derechos indicados 
en el párrafo anterior, a solicitud de la propia entidad de gestión afectada, de una asociación 
de usuarios, de una entidad de radiodifusión o de un usuario especialmente significativo, a 
juicio de la Sección, cuando no haya acuerdo entre ambas, en el plazo de seis meses desde 
el inicio formal de la negociación. Finalmente, la Sección Primera ejercerá su función de 
control velando por que las tarifas generales establecidas por las entidades de gestión en 
cumplimiento de sus obligaciones, sean equitativas y no discriminatorias.

La Sección Primera refuerza así su condición de instrumento especialmente idóneo en el 
funcionamiento del sistema vigente de propiedad intelectual para resolver los conflictos que 
surgen entre entidades de gestión y usuarios de los derechos de autor y derechos conexos, 
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lo que requiere generalmente una compleja valoración de derechos e intereses, 
estableciendo nuevos procedimientos y actualizando los previstos en los capítulos III, IV y V 
del Real Decreto 1889/2011 por el que se regula la Comisión de Propiedad Intelectual.

El artículo 158 bis del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, en su redacción 
dada por la Ley 21/2014, de 4 de noviembre, mandata al Gobierno para determinar 
reglamentariamente el procedimiento para el ejercicio de las funciones que la Sección 
Primera debe desarrollar de conformidad con lo dispuesto en su regulación legal vigente.

En la elaboración de la presente norma han informado los Ministerios de Justicia, de 
Industria, Energía y Turismo, y de Economía y Competitividad, y han sido consultadas las 
comunidades autónomas.

También, han sido consultados y han emitido informe el Consejo General del Poder 
Judicial y el Consejo de Consumidores y Usuarios.

Igualmente, se ha llevado a cabo un trámite de información pública y han sido oídas las 
organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley y que agrupan o representan a los 
legítimos interesados y cuyos fines guardan relación directa con el objeto del real decreto.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Educación, Cultura y Deporte y del Ministro de 
Justicia, con la aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de 
acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros, en su 
reunión del día 13 de noviembre de 2015,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Este real decreto tiene por objeto regular el régimen jurídico organizativo, de 

procedimiento y funcionamiento de la Sección Primera de la Comisión de Propiedad 
Intelectual, órgano colegiado de ámbito nacional adscrito a la Secretaría de Estado de 
Cultura del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, a que se refieren los artículos 158 y 
158 bis del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1996, de 12 de abril.

CAPÍTULO II
Funciones y composición de la Sección Primera de la Comisión de Propiedad 

Intelectual

Artículo 2.  Funciones y régimen jurídico.
1. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual ejerce funciones de 

mediación, arbitraje, determinación de tarifas y control de las tarifas generales en las 
materias y supuestos previstos en el artículo 158 bis del texto refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual.

2. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual se regirá por el texto 
refundido de la Ley de Propiedad Intelectual y por el presente real decreto y, con carácter 
supletorio, por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, y la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, por la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, en lo referente a 
procedimientos arbitrales, y por la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles 
y mercantiles, en procedimientos de mediación.

3. La tasa por la determinación de tarifas para la explotación de derechos de gestión 
colectiva obligatoria y para los derechos de gestión colectiva voluntaria que, respecto de la 
misma categoría de titulares concurran con un derecho de remuneración sobre la misma 
obra o prestación, se regirá, por la disposición adicional tercera de la Ley 21/2014, de 4 de 
noviembre, por las previsiones normativas establecidas por la Ley 8/1989, de 13 de abril, de 
Tasas y Precios Públicos, y por el presente real decreto.
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Artículo 3.  Composición, organización y funcionamiento de la Sección Primera.
1. La Sección Primera de la Comisión estará formada por cuatro vocales titulares 

nombrados por el Gobierno mediante real decreto, a propuesta, respectivamente, de los 
titulares de los Ministerios de Educación, Cultura y Deporte, de Justicia, de Industria, Energía 
y Turismo, y de Economía y Competitividad, por un período de cinco años renovable por una 
sola vez, entre expertos de reconocida competencia en materia de propiedad intelectual y de 
defensa de la competencia. Sin perjuicio del cumplimiento del anterior requisito, en la 
propuesta de nombramiento que realice cada uno de los titulares de los señalados 
departamentos ministeriales, podrá valorarse adicionalmente la experiencia o conocimiento 
en los ámbitos del derecho económico, mercado audiovisual y de las comunicaciones 
electrónicas. En el mismo real decreto quedará igualmente previsto, y por el mismo sistema, 
el nombramiento de dos suplentes por cada titular, que reunirán los mismos requisitos de 
nombramiento previstos para los vocales titulares y actuarán como sustitutos en los 
supuestos de delegación de funciones, vacante, ausencia, enfermedad, u otra causa legal. 
La delegación de funciones se motivará, debiéndose especificar el período de la misma, sin 
que sea posible realizar delegación alguna indefinida en el tiempo.

2. Los vocales de la Sección Primera sólo cesarán antes de la expiración del periodo a 
que se refiere el apartado 1, a petición propia o por separación acordada por el Gobierno, 
previa instrucción de expediente, por incumplimiento grave de sus obligaciones, incapacidad 
sobrevenida para el ejercicio de su función, incompatibilidad o condena por delito doloso.

3. Mediante orden del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte se designará de entre 
los vocales titulares al Presidente de la Sección, que ejercerá el voto de calidad. Las 
funciones del Presidente incluyen la dirección y coordinación de los trabajos, debates y 
votaciones de la Sección, la convocatoria y fijación del orden del día de las reuniones, la 
presidencia de las reuniones, el impulso de la actuación de la Sección y de los 
procedimientos que se tramitan ante ella, el ejercicio de las demás facultades que sean 
necesarias para el buen funcionamiento de la Sección, así como el ejercicio de las 
competencias que se atribuyen a los presidentes de órganos colegiados conforme a la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

4. La orden ministerial prevista en el apartado anterior también contendrá el 
nombramiento de uno de los vocales titulares de la Sección como Vicepresidente de la 
misma, correspondiéndole las funciones de suplencia del Presidente en los supuestos de 
vacante, ausencia, enfermedad, u otra causa legal tal como la abstención o la recusación.

5. Actuará como Secretario, con voz pero sin voto, un funcionario del Ministerio de 
Educación, Cultura y Deporte, con nivel de Subdirector General o asimilado, mediante 
nombramiento por el titular de la Dirección General competente en materia de propiedad 
intelectual. Al Secretario le corresponderán la firma de los actos de procedimiento, el 
levantamiento del acta de las reuniones y acuerdos que se celebren, el asesoramiento en 
derecho de la Sección respecto de las funciones inherentes a su condición como tal cuando 
se le requiera, así como las propias de la secretaría de los órganos colegiados previstas en 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

6. El desarrollo de sus funciones, así como los supuestos de suplencia del Secretario por 
vacante, ausencia o enfermedad, serán atendidos con los medios personales, técnicos y 
presupuestarios asignados a la Secretaría de Estado de Cultura.

CAPÍTULO III
Principios generales

Sección 1.ª Aspectos comunes a todos los procedimientos

Artículo 4.  Principios rectores.
1. La Sección Primera actuará con sometimiento a los principios de legalidad, 

imparcialidad, neutralidad, igualdad entre las partes y audiencia. En los procedimientos de 
mediación y arbitraje se aplicarán además los principios de voluntariedad, salvo invocación 
de convenio, cláusula arbitral o pacto escrito de mediación, y confidencialidad.
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2. El tratamiento llevado a cabo por la Sección Primera de los datos personales 
empleados en las actuaciones realizadas en el ámbito de sus funciones, se efectuará de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección 
de Datos de Carácter Personal, y su normativa de desarrollo.

Artículo 5.  Abstención y recusación.
1. Los vocales de la Sección Primera estarán sujetos a las normas sobre recusación, 

abstención y causas que comprometan la imparcialidad contenidas en la Ley 60/2003, de 23 
de diciembre, de Arbitraje, en procedimientos arbitrales, en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles, en procedimientos de mediación, y a la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, en el resto de las 
actuaciones que le corresponde efectuar.

2. En los supuestos en los que concurra una causa legal de recusación o abstención que 
impida intervenir en un asunto sometido a la Sección al Presidente, le sustituirá el 
Vicepresidente y a este último, uno de sus suplentes. Asimismo, cuando dicha causa afecte 
a los vocales titulares le sustituirá alguno de sus correspondientes suplentes.

Artículo 6.  Uso preferente de medios electrónicos.
1. Todas las actuaciones de la Sección Primera se realizarán preferentemente haciendo 

uso de medios electrónicos, de conformidad con lo establecido en la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

2. Los sujetos legitimados para solicitar la intervención de la Sección Primera conforme 
al artículo 158 bis del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual dispondrán en la 
sede electrónica del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte de un formulario electrónico 
que permita la presentación de la solicitud en formato electrónico.

3. A lo largo de la tramitación de los procedimientos y para aquellos actos que requieran 
notificación a los interesados se podrá utilizar un sistema de notificaciones electrónicas. 
También será posible la recepción de documentación y alegaciones por vía electrónica, e 
igualmente la consulta del estado de la tramitación del expediente, de cuya copia se 
custodiará un archivo electrónico.

Artículo 7.  Lugar de las actuaciones.
El lugar de realización de las actuaciones que corresponden a la Sección Primera será el 

de su sede en el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, salvo que, en los 
procedimientos de mediación o arbitraje, a solicitud de todas las partes, la Sección acuerde 
que se realice en otro lugar.

Sección 2.ª Aspectos comunes a los procedimientos de mediación y arbitraje

Artículo 8.  Acciones judiciales o extrajudiciales.
La interposición de acciones judiciales o extrajudiciales no suspenderá la tramitación de 

los procedimientos de mediación o arbitraje. El planteamiento de la controversia sometida a 
mediación o arbitraje ante la Sección Primera impedirá a los Jueces y Tribunales conocer de 
la misma durante el tiempo en el que se desarrollen los citados procedimientos, siempre que 
la parte interesada lo invoque mediante declinatoria y así lo acuerde el órgano judicial. Lo 
anterior se entiende sin perjuicio de las excepciones contenidas en la Ley 60/2003, de 23 de 
diciembre, de Arbitraje, en procedimientos arbitrales, y en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles, en procedimientos de mediación.

Artículo 9.  Excepciones de competencia.
La Sección Primera decidirá de oficio de manera motivada sobre su propia competencia, 

incluidas las excepciones relativas a la existencia o validez del convenio o cláusula de 
mediación o arbitraje, así como cualquier otra cuya estimación impida entrar en el fondo de 
la controversia, de conformidad con lo establecido en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de 
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Arbitraje, en procedimientos arbitrales, en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en 
asuntos civiles y mercantiles, en procedimientos de mediación, y en el presente real decreto.

Artículo 10.  Acumulación y prevalencia de procedimientos.
1. La Sección Primera decidirá de manera motivada sobre la admisión de la solicitud de 

mediación o arbitraje, sobre la acumulación de la solicitud respecto a otros procedimientos 
que se estén sustanciando ante la Sección y sobre la prevalencia de un procedimiento frente 
a otro.

2. En el supuesto de que se soliciten de forma simultánea procedimientos de mediación 
y arbitraje por idénticas partes y respecto al mismo objeto, se tramitará, en primer lugar, el de 
mediación, no pudiendo plantearse un procedimiento de mediación si se encuentra en curso 
un procedimiento de arbitraje entre las mismas partes ante la Sección Primera, ni viceversa. 
Tampoco podrá plantearse un procedimiento de mediación o arbitraje cuando se haya 
admitido a trámite un procedimiento de determinación de tarifas.

3. No cabrá mediación o arbitraje en aquellos casos en los que se encuentren vigentes 
por una resolución previa de la Sección Primera las tarifas por el derecho o derechos de 
gestión colectiva obligatoria sobre los que se plantea el objeto del conflicto y, en su caso, por 
el derecho de gestión colectiva voluntaria concurrente con los mismos, en los términos 
establecidos en el apartado 3 del artículo 158 bis del texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual.

4. No procederá la iniciación del procedimiento de control de tarifas respecto de aquellas 
tarifas generales sobre las que se encuentre en curso un procedimiento de mediación, 
arbitraje o determinación de tarifas ante la Sección Primera.

CAPÍTULO IV
El procedimiento de mediación

Artículo 11.  La solicitud de mediación.
1. La solicitud de mediación se dirigirá a la Sección Primera, mediante el modelo oficial 

que figura como anexo I a este real decreto, y según lo previsto en el apartado 1 del artículo 
158 bis del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, solicitándose la mediación por 
la parte que insta la misma o, en su caso, por ambas partes conjuntamente:

a) invocando un pacto escrito de mediación en los términos definidos en la Ley 5/2012, 
de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles, en virtud del cual las partes se 
han comprometido a someter la controversia a la mediación de la Sección Primera de la 
Comisión de Propiedad Intelectual,

b) presentando una solicitud de mediación conjunta por las partes de común acuerdo, o
c) en defecto de pacto escrito de mediación o de solicitud conjunta, instando a que se dé 

traslado de su solicitud de mediación a la otra parte, para que manifieste si desea someterse 
a la mediación requerida.

2. La solicitud de mediación contendrá al menos:
a) El nombre completo, dirección y demás datos relevantes para la identificación y 

contacto de la parte o partes que instan la mediación, y de la parte o partes instadas. En 
particular, deberá indicar las direcciones a las que deberán dirigirse las comunicaciones a 
todas esas partes.

b) La descripción del objeto de la controversia.
c) Las pretensiones que se formulan, de manera sucinta, con expresión, de ser posible, 

de su cuantía.
d) El acto, contrato o negocio jurídico del que derive la controversia o con el que ésta 

guarde relación.
e) El pacto escrito de mediación que, en su caso, se invoca.
f) La manifestación, de la parte o partes solicitantes, de aceptación de la imparcialidad de 

los miembros titulares de la Sección Primera en su condición de mediadores, o, si no fuera 
así, las causas de recusación que entiendan que concurren.
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3. A la solicitud de mediación deberán acompañarse, al menos, los siguientes 
documentos:

a) Copia del pacto escrito de mediación, si existiera.
b) Copia de los contratos, en su caso, de que traiga causa la controversia.
c) Documento que contemple el contenido de las pretensiones de la parte o partes 

solicitantes y las que, en su caso, considere mantiene la otra u otras partes.
d) En su caso, escrito que acredite la representación en la mediación, cuando la parte no 

actúe por sí misma. También será posible el otorgamiento de representación ante los 
servicios administrativos correspondientes.

e) Escrito firmado expresando el compromiso de pago de la parte proporcional de los 
gastos que genere el procedimiento por la prestación de los servicios de mediación por la 
Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual, en los términos establecidos en la 
correspondiente orden ministerial por la que se establezcan los precios públicos por 
prestación de los servicios de la Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual.

f) Cuando la solicitud sea de una asociación de usuarios u otra entidad análoga de 
naturaleza asociativa, deberá acompañarse de una certificación en la que se comprenda el 
nombre y apellidos o razón social de los miembros de dicha asociación, así como el acuerdo 
y mandato de representación adoptado, en relación con la mediación, por su órgano de 
gobierno.

4. Recibida la solicitud de mediación con todos sus documentos y subsanados, en su 
caso, los defectos de que adoleciera, la Sección Primera remitirá, en el plazo de quince días, 
a la parte instada una copia de la solicitud.

5. La parte instada responderá a la solicitud de mediación en el plazo de quince días 
hábiles desde su recepción. La falta de presentación de la respuesta a la solicitud de 
mediación dentro del plazo conferido no suspenderá el procedimiento en el supuesto 
previsto en el apartado 1.a), pero se entenderá como negativa de someterse a la mediación 
e impedirá proseguir el procedimiento en el supuesto previsto en el apartado 1.c).

6. La respuesta a la solicitud de mediación contendrá, al menos:
a) El nombre completo de la parte instada, su dirección y demás datos relevantes para 

su identificación y contacto; en particular designará la persona y dirección a la que deberán 
dirigirse las comunicaciones que deban hacérsele durante la mediación.

b) Sus comentarios sobre la descripción de la controversia efectuada por la parte que 
insta la mediación.

c) Su posición sobre las pretensiones de la parte instada. Si se opusiera a la mediación, 
su posición sobre la existencia, validez o aplicabilidad del pacto escrito de mediación.

d) La manifestación de la parte instada, en su caso, de aceptación de la imparcialidad de 
los miembros titulares de la Sección Primera en su condición de mediadores, o, si no fuera 
así, las causas de recusación que entiendan que concurren.

7. A la respuesta a la solicitud de mediación deberán acompañarse, al menos, los 
siguientes documentos:

a) Escrito que acredite la representación, cuando la parte no actúe por sí misma. 
También será posible el otorgamiento de representación ante los servicios administrativos 
correspondientes.

b) En caso de aceptación de la mediación, escrito firmado expresando el compromiso de 
pago de la parte proporcional de los gastos que genere el procedimiento por la prestación de 
los servicios de mediación por la Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual, 
en los términos establecidos en la correspondiente orden ministerial por la que se 
establezcan los precios públicos por prestación de los servicios de la Sección Primera de la 
Comisión de Propiedad Intelectual.

8. Recibida la respuesta a la solicitud de mediación con todos sus documentos, la 
Sección Primera, remitirá, en el plazo de quince días, una copia a la parte instante de la 
misma y acordará, en ese mismo plazo, la admisión a trámite de la solicitud de mediación 
por mayoría, de conformidad con su competencia y con los demás requisitos establecidos en 
el texto refundido de la Ley de la Propiedad Intelectual y en este capítulo. En el caso de que 
se acuerde la inadmisión o la acumulación de la solicitud a otros procedimientos que se 
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estén sustanciando ante la Sección, y la prevalencia de un procedimiento respecto a otro, la 
decisión será motivada notificada a las partes, y recurrible en reposición ante la propia 
Sección Primera, en virtud de lo dispuesto en el artículo 123.1 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Artículo 12.  Negociaciones y propuesta en la mediación.
1. En el escrito por el que se admita a trámite la solicitud de mediación, la Sección 

convocará a éstas a una primera sesión constitutiva, que se celebrará en el plazo máximo de 
un mes desde la notificación del mismo, para que fijen sus posiciones iniciales, aportando la 
documentación que consideren oportuna y expongan sus argumentos. Asimismo, la Sección 
Primera informará sobre el programa de actuaciones a desarrollar durante el procedimiento y 
el correspondiente calendario a seguir, sin perjuicio de su posible modificación.

2. Fijadas las posiciones de las partes, la Sección Primera convocará las sesiones 
informativas adicionales que estime precisas, sea con todas las partes, sea con alguna de 
ellas, con la finalidad de alcanzar un acuerdo entre aquéllas o presentar las propuestas de la 
Sección para solucionar el conflicto.

3. La inasistencia o inactividad de cualquiera de las partes no impedirá el desarrollo del 
procedimiento, ni que la Sección presente propuestas de solución del conflicto.

4. En cualquier momento del procedimiento, la Sección, a iniciativa de vocales o de las 
partes, podrá acordar la práctica de las pruebas que estime pertinentes. Los gastos que 
pueda ocasionar la práctica de la prueba serán satisfechos por la parte que la hubiera 
solicitado, o por ambas partes si así lo aceptan, o de forma igualitaria cuando la prueba haya 
sido propuesta por los vocales de la Sección, salvo que las partes acepten que sean 
satisfechos por una de ellas.

Artículo 13.  Terminación del procedimiento.
1. El procedimiento de mediación terminará, en todo caso, cuando se produzca un 

desistimiento conjunto o de parte o cuando las partes alcancen un acuerdo sobre las 
cuestiones controvertidas. En tal caso, lo comunicarán a la Sección, acompañando el 
acuerdo, que será consignado en la resolución que acuerde la terminación del procedimiento 
mediador por avenencia o desistimiento. Asimismo, el procedimiento finalizará cuando la 
Sección aprecie de manera justificada que las posiciones son irreconciliables o concurra otra 
causa que determine su conclusión.

2. Fuera de los supuestos previstos en el apartado anterior, cuando la Sección considere 
que las cuestiones han sido suficientemente debatidas, y en todo caso en el plazo de dos 
meses como máximo desde la admisión a trámite de la solicitud, dará por finalizado el 
intento de avenencia y convocará a las partes a una audiencia para que formulen sus 
posiciones definitivas.

3. Sobre la base de las posiciones definitivas, así como de lo actuado con anterioridad, la 
Sección formulará, en su caso, en el plazo de un mes desde la formulación de dichas 
posiciones definitivas, una propuesta de solución del conflicto, que será notificada a las 
partes.

4. Si, transcurrido el plazo de dos meses desde la notificación de la propuesta de 
solución del conflicto, ninguna de las partes hubiera manifestado su oposición motivada a la 
propuesta de solución, se considerará que todas ellas la aceptan, pasando a convertirse la 
propuesta de solución en acuerdo de mediación.

Quedan anuladas las expresiones "dos meses" y "motivada" del apartado 4 por Sentencia 
del TS de 3 de abril de 2018. Ref. BOE-A-2018-5268

5. Si la Sección apreciara la imposibilidad de alcanzar un acuerdo entre las partes, dará 
por finalizado el procedimiento sin avenencia de forma motivada, y lo notificará a todos los 
interesados.

6. En todo caso, la duración máxima del procedimiento será de seis meses a contar 
desde la fecha de admisión a trámite de la solicitud de mediación.
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7. Los acuerdos de mediación aceptados expresamente por las partes, previa propuesta 
de la Sección Primera, así como los previstos en el apartado 4, producirán los efectos 
previstos en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, y serán revisable ante el orden 
jurisdiccional civil.

CAPÍTULO V
El procedimiento de arbitraje general

Artículo 14.  La solicitud de arbitraje.
1. La solicitud de arbitraje se dirigirá a la Sección Primera, mediante el modelo oficial que 

figura como anexo II a este real decreto, y según lo previsto en el apartado 2.a) del artículo 
158 bis del Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, solicitándose el arbitraje por 
la parte demandante o, en su caso, por ambas partes conjuntamente:

a) invocando un convenio o cláusula arbitral en los términos definidos en la Ley 60/2003, 
de 23 de diciembre, de Arbitraje, en virtud del cual las partes se han comprometido a 
someter la controversia al arbitraje de la Comisión de Propiedad Intelectual,

b) presentando una solicitud de arbitraje conjunta por las partes de común acuerdo, o
c) en defecto de convenio o cláusula arbitral o de solicitud conjunta, instando a que se dé 

traslado de su solicitud de arbitraje a la otra parte, para que manifieste si desea someterse al 
arbitraje requerido.

2. La solicitud de arbitraje contendrá, al menos, las siguientes menciones:
a) El nombre completo, dirección y demás datos relevantes para la identificación y 

contacto de la parte o partes demandantes y de la parte o partes demandadas. En particular, 
deberá indicar las direcciones a las que deberán dirigirse las comunicaciones a todas esas 
partes.

b) La descripción del objeto de la controversia.
c) Las pretensiones que se formulan, de manera sucinta, con expresión, de ser posible, 

de su cuantía.
d) El acto, contrato o negocio jurídico del que derive la controversia o con el que ésta 

guarde relación.
e) El convenio o cláusula arbitral que, en su caso, se invoca.
f) La manifestación, de la parte o partes solicitantes, de aceptación de la imparcialidad de 

los miembros titulares de la Sección Primera en su condición de árbitro, o, si no fuera así, las 
causas de recusación que entiendan que concurren.

3. A la solicitud de arbitraje deberán acompañarse, al menos, los siguientes documentos:
a) Copia del convenio arbitral o cláusula arbitral si existiera.
b) Copia de los contratos, en su caso, de que traiga causa la controversia.
c) Documento que contemple el contenido de las pretensiones de la parte o partes 

solicitantes y las que, en su caso, considere mantiene la otra u otras partes.
d) En su caso, escrito que acredite la representación, cuando la parte no actúe por sí 

misma. También será posible el otorgamiento de representación ante los servicios 
administrativos correspondientes.

e) Escrito firmado expresando el compromiso de pago de la parte proporcional de los 
gastos que genere el procedimiento por la prestación de los servicios de arbitraje por la 
Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual, en los términos establecidos en la 
correspondiente orden ministerial por la que se establezcan los precios públicos por 
prestación de los servicios de la Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual.

f) Cuando la solicitud se presente por una asociación de usuarios u otra entidad análoga 
de naturaleza asociativa que legalmente pueda acogerse a este procedimiento de arbitraje, 
deberá acompañarse de una certificación en la que se comprenda el nombre y apellidos o 
razón social de los miembros de dicha asociación, así como el acuerdo y mandato de 
representación adoptado, en relación con el arbitraje, por su órgano de gobierno.
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g) Cuando la solicitud se presente por entidades de radiodifusión de ámbito nacional o 
usuarios especialmente significativos, la documentación que a su juicio justifique que reúnen 
dicha condición para su valoración por la Sección Primera.

4. Recibida la solicitud de arbitraje con todos sus documentos y subsanados, en su caso, 
los defectos de que adoleciera, la Sección Primera remitirá, en el plazo de quince días, al 
demandado o demandados una copia de la solicitud.

5. El demandado responderá a la solicitud de arbitraje en el plazo de treinta días hábiles 
desde su recepción. La falta de presentación de la respuesta a la solicitud de arbitraje dentro 
del plazo conferido no suspenderá el procedimiento en el supuesto previsto en el apartado 
1.a), pero se entenderá como negativa de someterse al arbitraje e impedirá proseguir el 
procedimiento en el supuesto previsto en el apartado 1.c).

6. La respuesta a la solicitud de arbitraje contendrá, al menos, las siguientes menciones:
a) El nombre completo del demandado, su dirección y demás datos relevantes para su 

identificación y contacto; en particular designará la persona y dirección a la que deberán 
dirigirse las comunicaciones que deban hacérsele durante el arbitraje.

b) Sus comentarios sobre la descripción de la controversia efectuada por el demandante.
c) Su posición sobre las pretensiones del demandante.
d) Si se opusiera al arbitraje, su posición sobre la existencia, validez o aplicabilidad del 

convenio o cláusula arbitral.
e) La manifestación, en su caso, de aceptación de la imparcialidad de los miembros 

titulares de la Sección Primera en su condición de árbitro, o, si no fuera así, las causas de 
recusación que entiendan que concurren.

7. A la respuesta a la solicitud de arbitraje deberán acompañarse, al menos, los 
siguientes documentos:

a) Escrito que acredite la representación, cuando la parte no actúe por sí misma. 
También será posible el otorgamiento de representación ante los servicios administrativos 
correspondientes.

b) En caso de aceptación del arbitraje, escrito firmado expresando el compromiso de 
pago de la parte proporcional de los gastos que genere el procedimiento por la prestación de 
los servicios de arbitraje por la Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual, en 
los términos establecidos en la correspondiente orden ministerial por la que se establezcan 
los precios públicos por prestación de los servicios de la Sección Primera de la Comisión de 
Propiedad Intelectual.

8. Recibida la respuesta a la solicitud de arbitraje con todos sus documentos, la Sección 
Primera remitirá, en el plazo de quince días, una copia al demandante.

9. La Sección Primera acordará, en ese mismo plazo, la admisión de la solicitud de 
arbitraje por mayoría, de conformidad con su competencia y con los demás requisitos 
establecidos en el Texto Refundido de la Ley de la Propiedad Intelectual y en este capítulo. 
En el caso de que se acuerde la inadmisión o la acumulación de la solicitud a otros 
procedimientos que se estén sustanciando ante la Sección, la decisión será motivada, 
notificada a las partes y recurrible en reposición ante la propia Sección Primera, en virtud de 
lo dispuesto en el artículo 123.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Artículo 15.  Procedimiento arbitral.
1. La Sección Primera decidirá de oficio o a instancia de las partes sobre la 

admisibilidad, pertinencia y utilidad de las pruebas propuestas por las partes, sobre su 
práctica y su valoración, así como sobre la práctica de pruebas complementarias, cuando lo 
considerasen necesario para la formación de su criterio. Los gastos que pueda ocasionar la 
práctica de la prueba serán satisfechos por la parte que la hubiera solicitado, o por ambas 
partes si así lo aceptan, o de forma igualitaria entre las partes del procedimiento cuando 
haya sido propuesta por la Sección salvo que las partes acepten que sean satisfechos por 
una de ellas.

2. La Sección Primera podrá convocar las reuniones que estime precisas con la finalidad 
de promover un acuerdo entre las partes que permita la solución del conflicto.
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3. Cuando la Sección considere que las cuestiones han sido suficientemente debatidas y 
siempre que no se haya alcanzado un acuerdo entre las partes en los términos previstos en 
el apartado anterior, convocará una audiencia para que las partes formulen sus posiciones 
definitivas.

Artículo 16.  Terminación del procedimiento.
1. El procedimiento terminará, salvo acuerdo previo de las partes, mediante uno o varios 

laudos escritos y motivados que resolverán todas las cuestiones planteadas por aquéllas en 
el ámbito de las competencias propias de la Sección. La Sección se pronunciará en el laudo 
final sobre las costas del arbitraje, definidas en los términos del apartado 6 del artículo 37 de 
la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. Cualquier decisión sobre costas deberá ser 
motivada y, salvo acuerdo por escrito en contrario de las partes, como regla general, deberá 
reflejar el éxito y el fracaso de las respectivas pretensiones de las partes, a no ser que, 
atendidas las circunstancias del caso, los miembros de la Sección estimaran inapropiada la 
aplicación de este principio general.

2. Los laudos adoptados tendrán carácter vinculante y serán ejecutables e impugnables 
conforme a lo establecido en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.

3. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los laudos deberán dictarse en el plazo 
máximo de seis meses desde la admisión a trámite del arbitraje, prorrogables 
motivadamente por un máximo de dos meses si las partes no se oponen.

4. No obstante lo establecido en los apartados anteriores, si en el transcurso del 
procedimiento arbitral las partes alcanzasen un acuerdo que ponga fin, total o parcialmente, 
a la controversia, lo formalizarán por escrito y lo comunicarán a la Sección a fin de que se 
den por terminadas las actuaciones respecto de los puntos acordados y ésta dicte laudo en 
los términos convenidos salvo que aprecie motivos para oponerse o las partes renuncien a 
que se dicte el mismo.

Artículo 16 bis.  Procedimiento aplicable a las cuestiones litigiosas sobre el acuerdo al que 
se refiere el artículo 129 bis.3 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril.

1. Las cuestiones litigiosas sobre el acuerdo por el que se autorizan los usos en línea de 
las publicaciones en prensa al que se refiere el artículo 129 bis.3.d) del texto refundido de la 
Ley de Propiedad Intelectual, se resolverán por la Sección Primera de conformidad con las 
disposiciones de este capítulo que resulten aplicables, con las especialidades que se 
recogen en los siguientes apartados.

2. La solicitud de inicio del procedimiento deberá invocar el acuerdo por el que se 
autorizan los usos en línea de publicaciones en prensa que hubieran formalizado las 
editoriales y agencias de noticias y los prestadores de servicios de la sociedad de la 
información.

3. La falta de presentación de la respuesta a la solicitud de inicio dentro del plazo 
conferido al efecto no suspenderá ni impedirá proseguir el procedimiento.

4. El procedimiento terminará mediante resolución de la Sección Primera, la cual podrá 
recoger los acuerdos alcanzados por las partes para poner fin, total o parcialmente, a las 
cuestiones objeto de controversia. Dichos acuerdos se formalizarán por escrito y se 
comunicarán a la Sección.

CAPÍTULO VI
El procedimiento de arbitraje de sustitución de tarifas

Artículo 17.  Procedimiento aplicable.
Cuando una entidad de gestión de derechos de propiedad intelectual, una asociación de 

usuarios, una entidad de radiodifusión o un usuario afectado especialmente significativo 
haga uso de la facultad prevista en el apartado 2.b) del artículo 158 bis del Texto Refundido 
de la Ley de Propiedad Intelectual, al objeto de fijar una cantidad sustitutoria de las tarifas 
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generales establecidas por una entidad de gestión, el procedimiento se ajustará a lo 
dispuesto en el capítulo V, con las salvedades previstas en el presente capítulo.

Artículo 18.  Solicitud de arbitraje para fijar una cantidad sustitutoria de las tarifas generales.
1. La solicitud de arbitraje podrá ser formulada por la entidad de gestión, la asociación de 

usuarios, la entidad de radiodifusión, o el usuario afectado especialmente significativo, y, 
además de los requisitos y documentos establecidos en el artículo 14 deberá contemplar los 
siguientes elementos, presentándose mediante el modelo oficial que figura como anexo III a 
este real decreto:

a) Fijar, como objeto de la misma, una cantidad sustitutoria de las tarifas generales 
establecidas por la entidad de gestión.

b) Exponer las razones que justifican la solicitud de sustitución de la cantidad establecida 
por la entidad de gestión.

c) Proponer una cantidad sustitutoria determinada o determinable básicamente mediante 
una operación aritmética.

d) Incluir, en defecto de convenio arbitral, el expreso sometimiento a la competencia de 
la Sección Primera conforme a lo previsto en el artículo 158 bis.2.b) del texto refundido de la 
Ley de Propiedad Intelectual, para dar solución al conflicto.

e) La parte proponente podrá acompañar a los documentos exigidos en las letras b) y c) 
de este apartado cuantos otros documentos y pruebas estime convenientes.

2. Presentada la solicitud, la Sección Primera dará traslado de la misma a la otra parte 
para que presente su respuesta con los requisitos y documentos establecidos en el artículo 
14, dentro del plazo de treinta días hábiles desde su recepción. La falta de presentación de 
la respuesta en el plazo referido tendrá los efectos previstos en el artículo 14.5 e impedirá 
proseguir el procedimiento.

3. La Sección decidirá sobre la admisión del procedimiento, de conformidad con el 
artículo 14.9. La inadmisión de la solicitud, recurrible en reposición frente a la propia Sección 
Primera dejará expedita la vía judicial ordinaria para conocer del asunto sometido a dicha 
Sección.

Artículo 19.  Desarrollo del procedimiento.
Admitida una solicitud de fijación de cantidad sustitutoria de tarifas generales, se 

comunicará a las partes, desarrollándose el procedimiento conforme a lo dispuesto en los 
artículos 15 y 16 con las siguientes especialidades:

a) La inasistencia o inactividad de cualquiera de las partes no impedirá el desarrollo del 
procedimiento, ni que se adopte la decisión arbitral resolutoria del conflicto, ni privará a ésta 
de su eficacia.

b) La presentación de una solicitud de fijación de cantidad sustitutoria de las tarifas 
generales conforme a este capítulo no exime, a los empresarios individuales o sociales 
representados por la asociación de usuarios o a la entidad de radiodifusión o al usuario 
especialmente significativo, de la obligación de hacer efectiva bajo reserva o consignar 
notarial o judicialmente la cantidad establecida por la entidad de gestión conforme al artículo 
157.2 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, o la cantidad que cautelarmente 
pueda establecer a instancia de parte la Sección, para entenderse autorizados a ejercer el 
derecho de propiedad intelectual al que hacen referencia las tarifas generales objeto de la 
controversia.

c) El laudo será escrito y motivado, para lo que deberá tener en cuenta los criterios 
mínimos establecidos en el artículo 157.1.b) del texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual.
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CAPÍTULO VII
El procedimiento de determinación de tarifas.

Artículo 20.  Solicitud de determinación de tarifas.
1. Estarán legitimados para ser parte en el procedimiento de determinación de tarifas; las 

entidades de gestión, las asociaciones de usuarios representativas a nivel nacional del 
sector correspondiente, las entidades de radiodifusión de ámbito nacional y los usuarios 
especialmente significativos.

2. La solicitud de determinación de tarifas se dirigirá a la Sección Primera, mediante el 
modelo oficial que figura como anexo IV a este real decreto por la parte solicitante, o en su 
caso, por ambas partes conjuntamente y contendrá:

a) El nombre completo, dirección y demás datos relevantes para la identificación y 
contacto de la parte o partes solicitantes y de la parte o partes requeridas a negociar, así 
como en su caso los de sus representantes. En particular, se deberá indicar las direcciones a 
las que deberán dirigirse las comunicaciones a todas esas partes.

b) El objeto del conflicto, que deberá circunscribirse a la determinación de las tarifas y las 
condiciones necesarias para hacer efectivos los derechos a los que se refiere el apartado 3 
del artículo 158 bis del Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.

c) La fecha formal del inicio de las negociaciones entre las partes en conflicto en los 
términos previstos en los apartados 4 y 5 del presente artículo.

d) La declaración de la inexistencia de acuerdo en el plazo de seis meses desde el inicio 
formal de la negociación entre las partes.

e) La pretensión que se formula respecto de las tarifas correspondientes y de las 
condiciones necesarias para hacer efectivos los derechos a los que se refiere el apartado 3 
del artículo 158 bis del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, que podrán ser de 
entidades de gestión diferentes cuando el solicitante sea uno de los mencionados en el 
siguiente apartado 3.a), 1.º y 2.º, de este artículo, siempre que previamente se las haya 
requerido a negociar y no se haya alcanzado acuerdo, las tarifas se refieran a la misma 
modalidad de explotación, respecto de la misma clase de obras o prestaciones tales como, 
audiovisuales, musicales, y las tarifas sean de aplicación a usuarios de idéntico sector. En el 
supuesto de que se solicite la fijación de tarifas por un derecho o derechos de gestión 
colectiva obligatoria que, respecto de la misma categoría de titulares, concurra con un 
derecho de gestión colectiva voluntaria sobre la misma obra o prestación, el objeto del 
conflicto deberá referirse obligatoriamente de manera conjunta a ambos derechos.

f) La cifra total anual estimada equivalente a la explotación de los derechos objeto de la 
controversia, a efectos de la determinación de la tasa cuyo pago prevé el artículo 26.

3. A la solicitud se adjuntará la siguiente documentación:
a) Dependiendo de la parte solicitante en el procedimiento presentarán:
1.º En el supuesto de las asociaciones de usuarios, la acreditación de ser 

representativas a nivel nacional en el sector correspondiente y una certificación en la que se 
comprenda el nombre y apellidos o razón social y el domicilio de los empresarios 
individuales o sociales en cuyo nombre se presente dicha solicitud, así como el acuerdo y 
mandato de representación adoptado, en relación con el procedimiento de determinación de 
tarifas, por su órgano de gobierno.

2.º En el caso de entidades de radiodifusión de ámbito nacional o usuarios 
especialmente significativos, la documentación que a su juicio justifique que reúnen dicha 
condición para su valoración por la Sección Primera.

b) Cuando la parte no actúe por sí misma, escrito que acredite la representación. 
También será posible el otorgamiento de representación ante los servicios administrativos 
correspondientes cuando se designen representantes.

c) La documentación que acredite la inexistencia de acuerdo en el plazo de seis meses 
desde el inicio formal de la negociación entre las partes objeto de la controversia, para lo que 
se deberá aportar:
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1.º Documento que acredite el inicio formal de la negociación, que contenga los nombres 
designados por las partes para llevar a cabo la negociación y la capacidad de éstos para 
vincular a éstas en la misma.

2.º Documento que acredite la inexistencia de acuerdo entre las partes en el plazo de 
seis meses desde la fecha de inicio formal de la negociación.

d) Informe motivado que respalde la pretensión que se formula respecto de las tarifas 
correspondientes, fundamentado en lo establecido en el artículo 157.1.b) del Texto 
Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, que deberá contener tanto la fijación de tarifas, 
como los términos específicos para hacer efectiva la mismas, tales como el alcance temporal 
y territorial de aplicación de éstas, las obligaciones de intercambio de información, las 
facultades de comprobación de la información, auditoría, o los plazos y la forma de pago.

e) La documentación que justifique o acredite la cifra total anual estimada equivalente a 
la explotación de los derechos objeto de la controversia, a efectos de la determinación de la 
tasa cuyo pago prevé el artículo 26.

4. A los efectos del presente artículo, se considerará como inicio formal de la 
negociación la fecha en la que las partes acuerden mutuamente iniciar dicha negociación, o 
en su defecto la fecha de la primera reunión de negociación celebrada o la fecha de 
constitución efectiva de la correspondiente mesa de negociación si la hubiera.

5. En el supuesto de que no sea posible iniciar formalmente la negociación en los 
términos contemplados en el apartado anterior y sin perjuicio de la obligación contemplada 
en el artículo 157.1.c) del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, se entenderá 
que se produce el inicio formal de las negociaciones una vez se haya recibido por la parte 
requerida a negociar la solicitud formal de inicio de las mismas, lo que deberá acreditarse 
mediante cualquier medio válido en derecho. En este caso, el o los solicitantes quedarán 
exceptuados de la presentación de la documentación prevista en la letra c) del apartado 3 
del presente artículo.

6. Si la solicitud no reuniera los requisitos establecidos en el presente artículo, la Sección 
Primera requerirá al interesado para que en el plazo de diez días subsane las faltas o 
acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le 
tendrá por desistido de su petición, archivándose las actuaciones previa la correspondiente 
resolución. Contra dicha resolución cabrá interponer el recurso potestativo de reposición 
ante la propia Sección Primera.

Artículo 21.  Inicio del procedimiento.
1. Una vez comprobado que la solicitud reúna los requisitos exigidos, la Sección Primera 

dará traslado de la misma a la parte requerida previamente a negociar para que presente las 
alegaciones que estime oportunas sobre su admisión a trámite, así como, en su caso, sobre 
la abstención o recusación de los vocales de la Sección Primera, dentro del plazo que le sea 
fijado por el Presidente y que, en ningún caso, podrá exceder de quince días.

2. Recibidas las alegaciones, o transcurrido el plazo fijado a que se refiere el apartado 
anterior sin que se hayan presentado alegaciones, la Sección Primera decidirá por mayoría 
en un plazo máximo de quince días sobre la admisión o inadmisión a trámite de la solicitud 
del procedimiento de determinación de tarifas, de conformidad con la competencia de la 
misma y con los demás requisitos establecidos en el texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual y en este real decreto, lo que será notificado a las partes. Contra dicha resolución, 
cabrá interponer recurso potestativo de reposición ante la propia Sección Primera, en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 123.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

3. Serán causa de inadmisión a trámite del procedimiento, en todo caso:
a) La solicitud manifiestamente infundada o ajena al ejercicio de las funciones 

encomendadas a la Sección Primera.
b) La solicitud de determinación de tarifas cuando éstas hayan sido establecidas en un 

procedimiento de mediación o arbitraje por la Sección Primera.
c) No ostentar la capacidad de parte, el solicitante o la requerida, de acuerdo con el 

artículo 20.1.
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d) Encontrarse vigentes por una resolución previa de la Sección Primera en los términos 
del artículo 24.2.

e) No contemplarse conjuntamente en el objeto del conflicto de la solicitud la fijación de 
tarifas por un derecho o derechos de gestión colectiva obligatoria cuando, respecto de la 
misma categoría de titulares, concurra con un derecho de gestión colectiva sobre la misma 
obra o prestación.

4. La Sección Primera, previa audiencia de las partes por un plazo común de cinco días, 
podrá acordar de oficio, la acumulación de expedientes de fijación de tarifas admitidos a 
trámite siempre que éstos versen sobre la misma modalidad de explotación, respecto de la 
misma clase de obras o prestaciones tales como, audiovisuales, musicales, y las tarifas sean 
de aplicación a usuarios de idéntico sector. Contra la decisión de acumulación no cabrá 
recurso administrativo alguno.

5. La resolución de la Sección Primera de admisión a trámite del procedimiento se 
publicará en el «Boletín Oficial del Estado», a los efectos de que aquellos titulares de 
intereses legítimos y directos que puedan resultar afectados por la resolución final que se 
dicte y que no se encuentren ya debidamente personados en el procedimiento puedan, en el 
plazo de quince días desde el día siguiente a la citada publicación, personarse en el mismo.

6. El plazo de instrucción y resolución del expediente será de nueve meses a partir de la 
admisión a trámite de la solicitud del procedimiento, que dará lugar al inicio del mismo.

Artículo 22.  Medidas provisionales.
Una vez iniciado el procedimiento, la Sección Primera podrá acordar de oficio de manera 

motivada, en su caso, medidas provisionales tendentes a asegurar la eficacia de la 
resolución administrativa que pueda dictarse, si existiesen elementos suficientes de juicio 
para ello, y en especial el pago a cuenta por parte de los usuarios, en relación con la 
remuneración exigida por las entidades de gestión por la explotación de derechos de 
remuneración y a los efectos de entender concedida la autorización respecto a los derechos 
exclusivos concurrentes con éstos, de un determinado porcentaje de las tarifas generales 
aprobadas por cada entidad de gestión o cualquier otro porcentaje que de manera motivada 
determine.

Artículo 23.  Instrucción del procedimiento.
1. Una vez comunicada a las partes la admisión a trámite de la solicitud, la Sección 

Primera realizará los actos de instrucción necesarios para el conocimiento y determinación 
de los datos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución.

2. Durante la instrucción las partes y los terceros interesados que se hayan personado 
en el procedimiento podrán presentar alegaciones y proponer la práctica de las pruebas que 
estimen pertinentes para la defensa de sus intereses que guarden relación con las tarifas 
que hayan de ser fijadas por la Sección Primera, en particular, en el caso de las partes, para 
facilitar o complementar la información intercambiada durante las negociaciones previas al 
inicio del procedimiento administrativo, así como la aportada en el inicio del procedimiento 
administrativo.

3. La Sección Primera decidirá de manera motivada y de oficio sobre la admisibilidad de 
las pruebas propuestas por las partes legítimas y los terceros interesados que se hayan 
personado en el procedimiento, sobre su práctica y su valoración, así como sobre la práctica 
de pruebas complementarias, cuando lo consideren necesario para la formación de su 
criterio. Podrá denegarse la práctica o incorporación de una prueba cuando sea 
manifiestamente improcedente o innecesaria. En los supuestos en los que haya sido 
propuesta una prueba complementaria por la Sección Primera la asunción del coste de la 
misma se distribuirá de forma igualitaria entre las partes del procedimiento, salvo que alguna 
de las partes acepte asumir la totalidad de su coste.

4. Si un medio de prueba estuviera en poder o bajo el control de una parte, y ésta 
rehusara injustificadamente presentarla o dar acceso a ella, la Sección Primera podrá extraer 
de esa conducta, tomando en consideración las restantes pruebas, las conclusiones que 
estimen procedentes sobre los hechos objeto de prueba, tales como atribuir a estos valor 
probatorio.
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5. La Sección Primera podrá acordar la celebración de reuniones con las partes, previa 
solicitud de éstas cuando lo considere adecuado para el examen de las cuestiones que se 
dilucidan en el expediente. Durante las reuniones las partes y los terceros interesados que 
se hayan personado en el procedimiento podrán exponer de forma breve sus alegaciones. 
Se celebrará vista para la práctica de pruebas testificales y periciales en lo que corresponde 
a su ratificación.

La celebración de la vista será contradictoria, y en ella podrán intervenir las partes, los 
terceros interesados y sus representantes, la Sección Primera y el personal de apoyo. Se 
podrá requerir asimismo la participación de aquellas personas que, a juicio de la Sección 
Primera, sean oportunas, previa notificación a las mismas de dicha circunstancia. Asimismo, 
la Sección Primera podrá formular preguntas a las partes, a los terceros interesados que, en 
su caso, participen en la misma, en particular sobre los informes que presenten las partes en 
apoyo de sus pretensiones y a los peritos autores de dictámenes aportados al expediente

Le corresponde al Presidente de la Sección Primera la dirección de las reuniones y de 
las vistas y el mantenimiento del orden en el transcurso de la misma.

6. El plazo máximo para la proposición, práctica de la prueba, reuniones y vistas será de 
cuatro meses desde el inicio del procedimiento.

7. La celebración de las vistas y las cuestiones abordadas en el transcurso de las 
mismas se reflejarán en un acta, sin perjuicio de su posible grabación en soporte 
audiovisual, en cuyo caso, se pondrá a disposición de las partes.

8. Concluida la práctica de las pruebas, la Sección Primera valorará en cada caso, si 
solicita, o no, informe de los organismos públicos que ejerzan sus funciones en relación con 
los mercados o sectores económicos a los que afectan las tarifas. En los casos en los que la 
Sección Primera acuerde solicitar dicho informe, el organismo público deberá emitirlo en el 
plazo de un mes desde su recepción.

9. Con anterioridad a la elaboración de la propuesta de resolución en el plazo máximo de 
un mes desde la conclusión de la práctica de pruebas o de quince días en el supuesto de 
que se haya pedido informe de los organismos públicos que ejerzan sus funciones en 
relación con los mercados o sectores económicos a los que afectan las tarifas, la Sección 
Primera dará trámite de audiencia a las partes y a los terceros interesados que se hubieren 
personado en el procedimiento para que expongan las conclusiones sobre el resultado de 
las pruebas practicadas, los informes recibidos, en su caso, de los organismos públicos, y 
sobre las tarifas que hayan de ser fijadas por la Sección Primera. En dicho trámite las partes 
habrán de ratificar o modificar sus pretensiones realizadas en sus respectivos escritos de 
solicitud y contestación a la misma, permitiéndose a los terceros interesados que se 
hubieren personado en el procedimiento que formulen sus alegaciones y pretensiones al 
efecto.

Artículo 24.  Resolución.
1. Una vez instruido el procedimiento, en el plazo máximo un mes, se notificará a las 

partes la propuesta de resolución motivada para que, en el plazo de diez días a contar desde 
el día siguiente a la notificación, puedan formular las alegaciones correspondientes. En ella 
se contendrán, como mínimo, los antecedentes del expediente, los hechos acreditados, la 
determinación cuantitativa de las tarifas y los términos específicos para hacer efectiva la 
misma.

2. La resolución motivada que ponga fin al procedimiento se adoptará en el plazo 
máximo de un mes desde la recepción de las alegaciones a la propuesta de resolución 
motivada, contendrá los antecedentes de hecho y los fundamentos de derecho relevantes, y 
determinará el importe de la remuneración exigida por la utilización de obras y demás 
prestaciones del repertorio de las entidades de gestión, la forma de pago y las demás 
condiciones necesarias para hacer efectivos los derechos cuya controversia se plantea en el 
procedimiento, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 158 bis del 
Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual. Asimismo, la resolución se notificará a 
todas las partes y a los terceros interesados que se hayan personado en el procedimiento en 
el plazo de diez días desde su adopción y sin perjuicio del tratamiento de la información 
confidencial que pueda contener, se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» y en la 
página web del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, y será aplicable a partir del día 
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siguiente al de la publicación, con alcance general para todos los titulares y obligados y a las 
propias entidades de gestión, respecto de la misma modalidad de explotación de obras y 
prestaciones e idéntico sector de usuarios. La resolución será directamente recurrible en vía 
contencioso-administrativa, conforme a lo dispuesto en el artículo 11.1.a) de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

La resolución no afectará a los términos dispuestos en los acuerdos alcanzados entre 
entidades de gestión y usuarios en uso de la autonomía de su voluntad.

3. La interposición de recurso contra la resolución de la Sección Primera no suspenderá 
la ejecución de la misma.

4. La resolución no alterará la naturaleza jurídico-civil de los derechos con respecto a los 
cuales se fije la determinación de tarifas y las demás condiciones necesarias para hacerlos 
efectivos.

Artículo 25.  Terminación convencional.
1. La Sección Primera podrá acordar, salvo que aprecie motivos para oponerse, la 

finalización del procedimiento a través de una terminación convencional, a solicitud de las 
partes, cuando éstas alcancen un acuerdo sobre la totalidad de las cuestiones objeto de 
examen en el procedimiento administrativo.

2. A tal efecto, las partes deberán presentar una propuesta conjunta ante la Sección 
Primera en el plazo máximo de diez días hábiles desde la fecha de la firma del acuerdo. La 
Sección Primera examinará su contenido para verificar que todas las cuestiones abordadas 
en el expediente se encuentran cubiertas por el acuerdo de las partes y previo trámite de 
audiencia a los terceros interesados por un plazo improrrogable de cinco días, dictará 
resolución.

3. La resolución que ponga fin al procedimiento mediante la terminación convencional 
tendrá el siguiente contenido mínimo:

a) Identificación de las partes.
b) Objeto de los compromisos alcanzados, incluyendo la duración del acuerdo, el importe 

de la remuneración exigida por la utilización de obras y demás prestaciones del repertorio de 
las entidades de gestión, la forma de pago y las demás condiciones necesarias para hacer 
efectivos los derechos cuya controversia se plantea en el procedimiento.

4. La resolución a la que se refiere el apartado anterior se publicará en el «Boletín Oficial 
del Estado» y en la página web del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte y será 
aplicable a partir del día siguiente al de la publicación, con alcance general para todos los 
titulares y obligados, respecto de la misma modalidad de explotación de obras y 
prestaciones e idéntico sector de usuarios. Dicha resolución será directamente recurrible en 
vía contencioso-administrativa, conforme a lo dispuesto en el artículo 11.1.a) de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Artículo 26.  Pago de la tasa.
1. Una vez haya finalizado el procedimiento de determinación de la tarifa por resolución o 

terminación convencional se devengará la correspondiente tasa, cuya cuota a ingresar será 
el resultante de aplicar los siguientes tipos proporcionales a las cantidades resultantes 
estimadas para la aplicación de tarifas por la Sección Primera en los términos del presente 
apartado, sin perjuicio de la cantidad mínima de 16.659,47 euros a abonar en aquellos 
procedimientos en los que la cantidad resultante estimada no supere la cuantía de 
16.659.470 euros:

a) De 16.659.470,01 euros a 100.000.000 euros para la aplicación de la tarifa 
determinada por la Sección Primera, 16.659,47 euros hasta 16.659.470 euros y un 0,15 por 
ciento sobre la correspondiente cifra de la cantidad restante.

b) A partir de 100.000.000,01 euros para la aplicación de la tarifa determinada por la 
Sección Primera, 16.659,47 euros hasta 16.659.470 euros, un 0,15 por ciento hasta 
100.000.000 y un 0,2 por ciento sobre la correspondiente cifra de la cantidad restante.

2. La determinación de las cantidades resultantes estimadas para la aplicación de tarifas 
se establecerá en cada procedimiento por la Sección Primera teniendo en cuenta la cifra 
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total anual estimada equivalente a la explotación de los derechos objeto de la controversia, 
así como el plazo de duración de la resolución o acuerdo convencional. A estos efectos, se 
tendrá en cuenta tanto la documentación presentada por la parte solicitante en su escrito de 
solicitud como aquella que aporte al respecto la parte requerida. Cuando en la intervención 
de la Sección Primera la parte solicitante o requerida sea un usuario individual, a los efectos 
de establecer la cifra total anual estimada equivalente a la explotación de los derechos 
objeto de la controversia, ésta se limitará a la que derive de su propia actividad.

3. El pago del cincuenta por ciento del importe de la tasa devengada le corresponderá a 
la entidad de gestión cuyas tarifas se determinan en la resolución y el restante cincuenta por 
ciento lo abonarán los usuarios que hayan sido parte en el procedimiento.

Artículo 27.  Recursos.
Los actos dictados por la Sección Primera en el ejercicio de su función de determinación 

de tarifas pondrán fin a la vía administrativa siendo susceptibles de recurso potestativo de 
reposición ante la propia Sección Primera en virtud de lo dispuesto en el artículo 123.1 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, o ser impugnados directamente ante la jurisdicción contencioso 
administrativa, conforme a lo dispuesto en el artículo 11.1.a) de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

CAPÍTULO VIII
El procedimiento de control de tarifas

Artículo 28.  Inicio del procedimiento.
1. El procedimiento de control relativo a las tarifas generales establecidas por las 

entidades de gestión, previsto en el apartado 4 del artículo 158 bis del Texto Refundido de la 
Ley de Propiedad Intelectual se iniciará siempre de oficio por la Sección Primera:

a) Por propia iniciativa.
b) Por denuncia de los usuarios del repertorio de las entidades de gestión obligados al 

pago de una tarifa general o, en su caso, de las asociaciones de las que formen parte éstos, 
con el contenido indicado en el apartado siguiente.

2. La denuncia se dirigirá a la Sección Primera, mediante el modelo oficial que figura 
como anexo V a este real decreto, y contendrá al menos las siguientes menciones:

a) Nombre o razón social, domicilio, teléfono y número de fax de los denunciantes y, en 
el caso de que éstos actúen por medio de representante, acreditación de la representación y 
domicilio a efectos de notificaciones.

b) Nombre o razón social, domicilio y, en su caso, número de teléfono y de fax o 
cualquier otro medio electrónico pertinente de la entidad o entidades de gestión cuyas tarifas 
generales se denuncian.

c) Justificación del denunciante de su condición de usuario del repertorio de las 
entidades de gestión obligado al pago de una tarifa general establecida por una entidad o de 
una asociación cuyos miembros sean usuario del repertorio de las entidades de gestión y 
estén obligados al citado pago, para ser considerado como tal en el procedimiento de 
control.

d) Identificación de las tarifas generales cuyo control pretende que se lleve a cabo por la 
Sección Primera, debiendo argumentarse las razones por las cuales se considera que éstas 
son inequitativas o discriminatorias.

Asimismo deberá acompañarse a la solicitud un informe en el que se justifique desde un 
punto de vista jurídico y económico los motivos por los que el denunciante considera que las 
tarifas generales denunciadas son inequitativas o discriminatorias, valorando en él la 
aplicación de los criterios mínimos recogidos en el artículo 157.1.b) del texto refundido de la 
Ley de Propiedad Intelectual, y al que se podrán adjuntar las pruebas que considere 
conveniente.
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3. Si la denuncia no reuniera los requisitos establecidos en el apartado 2 se requerirá al 
denunciante para que, en un plazo de diez días, subsane la falta o aporte la documentación 
requerida, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de la 
denuncia.

4. El desistimiento del denunciante no impedirá a la Sección Primera realizar de oficio 
todas aquellas actuaciones que considerase necesarias.

Artículo 29.  Requerimiento de información y acuerdo de no iniciación.
1. Una vez analizada la denuncia presentada o en aquellos supuestos en los que ejerza 

la función de control por iniciativa propia, la Sección Primera podrá formular requerimientos 
de información a la entidad de gestión denunciada, pudiendo constituir la falta de atención al 
mismo una infracción de conformidad con lo previsto en el artículo 162 bis.4.a) del texto 
refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, lo que será comunicado al órgano sancionador 
competente.

2. En todo caso, con anterioridad a la adopción de un acuerdo de iniciación o no del 
procedimiento, la Sección Primera notificará a la entidad de gestión denunciada y al 
denunciado en caso de que se le hubiera requerido información, la propuesta de acuerdo 
para que ésta realice las alegaciones y aporte, en su caso, la documentación que estime 
conveniente.

3. El acuerdo de no iniciación del procedimiento de la Sección Primera deberá 
comunicarse al denunciante, indicando sucintamente los motivos por los que no procede la 
iniciación del procedimiento. Contra dicho acto cabrá recurso potestativo de reposición ante 
la propia Sección Primera, en virtud de lo dispuesto en el artículo 123.1 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Artículo 30.  Remisión de información a la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia.

En los supuestos en los que la Sección Primera aprecie que las tarifas generales no 
cumplen con el criterio de equidad y no discriminación o cuando no se ajusten a los criterios 
establecidos en el artículo 157.1.b) del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, la 
Sección Primera lo comunicará y remitirá la totalidad de la información recabada a la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, a los efectos oportunos. Contra dicha 
resolución no cabrá recurso administrativo.

Disposición adicional primera.  Usuario especialmente significativo.
A los efectos de entender a un usuario como especialmente significativo en aquellos 

procedimientos sustanciados ante la Sección Primera afectados por dicho sujeto, la Sección 
tendrá en cuenta, entre otros posibles criterios, el porcentaje de ingresos brutos del usuario 
en el total del sector económico en el que sean de aplicación las tarifas a determinar.

Disposición adicional segunda.  Aplicación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

En tanto no entren en vigor la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de Régimen Jurídico del Sector Público, serán de aplicación las disposiciones que 
correspondan de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, a los supuestos en los 
que este real decreto hace referencia a las anteriores.

Disposición transitoria única.  Vocales de la Sección Primera de la Comisión de Propiedad 
Intelectual.

En el plazo de un mes desde la entrada en vigor del presente real decreto se procederá 
al nombramiento de los vocales de la Sección Primera. En tanto no se produzca el mismo la 
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Sección quedará integrada por los vocales que la componen en la fecha de entrada en vigor 
del presente real decreto.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo 

establecido en este real decreto y, en particular, los artículos 2 al 12, ambos inclusive, del 
Real Decreto 1889/2011, de 30 de diciembre, por el que se regula el funcionamiento de la 
Comisión de Propiedad Intelectual.

Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.9.ª de la 

Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre legislación sobre 
propiedad intelectual e industrial. Se exceptúan de lo anterior los capítulos III, IV y V que se 
dictan al amparo de la competencia sobre legislación procesal que la Constitución otorga al 
Estado en su artículo 149.1.6.ª

Disposición final segunda.  Presupuesto para el ejercicio de la Comisión de Propiedad 
Intelectual.

El gasto que pueda generar la puesta en funcionamiento de la Sección Primera de la 
Comisión de Propiedad Intelectual será asumido con los actuales medios con los que cuenta 
el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte.

Disposición final tercera.  Facultad de desarrollo.
El titular del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte podrá dictar cuantas 

disposiciones de desarrollo sean precisas para el cumplimiento y aplicación del presente real 
decreto, así como modificar, mediante orden ministerial, las cuantías a que hace referencia 
el artículo 26.1 del mismo conforme a la normativa aplicable en materia de desindexación.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 21

Ley 49/2003, de 26 de noviembre, de Arrendamientos Rústicos. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 284, de 27 de noviembre de 2003

Última modificación: 31 de marzo de 2015
Referencia: BOE-A-2003-21616

[ . . . ]
CAPÍTULO X

Normas procesales

[ . . . ]
Artículo 34.  Cuestiones litigiosas extrajudiciales.

Las partes, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, podrán someterse 
libremente al arbitraje en los términos previstos en la legislación aplicable en la materia.

[ . . . ]
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§ 22

Ley 2/2000, de 7 de enero, reguladora de los contratos tipo de 
productos agroalimentarios. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 8, de 10 de enero de 2000

Última modificación: 3 de agosto de 2013
Referencia: BOE-A-2000-413

[ . . . ]
Artículo 3.  Contenido de los contratos tipo.

Los contratos tipo agroalimentarios, para ser homologados, deberán incluir, al menos, las 
estipulaciones relativas a:

a) Identificación de las partes contratantes.
b) Plazo de vigencia del contrato.
c) Objeto del contrato tipo, definiendo claramente el producto, la cantidad, la calidad, la 

presentación y el calendario y lugar de entrega y cualquier otro aspecto relativo a la posición 
comercial.

d) Precios y condiciones de pago. El precio a percibir y los criterios para su actualización 
serán libremente fijados por las partes signatarias del contrato, las cuales podrán tener en 
cuenta, en su caso, indicadores de precios o costes. Estos indicadores deberán ser 
objetivos, transparentes y verificables, y no manipulables. En la fijación de los precios y 
condiciones de pago se tendrá en cuenta lo establecido al respecto por la normativa sectorial 
comunitaria.

e) Forma de resolver las controversias en la interpretación o ejecución del contrato tipo.
f) Facultades de la comisión de seguimiento y, en su caso, referencia a las aportaciones 

económicas que pueda recabar ésta.

Artículo 4.  Comisiones de seguimiento.
1. Las comisiones de seguimiento se dotarán de personalidad jurídica, de acuerdo con el 

ordenamiento jurídico, carecerán de ánimo de lucro, tendrán carácter representativo y 
composición paritaria entre las partes proponentes de los contratos tipo. Corresponderá a las 
citadas comisiones el seguimiento, promoción, vigilancia y control de uno o varios contratos 
tipo homologados siempre que se trate de un mismo producto agrario, remitiendo al 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, anualmente, los datos de contratos y 
cualquier otra información relevante requerida por éste.

2. Cuando el contrato tipo agroalimentario sea propuesto por una organización 
interprofesional agroalimentaria, la comisión de seguimiento será designada por ésta en el 
seno de la propia organización interprofesional.
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3. Podrán establecerse subcomisiones para un único contrato tipo agroalimentario en 
distintos ámbitos territoriales, si las circunstancias del mercado lo hacen conveniente.

4. En su caso, las comisiones de seguimiento podrán recabar aportaciones económicas 
de los signatarios de los contratos ajustados al contrato tipo para cubrir los siguientes 
gastos:

a) Los generados por la gestión administrativa de las comisiones de seguimiento.
b) Los de acciones que incidan directamente en la mejora de la calidad de los productos, 

en su normalización, acondicionamiento y envasado, siempre que suponga una elevación en 
la exigencia de la normativa vigente.

c) Los de acciones que incidan en la mejor protección del medio ambiente.
d) Los de acciones que mejoren la información y el conocimiento sobre las producciones 

y los mercados.
e) Los de acciones promocionales que redunden en beneficio del sector o producto 

correspondiente.
5. Las comisiones de seguimiento que recaben aportaciones económicas deberán 

someter a auditoría externa las cuentas anuales y el informe de gestión del ejercicio en el 
que percibieron cantidades por los conceptos expresados, en los términos establecidos por 
la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas, y sus normas de desarrollo. Los 
resultados de dicha auditoría deberán ser remitidos al Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación en el plazo que reglamentariamente se determine. Los auditores de cuentas 
serán nombrados por la comisión de seguimiento.

[ . . . ]
Artículo 10.  Controversias.

Las partes suscribientes de los contratos ajustados al contrato tipo solicitarán de la 
comisión de seguimiento una solución a las diferencias que surjan en la interpretación o 
ejecución de los contratos tipo agroalimentarios o en las cláusulas de penalización que en 
ellos se incluyan.

En caso de que por la comisión de seguimiento, en el plazo y forma que 
reglamentariamente se establezca, no se logre una solución al conflicto, o en el de 
discrepancia con la solución propuesta, las partes podrán recurrir a procedimientos 
arbitrales.

[ . . . ]
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§ 23

Real Decreto 686/2000, de 12 de mayo, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley 2/2000, de 7 de enero, reguladora de los 

contratos tipo de productos agroalimentarios. [Inclusión parcial]

Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación
«BOE» núm. 148, de 21 de junio de 2000
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2000-11534

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Solución de las controversias

Artículo 10.  Sometimiento de las controversias a las comisiones de seguimiento.
1. Las diferencias y conflictos que puedan plantearse en la interpretación y cumplimiento 

de los contratos de compraventa ajustados al contrato tipo homologado, se someterán por 
las partes a la comisión de seguimiento para su solución.

2. El plazo de notificación de los conflictos a la comisión de seguimiento será el que se 
establezca en el texto del contrato tipo agroalimentario. En caso de no fijarse ninguno en 
dicho contrato tipo el plazo máximo será de setenta y dos horas a contar desde que se 
produzca el conflicto.

Artículo 11.  Deber de colaboración con las comisiones de seguimiento.
Las partes suscribientes de los contratos deberán facilitar a la comisión de seguimiento 

la información y documentación necesarias para la resolución de la controversia suscitada, 
comprometiéndose a abonar, en su caso, los gastos originados por dicha intervención.

Artículo 12.  Gastos de las actuaciones de las comisiones de seguimiento.
1. Corresponde a los signatarios de los contratos satisfacer los gastos originados en la 

solución de las discrepancias, en proporción a la cuantía causada por cada uno de ellos, 
salvo notoria mala fe de una de las partes, apreciada por la comisión de seguimiento, en 
cuyo caso deberá pagar la totalidad del coste de las actuaciones practicadas.

2. Cuando las comisiones de seguimiento reciban aportaciones económicas y esté 
previsto expresamente en su presupuesto de gastos, podrán asumir el coste de sus 
actuaciones, sin repercutirlo en las partes intervinientes en el conflicto.
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Artículo 13.  Abstención de los miembros de las comisiones de seguimiento.
1. No podrán intervenir en la solución de las diferencias planteadas aquellos miembros 

de las comisiones de seguimiento que tengan con las partes o con la controversia que se les 
somete, alguna de las relaciones que establecen la posibilidad de abstención y recusación 
de un juez.

2. Los miembros de las comisiones de seguimiento podrán ser recusados por las partes 
por las mismas causas que los jueces.

3. Cuando se den algunas de las circunstancias del apartado 1 anterior, o un miembro de 
la comisión de seguimiento acepte la recusación, se procederá a designar un sustituto en la 
misma forma en que se hubiese nombrado al titular sustituido.

Artículo 14.  Plazo de la propuesta de solución.
En el plazo máximo de un mes, prorrogable por igual período, a partir de la notificación 

del conflicto por alguna de las partes, la comisión de seguimiento deberá proponer una 
solución que se someterá a la consideración de éstas para su aceptación.

Artículo 15.  Arbitraje.
1. En el caso de que por la comisión de seguimiento no se lograra una solución al 

conflicto en el plazo señalado en el artículo anterior, o en el de discrepancia con la solución 
propuesta, las partes podrán recurrir al arbitraje.

2. El procedimiento arbitral será el establecido en la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de 
Arbitraje.

CAPÍTULO IV
Comisiones de seguimiento

Artículo 16.  Concepto.
Las comisiones de seguimiento de los contratos tipo de productos agroalimentarios son 

entidades con personalidad jurídica propia e independiente de la de sus miembros, 
naturaleza privada y carácter representativo, careciendo de ánimo de lucro.

Artículo 17.  Composición.
1. Las comisiones de seguimiento se compondrán del número de vocales que libremente 

decidan los proponentes de los contratos tipo. El número de vocales representativos y de 
votos de la parte vendedora será el mismo que el de vocales representativos y votos de la 
parte compradora.

2. Una vez constituida la comisión de seguimiento, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo siguiente, podrá admitir en su seno a vocales representativos de las partes 
signatarias del contrato que no hubiesen propuesto su homologación, siempre que se 
respete la paridad entre representantes y votos de las partes vendedora y compradora.

Artículo 18.  Constitución.
1. En el plazo máximo de un mes, a partir del día siguiente a la publicación en el "Boletín 

Oficial del Estado" del contrato tipo agroalimentario homologado, deberá constituirse 
formalmente la comisión de seguimiento correspondiente.

2. Una vez constituida la comisión de seguimiento, se remitirá copia del acta de 
constitución, en el plazo máximo de quince días contados a partir de la fecha de constitución, 
a la Dirección General de Alimentación que procederá a su inscripción en el Registro de 
Comisiones de Seguimiento.

Artículo 19.  Control de las actividades de las comisiones de seguimiento.
1. Las comisiones de seguimiento remitirán a la Dirección General de Alimentación, en el 

plazo máximo de un mes desde la finalización de la correspondiente campaña, los siguientes 
datos:
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a) Número de contratos de compraventa firmados al amparo del contrato tipo 
homologado.

b) Cantidad de producto e importe de la contratación efectuada.
c) Memoria de actuaciones, evaluación del cumplimiento de objetivos, grado de 

conflictividad en la ejecución de los contratos y análisis global sobre la importancia del 
contrato tipo agroalimentario en el sector.

2. Para el cumplimiento de la obligación establecida en el apartado anterior, los contratos 
de compraventa ajustados al contrato tipo homologado se firmarán, al menos por triplicado, 
quedando un ejemplar en poder del vendedor, otro en poder del comprador y remitiéndose el 
tercero por éste a la comisión de seguimiento, donde quedará depositado.

3. Las comisiones de seguimiento que recaben aportaciones económicas remitirán a la 
Dirección General de Alimentación, en el plazo máximo de un mes desde la aprobación de 
las cuentas del ejercicio, los documentos siguientes:

a) Cuentas anuales e informe de gestión del ejercicio o campaña correspondiente.
b) Resultados de la auditoría de cuentas anuales.

Artículo 20.  Subcomisiones.
1. Las comisiones de seguimiento podrán establecer subcomisiones de seguimiento en 

ámbitos territoriales concretos, para un único contrato tipo agroalimentario, cuando las 
circunstancias del mercado lo hagan conveniente.

2. La composición de las subcomisiones respetará la paridad entre los representantes de 
las partes vendedora y compradora.

3. Las subcomisiones no precisarán de personalidad jurídica propia, ni podrán recabar 
aportaciones económicas distintas de las acordadas por la comisión de seguimiento 
correspondiente.

4. Las subcomisiones realizarán aquellas funciones que expresamente les sean 
atribuidas por la comisión de seguimiento de la que emanan.

[ . . . ]
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§ 24

Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el 
funcionamiento de la cadena alimentaria. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 185, de 3 de agosto de 2013

Última modificación: 15 de diciembre de 2021
Referencia: BOE-A-2013-8554

[ . . . ]
TÍTULO II

Régimen de contratación y prácticas comerciales desleales

CAPÍTULO I
Contratos alimentarios

[ . . . ]
Artículo 9.  Condiciones contractuales.

1. Los contratos alimentarios regulados en este Capítulo, contendrán como mínimo los 
siguientes extremos:

a) Identificación de las partes contratantes.
b) Objeto del contrato, indicando, en su caso, las categorías y referencias contratadas. 

Los contratos alimentarios podrán prever la posibilidad de que las categorías o referencias 
objeto de adquisición se concreten con la orden de pedido.

c) Precio del contrato alimentario, con expresa indicación de todos los pagos, incluidos 
los descuentos aplicables, que se determinará en cuantía fija y/o variable, en función 
únicamente de factores objetivos, verificables, no manipulables y expresamente establecidos 
en el contrato, que en ningún caso puedan ser manipulables por el propio operador u otros 
operadores del sector o hacer referencia a precios participados.

El precio del contrato alimentario que tenga que percibir un productor primario o una 
agrupación de estos deberá ser, en todo caso, superior al total de costes asumidos por el 
productor o coste efectivo de producción, que incluirá todos los costes asumidos para 
desarrollar su actividad, entre otros, el coste de semillas y plantas de vivero, fertilizantes, 
fitosanitarios, pesticidas, combustibles y energía, maquinaria, reparaciones, costes de riego, 
alimentos para los animales, gastos veterinarios, amortizaciones, intereses de los préstamos 
y productos financieros, trabajos contratados y mano de obra asalariada o aportada por el 
propio productor o por miembros de su unidad familiar.

La determinación del coste efectivo habrá de realizarse tomando como referencia el 
conjunto de la producción comercializada para la totalidad o parte del ciclo económico o 
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productivo, que se imputará en la forma en que el proveedor considere que mejor se ajusta a 
la calidad y características de los productos objeto de cada contrato.

d) Condiciones de pago, que en todo caso deberán ajustarse a los plazos de pago en las 
operaciones comerciales de productos alimentarios o alimenticios, conforme a lo establecido 
en la disposición adicional primera de la Ley 15/2010, de 5 de julio, sin perjuicio del régimen 
específico de aplicación al comercio minorista regulado en el artículo 17 de la Ley 7/1996, de 
15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, en relación con lo dispuesto en su 
disposición adicional sexta. En particular, el deudor no podrá recibir ningún tipo de 
compensación, ventaja o descuento por cumplir lo dispuesto en el contrato o la normativa 
aplicable, ni establecer condicionalidad alguna en el pago.

e) Condiciones de entrega y puesta a disposición de los productos.
f) Derechos y obligaciones de las partes contratantes.
g) Información que deben suministrarse las partes, de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 13 de esta Ley.
h) Duración del contrato, con expresa indicación de la fecha de su entrada en vigor, así 

como las condiciones de renovación y modificación del mismo.
i) Causas, formalización y efectos de la extinción del contrato.
j) (Suprimida).
k) Conciliación y resolución de conflictos, con expresa mención en el contrato del 

procedimiento que las partes utilizarán para resolver las diferencias que pudieran existir 
entre ellas en la interpretación o ejecución del contrato, debiendo indicarse o bien la corte de 
arbitraje, o bien los tribunales ante los que se someterían las posibles controversias.

Penalizaciones contractuales por no conformidades, incidencias o cualquier otra 
circunstancia debidamente documentada, que habrán de ser proporcionadas y equilibradas 
para ambas partes.

l) Excepciones por causa de fuerza mayor, conforme lo dispuesto en la Comunicación C 
(88) 1696 de la Comisión relativa a «la fuerza mayor» en el derecho agrario europeo, y en el 
artículo 1105 del Código Civil.

2. El contenido y alcance de los términos y condiciones del contrato serán libremente 
pactados por las partes, teniendo en cuenta los principios rectores recogidos en el artículo 4 
de la presente Ley.

3. Serán nulas las cláusulas y estipulaciones que incumplan lo señalado en el artículo 
9.1.c), por lo que sin perjuicio de las sanciones administrativas que procedan, el productor 
primario podrá exigir resarcimiento por daños y perjuicios en sede judicial.

[ . . . ]
TÍTULO III

Buenas Prácticas en la contratación alimentaria

CAPÍTULO I
Código de Buenas Prácticas Mercantiles en la Contratación Alimentaria

[ . . . ]
Artículo 16.  Contenido.

1. El Código de Buenas Prácticas Mercantiles en la Contratación Alimentaria contendrá 
el conjunto de principios mencionados en el apartado 2 del artículo 15 y, en particular, la 
obligación de los operadores que se adhieran voluntariamente al Código de someter la 
resolución de los problemas que puedan surgir en sus relaciones con otros operadores al 
sistema de resolución de conflictos que haya sido designado expresamente en el mismo.

Asimismo, incluirá la obligación de los operadores de hacer constar en todos los 
contratos que suscriban en el ámbito de sus relaciones comerciales el citado compromiso de 
someter la resolución de sus conflictos al sistema que haya sido establecido en el Código a 
tal efecto.
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En todo caso, los operadores de la cadena alimentaria que decidan adherirse al Código 
se comprometen a aportar la información que se requiera para analizar el conflicto 
planteado.

Además, para cuando no hubiere acuerdo entre las organizaciones de productores y los 
compradores en el precio de los contratos alimentarios que tengan por objeto productos 
agrarios no transformados, en su primera venta, el Código incluirá la facultad de que 
cualquiera de las partes pueda solicitar una mediación. La mediación se realizará en los 
términos, en las condiciones y con los efectos que reglamentariamente se establezcan, 
garantizándose en todo caso un procedimiento neutral, imparcial y donde las partes 
intervengan con plena igualdad de oportunidades. El contenido de dicha mediación no tendrá 
carácter vinculante para las partes salvo que así lo hayan expresamente acordado con 
carácter previo a la misma.

2. El Código podrá contener, en caso de que se considere necesario, acuerdos 
específicos, de ámbito sectorial, con objeto de poder contemplar con mayor precisión los 
aspectos propios de aquellos sectores que lo requieran.

3. Con objeto de mantener actualizado el contenido del Código, se contemplará en el 
mismo la constitución de una Comisión de Seguimiento, integrada por el Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, el Ministerio de Economía y Competitividad y 
representantes de las organizaciones y asociaciones representativas de los diferentes 
operadores de la cadena alimentaria.

A este fin, la Comisión se ocupará de analizar los resultados obtenidos en la aplicación 
del Código y proponer, en su caso, las modificaciones a introducir para su adaptación a la 
realidad del momento o la introducción de nuevos compromisos no contemplados 
anteriormente.

4. El contenido del Código respetará, en todo caso, la normativa de defensa de la 
competencia y al mismo se le dará una publicidad suficiente para su debido conocimiento 
por el conjunto de operadores implicados.

[ . . . ]
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§ 25

Ley 16/2021, de 14 de diciembre, por la que se modifica la Ley 
12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el funcionamiento 

de la cadena alimentaria. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 299, de 15 de diciembre de 2021

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2021-20630

[ . . . ]
Disposición final cuarta.  Mediación.

Cuando no hubiese acuerdo entre proveedor y comprador en la formalización, 
interpretación o cumplimiento de los contratos alimentarios, las partes podrán solicitar una 
mediación.

La mediación se realizará en los términos, en las condiciones y con los efectos previstos 
en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles, y que 
reglamentariamente se establezcan, garantizándose en todo caso un procedimiento neutral, 
imparcial, y donde las partes intervengan con plena igualdad de oportunidades.

[ . . . ]
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§ 26

Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones generales de la 
contratación. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 89, de 14 de abril de 1998

Última modificación: 16 de marzo de 2019
Referencia: BOE-A-1998-8789

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Acciones colectivas de cesación, retractación y declarativa de condiciones 
generales

[ . . . ]
Artículo 13.  Sometimiento a dictamen de conciliación.

Previamente a la interposición de las acciones colectivas de cesación, retractación o 
declarativa, podrán las partes someter la cuestión ante el Registrador de Condiciones 
Generales en el plazo de quince días hábiles sobre la adecuación a la Ley de las cláusulas 
controvertidas, pudiendo proponer una redacción alternativa a las mismas. El dictamen del 
Registrador no será vinculante.

[ . . . ]
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§ 27

Real Decreto 1828/1999, de 3 de diciembre, por el que se aprueba el 
Reglamento del Registro de Condiciones Generales de la 

Contratación. [Inclusión parcial]

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 306, de 23 de diciembre de 1999

Última modificación: 25 de abril de 2002
Referencia: BOE-A-1999-24356

[ . . . ]
REGLAMENTO DEL REGISTRO DE CONDICIONES GENERALES DE LA 

CONTRATACIÓN

[ . . . ]
Artículo 22.  Dictamen de conciliación.

1. Previamente a la interposición de las acciones colectivas de cesación, retractación o 
declarativa podrán las partes someter la cuestión ante el registrador provincial de 
condiciones generales de la contratación competente para que, en el plazo de quince días 
hábiles siguientes a la solicitud, dictamine sobre la adecuación de las cláusulas 
controvertidas a la Ley.

2. El dictamen no será vinculante, salvo que las dos partes expresamente lo hicieren 
constar así en la solicitud o cuando del examen realizado se aprecie que alguna 
cláusula está incluida en las previstas en la disposición adicional primera de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

3. El dictamen podrá consistir en proponer a éstas una redacción alternativa de todas o 
algunas de las cláusulas cuestionadas, o en determinar el alcance o interpretación de 
alguna de ellas. El registrador también podrá proponer como suya la redacción alternativa 
sugerida por alguna de las partes.

4. (Anulado)

Téngase en cuenta que se declara la nulidad de los incisos destacados de los apartados 2 y 
el 3 por Sentencia del TS de 12 de febrero de 2002. Ref. BOE-A-2002-6863

[ . . . ]
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§ 28

Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la 
información y de comercio electrónico. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 166, de 12 de julio de 2002
Última modificación: 9 de mayo de 2023

Referencia: BOE-A-2002-13758

[ . . . ]
TÍTULO II

Prestación de servicios de la sociedad de la información

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Códigos de conducta

Artículo 18.  Códigos de conducta.
1. Las administraciones públicas impulsarán, a través de la coordinación y el 

asesoramiento, la elaboración y aplicación de códigos de conducta voluntarios, por parte de 
las corporaciones, asociaciones u organizaciones comerciales, profesionales y de 
consumidores, en las materias reguladas en esta Ley. La Administración General del Estado 
fomentará, en especial, la elaboración de códigos de conducta de ámbito comunitario o 
internacional.

Los códigos de conducta que afecten a los consumidores y usuarios estarán sujetos, 
además, al capítulo V de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de competencia desleal.

Los códigos de conducta podrán tratar, en particular, sobre los procedimientos para la 
detección y retirada de contenidos ilícitos y la protección de los destinatarios frente al envío 
por vía electrónica de comunicaciones comerciales no solicitadas, así como sobre los 
procedimientos extrajudiciales para la resolución de los conflictos que surjan por la 
prestación de los servicios de la sociedad de la información.

2. En la elaboración de dichos códigos, habrá de garantizarse la participación de las 
asociaciones de consumidores y usuarios y la de las organizaciones representativas de 
personas con discapacidades físicas o psíquicas, cuando afecten a sus respectivos 
intereses.

Cuando su contenido pueda afectarles, los códigos de conducta tendrán especialmente 
en cuenta la protección de los menores y de la dignidad humana, pudiendo elaborarse, en 
caso necesario, códigos específicos sobre estas materias.
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Los poderes públicos estimularán, en particular, el establecimiento de criterios comunes 
acordados por la industria para la clasificación y etiquetado de contenidos y la adhesión de 
los prestadores a los mismos.

3. Los códigos de conducta a los que hacen referencia los apartados precedentes 
deberán ser accesibles por vía electrónica. Se fomentará su traducción a otras lenguas 
oficiales, en el Estado y de la Unión Europea, con objeto de darles mayor difusión.

[ . . . ]
TÍTULO V

Solución judicial y extrajudicial de conflictos

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Solución extrajudicial de conflictos

Artículo 32.  Solución extrajudicial de conflictos.
1. El prestador y el destinatario de servicios de la sociedad de la información podrán 

someter sus conflictos a los arbitrajes previstos en la legislación de arbitraje y de defensa de 
los consumidores y usuarios, y a los procedimientos de resolución extrajudicial de conflictos 
que se instauren por medio de códigos de conducta u otros instrumentos de autorregulación.

2. En los procedimientos de resolución extrajudicial de conflictos a que hace referencia el 
apartado anterior, podrá hacerse uso de medios electrónicos, en los términos que establezca 
su normativa específica.

TÍTULO VI
Información y control

[ . . . ]
Artículo 34.  Comunicación de resoluciones relevantes.

1. El Consejo General del Poder Judicial remitirá al Ministerio de Justicia, en la forma y 
con la periodicidad que se acuerde mediante Convenio entre ambos órganos, todas las 
resoluciones judiciales que contengan pronunciamientos relevantes sobre la validez y 
eficacia de los contratos celebrados por vía electrónica, sobre su utilización como prueba en 
juicio, o sobre los derechos, obligaciones y régimen de responsabilidad de los destinatarios y 
los prestadores de servicios de la sociedad de la información.

2. Los órganos arbitrales y los responsables de los demás procedimientos de resolución 
extrajudicial de conflictos a que se refiere el artículo 32.1 comunicarán al Ministerio de 
Justicia los laudos o decisiones que revistan importancia para la prestación de servicios de la 
sociedad de la información y el comercio electrónico de acuerdo con los criterios indicados 
en el apartado anterior.

3. En la comunicación de las resoluciones, laudos y decisiones a que se refiere este 
artículo, se tomarán las precauciones necesarias para salvaguardar el derecho a la intimidad 
y a la protección de los datos personales de las personas identificadas en ellos.

4. El Ministerio de Justicia remitirá a la Comisión Europea y facilitará el acceso de 
cualquier interesado a la información recibida de conformidad con este artículo.

[ . . . ]
Disposición adicional tercera.  Sistema Arbitral de Consumo.

El prestador y el destinatario de servicios de la sociedad de la información podrán 
someter sus conflictos al arbitraje de consumo, mediante la adhesión de aquéllos al Sistema 
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Arbitral de Consumo competente que se prestará también por medios electrónicos, conforme 
al procedimiento establecido reglamentariamente.

[ . . . ]
Disposición final octava.  Distintivo de adhesión a códigos de conducta que incorporen 
determinadas garantías.

En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno aprobará 
un distintivo que permita identificar a los prestadores de servicios que respeten códigos de 
conducta adoptados con la participación del Consejo de Consumidores y Usuarios, y que 
incluyan, entre otros contenidos, la adhesión al Sistema Arbitral de Consumo o a otros 
sistemas de resolución extrajudicial de conflictos que respeten los principios establecidos en 
la normativa comunitaria sobre sistemas alternativos de resolución de conflictos con 
consumidores, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

[ . . . ]
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§ 29

Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de 
lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 314, de 30 de diciembre de 2004

Última modificación: 1 de octubre de 2014
Referencia: BOE-A-2004-21830

[ . . . ]
Artículo 11.  Transparencia en las buenas prácticas comerciales.

Con el fin de velar por la plena transparencia en el ejercicio de los derechos y el 
cumplimiento de las obligaciones previstas en la presente Ley, las Administraciones Públicas 
promoverán la elaboración de Códigos de buenas prácticas comerciales, así como la 
adopción de sistemas de resolución de conflictos a través de la mediación y el arbitraje, 
siendo de adscripción voluntaria por parte de los agentes económicos.

[ . . . ]
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§ 30

Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias. [Inclusión 

parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 287, de 30 de noviembre de 2007

Última modificación: 29 de junio de 2023
Referencia: BOE-A-2007-20555

[ . . . ]
Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 

Usuarios y otras leyes complementarias

LIBRO PRIMERO
Disposiciones generales

[ . . . ]
TÍTULO V

Procedimientos judiciales y extrajudiciales de protección de los consumidores 
y usuarios

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Sistema Arbitral del Consumo

Artículo 57.  Sistema Arbitral del Consumo.
1. El Sistema Arbitral del Consumo es el sistema extrajudicial de resolución de resolución 

de conflictos entre los consumidores y usuarios y los empresarios a través del cual, sin 
formalidades especiales y con carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes, se 
resuelven las reclamaciones de los consumidores y usuarios, siempre que el conflicto no 
verse sobre intoxicación, lesión o muerte o existan indicios racionales de delito.

2. La organización, gestión y administración del Sistema Arbitral de Consumo y el 
procedimiento de resolución de los conflictos, se establecerá reglamentariamente por el 
Gobierno. En dicho reglamento podrá preverse la decisión en equidad, salvo que las partes 
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opten expresamente por el arbitraje de derecho, el procedimiento a través del cual se 
administrará el arbitraje electrónico, los supuestos en que podrá interponerse una 
reclamación ante la Junta Arbitral Nacional frente a las resoluciones de las Juntas arbitrales 
territoriales sobre admisión o inadmisión de las solicitudes de arbitraje y los casos en que 
actuará un árbitro único en la administración del arbitraje de consumo.

3. Los órganos arbitrales estarán integrados por representantes de los sectores 
empresariales interesados, de las organizaciones de consumidores y usuarios y de las 
Administraciones públicas.

4. No serán vinculantes para los consumidores los convenios arbitrales suscritos con un 
empresario antes de surgir el conflicto. La suscripción de dicho convenio, tendrá para el 
empresario la consideración de aceptación del arbitraje para la solución de las controversias 
derivadas de la relación jurídica a la que se refiera, siempre que el acuerdo de sometimiento 
reúna los requisitos exigidos por las normas aplicables.

Artículo 58.  Sumisión al Sistema Arbitral del Consumo.
1. La sumisión de las partes al Sistema Arbitral del Consumo será voluntaria y deberá 

constar expresamente, por escrito, por medios electrónicos o en cualquier otra forma 
admitida legalmente que permita tener constancia del acuerdo.

2. Quedarán sin efecto los convenios arbitrales y las ofertas públicas de adhesión al 
arbitraje de consumo formalizados por quienes sean declarados en concurso de acreedores. 
A tal fin, el auto de declaración de concurso será notificado al órgano a través del cual se 
hubiere formalizado el convenio y a la Junta Arbitral Nacional, quedando desde ese 
momento el deudor concursado excluido a todos los efectos del Sistema Arbitral de 
Consumo.

LIBRO SEGUNDO
Contratos y garantías

[ . . . ]
TÍTULO II

Condiciones generales y cláusulas abusivas

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Cláusulas abusivas

[ . . . ]
Artículo 90.  Cláusulas abusivas sobre competencia y derecho aplicable.

Son, asimismo, abusivas las cláusulas que establezcan:
1. La sumisión a arbitrajes distintos del arbitraje de consumo, salvo que se trate de 

órganos de arbitraje institucionales creados por normas legales para un sector o un supuesto 
específico.

2. La previsión de pactos de sumisión expresa a Juez o Tribunal distinto del que 
corresponda al domicilio del consumidor y usuario, al lugar del cumplimiento de la obligación 
o aquél en que se encuentre el bien si éste fuera inmueble.

3. La sumisión del contrato a un Derecho extranjero con respecto al lugar donde el 
consumidor y usuario emita su declaración negocial o donde el empresario desarrolle la 
actividad dirigida a la promoción de contratos de igual o similar naturaleza.

[ . . . ]
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§ 31

Real Decreto 231/2008, de 15 de febrero, por el que se regula el 
Sistema Arbitral de Consumo

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 48, de 25 de febrero de 2008

Última modificación: 4 de noviembre de 2017
Referencia: BOE-A-2008-3527

El artículo 51 de la Constitución insta a los poderes públicos a garantizar la defensa de 
los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, su seguridad, 
salud y sus legítimos intereses económicos.

La Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, en el artículo 31 preveía que el Gobierno debía establecer, previa audiencia de los 
sectores interesados y de las asociaciones de consumidores y usuarios, un sistema arbitral 
que, sin formalidades especiales, atienda y resuelva con carácter vinculante y ejecutivo para 
ambas partes, las quejas o reclamaciones de los consumidores o usuarios.

Por Real Decreto 636/1993, de 3 mayo, se procedió a la regulación del Sistema Arbitral 
de Consumo.

La Ley 44/2006, de 29 de diciembre, de mejora de la protección de los consumidores y 
usuarios, prevé en su disposición final sexta que en el plazo de un año desde su entrada en 
vigor, el Gobierno, contando con el parecer de las comunidades autónomas a través de la 
Conferencia Sectorial de Consumo y con audiencia del Consejo de Consumidores y 
Usuarios, dictará una nueva regulación del Sistema Arbitral de Consumo, regulando también 
el arbitraje virtual.

Asimismo, la disposición final sexta establece que reglamentariamente se determinarán 
los supuestos en que podrá interponerse reclamación ante la Junta Arbitral Nacional frente a 
las resoluciones de las Juntas Arbitrales territoriales sobre la admisión o inadmisión de las 
solicitudes de arbitraje, y los supuestos en los que actuará un árbitro único en la 
administración del arbitraje de consumo.

Tras la aprobación del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y otras leyes complementarias, estas previsiones y el régimen legal general del 
arbitraje de consumo se recogen en sus artículos 57 y 58.

Igualmente, es necesario adecuar la regulación del Sistema Arbitral de Consumo a la 
Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.

En este marco jurídico, este reglamento mantiene las características esenciales del 
arbitraje de consumo, introduciendo las modificaciones necesarias para incrementar la 
seguridad jurídica de las partes y la homogeneidad del sistema, como presupuestos 
necesarios para reforzar la confianza en él de empresas o profesionales y consumidores o 
usuarios, asegurando el recurso a este sistema extrajudicial de resolución de conflictos que, 
como tal, es de carácter voluntario.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

– 155 –



Con este objetivo, se resuelven en este real decreto cuestiones que, ante la falta de 
regulación expresa, habían sido objeto de controversias en las Juntas Arbitrales de 
Consumo, llevando a pronunciamientos dispares y a la disgregación del sistema. Se aclaran, 
en consecuencia, cuestiones tales como las materias que pueden ser objeto de arbitraje de 
consumo, la regulación aplicable a la actividad de las Juntas Arbitrales de Consumo y a los 
órganos a los que se encomienda la resolución del conflicto, la admisibilidad de la 
reconvención en el arbitraje de consumo y el papel de la mediación en el procedimiento 
arbitral, absteniéndose de regular este instituto de resolución de conflictos por congruencia 
con las competencias autonómicas sobre la materia.

Adicionalmente, en orden al funcionamiento integrado del Sistema Arbitral de Consumo y 
para garantizar la seguridad jurídica de las partes, se establecen mecanismos que favorecen 
la previsibilidad del sistema. Para ello se crean dos instituciones fundamentales, la Comisión 
de las Juntas Arbitrales de Consumo y el Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo.

A la primera, integrada por tres presidentes de Juntas Arbitrales de Consumo, se le 
encomienda la resolución de los recursos frente a la admisión o inadmisión de solicitudes de 
arbitraje con causa en la materia objeto de arbitraje, la emisión de informes técnicos, 
dictámenes o recomendaciones que faciliten la labor de los órganos arbitrales y eviten 
pronunciamientos contradictorios y la emisión de informe preceptivo en la admisión de las 
ofertas públicas de adhesión limitada al Sistema Arbitral de Consumo. Este informe 
preceptivo es, además, vinculante cuando su pronunciamiento sea contrario a la 
admisibilidad de la oferta.

Los miembros de la Comisión de las Juntas Arbitrales actuarán asistidos por dos árbitros 
en representación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las organizaciones 
empresariales o profesionales.

Con la doble finalidad de garantizar la transparencia en el funcionamiento del sistema y 
reforzar la seguridad jurídica de las partes, se introduce expresamente la publicidad de las 
resoluciones de la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo y del resto de las 
informaciones relevantes sobre el Sistema Arbitral de Consumo.

A la segunda de las instituciones señaladas, el Consejo General del Sistema Arbitral de 
Consumo, integrado por una amplia representación de la Administración General del Estado, 
de las Juntas Arbitrales de Consumo y de las organizaciones sociales, se le encomiendan 
las funciones relativas al establecimiento de criterios generales del funcionamiento del 
sistema, con idéntica finalidad a la señalada.

Con los mismos fines, se establecen criterios claros sobre la competencia territorial de 
las Juntas Arbitrales que integran el Sistema Arbitral de Consumo, se apuesta 
decididamente por la capacitación de los árbitros, por la creación de colegios sectoriales y 
especializados, por las ofertas públicas de adhesión sin limitación o por la creación de un 
distintivo específico cuando se admitan ofertas públicas de adhesión limitadas, con el objeto 
de permitir al consumidor conocer de antemano la existencia de limitaciones y evitar la 
competencia desleal en el uso del distintivo de adhesión al sistema.

Configurada la adhesión al Sistema Arbitral de Consumo y, en consecuencia, el uso del 
distintivo de adhesión como un elemento adicional de calidad que empresas y profesionales 
ofrecen a los consumidores y usuarios, se regula expresamente la retirada del uso de dicho 
distintivo a quienes no mantengan altos estándares de calidad en sus relaciones con los 
consumidores y usuarios.

En la regulación de los órganos arbitrales, se posibilita el conocimiento de los asuntos 
por un órgano unipersonal, cuando las partes lo acuerden o la escasa cuantía y complejidad 
del asunto así lo aconsejen, y se establecen detalladamente las funciones del secretario 
arbitral.

Manteniendo el antiformalismo del Sistema Arbitral de Consumo, se establecen con 
claridad los requisitos mínimos de la solicitud de arbitraje, se fija con precisión el momento 
de inicio del procedimiento arbitral, se apuesta por la utilización de las tecnologías en todas 
las fases del procedimiento, se garantizan los principios de audiencia, contradicción, 
igualdad de las partes y gratuidad, y se establecen de forma objetiva los plazos para dictar 
laudo, asegurando que, aún cuando formalmente tales plazos se amplían, el laudo se dicta 
sin una demora irrazonable respecto de la fecha de solicitud.
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Asimismo, se flexibilizan los requisitos de la notificación de las actuaciones arbitrales 
estando al acuerdo de las partes y estableciendo la aplicación supletoria de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

Dos novedades de notable trascendencia se incorporan, por último, en este reglamento: 
la regulación del arbitraje de consumo electrónico y del arbitraje de consumo colectivo.

En el arbitraje de consumo electrónico, que se sustanciará conforme a la regulación 
general prevista en el real decreto, se aborda la regulación de aquéllos aspectos concretos 
necesarios para su funcionamiento, tales como la determinación de la Junta Arbitral 
competente, el uso de la firma electrónica, el lugar del arbitraje y la notificación, 
introduciendo la publicación edictal electrónica ante la imposibilidad de la notificación en el 
lugar designado por las partes.

En el arbitraje de consumo colectivo, al que igualmente le serán de aplicación las 
disposiciones generales del real decreto, se abordan expresamente sus particularidades en 
relación con la determinación de la competencia territorial de las Juntas, la iniciación del 
procedimiento, el llamamiento a los consumidores y usuarios cuyos intereses individuales 
pudieran haberse visto afectados por los hechos de los que trae su causa el arbitraje y la 
fecha de iniciación del plazo para dictar laudo, haciéndolo coincidir con la finalización del 
plazo para el llamamiento y, en consecuencia, con el momento en el que se habrán 
formalizado válidamente la mayor parte de los convenios arbitrales que permitirán el 
conocimiento y resolución de este arbitraje colectivo.

La tramitación del arbitraje colectivo determinará la acumulación en este procedimiento 
de las solicitudes de arbitraje individual y la posibilidad de que el reclamado se oponga a tal 
tramitación individual. Adicionalmente, se prevé en la norma la acumulación de 
procedimientos individuales.

Asimismo, haciendo uso de la facultad concedida por la disposición adicional única de la 
Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, se establece la decisión en equidad, salvo 
que las partes opten expresamente por el arbitraje en derecho, recordando la aplicación 
supletoria de la Ley en lo no previsto en este real decreto.

La disposición final tercera modifica el texto del anexo del Real Decreto 1163/2005, de 30 
de septiembre, por el que se regula el distintivo público de confianza en los servicios de la 
sociedad de la información y de comercio electrónico, así como los requisitos y el 
procedimiento de concesión, al objeto de incluir en la descripción del distintivo público de 
confianza en línea las medidas en píxeles propias de su utilización en formatos electrónicos.

Este real decreto se dicta en cumplimiento de lo dispuesto en la disposición final sexta 
de la Ley 44/2006, de 29 de diciembre, de mejora de la protección de los consumidores y 
usuarios, conforme a lo previsto los artículos 57 y 58 del texto refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, contando 
con el parecer de las comunidades autónomas a través de la Conferencia Sectorial de 
Consumo y con audiencia del Consejo de Consumidores y Usuarios y de las organizaciones 
empresariales.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Sanidad y Consumo y de Justicia, con la 
aprobación previa de la Ministra de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 15 de febrero de 
2008,

D I S P O N G O :

CAPITULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. Esta norma tiene por objeto regular la organización del Sistema Arbitral de Consumo y 

el procedimiento del arbitraje de consumo.
2. El Sistema Arbitral de Consumo es el arbitraje institucional de resolución extrajudicial, 

de carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes, de los conflictos surgidos entre los 
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consumidores o usuarios y las empresas o profesionales en relación a los derechos legal o 
contractualmente reconocidos al consumidor.

Artículo 2.  Materias objeto de arbitraje de consumo.
1. Unicamente podrán ser objeto de arbitraje de consumo los conflictos a que se refiere 

el artículo 1.2 que versen sobre materias de libre disposición de las partes conforme a 
derecho.

2. No obstante lo previsto en el apartado anterior, no podrán ser objeto de arbitraje de 
consumo los conflictos que versen sobre intoxicación, lesión, muerte o aquéllos en que 
existan indicios racionales de delito, incluida la responsabilidad por daños y perjuicios 
directamente derivada de ellos, conforme a lo previsto en el artículo 57.1 del Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias.

Artículo 3.  Regulación aplicable.
1. El arbitraje de consumo se rige por lo dispuesto en la presente norma y, en lo no 

previsto en ella, por la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.
2. La actividad de las Juntas Arbitrales de Consumo es de carácter administrativo, 

siéndoles de aplicación en lo no previsto expresamente en esta norma, la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

3. El arbitraje electrónico y los actos realizados por vía electrónica, en lo no previsto 
expresamente en esta norma, se regirá por lo dispuesto en la Ley 11/2007, de 22 de junio, 
de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos.

Artículo 4.  Organización del Sistema Arbitral de Consumo.
El Sistema Arbitral de Consumo se organiza a través de las Juntas Arbitrales de 

Consumo, la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo, el Consejo General del Sistema 
Arbitral de Consumo y los órganos arbitrales.

CAPITULO II
Organización del Sistema Arbitral de Consumo

Sección 1.ª Juntas Arbitrales de Consumo

Artículo 5.  Juntas Arbitrales de Consumo.
1. Las Juntas Arbitrales de Consumo son los órganos administrativos de gestión del 

arbitraje institucional de consumo y prestan servicios de carácter técnico, administrativo y de 
secretaría, tanto a las partes como a los árbitros.

2. Son Juntas Arbitrales de Consumo:
a) La Junta Arbitral Nacional, adscrita al Instituto Nacional del Consumo
b) Las Juntas Arbitrales territoriales constituidas mediante convenio de colaboración 

entre las Administraciones públicas y el Instituto Nacional del Consumo, en el que podrá 
preverse la constitución de delegaciones de la Junta Arbitral territorial, ya sean territoriales o 
sectoriales.

3. Las comunicaciones entre las Juntas Arbitrales de Consumo precisas para la 
administración del arbitraje se realizarán en el plazo de 10 días desde la fecha de entrada en 
la Junta Arbitral remitente de los documentos que deban trasladarse, salvo que en esta 
norma se prevea un plazo distinto.

Artículo 6.  Funciones de las Juntas Arbitrales de Consumo.
Las Juntas Arbitrales de Consumo desempeñan las siguientes funciones:

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 31  Real Decreto por el que se regula el Sistema Arbitral de Consumo

– 158 –



a) Fomentar el arbitraje de consumo entre empresas o profesionales, consumidores o 
usuarios y sus respectivas asociaciones, procurando la adhesión de las empresas o 
profesionales al Sistema Arbitral de Consumo mediante la realización de ofertas públicas de 
adhesión.

b) Resolver sobre las ofertas públicas de adhesión y conceder o retirar el distintivo de 
adhesión al Sistema Arbitral de Consumo, así como gestionar y mantener actualizados los 
datos de las empresas o profesionales que estén adheridos al Sistema Arbitral de Consumo 
a través de la Junta Arbitral de Consumo.

c) Comunicar al registro público de empresas adheridas al Sistema Arbitral de Consumo 
los datos actualizados de las empresas o profesionales que hayan realizado ofertas públicas 
de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo a través de la Junta Arbitral de Consumo.

d) Dar publicidad de las empresas o profesionales adheridos al Sistema Arbitral de 
Consumo mediante ofertas públicas de adhesión, en particular en el respectivo ámbito 
territorial.

e) Elaborar y actualizar la lista de árbitros acreditados ante la Junta Arbitral de Consumo.
f) Asegurar el recurso a la mediación previa al conocimiento del conflicto por los órganos 

arbitrales, salvo que no proceda conforme a lo previsto en el artículo 38.
g) Gestionar el archivo arbitral, en el que se conservarán y custodiarán los expedientes 

arbitrales.
h) Llevar los libros de registro relativos a los procedimientos arbitrales a través de las 

aplicaciones informáticas correspondientes y, en su defecto, manualmente.
i) Gestionar, custodiar o depositar ante la institución que se acuerde los bienes y objetos 

afectos a los expedientes arbitrales, cuando lo acuerde el órgano arbitral que conozca del 
conflicto o el presidente de la Junta Arbitral, a solicitud de las partes antes de la designación 
del órgano arbitral.

j) Impulsar y gestionar los procedimientos arbitrales de consumo.
k) Proveer de medios y realizar las actuaciones necesarias para el mejor ejercicio de las 

funciones de los órganos arbitrales y, en su caso, de los mediadores.
l) Gestionar un registro de laudos emitidos, cuyo contenido, respetando la privacidad de 

las partes, será público.
m) Poner a disposición de los consumidores o usuarios y de las empresas o 

profesionales formularios de solicitud de arbitraje, contestación y aceptación, así como de 
ofertas públicas de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo.

n) En general, cualquier actividad relacionada con el apoyo y soporte a los órganos 
arbitrales para la resolución de los conflictos que se sometan a la Junta Arbitral de Consumo.

Artículo 7.  Composición de las Juntas Arbitrales de Consumo.
1. Las Juntas Arbitrales de Consumo estarán integradas por su presidente y el 

secretario, cargos que deberán recaer en personal al servicio de las Administraciones 
públicas, y por el personal de apoyo adscrito a dicho órgano.

El presidente y el secretario de la Junta Arbitral de Consumo serán designados por la 
Administración de la que dependa la Junta, publicándose su nombramiento en el diario oficial 
que corresponda al ámbito territorial de la Junta Arbitral de Consumo.

2. Salvo lo dispuesto en el artículo 36, las resoluciones de los presidentes de las Juntas 
Arbitrales de Consumo podrán fin a la vía administrativa.

3. El secretario de la Junta Arbitral de Consumo garantizará el funcionamiento 
administrativo de la Junta, siendo responsable de las notificaciones de los actos de la Junta, 
que se efectuarán conforme a lo dispuesto en los artículos 58 y siguientes de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre.

Cuando se creen delegaciones territoriales o sectoriales de la Junta Arbitral de 
Consumo, se podrán designar presidentes y secretarios de la delegación territorial o 
sectorial.

Lo previsto en el párrafo anterior, se entenderá sin perjuicio de la capacidad del 
presidente de la Junta Arbitral de Consumo para designar órganos arbitrales que conozcan 
de los conflictos en los ámbitos territoriales en los que no exista Junta Arbitral territorial o 
delegaciones de la Junta Arbitral de Consumo.
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Artículo 8.  Competencias para conocer de las solicitudes individuales de arbitraje.
1. Será competente para conocer de las solicitudes individuales de arbitraje de los 

consumidores o usuarios, la Junta Arbitral de Consumo a la que ambas partes, de común 
acuerdo, sometan la resolución del conflicto.

2. En defecto de acuerdo de las partes, será competente la Junta Arbitral territorial en la 
que tenga su domicilio el consumidor, salvo lo previsto en el apartado siguiente.

Si conforme a este criterio existieran varias Juntas Arbitrales territoriales competentes, 
conocerá el asunto la de inferior ámbito territorial.

3. Cuando exista una limitación territorial en la oferta pública de adhesión al Sistema 
Arbitral de Consumo, será competente la Junta Arbitral de Consumo a la que se haya 
adherido la empresa o profesional, y si éstas fueran varias, aquélla por la que opté el 
consumidor.

Sección 2.ª Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo

Artículo 9.  Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo.
La Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo es un órgano colegiado, adscrito 

funcionalmente al Instituto Nacional del Consumo a través de la Junta Arbitral Nacional, con 
competencia para el establecimiento de criterios homogéneos en el Sistema Arbitral de 
Consumo y la resolución de los recursos frente a las resoluciones de los presidentes de las 
Juntas Arbitrales de Consumo en los supuestos previstos en el artículo 36.

Artículo 10.  Composición y funcionamiento.
1. La Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo estará integrada por su presidente, 

que será el presidente de la Junta Arbitral Nacional, y dos vocales designados, por un 
período de dos años, por el Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo, entre los 
presidentes de las Juntas Arbitrales territoriales.

El secretario de la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo, que asistirá a las 
reuniones con voz, pero sin voto, será designado entre el personal del Instituto Nacional del 
Consumo.

2. La Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo estará asistida por dos árbitros 
designados, por un período de dos años por el Consejo General del Sistema Arbitral de 
Consumo, entre los árbitros propuestos por los representantes en dicho órgano del Consejo 
de Consumidores y Usuarios y de las organizaciones empresariales y profesionales.

3. Los vocales y árbitros designados por el Consejo podrán ser reelegidos por un 
máximo de tres mandatos, procediéndose a la cobertura de las vacantes que se produzcan 
mediante nueva designación del Consejo por el tiempo que reste de mandato al vocal o 
árbitro sustituido.

4. En caso de vacante, ausencia o enfermedad el presidente será sustituido por el vocal 
más antiguo en el cargo.

5. Los acuerdos de la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo se adoptarán por 
mayoría de votos emitidos entendiéndose válidamente adoptados si en la votación 
concurren, al menos, una mayoría de sus miembros.

Artículo 11.  Competencias de la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo.
Son competencias de la Comisión de las Juntas Arbitrajes de Consumo:
1. La resolución de los recursos que planteen las partes sobre la admisión o inadmisión a 

trámite de una solicitud de arbitraje, conforme a lo previsto en el artículo 36.
2. La emisión de informes técnicos, dictámenes o recomendaciones que sirvan de apoyo 

a los árbitros en el ejercicio de sus funciones, en particular ante la existencia de laudos 
contradictorios que lleguen a pronunciamientos divergentes ante hechos, fundamentos y 
pretensiones sustancialmente iguales. Los informes, dictámenes o recomendaciones 
salvaguardan la independencia e imparcialidad de los árbitros que, motivadamente, podrán 
apartarse de su contenido.
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Los informes, dictámenes o recomendaciones se emitirán a iniciativa de los presidentes 
de las Juntas Arbitrales, de los árbitros o de las partes en el procedimiento arbitral, en el 
plazo máximo de 30 días a contar desde el siguiente a la recepción de la solicitud por la 
Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo y publicados en la página web del Instituto 
Nacional del Consumo.

Los informes, dictámenes o recomendaciones, para cuya emisión podrá recabarse de las 
Juntas Arbitrales toda la documentación e información que se considere oportuna, serán 
públicos y deberán ser notificados por la secretaría de la Comisión a las Juntas Arbitrales de 
Consumo y a sus delegaciones.

3. La emisión del informe preceptivo en la admisión de ofertas publicas de adhesión 
limitada al Sistema Arbitral de Consumo. El informe negativo de la Comisión será, además, 
vinculante para la Junta Arbitral de Consumo.

El informe, que tendrá en cuenta las directrices fijadas por el Consejo General del 
Sistema Arbitral de Consumo y, en su caso, las razones alegadas por la Junta Arbitral 
competente para resolver, se pronunciará igualmente sobre la procedencia de conceder el 
distintivo de adhesión limitada al Sistema Arbitral de Consumo.

4. La emisión del informe preceptivo y no vinculante en el procedimiento de retirada de la 
acreditación como árbitro del Sistema Arbitral de Consumo, en los casos previstos en el 
artículo 23.1.

5. Los informes previstos en los apartados 3 y 4 se emitirán en el plazo de 15 días desde 
el siguiente a la recepción en la Comisión de la solicitud de la Junta Arbitral competente.

Sección 3.ª Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo

Artículo 12.  Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo.
El Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo es el órgano colegiado, adscrito 

funcionalmente al Instituto Nacional del Consumo, de representación y participación en 
materia de arbitraje de consumo.

Artículo 13.  Composición del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo.
1. El Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo estará constituido por el 

presidente, el vicepresidente y los consejeros.
2. El presidente del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo es el Presidente 

del Instituto Nacional del Consumo.
3. El vicepresidente del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo es el Director 

del Instituto Nacional del Consumo.
4. Son consejeros del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo:
a) El presidente de la Junta Arbitral Nacional
b) Cuatro presidentes de las Juntas Arbitrales territoriales, designados de forma paritaria 

respectivamente por la Comisión de Cooperación de Consumo y por la asociación de mayor 
implantación en el ámbito estatal representativa de las entidades locales.

c) Un representante del Ministerio de Justicia, designado por el Subsecretario de este 
Departamento.

d) Un representante del Ministerio de Administraciones Públicas, designado por el 
Subsecretario de este Departamento.

e) Un representante del Ministerio de Economía y Hacienda, designado por el 
Subsecretario de este Departamento.

f) Un representante del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, designado por el 
Subsecretario de este Departamento.

g) Dos representantes de la Administración de consumo de las comunidades autónomas 
o ciudades con Estatuto de Autonomía, uno, el Presidente del Grupo de Trabajo de Arbitraje 
de la Comisión de Cooperación de Consumo, y otro designado por la propia Comisión.

h) Dos representantes de la asociación de mayor implantación en el ámbito estatal 
representativa de las Entidades Locales.
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i) Tres representantes del Consejo de Consumidores y Usuarios, designados por este 
órgano de consulta y representación institucional de los consumidores y usuarios a través de 
sus organizaciones.

j) Dos representantes de las organizaciones empresariales y profesionales, al menos uno 
de los cuales representará a las PYMES, designados por las organizaciones más 
representativas de ámbito estatal.

k) Un representante del Consejo Superior de las Cámaras de Comercio, designado por 
este órgano.

l) Un representante del Consejo General de la Abogacía, designado por este órgano.
La duración del mandato de los consejeros no natos será de cuatro años, cesando en el 

cargo por renuncia, revocación de la designación, incapacidad permanente apreciada por el 
pleno del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo, previa audiencia del 
interesado, o por finalización del mandato.

5. La secretaría será desempeñada por el titular de la Subdirección General de 
Normativa y Arbitraje del Consumo del Instituto Nacional del Consumo.

Artículo 14.  Funcionamiento del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo.
1. El Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo funcionará en pleno y en 

secciones
2. El pleno del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo, que se reunirá al 

menos una vez al año, se considerará válidamente constituido cuando concurran al menos la 
mitad de los vocales, adoptándose sus acuerdos por mayoría de los votos emitidos. En caso 
de empate, el voto del presidente actuará como voto dirimente.

3. El Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo decidirá las secciones 
permanentes o temporales que constituye para el estudio, análisis o seguimiento de asuntos 
específicos, determinándose su composición y funcionamiento en el momento de su 
constitución.

4. La asistencia técnica a las secciones se prestará por el Instituto Nacional del 
Consumo.

Artículo 15.  Funciones del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo.
Son funciones del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo:
a) El seguimiento, apoyo y las propuestas de mejora del Sistema Arbitral de Consumo.
b) La aprobación de la memoria anual del Sistema Arbitral de Consumo.
c) La aprobación de los programas comunes de formación de los árbitros y la fijación de 

los criterios de honorabilidad y cualificación para su acreditación.
d) La elaboración de directrices generales sobre los supuestos de admisión de las 

ofertas públicas de adhesión limitada al Sistema Arbitral de Consumo.
e) La aprobación de planes estratégicos de impulso del Sistema Arbitral de Consumo.
f) La propuesta de convenios marco de constitución de las Juntas Arbitrales territoriales.
g) La designación de los miembros no natos de la Comisión de las Juntas Arbitrales de 

Consumo.
h) La habilitación de instrumentos que favorezcan la cooperación y comunicación entre 

las Juntas Arbitrales de Consumo y los árbitros.
i) La edición y divulgación de los informes técnicos, dictámenes y recomendaciones de la 

Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo y de los laudos dictados por las Juntas 
Arbitrales de Consumo.

j) El establecimiento de criterios homogéneos sobre la creación de órganos arbitrales 
sectoriales y especializados.

k) El resto de las funciones previstas legal o reglamentariamente y, en su caso, las que le 
encomiende el Instituto Nacional del Consumo y la Conferencia Sectorial de Consumo.
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Sección 4.ª Órganos Arbitrales

Artículo 16.  Propuesta de árbitros y lista de árbitros acreditados.
1. La Administración, entre personal a su servicio, las asociaciones de consumidores y 

usuarios inscritas en el Registro estatal de asociaciones de consumidores y usuarios o que 
reúnan los requisitos exigidos por la normativa autonómica que les resulte de aplicación, las 
organizaciones empresariales o profesionales legalmente constituidas y, en su caso, las 
Cámaras de Comercio, propondrán al presidente de la Junta Arbitral de Consumo las 
personas que actuarán como árbitros en los procedimientos arbitrales que se sustancien en 
ella.

2. Las personas propuestas deberán solicitar al presidente de la Junta Arbitral de 
Consumo su acreditación para actuar ante ella. Dicha solicitud implicará la aceptación de su 
inclusión en la lista de árbitros acreditados ante la Junta Arbitral de Consumo y la aceptación 
del cargo de árbitro en los procedimientos en que sea designado como tal.

3. Concedida la acreditación, ésta se notificará a las personas propuestas, 
procediéndose a su inclusión en la lista de árbitros acreditados ante la Junta Arbitral de 
Consumo, que será pública.

4. El secretario de la Junta Arbitral de Consumo mantendrá permanentemente 
actualizada la lista de árbitros acreditados ante la respectiva Junta Arbitral de Consumo y las 
listas de árbitros especializados acreditados para conocer los conflictos que, conforme a los 
criterios del Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo, deban ser resueltos por 
órganos arbitrales especializados.

Artículo 17.  Acreditación de los árbitros.
La acreditación de los árbitros para participar en los órganos arbitrales del Sistema 

Arbitral de Consumo se realizará por el presidente de la Junta Arbitral de Consumo en la que 
hayan de intervenir, atendiendo a los requisitos de honorabilidad y cualificación establecidos 
por el Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo. En todo caso, además, los árbitros 
acreditados a propuesta de la Administración deberán ser licenciados en derecho, ya 
resuelvan en equidad o en derecho.

Tales requisitos, de carácter objetivo, serán públicos. El presidente de la Junta Arbitral de 
Consumo se entenderá acreditado en todo caso para actuar como árbitro.

Artículo 18.  Órganos arbitrales.
1. Los órganos arbitrales, unipersonales o colegiados, son los competentes para decidir 

sobre la solución de los conflictos.
2. El órgano arbitral estará asistido por el secretario arbitral, al que corresponde:
a) Velar por el cumplimiento de todas las decisiones que adopten los órganos arbitrales 

en el ejercicio de su función.
b) Dejar constancia de la realización de actos procedimentales por el órgano arbitral o 

ante éste y de la producción de hechos con trascendencia procedimental mediante las 
oportunas diligencias. Cuando se utilicen medios técnicos de grabación o reproducción, el 
secretario arbitral garantizará la autenticidad e integridad de lo grabado o reproducido.

c) Asegurar el funcionamiento del registro de recepción de documentos que se 
incorporen a las actuaciones arbitrales, expidiendo en su caso las certificaciones que en esta 
materia sean solicitadas por las partes.

d) Expedir certificaciones de las actuaciones arbitrales no reservada a las partes, con 
expresión de su destinatario y el fin para el cual se solicitan.

e) Documentar y formar los expedientes del procedimiento arbitral, dejando constancia 
de las resoluciones que se dicten.

f) Facilitar a las partes interesadas y a cuantos manifiesten y justifiquen un interés 
legítimo y directo, la información que soliciten sobre el estado de las actuaciones arbitrales 
no declaradas reservadas.

g) Ordenar e impulsar el procedimiento, salvo en las actuaciones reservadas a los 
árbitros.

h) Levantar acta de las audiencias.
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i) Realizar las notificaciones de las actuaciones arbitrales.
El secretario arbitral será el secretario de la Junta Arbitral de Consumo o el designado 

por el presidente de la Junta Arbitral de Consumo, entre el personal que preste servicios en 
ella, con carácter permanente o para un procedimiento o procedimientos concretos.

3. Sobre los actos de ordenación, tramitación e impulso del procedimiento reservados a 
los órganos arbitrales resolverá el presidente del colegio arbitral en el caso de los órganos 
colegiados.

Artículo 19.  Órganos arbitrales unipersonales.
1. Conocerá de los asuntos un árbitro único:
a) Cuando las partes así lo acuerden
b) Cuando lo acuerde el presidente de la Junta Arbitral de Consumo, siempre que la 

cuantía de la controversia sea inferior a 300 € y que la falta de complejidad del asunto así lo 
aconseje.

2. Las partes podrán oponerse a la designación de un árbitro único, en cuyo caso se 
procederá a designar un colegio arbitral.

3. El árbitro único será designado entre los árbitros acreditados propuestos por la 
Administración pública, salvo que las partes, de común acuerdo, soliciten por razones de 
especialidad que dicha designación recaiga en otro árbitro acreditado.

Artículo 20.  Órganos arbitrales colegiados.
1. En los supuestos no previstos en el artículo anterior, conocerá de los asuntos un 

colegio arbitral integrado por tres árbitros acreditados elegidos cada uno de ellos entre los 
propuestos por la Administración, las asociaciones de consumidores y usuarios y las 
organizaciones empresariales o profesionales. Los tres árbitros actuarán de forma colegiada, 
asumiendo la presidencia el árbitro propuesto por la Administración.

2. Las partes de común acuerdo podrán solicitar la designación de un presidente del 
órgano arbitral colegiado distinto del árbitro propuesto por la Administración pública, cuando 
la especialidad de la reclamación así lo requiera o en el supuesto de que la reclamación se 
dirija contra una entidad pública vinculada a la Administración a la que esté adscrita la Junta 
Arbitral de Consumo.

Artículo 21.  Designación de los árbitros en el procedimiento arbitral.
1. La designación de los árbitros que deban conocer sobre los respectivos 

procedimientos arbitrales corresponde al presidente de la Junta Arbitral de Consumo.
En los arbitrajes que deban decidirse en derecho, los árbitros designados entre los 

acreditados a propuesta de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las 
organizaciones empresariales o profesionales, deberán ser licenciados en derecho.

2. La designación de árbitros se realizará por turno, entre los que figuren en la lista de 
árbitros acreditados ante la Junta Arbitral de Consumo, general o de árbitros especializados, 
en aquéllos supuestos en que, conforme a los criterios del consejo general del Sistema 
Arbitral de Consumo, deban conocer los asuntos órganos arbitrales especializados.

3. En el mismo acto el presidente designará, igualmente por turno, árbitros suplentes, sin 
que tal nombramiento implique que corra su turno para ulteriores designaciones como 
árbitros titulares.

Artículo 22.  Abstención y recusación de los árbitros.
1. Los árbitros actuarán en el ejercicio de su función con la debida independencia, 

imparcialidad y confidencialidad. No podrán actuar como árbitros quienes hayan intervenido 
como mediadores en el mismo asunto o en cualquier otro que tuviera relación estrecha con 
aquel.

2. Las partes podrán recusar a los árbitros en el plazo de diez días desde la fecha en 
que les sea notificada su designación para decidir el conflicto o desde el conocimiento de 

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 31  Real Decreto por el que se regula el Sistema Arbitral de Consumo

– 164 –



cualquier circunstancia que dé lugar a dudas justificadas sobre su imparcialidad o 
independencia.

3. Planteada la recusación, el árbitro recusado deberá decidir si renuncia a su cargo en 
un plazo de 48 horas. Si examinadas las razones alegadas, el árbitro recusado decide no 
renunciar a su cargo, en el plazo de cuarenta y ocho horas, el presidente de la Junta Arbitral 
de Consumo resolverá sobre la recusación, previa audiencia del árbitro y, en su caso, del 
resto de los árbitros del colegio arbitral.

La resolución aceptando o rechazando la recusación, que deberá ser motivada, será 
notificada al árbitro, al resto de los miembros del colegio arbitral y a las partes.

4. Si el árbitro recusado tuviera la condición de presidente de la Junta Arbitral de 
Consumo, aceptará la recusación planteada.

5. Aceptada la recusación, se procederá al llamamiento del árbitro suplente y a la 
designación de un nuevo árbitro suplente, en la misma forma en que fue designado el 
sustituido. El nuevo árbitro decidirá si continúa el procedimiento iniciado, dándose por 
enterado de las actuaciones practicadas o si ha lugar a repetir actuaciones ya practicadas.

Si el nuevo árbitro o árbitros decidieran que se repitieran actuaciones, se acordará una 
prórroga por el tiempo necesario para practicarlas, que no podrá ser superior a dos meses.

6. Si no prosperase la recusación planteada, la parte que la instó podrá hacer valer la 
recusación al impugnar el laudo.

7. El procedimiento quedará en suspenso mientras no se haya decidido sobre la 
recusación, ampliándose el plazo para dictar laudo previsto en el artículo 49 por el tiempo 
que haya durado la suspensión y, en su caso, por el tiempo que se haya acordado de 
prorroga conforme a lo previsto en el apartado 5.

Artículo 23.  Retirada de la acreditación a los árbitros.
1. El presidente de la Junta Arbitral de Consumo ante la que esté acreditado el árbitro, le 

retirará la acreditación cuando deje de reunir los requisitos exigidos para ella, conforme al 
artículo 17 y, previo informe preceptivo de la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo, 
cuando incumpla o haga dejación de sus funciones.

En el procedimiento de retirada de la acreditación, que podrá iniciarse de oficio o por 
denuncia de parte interesada, serán oídos en todo caso el árbitro y, en su caso, la entidad 
que lo propuso.

2. La competencia para retirar la acreditación como árbitro al presidente de la Junta 
Arbitral de Consumo corresponde a la Administración que lo designó, conforme a lo previsto 
en el artículo 7.1, debiendo ajustarse al procedimiento establecido en el apartado anterior.

3. La retirada de la acreditación para actuar como árbitro del Sistema Arbitral de 
Consumo se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley 60/2003, de 23 
de diciembre, de Arbitraje, respecto de la falta o imposibilidad de ejercicio de las funciones 
arbitrales en el curso de un procedimiento arbitral. No obstante, en tales casos la pretensión 
de remoción se sustanciará conforme a lo dispuesto en los apartados precedentes.

CAPITULO III
Convenio arbitral

Artículo 24.  Convenio Arbitral.
1. El convenio arbitral, que podrá adoptar la forma de cláusula incorporada a un contrato 

o de acuerdo independiente de las partes, deberá expresar la voluntad de las partes de 
resolver a través del Sistema Arbitral de Consumo las controversias que puedan surgir o 
hayan surgido en una relación jurídica de consumo.

El convenio arbitral deberá constar por escrito, en un documento firmado por las partes o 
en intercambio de cartas, telegramas, telex, fax u otros medios de comunicación electrónica 
que permitan tener constancia del acuerdo, considerándose cumplido este requisito cuando 
el convenio arbitral conste y sea accesible para su ulterior consulta en soporte electrónico, 
óptico o de otro tipo.
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2. Cuando exista oferta pública de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo, el convenio 
arbitral estará válidamente formalizado por la mera presentación de la solicitud, siempre que 
coincida con el ámbito de la oferta.

3. Igualmente, se entenderá válidamente formalizado el convenio arbitral por la mera 
presentación de la solicitud si consta acreditado que ésta se formaliza durante el tiempo en 
el que la empresa o profesional utiliza el distintivo público de adhesión al Sistema Arbitral de 
Consumo, aún cuando carezca del derecho a tal uso conforme a lo previsto en esta norma.

4. En caso de que no conste la existencia de convenio arbitral en cualquiera de las 
formas señaladas en los apartados precedentes, la Junta Arbitral de Consumo, recibida una 
solicitud de arbitraje dará traslado al reclamado para su aceptación, conforme a lo previsto 
en el artículo 37.3, apartado b).

Artículo 25.  Oferta pública de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo.
1. Las empresas o profesionales podrán formular por escrito, por vía electrónica a través 

del procedimiento previsto en el capítulo V, sección 1.ª, o en cualquier otro soporte que 
permita tener constancia de la presentación y de su autenticidad, una oferta unilateral de 
adhesión al Sistema Arbitral de Consumo que tendrá carácter público.

En la oferta pública de adhesión se expresará si se opta por que el arbitraje se resuelva 
en derecho o en equidad, así como, en su caso, el plazo de validez de la oferta y si se 
acepta la mediación previa al conocimiento del conflicto por los órganos arbitrales. En el 
supuesto de no constar cualquiera de estos extremos, la oferta se entenderá realizada en 
equidad, por tiempo indefinido y con aceptación de la mediación previa.

2. La oferta pública de adhesión será única y se entenderá realizada a todo el Sistema 
Arbitral de Consumo.

3. A efectos de lo dispuesto en este capítulo no se considerarán ofertas públicas de 
adhesión limitada al Sistema Arbitral de Consumo, aquéllas que tengan carácter temporal, 
siempre que la adhesión se realice por un período no inferior a un año, o aquéllas que limiten 
la adhesión a las Juntas Arbitrales de Consumo correspondientes al territorio en el que la 
empresa o profesional desarrolle principalmente su actividad.

En todo caso, se entiende que la empresa o profesional desarrolla principalmente su 
actividad en un determinado territorio cuando comercialice sus bienes y servicios 
exclusivamente a través de establecimientos abiertos al público en dicho ámbito territorial.

Tampoco se considerará oferta pública de adhesión limitada aquélla que condicione el 
conocimiento del conflicto a través del Sistema Arbitral de Consumo a la previa presentación 
de la reclamación ante los mecanismos de solución de conflictos habilitados por la empresa 
o profesional, siempre que el recurso a tales mecanismos sea gratuito y se preste 
información sobre su existencia y modo de acceder a ellos en la información precontractual y 
en el contrato.

4. La oferta pública de adhesión, ya sea total o limitada, así como su denuncia habrá de 
efectuarse por el representante legal de la empresa o profesional con poder de disposición, 
previo acuerdo, en su caso, del órgano de gobierno correspondiente.

Artículo 26.  Oferta pública de adhesión limitada al Sistema Arbitral de Consumo.
Podrán admitirse ofertas públicas de adhesión limitada al Sistema Arbitral de Consumo, 

en particular, en sectores que presenten un importante número de consultas y reclamaciones 
o en los que no exista una suficiente implantación del sistema, previo informe preceptivo de 
la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo. El informe negativo a la admisión de la 
oferta pública de adhesión limitada será, además, vinculante para la Junta Arbitral de 
Consumo.

Artículo 27.  Competencia territorial para resolver sobre las ofertas públicas de adhesión.
1. Será competente para conocer de las ofertas públicas de adhesión al Sistema Arbitral 

de Consumo, la Junta Arbitral correspondiente al ámbito territorial en el que la empresa o 
profesional desarrolle principalmente su actividad. Si en el ámbito territorial en el que la 
empresa o profesional desarrolla principalmente su actividad existieran varias Juntas 
Arbitrales, será competente la Junta Arbitral de superior ámbito territorial.
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2. La Junta Arbitral de Consumo ante la que se haya presentado la oferta pública de 
adhesión la trasladará a la Junta Arbitral competente para resolver en un plazo máximo de 
diez días.

3. La Junta Arbitral de Consumo notificará a la Comisión de las Juntas Arbitrales de 
Consumo la resolución que adopte en la tramitación de las ofertas públicas de adhesión 
limitada al Sistema Arbitral de Consumo.

Artículo 28.  Distintivo de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo.
1. El presidente de la Junta Arbitral de Consumo competente para conocer de la oferta 

pública de adhesión, resolverá motivadamente sobre su aceptación o rechazo y, en caso de 
aceptarla, otorgará a la empresa o profesional el distintivo oficial que figura en el anexo I.

2. La resolución en la que se acuerde la admisión de una oferta pública de adhesión 
limitada, contendrá un pronunciamiento expreso sobre la procedencia de otorgar el distintivo 
previsto en el anexo II, en el que conste explícitamente y de forma clara, que se trata de una 
oferta limitada.

En todo caso, atendiendo al contenido de la limitación el presidente de la Junta Arbitral 
podrá aceptar la oferta pública de adhesión limitada, negando el derecho a utilizar el 
distintivo oficial.

3. El distintivo de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo podrá figurar en castellano o 
en las demás lenguas cooficiales del Estado en las respectivas comunidades autónomas 
donde se utilice.

4. Las empresas o profesionales adheridos al Sistema Arbitral de Consumo podrán 
utilizar en sus comunicaciones comerciales el distintivo oficial concedido. En el caso de 
ofertas públicas de adhesión limitada, las comunicaciones comerciales en las que se utilice 
el distintivo oficial concedido deberán poner a disposición del consumidor el modo de 
acceder a la información sobre el ámbito de la oferta de adhesión realizada.

5. La concesión del distintivo público de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo y su 
retirada, se publicará en el diario oficial que corresponda al ámbito territorial de la Junta 
Arbitral de Consumo competente para adoptar las respectivas resoluciones.

Artículo 29.  Denuncia de la oferta pública de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo.
1. Los empresas o profesionales que hubiesen realizado oferta pública de adhesión al 

Sistema Arbitral de Consumo, podrán denunciar dicha oferta ante la Junta Arbitral de 
Consumo competente conforme a lo previsto en el artículo 27, por escrito, por vía electrónica 
a través del procedimiento previsto en el capítulo V, sección 1.ª o en cualquier soporte que 
permita tener constancia de la denuncia y de su autenticidad.

Desde la fecha en que se produzca la comunicación de la denuncia a la Junta Arbitral 
competente la empresa o profesional perderá el derecho a usar el distintivo oficial.

Si incumpliendo lo previsto en el párrafo anterior, la empresa o profesional continuara 
utilizando el distintivo, se entenderán válidamente formalizados los convenios arbitrales en 
los que concurran las circunstancias previstas en el artículo 24.3.

2. La denuncia tendrá efectos a partir de los 30 días naturales de su comunicación a la 
Junta Arbitral, salvo que en la oferta pública de adhesión se prevea un plazo distinto o en la 
denuncia se establezca un plazo mayor.

3. La denuncia no afectará a los convenios arbitrales válidamente formalizados con 
anterioridad a la fecha en que esta deba surtir efecto.

Artículo 30.  Retirada del distintivo de empresa adherida al Sistema Arbitral de Consumo.
1. Se perderá el derecho al uso del distintivo de empresa adherida y, en su caso, se 

procederá a la baja en el registro público de empresas adheridas al Sistema Arbitral de 
Consumo por las siguientes causas:

a) Expiración del plazo para el que se realizó la oferta pública de adhesión o denuncia de 
dicha oferta, conforme a lo previsto en el artículo anterior.

b) Utilización fraudulenta o engañosa del distintivo.
c) Incumplimiento reiterado de los laudos.
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d) Reiteradas infracciones calificadas como graves o muy graves en materia de 
protección al consumidor y usuario, sancionadas, con carácter firme, por las 
Administraciones públicas competentes.

e) Realización de prácticas, constatadas por las Administraciones públicas competentes 
en materia de protección al consumidor y usuario, que lesionen gravemente los derechos e 
intereses legítimos de los consumidores y usuarios.

2. El presidente de la Junta Arbitral que hubiera concedido el distintivo oficial, previa 
audiencia de la empresa o profesional, dictará resolución motivada de retirada del distinto de 
adhesión y, en su caso, de baja en el registro público de empresas adheridas al Sistema 
Arbitral de Consumo, excepto en los supuestos previstos en la letra a) del apartado anterior, 
en el que no será precisa la motivación.

3. La retirada del distintivo determinará la pérdida del derecho de las empresas y 
profesionales a su uso en cualquier actividad o comunicación.

Artículo 31.  Registro público de empresas adheridas al Sistema Arbitral de Consumo.
1. Se crea el registro público de empresas adheridas al Sistema Arbitral de Consumo, 

que será gestionado por el Instituto Nacional de Consumo.
2. A través del procedimiento normalizado que se habilite, las Juntas Arbitrales de 

Consumo notificarán al registro las ofertas públicas de adhesión o su denuncia, así como los 
acuerdos de concesión o retirada del distintivo de empresas adheridas y cualquier 
modificación conocida que afecte a los datos de estas empresas o profesionales.

3. El registro comunicará a todas las Juntas Arbitrales y a sus delegaciones de forma 
inmediata y en todo caso, en un plazo que no excederá de cinco días, las modificaciones 
registrales producidas.

4. El Instituto Nacional del Consumo y las Juntas Arbitrales de Consumo facilitarán el 
acceso a la información del registro público de empresas adheridas al Sistema Arbitral de 
Consumo, que tendrá carácter público, de forma rápida y gratuita, especialmente por vía 
electrónica.

Artículo 32.  Fomento de la adhesión al Sistema Arbitral de Consumo.
1. Las Administraciones públicas instarán a las empresas o entidades pertenecientes al 

sector público o a las concesionarias que comercialicen bienes o servicios destinados a 
consumidores o usuarios en régimen de derecho privado, a presentar oferta publica de 
adhesión al Sistema Arbitral de Consumo.

2. Las Administraciones públicas podrán establecer incentivos en el ámbito de sus 
competencias para las empresas o profesionales, que faciliten el acceso a la justicia de 
consumidores y usuarios, mediante la oferta pública de adhesión al Sistema Arbitral de 
Consumo.

CAPITULO IV
Procedimiento arbitral

Artículo 33.  Normas aplicables a la solución del litigio.
1. El arbitraje de consumo se decidirá en equidad, salvo que las partes opten 

expresamente por la decisión en derecho.
Si, conforme a lo previsto en el artículo 25.1, la oferta publica de adhesión al Sistema 

Arbitral de Consumo se hubiera realizado al arbitraje en derecho y salvo que el consumidor o 
usuario haya aceptado expresamente dicho arbitraje en su solicitud, se comunicará este 
hecho al reclamante para que manifieste su conformidad con la decisión en derecho. En 
caso de no estar de acuerdo, se tratará la solicitud como si fuera dirigida a una empresa no 
adherida.

2. Las normas jurídicas aplicables y las estipulaciones del contrato servirán de apoyo a la 
decisión en equidad que, en todo caso, deberá ser motivada.

3. Cuando el arbitraje de consumo deba resolverse en derecho y tenga carácter 
internacional, según lo previsto en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, la determinación de 
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la legislación aplicable al fondo del asunto se realizará de conformidad con lo previsto en los 
convenios internacionales en los que España sea parte o en la legislación comunitaria que 
resulte de aplicación.

Artículo 34.  Presentación de solicitudes.
1. Los consumidores y usuarios que consideren que se han vulnerado sus derechos 

reconocidos legal o contractualmente, podrán presentar por escrito, por vía electrónica a 
través del procedimiento previsto en el capítulo V, sección 1.ª, o por cualquier otro medio que 
permita tener constancia de la solicitud y de su autenticidad, la solicitud de arbitraje, que 
deberá reunir al menos los siguientes requisitos:

a) Nombre y apellidos, domicilio, lugar señalado a efectos de notificaciones y 
nacionalidad del solicitante, y, en su caso, de su representante; en el caso de ciudadanos 
españoles, se expresará el número del documento nacional de identidad y, tratándose de 
extranjeros, se expresará el número de identidad de extranjero o, en su defecto, el de su 
pasaporte o documento de viaje.

b) Nombre y apellidos o razón social y domicilio del reclamado, así como, si fuera 
conocido por el reclamante, el domicilio a efecto de notificaciones, o, en último caso, si el 
consumidor o usuario no dispone de tales datos, cualquier otro que permita la identificación 
completa del reclamado.

c) Breve descripción de los hechos que motivan la controversia, exposición sucinta de 
las pretensiones del reclamante, determinando, en su caso, su cuantía y los fundamentos en 
que basa la pretensión.

e) En su caso, copia del convenio arbitral.
f) En el caso de que existiera oferta pública de adhesión al arbitraje en derecho, el 

reclamante deberá indicar si presta su conformidad a que se resuelva de esta forma.
g) Lugar, fecha y firma, convencional o electrónica.
Si la solicitud de arbitraje se formula por escrito deberá presentarse, junto con la 

documentación que la acompañe, por duplicado.
2. Si la solicitud no reuniera los requisitos mínimos exigidos en el apartado anterior, el 

secretario de la Junta Arbitral de Consumo requerirá al reclamante su subsanación en un 
plazo que no podrá exceder de 15 días, con la advertencia de que de no subsanarse en el 
plazo concedido se le tendrá por desistido de la solicitud, procediéndose al archivo de las 
actuaciones. No obstante, si faltara el requisito contemplado en el párrafo f), se procederá 
conforme a lo dispuesto en el artículo 33.1, párrafo segundo.

3. Junto a la solicitud podrán aportarse o proponer las pruebas de que el reclamado 
intente valerse.

4. Las Juntas Arbitrales de Consumo dispondrán de modelos normalizados para facilitar, 
al menos, la solicitud y la contestación a ésta, así como la aceptación del arbitraje en caso 
de que se trate de una empresa no adherida al Sistema Arbitral de Consumo.

Artículo 35.  Causas de inadmisión de solicitudes de arbitraje de consumo.
1. Además de por las causas previstas en el artículo 2, el presidente de la Junta Arbitral 

podrá acordar la inadmisión de las solicitudes de arbitraje que resulten infundadas y aquéllas 
en las que no se aprecie afectación de los derechos y legítimos intereses económicos de los 
consumidores o usuarios.

2. Salvo lo previsto en el artículo siguiente, dicha resolución pone fin a la vía 
administrativa.

3. En el supuesto que se trate de impugnar la admisión, habiendo sido notificada ya al 
árbitro o colegio arbitral su designación, será éste quien decida acerca de su propia 
competencia, incluida la oposición a la admisión de la solicitud

Artículo 36.  Recurso contra la admisión o inadmisión de la solicitud de arbitraje.
1. La resolución del presidente de la Junta Arbitral de Consumo sobre la admisión o 

inadmisión de la solicitud de arbitraje en los supuestos previstos en el artículo 2, podrá ser 
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recurrida ante la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo en el plazo de 15 días desde 
la notificación del acuerdo que se impugna.

2. El recurso se podrá interponer ante la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo 
o ante el presidente de la Junta Arbitral territorial que dictó la resolución recurrida, en cuyo 
caso se dará traslado del recurso, con su informe y copia completa y ordenada del 
expediente, a la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo en el plazo de quince días.

3. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de tres meses desde que se 
interpuso. Transcurrido este plazo sin que recaiga resolución, se podrá entender 
desestimado el recurso.

4. La resolución de este recurso pone fin a la vía administrativa.

Artículo 37.  Iniciación del procedimiento.
1. El presidente de la Junta Arbitral de Consumo conocerá sobre la competencia 

territorial de la Junta, trasladándola, en otro caso, a la Junta Arbitral de Consumo 
competente en el plazo de quince días desde la presentación de la solicitud.

Determinada la competencia territorial de la Junta Arbitral de Consumo, el presidente 
conocerá sobre la admisión a trámite de la solicitud de arbitraje, actuando a continuación 
conforme a lo previsto en los apartados siguientes.

2. En los supuestos previstos en el artículo 35, el presidente de la Junta Arbitral de 
Consumo acordará la inadmisión de la solicitud, ordenando su notificación al reclamante.

3. En el supuesto de no apreciar la existencia de causas de inadmisión de la solicitud:
a) Si consta la existencia de convenio arbitral válido en cualquiera de las formas 

previstas en el artículo 24, apartados 1 a 3, ambos inclusive, el presidente de la Junta 
Arbitral acordará la iniciación del procedimiento arbitral y ordenará su notificación a las 
partes.

En la resolución que acuerde el inicio del procedimiento arbitral constará expresamente 
la admisión de la solicitud de arbitraje, la invitación a las partes para alcanzar un acuerdo a 
través de la mediación previa en los supuestos en que proceda y el traslado al reclamado de 
la solicitud de arbitraje para que, en el plazo de 15 días, formule las alegaciones que estime 
oportunas para hacer valer su derecho y, en su caso, presente los documentos que estime 
pertinentes o proponga las pruebas de que intente valerse.

b) Si no consta la existencia de convenio arbitral previo o éste no es válido, en el plazo 
más breve posible se dará traslado de la solicitud de arbitraje al reclamado, dándole un plazo 
de quince días para la aceptación del arbitraje y de la mediación previa en los supuestos en 
que proceda, así como para, en su caso, contestar a la solicitud formulando las alegaciones 
que estime oportunas para hacer valer su derecho y, en su caso, presentar los documentos 
que estime pertinentes o proponer las pruebas de que intente valerse.

Transcurrido dicho plazo sin que conste la aceptación del arbitraje por el reclamado, el 
presidente de la Junta Arbitral de Consumo ordenará el archivo de la solicitud, 
notificándoselo a las partes.

Si el reclamado contesta aceptando el arbitraje de consumo, se considerará iniciado el 
procedimiento en la fecha de entrada de la aceptación en la Junta Arbitral de Consumo, 
dictando su presidente acuerdo de iniciación del procedimiento arbitral. En la notificación al 
reclamante del acuerdo de iniciación del procedimiento se hará constar expresamente la 
admisión a trámite de la solicitud de arbitraje y la invitación a la mediación previa, en el caso 
de que no conste realizado este trámite.

4. El plazo para dictar la resolución prevista en el apartado 2 será de veintiún días 
naturales a contar desde el día siguiente a la recepción en la Junta competente de la 
solicitud o su subsanación.

Artículo 38.  Mediación en el procedimiento arbitral.
1. Cuando no existan causas de inadmisión de la solicitud de arbitraje se intentará 

mediar para que las partes alcancen un acuerdo que ponga fin al conflicto, salvo oposición 
expresa de cualquiera de las partes o cuando conste que la mediación ha sido intentada sin 
efecto.
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2. La mediación se regirá por la legislación sobre la materia que resulte de aplicación, 
correspondiendo, no obstante, al secretario de la Junta Arbitral de Consumo dejar constancia 
en el procedimiento arbitral de la fecha de inicio y fin de la mediación, así como del resultado 
de esta.

3. En todo caso, quien actúe como mediador en el procedimiento arbitral está sujeto en 
su actuación a los mismos requisitos de independencia, imparcialidad y confidencialidad 
exigidos a los árbitros.

Artículo 39.  Designación de los árbitros y acumulación de procedimientos.
1. Admitida la solicitud de arbitraje y verificada la existencia de convenio arbitral válido, el 

presidente de la Junta Arbitral de Consumo designará al árbitro o árbitros que conocerán el 
conflicto, notificando a las partes tal designación. La designación de los árbitros podrá 
realizarse en la resolución de inicio del procedimiento arbitral.

La designación deberá recaer en árbitros especializados cuando, conforme a los criterios 
establecidos por el Consejo General del Sistema Arbitral de Consumo, el conflicto deba ser 
conocido por un órgano arbitral especializado.

2. El presidente de la Junta Arbitral de Consumo podrá acordar la acumulación de las 
solicitudes presentadas frente a un mismo reclamado en las que concurra idéntica causa de 
pedir, para que sean conocidas en un único procedimiento por el órgano arbitral designado al 
efecto.

Artículo 40.  Arbitraje de consumo sectorial y especializado.
1. En aquellos arbitrajes de carácter sectorial que por su naturaleza requieran la 

inmediatez de su tramitación, podrá convocarse a las partes a audiencia, sin más trámite, 
siempre que se haya verificado la admisibilidad de la solicitud y la validez del convenio 
arbitral y se haya procedido a la designación del el árbitro o árbitros que conocerán del 
conflicto.

2. Cuando la Junta Arbitral de Consumo ante la que deba sustanciarse el arbitraje 
especializado no tenga una lista de árbitros especializados acreditados ante ella, recabará 
dicha lista de la Junta Arbitral de Consumo de superior ámbito territorial que disponga de 
ella, al objeto de designar entre los árbitros especializados acreditados incluidos en esta lista 
a aquéllos que deban conocer el conflicto.

Artículo 41.  Principios del procedimiento arbitral de consumo.
1. El procedimiento arbitral de consumo se ajustará a los principios de audiencia, 

contradicción, igualdad entre las partes y gratuidad.
2. Los árbitros, los mediadores, las partes y quienes presten servicio en las Juntas 

Arbitrales de Consumo, están obligados a guardar confidencialidad de la información que 
conozcan en el curso del procedimiento arbitral.

Artículo 42.  Procedimiento.
1. El órgano arbitral dirigirá el procedimiento con sujeción a lo dispuesto en esta norma, 

pudiendo instar a las partes a la conciliación.
2. Las alegaciones presentadas por el reclamado conforme a lo previsto en el artículo 37, 

tendrán el valor de contestación a la solicitud de arbitraje y se integrarán, junto con la 
solicitud y la documentación aportada por las partes, en el procedimiento arbitral.

3. De todas las alegaciones escritas, documentos y demás instrumentos que una de las 
partes aporte a los árbitros se dará traslado a la otra parte. Asimismo, se podrán a 
disposición de las partes los documentos, dictámenes periciales y otros instrumentos 
probatorios en los que el órgano arbitral pueda fundar su decisión.

Artículo 43.  Reconvención y modificación de las pretensiones de las partes.
1. En cualquier momento antes de la finalización del trámite de audiencia, las partes 

podrán modificar o ampliar la solicitud y la contestación, pudiendo plantearse reconvención 
frente a la parte reclamante. La ampliación de la solicitud o la reconvención no modifican la 
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competencia del órgano arbitral designado por el presidente de la Junta Arbitral de 
Consumo, conforme a lo previsto en los artículos 19 y 20.

2. Planteada la reconvención, los árbitros la inadmitirán si versa sobre una materia no 
susceptible de arbitraje de consumo o si no existiera conexión entre sus pretensiones y las 
pretensiones de la solicitud de arbitraje. La inadmisión de la reconvención se recogerá en el 
laudo que ponga fin a la controversia.

3. Admitida la reconvención, se otorgará al reclamante un plazo de quince días para 
presentar alegaciones y, en su caso proponer prueba, procediendo a retrasar, si fuera 
preciso, la audiencia prevista.

Artículo 44.  Audiencia.
1. La audiencia a las partes podrá ser escrita, utilizando la firma convencional o 

electrónica, u oral, ya sea presencialmente o a través de videoconferencias u otros medios 
técnicos que permitan la identificación y comunicación directa de los comparecientes.

Las partes serán citadas a las audiencias con suficiente antelación y con advertencia 
expresa de que en ella podrán presentar las alegaciones y pruebas que estimen precisas 
para hacer valer su derecho.

2. De la audiencia se levantará acta que será firmada por el secretario del órgano 
arbitral.

Artículo 45.  Prueba.
1. El órgano arbitral resolverá sobre la aceptación o rechazo de las pruebas propuestas 

por las partes, proponiendo, en su caso, de oficio la práctica de pruebas complementarias 
que se consideren imprescindibles para la solución de la controversia.

Serán admisibles como prueba los medios de reproducción de la palabra, el sonido y la 
imagen, así como los instrumentos que permitan archivar y conocer o reproducir palabras, 
datos, cifras y otras operaciones relevantes para el procedimiento.

2. El acuerdo del órgano arbitral sobre la práctica de la prueba será notificado a las 
partes con expresión de la fecha, hora y lugar de celebración, convocándolas a la práctica de 
aquéllas en las que sea posible su presencia.

3. Los gastos ocasionados por las pruebas practicadas a instancia de parte serán 
sufragados por quien las haya propuesto y las comunes o coincidentes por mitad. Las 
pruebas propuestas de oficio por el órgano arbitral, serán costeadas por la Junta Arbitral de 
Consumo o por la Administración de la que dependa, en función de sus disponibilidades 
presupuestarias.

En el supuesto de que el órgano arbitral aprecie en el laudo, mala fe o temeridad, podrá 
distribuir los gastos ocasionados por la práctica de las pruebas en distinta forma a la prevista 
en el párrafo anterior.

4. En el arbitraje electrónico cuando se acuerde la práctica presencial de la prueba, ésta 
se realizará por videoconferencia o por cualquier medio técnico que permita la identificación 
y comunicación directa de los comparecientes.

En el resto de los procedimientos arbitrales, podrán utilizarse igualmente tales medios, 
cuando así lo acuerde el órgano arbitral.

Artículo 46.  Falta de comparecencia e inactividad de las partes.
1. Con carácter general, la no contestación, inactividad o incomparecencia injustificada 

de las partes en cualquier momento del procedimiento arbitral, incluida la audiencia, no 
impide que se dicte el laudo, ni le priva de eficacia, siempre que el órgano arbitral pueda 
decidir la controversia con los hechos y documentos que consten en la demanda y 
contestación, si ésta se ha producido.

2. El silencio, la falta de actividad o la incomparecencia de las partes no se considerará 
como allanamiento o admisión de los hechos alegados por la otra parte.

Artículo 47.  Adopción de decisiones colegiadas.
En caso de que el órgano arbitral esté compuesto por tres árbitros, el laudo arbitral, o 

cualquier acuerdo o resolución diferentes de la mera ordenación e impulso de las 
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actuaciones arbitrales, se adoptarán por mayoría. Si no existiera acuerdo de la mayoría 
decidirá el Presidente.

Artículo 48.  Terminación de las actuaciones y laudo.
1. La forma y el contenido del laudo que, en todo caso, será motivado, se regirá por lo 

dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.
2. Si durante las actuaciones arbitrales las partes llegan a un acuerdo que ponga fin, 

total o parcialmente, al conflicto, el órgano arbitral dará por terminadas las actuaciones con 
respecto a los puntos acordados, incorporando el acuerdo adoptado al laudo, salvo que 
aprecie motivos para oponerse.

3. El órgano arbitral también dará por terminadas sus actuaciones y dictará laudo 
poniendo fin al procedimiento arbitral, sin entrar en el fondo del asunto:

a) Cuando el reclamante no concrete la pretensión o no aporte los elementos 
indispensables para el conocimiento del conflicto.

b) Cuando las partes acuerden dar por terminadas las actuaciones, o
c) Cuando el órgano arbitral compruebe que la prosecución de las actuaciones resulta 

imposible.
En este laudo se hará constar si queda expedita la vía judicial.

Artículo 49.  Plazo para dictar el laudo.
1. El laudo se dictará y notificará a las partes en un plazo de noventa días naturales 

contados desde que se acuerde el inicio del procedimiento por haber recibido el órgano 
arbitral la documentación completa necesaria para su tramitación, según lo dispuesto en el 
artículo 37.3.

El órgano arbitral, en caso de especial complejidad, podrá adoptar, de forma motivada, 
una prórroga que no podrá ser superior al plazo previsto para la resolución del litigio, 
comunicándose a las partes.

2. Si las partes lograran un acuerdo conciliatorio sobre todos los aspectos del conflicto, 
una vez iniciadas las actuaciones arbitrales, el plazo para dictar el laudo conciliatorio será de 
quince días desde la adopción del acuerdo.

Artículo 50.  Notificación de las actuaciones arbitrales y del laudo.
La notificación de las actuaciones arbitrales, incluido el laudo, se realizará, a falta de 

acuerdo de las partes conforme a la práctica de la Junta Arbitral de Consumo, según lo 
previsto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

CAPITULO V
Disposiciones especiales

Sección 1.ª Arbitraje de consumo electrónico

Artículo 51.  Arbitraje de consumo electrónico.
1. El arbitraje de consumo electrónico es aquel que se sustancia íntegramente, desde la 

solicitud de arbitraje hasta la terminación del procedimiento, incluidas las notificaciones, por 
medios electrónicos, sin perjuicio de que alguna actuación arbitral deba practicarse por 
medios tradicionales.

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entiende, sin perjuicio de la utilización por las 
Juntas Arbitrales de Consumo o los órganos arbitrales de medios electrónicos para facilitar 
las comunicaciones o para la realización de actuaciones arbitrales concretas.

2. Las Juntas Arbitrales de Consumo, en los términos que consten en los respectivos 
convenios de constitución, se podrán adscribir voluntariamente a la administración del 
arbitraje electrónico que se sustanciará, conforme a lo previsto en esta norma, a través de 
los sistemas electrónicos y aplicaciones tecnológicas que habiliten las respectivas Juntas 
Arbitrales de Consumo en el ejercicio de sus competencias. Estos sistemas electrónicos y 
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aplicaciones tecnológicas deberán garantizar la compatibilidad y el intercambio de 
información en el seno del Sistema Arbitral de Consumo.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, el Ministerio de Sanidad y Política 
Social pondrá a disposición de las Juntas Arbitrales de Consumo que voluntariamente se 
adscriban a ella una aplicación electrónica para la gestión del arbitraje electrónico.

3. Las Administraciones públicas competentes en materia de consumo fomentarán la 
utilización del arbitraje de consumo electrónico para resolver los conflictos a que se refiere el 
artículo 1.2.

Artículo 52.  Determinación de la Junta Arbitral competente.
La competencia para conocer de las solicitudes de arbitraje se determinará conforme a 

las reglas previstas en el artículo 8, entre las Juntas Arbitrales adscritas al arbitraje de 
consumo electrónico.

Artículo 53.  Firma electrónica.
Sin perjuicio de la utilización de otras técnicas que aseguren la autenticidad de la 

comunicación y la identidad del remitente, el uso de la firma electrónica garantiza la 
autenticidad de las comunicaciones y la identidad de las partes y del órgano arbitral.

Artículo 54.  Notificaciones y cómputo de los plazos.
Las notificaciones se realizarán en la sede electrónica designada por las partes a tales 

efectos, entendiéndose realizadas a todos los efectos legales el día siguiente a aquél en que 
conste el acceso al contenido de la actuación arbitral objeto de notificación.

No obstante, si el notificado no hubiera accedido al contenido de la actuación arbitral 
transcurridos diez días desde la fecha y hora en que se produjo su puesta a disposición, la 
notificación se considerará que se ha intentado sin efecto, procediéndose a la publicación 
edictal en las sedes electrónicas de las Juntas Arbitrales de Consumo adscritas al arbitraje 
de consumo electrónico.

Artículo 55.  Lugar del arbitraje.
El lugar de celebración del arbitraje de consumo electrónico es aquél en el que tenga su 

sede la Junta Arbitral de Consumo o la delegación territorial de la Junta Arbitral competente 
para conocer el procedimiento, salvo que en el laudo dictado figure un lugar distinto, en cuyo 
caso se entenderá como lugar de celebración del arbitraje aquél en el que se hubiera dictado 
el laudo.

Sección 2.ª Arbitraje de consumo colectivo

Artículo 56.  Arbitraje de consumo colectivo.
El arbitraje de consumo colectivo tiene por objeto resolver en un único procedimiento 

arbitral de consumo los conflictos que, en base al mismo presupuesto fáctico, hayan podido 
lesionar los intereses colectivos de los consumidores y usuarios, afectando a un número 
determinado o determinable de éstos.

Artículo 57.  Junta Arbitral competente para conocer el arbitraje de consumo colectivo.
Conocerá de los procedimientos arbitrales colectivos, la Junta Arbitral de Consumo que 

sea competente en todo el ámbito territorial en el que estén domiciliados los consumidores y 
usuarios, cuyos legítimos derechos e intereses económicos hayan podido verse afectados 
por el hecho.

Conforme a la regla anterior, la competencia para conocer de los procedimientos 
arbitrales colectivos que afecten a los legítimos derechos e intereses de los consumidores y 
usuarios domiciliados en más de una comunidad autónoma, corresponde a la Junta Arbitral 
Nacional.
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Artículo 58.  Iniciación de actuaciones.
1. Las actuaciones se iniciarán por acuerdo del presidente de la Junta Arbitral de 

Consumo competente, de oficio o a instancia de las asociaciones de consumidores 
representativas en el ámbito territorial en el que se haya producido la afectación a los 
intereses colectivos de los consumidores o de las Juntas Arbitrales de inferior ámbito 
territorial.

2. Adoptado el acuerdo de iniciación de actuaciones, la Junta Arbitral de Consumo 
requerirá a las empresas o profesionales responsables de los hechos susceptibles de 
lesionar los derechos e intereses colectivos de los consumidores para que manifestara, en el 
plazo de 15 días desde la notificación, si aceptan someter al Sistema Arbitral de Consumo la 
resolución, en un único procedimiento, de los conflictos con los consumidores y usuarios 
motivados por tales hechos y, en su caso, para que propongan un acuerdo conciliatorio que 
satisfaga total o parcialmente los derechos de los potenciales consumidores o usuarios 
afectados.

Si las empresas o profesionales no aceptan la adhesión al Sistema Arbitral de Consumo 
en este único procedimiento arbitral, se procederá al archivo de las actuaciones sin más 
trámite, dando traslado a todas las Juntas Arbitrales de Consumo y, en su caso, a quién instó 
la iniciación del procedimiento.

Artículo 59.  Aceptación del arbitraje por la empresa y llamamiento a los afectados.
1. Aceptada la adhesión al Sistema Arbitral de Consumo ésta se notificará a las Juntas 

Arbitrales de Consumo, procediéndose al llamamiento de los consumidores afectados para 
que hagan valer sus legítimos derechos e intereses individuales en este procedimiento 
arbitral mediante la publicación de un anuncio al efecto en el diario Oficial que corresponda 
al ámbito territorial del conflicto.

El presidente de la Junta Arbitral de Consumo, adicionalmente, podrá acordar otros 
medios para dar publicidad al llamamiento.

2. El llamamiento a los afectados se realizará por un plazo de dos meses desde su 
publicación y deberá contener el acuerdo de iniciación de actuaciones del presidente, la 
indicación del lugar en el que los interesados podrán tener acceso, en su caso, a la 
propuesta de acuerdo conciliatorio realizada por las empresas o profesionales, así como la 
advertencia de los efectos previstos en el artículo 61 para la presentación de la solicitud de 
arbitraje fuera del plazo de dos meses.

3. Efectuado el llamamiento, el presidente de la Junta Arbitral de Consumo procederá a 
la designación del órgano arbitral.

Artículo 60.  Suspensión de la tramitación de las solicitudes de arbitraje y excepción de 
arbitraje colectivo.

1. La notificación de la aceptación por las empresas o profesionales para resolver en un 
único procedimiento arbitral los intereses colectivos de los consumidores y usuarios 
afectados, suspende la tramitación de las solicitudes individuales de arbitraje que tengan su 
causa en los mismos hechos, salvo que se hayan iniciado las actuaciones del órgano 
arbitral, debiendo procederse a su traslado a la Junta Arbitral competente para conocer el 
arbitraje colectivo en el plazo de 15 días desde la notificación de la aceptación.

El acuerdo de suspensión y de traslado se notificará al reclamante y al reclamado, si ya 
se le hubiera trasladado la solicitud de arbitraje conforme a lo previsto en el artículo 37.

2. Opuesta por el reclamado, en cualquier momento del procedimiento, incluida la 
audiencia, la excepción de estar tramitándose un arbitraje colectivo, el órgano arbitral se 
inhibirá de su conocimiento y trasladará las actuaciones a la Junta Arbitral de Consumo 
competente para conocerlo, dando por terminadas las actuaciones.

Artículo 61.  Solicitudes de arbitraje presentadas fuera del plazo de llamamiento.
1. Las solicitudes de arbitraje de los consumidores o usuarios presentadas transcurrido 

el período de dos meses desde la publicación del llamamiento, únicamente serán admitidas 
cuando su presentación sea anterior a la fecha prevista para la audiencia. La admisión de 
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estas solicitudes no retrotraerá las actuaciones, pudiendo intervenir el consumidor o usuario 
en todos los trámites posteriores a dicha admisión.

2. La competencia para resolver sobre la admisión de estas solicitudes es del órgano 
arbitral.

Artículo 62.  Plazo para dictar laudo.
Trascurridos dos meses desde la publicación del llamamiento a los afectados en el diario 

oficial que corresponda al ámbito del conflicto, se iniciará el cómputo del plazo para dictar 
laudo previsto en el artículo 49.

Sección 3.ª Soporte administrativo de otros arbitrajes

Artículo 63.  Soporte administrativo de otros arbitrajes.
Las Juntas Arbitrales de Consumo podrán asumir, en los términos que se acuerde por 

las respectivas Administraciones públicas competentes, la gestión y administración de 
arbitrajes sectoriales distintos al arbitraje de consumo, siempre que su gestión y 
administración haya sido encomendada legal o reglamentariamente a una Administración 
pública.

Artículo 64.  Procedimiento.
En estos casos, la actividad de la Junta Arbitral de Consumo que preste el soporte 

administrativo y el procedimiento arbitral que se siga se ajustará a lo dispuesto por la 
normativa que resulte de aplicación al arbitraje sectorial.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.  Adaptación de los convenios arbitrales.
1. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta norma, se adaptarán los 

vigentes convenios de constitución de las Juntas Arbitrales de Consumo para adecuarlos a 
lo dispuesto en ella.

En tanto se suscriban tales convenios, las Juntas Arbitrales seguirán actuando en base a 
los convenios vigentes a la fecha de entrada en vigor de la norma.

2. La Junta Arbitral de Consumo mantendrá la competencia en relación con los 
procedimientos arbitrales que se hubieran iniciado antes del transcurso del plazo previsto en 
el apartado anterior, aún en el caso de que no se produzca la adaptación del convenio.

Segunda.  Registro público de empresas adheridas al Sistema Arbitral de Consumo y 
ofertas públicas de adhesión.

1. A la entrada en vigor de esta norma, los presidentes de las Juntas Arbitrales de 
Consumo remitirán al registro público de empresas adheridas al Sistema Arbitral de 
Consumo la información normalizada sobre las empresas adheridas al Sistema Arbitral de 
Consumo a través de las respectivas Juntas Arbitrales de Consumo.

En los dos meses siguientes a la finalización del plazo previsto en el apartado anterior, 
deberán estar a disposición del público los datos del referido registro.

2. A la entrada en vigor de esta norma, los presidentes de las Juntas Arbitrales que 
hubieran admitido ofertas públicas de adhesión limitada al Sistema Arbitral de Consumo, las 
trasladarán a la Junta Arbitral competente para pronunciarse sobre su admisión conforme a 
lo previsto en esta norma.

Las Juntas Arbitrales competentes para conocer de la admisión de las ofertas públicas 
de adhesión limitada al Sistema Arbitral de Consumo, en el plazo de 12 meses desde la 
entrada en vigor de la norma, deberán emitir un pronunciamiento expreso sobre la admisión 
de tales ofertas, verificada su adecuación a lo dispuesto en esta norma, con audiencia de la 
empresa o profesional y previo informe de la Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo.

3. En caso de que no se considerara válida la limitación y la empresa o profesional no 
presentara nueva oferta, el presidente de la Junta Arbitral de Consumo notificará a la 
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empresa o profesional que hubiera efectuado inadmisión de la oferta a partir de la fecha de 
la resolución y procederá a la retirada del distintivo de adhesión al Sistema Arbitral de 
Consumo.

4. Los empresarios o profesionales que hayan realizado ofertas públicas de adhesión al 
Sistema Arbitral de Consumo antes de la entrada en vigor de los artículos 25 y 27 de esta 
norma, deberán adecuar la oferta de adhesión a los términos previstos en el artículo 25 en el 
plazo de seis meses previsto como vacatio legis para la entrada en vigor del resto del 
articulado de la norma, en otro caso, se entenderá que aceptan la adhesión al Sistema 
Arbitral de Consumo en los términos previstos en el artículo 25.1, párrafo segundo, último 
inciso.

Tercera.  Acreditación de árbitros.
Los árbitros que vinieran ejerciendo sus funciones con anterioridad a la entrada en vigor 

de esta norma, se entenderán acreditados por el presidente de la Junta Arbitral de Consumo, 
sin necesidad de cumplir los requisitos previstos en el artículo 17 y sin perjuicio de la 
formación continúa que se prevea.

Cuarta.  Procedimientos arbitrales iniciados antes de la entrada en vigor.
Los procedimientos arbitrales cuya tramitación se hubiera iniciado antes de la entrada en 

vigor de esta norma, proseguirán su tramitación conforme a la normativa vigente con 
anterioridad a dicha entrada en vigor.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Unica.  Derogación normativa.
Queda derogado el Real Decreto 636/93, de 3 de mayo, por el que se regula el Sistema 

Arbitral de Consumo.

DISPOSICIÓNES FINAL

Primera.  Título competencial.
Esta norma se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1, 5.ª y 6.ª de la 

Constitución, que atribuyen al Estado las competencias exclusivas en materia de 
administración de justicia y de legislación procesal, respectivamente.

Segunda.  Habilitación para el desarrollo normativo.
Se habilita al Ministro de Sanidad y Consumo para dictar las disposiciones precisas para 

la aplicación de esta norma.

Tercera.  Modificación del Real Decreto 1163/2005, de 30 de septiembre, por el que se 
regula el distintivo público de confianza en los servicios de la sociedad de la información y de 
comercio electrónico, así como los requisitos y el procedimiento de concesión.

Se modifica el texto del anexo del Real Decreto 1163/2005, de 30 de septiembre, por el 
que se regula el distintivo público de confianza en los servicios de la sociedad de la 
información y de comercio electrónico, así como los requisitos y el procedimiento de 
concesión, que quedará redactado en los siguientes términos:

«Denominación: Distintivo público de confianza en línea.
Construcción gráfica:
Una figura vertical constituida por cuatro rectángulos iguales de 45 mm de base 

por 20,25 de altura. Las medidas totales exteriores incluidos los cuatro elementos 
son 45 mm de base por 81 mm de altura. El segundo recuadro contiene una imagen 
mixta representativa de la expresión abreviada de la arroba y el logotipo de Arbitraje 
de Consumo.
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Los rectángulos superior e inferior contienen los siguientes textos: el superior 
CONFIANZA EN LÍNEA y el inferior PROVEEDOR ADHERIDO, ambos en 
mayúsculas. El tercer recuadro, opcional, es un espacio en blanco para situar 
distintos logotipos.

Tipografía: helvética. Estilo: normal. Cuerpo de letra: 22. Interlineado: sólido. 
Escala horizontal: 100

Colores: naranja y negro. El primero compuesto por magenta 47% y amarillo 100 
% y el segundo negro base. El logotipo arriba descrito figura calado en blanco sobre 
fondo naranja.

Si se prescinde del recuadro blanco opcional, el conjunto del logotipo.
Todas las líneas que forman el conjunto son en color negro de 0,5 puntos.
Si se prescinde del recuadro blanco opcional las medidas del conjunto del 

logotipo deben ser de 45 mm de base por 61 mm de altura.
Para su uso en Internet se establece un tamaño mínimo en píxeles de 75 de 

ancho por 134 de altura, en la versión completa y de 48 de ancho por 65 de altura 
prescindiendo del recuadro opcional. Se deben guardar las mismas proporciones en 
tamaños superiores.»

Cuarta.  Entrada en vigor.
Los artículos 25 y 27 del presente real decreto entrarán en vigor el día siguiente al de su 

publicación en el «Boletín Oficial del Estado». El resto de la norma entrará en vigor a los seis 
meses de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

ANEXO I
Distintivo de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo

Denominación: Distintivo de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo.
Construcción gráfica:
Una figura vertical constituida por cuatro elementos de texto e imagen. Las medidas 

exteriores del conjunto son 69 mm. De ancho por 132 mm. de altura. El primer elemento, 
arriba, consta de un rectángulo de 69 mm de ancho por 28 mm de altura. En línea negra de 
0,5 mm. En su interior debe figurar la Junta Arbitral o el ámbito territorial de la oferta en letra 
mayúscula y centrado. Tipo de letra: helvética. Tamaño: 21,42. Escala horizontal: 100. 
Espaciado: 0. Interlineado: sólido. Estilo: negrita.

Debajo, el segundo elemento, sólo texto, figura ESTABLECIMIENTO ADHERIDO, en dos 
líneas. Tipo de letra: helvética. Escala horizontal: 100. Tamaño: 21,66. Espaciado: 0. 
Interlineado: sólido. Estilo: normal. La altura total de las dos líneas de texto es de 13 mm 
situadas a 3 mm del borde inferior del primer elemento y a 3 mm del tercero, debajo.
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El tercer elemento consta de un recuadro de 69 x 69 mm. En color naranja, magenta 
47% y amarillo 100%. En su interior figura el logotipo de Arbitraje, centrado y calado en 
blanco. Las medidas del logotipo son 53,4 x 63,7 mm.

El elemento inferior consta del texto ARBITRAJE DE CONSUMO, en dos líneas, la 
superior ARBITRAJE y la inferior DE CONSUMO, centrado, ocupando un espacio de 51,8 x 
13 mm. Tipo de letra: helvética. Tamaño: 21,42. Escala horizontal: 100. Espaciado: 0. 
Interlineado: sólido. Estilo: negrita. Separado del tercer elemento por un espacio de 3 mm.

Para su uso en Internet se establece un tamaño mínimo en píxeles de 75 de ancho por 
138 de alto, debiendo guardar las proporciones en tamaños superiores.

ANEXO II
Distintivo de adhesión limitada al Sistema Arbitral de Consumo

Denominación: Distintivo de adhesión limitada al Sistema Arbitral de Consumo.
Construcción gráfica:
Una figura vertical constituida por cuatro elementos de texto e imagen. Las medidas 

exteriores del conjunto son 69 mm de ancho por 132 mm de altura. El primer elemento, 
arriba, consta de un rectángulo de 69 mm de ancho por 28 mm de altura. En línea negra de 
0,5 mm. En su interior debe figurar la Junta Arbitral o el ámbito territorial de la oferta, en letra 
mayúscula y centrado. Tipo de letra: helvética. Tamaño: 21,42. Escala horizontal: 100. 
Espaciado: 0. Interlineado: sólido. Estilo: negrita.

Debajo, el segundo elemento, sólo texto, figura ESTABLECIMIENTO ADHERIDO, en dos 
líneas. Tipo de letra: helvética. Escala horizontal: 100. Tamaño: 21,66. Espaciado: 0. 
Interlineado: sólido. Estilo: normal. La altura total de las dos líneas de texto es de 13 mm 
situadas a 3 mm del borde inferior del primer elemento y a 3 mm del tercero, debajo.

El tercer elemento consta de un recuadro de 69 x 69 mm. En su interior figura el logotipo 
de Arbitraje y un rectángulo vertical a la izquierda con el texto OFERTA LIMITADA, en 
mayúsculas. Los espacios de dividen de la siguiente forma: situado a la izquierda, un 
rectángulo vertical de 11 mm de ancho por 67 mm de altura, separado de los bordes por una 
calle de 1 mm en color blanco y sin líneas exteriores. En su interior el texto OFERTA 
LIMITADA, en mayúsculas. Tipo de letra: helvética. Escala horizontal: 76. Tamaño: 27,34. 
Estilo: negrita. Espaciado: 0. Texto centrado en el espacio. Separación arriba y abajo 1,6 
mm, separación por la izquierda y por la derecha 2,2 mm. El texto en color naranja, magenta 
47% y amarillo 100%. El resto del espacio con fondo del mismo color y el logotipo calado en 
blanco, centrado. Las medidas del logotipo son 51 mm de base por 61,3 de altura.

El elemento inferior consta del texto ARBITRAJE DE CONSUMO, en dos líneas, la 
superior ARBITRAJE y la inferior DE CONSUMO, centrado, ocupando un espacio de 51,8 x 
13 mm. Tipo de letra: helvética. Tamaño: 21,42. Escala horizontal: 100. Espaciado: 0. 
Interlineado: sólido. Estilo: negrita. Separado del tercer elemento por un espacio de 3 mm. 
Para su uso en Internet se establece un tamaño mínimo en píxeles de 75 de ancho por 138 
de alto, debiendo guardar las proporciones en tamaños superiores.
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§ 32

Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se incorpora al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa 

a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 268, de 4 de noviembre de 2017

Última modificación: 2 de agosto de 2022
Referencia: BOE-A-2017-12659

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I
En la evolución de la protección jurídica del consumidor, tanto en los ordenamientos 

nacionales como en el derecho comunitario, se pueden distinguir, algo distantes, aunque no 
del todo separadas, dos etapas. En una primera etapa se reconocen principios y derechos 
en favor de los consumidores, mientras que en una segunda etapa los Estados advierten 
que no es suficiente el reconocimiento de un repertorio de derechos a los consumidores por 
lo que resulta imprescindible el establecimiento de cauces adecuados para que estos 
puedan hacer valer los derechos reconocidos en la etapa anterior.

Las leyes pueden reconocer al consumidor un amplio elenco de derechos, pero la 
eficiencia de un derecho protector de los consumidores se va a medir, no sólo por la 
perfección o equidad de sus normas, sino también por la existencia de cauces sencillos, 
rápidos y gratuitos o de escaso coste a través de los cuales se puedan hacer exigibles sus 
derechos cuando estos no hayan sido respetados adecuadamente.

En las dos últimas décadas del siglo XX, la Comisión Europea empieza a mostrar su 
preocupación por el problema del acceso de los consumidores a la justicia en los Estados 
miembros y utiliza esta expresión no de forma limitada, en cuanto al acceso de aquellos a los 
distintos tipos de tribunales ordinarios o especializados, sino incluyendo también a otras 
instancias o mecanismos de diversa naturaleza como la mediación, la conciliación y el 
arbitraje. Se empieza entonces a incidir en el hecho de que las dificultades observadas se 
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acrecientan considerablemente cuando el consumidor y el empresario residen en diferentes 
Estados miembros y entran en juego las normas sobre competencia judicial internacional.

Dos comunicaciones remitidas al Consejo Europeo por la Comisión de las Comunidades 
Europeas en los años 1985 y 1987, constituyen los antecedentes de la Resolución del 
Consejo de la CEE de 25 de junio de 1987, sobre el acceso de los consumidores a la 
justicia, en la que se invitaba a la Comisión a ampliar algunos análisis anteriores sobre el 
tema, al tiempo que se sugería un análisis de la evaluación de las barreras que podrían 
obstaculizar el acceso de los consumidores a la justicia sobre la base de tres elementos, 
como son el tiempo empleado, el coste económico soportado y la eficacia conseguida.

Fruto de este análisis, la Comisión Europea presentaba el 16 de noviembre de 1993 el 
Libro Verde sobre el acceso de los consumidores a la justicia y solución de litigios en materia 
de consumo en el mercado único, que constituía un definitivo impulso sobre la materia y en 
el que se ponían de manifiesto los problemas específicos de los consumidores en el ejercicio 
de sus derechos, así como la dimensión comunitaria del problema, señalando que el acceso 
a la justicia, además de ser uno de los derechos reconocidos por el Convenio Europeo para 
la Protección de los Derechos Humanos, es una condición de eficacia jurídica de cualquier 
ordenamiento jurídico, y como tal condición también debe ser tenida en cuenta por el 
ordenamiento jurídico comunitario.

Los análisis de la Comisión Europea concluían en reconocer las ventajas ofrecidas por la 
resolución alternativa de litigios en materia de consumo como medio de conseguir una 
solución extrajudicial, sencilla, rápida y asequible. Unos años antes, el ordenamiento jurídico 
español ya había comenzado a mostrar su interés por poner a disposición de los 
consumidores medios sencillos y rápidos para la solución de sus litigios y de forma 
innovadora e inesperada, por la escasa tradición de la institución jurídica, había optado por 
el arbitraje como procedimiento de solución de los litigios de los consumidores. Así, el 
artículo 31 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, señaló que el Gobierno establecería un sistema arbitral que, sin formalidades 
especiales, atendiera y resolviera con carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes las 
quejas o reclamaciones de los consumidores o usuarios, siempre que no concurriera 
intoxicación, lesión o muerte, ni existiesen indicios racionales de delito, todo ello sin perjuicio 
de la protección administrativa y de la judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 24 
de la Constitución Española. En cumplimiento de ese mandato se aprobó el Real 
Decreto 636/1993, de 3 de mayo, por el que se regula el sistema arbitral de consumo, 
posteriormente derogado por el Real Decreto 231/2008, de 15 de febrero, por el que se 
regula el Sistema Arbitral de Consumo, actualmente vigente.

La Comisión Europea, consciente de la importancia del tema y con el fin de establecer 
unos requisitos mínimos de calidad exigibles a los mecanismos extrajudiciales de solución 
de litigios, adopta, algunos años después, la Recomendación 98/257/CE, de 30 de marzo 
de 1998, relativa a los principios aplicables a los órganos responsables de la solución 
extrajudicial de los litigios en materia de consumo (que proponen o imponen una solución), y 
la Recomendación 2001/310/CE, de 4 de abril de 2001, relativa a los principios aplicables a 
los órganos extrajudiciales de resolución consensual de litigios en materia de consumo.

El Consejo Europeo, en su Resolución de 25 de mayo de 2000, relativa a la creación de 
una red comunitaria de órganos nacionales encargados de la solución extrajudicial de litigios 
de consumo, decide dar un paso adelante, invitando a los Estados miembros a la notificación 
de todos los organismos extrajudiciales que acreditaran el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en la primera de las Recomendaciones antes mencionadas con el fin de 
integrarlos en una red comunitaria. En virtud de dicha Resolución fueron notificadas a la 
Comisión Europea las Juntas Arbitrales de Consumo que resuelven mediante arbitraje y, por 
tanto, con carácter vinculante y ejecutivo, los litigios entre consumidores y empresarios.

Sin embargo, estas Recomendaciones han resultado insuficientes para garantizar el 
acceso de los consumidores a mecanismos de solución extrajudicial de conflictos a través de 
este tipo de entidades de resolución alternativa y a sus procedimientos en todas las áreas 
geográficas y sectoriales de la Unión Europea. Quince años después del inicio de la 
notificación a la Comisión Europea de estas entidades de resolución alternativa, los 
consumidores y empresarios continúan sin conocer las vías de recurso extrajudicial, lo que 
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sin duda constituye un obstáculo para el desarrollo y buen funcionamiento del mercado 
interior.

II
La Comunicación de la Comisión Europea de 13 de abril de 2011, titulada «Acta del 

Mercado Único (Doce prioridades para estimular el crecimiento y reforzar la confianza)», 
identificó la legislación sobre resolución alternativa de litigios, incluidos los derivados del 
comercio electrónico, como uno de los obstáculos para la consecución del fin perseguido, 
motivo por el cual fijó como una de las doce prioridades el desarrollo de esta legislación para 
estimular el crecimiento, reforzar la confianza y avanzar en la realización del Mercado Único.

Con el fin de contribuir a alcanzar esta finalidad y mantener un alto nivel de protección 
del consumidor, se aprueban tanto la Directiva 2013/11/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de 
consumo y por la que se modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004 y la 
Directiva 2009/22/CE, como el Reglamento (UE) n.º 524/2013 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 21 de mayo de 2013, sobre resolución de litigios en línea en materia de 
consumo y por el que se modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004 y la 
Directiva 2009/22/CE, instrumentos ambos interrelacionados y complementarios.

La Directiva 2013/11/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, 
que es de armonización mínima, obliga a los Estados miembros a garantizar a los 
consumidores residentes en la Unión Europea la posibilidad de resolver sus litigios con 
empresarios establecidos en cualquier Estado miembro mediante la intervención de 
entidades de resolución alternativa que ofrezcan procedimientos de resolución alternativa o 
extrajudicial de litigios de consumo que sean independientes, imparciales, transparentes, 
efectivos, rápidos y justos. Los litigios a los que se refiere la garantía de resolución 
alternativa son aquellos, de carácter nacional o transfronterizo, relativos a obligaciones 
contractuales derivadas de contratos de compraventa o de prestación de servicios.

Cada Estado miembro debe cumplir con dicha obligación, garantizando la existencia de 
entidades de resolución alternativa que tras acreditar, como mínimo, el cumplimiento de los 
principios, requisitos y garantías establecidos en dicha directiva, den cobertura, al menos, a 
la resolución de litigios en los que estén implicados empresarios establecidos en su territorio. 
Si, pese al cumplimiento general de esa garantía, en un supuesto determinado no existiera 
en su territorio una entidad competente para la resolución de un conflicto, los Estados 
pueden recurrir complementariamente a entidades de resolución alternativa establecidas en 
otro Estado miembro, ya sean transnacionales o paneuropeas.

Para el cumplimiento de este mandato los Estados miembros deben partir de las 
entidades de resolución alternativa de litigios de consumo ya existentes y de los 
procedimientos gestionados por estas, manteniendo así el respeto a sus respectivas 
tradiciones jurídicas en materia de resolución alternativa o extrajudicial de litigios de 
consumo. Esto no impedirá la creación de nuevas entidades que desarrollen la misma 
actividad, pero tanto unas como otras, las entidades ya creadas y las de nueva creación, 
deberán ajustarse por igual a las exigencias y procedimientos establecidos por los Estados 
miembros si desean ser acreditadas.

III
La presente ley incorpora al Derecho español la Directiva 2013/11/UE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, garantizando la existencia de entidades de 
resolución alternativa establecidas en España que cumplan con los requisitos, garantías y 
obligaciones exigidas por la misma.

De esta forma, los consumidores residentes en España o en cualquier Estado miembro 
de la Unión Europea tendrán la posibilidad de resolver sus litigios de consumo con 
empresarios establecidos en España acudiendo a entidades de resolución alternativa de 
calidad que hayan sido acreditadas por la autoridad competente e incluidas en un listado 
nacional de entidades acreditadas, el cual será trasladado a la Comisión Europea para que 
sea incluido en el listado único de entidades notificadas por los diferentes Estados miembros 
de la Unión Europea.
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Son las propias entidades las que, voluntariamente, podrán solicitar su acreditación ante 
la autoridad competente que proceda, quien dictará resolución tras realizar un análisis y 
evaluación del cumplimiento por las mismas de todos los requisitos exigidos en esta ley. 
Aquellas entidades de resolución alternativa que no se encuentren acreditadas de 
conformidad con el procedimiento establecido en esta norma ejercerán sus funciones en la 
forma prevista para cada caso.

Las entidades de resolución alternativa de litigios que deseen obtener la acreditación que 
concede la autoridad competente deberán estar establecidas en España y cumplir los 
requisitos exigidos por esta ley, y las mismas podrán tener naturaleza pública o privada.

En sectores donde exista un alto nivel de conflictividad y una adhesión limitada a 
entidades de resolución de conflictos, se articularán todas las medidas administrativas y 
normativas necesarias para corregir esta situación, incluidas las sancionadoras. Para ello 
anualmente se evaluarán los sectores más problemáticos y las cuestiones más reclamadas 
en orden a introducir las modificaciones normativas o las políticas que alienten la inclusión 
de estos sectores de actividad en los sistemas de resolución de conflictos que cumplan con 
los principios y garantías que recoge esta ley. Sin perjuicio de que tales mecanismos 
privados internos de reclamación se regulen conforme a los criterios y exigencias que recoge 
esta ley de conformidad a la Directiva 2013/11/UE.

IV
Esta ley se estructura en 45 artículos, distribuidos en un título preliminar y tres títulos, 

tres disposiciones adicionales, una disposición derogatoria y ocho disposiciones finales.
En el Título preliminar, bajo la rúbrica «Disposiciones generales», se establecen el objeto 

y finalidad de la ley, las definiciones y su ámbito de aplicación, así como los efectos de la 
presentación de una reclamación ante una entidad de resolución alternativa acreditada.

La ley se refiere a los litigios, de carácter nacional o transfronterizo, surgidos entre un 
consumidor y un empresario con ocasión o como consecuencia de un contrato de 
compraventa o de prestación de servicios, celebrado o no a través de internet, 
independientemente del sector económico al que correspondan.

Se incluyen también dentro del ámbito de aplicación de esta ley los litigios derivados de 
las prácticas comerciales llevadas a cabo por empresarios adheridos a códigos de conducta. 
En concreto, y si bien la Directiva 2013/11/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 
de mayo de 2013, no hace ninguna referencia a los sistemas de resolución extrajudicial de 
reclamaciones en materia publicitaria, recogidos en el ordenamiento jurídico español en el 
artículo 37.4 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal, se considera 
procedente incluir estos sistemas dentro del ámbito de aplicación de esta ley, teniendo en 
cuenta su sujeción a la misma normativa comunitaria y el hecho de que, de no ser incluidos, 
quedarían huérfanos de regulación, no resultando posible su notificación a la Comisión 
Europea.

De esta forma, los requisitos exigibles a los sistemas extrajudiciales de resolución de 
litigios, ya sean relativos a las obligaciones derivadas de los contratos de compraventa o de 
prestación de servicios o a aquellos derivados del incumplimiento de códigos de conducta en 
materia de competencia desleal y publicidad alternativa, quedan sujetos al mismo régimen 
legal, sin distinción alguna.

Esta ley no se aplica a los servicios no económicos de interés general, ni a determinadas 
reclamaciones referidas a servicios relacionados con la salud, ni tampoco a aquellas 
reclamaciones dirigidas a prestadores públicos de enseñanza complementaria o superior. 
Asimismo, quedan fuera de su ámbito de aplicación los litigios entre empresarios, la 
negociación directa entre el consumidor y el empresario, los procedimientos de resolución 
alternativa iniciados o gestionados por los empresarios, así como los intentos o actuaciones 
realizadas en el marco de un procedimiento judicial con el fin de intentar solucionar el 
conflicto objeto del mismo.

La Directiva 2013/11/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, 
otorga a los Estados miembros libertad para decidir si las entidades acreditadas en su 
territorio están facultadas para imponer una solución a las partes y considera vinculantes 
aquellos procedimientos que tienen como resultado la imposición a cualquiera de ellas de la 
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solución del conflicto, sin hacer referencia alguna al hecho de que aquellos conlleven o no la 
renuncia a la vía judicial, pero estableciendo un tratamiento diferente para ambos supuestos.

En esta línea, la ley define como procedimiento con resultado vinculante aquel que tenga 
como resultado la imposición a cualquiera de las partes de la solución adoptada, con 
independencia de que el resultado conlleve o no la renuncia a la vía judicial, y como 
procedimiento con resultado no vinculante aquel que finalice con un acuerdo entre las 
partes, adoptado por sí mismas o mediante la intervención de un tercero, o que termine con 
una propuesta de solución, con independencia de que las partes puedan posteriormente 
otorgar a su acuerdo carácter vinculante o comprometerse a aceptar la proposición 
efectuada por la persona encargada de la solución del litigio –sería, por ejemplo, el caso de 
la mediación, cuyo resultado no se impone sino que es fruto del acuerdo de las partes, con 
independencia de que pueda adquirir carácter de título ejecutivo si las partes optan por ello-.

El Título I de la ley, que se estructura en dos capítulos, se refiere a la acreditación de las 
entidades de resolución alternativa para su posterior inclusión en el listado nacional de 
entidades acreditadas elaborado por la Agencia Española de Consumo, Seguridad 
Alimentaria y Nutrición y, a la postre, en el listado consolidado de entidades acreditadas de la 
Comisión Europea.

El Capítulo I de este Título I, denominado «Requisitos exigibles para la acreditación de 
las entidades de resolución alternativa», se estructura en tres secciones en las que se 
agrupan los requisitos exigibles a determinados aspectos de las mismas, a los 
procedimientos que gestionan y a las personas encargadas de la resolución de dichos 
procedimientos.

Es importante destacar que esta ley no regula ni desarrolla procedimientos de resolución 
alternativa de litigios, sino que se limita a establecer los requisitos que buscan la 
armonización de la calidad de las entidades de resolución alternativa a las que pueden 
recurrir los consumidores y los empresarios para la solución de sus litigios.

Atendiendo a un elemental criterio de prudencia, la ley impide acceder a la acreditación 
europea a las entidades de resolución alternativa de litigios de consumo en las cuales las 
personas encargadas de la resolución del litigio estén empleadas o retribuidas directamente 
por el empresario reclamado. Este mismo criterio ha sido seguido por todos los Estados 
miembros en la transposición de la Directiva con la única excepción del sistema francés, que 
permite la acreditación de estas entidades como entidades RAL europeas.

Por otro lado, con el fin de asegurar la eficacia de los procedimientos llevados a cabo por 
las entidades acreditadas, se establece un plazo máximo de resolución de los mismos que 
se fija en noventa días a contar desde el momento en que la entidad haya recibido la 
reclamación completa.

Además, para que las entidades de resolución alternativa puedan ser acreditadas el 
coste de los procedimientos que gestionen deberá ser gratuito para el consumidor. La 
directiva nada establece respecto al coste de estos procedimientos de resolución alternativa 
para el empresario, no incluyéndose tampoco en la ley ninguna cantidad mínima o máxima 
que deba soportar este, dejando libertad a las entidades de resolución alternativa 
acreditadas para su fijación.

El Capítulo II del Título I, relativo al procedimiento para la acreditación de las entidades 
de resolución alternativa, regula, entre otros aspectos, las autoridades competentes para la 
acreditación, la incorporación de aquellas a los listados de entidades acreditadas para su 
posterior notificación a la Comisión Europea, así como la exclusión de las entidades de 
dichos listados en caso de pérdida de los requisitos de acreditación o de incumplimiento de 
las obligaciones asumidas por las mismas.

La ley determina el procedimiento a seguir para la acreditación de las entidades de 
resolución alternativa que lo soliciten. Con carácter general para todos los sectores 
económicos la ley designa como autoridades competentes para la acreditación a la Agencia 
Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición, que actuará además como punto 
de contacto único con la Comisión Europea. No obstante, las Comunidades Autónomas que 
en su legislación hayan asumido y desarrollado competencias en materia de mediación de 
consumo, podrán designar autoridades competentes para la acreditación de entidades de 
resolución alternativa de litigios de consumo que finalicen con una decisión no vinculante 
para las partes. Igualmente se atribuye a las Comunidades Autónomas la competencia para 
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la acreditación de entidades que lleven a cabo procedimientos administrativos establecidos y 
desarrollados en su legislación.

Para el sector financiero se establecen algunas especialidades, designándose como 
autoridades competentes para dicho ámbito al Banco de España, a la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores y a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones del 
Ministerio de Economía, Industria y Competitividad, cada uno de ellos para las entidades que 
actúen en su respectivo sector de supervisión. Además, en la disposición adicional primera 
se mandata al Gobierno para remitir a las Cortes Generales un proyecto de ley en la que se 
regule una entidad única para la resolución de litigios de consumo en dicho sector. No 
obstante, en la misma disposición adicional se posibilita que las Juntas Arbitrales de 
Consumo, que dan cobertura a reclamaciones de todos los sectores económicos, puedan 
seguir conociendo de los litigios de consumo correspondientes al sector financiero, siempre 
que ambas partes, de forma voluntaria, lo acepten.

Y lo mismo ocurre en materia de protección de los usuarios del transporte aéreo, a la 
que hace referencia la disposición adicional segunda de esta ley, designándose para este 
ámbito como autoridad competente a la persona titular del Ministerio de Fomento.

El Título II, denominado «Obligaciones de las entidades de resolución alternativa 
acreditadas», recoge las diferentes obligaciones que asume cada una de estas entidades a 
consecuencia de su acreditación y establece que cuando una autoridad competente 
determine que se ha incumplido alguna de dichas obligaciones deberá requerir a la entidad 
para que subsane de inmediato el incumplimiento, advirtiéndole que si transcurre un plazo 
de tres meses sin haberlo subsanado será excluida del correspondiente listado de entidades 
acreditadas.

El Título III se estructura en dos capítulos y se denomina «Otras disposiciones». El 
Capítulo I, bajo la rúbrica «Obligaciones de información de los empresarios», establece para 
todos los empresarios la obligación de informar acerca de la existencia de entidades 
acreditadas de resolución alternativa de litigios.

Esta obligación de información, que constituye una novedad importante, afecta a todos 
los empresarios, estén o no adheridos a las entidades de resolución alternativa acreditadas, 
tipificándose su vulneración como infracción sancionable en materia de protección de los 
consumidores y usuarios. Dicha obligación viene a dejar sin efecto las obligaciones previstas 
en los apartados 3 y 4 del artículo 21 del texto refundido de la Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, que hacían referencia a la 
Recomendación 98/257/CE, de 30 de marzo de 1998, y a la Recomendación 2001/310/CE, 
de 4 de abril de 2001, que constituyen los antecedentes de la directiva que con esta ley se 
transpone.

El Capítulo II de este Título III, bajo el título «Actuaciones de las administraciones 
públicas competentes», establece la información que sobre las entidades de resolución 
alternativa acreditadas deben proporcionar el Centro Europeo del Consumidor y las 
administraciones públicas, la asistencia jurídica a los consumidores en caso de litigios 
transfronterizos y la cooperación entre las instituciones públicas y las entidades acreditadas, 
así como con las redes en que estas se integren.

La parte final de la ley contiene tres disposiciones adicionales, una disposición 
derogatoria y ocho disposiciones finales.

La disposición adicional primera se refiere a las entidades de resolución alternativa en el 
ámbito de la actividad financiera y la disposición adicional segunda a las entidades de 
resolución alternativa en el ámbito de la protección de los usuarios del transporte aéreo.

Por su parte, las disposiciones finales cuarta y quinta modifican, respectivamente, el 
texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y el Real 
Decreto 231/2008, de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de Consumo.

La modificación de los apartados 3 y 4 del artículo 21 del texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios responde al hecho, ya 
mencionado, de haber quedado afectado su contenido por la incorporación de la nueva 
obligación de información de los empresarios sobre la resolución alternativa de litigios de 
consumo, mientras que la modificación de los artículos 37 y 49 del Real Decreto 231/2008, 
de 15 de febrero, obedece a la necesidad de adaptar el procedimiento arbitral de consumo a 
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los requisitos exigidos en esta ley para los procedimientos de resolución alternativa, 
especialmente en cuanto al plazo máximo de resolución del conflicto.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y finalidad.
1. Esta ley tiene como finalidad garantizar a los consumidores residentes en la Unión 

Europea el acceso a mecanismos de resolución alternativa de litigios en materia de consumo 
que sean de alta calidad por ser independientes, imparciales, transparentes, efectivos, 
rápidos y justos.

2. A estos efectos, la presente ley tiene como objeto:
a) Determinar los requisitos que deben reunir las entidades de resolución alternativa de 

litigios para que, en el marco de aplicación de esta ley, puedan ser incluidas en el listado de 
entidades acreditadas por cada autoridad competente así como en el listado nacional de 
entidades que elabore la Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición.

b) Regular el procedimiento para la acreditación de las entidades de resolución 
alternativa de litigios que lo soliciten.

c) Establecer las obligaciones que deben asumir las entidades de resolución alternativa 
acreditadas.

d) Garantizar el conocimiento por los consumidores de la existencia de entidades de 
resolución alternativa de litigios de consumo acreditadas, mediante el establecimiento de la 
obligación de información de los empresarios y la actuación de las Administraciones Públicas 
competentes.

Artículo 2.  Definiciones.
A efectos de esta ley se entenderá por:
a) «Consumidor»: toda persona física que actúe con fines ajenos a su actividad 

comercial, empresarial, oficio o profesión, así como toda persona jurídica y entidad sin 
personalidad jurídica que actúe sin ánimo de lucro en un ámbito ajeno a una actividad 
comercial o empresarial, salvo que la normativa aplicable a un determinado sector 
económico limite la presentación de reclamaciones ante las entidades acreditadas a las que 
se refiere esta ley exclusivamente a las personas físicas.

b) «Empresario»: toda persona física o jurídica, ya sea privada o pública, que actúe, por 
sí misma o a través de otra persona a su cargo o en su nombre, con fines relacionados con 
sus actividades comerciales o empresariales, su oficio o su profesión.

c) «Organización profesional o asociación empresarial»: toda organización o asociación 
sin ánimo de lucro que reúne a diferentes profesionales o empresas de un sector 
determinado para la gestión y logro de sus propios fines.

d) «Contrato de compraventa»: todo contrato en virtud del cual el empresario transmita o 
se comprometa a transmitir a un consumidor la propiedad de ciertos bienes y el consumidor 
pague o se comprometa a pagar su precio, incluido cualquier contrato cuyo objeto esté 
constituido a la vez por bienes y servicios.

e) «Contrato de prestación de servicios»: todo contrato, con excepción de un contrato de 
compraventa, en virtud del cual el empresario preste o se comprometa a prestar un servicio 
al consumidor y usuario y éste pague o se comprometa a pagar su precio.

f) «Litigio nacional de consumo»: litigio de naturaleza contractual derivado de un contrato 
de compraventa o de prestación de servicios en el que en el momento de realizar la orden de 
pedido el consumidor y el empresario tengan su residencia y establecimiento en España.

g) «Litigio transfronterizo de consumo»: litigio de naturaleza contractual derivado de un 
contrato de compraventa o de prestación de servicios en el que el consumidor, en el 
momento de realizar la orden de pedido, tenga su residencia en un Estado miembro de la 
Unión Europea diferente a aquel en que el empresario esté establecido.

A estos efectos, se tendrá en cuenta lo siguiente:
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1.º Si el empresario es una persona física, se considerará establecido en el lugar donde 
realice su actividad.

2.º Si se trata de una empresa u otro tipo de persona jurídica o de una asociación de 
personas naturales o jurídicas, se considerará establecido en el lugar donde desarrolle 
principalmente su actividad, tenga su domicilio social o administración central o disponga de 
una sucursal, agencia o cualquier otro tipo de establecimiento.

h) «Entidad de resolución alternativa»: persona física o entidad, de naturaleza pública o 
privada, que independientemente de cómo se denomine o mencione, lleva a cabo 
procedimientos de resolución alternativa de litigios de consumo.

i) «Entidad de resolución alternativa acreditada» o «entidad acreditada»: entidad de 
resolución alternativa establecida de manera duradera en España que ha obtenido la 
acreditación por resolución de la autoridad competente y figura incorporada en el listado 
nacional de la Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición.

j) «Procedimiento de resolución alternativa»: procedimiento de resolución alternativa de 
litigios en materia de consumo llevado a cabo con la intervención de una entidad que 
propone, impone o facilita una solución entre las partes.

k) «Procedimiento con resultado vinculante»: procedimiento de resolución alternativa que 
finaliza con la imposición a cualquiera de las partes de la solución adoptada, conlleve o no la 
renuncia a la vía judicial.

l) «Procedimiento con resultado no vinculante»: procedimiento de resolución alternativa 
que finaliza con un acuerdo alcanzado entre las partes, adoptado por sí mismas o mediante 
la intervención de un tercero, o que termina con una propuesta de solución, con 
independencia de que las partes posteriormente puedan otorgar a su acuerdo carácter 
vinculante o comprometerse a aceptar la proposición efectuada por la persona encargada de 
la solución del litigio.

m) «Autoridad competente»: toda autoridad designada a efectos de esta ley para la 
evaluación y acreditación de entidades de resolución alternativa a efectos de su consiguiente 
inclusión en un listado de entidades acreditadas.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.
1. Esta ley será de aplicación a las entidades de resolución alternativa establecidas en 

España, tanto públicas como privadas, que propongan, impongan o faciliten una solución 
entre las partes en el ámbito de la resolución alternativa de litigios de consumo, nacionales o 
transfronterizos, relativos a obligaciones contractuales derivadas de contratos de 
compraventa o de prestación de servicios, y que voluntariamente soliciten su acreditación 
para ser incluidas en el listado nacional de entidades acreditadas que elabore la Agencia 
Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición.

Asimismo, la presente ley será de aplicación a las entidades que, actuando en el ámbito 
de la resolución alternativa de litigios relativos al cumplimiento por las empresas adheridas 
de los compromisos asumidos en códigos de conducta sobre prácticas comerciales o de 
publicidad, a los que se refiere el artículo 37.4 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de 
Competencia Desleal, soliciten voluntariamente su acreditación para ser incluidas en el 
listado nacional de entidades acreditadas.

2. Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley:
a) La negociación directa entre el consumidor y el empresario.
b) Los procedimientos de resolución alternativa de litigios iniciados por los empresarios 

contra los consumidores.
c) Los procedimientos ante sistemas de resolución gestionados por los empresarios u 

oficinas y servicios de información y de atención al cliente.
d) Los litigios entre empresarios.
e) Los intentos o actuaciones realizadas en el marco de un procedimiento judicial con el 

fin de intentar solucionar el litigio objeto del mismo.
f) Las reclamaciones que se refieran a servicios no económicos de interés general.
g) Las reclamaciones referidas a servicios relacionados con la salud, prestados por un 

profesional sanitario con el fin de evaluar, mantener o restablecer el estado de salud de los 

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 32  Ley relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo

– 187 –



pacientes, así como la extensión de recetas, dispensación y provisión de medicamentos y 
productos sanitarios.

h) Las reclamaciones dirigidas a prestadores públicos de enseñanza complementaria o 
superior.

Artículo 4.  Efectos de la presentación de reclamaciones ante una entidad de resolución 
alternativa acreditada.

1. La presentación de una reclamación ante una entidad acreditada suspenderá o 
interrumpirá los plazos de caducidad y de prescripción de acciones conforme a lo 
establecido en la normativa que resulte de aplicación en cada caso.

2. Cuando de manera voluntaria se inicie ante una entidad acreditada un procedimiento 
de resolución alternativa con resultado no vinculante, estando en curso un proceso judicial, 
las partes, de común acuerdo, podrán solicitar su suspensión de conformidad con la 
legislación procesal.

TÍTULO I
Acreditación de las entidades de resolución alternativa

CAPÍTULO I
Requisitos exigibles para la acreditación de las entidades de resolución 

alternativa

Sección 1.ª Requisitos relativos al lugar de establecimiento de las entidades, a 
su estatuto o reglamento de funcionamiento y al ámbito territorial de los litigios 

en que intervengan

Artículo 5.  Lugar de establecimiento de las entidades de resolución alternativa.
1. Las entidades de resolución alternativa deben estar establecidas en España.
2. A estos efectos, se entiende que una entidad de resolución alternativa se encuentra 

establecida en España en los siguientes supuestos:
a) Si está gestionada por una persona física, cuando realice en España su actividad de 

resolución alternativa de litigios.
b) Si está gestionada por una persona jurídica o por una asociación de personas físicas 

o jurídicas, cuando realice actividades de resolución alternativa de litigios o tenga su 
domicilio social en España.

c) Si está gestionada por una autoridad u organismo público, o adscrita a los mismos, 
cuando tenga su sede en España.

Artículo 6.  Estatuto o reglamento de funcionamiento de las entidades de resolución 
alternativa.

1. Las entidades de resolución alternativa deberán disponer de un estatuto o reglamento 
de funcionamiento que conste en soporte duradero, sea fácilmente accesible para todos los 
ciudadanos e incluya, al menos, los siguientes aspectos:

a) La información relativa a su organización y forma de financiación.
b) El tipo de litigios que resuelven y las causas de inadmisión a trámite de las 

reclamaciones.
c) Toda la información relativa al procedimiento que, de conformidad con lo establecido 

en esta ley, vengan obligadas a proporcionar a las partes, antes, durante o después del 
procedimiento, así como aquella relativa a los efectos jurídicos del resultado del 
procedimiento y su coste para las partes. Esta información se proporcionará de forma clara y 
comprensible.

d) La forma de nombramiento, cualificación y experiencia de las personas encargadas de 
resolver el litigio.
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2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, cuando las entidades de 
resolución alternativa ofrezcan procedimientos con resultado vinculante para el consumidor 
se requerirá que la creación o constitución de dichas entidades se haya efectuado por una 
norma con rango de ley o reglamentario.

Artículo 7.  Ámbito territorial de los litigios en que intervengan las entidades de resolución 
alternativa.

Las entidades de resolución alternativa deben ofrecer o llevar a cabo procedimientos que 
resuelvan litigios en materia de consumo de carácter nacional y transfronterizo, en línea o 
no, incluidos aquellos cubiertos por el Reglamento (UE) n.º 524/2013 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013.

Sección 2.ª Requisitos relativos a los procedimientos gestionados por las 
entidades de resolución alternativa

Artículo 8.  Principios rectores.
Los procedimientos de resolución alternativa gestionados por las entidades de resolución 

alternativa deben respetar, en todo caso, los principios de independencia, imparcialidad, 
transparencia, eficacia y equidad.

Si se tratara de procedimientos con resultado vinculante para las partes, deberán 
además ajustarse a los principios y garantías específicos, establecidos en esta ley para ese 
tipo de procedimientos.

Artículo 9.  Voluntariedad.
Ninguna de las partes tendrá la obligación de participar en el procedimiento ante una 

entidad de resolución alternativa de litigios de consumo, excepto cuando una norma especial 
así lo establezca. En ningún caso la decisión vinculante que ponga fin a un procedimiento de 
participación obligatoria podrá impedir a las partes el acceso a la vía judicial.

Artículo 10.  Defensa y asesoramiento de las partes.
1. Las entidades de resolución alternativa informarán a las partes de que no están 

obligadas a actuar asistidas por abogado o asesor jurídico. No obstante, si el consumidor y 
el empresario pretendieran valerse de abogado o asesor jurídico, deberán comunicarlo a la 
entidad de resolución de conflictos dentro de los tres días siguientes a la fecha de 
presentación de la reclamación, en el caso del consumidor, o de la recepción de la 
reclamación si se tratara del empresario.

2. Las partes tendrán acceso al procedimiento en cualquiera de sus fases pudiendo 
comparecer por sí mismas, representadas o asistidas por tercero, y solicitar, si así lo desean, 
asesoramiento independiente.

Artículo 11.  Coste de los procedimientos.
Los procedimientos deben ser gratuitos para los consumidores.

Artículo 12.  Acceso a los procedimientos.
1. El acceso de las partes a los procedimientos, ya sea en línea o no, debe ser sencillo y 

de fácil identificación, con independencia del lugar donde se encuentren.
2. Las oficinas y los servicios de información y atención de las entidades de resolución 

alternativa deben estar diseñados utilizando medios y soportes que sigan los principios de 
accesibilidad universal o, en su caso, medios alternativos para garantizar el acceso a los 
mismos de personas con discapacidad o de avanzada edad.

Artículo 13.  Eficacia de los pactos previos entre consumidor y empresario de sometimiento 
a un procedimiento con resultado no vinculante.

No serán vinculantes para el consumidor los acuerdos suscritos antes del surgimiento de 
un litigio entre un consumidor y un empresario con objeto de someterse a un procedimiento 
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con resultado no vinculante. Para el empresario el acuerdo será vinculante en la medida en 
que reúna las condiciones de validez exigidas por la normativa aplicable a dicho acuerdo. 
Este consentimiento no será necesario cuando el empresario se encuentre obligado, por ley 
o por su adhesión previa, a participar en dicho procedimiento.

Artículo 14.  Garantías específicas de información en los procedimientos que finalicen con 
una propuesta de solución.

1. En los procedimientos que finalicen con la propuesta de una solución, las entidades de 
resolución alternativa deben informar a las partes, previamente a su inicio, de lo siguiente:

a) Que pueden retirarse del procedimiento en cualquier momento en caso de que no 
estén satisfechas con su funcionamiento o tramitación.

b) Que no están obligadas a aceptar la solución propuesta, así como de los efectos 
jurídicos de su aceptación o rechazo.

c) Que la participación en dicho procedimiento no excluye la posibilidad de acudir a la vía 
judicial para obtener la reparación de sus derechos.

d) Que una resolución judicial sobre ese mismo asunto podría ser diferente a la adoptada 
en ese procedimiento.

2. Antes de dar su consentimiento a una solución propuesta, las partes deben disponer 
de un plazo de reflexión no inferior a tres días hábiles a contar desde la recepción de la 
propuesta.

3. Si, de conformidad con lo establecido en la normativa aplicable, la solución que ponga 
fin al procedimiento fuera vinculante para el empresario, a causa de la previa aceptación por 
el consumidor de la propuesta de solución, las garantías previstas en los apartados 
anteriores se entenderán referidas exclusivamente al consumidor.

Artículo 15.  Eficacia de los pactos previos entre consumidor y empresario de sometimiento 
a un procedimiento con resultado vinculante y garantía de consentimiento informado en los 
pactos posteriores al surgimiento del litigio.

1. No serán vinculantes para el consumidor los acuerdos suscritos antes del surgimiento 
de un litigio entre un consumidor y un empresario con objeto de someterse a un 
procedimiento con resultado vinculante.

2. Para el empresario el acuerdo celebrado antes del surgimiento del litigio será 
vinculante si reúne las condiciones de validez exigidas por la normativa aplicable a dicho 
acuerdo. Este acuerdo no será necesario cuando el empresario se encuentre obligado, por 
ley o por su adhesión previa, a participar en dicho procedimiento.

3. El sometimiento del consumidor y del empresario al procedimiento ante una entidad 
de resolución alternativa de litigios de consumo cuya decisión sea vinculante requerirá, junto 
a la existencia de un acuerdo posterior al surgimiento del litigio, que en el momento de la 
prestación del consentimiento las partes sean informadas de que la decisión tendrá carácter 
vinculante, y de si la misma les impide acudir a la vía judicial, debiendo constar por escrito, o 
por otro medio equivalente, su aceptación expresa. Esta garantía de consentimiento 
informado no será de aplicación al empresario cuando se encuentre obligado, por ley o por 
su adhesión previa, a participar en dicho procedimiento.

Artículo 16.  Aplicación de normas imperativas en procedimientos con resultado vinculante 
para el consumidor.

1. En los procedimientos con resultado vinculante para el consumidor:
a) Si el litigio tuviera carácter nacional, la solución impuesta por la entidad de resolución 

alternativa no podrá privar al consumidor de la protección que le proporcionen aquellas 
normas imperativas o que no puedan excluirse mediante acuerdo en virtud de la legislación 
española.

b) Si el litigio tuviera carácter transfronterizo y existiera conflicto de leyes, la resolución 
impuesta por la entidad de resolución alternativa no podrá privar al consumidor de la 
protección que le proporcionen aquellas normas imperativas que no puedan excluirse 
mediante acuerdo en virtud de la legislación aplicable al contrato de consumo determinada, 
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según proceda, conforme a lo establecido por el convenio de Roma de 19 de junio de 1980 
sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales, conforme al Reglamento 593/2008, 
de 17 de julio de 2008, relativo a la ley aplicable a las obligaciones contractuales (Roma I), o 
conforme a las normas del sistema español de Derecho internacional privado que sean 
transposición de Directivas europeas y que hayan establecido soluciones especiales para la 
regulación de los contratos transfronterizos de consumo vinculados con el Mercado Interior 
Europeo.

2. A los efectos de este artículo, la residencia habitual del consumidor se determinará 
según lo establecido en el Reglamento (CE) n.º 593/2008 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 17 de julio de 2008.

Artículo 17.  Requisitos de presentación y recepción de las reclamaciones.
1. Las partes podrán presentar sus reclamaciones, así como cuanta documentación sea 

necesaria, en línea o no. En caso de que no fuese posible la utilización por las partes de 
medios electrónicos, la entidad de resolución alternativa debe posibilitar su presentación por 
cualquier otro medio que permita la identificación del reclamante.

2. En el momento en el que una entidad de resolución alternativa ante la que se haya 
presentado una reclamación reciba toda la documentación con la información pertinente en 
relación con la misma, previa subsanación en su caso, lo notificará de inmediato a las partes 
indicando, por cualquier medio que permita tener constancia de ello, la fecha en la que dicha 
recepción completa ha tenido lugar.

Artículo 18.  Inadmisión a trámite de una reclamación.
1. Las entidades deberán establecer en su estatuto o reglamento las causas por las que 

se puede inadmitir a trámite una reclamación, no siendo posible la inadmisión por un motivo 
distinto a los que se señalan a continuación:

a) Si el consumidor no se hubiera puesto previamente en contacto con el empresario 
para tratar de resolver el asunto o no acreditara haber intentado la comunicación con este. 
En todo caso, la reclamación habrá de ser admitida si hubiera transcurrido más de un mes 
desde que el consumidor presentó la reclamación al empresario y este no ha comunicado su 
resolución.

b) Si la reclamación resultare manifiestamente infundada o no se apreciara afectación de 
los derechos y legítimos intereses del consumidor.

c) Si el contenido de la reclamación fuera vejatorio.
d) Si el litigio hubiera sido resuelto o planteado ante otra entidad acreditada o ante un 

órgano jurisdiccional.
e) Si el consumidor presentara ante la entidad de resolución alternativa la reclamación 

transcurrido más de un año desde la interposición de la misma ante el empresario reclamado 
o su servicio de atención al cliente.

f) Si, tratándose de un procedimiento con resultado vinculante para el consumidor, el 
litigio planteado versa sobre intoxicación, lesión, muerte o existen indicios racionales de 
delito, incluida la responsabilidad por daños y perjuicios directamente derivada de ellos.

2. El establecimiento de las causas de inadmisión a trámite de una reclamación por las 
entidades de resolución alternativa se hará teniendo en cuenta las características de las 
reclamaciones y la tipología de contratos de las empresas reclamadas, y en ningún caso 
podrá menoscabar el acceso de los consumidores al procedimiento de resolución alternativa 
de litigios en materia de consumo.

3. La inadmisión a trámite de una reclamación se tiene que notificar motivadamente al 
reclamante en un plazo máximo de veintiún días naturales desde la recepción del expediente 
de reclamación, considerándose en este caso que se ha cumplido con la finalidad prevista 
en el artículo 1.1.

Artículo 19.  Igualdad y contradicción entre las partes en el procedimiento.
1. En el procedimiento se debe garantizar el principio de igualdad entre las partes, 

manteniendo el respeto hacia sus manifestaciones y el equilibrio de sus posiciones.
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2. Se debe garantizar a las partes un plazo razonable para formular sus alegaciones. 
Todas las alegaciones formuladas se tienen que poner a disposición de la otra parte junto 
con las pruebas o documentos que hubieran sido aportados.

3. Se debe garantizar a las partes el suministro e intercambio de información y 
documentación relativa a su reclamación, ya sea por vía electrónica o por cualquier otro 
medio, posibilitando en todo momento el acceso al estado de su tramitación.

Artículo 20.  Duración de los procedimientos.
1. El resultado del procedimiento se debe dar a conocer a las partes en un plazo máximo 

de noventa días naturales contados desde la fecha de la presentación de la reclamación o, 
en su caso, desde la fecha en que conste en soporte duradero que se ha recibido la 
documentación completa y necesaria para tramitar el procedimiento.

A estos efectos, una reclamación se considerará completa cuando se acompañe de los 
datos y documentos mínimos necesarios para poder tramitar el expediente.

2. Cuando concurra especial complejidad en el litigio de cuya solución se trate se puede 
prorrogar el plazo señalado en el apartado anterior. Dicha prórroga no puede ser superior al 
plazo previsto para la resolución del litigio y se tiene que comunicar a las partes 
motivadamente.

Artículo 21.  Requisitos relativos a la resolución y su notificación.
La decisión, propuesta o acta de acuerdo amistoso que ponga fin al procedimiento debe 

estar debidamente motivada y ser notificada a las partes por escrito o en cualquier otro 
soporte duradero.

Sección 3.ª Requisitos relativos a las personas encargadas de la resolución de 
los procedimientos gestionados por las entidades de resolución alternativa

Artículo 22.  Condiciones y cualificación de las personas encargadas de resolver los litigios.
1. La resolución de los litigios corresponde en exclusiva a las personas físicas que 

reúnan las siguientes condiciones:
a) Se hallen en pleno ejercicio de sus derechos civiles, no hayan sido inhabilitadas por 

sentencia firme para el desarrollo de esa función y no incurran en incompatibilidad con el 
ejercicio de su profesión habitual.

b) Estén en posesión de los conocimientos y las competencias necesarios en el ámbito 
de la resolución alternativa o judicial de litigios con consumidores, así como de un 
conocimiento general suficiente del Derecho.

2. Las personas encargadas de la resolución de litigios o, en su nombre, las entidades 
de resolución alternativa en las que intervengan, tienen que suscribir un seguro o garantía 
equivalente que cubra la responsabilidad civil derivada de su actuación en los 
procedimientos.

Quedan exceptuadas de lo anterior las entidades de resolución alternativa de naturaleza 
pública, así como las personas que intervengan en sus procedimientos de resolución de 
litigios.

Artículo 23.  Principios de independencia e imparcialidad.
1. En el ejercicio de sus funciones, las personas encargadas de la resolución de litigios 

deben actuar en todo momento con la debida independencia e imparcialidad, garantizándose 
que:

a) Sean nombradas para un mandato no inferior a dos años, no pudiendo ser removidas 
de sus funciones sin causa justificada.

b) No reciban instrucciones de ninguna de las partes, ni de sus representantes, ni 
mantengan, ni hayan mantenido en los tres años precedentes con ellas relación personal, 
profesional o comercial.
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En todo momento cualquiera de las partes podrá solicitar aclaración de la relación que 
dichas personas mantienen con la otra parte.

c) La retribución que perciban por el desempeño de sus funciones no guardará relación 
alguna con el resultado del procedimiento.

2. Cuando la resolución de un litigio corresponda a un órgano colegiado, el mismo debe 
estar compuesto por una representación paritaria de asociaciones de consumidores y 
usuarios, constituidas de acuerdo a lo previsto en la normativa estatal o autonómica de 
protección a los consumidores, y de las asociaciones empresariales, así como por una 
persona independiente.

Artículo 24.  Actuaciones en caso de conflicto de intereses de la persona encargada de la 
resolución de un litigio con las partes.

1. Las personas que intervengan en la resolución de un litigio están obligadas a revelar a 
la entidad acreditada y a las partes, sin dilación alguna, cualquier circunstancia que pueda 
dar lugar a un conflicto de intereses o pueda suscitar dudas en relación a su independencia 
e imparcialidad. Esta obligación será exigible a lo largo de todo el procedimiento.

2. En caso de que concurra alguna de las circunstancias previstas en el apartado 
anterior, la persona encargada de la resolución del litigio se debe abstener de continuar con 
el procedimiento, debiendo proceder la entidad al nombramiento de una persona sustituta.

3. Cuando no resulte posible el nombramiento de una persona sustituta, la entidad 
deberá comunicar este hecho a las partes, continuando el procedimiento si estas no 
presentaran objeciones.

4. En el supuesto de que cualquiera de las partes se opusiera a la continuación del 
procedimiento por entender que no queda garantizada la independencia e imparcialidad, se 
tiene que informar a aquellas sobre la posibilidad de plantear su litigio ante otra entidad 
acreditada que resulte competente. Si las partes entendieran que la falta de independencia o 
imparcialidad deriva de una mala práctica podrán presentar una reclamación ante la entidad 
de resolución alternativa, procediendo ésta a su traslado a la autoridad competente.

5. Las garantías previstas en los apartados anteriores se entenderán sin perjuicio de la 
posibilidad de las partes de retirarse del procedimiento en el supuesto previsto en el 
artículo 14.1.a).

Artículo 25.  Garantías adicionales de imparcialidad exigibles a las personas encargadas de 
la resolución de un litigio empleadas por organizaciones profesionales o asociaciones 
empresariales.

Cuando las personas encargadas de la resolución de un litigio sean empleadas o 
retribuidas exclusivamente por una organización profesional o una asociación empresarial de 
la que sea miembro el empresario reclamado, se deberá acreditar, además de los restantes 
requisitos establecidos en esta Sección 3.ª, la existencia de un presupuesto independiente, 
específico y suficiente para el cumplimiento de sus funciones.

Esta exigencia no será aplicable cuando se trate de un órgano colegiado compuesto por 
igual número de representantes de la organización profesional o de la asociación 
empresarial que los emplee o los retribuya y de la organización de consumidores que haya 
sido designada por la entidad.

CAPÍTULO II
Del procedimiento para la acreditación de las entidades de resolución 

alternativa

Sección 1.ª Autoridades competentes

Artículo 26.  Autoridades competentes para la acreditación de entidades de resolución 
alternativa.

1. Con carácter general para todos los sectores económicos y sin perjuicio de lo 
establecido en los apartados siguientes, la Presidencia de la Agencia Española de Consumo, 
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Seguridad Alimentaria y Nutrición es la autoridad competente para la acreditación de las 
entidades de resolución alternativa que lo soliciten.

2. Las Comunidades Autónomas, y en su caso las Ciudades Autónomas de Ceuta y 
Melilla, podrán designar una autoridad competente para la acreditación de entidades de 
resolución alternativa establecidas en su ámbito territorial en los siguientes supuestos:

a) Entidades que lleven a cabo procedimientos que finalicen con una decisión no 
vinculante para las partes, siempre que en su legislación hayan desarrollado la competencia 
de mediación en materia de consumo.

El lugar de establecimiento de este tipo de entidades se determinará de conformidad con 
los mismos criterios establecidos en el artículo 5.2.

b) Entidades que tramiten procedimientos administrativos establecidos y desarrollados 
en su legislación.

La designación por una Comunidad Autónoma de la autoridad competente de 
acreditación será comunicada a la Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y 
Nutrición.

3. Las autoridades competentes para la acreditación de entidades de resolución 
alternativa que desarrollen su actividad en el ámbito del sector financiero serán el Banco de 
España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones del Ministerio de Economía, Industria y Competitividad, cada una de 
ellas respecto de los litigios de que conozca la entidad de resolución alternativa del sector 
financiero con respecto a las entidades sometidas a su supervisión.

La persona titular del Ministerio de Economía, Industria y Competitividad podrá dictar las 
disposiciones precisas en relación al desarrollo de la actividad de la autoridad competente de 
acreditación, inclusión en el listado nacional y control de las entidades acreditadas por esta 
autoridad para la resolución de litigios en el sector financiero.

4. La autoridad competente para la acreditación de entidades de resolución alternativa 
de litigios sobre los derechos de los usuarios del transporte aéreo establecidos en la 
normativa de la Unión Europea será, a todos los efectos previstos en esta ley, la persona 
titular del Ministerio de Fomento.

5. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, la autoridad competente para la 
acreditación de las entidades de resolución alternativa que gestionen procedimientos con 
resultado vinculante para el consumidor y que conozcan de reclamaciones de todos los 
sectores económicos, será la Presidencia de la Agencia Española de Consumo, Seguridad 
Alimentaria y Nutrición.

6. Todas las autoridades competentes designadas conforme a lo previsto en este artículo 
para la acreditación de entidades de resolución alternativa serán comunicadas a la Comisión 
Europea por la persona titular del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad.

7. La información sobre las entidades acreditadas en la forma señalada en este artículo 
será trasladada a la Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición, con 
el fin de ser incluida en el listado nacional y el listado único de la Comisión Europea, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 32 de esta ley.

Artículo 27.  Autoridad competente y punto de contacto único para el traslado de 
información sobre las entidades acreditadas a la Comisión Europea.

1. La Presidencia de la Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y 
Nutrición es el punto de contacto único con la Comisión Europea a los efectos de esta ley, 
siendo la autoridad competente responsable del traslado a la Comisión Europea de la 
siguiente información:

a) El listado nacional de entidades acreditadas y la permanente actualización de los 
datos recogidos en el mismo.

b) El informe íntegro sobre el desarrollo y funcionamiento de las entidades acreditadas 
previsto en el artículo 28.2.

2. Corresponde igualmente a la Presidencia de la Agencia Española de Consumo, 
Seguridad Alimentaria y Nutrición la publicación de la información anterior.
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Artículo 28.  Informe de las autoridades competentes sobre las entidades acreditadas.
1. Cada autoridad competente elaborará un informe sobre el desarrollo y funcionamiento 

de las entidades de resolución alternativa que haya acreditado, en cuyo contenido:
a) Se determinen sus mejores prácticas.
b) Se señalen, sobre la base de estadísticas, las deficiencias que obstaculizan su 

actividad en los litigios nacionales y transfronterizos de consumo.
c) Se formulen recomendaciones sobre la manera de mejorar su funcionamiento y 

hacerlo más eficaz y eficiente.
2. El informe elaborado por cada autoridad competente se remitirá a la Agencia Española 

de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición con antelación suficiente para que ésta 
elabore un informe único referido a todas las entidades acreditadas y, en su condición de 
punto de contacto único con la Comisión Europea, proceda a su remisión y publicación no 
más tarde del día 9 de julio de 2018. Con posterioridad a esta fecha los informes serán 
elaborados y remitidos puntualmente cada cuatro años.

Sección 2.ª Procedimiento de acreditación

Artículo 29.  Inicio del procedimiento de acreditación.
1. El procedimiento de acreditación de las entidades de resolución alternativa se iniciará 

a solicitud del interesado.
2. Las entidades de resolución alternativa deberán dirigir su solicitud de acreditación a la 

autoridad competente que corresponda y la misma deberá contener necesariamente los 
datos siguientes:

a) Datos identificativos de la entidad, así como su domicilio postal, dirección electrónica y 
dirección del sitio web. Esta información deberá acompañarse de documentación justificativa 
de que la entidad se encuentra establecida en España.

b) Información sobre la estructura y financiación de la entidad.
c) Copia del estatuto o reglamento de organización y funcionamiento de la entidad al que 

se refiere el artículo 6.1.
d) Información sobre las personas físicas encargadas de la resolución de litigios, su 

formación y experiencia, identificación de la persona física o jurídica que las emplea, forma 
de retribución y duración del mandato.

e) Descripción detallada del procedimiento de resolución alternativa que gestionen, así 
como del carácter vinculante o no, para cada una de las partes, de las resoluciones que 
adopten.

f) Si resulta necesaria la presencia física de las partes o de sus representantes en el 
procedimiento de resolución alternativa y si el mismo se desarrollará de forma oral o escrita.

g) Las tarifas que, en su caso, se aplican a los empresarios.
h) La duración media de los procedimientos de resolución alternativa.
i) Las lenguas oficiales españolas e idiomas en los que pueden presentarse las 

reclamaciones y desarrollarse el procedimiento de resolución alternativa. Se garantizará, en 
todo caso, la utilización del castellano y cuando la haya, de la lengua cooficial de la 
Comunidad Autónoma donde se encuentre establecida la entidad.

j) Los tipos de litigios que atienden y el sector o categoría al que se refieren.
k) Las causas de inadmisión a trámite de las reclamaciones, siempre de conformidad con 

lo previsto en el artículo 18.
l) El cumplimiento de los requisitos específicos de independencia e imparcialidad 

establecidos en esta ley para las personas empleadas o retribuidas exclusivamente por 
organizaciones profesionales o asociaciones empresariales.

m) Declaración motivada sobre el cumplimiento de todos los requisitos a los que se 
refiere esta ley, acompañada de la documentación justificativa.

Artículo 30.  Desarrollo del procedimiento de acreditación.
1. Si con la solicitud de acreditación no se aportaran los datos y documentos requeridos 

se concederá a la entidad de resolución alternativa un plazo de diez días para su 
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subsanación, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistida de su 
solicitud y se archivará el procedimiento.

2. La autoridad competente podrá solicitar cuantos informes y documentación adicional 
considere necesarios para verificar el cumplimiento de los requisitos necesarios para obtener 
la acreditación.

Artículo 31.  Resolución del procedimiento.
1. El procedimiento de acreditación finalizará por cualquiera de las causas previstas en el 

artículo 84 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas.

2. La resolución deberá ser dictada y notificada por la autoridad competente que 
corresponda en el plazo máximo de tres meses desde la fecha en que su solicitud haya 
tenido entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para 
su tramitación.

3. La resolución del procedimiento de acreditación pone fin a la vía administrativa.

Artículo 32.  Incorporación al listado nacional y notificación a la Comisión Europea.
1. Concedida la acreditación a una entidad de resolución alternativa, la autoridad 

competente procederá a su inclusión en un listado de entidades acreditadas por ella que 
deberá contener la información a la que se refieren los párrafos a), e), f), g), i), j) y k) del 
artículo 29.2. Seguidamente y de forma inmediata, trasladará dicha información a la Agencia 
Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición para su incorporación al listado 
nacional al que se refiere el apartado siguiente.

Si la resolución de acreditación hubiese sido dictada por la Presidencia de la Agencia 
Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición, la entidad será incorporada 
directamente a dicho listado nacional.

2. La Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición es responsable 
de la elaboración del listado nacional de entidades acreditadas por las diferentes autoridades 
competentes.

Una vez elaborado, la Presidencia de la Agencia Española de Consumo, Seguridad 
Alimentaria y Nutrición procederá, sin dilación indebida, a la notificación de dicho listado 
nacional a la Comisión Europea.

3. Cualquier actualización o modificación que se produzca en relación con la información 
de los listados de las diferentes autoridades competentes será trasladada, sin dilación 
indebida, a la Presidencia de la Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y 
Nutrición a efectos de la permanente actualización de los datos recogidos en el listado 
nacional de entidades acreditadas.

4. El listado de entidades acreditadas por cada autoridad competente deberá ser 
accesible en su sitio web, disponiéndose un enlace con el sitio web de la Agencia Española 
de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición en el que figure el listado nacional de 
entidades acreditadas, así como con el sitio web de la Comisión Europea en el que se 
incluya el listado de entidades notificadas por los diferentes Estados miembros. Igualmente, 
las autoridades competentes facilitarán un enlace electrónico a la plataforma de resolución 
de litigios en línea establecida por la Unión Europea.

Adicionalmente, las autoridades competentes deberán poner a disposición del público los 
listados anteriores en soporte duradero distinto al soporte electrónico.

Sección 3.ª Exclusión de una entidad de los listados de entidades acreditadas

Artículo 33.  Incumplimiento de los requisitos de acreditación o de las obligaciones 
asumidas por las entidades acreditadas.

En el momento en que una autoridad competente determine que una entidad acreditada 
por la misma ha dejado de reunir alguno de los requisitos necesarios para la acreditación 
previstos en el Título I o ha incumplido alguna de las obligaciones establecidas en el Título II, 
requerirá a dicha entidad para que subsane de inmediato el incumplimiento detectado, 
advirtiéndole que si transcurre un plazo de tres meses sin haber subsanado el 
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incumplimiento, será excluida del correspondiente listado de entidades acreditadas a que se 
refiere el artículo anterior.

Artículo 34.  Notificación a la Comisión Europea de la exclusión de una entidad del listado 
nacional de entidades.

La exclusión de una entidad del listado nacional de entidades será notificada a la 
Comisión Europea en la forma prevista en el artículo 32.

TÍTULO II
Obligaciones de las entidades de resolución alternativa acreditadas

Artículo 35.  Obligaciones de información y transparencia.
1. Las entidades acreditadas deberán facilitar en su página web, y en cualquier otro 

soporte duradero, el acceso a una información clara y comprensible relativa a:
a) Sus datos identificativos e información de contacto, incluyendo dirección postal y de 

correo electrónico.
b) Su inclusión en el listado nacional de entidades acreditadas al que se refiere el 

artículo 32 y, en su caso, su integración y participación en cualquier red de entidades.
c) Las personas encargadas de la resolución del conflicto, su forma de nombramiento y 

duración de su mandato, así como cualquier información que permita el conocimiento y 
comprobación de su formación, cualificación, experiencia, independencia e imparcialidad.

d) Los tipos de litigios que entran dentro de su competencia.
e) Las normas de procedimiento de resolución de los litigios.
f) Las lenguas oficiales españolas e idiomas en los que pueden presentarse las 

reclamaciones y en los que se desarrollan sus procedimientos.
g) Si el litigio será resuelto en derecho o en equidad y si se aplicará en su resolución un 

código de conducta o cualquier otro tipo de regulación específica.
h) Cualquier información, documentación o requisito que las partes deben aportar o 

acreditar antes del inicio del procedimiento, incluido el hecho de haber intentado con carácter 
previo resolver el asunto directamente con el empresario.

i) Las causas de inadmisión a trámite de una reclamación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 18.

j) Si las partes pueden retirarse o no del procedimiento, el momento en que sea posible 
su abandono y las consecuencias de este.

k) La duración media de sus procedimientos de resolución alternativa.
l) El efecto jurídico del resultado del procedimiento de resolución alternativa, incluidas las 

sanciones que pudieran ser impuestas por las administraciones públicas competentes por 
incumplimiento de la solución.

m) Si el resultado o decisión del procedimiento tiene fuerza ejecutiva.
n) Los costes que deberá asumir cada una de las partes y las reglas o normas para su 

atribución.
ñ) La posibilidad de presentar, ante la propia entidad de resolución alternativa, una 

reclamación motivada por su mal funcionamiento o malas prácticas. De la reclamación, la 
entidad dará traslado a la autoridad competente, acompañada de un informe de 
contestación.

2. Las entidades acreditadas incluirán en un lugar preferente y fácilmente identificable en 
su sitio web los siguientes enlaces:

a) Con el sitio web de la Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y 
Nutrición donde figure el listado nacional de entidades acreditadas y, en el caso de que la 
acreditación hubiera sido efectuada por una autoridad competente distinta de aquella, se 
incluirá también un enlace con el sitio web donde conste el listado de entidades acreditadas 
por esta.
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b) Con el sitio web de la Comisión Europea en el que figure el listado consolidado de 
entidades acreditadas y notificadas por todos los Estados miembros, así como con la 
plataforma de resolución de litigios en línea establecida por la Unión Europea.

Artículo 36.  Garantías de confidencialidad y de protección de datos de carácter personal.
1. Las entidades acreditadas garantizarán que los procedimientos de resolución 

alternativa de litigios que gestionen sean confidenciales.
A estos efectos, y entre otras actuaciones, velarán para que tanto las personas 

encargadas de la decisión del litigio, sujetas al secreto profesional, como las partes en litigio, 
no revelen la información que hubieran podido obtener con ocasión del procedimiento.

2. Las entidades acreditadas adoptarán las medidas necesarias para asegurar que el 
tratamiento de los datos personales cumpla con lo establecido en la normativa vigente en 
materia de protección de datos de carácter personal.

Esta obligación se extenderá al tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la 
tramitación de los procedimientos de resolución alternativa como consecuencia de las 
cesiones que se efectúen en el marco de la cooperación e intercambio de información de las 
entidades acreditadas o sus redes y en el intercambio de información con autoridades y 
administraciones públicas.

3. La infracción del deber de confidencialidad por las entidades acreditadas o por las 
personas encargadas de la decisión del litigio generará la responsabilidad prevista en el 
ordenamiento jurídico.

Artículo 37.  Actualización de información.
Las entidades acreditadas trasladarán a la autoridad competente que corresponda, 

dentro del plazo de 15 días laborables, cualquier modificación que afecte a los datos 
comunicados por las mismas, así como a los requisitos, obligaciones y garantías exigidas en 
esta ley.

Artículo 38.  Información anual de actividad.
1. Con carácter anual, antes del 31 de marzo de cada ejercicio, las entidades 

acreditadas pondrán a disposición de los ciudadanos, en su sitio web, en un soporte 
duradero o por cualquier otro medio que consideren adecuado, información clara y 
fácilmente comprensible sobre su actividad en el ejercicio anterior, haciendo referencia al 
menos a los siguientes aspectos:

a) El número de litigios recibidos, con indicación de sus causas y del sector económico al 
que corresponden.

b) Las prácticas empresariales reiteradas que hayan originado los litigios tratados, así 
como los problemas sistemáticos o significativos que sean recurrentes e incidan en la 
conflictividad entre consumidores y empresarios. Esta información deberá ir acompañada de 
recomendaciones relativas al modo de evitar o resolver tales problemas en el futuro.

c) El número de litigios que la entidad acreditada hubiera inadmitido a trámite, así como 
el desglose de sus causas. Esta información se facilitará en términos absolutos y relativos 
respecto del volumen total de reclamaciones recibidas por la entidad.

d) El número total de procedimientos de resolución alternativa que se interrumpieron sin 
haberse dictado resolución, los motivos que ocasionaron tal interrupción y el porcentaje de 
estos procedimientos en relación al total de reclamaciones recibidas.

e) La duración media de sus procedimientos de resolución alternativa.
f) El índice de cumplimiento voluntario por las partes de la solución que puso fin al litigio, 

si la entidad dispusiera de dicha información.
g) La cooperación con redes de entidades acreditadas que faciliten la resolución de 

litigios transfronterizos y una valoración de la eficacia de su integración en dichas redes.
h) Una evaluación de la eficacia del procedimiento ofrecido por la entidad acreditada con 

indicación de las actuaciones que permitirían mejorar sus resultados.
i) La formación facilitada a las personas encargadas de la resolución del litigio.
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2. La información recogida en el apartado anterior será trasladada por la entidad 
acreditada a la autoridad competente que corresponda cada dos años.

Artículo 39.  Formación y autorregulación.
1. Las entidades acreditadas serán responsables de la formación de las personas 

encargadas de la resolución de litigios, comunicando a la autoridad competente los 
programas de formación inicial y continua que lleven a cabo.

2. Las entidades de resolución alternativa promoverán la elaboración o adhesión a 
códigos de conducta aplicables a las personas que intervengan en la resolución del litigio.

TÍTULO III
Otras disposiciones

CAPÍTULO I
Obligaciones de información de los empresarios

Artículo 40.  Obligación de información de los empresarios sobre las entidades acreditadas.
1. El empresario que esté adherido a una entidad acreditada en España o en cualquier 

Estado miembro de la Unión Europea o venga obligado por una norma o código de conducta 
a aceptar su intervención en la resolución de sus litigios, deberá informar a los consumidores 
de la posibilidad de recurrir a dicha entidad.

2. La información anterior deberá incluir la identificación completa de la entidad 
acreditada competente, incluyendo la dirección de su página web. Esta información se 
ofrecerá de manera clara, e identificable, comprensible y mediante un acceso fácil en su 
página web, debiendo constar también en las condiciones generales de los contratos de 
compraventa o de prestación de servicios que el empresario ofrezca al consumidor.

Si el empresario no dispusiera de sitio web o no existiera documentación relativa a las 
condiciones generales, el suministro de esta información se efectuará de cualquier manera 
que permita al consumidor su conocimiento, en particular a través de folletos informativos 
propios, carteles con la información en lugar accesible al consumidor o cualquier otra 
comunicación comercial.

3. Cuando una reclamación presentada directamente por el consumidor al empresario no 
haya podido ser resuelta, éste deberá facilitar al consumidor la información relativa a si se 
encuentra adherido a una entidad de resolución alternativa de litigios de consumo o si está 
obligado por una norma o código de conducta a participar en el procedimiento ante una 
concreta entidad. De no ser así, deberá facilitarle la información relativa, al menos, a una 
entidad que sea competente para conocer de la reclamación, haciendo la indicación de si 
participará en el procedimiento ante la entidad o entidades indicadas.

Esta información se adecuará en cuanto a su contenido y forma de prestarla a lo previsto 
en el apartado 2 y será facilitada en papel o en cualquier otro soporte duradero en el 
momento de la contestación de la reclamación o en el plazo máximo de un mes desde su 
interposición si el empresario no hubiera contestado la misma de forma expresa.

4. La información prevista en los apartados anteriores será proporcionada por el 
empresario, sin perjuicio de cualquier otra obligación de información adicional que sea 
exigible en materia de resolución extrajudicial de litigios de consumo de conformidad con la 
normativa que resulte de aplicación.

5. El empresario que celebre contratos de compraventa o de prestación de servicios en 
línea, así como las plataformas de comercio electrónico o mercados en línea, deberán incluir 
en su sitio web un enlace que permita un acceso identificable y fácil a la plataforma de 
resolución de litigios en línea de la Unión Europea a la que se refiere el Reglamento (UE) n.º 
524/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013.
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Artículo 41.  Incumplimiento de la obligación de información de los empresarios.
El incumplimiento por los empresarios de la obligación de información establecida en el 

artículo anterior tendrá la consideración de infracción grave en materia de defensa de los 
consumidores y usuarios, aplicándose lo dispuesto en el régimen sancionador general 
previsto en el título IV del libro primero del texto refundido de la Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, así como en la normativa autonómica 
correspondiente, sin perjuicio de la existencia de otras posibles infracciones en materia de 
información al consumidor que vengan tipificadas en la normativa sectorial que resulte de 
aplicación.

CAPÍTULO II
Actuaciones de las administraciones públicas competentes

Artículo 42.  Información general sobre las entidades acreditadas y sobre su acceso.
1. El Centro Europeo del Consumidor y las administraciones públicas con competencia 

en materia de protección de los consumidores facilitarán enlaces entre sus sitios web y el 
sitio o sitios web de la Comisión Europea en los que figure el listado consolidado de las 
entidades acreditadas y notificadas por los diferentes Estados miembros. Asimismo, deberán 
facilitar un enlace con la plataforma electrónica de resolución de litigios en línea de la Unión 
Europea.

2. El Centro Europeo del Consumidor facilitará a los ciudadanos, en soporte duradero, al 
menos una copia de la relación de entidades acreditadas competentes para la resolución del 
litigio sobre el que se requiera información y, si fuera posible, una copia del listado 
consolidado de la Comisión Europea en el que figuran incluidas las diferentes entidades 
acreditadas y notificadas por los Estados miembros.

3. Las administraciones públicas competentes, en el marco de la cooperación y 
colaboración con las asociaciones de consumidores y las organizaciones empresariales, 
promoverán la publicación por estas del listado consolidado de entidades acreditadas 
elaborado por la Comisión Europea, indicando la forma de acceso a su publicación. 
Igualmente se promoverá entre aquellas organizaciones y asociaciones la difusión de la 
información sobre la plataforma electrónica de presentación de reclamaciones de la Unión 
Europea y la posibilidad de recurrir a los procedimientos de las entidades acreditadas para la 
resolución alternativa de los litigios de consumo.

Artículo 43.  Asistencia a los consumidores en los litigios transfronterizos.
En el caso de tratarse de un litigio transfronterizo de consumo, el Centro Europeo del 

Consumidor proporcionará asistencia y ayuda a los consumidores, para el acceso a 
cualquier entidad acreditada competente establecida en otro Estado miembro, así como en 
relación a las resoluciones emitidas por dichas entidades.

También corresponderá al Centro Europeo del Consumidor en España las funciones de 
punto de contacto de resolución de litigios en línea a que se refiere el artículo 7 del 
Reglamento 524/2013/UE.

Artículo 44.  Garantía complementaria de acceso a una entidad de resolución alternativa 
establecida en otro Estado miembro.

En el supuesto de que no exista una entidad de resolución alternativa acreditada 
establecida en España que sea competente para la resolución de algún tipo de litigio, de 
forma complementaria se garantizará y facilitará el acceso a una entidad incluida en el 
listado consolidado de la Comisión Europea que se encuentre establecida en otro Estado 
miembro y dé cobertura a empresarios de diferentes Estados miembros de la Unión 
Europea.
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Artículo 45.  Cooperación entre las entidades acreditadas y las administraciones públicas 
competentes.

1. Las administraciones públicas competentes fomentarán la creación de redes 
generales y sectoriales de entidades acreditadas y su integración en ellas.

2. Las entidades acreditadas deberán cooperar con las autoridades competentes y con 
las administraciones públicas en materia de protección al consumidor, especialmente en el 
intercambio mutuo de información sobre las prácticas empresariales objeto de las 
reclamaciones presentadas por los consumidores. Igualmente, las autoridades competentes 
deberán poner a disposición de las entidades acreditadas cualquier tipo de estudio o 
información técnica o jurídica disponible que pueda resultar relevante para el tratamiento de 
litigios individuales.

3. Las entidades acreditadas procederán de forma periódica al intercambio recíproco de 
información con el fin de favorecer la consecución de mejores prácticas en la solución de 
litigios nacionales y transfronterizos.

4. Si existiera dentro de la Unión Europea una red sectorial de entidades de resolución 
alternativa de litigios transfronterizos de consumo, se promoverá la integración en ella de las 
entidades de resolución alternativa de dicho sector que hubieran sido notificadas a la 
Comisión Europea.

Disposición adicional primera.  Las entidades de resolución alternativa en el ámbito de la 
actividad financiera.

1. Para la resolución, con carácter vinculante o no, de litigios de consumo en el sector 
financiero, será creada por ley, y comunicada a la Comisión Europea, tras su acreditación 
por la autoridad competente, una única entidad, con competencias en este ámbito. Esta ley 
obligará a las entidades financieras a participar en los procedimientos ante dicha entidad de 
resolución alternativa de litigios para el ámbito de su actividad. El resto de entidades 
acreditadas que den cobertura a reclamaciones de consumo de todos los sectores 
económicos, podrán conocer igualmente de este tipo de litigios, siempre que ambas partes 
se hayan sometido voluntariamente al procedimiento.

2. A estos efectos, el Gobierno remitirá a las Cortes Generales, en el plazo de ocho 
meses desde la entrada en vigor de esta ley, un proyecto de ley que regule el sistema 
institucional de protección del cliente financiero, así como su organización y funciones.

3. Hasta que entre en vigor la ley prevista en el apartado anterior, los servicios de 
reclamaciones regulados en el artículo 30 de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de 
Medidas de Reforma del Sistema Financiero, acomodarán su funcionamiento y 
procedimiento a lo previsto en la presente ley y, en especial, se garantizará su 
independencia organizativa y funcional en el seno del organismo donde están incardinados 
con el fin de poder ser acreditados como entidad de resolución alternativa de litigios 
financieros.

Disposición adicional segunda.  Las entidades de resolución alternativa en el ámbito de 
protección de los usuarios del transporte aéreo.

1. Para la resolución alternativa de litigios en que resulten de aplicación los Reglamentos 
de la Unión Europea en materia de protección de los usuarios del transporte aéreo, será 
acreditada y notificada a la Comisión Europea una única entidad, que conocerá, con arreglo 
a lo establecido en esta disposición, de aquellos conflictos que afecten a todos los pasajeros, 
aunque no tengan la condición de consumidores y ya esté la compañía establecida en la 
Unión Europea o fuera de ella.

Las entidades a las que se hace referencia en el artículo 6.2 que den cobertura a 
reclamaciones de consumo de todos los sectores económicos, podrán conocer igualmente 
de este tipo de litigios en el ámbito de aplicación de esta Ley, siempre que ambas partes se 
hayan sometido voluntariamente a tales procedimientos.

2. Por orden de la persona titular del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana, se regulará el procedimiento de resolución alternativa de los litigios mencionados en 
el párrafo primero del apartado anterior, que será de aceptación obligatoria y resultado 
vinculante para las compañías aéreas.
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3. La entidad acreditada pondrá fin al procedimiento anterior mediante decisión 
motivada. Transcurrido el plazo previsto en el artículo 20 de esta Ley sin que se haya 
notificado la decisión, se entenderá que la decisión es desestimatoria de la reclamación 
formulada por el pasajero.

El pasajero podrá retirarse en cualquier momento del procedimiento si no está satisfecho 
con su funcionamiento o tramitación, debiendo ser informado por la entidad acreditada de 
este extremo al inicio del procedimiento.

La decisión adoptada por la entidad acreditada podrá ser impugnada por parte de la 
compañía aérea, ante el juzgado de lo mercantil competente, cuando considere que la 
misma no es conforme a Derecho. Puesto que la decisión de la entidad acreditada no será 
vinculante para el pasajero, en todo caso se entenderá sin perjuicio de las acciones civiles 
que el pasajero tenga frente a la compañía aérea.

La impugnación de la decisión, mediante la formulación de la correspondiente demanda 
por la compañía, habrá de efectuarse dentro de los dos meses siguientes a su notificación o, 
en caso de que se haya solicitado corrección o aclaración, desde la notificación de la 
respuesta a esta solicitud, o desde la expiración del plazo de diez días desde que esta se 
efectuó sin que se haya notificado respuesta expresa. La demanda se tramitará por los 
cauces del juicio verbal.

El pasajero y la entidad acreditada podrán no comparecer en el procedimiento judicial, 
entendiéndose que se remiten a la decisión de la entidad acreditada. En este procedimiento 
nunca se impondrán las costas al pasajero.

4. Sin perjuicio del derecho de la compañía aérea a impugnar la decisión de la entidad 
acreditada, transcurrido un mes desde que fuera emitida la decisión podrá solicitarse por el 
pasajero su ejecución ante el juzgado de lo mercantil competente. A estos efectos, la 
decisión, debidamente certificada por la entidad acreditada, tendrá la consideración de título 
ejecutivo extrajudicial, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 9.º del apartado 2 del 
artículo 517 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

En todo caso, la compañía aérea remitirá a la entidad acreditada justificante del 
cumplimiento de la decisión tan pronto como esta se produzca, indicando si ha impugnado la 
decisión ante el juzgado competente.

5. Hasta que entre en vigor la orden mencionada en el apartado 2, la Agencia Estatal de 
Seguridad Aérea deberá acomodar su funcionamiento y procedimiento a lo previsto en esta 
Ley con el fin de poder ser acreditada como entidad de resolución alternativa de litigios en 
materia de derechos de los usuarios del transporte aéreo.

Disposición adicional tercera.  Plan de ayudas a la gestión de las Juntas Arbitrales de 
Consumo.

Con el objeto de facilitar a las Juntas Arbitrales de Consumo el cumplimiento del plazo 
de resolución previsto en el artículo 20 y acceder a la acreditación europea, el Gobierno 
aprobará un Plan de ayudas a la gestión de las Juntas Arbitrales de Consumo que permita 
dotarlas de medios humanos y materiales suficientes para poder dictar el laudo en el citado 
plazo.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en esta ley.

Disposición final primera.  Título competencial.
La presente ley se dicta en base a las competencias exclusivas que corresponden al 

Estado en materia de legislación mercantil, procesal y civil, conforme a las reglas 6.ª y 8.ª del 
artículo 149.1 de la Constitución Española.

Disposición final segunda.  Desarrollo reglamentario y habilitación normativa.
1. El Gobierno desarrollará reglamentariamente lo establecido en esta ley.
2. Se habilita al Gobierno para modificar, mediante real decreto, el contenido previsto en 

la disposición final sexta de esta ley.
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Disposición final tercera.  Incorporación del Derecho de la Unión Europea.
Mediante esta ley se incorpora al Derecho español la Directiva 2013/11/UE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución 
alternativa de litigios en materia de consumo y por la que se modifica el Reglamento (CE) n.º 
2006/2004 y la Directiva 2009/22/CE.

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil.

Se modifica el primer párrafo del apartado 1 del artículo 63 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, que queda redactado en los siguientes términos:

«Mediante la declinatoria, el demandado y los que puedan ser parte legítima en 
el juicio promovido podrán denunciar la falta de jurisdicción del tribunal ante el que se 
ha interpuesto la demanda, por corresponder el conocimiento de ésta a tribunales 
extranjeros, a órganos de otro orden jurisdiccional, a árbitros o a mediadores, 
excepto en los supuestos en que exista un pacto previo entre un consumidor y un 
empresario de someterse a un procedimiento de resolución alternativa de litigios de 
consumo y el consumidor sea el demandante.»

Disposición final quinta.  Modificación del texto refundido de la Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

Se modifican los apartados 3 y 4 del artículo 21 del texto refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, que quedan redactados en los 
siguientes términos:

«3. En todo caso, y con pleno respeto a lo dispuesto en los apartados 
precedentes, los empresarios pondrán a disposición de los consumidores y usuarios 
información sobre la dirección postal, número de teléfono, fax, cuando proceda, y 
dirección de correo electrónico en los que el consumidor y usuario, cualquiera que 
sea su lugar de residencia, pueda interponer sus quejas y reclamaciones o solicitar 
información sobre los bienes o servicios ofertados o contratados. Los empresarios 
comunicarán además su dirección legal si esta no coincidiera con la dirección 
habitual para la correspondencia.

Los empresarios deberán dar respuesta a las reclamaciones recibidas en el plazo 
más breve posible y, en todo caso, en el plazo máximo de un mes desde la 
presentación de la reclamación.

4. En el supuesto de que el empresario no hubiera resuelto satisfactoriamente 
una reclamación interpuesta directamente ante el mismo por un consumidor, este 
podrá acudir a una entidad de resolución alternativa notificada a la Comisión 
Europea, de conformidad con lo previsto en la ley por la que se incorpora al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de litigios en 
materia de consumo.

Los empresarios facilitarán el acceso a este tipo de entidades, proporcionando a 
los consumidores la información a la que vienen obligados por el artículo 41 de dicha 
ley.»

Disposición final sexta.  Modificación del Real Decreto 231/2008, de 15 de febrero, por el 
que se regula el Sistema Arbitral de Consumo.

El Real Decreto 231/2008, de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo, queda modificado como sigue:

Uno. El párrafo b) del apartado 3 y el apartado 4 del artículo 37 quedan redactados del 
siguiente modo:
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«b) Si no consta la existencia de convenio arbitral previo o éste no es válido, en 
el plazo más breve posible se dará traslado de la solicitud de arbitraje al reclamado, 
dándole un plazo de quince días para la aceptación del arbitraje y de la mediación 
previa en los supuestos en que proceda, así como para, en su caso, contestar a la 
solicitud formulando las alegaciones que estime oportunas para hacer valer su 
derecho y, en su caso, presentar los documentos que estime pertinentes o proponer 
las pruebas de que intente valerse.

Transcurrido dicho plazo sin que conste la aceptación del arbitraje por el 
reclamado, el presidente de la Junta Arbitral de Consumo ordenará el archivo de la 
solicitud, notificándoselo a las partes.

Si el reclamado contesta aceptando el arbitraje de consumo, se considerará 
iniciado el procedimiento en la fecha de entrada de la aceptación en la Junta Arbitral 
de Consumo, dictando su presidente acuerdo de iniciación del procedimiento arbitral. 
En la notificación al reclamante del acuerdo de iniciación del procedimiento se hará 
constar expresamente la admisión a trámite de la solicitud de arbitraje y la invitación 
a la mediación previa, en el caso de que no conste realizado este trámite.»

«4. El plazo para dictar la resolución prevista en el apartado 2 será de veintiún 
días naturales a contar desde el día siguiente a la recepción en la Junta competente 
de la solicitud o su subsanación.»

Dos. El apartado 1 del artículo 49 pasa a tener la siguiente redacción:
«1. El laudo se dictará y notificará a las partes en un plazo de noventa días 

naturales contados desde que se acuerde el inicio del procedimiento por haber 
recibido el órgano arbitral la documentación completa necesaria para su tramitación, 
según lo dispuesto en el artículo 37.3.

El órgano arbitral, en caso de especial complejidad, podrá adoptar, de forma 
motivada, una prórroga que no podrá ser superior al plazo previsto para la resolución 
del litigio, comunicándose a las partes.»

Disposición final séptima.  Modificación de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en 
asuntos civiles y mercantiles.

Se suprime el párrafo d) del apartado 2 del artículo 2 de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles.

Disposición final octava.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
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§ 33

Real Decreto 448/2023, de 13 de junio, por el que se aprueba el 
Reglamento del Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y 

Usuarios. [Inclusión parcial]

Ministerio de Consumo
«BOE» núm. 141, de 14 de junio de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-14051

[ . . . ]
TÍTULO III

Procedimiento de inscripción

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Otras obligaciones

Artículo 32.  Otras obligaciones de las asociaciones inscritas.
1. Las entidades inscritas en el Registro deberán presentar antes del 1 de mayo de cada 

año, debidamente certificada por el órgano que tenga atribuida tal competencia con el visto 
bueno del presidente, la siguiente documentación:

a) Memoria de las actividades realizadas durante el ejercicio inmediatamente anterior en 
la que, como mínimo, contenga:

1.º Número de consultas atendidas, detallando la distribución por materias.
2.º Número de reclamaciones y denuncias tramitadas, detallando la distribución por 

materias.
3.º Número de solicitudes de arbitraje presentadas y presencia en órganos de arbitraje.
4.º Descripción de las acciones de formación desarrolladas.
5.º Número y descripción de las publicaciones y/o estudios realizados.
b) Presupuesto de ingresos y gastos previstos para el ejercicio corriente, así como la 

previsión de las actividades y proyectos a realizar durante el mismo.
2. Igualmente, las entidades inscritas en el Registro deberán presentar como 

complemento a las cuentas anuales, aportadas según lo dispuesto en el artículo anterior, 
debidamente certificada por el órgano que tenga atribuida tal competencia con el visto bueno 
del presidente, la siguiente documentación:
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a) Liquidación del presupuesto de ingresos de la entidad, detallando la información 
relativa a los ingresos por cuotas de socios, ingresos por ayudas o subvenciones concedidas 
tanto por entidades de naturaleza pública como privada, así como las causas de las 
desviaciones acaecidas.

b) Liquidación del presupuesto de gastos de la entidad, especificando el coste de las 
actividades realizadas en defensa de los consumidores y usuarios y las desviaciones que 
hayan tenido lugar.

3. Las obligaciones recogidas en los dos apartados anteriores se entenderán cumplidas 
cuando la información indicada sea depositada en el órgano encargado de la gestión del 
Registro con ocasión de la tramitación de cualquier procedimiento, siempre que dicha 
información reúna los requisitos exigidos.

4. Cuando se adviertan errores o defectos en la documentación indicada en el apartado 
primero, se requerirá a la asociación interesada para que, en el plazo de diez días hábiles, 
subsane los defectos observados, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por 
desistido de su solicitud, previa resolución que le será notificada.

5. Las entidades inscritas deberán facilitar al órgano encargado de la gestión del 
Registro cualquier información o documentación que se les exija a fin de comprobar la 
veracidad de los datos aportados por la entidad.

[ . . . ]
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§ 34

Real Decreto 1457/1986, de 10 de enero, por el que se regulan la 
actividad industrial y la prestación de servicios en los talleres de 
reparación de vehículos automóviles de sus equipos y componentes. 

[Inclusión parcial]

Presidencia del Gobierno
«BOE» núm. 169, de 16 de julio de 1986
Última modificación: 20 de junio de 2020

Referencia: BOE-A-1986-18896

[ . . . ]
TÍTULO IV

Garantías, responsabilidades

[ . . . ]
Artículo 17.  Reclamaciones.

1. Todos los talleres de reparación de vehículos automóviles tendrán a disposición de los 
clientes «Hojas de Reclamaciones», conforme al modelo oficial que se inserta con anexo III 
al presente Real Decreto y que estarán integradas por un juego unitario de impresos 
compuesto por un folio original de color blanco, una copia color rosa, otra color verde y otra 
color amarillo.

2. En caso de no existencia o negativa a facilitar las Hojas de Reclamaciones, el usuario 
podrá presentar la reclamación por el medio que considere más adecuado.

3. Las reclamaciones se formularán ante la autoridad competente en materia de 
consumo en el plazo máximo de dos meses desde la entrega del vehículo, o de la 
finalización de la garantía, quien en el plazo de quince días hábiles desde su recepción y, 
caso de considerarlo pertinente, comunicará la queja a la Empresa afectada, a la Asociación 
Provincial de Talleres correspondiente, y a las Entidades del sector que se entiendan 
oportunas, otorgándoles un plazo que será de diez días hábiles para que aleguen cuanto 
estimen conveniente.

Formuladas las alegaciones o transcurrido el plazo fijado para ello, se iniciará, si 
procediere, la tramitación del oportuno expediente de acuerdo con las disposiciones vigentes 
en materia de defensa del consumidor, sin perjuicio de las acciones civiles o penales que 
correspondan.

El desistimiento del usuario en la reclamación implicará el archivo de la misma, sin 
perjuicio de la potestad de la Administración para incoar expediente de oficio por cualquier 
irregularidad que proceda.
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4. Todo lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 23 de la Ley 
17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su 
ejercicio, que establece las obligaciones de los prestadores en materia de reclamaciones.

[ . . . ]
Disposición transitoria segunda.  

Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente Real Decreto, será de aplicación a las 
reclamaciones sobre el servicio de talleres de reparación de vehículos automóviles el 
sistema arbitral previsto en el artículo 31 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, de acuerdo con lo 
que establezcan las normas que la desarrollen.

[ . . . ]
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§ 35

Ley 40/2002, de 14 de noviembre, reguladora del contrato de 
aparcamiento de vehículos. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 274, de 15 de noviembre de 2002
Última modificación: 30 de diciembre de 2006

Referencia: BOE-A-2002-22187

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De los derechos y obligaciones de las partes

[ . . . ]
Artículo 5.  Responsabilidades.

1. El titular del aparcamiento responderá, tanto frente al usuario como frente al 
propietario del vehículo, por los daños y perjuicios que respectivamente les ocasione el 
incumplimiento, total o parcial, de las obligaciones previstas en la Ley.

Correlativamente, el usuario será responsable frente al empresario y los demás usuarios, 
de los daños y perjuicios que les cause por incumplimiento de sus deberes o impericia en la 
conducción del vehículo dentro del recinto.

2. El propietario del vehículo que no fuere su usuario responderá solidariamente de los 
daños y perjuicios causados por aquél, salvo cuando el aparcamiento se hubiere hecho con 
la entrega de las llaves del vehículo al responsable del aparcamiento.

3. El titular del aparcamiento tendrá, frente a cualesquiera personas, derecho de 
retención sobre el vehículo en garantía del pago del precio del aparcamiento.

4. En relación con la reclamación de indemnizaciones por daños y perjuicios contra el 
titular del aparcamiento, el usuario puede solicitar la mediación y el arbitraje de las Juntas 
Arbitrales de Consumo, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, 
de Arbitraje.

[ . . . ]
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§ 36

Ley 4/2012, de 6 de julio, de contratos de aprovechamiento por turno 
de bienes de uso turístico, de adquisición de productos vacacionales 
de larga duración, de reventa y de intercambio y normas tributarias. 

[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 162, de 7 de julio de 2012
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2012-9111

TÍTULO I
Normas generales

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Información al consumidor y reclamación extrajudicial

[ . . . ]
Artículo 20.  Reclamación extrajudicial.

El empresario y el consumidor podrán someter sus conflictos al arbitraje de consumo, 
mediante adhesión de aquel al sistema arbitral del consumo o a otros sistemas de resolución 
extrajudicial de conflictos, que figuren en la lista que publica la Comisión europea sobre 
sistemas alternativos de resolución de conflictos con consumidores y que respete los 
principios establecidos por la normativa en materia de consumo.

[ . . . ]
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§ 37

Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del 
Sistema Financiero. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 281, de 23 de noviembre de 2002
Última modificación: 22 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2002-22807

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Protección de clientes de servicios financieros

Sección 1.ª Defensa del cliente de servicios financieros

[ . . . ]
Artículo 29.  Departamento de atención al cliente y Defensor del Cliente.

Primero. Las entidades de crédito, las entidades aseguradoras y las empresas de 
servicios de inversión estarán obligadas a atender y resolver las quejas y reclamaciones que 
los usuarios de servicios financieros puedan presentar, relacionados con sus intereses y 
derechos legalmente reconocidos. A estos efectos, las entidades deberán contar con un 
departamento o servicio de atención al cliente encargado de atender y resolver las quejas y 
reclamaciones.

Dichas entidades podrán, bien individualmente, bien agrupadas por ramas de actividad, 
proximidad geográfica, volumen de negocio o cualquier otro criterio, designar un Defensor 
del Cliente, que habrá de ser una entidad o experto independiente de reconocido prestigio, y 
a quien corresponderá atender y resolver los tipos de reclamaciones que se sometan a su 
decisión en el marco de lo que disponga su reglamento de funcionamiento, así como 
promover el cumplimiento de la normativa de transparencia y protección de la clientela y de 
las buenas prácticas y usos financieros.

Segundo. La decisión del Defensor del Cliente favorable a la reclamación vinculará a la 
entidad. Esta vinculación no será obstáculo a la plenitud de tutela judicial, al recurso a otros 
mecanismos de solución de conflictos ni a la protección administrativa.

Artículo 30.  Presentación de reclamaciones ante el Banco de España, la Comisión Nacional 
del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones.

1. Los servicios de reclamaciones del Banco de España, la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones atenderán 
las quejas y reclamaciones que presenten los usuarios de servicios financieros, que estén 
relacionadas con sus intereses y derechos legalmente reconocidos, y que deriven de 
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presuntos incumplimientos por las entidades reclamadas, de la normativa de transparencia y 
protección de la clientela o de las buenas prácticas y usos financieros.

Los servicios de reclamaciones atenderán también las consultas que formulen los 
usuarios de servicios financieros sobre las normas aplicables en materia de transparencia y 
protección a la clientela, así como sobre los cauces legales existentes para el ejercicio de 
sus derechos.

La organización y el funcionamiento de los servicios de reclamaciones se ajustarán a los 
principios de independencia, transparencia, contradicción, eficacia, legalidad, libertad y 
representación.

Los servicios de reclamaciones funcionarán bajo el principio de ventanilla única, 
debiendo remitir al competente las reclamaciones que no sean de su competencia.

Los servicios de reclamaciones informarán a los servicios de supervisión 
correspondientes cuando aprecien indicios de incumplimientos graves o reiterados de las 
normas de transparencia y protección a la clientela o de las buenas prácticas y usos 
financieros por parte de una misma entidad.

2. Los servicios de reclamaciones del Banco de España, la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones resolverán 
las quejas y reclamaciones a las que se refiere el apartado anterior, mediante informes 
motivados, que no tendrán en ningún caso carácter de acto administrativo recurrible.

3. El Ministro de Economía y Hacienda desarrollará el procedimiento de presentación de 
reclamaciones ante los servicios de reclamaciones del Banco de España, la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, 
que deberá ajustarse a las siguientes reglas:

a) Para la admisión y tramitación de reclamaciones será imprescindible acreditar 
haberlas formulado previamente, por escrito, dirigido al departamento o servicio de atención 
al cliente o, en su caso, al Defensor del Cliente de la entidad contra la que se reclame. Éstos 
deberán acusar recibo por escrito de las reclamaciones que se les presenten y resolverlas o 
denegarlas igualmente por escrito y motivadamente. Asimismo, el reclamante deberá 
acreditar que ha transcurrido el plazo de dos meses desde la fecha de presentación de la 
reclamación sin que haya sido resuelta o que ha sido denegada la admisión de la 
reclamación o desestimada su petición.

b) Recibida la reclamación por el servicio de reclamaciones competente por razón de la 
materia se verificará la concurrencia de las circunstancias previstas en los apartados 
anteriores y, si se cumplen los requisitos necesarios, se procederá a la apertura de un 
expediente por cada reclamación, en el que se incluirán todas las actuaciones relacionadas 
con la misma; en caso contrario, se requerirá al reclamante para completar la información en 
el plazo de diez días, con apercibimiento de que si así no lo hiciese se le tendrá por desistido 
de su reclamación.

c) Formulado el correspondiente informe, y si éste fuera desfavorable a la entidad 
reclamada, ésta estará obligada a informar al servicio de reclamaciones competente si ha 
procedido a la rectificación voluntaria en un plazo no superior a un mes desde su 
notificación.

4. El Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones publicarán anualmente una memoria de sus 
respectivos servicios de reclamaciones en la que, al menos, deberá incluirse el resumen 
estadístico de las consultas y reclamaciones atendidas y los criterios mantenidos por dichos 
servicios, en relación con las materias sobre las que versan las reclamaciones presentadas, 
así como las entidades afectadas, con indicación en su caso del carácter favorable o 
desfavorable del informe.

Artículo 31.  Habilitación para desarrollo reglamentario.
El Ministro de Economía establecerá los requisitos a respetar por el departamento o 

servicio de atención al cliente y el Defensor del Cliente, así como el procedimiento a que 
someta la resolución de las reclamaciones, pudiendo a tal fin exigir, en su caso, las 
adecuadas medidas de separación de sus integrantes de los restantes servicios comerciales 
u operativos de las entidades, someter a verificación administrativa su reglamento de 
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funcionamiento o cualesquiera otras características del servicio, y exigir la inclusión, en una 
memoria anual de las entidades, de un resumen con los aspectos más destacables de la 
actuación del departamento o servicio de atención al cliente y el Defensor del Cliente durante 
el ejercicio que corresponda.

[ . . . ]
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§ 38

Ley 22/2007, de 11 de julio, sobre comercialización a distancia de 
servicios financieros destinados a los consumidores. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 166, de 12 de julio de 2007

Última modificación: 24 de noviembre de 2018
Referencia: BOE-A-2007-13411

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Régimen de los contratos a distancia

[ . . . ]
Artículo 16.  Reclamación extrajudicial.

1. El proveedor y el consumidor podrán someter sus conflictos al arbitraje de consumo, 
mediante adhesión de aquéllos al Sistema Arbitral del Consumo, o a otros sistemas de 
resolución extrajudicial de conflictos, que figuren en la lista que publica la Comisión Europea 
sobre sistemas alternativos de resolución de conflictos con consumidores y que respete los 
principios establecidos por la normativa comunitaria, así como a los mecanismos previstos 
en la legislación sobre protección de los clientes de servicios financieros.

2. Los órganos arbitrales de consumo o los órganos previstos en la legislación sobre 
protección de los clientes de servicios financieros, que intervengan en la resolución de 
reclamaciones sobre servicios financieros prestados a distancia, habrán de cooperar en la 
resolución de los conflictos de carácter transfronterizo que se produzcan a nivel 
intracomunitario, a través de la «Red transfronteriza de denuncia extrajudicial sobre servicios 
financieros» (FIN_NET) o cualquier otro mecanismo habilitado al efecto.

[ . . . ]
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§ 39

Ley 2/2009, de 31 de marzo, por la que se regula la contratación con 
los consumidores de préstamos o créditos hipotecarios y de servicios 
de intermediación para la celebración de contratos de préstamo o 

crédito. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 79, de 1 de abril de 2009

Última modificación: 16 de marzo de 2019
Referencia: BOE-A-2009-5391

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 10.  Resolución extrajudicial de conflictos.

Las empresas podrán someter sus conflictos con los consumidores a arbitraje de 
consumo, mediante su adhesión al Sistema Arbitral del Consumo, conforme a lo previsto en 
la regulación específica de éste.

[ . . . ]
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§ 40

Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 151, de 25 de junio de 2011
Última modificación: 28 de marzo de 2014

Referencia: BOE-A-2011-10970

[ . . . ]
CAPÍTULO VIII

Régimen de impugnaciones

Artículo 35.  Reclamación extrajudicial.
1. El prestamista, el intermediario de crédito y el consumidor podrán someter sus 

conflictos al arbitraje de consumo, mediante adhesión de aquéllos al Sistema Arbitral del 
Consumo o a otros sistemas de resolución extrajudicial de conflictos, que figuren en la lista 
que publica la Comisión Europea sobre sistemas alternativos de resolución de conflictos con 
consumidores y que respete los principios establecidos por la normativa europea, así como a 
los mecanismos previstos en la legislación sobre protección de los clientes de servicios 
financieros, en la medida en que el prestamista o el intermediario de crédito estén sometidos 
a los mecanismos previstos en ella.

2. Los órganos arbitrales de consumo o los órganos previstos en la legislación sobre 
protección de los clientes de servicios financieros, que intervengan en la resolución de estas 
reclamaciones, habrán de cooperar en la resolución de los conflictos de carácter 
transfronterizo que se produzcan a nivel intracomunitario, a través de la Red transfronteriza 
de denuncia extrajudicial sobre servicios financieros o cualquier otro mecanismo habilitado al 
efecto.

[ . . . ]
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§ 41

Real Decreto-ley 1/2017, de 20 de enero, de medidas urgentes de 
protección de consumidores en materia de cláusulas suelo

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 18, de 21 de enero de 2017

Última modificación: 20 de octubre de 2021
Referencia: BOE-A-2017-653

I
En los últimos años desde el Gobierno y las Cortes Generales se han abordado un gran 

número de iniciativas que regulan distintos aspectos de los créditos hipotecarios, 
especialmente para paliar y afrontar la problemática social de las ejecuciones hipotecarias y 
la vivienda, agudizada por la crisis económica que ha atravesado España. La regulación de 
la Unión Europea de protección de los consumidores y los pronunciamientos de los 
tribunales nacionales y del Tribunal de Justicia de la Unión Europea han servido también 
para que la normativa española haya realizado avances significativos en esta materia.

Siguiendo esta línea, el presente real decreto-ley pretende avanzar en las medidas 
dirigidas a la protección a los consumidores estableciendo un cauce que les facilite la 
posibilidad de llegar a acuerdos con las entidades de crédito con las que tienen suscrito un 
contrato de préstamo o crédito con garantía hipotecaria que solucionen las controversias que 
se pudieran suscitar como consecuencia de los últimos pronunciamientos judiciales en 
materia de cláusulas suelo y, en particular, la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea de 21 de diciembre de 2016, en los asuntos acumulados C-154/15, C-307/15 y 
C-308/15.

II
El 9 de mayo de 2013 el Tribunal Supremo analizó en su sentencia n.º 241/2013, en el 

marco de una acción colectiva ejercitada por una asociación de consumidores contra varias 
entidades bancarias, el carácter abusivo de las cláusulas suelo, declarando su nulidad. Sin 
embargo, la declaración de nulidad no afectaría ni a las situaciones definitivamente decididas 
por resoluciones judiciales con fuerza de cosa juzgada ni a las cantidades satisfechas antes 
del 9 de mayo de 2013.

El Tribunal Supremo consideró que las cláusulas examinadas, las denominadas 
cláusulas suelo, si bien superaban el control de transparencia formal a efectos de su 
inclusión como condición general de los contratos, no superaban en cambio el control de 
transparencia materialexigible en las cláusulas de los contratos suscritos con consumidores, 
y declaró la nulidad de las cláusulas, pero no de los contratos en los que se insertaban, cuya 
subsistencia mantuvo pese a aquella declaración de nulidad parcial.

El Tribunal Supremo limitó temporalmente la retroactividad y se fundó en tres motivos: i) 
las cláusulas suelo no se consideran abusivas en sí mismas, sino que su abusividad deriva 
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de la falta de transparencia material o sustantiva sobre el concreto contenido en su 
incorporación al contrato; ii) la buena fe del círculo de los interesados –toda vez que las 
entidades de crédito habían cumplido con la normativa sectorial sobre transparencia–; y iii) el 
hecho, que el Tribunal Supremo calificó como notorio, de que dicha retroactividad causaría 
grave trastorno al orden público económico.

La limitación de la eficacia retroactiva fue confirmada por el Tribunal Supremo en 
sentencia de 25 de marzo de 2015 en el seno de una acción individual interpuesta frente a 
una de las entidades parte en el proceso judicial resuelto por la sentencia de 9 de mayo de 
2013. Fijó como doctrina que, cuando en aplicación de la doctrina fijada en la sentencia de 
2013 se declare abusiva una cláusula suelo, la devolución al prestatario se efectuará a partir 
de la fecha de publicación de la sentencia de 2013.

No obstante, diversos tribunales españoles cuestionaron ante el Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea la jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre la base del Derecho de la 
Unión Europea mediante diversos reenvíos prejudiciales. El 21 de diciembre de 2016 el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha dictado sentencia en los asuntos acumulados 
C-154/15, C-307/15 y C- 308/15 dando respuesta esas cuestiones prejudiciales.

En ella, el Tribunal de Justicia ha fallado que el artículo 6, apartado 1, de la Directiva 
93/13/CEE del Consejo, sobre cláusulas abusivas en los contratos celebrados con los 
consumidores, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una jurisprudencia 
nacional que limita en el tiempo los efectos restitutorios vinculados a la declaración del 
carácter abusivo, en el sentido del artículo 3, apartado 1, de dicha directiva, de una cláusula 
contenida en un contrato celebrado con un consumidor por un profesional, circunscribiendo 
tales efectos restitutorios exclusivamente a las cantidades pagadas indebidamente en 
aplicación de tal cláusula con posterioridad al pronunciamiento de la resolución judicial 
mediante la que se declaró el carácter abusivo de la cláusula en cuestión.

El Tribunal de Justicia ha fundamentado el fallo en dos razonamientos esenciales. En 
primer lugar, la sentencia considera que la apreciación de la abusividad por falta de 
transparencia material que realizó el Tribunal Supremo tiene por fundamento el artículo 4, 
apartado 2 de la directiva en relación con el artículo 3, y que no cabe apreciar que el Tribunal 
Supremo hubiera ido más allá del ámbito definido por la propia directiva. Y, en segundo 
lugar, afirma que la cláusula contractual declarada abusiva nunca ha existido, de modo que 
ha de restaurarse la situación de hecho y de Derecho en que se encontraría el consumidor 
en esta situación, toda vez que, de otro modo, se pondría en cuestión el efecto disuasorio 
pretendido por el artículo 6 de la mencionada norma europea.

III
Como es previsible que el reciente pronunciamiento del Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea suponga el incremento de las demandas de consumidores afectados solicitando la 
restitución de las cantidades pagadas en aplicación de las cláusulas suelo, resulta de 
extraordinaria y urgente necesidad arbitrar un cauce sencillo y ordenado, de carácter 
voluntario para el consumidor, que facilite que pueda llegar a un acuerdo con la entidad de 
crédito que les permita solucionar sus diferencias mediante la restitución de dichas 
cantidades.

En este sentido, es importante resaltar que la medida trata, además, de evitar que se 
produzca un aumento de los litigios que tendrían que ser afrontados por la jurisdicción civil, 
con un elevado coste a la Administración de Justicia por cada pleito y un impacto perjudicial 
para su funcionamiento en forma de incremento sustancial del tiempo de duración de los 
procedimientos.

Con esta reforma se pretende una intervención y regulación mínima, dando a los 
consumidores un instrumento que les permita obtener una rápida respuesta a sus 
reclamaciones. En esta línea es preferible una previsión especial y coyuntural, adicional a las 
normas procesales, mercantiles y civiles. Según la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, en 
ausencia de normas de la Unión Europea para el reconocimiento de un derecho reconocido 
por el Derecho de la Unión, corresponde al sistema jurídico interno de cada Estado miembro, 
de conformidad con el principio de autonomía procesal, designar los órganos competentes y 
establecer la regulación procedimental de los recursos destinados a la salvaguardia de esos 
derechos. No obstante, los Estados miembros son responsables de garantizar que esos 
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derechos sean protegidos de manera efectiva en cada caso. La decisión de la autoridad se 
rige por el derecho nacional a condición, sin embargo, de que sus disposiciones no sean 
menos favorables que las que rigen situaciones similares de carácter interno (principio de 
equivalencia) y de que no hagan imposible en la práctica o excesivamente difícil el ejercicio 
de los derechos que confiere el ordenamiento jurídico de la Unión (principio de efectividad).

Las medidas que se adoptan respetan las exigencias de estos principios. Desde el punto 
de vista del principio de equivalencia, se trata de medidas adicionales a las establecidas en 
el ordenamiento jurídico, con el fin de facilitar una solución ágil y satisfactoria para el 
consumidor. Desde el punto de vista del principio de efectividad, las medidas no solo facilitan 
en la práctica el restablecimiento de los derechos de los consumidores, sino que además 
dejan a salvo el derecho del consumidor a obtener una tutela judicial efectiva de su derecho 
ante los Tribunales nacionales.

El principio inspirador del mecanismo que se pone en marcha es la voluntariedad a la 
hora de acceder a un procedimiento de solución extrajudicial con carácter previo a la 
interposición de la demanda judicial, sin coste adicional para el consumidor e imperativo de 
atender por parte de las entidades de crédito. Dicha voluntariedad consigue evitar un posible 
conflicto con una interpretación exigente del derecho de acceso a la jurisdicción del artículo 
24 de la Constitución Española. No obstante, se prevé que, durante el tiempo en que se 
sustancie la reclamación previa, las partes no podrán ejercitar contra la otra ninguna acción 
judicial o extrajudicial en relación con su objeto, con el ánimo de evitar prácticas de mala fe 
que solo persiguieran desde un primer momento entablar acciones judiciales.

Con el fin de determinar si la cláusula suelo está incluida en el ámbito de aplicación de 
este real decreto-ley, se consideran como criterios a destacar, entre otros, los establecidos 
en la citada sentencia del Tribunal Supremo n.º 241/2013: la creación de la apariencia de un 
contrato de préstamo a interés variable en el que las oscilaciones a la baja del índice de 
referencia, repercutirán en una disminución del precio del dinero; la falta de información 
suficiente de que se trata de un elemento definitorio del objeto principal del contrato; la 
creación de la apariencia de que el suelo tiene como contraprestación inescindible la fijación 
de un techo; su eventual ubicación entre una abrumadora cantidad de datos entre los que 
quedan enmascaradas y que diluyen la atención del consumidor; la ausencia de 
simulaciones de escenarios diversos, relacionados con el comportamiento razonablemente 
previsible del tipo de interés en el momento de contratar, en fase precontractual; y la 
inexistencia de advertencia previa clara y comprensible sobre el coste comparativo con otros 
productos de la propia entidad.

En fase judicial, se establecen medidas respecto a las costas procesales que incentiven 
el reconocimiento extrajudicial del derecho del consumidor y el allanamiento por parte de las 
entidades de crédito. En suma, las medidas adoptadas persiguen que el consumidor vea 
restablecido su derecho en el plazo más breve posible evitándole tener que agotar un 
proceso judicial que se dilate en el tiempo.

Adicionalmente, se regula el tratamiento fiscal de las cantidades percibidas por la 
devolución de las cláusulas de limitación de tipos de interés de préstamos derivadas de 
acuerdos celebrados con las entidades financieras, a cuyo fin se modifica la normativa del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

IV
Por todo ello, en el conjunto y en cada una de las medidas que se adoptan, concurren, 

por su naturaleza, finalidad y por el contexto en que se dictan, las circunstancias de 
extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 86 de la Constitución Española 
como presupuesto habilitante para recurrir a este tipo de norma.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la Constitución, a 
propuesta del Ministro de Economía, Industria y Competitividad y del Ministro de Justicia, y 
previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 20 de enero de 2017,

DISPONGO:
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Artículo 1.  Objeto.
El presente real decreto-ley tiene como objeto el establecimiento de medidas que 

faciliten la devolución de las cantidades indebidamente satisfechas por el consumidor a las 
entidades de crédito en aplicación de determinadas cláusulas suelo contenidas en contratos 
de préstamo o crédito garantizados con hipoteca inmobiliaria.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Las medidas previstas en este real decreto-ley se aplicarán a los contratos de 

préstamo o crédito garantizados con hipoteca inmobiliaria que incluyan una cláusula suelo 
cuyo prestatario sea un consumidor.

2. Se entenderá por consumidor cualquier persona física que reúna los requisitos 
previstos en el artículo 3 del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

Téngase en cuenta que se declara inconstitucional y nulo el inciso destacado del apartado 2 
por Sentencia del TC 156/2021, de 16 de septiembre. Ref. BOE-A-2021-17105

3. Se entenderá por cláusula suelo cualquier estipulación incluida en un contrato de 
préstamo o crédito garantizados con hipoteca inmobiliaria a tipo variable, o para el tramo 
variable de otro tipo de préstamo, que limite a la baja la variabilidad del tipo de interés del 
contrato.

Artículo 3.  Reclamación previa.
1. Las entidades de crédito deberán implantar un sistema de reclamación previa a la 

interposición de demandas judiciales, que tendrá carácter voluntario para el consumidor y 
cuyo objeto será atender a las peticiones que éstos formulen en el ámbito de este real 
decreto-ley. Las entidades de crédito deberán garantizar que ese sistema de reclamación es 
conocido por todos los consumidores que tuvieran incluidas cláusula suelo en su préstamo 
hipotecario.

2. Recibida la reclamación, la entidad de crédito deberá efectuar un cálculo de la 
cantidad a devolver y remitirle una comunicación al consumidor desglosando dicho cálculo; 
en ese desglose la entidad de crédito deberá incluir necesariamente las cantidades que 
correspondan en concepto de intereses. En el caso en que la entidad considere que la 
devolución no es procedente, comunicará las razones en que se motiva su decisión, en cuyo 
caso se dará por concluido el procedimiento extrajudicial.

3. El consumidor deberá manifestar si está de acuerdo con el cálculo. Si lo estuviera, la 
entidad de crédito acordará con el consumidor la devolución del efectivo.

4. El plazo máximo para que el consumidor y la entidad lleguen a un acuerdo y se ponga 
a disposición del primero la cantidad a devolver será de tres meses a contar desde la 
presentación de la reclamación. A efectos de que el consumidor pueda adoptar las medidas 
que estime oportunas, se entenderá que el procedimiento extrajudicial ha concluido sin 
acuerdo:

a) Si la entidad de crédito rechaza expresamente la solicitud del consumidor.
b) Si finaliza el plazo de tres meses sin comunicación alguna por parte de la entidad de 

crédito al consumidor reclamante.
c) Si el consumidor no está de acuerdo con el cálculo de la cantidad a devolver 

efectuado por la entidad de crédito o rechaza la cantidad ofrecida.
d) Si transcurrido el plazo de tres meses no se ha puesto a disposición del consumidor 

de modo efectivo la cantidad ofrecida.
5. Las entidades de crédito informarán a sus clientes de que las devoluciones acordadas 

pueden generar obligaciones tributarias. Asimismo, comunicarán a la Agencia Estatal de la 
Administración Tributaria la información relativa a las devoluciones acordadas.
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6. Las partes no podrán ejercitar entre sí ninguna acción judicial o extrajudicial en 
relación con el objeto de la reclamación previa durante el tiempo en que esta se sustancie. Si 
se interpusiera demanda con anterioridad a la finalización del procedimiento y con el mismo 
objeto que la reclamación de este artículo, cuando se tenga constancia, se producirá la 
suspensión del proceso hasta que se resuelva la reclamación previa.

Artículo 4.  Costas procesales.
1. Solamente si el consumidor rechazase el cálculo de la cantidad a devolver o 

declinase, por cualquier motivo, la devolución del efectivo e interpusiera posteriormente 
demanda judicial en la que obtuviese una sentencia más favorable que la oferta recibida de 
dicha entidad, se impondrá la condena en costas a esta.

Téngase en cuenta que el apartado 1 no es inconstitucional interpretado en los términos del 
fundamento jurídico 11, apartado a), de la Sentencia del TC 156/2021, de 16 de septiembre. 
Ref. BOE-A-2021-17105

2. (Anulado)
3. En lo no previsto en este precepto, se estará a lo dispuesto en la Ley 1/2000, de 7 de 

enero, de Enjuiciamiento Civil.

Disposición adicional primera.  Régimen de adaptación de las entidades de crédito.
1. Las entidades de crédito deberán adoptar las medidas necesarias para dar 

cumplimiento a las previsiones contenidas en este real decreto-ley en el plazo de un mes y 
estarán obligadas a articular procedimientos ágiles que les permitan la rápida resolución de 
las reclamaciones.

2. Las entidades deberán disponer de un departamento o servicio especializado que 
tenga por objeto atender las reclamaciones presentadas en el ámbito de este real decreto-
ley, y deberán poner a disposición de sus clientes, en todas las oficinas abiertas al público, 
así como en sus páginas web, la información siguiente:

a) La existencia del departamento o servicio, con indicación de su dirección postal y 
electrónica, encargado de la resolución de las reclamaciones.

b) La obligación por parte de la entidad de atender y resolver las reclamaciones 
presentadas por sus clientes, en el plazo de tres meses desde su presentación en el 
departamento o servicio correspondiente.

c) Referencias a la normativa de transparencia y protección del cliente de servicios 
financieros.

d) La existencia de este procedimiento, con una descripción concreta de su contenido, y 
la posibilidad de acogerse a él para aquellos clientes que tengan las cláusulas suelo a que 
se refiere este real decreto-ley incluidas en sus contratos.

3. Los consumidores incluidos en el ámbito de aplicación de este real decreto-ley podrán 
presentar sus reclamaciones desde su entrada en vigor. El plazo de tres meses previsto en 
el artículo 3.4 no comenzará a contar hasta la efectiva adopción de las medidas necesarias 
para su cumplimiento, o haya transcurrido un mes sin que la entidad hubiera puesto en 
marcha el departamento correspondiente.

Disposición adicional segunda.  Medidas compensatorias distintas de la devolución del 
efectivo.

1. A los efectos de lo previsto en el artículo 3, una vez convenida la cantidad a devolver, 
el consumidor y la entidad de crédito podrán acordar la adopción de una medida 
compensatoria distinta de la devolución del efectivo. En este caso la entidad de crédito 
deberá suministrarle una valoración que le permita conocer el efecto de la medida 
compensatoria y concederle un plazo de quince días para que manifieste su conformidad.
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2. La aceptación de una medida compensatoria requerirá que el consumidor haya 
recibido información suficiente y adecuada sobre la cantidad a devolver, la medida 
compensatoria y el valor económico de esa medida. La aceptación de la medida 
compensatoria informada con esta extensión deberá ser manuscrita y en documento aparte 
en el que también quede constancia del cumplimiento del plazo previsto en el apartado 
anterior.

Disposición adicional tercera.  Gratuidad del procedimiento extrajudicial y reducción de 
aranceles.

El procedimiento de reclamación extrajudicial tendrá carácter gratuito. La formalización 
de la escritura pública y la inscripción registral que, en su caso, pudiera derivarse del 
acuerdo entre la entidad financiera y el consumidor devengará exclusivamente los derechos 
arancelarios notariales y registrales correspondientes, de manera respectiva, a un 
documento sin cuantía y a una inscripción mínima, cualquiera que sea la base.

Disposición transitoria única.  Procedimientos judiciales en curso.
En los procedimientos judiciales en curso a la entrada en vigor de este real decreto-ley 

en los que se dirima una pretensión incluida en su ámbito, ejercida por uno o varios 
consumidores frente a una entidad de crédito, las partes de común acuerdo se podrán 
someter al procedimiento establecido en el artículo 3, solicitando la suspensión del proceso, 
de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto 

en el presente real decreto-ley.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de 
los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

Con efectos desde la entrada en vigor de este real decreto-ley y ejercicios anteriores no 
prescritos, se añade una nueva disposición adicional cuadragésima quinta a la Ley 35/2006, 
de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación 
parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y 
sobre el Patrimonio, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional cuadragésima quinta.  Tratamiento fiscal de las cantidades 
percibidas por la devolución de las cláusulas de limitación de tipos de interés de 
préstamos derivadas de acuerdos celebrados con las entidades financieras o del 
cumplimiento de sentencias o laudos arbitrales.

1. No se integrará en la base imponible de este Impuesto la devolución derivada 
de acuerdos celebrados con entidades financieras, en efectivo o a través de otras 
medidas de compensación, junto con sus correspondientes intereses 
indemnizatorios, de las cantidades previamente satisfechas a aquellas en concepto 
de intereses por la aplicación de cláusulas de limitación de tipos de interés de 
préstamos.

2. Las cantidades previamente satisfechas por el contribuyente objeto de la 
devolución prevista en el apartado 1 anterior, tendrán el siguiente tratamiento fiscal:

a) Cuando tales cantidades, en ejercicios anteriores, hubieran formado parte de 
la base de la deducción por inversión en vivienda habitual o de deducciones 
establecidas por la Comunidad Autónoma, se perderá el derecho a practicar la 
deducción en relación con las mismas, debiendo sumar a la cuota líquida estatal y 
autonómica, devengada en el ejercicio en el que se hubiera celebrado el acuerdo con 
la entidad financiera, exclusivamente las cantidades indebidamente deducidas en los 
ejercicios respecto de los que no hubiera prescrito el derecho de la Administración 
para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación, en los términos 
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previstos en el artículo 59 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo, sin 
inclusión de intereses de demora.

No resultará de aplicación la adición prevista en el párrafo anterior respecto de la 
parte de las cantidades que se destine directamente por la entidad financiera, tras el 
acuerdo con el contribuyente afectado, a minorar el principal del préstamo.

b) Cuando tales cantidades hubieran tenido la consideración de gasto deducible 
en ejercicios anteriores respecto de los que no hubiera prescrito el derecho de la 
Administración para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación, 
se perderá tal consideración, debiendo practicarse autoliquidación complementaria 
correspondiente a tales ejercicios, sin sanción, ni intereses de demora, ni recargo 
alguno en el plazo comprendido entre la fecha del acuerdo y la finalización del 
siguiente plazo de presentación de autoliquidación por este Impuesto.

c) Cuando tales cantidades hubieran sido satisfechas por el contribuyente en 
ejercicios cuyo plazo de presentación de autoliquidación por este Impuesto no 
hubiera finalizado con anterioridad al acuerdo de devolución de las mismas 
celebrado con la entidad financiera, así como las cantidades a que se refiere el 
segundo párrafo de la letra a anterior, no formarán parte de la base de deducción por 
inversión en vivienda habitual ni de deducción autonómica alguna ni tendrán la 
consideración de gasto deducible.

3. Lo dispuesto en los apartados anteriores será igualmente de aplicación cuando 
la devolución de cantidades a que se refiere el apartado 1 anterior hubiera sido 
consecuencia de la ejecución o cumplimiento de sentencias judiciales o laudos 
arbitrales.»

Disposición final segunda.  Título competencial.
Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en los artículos 149.1.6.ª, 11.ª, 

13.ª y 14.ª de la Constitución que atribuyen al Estado las competencias sobre legislación 
mercantil, procesal, bases de la ordenación del crédito, banca y seguros, bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica, y hacienda general y 
Deuda del Estado, respectivamente.

Disposición final tercera.  Habilitación normativa.
Se habilita al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el 

desarrollo de esta norma. En particular, se podrá regular:
a) La existencia de un órgano de seguimiento, control y evaluación de las reclamaciones 

efectuadas en el ámbito de aplicación de este real decreto-ley y su régimen jurídico. Este 
órgano, que deberá emitir un informe semestral sobre su actuación, contará con la 
participación de representantes de los consumidores y de la abogacía. Este órgano de 
seguimiento recabará de las entidades de crédito la información necesaria para constatar 
que la comunicación previa prevista en este real decreto-ley se ha realizado, especialmente 
a personas vulnerables. Este órgano de seguimiento podrá proponer las medidas a su juicio 
necesarias para impulsar una correcta implantación del mecanismo extrajudicial previsto en 
este real decreto-ley.

b) La extensión del ámbito de aplicación a otros consumidores relacionados con el 
prestatario de contratos de préstamo o crédito garantizados con hipoteca inmobiliaria.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
Este real decreto-ley entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».
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§ 42

Real Decreto-ley 19/2017, de 24 de noviembre, de cuentas de pago 
básicas, traslado de cuentas de pago y comparabilidad de 

comisiones. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 287, de 25 de noviembre de 2017

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2017-13644

[ . . . ]
Disposición adicional segunda.  Procedimientos de reclamación extrajudicial.

1. Los proveedores de servicios de pago en sus relaciones con los usuarios de servicios 
de pago estarán sometidos a los mecanismos previstos en la legislación sobre protección de 
los clientes de servicios financieros y, concretamente, a lo establecido en el artículo 29 de la 
Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de medidas de reforma del sistema financiero.

En aquellos casos en que los usuarios de servicios de pago ostenten la condición de 
consumidor conforme al Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado mediante Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, las partes podrán acudir a las entidades notificadas 
a la Comisión Europea conforme a la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se incorpora 
al ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de 
consumo.

2. Los órganos previstos en la legislación sobre protección de los clientes de servicios 
financieros cooperarán, en el caso de litigios transfronterizos, con los organismos 
competentes de la resolución de estos conflictos en el ámbito comunitario.

[ . . . ]
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§ 43

Real Decreto-ley 19/2018, de 23 de noviembre, de servicios de pago 
y otras medidas urgentes en materia financiera. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 284, de 24 de noviembre de 2018
Última modificación: 28 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2018-16036

[ . . . ]
TÍTULO III

Derechos y obligaciones en relación con la prestación y utilización de servicios 
de pago

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Procedimientos de resolución alternativa de litigios

[ . . . ]
Artículo 70.  Resolución alternativa de conflictos.

1. Las quejas y reclamaciones que presenten los usuarios de servicios de pago que 
estén relacionadas con sus intereses y derechos legalmente reconocidos, y que deriven de 
presuntos incumplimientos por los proveedores de servicios de pago previstos en el 
artículo 5.1 de las disposiciones de este real decreto-ley, de sus normas de desarrollo, de los 
estándares o de las buenas prácticas y usos financieros que resulten aplicables serán 
resueltas, cuando se cree, por la entidad de resolución alternativa en el ámbito de la 
actividad financiera a la que hace referencia la disposición adicional primera de la 
Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la 
Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, 
relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo.

2. El resto de entidades acreditadas conforme a lo dispuesto en la Ley 7/2017, de 2 de 
noviembre, que den cobertura a reclamaciones de consumo de todos los sectores 
económicos, podrán conocer igualmente de este tipo de litigios, siempre que ambas partes 
se hayan sometido voluntariamente a su competencia.

[ . . . ]
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§ 44

Ley 6/2023, de 17 de marzo, de los Mercados de Valores y de los 
Servicios de Inversión. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 66, de 18 de marzo de 2023

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2023-7053

[ . . . ]
Disposición adicional primera.  Resolución alternativa de litigios en materia de consumo.

Hasta la creación de la autoridad única competente para la resolución de litigios de 
consumo en el sector financiero prevista en la disposición adicional primera de la Ley 
7/2017, de 2 de noviembre, por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la 
Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, 
relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo, el servicio de 
reclamaciones de la CNMV y del Banco de España, regulados en el artículo 30 de la Ley 
44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, actuarán 
como entidades de resolución alternativa de litigios en el ámbito del mercado de valores 
respecto a las reclamaciones que, por razón de su contenido, sean de su competencia.

[ . . . ]
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§ 45

Orden ECO/734/2004, de 11 de marzo, sobre los departamentos y 
servicios de atención al cliente y el defensor del cliente de las 

entidades financieras

Ministerio de Economía
«BOE» núm. 72, de 24 de marzo de 2004

Última modificación: 30 de diciembre de 2019
Referencia: BOE-A-2004-5290

La confianza de los inversores es una de las piezas fundamentales del engranaje de los 
mercados financieros. La aplicación de las nuevas tecnologías de la información está 
favoreciendo, de una parte, la aparición de productos financieros cada vez más innovadores, 
y de otra, el crecimiento de la prestación de servicios a distancia. Estas nuevas posibilidades 
de comercialización financiera justifican la adopción de nuevas medidas tendentes a 
preservar la confianza de los inversores en el funcionamiento y capacidad de los mercados 
financieros. En efecto, para asegurar que este mayor dinamismo en la prestación de 
servicios financieros beneficia a los inversores es necesario que el marco legal regulador de 
los servicios financieros ofrezca a estos clientes un nivel de protección adecuado, que 
preserve su confianza en el funcionamiento de los mercados.

La Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de medidas de reforma del sistema financiero, 
adopta en su capítulo V una serie de medidas protectoras de los clientes de servicios 
financieros. En primer lugar, se establece la obligación para las entidades financieras, de 
atender y resolver las quejas y reclamaciones que sus clientes puedan presentar, 
relacionadas con sus intereses y derechos legalmente reconocidos. A estos efectos, las 
entidades de crédito, empresas de servicios de inversión y entidades aseguradoras deberán 
contar con un departamento o servicio de atención al cliente. Además podrán designar un 
defensor del cliente, a quien corresponderá atender y resolver los tipos de reclamaciones 
que determine en cada caso su reglamento de funcionamiento, y que habrá de ser una 
entidad o experto independiente. El artículo 48 de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de 
instituciones de inversión colectiva, extiende este tratamiento a las sociedades gestoras de 
instituciones de inversión colectiva.

En segundo lugar, una vez que se haya formulado previamente la queja o reclamación, y 
ésta no se haya resuelto o se haya denegado la admisión o se hubiere desestimado, los 
encargados de atenderla serán unos órganos de nueva creación, los Comisionados para la 
Defensa de los Clientes de Servicios Financieros, en cuyo Reglamento, aprobado por Real 
Decreto 303/2004, de 20 de febrero, se establece, en efecto, que tendrán por objeto la 
protección de los derechos del usuario de servicios financieros, siendo competentes para 
atender las quejas o reclamaciones que formulen los usuarios de los servicios prestados por: 
las entidades de crédito, las sociedades de tasación y los establecimientos de cambio de 
moneda autorizados para realizar operaciones de venta de billetes extranjeros y cheques de 
viajero o gestión de transferencias en el exterior; por las empresas de servicios de inversión 
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y las sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva en relación con los 
partícipes en fondos de inversión y los accionistas de sociedades de inversión que hayan 
delegado la gestión en aquéllas; y por las entidades aseguradoras, salvo en los supuestos 
de contratos por grandes riesgos, y las entidades gestoras de fondos de pensiones, así 
como en relación con la actividad de los mediadores de seguros conforme a lo establecido 
en su legislación específica. El Reglamento de los Comisionados para la Defensa del Cliente 
de Servicios Financieros habilita al Ministro de Economía para dictar sus disposiciones de 
desarrollo.

Por todo ello, será imprescindible para la admisión y tramitación de quejas o 
reclamaciones ante el Comisionado para la Defensa del Cliente de Servicios Financieros 
correspondiente, acreditar haberlas formulado previamente ante las entidades financieras 
obligadas a atenderlas y resolverlas a través de un servicio o unidad equivalente encargado 
de la realización de dicha función.

El artículo 31 de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, habilita al Ministro de Economía 
para regular los requisitos a respetar por el departamento o servicio de atención al cliente y 
el defensor del cliente, así como el procedimiento a que someta la resolución de las 
reclamaciones. A estos efectos, la Ley permite que el Ministro exija la adopción de las 
adecuadas medidas de separación respecto de los restantes servicios comerciales u 
operativos de las entidades. También se prevé la posibilidad de someter a verificación 
administrativa los reglamentos de funcionamiento o cualesquiera otras características del 
servicio, así como la de exigir la inclusión, en una memoria anual de las entidades, de un 
resumen con los aspectos más destacables de la actuación del departamento o servicio de 
atención al cliente y el defensor del cliente durante el ejercicio que corresponda.

En su virtud, de acuerdo con el Consejo de Estado, dispongo:

CAPÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.
La presente Orden tiene por objeto regular los requisitos y procedimientos que deben 

cumplir los departamentos y servicios de atención al cliente así como el defensor del cliente 
de las entidades relacionadas en el artículo 2 de esta norma.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Estarán sujetas a cuanto se dispone en esta Orden las siguientes entidades:
a) las entidades de crédito,
b) los establecimientos financieros de crédito,
c) las entidades de pago, y las entidades acogidas a lo establecido en los artículos 14 y 

15 del Real Decreto-ley 19/2018, de 23 de noviembre, de servicios de pago y otras medidas 
urgentes en materia financiera,

d) las entidades de dinero electrónico,
e) las empresas de servicios de inversión,
f) las sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva,
g) las entidades aseguradoras,
h) las entidades gestoras de fondos de pensiones, con las precisiones establecidas en la 

disposición adicional primera,
i) las sociedades de correduría de seguros,
j) las sucursales en España de las entidades enumeradas en los párrafos anteriores con 

domicilio social en otro Estado.
Las entidades señaladas en los párrafos anteriores que hayan sido autorizadas en otros 

Estados miembros del Espacio Económico Europeo, cuando ejerzan su actividad en España 
en régimen de libre prestación de servicios, deberán ajustarse a lo previsto en los artículos 3, 
9 y 10.3.
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CAPÍTULO II
Requisitos y deberes del departamento o servicio de atención al cliente y del 

defensor del cliente

Artículo 3.  Deber de atender y resolver las quejas y reclamaciones.
Las entidades a que se refiere el apartado 1 del artículo 2 de la presente Orden (en 

adelante, las entidades) estarán obligadas a atender y resolver las quejas y reclamaciones 
que sus clientes les presenten, relacionadas con sus intereses y derechos legalmente 
reconocidos.

Artículo 4.  Estructura organizativa para el tratamiento de quejas y reclamaciones.
1. Las entidades deberán disponer de un departamento o servicio especializado de 

atención al cliente, que tenga por objeto atender y resolver las quejas y reclamaciones que 
presenten sus clientes.

Las entidades que formen parte del mismo grupo económico podrán disponer de un 
departamento o servicio de atención al cliente único para todo el grupo.

A los efectos de lo establecido en el párrafo anterior se entenderá que existe grupo 
cuando se den las condiciones establecidas en el artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, 
del mercado de valores.

2. Las entidades podrán designar un defensor del cliente, al que corresponderá atender y 
resolver los tipos de reclamaciones que se sometan a su decisión en el marco de lo que 
disponga el reglamento de funcionamiento a que se refiere el artículo 8 de la presente 
Orden, así como promover el cumplimiento de la normativa de transparencia y protección de 
la clientela y de las buenas prácticas y usos financieros.

La designación del defensor del cliente podrá efectuarse conjuntamente con otras 
entidades, de manera que aquél atienda y resuelva las reclamaciones de los clientes de 
todas ellas, de acuerdo con lo que disponga su reglamento de funcionamiento.

Artículo 5.  Designación del titular del departamento o servicio de atención al cliente y del 
defensor del cliente.

1. Los titulares del departamento o servicio de atención al cliente y del defensor del 
cliente deberán ser personas con honorabilidad comercial y profesional, y con conocimiento 
y experiencia adecuados para ejercer sus funciones.

Concurre honorabilidad comercial y profesional en quienes hayan venido observando 
una trayectoria personal de respeto a las leyes mercantiles u otras que regulan la actividad 
económica y la vida de los negocios, así como las buenas prácticas comerciales y 
financieras.

Poseen conocimientos y experiencia adecuados a los efectos previstos en esta Orden, 
quienes hayan desempeñado funciones relacionadas con la actividad financiera propia de la 
entidad o entidades de que se trate.

2. Los titulares del departamento o servicio de atención al cliente y del defensor del 
cliente, en su caso, serán designados por el consejo de administración u órgano equivalente 
de la entidad, o la dirección general de la sucursal, en su caso. Tratándose del defensor del 
cliente dicha designación podrá ser, de conformidad con lo que dispongan los estatutos de 
cada entidad, posteriormente ratificada por la junta o asamblea general u órgano 
equivalente.

3. La designación del titular del departamento o servicio de atención al cliente y, en su 
caso, del defensor del cliente, será comunicada al Comisionado o Comisionados para la 
Defensa del Cliente de Servicios Financieros y a la autoridad o autoridades supervisoras que 
correspondan por razón de su actividad.

Artículo 6.  Departamento o servicio de atención al cliente.
1. Las entidades deberán adoptar las medidas necesarias para separar el departamento 

o servicio de atención al cliente de los restantes servicios comerciales u operativos de la 
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organización, de modo que se garantice que aquél tome de manera autónoma sus 
decisiones referentes al ámbito de su actividad y, asimismo, se eviten conflictos de interés.

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, las entidades adoptarán las medidas 
oportunas para garantizar que los procedimientos previstos para la transmisión de la 
información requerida por el departamento o servicio de atención al cliente al resto de 
servicios de la organización, respondan a los principios de rapidez, seguridad, eficacia y 
coordinación.

2. Las entidades se asegurarán de que sus departamentos o servicios de atención al 
cliente están dotados de los medios humanos, materiales, técnicos y organizativos 
adecuados para el cumplimiento de sus funciones. En particular, adoptarán las acciones 
necesarias para que el personal al servicio de dichos departamentos disponga de un 
conocimiento adecuado de la normativa sobre transparencia y protección de los clientes de 
servicios financieros.

Artículo 7.  Defensor del cliente.
1. El defensor del cliente actuará con independencia respecto de la entidad y con total 

autonomía en cuanto a los criterios y directrices a aplicar en el ejercicio de sus funciones.
2. A tal fin, el defensor del cliente será una persona o entidad de reconocido prestigio en 

el ámbito jurídico, económico o financiero, ajena a la organización de la entidad o entidades 
a que presta sus servicios.

3. Las decisiones del defensor del cliente favorables al reclamante vincularán a la 
entidad. Esta vinculación no será obstáculo a la plenitud de la tutela judicial, al recurso a 
otros mecanismos de solución de conflictos ni a la protección administrativa.

Artículo 8.  Reglamento de funcionamiento.
1. Cada entidad o grupo aprobará un Reglamento para la Defensa del Cliente, que 

regulará la actividad del departamento o servicio de atención al cliente y, en su caso, del 
defensor del cliente, así como las relaciones entre ambos.

2. El reglamento será aprobado por el consejo de administración u órgano equivalente de 
cada entidad, y, en su caso, por la dirección general de la sucursal, y podrá ser, de acuerdo 
con lo que prevean los estatutos de cada entidad, posteriormente ratificado por la junta o 
asamblea general u órgano equivalente.

3. El reglamento deberá contener, al menos, los siguientes elementos:
a) Duración del mandato, en su caso, y posibilidad de renovación.
b) Causas de incompatibilidad, inelegibilidad y cese.
c) Relación clara y precisa de asuntos cuyo conocimiento, por razón del fondo, la cuantía 

o cualquier otro criterio, se atribuye al defensor del cliente, en su caso, con indicación 
expresa de que aquellos que no le correspondan serán competencia del departamento o 
servicio de atención al cliente ; si ambas instancias tuvieran atribuido el conocimiento del 
mismo tipo de reclamación se deberá especificar si tras la decisión del departamento o 
servicio de atención al cliente el reclamante puede acudir al defensor del cliente como 
segunda instancia, sin perjuicio del plazo de dos meses para dictar una decisión definitiva 
para el reclamante a los efectos de lo establecido en el artículo 10.3 de esta Orden.

d) Deber de todos los departamentos y servicios de la entidad de facilitar al 
departamento o servicio de atención al cliente y al defensor del cliente, cuantas 
informaciones éstos soliciten en relación con el ejercicio de sus funciones.

e) Plazo para la presentación de las reclamaciones, a contar desde la fecha en que el 
cliente tuviera conocimiento de los hechos causantes de la queja o reclamación, sin que 
pueda ser inferior a dos años.

f) Concreción de los trámites internos en la entidad o grupo en aplicación del 
procedimiento establecido en el capítulo III.

g) Los demás previstos en esta Orden.
4. Corresponderá al organismo que tenga legalmente atribuidas las competencias de 

control e inspección de la entidad de que se trate, verificar, dentro de los tres meses 
siguientes a la presentación de la solicitud, que el reglamento contiene la regulación 
necesaria y que se ajusta a lo dispuesto en la normativa aplicable.
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En particular, esta función corresponderá:
a) En el caso de las entidades de crédito, así como sus sucursales en España, al Banco 

de España, salvo que se trate de cajas de ahorros, así como de cooperativas de crédito de 
competencia autonómica, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 104 de la Ley 27/1999, de 
16 de julio, de cooperativas, en cuyo caso corresponderá al órgano competente de la 
Comunidad Autónoma donde radique el domicilio social de la entidad.

b) En el caso de empresas de servicios de inversión y sociedades gestoras de 
instituciones de inversión colectiva, así como sus sucursales en España, a la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores.

c) En el caso de entidades aseguradoras, entidades gestoras de fondos de pensiones, 
sociedades de correduría de seguros y sus sucursales en España, a la Dirección General de 
Seguros y Fondos de Pensiones del Ministerio de Economía, salvo que se trate de entidades 
de competencia autonómica, de conformidad con lo establecido en el artículo 69 de la Ley 
30/1995, de 8 de noviembre, de ordenación y supervisión de los seguros privados, en cuyo 
caso corresponderá al órgano competente de la Comunidad Autónoma en donde radique el 
domicilio social de la entidad.

En el supuesto de que un mismo reglamento se aplicara a todas las entidades de un 
mismo grupo, la verificación correrá a cargo de la autoridad competente que, de acuerdo con 
los párrafos anteriores, corresponda a la entidad dominante, previo informe de las restantes 
autoridades competentes.

En todos los casos, las autoridades citadas podrán solicitar informe de los Comisionados 
que correspondan por razón de las entidades a los que los reglamentos resulten de 
aplicación.

Artículo 9.  Deberes de información.
1. Las entidades pondrán a disposición de sus clientes, en todas y cada una de las 

oficinas abiertas al público, así como en sus páginas web en el caso de que los contratos se 
hubieran celebrado por medios telemáticos, la información siguiente:

a) La existencia de un departamento o servicio de atención al cliente y, en su caso, de un 
defensor del cliente, con indicación de su dirección postal y electrónica.

b) La obligación por parte de la entidad de atender y resolver las quejas y reclamaciones 
presentadas por sus clientes, en el plazo de dos meses desde su presentación en el 
departamento o servicio de atención al cliente o, en su caso, defensor del cliente.

c) Referencia al Comisionado o Comisionados para la Defensa del Cliente de Servicios 
Financieros que correspondan, con especificación de su dirección postal y electrónica, y de 
la necesidad de agotar la vía del departamento o servicio de atención al cliente o del 
defensor del cliente para poder formular las quejas y reclamaciones ante ellos.

d) El reglamento de funcionamiento previsto en el artículo anterior.
e) Referencias a la normativa de transparencia y protección del cliente de servicios 

financieros.
2. Las decisiones con que finalicen los procedimientos de tramitación de quejas y 

reclamaciones mencionarán expresamente la facultad que asiste al reclamante para, en 
caso de disconformidad con el resultado del pronunciamiento, acudir al Comisionado para la 
Defensa del Cliente de Servicios Financieros que corresponda.

CAPÍTULO III
Procedimiento para la presentación, tramitación y resolución de las quejas y 

reclamaciones

Artículo 10.  Alcance del procedimiento.
1. El procedimiento previsto en este capítulo será exigible en la tramitación de las 

reclamaciones cuyo conocimiento se atribuya al defensor del cliente, de acuerdo con lo que 
disponga cada reglamento de funcionamiento, y siempre que aquéllas no hayan sido 
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resueltas previamente por la oficina o servicio objeto de la reclamación o por el 
departamento o servicio de atención al cliente.

2. Los clientes que presenten quejas y reclamaciones cuyo conocimiento se atribuya al 
departamento o servicio de atención al cliente, podrán solicitar, una vez informados al efecto 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo anterior, que aquéllas sean tramitadas conforme se 
establece en este capítulo.

3. En todo caso, los departamentos o servicios de atención al cliente y, en su caso, los 
defensores del cliente, dispondrán de un plazo de dos meses, a contar desde la 
presentación ante ellos de la queja o reclamación, para dictar un pronunciamiento, pudiendo 
el reclamante a partir de la finalización de dicho plazo acudir al Comisionado para la Defensa 
del Cliente de Servicios Financieros que corresponda.

Artículo 11.  Forma, contenido y lugar de la presentación de las quejas y reclamaciones.
1. La presentación de las quejas y reclamaciones podrá efectuarse, personalmente o 

mediante representación, en soporte papel o por medios informáticos, electrónicos o 
telemáticos, siempre que éstos permitan la lectura, impresión y conservación de los 
documentos.

La utilización de medios informáticos, electrónicos o telemáticos deberá ajustarse a las 
exigencias previstas en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica.

2. El procedimiento se iniciará mediante la presentación de un documento en el que se 
hará constar:

a) Nombre, apellidos y domicilio del interesado y, en su caso, de la persona que lo 
represente, debidamente acreditada; número del documento nacional de identidad para las 
personas físicas y datos referidos a registro público para las jurídicas.

b) Motivo de la queja o reclamación, con especificación clara de las cuestiones sobre las 
que se solicita un pronunciamiento.

c) Oficina u oficinas, departamento o servicio donde se hubieran producido los hechos 
objeto de la queja o reclamación.

d) Que el reclamante no tiene conocimiento de que la materia objeto de la queja o 
reclamación está siendo sustanciada a través de un procedimiento administrativo, arbitral o 
judicial.

e) Lugar, fecha y firma.
El reclamante deberá aportar, junto al documento anterior, las pruebas documentales 

que obren en su poder en que se fundamente su queja o reclamación.
3. Las quejas y reclamaciones podrán ser presentadas ante los departamentos o 

servicios de atención al cliente, ante el defensor del cliente, en su caso, en cualquier oficina 
abierta al público de la entidad, así como en la dirección de correo electrónico que cada 
entidad habrá de habilitar a este fin.

Artículo 12.  Admisión a trámite.
1. Recibida la queja o reclamación por la entidad, en el caso de que no hubiese sido 

resuelta a favor del cliente por la propia oficina o servicio objeto de la queja o reclamación, 
ésta será remitida al departamento o servicio de atención al cliente, quien, cuando proceda 
de acuerdo con el reglamento de funcionamiento, la remitirá, a su vez, al defensor del 
cliente. Si la queja o reclamación hubiera sido presentada ante el defensor del cliente no 
tratándose de un asunto de su competencia, se remitirá por éste al departamento o servicio 
de atención al cliente. Deberá informarse al reclamante sobre la instancia competente para 
conocer su queja o reclamación.

Lo establecido en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio de que el cómputo del 
plazo máximo de terminación comenzará a contar desde la presentación de la queja o 
reclamación en el departamento o servicio de atención al cliente o, en su caso, defensor del 
cliente.

En todo caso, se deberá acusar recibo por escrito y dejar constancia de la fecha de 
presentación a efectos del cómputo de dicho plazo.

Recibida la queja o reclamación por la instancia competente para su tramitación, se 
procederá a la apertura de expediente.
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La queja o reclamación se presentará una sola vez por el interesado, sin que pueda 
exigirse su reiteración ante distintos órganos de la entidad.

2. Si no se encontrase suficientemente acreditada la identidad del reclamante, o no 
pudiesen establecerse con claridad los hechos objeto de la queja o reclamación, se requerirá 
al firmante para completar la documentación remitida en el plazo de diez días naturales, con 
apercibimiento de que si así no lo hiciese se archivará la queja o reclamación sin más 
trámite.

El plazo empleado por el reclamante para subsanar los errores a que se refiere el párrafo 
anterior no se incluirá en el cómputo del plazo de dos meses previsto en el apartado 3 del 
artículo 10 de esta Orden.

3. Sólo podrá rechazarse la admisión a trámite de las quejas y reclamaciones en los 
casos siguientes:

a) Cuando se omitan datos esenciales para la tramitación no subsanables, incluidos los 
supuestos en que no se concrete el motivo de la queja o reclamación.

b) Cuando se pretendan tramitar como queja o reclamación, recursos o acciones 
distintos cuyo conocimiento sea competencia de los órganos administrativos, arbitrales o 
judiciales, o la misma se encuentre pendiente de resolución o litigio o el asunto haya sido ya 
resuelto en aquellas instancias.

c) Cuando los hechos, razones y solicitud en que se concreten las cuestiones objeto de 
la queja o reclamación no se refieran a operaciones concretas o no se ajusten a los 
requisitos establecidos en el apartado 2 del artículo 2 de esta Orden.

d) Cuando se formulen quejas o reclamaciones que reiteren otras anteriores resueltas, 
presentadas por el mismo cliente en relación a los mismos hechos.

e) Cuando hubiera transcurrido el plazo para la presentación de quejas y reclamaciones 
que establezca el reglamento de funcionamiento.

Cuando se tuviera conocimiento de la tramitación simultánea de una queja o reclamación 
y de un procedimiento administrativo, arbitral o judicial sobre la misma materia, deberá 
abstenerse de tramitar la primera.

4. Cuando se entienda no admisible a trámite la queja o reclamación, por alguna de las 
causas indicadas, se pondrá de manifiesto al interesado mediante decisión motivada, 
dándole un plazo de diez días naturales para que presente sus alegaciones. Cuando el 
interesado hubiera contestado y se mantengan las causas de inadmisión, se le comunicará 
la decisión final adoptada.

Artículo 13.  Tramitación.
1. Los departamentos o servicios de atención al cliente y los defensores del cliente 

podrán recabar en el curso de la tramitación de los expedientes, tanto del reclamante como 
de los distintos departamentos y servicios de la entidad afectada, cuantos datos, 
aclaraciones, informes o elementos de prueba consideren pertinentes para adoptar su 
decisión.

2. En el caso de que el asunto sea conocido por el defensor del cliente, se habilitará un 
plazo, cuya duración será fijada en el reglamento de funcionamiento, para que la entidad 
afectada presente sus alegaciones.

Artículo 14.  Allanamiento y desistimiento.
1. Si a la vista de la queja o reclamación, la entidad rectificase su situación con el 

reclamante a satisfacción de éste, deberá comunicarlo a la instancia competente y justificarlo 
documentalmente, salvo que existiere desistimiento expreso del interesado. En tales casos, 
se procederá al archivo de la queja o reclamación sin más trámite.

2. Los interesados podrán desistir de sus quejas y reclamaciones en cualquier momento. 
El desistimiento dará lugar a la finalización inmediata del procedimiento en lo que a la 
relación con el interesado se refiere. No obstante, el defensor del cliente podrá acordar la 
continuación del mismo en el marco de su función de promover el cumplimiento de la 
normativa de transparencia y protección de la clientela y de las buenas prácticas y usos 
financieros.
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Artículo 15.  Finalización y notificación.
1. El expediente deberá finalizar en el plazo máximo de dos meses, a partir de la fecha 

en que la queja o reclamación fuera presentada en el departamento o servicio de atención al 
cliente o, en su caso, defensor del cliente.

2. La decisión será siempre motivada y contendrá unas conclusiones claras sobre la 
solicitud planteada en cada queja o reclamación, fundándose en las cláusulas contractuales, 
las normas de transparencia y protección de la clientela aplicables, así como las buenas 
prácticas y usos financieros.

En el caso de que la decisión se aparte de los criterios manifestados en expedientes 
anteriores similares, deberán aportarse las razones que lo justifiquen.

3. La decisión será notificada a los interesados en el plazo de diez días naturales a 
contar desde su fecha, por escrito o por medios informáticos, electrónicos o telemáticos, 
siempre que éstos permitan la lectura, impresión y conservación de los documentos, y 
cumplan los requisitos previstos en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica, 
según haya designado de forma expresa el reclamante y, en ausencia de tal indicación, a 
través del mismo medio en que hubiera sido presentada la queja o reclamación.

Artículo 16.  Relación con los Comisionados.
1. Las entidades deberán atender, por medio de una persona designada al efecto, los 

requerimientos que los Comisionados para la Defensa del Cliente de Servicios Financieros 
puedan efectuarles en el ejercicio de sus funciones, en los plazos que éstos determinen de 
conformidad con lo establecido en su Reglamento.

2. Los Comisionados y las entidades adoptarán los acuerdos necesarios y llevarán a 
cabo las acciones oportunas para facilitar que la transmisión de los datos y documentos que 
sean necesarios en el ejercicio de sus funciones, sea efectuada por medios telemáticos 
mediante el uso de la firma electrónica, de conformidad con lo establecido en el artículo 4 de 
la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica, y su normativa de desarrollo.

CAPÍTULO IV
Informe anual

Artículo 17.  Contenido.
1. Dentro del primer trimestre de cada año, los departamentos y servicios de atención al 

cliente y, en su caso, los defensores del cliente, presentarán ante el consejo de 
administración u órgano equivalente o ante la dirección general de la sucursal, en su caso, 
un informe explicativo del desarrollo de su función durante el ejercicio precedente, que habrá 
de tener el contenido mínimo siguiente:

a) resumen estadístico de las quejas y reclamaciones atendidas, con información sobre 
su número, admisión a trámite y razones de inadmisión, motivos y cuestiones planteadas en 
las quejas y reclamaciones, y cuantías e importes afectados,

b) resumen de las decisiones dictadas, con indicación del carácter favorable o 
desfavorable para el reclamante,

c) criterios generales contenidos en las decisiones,
d) recomendaciones o sugerencias derivadas de su experiencia, con vistas a una mejor 

consecución de los fines que informan su actuación.
2. Al menos un resumen del informe se integrará en la memoria anual de las entidades.

Disposición adicional primera.  Defensor del partícipe.
1. El defensor del cliente previsto en esta Orden podrá asumir, cuando así lo decidan la 

entidad o entidades promotoras, las funciones del defensor del partícipe contemplado en el 
artículo 7 del texto refundido de la Ley de regulación de los planes y fondos de pensiones, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, siempre que cumpla 
los requisitos allí previstos, debiendo comunicarse esta circunstancia a la Dirección General 
de Seguros y Fondos de Pensiones.
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2. El procedimiento de presentación, tramitación y terminación de las quejas y 
reclamaciones regulado en esta Orden se aplicará a las que se presenten ante los 
defensores del partícipe de los planes de pensiones individuales a los que se refiere la Ley 
de regulación de los planes y fondos de pensiones.

3. Los departamentos y servicios de atención al cliente o los defensores del cliente de las 
entidades gestoras de fondos de pensiones atenderán y resolverán las quejas y 
reclamaciones que se presenten por los partícipes y beneficiarios de los planes de 
pensiones, cuya tramitación no esté reservada a las competencias del defensor del partícipe 
por la normativa de planes y fondos de pensiones.

Disposición adicional segunda.  Régimen aplicable a otras entidades.
1. En virtud de lo establecido en los artículos 1 y 8 del Reglamento de los Comisionados 

para la Defensa del Cliente de Servicios Financieros, aprobado por el Real Decreto 
303/2004, de 20 de febrero, las siguientes entidades deberán atender y resolver las quejas y 
reclamaciones que, ajustándose a los requisitos previstos en el artículo 2.2 de esta Orden, 
sean presentadas por sus clientes, a través de un servicio o unidad equivalente para la 
realización de dicha función:

a) las sociedades de tasación,
b) los establecimientos abiertos al público para el cambio de moneda extranjera 

autorizados para operaciones de venta de billetes extranjeros o gestión de transferencias 
con el exterior.

2. Las entidades enumeradas en el apartado anterior podrán designar un defensor del 
cliente en los términos previstos en el artículo 4.2, a quienes serán de aplicación los 
requisitos establecidos en los artículos 5 y 7 de esta norma.

En el supuesto contemplado en el párrafo anterior, las citadas entidades estarán 
obligadas a aprobar un Reglamento para la Defensa del Cliente, en los términos del artículo 
8, que será objeto de verificación por el Banco de España, y se ajustarán al procedimiento 
establecido en el capítulo III.

3. Las entidades referidas en el apartado 1 anterior comunicarán la designación de los 
titulares de los servicios o unidades equivalentes para el tratamiento de las quejas y 
reclamaciones de sus clientes, así como, en su caso, de su defensor del cliente, al 
Comisionado para la Defensa del Cliente de Servicios Bancarios.

4. Las citadas entidades se someterán a los deberes de información recogidos en el 
artículo 9, así como al plazo previsto en el artículo 10.3 de esta Orden.

Disposición adicional tercera.  Modulación de las obligaciones.
Se habilita al Banco de España para modular las obligaciones recogidas en esta orden 

ministerial, atendiendo al tamaño y estructura de las entidades recogidas en el artículo 2.1, 
así como a su naturaleza, dimensión y complejidad de las actividades que desarrollan.

Disposición transitoria primera.  Expedientes en tramitación.
Los expedientes de quejas y reclamaciones que se encuentren en tramitación a la 

entrada en vigor de esta norma, por parte de los departamentos o servicios de atención al 
cliente o defensores del cliente de las entidades del artículo 2.1 de esta norma, continuarán 
sustanciándose conforme al procedimiento establecido en la normativa anteriormente 
aplicable.

Disposición transitoria segunda.  Cargos vigentes.
Se entenderá que las personas que, con anterioridad a la entrada en vigor de esta 

norma, vinieran desarrollando funciones equivalentes a las aquí previstas para los titulares 
del departamento o servicio de atención al cliente y el defensor del cliente, cumplen los 
requisitos generales previstos para el desempeño de tales cargos.
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Disposición final primera.  Carácter básico.
Esta Orden tiene carácter básico al amparo de lo previsto en el artículo 149.1.11.ª de la 

Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre las bases de la 
ordenación del crédito, banca y seguros.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
Esta norma entrará en vigor a los cuatro meses de su publicación en el Boletín Oficial del 

Estado.
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§ 46

Orden ECE/228/2019, de 28 de febrero, sobre cuentas de pago 
básicas, procedimiento de traslado de cuentas de pago y requisitos 

de los sitios web de comparación. [Inclusión parcial]

Ministerio de Economía y Empresa
«BOE» núm. 55, de 5 de marzo de 2019
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2019-3113

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Servicios, comisiones máximas, publicidad e información de las cuentas de 
pago básicas

[ . . . ]
Artículo 6.  Sujeción al sistema de resolución de litigios en el ámbito financiero.

La negativa por parte de la entidad a la apertura de una cuenta de pago básica, su 
cancelación injustificada o cualquier controversia surgida en relación con una cuenta de 
pago básica podrá ser objeto de reclamación por parte del cliente conforme a lo previsto en 
la disposición adicional primera de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se incorpora 
al ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de 
consumo.

[ . . . ]
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§ 47

Orden ECC/2502/2012, de 16 de noviembre, por la que se regula el 
procedimiento de presentación de reclamaciones ante los servicios 
de reclamaciones del Banco de España, la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y Fondos de 

Pensiones. [Inclusión parcial]

Ministerio de Economía y Competitividad
«BOE» núm. 281, de 22 de noviembre de 2012

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2012-14363

[ . . . ]
Artículo 7.  Reclamación o queja previa ante el departamento o servicio de atención al 
cliente o, en su caso, al defensor del cliente o partícipe.

1. Para la admisión y tramitación de reclamaciones o quejas ante el servicio de 
reclamaciones correspondiente será imprescindible acreditar haberlas formulado 
previamente al departamento o servicio de atención al cliente o, en su caso, al defensor del 
cliente o partícipe de la entidad contra la que se reclame.

2. Denegada la admisión de las reclamaciones o quejas, o desestimada total o 
parcialmente su petición, o transcurrido el plazo de dos meses desde la fecha de su 
presentación en el servicio de atención al cliente o, en su caso, defensor del cliente o 
partícipe de la entidad contra la que se reclame, sin que haya sido resuelta, el interesado 
podrá presentar su reclamación o queja indistintamente ante cualquiera de los servicios de 
reclamaciones, con independencia de su contenido, en los términos establecidos en el 
artículo anterior.

3. Recibidas las reclamaciones o quejas por el servicio de reclamaciones al que 
corresponda su conocimiento por razón de la materia, verificará la concurrencia de las 
circunstancias previstas en los apartados anteriores, y si se cumplen los requisitos 
necesarios, se procederá a la apertura de un expediente por cada reclamación o queja, en el 
que se incluirán todas las actuaciones relacionadas con esta; en caso contrario, se requerirá 
al reclamante para completar la información en el plazo de diez días hábiles a contar desde 
la fecha en que el reclamante reciba la notificación, especificándose de forma clara cuál es la 
información que falta para completar la reclamación o queja, con apercibimiento de que, si 
no la completase, se le tendrá por desistido.

4. No será preciso para la admisión y tramitación de reclamaciones o quejas ante el 
servicio de reclamaciones correspondiente acreditar haberlas formulado previamente al 
departamento o servicio de atención al cliente o, en su caso, al defensor del cliente o 
partícipe, cuando tengan por objeto la demora o incumplimiento de una decisión del 
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departamento o servicio de atención al cliente o, en su caso, del defensor del cliente o 
partícipe de la entidad, en sentido favorable al cliente, que hubiera versado sobre el objeto 
de la queja o reclamación.

[ . . . ]
Artículo 10.  Supuestos y procedimiento de inadmisión de reclamaciones o quejas.

1. Serán causas de inadmisión por falta de competencia por parte de los servicios de 
reclamaciones o quejas:

a) Cuando se pretenda tramitar como reclamaciones o quejas reguladas en este 
procedimiento recursos o acciones distintas cuyo conocimiento sea competencia de los 
órganos administrativos, arbitrales o judiciales, o aquéllos se encuentren pendientes de litigio 
ante estos órganos.

b) Cuando en la reclamación o queja se planteen controversias sobre determinados 
hechos cuya prueba únicamente pueda ser realizada en vía judicial.

c) Cuando se planteen controversias sobre la cuantificación económica de los daños y 
perjuicios que eventualmente haya podido ocasionar a los usuarios de los servicios 
financieros la actuación, incluso sancionable, de las entidades sometidas a supervisión, o 
sobre cualquier otra valoración económica.

d) Cuando la reclamación o queja se fundamente en una controversia cuya resolución 
requiera necesariamente la valoración de expertos con conocimientos especializados en una 
materia técnica ajena a la normativa de transparencia y protección de la clientela o a las 
buenas prácticas y usos financieros.

2. Tampoco se admitirán las reclamaciones o quejas:
a) Cuando se advierta carencia de fundamento o inexistencia de pretensión por omitirse 

datos esenciales para la tramitación, incluidos los supuestos en que no se concrete el motivo 
de las reclamaciones o quejas, o no se acredite que ha transcurrido el plazo de dos meses 
desde la fecha de presentación ante el departamento o servicio de atención al cliente o, en 
su caso, defensor del cliente o partícipe de la entidad contra la que se reclame sin que haya 
sido resuelta la reclamación o queja, o que ha sido denegada la admisión o desestimada, 
total o parcialmente su petición, salvo que tenga por objeto la demora o el incumplimiento de 
una decisión del departamento o servicio de atención al cliente o, en su caso, del defensor 
del cliente o partícipe de la entidad, en sentido favorable al cliente, que hubiera versado 
sobre el objeto de la queja o reclamación

b) Cuando los hechos, razones y solicitud en que se concreten las cuestiones objeto de 
las reclamaciones o quejas no se refieran a operaciones concretas o sean distintos de los 
aducidos ante el departamento o servicio de atención al cliente o, en su caso, defensor del 
cliente o partícipe de la entidad contra la que se reclame.

c) Cuando se articulen como reclamaciones o quejas, las consultas sobre derechos en 
materia de transparencia y protección a la clientela, así como sobre los cauces legales 
existentes para su ejercicio, sin perjuicio de que se acuerde su tramitación como tal consulta, 
de lo que se informará al interesado.

d) Cuando se formulen reclamaciones o quejas que reiteren otras anteriores resueltas y 
que tengan un contenido y fundamento idéntico o sustancialmente similar, respecto del 
mismo sujeto y en méritos de idéntico objeto.

e) Cuando se presenten ante el servicio de reclamaciones de la Dirección General de 
Seguros y Fondos de Pensiones, reclamaciones o quejas en relación con contratos de 
grandes riesgos, seguros colectivos o planes de pensiones que instrumenten compromisos 
por pensiones de las empresas con sus trabajadores o beneficiarios, que no se refieran a la 
condición de usuario de servicios financieros de las entidades aseguradoras o de entidades 
gestoras de fondos de pensiones.

f) Cuando haya transcurrido el plazo de prescripción de acciones o derechos que de 
conformidad con lo previsto en los contratos o en la normativa reguladora que resulte de 
aplicación pueda ejercitar quien presente o aquel en cuya representación se presente la 
reclamación o queja de que se trate y en todo caso cuando haya transcurrido un plazo de 6 
años desde la producción de los hechos sin que se haya presentado la reclamación o queja.
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3. Cuando no sean admisibles a trámite las reclamaciones o quejas, por alguna de las 
causas indicadas en este artículo, se pondrá de manifiesto al interesado en informe 
motivado, dándole un plazo de diez días hábiles para alegar en su caso. Cuando el 
interesado hubiera contestado y se mantengan las causas de inadmisión, se le comunicará 
la decisión final adoptada.

4. Cuando se tuviera conocimiento de la tramitación simultánea de reclamaciones o 
quejas y de un procedimiento administrativo, arbitral o judicial sobre la misma materia, 
deberá abstenerse de tramitar la primera, y se decretará sin más el archivo del expediente, 
previa comunicación al interesado.

[ . . . ]
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§ 48

Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 250, de 17 de octubre de 1980

Última modificación: 29 de junio de 2023
Referencia: BOE-A-1980-22501

[ . . . ]
TÍTULO II

Seguros contra daños

[ . . . ]
Sección novena. Seguro de defensa jurídica

Artículo setenta y seis a).  
Por el seguro de defensa jurídica, el asegurador se obliga, dentro de los límites 

establecidos en la Ley y en el contrato, a hacerse cargo de los gastos en que pueda incurrir 
el asegurado como consecuencia de su intervención en un procedimiento administrativo, 
judicial o arbitral, y a prestarle los servicios de asistencia jurídica judicial y extrajudicial 
derivados de la cobertura del seguro.

[ . . . ]
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§ 49

Real Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido del Estatuto Legal del Consorcio de 

Compensación de Seguros. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 267, de 5 de noviembre de 2004

Última modificación: 7 de mayo de 2020
Referencia: BOE-A-2004-18910

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DEL ESTATUTO LEGAL DEL CONSORCIO DE 

COMPENSACIÓN DE SEGUROS

[ . . . ]
CAPÍTULO III
Funciones

Sección 1.ª Funciones privadas en el ámbito asegurador

[ . . . ]
Artículo 14.  En relación con la liquidación de entidades aseguradoras.

1. El Consorcio asumirá la condición de liquidador de las entidades aseguradoras 
españolas señaladas en el artículo 27.1 de la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, 
supervisión y solvencia de entidades aseguradoras y reaseguradoras, sujetas a la 
competencia de ejecución del Estado o de las Comunidades Autónomas, cuando le 
encomiende su liquidación el Ministro de Economía y Competitividad o el órgano competente 
de la respectiva Comunidad Autónoma.

Podrá serle encomendada la liquidación en los siguientes supuestos:
a) Simultáneamente a la disolución de la entidad aseguradora si se hubiera procedido a 

ella administrativamente.
b) Si, disuelta una entidad, esta no hubiese procedido al nombramiento de los 

liquidadores antes de los quince días siguientes a la disolución, o cuando el nombramiento 
dentro de ese plazo lo fuese sin cumplir los requisitos legales y estatutarios.

c) Cuando los liquidadores incumplan las normas que para la protección de los 
asegurados se establecen en la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y 
solvencia de entidades aseguradoras y reaseguradoras, las que rigen la liquidación o la 
dificulten. También cuando, por retrasarse la liquidación o por concurrir circunstancias que 
así lo aconsejen, la Administración entienda que la liquidación debe encomendarse al 
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Consorcio. En el caso de que la liquidación sea intervenida, la encomienda al Consorcio se 
acordará previo informe del interventor.

d) Mediante aceptación de la petición de la propia entidad aseguradora, si se apreciara 
causa justificada.

2. Corresponden al Consorcio, en los términos previstos en la legislación concursal, la 
condición y funciones propias de la administración concursal en los procedimientos de 
concurso a que se encuentre sometida cualquier entidad aseguradora, y ello sin que sea 
necesaria la aceptación del cargo. Su actuación en dichos procedimientos no será retribuida.

El Consorcio deberá comunicar al juzgado la identidad de la persona física que haya de 
representarle en el ejercicio de su cargo, a la que resultarán de aplicación las normas 
contenidas en el artículo 28 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, con las excepciones 
que en él se establecen.

Además ejercerá las funciones de mediador concursal cuando así lo solicite una entidad 
aseguradora conforme a lo dispuesto en el artículo 5 bis de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal.

3. En su caso, lleva a efecto la liquidación separada de los bienes a que se refiere el 
artículo 175 de la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia de 
entidades aseguradoras y reaseguradoras.

4. En los términos que reglamentariamente se determinen y previo acuerdo de la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, el Consorcio podrá llevar a cabo 
actividades de información a los acreedores por contrato de seguro en relación con los 
procesos de liquidación de una entidad aseguradora domiciliada en otro Estado miembro de 
la Unión Europea en lo que afecte exclusivamente a los contratos de seguro que dicha 
entidad hubiera celebrado en España en régimen de derecho de establecimiento o en libre 
prestación de servicios.

El Consorcio podrá suscribir convenios con los órganos administrativos o judiciales a los 
que, con arreglo a la normativa del Estado miembro de origen, se hubiese encomendado la 
liquidación de la entidad, con la finalidad de facilitar a los acreedores por contrato de seguro 
residentes en España la presentación y tramitación de sus reclamaciones ante los órganos 
de liquidación.

La realización de las actividades señaladas en este apartado no implicará la asunción 
por el Consorcio de funciones de liquidación de entidades aseguradoras de otros Estados 
miembros de la Unión Europea ni de sus sucursales en España, ni, por tanto, conllevará la 
realización de pagos por razón de contrato de seguro ni anticipos a cuenta de dichos pagos, 
no resultando de aplicación, en ningún caso, lo dispuesto en los artículos 179 a 185 de la 
Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia de entidades 
aseguradoras y reaseguradoras.

[ . . . ]
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§ 50

Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y 

seguro en la circulación de vehículos a motor. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 267, de 5 de noviembre de 2004

Última modificación: 30 de enero de 2024
Referencia: BOE-A-2004-18911

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL Y SEGURO 

EN LA CIRCULACIÓN DE VEHÍCULOS A MOTOR

TÍTULO I
Ordenación civil

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Satisfacción de la indemnización en el ámbito del seguro obligatorio

Artículo 7.  Obligaciones del asegurador y del perjudicado.
1. El asegurador, dentro del ámbito del aseguramiento obligatorio y con cargo al seguro 

de suscripción obligatoria, habrá de satisfacer al perjudicado el importe de los daños sufridos 
en su persona y en sus bienes, así como los gastos y otros perjuicios a los que tenga 
derecho según establece la normativa aplicable. Únicamente quedará exonerado de esta 
obligación si prueba que el hecho no da lugar a la exigencia de responsabilidad civil 
conforme al artículo 1 de la presente Ley.

El perjudicado o sus herederos tendrán acción directa para exigir al asegurador la 
satisfacción de los referidos daños, que prescribirá por el transcurso de un año.

No obstante, con carácter previo a la interposición de la demanda judicial, deberán 
comunicar el siniestro al asegurador, pidiendo la indemnización que corresponda. Esta 
reclamación extrajudicial contendrá la identificación y los datos relevantes de quien o 
quienes reclamen, una declaración sobre las circunstancias del hecho, la identificación del 
vehículo y del conductor que hubiesen intervenido en la producción del mismo de ser 
conocidas, así como cuanta información médica asistencial o pericial o de cualquier otro tipo 
tengan en su poder que permita la cuantificación del daño.
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Esta reclamación interrumpirá el cómputo del plazo de prescripción desde el momento 
en que se presente al asegurador obligado a satisfacer el importe de los daños sufridos al 
perjudicado. Tal interrupción se prolongará hasta la notificación fehaciente al perjudicado de 
la oferta o respuesta motivada definitiva.

La información de interés contenida en los atestados e informes de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad encargadas de la vigilancia del tráfico que recojan las circunstancias 
del accidente podrá ser facilitada por éstas a petición de las partes afectadas, perjudicados o 
entidades aseguradoras, salvo en el caso en que las diligencias se hayan entregado a la 
autoridad judicial competente para conocer los hechos, en cuyo caso deberán solicitar dicha 
información a ésta.

2. En el plazo de tres meses desde la recepción de la reclamación del perjudicado, tanto 
si se trata de daños personales como en los bienes, el asegurador deberá presentar una 
oferta motivada de indemnización si entendiera acreditada la responsabilidad y cuantificado 
el daño, que cumpla los requisitos del apartado 3 de este artículo. En caso contrario, o si la 
reclamación hubiera sido rechazada, dará una respuesta motivada que cumpla los requisitos 
del apartado 4 de este artículo.

A estos efectos, el asegurador, a su costa, podrá solicitar previamente los informes 
periciales privados que considere pertinentes, que deberá efectuar por servicios propios o 
concertados, si considera que la documentación aportada por el lesionado es insuficiente 
para la cuantificación del daño.

El incumplimiento de esta obligación constituirá infracción administrativa grave o leve.
Trascurrido el plazo de tres meses sin que se haya presentado una oferta motivada de 

indemnización por una causa no justificada o que le fuera imputable al asegurador, se 
devengarán intereses de demora, de acuerdo con lo previsto en el artículo 9 de esta Ley. 
Estos mismos intereses de demora se devengarán en el caso de que, habiendo sido 
aceptada la oferta por el perjudicado, ésta no sea satisfecha en el plazo de cinco días, o no 
se consigne para pago la cantidad ofrecida.

El asegurador deberá observar desde el momento en que conozca, por cualquier medio, 
la existencia del siniestro, una conducta diligente en la cuantificación del daño y la 
liquidación de la indemnización.

Lo dispuesto en el presente apartado será de aplicación para los accidentes que puedan 
indemnizarse por el sistema de las oficinas nacionales de seguro de automóviles, en cuyo 
caso toda referencia al asegurador se entenderá hecha a la Oficina Española de 
Aseguradores de Automóviles (Ofesauto) y a las entidades corresponsales autorizadas para 
representar a entidades aseguradoras extranjeras.

3. Para que sea válida a los efectos de esta Ley, la oferta motivada deberá cumplir los 
siguientes requisitos:

a) Contendrá una propuesta de indemnización por los daños en las personas y en los 
bienes que pudieran haberse derivado del siniestro. En caso de que concurran daños a las 
personas y en los bienes figurará de forma separada la valoración y la indemnización 
ofertada para unos y otros.

b) Los daños y perjuicios causados a las personas se calcularán según los criterios e 
importes que se recogen en el Título IV y el Anexo de esta Ley.

c) Contendrá, de forma desglosada y detallada, los documentos, informes o cualquier 
otra información de que se disponga para la valoración de los daños, incluyendo el informe 
médico definitivo, e identificará aquéllos en que se ha basado para cuantificar de forma 
precisa la indemnización ofertada, de manera que el perjudicado tenga los elementos de 
juicio necesarios para decidir su aceptación o rechazo.

d) Se hará constar que el pago del importe que se ofrece no se condiciona a la renuncia 
por el perjudicado del ejercicio de futuras acciones en el caso de que la indemnización 
percibida fuera inferior a la que en derecho pueda corresponderle.

e) Podrá consignarse para pago la cantidad ofrecida. La consignación podrá hacerse en 
dinero efectivo, mediante un aval solidario de duración indefinida y pagadero a primer 
requerimiento emitido por entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o por cualquier 
otro medio que, a juicio del órgano jurisdiccional correspondiente, garantice la inmediata 
disponibilidad, en su caso, de la cantidad consignada.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 50  Texto refundido Ley de responsabilidad civil y seguro circulación vehículos a motor [parcial]

– 245 –



4. En el supuesto de que el asegurador no realice una oferta motivada de indemnización, 
deberá dar una respuesta motivada ajustada a los siguientes requisitos:

a) Dará contestación suficiente a la reclamación formulada, con indicación del motivo 
que impide efectuar la oferta de indemnización, bien sea porque no esté determinada la 
responsabilidad, bien porque no se haya podido cuantificar el daño o bien porque existe 
alguna otra causa que justifique el rechazo de la reclamación, que deberá ser especificada.

Cuando dicho motivo sea la dilatación en el tiempo del proceso de curación del 
perjudicado y no fuera posible determinar el alcance total de las secuelas padecidas a causa 
del accidente o porque, por cualquier motivo, no se pudiera cuantificar plenamente el daño, 
la respuesta motivada deberá incluir:

1.º La referencia a los pagos a cuenta o pagos parciales anticipados a cuenta de la 
indemnización resultante final, atendiendo a la naturaleza y entidad de los daños.

2.º El compromiso del asegurador de presentar oferta motivada de indemnización tan 
pronto como se hayan cuantificado los daños y, hasta ese momento, de informar 
motivadamente de la situación del siniestro cada dos meses desde el envío de la respuesta.

b) Contendrá, de forma desglosada y detallada, los documentos, informes o cualquier 
otra información de que se disponga, incluyendo el informe médico definitivo, que acrediten 
las razones de la entidad aseguradora para no dar una oferta motivada.

c) Incluirá una mención a que no requiere aceptación o rechazo expreso por el 
perjudicado, ni afecta al ejercicio de cualesquiera acciones que puedan corresponderle para 
hacer valer sus derechos.

5. En caso de disconformidad del perjudicado con la oferta motivada, las partes, de 
común acuerdo y a costa del asegurador, podrán pedir informes periciales complementarios, 
incluso al Instituto de Medicina Legal siempre que no hubiese intervenido previamente.

Esta misma solicitud al Instituto de Medicina Legal podrá realizarse por el lesionado 
aunque no tenga el acuerdo de la aseguradora, y con cargo a la misma. El Instituto de 
Medicina Legal que deba realizar el informe solicitará a la aseguradora que aporte los 
medios de prueba de los que disponga, entregando copia del informe pericial que emita a las 
partes.

Asimismo, el perjudicado también podrá solicitar informes periciales complementarios, 
sin necesidad de acuerdo del asegurador, siendo los mismos, en este caso, a su costa.

Esta solicitud de intervención pericial complementaria obligará al asegurador a efectuar 
una nueva oferta motivada en el plazo de un mes desde la entrega del informe pericial 
complementario, continuando interrumpido el plazo de prescripción para el ejercicio de las 
acciones judiciales. En todo caso, se reanudará desde que el perjudicado conociese el 
rechazo de solicitud por parte del asegurador de recabar nuevos informes.

6. Reglamentariamente podrá precisarse el contenido de la oferta motivada y de la 
respuesta motivada, así como las cuestiones relativas al procedimiento de solicitud, emisión, 
plazo y remisión de entrega del informe emitido por el Instituto de Medicina Legal 
correspondiente. Igualmente, dicha normativa garantizará la especialización de los Médicos 
Forenses en la valoración del daño corporal a través de las actividades formativas 
pertinentes.

7. En todo caso, el asegurador deberá afianzar las responsabilidades civiles y abonar las 
pensiones que por la autoridad judicial fueren exigidas a los presuntos responsables 
asegurados, de acuerdo con lo establecido en los artículos 764 y 765 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal.

Las pensiones provisionales se calcularán de conformidad con los límites establecidos 
en el Anexo de esta Ley.

8. Una vez presentada la oferta o la respuesta motivada, en caso de disconformidad y a 
salvo del derecho previsto en el apartado 5 de este precepto, o transcurrido el plazo para su 
emisión, el perjudicado podrá bien acudir al procedimiento de mediación previsto en el 
artículo 14 para intentar solucionar la controversia, o bien acudir a la vía jurisdiccional 
oportuna para la reclamación de los daños y perjuicios correspondientes.

No se admitirán a trámite, de conformidad con el artículo 403 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, las demandas en las que no se acompañen los documentos que acrediten la 
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presentación de la reclamación al asegurador y la oferta o respuesta motivada, si se hubiera 
emitido por el asegurador.

[ . . . ]
TÍTULO II

Ordenamiento procesal civil

CAPÍTULO ÚNICO
Del ejercicio judicial de la acción ejecutiva

[ . . . ]
Artículo 14.  Procedimiento de mediación en los casos de controversia.

1. En caso de disconformidad con la oferta o la respuesta motivada y, en general, en los 
casos de controversia, las partes podrán acudir al procedimiento de mediación de 
conformidad con lo previsto en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y 
mercantiles.

2. A tal efecto, será el perjudicado quién podrá solicitar el inicio de una mediación, en el 
plazo máximo de dos meses, a contar desde el momento que hubiera recibido la oferta o la 
respuesta motivada o los informes periciales complementarios si se hubieran pedido.

3. Podrán ejercer esta modalidad de mediación profesionales especializados en 
responsabilidad civil en el ámbito de la circulación y en el sistema de valoración previsto en 
esta Ley, que cuenten con la formación específica para ejercer la mediación en este ámbito. 
El mediador, además de facilitar la comunicación entre las partes y velar porque dispongan 
de la información y el asesoramiento suficientes, desarrollará una conducta activa tendente a 
posibilitar un acuerdo entre ellas.

4. Recibida la solicitud de mediación, el mediador o la institución de mediación citará a 
las partes para la celebración de la sesión informativa. En particular, el mediador informará a 
las partes de que son plenamente libres de alcanzar o no un acuerdo y de desistir del 
procedimiento en cualquier momento, así como que la duración de la mediación no podrá ser 
superior a tres meses, que el acuerdo que eventualmente alcancen será vinculante y podrán 
instar su elevación a escritura pública al objeto de configurarlo como un título ejecutivo.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas 
en accidentes de circulación

CAPÍTULO I
Criterios generales para la determinación de la indemnización del daño 

corporal

Sección 1.ª Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 40.  Momento de determinación de la cuantía de las partidas resarcitorias.

1. La cuantía de las partidas resarcitorias será la correspondiente a los importes del 
sistema de valoración vigente a la fecha del accidente, con la actualización correspondiente 
al año en que se determine el importe por acuerdo extrajudicial o por resolución judicial.

2. En cualquier caso, no procederá esta actualización a partir del momento en que se 
inicie el devengo de cualesquiera intereses moratorios.
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3. Las reglas de los dos apartados anteriores afectarán igualmente a las partidas de 
gastos realizados, partiendo del nominal satisfecho en la fecha de su desembolso.

4. Si se realizan pagos a cuenta, las cantidades que se abonen se actualizarán de 
acuerdo con las reglas previstas en los apartados anteriores y se deducirán de ese modo del 
importe global.

[ . . . ]
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§ 51

Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia 
de las entidades aseguradoras y reaseguradoras. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 168, de 15 de julio de 2015
Última modificación: 4 de julio de 2022

Referencia: BOE-A-2015-7897

[ . . . ]
TÍTULO III

Ejercicio de la actividad

[ . . . ]
CAPÍTULO VII

Conductas de mercado

[ . . . ]
Sección 3.ª Mecanismos de solución de conflictos. Otras disposiciones

Artículo 97.  Mecanismos de solución de conflictos.
1. Los conflictos que puedan surgir entre tomadores de seguro, asegurados, 

beneficiarios, terceros perjudicados o derechohabientes de cualesquiera de ellos con 
entidades aseguradoras se resolverán por los jueces y tribunales competentes.

2. Asimismo, podrán someter voluntariamente sus divergencias a decisión arbitral en los 
términos de los artículos 57 y 58 del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

3. Igualmente, podrán someter sus divergencias a un mediador en los términos previstos 
en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles.

4. En cualquier caso, y salvo aquellos supuestos en que la legislación de protección de 
los consumidores y usuarios lo impida, también podrán someter a arbitraje las cuestiones 
litigiosas, surgidas o que puedan surgir, en materia de libre disposición conforme a derecho, 
en los términos de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.

5. En los términos previstos en la normativa vigente sobre protección de clientes de 
servicios financieros, contenida en la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de 
Reforma del Sistema Financiero, y en sus normas de desarrollo, las entidades aseguradoras 
estarán obligadas a atender y resolver las quejas y reclamaciones que los tomadores, 
asegurados, beneficiarios, terceros perjudicados o derechohabientes de cualesquiera de 
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ellos puedan presentar, relacionados con sus intereses y derechos legalmente reconocidos. 
A estos efectos, las entidades deberán contar con un departamento o servicio de atención al 
cliente encargado de atender y resolver las quejas y reclamaciones.

[ . . . ]
TÍTULO VII

Revocación, disolución y liquidación

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Disolución y liquidación de entidades aseguradoras y reaseguradoras

[ . . . ]
Sección 3.ª Liquidación por el Consorcio de Compensación de Seguros

[ . . . ]
Artículo 189.  Actuación del Consorcio de Compensación de Seguros en los procedimientos 
concursales.

1. El juez, a la vista del informe emitido por la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones conforme a lo dispuesto en el artículo 168.2, podrá acordar de oficio la apertura 
de la fase de liquidación sin más trámites, con los efectos previstos en los artículos 143 y 
siguientes de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal y con las especialidades previstas en 
esta Ley. En este caso, la administración concursal presentará, simultáneamente con el 
informe previsto en el artículo 74 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, el plan de 
liquidación conforme al artículo 148 de la misma ley.

2. La administración concursal de una entidad aseguradora se ejercerá exclusivamente 
por el Consorcio de Compensación de Seguros. Igualmente, en caso de solicitud de 
Mediador Concursal conforme a lo previsto en el artículo 5 bis de dicha ley, el nombramiento 
recaerá en el Consorcio de Compensación de Seguros.

3. En cualquier caso, en los supuestos de declaración judicial de concurso de entidades 
aseguradoras, el Consorcio de Compensación de Seguros, además de asumir las funciones 
que le atribuye el artículo 14.2 del texto refundido de su Estatuto Legal, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de octubre, procederá, en su caso, a liquidar el importe de 
los bienes a que se refiere el artículo 179.2 al solo efecto de distribuirlo entre los 
asegurados, beneficiarios y terceros perjudicados, sin perjuicio de los derechos que 
continúen correspondiéndoles en el procedimiento concursal.

Dentro del concurso, los acreedores por contrato de seguro tendrán la consideración de 
acreedores especialmente privilegiados en los términos previstos en el artículo 179.

4. Si la entidad aseguradora concursada careciera de la liquidez necesaria, el Consorcio 
podrá anticipar los gastos que sean precisos, con cargo a sus propios recursos, para el 
adecuado desarrollo del procedimiento concursal. No obstante, el pago de los derechos de 
procuradores y honorarios de letrados intervinientes en la solicitud u oposición al concurso, 
así como en los incidentes y recursos que pudieran derivarse, serán de cuenta de las partes 
que los designen, sin que proceda su anticipo por el Consorcio.

5. Los créditos con privilegio especial de los acreedores por contrato de seguro a los que 
se refiere el artículo 179 podrán ser satisfechos durante la fase común del concurso si así lo 
estima conveniente la administración concursal, con cargo a los bienes a los que se refiere el 
artículo 186, tanto si el pago se puede realizar sin necesidad de su enajenación como si la 
misma fuera necesaria, enajenación que llevará acabo el Consorcio de Compensación de 
Seguros conforme a lo dispuesto en el apartado 3.

6. El Consorcio podrá aplicar los beneficios de liquidación del artículo 186 sin perjuicio de 
llevar a efecto la liquidación de los bienes afectos en la forma prevista en el apartado 3.
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7. El informe sobre la calificación previsto en el número 3 del artículo 175 de la 
Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, será emitido por el Consorcio como órgano de 
liquidación de la entidad, que será parte interesada en el incidente en representación de los 
acreedores. El mismo se remitirá tan pronto como el Consorcio haya tenido posibilidad de 
conocer suficientemente los antecedentes y situación de la entidad, para determinar el 
inventario de activo y la relación de acreedores y poder emitir un informe razonado sobre las 
causas de la insolvencia y la calificación correspondiente. A estos efectos el Juez dejará en 
suspenso la apertura de la sección autónoma de calificación prevista en el artículo 174 de la 
Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal hasta que el órgano liquidador le notifique que ya se 
está en condiciones de emitir el referido informe, que en todo caso deberá ser siempre antes 
de la convocatoria de la Junta de Acreedores.

8. Finalizado el concurso, si éste se ha resuelto finalmente liquidando la entidad, será de 
aplicación lo dispuesto en el artículo 188.8.

[ . . . ]
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§ 52

Ley 31/2006, de 18 de octubre, sobre implicación de los trabajadores 
en las sociedades anónimas y cooperativas europeas. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 250, de 19 de octubre de 2006

Última modificación: 29 de junio de 2023
Referencia: BOE-A-2006-18204

[ . . . ]
TÍTULO III

Procedimientos judiciales

[ . . . ]
Artículo 38.  Procedimientos de solución extrajudicial de los conflictos.

Lo dispuesto en este título se entiende sin perjuicio del derecho de las partes a acudir a 
los procedimientos de solución extrajudicial de los conflictos.

[ . . . ]
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§ 53

Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 65, de 16 de marzo de 2007

Última modificación: 25 de octubre de 2021
Referencia: BOE-A-2007-5584

[ . . . ]
Artículo 18.  Cláusula de arbitraje.

El contrato social podrá establecer que las controversias derivadas del mismo que surjan 
entre los socios, entre socios y administradores, y entre cualesquiera de éstos y la sociedad, 
incluidas las relativas a separación, exclusión y determinación de la cuota de liquidación, 
sean sometidas a arbitraje, de acuerdo con las normas reguladoras de la institución.

[ . . . ]

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

– 253 –



§ 54

Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 170, de 17 de julio de 1999

Última modificación: 22 de diciembre de 2021
Referencia: BOE-A-1999-15681

[ . . . ]
TÍTULO III

Del asociacionismo cooperativo

[ . . . ]
Artículo 120.  Normas comunes a las uniones, federaciones y confederaciones de 
cooperativas.

1. A las uniones, federaciones y confederaciones, en sus respectivos ámbitos, 
corresponden entre otras, las siguientes funciones:

a) Representar y defender los intereses generales de las cooperativas y de sus socios 
ante las Administraciones públicas y ante cualesquiera otras personas físicas o jurídicas y 
ejercer, en su caso, las acciones legales pertinentes.

b) Fomentar la promoción y formación cooperativa.
c) Ejercer la conciliación en los conflictos surgidos entre las sociedades cooperativas que 

asocien o entre éstas y sus socios.
d) Organizar servicios de asesoramiento, auditorías, asistencia jurídica o técnica y 

cuantos sean convenientes a los intereses de sus socios.
e) Actuar como interlocutores y representantes ante las entidades y organismos públicos.
f) Ejercer cualquier otra actividad de naturaleza análoga.
2. Las uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas adquieren personalidad 

jurídica una vez depositen, en el Registro de Sociedades Cooperativas, la escritura pública 
de constitución, que habrá de contener, al menos:

a) Relación de las entidades promotoras.
b) Certificación del acuerdo de constitución.
c) Integrantes de los órganos de representación y gobierno.
d) Certificación del Registro de Sociedades Cooperativas de que no existe otra entidad 

con idéntica denominación.
e) Los Estatutos sociales.
3. Los Estatutos recogerán, al menos:
a) Su denominación.
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b) El domicilio y el ámbito territorial.
c) Requisitos y procedimiento para la adquisición y pérdida de la condición de entidad 

asociada.
d) Composición, funcionamiento y elección de sus órganos sociales de representación y 

administración.
e) Régimen económico de la misma.
4. El Registro de Sociedades Cooperativas dispondrá, en el plazo de un mes, la 

publicidad del depósito o el requerimiento a sus socios promotores, por una sola vez, para 
que, en el plazo de otro mes, subsanen los defectos observados. Transcurrido este plazo, el 
Registro de Sociedades Cooperativas dispondrá la publicidad o rechazará el depósito 
mediante resolución exclusivamente fundada en la carencia de alguno de los requisitos 
mínimos a que se refiere el presente Título.

La publicidad del depósito se realizará en el «Boletín Oficial del Estado».
La entidad adquirirá personalidad jurídica y plena capacidad de obrar transcurrido un 

mes desde que solicitó el depósito sin que el Registro de Sociedades Cooperativas hubiese 
formulado reparos o, en su caso, rechazara el depósito.

5. En la denominación de las entidades asociativas de cooperativas deberá incluirse, 
respectivamente, la palabra «Unión de Cooperativas», «Federación de Cooperativas», o 
«Confederación de Cooperativas» o sus abreviaturas «U. de Coop.», «F. de Coop.» y «C. de 
Coop.».

6. Las uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas, para poder incluir en su 
denominación términos que hagan referencia a un determinado ámbito geográfico, deberán 
acreditar que asocian, directamente o a través de las entidades asociadas, el veinte por 
ciento, al menos, de las sociedades cooperativas inscritas y no disueltas, con domicilio social 
en dicho ámbito geográfico.

7. Las uniones, federaciones y confederaciones deberán comunicar al Registro de 
Sociedades Cooperativas la variación en el número de sus miembros.

8. En todo lo no previsto, se estará a lo dispuesto, con carácter general, en la presente 
Ley.

[ . . . ]
Disposición adicional décima.  Arbitraje.

1. Las discrepancias o controversias que puedan plantearse en las cooperativas, entre el 
Consejo Rector o los apoderados, el Comité de Recursos y los socios, incluso en el período 
de liquidación, podrán ser sometidas a arbitraje de derecho regulado por la Ley 36/1988, de 
5 de diciembre; no obstante, si la disputa afectase principalmente a los principios 
cooperativos podrá acudirse al arbitraje de equidad.

2. Dado el carácter negocial y dispositivo de los acuerdos sociales, no quedan excluidas 
de la posibilidad anterior ni las pretensiones de nulidad de la Asamblea General, ni la 
impugnación de acuerdos asamblearios o rectores; pero el árbitro no podrá pronunciarse 
sobre aquellos extremos que, en su caso, estén fuera del poder de disposición de las partes.

[ . . . ]
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§ 55

Real Decreto 136/2002, de 1 de febrero, por el que se aprueba el 
Reglamento del Registro de Sociedades Cooperativas. [Inclusión 

parcial]

Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales
«BOE» núm. 40, de 15 de febrero de 2002

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2002-3019

[ . . . ]
REGLAMENTO DEL REGISTRO DE SOCIEDADES COOPERATIVAS

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De las inscripciones registrales

SECCIÓN 1.ª DE LOS ACTOS REGISTRABLES DE SOCIEDADES

[ . . . ]
Artículo 9.  Actos registrables.

1. Es preceptiva la inscripción registral de los siguientes actos relativos a sociedades 
cooperativas de primero o de segundo grado:

a) La constitución de la sociedad.
b) La modificación de los Estatutos de la sociedad.
c) El otorgamiento, modificación o revocación de los poderes generales de gestión, 

administración y dirección otorgados por el Consejo Rector.
d) El nombramiento y cese de los miembros del Consejo Rector, interventores, 

interventores judiciales, liquidadores y, en su caso, administrador único y Comité de 
Recursos, así como los consejeros delegados cuando se les confieran facultades propias de 
los órganos antedichos.

e) En las Cooperativas de Crédito, el nombramiento y cese de los miembros del Consejo 
Rector y Director general y, en su caso, los miembros de las Comisiones Ejecutivas, 
Comisiones Mixtas y Consejeros Delegados y, asimismo, la creación o supresión de sus 
sucursales.

f) Los acuerdos de fusión de sociedades cooperativas.
g) Los acuerdos de escisión.
h) Los acuerdos de transformación.
i) La disolución de sociedades cooperativas.
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j) La extinción de la sociedad.
k) Los acuerdos de reactivación de cooperativas.
l) Los actos judiciales en materia concursal, conforme a su propia legislación.
m) El acuerdo de integración en un grupo cooperativo y el acta notarial de su 

formalización.
n) La descalificación firme de la cooperativa.
ñ) Cuantos otros vinieran obligados por la legalidad aplicable.
2. El Registro librará las certificaciones sobre actos registrables y demás formas de su 

manifestación que le sean solicitados por los interesados, conforme determina este 
Reglamento.

3. Para solicitar la correspondiente inscripción registral se presentarán ante el Registro el 
instrumento público, sentencia, resolución administrativa, o acuerdo que resulte procedente 
en cada caso según la inscripción a practicar, conforme a lo establecido en este Reglamento.

4. En los actos sujetos a inscripción que hayan sido objeto de arbitraje de derecho 
conforme a la disposición adicional décima de la Ley de Cooperativas, se presentará 
documento acreditativo del acuerdo de sumisión a dicho arbitraje y del texto íntegro del 
correspondiente laudo recaído suscrito por el árbitro o árbitros.

SECCIÓN 2.ª DEL PROCESO DE INSCRIPCIÓN DE SOCIEDADES

[ . . . ]
Artículo 14.  Inscripciones de oficio.

1. La resolución administrativa que disponga la descalificación de una sociedad 
cooperativa, una vez que sea firme, se comunicará íntegramente al Registro a los efectos 
registrales que correspondan. Asimismo, la Administración comunicará al Registro la 
sentencia que recaiga en recurso contencioso-administrativo derivado de resoluciones de 
descalificación.

2. El Registro dará cumplimiento registral de oficio al contenido resolutorio de las 
sentencias del orden contencioso-administrativo que recaigan en relación a resoluciones 
administrativas en materia de registro de actos relativos a sociedades cooperativas.

3. Las sentencias de la jurisdicción civil, una vez que sean firmes, tendrán el efecto 
registral que corresponda si se refieren a supuestos de los previstos en el artículo 9. A tal 
efecto, los interesados presentarán al Registro testimonio literal de la sentencia de que se 
trate y de su firmeza. Los laudos recaídos en arbitraje de derecho se sujetarán a lo 
establecido en el artículo 9.4 de este Reglamento.

4. Asimismo, se presentarán al Registro para su inscripción los mandamientos judiciales 
relativos a declaración del concurso, supresión de facultades de administración de los 
órganos societarios, nombramiento de Administradores judiciales, sentencia aprobatoria del 
convenio, conclusión del concurso, apertura de liquidación, declaración de disolución y 
cuantos actos señale a este efecto la legislación concursal.

[ . . . ]
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§ 56

Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 10, de 11 de enero de 1991

Última modificación: 29 de septiembre de 2022
Referencia: BOE-A-1991-628

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Códigos de conducta

Artículo 37.  Fomento de los códigos de conducta.
1. Las corporaciones, asociaciones u organizaciones comerciales, profesionales y de 

consumidores podrán elaborar, para que sean asumidos voluntariamente por los 
empresarios o profesionales, códigos de conducta relativos a las prácticas comerciales con 
los consumidores, con el fin de elevar el nivel de protección de los consumidores y 
garantizando en su elaboración la participación de las organizaciones de consumidores.

2. Los códigos de conducta respetarán la normativa de defensa de la competencia y se 
les dará una publicidad suficiente para su debido conocimiento por los destinatarios.

3. Las Administraciones públicas promoverán la participación de las organizaciones 
empresariales y profesionales en la elaboración a escala comunitaria de códigos de 
conducta con este mismo fin.

4. Los sistemas de autorregulación se dotarán de órganos independientes de control 
para asegurar el cumplimiento eficaz de los compromisos asumidos por las empresas 
adheridas. Sus códigos de conducta podrán incluir, entre otras, medidas individuales o 
colectivas de autocontrol previo de los contenidos publicitarios, y deberán establecer 
sistemas eficaces de resolución extrajudicial de reclamaciones que cumplan los requisitos 
establecidos en la normativa comunitaria y, como tales, sean notificados a la Comisión 
Europea, de conformidad con lo previsto en la Resolución del Consejo de 25 de mayo de 
2000 relativo a la red comunitaria de órganos nacionales de solución extrajudicial de litigios 
en materia de consumo o cualquier disposición equivalente.

5. El recurso a los órganos de control de los códigos de conducta en ningún caso 
supondrá la renuncia a las acciones judiciales previstas en el artículo 32.

[ . . . ]
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§ 57

Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 159, de 4 de julio de 2007

Última modificación: 28 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2007-12946

[ . . . ]
TÍTULO VI

De la compensación de los daños causados por las prácticas restrictivas de la 
competencia

[ . . . ]
Artículo 77.  Efectos de las soluciones extrajudiciales sobre el derecho al resarcimiento de 
los daños.

1. El derecho al resarcimiento de daños y perjuicios de la persona perjudicada que 
hubiera sido parte en un acuerdo extrajudicial se reducirá en la parte proporcional que el 
sujeto infractor con quien hubiera alcanzado el acuerdo tenga en el perjuicio que la infracción 
del Derecho de la competencia le ocasionó.

2. Los infractores con los que no se hubiera alcanzado un acuerdo extrajudicial no 
podrán exigir del infractor que hubiera sido parte en el acuerdo una contribución por la 
indemnización restante.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando los coinfractores que no 
hubieran alcanzado un acuerdo extrajudicial no pudieran pagar la indemnización restante, la 
persona perjudicada podrá reclamársela a aquel con quien celebró el acuerdo, salvo pacto 
en contrario.

4. Al determinar el importe de la contribución que un coinfractor puede recuperar de 
cualquier otro coinfractor con arreglo a su responsabilidad relativa por el daño causado por la 
infracción del Derecho de la competencia, los tribunales tendrán debidamente en cuenta los 
daños y perjuicios abonados en el contexto de un acuerdo extrajudicial previo en el que haya 
participado el coinfractor respectivo.

[ . . . ]
Artículo 81.  Efecto suspensivo de la solución extrajudicial de controversias.

Los tribunales que conozcan de una acción de daños por infracciones del Derecho de la 
competencia podrán suspender el procedimiento durante un máximo de dos años en caso de 
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que las partes en el procedimiento estén intentando una vía de solución extrajudicial de la 
controversia relacionada con la citada pretensión.

[ . . . ]
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§ 58

Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 134, de 5 de junio de 2013

Última modificación: 20 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2013-5940

[ . . . ]
CAPÍTULO II
Funciones

Artículo 5.  Funciones de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia de 
carácter general y para preservar y promover la competencia efectiva en todos los mercados 
y sectores productivos.

1. Para garantizar, preservar y promover el correcto funcionamiento, la transparencia y la 
existencia de una competencia efectiva en todos los mercados y sectores productivos, en 
beneficio de los consumidores y usuarios, la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia realizará las siguientes funciones:

a) Supervisión y control de todos los mercados y sectores económicos.
b) Realizar las funciones de arbitraje, tanto de derecho como de equidad, que le sean 

sometidas por los operadores económicos en aplicación de la Ley 60/2003, de 23 de 
diciembre, de Arbitraje, así como aquellas que le encomienden las leyes, sin perjuicio de las 
competencias que correspondan a los órganos competentes de las Comunidades 
Autónomas en sus ámbitos respectivos.

El ejercicio de esta función arbitral no tendrá carácter público. El procedimiento arbitral 
se regulará mediante Real Decreto y se ajustará a los principios esenciales de audiencia, 
libertad de prueba, contradicción e igualdad.

c) Aplicar lo dispuesto en la Ley 15/2007, de 3 de julio, en materia de conductas que 
supongan impedir, restringir y falsear la competencia, sin perjuicio de las competencias que 
correspondan a los órganos autonómicos de defensa de la competencia en su ámbito 
respectivo y de las propias de la jurisdicción competente.

d) Aplicar lo dispuesto en la Ley 15/2007, de 3 de julio, en materia de control de 
concentraciones económicas.

e) Aplicar lo dispuesto en la Ley 15/2007, de 3 de julio, en materia de ayudas públicas.
f) Aplicar en España los artículos 101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 

Europea y su Derecho derivado, sin perjuicio de las competencias que correspondan en el 
ámbito de la jurisdicción competente.

g) Adoptar medidas y decisiones para aplicar los mecanismos de cooperación, asistencia 
mutua y asignación de expedientes con la Comisión Europea y otras Autoridades Nacionales 
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de Competencia de los Estados miembros previstos en la normativa europea y, en particular, 
en el Reglamento (CE) n.º 1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la 
aplicación de las normas sobre competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado de 
la Comunidad Europea (actuales artículos 101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea), en el Reglamento (CE) n.º 139/2004 del Consejo, de 20 de enero de 2004, 
sobre el control de las concentraciones entre empresas y sus normas de desarrollo y en la 
Directiva (UE) 2019/1 del Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de diciembre de 2018, 
encaminada a dotar a las autoridades de competencia de los Estados miembros de medios 
para aplicar más eficazmente las normas sobre competencia y garantizar el correcto 
funcionamiento del mercado interior.

h) Promover y realizar estudios y trabajos de investigación en materia de competencia, 
así como informes generales sobre sectores económicos.

i) Realizar cualesquiera otras funciones que le sean atribuidas por Ley o por Real 
Decreto.

2. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia actuará como órgano 
consultivo sobre cuestiones relativas al mantenimiento de la competencia efectiva y buen 
funcionamiento de los mercados y sectores económicos. En particular, podrá ser consultada 
por las Cámaras Legislativas, el Gobierno, los departamentos ministeriales, las 
Comunidades Autónomas, las Corporaciones locales, los Colegios Profesionales, las 
Cámaras de Comercio y las Organizaciones Empresariales y de Consumidores y Usuarios. 
En ejercicio de esta función, llevará a cabo las siguientes actuaciones:

a) Participar, mediante informe, en el proceso de elaboración de normas que afecten a 
su ámbito de competencias en los sectores sometidos a su supervisión, a la normativa de 
defensa de la competencia y a su régimen jurídico.

b) Informar sobre los criterios para la cuantificación de las indemnizaciones que los 
autores de las conductas previstas en los artículos 1, 2 y 3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
deban satisfacer a los denunciantes y a terceros que hubiesen resultado perjudicados como 
consecuencia de aquéllas, cuando le sea requerido por el órgano judicial competente.

c) Informar sobre todas las cuestiones a que se refiere el artículo 16 de la Ley 15/2007, 
de 3 de julio, y el Reglamento (CE) n.º 1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, 
relativo a la aplicación de las normas sobre competencia previstas en los artículos 101 y 102 
del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea en cuanto a los mecanismos de 
cooperación con los órganos jurisdiccionales nacionales.

d) Cualesquiera otras cuestiones sobre las que deba informar, de acuerdo con lo previsto 
en la normativa vigente.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 1 y 2, en los mercados de 
comunicaciones electrónicas y comunicación audiovisual, en el sector eléctrico y en el sector 
de gas natural, en el sector ferroviario, en materia de tarifas aeroportuarias y el mercado 
postal, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia estará a lo dispuesto en los 
artículos 6 a 11 de esta Ley.

4. En cumplimiento de sus funciones, la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia está legitimada para impugnar ante la jurisdicción competente los actos de las 
Administraciones Públicas sujetos al Derecho administrativo y disposiciones generales de 
rango inferior a la ley de los que se deriven obstáculos al mantenimiento de una competencia 
efectiva en los mercados.

5. Para el ejercicio de sus funciones, la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia dispondrá, de conformidad con lo establecido por el Capítulo IV de esta Ley en 
materia presupuestaria, de recursos financieros y humanos adecuados, incluidos los 
necesarios para participar activamente en las actividades de la Agencia de Cooperación de 
los Reguladores de la Energía y del Organismo de Reguladores Europeos de las 
Comunicaciones Electrónicas y contribuir a las mismas.

[ . . . ]
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CAPÍTULO III
Organización y funcionamiento

[ . . . ]
Artículo 14.  El Consejo.

1. El Consejo es el órgano colegiado de decisión en relación con las funciones 
resolutorias, consultivas, de promoción de la competencia y de arbitraje y de resolución de 
conflictos atribuidas a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, sin perjuicio 
de las delegaciones que pueda acordar.

En todo caso, son facultades indelegables del Consejo la aprobación del anteproyecto de 
presupuestos del organismo, de su memoria anual y sus planes anuales o plurianuales de 
actuación en que se definan sus objetivos y sus prioridades, la aprobación del reglamento de 
funcionamiento interno, el nombramiento del personal directivo, la impugnación de actos y 
disposiciones a los que se refiere el artículo 5.4 de esta Ley y, en su caso, la potestad de 
dictar circulares y comunicaciones de carácter general a los agentes del mercado objeto de 
regulación o supervisión en cada caso.

2. El Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia está integrado 
por diez miembros.

3. A las reuniones del Consejo podrá asistir, con voz pero sin voto, el personal directivo 
de la Comisión y cualquier integrante del personal no directivo que determine el Presidente, 
de acuerdo con los criterios generales que a tal efecto acuerde el Consejo. No podrán asistir 
a las reuniones del Consejo los miembros del Gobierno ni los altos cargos de las 
Administraciones Públicas.

[ . . . ]
Artículo 20.  Funciones del Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia.

El Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia es el órgano de 
decisión en relación con las funciones resolutorias, consultivas, de promoción de la 
competencia y de arbitraje y de resolución de conflictos previstas en esta Ley. En particular, 
es el órgano competente para:

1. Resolver y dictaminar los asuntos que la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia tiene atribuidos por esta Ley y por el resto de la legislación vigente.

2. Resolver los procedimientos sancionadores previstos en la legislación sectorial y en la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, y sus normas de desarrollo cuando no correspondan a otros 
órganos de la Administración General del Estado.

3. Solicitar o acordar el envío de expedientes de control de concentraciones que entren 
en el ámbito de aplicación de la Ley 15/2007, de 3 de julio, a la Comisión Europea, según lo 
previsto en los artículos 9 y 22 del Reglamento (CE) n.º 139/2004 del Consejo, de 20 de 
enero, sobre el control de las concentraciones entre empresas.

4. Acordar el levantamiento de la obligación de suspensión de la ejecución de una 
concentración económica, de conformidad con el artículo 9.6 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio.

5. Resolver sobre el cumplimiento de las resoluciones y decisiones en materia de 
conductas prohibidas y de concentraciones.

6. Adoptar las comunicaciones previstas en el artículo 30.3 de esta Ley, así como las 
declaraciones de inaplicabilidad previstas en el artículo 6 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

7. Aprobar las circulares previstas en esta Ley.
8. Interesar la instrucción de expedientes.
9. Adoptar los informes a que se refieren las letras a), b) y c) del artículo 5.2 de esta Ley, 

los informes, estudios y trabajos sobre sectores económicos y en materia de competencia y 
los informes en materia de ayudas públicas.

10. Acordar la impugnación de los actos y disposiciones a los que se refiere el artículo 
5.4 de esta Ley.
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11. Aprobar su Reglamento de funcionamiento interno, en el cual se establecerá su 
funcionamiento administrativo y la organización de sus servicios.

12. Resolver sobre las recusaciones, y correcciones disciplinarias del Presidente, 
Vicepresidente y consejeros y apreciar la incapacidad y el incumplimiento grave de sus 
funciones.

13. Nombrar y acordar el cese del personal directivo, a propuesta del Presidente del 
Consejo.

14. Nombrar y acordar el cese del Secretario, a propuesta del Presidente del Consejo.
15. Aprobar el anteproyecto de presupuesto y formular las cuentas del organismo.
16. Aprobar la memoria anual del organismo, así como los planes anuales o plurianuales 

de actuación en los que se definan objetivos y prioridades.

[ . . . ]
Disposición adicional undécima.  Funciones que asume el Ministerio de Fomento en 
relación con el sector postal.

En materia postal, el Ministerio de Fomento asumirá las siguientes funciones:
1. Informar a los usuarios sobre los operadores postales, las condiciones de acceso, 

precio, nivel de calidad e indemnizaciones y plazo en el que serán satisfechas y en todo 
caso, realizar la publicación en el sitio web del Ministerio a que se refiere el artículo 9.2 de la 
Ley 43/2010, de 30 de diciembre.

2. Conocer de las controversias entre los usuarios y los operadores de los servicios 
postales en el ámbito del servicio postal universal, siempre y cuando no hayan sido 
sometidos a las Juntas Arbitrales de Consumo.

3. Conocer de las quejas y denuncias de los usuarios por incumplimiento de las 
obligaciones por parte de los operadores postales, en relación con la prestación del servicio 
postal universal, de conformidad con lo establecido el Título II de la Ley 43/2010, de 30 de 
diciembre, y en su normativa de desarrollo.

El Ministerio de Fomento informará, al menos semestralmente, a la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia de las actuaciones realizadas, incluyendo información 
sobre el número de reclamaciones informadas, atendidas y tramitadas con el fin de facilitar 
las labores de supervisión del funcionamiento de los mercados minoristas por parte de este 
organismo.

4. Ejercer la potestad de inspección y sanción en relación con las funciones 
mencionadas en los apartados anteriores.

5. Otorgar las autorizaciones singulares y recibir las declaraciones responsables que 
habilitan para la actividad postal y gestionar el Registro General de empresas prestadoras de 
servicios postales, de conformidad con lo establecido en el Título IV de la Ley 43/2010, de 30 
de diciembre, del servicio postal universal, de los derechos de los usuarios y del mercado 
postal, así como en su normativa de desarrollo.

[ . . . ]
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§ 59

Real Decreto 657/2013, de 30 de agosto, por el que se aprueba el 
Estatuto Orgánico de la Comisión Nacional de los Mercados y la 

Competencia. [Inclusión parcial]

Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas
«BOE» núm. 209, de 31 de agosto de 2013

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2013-9212

[ . . . ]
ESTATUTO ORGÁNICO DE LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS MERCADOS 

Y LA COMPETENCIA

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Función arbitral

Artículo 46.  Función arbitral.
1. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá desempeñar las 

funciones de arbitraje institucional, tanto de derecho como de equidad, que le encomienden 
las leyes y las que le sean sometidas voluntariamente por los operadores económicos en 
aplicación de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.

2. El procedimiento arbitral se ajustará a los principios de audiencia, prueba, 
contradicción e igualdad y se someterá a las reglas de la Comisión de las Naciones Unidas 
para el Derecho Mercantil o, en su caso, las que determine el Consejo de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia. También podrá preverse la existencia de un 
procedimiento abreviado atendiendo al nivel de complejidad de la reclamación y su menor 
cuantía.

3. Corresponde al Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia la 
administración del arbitraje, pudiendo cada una de las Salas, en atención a la materia objeto 
de la reclamación, designar árbitros y determinar los honorarios según los aranceles 
aprobados por el Consejo.
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§ 60

Real Decreto-ley 1/2019, de 11 de enero, de medidas urgentes para 
adecuar las competencias de la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia a las exigencias derivadas del derecho comunitario 
en relación a las Directivas 2009/72/CE y 2009/73/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, sobre normas 
comunes para el mercado interior de la electricidad y del gas natural. 

[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 11, de 12 de enero de 2019
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2019-315

TÍTULO I
Orientaciones de política energética y mecanismos de cooperación

[ . . . ]
Artículo 2.  Comisión de Cooperación entre el Ministerio para la Transición Ecológica y la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

1. La Comisión de Cooperación es un mecanismo de conciliación previa que tendrá por 
objeto alcanzar una solución consensuada entre la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia y el Ministerio para la Transición Ecológica en el caso de que este último emita 
informe considerando que la propuesta de Circular normativa remitida no se ajusta a las 
orientaciones de política energética previamente adoptadas.

También podrá convocarse a la Comisión de Cooperación en los demás supuestos 
legalmente previstos.

2. La Comisión de Cooperación estará compuesta por los siguientes miembros:
a) Tres personas en representación de la Comisión Nacional de los Mercados y la 

Competencia, que desempeñen cargos, al menos, con rango de subdirección general.
b) Tres personas en representación de la Secretaría de Estado de Energía, que 

desempeñen cargos, al menos, con rango de subdirección general o equivalente. Los cargos 
de las personas que desempeñen la presidencia y la secretaría de la Comisión de 
Cooperación corresponderán a ambas partes de forma alternativa y rotatoria, con una 
periodicidad de un año.

Las personas representantes de la Comisión de Cooperación serán nombradas, en cada 
caso, por el titular del Ministerio para la Transición Ecológica y por la persona que ostente la 
presidencia de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, oído el Pleno.
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La citada Comisión de Cooperación deberá atender al principio de presencia equilibrada 
entre mujeres y hombres, salvo por razones fundadas y objetivas, debidamente motivadas.

3. Las conclusiones de la citada Comisión se formalizarán en un acta en la que deberán 
justificarse las posiciones de ambas partes. El acta correspondiente será extendida por el 
secretario y firmada por todos los asistentes.

[ . . . ]
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§ 61

Ley Orgánica 5/1987, de 30 de julio, de Delegación de Facultades del 
Estado en las Comunidades Autónomas en relación con los 

transportes por carretera y por cable. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 182, de 31 de julio de 1987
Última modificación: 5 de julio de 2013

Referencia: BOE-A-1987-17800

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Delegación de facultades en materia de arbitraje

Artículo 12.  
Se delegan en las Comunidades Autónomas en las que las mismas hayan de estar 

radicadas, las funciones que la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres atribuye a 
las Juntas Arbitrales del Transporte. A estos efectos, el funcionamiento de las referidas 
Juntas dentro de las correspondientes Comunidades Autónomas se realizará respetando la 
organización, funciones y régimen jurídico establecidos en dicha Ley y en sus normas de 
desarrollo, pudiendo las Comunidades Autónomas, salvo que exista disposición específica 
del Estado, establecerlas en las localidades que consideren conveniente.

[ . . . ]
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§ 62

Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes 
Terrestres. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 182, de 31 de julio de 1987
Última modificación: 29 de junio de 2023

Referencia: BOE-A-1987-17803

[ . . . ]
TÍTULO I

Disposiciones comunes a los diferentes modos de transporte terrestre

[ . . . ]
CAPÍTULO VIII

Juntas Arbitrales del Transporte

Artículo 37.  
1. Como instrumento de protección y defensa de las partes intervinientes en el transporte 

se crean las Juntas Arbitrales del Transportes. Su competencia, organización, funciones y 
procedimiento se adecuarán a lo que en la presente Ley se dispone y a lo que se establezca 
en las normas de desarrollo de la misma.

Deberán en todo caso formar parte de las Juntas, miembros de la Administración, a los 
que corresponderá la presidencia, representantes de las empresas de transporte y 
representantes de los cargadores y usuarios.

2. El Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones, a través de la Dirección 
General de Transportes Terrestres, dirimirá los conflictos de atribuciones que puedan surgir 
entre las Juntas Arbitrales del Transporte.

Asimismo, dicho Ministerio asegurará la debida coordinación entre las Juntas Arbitrales 
del Transporte, facilitando el intercambio de información y ejerciendo cuantas otras funciones 
le sean atribuidas.

Artículo 38.  
1. Corresponde a las Juntas Arbitrales resolver, con los efectos previstos en la 

legislación general de arbitraje, las controversias de carácter mercantil surgidas en relación 
con el cumplimiento de los contratos de transporte terrestre cuando, de común acuerdo, 
sean sometidas a su conocimiento por las partes intervinientes u otras personas que 
ostenten un interés legítimo en su cumplimiento.
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Asimismo, les corresponderá resolver, en idénticos términos a los anteriormente 
previstos, las controversias surgidas en relación con los demás contratos celebrados por 
empresas transportistas y de actividades auxiliares y complementarias del transporte cuyo 
objeto esté directamente relacionado con la prestación por cuenta ajena de los servicios y 
actividades que, conforme a lo previsto en la presente Ley, se encuentran comprendidos en 
el ámbito de su actuación empresarial.

Se presumirá que existe el referido acuerdo de sometimiento al arbitraje de las Juntas 
siempre que la cuantía de la controversia no exceda de 15.000 euros y ninguna de las partes 
intervinientes en el contrato hubiera manifestado expresamente a la otra su voluntad en 
contra antes del momento en que se inicie o debiera haberse iniciado la realización del 
transporte o actividad contratado.

2. El Gobierno determinará reglamentariamente el procedimiento conforme al cual debe 
sustanciarse el arbitraje, debiendo caracterizarse por la simplificación de trámites y por la no 
exigencia de formalidades especiales.

3. Las Juntas Arbitrales realizarán, además de la función de arbitraje a la que se refieren 
los puntos anteriores, cuantas actuaciones les sean atribuidas.

Reglamentariamente se establecerá un procedimiento simplificado a través del que las 
Juntas Arbitrales del Transporte atenderán al depósito y, en su caso, enajenación de 
mercancías en los supuestos en que así corresponda de conformidad con lo dispuesto en la 
legislación reguladora del contrato de transporte terrestre.

[ . . . ]
CAPÍTULO I

Conceptos y clases

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Los ferrocarriles de transporte público

Artículos 152 a 165.  
(Derogados)

[ . . . ]
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§ 63

Real Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueba 
el Reglamento de la Ley de Ordenación de los Transportes 

Terrestres. [Inclusión parcial]

Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones
«BOE» núm. 241, de 8 de octubre de 1990

Última modificación: 6 de abril de 2022
Referencia: BOE-A-1990-24442

TÍTULO I
Disposiciones comunes a los distintos modos de transporte

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Disposiciones relativas al cumplimiento del contrato de transporte

[ . . . ]
Sección 3.ª Juntas arbitrales del transporte

Artículo 6.  
1. De conformidad con lo previsto en el artículo 38 de la LOTT, corresponde a las Juntas 

Arbitrales del Transporte el ejercicio de las siguientes funciones:
a) Resolver las controversias de carácter mercantil surgidas en relación con el 

cumplimiento de los contratos de transporte terrestre y de aquellos otros que tengan por 
objeto la prestación de las actividades auxiliares y complementarias del transporte reguladas 
en la LOTT.

Quedan, en todo caso, excluidas de la competencia de las Juntas las controversias de 
carácter laboral, penal o tributario.

b) Acordar el depósito de mercancías transportadas y, en su caso, enajenarlas, en los 
supuestos en que así se encuentra previsto en la Ley 15/2009, de 11 de noviembre, del 
Contrato de Transporte Terrestre de Mercancías.

c) Realizar las funciones de peritación previstas en la Ley 15/2009, de 11 de noviembre, 
del Contrato de Transporte Terrestre de Mercancías.

2. Las funciones previstas en el punto anterior serán ejercidas por las Juntas en relación 
con los transportes terrestres y, asimismo, con los que se desarrollen en virtud de un único 
contrato por más de un modo de transporte siempre que uno de éstos sea terrestre.
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Artículo 7.  
1. La localización geográfica y el ámbito territorial de las Juntas Arbitrales del Transporte 

serán determinados por las correspondientes Comunidades Autónomas en las que estén 
situadas cuando las mismas hayan asumido las competencias al efecto delegadas por la Ley 
Orgánica 5/1987, de 30 de julio, o, en otro caso, por la Dirección General de Transportes 
Terrestres.

2. Salvo que las partes hayan pactado previamente y por escrito la sumisión a una Junta 
concreta, la competencia territorial de las Juntas Arbitrales para realizar las actuaciones 
previstas en el apartado 1.a) del artículo anterior, vendrá determinada, a elección del 
demandante, por el origen o destino del transporte o por el domicilio de la empresa 
prestadora del servicio.

Cuando el demandante sea un consumidor o usuario de los definidos en la legislación 
para la defensa de los consumidores y usuarios, podrá optar además por la Junta 
competente en el lugar en que tenga su residencia habitual.

Cuando una controversia se plantee ante más de una Junta, será competente aquella 
ante la que se hubiera suscitado con anterioridad, debiendo abstenerse en su favor las 
restantes.

3. Las funciones previstas en el las letras b) y c) del apartado 1 del artículo anterior se 
realizarán por la Junta competente en el territorio en el que estén situadas las mercancías.

Artículo 8.  
1. Las Juntas Arbitrales del Transporte estarán compuestas por el presidente y por un 

mínimo de dos y un máximo de cuatro vocales, designados todos ellos por las comunidades 
autónomas a que se refiere el apartado 1 del artículo anterior, o, en su caso, por la Dirección 
General de Transportes por Carretera. Deberán, en todo caso, formar parte de las Juntas los 
dos Vocales representantes de los cargadores o usuarios y de las empresas del sector del 
transporte a que se refieren los apartados 3 y 4 de este artículo, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 9.7.

2. El Presidente y, en caso de estimarlo procedente, dos Vocales como máximo, serán 
designados entre personal de la Administración con conocimiento de las materias de 
competencia de la Junta. El Presidente habrá de ser Licenciado en Derecho.

3. Una de las dos vocalías obligatorias será ocupada por un representante de los 
cargadores o de los usuarios.

A tal efecto se designarán dos personas, que actuarán, respectivamente, en las 
controversias, según las mismas se refieran a transportes de viajeros o de mercancías; la 
primera de ellas será nombrada a propuesta de las asociaciones representativas de los 
usuarios y la segunda de las asociaciones representativas de los cargadores o de la Cámara 
Oficial de Comercio, Industria y Navegación correspondiente, según determine el órgano 
competente para realizar la designación.

4. La vocalía obligatoria restante será ocupada por el representante de las empresas de 
transporte o de actividades auxiliares y complementarias de éste.

A tal efecto podrán designarse varias personas en representación de los diversos 
sectores del transporte, que no podrán exceder de los que constituyan sección 
independiente en el Comité Nacional del Transporte por Carretera, existiendo como mínimo 
un representante del sector de las empresas de transporte de viajeros y otro del de 
mercancías. Se designará, asimismo, al menos un representante de las empresas de 
transporte por ferrocarril y podrá designarse otro de las empresas de transporte por cable.

Según determine el órgano competente, el nombramiento de las personas a que se 
refiere el párrafo anterior se realizará a propuesta del órgano institucionalizado de 
representación de las empresas de transporte existentes, en su caso, en el territorio de la 
comunidad autónoma de que se trate, de las asociaciones representativas del sector en 
dicho territorio o del Comité Nacional del Transporte por Carretera y de RENFE o, en su 
caso, otras empresas ferroviarias.

5. Las distintas personas a que se refiere el punto anterior actuarán según cual fuere el 
sector del transporte al que se refiera la controversia. Cuando el conflicto se suscite entre 
dos Empresas transportistas o de actividades auxiliares y complementarias del transporte, 
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no actuará el Vocal representante de los cargadores o usuarios a que se refiere el punto 3, 
siendo las dos vocalías obligatorias ocupadas por los representantes de los dos sectores a 
que correspondan las Empresas en conflicto, cuando éstos fueren diferentes y estuvieran 
designados representantes distintos para ambas o actuando solamente el único Vocal 
competente cuando no se den estas últimas circunstancias.

6. El órgano competente sobre cada Junta de Arbitraje del Transporte designará 
asimismo el Secretario de ésta, pudiendo recaer dicho cargo en uno de los Vocales 
miembros de la Administración que, en su caso, existan. Se adscribirá a la Secretaría de la 
Junta el personal auxiliar que, resulte preciso para el funcionamiento de la Junta.

Podrán designarse miembros suplentes, tanto del Presidente como de los Vocales y 
Secretario de las Juntas.

7. En las controversias que puedan surgir entre los empresarios del sector y los usuarios 
definidos por el artículo primero, apartados 2 y 3, de la Ley 26/1984, de 19 de junio, General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, las Juntas Arbitrales estarán compuestas 
por un Presidente y dos vocalías, que serán designadas de la forma siguiente: El Presidente 
y una vocalía según lo establecido en los apartados 1 y 4 de este artículo, y la otra vocalía 
será ocupada por un representante de las Asociaciones de Consumidores y Usuarios, 
designado a propuesta del Consejo de Consumidores contemplado en los artículos 5.º y 
concordantes del Real Decreto 825/1990, de 22 de junio.

Artículo 9.  
1. La posibilidad de acción ante las Juntas para promover el arbitraje previsto en la letra 

a) del artículo 6 prescribirá en los mismos plazos en que se produciría si se tratara de una 
acción judicial que se plantease ante los Tribunales de justicia.

2. Las actuaciones arbitrales de las Juntas serán instadas por escrito firmado por el actor 
o sus representantes, en el que se expresará el nombre y domicilio del reclamante y de la 
persona contra la que se reclama, haciendo exposición de los fundamentos de hecho y de 
derecho en los que se justifique la reclamación, especificando de forma clara y precisa la 
petición y proponiendo las pruebas que se estimen pertinentes.

3. Por la secretaría de las Juntas será remitida copia de la reclamación a la parte contra 
la que se reclame, señalándose en ese mismo escrito fecha para la vista, que será 
comunicada también al demandante.

No obstante, el Presidente podrá acordar que se prescinda de la vista oral cuando la 
cuantía de la controversia no exceda de 100 euros. En ese supuesto, la secretaría de la 
Junta comunicará este acuerdo al reclamante y lo notificará a la parte contra la que se 
reclame, indicando a esta última que dispone de un plazo de diez días para formular las 
alegaciones que estime convenientes.

4. En la vista, que será oral, las partes podrán alegar lo que a su derecho convenga y 
aportar o proponer las pruebas que estimen pertinentes. La Junta dictará su laudo, una vez 
oídas las partes y practicadas o recibidas las pruebas que considere oportunas, en el plazo 
previsto en la legislación general de arbitraje.

El presidente podrá decidir por sí solo cuestiones de ordenación, tramitación e impulso 
del procedimiento.

5. En el caso de que el reclamante o su representante no asistiera a la vista se le tendrá 
por desistido en su reclamación, a menos que el demandado se oponga a ello y la Junta le 
reconozca un interés legítimo en obtener una solución definitiva del litigio.

La inasistencia de la parte reclamada no impedirá la celebración de la vista ni que se 
dicte el laudo.

6. Para la comparecencia ante la Junta de Arbitraje no será necesaria la asistencia de 
abogado ni procurador.

Las partes podrán conferir su representación mediante escrito dirigido a la Junta de que 
se trate.

En relación con las notificaciones a las partes, que se realizarán por la secretaría de las 
Juntas, será de aplicación la legislación de procedimiento administrativo.

7. El laudo se acordará por mayoría simple de los miembros de la Junta, dirimiendo los 
empates el voto de calidad del presidente. La inasistencia de cualquiera de los miembros de 

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 63  Reglamento de la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres [parcial]

– 273 –



la Junta, con excepción del presidente, no impedirá que se celebre la vista ni que se dicte el 
laudo.

8. Los laudos no requerirán formalidades especiales y tendrán los efectos previstos en la 
legislación general de arbitraje, procediendo únicamente contra ellos la acción de anulación 
y de revisión por las causas específicamente previstas en dicha legislación. Transcurridos 
veinte días desde que fuera dictado el laudo, podrá obtenerse su ejecución forzosa ante el 
órgano judicial competente, siendo en tal caso aplicables, asimismo, las previsiones de la 
legislación general de arbitraje.

9. Los arbitrajes a que se refiere este artículo serán gratuitos, sin perjuicio de la 
obligatoriedad de satisfacer los gastos generados por la práctica de pruebas.

El pago de las costas se regirá por lo dispuesto en la legislación general de arbitraje.
10. En lo no previsto en los apartados anteriores y en las normas de organización que, 

con el fin de homogeneizar y procurar la eficacia de su actuación, en su caso, determine el 
Ministro de Fomento, se aplicarán las reglas establecidas en la legislación general de 
arbitraje.

11. Las reglas procedimentales, en su caso, necesarias para la realización de las 
funciones de las Juntas previstas en las letras b), c) y d) del artículo 6, se determinarán por 
el Ministro de Fomento.

Artículo 10.  
1. En ejecución de lo dispuesto en los artículos 32, 40 y 44 de la Ley 15/2009, de 11 de 

noviembre, del Contrato de Transporte Terrestre de Mercancías, las Juntas Arbitrales podrán 
actuar como depositarias de las mercancías transportadas en los siguientes supuestos:

a) Cuando el porteador retenga las mercancías por impago del precio u otros gastos en 
los que haya incurrido con ocasión del transporte. En este caso, la solicitud de depósito y 
enajenación deberá presentarse ante la Junta en el plazo máximo de diez días naturales, 
contados de conformidad con lo dispuesto en el artículo 40.2 de la Ley 15/2009, de 11 de 
noviembre, del contrato de transporte terrestre de mercancías.

b) Cuando surjan impedimentos al transporte sin que puedan solicitarse instrucciones al 
cargador o este no las facilite.

c) Cuando no pueda realizarse la entrega, bien porque el destinatario no se halle en el 
domicilio indicado en la carta de porte, bien porque no se haga cargo de las mercancías en 
las condiciones establecidas en el contrato o se niegue a descargarlas correspondiéndole 
hacerlo o bien porque se niegue a firmar el documento de entrega, sin que en tales 
supuestos puedan solicitarse instrucciones al cargador o este no las facilite habiéndosele 
solicitado.

d) Cuando las mercancías transportadas corran riesgo de perderse o de sufrir daños 
graves, sin que hubiera tiempo para realizar la entrega ni para que sus dueños dispusieran 
de ellas o dieran instrucciones al respecto.

2. Podrá solicitarse que una Junta Arbitral enajene las mercancías que han sido 
transportadas, en los siguientes supuestos:

a) En el supuesto previsto en la letra a) del apartado anterior, siempre que la solicitud de 
enajenación se formalice en un plazo de diez días naturales, contados de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 40.2 de la Ley 15/2009, de 11 de noviembre, del contrato de 
transporte terrestre de mercancías.

b) En los supuestos previstos en las letras b) y c) del apartado anterior, cuando los 
gastos de custodia sean excesivos en relación con el valor de la mercancía o bien cuando el 
porteador no haya recibido, en un plazo razonable, instrucciones de quien tiene el poder de 
disposición sobre las mercancías cuya ejecución resulte proporcionada a las circunstancias 
del caso.

c) En todos los supuestos contemplados en la letra d) del artículo anterior.
3. Las actuaciones de las Juntas Arbitrales del Transporte previstas en este artículo no 

prejuzgarán la resolución de los posibles conflictos jurídicos que pudieran suscitarse en 
relación con el cumplimiento del contrato de transporte. La reparación de los posibles daños 
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indebidos que tales actuaciones pudieran causar será por cuenta de quien haya promovido 
la actuación de la Junta.

Artículo 11.  
1. Las Juntas Arbitrales del Transporte únicamente podrán acordar el depósito o 

enajenación de mercancías a instancia de los interesados y, siempre que ello resulte posible, 
oirán previamente, de forma sumaria, a ambas partes.

2. La actuación de la Junta habrá de instarse por escrito en el que deberá indicarse la 
naturaleza y descripción de las mercancías, las razones por las que se solicita su depósito y, 
en su caso, su enajenación. El escrito deberá acompañarse de cuantos documentos 
justifiquen la solicitud.

3. Para el ejercicio de las funciones a que se refiere este artículo, las Juntas podrán 
disponer de locales u otros medios auxiliares adecuados o bien utilizar, a través de cualquier 
procedimiento admitido en derecho, espacios o medios ajenos, incluida la colaboración 
material de empresas o entidades públicas o privadas.

Las Juntas podrán denegar el depósito de las mercancías cuando no sea posible 
disponer de locales adecuados para ello.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, el Ministro de Fomento podrá 
establecer otras reglas procedimentales cuando lo estime necesario para el adecuado 
desarrollo de las funciones previstas en el artículo anterior.

Artículo 12.  
1. Como regla general, la enajenación de mercancías por parte de las Juntas Arbitrales 

se realizará mediante subasta, conforme a las reglas señaladas al efecto por el Ministro de 
Fomento, a la que darán la mayor publicidad posible.

2. Las Juntas solo podrán proceder a la venta directa de las mercancías en los 
siguientes supuestos:

a) Cuando por su naturaleza o estado de conservación o por la concurrencia de un 
accidente u otra causa técnica sobrevenida, no sea posible promover la subasta sin riesgo 
de que las mercancías se pierdan.

b) Cuando hubiera resultado desierta la subasta o el postor hubiera renunciado a la 
adjudicación.

c) Cuando el escaso valor de las mercancías que hayan de ser enajenadas resulte 
desproporcionado en relación con los gastos que previsiblemente generaría su venta 
mediante un procedimiento de concurrencia y licitación públicas.

3. Cuando el género o características de la mercancía que haya de enajenarse así lo 
aconsejen, la Junta podrá acordar, a petición del solicitante de la enajenación o del 
propietario de las mercancías con el consentimiento de aquél, que la enajenación se realice 
por medio de persona o entidad especializada, pública o privada.

4. Cuando la causa de la enajenación sea la satisfacción del precio del transporte, 
únicamente se enajenará la cantidad de mercancía necesaria para satisfacer dicho precio, 
los gastos del transporte y los gastos ocasionados por el depósito y la enajenación de las 
mercancías. Si, como consecuencia de la naturaleza o características de la mercancía que 
haya de ser enajenada, fuera necesario vender una cantidad superior, el excedente de la 
venta será entregado a quien justifique su derecho.

Si la cantidad obtenida con la enajenación de la mercancía no alcanza a cubrir en su 
totalidad la deuda y los gastos causados por la enajenación, el porteador podrá reclamar la 
diferencia.

[ . . . ]
TÍTULO III

Transportes regulares de viajeros

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
Adjudicación de la explotación de los servicios regulares permanentes de uso 

general

[ . . . ]
Artículo 68.  

1. En ejecución de lo que se dispone en el artículo 73.2 de la LOTT, la Dirección General 
de Transporte Terrestre del Ministerio de Fomento, tomando como base el proyecto 
aprobado por el Consejo de Ministros, aprobará el pliego de cláusulas administrativas 
particulares y prescripciones técnicas por las que se haya de regir el contrato de gestión de 
servicio público de transporte regular de viajeros por carretera de que se trate.

2. El pliego contendrá las siguientes cláusulas administrativas particulares:
a) Los tráficos que definen el servicio.
b) El itinerario o las infraestructuras por los que concretamente haya de discurrir el 

servicio, cuando resulte pertinente.
c) La modalidad de contratación de la gestión del servicio, atendiendo a lo dispuesto en 

el artículo 66.
d) El procedimiento que se seguirá para la adjudicación del contrato, atendiendo a lo 

dispuesto en el artículo 73.1 de la LOTT y, cuando esta haya de llevarse a cabo mediante 
procedimiento abierto, el régimen de ponderación de bajas temerarias o desproporcionadas, 
en concordancia con las prescripciones del artículo 74.4 de la referida Ley.

e) Las condiciones mínimas de solvencia técnica, profesional y económica que, en su 
caso, deberá cumplir el contratista a fin de que resulte garantizada la adecuada prestación 
del servicio de que se trate de forma continuada.

f) El derecho del contratista a hacer propia, en su caso, la totalidad o una parte de los 
ingresos derivados de la explotación del servicio.

g) Los criterios o fórmulas de aplicación para la revisión de las tarifas que hayan de 
abonar los usuarios.

h) Otras compensaciones a las que, en su caso, tenga derecho el contratista por la 
prestación del servicio, indicando los parámetros sobre cuya base habrán de calcularse.

i) El canon o participación que, en su caso, haya de satisfacer el contratista a la 
Administración y los parámetros sobre cuya base habrá de calcularse, conforme a criterios 
de proporcionalidad, sin que afecte significativamente a la estructura de costes del servicio.

j) Las instalaciones fijas que haya de aportar el contratista para la prestación del servicio, 
únicamente cuando así se hubiese previsto expresamente en el proyecto aprobado por el 
Consejo de Ministros y resulte acreditado que persisten las circunstancias que, en su 
momento, justificaron dicha previsión.

k) Las máquinas o herramientas o, en su caso, los medios electrónicos, informáticos o 
telemáticos de que deberá proveerse el contratista para facilitar a la Administración el 
adecuado control de los datos de explotación del servicio y de los ingresos generados por su 
prestación.

l) El compromiso del contratista de someterse al arbitraje de las Juntas Arbitrales del 
Transporte en relación con cualquier controversia con los usuarios acerca de la prestación 
del servicio.

m) El plazo de duración del contrato.
n) Cualesquiera otros pactos o condiciones que estime pertinentes la Dirección General 

de Transporte Terrestre para definir correctamente los derechos y obligaciones de la 
Administración titular del servicio y del contratista.

3. El pliego contendrá las siguientes prescripciones técnicas:
a) La clase y el número mínimo de vehículos que el contratista deberá adscribir a la 

prestación del servicio.
b) Las condiciones mínimas de seguridad, accesibilidad y medioambientales que 

deberán reunir los vehículos destinados a la prestación del servicio.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 63  Reglamento de la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres [parcial]

– 276 –



c) Las condiciones mínimas de confort y habitabilidad u otras características técnicas 
que, en su caso, la Dirección General de Transporte Terrestre estime necesario que cumplan 
los vehículos destinados a la prestación del servicio.

d) La antigüedad máxima de los vehículos adscritos a la prestación del servicio, cuando 
resulte pertinente.

e) La dotación mínima de personal que el contratista deberá adscribir a la prestación del 
servicio.

f) Cuando se trate de un servicio que ya venía prestándose, los empleados del anterior 
contratista en cuya relación laboral deberá subrogarse el adjudicatario.

g) Las rutas de transporte que integran el servicio y el número de expediciones de 
transporte que, como mínimo, deberá realizar el contratista en cada una de ellas.

h) Las prestaciones que, como mínimo, deberán recibir los viajeros además de su 
transporte y el de sus equipajes.

i) El régimen tarifario de aplicación a los viajeros.
j) El valor anual medio estimado del contrato.
k) Cualesquiera otras prescripciones relativas a las condiciones de prestación del 

servicio que estime pertinentes la Dirección General de Transporte Terrestre.
4. En el propio pliego de condiciones y en el anuncio de licitación del contrato, la 

Dirección General de Transporte Terrestre detallará la documentación a presentar por los 
licitadores, los elementos del pliego sobre los que aquellos podrán proponer variantes o 
mejoras y los criterios de valoración que se aplicarán en la selección del contratista.

[ . . . ]
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§ 64

Ley 15/2009, de 11 de noviembre, del contrato de transporte terrestre 
de mercancías. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 273, de 12 de noviembre de 2009

Última modificación: 2 de agosto de 2022
Referencia: BOE-A-2009-18004

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Contenido del contrato de transporte de mercancías

[ . . . ]
Artículo 26.  Examen de las mercancías.

1. Cuando existan fundadas sospechas de falsedad en torno a la declaración del 
cargador, el porteador podrá verificar el peso y las medidas de las mercancías, así como 
proceder al registro de los bultos. Si la declaración del cargador resulta cierta, los gastos 
derivados de estas actuaciones serán por cuenta del porteador y, en caso contrario, del 
cargador.

2. El cargador podrá asimismo exigir la realización de todas o alguna de estas 
comprobaciones y el porteador accederá a ello con tal que el peticionario asuma 
expresamente el pago de los gastos a que den lugar.

3. Este tipo de comprobaciones se llevará a cabo por el porteador en presencia del 
cargador o sus auxiliares. No siendo ello posible, el reconocimiento y registro de los bultos 
se hará ante Notario o con asistencia del Presidente de la Junta Arbitral del Transporte 
competente o persona por él designada.

4. El resultado del reconocimiento se hará constar en la carta de porte o mediante acta 
levantada al efecto.

[ . . . ]
Artículo 32.  Riesgo de pérdida o daño de las mercancías.

1. Si, a pesar de las medidas que hayan podido adoptarse, las mercancías transportadas 
corrieran el riesgo de perderse o de sufrir daños graves, el porteador lo comunicará de 
inmediato al titular del derecho de disposición solicitándole instrucciones.

2. La persona que hubiera impartido instrucciones asumirá los gastos que se deriven de 
su solicitud y ejecución, a no ser que haya habido culpa del porteador.

3. El porteador podrá solicitar ante el órgano judicial o la Junta Arbitral del Transporte 
competente la venta de la mercancía sin esperar instrucciones, cuando así lo justifique la 
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naturaleza o el estado de la mercancía. El producto de dicha venta quedará a disposición de 
quien corresponda, previa deducción del precio del transporte y de los gastos ocasionados.

[ . . . ]
Artículo 34.  Estado de las mercancías en el momento de entrega al destinatario.

1. La mercancía transportada deberá ser entregada al destinatario en el mismo estado 
en que se hallaba al ser recibida por el porteador, sin pérdida ni menoscabo alguno, 
atendiendo a las condiciones y a la descripción de la misma que resultan de la carta de 
porte.

2. Si el porteador y el destinatario no consiguen ponerse de acuerdo en torno al estado 
de las mercancías entregadas o a las causas que hayan motivado los daños, podrán 
disponer su reconocimiento por un perito designado a tal efecto por ellos mismos o por el 
órgano judicial o la Junta Arbitral del Transporte que corresponda.

3. Cuando no se conformen con el dictamen pericial que, en su caso, se hubiese 
realizado ni transijan de otro modo sus diferencias, cada una de las partes usará de su 
derecho como corresponda.

[ . . . ]
Artículo 40.  Enajenación de las mercancías por impago del precio del transporte.

1. Si llegadas las mercancías a destino, el obligado no pagase el precio u otros gastos 
ocasionados por el transporte, el porteador podrá negarse a entregar las mercancías a no 
ser que se le garantice el pago mediante caución suficiente.

2. Cuando el porteador retenga las mercancías, deberá solicitar al órgano judicial o a la 
Junta Arbitral del Transporte competente el depósito de aquéllas y la enajenación de las 
necesarias para cubrir el precio del transporte y los gastos causados, en el plazo máximo de 
diez días desde que se produjo el impago.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Depósito y enajenación de mercancías

Artículo 44.  Depósito de las mercancías en los supuestos de impedimentos al transporte o 
a la entrega.

1. En los casos previstos en los artículos 31 y 36 de esta ley, el porteador podrá o bien 
descargar inmediatamente las mercancías por cuenta de quien tenga derecho sobre las 
mismas, haciéndose cargo de su custodia, en cuyo caso se mantendrá el régimen de 
responsabilidad establecido en el capítulo siguiente; o bien entregar las mercancías en 
depósito a un tercero, supuesto en el que sólo responderá por culpa en la elección del 
depositario.

Podrá asimismo optar por solicitar la constitución del depósito de la mercancía ante el 
órgano judicial o la Junta Arbitral del Transporte competente. Este depósito surtirá para el 
porteador los efectos de la entrega, considerándose terminado el transporte.

2. En cualquiera de los casos anteriores, el porteador podrá solicitar ante el órgano 
judicial o la Junta Arbitral del Transporte competente la enajenación de las mercancías, sin 
esperar instrucciones del que tiene derecho sobre aquéllas, si así lo justifican su naturaleza 
perecedera o el estado en que se encuentren o si los gastos de custodia son excesivos en 
relación con su valor. Cuando no se den tales circunstancias, el porteador sólo podrá solicitar 
la enajenación de las mercancías si en un plazo razonable no ha recibido de quien tiene el 
poder de disposición sobre aquéllas instrucciones en otro sentido cuya ejecución resulte 
proporcionada a las circunstancias del caso.

3. En el caso del transporte de paquetería o similar en que no se haya realizado 
declaración de valor, el porteador que haya optado por descargar la mercancía podrá 
entender abandonado el correspondiente envío si, transcurridos tres meses desde la fecha 
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en que por primera vez intentó su entrega al destinatario, no ha recibido de quien tuviera el 
poder de disposición sobre aquél instrucciones al respecto.

En este caso, el porteador podrá ocuparlo y proceder a la enajenación de la mercancía, 
aplicando el producto de la venta a cubrir el precio y los gastos del transporte y los gastos de 
almacenaje que se hubieran generado hasta ese momento. En caso de que el valor venal de 
la mercancía fuera ínfimo, el porteador podrá destruirla y reclamar contra el cargador el 
importe total de lo debido por razón del transporte y del almacenaje. Para todo lo anterior, el 
porteador podrá abrir e inspeccionar los bultos cuyo transporte se le hubiera encomendado. 
El abandono del envío por parte de quien tuviera el poder de disposición sobre el mismo, no 
perjudicará al porteador quien, tanto en el caso de ocupación y enajenación como en el de 
destrucción del envío, quedará libre de cualquier reclamación formulada por terceros que 
sostengan algún derecho sobre la mercancía.

4. En todos los supuestos contemplados en este artículo las mercancías quedan afectas 
a las obligaciones y gastos resultantes de estas operaciones y del contrato de transporte.

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Porteadores sucesivos

[ . . . ]
Artículo 66.  Acción de repetición entre porteadores sucesivos.

1. El porteador que se haya visto obligado a pagar una indemnización en virtud de lo 
dispuesto en los artículos 64 y 65 tiene derecho a repetir por el principal, intereses y gastos 
contra el resto de los porteadores que hayan participado en la ejecución del contrato, 
imputándose el coste de la indemnización conforme a las siguientes reglas:

a) Cuando el hecho causante del daño sea imputable a un único porteador, éste habrá 
de soportar el coste total de la indemnización.

b) Cuando el hecho causante del daño sea imputable a varios porteadores, cada uno de 
ellos deberá soportar una parte del coste de la indemnización proporcional a su cuota de 
responsabilidad; si no cabe valorar dicha responsabilidad, el coste se repartirá en proporción 
al precio que a cada uno corresponda por el transporte.

c) Si no se puede determinar quiénes son los porteadores responsables, el coste de la 
indemnización se repartirá entre todos los que hayan intervenido en el transporte de forma 
proporcional al precio que corresponda por éste.

d) Si uno de los porteadores obligado a asumir total o parcialmente el coste de la 
indemnización es insolvente, la parte que le corresponda y que no haya sido pagada se 
repartirá entre los demás obligados en proporción a su participación en el precio del 
transporte.

2. El porteador contra el que se ejercite el derecho de repetición no podrá formular 
protesta o promover discusión por el hecho de que el porteador contra el que se presentó la 
reclamación haya pagado la indemnización cuando ésta hubiera sido fijada por decisión 
judicial o arbitral y se le hubiere informado debidamente del proceso y de su derecho a 
intervenir en el mismo.

[ . . . ]
CAPÍTULO IX

Prescripción de acciones

[ . . . ]
Artículo 79.  Plazos generales.

1. Las acciones a las que pueda dar lugar el transporte regulado en esta ley prescribirán 
en el plazo de un año. Sin embargo, en el caso de que tales acciones se deriven de una 
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actuación dolosa o con una infracción consciente y voluntaria del deber jurídico asumido que 
produzca daños que, sin ser directamente queridos, sean consecuencia necesaria de la 
acción, el plazo de prescripción será de dos años.

2. El plazo de prescripción comenzará a contarse:
a) En las acciones de indemnización por pérdida parcial o avería en las mercancías o por 

retraso, desde su entrega al destinatario.
b) En las acciones de indemnización por pérdida total de las mercancías, a partir de los 

veinte días de la expiración del plazo de entrega convenido o, si no se ha pactado plazo de 
entrega, a partir de los treinta días del momento en que el porteador se hizo cargo de la 
mercancía.

c) En todos los demás casos, incluida la reclamación del precio del transporte, de la 
indemnización por paralizaciones o derivada de la entrega contra reembolso y de otros 
gastos del transporte, transcurridos tres meses a partir de la celebración del contrato de 
transporte o desde el día en que la acción pudiera ejercitarse, si fuera posterior.

3. La prescripción de las acciones surgidas del contrato de transporte se interrumpirá por 
las causas señaladas con carácter general para los contratos mercantiles.

Sin perjuicio de ello, la reclamación por escrito suspenderá la referida prescripción, 
reanudándose su cómputo sólo a partir del momento en que el reclamado rechace la 
reclamación por escrito y devuelva los documentos que, en su caso, acompañaron a la 
reclamación. Una reclamación posterior que tenga el mismo objeto no suspenderá 
nuevamente la prescripción. En el caso de aceptación parcial de la reclamación, la 
prescripción se reanudará respecto de la parte aún en litigio.

La prueba de la recepción de la reclamación o de la contestación y devolución de los 
documentos justificativos, corresponde a la parte que la invoque.

4. Entre porteadores, la prescripción de las acciones de regreso comenzará a contarse a 
partir del día en que se haya dictado una sentencia o laudo arbitral firme que fije la 
indemnización a pagar según lo dispuesto en esta ley, y si no existe tal fallo, a partir del día 
en que el porteador reclamante efectuó el pago.

[ . . . ]
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§ 65

Orden TMA/201/2022, de 14 de marzo, por la que se regula el 
procedimiento de resolución alternativa de litigios de los usuarios de 
transporte aéreo sobre los derechos reconocidos en el ámbito de la 
Unión Europea en materia de compensación y asistencia en caso de 
denegación de embarque, cancelación o gran retraso, así como en 
relación con los derechos de las personas con discapacidad o 

movilidad reducida

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana
«BOE» núm. 65, de 17 de marzo de 2022

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2022-4201

El transporte aéreo, por su propia naturaleza, trasciende de las fronteras nacionales lo 
que ha determinado que aspectos esenciales de su regulación se establezcan en normativa 
internacional y de la Unión Europea. Tal es el caso de los derechos de los pasajeros que se 
reconocen en el Reglamento (CE) n.º 261/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
11 de febrero de 2004, por el que se establecen normas comunes sobre compensación y 
asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o 
gran retraso de los vuelos y se deroga el Reglamento (CEE) n.º 295/91 y en el Reglamento 
(CE) n.º 1107/2006, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, sobre los 
derechos de las personas con discapacidad o movilidad reducida en el transporte aéreo.

La disposición adicional segunda de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se 
incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de litigios en 
materia de consumo, establece que será acreditada y notificada a la Comisión Europea una 
única entidad para la resolución alternativa de los litigios en que resulten de aplicación los 
Reglamentos de la Unión Europea en materia de protección de los usuarios del transporte 
aéreo; que la Agencia Estatal de Seguridad Aérea deberá acomodar su funcionamiento y 
procedimiento a lo previsto en la citada ley, a fin de que pueda ser acreditada como tal 
entidad de resolución alternativa de litigios en materia de derechos de los usuarios del 
transporte aéreo; y que, mediante orden ministerial, debe adoptarse el procedimiento de 
resolución alternativa de tales litigios, procedimiento que es de aceptación obligatoria y 
resultado vinculante para las compañías aéreas.

Además, en la modificación de esta disposición introducida por la disposición final sexta 
de la Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales y organizativas para hacer 
frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia, se atribuye a la entidad de 
resolución alternativa de litigios acreditada ante la Unión Europea el conocimiento de los 
conflictos que afecten a todos los pasajeros, aunque no tengan la condición de 
consumidores, y ya esté la compañía establecida en la Unión Europea o fuera de ella, y, 
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entre otras modificaciones relevantes, atribuye a la decisión que adopte dicha entidad, la 
condición de título ejecutivo extrajudicial, en virtud de la cual, transcurrido un mes desde que 
fuera emitida la decisión podrá solicitarse por el pasajero su ejecución ante el juzgado de lo 
mercantil competente.

De este modo, se continúa asegurando el acceso de los pasajeros a la Agencia Estatal 
de Seguridad Aérea para resolver sus reclamaciones, al tiempo que fortalece su protección 
al asegurar el cumplimiento de las decisiones que se adopten y contemplar la necesidad de 
que, en todo caso, se acredite una entidad para la resolución alternativa de los litigios en 
esta materia, la propia Agencia. Además, esta Ley refuerza la aplicación de los principios de 
independencia, imparcialidad, transparencia y eficacia en la resolución de estas 
reclamaciones.

En este contexto, esta orden regula el procedimiento de resolución alternativa de los 
litigios sobre la aplicación los reglamentos de la Unión Europea en materia de protección de 
los derechos de los usuarios del transporte aéreo, de conformidad con lo previsto en la 
citada disposición adicional segunda de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre. Asimismo, se da 
cabida en el procedimiento a la resolución de litigios en línea regulados por el Reglamento 
(UE) n.º 524/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo de 21 de mayo de 2013 sobre 
resolución de litigios en línea en materia de consumo y por el que se modifica el Reglamento 
(CE) n.º 2006/2004 y la Directiva 2009/22/CE.

En aplicación de lo previsto en el artículo 22 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y de la posibilidad, 
contemplada en su artículo 1.2, de establecer reglamentariamente especialidades del 
procedimiento referidas, entre otros, a los plazos propios de concreto procedimiento por 
razón de la materia, en esta orden se contempla la suspensión del plazo para resolver 
durante la sustanciación de la audiencia y la prueba.

Esta orden, por último, resulta conforme con los principios de buena regulación 
establecidos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. La necesidad y eficacia de esta 
iniciativa se justifica en la propia disposición adicional segunda de la Ley 7/2017, de 2 de 
noviembre, toda vez que el establecimiento de este procedimiento es el medio más eficaz 
para asegurar la efectiva protección de los derechos de los pasajeros del transporte aéreo y 
el cumplimiento de la normativa sectorial establecida al efecto.

En la orden se asegura el cumplimiento de los principios de proporcionalidad, seguridad 
jurídica y eficiencia, al limitarse a establecer, en coherencia con el régimen previsto en la Ley 
7/2017, de 2 de noviembre, las singularidades del procedimiento exigibles para el efectivo 
cumplimiento de lo previsto en dicha norma, sin imponer cargas innecesarias a los 
interesados.

La orden, también responde al principio de transparencia no sólo porque, en coherencia 
con lo previsto en la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, quedan definidos con claridad sus 
objetivos, sino también porque se ha garantizado la efectiva participación en su elaboración 
de los destinatarios de la norma. Así, en la tramitación de esta disposición además de la 
Información pública, se ha dado audiencia al Consejo de Consumidores y Usuarios, a las 
organizaciones de compañías aéreas y a los gestores aeroportuarios.

En su virtud, con la aprobación previa del, entonces, Ministro de Política Territorial y 
Función Pública, de acuerdo con el Consejo de Estado, dispongo:

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 1.  Objeto.
Esta orden tiene por objeto regular el procedimiento de resolución alternativa de los 

litigios que planteen los pasajeros ante la Agencia Estatal de Seguridad Aérea sobre la 
aplicación de los reglamentos de la Unión Europea en materia de protección de los usuarios 
del transporte aéreo, incluidos los litigios en línea previstos en el Reglamento (UE) n.º 
524/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, sobre resolución 
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de litigios en línea en materia de consumo y por el que se modifica el Reglamento (CE) n.º 
2006/2004 y la Directiva 2009/22/CE.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Esta orden es de aplicación al procedimiento que la Agencia Estatal de Seguridad 

Aérea (en adelante la Agencia), como entidad de resolución alternativa de litigios en el sector 
del transporte aéreo, acreditada y notificada a la Comisión Europea, proporciona a los 
usuarios del transporte aéreo para resolver sus conflictos sobre la aplicación de los 
Reglamentos (CE) n.º 261/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de febrero de 
2004, por el que se establecen normas comunes sobre compensación y asistencia a los 
pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de 
los vuelos y se deroga el Reglamento (CEE) n.º 295/91; y (CE) n.º 1107/2006, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, sobre derechos de las personas 
con discapacidad o movilidad reducida en el transporte aéreo.

2. Sin perjuicio de lo anterior, este procedimiento es aplicable a los conflictos de todos 
los usuarios del transporte aéreo, aunque no tengan la condición de consumidores, en 
adelante pasajeros, con las compañías aéreas que los transporten, estén establecidas o no 
en la Unión Europea, por aplicación del:

a) Reglamento (CE) n.º 261/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de 
febrero de 2004, cuando:

1.º Los pasajeros partan de un aeropuerto situado en territorio español, o,
2.º Los pasajeros partan de un aeropuerto situado en un país que no sea miembro de la 

Unión Europea, con destino a otro situado en territorio español, a menos que disfruten de 
beneficios o compensación y de asistencia en ese país no perteneciente a la Unión Europea, 
cuando la compañía aérea operadora sea una compañía aérea comunitaria.

b) Reglamento (CE) n.º 1107/2006, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio 
de 2006, cuando:

1.º Las personas con discapacidad o movilidad reducida que utilicen o pretendan utilizar 
vuelos comerciales de pasajeros que salgan de los aeropuertos situados en territorio 
español, lleguen a estos aeropuertos o transiten por ellos; o

2.º En los casos previstos en los artículos 3, 4 y 10 del citado reglamento, los pasajeros 
que salgan de un aeropuerto situado en país no perteneciente a la Unión Europea lo hagan 
con destino a otro aeropuerto situado en territorio español, si la compañía aérea operadora 
es comunitaria.

3. No obstante lo previsto en el apartado 2, en el caso de que la negativa a embarcar a 
un pasajero tenga su causa en los procedimientos o requisitos establecidos en el Programa 
Nacional de Seguridad para la Aviación Civil, en cualquier normativa sobre los requisitos 
documentales para confirmar la identidad de los pasajeros en el embarque u otra 
documentación del viaje, así como en el cumplimiento de los requisitos de salud pública 
exigibles, la Agencia únicamente conocerá de las reclamaciones que se planteen en relación 
con vuelos que salgan de los aeropuertos situados en territorio español.

4. Además, este procedimiento de resolución alternativa de litigios es aplicable, a los 
conflictos planteados por los pasajeros en aplicación del Reglamento (CE) n.º 1107/2006, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, contra los gestores de los 
aeropuertos situados en territorio español, adheridos al procedimiento, ya sea previamente o 
por participar voluntariamente en él tras la presentación de la reclamación del pasajero ante 
la Agencia. A estos efectos:

a) Se considerarán adheridos con carácter previo a este procedimiento los aeropuertos 
cuyo gestor haya comunicado formalmente a la Agencia tal adhesión.

b) Se considerará que aceptan participar voluntariamente en el procedimiento cuando, 
trasladada la reclamación por el pasajero por la Agencia, no rechacen expresamente su 
aplicación.
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Artículo 3.  Exclusiones.
Está excluido del ámbito de aplicación del procedimiento de resolución alternativa de 

litigios regulado en esta orden, cualquier litigio distinto de los previstos en el artículo 2 y, en 
particular, aquellos que versen sobre:

a) Los daños y perjuicios causados por el incumplimiento o cumplimiento defectuoso del 
contrato de transporte no comprendidos en el ámbito de aplicación de esta orden de acuerdo 
con lo previsto en artículo 2.

b) Las cláusulas y prácticas abusivas en el contrato de transporte aéreo u otra 
documentación atinente al transporte.

c) Las prácticas comerciales, entendiendo por tal las definidas en el artículo 19.2 del 
Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras 
leyes complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

d) La información precontractual o el contrato.
e) La protección de datos de carácter personal.
f) Las reclamaciones de los pasajeros en base al Reglamento (CE) 2027/97, del 

Consejo, de 9 de octubre de 1997, relativo a la responsabilidad de las compañías aéreas 
respecto al transporte aéreo de los pasajeros y su equipaje, o las reclamaciones por la 
destrucción, pérdida, avería o retraso de los equipajes facturados en base a cualquier otra 
norma o convención.

g) Los demás previstos en el artículo 3.2 de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre.

Artículo 4.  Recurso a los sistemas extrajudiciales de resolución de controversias.
Lo dispuesto en esta orden se entenderá sin perjuicio del derecho del pasajero a acudir a 

cualquier sistema extrajudicial de resolución de conflictos aceptado por la compañía aérea o 
gestor aeroportuario, según corresponda, en particular al arbitraje de consumo o al sistema 
arbitral para la resolución de quejas y reclamaciones en materia de igualdad de 
oportunidades, no discriminación y accesibilidad por razón de discapacidad.

Artículo 5.  Información a los pasajeros.
Las compañías aéreas y los gestores aeroportuarios informarán a los pasajeros sobre la 

posibilidad de recurrir ante la Agencia en los supuestos contemplados en esta disposición, y, 
cuando estuvieran adheridos a ellos, al sistema arbitral de consumo o al sistema arbitral para 
la resolución de quejas y reclamaciones en materia de igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad por razón de discapacidad, según corresponda, en los 
términos previstos en el artículo 40.2 de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre.

Artículo 6.  Reclamación previa ante la compañía aérea o gestor aeroportuario.
1. Con carácter previo a la iniciación del procedimiento alternativo de resolución de 

litigios previsto en esta orden, el pasajero deberá presentar una reclamación previa ante el 
responsable del incumplimiento que origina la reclamación, según se trate de la compañía 
aérea o del gestor aeroportuario, aportando la documentación que considere pertinente para 
hacer valer sus derechos que incluirá, en los casos de menores de edad, la acreditación de 
la custodia del menor, salvo que la reclamación previa la efectúe quien contrató el transporte 
para aquél.

El plazo para presentar la reclamación previa es de cinco años a contar desde el día en 
que se produjo el incidente que pudiera dar lugar a dicha reclamación.

En caso de que el pasajero presente su reclamación previa sobre el servicio de 
asistencia para personas con movilidad reducida (PMR) prestado por el gestor aeroportuario, 
ante la compañía aérea, ésta estará obligada a trasladarla al gestor aeroportuario en el plazo 
de diez días desde su presentación, informando al pasajero sobre dicho traslado.

2. La compañía aérea o el gestor aeroportuario frente al que se dirija la reclamación 
previa, estarán obligados a acusar recibo de su presentación y darán respuesta a la 
reclamación previa en el plazo más breve posible y, en todo caso, en el plazo máximo de un 
mes desde su presentación, de conformidad con lo previsto en el artículo 21.3 del Real 
Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de 
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la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias.

En el supuesto contemplado en el apartado 1, párrafo tercero, de este artículo, la fecha 
de presentación ante el gestor aeroportuario es aquélla en la que éste reciba la reclamación 
previa remitida por la compañía aérea.

3. Cuando la resolución de la reclamación previa no sea totalmente satisfactoria para el 
pasajero, o en el plazo máximo de un mes desde la fecha de presentación de la reclamación 
previa, si ésta no hubiera sido contestada, las compañías aéreas y gestores aeroportuarios 
deberán informar al pasajero de la posibilidad de recurrir, para la resolución del conflicto, 
ante la Agencia, como entidad acreditada para la resolución alternativa de litigios en materia 
de transporte aéreo, en aplicación de lo previsto en el artículo 40.3 de la Ley 7/2017, de 2 de 
noviembre.

Al mismo tiempo, informarán al pasajero que es causa de inadmisión de la reclamación 
ante la Agencia su presentación una vez haya transcurrido el plazo de un año desde la 
presentación de la reclamación previa; así como, del carácter vinculante para la compañía 
aérea de la decisión que adopte la Agencia. La información incluirá la dirección de la página 
web de la Agencia.

Además, en el caso de que la compañía aérea o gestor aeroportuario estén adheridos al 
sistema arbitral de consumo o al sistema arbitral para la resolución de quejas y 
reclamaciones en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 
por razón de discapacidad, según corresponda, informarán de tal circunstancia al pasajero, 
así como de la posibilidad de éste de recurrir a dicho sistema para resolver el conflicto y de 
la dirección de la página web de la institución.

4. La Agencia pondrá a disposición de los pasajeros a través de su página web un 
modelo de formulario de reclamación previa en el que se incluirán, necesariamente, los 
datos relativos a la identificación del vuelo sobre el que se plantea la reclamación, si tal es el 
caso.

Las compañías aéreas y gestores aeroportuarios, en su página web y en los 
departamentos y servicios de atención al cliente, incluidos los mostradores de venta y 
atención al cliente de las compañías aéreas en los aeropuertos, pondrán a disposición de los 
pasajeros, al menos en castellano, un formulario de reclamación previa que contenga los 
campos previstos en el formulario adoptado al efecto por la Agencia. Las compañías aéreas 
y gestores aeroportuarios podrán completar dichos formularios para recabar otra información 
que estimen necesaria para facilitar la tramitación de la reclamación.

Artículo 7.  Principios del procedimiento.
1. El procedimiento extrajudicial de resolución de conflictos regulado en esta orden 

responde a los principios de independencia, imparcialidad, transparencia, eficacia y equidad. 
Asimismo, garantiza la igualdad y la contradicción de las partes en el procedimiento, lo que 
no obsta, para que la Agencia deba salvaguardar la confidencialidad de la información que 
tenga tal carácter, así como la protección del secreto profesional o empresarial.

2. Además, este procedimiento es:
a) Gratuito para las partes, sin perjuicio de la asunción de los costes de las pruebas por 

la parte que las haya propuesto;
b) Para los pasajeros, de aceptación voluntaria y resultado no vinculante;
c) Para las compañías aéreas, de aceptación obligatoria y resultado vinculante, sin 

perjuicio de su derecho a impugnar la decisión de la Agencia ante el juzgado competente;
d) Para los gestores aeroportuarios adheridos previamente, de aceptación obligatoria y 

resultado no vinculante, y para el resto de los gestores, de aceptación voluntaria y resultado 
no vinculante.

3. Las compañías aéreas, los gestores aeroportuarios y el resto de los sujetos previstos 
en el artículo 14.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, están obligados a relacionarse con la Agencia a 
través de medios electrónicos para la realización de cualquier trámite de este procedimiento.
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CAPÍTULO II
Procedimiento de resolución alternativa de litigios

Artículo 8.  Presentación de reclamaciones.
1. Finalizado el trámite de la reclamación previa, los pasajeros podrán presentar sus 

reclamaciones ante la Agencia, en línea o no, a través del formulario que al efecto adopte la 
Agencia que tendrá el siguiente contenido mínimo:

a) Nombre y apellidos del pasajero y, en su caso, de la persona que lo represente.
b) Identificación del medio electrónico, o en su defecto, domicilio postal en el que desea 

que se practique la notificación. Adicionalmente, los pasajeros podrán aportar su dirección 
de correo electrónico o identificar un dispositivo electrónico, con el fin de que la Agencia les 
avise del envío o puesta a disposición de la notificación.

c) Hechos, razones y petición en que se concrete, con toda claridad, la reclamación, 
incluyendo la fecha y número del vuelo.

d) Lugar y fecha.
e) Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad, en ambos casos, 

por cualquiera de los sistemas de firma reconocidos por la normativa vigente.
f) Cláusula sobre el consentimiento del pasajero a la consulta a las plataformas de 

intermediación de datos o sistemas habilitados al efecto, solicitando su aceptación.
g) Cláusula sobre el consentimiento del pasajero del traslado de su reclamación al 

órgano que corresponda, ya sea la entidad de resolución alternativa de litigios notificada o al 
organismo responsable del cumplimiento de los reglamentos a que se refiere el artículo 2.1, 
o a ambos, según proceda, para el supuesto de que la competencia para conocer de la 
reclamación correspondiera a otro Estado miembro.

2. Junto a la reclamación, el pasajero acompañará:
a) En el caso de solicitudes presentadas en papel, y salvo los pasajeros con DNI o NIE 

español que consientan la consulta a las plataformas de intermediación de datos o sistemas 
habilitados al efecto, copia de alguno de los siguientes documentos acreditativos de su 
identidad:

1.º Documento nacional de identidad (DNI);
2.º Documento de identidad válido de un Estado miembro de la Unión Europea o Estado 

integrado en espacio Schengen;
3.º Tarjeta de identidad de extranjero (NIE);
4.º Permiso de residencia en algunos de los Estados integrados en el espacio Schengen;
5.º Carné de conducir expedido en España; o
6.º Pasaporte del pasajero o documento de viaje válido en vigor.
b) Acreditación de la fecha de presentación y contenido de la reclamación previa ante la 

compañía aérea o gestor aeroportuario, así como, en su caso, de la respuesta a la misma.
c) Acreditación de la contratación del servicio sobre cuya ejecución se reclama, entre 

otros, mediante presentación de copia del contrato de transporte, billete o tarjeta de 
embarque.

d) Poder de representación o autorización, en su caso.
e) Cualquier otra documentación que el pasajero considere pertinente.
3. Cuando se trate de litigios incluidos en el ámbito de aplicación del Reglamento (UE) 

n.º 524/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, se entenderá, 
en todo caso, que su transmisión entre la plataforma europea de resolución de litigios en 
línea y la Agencia satisface los requisitos de la reclamación previstos en este artículo, dando 
lugar al inicio del procedimiento sin formalidades adicionales.

Artículo 9.  Subsanación de la reclamación e inicio del cómputo del plazo del procedimiento.
1. Si la reclamación no reúne los requisitos previstos en el artículo anterior, se requerirá 

al pasajero para que, en el plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos 
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preceptivos con indicación de que si así no lo hiciera se le tendrá por desistido de su 
reclamación, previa decisión dictada al efecto.

El pasajero, en el plazo de un mes desde la fecha de recepción de la notificación de esta 
decisión podrá solicitar su revisión. La Agencia dispondrá de un plazo de un mes para 
resolver sobre la revisión solicitada, transcurrido el cual sin haber adoptado una decisión 
expresa sobre ella, deberá entenderse desestimada.

2. La Agencia comunicará a las partes la recepción de la solicitud y la documentación 
exigible, en su caso, tras la subsanación prevista en el apartado 1, indicando la fecha, a 
efectos de dejar constancia del inicio del cómputo de los plazos previstos en el artículo 20 de 
la Ley 7/2017, de 2 de noviembre.

Artículo 10.  Inadmisión a trámite de la reclamación.
1. Será causa de inadmisión de la reclamación que:
a) No se haya presentado la reclamación previa ante la compañía aérea o el gestor 

aeroportuario, o no se acredite haberlo intentado sin efecto por causa no imputable al 
pasajero. En todo caso, la reclamación habrá de ser admitida si hubiera transcurrido más de 
un mes desde la fecha en que el pasajero presentó la reclamación previa, sin que se le haya 
comunicado su resolución.

b) Sea manifiestamente infundada o verse sobre materias no incluidas en el ámbito de 
aplicación previsto en el artículo 2.

c) Se hubiera resuelto o esté pendiente de resolución ante un órgano jurisdiccional o 
ante el sistema arbitral de consumo o el sistema arbitral para la resolución de quejas y 
reclamaciones en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 
por razón de discapacidad, salvo que se haya acordado la suspensión del procedimiento 
judicial o arbitral a resultas del que se interesa sustanciar ante la Agencia.

d) Se presente ante la Agencia transcurrido más de un año desde la fecha de 
presentación de la reclamación previa ante la compañía aérea o el gestor aeroportuario 
reclamados, o ante sus servicios de atención al cliente.

2. El órgano competente declarará la inadmisión de la reclamación, que deberá ser 
motivada y se notificará al pasajero en el plazo de veintiún días naturales desde su fecha de 
recepción por la Agencia. Esta decisión pone fin al procedimiento, sin perjuicio de su 
revisión.

3. La Agencia revisará su decisión a instancia del pasajero, cuando éste, en el plazo de 
un mes desde la notificación de la inadmisión, acredite que no concurren las causas que 
motivaron la inadmisión. El plazo para resolver sobre la revisión de la decisión de inadmisión 
es de un mes, transcurrido el cual sin que la Agencia haya procedido a resolver sobre ella, el 
pasajero podrá tenerla por desestimada.

4. Lo previsto en los apartados 2 y 3, se entiende sin perjuicio del derecho del pasajero a 
plantear nuevamente la reclamación, una vez subsanada la causa de inadmisión.

Artículo 11.  Traslado a las entidades de resolución alternativa de litigios notificadas por 
otros Estados miembros.

1. Si la competencia para conocer de la reclamación correspondiera a otro Estado 
miembro, la Agencia declarará su inadmisión y, si constara el consentimiento expreso del 
pasajero para ello, la trasladará a la entidad u organismo competente para resolverla, 
notificándoselo al pasajero afectado.

En caso de no constar el consentimiento del pasajero para el traslado de la reclamación, 
en el mismo acto en el que la Agencia declare la inadmisión, informará al pasajero de las 
entidades de resolución alternativa de litigios competentes en el correspondiente Estado 
miembro, así como de la posibilidad de presentar un formulario electrónico de reclamación a 
través de la plataforma de resolución de litigios en línea.

2. En el caso de que el Estado miembro que deba resolver la reclamación no hubiera 
notificado una única entidad de resolución alternativa de litigios para el transporte aéreo, la 
Agencia inadmitirá la reclamación conforme al artículo 10.1.b), y en el mismo acto en el que 
declare la inadmisión, informará al pasajero conforme al párrafo segundo del apartado 
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anterior, dando traslado según corresponda al organismo responsable del cumplimiento del 
reglamento cuyo incumplimiento se reclama.

Artículo 12.  Efectos de la presentación de la reclamación.
La presentación de la reclamación ante la Agencia suspenderá o interrumpirá los plazos 

de caducidad y de prescripción de acciones que resulten de aplicación, de conformidad con 
lo previsto en el artículo 4 de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre.

Artículo 13.  Representación, defensa y asesoramiento de las partes.
1. En este procedimiento extrajudicial de resolución de litigios no es necesario que las 

partes comparezcan asistidas por abogado o asesor jurídico, quedando obligadas, no 
obstante, a notificar a la Agencia su intención de valerse de dichos profesionales dentro de 
los tres días hábiles siguientes a la fecha de presentación de la reclamación, en el caso del 
pasajero, o de su recepción, en el caso de la compañía aérea o el gestor aeroportuario.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, las partes tienen derecho a 
acceder al procedimiento en cualquiera de sus fases pudiendo comparecer por sí mismas, 
representadas o asistidas por tercero, y solicitar, si así lo desean, asesoramiento 
independiente.

3. La representación en el procedimiento deberá acreditarse mediante cualquier medio 
válido en derecho que deje constancia fidedigna de su existencia.

Artículo 14.  Acumulación de procedimientos y otras medidas de simplificación.
1. Podrá acordarse, de oficio o a instancia de parte, la acumulación de los 

procedimientos que guarden identidad sustancial o íntima conexión, entendiéndose que 
concurren tales circunstancias cuando las reclamaciones acumuladas traigan su causa de 
los mismos hechos. El acuerdo de acumulación no será revisable a instancia de las partes 
en el procedimiento.

2. En los procedimientos no acumulados que tengan su causa en los mismos hechos, la 
Agencia podrá incorporar al respectivo procedimiento las alegaciones y documentación 
presentada por la compañía aérea o gestor aeroportuario, según corresponda, en otros 
procedimientos, así como otras alegaciones o informes relevantes, todo ello a los efectos de 
determinar si concurren las circunstancias determinantes de la aplicación de los reglamentos 
de la Unión Europea.

Artículo 15.  Audiencia de las partes.
1. Salvo inadmisión de la reclamación, se dará audiencia a la compañía aérea o gestor 

aeroportuario reclamado, según corresponda, trasladándole la reclamación y documentación 
presentada por el pasajero y dándole un plazo de veinte días hábiles para que formule las 
alegaciones y proponga o presente las pruebas que considere pertinentes para hacer valer 
su derecho.

En los supuestos previstos en el artículo 14.2, sin perjuicio del derecho del reclamado a 
formular cuantas alegaciones considere oportuno, la audiencia con la compañía aérea o 
gestor aeroportuario, según proceda, podrá referirse a otros aspectos distintos de aquellos a 
los que refiere dicho precepto, tales como la cuantificación de la reclamación concreta del 
usuario.

2. Transcurrido el plazo previsto en el apartado anterior sin que la compañía aérea o, en 
su caso, el gestor aeroportuario reclamado haya formulado alegaciones, se le tendrá por 
decaído en el trámite, prosiguiéndose la tramitación del procedimiento. En este caso, al no 
constar en el procedimiento otros hechos que los alegados por el pasajero, podrá 
prescindirse de darle audiencia.

En el supuesto de que la compañía aérea o, en su caso el gestor, formulen alegaciones, 
se dará audiencia al pasajero por un plazo de diez días hábiles, poniendo a su disposición 
las pruebas o documentos que hubieran sido aportados, salvaguardada, en su caso, la 
información confidencial o protegida por el secreto profesional o empresarial, al objeto de 
que formule las alegaciones o presente los documentos que estime pertinentes, y proponga 

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 65  Procedimiento de resolución alternativa de litigios de los usuarios de transporte aéreo

– 289 –



otros medios de prueba de los que intente valerse, teniéndole por decaído en el trámite si no 
lo hiciere en el plazo indicado.

3. Los trámites de audiencia a las partes, tendrán la consideración de elemento de juicio 
necesario para resolver el procedimiento y suspenderán, en todo caso, los plazos máximos 
para resolver.

Artículo 16.  Prueba.
La Agencia resolverá sobre la práctica de las pruebas propuestas por las partes, 

pudiendo acordar, de oficio, la práctica de las pruebas complementarias que considere 
imprescindibles para la solución de la controversia. El acuerdo de admisión y práctica de 
pruebas, de oficio o propuestas por las partes, no será revisable a instancia de las partes.

El trámite de prueba tendrá la consideración de elemento de juicio necesario para 
resolver el procedimiento y suspenderá en todo caso el plazo máximo para resolver.

Artículo 17.  Fin del procedimiento mediante decisión motivada.
1. Una vez practicadas las pruebas admitidas y, si fuera necesario para garantizar la 

igualdad y contradicción de las partes en el procedimiento, se dará una nueva audiencia 
simultánea a éstas por un plazo improrrogable de diez días hábiles. La audiencia simultánea 
suspenderá el plazo máximo para resolver.

2. El Director de la Agencia resolverá mediante decisión motivada, lo que proceda sobre 
el cumplimiento de los reglamentos de la Unión Europea que resulten aplicables y 
determinará las medidas que, conforme a dichos reglamentos, deben aplicarse en el asunto 
enjuiciado. El plazo para adoptar esta decisión motivada y notificarla, es de noventa días 
naturales contados desde la fecha en que se comunicó la recepción de la reclamación, 
conforme a lo previsto en el artículo 9.2.

Se podrá prorrogar dicho plazo por el tiempo imprescindible para resolver cuando 
concurra especial complejidad en la controversia. Dicha prórroga, que deberá acordarse 
motivadamente y deberá comunicarse a las partes, no podrá ser superior al plazo de 
noventa días naturales previsto para la resolución. Este acuerdo no será revisable.

3. Transcurrido el plazo previsto en el apartado anterior sin que se haya notificado la 
decisión, se entenderá que la reclamación formulada por el pasajero ha sido desestimada.

Artículo 18.  Eficacia de la decisión.
1. La decisión del Director de la Agencia es vinculante para la compañía aérea que está 

obligada, en caso de estimación total o parcial de la reclamación, a darle cumplimiento y a 
remitir a la Agencia el justificante que lo acredite tan pronto como se produzca, indicando si 
ha impugnado la decisión ante el juzgado competente.

Si en el plazo de un mes desde la fecha de notificación de esta decisión, la compañía 
aérea no la hubiera atendido, y con independencia de que ésta se haya impugnado, el 
pasajero podrá instar su ejecución mediante la presentación de una demanda ejecutiva ante 
el juzgado competente, a cuyo efecto podrá recabar de la Agencia la certificación de la 
decisión que, además del resto de los documentos previstos en el artículo 550 de la Ley 
1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, deberá acompañar a la demanda como título 
ejecutivo en que ésta se funda.

2. La decisión del Director de la Agencia no es vinculante para el pasajero que, en todo 
caso, podrá ejercer las acciones civiles que tenga frente a la compañía aérea.

3. La decisión motivada incluirá, según resulte pertinente, la información sobre su 
eficacia, conforme a lo previsto en los apartados anteriores, así como la relativa al derecho 
de la compañía aérea a impugnarla, el plazo para el ejercicio de la acción, y el derecho del 
pasajero a no comparecer en este procedimiento judicial.

4. El incumplimiento o cumplimiento tardío o defectuoso de la decisión constituye 
infracción en relación con la asistencia y compensación a los pasajeros, conforme a lo 
previsto en el artículo 45 bis de la Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea.

El procedimiento sancionador que se inicie por infracción administrativa de las 
obligaciones establecidas en la Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea, cuando los 
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hechos que motivan su incoación constituyan antecedentes de la decisión adoptada, no se 
suspenderá por la impugnación de la decisión por la compañía aérea.

Disposición adicional primera.  Medios personales y materiales.
Las medidas incorporadas en esta orden no suponen incremento de las asignaciones 

presupuestarias, ni de dotaciones o retribuciones u otros gastos de personal.

Disposición adicional segunda.  Comunicación de datos para la tramitación electrónica de 
las reclamaciones frente a nuevos operadores.

Las compañías aéreas y gestores aeroportuarios que inicien su actividad en España tras 
la entrada en vigor de esta orden, deberán facilitar a la Agencia los datos de identificación y 
cualquier otro necesario para la tramitación electrónica de los procedimientos previstos en 
ella, en el plazo de quince días desde el inicio de las operaciones incluidas en el ámbito de 
aplicación de esta orden.

Disposición transitoria única.  Obligaciones de las compañías aéreas y gestores 
aeroportuarios para la tramitación electrónica de los procedimientos.

Las compañías aéreas que operen en España, así como los gestores de aeropuertos 
españoles en los que se realicen operaciones de transporte aéreo de pasajeros, en los diez 
días siguientes a la entrada en vigor de esta orden, deberán facilitar a la Agencia los datos 
de identificación y cualquier otro necesario para la tramitación electrónica de los 
procedimientos de reclamación previstos en esta norma.

Disposición final primera.  Medidas de ejecución.
La Agencia publicará en su página web documentación orientativa para la aplicación de 

esta orden y los formularios de reclamación previstos en ella, dándoles la máxima difusión 
posible.

Además, incluirá un enlace directo a la plataforma de resolución de litigios en línea de la 
Comisión Europea y al listado de entidades notificadas a la Comisión Europea por las 
autoridades competentes de España.

Disposición final segunda.  Título competencial.
Esta orden ministerial se dicta en base a las competencias exclusivas que corresponden 

al Estado en materia de legislación mercantil, procesal y civil, conforme a las reglas 6.ª y 8.ª 
del artículo 149.1 de la Constitución Española.

Asimismo, esta orden se dicta de conformidad con lo previsto en el artículo 149.1.20.ª de 
la Constitución, que atribuyen al Estado las competencias exclusivas en materia de 
transporte aéreo.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor y aplicabilidad.
Esta orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado» y será aplicable a los incidentes ocurridos en fecha posterior al primer día del mes 
siguiente al de la publicación en el «Boletín Oficial del Estado», de la resolución de la 
autoridad competente que acredite a la Agencia Estatal de Seguridad Aérea, como entidad 
de resolución alternativa de litigios en el ámbito de protección de los usuarios del transporte 
aéreo.
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§ 66

Ley 14/2014, de 24 de julio, de Navegación Marítima. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 180, de 25 de julio de 2014
Última modificación: 8 de julio de 2020

Referencia: BOE-A-2014-7877

[ . . . ]
TÍTULO IV

De los contratos de utilización del buque

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del contrato de fletamento

[ . . . ]
Sección 5.ª Del conocimiento de embarque

Subsección 1.ª Del conocimiento de embarque en soporte papel

[ . . . ]
Artículo 251.  Eficacia traslativa.

La transmisión del conocimiento de embarque producirá los mismos efectos que la 
entrega de las mercancías representadas, sin perjuicio de las acciones penales y civiles que 
correspondan a quien hubiese sido desposeído ilegítimamente de aquellas. El adquirente del 
conocimiento de embarque adquirirá todos los derechos y acciones del transmitente sobre 
las mercancías, excepción hecha de los acuerdos en materia de jurisdicción y arbitraje, que 
requerirán el consentimiento del adquirente en los términos señalados en el capítulo I del 
título IX.

[ . . . ]
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TÍTULO IX
Especialidades procesales

CAPÍTULO I
De las especialidades de jurisdicción y competencia

Artículo 468.  Cláusulas de jurisdicción y arbitraje.
Sin perjuicio de lo previsto en los convenios internacionales vigentes en España y en las 

normas de la Unión Europea, serán nulas y se tendrán por no puestas las cláusulas de 
sumisión a una jurisdicción extranjera o arbitraje en el extranjero, contenidas en los contratos 
de utilización del buque o en los contratos auxiliares de la navegación, cuando no hayan sido 
negociadas individual y separadamente.

En particular, la inserción de una cláusula de jurisdicción o arbitraje en el condicionado 
impreso de cualquiera de los contratos a los que se refiere el párrafo anterior no evidenciará, 
por sí sola, el cumplimiento de los requisitos exigidos en el mismo.

Artículo 469.  Criterios de atribución de competencia.
1. Salvo que las partes hayan introducido válidamente una cláusula de jurisdicción 

exclusiva o una cláusula de arbitraje, según lo establecido en este capítulo, se aplicarán los 
criterios previstos en este artículo.

2. En los contratos de utilización del buque, serán competentes, a elección del 
demandante, los tribunales del:

a) Domicilio del demandado.
b) Lugar de celebración del contrato.
c) Puerto de carga o descarga.
3. En los contratos auxiliares de la navegación, serán competentes, a elección del 

demandante, los Tribunales del:
a) Domicilio del demandado.
b) Lugar de celebración del contrato.
c) Lugar de prestación de los servicios.
4. Para conocer de la impugnación de la liquidación de avería gruesa, tanto la efectuada 

privadamente como la realizada por un notario con arreglo al correspondiente expediente de 
certificación pública, será competente el tribunal del lugar de finalización del transporte o el 
del lugar de arribada del buque, si este último fuese distinto.

CAPÍTULO II
Del embargo preventivo de buques

[ . . . ]
Artículo 474.  Embargo preventivo y sometimiento a jurisdicción extranjera.

Procederá también el embargo preventivo de un buque a los efectos de obtener una 
garantía aunque, en virtud de la existencia en el contrato u otro documento de una cláusula 
de arbitraje o de una cláusula de jurisdicción, el crédito marítimo por el que se solicita el 
embargo deba someterse al conocimiento de una jurisdicción extranjera o de un tribunal 
arbitral.

[ . . . ]
Artículo 479.  Jurisdicción sobre el fondo del litigio.

En aquellos casos en que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7 del Convenio 
Internacional sobre el Embargo Preventivo de Buques, los tribunales españoles no resulten 
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competentes para conocer sobre el fondo del asunto relativo a un buque embargado en 
España, el tribunal que practicó el embargo deberá de oficio o a instancia de parte, fijar un 
plazo no menor de treinta días ni mayor de noventa para que el titular del crédito marítimo 
acredite el inicio de un procedimiento ante el tribunal judicial o arbitral competente. Si no se 
inicia el procedimiento dentro del plazo fijado, el juez acordará, a instancia de parte, la 
liberación del buque embargado o la cancelación de la garantía prestada.

[ . . . ]
Disposición adicional segunda.  Órganos competentes para la determinación de los 
premios y remuneraciones por salvamentos y remolques.

Los órganos competentes de la Armada que conocerán de las acciones relativas a los 
premios por salvamento y a las remuneraciones por remolques de fortuna son el Consejo de 
Arbitrajes Marítimos y los auditores de arbitrajes marítimos.

Su composición, régimen jurídico, ámbito territorial y demás extremos necesarios para su 
funcionamiento se establecerán reglamentariamente.

Los interesados en tales procedimientos podrán optar por acudir a los citados órganos 
de la Armada o a la jurisdicción civil ordinaria.

Si no hubiere acuerdo entre los interesados, prevalecerá la jurisdicción civil ordinaria, 
que se sustanciará con arreglo al procedimiento declarativo ordinario o verbal previsto en la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, según corresponda en razón de la cuantía reclamada.

[ . . . ]
Disposición adicional quinta.  Sistemas alternativos de resolución de conflictos con 
consumidores.

En relación con aquellos contratos regulados en esta ley en los que una de las partes 
sea un consumidor, en virtud de lo dispuesto en el texto refundido de la Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, las partes del contrato podrán someter 
voluntariamente sus conflictos al sistema arbitral de consumo o a otros sistemas de 
resolución extrajudicial de conflictos que figuren en la lista que publica la Comisión Europea 
sobre dichos sistemas y que respete los principios establecidos por la normativa de 
consumo.

[ . . . ]
Disposición transitoria primera.  Expedientes de salvamentos, remolques, hallazgos y 
extracciones en tramitación.

Los expedientes administrativos sobre auxilios, salvamentos, remolques, hallazgos y 
extracciones marítimas que se hallaren en tramitación a la entrada en vigor de la presente 
ley, seguirán rigiéndose hasta su completa terminación por las disposiciones de la Ley 
60/1962, de 24 de diciembre, por la que se regulan los auxilios, salvamentos, remolques, 
hallazgos y extracciones marítimas.

Hasta la constitución del Consejo de Arbitrajes Marítimos y de los Auditores de Arbitrajes 
Marítimos, continuarán desempeñando sus actuales funciones el Tribunal Marítimo Central y 
los Juzgados Marítimos Permanentes con arreglo a lo dispuesto en la Ley 60/1962, de 24 de 
diciembre, por la que se regulan los auxilios, salvamentos, remolques, hallazgos y 
extracciones marítimas.

[ . . . ]
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§ 67

Ley 13/1998, de 4 de mayo, de Ordenación del Mercado de Tabacos 
y Normativa Tributaria. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 107, de 5 de mayo de 1998

Última modificación: 18 de noviembre de 2017
Referencia: BOE-A-1998-10407

[ . . . ]
Artículo 5.  Del Organismo autónomo Comisionado para el Mercado de Tabacos.

Uno. Se crea el Comisionado para el Mercado de Tabacos, que tendrá la naturaleza de 
Organismo autónomo de los comprendidos en los artículos 45 y siguientes de la Ley 6/1997, 
de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado.

Dos. El Organismo autónomo Comisionado para el Mercado de Tabacos tendrá 
personalidad jurídica propia, plena capacidad pública y patrimonio propio, actuará en 
régimen de Derecho Administrativo y estará adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda a 
través de la Secretaría de Estado de Hacienda. Se regirá por lo dispuesto en la presente Ley 
y disposiciones que la desarrollen; por la Ley 6/1997, de 4 de abril, de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado; por la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, en el ejercicio de las funciones públicas que en la presente Ley se le 
atribuyen; por el Real Decreto legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, de aprobación del 
texto refundido de la Ley General Presupuestaria, y por la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de 
Contratos de las Administraciones Públicas.

Tres. Sin perjuicio de las competencias que por esta Ley se reserva el Estado y que 
correspondan a órganos de la Administración General, el Comisionado para el Mercado de 
Tabacos ejercerá las de carácter regulador y de vigilancia para salvaguardar la aplicación de 
los criterios de neutralidad y las condiciones de libre competencia efectiva en el mercado de 
tabacos en todo el territorio nacional.

En todo caso, las funciones del Comisionado no interferirán en los ámbitos 
competenciales que, en materia tributaria, aduanera, de represión del contrabando, sanitaria, 
agraria o de supervisión de la publicidad, correspondan a otros órganos o Departamentos de 
las Administraciones públicas.

Cuatro. En particular el Organismo autónomo Comisionado para el Mercado de Tabacos 
desarrollará las siguientes funciones en los términos que reglamentariamente se determinen:

a) Actuar como órgano de interlocución y relación con los distintos operadores del 
mercado de tabacos, ya fueren fabricantes, importadores, mayoristas, expendedurías de 
tabaco y timbre o puntos autorizados para la venta con recargo, y con las organizaciones 
que les representen.
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b) Vigilar para que los diversos operadores, incluidos los minoristas, en el mercado de 
tabacos actúen en el marco que respectivamente les corresponde según la presente Ley y 
su desarrollo reglamentario, ejerciendo a tal fin las facultades de inspección que sean 
precisas.

c) Vigilar la calidad de los productos ofertados, de los utilizados en su elaboración y de 
los aditivos o sustancias incorporados, sin perjuicio del respeto al secreto de la producción 
industrial. Igualmente, corresponderá al Comisionado la comprobación del contenido y 
presupuestos de las actividades promocionales y publicitarias.

d) Emitir informes sobre el cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 2, 
apartado dos; 3, apartados dos y tres, de esta Ley, para el establecimiento de nuevos 
fabricantes, importadores o mayoristas, y de los contemplados en los apartados tres y cuatro 
del artículo 4, para el otorgamiento y revocación de expendedurías de tabaco y timbre.

e) Autorizar el establecimiento, en lugares distintos de expendedurías, de puntos de 
venta al público con recargo, a tenor de lo establecido en el artículo 4, apartado cinco.

f) Ejercer la actividad de mantenimiento de la Red de Expendedurías de Tabaco y Timbre 
en materia de cambios y modificaciones de emplazamiento, licenciamiento de almacenes y 
otras actuaciones conexas que sean encomendadas al Comisionado por vía reglamentaria.

g) Vigilar la efectiva aplicación de los criterios sanitarios sobre publicidad, consumo y 
calidad del tabaco, en colaboración con las demás Administraciones públicas competentes 
salvo en lo que sea competencia exclusiva de tales Administraciones.

h) Desarrollar las funciones a que se refiere el artícu- lo 6, apartado dos, de la presente 
Ley.

i) Almacenar y custodiar las labores de tabaco aprehendidas o decomisadas en 
procedimientos de contrabando y proceder a su destrucción.

j) Ejercer las funciones de arbitraje en los conflictos entre operadores que las partes le 
encomienden, en cuanto no correspondan a otro órgano de la Administración.

k) Recibir las denuncias que se presenten por presunta violación de los principios y de 
las reglas de libre competencia en el mercado de tabacos y remitirlas a los órganos 
competentes para su tramitación y resolución.

l) Ejercer la potestad sancionadora en los términos previstos en el artículo 7 de esta Ley.
ll) Elaborar estadísticas, preparar informes y formular propuestas en materias del ámbito 

de sus competencias.
m) Gestionar los recursos adscritos al Comisionado a que se refiere el apartado ocho del 

presente artículo.
n) Cualquiera otra que se le atribuya legal o reglamentariamente por no estar 

encomendada a otro órgano de las Administraciones públicas.
Cinco. El Presidente del Organismo autónomo Comisionado para el Mercado de Tabacos 

será nombrado y separado por el Ministro de Economía y Hacienda. Le corresponderá la 
representación legal y la dirección del Organismo.

Seis. El personal del Organismo autónomo Comisionado para el Mercado de Tabacos 
será funcionario o laboral, en los mismos términos que los establecidos para la 
Administración General del Estado.

Siete. 1. Existirá un Comité Consultivo del Comisionado con funciones de asistencia y 
asesoramiento en el que estarán representados los operadores de cada una de las fases del 
proceso de producción y distribución de elaborados del tabaco, los consumidores y las 
Administraciones aduanera, tributaria, comercial, agroalimentaria y sanitaria en la forma que 
determine el Estatuto del Comisionado. Especialmente deberá emitir su informe en los 
supuestos previstos en el apartado cuatro, letra d), de este mismo artículo.

2. Asimismo se crea una Comisión Asesora de la Producción, dentro del Comisionado, 
integrada por los sectores productor y de elaboración de tabaco, importadores y 
exportadores, con funciones asesoras, en los términos que reglamentariamente se señalen.

Ocho. Anualmente el Comisionado elaborará su proyecto de presupuestos, que será 
objeto de integración en el anteproyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado. Los 
ingresos del Comisionado para el Mercado de Tabacos podrán provenir de las siguientes 
fuentes:
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a) La tasa que perciba por la realización de actividades que comporten prestaciones de 
servicios, conforme a lo previsto en el anexo a la presente Ley.

b) Los productos y rentas de los bienes y valores que constituyan su patrimonio.
c) El importe de las multas impuestas por infracción de lo prevenido en la presente Ley.
d) Las consignaciones específicas que, en su caso, le sean asignadas en los 

Presupuestos Generales del Estado.
e) Las transferencias corrientes o de capital que procedan de las Administraciones o 

entidades públicas.
f) Cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.
Nueve. El Gobierno aprobará el Estatuto del Comisionado que, de conformidad con lo 

previsto en la presente Ley y en la Ley 6/1997, de 14 de abril, regulará el régimen jurídico del 
Organismo, de sus órganos de dirección y de su personal, desarrollará sus funciones, las 
normas de régimen interior y las de funcionamiento, regulará el patrimonio y recursos 
económicos del Organismo, así como el régimen patrimonial y de contratación del mismo, y 
establecerá las disposiciones de carácter presupuestario, contable y de control que le serán 
de aplicación.

Diez. El Presidente del Comisionado para el Mercado de Tabacos, respetando el deber 
de sigilo o secreto impuesto en las leyes, podrá recabar de los operadores del mercado de 
tabacos los datos y documentación que precise para el ejercicio de las funciones 
encomendadas a dicho Organismo autónomo por la presente Ley.

Específicamente, el Comisionado para el Mercado de Tabacos, para poder ejercitar 
adecuadamente la competencia de supervisión establecida en el apartado Cuatro "b" de este 
artículo, podrá recabar de los expendedores de tabaco y timbre la información desglosada 
de las ventas diarias de labores de tabaco realizadas a puntos de venta con recargo y a 
particulares. A tal fin, podrá bien requerir la remisión de la citada información, dando un 
plazo de diez días para su remisión, bien obtener directamente, en el transcurso de la 
inspección a las expendedurías, una copia del archivo informático que contenga dicha 
información actualizada a esa fecha. Esta última previsión sólo afectará a los expendedores 
que dispongan de medios informáticos.

La no remisión de la información requerida en el citado plazo o su no aportación en el 
momento de la inspección, tendrán la consideración de infracción grave conforme a lo 
dispuesto en el artículo 7 Tres 2 "d" de la presente Ley. En tales supuestos, y en caso de 
existir además desviaciones significativas entre las ventas efectuadas por la expendeduría y 
las que corresponderían a la normal demanda de la zona, el Comisionado podrá adoptar, en 
el acuerdo de inicio del correspondiente procedimiento sancionador, la medida de carácter 
provisional consistente en contingentar el suministro de labores de tabaco, limitando sus 
compras a la media de las registradas por las expendedurías de la misma localidad en el año 
anterior, si se tratara de expendedurías generales, o a la media provincial, si se tratara de 
expendedurías complementarias, al ser estas normalmente únicas en su respectiva 
localidad.

[ . . . ]
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§ 68

Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 241, de 8 de octubre de 1998

Última modificación: 28 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-1998-23284

[ . . . ]
TITULO IV

Ordenación del suministro de gases combustibles por canalización

CAPITULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 57 bis.  Derechos de los consumidores en relación con el suministro.

Los consumidores tendrán los siguientes derechos:
a) Realizar adquisiciones de gas en los términos establecidos en el Capítulo II del Título 

IV de la presente Ley.
b) Elegir el suministrador para la compra del gas natural.
c) Solicitar la verificación del buen funcionamiento de los equipos de medida de su 

suministro.
d) Disponer de un servicio de asistencia telefónica facilitado por el distribuidor al que 

estén conectados sus instalaciones, en funcionamiento las veinticuatro horas del día, al que 
puedan dirigirse ante posibles incidencias de seguridad en sus instalaciones. Dicho número 
deberá figurar claramente identificado en las facturas y en todo caso será facilitado por el 
comercializador al consumidor.

e) Tener un contrato con el comercializador en el que se especifique:
1.º la identidad y la dirección del suministrador,
2.º los servicios prestados, el nivel de calidad propuesto y el plazo para la conexión 

inicial,
3.º el tipo de servicio de mantenimiento que se ofrezca,
4.º la forma de obtener información actualizada sobre todas las tarifas aplicables y los 

gastos de mantenimiento,
5.º la duración del contrato, las condiciones para la renovación y la rescisión de los 

servicios y del contrato y, cuando esté permitido, el desistimiento del contrato sin costes,
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6.º los acuerdos de compensación y reembolso aplicables si no se cumplen los niveles 
de calidad contratados, incluida la facturación incorrecta y retrasada,

7.º el método para iniciar un procedimiento de resolución de conflictos de conformidad 
con lo dispuesto en el párrafo j),

8.º la información sobre los derechos de los consumidores, inclusive la relativa a la 
tramitación de las reclamaciones y toda la información mencionada en este párrafo e), 
claramente comunicada mediante las facturas o los sitios de Internet de las compañías de 
gas natural, y

9.º las condiciones serán equitativas y se darán a conocer con antelación. En cualquier 
caso, debe comunicarse esta información antes de la celebración o confirmación del 
contrato. Cuando los contratos se celebren a través de intermediarios, la información antes 
mencionada se comunicará asimismo antes de la celebración del contrato.

f) Ser debidamente avisados de forma transparente y comprensible de cualquier 
intención de modificar las condiciones del contrato e informados de su derecho a rescindir el 
contrato sin coste alguno cuando reciban el aviso. Asimismo, ser notificados de forma directa 
por su suministrador sobre cualquier revisión de los precios derivada de las condiciones 
previstas, con al menos un mes de antelación a la entrada en vigor, de forma transparente y 
comprensible.

Las comunicaciones de revisiones de precios deberán incluir una comparativa de los 
precios aplicados antes y después de la revisión, así como una estimación del coste anual 
del suministro para dicho consumidor y su comparativa con el coste anual anterior.

g) Recibir información transparente sobre los precios, tarifas y condiciones generales 
aplicables al acceso y al uso de los servicios de gas.

h) Poder escoger libremente el modo de pago, de forma que no se produzca ninguna 
discriminación indebida entre consumidores. Los sistemas de pago anticipado serán justos y 
reflejarán adecuadamente el consumo probable. Cualquier diferencia en las condiciones 
reflejará los costes que suponen para el proveedor los distintos sistemas de pago. Las 
condiciones generales serán equitativas y transparentes. Se explicarán en un lenguaje claro 
y comprensible y no incluirán obstáculos no contractuales al ejercicio de los derechos de los 
clientes, por ejemplo, una documentación contractual excesiva. Se protegerá a los clientes 
contra los métodos de venta abusivos o equívocos.

i) Cambiar de suministrador sin coste alguno.
j) Disponer de procedimientos para tramitar sus reclamaciones. Concretamente, todos 

los consumidores tendrán derecho a un buen nivel de servicio y de tramitación de las 
reclamaciones por parte del suministrador del servicio de gas. Tales procedimientos de 
solución extrajudicial permitirán la resolución equitativa y rápida de los litigios, 
preferiblemente en un plazo de tres meses y contemplarán, cuando esté justificado, un 
sistema de reembolso y/o compensación.

Siempre que sea posible, los procedimientos en cuestión se ajustarán a lo dispuesto en 
la Recomendación 98/257/CE de la Comisión, de 30 de marzo de 1998, relativa a los 
principios aplicables a los órganos responsables de la solución extrajudicial de los litigios en 
materia de consumo, como es el Sistema Arbitral de Consumo.

k) Para los clientes conectados a la red de gas, ser informados de sus derechos a que se 
les suministre, con arreglo a lo dispuesto en la legislación nacional aplicable, gas natural de 
una determinada calidad a precios razonables.

l) Tener a su disposición sus datos de consumo y poder, mediante acuerdo explícito y 
gratuito, dar acceso a los datos de medición a cualquier empresa de suministro registrada. 
La parte encargada de la gestión de datos estará obligada a facilitar estos datos a la 
empresa, utilizando los formatos y procedimientos desarrollados reglamentariamente. No 
podrán facturarse al consumidor costes adicionales por este servicio.

m) Ser informados adecuadamente del consumo real de gas y de los costes 
correspondientes con la frecuencia que se establezca reglamentariamente, de manera que 
les permita regular su propio consumo de gas. La información se facilitará con el tiempo 
suficiente, teniendo en cuenta la capacidad del equipo de medición del cliente. No podrán 
facturarse al consumidor costes adicionales por este servicio.
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n) Recibir una liquidación de la cuenta después de cualquier cambio de suministrador de 
gas natural, en el plazo máximo de seis semanas a partir de la fecha del cambio de 
suministrador.

o) Acceder a las instalaciones propiedad de terceros, de regasificación, almacenamiento, 
transporte y distribución, en los términos previstos en la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del 
sector de hidrocarburos, y normativa que la desarrolle.

[ . . . ]
CAPITULO VI

Comercialización de combustibles gaseosos

Artículo 79.  Comercialización.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 60, reglamentariamente se regularán los 

siguientes aspectos en relación a la comercialización del gas natural:
a) Las modalidades y condiciones de suministro a los consumidores así como los 

procedimientos de denegación, suspensión o privación del mismo.
b) El procedimiento de medición del consumo mediante la instalación de aparatos de 

medida y la verificación de éstos.
c) El procedimiento y condiciones de facturación y cobro de los suministros y servicios 

efectuados.
d) Las medidas de protección del consumidor que deben recogerse en las condiciones 

contractuales para el suministro de aquellos consumidores que por su volumen de consumo 
o condiciones de suministro requieran un tratamiento contractual específico.

e) Procedimientos de cambio de comercializador.
f) Procedimiento de resolución de las reclamaciones.
2. Sin perjuicio de las competencias que correspondan a las Comunidades Autónomas y 

sin perjuicio del establecimiento por los comercializadores de sistemas propios de 
tramitación de reclamaciones que se ajusten a lo dispuesto en la Recomendación 98/257/CE 
de la Comisión, de 30 de marzo de 1998, relativa a los principios aplicables a los órganos 
responsables de la solución extrajudicial de los litigios en materia de consumo, se preverá 
reglamentariamente la posibilidad de acudir al Sistema Arbitral de Consumo para la 
resolución de tales reclamaciones.

[ . . . ]
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§ 69

Real Decreto 1434/2002, de 27 de diciembre, por el que se regulan 
las actividades de transporte, distribución, comercialización, 
suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de gas 

natural. [Inclusión parcial]

Ministerio de Economía
«BOE» núm. 313, de 31 de diciembre de 2002
Última modificación: 28 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2002-25421

[ . . . ]
TITULO III
Suministro

[ . . . ]
CAPITULO III

Contratos de suministro

[ . . . ]
Artículo 38.  Contratos en el mercado liberalizado.

Los suministros por terceros en el mercado liberalizado requerirán un contrato por escrito 
entre una empresa comercializadora debidamente autorizada y el consumidor en el que se 
recogerán todas las condiciones del suministro, seguridad, continuidad del servicio, calidad, 
repercusiones económicas por incumplimiento de la calidad del suministro, medición y 
facturación del mismo, causas de rescisión, mecanismos de subrogación y mecanismos de 
arbitraje en su caso.

Para aquellos consumidores con derecho a acogerse a la tarifa de último recurso, y 
siempre que, a solicitud del consumidor, se rescindiera su contrato antes de iniciada la 
primera prórroga, la penalización máxima por rescisión de contrato no podrá exceder el 5% 
de la facturación prevista por el término variable de energía, que se calculará mediante la 
multiplicación del precio del contrato en el momento de su rescisión por la energía estimada 
pendiente de suministro. A este efecto, se habilita a la persona titular del Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico a dictar el procedimiento a emplear para la 
estimación de la energía pendiente de consumo.

Con carácter general, los contratos de suministro de los consumidores con derecho a 
acogerse a la tarifa de último recurso tendrán una duración máxima de un año, pudiéndose 
prorrogar tácitamente por períodos de la misma duración. Las prórrogas de estos contratos 
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podrán ser rescindidas por el consumidor con un preaviso de quince días de antelación, sin 
que proceda cargo alguno en concepto de penalización por rescisión de contrato.

Dichos contratos no podrán contener cláusulas contrarias a lo dispuesto en la Ley 
34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos y disposiciones de desarrollo, y las 
controversias que pudieran surgir en la aplicación de los mismos se resolverán en la vía 
jurisdiccional, sin perjuicio de la aplicación, en su caso, de los procedimientos de arbitraje 
previstos en el ordenamiento jurídico.

[ . . . ]
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§ 70

Ley 43/2010, de 30 de diciembre, del servicio postal universal, de los 
derechos de los ususarios y del mercado postal. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 318, de 31 de diciembre de 2010
Última modificación: 2 de noviembre de 2013

Referencia: BOE-A-2010-20139

[ . . . ]
TÍTULO II

Derechos de los usuarios de los servicios postales

[ . . . ]
Artículo 10.  Derecho de reclamación.

1. Los operadores postales deberán atender las quejas y reclamaciones que les 
presenten los usuarios en los casos de pérdida, robo, destrucción, deterioro o 
incumplimiento de las normas de calidad del servicio, o cualquier otro incumplimiento 
relacionado con la prestación de los servicios postales.

2. Para la tramitación de las reclamaciones de los usuarios, los operadores postales 
establecerán procedimientos sencillos, gratuitos y no discriminatorios, basados en los 
principios de proporcionalidad y celeridad. En todo caso, las reclamaciones deberán ser 
resueltas conforme a derecho y notificadas a los interesados en el plazo máximo de un mes 
desde la fecha de su presentación, de la que el prestador del servicio deberá dar siempre 
recibo al interesado.

En todas las oficinas o puntos de atención al usuario de los prestadores de servicios 
postales serán exhibidas, de forma visible y detallada, las informaciones que permitan 
conocer los trámites a seguir para ejercer el derecho a reclamar a que se refiere este 
artículo.

3. Asimismo, los usuarios podrán someter las controversias que se susciten con los 
operadores postales, en relación con la prestación de los servicios postales, al conocimiento 
de las Juntas Arbitrales de Consumo, con arreglo al Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 
de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias.

4. La Comisión Nacional del Sector Postal conocerá de las controversias entre los 
usuarios y los operadores de los servicios postales en el ámbito del servicio postal universal, 
siempre y cuando no hayan sido sometidas a las Juntas Arbitrales de Consumo. La 
reclamación podrá efectuarse en el plazo de un mes desde la respuesta del operador o 
desde la finalización del plazo para responder y deberá resolverse en el plazo máximo de 
tres meses desde su presentación.
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A tal efecto, la Comisión Nacional del Sector Postal pondrá a disposición de los usuarios 
los formularios adecuados. El procedimiento a seguir para su tramitación estará basado en 
los principios de celeridad y gratuidad, sin perjuicio de que la Comisión Nacional del Sector 
Postal pueda repercutir sobre el reclamante los gastos ocasionados en el procedimiento 
cuando se aprecie mala fe o temeridad en la presentación de la reclamación. Contra la 
resolución que se dicte podrá interponerse recurso contencioso-administrativo.

[ . . . ]
TÍTULO V

Acceso a la red postal de los operadores y resolución de conflictos entre ellos

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Resolución de conflictos entre operadores postales

[ . . . ]
Artículo 49.  Conflicto entre operadores no designados para la prestación del servicio postal 
universal.

Los operadores postales podrán someter al arbitraje de la Comisión Nacional del Sector 
Postal los conflictos que se susciten entre ellos, con sujeción a las normas de procedimiento 
previstas en el Reglamento de desarrollo general de la Ley 23/2007, de 8 de octubre, de 
creación de la Comisión Nacional del Sector Postal.

[ . . . ]
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§ 71

Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 310, de 27 de diciembre de 2013
Última modificación: 28 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2013-13645

[ . . . ]
TÍTULO VIII

Suministro de energía eléctrica

CAPÍTULO I
Suministro a los usuarios y gestión de la demanda eléctrica

Artículo 43.  Suministro.
1. El suministro de energía eléctrica se define como la entrega de energía a través de las 

redes de transporte y distribución mediante contraprestación económica en las condiciones 
de regularidad y calidad que resulten exigibles.

2. Los consumidores que se determine tendrán derecho a contratar el suministro de 
energía eléctrica a los precios voluntarios para el pequeño consumidor o tarifa de último 
recurso establecidos de acuerdo al artículo 17.

3. Reglamentariamente se establecerán, por las Administraciones Públicas competentes, 
medidas de protección al consumidor que deberán recogerse en las condiciones 
contractuales para los contratos de suministro de los comercializadores con aquellos 
consumidores que por sus características de consumo o condiciones de suministro requieran 
un tratamiento contractual específico.

Asimismo, reglamentariamente se establecerán los mecanismos de contratación y las 
condiciones de facturación de los suministros, incluyendo los procedimientos de cambio de 
suministrador, que se realizará en un plazo máximo de 21 días, y de resolución de 
reclamaciones. A estos efectos, se considerará el establecimiento de puntos de contacto 
únicos a tenor de lo establecido en la disposición adicional octava de la Ley 3/2013, de 4 de 
junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia para ofrecer a 
los consumidores toda la información necesaria relativa a sus derechos, a la legislación en 
vigor y a los procedimientos de solución de conflictos de que disponen en caso de litigio.

4. Sin perjuicio de las competencias que correspondan a las Comunidades Autónomas y 
Ciudades de Ceuta y Melilla y del establecimiento por los prestadores de sistemas propios 
de tramitación de reclamaciones que se ajusten a lo dispuesto en la Recomendación 
2001/310/CE, de la Comisión, de 4 de abril de 2001 relativa a los principios aplicables a los 

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

– 305 –



órganos extrajudiciales de resolución consensual de litigios en materia de consumo, se 
preverá reglamentariamente la posibilidad de acudir al sistema arbitral de consumo para la 
resolución de tales reclamaciones.

5. Para el supuesto de que no se sometan a las entidades de resolución alternativa de 
litigios en materia de consumo o que estas no resulten competentes para la resolución del 
conflicto, los usuarios finales que sean personas físicas podrán someter la controversia al 
Ministerio de Industria, Energía y Turismo, cuando tales controversias se refieran a sus 
derechos específicos como usuarios finales, incluidos todos los previstos en esta ley y sin 
perjuicio de las competencias del resto de Administraciones Públicas. No podrán ser objeto 
del procedimiento anterior las controversias que se encuentren reguladas por normativa 
distinta de la de protección específica de los usuarios finales de energía eléctrica.

El procedimiento, que se aprobará por orden del Ministro de Industria, Energía y 
Turismo, deberá ser transparente, sencillo y gratuito. La resolución que se dicte podrá 
ordenar la devolución de importes indebidamente facturados y, en general, disponer cuantas 
medidas tiendan a restituir al interesado en sus derechos e intereses legítimos, incluyendo la 
posibilidad de reembolso y compensación por los gastos y perjuicios que se hubiesen podido 
generar.

Los sujetos del sector eléctrico estarán obligados a someterse al procedimiento, así 
como a cumplir la resolución que le ponga fin. En cualquier caso, el procedimiento que se 
adopte establecerá el plazo máximo en el que deberá notificarse la resolución expresa, 
transcurrido el cual se podrá entender desestimada la reclamación por silencio 
administrativo, sin perjuicio de que la Administración tenga la obligación de resolver la 
reclamación de forma expresa, de acuerdo con lo establecido en el artículo 43 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. La resolución que se dicte podrá impugnarse ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa.

Lo dispuesto en este apartado será aplicable a todas las modalidades de suministro 
previstas en esta ley para usuarios finales que sean personas físicas.

6. La Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia supervisará la efectividad 
y la aplicación de las medidas de protección a los consumidores y podrá dictar resoluciones 
jurídicamente vinculantes tendentes al cumplimiento de las mismas.

[ . . . ]
Disposición final tercera bis.  Rentabilidad razonable de las instalaciones de producción de 
energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos con 
retribución primada a la entrada en vigor del Real Decreto-ley 9/2013, de 12 de julio.

1. Excepcionalmente, para las instalaciones de producción de energía eléctrica a partir 
de fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos que tuvieran reconocida 
retribución primada a la entrada en vigor del Real Decreto-ley 9/2013, de 12 de julio, por el 
que se adoptan medidas urgentes para garantizar la estabilidad financiera del sistema 
eléctrico, el valor sobre el que girará la rentabilidad razonable fijada para el primer periodo 
regulatorio, no podrá ser revisado durante los dos periodos regulatorios que se sucedan, de 
manera consecutiva, a partir del 1 de enero de 2020.

2. Estas instalaciones podrán renunciar a la aplicación de lo previsto en el apartado 
anterior, debiendo manifestar su renuncia de manera fehaciente ante la Dirección General de 
Política Energética y Minas antes del 1 de abril de 2020. En este caso, para el cálculo de la 
retribución que les corresponda percibir se tendrá en cuenta, con efectos desde el día de 
inicio del período regulatorio, el valor de la rentabilidad razonable que se fije para cada 
periodo regulatorio de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de esta ley.

3. La medida prevista en el apartado 1 no será de aplicación cuando sobre la rentabilidad 
de estas instalaciones se inicie o se haya iniciado previamente un procedimiento arbitral o 
judicial fundado en la modificación del régimen retributivo especial operado con posterioridad 
al Real Decreto 661/2007 de 25 de mayo, incluyendo las derivadas de la entrada en vigor del 
Real Decreto-ley 9/2013, de 12 de julio, y de sus normas de desarrollo.

No obstante, podrán acogerse al régimen excepcional del apartado 1 de esta disposición 
las instalaciones antes mencionadas cuando se acredite ante la Dirección General de 
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Política Energética y Minas antes del 30 de septiembre de 2020, la terminación anticipada 
del procedimiento arbitral o judicial y la renuncia fehaciente a su reinicio o a su continuación, 
o la renuncia a la percepción de indemnización o compensación que haya sido reconocida 
como consecuencia de tales procedimientos.

4. A los efectos de esta disposición:
a) Se entenderá que en los procedimientos arbitrales se incluyen aquellos que, al 

amparo de Tratados internacionales en los que el Reino de España sea parte, se inicien o se 
hayan iniciado y se fundamenten en las modificaciones del régimen retributivo especial de 
las instalaciones de producción energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, 
cogeneración y residuos operadas con posterioridad al Real Decreto 661/2007 de 25 de 
mayo, incluyendo las derivadas de la entrada en vigor del Real Decreto-ley 9/2013, de 12 de 
julio, y de sus normas de desarrollo.

b) Sin carácter limitativo, se entienden comprendidos en los procedimientos arbitrales y 
judiciales señalados en esta disposición:

1.º Los procedimientos planteados por el titular, directo o indirecto, de la instalación. En 
el caso de ser varios los titulares, los que se hayan planteado por cualquiera de ellos. La 
aplicación de lo dispuesto en el apartado 3 de esta disposición a estos procedimientos no 
quedará afectada por el hecho de que, con posterioridad al inicio del procedimiento, se 
hayan transmitido la totalidad o parte de las instalaciones a un tercero, reservándose el 
transmitente los derechos que pudieran reconocerse en el procedimiento arbitral o judicial.

2.º Los procedimientos planteados por quienes pretendan hacer valer sus derechos 
como consecuencia de ser titulares de una inversión en relación con esas instalaciones en 
los términos del Tratado respectivo.

3.º Los procedimientos planteados por terceros en virtud de cesión, subrogación, 
sucesión procesal y cualesquiera otro título jurídico de efecto análogo o equivalente, y en los 
que la pretensión resarcitoria se fundamente en la modificación del régimen retributivo 
especial de esas instalaciones operada con posterioridad al Real Decreto 661/2007, de 25 
de mayo, incluyendo las derivadas de la entrada en vigor del Real Decreto-ley 9/2013, de 12 
de julio, y de sus normas de desarrollo.

5. En el caso de que se constate que, respecto de alguna de las instalaciones acogidas 
al apartado 1 de esta disposición, se ha percibido la indemnización o compensación referida 
en el apartado 3, por la Dirección General de Política Energética y Minas se acordará la 
revocación del régimen retributivo excepcional previsto en el apartado 1 con efectos desde el 
1 de octubre de 2020. A tal efecto, el órgano encargado de las liquidaciones detraerá, de la 
retribución que corresponda percibir a la instalación, la cantidad a que ascienda la diferencia 
entre la retribución que haya sido abonada y la que hubiese correspondido percibir de 
conformidad con el valor actualizado de la tasa de rentabilidad razonable del periodo 
regulatorio correspondiente.

Reglamentariamente el Gobierno establecerá el procedimiento para practicar la 
detracción a que se refiere el párrafo anterior.

[ . . . ]
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§ 72

Ley 11/2022, de 28 de junio, General de Telecomunicaciones. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 155, de 29 de junio de 2022
Última modificación: 28 de junio de 2023

Referencia: BOE-A-2022-10757

[ . . . ]
TÍTULO III

Obligaciones de servicio público y derechos y obligaciones de carácter público 
en el suministro de redes y en la prestación de servicios de comunicaciones 

electrónicas

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Derechos de los usuarios finales

[ . . . ]
Artículo 78.  Resolución de controversias.

1. Los usuarios finales que sean personas físicas, incluidos los autónomos o 
trabajadores por cuenta propia, y las microempresas tendrán derecho a disponer de un 
procedimiento extrajudicial, transparente, no discriminatorio, sencillo y gratuito para resolver 
sus controversias con los operadores que suministren redes o presten servicios de 
comunicaciones electrónicas disponibles al público y otros agentes que intervienen el 
mercado de las telecomunicaciones, como los prestadores de servicios de tarificación 
adicional, cuando tales controversias se refieran a sus derechos específicos como usuarios 
finales de servicios de comunicaciones electrónicas reconocidos en esta ley y su normativa 
de desarrollo y de acuerdo con lo recogido en la normativa europea.

A tal fin, el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital establecerá 
mediante orden un procedimiento conforme al cual, los usuarios finales podrán someterle 
dichas controversias, con arreglo a los principios establecidos en el apartado anterior. Los 
operadores y otros agentes que intervienen el mercado de las telecomunicaciones estarán 
obligados a someterse al procedimiento, así como a cumplir la resolución que le ponga fin. 
En cualquier caso, el procedimiento que se adopte establecerá el plazo máximo en el que 
deberá notificarse la resolución expresa, transcurrido el cual se podrá entender desestimada 
la reclamación por silencio administrativo, sin perjuicio de que el Ministerio de Asuntos 
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Económicos y Transformación Digital tenga la obligación de resolver la reclamación de forma 
expresa, de acuerdo con lo establecido en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. La resolución 
que se dicte podrá impugnarse ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

Mediante real decreto se podrá prever que los usuarios finales que sean pequeñas y 
medianas empresas y organizaciones sin ánimo de lucro puedan también acceder a este 
procedimiento de resolución de controversias en defensa de sus derechos específicos de 
comunicaciones electrónicas.

2. Lo establecido en el apartado anterior se entiende sin perjuicio del derecho de los 
usuarios finales a someter las controversias al conocimiento de las Juntas arbitrales de 
consumo, de acuerdo con la legislación vigente en la materia. Si las Juntas arbitrales de 
consumo hubieran acordado el inicio de un procedimiento, no será posible acudir al 
procedimiento del apartado anterior a no ser que la solicitud haya sido archivada sin entrar 
en el fondo del asunto o las partes hayan desistido del procedimiento arbitral.

[ . . . ]
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§ 73

Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las 
personas con discapacidad y de su inclusión social. [Inclusión parcial]

Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad
«BOE» núm. 289, de 3 de diciembre de 2013

Última modificación: 9 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-2013-12632

[ . . . ]
TÍTULO II

Igualdad de oportunidades y no discriminación

CAPÍTULO I
Derecho a la igualdad de oportunidades

Artículo 63.  Vulneración del derecho a la igualdad de oportunidades.
Se entenderá que se vulnera el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas 

con discapacidad, definidas en el artículo 4.1, cuando, por motivo de o por razón de 
discapacidad, se produzcan discriminaciones directas o indirectas, discriminación por 
asociación, acosos, incumplimientos de las exigencias de accesibilidad y de realizar ajustes 
razonables, así como el incumplimiento de las medidas de acción positiva legalmente 
establecidas.

Artículo 64.  Garantías del derecho a la igualdad de oportunidades.
1. Con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades a las personas con 

discapacidad, los poderes públicos establecerán medidas contra la discriminación y medidas 
de acción positiva.

2. Las medidas de defensa, de arbitraje y de carácter judicial, contempladas en esta ley 
serán de aplicación a las situaciones previstas en el artículo 63, con independencia de la 
existencia de reconocimiento oficial de la situación de discapacidad o de su transitoriedad. 
En todo caso, las administraciones públicas velarán por evitar cualquier forma de 
discriminación que les afecte o pueda afectar.

3. Las garantías del derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con 
discapacidad previstas en este título, tendrán carácter supletorio respecto a lo previsto en la 
legislación laboral.

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
Medidas de fomento y defensa

[ . . . ]
Sección 2.ª Medidas de defensa

Artículo 74.  Arbitraje.
1. Previa audiencia de los sectores interesados y de las organizaciones representativas 

de las personas con discapacidad y sus familias, el Gobierno establecerá un sistema arbitral 
que, sin formalidades especiales, atienda y resuelva con carácter vinculante y ejecutivo para 
ambas partes, las quejas o reclamaciones de las personas con discapacidad en materia de 
igualdad de oportunidades y no discriminación, siempre que no existan indicios racionales de 
delito, todo ello sin perjuicio de la protección administrativa y judicial que en cada caso 
proceda.

2. El sometimiento de las partes al sistema arbitral será voluntario y deberá constar 
expresamente por escrito.

3. Los órganos de arbitraje estarán integrados por representantes de los sectores 
interesados, de las organizaciones representativas de las personas con discapacidad y sus 
familias y de las administraciones públicas dentro del ámbito de sus competencias.

[ . . . ]
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§ 74

Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no 
discriminación. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 167, de 13 de julio de 2022
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2022-11589

[ . . . ]
TÍTULO III

La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación

Artículo 40.  Creación y funciones.
Se crea, en el ámbito de la Administración del Estado, la Autoridad Independiente para la 

Igualdad de Trato y la No Discriminación, como autoridad independiente encargada de 
proteger y promover la igualdad de trato y no discriminación de las personas por razón de las 
causas y en los ámbitos competencia del Estado previstos en esta ley, tanto en el sector 
público como en el privado. La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No 
Discriminación realizará las siguientes funciones:

a) Garantizar la prestación independiente de servicios especializados de asistencia y 
orientación a las personas que hayan podido sufrir discriminación por razón de las causas 
establecidas en el apartado primero del artículo 2 de esta ley. Estos servicios incluirán la 
recepción y tramitación de las quejas o reclamaciones de las víctimas y actividades de 
mediación y conciliación a las que hace referencia la letra b), así como el ejercicio de 
acciones judiciales detalladas en la letra e). Para el establecimiento de estos servicios se 
contará con la colaboración de organizaciones especializadas en la promoción de la igualdad 
de trato y el trabajo con grupos de población tradicionalmente afectados por la 
discriminación.

b) Constituirse, con el consentimiento expreso de las partes, en órgano de mediación o 
conciliación entre ellas en relación con violaciones del derecho a la igualdad de trato y no 
discriminación, excepción hecha de las que tengan contenido penal o laboral.

La mediación o la conciliación de la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y 
la No Discriminación, sustituirá al recurso de alzada y, en su caso, al de reposición en 
relación con las resoluciones y actos de trámite susceptibles de impugnación, a efectos de lo 
previsto en el apartado segundo del artículo 112 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Las decisiones que tome la Autoridad Independiente en los procedimientos de mediación 
o conciliación tendrán carácter vinculante para las partes.

c) Iniciar, de oficio o instancia de terceros, investigaciones sobre la existencia de posibles 
situaciones de discriminación que revistan una especial gravedad o relevancia por razón de 
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las causas previstas en el apartado primero del artículo 2, a salvo de aquellas que revistan 
carácter de infracción penal, en cuyo caso la Autoridad Independiente para la Igualdad de 
Trato y la No Discriminación deberá cesar en la investigación y remitir el tanto de culpa al 
Ministerio Fiscal o a la autoridad judicial y, en su caso, a los órganos competentes de la 
jurisdicción militar.

d) Ejercitar acciones judiciales en defensa de los derechos derivados de la igualdad de 
trato y la no discriminación conforme a lo dispuesto en esta ley y en las distintas leyes 
procesales.

e) Interesar la actuación de la Administración del Estado para sancionar las acciones u 
omisiones que puedan ser constitutivas de infracción administrativa en materia de igualdad 
de trato y no discriminación.

f) Poner en conocimiento del Ministerio Fiscal los hechos que puedan ser constitutivos de 
infracción penal.

g) Promover la adopción de códigos de buenas prácticas en materia de lucha contra la 
discriminación.

h) Colaborar con el Defensor del Pueblo y con las instituciones y organismos públicos 
equivalentes autonómicos e internacionales.

i) Emitir dictamen sobre los proyectos de disposiciones de carácter general que 
desarrollen esta ley, así como cualquier otro que afecte al derecho a la igualdad de trato y no 
discriminación constitucionalmente reconocido.

j) Informar, con carácter preceptivo, sobre la Estrategia Estatal para la Igualdad de Trato 
y la No Discriminación, así como sobre aquellos planes y programas estatales de especial 
relevancia en la materia.

k) Elaborar, en coordinación con los órganos de la Administración General del Estado 
competentes en materia estadística, informes y estadísticas de carácter periódico, promover 
estudios sobre igualdad de trato y no discriminación, así como sobre las formas históricas de 
discriminación estructural, de las que han sido víctimas los grupos a los que pretende 
proteger esta ley, diseñar y mantener un barómetro sobre igualdad de trato y no 
discriminación partiendo de un sistema de indicadores y divulgar las actividades, estudios e 
informes que realice.

l) Velar por el cumplimiento de la normativa reguladora de la igualdad de trato y no 
discriminación, en el ámbito de sus competencias, así como formular propuestas para su 
modificación.

m) Informar, a instancia de los órganos judiciales en los procesos jurisdiccionales o del 
Ministerio Fiscal en las diligencias previas que versen sobre los derechos derivados de la 
igualdad de trato y no discriminación.

n) Elaborar y proponer al Gobierno, para su aprobación, el Estatuto de la Autoridad 
Independiente y sus eventuales modificaciones.

ñ) Aprobar el informe anual de sus actividades, que remitirá al Congreso de los 
Diputados, al Gobierno y al Defensor del Pueblo.

o) Participar en el Foro para la integración social de los inmigrantes.
p) Participar en la Comisión Laboral Tripartita de Inmigración, en los términos previstos 

en la legislación.
q) Participar en el Consejo para la Promoción de la Igualdad de Trato y No 

Discriminación de las Personas por el Origen Racial o Étnico.
r) Cualquier otra que le sea atribuida por ley o reglamentariamente.

Artículo 41.  Naturaleza, régimen jurídico, organización y funcionamiento.
1. La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación es una 

entidad de derecho público, de las previstas en el artículo 109 de la Ley 40/2015 de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, dotada de personalidad jurídica propia y 
plena capacidad pública y privada, que actúa para el cumplimiento de sus fines con plena 
independencia y autonomía funcional respecto de las administraciones públicas.

2. La actuación de la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No 
Discriminación se regirá, en el ejercicio de sus funciones públicas, por la presente ley y las 
normas que la desarrollen, por la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
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Común de las Administraciones Públicas, la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la 
que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y 
del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, la Ley 33/2003, de 3 de 
noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, así como el resto de las normas 
de derecho administrativo general y especial que le sean de aplicación y por su propio 
Estatuto. A estos efectos, se entenderá que sus resoluciones ponen fin a la vía 
administrativa.

3. Sin perjuicio de las disposiciones de la presente ley, la estructura orgánica 
dependiente de la Autoridad Independiente, su régimen de funcionamiento interno, su 
régimen de personal, su régimen económico y presupuestario y cuantas otras cuestiones 
relativas a su funcionamiento y régimen de actuación resulten necesarias, se regularán en el 
Estatuto de la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación, que 
será aprobado por el Consejo de Ministros mediante Real Decreto, previa consulta a la 
persona titular de la Autoridad Independiente.

4. La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la no Discriminación estará 
dirigida y representada por la persona que ocupe su presidencia, que será nombrada por el 
Gobierno mediante Real Decreto, entre personalidades de reconocido prestigio en la 
defensa y promoción de la igualdad de trato y la lucha contra la discriminación. Este 
nombramiento deberá hacerse efectivo previa comparecencia ante las comisiones 
correspondientes del Congreso de los Diputados y del Senado en los términos previstos en 
los Reglamentos de dichas Cámaras. El Congreso, a través de la Comisión competente y 
por acuerdo adoptado por mayoría absoluta, podrá aprobar o rechazar el nombramiento del 
candidato propuesto en el plazo de un mes natural a contar desde la recepción de la 
correspondiente comunicación. En el caso de que la propuesta fuera rechazada, el Gobierno 
presentará a la Cámara un nuevo candidato en el plazo de tres meses.

Su mandato será de cinco años sin posibilidad de renovación. Con anterioridad a la 
expiración de este mandato, su cese únicamente podrá producirse por renuncia, por estar 
incursa en alguna causa de incompatibilidad, por incapacidad permanente para el ejercicio 
del cargo, por causa de condena en sentencia firme por delito doloso o por incumplimiento 
grave de los deberes de su cargo.

En el supuesto de incumplimiento grave de sus funciones, el cese se acordará previa 
instrucción del correspondiente expediente y se pondrá en conocimiento de las Cortes 
Generales.

El cese será acordado por el Gobierno mediante Real Decreto a propuesta de la persona 
titular del Ministerio competente en materia de igualdad.

A la persona titular de la Autoridad Independiente le será de aplicación el régimen de 
conflictos de intereses y de incompatibilidades previstos en la legislación vigente para los 
Altos Cargos de la Administración General del Estado.

[ . . . ]
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§ 75

Real Decreto 1417/2006, de 1 de diciembre, por el que se establece 
el sistema arbitral para la resolución de quejas y reclamaciones en 
materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y 

accesibilidad por razón de discapacidad

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 297, de 13 de diciembre de 2006

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2006-21819

El artículo 17 de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de Igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, contempla, entre 
las medidas de defensa a las que se refiere el capítulo III del texto legal, el establecimiento 
de un sistema arbitral que, sin formalidades especiales, atienda y resuelva con carácter 
vinculante y ejecutivo para las partes interesadas, las quejas o reclamaciones de las 
personas con discapacidad en la materia que constituye objeto de la ley. A tales efectos, la 
disposición final decimotercera de dicho texto legal encomienda al Gobierno el 
establecimiento del sistema arbitral en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
ley.

La citada previsión tiene en cuenta lo establecido por la normativa comunitaria –Directiva 
2000/43/CE del Consejo, de 29 de junio y Directiva 2002/73/CE del Parlamento europeo y 
del Consejo, de 23 de septiembre, que modifica la Directiva 76/207/CE del Consejo– que 
prevé el establecimiento en los Estados miembros de la Unión Europea de procedimientos 
de conciliación complementarios a los judiciales y administrativos.

El presente real decreto da cumplimiento al mandato anteriormente señalado, mediante 
el establecimiento y regulación de un sistema arbitral específico para la resolución de 
conflictos en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad de las 
personas con discapacidad.

En virtud de lo establecido en el apartado 4 del artículo 1 de la Ley 60/2003, de 23 de 
diciembre, de Arbitraje, así como del carácter supletorio de la Ley 51/2003, de 2 de 
diciembre, a lo dispuesto en la legislación específica de medidas para la aplicación del 
principio de igualdad de trato en el empleo y la ocupación, los arbitrajes laborales quedan 
excluidos del sistema de arbitraje al que se refiere el presente real decreto.

De conformidad con el citado artículo 17 de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, el 
presente real decreto contempla la participación de representantes de los sectores 
interesados, de las organizaciones más representativas de las personas con discapacidad y 
sus familias y de las Administraciones públicas, en los órganos de arbitraje, que adoptan la 
forma de juntas arbitrales.

El presente real decreto ha sido objeto de consulta a las comunidades autónomas y las 
ciudades de Ceuta y Melilla, a la Confederación Española de Organizaciones Empresariales 
y la Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa y al Comité Español de 
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Representantes de Personas con Discapacidad, y ha sido informado favorablemente por el 
Consejo Nacional de la Discapacidad.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Justicia, de Trabajo y Asuntos Sociales, de 
Sanidad y Consumo y de Vivienda, con la aprobación previa del Ministro de 
Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa deliberación del 
Consejo de Ministros del día 1 de diciembre de 2006,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. El presente real decreto tiene por objeto establecer y regular el sistema arbitral 

previsto en el artículo 17 de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de Igualdad de 
oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad.

2. El sistema arbitral se establece, sin formalidades especiales, para atender y resolver 
con carácter vinculante para ambas partes, las quejas o reclamaciones de las personas con 
discapacidad en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 
universal, siempre que no existan indicios racionales de delito, todo ello sin perjuicio de la 
protección administrativa o judicial que en cada caso proceda.

3. El sometimiento de las partes al sistema arbitral será voluntario y deberá constar 
expresamente por escrito.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Serán objeto del sistema de arbitraje regulado en este real decreto las quejas y 

reclamaciones que surjan en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal de las personas con discapacidad.

Las controversias se referirán a alguna de las siguientes materias:
a) Telecomunicaciones y sociedad de la información.
b) Espacios públicos urbanizados, infraestructuras y edificación.
c) Transportes.
d) Bienes muebles e inmuebles, productos, servicios, actividades o funciones, 

comercializados directamente a los consumidores como destinatarios finales, que las 
personas físicas o jurídicas, individuales o colectivas, profesionales o titulares de 
establecimientos públicos o privados, fijos o ambulantes, produzcan, faciliten, suministren o 
expidan, en régimen de derecho privado.

e) Relaciones con las Administraciones públicas en el ámbito del Derecho privado.
2. No podrán ser objeto de arbitraje:
a) Las controversias sobre las que haya recaído resolución judicial firme y definitiva en 

los casos en que haya identidad de sujeto, hecho y fundamento.
b) Aquellas en las que deba intervenir el Ministerio Fiscal en representación y defensa de 

las personas con discapacidad que carecen de capacidad de obrar o de representación legal 
y no puedan actuar por sí mismas.

c) Aquellas en las que concurran indicios racionales de delito.
d) Las cuestiones que estén determinadas en contratos administrativos, así como otras 

materias que no sean de libre disposición conforme a derecho.
3. De conformidad con lo establecido en el apartado 4 del artículo 1 de la Ley 60/2003, 

de 23 de diciembre, de Arbitraje, los arbitrajes laborales quedan excluidos del sistema de 
arbitraje al que se refiere el presente real decreto.
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CAPÍTULO II
De las juntas arbitrales de igualdad de oportunidades, no discriminación y 

accesibilidad universal

Artículo 3.  Constitución de las juntas arbitrales de igualdad de oportunidades no 
discriminación y accesibilidad universal.

1. Las juntas arbitrales de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 
universal son los órganos colegiados de gestión y administración del sistema arbitral al que 
se refiere el presente real decreto.

2. Se constituirá una Junta Arbitral Central de igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad universal de ámbito estatal, adscrita al Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales, a través de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y 
Discapacidad, que conocerá de las solicitudes de arbitraje presentadas por las personas con 
discapacidad o sus representantes legales y por las organizaciones representativas de las 
personas con discapacidad y sus familias de ámbito estatal, y que se refieran a:

a) Quejas y reclamaciones que afecten a un ámbito territorial superior al de una 
comunidad autónoma.

b) Quejas y reclamaciones que afecten a materias de competencia estatal de ejecución.
3. En cada comunidad autónoma y en las ciudades de Ceuta y Melilla, se constituirá una 

junta arbitral de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal, cuyo 
ámbito de actuación territorial coincidirá con el correspondiente a aquéllas. Las juntas 
arbitrales se constituirán mediante los convenios de colaboración que se suscriban entre el 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y las respectivas comunidades autónomas y las 
ciudades de Ceuta y Melilla.

En los convenios de colaboración a que se refiere el párrafo anterior, se fijará el ámbito 
funcional y las demás condiciones de funcionamiento de las juntas arbitrales. Asimismo, se 
fijarán, previo informe favorable del Ministerio de Economía y Hacienda, los honorarios de 
los árbitros y las compensaciones económicas que procedan, en su caso, para los 
integrantes de las juntas arbitrales y de los colegios arbitrales a que se refiere el artículo 12, 
para lo que será de aplicación lo dispuesto en el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, 
sobre indemnizaciones por razón del servicio.

4. Las juntas arbitrales de las comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y 
Melilla, conocerán de las quejas y reclamaciones presentadas por las personas con 
discapacidad o sus representantes legales y por las organizaciones representativas de las 
personas con discapacidad y sus familias, domiciliadas en su ámbito territorial.

Asimismo resolverán aquellas quejas y reclamaciones en las que no dándose esta 
circunstancia, la celebración, ejecución o cumplimiento del contrato o la actuación que haya 
dado lugar a la queja o reclamación, se haya realizado en su ámbito territorial, siempre que 
no se oponga expresamente una de las partes.

5. La junta arbitral que se considere incompetente por razón de la materia o del territorio 
trasladará el asunto a aquella a la que considere competente, dirimiéndose los conflictos 
derivados de estos traslados por la Junta Arbitral Central.

6. La Junta Arbitral Central será competente para establecer criterios técnicos de 
unificación en materia arbitral.

Artículo 4.  Funciones de las juntas arbitrales de igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad universal.

Las juntas arbitrales de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 
universal, teniendo en cuenta en particular los principios de normalización y accesibilidad, 
desarrollarán las siguientes funciones:

a) El fomento del sistema arbitral de igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal, procurando la adhesión al sistema arbitral, mediante la realización de 
ofertas públicas de sometimiento.
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b) La elaboración y actualización del registro de personas físicas y jurídicas que hayan 
realizado las ofertas públicas de sometimiento al sistema arbitral en su ámbito territorial. El 
registro incluirá el ámbito de la oferta.

c) La elaboración y puesta a disposición de los interesados de manera accesible, de los 
modelos de documentos en los que deberá efectuarse, respectivamente, la oferta pública de 
sometimiento al sistema arbitral y la formalización de dicho sometimiento.

d) La elaboración y mantenimiento actualizado de las listas de los árbitros acreditados 
por las organizaciones representativas de las personas con discapacidad y sus familias y por 
las organizaciones de carácter económico sin ánimo de lucro, en ambos casos con mayor 
implantación en el ámbito territorial de la junta arbitral.

e) La designación de los árbitros en cada procedimiento.
f) La gestión y administración de los procedimientos arbitrales.
g) La provisión de medios y acciones necesarios para el mejor ejercicio de las funciones 

por parte del colegio arbitral.
h) La gestión de un registro de laudos emitidos.

Artículo 5.  Composición de la Junta Arbitral Central de igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad universal.

1. La Junta Arbitral Central de igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal estará integrada por un presidente, un secretario y dos vocales, 
nombrados por un período de cuatro años, por el titular de la Secretaría de Estado de 
Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, cuyo nombramiento deberá publicarse en el 
«Boletín Oficial del Estado».

2. El presidente y secretario serán nombrados entre el personal que preste servicios en 
dicha Secretaría de Estado.

El presidente deberá tener la titulación de licenciado en Derecho.
3. Los vocales serán nombrados a propuesta, respectivamente, de:
a) La organización representativa de las personas con distintos tipos de discapacidad y 

sus familias con mayor implantación en el ámbito estatal.
b) La organización de carácter económico sin ánimo de lucro con mayor implantación en 

el ámbito estatal.

Artículo 6.  Composición de las juntas arbitrales de igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad universal.

1. Las juntas arbitrales de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 
universal de las comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla, estarán 
integradas por un presidente, un secretario, y dos vocales, nombrados por un periodo de 
cuatro años por la Administración de la que dependa la junta arbitral, cuyo nombramiento se 
publicará en el Diario Oficial correspondiente.

2. Los cargos de presidente y secretario deberán recaer en personal al servicio de las 
Administraciones públicas respectivas.

El presidente de la junta arbitral deberá tener la titulación de licenciado en Derecho.
3. Los vocales serán nombrados a propuesta, respectivamente, de:
a) La organización representativa de las personas con distintos tipos de discapacidad y 

sus familias con mayor implantación en el ámbito territorial de la junta arbitral.
b) La organización de carácter económico sin ánimo de lucro con mayor implantación en 

el ámbito territorial de la junta arbitral.

CAPÍTULO III
Del convenio arbitral

Artículo 7.  Sometimiento al sistema arbitral.
1. Las personas, físicas o jurídicas, de carácter privado que importen, produzcan, 

suministren o faciliten entornos, productos, bienes y servicios a las personas con 
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discapacidad podrán efectuar oferta pública de sometimiento al sistema arbitral de igualdad 
de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal en su ámbito territorial respecto 
de futuras controversias en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal por razón de discapacidad.

Asimismo, las organizaciones representativas de las personas con discapacidad y sus 
familias, así como las organizaciones de carácter económico sin ánimo de lucro, podrán 
efectuar oferta pública de sometimiento al sistema arbitral.

2. La oferta pública de sometimiento se comunicará por escrito o, siempre que se deje 
constancia de su remisión y recepción, por medios electrónicos, informáticos o telemáticos, a 
la junta arbitral a través de la que se adhieran al sistema.

3. El convenio arbitral mediante el que se instrumente jurídicamente la oferta pública de 
sometimiento deberá contener los siguientes requisitos:

a) Sometimiento expreso por escrito al sistema arbitral regulado por el presente real 
decreto.

b) Ámbito de la oferta.
c) Compromiso de cumplimiento del laudo arbitral.
d) Plazo de validez de la oferta. En caso de que no conste este requisito la oferta se 

entenderá realizada por tiempo indefinido.
4. La junta arbitral a través de la que se hubiere realizado la oferta pública de 

sometimiento, decidirá sobre su aceptación o rechazo.

Artículo 8.  Renuncia a la oferta pública de sometimiento arbitral.
1. Las personas físicas o jurídicas que hubiesen realizado oferta pública de sometimiento 

al sistema arbitral de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal, 
podrán renunciar a ella mediante comunicación efectuada a través de la junta arbitral en la 
que hubieran realizado tal oferta, por escrito o, siempre que se deje constancia de su 
remisión y recepción, por medios electrónicos o telemáticos. La renuncia conllevará la 
pérdida del derecho a ostentar el distintivo oficial de adhesión a que se refiere el artículo 
siguiente, desde la fecha de su notificación.

Si una vez efectuada la renuncia, se siguiera utilizando el distintivo oficial de adhesión y 
durante ese periodo se presentara una solicitud de arbitraje, la junta arbitral podrá entender 
formalizado el convenio arbitral.

2. La renuncia tendrá efectos a partir de los treinta días naturales de su comunicación a 
la junta arbitral.

Si en el momento de producirse la renuncia hubieran tenido entrada en alguna o algunas 
juntas arbitrales, solicitudes de arbitraje en las que quien presenta la renuncia fuera parte, se 
iniciarán o continuarán las actuaciones arbitrales.

Artículo 9.  Distintivo de adhesión al sistema arbitral.
1. Las juntas arbitrales de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 

universal otorgarán un distintivo oficial de adhesión a quienes realicen ofertas públicas de 
sometimiento al sistema arbitral de igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal.

2. Se perderá el derecho al uso del distintivo oficial de adhesión y se procederá a la baja 
en el registro correspondiente de las juntas arbitrales y en el Registro Central de ofertas 
públicas de sometimiento al sistema arbitral de igualdad de oportunidades, no discriminación 
y accesibilidad universal por:

a) Renuncia a la oferta pública de sometimiento al sistema arbitral de igualdad de 
oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal.

b) Utilización fraudulenta del distintivo oficial de adhesión.
c) Incumplimiento reiterado de los laudos.
d) Graves y reiteradas infracciones en materia de igualdad de oportunidades, no 

discriminación y accesibilidad, sancionadas con carácter firme por las Administraciones 
públicas competentes.
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e) Realización de prácticas, constatadas por las Administraciones públicas competentes, 
que lesionen gravemente los derechos e intereses legítimos de las personas con 
discapacidad.

3. El presidente de la junta arbitral que hubiera concedido el distintivo oficial de adhesión, 
será quien dicte la resolución de retirada del distintivo.

4. La resolución será siempre motivada excepto en el supuesto de renuncia voluntaria.
5. El otorgamiento de los distintivos oficiales de adhesión y su retirada se publicarán en 

el correspondiente Diario Oficial.

Artículo 10.  Registro Central de ofertas públicas de sometimiento al sistema arbitral de 
igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal.

1. Se crea un Registro Central de ofertas públicas de sometimiento al sistema arbitral de 
igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal que será gestionado 
por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales a través de la Secretaría de Estado de 
Servicios Sociales, Familias y Discapacidad.

2. Las juntas arbitrales, al tiempo que comuniquen a los interesados la concesión del 
distintivo oficial de adhesión, notificarán dicha comunicación al Registro Central.

3. La junta arbitral a la que se haya dirigido la renuncia a la oferta pública de 
sometimiento, en el plazo de cinco días comunicara ésta al Registro Central, y éste lo 
notificará a todas las juntas arbitrales.

CAPÍTULO IV
De los árbitros

Artículo 11.  Designación y acreditación de los árbitros.
1. La participación como árbitros en el sistema arbitral de igualdad de oportunidades, no 

discriminación y accesibilidad universal, requerirá su acreditación por el presidente de la 
junta arbitral en la que hayan de intervenir.

2. Los árbitros deberán ser licenciados en derecho o expertos o profesionales en alguna 
de las materias a que se hace referencia en el artículo 2.1 de este real decreto.

3. Los árbitros serán propuestos por las Administraciones públicas, las organizaciones 
representativas de las personas con discapacidad y sus familias y las organizaciones de 
carácter económico sin ánimo de lucro, en ambos casos, con mayor implantación en el 
ámbito territorial de la junta arbitral.

4. Los árbitros propuestos deberán solicitar a la junta arbitral su acreditación para actuar 
ante ella. Dicha solicitud implicará la aceptación de su inclusión en la lista de árbitros 
acreditados, y la aceptación del cargo de árbitro en los procedimientos en que sea 
designado como tal, salvo que concurra justa causa apreciada como tal por el presidente de 
la junta arbitral.

Concedida la acreditación, se notificará a los interesados propuestos.
5. En cualquier momento, los árbitros podrán ser removidos de su condición de tal por la 

junta arbitral ante la que estuvieran acreditados, previo acuerdo razonado, por 
incumplimiento grave de sus obligaciones.

6. El secretario de la junta arbitral mantendrá permanentemente actualizada la lista de 
árbitros acreditados ante la junta.

Artículo 12.  Composición de los colegios arbitrales.
1. La junta arbitral designará un colegio arbitral compuesto por tres árbitros acreditados, 

elegidos respectivamente entre los propuestos por la Administración, las organizaciones 
representativas de las personas con discapacidad y sus familias, así como las 
organizaciones de carácter económico sin ánimo de lucro, en ambos casos con mayor 
implantación en el ámbito territorial de la junta arbitral, que actuarán de forma colegiada, 
correspondiendo la presidencia del colegio arbitral, al árbitro elegido entre los propuestos por 
la Administración.
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2. El presidente del colegio arbitral decidirá sobre cuestiones de ordenación, tramitación 
e impulso del procedimiento, pudiendo para ello consultar al resto de los árbitros si lo estima 
conveniente.

Artículo 13.  Abstención y recusación de los árbitros.
1. Los árbitros actuarán en el ejercicio de su función con la debida independencia e 

imparcialidad. En todo caso, no podrán mantener con las partes relación personal, 
profesional o comercial.

2. Las partes podrán recusar a los árbitros en el plazo de diez días desde el momento en 
que le sea notificada la designación para decidir el conflicto o desde el conocimiento de 
cualquier circunstancia que haga suponer la ausencia de la imparcialidad o independencia.

3. La petición de recusación deberá hacerse por escrito ante el presidente de la junta 
arbitral, quien adoptará la decisión, previa audiencia del árbitro, en el plazo de cuarenta y 
ocho horas. La resolución aceptando o rechazando la recusación será notificada al árbitro y, 
en su caso a los demás miembros del colegio arbitral, así como a las partes, y deberá ser 
motivada.

4. Si fuera aceptada la recusación, se procederá a la designación de un nuevo árbitro, en 
la misma forma en que fue designado el sustituido. El nuevo árbitro decidirá si continúa el 
procedimiento iniciado, dándose por enterado de las actuaciones practicadas o 
retrotrayéndolas al momento de la designación del colegio arbitral.

En caso de que el nuevo árbitro asuma las actuaciones practicadas continuará el 
procedimiento iniciado. Si el nuevo árbitro decidiera que se repitieran las actuaciones, se 
acordará una prórroga por el tiempo necesario para la práctica de las mismas.

5. Si no prosperase la recusación planteada, la parte que la instó podrá hacer valer la 
recusación al impugnar el laudo.

6. El procedimiento quedará en suspenso mientras no se haya decidido sobre la 
recusación, prorrogándose el plazo para decidir en un periodo igual al de la suspensión.

CAPÍTULO V
Del procedimiento arbitral

Artículo 14.  Principios.
1. El procedimiento arbitral de igualdad de oportunidades, no discriminación y 

accesibilidad universal se regirá por los principios de gratuidad, voluntariedad, igualdad entre 
las partes, audiencia, contradicción, ausencia de formalismos, normalización y accesibilidad.

Cuando sea necesario para garantizar la igualdad entre las partes, se efectuarán los 
ajustes razonables de los medios que sean precisos.

2. Los árbitros, las partes y las instituciones arbitrales están obligados a respetar la 
confidencialidad de las informaciones que conozcan a través de las actuaciones arbitrales.

Artículo 15.  Normas aplicables a la solución del litigio.
1. El árbitro o colegio arbitral decidirá en equidad, salvo que las partes optaran 

expresamente por la decisión en derecho.
Si existiera oferta publica de sometimiento a arbitraje de derecho, se presumirá, salvo 

manifestación en contrario, que el reclamante acepta este arbitraje en derecho.
2. Las normas jurídicas aplicables y las estipulaciones del contrato, en su caso, servirán 

de apoyo a la decisión en equidad.

Artículo 16.  Solicitud de arbitraje.
1. Las personas con discapacidad presentarán, por escrito o, siempre que se deje 

constancia de su remisión y recepción, por medios electrónicos, informáticos o telemáticos, 
las solicitudes de arbitraje ante la junta arbitral que corresponda según lo previsto en el 
artículo 3 del presente real decreto. La presentación podrá efectuarse directamente o a 
través de las organizaciones representativas de las personas con discapacidad y sus 
familias con mayor implantación en el ámbito territorial de la junta arbitral.
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2. La solicitud de arbitraje deberá reunir los siguientes requisitos:
a) Nombre, apellidos y documento de identificación del solicitante y, en su caso, de la 

persona que lo represente, así como domicilio y lugar señalado a efectos de notificaciones.
b) Nombre, apellidos o razón social del reclamado, así como documento de identificación 

y domicilio si éstos fueran conocidos por el reclamante.
c) Copia del contrato escrito del que trae causa la queja o reclamación o con el cual 

estén relacionadas, si existiera.
d) Hechos que motivan la queja o reclamación y fundamentos en que se basa la 

pretensión.
e) Exposición sucinta de las pretensiones del reclamante, determinando, en su caso y en 

la medida de lo posible, la cuantía de las mismas.
3. Si la solicitud no reuniera los requisitos que señala el apartado anterior, se requerirá al 

interesado para que, en un plazo de diez días, subsane la falta, con indicación de que, si así 
no lo hiciera, se procederá a la inadmisión de la solicitud.

4. Junto a la solicitud se aportarán todos los documentos que se consideren oportunos, 
pudiendo en ese momento proponer las pruebas de que intente valerse.

5. Las juntas arbitrales dispondrán de modelos de solicitud normalizados, que pueden 
descargarse a través de la página web del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

Artículo 17.  Admisión de las solicitudes.
Recibida la solicitud, el presidente de la junta arbitral resolverá sobre su admisión a 

trámite, notificándose a los interesados, sin que quepa recurso alguno contra esta 
resolución.

Además de por las causas previstas en los artículos 2.2 y 16.3, se inadmitirán las 
solicitudes cuando la queja o reclamación no guarde relación con las materias a que se hace 
referencia en el artículo 2.1 del presente real decreto.

Artículo 18.  Notificación de la solicitud.
1. Admitida a trámite la solicitud se comprobará la existencia de oferta pública de 

sometimiento por parte del reclamado y del correspondiente convenio arbitral.
2. En caso de existencia de convenio arbitral, el presidente de la junta arbitral acordará el 

inicio del procedimiento arbitral.
3. En caso de inexistencia de convenio arbitral previo, se notificará la solicitud de 

arbitraje al reclamado, dándole un plazo de diez días hábiles desde el siguiente a la 
notificación, para la aceptación de la solicitud de arbitraje.

Si el reclamado rechazara o no contestara aceptando la invitación al arbitraje, en el plazo 
establecido, el presidente de la junta arbitral ordenará el archivo de la solicitud, notificándolo 
a las partes.

Si el reclamado contestara aceptando la invitación al arbitraje, el presidente de la junta 
arbitral acordará el inicio del procedimiento arbitral.

4. Las resoluciones del presidente de la junta arbitral acordando el inicio del 
procedimiento arbitral se notificarán a las partes, sin que quepa recurso alguno contra las 
mismas.

Artículo 19.  Inicio del arbitraje.
A partir del día siguiente a la fecha de la resolución del presidente de la junta arbitral por 

la que se acuerda el inicio del procedimiento arbitral, comenzarán a contar los plazos de 
duración del procedimiento.

Artículo 20.  Designación del colegio arbitral.
1. Una vez dictada la resolución de inicio del procedimiento, el presidente de la junta 

arbitral designará el colegio arbitral que conocerá del asunto.
2. En los arbitrajes que deban decidirse en derecho, los árbitros deberán ser licenciados 

en derecho.
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3. En los arbitrajes que deban decidirse en equidad, los árbitros deberán ser designados 
entre los expertos o profesionales en la materia sobre la que verse la queja o reclamación 
objeto de arbitraje.

Artículo 21.  Secretaría del colegio arbitral.
El secretario de la junta arbitral desempeñará las funciones de secretaría de los colegios 

arbitrales, facilitando el soporte administrativo y siendo responsable de las notificaciones, 
actuando con voz pero sin voto.

Artículo 22.  Actuaciones arbitrales.
1. Una vez constituido, el colegio arbitral remitirá al reclamado la documentación 

presentada por el reclamante y señalará un plazo máximo de quince días para que presente 
las alegaciones, aporte la documentación y proponga las pruebas que considere 
convenientes.

2. Transcurrido el plazo señalado en el artículo anterior, y remitida al reclamante una 
copia del escrito presentado por el reclamado, el colegio arbitral convocará, si se estima 
necesario, a una audiencia presencial o, en otro caso, concederá un plazo que no excederá 
de quince días a ambas partes para formular alegaciones.

Si las partes no hubieran propuesto prueba alguna, se les requerirá en ese momento 
para que lo hagan.

3. En el caso de que el colegio arbitral no hubiera acordado una audiencia presencial y 
fuera necesaria una segunda fase de alegaciones, podrá acordarse que éstas se realicen en 
un plazo no superior a siete días.

Artículo 23.  Laudo conciliatorio.
Si, una vez iniciado el procedimiento arbitral, las partes llegan a un acuerdo que resuelva 

la controversia, los árbitros lo incorporarán a un laudo en los términos convenidos y siempre 
que no haya motivos de oposición.

El colegio arbitral podrá instar a las partes a la conciliación.

Artículo 24.  Pruebas.
1. El colegio arbitral decidirá acerca de la aceptación o rechazo de las pruebas 

propuestas por las partes, así como la práctica de otras que resulten convenientes y se 
consideren imprescindibles para la solución de la controversia.

2. Las decisiones de los árbitros que se refieran a la realización de pruebas se 
comunicarán a las partes y éstas podrán asistir a su práctica, siempre que su asistencia no 
perturbe o entorpezca su ejecución.

3. Cada parte costeará la prueba que hubiera propuesto. Si hubieran sido propuestas por 
las dos partes o separadamente, pero existiera coincidencia, los gastos ocasionados serán 
repartidos por mitad.

4. Las pruebas propuestas por el colegio arbitral, serán costeadas por la junta arbitral 
correspondiente.

Artículo 25.  Falta de comparecencia de las partes.
Con carácter general, la inactividad o incomparecencia de las partes, en cualquier 

momento del procedimiento arbitral o en la audiencia presencial, no impedirá que se dicte el 
laudo, ni le privará de eficacia, siempre que los árbitros puedan decidir la controversia con la 
documentación aportada y las pruebas practicadas.

Artículo 26.  Adopción de decisiones.
El laudo arbitral, o cualquier acuerdo o resolución diferentes a la ordenación, impulso o 

tramitación del procedimiento, se adoptarán por mayoría. Si no existiera acuerdo de la 
mayoría sobre el alcance de la estimación de la pretensión, decidirá el presidente.
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Artículo 27.  Plazo para dictar el laudo.
1. El plazo para dictar un laudo no será superior a cuatro meses desde el día siguiente a 

la resolución del presidente de la junta arbitral acordando el inicio del procedimiento.
2. Si las partes lograran un acuerdo conciliatorio una vez iniciado el procedimiento 

arbitral, el plazo para dictar el laudo será de quince días desde que se alcanzara aquél.

Artículo 28.  Forma, contenido y notificación del laudo.
1. En lo relativo a la forma y contenido de los laudos será de aplicación lo dispuesto en la 

Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, teniendo en cuenta que no podrán ser objeto 
de recurso de alzada o potestativo de reposición y se someterán también a las previsiones 
de dicha Ley en cuanto a su anulación y ejecución y demás intervenciones judiciales de 
apoyo y control del arbitraje.

2. El secretario de la junta arbitral es responsable de la notificación del laudo.

Disposición adicional primera.  Garantía de accesibilidad del sistema arbitral.
Los procesos, procedimientos, comunicaciones, notificaciones y, en general, los flujos de 

información que integran el sistema arbitral regulado en este real decreto deberán ser 
accesibles a las personas con discapacidad.

Disposición adicional segunda.  Arbitraje unipersonal.
De los arbitrajes en que la cuantía de la pretensión sea inferior a tres mil euros, conocerá 

un solo árbitro, designado por las Administraciones Públicas entre el personal a su servicio 
incluido en la lista de árbitros acreditados y que asumirá las facultades que en este real 
decreto se asignan al presidente del colegio arbitral.

En todo caso, el presidente de la junta arbitral podrá acordar la designación de un 
colegio arbitral, con la composición señalada en el artículo 12 de este real decreto.

Disposición adicional tercera.  Medios materiales y personales.
El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales atenderá con sus propios medios materiales 

y personales la puesta en marcha y funcionamiento de la Junta Arbitral Central de igualdad 
de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal.

El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y las correspondientes Administraciones 
públicas facilitarán los medios materiales y personales necesarios para la puesta en marcha 
de las juntas arbitrales, en los términos dispuestos en los correspondientes convenios de 
colaboración.

Disposición adicional cuarta.  Constitución de la Junta Arbitral Central de igualdad de 
oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal.

En el plazo máximo de seis meses desde la entrada en vigor de este real decreto, se 
constituirá la Junta Arbitral Central de igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal.

Disposición adicional quinta.  Protección de datos de carácter personal.
En el procedimiento regulado en este real decreto, así como en el funcionamiento de los 

registros previstos en el mismo, se tendrá en cuenta lo dispuesto en la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de septiembre, de Protección de Datos de Carácter Personal y sus 
disposiciones complementarias.

Disposición final primera.  Normas de aplicación supletoria.
1. En lo no previsto en este real decreto, serán de aplicación la Ley 60/2003, de 23 de 

diciembre, de Arbitraje y sus normas de desarrollo, en particular en lo relativo a la 
notificación, al procedimiento arbitral y sus efectos.

2. Asimismo, será de aplicación supletoria, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
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Común, en aquellos aspectos relativos al funcionamiento de los órganos colegiados y a las 
normas respecto a los convenios de colaboración entre la Administración General del Estado 
y sus organismos públicos y las Administraciones de las comunidades autónomas.

Disposición final segunda.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo de la competencia del Estado en materia de 

legislación procesal, conforme al artículo 149.1.6.ª de la Constitución.

Disposición final tercera.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se faculta al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, en el ámbito de sus competencias 

para dictar las disposiciones necesarias para la ejecución y desarrollo de lo dispuesto en 
este real decreto.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 76

Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las 
personas trans y para la garantía de los derechos de las personas 

LGTBI. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 51, de 1 de marzo de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-5366

[ . . . ]
TÍTULO III

Protección efectiva y reparación frente a la discriminación y la violencia por 
LGTBIfobia

CAPÍTULO I
Medidas generales de protección y reparación

[ . . . ]
Artículo 63.  Actuación administrativa contra la discriminación.

1. Cuando una autoridad pública, con ocasión del ejercicio de sus competencias, tenga 
conocimiento de un supuesto de discriminación por razón de las causas previstas en esta ley 
deberá, si es competente, incoar el correspondiente procedimiento administrativo, en el que 
se podrán acordar las medidas necesarias para investigar las circunstancias del caso y 
adoptar las medidas oportunas y proporcionadas para su eliminación o, en caso de no serlo, 
comunicar estos hechos de forma inmediata a la administración competente, de acuerdo con 
lo establecido en las leyes administrativas.

2. A los efectos de lo establecido en el artículo 4.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones públicas, los partidos 
políticos, las organizaciones sindicales, las organizaciones empresariales, las asociaciones 
profesionales de personas trabajadoras autónomas, las asociaciones de personas 
consumidoras y usuarias y las asociaciones y organizaciones legalmente constituidas que 
tengan entre sus fines la defensa y promoción de los derechos de las personas LGTBI y sus 
familias, podrán tener la consideración de interesadas en los procedimientos administrativos 
en los que la Administración tenga que pronunciarse en relación con una situación de 
discriminación por razón de las causas previstas en esta ley, siempre que cuenten con la 
autorización de la persona o personas afectadas. No será necesaria esta autorización 
cuando las personas afectadas sean una pluralidad indeterminada o de difícil determinación, 
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sin perjuicio de que quienes se consideren afectados puedan también participar en el 
procedimiento.

3. Con el consentimiento expreso de las partes, la Autoridad Independiente para la 
Igualdad de Trato y la No Discriminación, podrá actuar como órgano de mediación o 
conciliación en los términos previstos en la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la 
igualdad de trato y la no discriminación.

[ . . . ]
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§ 77

Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 7, de 8 de enero de 2000

Última modificación: 20 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2000-323

[ . . . ]
LIBRO IV

De los procesos especiales

TÍTULO I
De los procesos sobre provisión de medidas judiciales de apoyo a las 

personas con discapacidad, filiación, matrimonio y menores

CAPÍTULO I
De las disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 751.  Indisponibilidad del objeto del proceso.

1. En los procesos a que se refiere este título no surtirán efecto la renuncia, el 
allanamiento ni la transacción.

2. El desistimiento requerirá la conformidad del Ministerio Fiscal, excepto en los casos 
siguientes:

1.º En los procesos que se refieran a filiación, paternidad y maternidad, siempre que no 
existan menores, personas con discapacidad con medidas judiciales de apoyo en las que se 
designe un apoyo con funciones representativas o ausentes interesados en el procedimiento.

2.º En los procesos de nulidad matrimonial por minoría de edad, cuando el cónyuge que 
contrajo matrimonio siendo menor ejercite, después de llegar a la mayoría de edad, la acción 
de nulidad.

3.º En los procesos de nulidad matrimonial por error, coacción o miedo grave.
4.º En los procesos de separación y divorcio.
3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, las pretensiones que se 

formulen en los procesos a que se refiere este Título y que tengan por objeto materias sobre 
las que las partes puedan disponer libremente, según la legislación civil aplicable, podrán ser 
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objeto de renuncia, allanamiento, transacción o desistimiento, conforme a lo previsto en el 
capítulo IV del Título I del Libro I de esta Ley.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De los procesos matrimoniales y de menores

[ . . . ]
Artículo 770.  Procedimiento.

Las demandas de separación y divorcio, salvo las previstas en el artículo 777, las de 
nulidad del matrimonio y las demás que se formulen al amparo del título IV del libro I del 
Código Civil, se sustanciarán por los trámites del juicio verbal, conforme a lo establecido en 
el capítulo I de este título, y con sujeción, además, a las siguientes reglas:

1.ª A la demanda deberá acompañarse certificación de la inscripción del matrimonio, y en 
su caso, las de inscripción de nacimiento de los hijos en el Registro Civil, así como los 
documentos en que el cónyuge funde su derecho. Si se solicitan medidas de carácter 
patrimonial, tanto la parte actora como la parte demandada deberán aportar los documentos 
de que dispongan que permitan evaluar la situación económica de los cónyuges, y en su 
caso, de los hijos, tales como declaraciones tributarias, nóminas, certificaciones bancarias, 
títulos de propiedad o certificaciones registrales. De igual forma se deberá acreditar, de 
existir, la resolución judicial o acuerdo en virtud del cual corresponde el uso de la vivienda 
familiar.

2.ª La reconvención se propondrá con la contestación a la demanda. El actor dispondrá 
de 10 días para contestarla.

Sólo se admitirá la reconvención:
a) Cuando se funde en alguna de las causas que puedan dar lugar a la nulidad del 

matrimonio.
b) Cuando el cónyuge demandado de separación o de nulidad pretenda el divorcio.
c) Cuando el cónyuge demandado de nulidad pretenda la separación.
d) Cuando el cónyuge demandado pretenda la adopción de medidas definitivas, que no 

hubieran sido solicitadas en la demanda, y sobre las que el tribunal no deba pronunciarse de 
oficio.

3.ª A la vista deberán concurrir las partes por sí mismas, con apercibimiento de que su 
incomparecencia sin causa justificada podrá determinar que se consideren admitidos los 
hechos alegados por la parte que comparezca para fundamentar sus peticiones sobre 
medidas definitivas de carácter patrimonial. También será obligatoria la presencia de los 
abogados respectivos.

4.ª Las pruebas que no puedan practicarse en el acto de la vista se practicarán dentro 
del plazo que el Tribunal señale, que no podrá exceder de treinta días.

Durante este plazo, el Tribunal podrá acordar de oficio las pruebas que estime 
necesarias para comprobar la concurrencia de las circunstancias en cada caso exigidas por 
el Código Civil para decretar la nulidad, separación o divorcio, así como las que se refieran a 
hechos de los que dependan los pronunciamientos sobre medidas que afecten a los hijos 
menores o a los mayores con discapacidad que precisen apoyo, de acuerdo con la 
legislación civil aplicable.

Si el procedimiento fuere contencioso y se estimare necesario de oficio o a petición del 
fiscal, partes o miembros del equipo técnico judicial o de los propios hijos, podrán ser oídos 
cuando tengan menos de doce años, debiendo ser oídos en todo caso si hubieran alcanzado 
dicha edad. También habrán de ser oídos cuando precisen apoyo para el ejercicio de su 
capacidad jurídica y este sea prestado por los progenitores, así como los hijos con 
discapacidad, cuando se discuta el uso de la vivienda familiar y la estén usando.

En las audiencias con los hijos menores o con los mayores con discapacidad que 
precisen apoyo para el ejercicio de su capacidad jurídica se garantizará por la autoridad 
judicial que sean realizadas en condiciones idóneas para la salvaguarda de sus intereses, 
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sin interferencias de otras personas, y recabando excepcionalmente el auxilio de 
especialistas cuando ello sea necesario.

5.ª En cualquier momento del proceso, concurriendo los requisitos señalados en el 
artículo 777, las partes podrán solicitar que continúe el procedimiento por los trámites que se 
establecen en dicho artículo.

6.ª En los procesos que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos 
menores o sobre alimentos reclamados en nombre de los hijos menores, para la adopción de 
las medidas cautelares que sean adecuadas a dichos procesos se seguirán los trámites 
establecidos en esta Ley para la adopción de medidas previas, simultáneas o definitivas en 
los procesos de nulidad, separación o divorcio.

7.ª Las partes de común acuerdo podrán solicitar la suspensión del proceso de 
conformidad con lo previsto en el artículo 19.4 de esta Ley, para someterse a mediación.

8.ª En los procesos matrimoniales en que existieran hijos comunes mayores de dieciséis 
años que se hallasen en situación de necesitar medidas de apoyo por razón de su 
discapacidad, se seguirán, en su caso, los trámites establecidos en esta ley para los 
procesos para la adopción judicial de medidas de apoyo a una persona con discapacidad.

[ . . . ]
Artículo 777.  Separación o divorcio solicitados de mutuo acuerdo o por uno de los 
cónyuges con el consentimiento del otro.

1. Las peticiones de separación o divorcio presentadas de común acuerdo por ambos 
cónyuges o por uno con el consentimiento del otro se tramitarán por el procedimiento 
establecido en el presente artículo.

2. Al escrito por el que se promueva el procedimiento deberá acompañarse la 
certificación de la inscripción del matrimonio y, en su caso, las de inscripción de nacimiento 
de los hijos en el Registro Civil, así como la propuesta de convenio regulador conforme a lo 
establecido en la legislación civil y el documento o documentos en que el cónyuge o 
cónyuges funden su derecho, incluyendo, en su caso, el acuerdo final alcanzado en el 
procedimiento de mediación familiar. Si algún hecho relevante no pudiera ser probado 
mediante documentos, en el mismo escrito se propondrá la prueba de que los cónyuges 
quieran valerse para acreditarlo.

3. Admitida la solicitud de separación o divorcio, el Letrado de la Administración de 
Justicia citará a los cónyuges, dentro de los tres días siguientes, para que se ratifiquen por 
separado en su petición. Si ésta no fuera ratificada por alguno de los cónyuges, el Letrado 
de la Administración de Justicia acordará de inmediato el archivo de las actuaciones, 
quedando a salvo el derecho de los cónyuges a promover la separación o el divorcio 
conforme a lo dispuesto en el artículo 770. Contra esta resolución del Letrado de la 
Administración de Justicia podrá interponerse recurso directo de revisión ante el Tribunal.

4. Ratificada por ambos cónyuges la solicitud, si la documentación aportada fuera 
insuficiente, el Juez o el Letrado de la Administración de Justicia que fuere competente 
concederá a los solicitantes un plazo de diez días para que la completen. Durante este plazo 
se practicará, en su caso, la prueba que los cónyuges hubieren propuesto y la demás que el 
tribunal considere necesaria para acreditar la concurrencia de las circunstancias en cada 
caso exigidas por el Código Civil y para apreciar la procedencia de aprobar la propuesta de 
convenio regulador.

5. Si hubiera hijos menores o hijos mayores con discapacidad y medidas de apoyo 
atribuidas a sus progenitores, el Tribunal recabará informe del Ministerio Fiscal sobre los 
términos del convenio relativos a los hijos y serán oídos cuando se estime necesario de 
oficio o a petición del fiscal, partes o miembros del equipo técnico judicial o del propio hijo. 
Estas actuaciones se practicarán durante el plazo a que se refiere el apartado anterior o, si 
este no se hubiera abierto, en el plazo de cinco días.

6. Cumplido lo dispuesto en los dos apartados anteriores o, si no fuera necesario, 
inmediatamente después de la ratificación de los cónyuges, el tribunal dictará sentencia 
concediendo o denegando la separación o el divorcio y pronunciándose, en su caso, sobre el 
convenio regulador.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 77  Ley de Enjuiciamiento Civil [parcial]

– 330 –



7. Concedida la separación o el divorcio, si la sentencia no aprobase en todo o en parte 
el convenio regulador propuesto, se concederá a las partes un plazo de diez días para 
proponer nuevo convenio, limitado, en su caso, a los puntos que no hayan sido aprobados 
por el tribunal. Presentada la propuesta o transcurrido el plazo concedido sin hacerlo, el 
tribunal dictará auto dentro del tercer día, resolviendo lo procedente.

8. La sentencia que deniegue la separación o el divorcio y el auto que acuerde alguna 
medida que se aparte de los términos del convenio propuesto por los cónyuges podrán ser 
recurridos en apelación. El recurso contra el auto que decida sobre las medidas no 
suspenderá la eficacia de estas, ni afectará a la firmeza de la sentencia relativa a la 
separación o al divorcio.

La sentencia o el auto que aprueben en su totalidad la propuesta de convenio solo 
podrán ser recurridos, en interés de los hijos menores o en aras de la salvaguarda de la 
voluntad, preferencias y derechos de los hijos con discapacidad con medidas de apoyo 
atribuidas a sus progenitores, por el Ministerio Fiscal.

9. La modificación del convenio regulador o de las medidas acordadas por el tribunal en 
los procedimientos a que se refiere este artículo se sustanciará conforme a lo dispuesto en el 
mismo cuando se solicite por ambos cónyuges de común acuerdo o por uno con el 
consentimiento del otro y con propuesta de nuevo convenio regulador. En otro caso, se 
estará a lo dispuesto en el artículo 775.

10. Si la competencia fuera del letrado de la Administración de Justicia por no existir 
hijos con discapacidad con medidas de apoyo atribuidas a sus progenitores ni menores no 
emancipados, inmediatamente después de la ratificación de los cónyuges ante el letrado de 
la Administración de Justicia, este dictará decreto pronunciándose sobre el convenio 
regulador.

El decreto que formalice la propuesta del convenio regulador declarará la separación o 
divorcio de los cónyuges.

Si considerase que, a su juicio, alguno de los acuerdos del convenio pudiera ser dañoso 
o gravemente perjudicial para uno de los cónyuges o para los hijos mayores o menores 
emancipados afectados, lo advertirá a los otorgantes y dará por terminado el procedimiento. 
En este caso, los cónyuges solo podrán acudir ante el juez para la aprobación de la 
propuesta de convenio regulador.

El decreto no será recurrible.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV BIS

Medidas relativas a la restitución o retorno de menores en los supuestos de 
sustracción internacional

[ . . . ]
Artículo 778 quinquies.  Procedimiento.

1. El procedimiento se iniciará mediante demanda en la que se instará la restitución del 
menor o su retorno al lugar de procedencia e incluirá toda la información exigida por la 
normativa internacional aplicable y, en todo caso, la relativa a la identidad del demandante, 
del menor y de la persona que se considere que ha sustraído o retenido al menor, así como 
los motivos en que se basa para reclamar su restitución o retorno. Deberá igualmente 
aportar toda la información que disponga relativa a la localización del menor y a la identidad 
de la persona con la que se supone se encuentra.

A la demanda deberá acompañarse la documentación requerida, en su caso, por el 
correspondiente convenio o norma internacional y cualquier otra en la que el solicitante 
funde su petición.

2. El Letrado de la Administración de Justicia resolverá sobre la admisión de la demanda 
en el plazo de las 24 horas siguientes y, si entendiera que ésta no resulta admisible, dará 
cuenta al Juez para que resuelva lo que proceda dentro de dicho plazo.

En la misma resolución en la que sea admitida la demanda, el Letrado de la 
Administración de Justicia requerirá a la persona a quien se impute la sustracción o 
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retención ilícita del menor para que, en la fecha que se determine, que no podrá exceder de 
los tres días siguientes, comparezca con el menor y manifieste si accede a su restitución o 
retorno, o se opone a ello, alegando en tal caso alguna de las causas establecidas en el 
correspondiente convenio o norma internacional aplicable.

El requerimiento se practicará con los apercibimientos legales y con entrega al requerido 
del texto del correspondiente convenio o norma internacional aplicable.

3. Cuando el menor no fuera hallado en el lugar indicado en la demanda, y si, tras la 
realización de las correspondientes averiguaciones por el Letrado de la Administración de 
Justicia sobre su domicilio o residencia, éstas son infructuosas, se archivará 
provisionalmente el procedimiento hasta ser encontrado.

Si el menor fuera hallado en otra provincia, el Letrado de la Administración de Justicia, 
previa audiencia del Ministerio Fiscal y de las partes personadas por el plazo de un día, dará 
cuenta al Juez para que resuelva al día siguiente lo que proceda mediante auto, remitiendo, 
en su caso, las actuaciones al Tribunal que considere territorialmente competente y 
emplazando a las partes para que comparezcan ante el mismo dentro del plazo de los tres 
días siguientes.

4. Llegado el día, si el requerido compareciere y accediere a la restitución del menor o a 
su retorno al lugar de procedencia, según corresponda, el Letrado de la Administración de 
Justicia levantará acta y el Juez dictará auto el mismo día acordando la conclusión del 
proceso y la restitución o el retorno del menor, pronunciándose en cuanto a los gastos, 
incluidos los de viaje, y las costas del proceso.

El demandado podrá comparecer en cualquier momento, antes de la finalización del 
procedimiento, y acceder a la entrega del menor, o a su retorno al lugar de procedencia, 
siendo de aplicación lo dispuesto en este apartado.

5. Si no compareciese o si comparecido no lo hiciera en forma, ni presentara oposición ni 
procediera, en este caso, a la entrega o retorno del menor, el Letrado de la Administración 
de Justicia en el mismo día le declarará en rebeldía y dispondrá la continuación del 
procedimiento sin el mismo, citando únicamente al demandante y al Ministerio Fiscal a una 
vista ante el Juez que tendrá lugar en un plazo no superior a los cinco días siguientes, a 
celebrar conforme a lo dispuesto en el apartado sexto de este artículo. Dicha resolución, no 
obstante, deberá ser notificada al demandado, tras lo cual no se llevará a cabo ninguna otra, 
excepto la de la resolución que ponga fin al proceso.

El Juez podrá decretar las medidas cautelares que estime pertinentes en relación con el 
menor, caso de no haberse adoptado ya con anterioridad, conforme al artículo 773.

6. Si en la primera comparecencia el requerido formulase oposición a la restitución o 
retorno del menor al amparo de las causas establecidas en el correspondiente convenio o 
norma internacional aplicable, lo que deberá realizar por escrito, el Letrado de la 
Administración de Justicia en el mismo día dará traslado de la oposición y citará a todos los 
interesados y al Ministerio Fiscal a una vista que se celebrará dentro del improrrogable plazo 
de los cinco días siguientes.

7. La celebración de la vista no se suspenderá por incomparecencia del demandante. Si 
fuera el demandado que se hubiera opuesto quien no compareciere, el Juez le tendrá por 
desistido de la oposición y continuará la vista.

Durante la celebración de la misma se oirá a las partes que comparezcan para que 
expongan lo que estimen procedente, en concreto, a la persona que solicitó la restitución o 
retorno, al Ministerio Fiscal y a la parte demandada, incluso si compareciere en este trámite 
por vez primera.

Se practicarán, en su caso, las pruebas útiles y pertinentes que las partes o el Ministerio 
Fiscal propongan y las que el Juez acuerde de oficio sobre los hechos que sean relevantes 
para la decisión sobre la ilicitud o no del traslado o retención y las medidas a adoptar, dentro 
del plazo improrrogable de seis días. El Juez podrá también recabar, de oficio, a instancia de 
parte o del Ministerio Fiscal, los informes que estime pertinentes cuya realización será 
urgente y preferente a cualquier otro proceso.

8. Antes de adoptar cualquier decisión relativa a la procedencia o improcedencia de la 
restitución del menor o su retorno al lugar de procedencia, el Juez, en cualquier momento del 
proceso y en presencia del Ministerio Fiscal, oirá separadamente al menor, a menos que la 
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audiencia del mismo no se considere conveniente atendiendo a la edad o grado de madurez 
del mismo, lo que se hará constar en resolución motivada.

En la exploración del menor se garantizará que el mismo pueda ser oído en condiciones 
idóneas para la salvaguarda de sus intereses, sin interferencias de otras personas, y 
recabando excepcionalmente el auxilio de especialistas cuando ello fuera necesario. Esta 
actuación podrá realizarse a través de videoconferencia u otro sistema similar.

9. Celebrada la vista y, en su caso, practicadas las pruebas pertinentes, dentro de los 
tres días siguientes a su finalización, el Juez dictará sentencia en la que se pronunciará 
únicamente sobre si el traslado o la retención son ilícitos y acordará si procede o no la 
restitución del menor a la persona, institución u organismo que tenga atribuida la guarda y 
custodia o su retorno al lugar de procedencia para permitir al solicitante el ejercicio del 
régimen de estancia, comunicación o relación con el menor, teniendo en cuenta el interés 
superior de éste y los términos del correspondiente convenio o de las disposiciones de la 
Unión Europea en la materia, según el caso. La resolución que acuerde la restitución del 
menor o su retorno establecerá detalladamente la forma ý el plazo de ejecución, pudiendo 
adoptar las medidas necesarias para evitar un nuevo traslado o retención ilícito del menor 
tras la notificación de la sentencia.

10. Si se acordare la restitución o retorno del menor, en la resolución se establecerá que 
la persona que hubiere trasladado o retenido al menor abone las costas procesales, 
incluidas aquellas en que haya incurrido el solicitante, los gastos de viaje y los que ocasione 
la restitución o retorno del menor al Estado donde estuviera su residencia habitual con 
anterioridad a la sustracción.

En los demás casos se declararán de oficio las costas del proceso.
11. Contra la resolución que se dicte sólo cabrá recurso de apelación con efectos 

suspensivos, que tendrá tramitación preferente, debiendo ser resuelto en el improrrogable 
plazo de treinta días.

En la tramitación del recurso de apelación se seguirán las siguientes especialidades:
a) Se interpondrá ante el tribunal que haya de resolver el recurso en el plazo de diez días 

contados desde el día siguiente a la notificación de la resolución, debiendo el órgano judicial 
acordar su admisión o no dentro de las veinticuatro horas siguientes a la presentación.

b) Admitido el recurso, las demás partes tendrán tres días para presentar escrito de 
oposición al recurso o, en su caso, de impugnación. En este último supuesto, igualmente el 
apelante principal dispondrá del plazo de tres días para manifestar lo que tenga por 
conveniente.

c) Si hubiere de practicarse prueba o si se acordase la celebración de vista, el Letrado 
de la Administración de Justicia señalará día para dentro de los tres días siguientes.

d) La resolución deberá ser dictada dentro de los tres días siguientes a la terminación de 
la vista o, en defecto de ésta, a contar desde el día siguiente a aquel en que se hubieran 
recibido los autos en el tribunal competente para la apelación.

12. En cualquier momento del proceso, ambas partes podrán solicitar la suspensión del 
mismo de conformidad con lo previsto en el artículo 19.4, para someterse a mediación. 
También el Juez podrá en cualquier momento, de oficio o a petición de cualquiera de las 
partes, proponer una solución de mediación si, atendiendo a las circunstancias concurrentes, 
estima posible que lleguen a un acuerdo, sin que ello deba suponer un retraso injustificado 
del proceso. En tales casos, el Letrado de la Administración de Justicia acordará la 
suspensión por el tiempo necesario para tramitar la mediación. La Entidad Publica que tenga 
las funciones de protección del menor puede intervenir como mediadora si así se solicitase 
de oficio, por las partes o por el Ministerio Fiscal.

La duración del procedimiento de mediación será lo más breve posible y sus actuaciones 
se concentrarán en el mínimo número de sesiones, sin que en ningún caso pueda la 
suspensión del proceso para mediación exceder del plazo legalmente previsto en este 
Capítulo.

El procedimiento judicial se reanudará si lo solicita cualquiera de las partes o, en caso de 
alcanzarse un acuerdo en la mediación, que deberá ser aprobado por el Juez teniendo en 
cuenta la normativa vigente y el interés superior del niño.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 77  Ley de Enjuiciamiento Civil [parcial]

– 333 –



13. En la ejecución de la sentencia en la que se acuerde la restitución del menor o su 
retorno al Estado de procedencia, la Autoridad Central prestará la necesaria asistencia al 
Juzgado para garantizar que se realice sin peligro, adoptando en cada caso las medidas 
administrativas precisas.

Si el progenitor que hubiera sido condenado a la restitución del menor o a su retorno se 
opusiere, impidiera u obstaculizara su cumplimiento, el Juez deberá adoptar las medidas 
necesarias para la ejecución de la sentencia de forma inmediata, pudiendo ayudarse de la 
asistencia de los servicios sociales y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

[ . . . ]
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§ 78

Ley 39/2022, de 30 de diciembre, del Deporte. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 314, de 31 de diciembre de 2022

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2022-24430

[ . . . ]
TÍTULO I

De la organización administrativa del deporte

CAPÍTULO I
Dirección de la política estatal del deporte

Artículo 13.  Dirección de la política estatal del deporte.
1. Corresponde al Gobierno, dentro de sus competencias, la dirección de la política 

deportiva estatal y la fijación de sus objetivos y elementos esenciales. Asimismo, el Gobierno 
impulsará un marco de relaciones interadministrativas que permita el desarrollo de un 
sistema deportivo en colaboración y cooperación con el resto de las Administraciones 
Públicas.

2. El Consejo Superior de Deportes, organismo autónomo adscrito al Ministerio de 
Cultura y Deporte, asumirá la gestión directa de la política deportiva estatal.

Artículo 14.  Competencias del Consejo Superior de Deportes.
Son competencias del Consejo Superior de Deportes:
a) Fijar los objetivos y criterios de la política deportiva de la Administración General del 

Estado, así como los de representación y participación internacionales.
b) Establecer, en coordinación con el resto de las Administraciones Públicas, programas 

específicos para el fomento, en condiciones de igualdad de trato y no discriminación, de la 
actividad física y el deporte.

c) Instaurar, en los términos que se contienen en esta ley, un marco de relaciones 
interadministrativas sobre la base de la cooperación y la colaboración entre las 
Administraciones Públicas.

d) Impulsar con las Comunidades Autónomas la programación del deporte escolar y 
universitario, en el ámbito de sus competencias, y determinar las reglas de su participación 
nacional e internacional, de acuerdo con el principio de igualdad y no discriminación.
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e) Elaborar y ejecutar, en colaboración con las Comunidades Autónomas y Entidades 
Locales, planes de construcción y mejora del equipamiento y las instalaciones deportivas 
para el desarrollo del deporte de competición, así como actualizar, en el ámbito de sus 
competencias, la normativa técnica de las instalaciones deportivas y su equipamiento, 
prestando especial atención al cumplimiento de los requisitos establecidos sobre seguridad y 
accesibilidad universal de las mismas, libres de barreras arquitectónicas.

f) Reconocer, a los efectos de esta ley y de participación y desarrollo de la actividad 
deportiva de ámbito estatal, la existencia de modalidades y especialidades deportivas.

g) En relación con las federaciones deportivas españolas, autorizar su creación, así 
como acordar, en su caso, su liquidación y extinción; ratificar sus estatutos y reglamentos 
expresamente previstos en esta ley junto a sus modificaciones; controlar el contenido 
mínimo y la sujeción al ordenamiento jurídico de los acuerdos de integración y separación 
previstos en el artículo 48; así como autorizar su adhesión a las correspondientes 
federaciones deportivas internacionales.

h) Acordar con las federaciones deportivas españolas sus objetivos, programas 
deportivos, en especial los del deporte de alto nivel y estructuras funcionales, para su 
posterior desarrollo y ejecución.

i) Conceder las subvenciones que procedan a las federaciones deportivas y demás 
entidades deportivas, asociaciones y sindicatos de deportistas y asociaciones de 
aficionados, inspeccionando y comprobando la adecuación de las mismas al cumplimiento 
de los fines previstos en esta ley, y ordenar a los órganos correspondientes de ejecución de 
las subvenciones el reintegro de las cantidades o la paralización de las disposiciones de 
fondos cuando se cumplan los supuestos que habilitan tales medidas.

j) Autorizar la constitución y liquidación de las ligas profesionales, y ratificar sus estatutos 
y reglamentos expresamente previstos en esta ley, así como sus modificaciones.

k) Calificar las competiciones oficiales de ámbito estatal que deben ser consideradas de 
carácter profesional, previo informe no vinculante de la federación deportiva correspondiente, 
así como establecer, previo informe de las ligas profesionales, las medidas y los objetivos 
que aseguren la sostenibilidad económica de las competiciones profesionales y tutelar su 
cumplimiento por parte de las ligas profesionales correspondientes.

l) Autorizar la inscripción de las entidades reconocidas por esta ley en el Registro Estatal 
de Entidades Deportivas, así como las modificaciones del régimen de participación de sus 
socios o miembros, en los términos establecidos en la sección 2.ª del capítulo V del título III.

m) Conocer las auditorias de cuentas y las cuentas anuales de las entidades deportivas 
reconocidas por esta ley, así como recabar los informes y documentos complementarios en 
relación con las mismas; encargar la realización de auditorías de cuentas cuando así se 
establezca en esta ley o en sus disposiciones de desarrollo; fijar los criterios generales de 
solvencia de las entidades deportivas que se implanten por las ligas profesionales y las 
federaciones deportivas españolas en el ámbito de sus respectivas competencias, y conocer 
los informes de buen gobierno de las federaciones deportivas españolas y de las ligas 
profesionales, adoptando, en su caso, las medidas oportunas.

n) El ejercicio de las facultades de control económico y de actuación sobre las entidades 
deportivas reconocidas por esta ley en los términos establecidos en los artículos 41 y 58.

ñ) La administración del arbitraje y la designación de árbitros en relación con las 
discrepancias que puedan suscitarse sobre la comercialización y explotación de los 
derechos audiovisuales en las competiciones, en los términos previstos en el artículo 9 del 
Real Decreto-ley 5/2015, de 30 de abril, de medidas urgentes en relación con la 
comercialización de los derechos de explotación de contenidos audiovisuales de las 
competiciones de fútbol profesionales.

o) Autorizar o denegar, previa conformidad del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 
Europea y Cooperación, la celebración en territorio español de competiciones deportivas 
oficiales de carácter internacional, y de aquellas otras competiciones o actividades 
deportivas que utilicen la nomenclatura y la simbología que es propia del Estado o bien sea 
susceptible de generar confusión, así como la participación de las selecciones de ámbito 
estatal en las competiciones internacionales.

p) Promover e impulsar, sin perjuicio de las competencias que ostenta la Agencia Estatal 
Comisión Española para la Lucha Antidopaje en el Deporte, medidas de prevención, control 
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y represión del uso de sustancias prohibidas y métodos no reglamentarios, destinados a 
aumentar artificialmente la capacidad física de las personas deportistas o de los animales 
participantes en actividades deportivas o a modificar fraudulentamente los resultados de las 
competiciones y actividades deportivas reconocidas en esta ley.

q) Establecer una política específica de prevención de los riesgos asociados a la práctica 
deportiva y de las posibles patologías que pudieran aparecer durante o tras la finalización de 
la práctica deportiva.

r) Establecer instrumentos, elaborar informes, estadísticas, estudios, protocolos, guías y 
cualquier otra herramienta que pueda contribuir a difundir los beneficios de la actividad física 
y el deporte y la consolidación de hábitos saludables como consecuencia de su práctica, así 
como recabar datos sobre la situación de las personas LGTBI+ en el ámbito del deporte y la 
actividad física que permitan desarrollar políticas públicas contra la LGTBIfobia en el 
deporte.

s) Apoyar e incentivar la investigación científica y la innovación en materia deportiva, de 
conformidad con los criterios establecidos en la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la 
Tecnología y la Innovación, garantizando una representación equilibrada de todas las áreas 
del conocimiento y disciplinas científicas que puedan aportar al conocimiento del fenómeno 
deportivo.

t) Gestionar el censo de instalaciones deportivas estatal en colaboración con las 
Comunidades Autónomas y las Entidades Locales.

u) Colaborar con el resto de las Administraciones Públicas en la adopción de medidas 
que aseguren la sostenibilidad de la actividad deportiva en el medio ambiente, así como en 
el entorno urbano y natural.

v) Apoyar y promover la formación de personal técnico deportivo, tanto en su desempeño 
técnico como en sus habilidades para la prevención e intervención ante conductas violentas, 
acoso o abuso sexual, machismo, sexismo, xenofobia, aporofobia, racismo, LGTBIfobia, 
serofobia, capacitismo o ante cualquier forma de discriminación, a través de la colaboración 
con las federaciones deportivas y con los organismos competentes de la Administración 
General del Estado. Igualmente, apoyar y promover la gestión económica, presupuestaria y 
de personal de los centros de titularidad estatal que impartan enseñanzas deportivas de 
grado superior a distancia en todo el territorio nacional; así como proponer, en el marco de 
las competencias educativas de la Administración General del Estado, la regulación y 
ordenación de las enseñanzas deportivas de régimen especial.

w) Resolver los recursos administrativos que se interpongan contra los actos y 
resoluciones que se dicten por las federaciones deportivas españolas en el ejercicio de las 
funciones establecidas en el artículo 51, que no estén atribuidos a otros órganos, así como 
ejercer la potestad sancionadora en los términos previstos en esta ley y sus disposiciones de 
desarrollo.

x) Velar por la efectiva aplicación de esta ley y demás normas que la desarrollen, 
ejercitando al efecto las acciones que procedan, así como cualquier otra facultad atribuida 
legal o reglamentariamente que persiga el cumplimiento de los fines y objetivos señalados 
en la presente disposición.

y) Diseñar, con la participación de las Administraciones competentes, de las 
federaciones deportivas y de las ligas profesionales, políticas de promoción internacional del 
modelo de deporte español, coordinando la ejecución de estas medidas con el Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación.

z) Llevar a cabo, en colaboración con el resto de las Administraciones Públicas, con las 
federaciones deportivas españolas y otros agentes del sector, acciones para el fomento del 
turismo y la industria vinculados a la actividad física y el deporte.

aa) Impulsar políticas públicas de fomento de la práctica deportiva en las personas 
mayores y menores de edad, en colaboración con el resto de las Administraciones Públicas 
y, en su caso, con las federaciones deportivas españolas y otros agentes del sector.

ab) Promover políticas públicas de fomento de la práctica deportiva en las personas con 
discapacidad, en colaboración con el resto de las Administraciones Públicas, con las 
federaciones deportivas españolas y con el movimiento asociativo de las personas con 
discapacidad, manteniendo una visión transversal de las necesidades de estas personas en 
todos los ámbitos del deporte.
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ac) Procurar la participación de las aficiones en el deporte mediante la coordinación 
directa con las asociaciones que las representan.

ad) Proponer, sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas y previo 
informe de la Conferencia Sectorial del Deporte, reunida en convocatoria urgente y 
extraordinaria, la adopción de medidas excepcionales de reacción rápida y protección del 
sector ante situaciones de alto riesgo o crisis derivadas de pandemias sanitarias, catástrofes 
naturales u otras circunstancias imprevisibles.

ae) Fomentar la colaboración público-privada en la promoción y financiación del deporte, 
de actividades deportivas y deportistas.

af) Desarrollar reglamentariamente los requisitos del sistema común de solución de 
conflictos de carácter extrajudicial contemplado en el artículo 119 de la ley.

Artículo 15.  Régimen jurídico y estructura del Consejo.
1. El Consejo Superior de Deportes tiene personalidad jurídica propia y capacidad de 

obrar para el cumplimiento de sus fines y funciones y se regirá por lo dispuesto en esta ley, 
en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la 
que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y 
del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, en la Ley 47/2003, de 26 
de noviembre, General Presupuestaria, en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del 
Patrimonio de las Administraciones Públicas, así como en el resto de las normas de derecho 
administrativo general y especial que le sean de aplicación.

2. La estructura organizativa del Consejo Superior de Deportes se determinará en su 
Estatuto, aprobado por Real Decreto.

[ . . . ]
TÍTULO VIII

De la solución de conflictos en el deporte

CAPÍTULO I
De la naturaleza de los actos

Artículo 116.  Actos de carácter administrativo.
1. Tienen naturaleza administrativa aquellos actos dictados por cualquiera de los órganos 

del Consejo Superior de Deportes en el ejercicio de potestades o competencias públicas 
previstas en la presente ley o en cualesquiera otras disposiciones.

Asimismo, tienen esta condición las resoluciones que adopte el Tribunal Administrativo 
del Deporte en el ejercicio de las competencias que le reconoce el título VII.

2. Específicamente, tienen carácter administrativo:
a) Los laudos dictados por el Consejo Superior de Deportes en el ejercicio de la función 

arbitral establecida en el artículo 9 del Real Decreto-ley 5/2015, de 30 de abril, de medidas 
urgentes en relación con la comercialización de los derechos de explotación de contenidos 
audiovisuales de las competiciones de fútbol profesional.

b) Los dictados en el procedimiento de concesión, gestión, comprobación, control y 
reintegro de ayudas y subvenciones públicas.

c) Los convenios entre Administraciones Públicas que puedan suscribirse para la 
realización de actividades deportivas incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley.

d) Los actos de reconocimiento y la extinción de la condición de deportista, entrenador o 
árbitro de alto nivel.

e) Los actos que establecen las condiciones mínimas para la celebración de 
competiciones profesionales, de acuerdo con lo establecido reglamentariamente, cuando no 
se encuentre vigente un convenio entre federación deportiva española y liga profesional.
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f) Los actos de control del contenido mínimo y del ajuste al ordenamiento jurídico de las 
cláusulas de los acuerdos de integración y separación de las federaciones deportivas 
autonómicas en las federaciones deportivas españolas.

3. Son actos dictados por entidades privadas susceptibles de recurso en los términos 
previstos en el título V capítulo II de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas:

a) Los de expedición o denegación de expedición de licencias deportivas.
b) La calificación de competiciones oficiales de ámbito estatal.

Artículo 117.  Actuaciones de carácter privado.
Tendrán naturaleza privada:
a) Los acuerdos y medidas que pueda adoptar la asamblea general de las federaciones 

deportivas españolas en relación con la organización de la federación y de las competiciones 
que le correspondan a la misma.

b) Las actuaciones relativas a la interpretación de los convenios de integración y 
separación de las federaciones autonómicas en las federaciones deportivas españolas.

c) Las actuaciones relativas a la interpretación de los convenios de coordinación vigentes 
entre las federaciones deportivas españolas y las ligas profesionales correspondientes, 
siempre que no se trate de las materias previstas en el artículo 116.2.e).

d) Todas las actuaciones relativas a licencias deportivas distintas a la establecida en el 
artículo 97.3.

e) Las actuaciones relativas a la organización de la competición, inscripciones, 
descensos, ascensos y cualesquiera otras derivadas de las mismas, incluidos los elementos 
disciplinarios ligados a la práctica, organización y desarrollo de la competición y las 
responsabilidades derivadas de las mismas de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 97.2.

f) La aplicación de los sistemas de prevención de la insolvencia a la que se refiere el 
artículo 95.b).

g) Los conflictos que puedan surgir en relación con el cese o la moción de censura de los 
cargos de los órganos federativos y con el funcionamiento de la federación o liga cuando no 
afecte a funciones públicas.

h) Los conflictos que puedan surgir en relación con la explotación económica de las 
competiciones deportivas de toda índole.

i) Los convenios y contratos que celebren agentes privados en relación con la ejecución 
de competiciones en edad escolar o universitaria.

j) Los contratos y convenios que celebren las federaciones deportivas en relación con la 
actividad deportiva no oficial.

k) Los conflictos que puedan surgir en el seno de las entidades deportivas y mercantiles 
de toda índole que participen en la actividad deportiva regulada en esta ley y con exclusión 
de aquellos que expresamente se atribuyen al control económico del Consejo Superior de 
Deportes.

l) Cualesquiera otras actuaciones que no tengan atribuido carácter administrativo 
conforme a lo dispuesto en esta ley.

CAPÍTULO II
De la resolución de conflictos

Artículo 118.  Régimen de impugnación de actos administrativos.
1. Los actos administrativos previstos en el artículo 116 de la presente ley podrán ser 

impugnados de conformidad con lo establecido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y en la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

2. La impugnación de las resoluciones del Tribunal Administrativo del Deporte se regirá 
por lo dispuesto en el artículo 120 de esta ley.
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3. El Consejo Superior de Deportes estará legitimado para impugnar actos en defensa de 
la regularidad esencial del procedimiento electoral para la designación de la asamblea 
general y de la presidencia de una federación deportiva española.

Artículo 119.  Conflictos de naturaleza privada.
1. Los tribunales del orden civil serán competentes para conocer de las cuestiones 

relativas a cualesquiera actuaciones previstas en el artículo 117, salvo las relativas a la 
prevención de la insolvencia.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, el Consejo Superior de Deportes estará legitimado para el ejercicio de 
acciones en defensa de la legalidad del ordenamiento deportivo o de los derechos 
fundamentales de los agentes deportivos que hayan sido lesionados por decisiones o actos 
de las federaciones españolas.

3. Las federaciones deportivas españolas y las ligas profesionales deberán establecer en 
sus estatutos o reglamentos, o mediante acuerdos de la asamblea general, un sistema 
común de carácter extrajudicial de solución de conflictos. El Consejo Superior de Deportes, 
de acuerdo con lo establecido en el punto af) del artículo 14, establecerá 
reglamentariamente los requisitos de dicho sistema, que deberá contar con la adecuada 
publicidad de su contenido. Tendrá en todo caso carácter voluntario y gratuito para las 
personas deportistas, que deberán manifestar su aceptación expresa.

Si fuera un sistema de carácter internacional se establecerá, expresamente, una forma 
para la ejecución de los laudos o acuerdos que puedan adoptarse, sin perjuicio de lo 
establecido en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, y en la Ley 5/2012, de 6 de 
julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles.

4. Contra los laudos o acuerdos que puedan adoptarse en el marco del sistema 
extrajudicial de solución de conflictos a que se refiere el apartado anterior podrá ejercitarse 
la acción de anulación o solicitarse la revisión ante la jurisdicción civil en los términos 
previstos en el título VII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, o la acción de 
nulidad, conforme a lo dispuesto en el artículo 23.4 de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles.

[ . . . ]
Disposición transitoria tercera.  Régimen disciplinario.

El régimen sancionador y disciplinario previo a la entrada en vigor de la presente ley 
continuará rigiendo hasta que el nuevo sistema común de carácter extrajudicial de solución 
de conflictos mencionado en el artículo 119 se desarrolle reglamentariamente.

El Gobierno deberá llevar a cabo este desarrollo reglamentario en el plazo de seis meses 
desde la entrada en vigor de esta ley.

[ . . . ]

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 78  Ley del Deporte [parcial]

– 340 –



§ 79

Real Decreto 1835/1991, de 20 de diciembre, sobre Federaciones 
deportivas españolas. [Inclusión parcial]

Ministerio de Educación y Ciencia
«BOE» núm. 312, de 30 de diciembre de 1991

Última modificación: 1 de mayo de 2015
Referencia: BOE-A-1991-30862

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Estatutos

Artículo 12.  
1. Las Federaciones deportivas españolas, de acuerdo con las disposiciones de la Ley 

del Deporte, y del presente Real Decreto, regularán su estructura interna y funcionamiento, 
ajustándose a principios democráticos y representativos.

2. Los Estatutos de las Federaciones deportivas españolas deberán regular 
obligatoriamente los siguientes aspectos:

a) Denominación, objeto asociativo y modalidad o modalidades deportivas a cuya 
promoción y desarrollo atienda.

b) Competencias propias y delegadas.
c) Domicilio y otros locales e instalaciones.
d) Estamentos integrados en ellas.
e) Estructura orgánica general, con expresión concreta de los órganos de gobierno, 

representación, administración y control.
f) Organización territorial, que se ajustará a la del Estado en Comunidades Autónomas.
g) Especificación de los sistemas de integración de Federaciones de ámbito autonómico.
h) Derechos y deberes básicos de sus miembros.
i) Sistema de responsabilidad de los titulares y miembros de los diferentes órganos de la 

Federación.
j) Sistema de elección y cese de los titulares de los órganos federativos de gobierno y 

representación garantizando su provisión mediante sufragio libre, igual directo y secreto. En 
todo caso se recogerá el número de mandatos que pueda ostentar el Presidente de la 
Federación Deportiva Española y el sistema para presentar la moción de censura contra el 
mismo.

k) Régimen de funcionamiento en general y, en particular, adopción de acuerdos de sus 
órganos colegiados.

l) Régimen económico-financiero y patrimonial que deberá precisar el carácter, 
procedencia, administración y destino de sus recursos.
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m) Régimen documental de la Federación, incluyendo los sistemas y causas de 
información o examen de los libros federativos.

n) Régimen disciplinario federativo.
ñ) Causas de extinción y disolución.
o) Procedimiento para la aprobación y reforma de sus Estatutos y Reglamentos.
p) En su caso, reglas específicas y fórmulas para la conciliación extrajudicial en el 

deporte.
3. Los Estatutos de las Federaciones deportivas españolas y sus modificaciones, una 

vez aprobados por la La Comisión Directiva del Consejo Superior de Deportes se publicarán 
en el «Boletín Oficial del Estado», y se inscribirán en el Registro de Asociaciones Deportivas 
correspondiente.

[ . . . ]
CAPÍTULO IX

Conciliación extrajudicial

Artículo 34.  
Las fórmulas específicas de conciliación y arbitraje a que se refiere el Título XIII de la 

Ley del Deporte, están destinadas a resolver cualquier diferencia o cuestión litigiosa 
producida entre los interesados, con ocasión de la aplicación de reglas deportivas no 
incluidas en dicha Ley y disposiciones de desarrollo, entendiendo por ello aquellas que sean 
objeto de libre disposición de las partes, y cuya vulneración no sea objeto de sanción 
disciplinaria.

Artículo 35.  
No podrán ser objeto de conciliación o arbitraje las siguientes cuestiones:
a) Las que se susciten en las relaciones con el Consejo Superior de Deportes, relativas a 

las funciones que a este Organismo le estén encomendadas.
b) Aquellas que se relacionen con el control de las sustancias y métodos prohibidos en el 

deporte y seguridad en la práctica deportiva.
c) Las relativas a las subvenciones que otorgue el Consejo Superior de Deportes, y, en 

general, las relacionadas con fondos públicos.
d) Con carácter general, las incluidas en el artículo 2.º de la Ley de Arbitraje de 5 de 

diciembre de 1988.
Los Estatutos o normas reglamentarias de las Federaciones deportivas españolas, y las 

Ligas profesionales, podrán prever un sistema de conciliación o arbitraje en el que, como 
mínimo, figurarán las reglas a que se refiere el artículo 88.2 de la Ley del Deporte, con las 
siguientes especificaciones:

a) El método de manifestar la inequívoca voluntad de sumisión a dicho sistema será la 
suscripción por las partes de un convenio arbitral, en el que se exprese la renuncia a la vía 
judicial y la intención de las mismas de someter la solución de la cuestión litigiosa a la 
decisión de uno o más árbitros, así como la obligación de cumplir tal decisión.

b) El convenio arbitral deberá formalizarse por escrito.

Artículo 36.  
El contenido del convenio arbitral podrá extenderse a la designación de los árbitros, y a 

la determinación de las reglas de procedimiento. También podrán las partes deferir a un 
tercero, ya sea persona física o jurídica la designación de los árbitros.

Artículo 37.  
Las partes también podrán encomendar la administración del arbitraje a:
a) Corporaciones de derecho público que pueden desempeñar funciones arbitrales.
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b) Asociaciones y Entidades sin ánimo de lucro en cuyos Estatutos se prevean funciones 
arbitrales.

Los Estatutos o normas reglamentarias de las Federaciones deportivas españolas y 
Ligas profesionales, recogerán las normas sobre designación, abstención y recusación de 
árbitros.

Las causas, de recusación y abstención serán las mismas que se establecen para los 
órganos judiciales en la legislación vigente.

Artículo 38.  
El desarrollo del procedimiento arbitral se regirá por la voluntad de las partes o por las 

normas establecidas por la Corporación o Asociación a la que se haya encomendado la 
administración del arbitraje, y, en su defecto, por acuerdo de los árbitros.

Las partes podrán actuar por sí mismas o valiéndose de Abogado en ejercicio.

Artículo 39.  
Las resoluciones adoptadas en estos procedimientos tendrán los efectos previstos en la 

Ley de Arbitraje.

[ . . . ]
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§ 80

Real Decreto-ley 5/2015, de 30 de abril, de medidas urgentes en 
relación con la comercialización de los derechos de explotación de 
contenidos audiovisuales de las competiciones de fútbol profesional. 

[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 104, de 1 de mayo de 2015
Última modificación: 14 de julio de 2021

Referencia: BOE-A-2015-4780

[ . . . ]
Artículo 9.  Arbitraje del Consejo Superior de Deportes.

1. Las entidades deportivas participantes en una competición de fútbol profesional, de 
acuerdo con lo que dispongan sus normas reguladoras, podrán someter al arbitraje del 
Consejo Superior de Deportes las discrepancias que pudieran suscitarse en relación con la 
comercialización y explotación de los derechos audiovisuales.

2. El procedimiento arbitral se regirá por lo previsto la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, 
de Arbitraje. Antes de dictar laudo, el Consejo Superior de Deportes recabará el informe de 
la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

3. El Gobierno, mediante real decreto, establecerá las normas que regulen el ejercicio de 
la función arbitral por el Consejo Superior de Deportes, asegurando la transparencia en la 
designación de los árbitros y su independencia.

[ . . . ]
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§ 81

Real Decreto 2/2018, de 12 de enero, por el que se dictan 
determinadas normas de desarrollo del Real Decreto-ley 5/2015, de 
30 de abril, de medidas urgentes en relación con la comercialización 
de los derechos de explotación de contenidos audiovisuales de las 

competiciones de fútbol profesional. [Inclusión parcial]

Ministerio de Educación, Cultura y Deporte
«BOE» núm. 12, de 13 de enero de 2018
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2018-431

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
El objeto de este real decreto es desarrollar las previsiones contenidas en el Real 

Decreto-ley 5/2015, de 30 de abril, de medidas urgentes en relación con la comercialización 
de los derechos de explotación de contenidos audiovisuales de las competiciones de fútbol 
profesional, relativas a las siguientes materias:

a) Las contribuciones de las entidades participantes en el Campeonato Nacional de Liga 
a la promoción del deporte y, en particular, al desarrollo del futbol aficionado, previstas en las 
letras a), c), d) y e) del artículo 6.1 del Real Decreto-ley 5/2015, de 30 de abril.

b) Las especialidades de la función arbitral del Consejo Superior de Deportes en relación 
con las materias previstas en los artículos 5 y 6 Real Decreto-ley 5/2015, de 30 de abril.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

El arbitraje sobre las materias previstas en los artículos 5 y 6 del Real Decreto-
ley 5/2015, de 30 de abril

Artículo 14.  La función arbitral del Consejo Superior de Deportes.
1. La función arbitral del Consejo Superior de Deportes en las materias previstas en los 

artículos 5 y 6 Real Decreto-ley 5/2015, de 30 de abril, se someterá a lo previsto en este 
capítulo.

2. Resultarán aplicables al arbitraje regulado en el presente capítulo las disposiciones 
relativas al convenio arbitral y sus efectos que contiene el Título II de la Ley 60/2003, de 
23 de diciembre, de Arbitraje. A estos efectos, la suscripción del convenio especial obligará a 
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las partes a cumplir lo estipulado e impedirá a los tribunales conocer de las controversias 
sometidas a arbitraje, en las condiciones y términos establecidos por la citada ley.

3. No podrán someterse al arbitraje regulado en el presente capítulo las eventuales 
controversias que puedan suscitarse en relación con la aplicación de los privilegios y 
preferencias que se contemplan a favor de la Hacienda pública en el Real Decreto-ley 
5/2015, y en el presente real decreto.

4. A los efectos del ejercicio de la función arbitral regulada en el presente capítulo, los 
siguientes artículos establecen las especialidades relativas al procedimiento de designación 
de los árbitros, el procedimiento arbitral y el laudo arbitral.

Artículo 15.  Procedimiento de designación de los árbitros.
1. Corresponderá al Consejo Superior de Deportes designar a los árbitros, en número 

impar, no inferior a tres ni superior a cinco, debiendo concurrir en todos ellos la condición de 
jurista, y designando de entre ellos al presidente. En el proceso de selección de los árbitros 
constituirá un mérito específico la experiencia, formación o cualificación en el ámbito de la 
comercialización de los derechos de explotación de contenidos audiovisuales.

2. En la selección de los árbitros deberán respetarse los principios de independencia e 
imparcialidad, así como de honorabilidad y cualificación, debiendo revelar los candidatos 
propuestos por el Consejo Superior de Deportes toda circunstancia que pueda dar lugar a 
dudas justificadas sobre su imparcialidad e independencia. Serán de aplicación los criterios 
para el nombramiento de los árbitros contemplados en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, 
así como los motivos de abstención y recusación previstos por la legislación arbitral.

3. El nombramiento de los árbitros se efectuará mediante resolución del Presidente del 
Consejo Superior de Deportes, y será objeto de publicación en la sede electrónica del 
Ministerio de Educación, Cultura y Deporte y en la página web del Consejo Superior de 
Deportes.

Artículo 16.  Procedimiento arbitral.
1. El procedimiento arbitral se regirá por la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, con las 

especialidades previstas en este artículo y en el Real Decreto-ley 5/2015, de 30 de abril.
2. El procedimiento arbitral se desarrollará de conformidad con los principios esenciales 

de audiencia, contradicción e igualdad entre las partes, que podrán actuar por sí solas o 
valerse de abogado en ejercicio.

3. La solicitud de arbitraje podrá presentarse por escrito, por vía electrónica o por 
cualquier otro medio que permita tener constancia de la solicitud y de su autenticidad, y 
deberá reunir al menos los siguientes requisitos:

a) Nombre y apellidos o razón social, domicilio, número de identificación fiscal y lugar 
señalado a efectos de notificaciones.

b) Nombre y apellidos o razón social y domicilio del reclamado, así como, si fuera 
conocido por el reclamante, el domicilio a efecto de notificaciones o, si no dispone de tales 
datos, cualquier otro que permita la identificación completa del reclamado.

c) Breve descripción de los hechos que motivan la controversia, exposición sucinta de 
las pretensiones del reclamante, determinando, en su caso, su cuantía y los fundamentos en 
que basa la pretensión.

d) Copia del convenio arbitral o, en su caso, de la norma estatutaria que determine la 
asunción del arbitraje.

e) Lugar, fecha y firma.
En su caso, deberá acreditarse la representación conforme a lo previsto en las normas 

reguladoras del procedimiento administrativo de las administraciones públicas.
4. Las actuaciones arbitrales se desarrollarán en la sede del Consejo Superior de 

Deportes, salvo que por resolución motivada del mismo se decida que las actuaciones 
arbitrales tengan lugar en sede diferente.

5. Las partes podrán designar un domicilio a efectos de notificaciones, entendiéndose en 
su defecto que lo será el domicilio social de la entidad o club o, en su caso, el de su 
representante.
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6. Los árbitros podrán practicar, salvo acuerdo en contrario de las partes, por propia 
iniciativa o a instancia de parte, las pruebas que se estimen pertinentes y que se ajusten a 
Derecho, que resulten necesarias para el mayor acierto del laudo arbitral. De igual modo, 
podrán rechazar motivadamente la práctica de aquellas pruebas solicitadas por las partes y 
que sean manifiestamente improcedentes o innecesarias.

7. Las decisiones arbitrales se adoptarán por mayoría de votos emitidos entendiéndose 
válidamente adoptadas si en la votación concurren, al menos, una mayoría de sus 
miembros. Si no hubiere mayoría, la decisión será tomada por el presidente.

8. Con anterioridad a dictar el laudo arbitral, y tras la práctica de la prueba y su 
valoración por las partes, el Consejo Superior de Deportes recabará el informe preceptivo de 
la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia, que deberá emitirlo en el plazo 
máximo de un mes desde la recepción de la mencionada solicitud.

9. Los gastos y costas que genere el arbitraje serán asumidos por las partes, de acuerdo 
con lo que disponga el laudo arbitral, así como los gastos que ocasione la gestión y 
administración del procedimiento arbitral. A estos efectos, los árbitros se pronunciarán en el 
laudo sobre las costas del arbitraje, que incluirán los honorarios y gastos de los árbitros y, en 
su caso, los honorarios y gastos de los defensores o representantes de las partes, el coste 
del servicio prestado por la institución administradora del arbitraje y los demás gastos 
originados en el procedimiento arbitral.

Artículo 17.  Laudo arbitral.
1. El arbitraje deberá practicarse en el plazo que sea establecido por las partes, que 

podrán asimismo acordar su prórroga y la extensión de dicha prórroga. En defecto de acto, 
se aplicará lo dispuesto en el artículo 37.2 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

2. El laudo arbitral deberá resolver en Derecho todas las cuestiones que se hubieran 
planteado por las partes, en relación con las discrepancias relativas a la comercialización o 
explotación de los derechos audiovisuales.

3. El laudo arbitral será siempre motivado, y deberá dictarse por escrito.
4. El laudo arbitral deberá incluir el siguiente contenido mínimo:
a) Identificación y circunstancias personales de los árbitros y de las partes.
b) Lugar donde se dicta.
c) Cuestión sometida a arbitraje.
d) Relación, en su caso, de las pruebas que se hubieran practicado.
e) Alegaciones de las partes.
f) Decisión arbitral.
g) Fecha en la que se dicta.
h) Acuerdo sobre la distribución de las costas del arbitraje entre las partes intervinientes, 

y sobre el abono de los gastos de gestión y administración del procedimiento arbitral.

[ . . . ]
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§ 82

Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la 
Educación. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 159, de 4 de julio de 1985

Última modificación: 7 de septiembre de 2022
Referencia: BOE-A-1985-12978

[ . . . ]
TÍTULO IV

De los centros concertados

[ . . . ]
Artículo sesenta y uno.  

1. En caso de incumplimiento de las obligaciones derivadas del régimen de concierto, se 
constituirá una Comisión de Conciliación que podrá acordar, por unanimidad, la adopción de 
las medidas necesarias, dentro del marco legal, para corregir la infracción cometida por el 
centro concertado.

2. La Comisión de conciliación estará compuesta por un representante de la 
Administración educativa competente, el titular del centro o persona en quien delegue y un 
representante del Consejo Escolar elegido por mayoría absoluta de sus componentes entre 
profesores o padres de alumnos que tengan la condición de miembros del mismo.

3. Las Administraciones educativas regularán el procedimiento al que deben someterse 
las comisiones de conciliación.

4. El incumplimiento del acuerdo de la Comisión de conciliación supondrá un 
incumplimiento grave del concierto educativo.

5. En el supuesto que la Comisión no llegue al acuerdo citado, la Administración 
educativa, vista el acta en que aquélla exponga las razones de su discrepancia, decidirá la 
instrucción del oportuno expediente en orden a la determinación de las responsabilidades en 
que hubieran podido incurrir las partes en litigio, adoptando, en su caso, las medidas 
provisionales que aconseje el normal desarrollo de la vida del centro.

6. Con ocasión de solicitud de autorización de cese de actividades, las Administraciones 
educativas correspondientes podrán imponer el cese progresivo de actividades a los centros 
que estén concertados o que lo hubieran estado en los dos años inmediatamente anteriores 
a la formulación de dicha solicitud, si se acreditan en el expediente correspondiente 
necesidades de escolarización en la zona de influencia del centro.
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7. La Administración educativa no podrá adoptar en ningún caso medidas que supongan 
su subrogación en las facultades respectivas del titular o del Consejo Escolar del centro.

[ . . . ]
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§ 83

Ley 3/2022, de 24 de febrero, de convivencia universitaria. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 48, de 25 de febrero de 2022

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2022-2978

[ . . . ]
TÍTULO I

De los medios alternativos de solución de los conflictos de convivencia

Artículo 5.  Medios alternativos de solución de los conflictos de convivencia.
Sin perjuicio del desarrollo que en el ámbito de sus competencias pudieran llevar a cabo 

las Comunidades Autónomas, las universidades desarrollarán en sus Normas de 
Convivencia medios alternativos de solución de los conflictos de la convivencia basados en 
la mediación, para ser aplicados antes y durante el procedimiento disciplinario. Los medios 
que se desarrollen se ajustarán, en todo caso, a los principios de voluntariedad, 
confidencialidad, equidad, imparcialidad, buena fe y respeto mutuo, prevención y prohibición 
de represalias, flexibilidad, claridad y transparencia.

Artículo 6.  Comisión de Convivencia.
Con el fin de dar cumplimiento a lo dispuesto por esta ley, las universidades crearán una 

Comisión de Convivencia, integrada de manera paritaria por representantes del 
estudiantado, del personal docente e investigador, y del personal de administración y 
servicios.

Las universidades, en el ámbito de sus competencias, desarrollarán las disposiciones 
relativas a la organización y funcionamiento de dicha Comisión, así como en relación con el 
nombramiento e incompatibilidades de sus miembros y los motivos de abstención y 
recusación en los procedimientos en los que intervengan.

TÍTULO II
Del régimen disciplinario

[ . . . ]
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Artículo 19.  Procedimiento disciplinario.
El procedimiento disciplinario se desarrollará en las siguientes fases, de acuerdo con lo 

establecido, en su caso, por las Comunidades Autónomas y las universidades:
a) El procedimiento se iniciará siempre de oficio por la persona titular del Rectorado, bien 

por propia iniciativa, a petición razonada de otro órgano, o por denuncia. Será la persona 
titular del Rectorado la encargada de incoar el procedimiento mediante la correspondiente 
resolución, en la que nombrará al instructor o instructora.

El acuerdo de incoación del procedimiento deberá contener, como mínimo: la 
identificación de la persona o personas presuntamente responsables; los hechos 
sucintamente expuestos, su posible calificación y la sanción que pudiera corresponderles; la 
designación del instructor o instructora con expresa indicación del régimen de abstención o 
recusación; el órgano competente de la resolución del procedimiento; así como la indicación 
del derecho a formular alegaciones y a la audiencia, el plazo para ello, y el requerimiento 
para que las personas involucradas en el procedimiento disciplinario manifiesten su voluntad 
de acogerse, en su caso, al procedimiento de mediación.

El acuerdo de incoación del procedimiento se notificará a la persona o personas 
interesadas en el procedimiento.

b) El instructor o instructora ordenará la práctica de cuantas diligencias sean adecuadas 
para la determinación y comprobación de los hechos y en particular de cuantas pruebas 
puedan conducir a su esclarecimiento y a la determinación de las responsabilidades 
susceptibles de sanción.

Como primeras actuaciones, el instructor o instructora procederá a recibir declaración a 
la o las personas presuntamente responsables y a evacuar cuantas diligencias se deduzcan 
de la comunicación o denuncia que motivó la incoación del procedimiento y de lo que 
aquéllas hubieran alegado en su declaración.

Las partes dispondrán de un plazo de diez días para aportar cuantas alegaciones, 
documentos o informaciones estimen convenientes y, en su caso, proponer prueba 
concretando los medios de que pretenden valerse.

A la vista de las alegaciones realizadas y la prueba propuesta, el instructor o instructora 
podrá realizar de oficio las actuaciones necesarias para la determinación de los hechos que 
pudieran constituir infracción, recabando los datos e informaciones que pudieran resultar 
relevantes.

Si a la vista de lo actuado, el instructor o instructora considera que no existen indicios de 
la comisión de una falta, o no hubiera sido posible determinar la identidad de las personas 
posiblemente responsables, propondrá el archivo del expediente.

c) Concluida la práctica de las pruebas, en aquellos casos en que las partes hubieren 
manifestado oportunamente su voluntad de acogerse a un procedimiento de mediación, el 
instructor o instructora remitirá el expediente a la Comisión de Convivencia que decidirá si 
resulta procedente, o bien si devuelve el expediente al instructor o instructora para que 
formule el correspondiente pliego de cargos. En el primer caso, lo comunicará a las partes y 
se suspenderá el procedimiento disciplinario. Si se llegara a un acuerdo en el marco del 
procedimiento de mediación, el instructor o instructora archivará el expediente; en caso 
contrario, continuará con la tramitación del procedimiento disciplinario.

En el segundo caso, o bien si las partes no hubieren manifestado su voluntad de 
acogerse a un procedimiento de mediación, el instructor o instructora formulará el pliego de 
cargos.

d) El pliego de cargos incluirá los hechos imputados con expresión, en su caso, de la 
falta presuntamente cometida, de las sanciones que puedan ser de aplicación y, si procede, 
acordará el mantenimiento o levantamiento de las medidas provisionales.

El pliego se notificará a la persona o personas presuntamente responsables que 
dispondrán de un plazo de diez días para formular sus alegaciones, aportar los documentos 
e informaciones que consideren oportunos para su defensa, y proponer la práctica de 
pruebas.

Contestado el pliego o transcurrido el plazo sin hacerlo, el instructor o instructora podrá 
acordar la práctica de las pruebas que considere oportunas y dará audiencia al interesado, 
en el plazo de diez días.
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e) El instructor o instructora formulará, dentro de los diez días siguientes, su propuesta 
de resolución en la que se fijarán los hechos de manera motivada, especificándose los que 
se consideren probados y su exacta calificación jurídica, y se determinará la infracción que 
constituyan y la persona o personas que resulten responsables, especificándose la sanción 
que se propone que se imponga y las medidas provisionales que se hubieran adoptado. Si a 
juicio del instructor o instructora no existiera infracción o responsabilidad, propondrá el 
archivo del expediente.

La propuesta de resolución se notificará a la persona expedientada, que tendrá un plazo 
de diez días para alegar ante el instructor o instructora cuanto considere conveniente en su 
defensa y aportar los documentos e informaciones que estime pertinentes, y que no hubiera 
podido aportar en el trámite anterior.

Transcurrido el plazo de alegaciones, hayan sido o no formuladas, el instructor o 
instructora remitirá la propuesta al órgano competente para resolver, que adoptará su 
resolución en el plazo de diez días. El órgano competente para resolver podrá devolver el 
expediente al instructor o instructora para la práctica de las diligencias que resulten 
imprescindibles para la resolución.

Cuando el órgano competente para resolver considere que la infracción o la sanción 
revisten mayor gravedad que la determinada en la propuesta de resolución, se notificará al 
inculpado para que aporte cuantas alegaciones estime convenientes en el plazo de quince 
días.

La resolución que ponga fin al procedimiento disciplinario habrá de ser motivada y 
decidirá todas las cuestiones planteadas por las personas interesadas, y aquellas otras que 
resulten del procedimiento.

f) El procedimiento podrá finalizar por la resolución sancionadora, el archivo, el 
reconocimiento voluntario de la responsabilidad, la declaración de caducidad, el 
desistimiento de la universidad o por imposibilidad material por causas sobrevenidas.

g) Para aquellos casos en que a juicio del instructor o instructora existan elementos 
suficientes para considerar que los hechos pudieran dar lugar a una falta leve, se podrá 
prever un procedimiento abreviado o simplificado, con reducción de los plazos y 
simplificación de los trámites, en los términos de lo dispuesto por la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

h) La resolución, que pondrá fin a la vía administrativa, deberá expresar los recursos que 
contra la misma procedan, órgano administrativo o judicial ante el que hubieran de 
presentarse y plazo para interponerlos de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y, en 
su caso, en la normativa de desarrollo de la Comunidad Autónoma.

i) Si de la resolución sancionadora resultara que la persona infractora ha obtenido 
fraudulentamente un título oficial expedido por la universidad, ésta declarará de oficio la 
nulidad de dicho acto en los términos de la revisión de oficio prevista por la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

[ . . . ]
Artículo 22.  Procedimiento ante la Comisión de Convivencia.

1. Recibido el expediente de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 19.c), la Comisión 
de Convivencia decidirá si procede la tramitación ante ella por la vía del procedimiento de 
mediación, o si debe inhibirse devolviendo el expediente al instructor o instructora del 
procedimiento disciplinario para que continúe con su tramitación.

2. El procedimiento de mediación ante la Comisión de Convivencia se desarrollará de 
acuerdo con lo dispuesto en la normativa de la universidad.

3. Si el procedimiento de mediación concluyera sin acuerdo o no resolviese la totalidad 
de las cuestiones planteadas, la Comisión devolverá el expediente al instructor o instructora 
del procedimiento disciplinario para que continúe con su tramitación por su objeto total o 
parcial.

4. El acuerdo total o parcial alcanzado por las partes como resultado del procedimiento 
de mediación, será confidencial, deberá constar por escrito y ser firmado por las partes, 
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conservando cada una un ejemplar y trasladando otro a la Comisión de Convivencia para 
que conste en el expediente.

5. Las Normas de Convivencia de cada universidad desarrollarán el procedimiento 
relativo a la custodia y seguimiento de los acuerdos alcanzados.

6. El inicio del procedimiento de mediación supondrá la suspensión del cómputo de los 
plazos de caducidad y prescripción del procedimiento disciplinario. Dicha suspensión se 
mantendrá mientras dure el procedimiento de mediación.

[ . . . ]
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§ 84

Real Decreto 1791/2010, de 30 de diciembre, por el que se aprueba 
el Estatuto del Estudiante Universitario. [Inclusión parcial]

Ministerio de Educación
«BOE» núm. 318, de 31 de diciembre de 2010

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2010-20147

[ . . . ]
ESTATUTO DEL ESTUDIANTE UNIVERSITARIO

[ . . . ]
CAPÍTULO X

Del fomento de la convivencia activa y corresponsabilidad universitaria

[ . . . ]
Artículo 46.  El Defensor universitario.

1. De acuerdo con lo establecido en la disposición adicional decimocuarta de la Ley 
Orgánica 6/2001, para velar por el respeto a los derechos y las libertades de los profesores, 
estudiantes y personal de administración y servicios, ante las actuaciones de los diferentes 
órganos y servicios universitarios, las universidades establecerán en su estructura 
organizativa la figura del Defensor Universitario. Sus actuaciones, siempre dirigidas hacia la 
mejora de la calidad universitaria en todos sus ámbitos, no estarán sometidas a mandato 
imperativo de ninguna instancia universitaria y vendrán regidas por los principios de 
independencia y autonomía.

2. Los Defensores Universitarios podrán asumir tareas de mediación, conciliación y 
buenos oficios, conforme a lo establecido en los Estatutos de las Universidades y en sus 
disposiciones de desarrollo, promoviendo especialmente la convivencia, la cultura de la 
ética, la corresponsabilidad y las buenas prácticas.

3. Los Defensores Universitarios asesorarán a los estudiantes sobre los procedimientos 
administrativos existentes para la formulación de sus reclamaciones, sin perjuicio de las 
competencias de otros órganos administrativos.

4. Los estudiantes podrán acudir al Defensor Universitario cuando sientan lesionados 
sus derechos y libertades en los términos establecidos por los Estatutos de las universidades 
y sus disposiciones de desarrollo.
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5. Los estudiantes colaborarán con el Defensor Universitario, individualmente o, en su 
caso, a través de sus representantes, en los términos y conforme a los cauces que 
establezcan las Universidades.

[ . . . ]
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§ 85

Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Empleo y Seguridad Social
«BOE» núm. 255, de 24 de octubre de 2015

Última modificación: 12 de enero de 2024
Referencia: BOE-A-2015-11430

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DEL ESTATUTO DE LOS TRABAJADORES

TÍTULO I
De la relación individual de trabajo

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Contenido del contrato de trabajo

[ . . . ]
Sección 4.ª Salarios y garantías salariales

[ . . . ]
Artículo 33.  El Fondo de Garantía Salarial.

1. El Fondo de Garantía Salarial, organismo autónomo adscrito al Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social, con personalidad jurídica y capacidad de obrar para el cumplimiento de 
sus fines, abonará a los trabajadores el importe de los salarios pendientes de pago a causa 
de insolvencia o concurso del empresario.

A los anteriores efectos, se considerará salario la cantidad reconocida como tal en acto 
de conciliación o en resolución judicial por todos los conceptos a que se refiere el 
artículo 26.1, así como los salarios de tramitación en los supuestos en que legalmente 
procedan, sin que pueda el Fondo abonar, por uno u otro concepto, conjunta o 
separadamente, un importe superior a la cantidad resultante de multiplicar el doble del 
salario mínimo interprofesional diario, incluyendo la parte proporcional de las pagas 
extraordinarias, por el número de días de salario pendiente de pago, con un máximo de 
ciento veinte días.
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2. El Fondo de Garantía Salarial, en los casos del apartado anterior, abonará 
indemnizaciones reconocidas como consecuencia de sentencia, auto, acto de conciliación 
judicial o resolución administrativa a favor de los trabajadores a causa de despido o extinción 
de los contratos conforme a los artículos 50, 51, 52, 40.1 y 41.3, y de extinción de contratos 
conforme a los artículos 181 y 182 del texto refundido de la Ley Concursal, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, y al artículo 11.2 del Real Decreto 
1620/2011, de 14 de noviembre, por el que se regula la relación laboral de carácter especial 
del servicio del hogar familiar, así como las indemnizaciones por extinción de contratos 
temporales o de duración determinada en los casos que legalmente procedan. En todos los 
casos, con el límite máximo de una anualidad, excepto en el supuesto del artículo 41.3 de 
esta norma, en que el límite máximo será de 9 mensualidades y en el del artículo 11.2 del 
Real Decreto 1620/2011, de 14 de noviembre, en que el límite será de 6 mensualidades, sin 
que el salario diario, base del cálculo, pueda exceder del doble del salario mínimo 
interprofesional, incluyendo la parte proporcional de las pagas extraordinarias.

El importe de la indemnización, a los solos efectos de abono por el Fondo de Garantía 
Salarial para los casos de despido o extinción de los contratos conforme a los artículos 50 y 
56, se calculará sobre la base de treinta días por año de servicio, con el límite fijado en el 
párrafo anterior.

3. En caso de procedimientos concursales, desde el momento en que se tenga 
conocimiento de la existencia de créditos laborales o se presuma la posibilidad de su 
existencia, el juez, de oficio o a instancia de parte, citará al Fondo de Garantía Salarial, sin 
cuyo requisito no asumirá este las obligaciones señaladas en los apartados anteriores. El 
Fondo se personará en el expediente como responsable legal subsidiario del pago de los 
citados créditos, pudiendo instar lo que a su derecho convenga y sin perjuicio de que, una 
vez realizado, continúe como acreedor en el expediente. A los efectos del abono por el 
Fondo de las cantidades que resulten reconocidas a favor de los trabajadores, se tendrán en 
cuenta las reglas siguientes:

Primera. Sin perjuicio de los supuestos de responsabilidad directa del organismo en los 
casos legalmente establecidos, el reconocimiento del derecho a la prestación exigirá que los 
créditos de los trabajadores aparezcan incluidos en la lista de acreedores o, en su caso, 
reconocidos como deudas de la masa por el órgano del concurso competente para ello en 
cuantía igual o superior a la que se solicita del Fondo, sin perjuicio de la obligación de 
aquellos de reducir su solicitud o de reembolsar al Fondo la cantidad que corresponda 
cuando la cuantía reconocida en la lista definitiva fuese inferior a la solicitada o a la ya 
percibida.

Segunda. Las indemnizaciones a abonar a cargo del Fondo, con independencia de lo 
que se pueda pactar en el proceso concursal, se calcularán sobre la base de veinte días por 
año de servicio, con el límite máximo de una anualidad, sin que el salario diario, base del 
cálculo, pueda exceder del doble del salario mínimo interprofesional, incluyendo la parte 
proporcional de las pagas extraordinarias.

Tercera. En el supuesto de que los trabajadores perceptores de estas indemnizaciones 
solicitaran del Fondo el abono de la parte de indemnización no satisfecha por el empresario, 
el límite de la prestación indemnizatoria a cargo del Fondo se reducirá en la cantidad ya 
percibida por aquellos.

4. El Fondo asumirá las obligaciones especificadas en los apartados anteriores, previa 
instrucción de expediente para la comprobación de su procedencia.

Para el reembolso de las cantidades satisfechas, el Fondo de Garantía Salarial se 
subrogará obligatoriamente en los derechos y acciones de los trabajadores, conservando el 
carácter de créditos privilegiados que les confiere el artículo 32 de esta ley. Si dichos 
créditos concurriesen con los que puedan conservar los trabajadores por la parte no 
satisfecha por el Fondo, unos y otros se abonarán a prorrata de sus respectivos importes.

5. El Fondo de Garantía Salarial se financiará con las aportaciones efectuadas por todos 
los empresarios a que se refiere el artículo 1.2 de esta ley, tanto si son públicos como 
privados.
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El tipo de cotización se fijará por el Gobierno sobre los salarios que sirvan de base para 
el cálculo de la cotización para atender las contingencias derivadas de accidentes de trabajo, 
enfermedad profesional y desempleo en el sistema de la Seguridad Social.

6. A los efectos de este artículo se entiende que existe insolvencia del empresario 
cuando, instada la ejecución en la forma establecida por la Ley 36/2011, de 10 de octubre, 
Reguladora de la Jurisdicción Social, no se consiga satisfacción de los créditos laborales. La 
resolución en que conste la declaración de insolvencia será dictada previa audiencia del 
Fondo de Garantía Salarial.

7. El derecho a solicitar del Fondo de Garantía Salarial el pago de las prestaciones que 
resultan de los apartados anteriores prescribirá al año de la fecha del acto de conciliación, 
sentencia, auto o resolución de la autoridad laboral en que se reconozca la deuda por 
salarios o se fijen las indemnizaciones.

Tal plazo se interrumpirá por el ejercicio de las acciones ejecutivas o de reconocimiento 
del crédito en procedimiento concursal y por las demás formas legales de interrupción de la 
prescripción.

8. El Fondo de Garantía Salarial tendrá la consideración de parte en la tramitación de los 
procedimientos arbitrales, a efectos de asumir las obligaciones previstas en este artículo.

9. El Fondo de Garantía Salarial dispensará la protección regulada en este artículo en 
relación con los créditos impagados de los trabajadores que ejerzan o hayan ejercido 
habitualmente su trabajo en España cuando pertenezcan a una empresa con actividad en el 
territorio de al menos dos Estados miembros de la Unión Europea, uno de los cuales sea 
España, cuando concurran, conjuntamente, las siguientes circunstancias:

a) Que se haya solicitado la apertura de un procedimiento colectivo basado en la 
insolvencia del empresario en un Estado miembro distinto de España, previsto por sus 
disposiciones legales y administrativas, que implique el desapoderamiento parcial o total del 
empresario y el nombramiento de un síndico o persona que ejerza una función similar.

b) Que se acredite que la autoridad competente, en virtud de dichas disposiciones, ha 
decidido la apertura del procedimiento; o bien que ha comprobado el cierre definitivo de la 
empresa o el centro de trabajo del empresario, así como la insuficiencia del activo disponible 
para justificar la apertura del procedimiento.

Cuando, de acuerdo con los términos establecidos en este apartado, la protección de los 
créditos impagados corresponda al Fondo de Garantía Salarial, este solicitará información de 
la institución de garantía del Estado miembro en el que se tramite el procedimiento colectivo 
de insolvencia sobre los créditos pendientes de pago de los trabajadores y sobre los 
satisfechos por dicha institución de garantía y pedirá su colaboración para garantizar que las 
cantidades abonadas a los trabajadores sean tenidas en cuenta en el procedimiento, así 
como para conseguir el reembolso de dichas cantidades.

10. En el supuesto de procedimiento concursal solicitado en España en relación con una 
empresa con actividad en el territorio de al menos otro Estado miembro de la Unión Europea, 
además de España, el Fondo de Garantía Salarial estará obligado a proporcionar 
información a la institución de garantía del Estado en cuyo territorio los trabajadores de la 
empresa en estado de insolvencia hayan ejercido o ejerzan habitualmente su trabajo, en 
particular, poniendo en su conocimiento los créditos pendientes de pago de los trabajadores, 
así como los satisfechos por el propio Fondo de Garantía Salarial.

Asimismo, el Fondo de Garantía Salarial prestará a la institución de garantía competente 
la colaboración que le sea requerida en relación con su intervención en el procedimiento y 
con el reembolso de las cantidades abonadas a los trabajadores.

11. El Fondo procederá a la instrucción de un expediente para la comprobación de la 
procedencia de los salarios e indemnizaciones reclamados, respetando en todo caso los 
límites previstos en los apartados anteriores.

Concluida la instrucción del expediente, el órgano competente dictará resolución en el 
plazo máximo de tres meses contados desde la presentación en forma de la solicitud. La 
notificación al interesado deberá ser cursada dentro del plazo de 10 días a partir de la fecha 
en que el acto haya sido dictado.

Transcurrido dicho plazo sin que haya recaído resolución expresa, el solicitante podrá 
entender estimada por silencio administrativo la solicitud de reconocimiento de las 
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obligaciones con cargo al Fondo, sin que en ningún caso pueda obtenerse por silencio el 
reconocimiento de obligaciones en favor de personas que no puedan ser legalmente 
beneficiarias o por cuantía superior a la que resulte por aplicación de los límites previstos en 
los apartados anteriores. La resolución expresa posterior al vencimiento del plazo solo podrá 
dictarse de ser confirmatoria del reconocimiento de la obligación, en favor de personas que 
puedan ser legalmente beneficiarias y dentro de los límites previstos en los apartados 
anteriores. En todo caso, a efectos probatorios, se podrá solicitar un certificado acreditativo 
del silencio producido, en el que se incluirán las obligaciones con cargo al Fondo que, dentro 
de los límites previstos en los apartados anteriores, deben entenderse reconocidas.

Contra dicha resolución podrá interponerse demanda ante el órgano jurisdiccional del 
orden social competente en el plazo de dos meses contados desde el día siguiente al de la 
notificación si el acto fuera expreso; si no lo fuera, dicho plazo se contará a partir del día 
siguiente a aquel en que deba entenderse estimada la solicitud conforme a lo establecido en 
el apartado anterior por silencio.

[ . . . ]
Artículo 48 bis.  

1. Las personas trabajadoras tendrán derecho a un permiso parental, para el cuidado de 
hijo, hija o menor acogido por tiempo superior a un año, hasta el momento en que el menor 
cumpla ocho años.

Este permiso, que tendrá una duración no superior a ocho semanas, continuas o 
discontinuas, podrá disfrutarse a tiempo completo, o en régimen de jornada a tiempo parcial 
conforme a lo establecido reglamentariamente.

2. Este permiso constituye un derecho individual de las personas trabajadoras, hombres 
o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio.

Corresponderá a la persona trabajadora especificar la fecha de inicio y fin del disfrute o, 
en su caso, de los períodos de disfrute, debiendo comunicarlo a la empresa con una 
antelación de diez días o la concretada por los convenios colectivos, salvo fuerza mayor, 
teniendo en cuenta la situación de aquella y las necesidades organizativas de la empresa.

En caso de que dos o más personas trabajadoras generasen este derecho por el mismo 
sujeto causante o en otros supuestos definidos por los convenios colectivos en los que el 
disfrute del permiso parental en el período solicitado altere seriamente el correcto 
funcionamiento de la empresa, ésta podrá aplazar la concesión del permiso por un período 
razonable, justificándolo por escrito y después de haber ofrecido una alternativa de disfrute 
igual de flexible.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Plazos de prescripción

Sección 1.ª Prescripción de acciones derivadas del contrato

Artículo 59.  Prescripción y caducidad.
1. Las acciones derivadas del contrato de trabajo que no tengan señalado plazo especial 

prescribirán al año de su terminación.
A estos efectos, se considerará terminado el contrato:
a) El día en que expire el tiempo de duración convenido o fijado por disposición legal o 

convenio colectivo.
b) El día en que termine la prestación de servicios continuados, cuando se haya dado 

esta continuidad por virtud de prórroga expresa o tácita.
2. Si la acción se ejercita para exigir percepciones económicas o para el cumplimiento de 

obligaciones de tracto único, que no puedan tener lugar después de extinguido el contrato, el 
plazo de un año se computará desde el día en que la acción pudiera ejercitarse.
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3. El ejercicio de la acción contra el despido o resolución de contratos temporales 
caducará a los veinte días siguientes de aquel en que se hubiera producido. Los días serán 
hábiles y el plazo de caducidad a todos los efectos.

El plazo de caducidad quedará interrumpido por la presentación de la solicitud de 
conciliación ante el órgano público de mediación, arbitraje y conciliación competente.

4. Lo previsto en el apartado anterior será de aplicación a las acciones contra las 
decisiones empresariales en materia de movilidad geográfica y modificación sustancial de 
condiciones de trabajo. El plazo se computará desde el día siguiente a la fecha de 
notificación de la decisión empresarial, tras la finalización, en su caso, del periodo de 
consultas.

[ . . . ]
TÍTULO II

De los derechos de representación colectiva y de reunión de los trabajadores 
en la empresa

CAPÍTULO I
Del derecho de representación colectiva

[ . . . ]
Sección 2.ª Procedimiento electoral

[ . . . ]
Artículo 76.  Reclamaciones en materia electoral.

1. Las impugnaciones en materia electoral se tramitarán conforme al procedimiento 
arbitral regulado en este artículo, con excepción de las denegaciones de inscripción, cuyas 
reclamaciones podrán plantearse directamente ante la jurisdicción social.

2. Todos los que tengan interés legítimo, incluida la empresa cuando en ella concurra 
dicho interés, podrán impugnar la elección, las decisiones que adopte la mesa, así como 
cualquier otra actuación de la misma a lo largo del proceso electoral, fundándose para ello 
en la existencia de vicios graves que pudieran afectar a las garantías del proceso electoral y 
que alteren su resultado, en la falta de capacidad o legitimidad de los candidatos elegidos, 
en la discordancia entre el acta y el desarrollo del proceso electoral y en la falta de 
correlación entre el número de trabajadores que figuran en el acta de elecciones y el número 
de representantes elegidos. La impugnación de actos de la mesa electoral requerirá haber 
efectuado reclamación dentro del día laborable siguiente al acto y deberá ser resuelta por la 
mesa en el posterior día hábil, salvo lo previsto en el último párrafo del artículo 74.2.

3. Serán árbitros los designados conforme al procedimiento que se regula en este 
apartado, salvo en el caso de que las partes de un procedimiento arbitral se pusieran de 
acuerdo en la designación de un árbitro distinto.

El árbitro o árbitros serán designados, con arreglo a los principios de neutralidad y 
profesionalidad, entre licenciados en Derecho, graduados sociales, así como titulados 
equivalentes, por acuerdo unánime de los sindicatos más representativos, a nivel estatal o 
de comunidades autónomas según proceda y de los que ostenten el diez por ciento o más 
de los delegados y de los miembros de los comités de empresa en el ámbito provincial, 
funcional o de empresa correspondiente. Si no existiera acuerdo unánime entre los 
sindicatos señalados anteriormente, la autoridad laboral competente establecerá la forma de 
designación, atendiendo a los principios de imparcialidad de los árbitros, posibilidad de ser 
recusados y participación de los sindicatos en su nombramiento.

La duración del mandato de los árbitros será de cinco años, siendo susceptible de 
renovación.

La Administración laboral facilitará la utilización de sus medios personales y materiales 
por los árbitros en la medida necesaria para que estos desarrollen sus funciones.
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4. Los árbitros deberán abstenerse y, en su defecto, ser recusados, en los casos 
siguientes:

a) Tener interés personal en el asunto de que se trate.
b) Ser administrador de sociedad o entidad interesada, o tener cuestión litigiosa con 

alguna de las partes.
c) Tener parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del 

segundo, con cualquiera de los interesados, con los administradores de entidades o 
sociedades interesadas y también con los asesores, representantes legales o mandatarios 
que intervengan en el arbitraje, así como compartir despacho profesional o estar asociado 
con estos para el asesoramiento, la representación o el mandato.

d) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas 
mencionadas en la letra c).

e) Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el 
asunto o haberle prestado en los últimos dos años servicios profesionales de cualquier tipo y 
en cualquier circunstancia o lugar.

5. El procedimiento arbitral se iniciará mediante escrito dirigido a la oficina pública 
dependiente de la autoridad laboral, a quien promovió las elecciones y, en su caso, a 
quienes hayan presentado candidatos a las elecciones objeto de impugnación. Este escrito, 
en el que figurarán los hechos que se tratan de impugnar, deberá presentarse en un plazo de 
tres días hábiles, contados desde el siguiente a aquel en que se hubieran producido los 
hechos o resuelto la reclamación por la mesa; en el caso de impugnaciones promovidas por 
sindicatos que no hubieran presentado candidaturas en el centro de trabajo en el que se 
hubiera celebrado la elección, los tres días se computarán desde el día en que se conozca el 
hecho impugnable. Si se impugnasen actos del día de la votación o posteriores al mismo, el 
plazo será de diez días hábiles, contados a partir de la entrada de las actas en la oficina 
pública dependiente de la autoridad laboral.

Hasta que no finalice el procedimiento arbitral y, en su caso, la posterior impugnación 
judicial, quedará paralizada la tramitación de un nuevo procedimiento arbitral. El 
planteamiento del arbitraje interrumpirá los plazos de prescripción.

6. La oficina pública dependiente de la autoridad laboral dará traslado al árbitro del 
escrito en el día hábil posterior a su recepción así como de una copia del expediente 
electoral administrativo. Si se hubieran presentado actas electorales para registro, se 
suspenderá su tramitación.

A las veinticuatro horas siguientes, el árbitro convocará a las partes interesadas para que 
comparezcan ante él, lo que habrá de tener lugar en los tres días hábiles siguientes. Si las 
partes, antes de comparecer ante el árbitro designado de conformidad a lo establecido en el 
apartado 3, se pusieran de acuerdo y designaran uno distinto, lo notificarán a la oficina 
pública dependiente de la autoridad laboral para que dé traslado a este árbitro del 
expediente administrativo electoral, continuando con el mismo el resto del procedimiento.

El árbitro, dentro de los tres días hábiles siguientes a la comparecencia y previa práctica 
de las pruebas procedentes o conformes a derecho, que podrán incluir la personación en el 
centro de trabajo y la solicitud de la colaboración necesaria del empresario y las 
Administraciones Públicas, dictará laudo. El laudo será escrito y razonado, resolviendo en 
derecho sobre la impugnación del proceso electoral y, en su caso, sobre el registro del acta, 
y se notificará a los interesados y a la oficina pública dependiente de la autoridad laboral. Si 
se hubiese impugnado la votación, la oficina procederá al registro del acta o a su 
denegación, según el contenido del laudo.

El laudo arbitral podrá impugnarse ante el orden jurisdiccional social a través de la 
modalidad procesal correspondiente.

[ . . . ]
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TÍTULO III
De la negociación colectiva y de los convenios colectivos

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Sección 1.ª Naturaleza y efectos de los convenios

Artículo 82.  Concepto y eficacia.
1. Los convenios colectivos, como resultado de la negociación desarrollada por los 

representantes de los trabajadores y de los empresarios, constituyen la expresión del 
acuerdo libremente adoptado por ellos en virtud de su autonomía colectiva.

2. Mediante los convenios colectivos, y en su ámbito correspondiente, los trabajadores y 
empresarios regulan las condiciones de trabajo y de productividad. Igualmente podrán 
regular la paz laboral a través de las obligaciones que se pacten.

3. Los convenios colectivos regulados por esta ley obligan a todos los empresarios y 
trabajadores incluidos dentro de su ámbito de aplicación y durante todo el tiempo de su 
vigencia.

Sin perjuicio de lo anterior, cuando concurran causas económicas, técnicas, 
organizativas o de producción, por acuerdo entre la empresa y los representantes de los 
trabajadores legitimados para negociar un convenio colectivo conforme a lo previsto en el 
artículo 87.1, se podrá proceder, previo desarrollo de un periodo de consultas en los 
términos del artículo 41.4, a inaplicar en la empresa las condiciones de trabajo previstas en 
el convenio colectivo aplicable, sea este de sector o de empresa, que afecten a las 
siguientes materias:

a) Jornada de trabajo.
b) Horario y distribución del tiempo de trabajo.
c) Régimen de trabajo a turnos.
d) Sistema de remuneración y cuantía salarial.
e) Sistema de trabajo y rendimiento.
f) Funciones, cuando excedan de los límites que para la movilidad funcional prevé el 

artículo 39.
g) Mejoras voluntarias de la acción protectora de la Seguridad Social.
Se entiende que concurren causas económicas cuando de los resultados de la empresa 

se desprenda una situación económica negativa, en casos tales como la existencia de 
pérdidas actuales o previstas, o la disminución persistente de su nivel de ingresos ordinarios 
o ventas. En todo caso, se entenderá que la disminución es persistente si durante dos 
trimestres consecutivos el nivel de ingresos ordinarios o ventas de cada trimestre es inferior 
al registrado en el mismo trimestre del año anterior.

Se entiende que concurren causas técnicas cuando se produzcan cambios, entre otros, 
en el ámbito de los medios o instrumentos de producción; causas organizativas cuando se 
produzcan cambios, entre otros, en el ámbito de los sistemas y métodos de trabajo del 
personal o en el modo de organizar la producción, y causas productivas cuando se 
produzcan cambios, entre otros, en la demanda de los productos o servicios que la empresa 
pretende colocar en el mercado.

La intervención como interlocutores ante la dirección de la empresa en el procedimiento 
de consultas corresponderá a los sujetos indicados en el artículo 41.4, en el orden y 
condiciones señalados en el mismo.

Cuando el periodo de consultas finalice con acuerdo se presumirá que concurren las 
causas justificativas a que alude el párrafo segundo, y solo podrá ser impugnado ante la 
jurisdicción social por la existencia de fraude, dolo, coacción o abuso de derecho en su 
conclusión. El acuerdo deberá determinar con exactitud las nuevas condiciones de trabajo 
aplicables en la empresa y su duración, que no podrá prolongarse más allá del momento en 
que resulte aplicable un nuevo convenio en dicha empresa. El acuerdo de inaplicación no 
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podrá dar lugar al incumplimiento de las obligaciones establecidas en convenio relativas a la 
eliminación de las discriminaciones por razones de género o de las que estuvieran previstas, 
en su caso, en el plan de igualdad aplicable en la empresa. Asimismo, el acuerdo deberá ser 
notificado a la comisión paritaria del convenio colectivo.

En caso de desacuerdo durante el periodo de consultas cualquiera de las partes podrá 
someter la discrepancia a la comisión del convenio, que dispondrá de un plazo máximo de 
siete días para pronunciarse, a contar desde que la discrepancia le fuera planteada. Cuando 
no se hubiera solicitado la intervención de la comisión o esta no hubiera alcanzado un 
acuerdo, las partes deberán recurrir a los procedimientos que se hayan establecido en los 
acuerdos interprofesionales de ámbito estatal o autonómico, previstos en el artículo 83, para 
solventar de manera efectiva las discrepancias surgidas en la negociación de los acuerdos a 
que se refiere este apartado, incluido el compromiso previo de someter las discrepancias a 
un arbitraje vinculante, en cuyo caso el laudo arbitral tendrá la misma eficacia que los 
acuerdos en periodo de consultas y solo será recurrible conforme al procedimiento y en base 
a los motivos establecidos en el artículo 91.

Cuando el periodo de consultas finalice sin acuerdo y no fueran aplicables los 
procedimientos a los que se refiere el párrafo anterior o estos no hubieran solucionado la 
discrepancia, cualquiera de las partes podrá someter la solución de la misma a la Comisión 
Consultiva Nacional de Convenios Colectivos cuando la inaplicación de las condiciones de 
trabajo afectase a centros de trabajo de la empresa situados en el territorio de más de una 
comunidad autónoma, o a los órganos correspondientes de las comunidades autónomas en 
los demás casos. La decisión de estos órganos, que podrá ser adoptada en su propio seno o 
por un árbitro designado al efecto por ellos mismos con las debidas garantías para asegurar 
su imparcialidad, habrá de dictarse en plazo no superior a veinticinco días a contar desde la 
fecha del sometimiento del conflicto ante dichos órganos. Tal decisión tendrá la eficacia de 
los acuerdos alcanzados en periodo de consultas y solo será recurrible conforme al 
procedimiento y en base a los motivos establecidos en el artículo 91.

El resultado de los procedimientos a que se refieren los párrafos anteriores que haya 
finalizado con la inaplicación de condiciones de trabajo deberá ser comunicado a la 
autoridad laboral a los solos efectos de depósito.

4. El convenio colectivo que sucede a uno anterior puede disponer sobre los derechos 
reconocidos en aquel. En dicho supuesto se aplicará, íntegramente, lo regulado en el nuevo 
convenio.

Artículo 83.  Unidades de negociación.
1. Los convenios colectivos tendrán el ámbito de aplicación que las partes acuerden.
2. Las organizaciones sindicales y asociaciones empresariales más representativas, de 

carácter estatal o de comunidad autónoma, podrán establecer, mediante acuerdos 
interprofesionales, cláusulas sobre la estructura de la negociación colectiva, fijando, en su 
caso, las reglas que han de resolver los conflictos de concurrencia entre convenios de 
distinto ámbito.

Estas cláusulas podrán igualmente pactarse en convenios o acuerdos colectivos 
sectoriales, de ámbito estatal o autonómico, por aquellos sindicatos y asociaciones 
empresariales que cuenten con la legitimación necesaria, de conformidad con lo establecido 
en esta ley.

3. Dichas organizaciones de trabajadores y empresarios podrán igualmente elaborar 
acuerdos sobre materias concretas. Estos acuerdos, así como los acuerdos 
interprofesionales a que se refiere el apartado 2, tendrán el tratamiento de esta ley para los 
convenios colectivos.

[ . . . ]
Artículo 85.  Contenido.

1. Dentro del respeto a las leyes, los convenios colectivos podrán regular materias de 
índole económica, laboral, sindical y, en general, cuantas otras afecten a las condiciones de 
empleo y al ámbito de relaciones de los trabajadores y sus organizaciones representativas 
con el empresario y las asociaciones empresariales, incluidos procedimientos para resolver 
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las discrepancias surgidas en los periodos de consulta previstos en los artículos 40, 41, 47 y 
51; los laudos arbitrales que a estos efectos puedan dictarse tendrán la misma eficacia y 
tramitación que los acuerdos en el periodo de consultas, siendo susceptibles de impugnación 
en los mismos términos que los laudos dictados para la solución de las controversias 
derivadas de la aplicación de los convenios.

Sin perjuicio de la libertad de las partes para determinar el contenido de los convenios 
colectivos, en la negociación de los mismos existirá, en todo caso, el deber de negociar 
medidas dirigidas a promover la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y 
hombres en el ámbito laboral o, en su caso, planes de igualdad con el alcance y contenido 
previsto en el capítulo III del título IV de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres.

2. A través de la negociación colectiva se podrán articular procedimientos de información 
y seguimiento de los despidos objetivos, en el ámbito correspondiente.

Asimismo, sin perjuicio de la libertad de contratación que se reconoce a las partes, a 
través de la negociación colectiva se articulará el deber de negociar planes de igualdad en 
las empresas de más de doscientos cincuenta trabajadores de la siguiente forma:

a) En los convenios colectivos de ámbito empresarial, el deber de negociar se 
formalizará en el marco de la negociación de dichos convenios.

b) En los convenios colectivos de ámbito superior a la empresa, el deber de negociar se 
formalizará a través de la negociación colectiva que se desarrolle en la empresa en los 
términos y condiciones que se hubieran establecido en los indicados convenios para 
cumplimentar dicho deber de negociar a través de las oportunas reglas de 
complementariedad.

3. Sin perjuicio de la libertad de contratación a que se refieren los apartados anteriores, 
los convenios colectivos habrán de expresar como contenido mínimo lo siguiente:

a) Determinación de las partes que los conciertan.
b) Ámbito personal, funcional, territorial y temporal.
c) Procedimientos para solventar de manera efectiva las discrepancias que puedan 

surgir para la no aplicación de las condiciones de trabajo a que se refiere el artículo 82.3, 
adaptando, en su caso, los procedimientos que se establezcan a este respecto en los 
acuerdos interprofesionales de ámbito estatal o autonómico conforme a lo dispuesto en tal 
artículo.

d) Forma y condiciones de denuncia del convenio, así como plazo mínimo para dicha 
denuncia antes de finalizar su vigencia.

e) Designación de una comisión paritaria de la representación de las partes 
negociadoras para entender de aquellas cuestiones establecidas en la ley y de cuantas otras 
le sean atribuidas, así como establecimiento de los procedimientos y plazos de actuación de 
esta comisión, incluido el sometimiento de las discrepancias producidas en su seno a los 
sistemas no judiciales de solución de conflictos establecidos mediante los acuerdos 
interprofesionales de ámbito estatal o autonómico previstos en el artículo 83.

Artículo 86.  Vigencia.
1. Corresponde a las partes negociadoras establecer la duración de los convenios, 

pudiendo eventualmente pactarse distintos periodos de vigencia para cada materia o grupo 
homogéneo de materias dentro del mismo convenio.

Durante la vigencia del convenio colectivo, los sujetos que reúnan los requisitos de 
legitimación previstos en los artículos 87 y 88 podrán negociar su revisión.

2. Salvo pacto en contrario, los convenios colectivos se prorrogarán de año en año si no 
mediara denuncia expresa de las partes.

3. La vigencia de un convenio colectivo, una vez denunciado y concluida la duración 
pactada, se producirá en los términos que se hubiesen establecido en el propio convenio.

Durante las negociaciones para la renovación de un convenio colectivo, en defecto de 
pacto, se mantendrá su vigencia, si bien las cláusulas convencionales por las que se hubiera 
renunciado a la huelga durante la vigencia de un convenio decaerán a partir de su denuncia. 
Las partes podrán adoptar acuerdos parciales para la modificación de alguno o algunos de 
sus contenidos prorrogados con el fin de adaptarlos a las condiciones en las que, tras la 
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terminación de la vigencia pactada, se desarrolle la actividad en el sector o en la empresa. 
Estos acuerdos tendrán la vigencia que las partes determinen.

4. Transcurrido un año desde la denuncia del convenio colectivo sin que se haya 
acordado un nuevo convenio, las partes deberán someterse a los procedimientos de 
mediación regulados en los acuerdos interprofesionales de ámbito estatal o autonómico 
previstos en el artículo 83, para solventar de manera efectiva las discrepancias existentes.

Asimismo, siempre que exista pacto expreso, previo o coetáneo, las partes se someterán 
a los procedimientos de arbitraje regulados por dichos acuerdos interprofesionales, en cuyo 
caso el laudo arbitral tendrá la misma eficacia jurídica que los convenios colectivos y solo 
será recurrible conforme al procedimiento y en base a los motivos establecidos en el artículo 
91.

Sin perjuicio del desarrollo y solución final de los citados procedimientos de mediación y 
arbitraje, en defecto de pacto, cuando hubiere transcurrido el proceso de negociación sin 
alcanzarse un acuerdo, se mantendrá la vigencia del convenio colectivo.

5. El convenio que sucede a uno anterior deroga en su integridad a este último, salvo los 
aspectos que expresamente se mantengan.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Procedimiento

Sección 1.ª Tramitación, aplicación e interpretación

Artículo 89.  Tramitación.
1. La representación de los trabajadores, o de los empresarios, que promueva la 

negociación, lo comunicará a la otra parte, expresando detalladamente en la comunicación, 
que deberá hacerse por escrito, la legitimación que ostenta de conformidad con los artículos 
anteriores, los ámbitos del convenio y las materias objeto de negociación. En el supuesto de 
que la promoción sea el resultado de la denuncia de un convenio colectivo vigente, la 
comunicación deberá efectuarse simultáneamente con el acto de la denuncia. De esta 
comunicación se enviará copia, a efectos de registro, a la autoridad laboral correspondiente 
en función del ámbito territorial del convenio.

La parte receptora de la comunicación solo podrá negarse a la iniciación de las 
negociaciones por causa legal o convencionalmente establecida, o cuando no se trate de 
revisar un convenio ya vencido, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 83 y 84; en 
cualquier caso se deberá contestar por escrito y motivadamente.

Ambas partes estarán obligadas a negociar bajo el principio de la buena fe.
En los supuestos de que se produjera violencia, tanto sobre las personas como sobre los 

bienes y ambas partes comprobaran su existencia, quedará suspendida de inmediato la 
negociación en curso hasta la desaparición de aquella.

2. En el plazo máximo de un mes a partir de la recepción de la comunicación, se 
procederá a constituir la comisión negociadora; la parte receptora de la comunicación deberá 
responder a la propuesta de negociación y ambas partes establecerán un calendario o plan 
de negociación.

3. Los acuerdos de la comisión requerirán, en cualquier caso, el voto favorable de la 
mayoría de cada una de las dos representaciones.

4. En cualquier momento de las deliberaciones, las partes podrán acordar la intervención 
de un mediador designado por ellas.

[ . . . ]
Artículo 91.  Aplicación e interpretación del convenio colectivo.

1. Sin perjuicio de las competencias legalmente atribuidas a la jurisdicción social, el 
conocimiento y resolución de las cuestiones derivadas de la aplicación e interpretación de 
los convenios colectivos corresponderá a la comisión paritaria de los mismos.
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2. No obstante lo establecido en el apartado anterior, en los convenios colectivos y en los 
acuerdos a que se refiere el artículo 83.2 y 3, se podrán establecer procedimientos, como la 
mediación y el arbitraje, para la solución de las controversias colectivas derivadas de la 
aplicación e interpretación de los convenios colectivos. El acuerdo logrado a través de la 
mediación y el laudo arbitral tendrán la misma eficacia jurídica y tramitación que los 
convenios colectivos regulados en esta ley, siempre que quienes hubiesen adoptado el 
acuerdo o suscrito el compromiso arbitral tuviesen la legitimación que les permita acordar, en 
el ámbito del conflicto, un convenio colectivo conforme a lo previsto en los artículos 87, 88 y 
89.

Estos acuerdos y laudos serán susceptibles de impugnación por los motivos y conforme 
a los procedimientos previstos para los convenios colectivos. Específicamente cabrá el 
recurso contra el laudo arbitral en el caso de que no se hubiesen observado en el desarrollo 
de la actuación arbitral los requisitos y formalidades establecidos al efecto, o cuando el laudo 
hubiese resuelto sobre puntos no sometidos a su decisión.

3. En los supuestos de conflicto colectivo relativo a la interpretación o aplicación del 
convenio deberá intervenir la comisión paritaria del mismo con carácter previo al 
planteamiento formal del conflicto en el ámbito de los procedimientos no judiciales a que se 
refiere el apartado anterior o ante el órgano judicial competente.

4. Las resoluciones de la comisión paritaria sobre interpretación o aplicación del 
convenio tendrán la misma eficacia jurídica y tramitación que los convenios colectivos 
regulados en esta ley.

5. Los procedimientos de solución de conflictos a que se refiere este artículo serán, 
asimismo, de aplicación en las controversias de carácter individual, cuando las partes 
expresamente se sometan a ellos.

[ . . . ]
Disposición adicional decimotercera.  Solución no judicial de conflictos.

En el supuesto de que, aun no habiéndose pactado en el convenio colectivo aplicable un 
procedimiento para resolver las discrepancias en los periodos de consultas, se hubieran 
establecido, conforme al artículo 83, órganos o procedimientos no judiciales de solución de 
conflictos en el ámbito territorial correspondiente, quienes sean parte en dichos periodos de 
consultas podrán someter de común acuerdo su controversia a dichos órganos.

[ . . . ]
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§ 86

Real Decreto-ley 17/1977, de 4 de marzo, sobre relaciones de 
trabajo. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 58, de 9 de marzo de 1977
Última modificación: 25 de abril de 1981

Referencia: BOE-A-1977-6061

TÍTULO I
El derecho de huelga

CAPÍTULO I
La huelga

[ . . . ]
Artículo cinco.  

Sólo podrán ser elegidos miembros del comité de huelga trabajadores del propio centro 
de trabajo afectados por el conflicto.

La composición del comité de huelga no podrá exceder de doce personas.
Corresponde al comité de huelga participar en cuantas actuaciones sindicales, 

administrativas o judiciales se realicen para la solución del conflicto.

El fallo de la Sentencia del TC 11/1981 Ref. BOE-T-1981-9433 establece:

"Que el apartado 1.º del artículo 5.º no es inconstitucional referido a huelgas cuyo ámbito no exceda de 
un solo Centro de trabajo, pero que lo es, en cambio, cuando las huelgas comprendan varios Centros de 
trabajo."

[ . . . ]
Artículo ocho.  

Uno. Los Convenios Colectivos podrán establecer normas complementarias relacionadas 
con los procedimientos de solución de los conflictos que den origen a la huelga, así como la 
renuncia, durante su vigencia, al ejercicio de tal derecho.

Dos. Desde el momento del preaviso y durante la huelga, el Comité de huelga y el 
empresario, y en su caso los representantes designados por los distintos Comités de huelga 
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y por los empresarios afectados, deberán negociar para llegar a un acuerdo, sin perjuicio de 
que en cualquier momento los trabajadores puedan dar por terminada aquélla. El pacto que 
ponga fin a la huelga tendrá la misma eficacia que lo acordado en Convenio Colectivo.

Artículo nueve.  
La Inspección de Trabajo podrá ejercer su función de mediación desde que se 

comunique la huelga hasta la solución del conflicto.

Artículo diez.  
El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Trabajo, teniendo en cuenta la duración o las 

consecuencias de la huelga, las posiciones de las partes y el perjuicio grave de la economía 
nacional, podrá acordar la reanudación de la actividad laboral en el plazo que determine, por 
un período máximo de dos meses o, de modo definitivo, mediante el establecimiento de un 
arbitraje obligatorio. El incumplimiento de este acuerdo podrá dar lugar a la aplicación de lo 
dispuesto en los artículos 15 y 16.

Cuando la huelga se declare en empresas encargadas de la prestación de cualquier 
género de servicios públicos o de reconocida e inaplazable necesidad y concurran 
circunstancias de especial gravedad, la Autoridad gubernativa podrá acordar las medidas 
necesarias para asegurar el funcionamiento de los servicios. El Gobierno, asimismo, podrá 
adoptar a tales fines las medidas de intervención adecuadas.

El fallo de la Sentencia del TC 11/1981, de 8 de abril, Ref. BOE-T-1981-9433. establece:

 "Que es inconstitucional el párrafo 1.º del artículo 10 en cuanto faculta al Gobierno para imponer la 
reanudación del trabajo, pero no en cuanto le faculta para instituir un arbitraje obligatorio, siempre que en él 
se respete el requisito de imparcialidad de los árbitros."

 "Que no es inconstitucional el párrafo 2.º del artículo 10 que atribuye a la autoridad gubernativa la 
potestad de dictar las medidas necesarias para determinar el mantenimiento de los servicios esenciales a la 
comunidad, en cuanto que el ejercicio de esta potestad está sometido a la jurisdicción de los Tribunales de 
justicia y al recurso de amparo ante este Tribunal."

Artículo once.  
La huelga es ilegal:
a) Cuando se inicie o se sostenga por motivos políticos o con cualquier otra finalidad 

ajena al interés profesional de los trabajadores afectados.
b) Cuando sea de solidaridad o apoyo, salvo que afecte directamente al interés 

profesional de quienes la promuevan o sostengan.
c) Cuando tenga por objeto alterar, dentro de su período de vigencia, lo pactado en un 

Convenio Colectivo o lo establecido por laudo.
d) Cuando se produzca contraviniendo lo dispuesto en el presente Real Decreto-ley, o lo 

expresamente pactado en Convenio Colectivo para la solución de conflictos.

Se declara inconstitucional el inciso destacado del apartado b) por  Sentencia del TC 
11/1981, de 8 de abril. Ref. BOE-T-1981-9433.

[ . . . ]
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TÍTULO II
Conflictos colectivos de trabajo

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo diecisiete.  
Uno. La solución de situaciones conflictivas que afecten a intereses generales de los 

trabajadores podrá tener lugar por el procedimiento de Conflicto Colectivo de Trabajo que se 
regula en este título.

Dos. Cuando los trabajadores utilicen el procedimiento de Conflicto Colectivo de Trabajo 
no podrán ejercer el derecho de huelga.

Tres. Declarada la huelga, podrán, no obstante, los trabajadores desistir de la misma y 
someterse al procedimiento de Conflicto Colectivo de Trabajo.

Artículo dieciocho.  
Uno. Sólo podrán instar la iniciación de Conflicto Colectivo de Trabajo:
a) Los representantes de los trabajadores en el ámbito correspondiente al conflicto, por 

iniciativa propia o a instancia de sus representados.
b) Los empresarios o sus representantes legales, según el ámbito del conflicto.
Dos. Cuando el procedimiento de conflicto colectivo se inicie a instancia de los 

empresarios, y los trabajadores ejerzan el derecho de huelga, se suspenderá dicho 
procedimiento, archivándose las actuaciones.

Artículo diecinueve.  
La competencia para conocer de los Conflictos Colectivos de Trabajo corresponde, 

según su naturaleza:
a) Al Delegado de Trabajo de la provincia en que se plantea el conflicto. La Dirección 

General de Trabajo será competente en los conflictos colectivos laborales que afecten a 
trabajadores de varias provincias.

b) Al Orden Jurisdiccional Laboral, de acuerdo con lo establecido en esta disposición y 
en la Ley de Procedimiento Laboral.

Artículo veinte.  
No podrá plantearse Conflicto Colectivo de Trabajo para modificar lo pactado en 

Convenio Colectivo o establecido por laudo.

CAPÍTULO II
Procedimiento

Artículo veintiuno.  
El planteamiento de Conflicto Colectivo de Trabajo se formalizará por escrito, firmado y 

fechado, en el que consten nombre, apellidos, domicilio y carácter de las personas que lo 
plantean y determinación de los trabajadores y empresarios afectados; hechos sobre los que 
verse el conflicto, peticiones concretas que se formulen, así como los demás datos que 
procedan.

Artículo veintidós.  
El escrito a que se refiere el artículo anterior habrá de presentarse ante la Delegación de 

Trabajo de la provincia en que se plantee el conflicto. Cuando el conflicto afecte a 
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trabajadores de varias provincias, dicho escrito será presentado ante la Dirección General de 
Trabajo.

Artículo veintitrés.  
En las veinticuatro horas siguientes al día de la presentación del escrito citado en el 

artículo veintiuno, la Autoridad laboral remitirá copia del mismo a la parte frente a la que se 
plantee el conflicto y convocará a las partes de comparecencia ante ella, la que habrá de 
tener lugar dentro de los tres días siguientes.

Artículo veinticuatro.  
En la comparecencia, la Autoridad laboral intentará la avenencia entre las partes. Los 

acuerdos serán adoptados por mayoría simple de las representaciones de cada una de las 
mismas. Dicho acuerdo tendrá la misma eficacia que lo pactado en Convenio Colectivo.

Las partes podrán designar a uno o varios Arbitros. En tal caso éstos, que cuando sean 
varios habrán de actuar conjuntamente, deberán dictar su laudo en el término de cinco días. 
La decisión que adopten tendrá la misma eficacia que si hubiera habido acuerdo entre las 
partes.

Artículo veinticinco.  
Si las partes no llegaran a un acuerdo, ni designaren uno o varios Arbitros, la Autoridad 

laboral procederá del siguiente modo:
a) Si el conflicto derivara de discrepancias relativas a la interpretación de una norma 

preexistente, estatal o convenida colectivamente, remitirá las actuaciones practicadas, con 
su informe, a la Magistratura de Trabajo, que procederá conforme a lo dispuesto en la Ley de 
Procedimiento Laboral.

b) Si el conflicto se planteara para modificar las condiciones de trabajo, la Autoridad 
laboral dictará laudo de obligado cumplimiento resolviendo sobre todas las cuestiones 
planteadas.

Se declara inconstitucional el apartado b) por Sentencia del TC 11/1981, de 8 de abril. Ref. 
BOE-T-1981-9433.

Artículo veintiséis.  
Los laudos de obligado cumplimiento, que habrán de ser dictados en el término de los 

cinco días siguientes a la fecha de comparecencia adoptarán la forma de resolución fundada 
y decidirán de modo claro y preciso, tanto respecto de las cuestiones que se hubiesen 
planteado en el escrito inicial como de las suscitadas en la comparecencia de las partes 
relacionadas con el conflicto. Estos laudos tendrán fuerza ejecutiva inmediata. Podrán ser 
recurridos en alzada ante la Autoridad laboral de grado superior, de conformidad con el 
artículo ciento veintidós, de la Ley de Procedimiento Administrativo. Una vez agotada la vía 
gubernativa podrán ser impugnados ante la jurisdicción competente.

Se declara inconstitucional por Sentencia del TC 11/1981, de 8 de abril. Ref. BOE-
T-1981-9433.

[ . . . ]
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§ 87

Ley 10/1997, de 24 de abril, sobre derechos de información y 
consulta de los trabajadores en las empresas y grupos de empresas 

de dimensión comunitaria. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 99, de 25 de abril de 1997

Última modificación: 20 de mayo de 2011
Referencia: BOE-A-1997-8874

[ . . . ]
TÍTULO III

Tutela de los derechos de información y consulta de los trabajadores en las 
empresas y grupos de empresas de dimensión comunitaria

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Procedimientos judiciales

[ . . . ]
Artículo 41.  Procedimientos de solución extrajudicial de los conflictos.

Lo dispuesto en este capítulo se entiende sin perjuicio del derecho de las partes a acudir 
a los procedimientos de solución extrajudicial de los conflictos.

[ . . . ]
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§ 88

Real Decreto 1483/2012, de 29 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento de los procedimientos de despido colectivo y de 

suspensión de contratos y reducción de jornada. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 261, de 30 de octubre de 2012

Última modificación: 12 de julio de 2023
Referencia: BOE-A-2012-13419

[ . . . ]
REGLAMENTO DE LOS PROCEDIMIENTOS DE DESPIDO COLECTIVO Y DE 

SUSPENSIÓN DE CONTRATOS Y REDUCCIÓN DE JORNADA

TÍTULO I
Procedimientos de despido colectivo y de suspensión de contratos y reducción 

de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas y de producción

CAPÍTULO I
Del procedimiento de despido colectivo

[ . . . ]
Sección 3.ª Desarrollo del periodo de consultas

[ . . . ]
Artículo 10.  Actuaciones de la autoridad laboral.

1. La autoridad laboral velará por la efectividad del periodo de consultas pudiendo remitir, 
en su caso, advertencias y recomendaciones a las partes, que no supondrán, en ningún 
caso, la paralización ni la suspensión del procedimiento. La autoridad laboral dará traslado a 
ambas partes de los escritos que contengan dichas advertencias o recomendaciones, aun 
cuando se dirijan a una de ellas en particular.

Los representantes de los trabajadores podrán dirigir en cualquier fase del procedimiento 
observaciones a la autoridad laboral sobre las cuestiones que estimen oportunas. La 
autoridad laboral, a la vista de las mismas, podrá actuar conforme a lo indicado en el párrafo 
anterior.

El empresario deberá responder por escrito a la autoridad laboral, antes de la finalización 
del periodo de consultas, sobre las advertencias o recomendaciones que le hubiere 
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formulado esta. De dicho escrito el empresario trasladará copia a los representantes legales 
de los trabajadores.

2. La autoridad laboral podrá realizar durante el periodo de consultas, a petición de 
cualquiera de las partes, o por propia iniciativa, actuaciones de asistencia. En especial, 
podrá dirigir a las partes propuestas y recomendaciones sobre las medidas sociales de 
acompañamiento y, en su caso, sobre el contenido e implantación del plan de recolocación 
externa, teniendo en cuenta la situación económica de la empresa.

3. La autoridad laboral podrá igualmente, con el fin de buscar soluciones a los problemas 
planteados por el despido colectivo, realizar actuaciones de mediación a petición conjunta de 
las partes.

Las actuaciones de mediación y asistencia a que se refiere este apartado y el anterior 
podrán ser realizadas por la autoridad laboral con la asistencia y apoyo de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social.

4. La autoridad laboral garantizará el acceso de las partes interesadas el expediente 
administrativo, y, en particular, les remitirá el informe al que se refiere el artículo 11 en el 
momento de su recepción.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Disposiciones comunes a los procedimientos de despido colectivo y de 
suspensión de contratos y reducción de jornada

[ . . . ]
Artículo 28.  Régimen de adopción de acuerdos en el periodo de consultas de los 
procedimientos.

1. Los acuerdos en el periodo de consultas requerirán la conformidad de la mayoría de 
los miembros de la comisión negociadora que, en su conjunto, representen a la mayoría de 
los trabajadores del centro o centros de trabajo afectados, para lo cual, se considerará el 
porcentaje de representación que tenga, en cada caso, cada uno de sus integrantes.

Sólo se considerará acuerdo colectivo en el periodo de consultas aquel que haya sido 
adoptado por los sujetos a que se refiere el artículo 26.

2. El empresario y la representación de los trabajadores podrán acordar, en cualquier 
momento del periodo de consultas, la sustitución del mismo por los procedimientos de 
mediación o de arbitraje que sean de aplicación en el ámbito de la empresa, en particular los 
regulados en los acuerdos sobre solución extrajudicial de conflictos laborales de nivel estatal 
o de nivel autonómico.

En todo caso, el procedimiento de mediación o arbitraje deberá desarrollarse dentro del 
plazo máximo de duración establecido para la consulta con los representantes de los 
trabajadores.

[ . . . ]
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§ 89

Real Decreto 2205/1980, de 13 de junio, por el que se regula el 
trabajo del personal civil no funcionario en los establecimientos 

militares. [Inclusión parcial]

Presidencia del Gobierno
«BOE» núm. 251, de 18 de octubre de 1980

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1980-22618

[ . . . ]
TÍTULO III

De la petición, negociación y resolución sobre materias de índole económica, 
laboral y asistencial

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo noventa y ocho.  Contenido.
Uno. Petición.—El personal laboral de la Administración Militar podrá instar peticiones 

colectivas que se refieran a materias de índole económica, laboral, asistencial y en general a 
cuantas afecten a las condiciones de empleo y al ámbito de sus relaciones 
socioprofesionales con aquella Administración, dentro del respeto a la normativa vigente en 
la Organización Militar y conforme a las disposiciones del presente Título.

Dos. Negociación.—El Comité General de Trabajadores de la Administración Militar, 
podrá solicitar de la Subsecretaría de Defensa, a través de la Sección Laboral de ésta, la 
iniciación de negociaciones referidas a las materias a que se refiere el número anterior que 
afectan o puedan afectar a la totalidad del personal laboral o a alguno de los grandes 
sectores integrados en dicho colectivo, cuando las condiciones que se les apliquen en 
relación con tales materias resulten inferiores a las alcanzadas, en términos homologables, 
por los trabajadores de la esfera civil, bien en convenios de carácter general, no de empresa, 
o en Acuerdos globales entre Asociaciones de Empresarios y de Trabajadores.

Tres. Condicionamiento en materia económica.—Cualquier petición que suponga 
aumento de gasto por encima del límite máximo del crédito global disponible en favor del 
Ministerio de Defensa para atenciones de su personal laboral, conforme al Presupuesto 
General del Estado para cada ejercicio, estará acondicionada, en cuanto al resultado final de 
la negociación, a la tramitación y aprobación, conforme a las disposiciones vigentes, del 
correspondiente crédito extraordinario o suplemento de crédito.

Cuatro. Prevalente interés de la Defensa Nacional.—En ningún caso podrán tramitarse 
peticiones, negociarse acuerdos, ni adoptarse resoluciones, incluso la del Tribunal Arbitral 
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previsto en el artículo ciento dos, cuando a juicio del Ministerio de Defensa la problemática 
planteada no resulte compatible en su tratamiento, total o parcialmente, con la obligada 
salvaguarda de los intereses de la Defensa Nacional.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Procedimiento

[ . . . ]
Artículo ciento uno.  Negociación.

Uno. En los supuestos previstos en el número dos del artículo noventa y ocho, la petición 
previa a la negociación deberá contener de forma concreta y justificada los datos e 
informaciones de los que se desprenda la desigualdad en las condiciones laborales o 
económica a la que en dicho precepto se alude.

Dos. Aceptado el trámite de negociación, el examen y discusión de las cuestiones 
planteadas se hará a través de una Comisión Mixta que, bajo la Presidencia al Subsecretario 
de Defensa o, por su delegación, de alguno de los Secretarios Generales dependientes de la 
Subsecretaría, estará integrada del modo siguiente:

a) Por parte de la Administración Militar:
– El General Delegado de personal de la Secretaría General para Asuntos de Personal y 

Acción Social.
– El Subdirector General de Gestión Económica de la Secretaría General de Asuntos 

Económicos.
– Los Jefes de las Secciones Laborales de Ejército, Armada y Aire.
– Un Jefe en representación de cada una de las Comisiones de Retribuciones del 

Ejército, Armada y Aire.
– Un Jefe en representación de la Intervención General de la Defensa.
b) Por parte de los trabajadores:
Nueve miembros pertenecientes al Comité General de Trabajadores de la Administración 

Militar libremente designados por el mismo.
c) Actuará como Secretario, sin voz ni voto, un Jefe u Oficial Jurídico destinado en la 

Sección Laboral Central.
Tres. La Comisión celebrará el número de sesiones que se estime necesarias para tratar 

de llegar, partiendo de la mejor voluntad de ambas partes, a un acuerdo sobre las cuestiones 
planteadas.

Cuando a juicio del Presidente se hubiesen agotado las posibilidades de negociación, 
dará por terminada la reunión de la Comisión de la que se extenderá Acta por el Secretario, 
que deberá ser suscrita por el trabajador que encabece la representación del Comité 
General de Trabajadores y autorizada con el visto bueno del Presidente.

En dicha Acta, en la que se recogerán sucintamente los términos en que la negociación 
se desarrolle, se harán constar separadamente: a) a los puntos sobre los que recaiga 
acuerdo; b) a aquellos otros en los que no llegue a alcanzarse, señalando los motivos de 
discrepancia y, en su caso, la posición final de ambas partes, y c) a las cuestiones de 
trascendencia económica a las que se refiere el número tres del artículo noventa y ocho.

Cuatro. La Subsecretaría de Defensa, dentro de los treinta días siguientes al término de 
la reunión, dispondrá, de una parte, la puesta en práctica de las medidas que sean 
consecuencia de los acuerdos adoptados, y de otra, en lo referente a los apartados b) y c) 
del párrafo anterior, la expedición del correspondiente testimonio del Acta para su remisión, 
junto con cuantos antecedentes y documentación haya manejado la Comisión Mixta al 
Tribunal Arbitral al que se refiere el artículo siguiente.
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Artículo ciento dos.  Tribunal Arbitral.
Uno. El Tribunal Arbitral estará constituido del modo siguiente:
a) Presidente: Un Magistrado del Tribunal Central de trabajo designado por la 

presidencia de éste.
b) Vocales:
Un representante, a nivel de Director general o Subdirector general, designado por el 

Ministerio de Hacienda.
Un representante del mismo rango, designado por el Ministerio de Trabajo.
El Jefe de la Sección Laboral del Órgano Central de la Defensa.
Tres trabajadores miembros del Comité General de Trabajadores de la Administración 

designado por éste.
c) Como Secretario, con voz pero sin voto: Un Jefe del Cuerpo Jurídico destinado en la 

Sección Laboral Central.
Dos. Todas las designaciones a las que se refiere el número anterior serán interesadas 

por el Ministerio de Defensa y deberán ser cumplimentadas dentro de los quince días 
siguientes al de recepción de los correspondientes escritos.

Tres. El Tribunal una vez constituido, acordará sus propias normas de funcionamiento y 
conocerá de los asuntos que le hayan sido elevados conforme a las disposiciones 
contenidas en el número cuatro del artículo anterior, pudiendo recabar, a través de la 
Subsecretaría de Defensa, cuantos datos e informes, no contenidos en la documentación 
recibida considere de pertinente unión a las actuaciones.

Cuatro. El Tribunal decidirá sobre todas las cuestiones planteadas mediante laudo 
dictado en el termino de veinte días, cuya resolución será publicada en el Boletín Oficial del 
Estado y surtirá plenos efectos a partir de la fecha de tal publicación; no podrá tener carácter 
retroactivo y no cabrá contra él recurso alguno.

El pronunciamiento que pueda recaer sobre cuestiones de relevancia económica a las 
que se refiere el artículo noventa y ocho, número tres, motivará la iniciación, conforme a la 
normativa vigente del correspondiente expediente a fin de que puedan, en su caso, 
acordarse las dotaciones precisas para el cumplimiento del laudo.

[ . . . ]
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§ 90

Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 166, de 12 de julio de 2007
Última modificación: 1 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-2007-13409

[ . . . ]
TÍTULO II

Régimen profesional del trabajador autónomo

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Régimen profesional común del trabajador autónomo

Artículo 4.  Derechos profesionales.
1. Los trabajadores autónomos tienen derecho al ejercicio de los derechos 

fundamentales y libertades públicas reconocidos en la Constitución Española y en los 
tratados y acuerdos internacionales ratificados por España sobre la materia.

2. El trabajador autónomo tiene los siguientes derechos básicos individuales, con el 
contenido y alcance que para cada uno de ellos disponga su normativa específica:

a) Derecho al trabajo y a la libre elección de profesión u oficio.
b) Libertad de iniciativa económica y derecho a la libre competencia.
c) Derecho de propiedad intelectual sobre sus obras o prestaciones protegidas.
3. En el ejercicio de su actividad profesional, los trabajadores autónomos tienen los 

siguientes derechos individuales:
a) A la igualdad ante la ley y a no ser discriminados, directa o indirectamente, por razón 

de nacimiento, origen racial o étnico, sexo, estado civil, religión, convicciones, discapacidad, 
edad, orientación e identidad sexual, expresión de género, características sexuales, uso de 
alguna de las lenguas oficiales dentro de España o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social.

b) A no ser discriminados por razones de discapacidad, de conformidad con lo 
establecido en el texto refundido de la Ley General de derechos de las personas con 
discapacidad y de su inclusión social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 
29 de noviembre.
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c) Al respeto de su intimidad y a la consideración debida a su dignidad, así como a una 
adecuada protección frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo o por cualquier otra 
circunstancia o condición personal o social.

d) A la formación y readaptación profesionales.
e) A su integridad física y a una protección adecuada de su seguridad y salud en el 

trabajo.
f) A la percepción puntual de la contraprestación económica convenida por el ejercicio 

profesional de su actividad.
g) A la conciliación de su actividad profesional con la vida personal y familiar, con el 

derecho a suspender su actividad en las situaciones de nacimiento, ejercicio corresponsable 
del cuidado del lactante, riesgo durante el embarazo, riesgo durante la lactancia, y adopción, 
guarda con fines de adopción y acogimiento familiar, de conformidad con el Código Civil o 
las leyes civiles de las Comunidades Autónomas que lo regulen, siempre que, en este último 
caso su duración no sea inferior a un año.

h) A la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, de 
conformidad con la legislación de la Seguridad Social, incluido el derecho a la protección en 
las situaciones de nacimiento, ejercicio corresponsable del cuidado del lactante, riesgo 
durante el embarazo, riesgo durante la lactancia y adopción, guarda con fines de adopción y 
acogimiento familiar, de conformidad con el Código Civil o las leyes civiles de las 
Comunidades Autónomas que lo regulen, siempre que, en este último caso su duración no 
sea inferior a un año.

i) Al ejercicio individual de las acciones derivadas de su actividad profesional.
j) A la tutela judicial efectiva de sus derechos profesionales, así como al acceso a los 

medios extrajudiciales de solución de conflictos.
k) Cualesquiera otros que se deriven de los contratos por ellos celebrados.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Régimen profesional del trabajador autónomo económicamente dependiente

[ . . . ]
Artículo 13.  Acuerdos de interés profesional.

1. Los acuerdos de interés profesional previstos en el apartado 2 del artículo 3 de la 
presente Ley, concertados entre las asociaciones o sindicatos que representen a los 
trabajadores autónomos económicamente dependientes y las empresas para las que 
ejecuten su actividad podrán establecer las condiciones de modo, tiempo y lugar de 
ejecución de dicha actividad, así como otras condiciones generales de contratación. En todo 
caso, los acuerdos de interés profesional observarán los límites y condiciones establecidos 
en la legislación de defensa de la competencia.

2. Los acuerdos de interés profesional deberán concertarse por escrito.
3. Se entenderán nulas y sin efectos las cláusulas de los acuerdos de interés profesional 

contrarias a disposiciones legales de derecho necesario.
4. Los acuerdos de interés profesional se pactarán al amparo de las disposiciones del 

Código Civil. La eficacia personal de dichos acuerdos se limitará a las partes firmantes y, en 
su caso, a los afiliados a las asociaciones de autónomos o sindicatos firmantes que hayan 
prestado expresamente su consentimiento para ello.

[ . . . ]
Artículo 18.  Procedimientos no jurisdiccionales de solución de conflictos.

1. Será requisito previo para la tramitación de acciones judiciales en relación con el 
régimen profesional de los trabajadores autónomos económicamente dependientes el intento 
de conciliación o mediación ante el órgano administrativo que asuma estas funciones. No 
obstante, a tales efectos, los acuerdos de interés profesional a los que se refiere el artículo 
13 de la presente Ley podrán instituir órganos específicos de solución de conflictos.
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2. Los procedimientos no jurisdiccionales de solución de conflictos estarán basados en 
los principios de gratuidad, celeridad, agilidad y efectividad.

3. Lo acordado en avenencia tendrá fuerza ejecutiva entre las partes intervinientes, sin 
necesidad de ratificación ante el órgano judicial, pudiendo llevarse a efecto por el trámite de 
ejecución de sentencias.

4. Las partes podrán igualmente someter sus discrepancias a arbitraje voluntario. Se 
entenderán equiparados a las sentencias firmes los laudos arbitrales igualmente firmes 
dictados al efecto. El procedimiento arbitral se someterá a lo pactado entre las partes o al 
régimen que en su caso se pueda establecer mediante acuerdo de interés profesional, 
entendiéndose aplicable, en su defecto, la regulación contenida en la Ley 60/2003, de 23 de 
diciembre, de Arbitraje, la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de Transportes 
Terrestres o en cualquier otra normativa específica o sectorial.

TÍTULO III
Derechos colectivos del trabajador autónomo

Artículo 19.  Derechos colectivos básicos.
1. Los trabajadores autónomos son titulares de los derechos a:
a) Afiliarse al sindicato o asociación empresarial de su elección, en los términos 

establecidos en la legislación correspondiente.
b) Afiliarse y fundar asociaciones profesionales específicas de trabajadores autónomos 

sin autorización previa.
c) Ejercer la actividad colectiva de defensa de sus intereses profesionales.
2. Las asociaciones de trabajadores autónomos son titulares de los derechos de carácter 

colectivo a:
a) Constituir federaciones, confederaciones o uniones, previo el cumplimiento de los 

requisitos exigidos para la constitución de asociaciones, con acuerdo expreso de sus 
órganos competentes. Asimismo, podrán establecer los vínculos que consideren oportunos 
con organizaciones sindicales y asociaciones empresariales.

b) Concertar acuerdos de interés profesional para los trabajadores autónomos 
económicamente dependientes afiliados en los términos previstos en el artículo 13 de la 
presente Ley.

c) Ejercer la defensa y tutela colectiva de los intereses profesionales de los trabajadores 
autónomos.

d) Participar en los sistemas no jurisdiccionales de solución de las controversias 
colectivas de los trabajadores autónomos cuando esté previsto en los acuerdos de interés 
profesional.

3. Las asociaciones representativas de trabajadores autónomos también serán titulares 
de las facultades establecidas en el artículo 21.3 de la presente Ley.

4. Sin perjuicio de las facultades que corresponden a los sindicatos en el ejercicio del 
derecho a la libertad sindical, éstos gozarán, además, de todos los derechos del apartado 2 
de este artículo respecto de sus trabajadores autónomos afiliados.

[ . . . ]
Artículo 38 quinquies.  Bonificación de cuotas en favor de trabajadores autónomos de 
empresas emergentes en situación de pluriactividad.

1. A los trabajadores incluidos en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos por poseer el control efectivo, directo o 
indirecto, de una empresa emergente regulada en la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de 
fomento del ecosistema de las empresas emergentes, y que, de forma simultánea, trabajen 
por cuenta ajena para otro empleador, les resultará de aplicación una bonificación del cien 
por cien de la cuota correspondiente a la base mínima establecida con carácter general, en 
cada momento, en el citado régimen especial durante los tres primeros años.
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Esta bonificación será incompatible con los beneficios en la cotización previstos en los 
artículos 31 y 32.

2. Esta bonificación se disfrutará de forma continuada en tanto persista la situación de 
pluriactividad y, como máximo, durante los tres primeros años, a contar desde la fecha del 
alta que se produzca como consecuencia del inicio de la actividad autónoma por la 
dedicación a la empresa emergente.

La bonificación se extinguirá, en todo caso, en el momento en que cese la situación de 
pluriactividad, no pudiendo reiniciarse posteriormente su aplicación en el supuesto de que se 
produzca una nueva situación de pluriactividad.

3. La bonificación se aplicará por la Tesorería General de la Seguridad Social conforme a 
los datos, programas y aplicaciones informáticas disponibles en cada momento para la 
gestión liquidatoria y recaudatoria de la Seguridad Social, previa presentación de declaración 
responsable por parte del trabajador autónomo; sin perjuicio de su control y revisión por la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, por la Tesorería General de la Seguridad Social y 
por el Servicio Público de Empleo Estatal, en el ejercicio de sus respectivas competencias.

4. La bonificación prevista en este artículo se financiará con cargo al presupuesto del 
Servicio Público de Empleo Estatal dentro de su ámbito competencial y conforme a sus 
disponibilidades presupuestarias.

[ . . . ]
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§ 91

Real Decreto 197/2009, de 23 de febrero, por el que se desarrolla el 
Estatuto del Trabajo Autónomo en materia de contrato del trabajador 
autónomo económicamente dependiente y su registro y se crea el 
Registro Estatal de asociaciones profesionales de trabajadores 

autónomos. [Inclusión parcial]

Ministerio de Trabajo e Inmigración
«BOE» núm. 54, de 4 de marzo de 2009
Última modificación: 1 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2009-3673

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Contrato de trabajador autónomo económicamente dependiente en el sector de 
los agentes de seguros

[ . . . ]
Artículo 11.  Procedimientos no jurisdiccionales de solución de conflictos.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 17 del Estatuto del Trabajo Autónomo, en el 
contrato de agencia de seguros las partes podrán someter sus eventuales discrepancias 
relativas al régimen profesional de los trabajadores autónomos económicamente 
dependientes a mediación o arbitraje.

[ . . . ]
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§ 92

Real Decreto-ley 5/1979, de 26 de enero, sobre creación del Instituto 
de Mediación, Arbitraje y Conciliación

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 32, de 6 de febrero de 1979
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1979-3393

Los conflictos laborales, por su propia naturaleza y por los intereses que en los mismos 
se enjuician, necesitan una rápida solución, teniendo en cuenta que tanto para el trabajador 
como para el empresario la prolongación de situaciones de incertidumbre constituyen una 
grave lesión y a veces un perjuicio difícilmente reparable. No es admisible, en un orden 
social que se quiere justo, que la decisión sobre situaciones muchas veces vitales se 
prolongue durante largos períodos de tiempo.

Por otra parte, la conflictividad laboral presenta una estructura muy compleja y unas 
peculiaridades muy acusadas que aconsejan ofrecer a los interesados un conjunto de 
institutos jurídicos diferenciados que, haciendo frente a la pluralidad de situaciones 
conflictivas, constituyan un sistema de decisiones rápido y justo.

La mediación es una figura conveniente; su eficacia está demostrada en la realidad 
diaria, haciéndose aconsejable su institucionalización, sobre los presupuestos de 
imparcialidad del mediador y la libre aceptación de su actuación por los interesados.

La creación de Tribunales Arbitrales Laborales viene avalada por la fructífera experiencia 
en otros países y por la propia Organización Internacional del Trabajo (O. I. T.), que, en su 
recomendación número noventa y dos, propugna el establecimiento de arbitrajes voluntarios. 
Estos órganos que se crean unen a la garantía de la necesaria formación jurídica de su 
Presidente, la presencia en los mismos de Vocales designados por trabajadores y 
empresarios.

La conciliación es igualmente una institución que se ha revelado siempre eficaz y si se 
limita a las materias donde la transacción es posible no merma en absoluto los derechos y 
garantías de los interesados, proporciona en ocasiones soluciones inmediatas y aunque no 
las consiga, organizada debidamente no supone ningún retraso apreciable en el proceso 
laboral.

Por cuanto antecede, la necesidad de contar de inmediato con los cauces que este Real 
Decreto-ley constituye, y el dar respuesta a las aspiraciones de Sindicatos de Trabajadores y 
Asociaciones Empresariales, justifican la urgencia de esta disposición.

En su virtud, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 
veintiséis de enero de mil novecientos setenta y nueve, en uso de la autorización contenida 
en el artículo 86.1 de la Constitución.

D I S P O N G O :
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Artículo primero.  Creación y funciones.
Se crea el Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación, con el carácter de Organismo 

autónomo adscrito al Ministerio de Trabajo. Se regirá por la Ley de veintiséis de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho sobre Régimen Jurídico de las Entidades Estatales 
Autónomas; la Ley General Presupuestaria de cuatro de enero de mil novecientos setenta y 
siete, disposiciones de general aplicación a los Organismos autónomos y las contenidas en 
el presente Real Decreto-ley y normas que lo desarrollen.

El Instituto tendrá las funciones de mediación, arbitraje y conciliación a que se refieren 
los artículos siguientes.

Serán asimismo funciones del Instituto:
a) El depósito de Estatutos de los Sindicatos de Trabajadores y de las Asociaciones 

Empresariales.
b) El depósito de las actas relativas a elecciones de Órganos de Representación de 

Trabajadores en la Empresa y de los datos relativos a representatividad de las Asociaciones 
Empresariales.

c) El depósito de los Convenios y demás acuerdos colectivos concluidos entre 
empresarios y trabajadores o entre Sindicatos y Asociaciones Empresariales.

d) Las inherentes a la expedición de certificaciones de la documentación en depósito.

Artículo segundo.  Órganos.
Los órganos directivos colegiados estarán integrados paritariamente por representantes 

de la Administración Pública, de los Sindicatos de Trabajadores y de las Asociaciones 
Empresariales.

Artículo tercero.  Principios de actuación.
El Instituto sujetará su actuación a los siguientes principios:
a) Libertad.–La actuación del Instituto no limitará ni interferirá el libre ejercicio de los 

derechos laborales o sindicales.
b) Rogación.–El Instituto actuará a solicitud de las partes, trabajadores y empresarios o 

sus Sindicatos y Asociaciones.
El Instituto podrá actuar a iniciativa propia en los casos de carácter general o grave 

trascendencia.
c) Neutralidad.–La actuación del Instituto tendrá siempre un carácter profesional, técnico 

e imparcial.
d) Gratuidad.–Los servicios prestados por el Instituto serán gratuitos, salvo los 

expresamente exceptuados.

Artículo cuarto.  Creación de Tribunales Arbitrales Laborales.
Con sede en las capitales de provincia y localidades donde haya Magistratura de 

Trabajo, se crean, dentro del Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación, Tribunales de 
Arbitraje Laboral, integrados por un Presidente y dos Vocales. Todos ellos actuarán 
conjuntamente. El Presidente será un funcionario público, Licenciado en Derecho, y los 
Vocales serán designados, uno, por los Sindicatos de Trabajadores, y otro, por las 
Asociaciones de Empresarios.

Será designado Secretario un funcionario público, que actuará sin voto.
Los empresarios y trabajadores podrán someter a los Tribunales Arbitrales Laborales 

todas las controversias, tanto individuales como colectivas de trabajo, que surjan entre ellos, 
sin otras limitaciones que las que se establezcan reglamentariamente.

En los casos y por los motivos que reglamentariamente se determinen, contra el laudo 
que dicten los Árbitros, cabrá recurso en los conflictos individuales ante la Magistratura de 
Trabajo de la localidad, cuya sentencia será firme, y ante el Tribunal Central de Trabajo en 
los conflictos colectivos.

Firme la decisión arbitral, podrá ejecutarse ante la Magistratura de Trabajo del lugar 
donde se haya efectuado el arbitraje. Esta ejecución se llevará a efecto del modo que la Ley 
de Procedimiento Laboral establece para las sentencias.
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El Gobierno aprobará el procedimiento de actuación de los Tribunales Arbitrales, que se 
ajustará, en todo caso, a los principios de rogación, oralidad, concentración, celeridad y 
gratuidad. Asimismo regulará el régimen de recursos.

Podrán crearse Tribunales a los que se refiere este artículo, en localidades donde no 
exista Magistratura de Trabajo, cuando el volumen de asuntos lo aconseje.

Artículo quinto.  Conciliación obligatoria.
Será requisito previo para la tramitación de cualquier procedimiento laboral ante la 

Magistratura de Trabajo el intento de celebración del acto de conciliación,en el Instituto de 
Mediación, Arbitraje y Conciliación, ante un funcionario Licenciado en Derecho. La asistencia 
al mismo es obligatoria para ambas partes litigantes. Para su régimen, efectos y excepciones 
se estará a lo que preceptúan los artículos cincuenta, siguientes y concordantes de la Ley de 
Procedimiento Laboral, en lo que resulten aplicables.

Artículo sexto.  Mediación.
Los trabajadores y empresarios podrán solicitar del Instituto la designación de un 

mediador imparcial en cualquier momento de una negociación o de una controversia 
colectiva.

La Administración laboral podrá exigir al Instituto la designación de un mediador, cuando 
las circunstancias lo demanden y previa audiencia de los interesados.

Todo ello sin perjuicio de las facultades que en materia de mediación tiene atribuidas la 
Inspección de Trabajo.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
Queda derogado el artículo treinta y cinco del Real Decreto-ley de cuatro de marzo de 

mil novecientos setenta y siete, en lo que se refiere a la supresión de la conciliación 
obligatoria.

Segunda.  
El Gobierno y el Ministerio de Trabajo, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

dictarán las normas de aplicación y desarrollo del presente Real Decreto-ley, que entrará en 
vigor en el siguiente día al de su publicación en el “Boletín Oficial del Estado”, excepto en 
cuanto a la Conciliación obligatoria y Tribunales Arbitrales Laborales hasta que se dicten las 
normas reglamentarias. Asimismo determinarán la organización, régimen de actuación y del 
personal del Instituto y sus Órganos

Tercera.  
El Ministro de Trabajo someterá a la aprobación del Gobierno en el plazo de seis meses, 

previo dictamen del Consejo de Estado, un nuevo texto refundido de la Ley de Procedimiento 
Laboral, en que se contengan las modificaciones derivadas de la legislación posterior a la 
misma, se establezcan las condiciones adecuadas en orden a una perfecta y eficaz 
regulación del procedimiento laboral y se eleven las cuantías de los depósitos y sanciones 
que en dicho texto se prevén, regularizando, armonizando y aclarando los textos legales que 
han de ser refundidos.
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§ 93

Real Decreto 2756/1979, de 23 de noviembre, por el que el Instituto 
de Mediación, Arbitraje y Conciliación asume parte de las funciones 

que tiene encomendadas

Ministerio de Trabajo
«BOE» núm. 291, de 5 de diciembre de 1979

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1979-28715

Creado el Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación por Real Decreto-ley cinco/mil 
novecientos setenta y nueve, de veintiséis de enero y establecida su estructura orgánica por 
Real Decreto novecientos noventa y ocho/mil novecientos setenta y nueve, de veintisiete de 
abril, es el momento de que se haga realidad su actuación, asumiendo parte de las 
funciones que el Real Decreto-ley citado le encomienda, dejando para una etapa posterior 
otras que el Instituto ha de desarrollar.

Asimismo se evidencia la necesidad de que se pueda practicar en el seno del Instituto la 
designación de representantes a que se refieren los artículos diez, ciento treinta y cuatro y 
ciento cuarenta y seis del texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo, previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día veintitrés de noviembre de mil novecientos setenta y nueve,

DISPONGO:

Sección I. Del depósito de estatutos, actas de elecciones, convenios y demás 
acuerdos colectivos

Artículo 1.  
Uno. El Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación se hará cargo de los siguientes 

depósitos:
a) Estatutos de los Sindicatos de Trabajadores y Asociaciones Empresariales creados al 

amparo de la Ley diecinueve/mil novecientos setenta y siete, de uno de abril, sobre 
regulación del derecho de asociación sindical y de los adaptados a la misma, de conformidad 
con su disposición transitoria.

b) Documentación relativa a las elecciones efectuadas conforme al Real Decreto tres mil 
ciento cuarenta y nueve/mil novecientos setenta y siete, de seis de diciembre.

c) Convenios y demás acuerdos colectivos concluidos entre empresarios y trabajadores 
o entre Sindicatos y Asociaciones y Organizaciones Empresariales.

Dos. Asimismo, asumirá la expedición de certificaciones de la documentación en 
depósito.
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Sección II. De la Mediación

Artículo 2.  
La mediación prevista en el artículo sexto del citado Real Decreto-ley, solicitada por los 

comparecientes en conflicto u ofrecida por el Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación, 
y aceptada por las partes, se realizará con carácter inmediato.

Solicitada o aceptada la mediación a que se refiere dicho artículo, el Instituto de 
Mediación, Arbitraje y Conciliación convocará y oirá a las partes sobre las condiciones y 
características que debe reunir el mediador y someterá a su consideración los nombres de 
las personas que pudieran reunirlas, designando a aquélla en la que coincidiere el parecer 
de ambos interesados. Seguidamente se recabará la aceptación del designado.

El mediador tiene facultad para convocar a las partes, que estarán obligadas a 
comparecer personalmente cuantas veces se estime pertinente y podrá solicitar datos e 
informes necesarios para el cumplimiento de su misión. El mediador queda obligado a 
guardar secreto profesional, incurriendo, en caso de transgredirlo, en las responsabilidades y 
sanciones a que hubiere lugar.

En el plazo más breve posible, el mediador someterá a las partes la propuesta de 
solución que considere justa.

La aceptación por las partes de las propuestas del mediador tendrá la eficacia de un 
convenio colectivo, si legalmente pudiera concertarse.

Los mismos trámites serán observados en los casos en que la autoridad laboral exija del 
Instituto la designación de un mediador cuando las circunstancias lo demanden y previa 
audiencia de los interesados.

Lo establecido en los anteriores preceptos se entiende sin perjuicio de las facultades de 
mediación que corresponden a la Inspección de Trabajo.

Sección III. De la representación

Artículo 3.  
La Magistratura de Trabajo podrá dirigirse al Instituto de Mediación, Arbitraje y 

Conciliación, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos diez, ciento treinta y cuatro y 
ciento cuarenta y seis de la Ley de Procedimiento Laboral, a los efectos de que en los plazos 
legales los interesados designen, ante un letrado conciliador, su representación.

La citación para la pertinente comparecencia se efectuará, por medio de correo 
certificado con acuse de recibo, en los domicilios que figuren en el escrito correspondiente.

Los interesados presentes en el acto designarán su representación. Los que no hubieren 
comparecido por cualquier causa, se presumirá que aceptan la designación efectuada por 
los que asistieren.

Si no compareciese ninguno, no obstante haberse cursado las citaciones, se practicará 
una segunda con la advertencia de que si no acudieran se entenderá hecha la designación, 
a efectos meramente procesales, a favor de los tres primeros que figuren en el documento 
remitido por la Magistratura de Trabajo, pudiendo actuar indistintamente cualquiera de ellos; 
todo ello se hará constar en el acta que se levante.

Sección IV. De la conciliación obligatoria en conflicto individual

Artículo 4.  
Uno. Será requisito previo para la tramitación de cualquier procedimiento laboral, el 

intento de celebración del acto de conciliación ante el Instituto de Mediación, Arbitraje y 
Conciliación, conforme al artículo quinto del Real Decreto-ley cinco/mil novecientos setenta y 
nueve, de veintiséis de enero, inclusive en los supuestos a que se refieren los artículos 
cincuenta y dos, cincuenta y tres y cincuenta y seis de la Ley de Procedimiento Laboral.

Dos. La asistencia al mismo es obligatoria para ambas partes.
Tres. Para su régimen y excepciones se estará a lo dispuesto en el artículo cincuenta, 

siguientes y concordantes de la Ley de Procedimiento Laboral en lo que no haya sido 
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modificado por el Real Decreto-ley cinco/mil novecientos setenta y nueve, de veintiséis de 
enero.

Artículo 5.  
Uno. La celebración del acto de conciliación se interesará ante los órganos del Instituto 

de Mediación, Arbitraje y Conciliación del lugar de la prestación de los servicios o del 
domicilio de los interesados, a elección del solicitante.

Dos. El acto de conciliación se efectuará ante el Director, Presidente del Tribunal Arbitral, 
Secretario u otro funcionario del Instituto, siempre que reúnan la condición de licenciado en 
derecho.

La capacidad de los interesados para la celebración del acto de conciliación será la 
exigida a los litigantes en el proceso laboral.

Artículo 6.  
La conciliación se promoverá mediante papeleta, en la que deberán constar los 

siguientes extremos:
Uno. Los datos personales del que la presente y de los demás interesados y sus 

domicilios respectivos.
Dos. Lugar y clase de trabajo, categoría profesional u oficio, antigüedad, salario y demás 

remuneraciones, con especial referencia a la que, en su caso, sea objeto de reclamación.
Tres. Enumeración clara y concreta de los hechos sobre los que verse su pretensión y 

cuantía económica, si fuere de esta naturaleza.
Cuatro. Si se trata de reclamación por despido, se hará constar la fecha de éste y los 

motivos alegados por la Empresa.
Cinco. Fecha y firma.
Se presumirá autorizado para recibir citaciones el que presente la papeleta aunque no 

fuese el interesado.
El solicitante aportará tantas copias como partes interesadas y dos más.

Artículo 7.  
La presentación de la papeleta interrumpirá los plazos de caducidad de acciones y se 

reanudará su cómputo a partir del día siguiente de intentada la conciliación o transcurridos 
quince días sin que se haya celebrado.

Artículo 8.  
Uno. Recibida la papeleta, que se registrará en los libros que se lleven al efecto, se 

examinará para determinar si reúne o no los requisitos exigidos, solicitando las aclaraciones 
necesarias, en su caso, para que las citaciones de los interesados sean hechas 
correctamente, devolviendo al compareciente una de las copias debidamente sellada y 
fechada, haciéndole saber el lugar, día y hora de la celebración de la conciliación, que 
deberá efectuarse dentro de los plazos legales, firmando a tal efecto la correspondiente 
diligencia. Si el compareciente fuese persona distinta del solicitante y rechazase la citación, 
se practicará como la de los otros interesados.

Dos. Con la papeleta presentada se iniciará el oportuno expediente, al que se 
incorporarán, además de las diligencias de citación, todas las demás actuaciones 
posteriores.

Tres. De las copias aportadas se dará traslado a los demás interesados, con indicación 
del lugar, día y hora en que ha de celebrarse el acto. Las citaciones se harán por correo 
certificado con acuse de recibo, oficio, telegrama o cualquier otro medio del que quede la 
debida constancia.

Artículo 9.  
Los interesados podrán comparecer al acto de conciliación por sí mismos o por medio de 

representante, otorgándose esta representación mediante poder notarial, por comparecencia 
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ante los órganos judiciales a que se refiere el artículo 10 de la Ley de Procedimiento Laboral, 
o ante las oficinas de! Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación.

También podrá admitirse la representación mediante aportación de escrito del interesado 
designando específicamente al que comparece como representante, facultándole para 
obligarse en dicho acto, o por simple comparecencia y manifestación del representante 
siempre que en estos supuestos sea reconocido como tal por la otra parte y se considere 
suficiente a juicio del conciliador, quien advertirá al representante de las responsabilidades 
en que pueda incurrir caso de no existir tal representación e incumplirse las obligaciones 
contraídas por tal motivo.

Artículo 10.  
Abierto el acto, el Letrado conciliador, después de llamar a las partes, que podrán acudir 

acompañadas de un hombre bueno, comprobará su identidad, capacidad y representación y, 
previa ratificación del solicitante, les concederá la palabra para que expongan sus 
pretensiones y las razones en que se fundan, siendo facultativa la exhibición de documentos 
y otros justificantes.

Seguidamente invitará a los interesados a que lleguen a un acuerdo, con el auxilio, en su 
caso, de los hombres buenos, concediéndoles cuantas intervenciones sean pertinentes a tal 
fin, y pudiendo sugerirles soluciones equitativas. Mantendrá el orden en la discusión, con 
facultad para darla por terminada, tanto en caso de alteración de aquél como en el de 
imposibilidad de llegar a un acuerdo, teniendo en ambos supuestos por celebrado el acto sin 
avenencia.

Levantará acta de la sesión celebrada, y recogerá con la máxima claridad los acuerdos 
adoptados por los interesados. Si no existiera avenencia lo hará así constar expresamente.

El acta será firmada por los interesados y el Letrado conciliador, y si alguno de aquéllos 
no sabe o no puede firmar, se hará así constar, pudiéndolo hacer el hombre bueno en su 
nombre, si le acompañase. Igualmente se consignará su negativa a firmar, con expresión de 
los motivos, si fuesen conocidos, dándose por celebrada la conciliación sin avenencia.

Inmediatamente después de celebrada la conciliación, el letrado entregará a los 
interesados una copia certificada del acta.

Artículo 11.  
Lo acordado en conciliación ante el Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación tendrá 

fuerza ejecutiva, que podrá hacerse efectiva ante la Magistratura de Trabajo.
La conciliación celebrada ante el Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación, en la 

que expresamente se reconozca por ambas partes que ha existido despido improcedente del 
trabajador y se establezca a cargo de la Empresa y, por tal despido, una indemnización de 
cuantía no inferior a treinta días del importe del salario correspondiente al trabajador, faculta 
a éste para solicitar la declaración de la situación de desempleo a tenor del artículo diez 
punto uno, C, de la Orden ministerial de cinco de mayo de 1967.

Si el solicitante citado en debida forma no compareciese el día y la hora señalados ni 
alegase justa causa, se tendrá por no presentada la papeleta de conciliación, archivándose 
lo actuado. Alegada y justificada justa causa, se hará nuevo señalamiento si existieran 
términos hábiles para ello.

Si no comparecieren los demás interesados se tendrá por intentada la conciliación sin 
efecto.

Disposición adicional.  
La documentación a que se refieren los apartados a) y b) del artículo uno de este Real 

Decreto, que a su entrada en vigor se encuentre en poder de la autoridad laboral, será 
remitida por ésta al Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación.

Disposición final.  
Se autoriza al Ministerio de Trabajo para dictar las normas de aplicación y desarrollo del 

presente Real Decreto, que entrará en vigor el quince de diciembre de mil novecientos 
setenta y nueve.
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§ 94

Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 189, de 8 de agosto de 1985

Última modificación: 28 de julio de 2011
Referencia: BOE-A-1985-16660

[ . . . ]
TÍTULO III

De la representatividad sindical

Artículo sexto.  
1. La mayor representatividad sindical reconocida a determinados sindicatos les confiere 

una singular posición jurídica a efectos, tanto de participación institucional como de acción 
sindical.

2. Tendrán la consideración de sindicatos más representativos a nivel estatal:
a) Los que acrediten una especial audiencia, expresada en la obtención, en dicho ámbito 

del 10 por 100 o más del total de delegados de personal de los miembros de los comités de 
empresa y de los correspondientes órganos de las Administraciones públicas.

b) Los sindicatos o entes sindicales, afiliados, federados o confederados a una 
organización sindical de ámbito estatal que tenga la consideración de más representativa de 
acuerdo con lo previsto en la letra a).

3. Las organizaciones que tengan la consideración de sindicato más representativo 
según el número anterior, gozarán de capacidad representativa a todos los niveles 
territoriales y funcionales para:

a) Ostentar representación institucional ante las Administraciones públicas u otras 
entidades y organismos de carácter estatal o de Comunidad Autónoma que la tenga prevista.

b) La negociación colectiva, en los términos previstos en el Estatuto de los Trabajadores.
c) Participar como interlocutores en la determinación de las condiciones de trabajo en las 

Administraciones públicas a través de los oportunos procedimientos de consulta o 
negociación.

d) Participar en los sistemas no jurisdiccionales de solución de conflictos de trabajo.
e) Promover elecciones para delegados de personal y comités de empresa y órganos 

correspondientes de las Administraciones públicas.
f) Obtener cesiones temporales del uso de inmuebles patrimoniales públicos en los 

términos que se establezcan legalmente.
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g) Cualquier otra función representativa que se establezca.

[ . . . ]
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§ 95

Real Decreto 1844/1994, de 9 de septiembre, por el que se aprueba 
el Reglamento de elecciones a órganos de representación de los 

trabajadores en la empresa. [Inclusión parcial]

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social
«BOE» núm. 219, de 13 de septiembre de 1994

Última modificación: 20 de junio de 2015
Referencia: BOE-A-1994-20236

[ . . . ]
REGLAMENTO DE ELECCIONES A REPRESENTANTES DE LOS 

TRABAJADORES EN LA EMPRESA

[ . . . ]
CAPITULO III

De las reclamaciones en materia electoral

Sección 1.ª Reclamaciones de elecciones de los representantes de los 
trabajadores en las empresas

Artículo 28.  Impugnaciones electorales.
Las impugnaciones en materia electoral, de delegados de personal y miembros de 

Comités de Empresa, se tramitarán conforme al procedimiento arbitral previsto en el artículo 
76 del Estatuto de los Trabajadores, con las normas de desarrollo reglamentario que 
concreta el presente Reglamento.

Las reclamaciones por denegación del registro de actas electorales se plantearán 
directamente ante la jurisdicción del orden social.

Artículo 29.  Legitimación y causas de impugnación.
1. Están legitimados para interponer reclamaciones en materia electoral, por el 

procedimiento arbitral legalmente establecido, todos los que tengan interés legítimo en un 
determinado proceso electoral, incluida la empresa cuando en ella concurra dicho interés.

2. Quienes ostenten interés legítimo en una elección podrán impugnar la misma, así 
como las decisiones que adopte la mesa o cualquier actuación de la misma a lo largo del 
proceso electoral, en base a las siguientes causas que concreta el artículo 76.2 del Estatuto 
de los Trabajadores:

a) Existencia de vicios graves que pudieran afectar a las garantías del proceso electoral 
y que alteren su resultado.
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b) Falta de capacidad o legitimidad de los candidatos elegidos.
c) Discordancia entre el acta y el desarrollo del proceso electoral.
d) Falta de correlación entre el número de trabajadores que figuran en el acta de 

elecciones y el número de representantes elegidos.

Artículo 30.  Reclamación previa ante la mesa.
1. Se requiere para la impugnación de los actos de la mesa electoral haber efectuado 

previamente reclamación ante la misma, dentro del día laborable siguiente al acto que 
motiva la impugnación.

2. La reclamación previa deberá ser resuelta por la mesa electoral en el posterior día 
hábil, salvo en los casos previstos en el último párrafo del artículo 74.2 del Estatuto de los 
Trabajadores.

3. En el caso de que la mesa electoral no hubiera resuelto la reclamación dentro de los 
plazos establecidos en el número anterior, se entenderá que se trata de un acto presunto de 
carácter desestimatorio, a efectos de iniciar el procedimiento arbitral.

Sección 2.ª Designación de árbitros en el procedimiento arbitral y condiciones 
de los mismos

Artículo 31.  Designación de los árbitros.
1. Serán designados los árbitros conforme se establece en el artículo 76.3 del Estatuto 

de los Trabajadores y en las normas de desarrollo del presente Reglamento, salvo en el caso 
de que las partes de un procedimiento arbitral se pusieran de acuerdo en la designación de 
un árbitro distinto.

2. Los árbitros serán designados, con arreglo a los principios de neutralidad y 
profesionalidad, entre licenciados en Derecho, graduados sociales, así como titulados 
equivalentes, por acuerdo unánime de los sindicatos más representativos, a nivel estatal o 
de Comunidad Autónoma, según proceda, y de los que ostenten el 10 por 100 o más de 
delegados y miembros de Comité de Empresa en el ámbito provincial, funcional o de 
empresa correspondiente.

3. Si no existiera acuerdo unánime entre los sindicatos legitimados para la designación 
de los árbitros, la autoridad laboral competente, atendiendo a los principios de imparcialidad 
y profesionalidad de los árbitros y posibilidad de ser recusados, ofrecerá en cada una de las 
diferentes demarcaciones geográficas una lista que contendrá el triple número de árbitros de 
los previstos en cada una de ellas según el artículo siguiente, para que las organizaciones 
sindicales enumeradas en el número anterior manifiesten sus preferencias por un número 
igual al de puestos a cubrir, siendo designados árbitros los que hayan sido propuestos por un 
mayor número de sindicatos. En el caso de que los árbitros hubieran sido propuestos por el 
mismo número de sindicatos, la autoridad laboral los designará en proporción al número de 
representantes de trabajadores con que cuente cada sindicato.

Artículo 32.  Número de árbitros por ámbitos geográficos.
A efectos de un adecuado funcionamiento del procedimiento arbitral, los árbitros elegidos 

serán dos, como mínimo, en las provincias que cuenten con una población activa de hasta 
200.000 trabajadores; tres, en los que tengan más de 200.000 y menos de 600.000, y cinco, 
en las que rebasen 600.000 trabajadores de población activa.

Artículo 33.  Mandato de los árbitros.
1. La duración del mandato de los árbitros será de cinco años, siendo susceptible de 

renovación.
Tal renovación se llevará a cabo de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 de este 

Reglamento.
2. El mandato de los árbitros se extinguirá por cumplimiento del tiempo para el que 

fueron nombrados, por fallecimiento, por fijar su residencia fuera del ámbito territorial para el 
que fueron nombrados y por revocación, siempre que, en este último caso, exista acuerdo 
unánime de los sindicatos legitimados para su designación.
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Artículo 34.  Dotación de medios.
La Administración laboral competente facilitará la utilización de sus medios personales y 

materiales por los árbitros, en la medida necesaria para que éstos desarrollen sus funciones.

Artículo 35.  Abstenciones y recusaciones de los árbitros.
1. Los árbitros deberán abstenerse y, en su defecto, ser recusados, de acuerdo con el 

artículo 76.4 del Estatuto de los Trabajadores por las siguientes causas:
a) Tener interés personal en el asunto de que se trate.
b) Ser administrador de sociedad o entidad interesada o tener cuestión litigiosa con 

alguna de las partes.
c) Tener parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del 

segundo, con cualquiera de los interesados, con los administradores de entidades o 
sociedades interesadas y también con los asesores, representantes legales o mandatarios 
que intervengan en el arbitraje, así como compartir despacho profesional o estar asociado 
con éstos para el asesoramiento, la representación o el mandato.

d) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas 
mencionadas en el apartado anterior.

e) Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el 
asunto o haberle prestado en los dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo y 
en cualquier circunstancia o lugar.

2. El árbitro en quien concurra alguna de las causas expresadas en el apartado anterior 
se abstendrá del conocimiento del asunto sin esperar a que se le recuse.

La abstención será motivada y se comunicará a la oficina pública de registro, a los 
efectos de que ésta proceda a la designación de otro árbitro de entre la lista 
correspondiente.

Cuando alguna de las partes proceda a la recusación de un árbitro, éste decidirá 
motivadamente lo que estime procedente, y, si rechaza la recusación, la parte que la haya 
presentado podrá alegarla ante el Juzgado de lo Social si recurre contra el laudo.

Sección 3.ª Procedimiento arbitral

Artículo 36.  Iniciación del procedimiento.
El procedimiento arbitral se iniciará mediante escrito dirigido a la oficina pública 

competente por el ámbito territorial del proceso electoral impugnado, por quien cuente con 
interés legítimo en el mismo, en los términos que se concretan en el artículo 29 del presente 
Reglamento.

El escrito, que podrá ser normalizado mediante modelo aprobado por la autoridad 
laboral, se dirigirá también a quien promovió las elecciones y en su caso a quienes hayan 
presentado candidatos a las elecciones objeto de impugnación.

Artículo 37.  Contenido del escrito de reclamación.
El escrito impugnatorio de un proceso electoral deberá contener como mínimo los 

siguientes datos:
a) Oficina pública competente a la que se presenta la impugnación electoral.
El error en la determinación de la oficina pública competente no obstará para la 

tramitación del escrito impugnatorio.
b) Nombre y apellidos del promotor de la reclamación, documento nacional de identidad, 

así como acreditación de su representación cuando actúe en nombre de persona jurídica.
c) Domicilio, a efectos de citaciones, emplazamientos o notificaciones.
d) Partes afectadas por la impugnación del proceso electoral en relación con el artículo 

36 del presente Reglamento, concretando su denominación y domicilio.
e) Hechos motivadores de la reclamación, en relación con los previstos en el artículo 

29.2.
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f) Acreditación de haberse efectuado la reclamación previa ante la mesa electoral, 
cuando se trate de impugnación de actos llevados a cabo por la misma, dentro del plazo 
previsto en el artículo 30.1.

g) Solicitud de acogerse al procedimiento arbitral previsto en el artículo 76 del Estatuto 
de los Trabajadores y del presente Reglamento que lo desarrolla.

h) Lugar, fecha y firma del promotor de la reclamación.

Artículo 38.  Plazos de presentación del escrito impugnatorio.
1. El escrito de impugnación de un proceso electoral deberá presentarse en la oficina 

pública competente, en un plazo de tres días hábiles, contados desde el día siguiente a 
aquel en que se hubiesen producido los hechos o resuelto la reclamación por la mesa.

2. En el caso de impugnaciones promovidas por los sindicatos que no hubieran 
presentado candidatos en el centro de trabajo en el que se hubiese celebrado la elección, los 
tres días se computarán desde el día en que se conozca el hecho impugnable.

3. Si se impugnasen actos del día de la votación o posteriores al mismo, el plazo será de 
diez días hábiles, contados a partir de la entrada de las actas en la oficina pública 
competente.

Artículo 39.  Supuestos de litispendencia e interrupción de los plazos de prescripción.
Hasta que no finalice el procedimiento arbitral y, en su caso, la posterior impugnación 

judicial, quedará paralizada la tramitación de un nuevo procedimiento arbitral.
El planteamiento del arbitraje interrumpirá los plazos de prescripción.

Artículo 40.  Tramitación del escrito impugnatorio.
Recibido el escrito impugnatorio por la oficina pública dará traslado al árbitro del escrito 

en el día hábil posterior a su recepción, así como de una copia del expediente electoral 
administrativo. Si se hubiera presentado un acta electoral para registro, se suspenderá su 
tramitación.

Artículo 41.  Actuación arbitral.
1. A las veinticuatro horas siguientes, el árbitro convocará a las partes interesadas de 

comparecencia ante él, lo que habrá de tener lugar en los tres días hábiles siguientes.
Si las partes, antes de comparecer ante el árbitro designado de conformidad a lo 

establecido en el artículo 76.3 del Estatuto de los Trabajadores, se pusieran de acuerdo y 
designaren uno distinto, lo notificarán a la oficina pública para que dé traslado a este árbitro 
del expediente administrativo electoral, continuando con el mismo el resto del procedimiento.

2. El árbitro, de oficio o a instancia de parte, practicará las pruebas procedentes o 
conformes a derecho, que podrán incluir la personación en el centro de trabajo y la solicitud 
de la colaboración necesaria del empresario y las Administraciones Públicas.

Artículo 42.  Laudo arbitral.
1. Dentro del plazo de los tres días hábiles siguientes a la comparecencia, el árbitro 

dictará el correspondiente laudo, que resuelva la materia o materias sometidas a arbitraje.
2. El laudo arbitral será escrito y razonado y resolverá en Derecho sobre la impugnación 

del proceso electoral y, en su caso, sobre el registro del acta.
3. El laudo emitido se notificará a los interesados y a la oficina pública competente.
Si se hubiera impugnado la votación, la oficina pública procederá al registro del acta o a 

su denegación, según el contenido del laudo.
4. El laudo arbitral podrá impugnarse ante la jurisdicción social a través de la modalidad 

procesal correspondiente.

[ . . . ]
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§ 96

Real Decreto 713/2010, de 28 de mayo, sobre registro y depósito de 
convenios y acuerdos colectivos de trabajo. [Inclusión parcial]

Ministerio de Trabajo e Inmigración
«BOE» núm. 143, de 12 de junio de 2010

Última modificación: 14 de octubre de 2020
Referencia: BOE-A-2010-9274

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

1. Serán objeto de inscripción en los registros de convenios y acuerdos colectivos de 
trabajo de las autoridades laborales competentes los siguientes actos inscribibles:

a) Los convenios colectivos de trabajo negociados conforme a lo establecido en el título 
III del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, así como las revisiones salariales que se realicen 
anualmente en los convenios plurianuales y las motivadas por aplicación de las cláusulas de 
''garantía salarial'', las modificaciones, los acuerdos parciales a que se refiere el artículo 86 
del mismo texto legal y las prórrogas de los convenios.

b) Los acuerdos interprofesionales, los acuerdos marco y los acuerdos sobre materias 
concretas a que se refieren el artículo 83 del mismo texto legal.

c) Los acuerdos de las comisiones paritarias de interpretación de cláusulas determinadas 
del convenio colectivo.

d) Los acuerdos de mediación como consecuencia de la interposición de conflicto 
colectivo así como, los de fin de huelga.

e) Los acuerdos de adhesión a convenios en vigor.
f) Los planes de igualdad cuya elaboración resulte conforme a los artículos 45 y 46 de la 

Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo.
g) Los acuerdos establecidos en empresas españolas de dimensión comunitaria o 

mundial cuando así se establezca en la normativa de aplicación.
h) Cualquier otro acuerdo o laudo arbitral que tengan legalmente reconocida eficacia de 

convenio colectivo o que derive de lo establecido en un convenio colectivo.
2. También serán objeto de inscripción las comunicaciones de iniciativa mencionadas en 

el artículo 89.1 del Estatuto de los Trabajadores y las denuncias previstas en su artículo 86.
3. Asimismo serán objeto de inscripción:

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

– 395 –



a) Las comunicaciones de la autoridad laboral a la jurisdicción competente en los 
supuestos del artículo 90.5 del Estatuto de los Trabajadores, así como las sentencias 
recaídas en dichos procedimientos.

b) Las sentencias de la jurisdicción competente que interpreten normas convencionales, 
resuelvan discrepancias planteadas en conflicto colectivo o se dicten como consecuencia de 
la impugnación de un convenio colectivo.

c) Las disposiciones sobre extensión de un convenio, previstas en el artículo 92.2 del 
Estatuto de los Trabajadores.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Regulación del procedimiento de inscripción de convenios y acuerdos 
colectivos de trabajo

Artículo 6.  Solicitud de inscripción.
1. A fin de iniciar el trámite previsto en el artículo 90.2 del Estatuto de los Trabajadores, 

así como para proceder a la inscripción del resto de los acuerdos y actos inscribibles 
previstos en el artículo 2 de este real decreto, dentro del plazo de quince días a partir de la 
firma del convenio, plan de igualdad o acuerdo colectivo, de la fecha de comunicación de 
iniciativa de negociaciones o denuncia, la comisión negociadora o quien formule la solicitud, 
debidamente acreditada, deberá presentar través de medios electrónicos ante el Registro de 
la autoridad laboral competente la solicitud de inscripción correspondiente.

A estos efectos, serán solicitantes de la inscripción:
a) Convenio, plan de igualdad o acuerdo: la persona designada por la comisión 

negociadora.
b) Acuerdos de las comisiones paritarias: la persona designada por la comisión paritaria.
c) Los laudos arbitrales y los acuerdos de mediación: la persona designada por la 

comisión negociadora que haya acordado someterse a los mismos. No obstante, si estos se 
han acordado en el seno de un sistema de mediación o arbitraje, el órgano de dirección del 
organismo correspondiente.

d) Acuerdos en conflictos colectivos o de fin de huelga: la persona designada por las 
partes en conflicto.

e) Comunicaciones del artículo 89.1 y las denuncias del artículo 86 del Estatuto de los 
Trabajadores: quien haya formulado la comunicación o denuncia.

f) En los casos de comunicaciones de sentencias: la parte legitimada conforme a la 
normativa de procedimiento laboral que haya impugnado un convenio colectivo, o la parte 
legitimada conforme a dicha normativa que haya interpuesto conflicto colectivo.

g) Las extensiones de los convenios: la parte que solicite la extensión.
2. En la solicitud de inscripción del convenio colectivo, plan de igualdad o en su caso, de 

los acuerdos señalados en el artículo 2.1 de este real decreto, se deberán facilitar todos 
aquellos datos relativos a las partes firmantes del acuerdo o acto para el que se solicita la 
inscripción y la fecha de la firma, así como, en su caso, los relativos a su ámbito personal, 
funcional, territorial y temporal y la actividad o actividades económicas cubiertas por los 
mismos, conforme se establece en el anexo 1 de este real decreto.

3. Asimismo, se deberán cumplimentar los datos estadísticos recogidos en los modelos 
oficiales que figuran en el anexo 2 de este real decreto, a efectos de elaboración de la 
estadística de convenios colectivos.

Anexo 2.I Hoja estadística de convenios colectivos de empresa.
Anexo 2.II Hoja estadística de convenios colectivos de sector.
Anexo 2.III Revisión por cláusula de “garantía salarial”.
Anexo 2.IV Revisión salarial anual de los convenios plurianuales o de las prórrogas de 

convenios para los sucesivos años de vigencia.
Anexo 2.V Hoja estadística del plan de igualdad.
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Los anexos 2.I y 2.II deben ser cumplimentados obligatoriamente por las comisiones 
negociadoras a la firma del convenio. En los convenios plurianuales, se cumplimentarán los 
citados anexos con los datos acordados para la vigencia total del mismo y, respecto a los 
datos variables (aumento salarial, jornada, cláusula de garantía salarial, número de 
trabajadores afectados, etc.), exclusivamente los correspondientes al primer año de vigencia.

El anexo 2.III se cumplimentará exclusiva y obligatoriamente para notificar las revisiones 
salariales motivadas por la aplicación de la cláusula de «garantía salarial» cuando esta ha 
tenido efectos retroactivos sobre los salarios pactados y aplicados al principio de cada 
período.

El anexo 2.IV se cumplimentará exclusivamente para los sucesivos años de vigencia de 
los convenios plurianuales o de las prórrogas de los convenios. La cumplimentación es 
obligatoria, con los datos variables citados, tanto si se han acordado a la firma del convenio 
como si son objeto de negociación o concreción posterior mediante un acto expreso de la 
comisión a la que el convenio atribuye esta misión.

El anexo 2.V debe ser cumplimentado por las comisiones negociadoras de los planes de 
igualdad a la firma del mismo o por la empresa si el plan se presenta por esta.

4. Igualmente deberán ser cumplimentados por la autoridad laboral competente los datos 
estadísticos e identificativos previstos en los anexos 1 y 2 de este real decreto, 
correspondientes a las extensiones de convenios, previstas en el artículo 2.3.c) del mismo.

[ . . . ]
ANEXO 1

DATOS A FACILITAR PARA EL REGISTRO DE CONVENIOS Y ACUERDOS 
COLECTIVOS

I. Datos identificativos del Convenio, acuerdo o comunicación a inscribir o depositar
I.1 Denominación del convenio, acuerdo, o comunicación...........................................
I.2 Denominación de la empresa..................................................................................
I.3 Código..........................
I.4 Código Naturaleza
01 Convenio colectivo.
02 Adhesión a convenio o acuerdo colectivo.
03 Laudo arbitral.
04 Acuerdo de mediación.
05 Acuerdo de fin de huelga.
06 Extensión de convenio.
07 Acuerdo Marco.
08 Acuerdo sectorial sobre materias concretas.
09 Acuerdos Interprofesionales.
10 Acuerdos en empresas españolas de dimensión comunitaria o mundial (artículo 

2.1.g).
11 Acuerdos sobre Planes de Igualdad (artículo 2.1.f).
12 Otros acuerdos inscribibles (artículo 2.1.h).
16 Convenio o Acuerdo de eficacia limitada (D.A.2.ª).
17 Acuerdos de empresa para su depósito (D.A.2.ª).
18 Planes de igualdad no acordados (artículo 2.1.f).
I.4.1 Contenido:

Código Materia
01 Formación profesional.
02 Solución extrajudicial de conflictos.
03 Estructura de la negociación colectiva.
04 Prevención de riesgos laborales.
05 Clasificación profesional.
06 Distribución irregular de la jornada.
07 Modificación sustancial de las condiciones de trabajo.
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Código Materia
08 Derechos de información y participación.
09 Acciones de Responsabilidad Social de las empresas.
10 Otras materias.

I.5 Acto concreto para el que se solicita la inscripción:

Código Acto
1 Texto del acuerdo o comunicación.
2 Inicio de negociaciones.
3 Revisión salarial.
4 Modificación parcial del articulado.
5 Prórroga.
6 Denuncia.
7 Comunicación de la comisión paritaria.
8 Impugnación a instancia de parte.

II. Ámbitos del convenio, acuerdo o comunicación a inscribir o depositar
II.1 Ámbito funcional:

Código Alcance
0 Convenios o Acuerdos franja.
1 Uno o varios centros de una empresa.
2 Empresa o todos los centros de una empresa.
3 Grupo de empresas.
4 Sector inferior a la provincia (comarcal, local, etc.).
5 Sector igual o superior a la provincia.

II.2 Ámbito personal:

Código Ámbito
01 Todos los trabajadores, incluidos los de los campos 2 y 3.
02 Existen exclusiones por razones del puesto o función desempeñada (personal de dirección).
03 Existen exclusiones por ser una relación de carácter especial (Art. 2 E.T.).
04 Otras exclusiones.
05 Una o varias categorías profesionales.

II.3 Ámbito temporal: Se debe expresar las fechas de inicio y final de los efectos del 
acuerdo o comunicación, o en su caso de su prórroga.

II.4 Ámbito geográfico ...................................................................................................
Expresando las provincias en las que existen centros de trabajadores afectados por el 

acuerdo o la comunicación.
II.5 Ámbito territorial:

Código Ámbito
01 Local/Comarcal.
02 Provincial.
03 Interprovincial inferior al autonómico.
04 Autonómico.
05 Interprovincial superior al autonómico.
06 Estatal.

II.6 Actividades económicas cubiertas por el convenio, acuerdo o 
comunicación: ............................................................................

En los convenios de empresa, deberá expresarse la actividad principal de la empresa a 
cuatro dígitos de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas 2009 (CNAE 09)

En los convenios de sector deberá expresarse todas las actividades económicas 
cubiertas por el acuerdo o comunicación a cuatro dígitos de la CNAE 09.
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III. Firmantes del convenio, acuerdo o comunicación a inscribir o depositar
III.1 Representación de los Trabajadores:

Código Representante
01 Delegados de personal y comité de empresa.
02 Secciones sindicales.
03 Comité Intercentros.
04 Sindicatos.
06 Otros.

III.2 Organizaciones Sindicales Firmantes:

Código Sindicato
01 CCOO.
02 UGT.
03 USO.
04 Otros sindicatos.
05 Grupo de trabajadores independientes.
06 ELA.
07 CIG.

III.3 Asociaciones Empresariales Firmantes: ................................................................
Se debe indicar la asociación o asociaciones empresariales que han participado en la 

firma del acuerdo.

[ . . . ]
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§ 97

Real Decreto 1362/2012, de 27 de septiembre, por el que se regula la 
Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. [Inclusión 

parcial]

Ministerio de Empleo y Seguridad Social
«BOE» núm. 234, de 28 de septiembre de 2012

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2012-12136

La disposición final segunda, apartado 2, del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, en redacción 
dada por la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado 
laboral, que trae causa del Real Decreto-ley 3/2012, de 10 de febrero, del mismo nombre, ha 
encomendado al Gobierno la aprobación de un reglamento que establezca la composición y 
organización de la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos, así como sus 
procedimientos de actuación y las medidas de apoyo para el desarrollo de las funciones de 
la Dirección General de Empleo del Ministerio de Empleo y Seguridad Social.

En cumplimiento de dicho mandato legislativo, se dicta el presente real decreto que tiene 
por objeto regular la composición, organización y funciones de la Comisión Consultiva 
Nacional de Convenios Colectivos.

La Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos es un órgano colegiado 
tripartito que fue creado por la disposición final octava de la Ley 8/1980, de 10 de marzo, del 
Estatuto de los Trabajadores, con la función de asesoramiento y consulta a las partes de la 
negociación colectiva en orden al planteamiento y determinación del ámbito funcional de los 
convenios.

En desarrollo de esta disposición final, se dictaron dos disposiciones reglamentarias que 
regulan su constitución y funcionamiento, a saber, el Real Decreto 2976/1983, de 9 de 
noviembre, por el que se regula la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos, y 
la Orden de 28 de mayo de 1984 por la que se aprueba su Reglamento de funcionamiento.

En estos treinta años de funcionamiento, la Comisión ha ido asumiendo otras 
importantes funciones, como la de observatorio de la negociación colectiva para la 
información, estudio y difusión de la negociación colectiva, que le fue atribuida por la 
disposición adicional séptima de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora del 
crecimiento y del empleo.

El Real Decreto-ley 3/2012, de 10 de febrero, originariamente, y la Ley 3/2012, de 6 de 
julio, después, han modificado el artículo 82.3 del Estatuto de los Trabajadores relativo al 
régimen de inaplicación de las condiciones de trabajo previstas en el convenio colectivo 
aplicable previendo, a falta de acuerdo entre las partes, la intervención de la Comisión 
Consultiva Nacional de Convenios Colectivos para la solución de la discrepancia cuando los 
procedimientos de solución de conflictos de preferente aplicación, previstos en la 
negociación colectiva, no sean aplicables o no hayan finalmente solucionado la discrepancia.
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Por tanto, la reforma laboral ha añadido a las tradicionales funciones consultivas y de 
observatorio de la negociación colectiva de la Comisión unas funciones decisorias de 
especial importancia que favorecerán y potenciarán la utilización en las empresas de los 
mecanismos de flexibilidad interna consistentes en la inaplicación de las condiciones de 
trabajo previstas en los convenios colectivos cuando concurran causas económicas, 
técnicas, organizativas o de producción, evitando así que el ajuste laboral se produzca a 
través del recurso a los despidos.

Con todo, estas funciones decisorias no son enteramente nuevas en las actividades de 
la Comisión pues tienen un claro precedente en la disposición transitoria sexta del propio 
Estatuto de los Trabajadores, que facultaba a la Comisión Consultiva de Convenios 
Colectivos para establecer un arbitraje en los casos de falta de acuerdo para la negociación 
de un convenio colectivo para cubrir los vacíos consecuencia de la derogación de las 
antiguas Ordenanzas de Trabajo.

La necesidad de regular esta nueva función y la de adaptar la estructura de la Comisión 
al sistema actual de negociación colectiva treinta años después de su constitución, hacen 
necesario que el mandato legislativo para regular la Comisión se cumpla a través de un 
nuevo reglamento que sustituya al anterior de 1983 y proporcione una regulación completa 
de su composición y funciones.

Los objetivos que persigue el presente real decreto son los siguientes:
Primero: Unificar y sistematizar la regulación de la composición y funciones de la 

Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos, que hasta ahora se encontraba 
dispersa en dos normas.

Segundo: Desarrollar las funciones decisorias atribuidas por el nuevo artículo 82.3 del 
Estatuto de los Trabajadores de manera novedosa a la Comisión para la solución de 
discrepancias por falta de acuerdo en los procedimientos sobre la inaplicación de las 
condiciones de trabajo previstas en el convenio colectivo de aplicación.

Tercero: Adaptar la organización y el funcionamiento de la Comisión a esta nueva 
función decisoria, así como a las necesidades que se han ido planteando desde su 
constitución, garantizando la eficacia, agilidad y continuidad en el ejercicio de sus funciones, 
especialmente a través de la creación de una Comisión Permanente a la que se encomienda 
el funcionamiento ordinario de la Comisión, reservando al Pleno las decisiones más 
importantes.

El real decreto se estructura en cinco capítulos.
El capítulo I incluye las disposiciones generales de la norma, relativas a su objeto, a la 

naturaleza de la Comisión como órgano colegiado tripartito adscrito a Dirección General de 
Empleo del Ministerio de Empleo y Seguridad Social y a sus funciones (consultivas, de 
observatorio y decisorias).

El capítulo II se refiere a la composición y funcionamiento de la Comisión. Se regula la 
composición de la Comisión y el modo de designación y las funciones de cada uno de sus 
miembros: el Presidente, los dieciocho vocales (seis en representación de la Administración 
General del Estado, seis en representación de las organizaciones empresariales más 
representativas y seis en representación de las organizaciones sindicales más 
representativas) y el Secretario. Se prevé que la Comisión pueda funcionar en Pleno o en 
Comisión Permanente, la cual ejercerá con carácter ordinario las funciones consultivas y 
decisorias salvo que expresamente decida reservarlas a conocimiento del Pleno. Se regula 
el régimen común de adopción de acuerdos, de convocatoria y de celebración de reuniones. 
A continuación se regula específicamente la composición, las funciones y el régimen de 
sesiones del Pleno y de la Comisión Permanente. El Pleno está integrado por todos los 
miembros de la Comisión y se reunirá con carácter ordinario al menos cada seis meses, 
mientras que la Comisión Permanente está formada por el Presidente, dos vocales por cada 
representación y el Secretario y se reunirá con carácter ordinario cada dos meses.

El capítulo III regula las funciones consultivas de la Comisión, relativas a la 
determinación del ámbito funcional de los convenios colectivos y a la consulta preceptiva en 
el procedimiento de extensión de convenios colectivos, delimitando su ámbito de actuación 
suprautonómico y los sujetos legitimados para plantear estas consultas.
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El capítulo IV se refiere a la actividad de la Comisión como observatorio de la 
negociación colectiva para la información, estudio y documentación de la negociación 
colectiva y su difusión. En desarrollo de esta función, se establecen una serie de cometidos 
específicos y de actividades del Observatorio.

El capítulo V es el capítulo más extenso y regula las funciones decisorias de la Comisión 
relativas a la solución de las discrepancias por falta de acuerdo en los procedimientos sobre 
la inaplicación de las condiciones de trabajo previstas en el convenio colectivo aplicable. 
Este capítulo se divide en dos secciones.

La primera sección incluye las disposiciones generales de las funciones decisorias sobre 
su objeto, el ámbito de actuación y los sujetos legitimados para solicitar su actuación, que 
son las empresas y los representantes de los trabajadores. En la regulación del objeto se 
hace referencia a los dos procedimientos de solución de discrepancias que pueden seguirse: 
el procedimiento en el seno de la propia Comisión o mediante la designación de un árbitro, 
con indicación de que, si hay conformidad entre las partes afectadas por la discrepancia, se 
seguirá el procedimiento elegido por ellas y, en caso contrario, el que la Comisión decida.

La segunda sección desarrolla el procedimiento para la solución de discrepancias 
surgidas respecto a la inaplicación de condiciones de trabajo previstas en los convenios 
colectivos. Se regula el inicio del procedimiento a través de una solicitud que deberá 
acompañarse de la documentación que detalla el real decreto, necesaria para justificar que 
concurren las causas económicas, técnicas, organizativas o de producción que son 
presupuesto previo de la inaplicación de las condiciones de trabajo conforme al artículo 82.3 
del Estatuto de los Trabajadores.

A continuación, se regula separadamente el procedimiento de solución de discrepancias 
mediante decisión en el seno de la Comisión o mediante la designación de un árbitro, que 
habrá de ser elegido entre expertos imparciales e independientes, siendo de elección 
preferente aquel sobre el que las partes hayan mostrado conformidad. Sea uno u otro el 
procedimiento aplicable, en todo caso culminará en una decisión que deberá solucionar la 
discrepancia, pronunciándose sobre la concurrencia de las causas alegadas y, en su caso, 
sobre la adecuación de la inaplicación de las condiciones de trabajo previstas en la solicitud, 
bien para aceptarlas en sus propios términos, bien para proponer que las condiciones de 
trabajo de que se trate se inapliquen en distinto grado de intensidad al solicitado por la 
empresa.

Finalmente, se recogen una serie de disposiciones sobre aspectos instrumentales que 
resultan necesarios para el eficaz funcionamiento de la Comisión, como los relativos a las 
medidas de apoyo de la Dirección General de Empleo y de la Inspección de Trabajo y de 
Seguridad Social del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, de acuerdo con lo establecido 
en la disposición adicional sexta de la Ley 3/2012, de 6 de julio, así como lo referente a la 
posibilidad de que el titular del Ministerio de Empleo y Seguridad Social celebre convenios 
de colaboración con las comunidades autónomas en las que no se hayan constituido 
órganos equivalentes en su territorio. Por último, se prevén una serie de particularidades 
relativas al procedimiento de solución de discrepancias ante la Comisión en el supuesto de 
convenios aplicables al personal laboral al servicio de las distintas entidades del sector 
público.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Empleo y Seguridad Social, con la aprobación 
previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 27 de 
septiembre de 2012,
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DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
El presente real decreto regula la composición y funciones de la Comisión Consultiva 

Nacional de Convenios Colectivos, de acuerdo con lo establecido en la disposición final 
segunda, apartado 2, del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, en redacción dada por la Ley 
3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral.

Artículo 2.  Naturaleza.
La Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos es un órgano de carácter 

colegiado de composición tripartita, integrado por representantes de la Administración 
General del Estado y de las organizaciones sindicales y empresariales más representativas, 
adscrito al Ministerio de Empleo y Seguridad Social a través de la Dirección General de 
Empleo, que ejerce sus competencias con independencia y autonomía funcional plenas.

Artículo 3.  Funciones.
1. La Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos desarrollará las siguientes 

funciones.
a) Funciones consultivas en orden al planteamiento y determinación del ámbito funcional 

de los convenios colectivos, así como emisión del preceptivo informe en los procedimientos 
de extensión de un convenio colectivo establecidos en el artículo 92.2 del Estatuto de los 
Trabajadores.

b) Observatorio de la negociación colectiva, que englobará la información, el estudio, la 
documentación y la difusión de la misma.

c) Funciones decisorias sobre la solución de discrepancias surgidas por falta de acuerdo 
en los procedimientos de inaplicación de las condiciones de trabajo previstas en el convenio 
colectivo de aplicación en los supuestos establecidos en el artículo 82.3 del Estatuto de los 
Trabajadores.

2. Los dictámenes, informes y decisiones de la Comisión se entenderán siempre sin 
perjuicio de las atribuciones que corresponden a la autoridad laboral y a la jurisdicción 
competente en los términos establecidos por las leyes, así como de las previsiones 
contempladas en los sistemas de solución autónoma de conflictos fijados por la negociación 
colectiva.

CAPÍTULO II
Composición y funcionamiento

Artículo 4.  Composición.
1. La Comisión estará integrada por los siguientes miembros:
a) El Presidente, designado por el titular del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, 

previa consulta con las organizaciones empresariales y sindicales más representativas, de 
entre profesionales de reconocido prestigio en el campo de las relaciones laborales.

b) Seis vocales en representación de la Administración General del Estado, designados 
por el titular del Ministerio de Empleo y Seguridad Social.

c) Seis vocales en representación de las organizaciones empresariales más 
representativas, nombrados por el titular del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, a 
propuesta vinculante de aquéllas.
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d) Seis vocales en representación de las organizaciones sindicales más representativas, 
nombrados por el titular del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, a propuesta vinculante 
de aquéllas.

Se designará por cada grupo de representación igual número de suplentes para sustituir 
a los vocales titulares en los supuestos de vacante, enfermedad o ausencia, que serán 
nombrados en la forma prevista en este apartado para aquellos.

2. Como Secretario de la Comisión actuará un funcionario adscrito a sus servicios 
administrativos.

Artículo 5.  Presidencia de la Comisión.
1. Corresponde al Presidente de la Comisión:
a) Ostentar la representación de la Comisión.
b) Acordar la convocatoria de las sesiones ordinarias y extraordinarias y fijar el orden del 

día, teniendo en cuenta, en su caso, las peticiones de los demás miembros formuladas con 
la suficiente antelación.

c) Presidir las sesiones y moderar el desarrollo de los debates.
d) Ejercer su derecho al voto y dirimir con su voto los empates a efectos de adoptar 

acuerdos.
e) Visar las actas y certificaciones de los acuerdos de la Comisión.
f) Asegurar el cumplimiento de las leyes y la regularidad de las deliberaciones.
g) Ejercer cuantas funciones sean intrínsecas a su condición de Presidente de la 

Comisión.
2. En caso de vacante, enfermedad, ausencia u otra causa de imposibilidad, el 

Presidente será sustituido por el vocal que decida el Pleno de la Comisión.

Artículo 6.  Vocales de cada grupo de representación de la Comisión.
1. Corresponde a los vocales de la Comisión:
a) Conocer previamente el orden del día de las reuniones y la información precisa sobre 

los temas que se incluyen en el mismo.
b) Ejercer su derecho al voto, pudiendo hacer constar en acta la abstención o la reserva 

de voto y los motivos que lo justifiquen, así como su voto particular en dictámenes o 
decisiones que se aprueben por acuerdo mayoritario de la Comisión.

c) Participar en los debates de las sesiones.
d) Formular ruegos y preguntas.
e) El derecho a la información precisa para cumplir las funciones asignadas.
f) Cuantas otras facultades sean intrínsecas a su condición.
2. Los vocales de la Comisión no podrán atribuirse las funciones o la representación 

reconocidas a la Comisión, salvo que expresamente se les haya otorgado, previo acuerdo 
válidamente adoptado y para cada caso concreto por la propia Comisión.

Artículo 7.  Secretario de la Comisión.
1. Corresponde al Secretario de la Comisión:
a) Asistir a las reuniones con voz, pero sin voto.
b) Efectuar la convocatoria de las sesiones de la Comisión de orden de su Presidente, 

así como las citaciones a los miembros de la misma.
c) Ser el destinatario único de los actos de comunicación de los vocales con la Comisión 

y, por tanto, a él deberá dirigirse toda suerte de notificaciones, peticiones de datos, 
rectificaciones o cualquiera otra clase de escritos de los que deba tener conocimiento la 
Comisión.

d) Preparar el despacho de los asuntos que ha de conocer la Comisión y redactar las 
actas de las sesiones.

e) Expedir certificaciones de las consultas, dictámenes, acuerdos y decisiones 
aprobados por la Comisión.
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f) Elaborar el proyecto de Memoria anual de actividades para su aprobación por la 
Comisión.

g) Coordinar los servicios administrativos de la Comisión.
h) Cualesquiera otras funciones que se deriven de su condición de Secretario.
2. En caso de vacante, enfermedad, ausencia u otra causa de imposibilidad, el 

Secretario será sustituido por otro funcionario adscrito a la Comisión.

Artículo 8.  Funcionamiento.
1. La Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos funcionará en Pleno y en 

Comisión Permanente, de acuerdo con lo dispuesto en este real decreto. De manera 
ordinaria la Comisión funcionará en Comisión Permanente con vistas a dotar de mayor 
agilidad a su actuación, si bien, la propia Comisión Permanente podrá reservar al Pleno la 
aprobación de determinados dictámenes, informes y decisiones.

2. Para la validez de las deliberaciones y acuerdos de la Comisión, en Pleno o en 
Comisión Permanente, se requerirá la presencia del Presidente o de quien le sustituya, de la 
mitad, al menos, de sus miembros y del Secretario o de quien le sustituya.

3. Los acuerdos se adoptarán, preferentemente, por consenso entre el Presidente y los 
representantes de la Administración General del Estado y de los interlocutores sociales. De 
no ser ello posible, los acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los asistentes, salvo 
en los supuestos previstos en el los artículos 12.2, 16 y 23.2, en los que será necesaria la 
mayoría absoluta de los miembros de la Comisión Permanente o, en su caso, del Pleno.

4. Los miembros que discrepen del dictamen, informe o decisión que se apruebe por 
acuerdo mayoritario podrán formular voto particular por escrito, en el plazo de un día, que, 
como tal, se incorporará al texto del dictamen, informe o decisión.

Artículo 9.  Normas comunes de procedimiento de la Comisión.
1. La convocatoria de cada reunión de la Comisión deberá señalar el día, hora y lugar de 

la reunión en primera y segunda convocatoria, así como el orden del día, que será cerrado, e 
irá acompañada de la documentación precisa para el estudio previo de los asuntos incluidos 
en la misma; se efectuará siempre por escrito, preferentemente por medios electrónicos y, en 
todo caso, por los medios más idóneos para garantizar la recepción con una antelación 
mínima de tres días hábiles salvo en los casos de urgencia, que deberá luego apreciarse por 
la Comisión o cuando otra cosa se disponga en este real decreto.

2. De cada reunión se levantará acta por el Secretario, que contendrá necesariamente la 
indicación de los asistentes, el orden de las intervenciones en cada punto y su contenido, así 
como las circunstancias de lugar y tiempo en que se ha celebrado, los puntos principales de 
las deliberaciones, así como la forma y el resultado de las votaciones y el contenido de los 
acuerdos adoptados.

3. Los miembros de la Comisión podrán solicitar que figure en acta el voto contrario al 
acuerdo adoptado, o su abstención y los motivos que lo justifiquen. Asimismo, cualquier 
miembro tiene derecho a solicitar la transcripción íntegra de su intervención o propuesta, 
siempre que aporte en el acto el texto escrito que corresponda fielmente con su intervención, 
haciéndose constar así en el acta y uniéndose copia autenticada del escrito a la misma.

4. Las actas se aprobarán en la misma o en la siguiente sesión. No obstante lo anterior, 
el Secretario podrá emitir certificaciones sobre los acuerdos específicos que haya adoptado 
la Comisión, sin perjuicio de la ulterior aprobación del acta.

5. Lo previsto en este artículo será de aplicación tanto si la Comisión funciona en 
Comisión Permanente como si lo hace en Pleno.

Artículo 10.  Pleno de la Comisión.
1. El Pleno estará integrado por el Presidente y todos los vocales que representan a la 

Administración General del Estado y a las organizaciones empresariales y sindicales más 
representativas, así como por su Secretario.

2. El Pleno se reunirá en sesión ordinaria, al menos, una vez cada seis meses, previa 
correspondiente convocatoria, sin perjuicio de que se puedan celebrar sesiones 
extraordinarias, cuando por la urgencia de los temas a tratar así lo decida el Presidente, a 
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iniciativa propia o a petición mayoritaria de cualquiera de las representaciones que lo 
componen.

3. El Pleno ejercerá las siguientes funciones:
a) Aprobar todos los dictámenes e informes sobre consultas y asesoramientos en orden 

al planteamiento y determinación del ámbito funcional de los convenios colectivos, que 
hayan sido reservados a conocimiento del Pleno por la Comisión Permanente.

b) Aprobar el preceptivo dictamen en el supuesto de extensión de un convenio colectivo, 
cuando se haya reservado a conocimiento del Pleno por la Comisión Permanente.

c) Aprobar las actividades señaladas en el artículo 15.3 y la memoria anual sobre las 
actividades de la Comisión, que incluirá las actuaciones desarrolladas por el Observatorio de 
la negociación colectiva.

d) Aprobar la decisión para solucionar las discrepancias por falta de acuerdo en los 
procedimientos sobre la inaplicación de las condiciones de trabajo previstas en el convenio 
colectivo aplicable, según lo dispuesto en el artículo 83.2 del Estatuto de los Trabajadores, 
cuando se haya reservado a conocimiento del Pleno por la Comisión Permanente.

e) Designar a los miembros de la Comisión Permanente entre los vocales titulares y 
suplentes de la Comisión, a propuesta vinculante de cada uno de los grupos de 
representación.

f) Designar el árbitro en aquellos supuestos en que, conforme a lo establecido en los 
artículos 11 y 23, se haya reservado a conocimiento del Pleno por la Comisión Permanente, 
para la solución de discrepancias por falta de acuerdo en los procedimientos sobre la 
inaplicación de las condiciones de trabajo previstas en el convenio colectivo aplicable.

Artículo 11.  Comisión Permanente.
1. La Comisión Permanente estará integrada por el Presidente de la Comisión y por dos 

vocales de cada uno de los tres grupos que la constituyen, así como por su Secretario.
2. Conforme a lo dispuesto en el artículo 8, la Comisión Consultiva Nacional de 

Convenios Colectivos funcionará de manera ordinaria en Comisión Permanente para la 
aprobación de los dictámenes, informes y decisiones a que se refiere el apartado 3, párrafos 
a), b), d) y f) del artículo 10, salvo que por decisión mayoritaria de la propia Comisión 
Permanente se acuerde reservar su conocimiento al Pleno.

3. La Comisión Permanente se reunirá en sesión ordinaria cada dos meses y en sesión 
extraordinaria tantas veces como sea necesario, cuando por la urgencia de los temas a tratar 
así lo decida el Presidente, a iniciativa propia o a petición mayoritaria de cualquiera de las 
representaciones que la componen.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Funciones decisorias

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 16.  Objeto.
1. La Comisión, en el ejercicio de sus funciones decisorias, resolverá la discrepancia 

surgida entre la empresa y los representantes de los trabajadores por falta de acuerdo en los 
procedimientos de inaplicación de las condiciones de trabajo previstas en el convenio 
colectivo aplicable a que se refiere el artículo 82.3 del Estatuto de los Trabajadores, siempre 
que concurran las condiciones señaladas en dicho artículo.

2. Únicamente podrá solicitarse la actuación de la Comisión a los efectos de lo dispuesto 
en el apartado anterior cuando concurran conjuntamente las siguientes circunstancias:

a) Que no se hubiera solicitado la intervención de la comisión paritaria del convenio o, en 
caso de haberse solicitado, ésta no hubiera alcanzado un acuerdo. En todo caso, resultará 
preceptivo solicitar la intervención de la comisión paritaria cuando estuviese establecido en 
convenio colectivo.
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b) Que no fueran aplicables los procedimientos que se hayan establecido en los 
acuerdos interprofesionales de ámbito estatal previstos en el artículo 83 del Estatuto de los 
Trabajadores para solventar de manera efectiva las discrepancias surgidas en la negociación 
de los acuerdos a que se refiere el artículo 82.3 del mismo texto legal, incluido el 
compromiso previo de someter las discrepancias a un arbitraje vinculante, o cuando, 
habiéndose recurrido a dichos procedimientos, estos no hubieran resuelto la discrepancia.

3. La decisión de la Comisión que resuelva la discrepancia podrá ser adoptada en su 
propio seno o mediante la designación de un árbitro entre expertos imparciales e 
independientes. Cuando haya conformidad entre las partes de la discrepancia sobre el 
procedimiento aplicable para la solución de la misma, se seguirá este. En otro caso, 
corresponderá a la propia Comisión la elección de dicho procedimiento. En todo caso, la 
decisión habrá de dictarse en un plazo no superior a veinticinco días a contar desde la fecha 
del sometimiento de la discrepancia a la Comisión. Tal decisión tendrá la eficacia de los 
acuerdos alcanzados en el periodo de consultas y solo será recurrible conforme al 
procedimiento y en base a los motivos establecidos en el artículo 91 del Estatuto de los 
Trabajadores.

Artículo 17.  Ámbito de actuación.
La Comisión conocerá de las solicitudes de intervención para la solución de 

discrepancias en los procedimientos de inaplicación de condiciones de trabajo de un 
convenio colectivo cuando afecten a centros de trabajo de la empresa situados en el 
territorio de más de una comunidad autónoma, así como cuando afecten a las empresas 
situadas en las ciudades de Ceuta y Melilla.

Artículo 18.  Legitimación.
Estarán legitimados para solicitar la actuación de la Comisión para la solución de las 

discrepancias por falta de acuerdo en los procedimientos de inaplicación de condiciones de 
trabajo previstas en un convenio colectivo, conforme a lo dispuesto en el artículo 82.3 del 
Estatuto de los Trabajadores, las empresas y los representantes legales de los trabajadores.

En los supuestos de ausencia de representación de los trabajadores en la empresa, 
estos podrán atribuir su representación a una Comisión designada conforme a lo dispuesto 
en el artículo 41.4 del Estatuto de los Trabajadores.

Sección 2.ª Procedimiento para la solución de discrepancias surgidas por falta 
de acuerdo en los procedimientos sobre la inaplicación de condiciones de 

trabajo previstas en los convenios colectivos

Artículo 19.  Inicio del procedimiento.
1. El procedimiento se iniciará mediante solicitud de parte presentada por vía electrónica 

en la sede electrónica del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, acompañada de la 
documentación señalada en el artículo 20. La solicitud deberá indicar el motivo de la 
discrepancia y la pretensión de inaplicación de las condiciones de trabajo que desea. A estos 
efectos, deberá determinar con exactitud las nuevas condiciones de trabajo aplicables a la 
empresa y su periodo de aplicación.

Asimismo, la parte que presenta la solicitud deberá entregar copia de la misma a la otra 
parte de la discrepancia inmediatamente después de que la haya presentado en la sede 
electrónica del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, informándola del número asignado 
a la misma, con el fin de que esta pueda consultar el estado de tramitación y recibir las 
notificaciones relativas al procedimiento, mediante los representantes a que hace referencia 
el párrafo b) del artículo 20 o cualesquiera otros que expresamente comuniquen a la 
Comisión.

La parte que inicia el procedimiento deberá acreditar haber cumplido con lo señalado en 
el párrafo anterior.

2. Una vez recibida la solicitud en la Comisión, por el Secretario de la misma se 
comprobará que reúne los requisitos establecidos en este real decreto, dirigiéndose, en caso 
contrario, al solicitante a efectos de que complete su solicitud en el plazo de diez días con la 
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advertencia de que, si así no lo hiciese, se le tendrá por desistido de su solicitud, con archivo 
de las actuaciones. Cuando se subsanaren las deficiencias, el plazo para resolver señalado 
en el artículo 16.3 comenzará a contarse desde la fecha en que se completó la solicitud.

3. El Secretario remitirá inmediatamente a la otra parte de la discrepancia, comunicación 
de inicio del procedimiento para que efectúe las alegaciones que considere procedentes en 
el plazo de cinco días en la sede electrónica del Ministerio de Empleo y Seguridad Social.

4. Asimismo, enviará la solicitud a los miembros de la Comisión Permanente a efectos de 
que se pronuncien, en el plazo de un día, sobre el procedimiento a seguir para la solución de 
la discrepancia, de entre los establecidos en el artículo 16.3, sin perjuicio de la conformidad 
de las partes en la elección de dicho procedimiento y, en su caso, sobre la remisión del 
procedimiento al Pleno de la Comisión. Cuando no se hayan obtenido, dentro del referido 
plazo de un día, respuestas coincidentes en número equivalente al de la mayoría absoluta 
de los miembros de la Comisión Permanente, la discrepancia se resolverá en el seno de la 
misma, conforme al procedimiento previsto en el artículo 21. En todo caso, para la adecuada 
constancia del procedimiento a seguir, el Secretario comunicará a todos los miembros de la 
Comisión Permanente el resultado de las respuestas obtenidas.

5. Cuando la Comisión Permanente, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado anterior, 
haya decidido remitir la solución de la discrepancia al Pleno, el Secretario dará traslado de la 
solicitud al resto de sus integrantes.

Artículo 20.  Documentación.
A la solicitud a que se refiere el artículo anterior, se acompañará la siguiente 

documentación presentada por vía electrónica:
a) Identificación del solicitante, centros de trabajo afectados y dirección de correo 

electrónico.
b) Identificación de los representantes de los trabajadores, incluyendo, en todo caso, 

nombre, DNI y dirección de correo electrónico a la que se les puedan efectuar 
comunicaciones.

c) Acreditación de haberse desarrollado el periodo de consultas y, en su caso, actas de 
las reuniones celebradas y posición de la otra parte que da lugar a la discrepancia.

d) En el supuesto de haber sometido la discrepancia a la comisión paritaria del convenio 
colectivo, acreditación de ello y, en su caso, pronunciamiento de la misma.

e) En su caso, declaración de no ser aplicable a la parte que insta el procedimiento el 
Acuerdo Interprofesional de ámbito estatal para la solución efectiva de las discrepancias a 
que se refiere el artículo 83.2 del Estatuto de los Trabajadores.

f) En el caso de haber sometido la discrepancia al procedimiento a que se refiere el 
párrafo anterior, acreditación de ello y, en su caso, resultado de la misma.

g) Identificación del convenio colectivo vigente del que se pretenden inaplicar 
determinadas condiciones de trabajo, indicando su vigencia temporal.

h) Documentación relativa a la concurrencia de las causas económicas, técnicas, 
organizativas o de producción.

A tales efectos se tomará como referencia la documentación que sea preceptiva en la 
comunicación de los despidos colectivos, teniendo en cuenta que cuando las causas 
económicas alegadas consistan en una disminución persistente del nivel de ingresos o 
ventas, deberá presentar, además, la documentación que acredite que se ha producido dicha 
disminución durante los últimos dos trimestres consecutivos.

i) Relaciones pormenorizadas de las condiciones de trabajo del convenio colectivo que 
se pretenden inaplicar y su incardinación entre las materias previstas en las letras a) a g) del 
párrafo segundo del artículo 82.3 del Estatuto de los Trabajadores, detallando las nuevas 
condiciones del trabajo que se quieren aplicar y el período durante el cual se pretenden 
establecer.

j) Acreditación de haber entregado a la otra parte de la discrepancia copia de la solicitud 
presentada a la Comisión, junto con la documentación establecida en este artículo.

k) Número y clasificación profesional de los trabajadores afectados por la inaplicación de 
condiciones de trabajo del convenio colectivo en vigor. Cuando afecte a más de un centro de 
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trabajo esta información deberá estar desglosada por centro de trabajo y, en su caso, por 
provincia y comunidad autónoma.

l) Conformidad, en su caso, de las partes de la discrepancia sobre el procedimiento para 
la solución de la misma de entre los establecidos en el artículo 16.3 y, de haber optado por la 
designación de un árbitro, conformidad, en su caso, sobre su nombramiento.

m) Información sobre la composición de la representación de los trabajadores, así como 
de la comisión negociadora, especificando si son representación unitaria o representación 
elegida conforme al artículo 41.4 del Estatuto de los Trabajadores.

Artículo 21.  Procedimiento mediante decisión en el seno de la Comisión.
1. Cuando la discrepancia deba resolverse mediante decisión adoptada en el propio 

seno de la Comisión, el Secretario solicitará informe sobre la misma, en los términos 
establecidos en este apartado.

El informe será elaborado por los servicios técnicos disponibles por la Comisión en el 
plazo de diez días desde la fecha de solicitud. Durante ese plazo se podrá solicitar a las 
partes la documentación complementaria o las aclaraciones que se consideren necesarias.

2. Una vez emitido el informe a que se refiere el apartado anterior, se celebrará una 
reunión de la Comisión Permanente, o del Pleno, en su caso, previa convocatoria realizada 
al efecto con una antelación de cinco días a la fecha de la reunión. Junto a la convocatoria 
se dará traslado a cada uno de los miembros de la Comisión de una copia del referido 
informe, así como de las alegaciones presentadas, en su caso, por la otra parte de la 
discrepancia, para su análisis y estudio.

3. Todas las comunicaciones en el procedimiento deberán realizarse por vía electrónica.

Artículo 22.  Decisión de la Comisión.
1. La decisión de la Comisión será motivada y resolverá la discrepancia sometida a la 

misma, decidiendo sobre la inaplicación de las condiciones de trabajo previstas en el 
convenio colectivo.

2. La decisión deberá pronunciarse, en primer lugar, sobre la concurrencia de las causas 
económicas, técnicas, organizativas o de producción, que da lugar a la inaplicación de las 
condiciones de trabajo previstas en el convenio colectivo.

En caso de no concurrir dichas causas, la decisión así lo declarará, con la consecuencia 
de que no procederá la inaplicación de las condiciones de trabajo previstas en el convenio 
colectivo.

3. Cuando se aprecie la concurrencia de las causas, la Comisión deberá pronunciarse 
sobre la pretensión de inaplicación de las condiciones de trabajo, para lo cual valorará su 
adecuación en relación con la causa alegada y sus efectos sobre los trabajadores afectados. 
La decisión podrá aceptar la pretensión de inaplicación en sus propios términos o proponer 
la inaplicación de las mismas condiciones de trabajo en distinto grado de intensidad. 
Asimismo, la Comisión se pronunciará sobre la duración del periodo de inaplicación de las 
condiciones de trabajo.

4. La Comisión resolverá y comunicará su decisión dentro del plazo máximo establecido 
a las partes afectadas por la discrepancia.

5. La decisión de la Comisión será vinculante e inmediatamente ejecutiva.

Artículo 23.  Designación de árbitros.
1. Cuando exista conformidad entre las partes afectadas por la discrepancia para la 

designación de un árbitro, será preferente el designado de común acuerdo.
En otro caso, y previa convocatoria de la Comisión al efecto en el plazo máximo de 

cuatro días desde la fecha de la presentación de la solicitud a que se refiere el artículo 19, 
cada uno de los grupos de representación propondrá una relación de dos árbitros. De la lista 
resultante de seis árbitros, cada uno de dichos grupos descartará por sucesivas votaciones, 
cuyo orden se decidirá por sorteo, el nombre del árbitro que tenga por conveniente hasta que 
quede uno solo.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 97  Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos [parcial]

– 409 –



2. En el supuesto en que no se consiguiera la designación de un árbitro, la decisión para 
la solución de la discrepancia planteada será adoptada en el seno de la Comisión siguiendo 
el procedimiento establecido en el artículo 21.

3. Una vez designado el árbitro por la Comisión, ésta le efectuará formalmente el 
encargo, trasladándole la solicitud a que se refiere el artículo 19 y la documentación indicada 
en el artículo 20, señalando el plazo máximo en que debe ser dictado el laudo, que deberá 
cumplir, en todo caso, con lo dispuesto en el artículo 16.3.

La actuación de los árbitros seguirá el procedimiento establecido en el artículo 24.
4. La Comisión facilitará al árbitro las medidas de apoyo que necesite para el desempeño 

de su función arbitral. Este apoyo incluirá, a solicitud del árbitro, la emisión de un informe en 
los términos establecidos en el artículo 21.1.

Artículo 24.  Procedimientos para la solución de discrepancias, mediante la designación de 
un árbitro.

1. El árbitro podrá iniciar su actividad tan pronto haya recibido el encargo en los términos 
establecidos en el artículo anterior. A tal efecto, podrá requerir la comparecencia de las 
partes o solicitar documentación complementaria.

2. El laudo, que deberá ser motivado, deberá pronunciarse, en primer lugar, sobre la 
concurrencia de las causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, que da 
lugar a la inaplicación de las condiciones de trabajo previstas en el convenio colectivo.

3. En caso de no concurrir dichas causas, el laudo así lo declarará, con la consecuencia 
de que no procederá la inaplicación de las condiciones de trabajo previstas en el convenio 
colectivo.

4. Cuando aprecie la concurrencia de las causas, el árbitro deberá pronunciarse sobre la 
pretensión de inaplicación de las condiciones de trabajo, para lo cual valorará su adecuación 
en relación con la causa alegada y sus efectos sobre los trabajadores afectados. El laudo 
podrá aceptar la pretensión de inaplicación en sus propios términos o proponer la 
inaplicación de las mismas condiciones de trabajo en distinto grado de intensidad. Asimismo, 
el árbitro se pronunciará sobre la duración del periodo de inaplicación de las condiciones de 
trabajo.

5. El árbitro resolverá y comunicará el laudo a la Comisión y ésta a las partes afectadas 
por la discrepancia, dentro del plazo máximo establecido de acuerdo con lo indicado en el 
artículo 23.3.

6. El laudo arbitral será vinculante e inmediatamente ejecutivo.

Disposición adicional primera.  Medidas de apoyo de la Dirección General de Empleo del 
Ministerio de Empleo y Seguridad Social a la Comisión.

1. La Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos, adscrita a la Dirección 
General de Empleo del Ministerio de Empleo y Seguridad Social será reforzada en sus 
actuaciones, referidas a las funciones establecidas en el artículo 82.3 del Estatuto de los 
Trabajadores, por la citada Dirección General de Empleo cuando resulte necesario en los 
supuestos de solución de discrepancias por falta de acuerdo sobre la inaplicación de 
condiciones de trabajo y así lo solicite su Presidente a la Dirección General de Empleo.

2. Para poder cumplir con el refuerzo que sea necesario a la Comisión para el desarrollo 
de las funciones establecidas en el artículo 82.3 del Estatuto de los Trabajadores, por parte 
de la Dirección General de Empleo y de la Dirección General de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social se establecerán las medidas de colaboración que sean necesarias.

Disposición adicional segunda.  Colaboración de la Comisión con las comunidades 
autónomas.

Mediante convenios de colaboración entre el Ministerio de Empleo y Seguridad Social y 
las comunidades autónomas, se podrá establecer la actuación de la Comisión Consultiva 
Nacional de Convenios Colectivos, adscrita a la Dirección General de Empleo del Ministerio 
de Empleo y Seguridad Social, en el ámbito territorial de aquellas comunidades autónomas 
en las que aún no se hubieran constituido los órganos tripartitos equivalentes a la Comisión y 
mientras estos órganos tripartitos no se constituyan. En estos casos, las empresas y los 
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representantes legales de los trabajadores podrán solicitar a la Comisión la intervención para 
la solución de discrepancias por falta de acuerdo sobre la inaplicación de las condiciones de 
trabajo presentes en el convenio colectivo de aplicación, en las circunstancias y con las 
condiciones establecidas en este real decreto.

Disposición adicional tercera.  Régimen de aplicación al personal laboral al servicio de las 
Administraciones Públicas.

El ejercicio de las funciones decisorias atribuidas en el Capítulo V a la Comisión 
Consultiva Nacional de Convenios Colectivos no se extenderá a aquellos convenios o 
acuerdos colectivos que regulen condiciones de trabajo del personal laboral de las 
Administraciones Públicas, a los que resulta de aplicación la regulación específica sobre 
solución extrajudicial de conflictos colectivos establecida en la Ley 7/2007, de 12 de abril, del 
Estatuto Básico del Empleado Público.

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio de la aplicación de lo 
dispuesto en dicho capítulo V a las entidades públicas empresariales, a las sociedades 
estatales, consorcios, fundaciones del sector público estatal y entidades de análoga 
naturaleza, facultándose a los Ministerios de Empleo y Seguridad Social y de Hacienda y 
Administraciones Públicas a dictar cuantas disposiciones sean necesarias en relación con la 
aplicación de las funciones decisorias de la Comisión a dichas entidades.

Disposición derogatoria única.  Alcance de la derogación normativa.
Quedan derogados expresamente el Real Decreto 2976/1983, de 9 de noviembre, por el 

que se regula la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos, la Orden Ministerial 
de 28 de mayo de 1984, por la que se aprueba el reglamento de funcionamiento de la 
Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos, y cuantas normas de igual o inferior 
rango contradigan o se opongan a lo dispuesto en el presente real decreto.

Disposición final primera.  Título constitucional.
Este real decreto se dicta de acuerdo con lo establecido en el artículo 149.1.7.ª de la 

Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de 
legislación laboral sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las comunidades 
autónomas.

[ . . . ]
Disposición final cuarta.  Facultades de desarrollo.

Se autoriza a la Ministra de Empleo y Seguridad Social a dictar las disposiciones que 
sean precisas para el desarrollo y ejecución de este real decreto.

Disposición final quinta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

[ . . . ]
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§ 98

Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Empleo y Seguridad Social
«BOE» núm. 261, de 31 de octubre de 2015

Última modificación: 12 de enero de 2024
Referencia: BOE-A-2015-11724

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL

TÍTULO I
Normas generales del sistema de la Seguridad Social

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Afiliación, cotización y recaudación

[ . . . ]
Sección 3.ª Liquidación y recaudación de las cuotas y demás recursos del 

sistema

Subsección 1.ª Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 27.  Transacciones sobre los derechos de la Seguridad Social.

1. No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Seguridad 
Social ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten respecto de los mismos, sino 
mediante real decreto acordado en Consejo de Ministros, previa audiencia del Consejo de 
Estado.

2. El carácter privilegiado de los créditos de la Seguridad Social otorga a la Tesorería 
General de la Seguridad Social el derecho de abstención en los procesos concursales. No 
obstante, la Tesorería General de la Seguridad Social podrá suscribir en el curso de estos 
procesos los acuerdos o convenios previstos en la legislación concursal, así como acordar, 
de conformidad con el deudor y con las garantías que se estimen oportunas, unas 
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condiciones singulares de pago, que no pueden ser más favorables para el deudor que las 
recogidas en el convenio o acuerdo que ponga fin al proceso judicial.

[ . . . ]
Artículo 153 ter.  Cotización de las personas pensionistas de jubilación cuando realicen 
actividades artísticas.

Durante la realización de un trabajo por cuenta ajena regulado en el artículo 249 quater 
compatible con la pensión de jubilación, los empresarios estarán obligados a solicitar el alta 
y cotizar en el Régimen General de la Seguridad Social únicamente por contingencias 
profesionales, según la normativa reguladora de dicho régimen, si bien quedarán sujetos a 
una cotización especial de solidaridad del 9 por ciento sobre la base de cotización por 
contingencias comunes, no computable a efectos de prestaciones, que se distribuirá entre 
empresario y trabajador, quedando a cargo del empresario el 7 por ciento y del trabajador el 
2 por ciento.

[ . . . ]
Artículo 249 quater.  Compatibilidad de la pensión de jubilación con la actividad artística.

1. El percibo del 100 por ciento del importe de la pensión de jubilación contributiva será 
compatible con la actividad artística en los términos del presente artículo:

a) Con el trabajo por cuenta ajena y por cuenta propia de las personas que desarrollen 
una actividad artística

A estos efectos, se entiende por actividad artística, la realizada por las personas que 
desarrollan actividades artísticas, sean dramáticas, de doblaje, coreográfica, de variedades, 
musicales, canto, baile, de figuración, de especialistas, de dirección artística, de cine, de 
orquesta, de adaptación musical, de escena, de realización, de coreografía, de obra 
audiovisual, artista de circo, artista de marionetas, magia, guionistas, y, en todo caso, la 
desarrollada por cualquier persona cuya actividad sea reconocida como artista intérprete o 
ejecutante del título I del libro segundo del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, 
aprobado por del Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, regularizando, aclarando y 
armonizando las disposiciones legales vigentes sobre la materia, o como artista, artista 
intérprete o ejecutante por los convenios colectivos que sean de aplicación en las artes 
escénicas, la actividad audiovisual y la musical, conforme al artículo 1. 2, párrafo 2.º del RD 
1435/1985, de 1 de agosto, por el que se regula la relación laboral especial de las personas 
artistas que desarrollan su actividad en las artes escénicas, audiovisuales y musicales, así 
como de las personas que realizan actividades técnicas o auxiliares necesarias para el 
desarrollo de dicha actividad.

b) Con el trabajo por cuenta ajena y la actividad por cuenta propia desempeñada por 
autores de obras literarias, artísticas o científicas, tal como se definen en el capítulo I del 
título II del libro primero de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por del Real Decreto 
Legislativo 1/1996, de 12 de abril, se perciban o no derechos de propiedad intelectual por 
dicha actividad, incluidos los generados por su transmisión a terceros y con independencia 
de que por la misma actividad perciban otras remuneraciones conexas.

2. El importe de la pensión de jubilación contributiva compatible con la actividad artística 
incluye el complemento para pensiones inferiores a la mínima y el complemento por 
maternidad o reducción de la brecha de género.

3. El beneficiario de la situación de compatibilidad tendrá la consideración de pensionista 
a todos los efectos.

4. No podrá acogerse a esta modalidad de compatibilidad el beneficiario de una pensión 
contributiva de jubilación de la Seguridad Social que, además de desarrollar la actividad 
artística, realice cualquier otro trabajo por cuenta ajena o por cuenta propia diferente a la 
indicada actividad que dé lugar a su inclusión en el campo de aplicación del Régimen 
General o de alguno de los regímenes especiales de la Seguridad Social.
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De igual forma, se excluye del ámbito de este artículo cualquier modalidad de jubilación 
anticipada en tanto su titular no cumpla la edad ordinaria de jubilación que le corresponda de 
acuerdo con el artículo 205.1.a).

5. Como alternativa al régimen de compatibilidad previsto en este artículo, el beneficiario 
de una pensión contributiva de jubilación de la Seguridad Social en que concurran las 
circunstancias previstas en los apartados anteriores podrá optar por la aplicación del 
régimen jurídico previsto para cualesquiera otras modalidades de compatibilidad entre 
pensión y trabajo, establecidas legal o reglamentariamente, cuando reúna los requisitos para 
ello.

De igual forma, el pensionista de jubilación en quien concurran las circunstancias 
previstas en este artículo también podrá optar por la suspensión del percibo de su pensión. 
En tal caso, el alta y la cotización a la Seguridad Social se realizará conforme a las normas 
que rijan en el régimen de Seguridad Social que corresponda en función de su actividad.

6. La prestación de incapacidad temporal causada durante la compatibilidad prevista en 
el presente artículo se extinguirá en la fecha en la que se cause baja en el régimen 
correspondiente de la Seguridad Social.

[ . . . ]
Artículo 310 bis.  Cotización de los perceptores de pensión de jubilación cuando realicen 
actividades artísticas.

Durante la realización de un trabajo por cuenta propia compatible con la pensión de 
jubilación, en los términos establecidos en el artículo 249 quater, las personas estarán 
obligadas a solicitar el alta y cotizar en este régimen especial únicamente por contingencias 
profesionales y quedarán sujetas a una cotización especial de solidaridad del 9 por ciento 
sobre su base de cotización por contingencias comunes, no computable a efectos de 
prestaciones.

[ . . . ]
Artículo 313 bis.  Cotización de los artistas con bajos ingresos integrados en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos.

1. La base de cotización por contingencias comunes de los artistas de bajos ingresos 
integrados en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos se determinará por la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

A estos efectos, se considerarán como artistas autónomos de bajos ingresos aquellos 
cuyos rendimientos netos durante cada ejercicio determinados conforme a lo establecido en 
el artículo 308.1.c), sean iguales o inferiores a los establecidos en la disposición adicional 
primera del Real Decreto-ley 5/2022, de 22 de marzo, por el que se adapta el régimen de la 
relación laboral de carácter especial de las personas dedicadas a las actividades artísticas, 
así como a las actividades técnicas y auxiliares necesarias para su desarrollo, y se mejoran 
las condiciones laborales del sector.

La base de cotización establecida conforme a los párrafos anteriores resultará de 
aplicación, en los términos establecidos en el artículo 308.1.a), una vez solicitada 
expresamente por el trabajador autónomo, a través de los procedimientos automatizados 
que establezca específicamente la Tesorería General de la Seguridad Social. Dicha base de 
cotización se aplicará con los mismos efectos temporales a los establecidos con carácter 
general para los cambios de base de cotización del Régimen Especial de Trabajadores por 
Cuenta Propia o Autónomos en función de la fecha de solicitud de dicha base de cotización, 
salvo que esta solicitud se haya realizado junto con la solicitud de alta, en cuyo caso se 
aplicará desde la fecha de efectos de esta.

2. Cuando en el procedimiento de regularización de cuotas previsto en el artículo 
308.1.c) se compruebe que el promedio de los rendimientos netos mensuales efectivamente 
obtenidos es igual o inferior al promedio mensual de los rendimientos a que se refiere el 
párrafo segundo del apartado 1, no se procederá a la citada regularización de cuotas, salvo 
que el Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social verifique la falta de 
condición de artista del trabajador autónomo en el periodo anual de que se trate, en cuyo 

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 98  Texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social [parcial]

– 414 –



caso se procederá a la regularización de cuotas hasta la base mínima de cotización del 
tramo 1 de la tabla reducida de bases de cotización establecida para este régimen especial. 
A tal efecto, la Tesorería General de la Seguridad Social suministrará la información oportuna 
al citado Organismo Estatal.

Cuando en el citado procedimiento de regularización de cuotas se compruebe que el 
promedio de los rendimientos netos mensuales efectivamente obtenidos es superior al 
promedio mensual de los rendimientos a que se refiere el párrafo segundo del apartado 1, se 
procederá a dicha regularización de cuotas conforme a lo establecido en el artículo 308.1.c).

3. El plazo reglamentario de ingreso de las cuotas será el establecido con carácter 
general, salvo que el interesado solicite expresamente, a través de los procedimientos 
automatizados que establezca la Tesorería General de la Seguridad Social, que el plazo de 
ingreso de las cuotas sea trimestral, de forma que las cuotas correspondientes a los meses 
de enero, febrero y marzo se ingresen en el mes de abril; las cuotas correspondientes a los 
meses de abril, mayo y junio, se ingresen en el mes de julio; las cuotas correspondientes a 
los meses de julio, agosto y septiembre, se ingresen en el mes de octubre; y las cuotas 
correspondientes a los meses de octubre, noviembre y diciembre, se ingresen en el mes de 
enero del año siguiente.

Las solicitudes presentadas en cada trimestre natural surtirán efectos a partir del primer 
mes del trimestre natural posterior.

[ . . . ]
Disposición adicional quincuagésima primera.  Prestación especial por desempleo de las 
personas trabajadoras sujetas a la relación laboral especial de los artistas que desarrollan su 
actividad en las artes escénicas, audiovisuales y musicales, así como de las personas que 
realizan actividades técnicas y auxiliares necesarias para el desarrollo de dicha actividad.

1. Las personas trabajadoras sujetas a la relación laboral especial de las personas 
dedicadas a las actividades artísticas, así como a las actividades técnicas y auxiliares 
necesarias para su desarrollo, tendrán derecho a la prestación por desempleo especial 
regulada en la presente disposición, en los términos y condiciones establecidas en la misma.

2. Podrán acceder a esta prestación las personas a las que se refiere el apartado 
anterior que reúnan las condiciones siguientes:

a) No tener derecho a la prestación contributiva por desempleo regulada en el título III, 
con la salvedad prevista en el apartado 3.

b) Cumplir todos los requisitos establecidos en el artículo 266, excepto el previsto en su 
letra b).

c) Acreditar sesenta días de alta con prestación real de servicios en la actividad artística 
en los dieciocho meses anteriores a la situación legal de desempleo o al momento en que 
cesó la obligación de cotizar, que no hayan sido computadas para el reconocimiento de un 
derecho anterior.

Alternativamente, se podrá acceder cuando se acrediten cotizaciones en el Régimen 
General de la Seguridad Social, por alta con prestación real de servicios en la actividad 
artística o por regularizaciones anuales ya realizadas, durante un periodo mínimo de 180 
días, dentro de los seis años anteriores a la situación legal de desempleo o al momento en 
que cesó la obligación de cotizar, que no hayan sido computadas para el reconocimiento de 
un derecho anterior.

3. Quienes tengan suspendida la prestación contributiva por desempleo regulada en el 
título III y además acrediten la actividad y cotizaciones en el sector artístico previstas en los 
apartados 2.b) y c) de esta disposición, podrán optar por percibir la prestación especial 
generada por las nuevas cotizaciones efectuadas, en cuyo caso la prestación contributiva 
quedará extinguida.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2.c), no podrán computarse para el 
reconocimiento de un derecho posterior las cotizaciones acreditadas en los seis años 
anteriores a la fecha de la situación legal de desempleo o al momento en que cesó la 
obligación de cotizar, incluyendo las correspondientes a posibles regularizaciones que 
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pudieran efectuarse con posterioridad a dicho reconocimiento, hayan sido o no computadas 
para el acceso a la prestación especial.

5. Si la prestación especial se solicita dentro del plazo de los quince días siguientes a la 
fecha de la situación legal de desempleo en la actividad artística, el derecho nacerá el día 
siguiente al de dicha situación legal de desempleo. La solicitud requerirá la inscripción como 
demandante de empleo, así como la suscripción del compromiso de actividad al que se 
refiere el artículo 300.

Quien acredite cumplir los requisitos exigidos, pero presente la solicitud transcurrido el 
plazo de quince días a que se refiere el párrafo anterior, tendrá derecho al reconocimiento de 
la prestación a partir de la fecha de la solicitud, perdiendo tantos días de prestación como 
medien entre la fecha en que hubiera tenido lugar el nacimiento del derecho de haberse 
solicitado en tiempo y forma y aquella en que efectivamente se hubiese formulado la 
solicitud.

6. La duración de la prestación por desempleo prevista en esta disposición será de 120 
días.

7. La cuantía de esta prestación especial será igual al 80 por ciento del Indicador Público 
de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) mensual vigente en cada momento, salvo cuando la 
media diaria de las bases de cotización correspondientes a los últimos sesenta días de 
prestación real de servicios en la actividad artística sea superior a 60 euros, en cuyo caso 
será igual al 100 por ciento del IPREM.

8. Durante el período de percepción de la prestación por desempleo especial prevista en 
esta disposición, la entidad gestora cotizará por la contingencia de jubilación. La base de 
cotización coincidirá con la base de cotización mínima vigente en cada momento, por 
contingencias comunes, correspondiente al grupo 7 de la escala de grupos de cotización del 
Régimen General de la Seguridad Social.

9. Una vez extinguida esta prestación especial, el trabajador podrá obtener de nuevo su 
reconocimiento cuando vuelva a encontrarse en situación legal de desempleo, reúna los 
requisitos exigidos al efecto y haya transcurrido un año, al menos, desde la fecha de dicha 
extinción.

10. La prestación especial quedará extinguida si su titular accede a la protección por 
desempleo de nivel contributivo o asistencial prevista en el título III de este texto refundido o 
al Programa de Renta Activa de Inserción regulado en el Real Decreto 1369/2006, de 24 de 
noviembre.

11. El agotamiento de la prestación regulada en esta disposición no constituye un 
supuesto de acceso a los subsidios previstos en la letra a) del apartado 1 del artículo 274 ni 
al subsidio para trabajadores mayores de cincuenta y dos años previsto en el artículo 280 de 
este texto refundido. Dicho agotamiento, tampoco dará derecho a acceder a la Renta Activa 
de Inserción en los supuestos en los que para ello se exige agotar una prestación o subsidio 
por desempleo. No obstante, en el caso de haber percibido la prestación especial tras haber 
agotado una prestación contributiva, se podrá acceder al subsidio por agotamiento de ésta, 
siempre que se solicite en el plazo de doce meses siguientes a dicho agotamiento.

12. Esta prestación será incompatible con el trabajo por cuenta propia, aunque su 
realización no implique la inclusión obligatoria en alguno de los regímenes de la Seguridad 
Social, o por cuenta ajena o con cualquier otra prestación, renta mínima, renta de inclusión, 
salario social o ayudas análogas concedidas por cualquier Administración Pública. No 
obstante lo anterior, sí será compatible con la percepción de derechos de propiedad 
intelectual y derechos de imagen.

En lo no previsto en esta disposición, serán de aplicación a la prestación especial 
regulada en la misma, las normas contenidas en el título III de este texto refundido, a 
excepción del capítulo III.

[ . . . ]
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Disposición transitoria trigésima quinta.  Distribución del excedente y constitución de las 
reservas de estabilización correspondientes al ejercicio 2022.

Lo dispuesto en los artículos 95.2, 96.1 y 118.3 será de aplicación a la liquidación de las 
cuentas anuales correspondientes al ejercicio 2022 que realicen las mutuas colaboradoras 
con la Seguridad Social.

 

Disposición transitoria trigésima quinta [sic].  Compatibilidad de la pensión contributiva 
de jubilación con el trabajo de los facultativos de atención primaria médicos de familia y 
pediatras, adscritos al sistema nacional de salud con nombramiento estatutario o funcionario.

1. En los tres años a partir de la entrada en vigor de esta disposición transitoria, los 
facultativos de atención primaria, médicos de familia y pediatras, adscritos al Sistema 
Nacional de Salud con nombramiento estatutario o funcionario podrán continuar 
desempeñando sus funciones durante la prórroga en el servicio activo y, simultáneamente, 
acceder a la jubilación percibiendo el setenta y cinco por ciento del importe resultante en el 
reconocimiento inicial de la pensión, una vez aplicado, si procede, el límite máximo de 
pensión pública.

Asimismo, podrán acceder a esta compatibilidad los facultativos de atención primaria 
adscritos al sistema nacional de salud con nombramiento estatutario o funcionario que 
hubieran accedido a la pensión contributiva de jubilación y se reincorporen al servicio activo, 
siempre que el hecho causante de dicha pensión haya tenido lugar a partir del 1 de enero de 
2022 o se hubieren acogido en su día a la compatibilidad de la pensión de jubilación con el 
nombramiento como personal estatutario o funcionario de las y los profesionales sanitarios, 
realizado al amparo del Real Decreto-ley 8/2021, de 4 de mayo, por el que se adoptan 
medidas urgentes en el orden sanitario, social y jurisdiccional, a aplicar tras la finalización de 
la vigencia del estado de alarma declarado por el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, 
por el que se declara el estado de alarma para contener la propagación de infecciones 
causadas por el SARS-CoV-2.

2. La compatibilidad prevista en la presente disposición transitoria exigirá el cumplimiento 
de los siguientes requisitos:

a) El acceso a la pensión deberá haber tenido lugar una vez cumplida la edad que en 
cada caso resulte de aplicación, según lo establecido en el artículo 205.1.a) del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 
8/2015, sin que, a tales efectos, sean admisibles jubilaciones acogidas a bonificaciones o 
anticipaciones de la edad de jubilación que pudieran ser de aplicación al interesado.

Lo previsto en el párrafo anterior no será de aplicación a los facultativos médicos que se 
hubieren acogido en su día a la compatibilidad de la pensión de jubilación con el 
nombramiento como personal estatutario o funcionario de las y los profesionales sanitarios, 
realizado al amparo del Real Decreto-ley 8/2021, de 4 de mayo.

b) La compatibilidad se aplicará en caso de jornada a tiempo completo, así como en 
caso de jornada parcial siempre que la reducción de jornada sea, en todo caso, del 
cincuenta por ciento respecto de la jornada de un trabajador a tiempo completo comparable.

c) El beneficiario tendrá derecho a los complementos para pensiones inferiores a la 
mínima durante el tiempo en el que compatibilice la pensión con sus funciones, siempre que 
reúna los requisitos establecidos para ello.

d) La percepción del complemento por demora de la pensión de jubilación es compatible 
con el acceso a la compatibilidad prevista en la presente disposición transitoria, sin que su 
importe sea minorado.

e) No podrá acogerse a esta modalidad de compatibilidad el beneficiario de una pensión 
contributiva de jubilación de la Seguridad Social que, además de desarrollar las funciones 
como facultativos médicos de atención primaria, realice cualquier otro trabajo por cuenta 
ajena o por cuenta propia que dé lugar a su inclusión en el campo de aplicación del Régimen 
General o de alguno de los regímenes especiales de la Seguridad Social.

3. El beneficiario tendrá la consideración de pensionista a todos los efectos.
4. Durante la realización del trabajo compatible con la pensión de jubilación, se aplicarán 

las obligaciones de afiliación, alta, baja y variación de datos prevista en el artículo 16 del 
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texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social y la obligación de cotizar en los 
términos de los artículos 18 y 19 del mismo texto legal, no siendo de aplicación lo dispuesto 
en su artículo 153.

5. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado 6, durante la realización del trabajo 
compatible estarán protegidos frente a todas las contingencias comunes y profesionales, 
siempre que reúnan los requisitos necesarios para causarlas, siendo de aplicación el 
régimen de limitación de las pensiones, incompatibilidades y el ejercicio del derecho de 
opción, previstos en el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

No se requerirá periodo mínimo de cotización para acceder al subsidio por incapacidad 
temporal derivada de enfermedad común.

6. Si durante el periodo de compatibilización se iniciara un proceso de incapacidad 
temporal, en todo caso el abono de la pensión de jubilación se suspenderá el día primero del 
mes siguiente al de la baja médica y se reanudará el día primero del mes siguiente al del alta 
médica.

Lo establecido en el apartado anterior se aplicará igualmente en los supuestos de 
recaída.

En todo caso, el derecho al subsidio por incapacidad temporal se extinguirá por la 
finalización del trabajo compatible, además de por las causas generales previstas en la 
normativa vigente.

7. Una vez finalizado el trabajo compatible, las cotizaciones realizadas durante esta 
situación podrán dar lugar a la modificación del porcentaje aplicable a la base reguladora de 
la pensión de jubilación, la cual permanecerá inalterable.

Asimismo, las cotizaciones indicadas surtirán efectos para disminuir o, en su caso, 
suprimir, el coeficiente reductor que se hubiese aplicado, en el momento de causar derecho 
a la pensión, a aquellos facultativos médicos a los que se hace referencia en el párrafo 
segundo del apartado 2.a), que hubieren accedido a la jubilación anticipada.

Estas cotizaciones no surtirán efecto en relación con el complemento previsto en el 
artículo 210.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social y en la 
disposición adicional decimoséptima del texto refundido de Ley de Clases Pasivas del 
Estado.

 

[ . . . ]
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§ 99

Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio, por el que se aprueba el 
Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales
«BOE» núm. 153, de 25 de junio de 2004
Última modificación: 28 de junio de 2022

Referencia: BOE-A-2004-11836

[ . . . ]
REGLAMENTO GENERAL DE RECAUDACIÓN DE LA SEGURIDAD SOCIAL

TÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
CAPÍTULO VIII

Moratoria y transacción

[ . . . ]
Artículo 38.  Transacción y arbitraje.

No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Seguridad 
Social ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten respecto de estos sino mediante 
real decreto acordado en Consejo de Ministros, previa audiencia del Consejo de Estado, 
salvo lo previsto en el artículo 24 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social y en este reglamento para los acuerdos y convenios concursales.

[ . . . ]
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§ 100

Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del Sistema de Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 174, de 22 de julio de 2015
Última modificación: 2 de marzo de 2022

Referencia: BOE-A-2015-8168

TÍTULO I
Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Definición y objeto del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
1. El Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social está constituido por el 

conjunto de principios legales, normas, órganos, personal y medios materiales, incluidos los 
informáticos, que contribuyen al adecuado cumplimiento de la misión que tiene 
encomendada, según lo establecido en la presente ley.

2. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social es un servicio público al que corresponde 
ejercer la vigilancia del cumplimiento de las normas del orden social y exigir las 
responsabilidades pertinentes, así como el asesoramiento y, en su caso, conciliación, 
mediación y arbitraje en dichas materias, lo que efectuará de conformidad con los principios 
del Estado social y democrático de Derecho que consagra la Constitución Española, y con 
los Convenios número 81 y 129 de la Organización Internacional del Trabajo.

Las normas del orden social a que hace referencia el párrafo anterior comprenden las 
relativas a materias laborales, de prevención de riesgos laborales, de seguridad social y 
protección social, colocación, empleo, formación profesional para el empleo y protección por 
desempleo, economía social, emigración, movimientos migratorios y trabajo de extranjeros, 
igualdad de trato y oportunidades y no discriminación en el empleo, así como cuantas otras 
atribuyan la vigilancia de su cumplimiento a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

[ . . . ]
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TÍTULO II
Funcionamiento del Sistema

CAPÍTULO I
De las funciones de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social

Artículo 12.  De la función inspectora.
La función inspectora, que será desempeñada por funcionarios del Cuerpo Superior de 

Inspectores de Trabajo y Seguridad Social, en su integridad, y por los funcionarios del 
Cuerpo de Subinspectores Laborales, en los términos establecidos en esta ley, comprende 
los siguientes cometidos:

1. De vigilancia y exigencia del cumplimiento de las normas legales, reglamentarias y del 
contenido de los acuerdos y convenios colectivos, en los siguientes ámbitos:

a) Sistema de relaciones laborales.
1.º Normas en materia de relaciones laborales individuales y colectivas.
2.º Normas sobre protección, derechos y garantías de los representantes de los 

trabajadores.
3.º Normas en materia de tutela y promoción de la igualdad de trato y oportunidades y no 

discriminación en el trabajo.
4.º Normas en materia de desplazamiento de trabajadores en el marco de una prestación 

de servicios transnacional.
b) Prevención de riesgos laborales.
1.º Normas en materia de prevención de riesgos laborales, así como de las normas 

jurídico-técnicas que incidan en las condiciones de trabajo en dicha materia.
2.º Ejercicio de las funciones de investigación de accidentes de trabajo y enfermedades 

profesionales.
c) Sistema de la Seguridad Social.
1.º Normas en materia de campo de aplicación, inscripción, afiliación, altas y bajas de 

trabajadores, cotización y recaudación de cuotas del Sistema de la Seguridad Social.
2.º Normas sobre obtención y disfrute de las prestaciones del Sistema de la Seguridad 

Social, incluidas las prestaciones por desempleo y la prestación por cese de actividad, así 
como de los sistemas de mejoras voluntarias de la acción protectora de la Seguridad Social, 
además de cualesquiera modalidades de sistemas complementarios voluntarios establecidos 
por convenio colectivo.

3.º Normas sobre Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social y sobre otras formas 
de colaboración en la gestión de la Seguridad Social, así como la inspección de la gestión y 
funcionamiento de las entidades y empresas que colaboran en la misma o en la gestión de 
otras prestaciones o ayudas de protección social, sin perjuicio del ejercicio de las funciones 
de dirección de la contabilidad y de control de la gestión económico-financiera atribuida a los 
órganos de control competentes en la materia.

4.º El ejercicio de la inspección de la Seguridad Social por el Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social, de conformidad con lo establecido en el artículo 5.2.d) del texto refundido 
de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, 
de 20 de junio.

5.º La realización de otras funciones de inspección en materia de Seguridad Social, en 
los términos establecidos en su normativa reguladora.

d) Empleo.
1.º Normas en materia de colocación y empleo.
2.º Control de la aplicación de las subvenciones, ayudas de fomento del empleo o 

cualesquiera establecidas en programas de apoyo a la creación de empleo o a la formación 
profesional para el empleo, de acuerdo con la normativa establecida al efecto, sin perjuicio 
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del ejercicio del control financiero de las subvenciones por los órganos competentes en la 
materia.

3.º Normas en materia de formación profesional para el empleo, distintas de las 
señaladas en el número anterior, excepto cuando la normativa autonómica disponga otras 
fórmulas de inspección en la materia.

4.º Normas en materia de empresas de trabajo temporal y agencias de colocación.
e) Migraciones.
1.º Normas en materia de movimientos migratorios.
2.º Normas en materia de trabajo de extranjeros.
f) Cooperativas y otras fórmulas de economía social, así como a las condiciones de 

constitución de sociedades laborales, salvo que la respectiva legislación autonómica 
disponga lo contrario en su ámbito de aplicación.

g) Cualesquiera otros ámbitos cuya vigilancia se encomiende legalmente a la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social.

2. De asistencia técnica.
a) Dar información y asistencia técnica a las empresas con ocasión del ejercicio de la 

función inspectora, especialmente a las pequeñas y medianas empresas, con objeto de 
facilitarles un mejor cumplimiento de las disposiciones del orden social.

b) Proporcionar información y asistencia técnica a los trabajadores y a sus 
representantes; comunicarles los resultados y consecuencias de las actuaciones inspectoras 
cuando medie denuncia por parte de los mismos, en los términos del artículo 20.4; e 
indicarles las vías administrativas o judiciales para la satisfacción de sus derechos, cuando 
estos hayan sido afectados por incumplimientos empresariales comprobados en las 
actuaciones inspectoras.

c) Prestar asistencia técnica a entidades y organismos de la Seguridad Social, y a las 
autoridades competentes de la Administración General del Estado y de las Comunidades 
Autónomas, cuando les sea solicitada.

d) Informar, asistir y colaborar con otros órganos de las Administraciones Públicas 
respecto a la aplicación de normas del orden social, o a la vigilancia y control de ayudas y 
subvenciones públicas.

e) Emitir los informes que le recaben los órganos judiciales competentes, en el ámbito de 
las funciones y competencias inspectoras, cuando así lo establezca una norma legal.

3. De conciliación, mediación y arbitraje.
a) La conciliación y mediación en huelgas y otros conflictos cuando la misma sea 

aceptada por las partes.
b) El arbitraje en huelgas y otros conflictos laborales cuando las partes expresamente lo 

soliciten, así como en los supuestos legalmente establecidos.
La función de arbitraje por parte de la Inspección, sin perjuicio de las funciones técnicas 

de información y asesoramiento, si lo solicita cualquiera de las partes, será incompatible con 
el ejercicio simultáneo de la función inspectora por la misma persona que tenga atribuida 
dicha función sobre las empresas sometidas a su control y vigilancia.

c) Los inspectores de Trabajo y Seguridad Social guardarán la debida reserva sobre la 
información obtenida en el ejercicio directo de las funciones de arbitraje o mediación y no la 
comunicarán a los servicios de inspección para el ejercicio de las funciones de vigilancia y 
control a que se refiere el apartado 1.

Las funciones de conciliación, mediación y arbitraje de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social se desarrollarán sin perjuicio de las facultades atribuidas a otros órganos 
de las Administraciones Públicas y a los órganos instaurados por los sistemas de solución de 
conflictos laborales basados y gestionados por la autonomía colectiva.

[ . . . ]
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§ 101

Real Decreto 138/2000, de 4 de febrero, por el que se aprueba el 
Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Inspección de 

Trabajo y Seguridad Social. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 40, de 16 de febrero de 2000

Última modificación: 6 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2000-3088

[ . . . ]
REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LA INSPECCIÓN 

DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL

TÍTULO I
Normas generales

CAPÍTULO I
Organización, funcionamiento y ámbito de actuación del sistema de Inspección 

de Trabajo y Seguridad Social

Sección 1.ª Objeto de este Reglamento y ámbito de la función inspectora

[ . . . ]
Artículo 2.  Ámbito funcional y material de actuación de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social.

1. El ámbito funcional de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en 
los términos del artículo 3 de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, comprende la vigilancia del cumplimiento de las normas relativas a los ámbitos 
siguientes:

1.º Relaciones laborales, derechos sindicales y de representación laboral, prevención de 
riesgos laborales, colocación, empleo y normas para su promoción y fomento.

2.º Migraciones y trabajo de los extranjeros en España.
3.º Régimen económico de la Seguridad Social, en cuanto a sus recursos, sus 

prestaciones y mejoras, y a la colaboración en la gestión. Y, asimismo, las demás normas de 
Seguridad Social, excepto las relativas a asistencia sanitaria.

4.º Constitución y funcionamiento de entes de economía social, en el marco de lo 
establecido en su legislación específica.
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5.º Funciones de arbitraje, conciliación y mediación ; de asistencia técnica ; y de informe 
a órganos jurisdiccionales o administrativos, todo ello en los términos previstos en la 
legislación aplicable.

2. El ámbito material de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se 
extiende a los sujetos, entidades, centros, lugares y medios a que se refiere el artículo 4 de 
la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

De acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del citado artículo 4, los centros de trabajo, 
establecimientos, locales e instalaciones cuya vigilancia esté legalmente atribuida a otros 
órganos de las Administraciones públicas, así como los centros de trabajo y establecimientos 
militares dependientes de la Administración militar, quedan exceptuados del ámbito material 
de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y continuarán rigiéndose por su 
normativa específica, sin perjuicio de la competencia de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social en las materias no afectadas por la misma.

[ . . . ]
TÍTULO II

Del funcionamiento y actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Actuaciones en el sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social

Sección 1.ª Disposiciones comunes

[ . . . ]
Artículo 14 bis.  Principio general de funcionamiento por medios electrónicos.

1. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social se relacionará con los ciudadanos 
preferentemente por medios electrónicos, en los términos regulados en la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, con 
las especialidades incluidas en este reglamento, en el Reglamento general sobre 
procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de orden social y para los 
expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto 
928/1998, de 14 de mayo, y en las normas dictadas en su desarrollo.

2. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social, junto con otros órganos, organismos 
públicos o entidades de la Administración General del Estado o de las Comunidades 
Autónomas, podrá desarrollar aplicaciones informáticas dirigidas a la tramitación integrada 
de procedimientos administrativos. Las administraciones que utilicen estas aplicaciones 
deberán informar en sus sedes electrónicas de los términos y condiciones sobre el uso de 
las mismas con antelación suficiente a su puesta en funcionamiento, así como incluir la 
correspondiente cláusula informativa en materia de protección de datos personales, de 
conformidad con los artículos 13 y 14 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas 
físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos 
datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de Protección de 
Datos) y, en su caso, las previsiones de su artículo 22.

Los documentos electrónicos transmitidos en estas aplicaciones mediante entornos 
cerrados de comunicaciones serán considerados válidos a efectos de autenticación e 
identificación de los emisores y receptores con las condiciones y garantías que se 
establezcan, de conformidad con lo previsto en el artículo 25 del Reglamento de actuación y 
funcionamiento del sector público por medios electrónicos, aprobado por el Real Decreto 
203/2021, de 30 de marzo. En todo caso, se garantizará la seguridad del entorno cerrado de 
comunicaciones y la protección de los datos que se transmitan conforme a los requisitos 
establecidos en el Esquema Nacional de Seguridad, adaptando los criterios de 
determinación del riesgo en el tratamiento de los datos personales a lo establecido en el 
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artículo 32 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de 
abril de 2016 (Reglamento General de Protección de Datos).

Artículo 15.  Modalidades de actuación.
1. En desarrollo del artículo 14 de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y 

Seguridad Social, los funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
desarrollarán sus actuaciones inspectoras y de asistencia técnica, mediante las siguientes 
modalidades:

a) Visita a los centros y lugares de trabajo, con la personación del funcionario actuante 
en el centro o lugar de trabajo, sin necesidad de aviso previo, pudiendo efectuarse por un 
único funcionario o conjuntamente por varios. Podrá efectuarse más de una visita sucesiva.

Cuando iniciadas actuaciones mediante visita, no sea posible o no tenga objeto su 
continuidad en el centro visitado, podrá continuarse en la forma establecida en el apartado 
siguiente.

b) Comparecencia de los sujetos obligados ante el funcionario actuante en la oficina 
pública que éste señale, en virtud de requerimiento, con o sin aportación de información 
documental o en soporte informático, en su caso, con expresión en el requerimiento de la 
documentación que deba ser objeto de presentación. El requerimiento será escrito y 
notificado directamente con ocasión de visita al centro de trabajo, o por cualquier forma de 
notificación válida. Cuando el requerimiento se formule por un equipo, determinará el 
inspector o subinspector ante el que haya de comparecer el sujeto requerido.

c) Comprobación de datos o antecedentes que obren en las Administraciones públicas; a 
tal fin, la Inspección podrá acceder a tales datos y antecedentes, proceder a cruces 
informáticos y solicitar antecedentes o información que permita comprobar el cumplimiento 
de la normativa aplicable. Si de su examen se dedujeran indicios de incumplimiento, podrá 
procederse en la forma dispuesta en los apartados anteriores al objeto de completar la 
comprobación. Podrán valorarse también los datos o antecedentes que le suministren otras 
Administraciones públicas de la Unión Europea.

d) Expediente administrativo, cuando de su contenido se dedujeran los elementos 
suficientes de comprobación y de convicción para iniciar y concluir la actuación inspectora.

2. Las actuaciones inspectoras, cualquiera que sea la modalidad con que se inicien, 
podrán proseguirse o completarse sobre el mismo sujeto con la práctica de otra u otras 
formas de actuación de las definidas en el apartado anterior, si se estiman necesarias para la 
culminación de la comprobación.

3. Las funciones de arbitraje, mediación y conciliación contempladas en el artículo 3.3 de 
la Ley ordenadora antes citada, se desarrollarán en los locales y en la forma que, para cada 
caso, se establezca o se acuerde entre el funcionario actuante y las partes en conflicto.

[ . . . ]
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§ 102

Real Decreto 192/2018, de 6 de abril, por el que se aprueban los 
estatutos del Organismo Autónomo Organismo Estatal Inspección de 

Trabajo y Seguridad Social. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia y para las Administraciones Territoriales
«BOE» núm. 85, de 7 de abril de 2018

Última modificación: 2 de septiembre de 2020
Referencia: BOE-A-2018-4753

[ . . . ]
ESTATUTOS DEL ORGANISMO AUTÓNOMO ORGANISMO ESTATAL 

INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Naturaleza jurídica y adscripción.
1. El Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social es un organismo 

autónomo de los previstos en el artículo 84.1.a) 1.º de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, adscrito orgánicamente al Ministerio de Trabajo y 
Economía Social, a través de la Secretaría de Estado de Empleo y Economía Social y 
funcionalmente a este Ministerio y al Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, 
en el ámbito de sus respectivas competencias. Su denominación es organismo autónomo 
Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

2. El Organismo tiene personalidad jurídica pública diferenciada, patrimonio y tesorería 
propios, así como autonomía de gestión y plena capacidad jurídica y de obrar. Dentro de su 
esfera de competencias, le corresponden las potestades administrativas precisas para el 
cumplimiento de los fines que le encomienda Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del 
Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en los términos previstos en estos 
Estatutos y en el resto de la normativa de aplicación, salvo la potestad expropiatoria.

Las potestades administrativas que tiene atribuidas le facultan, en su ámbito 
competencial y a través de los órganos que integran su estructura, para ejercer la vigilancia 
del cumplimiento de las normas del orden social y exigir las responsabilidades pertinentes, 
así como el asesoramiento y, en su caso, conciliación, mediación y arbitraje en dichas 
materias.

Para la consecución de los fines anteriores, ejercerá las potestades administrativas de 
planificación y programación de la actuación inspectora, así como la de establecimiento de 
instrucciones de organización de los servicios, criterios operativos generales y criterios 
técnicos vinculantes, en los términos y con el alcance previsto en estos Estatutos.
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3. El Organismo se regirá por lo previsto en la Ley 23/2015, de 21 de julio; en la Ley 
40/2015, de 1 de octubre; en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas; en la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público; en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del 
Patrimonio de las Administraciones Públicas; la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria; en estos Estatutos, y en el resto de las normas de derecho administrativo 
general y especial que le sea de aplicación. En defecto de norma administrativa, se aplicará 
el derecho común.

4. La dirección estratégica, la evaluación y el control de la eficacia del Organismo 
corresponderá al Ministerio de Empleo y Seguridad Social, en los términos previstos en los 
artículos 85 y 98.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre; sin perjuicio de las competencias de 
control atribuidas a la Intervención General de la Administración del Estado en la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre.

[ . . . ]
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§ 103

Ley 11/2011, de 20 de mayo, de reforma de la Ley 60/2003, de 23 de 
diciembre, de Arbitraje y de regulación del arbitraje institucional en la 

Administración General del Estado. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 121, de 21 de mayo de 2011
Última modificación: 7 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2011-8847

[ . . . ]
Disposición adicional única.  Controversias jurídicas en la Administración General del 
Estado y sus organismos públicos.

1. Las controversias jurídicas relevantes que se susciten entre la Administración General 
del Estado y cualquiera de los organismos públicos regulados en el título III y la disposición 
adicional novena de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de organización y funcionamiento de la 
Administración General del Estado, o las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la 
Seguridad Social u otras entidades de Derecho público reguladas por su legislación 
específica que se determinen reglamentariamente, o entre dos o más de estos Entes, se 
resolverán por el procedimiento previsto en este precepto, sin que pueda acudirse a la vía 
administrativa ni jurisdiccional para resolver estas controversias.

Este procedimiento será, asimismo, aplicable a las controversias jurídicas que se 
susciten entre las sociedades mercantiles estatales y las fundaciones del sector público 
estatal con su Ministerio de tutela, la Dirección General de Patrimonio o los organismos o 
entidades públicas que ostenten la totalidad del capital social o dotación de aquellas, salvo 
que se establezcan mecanismos internos de resolución de controversias.

2. A los efectos de esta disposición, se entenderán por controversias jurídicas relevantes 
aquellas que, con independencia de su cuantía generen o puedan generar un elevado 
número de reclamaciones, que tengan una cuantía económica de al menos 300.000 euros o 
que, a juicio de una de las partes, sea de esencial relevancia para el interés público.

3. Planteada una controversia, las partes enfrentadas la pondrán, de forma inmediata, en 
conocimiento de la Comisión Delegada del Gobierno para la Resolución de Controversias 
Administrativas. Dicha Comisión estará presidida por el Ministro de la Presidencia y tendrán 
la consideración de vocales natos el Ministro de Economía y Hacienda y el Ministro de 
Justicia, correspondiendo también a éste designar dentro de su ámbito al órgano que ejerza 
la secretaría de la Comisión. Se integrarán en la Comisión el Ministro o Ministros de los 
Departamentos afectados por la controversia, en los términos que se determine 
reglamentariamente.
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4. Dicha Comisión Delegada recabará los informes técnicos y jurídicos que estime 
necesarios para el mejor conocimiento de la cuestión debatida. Por la secretaría de dicha 
Comisión se elaborarán las propuestas de decisión oportunas.

5. La Comisión Delegada del Gobierno para la Resolución de Controversias 
Administrativas dictará resolución estableciendo de forma vinculante para las partes las 
medidas que cada una de ellas deberá adoptar para solucionar el conflicto o controversia 
planteados. La resolución de la Comisión Delegada no será recurrible ante los Tribunales de 
Justicia por las partes en conflicto.

6. Este procedimiento de resolución de controversias no se aplicará:
a) A cuestiones de naturaleza penal, pero sí a las relativas al ejercicio de las acciones 

civiles derivadas de delitos o faltas.
b) A cuestiones de responsabilidad contable que sean competencia del Tribunal de 

Cuentas, sujetas a la legislación específica reguladora de éste.
c) A conflictos de atribuciones entre distintos órganos de una misma Administración 

pública, que se regularán por sus disposiciones específicas.
d) A las cuestiones derivadas de las actuaciones de control efectuadas por la 

Intervención General de la Administración del Estado, reguladas con carácter específico en 
la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, en la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, y demás normas de desarrollo de las mismas.

[ . . . ]
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§ 104

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 236, de 2 de octubre de 2015
Última modificación: 19 de octubre de 2022

Referencia: BOE-A-2015-10565

[ . . . ]
TÍTULO III

De los actos administrativos

CAPÍTULO I
Requisitos de los actos administrativos

[ . . . ]
Artículo 35.  Motivación.

1. Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho:
a) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos.
b) Los actos que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos 

administrativos, recursos administrativos y procedimientos de arbitraje y los que declaren su 
inadmisión.

c) Los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del 
dictamen de órganos consultivos.

d) Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta, así como 
la adopción de medidas provisionales previstas en el artículo 56.

e) Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia, de ampliación de plazos y 
de realización de actuaciones complementarias.

f) Los actos que rechacen pruebas propuestas por los interesados.
g) Los actos que acuerden la terminación del procedimiento por la imposibilidad material 

de continuarlo por causas sobrevenidas, así como los que acuerden el desistimiento por la 
Administración en procedimientos iniciados de oficio.

h) Las propuestas de resolución en los procedimientos de carácter sancionador, así 
como los actos que resuelvan procedimientos de carácter sancionador o de responsabilidad 
patrimonial.

i) Los actos que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, así como los que 
deban serlo en virtud de disposición legal o reglamentaria expresa.
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2. La motivación de los actos que pongan fin a los procedimientos selectivos y de 
concurrencia competitiva se realizará de conformidad con lo que dispongan las normas que 
regulen sus convocatorias, debiendo, en todo caso, quedar acreditados en el procedimiento 
los fundamentos de la resolución que se adopte.

[ . . . ]
TÍTULO IV

De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Finalización del procedimiento

[ . . . ]
Artículo 86.  Terminación convencional.

1. Las Administraciones Públicas podrán celebrar acuerdos, pactos, convenios o 
contratos con personas tanto de Derecho público como privado, siempre que no sean 
contrarios al ordenamiento jurídico ni versen sobre materias no susceptibles de transacción y 
tengan por objeto satisfacer el interés público que tienen encomendado, con el alcance, 
efectos y régimen jurídico específico que, en su caso, prevea la disposición que lo regule, 
pudiendo tales actos tener la consideración de finalizadores de los procedimientos 
administrativos o insertarse en los mismos con carácter previo, vinculante o no, a la 
resolución que les ponga fin.

2. Los citados instrumentos deberán establecer como contenido mínimo la identificación 
de las partes intervinientes, el ámbito personal, funcional y territorial, y el plazo de vigencia, 
debiendo publicarse o no según su naturaleza y las personas a las que estuvieran 
destinados.

3. Requerirán en todo caso la aprobación expresa del Consejo de Ministros u órgano 
equivalente de las Comunidades Autónomas, los acuerdos que versen sobre materias de la 
competencia directa de dicho órgano.

4. Los acuerdos que se suscriban no supondrán alteración de las competencias 
atribuidas a los órganos administrativos, ni de las responsabilidades que correspondan a las 
autoridades y funcionarios, relativas al funcionamiento de los servicios públicos.

5. En los casos de procedimientos de responsabilidad patrimonial, el acuerdo alcanzado 
entre las partes deberá fijar la cuantía y modo de indemnización de acuerdo con los criterios 
que para calcularla y abonarla establece el artículo 34 de la Ley de Régimen Jurídico del 
Sector Público.

[ . . . ]
TÍTULO V

De la revisión de los actos en vía administrativa

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Recursos administrativos

Sección 1.ª Principios generales

Artículo 112.  Objeto y clases.
1. Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o 

indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el 
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procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos, 
podrán interponerse por los interesados los recursos de alzada y potestativo de reposición, 
que cabrá fundar en cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los 
artículos 47 y 48 de esta Ley.

La oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los interesados para su 
consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento.

2. Las leyes podrán sustituir el recurso de alzada, en supuestos o ámbitos sectoriales 
determinados, y cuando la especificidad de la materia así lo justifique, por otros 
procedimientos de impugnación, reclamación, conciliación, mediación y arbitraje, ante 
órganos colegiados o Comisiones específicas no sometidas a instrucciones jerárquicas, con 
respeto a los principios, garantías y plazos que la presente Ley reconoce a las personas y a 
los interesados en todo procedimiento administrativo.

En las mismas condiciones, el recurso de reposición podrá ser sustituido por los 
procedimientos a que se refiere el párrafo anterior, respetando su carácter potestativo para el 
interesado.

La aplicación de estos procedimientos en el ámbito de la Administración Local no podrá 
suponer el desconocimiento de las facultades resolutorias reconocidas a los órganos 
representativos electos establecidos por la Ley.

3. Contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabrá recurso en vía 
administrativa.

Los recursos contra un acto administrativo que se funden únicamente en la nulidad de 
alguna disposición administrativa de carácter general podrán interponerse directamente ante 
el órgano que dictó dicha disposición.

4. Las reclamaciones económico-administrativas se ajustarán a los procedimientos 
establecidos por su legislación específica.

[ . . . ]
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§ 105

Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 236, de 2 de octubre de 2015

Última modificación: 20 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2015-10566

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del sector 

público

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

De los convenios

[ . . . ]
Artículo 49.  Contenido de los convenios.

Los convenios a los que se refiere el apartado 1 del artículo anterior deberán incluir, al 
menos, las siguientes materias:

a) Sujetos que suscriben el convenio y la capacidad jurídica con que actúa cada una de 
las partes.

b) La competencia en la que se fundamenta la actuación de la Administración Pública, de 
los organismos públicos y las entidades de derecho público vinculados o dependientes de 
ella o de las Universidades públicas.

c) Objeto del convenio y actuaciones a realizar por cada sujeto para su cumplimiento, 
indicando, en su caso, la titularidad de los resultados obtenidos.

d) Obligaciones y compromisos económicos asumidos por cada una de las partes, si los 
hubiera, indicando su distribución temporal por anualidades y su imputación concreta al 
presupuesto correspondiente de acuerdo con lo previsto en la legislación presupuestaria.

e) Consecuencias aplicables en caso de incumplimiento de las obligaciones y 
compromisos asumidos por cada una de las partes y, en su caso, los criterios para 
determinar la posible indemnización por el incumplimiento.

f) Mecanismos de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución del convenio y de los 
compromisos adquiridos por los firmantes. Este mecanismo resolverá los problemas de 
interpretación y cumplimiento que puedan plantearse respecto de los convenios.

g) El régimen de modificación del convenio. A falta de regulación expresa la modificación 
del contenido del convenio requerirá acuerdo unánime de los firmantes.
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h) Plazo de vigencia del convenio teniendo en cuenta las siguientes reglas:
1.º Los convenios deberán tener una duración determinada, que no podrá ser superior a 

cuatro años, salvo que normativamente se prevea un plazo superior.
2.º En cualquier momento antes de la finalización del plazo previsto en el apartado 

anterior, los firmantes del convenio podrán acordar unánimemente su prórroga por un 
periodo de hasta cuatro años adicionales o su extinción.

En el caso de convenios suscritos por la Administración General del Estado o alguno de 
sus organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes, esta 
prórroga deberá ser comunicada al Registro Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos 
de Cooperación al que se refiere la disposición adicional séptima.

[ . . . ]
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§ 106

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por 
la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 
del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 

26 de febrero de 2014. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 272, de 9 de noviembre de 2017
Última modificación: 20 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2017-12902

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación de la Ley

[ . . . ]
Sección 2.ª Negocios y contratos excluidos

[ . . . ]
Artículo 11.  Otros negocios o contratos excluidos.

1. La relación de servicio de los funcionarios públicos y los contratos regulados en la 
legislación laboral queda excluida del ámbito de la presente Ley.

2. Se excluyen, asimismo, de la presente Ley las relaciones jurídicas consistentes en la 
prestación de un servicio público cuya utilización por los usuarios requiera el abono de una 
tarifa, tasa o precio público de aplicación general.

3. Los contratos relativos a servicios de arbitraje y conciliación quedan excluidos de la 
presente Ley.

4. Asimismo, están excluidos los contratos por los que una entidad del sector público se 
obligue a entregar bienes o derechos o a prestar algún servicio, sin perjuicio de que el 
adquirente de los bienes o el receptor de los servicios, si es una entidad del sector público 
sujeta a esta Ley, deba ajustarse a sus prescripciones para la celebración del 
correspondiente contrato.

5. Se encuentran, asimismo, excluidos los contratos que tengan por objeto servicios 
relacionados con campañas políticas, incluidos en los códigos CPV 79341400-0, 92111230-3 
y 92111240-6, cuando sean adjudicados por un partido político.

6. Queda excluida de la presente Ley la prestación de servicios sociales por entidades 
privadas, siempre que esta se realice sin necesidad de celebrar contratos públicos, a través, 
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entre otros medios, de la simple financiación de estos servicios o la concesión de licencias o 
autorizaciones a todas las entidades que cumplan las condiciones previamente fijadas por el 
poder adjudicador, sin límites ni cuotas, y que dicho sistema garantice una publicidad 
suficiente y se ajuste a los principios de transparencia y no discriminación.

CAPÍTULO II
Contratos del sector público

[ . . . ]
Sección 2.ª Contratos sujetos a una regulación armonizada

Artículo 19.  Delimitación general.
1. Son contratos sujetos a una regulación armonizada los contratos de obras, los de 

concesión de obras, los de concesión de servicios, los de suministro, y los de servicios, cuyo 
valor estimado, calculado conforme a las reglas que se establecen en el artículo 101, sea 
igual o superior a las cuantías que se indican en los artículos siguientes, siempre que la 
entidad contratante tenga el carácter de poder adjudicador. Tendrán también la 
consideración de contratos sujetos a regulación armonizada los contratos subvencionados 
por estas entidades a los que se refiere el artículo 23.

2. No obstante lo señalado en el apartado anterior, no se consideran sujetos a regulación 
armonizada, cualquiera que sea su valor estimado, los contratos siguientes:

a) Los que tengan por objeto la adquisición, el desarrollo, la producción o la 
coproducción de programas destinados a servicios de comunicación audiovisual o servicios 
de comunicación radiofónica, que sean adjudicados por proveedores del servicio de 
comunicación audiovisual o radiofónica, o los relativos al tiempo de radiodifusión o al 
suministro de programas que sean adjudicados a proveedores del servicio de comunicación 
audiovisual o radiofónica. A efectos de la presente letra, por «servicio de comunicación 
audiovisual» y «proveedor del servicio de comunicación» se entenderá, respectivamente, lo 
mismo que en el artículo 1, apartado 1, letras a) y d), de la Directiva 2010/13/UE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de marzo de 2010, sobre la coordinación de 
determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados 
miembros relativas a la prestación de servicios de comunicación audiovisual. Por 
«programa» se entenderá lo mismo que en el artículo 1, apartado 1, letra b), de dicha 
Directiva, si bien se incluirán también los programas radiofónicos y los contenidos de los 
programas radiofónicos. Además, a efectos de la presente disposición, «contenidos del 
programa» tendrá el mismo significado que «programa».

b) Los incluidos dentro del ámbito definido por el artículo 346 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea que se concluyan en el sector de la defensa.

c) Los declarados secretos o reservados, o aquellos cuya ejecución deba ir acompañada 
de medidas de seguridad especiales conforme a la legislación vigente, o en los que lo exija 
la protección de intereses esenciales para la seguridad del Estado, cuando la protección de 
los intereses esenciales de que se trate no pueda garantizarse mediante la aplicación de las 
normas que rigen los contratos sujetos a regulación armonizada en esta Ley.

La declaración de que concurre la circunstancia relativa a la protección de intereses 
esenciales para la seguridad del Estado deberá hacerse de forma expresa en cada caso por 
el titular del Departamento ministerial del que dependa el órgano de contratación en el 
ámbito de la Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades 
Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social y demás entidades públicas 
integrantes del sector público estatal, por el órgano competente de las Comunidades 
Autónomas, de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, o por el órgano al que esté 
atribuida la competencia para celebrar el correspondiente contrato en las Entidades locales. 
La competencia para efectuar esta declaración no será susceptible de delegación, salvo que 
una ley expresamente lo autorice.

d) Aquellos cuyo objeto principal sea permitir a los órganos de contratación la puesta a 
disposición o la explotación de redes públicas de comunicaciones o la prestación al público 
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de uno o varios servicios de comunicaciones electrónicas. A efectos del presente apartado 
«red pública de comunicaciones» y «servicio de comunicaciones electrónicas» tendrán el 
mismo significado que el que figura en la Directiva 2002/21/CE, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 7 de marzo de 2002, relativa a un marco regulador común de las redes y los 
servicios de comunicaciones electrónicas.

e) Aquellos que tengan por objeto cualquiera de los siguientes servicios jurídicos:
1.º La representación y defensa legal de un cliente por un procurador o un abogado, ya 

sea en un arbitraje o una conciliación celebrada en un Estado o ante una instancia 
internacional de conciliación o arbitraje, o ya sea en un procedimiento judicial ante los 
órganos jurisdiccionales o las autoridades públicas de un Estado o ante órganos 
jurisdiccionales o instituciones internacionales.

2.º El asesoramiento jurídico prestado como preparación de uno de los procedimientos 
mencionados en el apartado anterior de la presente letra, o cuando exista una probabilidad 
alta de que el asunto sobre el que se asesora será objeto de dichos procedimientos, siempre 
que el asesoramiento lo preste un abogado.

3.º Los servicios de certificación y autenticación de documentos que deban ser prestados 
por un notario público.

4.º Los servicios jurídicos prestados por administradores, tutores u otros servicios 
jurídicos cuyos prestadores sean designados por un órgano jurisdiccional o designados por 
ley para desempeñar funciones específicas bajo la supervisión de dichos órganos 
jurisdiccionales.

5.º Otros servicios jurídicos que estén relacionados, incluso de forma ocasional, con el 
ejercicio del poder público.

f) Los que tengan por objeto servicios de defensa civil, protección civil y prevención de 
riesgos laborales prestados por organizaciones o asociaciones sin ánimo de lucro e incluidos 
en los siguientes códigos CPV: 75250000-3, 75251000-0, 75251100-1, 75251110-4, 
75251120-7, 75252000-7, 75222000- 8; 98113100-9; 85143000-3, salvo los servicios de 
transporte en ambulancia de pacientes.

g) Los que tengan por objeto servicios públicos de transporte de viajeros por ferrocarril o 
en metro, así como las concesiones de servicios de transporte de viajeros, sin perjuicio de la 
aplicación del Reglamento (UE) n.º 1370/2007, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 
de octubre de 2007, sobre los servicios públicos de transporte de viajeros por ferrocarril y 
carretera y por el que se derogan los Reglamentos (CEE) n.º 1191/69 y (CEE) n.º 1107/70 
del Consejo.

h) Los contratos de concesión adjudicados para:
1.º La puesta a disposición o la explotación de redes fijas destinadas a prestar un 

servicio al público en relación con la producción, el transporte o la distribución de agua 
potable;

2.º El suministro de agua potable a dichas redes.
Asimismo, tampoco se considerarán sujetos a regulación armonizada los contratos de 

concesión que se refieran a uno de los objetos siguientes o a ambos que estén relacionadas 
con una de las actividades contempladas en los números 1.º y 2.º anteriores:

I. Proyectos de ingeniería hidráulica, irrigación o drenaje, siempre que el volumen de 
agua destinado al abastecimiento de agua potable represente más del 20 por ciento del 
volumen total de agua disponible gracias a dichos proyectos o a dichas instalaciones de 
irrigación o drenaje, o

II. Eliminación o tratamiento de aguas residuales.

[ . . . ]
Disposición adicional primera.  Contratación en el extranjero.

1. Los contratos que se formalicen y ejecuten en el extranjero, sin perjuicio de tener en 
cuenta los principios de esta Ley para resolver las dudas y lagunas que, en su aplicación, 
puedan presentarse, se regirán por las siguientes normas:
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a) En la Administración General del Estado, la formalización de estos contratos 
corresponderá al Jefe de Misión o Representación Permanente, orgánica y funcionalmente 
dependiente del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, que podrá delegarla en 
favor de otros órganos, funcionarios o personas particulares. Sin embargo, en el ámbito del 
Ministerio de Defensa, la formalización de los mismos corresponderá al titular de este 
Departamento, que podrá delegar esta competencia y, cuando se trate de contratos 
necesarios para el cumplimiento de misiones de paz en las que participen las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad españoles, su formalización corresponderá al Ministro del Interior.

En los Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la 
Seguridad Social la formalización de estos contratos corresponde a sus representantes 
legales o a las personas en quienes los mismos deleguen.

En los demás organismos y entidades sujetos a esta Ley, la formalización de los 
contratos corresponderá a sus representantes legales.

Los artículos 323 a 325 de la presente Ley serán de aplicación a estos contratos.
b) Sin perjuicio de los requisitos de capacidad que puedan exigir las Leyes del Estado en 

que se celebre el contrato, para empresas de Estados miembros de la Unión Europea o de 
Estados signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo se estará a lo 
dispuesto en esta Ley.

c) El pliego de cláusulas administrativas particulares podrá ser sustituido por el propio 
clausulado del contrato.

d) Sin perjuicio de lo establecido para los contratos menores, los contratos podrán 
adjudicarse por procedimiento negociado, debiendo conseguirse, siempre que sea posible, al 
menos tres ofertas de empresas capaces de cumplir los mismos.

e) La formalización se llevará a cabo mediante documento fehaciente, remitiendo los 
datos de estos contratos al Ministerio de Hacienda y Función Pública a los efectos previstos 
en el artículo 346 relativo al Registro de Contratos del Sector Público, sin perjuicio de la 
obligación de remisión al Tribunal de Cuentas prevista en el artículo 335. En cuanto a los 
contratos menores se estará a lo dispuesto con carácter general para los mismos en esta 
Ley.

f) Al adjudicatario se le podrán exigir unas garantías análogas a las previstas en esta Ley 
para asegurar la ejecución del contrato, siempre que ello sea posible y adecuado a las 
condiciones del Estado en que se efectúa la contratación y, en su defecto, las que sean 
usuales y autorizadas en dicho Estado o resulten conformes con las prácticas comerciales 
internacionales.

En la Administración General del Estado, las garantías se constituirán en la Misión 
Diplomática, Representación Permanente u Oficina Consular correspondiente. En el caso de 
que se trate de Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la 
Seguridad Social y demás entidades públicas del sector público estatal, las garantías se 
constituirán en el propio organismo, de contar el mismo con representación en el exterior, o, 
en su defecto, en la Misión Diplomática, Representación Permanente u Oficina Consular 
correspondiente.

g) El pago del precio se condicionará a la entrega por el contratista de la prestación 
convenida, salvo que se oponga a ello el derecho o las costumbres del Estado, en cuyo 
supuesto se deberá exigir garantía que cubra el anticipo, prestada en la forma prevista en la 
letra e) anterior.

Excepcionalmente, por resolución motivada del órgano de contratación, y cuando las 
circunstancias así lo impongan, podrá eximirse de la prestación de esta garantía, siempre 
que ello sea conforme con las prácticas comerciales internacionales.

h) En estos contratos se procurará incluir estipulaciones tendentes a preservar los 
intereses de la Administración ante posibles incumplimientos del contratista y, sin perjuicio 
de los establecido en el apartado cuarto del presente artículo, a autorizar las modificaciones 
del contrato que puedan hacerse convenientes.

i) Por el órgano de contratación podrá establecerse en la documentación contractual un 
régimen de revisión de precios diferente al previsto con carácter general en esta Ley, 
atendiendo a la legislación del país en que haya de ejecutarse el contrato y a sus 
circunstancias socioeconómicas. En cualquier caso, el régimen de revisión de precios que se 
establezca se basará en parámetros objetivos y, a ser posible, públicos o, cuando menos, 

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 106  Ley de Contratos del Sector Público [parcial]

– 438 –



fácilmente medibles, pudiendo utilizarse a estos efectos los calculados por Organismos 
Internacionales.

2. En los contratos con empresas españolas se incluirán cláusulas de sumisión a los 
Tribunales españoles.

3. En los contratos con empresas extranjeras se procurará la incorporación de cláusulas 
de sumisión a los Tribunales españoles para resolver las discrepancias que puedan surgir. 
Cuando no sea posible, se procurará la incorporación de cláusulas de arbitraje. En estos 
contratos se podrá transigir previa autorización del Consejo de Ministros o del órgano 
competente de las Comunidades Autónomas y entidades locales.

4. Las reglas contenidas en este artículo no obstan para que, en los contratos sujetos a 
regulación armonizada que se formalicen y ejecuten en los restantes Estados miembros de 
la Unión Europea o en un Estado signatario del Acuerdo sobre el Espacio Económico 
Europeo, deban cumplirse las normas de esta Ley referentes a la publicidad comunitaria; los 
procedimientos de adjudicación de los contratos; régimen de modificaciones contractuales; 
subcontratación; control del cumplimiento de las obligaciones sociales, medioambientales y 
laborales aplicables; la resolución como consecuencia de una modificación esencial durante 
la ejecución del contrato y a la declaración de nulidad del contrato como consecuencia de 
hallarse incurso el adjudicatario en causa de prohibición para contratar cuando celebró el 
contrato o como consecuencia de un incumplimiento grave del derecho de la Unión Europea.

5. Los contratos formalizados en el extranjero que deban ejecutarse total o parcialmente 
en España y que estén vinculados directamente a la realización de programas o proyectos 
de cooperación en materia cultural o de investigación o de cooperación al desarrollo, podrán 
adjudicarse por procedimiento negociado sin publicidad y con sujeción a las condiciones 
libremente pactadas por la Administración con el contratista extranjero, cuando la 
intervención de este sea absolutamente indispensable para la ejecución del proyecto o 
programa, por requerirlo así las condiciones de participación en los programas o proyectos 
de cooperación, y así se acredite en el expediente.

6. Los documentos contractuales y toda la documentación necesaria para la preparación, 
adjudicación y ejecución de los contratos deberá estar redactada en castellano o lengua 
cooficial correspondiente, a las que, en su caso, deberán traducirse desde el idioma local 
que corresponda. No obstante, por el órgano de contratación y bajo su responsabilidad 
podrán aceptarse, sin necesidad de traducción al castellano, los documentos redactados en 
otras lenguas. En estos casos, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación 
garantizará la disponibilidad de la traducción al castellano de los documentos redactados en 
lengua extranjera, a efectos de la fiscalización del contrato.

7. En los casos en los que un poder adjudicador se presente a una licitación 
internacional acompañado por medios propios personificados, para los que resulte 
obligatorio participar en el proceso de licitación en los términos definidos por el poder 
adjudicador, las relaciones jurídicas entre el poder adjudicador y sus medios propios se 
regirán por lo dispuesto en el artículo 32 de esta Ley, considerándose a todos los efectos 
que estas relaciones constituyen encargos a dichos medios propios personificados.

Igualmente será de aplicación lo previsto en el párrafo anterior cuando las actuaciones 
del poder adjudicador en el extranjero se realicen en el marco de tratados internacionales, 
acuerdos internacionales administrativos o acuerdos internacionales no normativos.

[ . . . ]
Disposición adicional quincuagésima sexta.  Régimen jurídico de la Fábrica Nacional de 
Moneda y Timbre-Real Fábrica de la Moneda, como medio propio y servicio técnico.

La FNMT-RCM será medio propio personificado de la Administración General del Estado, 
de las Comunidades y Ciudades Autónomas y de las entidades locales, así como de los 
organismos, entes y entidades del sector público estatal, autonómico y local, sean de 
naturaleza jurídica pública o privada, vinculados o dependientes de aquellas, respecto de los 
que cumpla los requisitos previstos en los artículos 32 y 33 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público. Así mismo, ejecutará los correspondientes 
encargos de conformidad con lo dispuesto en la referida Ley, en la medida que cuente con 
los medios suficientes e idóneos para la realización de las prestaciones.
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Al menos dos vocales del Consejo de la FNMT-RCM serán representantes 
respectivamente de los sectores autonómico y local a los efectos del cumplimiento de los 
requisitos del artículo 32 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre y serán designados, a 
propuesta de los organismos, entes o entidades correspondientes a los sectores públicos 
mencionados, por el procedimiento establecido para el nombramiento del resto de vocales. 
La representación ostentada respectivamente por ambos vocales se hará en relación a los 
sectores autonómico y local en su conjunto y no de una Comunidad Autónoma o Entidad 
Local particular.

Adicionalmente, la persona titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública, en los 
supuestos y con el alcance subjetivo que determine, podrá realizarle encargos de forma 
centralizada a favor de aquellos entes, organismos y entidades para los que la FNMT-RCM 
sea medio propio conforme a las previsiones de la citada Ley 9/2017, de 8 de noviembre. 
Estos encargos se financiarán conforme a lo previsto en la disposición adicional undécima 
de la Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2015 y 
en la disposición adicional vigésimo tercera de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria.

[ . . . ]
Disposición transitoria sexta.  Clasificación de contratistas.

1. Las empresas que a la fecha de entrada en vigor de esta norma ostenten clasificación 
como Contratista de Obras o como Contratista de Servicios otorgada por las Comisiones 
Clasificadoras de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado y por una o más 
Comunidades Autónomas, o por dos o más Comunidades Autónomas, deberán optar por 
una de ellas expresamente ante la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado en el 
plazo de 3 meses desde la entrada en vigor de esta norma. La Junta Consultiva de 
Contratación Pública del Estado comunicará por medios electrónicos la elección a los 
órganos autonómicos que hayan dictado las resoluciones de clasificación a los efectos que 
correspondan.

La opción antes mencionada implicará la renuncia a las clasificaciones como Contratista 
de Obras o como Contratista de Servicios que la empresa ostente otorgadas por órganos 
diferentes de aquellos por cuya clasificación se ha optado.

En caso de que una empresa no opte por una clasificación en el plazo de tres meses 
desde la entrada en vigor de esta norma, se entenderá que ha optado por la última 
clasificación que se le haya concedido y que renuncia a las restantes.

Los órganos competentes de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado y 
de las Comunidades Autónomas afectadas practicarán de oficio en el Registro Oficial de 
Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público y en sus respectivos registros las 
correspondientes modificaciones en las inscripciones registrales que resulten procedentes 
como consecuencia de la aplicación de dichas reglas, en base a la información que por el 
Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público se les comunique.

Las clasificaciones empresariales otorgadas por los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas que se encuentren vigentes conforme a lo previsto en los 
apartados anteriores tendrán eficacia general frente a todos los órganos de contratación del 
sector público con independencia de que hayan sido adoptadas con anterioridad a la entrada 
en vigor de esta disposición transitoria.

2. Las empresas que a la fecha de entrada en vigor de esta disposición tengan en 
tramitación una solicitud de clasificación o de revisión de clasificación deberán aportar una 
declaración responsable con los siguientes contenidos, según sean sus circunstancias a 
dicha fecha:

Que no dispone de clasificación en vigor ni tiene en tramitación ninguna solicitud de 
clasificación o de revisión de clasificación con ningún otro órgano competente.

Que dispone de clasificación en vigor otorgada por otros órganos competentes, cuya 
relación incluye en la declaración, y que ha presentado ante ellos su renuncia en los 
términos y con los efectos recogidos en esta norma.

Que tiene en tramitación solicitudes de clasificación o de revisión de clasificación 
presentadas ante otros órganos competentes, cuya relación incluye en la declaración, y que 
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ha presentado ante ellos su desistimiento en los términos y con los efectos recogidos en esta 
norma.

Los procedimientos de clasificación o de revisión de clasificación a solicitud de 
interesado que estuvieren en tramitación a la fecha de entrada en vigor de esta norma 
quedarán suspendidos desde dicha fecha hasta que el interesado aporte las declaraciones 
previstas en el apartado anterior, con los efectos previstos en el artículo 95 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas.

[ . . . ]
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§ 107

Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las 
Administraciones Públicas. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 264, de 4 de noviembre de 2003

Última modificación: 9 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-2003-20254

[ . . . ]
TÍTULO II

Protección y defensa del patrimonio

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De las limitaciones a la disponibilidad de los bienes y derechos

[ . . . ]
Artículo 31.  Transacción y sometimiento a arbitraje.

No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los bienes y derechos del 
Patrimonio del Estado, ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten sobre los 
mismos, sino mediante real decreto acordado en Consejo de Ministros, a propuesta del de 
Hacienda, previo dictamen del Consejo de Estado en pleno.

[ . . . ]
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§ 108

Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 40, de 15 de febrero de 1974

Última modificación: 19 de septiembre de 2020
Referencia: BOE-A-1974-289

[ . . . ]
Articulo 5.  

Corresponde a los Colegios Profesionales el ejercicio de las siguientes funciones, en su 
ámbito territorial:

a) Cuantas funciones redunden en beneficio de la protección de los intereses de los 
consumidores y usuarios de los servicios de sus colegiados.

b) Ejercer cuantas funciones les sean encomendadas por la Administración y colaborar 
con ésta mediante la realización de estudios, emisión de informes, elaboración de 
estadísticas y otras actividades relacionadas con sus fines que puedan serles solicitadas o 
acuerden formular por propia iniciativa.

c) Ostentar la representación que establezcan las leyes para el cumplimiento de sus 
fines.

d) Participar en los Consejos u Organismos consultivos de la Administración en la 
materia de competencia de cada una de las profesiones.

e) Estar representados en los Patronatos Universitarios.
f) Participar en la elaboración de los planes de estudio e informar las normas de 

organización de los Centros docentes correspondientes a las profesiones respectivas y 
mantener permanente contacto con los mismos y preparar la información necesaria para 
facilitar el acceso a la vida profesional de los nuevos profesionales.

g) Ostentar en su ámbito la representación y defensa de la profesión ante la 
Administración, Instituciones, Tribunales, Entidades y particulares, con legitimación para ser 
parte en cuantos litigios afecten a los intereses profesionales y ejercitar el derecho de 
petición, conforme a la Ley, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado tres del artículo 
primero de esta Ley.

h) Facilitar a los Tribunales, conforme a las leyes, la relación de colegiados que pudieran 
ser requeridos para intervenir como peritos en los asuntos judiciales, o designarlos por sí 
mismos, según proceda.

i) Ordenar en el ámbito de su competencia, la actividad profesional de los colegiados, 
velando por la ética y dignidad profesional y por el respeto debido a los derechos de los 
particulares y ejercer la facultad disciplinaria en el orden profesional y colegial.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

– 443 –



j) Organizar actividades y servicios comunes de interés para los colegiados, de carácter 
profesional, formativo, cultural, asistencial y de previsión y otros análogos, proveyendo al 
sostenimiento económico mediante los medios necesarios.

k) Procurar la armonía y colaboración entre los colegiados, impidiendo la competencia 
desleal entre los mismos.

l) Adoptar las medidas conducentes a evitar el intrusismo profesional.
m) Intervenir, en vía de conciliación o arbitraje, en las cuestiones que, por motivos 

profesionales, se susciten entre los colegiados.
n) Resolver por laudo, a instancia de las partes interesadas, las discrepancias que 

puedan surgir sobre el cumplimiento de las obligaciones dimanantes de los trabajos 
realizados por los colegiados en el ejercicio de la profesión.

ñ) Impulsar y desarrollar la mediación, así como desempeñar funciones de arbitraje, 
nacional e internacional, de conformidad con lo establecido en la legislación vigente.

o) Informar en los procedimientos judiciales o administrativos en que se discutan 
honorarios profesionales.

p) Encargarse del cobro de las percepciones, remuneraciones u honorarios profesionales 
cuando el colegiado lo solicite libre y expresamente, en los casos en que el Colegio tenga 
creados los servicios adecuados y en las condiciones que se determinen en los Estatutos de 
cada Colegio.

q) Visar los trabajos profesionales de los colegiados en los términos previstos en el 
artículo 13.

r) Organizar, en su caso, cursos para la formación profesional de los postgraduados.
s) Facilitar la solución de los problemas de vivienda a los colegiados, a cuyo efecto, 

participarán en los Patronatos oficiales que para cada profesión cree el Ministerio de la 
Vivienda.

t) Cumplir y hacer cumplir a las colegiados las Leyes generales y especiales y los 
Estatutos profesionales y Reglamentos de Régimen Interior, así como las normas y 
decisiones adoptadas por los Órganos colegiales, en materia de su competencia.

u)  Atender las solicitudes de información sobre sus colegiados y sobre las sanciones 
firmes a ellos impuestas, así como las peticiones de inspección o investigación que les 
formule cualquier autoridad competente de un Estado miembro de la Unión Europea en los 
términos previstos en la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio, en particular, en lo que se refiere a que las solicitudes 
de información y de realización de controles, inspecciones e investigaciones estén 
debidamente motivadas y que la información obtenida se emplee únicamente para la 
finalidad para la que se solicitó.

[ . . . ]
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§ 109

Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 80, de 2 de abril de 2014

Última modificación: 15 de julio de 2015
Referencia: BOE-A-2014-3520

CAPÍTULO I
Naturaleza y funciones

[ . . . ]
Artículo 5.  Funciones.

1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación tendrán las 
siguientes funciones de carácter público-administrativo:

a) Expedir certificados de origen y demás certificaciones relacionadas con el tráfico 
mercantil, nacional e internacional, en los supuestos previstos en la normativa vigente.

b) Recopilar las costumbres y usos mercantiles, así como las prácticas y usos de los 
negocios y emitir certificaciones acerca de su existencia.

c) Ser órgano de asesoramiento de las Administraciones Públicas, en los términos que 
las mismas establezcan, para el desarrollo del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

d) Desarrollar actividades de apoyo y estímulo al comercio exterior.
e) Participar con las administraciones competentes en la organización de la formación 

práctica en los centros de trabajo incluida en las enseñanzas de Formación Profesional y en 
las acciones e iniciativas formativas de la Formación Profesional Dual, en especial en la 
selección y validación de centros de trabajo y empresas, en la designación y formación de 
tutores de los alumnos y en el control y evaluación del cumplimiento de la programación, sin 
perjuicio de las funciones que puedan atribuirse a las organizaciones empresariales en este 
ámbito.

f) Tramitar, en los casos en que así sean requeridas por la Administración General del 
Estado, los programas públicos de ayudas a las empresas en los términos en que se 
establezcan en cada caso, así como gestionar los servicios públicos relacionados con las 
mismas cuando su gestión le corresponda a la Administración del Estado.

g) Gestionar, en los términos del artículo 8 de esta Ley, un censo público de todas las 
empresas, así como de sus establecimientos, delegaciones y agencias radicados en su 
demarcación.

h) Actuar de ventanillas únicas empresariales, cuando sean requeridas para ello por las 
Administraciones Públicas competentes.
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i) Colaborar con las Administraciones Públicas en la simplificación administrativa de los 
procedimientos para el inicio y desarrollo de actividades económicas y empresariales, así 
como en la mejora de la regulación económico-empresarial.

j) Impulsar actuaciones dirigidas al incremento de la competitividad de las pequeñas y 
medianas empresas, y fomentar la innovación y transferencia tecnológicas a las empresas.

k) Impulsar y colaborar con las Administraciones Públicas en la implantación de la 
economía digital de las empresas.

l) En caso de que la autoridad de gestión de los Fondos de la Unión Europea lo 
considere procedente, las Cámaras podrán participar en la gestión de Fondos de la Unión 
Europea dirigidos a la mejora de la competitividad en las empresas.

2. También corresponderá a las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación desarrollar las funciones público-administrativas que se enumeran a 
continuación, en la forma y con la extensión que se determine, en su caso, por las 
Comunidades Autónomas.

a) Proponer a las Administraciones Públicas cuantas reformas o medidas consideren 
necesarias o convenientes para el fomento del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

b) Colaborar en la elaboración, desarrollo, ejecución y seguimiento de los planes que se 
diseñen para el incremento de la competitividad del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

c) Colaborar con las Administraciones Públicas como órganos de apoyo y asesoramiento 
para la creación de empresas.

d) Colaborar con las Administraciones Públicas mediante la realización de actuaciones 
materiales para la comprobación del cumplimiento de los requisitos legales y verificación de 
establecimientos mercantiles e industriales cumpliendo con lo establecido en la normativa 
general y sectorial vigente.

e) Elaborar las estadísticas, encuestas de evaluación y estudios que considere 
necesarios para el ejercicio de sus competencias.

f) Promover y cooperar en la organización de ferias y exposiciones.
g) Colaborar en los programas de formación establecidos por centros docentes públicos 

o privados y, en su caso, por las Administraciones Públicas competentes.
h) Informar los proyectos de normas emanados de las Comunidades Autónomas que 

afecten directamente a los intereses generales del comercio, la industria, los servicios o la 
navegación, en los casos y con el alcance que el ordenamiento jurídico determine.

i) Tramitar los programas públicos de ayudas a las empresas en los términos que se 
establezcan en cada caso, así como gestionar servicios públicos relacionados con las 
mismas, cuando su gestión corresponda a la administración autonómica.

j) Colaborar con la administración competente informando los estudios, trabajos y 
acciones que se realicen para la promoción del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

k) Contribuir a la promoción del turismo en el marco de la cooperación y colaboración 
con las Administraciones Públicas competentes.

l) Colaborar con las administraciones competentes para facilitar información y orientación 
sobre el procedimiento de evaluación y acreditación para el reconocimiento de las 
competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral, así como en la aportación de 
instalaciones y servicios para la realización de algunas fases del procedimiento, cuando 
dichas administraciones lo establezcan.

m) Las Cámaras de Comercio también podrán desarrollar cualquier otra función que las 
Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus competencias, consideren necesarias.

3. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación podrán llevar a 
cabo otras actividades, que tendrán carácter privado y se prestarán en régimen de libre 
competencia, que contribuyan a la defensa, apoyo o fomento del comercio, la industria, los 
servicios y la navegación, o que sean de utilidad para el desarrollo de las indicadas 
finalidades y, en especial, establecer servicios de información y asesoramiento empresarial. 
Asimismo, podrán difundir e impartir formación en relación con la organización y gestión de 
la empresa; prestar servicios de certificación y homologación de las empresas y crear, 
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gestionar y administrar bolsas de franquicia, de subproductos, de subcontratación y de 
residuos, así como lonjas de contratación, cumpliendo los requisitos exigidos en la normativa 
sectorial vigente para el ejercicio de estas actividades.

También podrán desempeñar actividades de mediación, así como de arbitraje mercantil, 
nacional e internacional, de conformidad con lo establecido en la legislación vigente.

4. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, y previa autorización de la 
administración tutelante, las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación podrán promover o participar en toda clase de asociaciones, fundaciones y 
sociedades civiles o mercantiles, así como celebrar los oportunos convenios de 
colaboración. La administración tutelante determinará los mecanismos de seguimiento 
correspondientes.

5. La autorización a que hace referencia el apartado anterior no implicará, en ningún 
caso, la asunción de responsabilidad alguna, ni principal ni subsidiaria, por parte de la 
administración tutelante en relación a los derechos y obligaciones derivados de las 
actuaciones de las Cámaras de Comercio en el ámbito de sus actividades privadas.

6. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación así como la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de España y las Administraciones Públicas podrán celebrar 
convenios de los previstos por las letras c) y d) del artículo 4.1 del Texto Refundido de la Ley 
de Contratos del Sector Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de 
noviembre, cuando se den los supuestos para ello, y celebrar contratos en los que las 
Administraciones Públicas se acomodarán a las prescripciones del citado Texto Refundido y 
servirse de los restantes instrumentos permitidos por el ordenamiento jurídico vigente. En el 
desarrollo de las funciones público-administrativas se garantizará una adecuada 
coordinación con las Administraciones Públicas mediante la firma de los oportunos 
instrumentos de colaboración, así como a través de los Planes de actuaciones que, en su 
caso, dicten las Administraciones competentes por razón de la materia. Asimismo, las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, y la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España, podrán suscribir convenios u otros 
instrumentos de colaboración para garantizar una adecuada coordinación de sus 
actuaciones con las llevadas a cabo por las organizaciones empresariales.

7. En el desarrollo de las funciones público administrativas, las Cámaras garantizarán su 
imparcialidad y transparencia.

8. En el desarrollo de todas las actividades, las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación así como la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de España respetarán las condiciones de accesibilidad de las 
personas con discapacidad en los términos que establezca la normativa de aplicación.

La información que se facilite, bajo cualquier formato, y en general, los servicios de 
atención al destinatario y sus instalaciones deberán ser accesibles a las personas con 
discapacidad, para lo cual, se tendrá en cuenta las necesidades de los distintos tipos de 
discapacidad, poniendo a disposición los medios y los apoyos y realizando los ajustes 
razonables que sean precisos.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

La Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España

[ . . . ]
Artículo 21.  Funciones.

1. La Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España 
desarrollará las siguientes funciones:

a) Promover los intereses generales del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación, en el ámbito estatal.
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b) Representar al conjunto de las Cámaras ante las diversas instancias estatales e 
internacionales.

c) Coordinar e impulsar las acciones que afecten al conjunto de las Cámaras españolas.
d) Ejercer en el ámbito estatal y, en coordinación con las Cámaras de Comercio, 

Industria, Servicios y Navegación, las funciones a que se refiere el apartado 1 del artículo 5 
de esta Ley.

e) Informar, con el carácter y el alcance previstos en la legislación vigente, los 
anteproyectos de leyes o disposiciones estatales de cualquier rango que afecten 
directamente al comercio, la industria, los servicios y la navegación.

f) Asesorar a la Administración General del Estado, en los términos que ésta establezca, 
en temas referentes al comercio, la industria, los servicios y la navegación.

g) Desempeñar las funciones público-administrativas que se le atribuyan, cuando afecten 
al conjunto del Estado.

h) Gestionar en los términos previstos en los acuerdos con el Ministerio de Economía y 
Competitividad las actuaciones previstas en el Plan Cameral de Internacionalización y en el 
Plan Cameral de Competitividad.

i) Desempeñar funciones de mediación y arbitraje mercantil, nacional e internacional, de 
conformidad con lo establecido en la legislación vigente.

2. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, y previa autorización de la 
administración tutelante, la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación 
de España podrá promover o participar en toda clase de asociaciones, fundaciones y 
sociedades civiles o mercantiles, así como celebrar los oportunos convenios de 
colaboración.

[ . . . ]
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§ 110

Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del 

Empleado Público. [Inclusión parcial]

Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas
«BOE» núm. 261, de 31 de octubre de 2015

Última modificación: 12 de enero de 2024
Referencia: BOE-A-2015-11719

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DEL ESTATUTO BÁSICO DEL EMPLEADO 

PÚBLICO

[ . . . ]
TÍTULO III

Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públicos

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Derecho a la negociación colectiva, representación y participación 
institucional. Derecho de reunión

[ . . . ]
Artículo 44.  Procedimiento electoral.

El procedimiento para la elección de las Juntas de Personal y para la elección de 
Delegados de Personal se determinará reglamentariamente teniendo en cuenta los 
siguientes criterios generales:

a) La elección se realizará mediante sufragio personal, directo, libre y secreto que podrá 
emitirse por correo o por otros medios telemáticos.

b) Serán electores y elegibles los funcionarios que se encuentren en la situación de 
servicio activo. No tendrán la consideración de electores ni elegibles los funcionarios que 
ocupen puestos cuyo nombramiento se efectúe a través de real decreto o por decreto de los 
consejos de gobierno de las comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla.

c) Podrán presentar candidaturas las organizaciones sindicales legalmente constituidas o 
las coaliciones de éstas, y los grupos de electores de una misma unidad electoral, siempre 
que el número de ellos sea equivalente, al menos, al triple de los miembros a elegir.
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d) Las Juntas de Personal se elegirán mediante listas cerradas a través de un sistema 
proporcional corregido, y los Delegados de Personal mediante listas abiertas y sistema 
mayoritario.

e) Los órganos electorales serán las Mesas Electorales que se constituyan para la 
dirección y desarrollo del procedimiento electoral y las oficinas públicas permanentes para el 
cómputo y certificación de resultados reguladas en la normativa laboral.

f) Las impugnaciones se tramitarán conforme a un procedimiento arbitral, excepto las 
reclamaciones contra las denegaciones de inscripción de actas electorales que podrán 
plantearse directamente ante la jurisdicción social.

Artículo 45.  Solución extrajudicial de conflictos colectivos.
1. Con independencia de las atribuciones fijadas por las partes a las comisiones 

paritarias previstas en el artículo 38.5 para el conocimiento y resolución de los conflictos 
derivados de la aplicación e interpretación de los Pactos y Acuerdos, las Administraciones 
Públicas y las organizaciones sindicales a que se refiere el presente capítulo podrán acordar 
la creación, configuración y desarrollo de sistemas de solución extrajudicial de conflictos 
colectivos.

2. Los conflictos a que se refiere el apartado anterior podrán ser los derivados de la 
negociación, aplicación e interpretación de los Pactos y Acuerdos sobre las materias 
señaladas en el artículo 37, excepto para aquellas en que exista reserva de ley.

3. Los sistemas podrán estar integrados por procedimientos de mediación y arbitraje. La 
mediación será obligatoria cuando lo solicite una de las partes y las propuestas de solución 
que ofrezcan el mediador o mediadores podrán ser libremente aceptadas o rechazadas por 
las mismas.

Mediante el procedimiento de arbitraje las partes podrán acordar voluntariamente 
encomendar a un tercero la resolución del conflicto planteado, comprometiéndose de 
antemano a aceptar el contenido de la misma.

4. El acuerdo logrado a través de la mediación o de la resolución de arbitraje tendrá la 
misma eficacia jurídica y tramitación de los Pactos y Acuerdos regulados en el presente 
Estatuto, siempre que quienes hubieran adoptado el acuerdo o suscrito el compromiso 
arbitral tuviesen la legitimación que les permita acordar, en el ámbito del conflicto, un Pacto o 
Acuerdo conforme a lo previsto en este Estatuto.

Estos acuerdos serán susceptibles de impugnación. Específicamente cabrá recurso 
contra la resolución arbitral en el caso de que no se hubiesen observado en el desarrollo de 
la actuación arbitral los requisitos y formalidades establecidos al efecto o cuando la 
resolución hubiese versado sobre puntos no sometidos a su decisión, o que ésta contradiga 
la legalidad vigente.

5. La utilización de estos sistemas se efectuará conforme a los procedimientos que 
reglamentariamente se determinen previo acuerdo con las organizaciones sindicales 
representativas.

[ . . . ]
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§ 111

Ley 9/1987, de 12 de junio, de Organos de Representación, 
Determinación de las Condiciones de Trabajo y Participación del 
Personal al Servicio de las Administraciones Públicas. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 144, de 17 de junio de 1987

Última modificación: 31 de octubre de 2015
Referencia: BOE-A-1987-14115

[ . . . ]
CAPITULO II

De los órganos de representación

[ . . . ]
Artículo 28.  

1. Las impugnaciones en materia electoral se tramitarán conforme al procedimiento 
arbitral regulado en este artículo, con excepción de las reclamaciones contra las 
denegaciones de inscripción, en las cuales podrá optarse entre la promoción de dicho 
arbitraje o el planteamiento directo de la impugnación ante la Jurisdicción Social.

2. Todos los que tengan interés legítimo podrán impugnar la elección, las decisiones que 
adopten las Mesas, así como cualquier otra actuación de las mismas a lo largo del proceso 
electoral, fundándose para ello en la existencia de vicios graves que pudieran afectar a las 
garantías del proceso electoral y que alteren su resultado, en la falta de capacidad o 
legitimidad de los candidatos elegidos, en la discordancia entre el acta y el desarrollo del 
proceso electoral y en la falta de correlación entre el número de funcionarios que figuran en 
el acta de elecciones y el número de representantes elegidos. La impugnación de actos de la 
Mesa electoral requerirá haber efectuado reclamación ante la misma dentro del día laborable 
siguiente al acto de votación, la cual deberá ser resuelta por dicha Mesa en el posterior día 
hábil.

3. Serán árbitros los designados conforme al procedimiento que se regula en este 
apartado, salvo en el caso de que las partes de un procedimiento arbitral se pusieran de 
acuerdo en la designación de un árbitro distinto.

El árbitro o árbitros serán designados, con arreglo a los principios de neutralidad y 
profesionalidad, entre Licenciados en Derecho, Graduados Sociales o titulación equivalente, 
por acuerdo unánime de los sindicatos más representativos, a nivel estatal o de 
Comunidades Autónomas, de los que ostenten el 10 por 100 o más de los Delegados de 
personal y de los miembros de las Juntas de Personal en el ámbito de todas las 
Administraciones públicas, y de los que ostenten el 10 por 100 o más de representantes en 
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el ámbito territorial, funcional o de la unidad electoral correspondiente. Si no existiera 
acuerdo unánime entre los sindicatos señalados anteriormente, la forma de designación será 
la prevista en la legislación laboral.

La duración del mandato de los árbitros será de cinco años, siendo susceptible de 
renovación.

La Administración facilitará la utilización de sus medios personales y materiales por los 
árbitros, en la medida necesaria para que éstos desarrollen sus funciones.

4. Cuando la impugnación afecte a los procesos electorales regulados en esta Ley, los 
árbitros deberán abstenerse o, en su defecto, podrán ser recusados, en los supuestos 
siguientes:

a) Tener interés personal en el asunto del que se trate.
b) Ser funcionario adscrito a la unidad electoral afectada por el arbitraje.
c) Tener parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o afinidad dentro del 

segundo con cualquiera de los interesados, o con los asesores, representantes legales o 
mandatarios que intervengan en el procedimiento.

d) Compartir despacho profesional, estar asociado, tener amistad íntima o enemistad 
manifiesta con alguna de las personas mencionadas en el apartado anterior.

e) Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el 
asunto o haberle prestado en los últimos dos años servicios profesionales de cualquier tipo y 
en cualquier circunstancia o lugar.

Artículo 29.  
1. El procedimiento arbitral se iniciará mediante escrito dirigido a la oficina pública 

provincial correspondiente, del cual los propios solicitantes del arbitraje trasladarán copias a 
los promotores del proceso electoral y a los sindicatos, coaliciones o grupos de funcionarios 
que hayan presentado candidatos a las elecciones objeto de impugnación. Este escrito, en el 
que figurarán los hechos que se tratan de impugnar, deberá presentarse en un plazo de tres 
días hábiles, contados desde el día siguiente a aquél en que se hubieran producido los 
hechos o resuelto la reclamación por la Mesa; en el caso de impugnaciones promovidas por 
sindicatos que no hubieran presentado candidaturas en el centro de trabajo en el que se 
hubiera celebrado la elección, los tres días se computarán desde el día en que se conozca el 
hecho impugnable. Si se impugnasen actos del día de la votación o posteriores al mismo, el 
plazo será de diez días hábiles, contados a partir de la entrada de las actas en la oficina 
pública.

Mientras se desarrolle el procedimiento arbitral y, en su caso, la posterior impugnación 
judicial, quedará paralizada la tramitación de un nuevo procedimiento arbitral. El 
planteamiento del arbitraje interrumpirá los plazos de prescripción.

2. La oficina pública dará traslado al árbitro del escrito en el día hábil posterior a su 
recepción, así como de una copia del expediente electoral administrativo. Si se hubieran 
presentado actas electorales para registro, se suspenderá su tramitación.

En las veinticuatro horas siguientes el árbitro convocará a las partes interesadas de 
comparecencia ante él, lo que habrá de tener lugar en los tres días hábiles siguientes. Si las 
partes, antes de comparecer ante el árbitro designado de conformidad a lo establecido en el 
artículo 28, apartado 3, de esta Ley, se pusieran de acuerdo y designaren uno distinto, lo 
notificarán a la oficina pública para que dé traslado a este árbitro del expediente 
administrativo electoral, continuando con el mismo el resto del procedimiento.

3. El árbitro, previa práctica de las pruebas procedentes o conformes a Derecho, que 
podrán incluir la personación en el centro de trabajo y la solicitud de la colaboración 
necesaria de la Administración pública afectada y de otras instancias administrativas, dictará 
laudo escrito y razonado dentro de los tres días hábiles siguientes a la comparecencia de las 
partes, resolviendo en derecho sobre la impugnación electoral y, en su caso, sobre el 
registro de las actas.

El laudo será notificado por el árbitro a los interesados y a la oficina pública provincial 
competente, la cual, si se hubiese impugnado la votación, o la denegación del registro, 
procederá a la inscripción del acta o a su rechazo, según el contenido del laudo.
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Dicho laudo arbitral podrá ser impugnado ante el orden Jurisdiccional Social, a través de 
la modalidad procesal establecida en el Libro II, Título II, capítulo V, sección segunda, 
subsección primera del texto articulado de la Ley de Procedimiento Laboral.

[ . . . ]
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§ 112

Real Decreto 1846/1994, de 9 de septiembre, por el que se aprueba 
el Reglamento de elecciones a órganos de representación del 
personal al servicio de la Administración General del Estado. 

[Inclusión parcial]

Ministerio para las Administraciones Públicas
«BOE» núm. 219, de 13 de septiembre de 1994

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1994-20237

[ . . . ]
REGLAMENTO DE ELECCIONES A LOS ÓRGANOS DE REPRESENTACIÓN DEL 

PERSONAL AL SERVICIO DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Proceso electoral

[ . . . ]
Artículo 15.  Impugnación de los actos de las mesas electorales.

1. La impugnación de los actos de cualquiera de las mesas electorales enumeradas con 
anterioridad mediante el procedimiento arbitral establecido en los artículos 28 y 29 de la Ley 
9/1987, requerirá haber efectuado reclamación ante dicha mesa dentro del día laborable 
siguiente al acto de votación, la cual deberá ser resuelta por la misma en el posterior día 
hábil.

2. La no resolución de la reclamación en el plazo establecido en el párrafo anterior 
tendrá los efectos que se determinan en el artículo 25 del presente Reglamento.

3. Las mesas electorales adoptarán sus acuerdos por mayoría de votos, teniéndose en 
cuenta que el Secretario de la mesa tendrá derecho a voto por su condición de Vocal.

[ . . . ]
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CAPÍTULO III
De las reclamaciones en materia electoral

Sección 1.ª Reclamaciones de elecciones de los representantes de 
funcionarios

Artículo 23.  Impugnaciones electorales.
1. Las impugnaciones en materia electoral se tramitarán conforme al procedimiento 

arbitral regulado en los artículos 28 y 29 de la Ley 9/1987, y a las normas de desarrollo 
reglamentario contenidas en este Reglamento.

2. No obstante, en las reclamaciones contra la denegación de la inscripción de actas 
electorales podrá optarse entre la promoción de dicho arbitraje o el planteamiento directo de 
la impugnación ante la jurisdicción social.

Artículo 24.  Legitimación y causas de impugnación.
1. Están legitimados para interponer reclamaciones en materia electoral, por el 

procedimiento arbitral legalmente establecido, todos los que tengan interés legítimo en un 
determinado proceso electoral, incluida la Administración afectada cuando en ella concurra 
dicho interés.

2. Quienes ostenten interés legítimo en una elección podrán impugnar la misma, así 
como las decisiones que adopte la mesa o cualquier actuación de la misma a lo largo del 
proceso electoral, en base a las siguientes causas que concreta el artículo 28.2 de la Ley 
9/1987:

a) Existencia de vicios graves que pudieran afectar a las garantías del proceso electoral 
y que alteren su resultado.

b) Falta de capacidad o legitimidad de los candidatos elegidos.
c) Discordancia entre el acta y el desarrollo del proceso electoral.
d) Falta de correlación entre el número de funcionarios que figuran en el acta de 

elecciones y el número de representantes elegidos.

Artículo 25.  Reclamación previa ante la mesa.
1. Se requiere para la impugnación de los actos de la mesa electoral haber efectuado 

previamente reclamación ante la misma, dentro del día laborable siguiente al acto que 
motiva la impugnación.

2. La reclamación previa deberá ser resuelta por la mesa electoral en el posterior día 
hábil, salvo en los casos previstos en el último párrafo del artículo 26.2 de la Ley 9/1987.

3. Si la reclamación no fuera resuelta por la mesa electoral en el plazo señalado en el 
apartado anterior, podrá entenderse desestimada.

Sección 2.ª Designación de Árbitros en el procedimiento arbitral y condiciones 
de los mismos

Artículo 26.  Designación de los Arbitros.
1. Los Arbitros serán designados conforme establece el artículo 28.3 de la Ley 9/1987, y 

de acuerdo con las normas de desarrollo del presente Reglamento, salvo en el caso de que 
las partes de un procedimiento arbitral se pusieran de acuerdo en la designación de un 
Arbitro distinto.

2. Tal designación se hará con arreglo a los principios de neutralidad y profesionalidad, 
entre Licenciados en Derecho, Graduados Sociales, así como titulados equivalentes, por 
acuerdo unánime de los sindicatos más representativos, a nivel estatal o de Comunidades 
Autónomas, de los que tengan el 10 por 100 o más de los Delegados de Personal y de los 
miembros de las Juntas de Personal en el conjunto de las Administraciones Públicas y de los 
que ostenten el 10 por 100 o más de dichos representantes en el ámbito provincial, funcional 
o de la unidad electoral correspondiente.
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3. Si no existiera acuerdo unánime entre los sindicatos legitimados para la designación 
de los Arbitros, la autoridad laboral competente, atendiendo a los principios de imparcialidad 
y profesionalidad de los Arbitros y posibilidad de ser recusados, ofrecerá en cada una de las 
diferentes demarcaciones geográficas una lista que contendrá el triple número de Arbitros de 
los previstos en cada una de ellas en el artículo siguiente, para que las organizaciones 
sindicales citadas en el número anterior manifiesten sus preferencias por un número igual al 
de puestos a cubrir, siendo designados Arbitros los que hayan sido propuestos por un mayor 
número de sindicatos. En el caso de que los Arbitros hubieran sido propuestos por el mismo 
número de sindicatos, la autoridad laboral los designará en proporción al número de 
representantes de funcionarios con que cuente cada sindicato.

Artículo 27.  Número de Arbitros por ámbitos geográficos.
A efectos de un adecuado funcionamiento del procedimiento arbitral, los Arbitros 

elegidos serán dos como mínimo en cada una de las provincias.

Artículo 28.  Mandato de los Arbitros.
1. La duración del mandato de los Arbitros será de cinco años, siendo susceptible de 

renovación. Tal renovación se llevará a cabo de acuerdo con lo establecido en el artículo 26 
de este Reglamento.

2. El mandato de los Arbitros se extinguirá por el cumplimiento del tiempo para el que 
fueron nombrados, por fallecimiento, por fijar su residencia fuera del ámbito territorial para el 
que fue nombrado y por revocación, siempre que, en este último caso, exista acuerdo 
unánime de los sindicatos legitimados para su designación.

Artículo 29.  Dotación de medios.
La Administración laboral competente facilitará la utilización de sus medios personales y 

materiales por los Arbitros, en la medida necesaria para que éstos desarrollen sus funciones.

Artículo 30.  Abstenciones y recusaciones de los Arbitros.
1. Cuando la impugnación afecte a los procesos electorales regulados en la Ley 9/1987, 

y en este Reglamento, los Arbitros deberán abstenerse o, en su defecto, podrán ser 
recusados, de acuerdo con el artículo 28.,4 de la citada Ley 9/1987, en los supuestos 
siguientes:

a) Tener interés personal en el asunto del que se trate.
b) Ser funcionario adscrito a la unidad electoral afectada por el arbitraje.
c) Tener parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o afinidad dentro del 

segundo con cualquiera de los interesados, o con los asesores, representantes legales o 
mandatarios que intervengan en el procedimiento.

d) Compartir despacho profesional, estar asociado o tener amistad íntima o enemistad 
manifiesta con alguna de las personas mencionadas en el apartado anterior.

e) Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el 
asunto o haberle prestado en los últimos dos años servicios profesionales de cualquier tipo y 
en cualquier circunstancia o lugar.

2. El Arbitro en quien concurra alguna de las causas expresadas en el apartado anterior 
se abstendrá del conocimiento del asunto, sin esperar a que se le recuse. La abstención 
será motivada y se comunicará a la oficina pública de registro, a los efectos de que ésta 
proceda a la designación de otro Arbitro de entre la lista correspondiente.

Cuando alguna de las partes proceda a la recusación de un Arbitro, éste lo pondrá en 
conocimiento del Juzgado de lo Social correspondiente a su ámbito de actuación, a los 
efectos de que proceda a resolver conforme a lo dispuesto en la Ley de Procedimiento 
Laboral.
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Sección 3.ª Procedimiento arbitral

Artículo 31.  Iniciación del procedimiento.
El procedimiento arbitral se iniciará mediante escrito dirigido a la oficina pública 

competente por el ámbito territorial del proceso electoral impugnado, por quien cuente con 
interés legítimo en el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 del presente 
Reglamento.

El escrito, que podrá ser normalizado mediante modelo aprobado por la autoridad 
laboral, se dirigirá también a quien promovió las elecciones, y, en su caso, a quienes hayan 
presentado candidatos a las elecciones objeto de impugnación.

Artículo 32.  Contenido del escrito de reclamación.
El escrito impugnatorio de un proceso electoral deberá contener como mínimo los 

siguientes datos:
a) Oficina pública competente a la que se presenta la impugnación electoral. El error en 

la determinación de la oficina pública competente no será impedimento para la tramitación 
del escrito impugnatorio.

b) Nombre y apellidos del promotor de la reclamación, documento nacional de identidad 
del mismo, así como acreditación de su representación cuando actúe en nombre de persona 
jurídica.

c) Domicilio, a efectos de citaciones, emplazamientos o notificaciones.
d) Partes afectadas por la impugnación del proceso electoral, conforme a lo establecido 

en el artículo 31 del presente Reglamento, concretando su denominación y domicilio.
e) Hechos motivadores de la reclamación, conforme a lo dispuesto en el artículo 24.2 del 

presente Reglamento.
f) Acreditación de haberse efectuado la reclamación previa ante la mesa electoral, 

cuando se trate de impugnación de actos realizados por la misma, dentro del plazo previsto 
en el artículo 24.1 de este Reglamento.

g) Solicitud de acogerse al procedimiento arbitral previsto en los artículos 28 y 29 de la 
Ley 9/1987, y en el presente Reglamento que lo desarrolla.

h) Lugar, fecha y firma del promotor de la reclamación.

Artículo 33.  Plazos de presentación del escrito impugnatorio.
1. El escrito de impugnación de un proceso electoral deberá presentarse en la oficina 

pública competente, en un plazo de tres días hábiles, contados desde el día siguiente a 
aquel en el cual se hubiesen producido los hechos o resuelto la reclamación por la mesa.

2. En el caso de impugnaciones promovidas por los sindicatos que no hubieran 
presentado candidatos en la unidad electoral en la que se hubiese celebrado la elección, los 
tres días se computarán desde el día en el que se conozca el hecho impugnable.

3. Si se impugnasen actos del día de la votación o posteriores al mismo, el plazo será de 
diez días hábiles, contados a partir de la entrada de las actas en la oficina pública 
competente.

Artículo 34.  Supuestos de litispendencia e interrupción de los plazos de prescripción.
Hasta que no finalice el procedimiento arbitral y, en su caso, la posterior impugnación 

judicial, quedará paralizada la tramitación de un nuevo procedimiento arbitral.
El planteamiento del arbitraje interrumpirá los plazos de prescripción.

Artículo 35.  Tramitación del escrito impugnatorio.
Recibido el escrito impugnatorio por la oficina pública, ésta dará traslado al Arbitro de 

dicho escrito en el día hábil posterior al de su recepción, así como de una copia del 
expediente electoral administrativo. Si se hubieran presentado actas electorales para 
registro, se suspenderá la tramitación de las mismas.
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Artículo 36.  Actuación arbitral.
1. A las veinticuatro horas siguientes, el Arbitro convocará a las partes interesadas de 

comparecencia ante él, lo que habrá de tener lugar en los tres días hábiles siguientes.
Si las partes, antes de comparecer ante el Arbitro designado de conformidad con lo 

establecido en el artículo 28.3 de la Ley 9/1987, se pusieran de acuerdo y designaren uno 
distinto, lo notificarán a la oficina pública para que ésta dé traslado a este Arbitro del 
expediente administrativo electoral, continuando con el mismo el resto del procedimiento.

2. El Arbitro, de oficio o a instancia de parte, practicará las pruebas procedentes o 
conformes a derecho, que podrán incluir la personación en el centro de trabajo y la solicitud 
de la colaboración necesaria de la Administración afectada y de otras instancias 
administrativas cuya intervención se estimara pertinente.

Artículo 37.  Laudo arbitral.
1. Dentro del plazo de los tres días hábiles siguientes a la comparecencia, el Arbitro 

dictará el correspondiente laudo, que resuelva la materia o materias sometidas a arbitraje.
2. El laudo arbitral será escrito y razonado y resolverá en Derecho sobre la impugnación 

del proceso electoral y, en su caso, sobre el registro del acta.
3. El laudo se notificará a los interesados y a la oficina pública competente.
Si se hubiera impugnado la votación, la oficina pública procederá al registro del acta o a 

su denegación, según el contenido del laudo.
4. El laudo arbitral podrá impugnarse ante el orden jurisdiccional social a través de la 

modalidad procesal correspondiente. El plazo de ejercicio de la acción de impugnación del 
laudo será de tres días desde que se tuviera conocimiento del mismo, dando traslado de una 
copia a la oficina pública.

[ . . . ]
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§ 113

Resolución de 13 de abril de 2021, de la Secretaría General de 
Función Pública, por la que se aprueba y publica el Acuerdo de la 
Mesa General de Negociación de la Administración General del 
Estado de 31 de marzo de 2021, sobre el procedimiento para la 
elección de órganos de representación del personal laboral de la 

Administración General del Estado en el exterior. [Inclusión parcial]

Ministerio de Política Territorial y Función Pública
«BOE» núm. 94, de 20 de abril de 2021
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2021-6241

[ . . . ]
ANEXO

Procedimiento para la elección de órganos de representación del personal 
laboral de la Administración General del Estado en el exterior

[ . . . ]
Artículo 7.  Reclamaciones en materia electoral.

1. Las impugnaciones en materia electoral se tramitarán conforme al procedimiento 
arbitral regulado en este artículo.

2. Todos los que tengan interés legítimo, incluida la Administración cuando en ella 
concurra dicho interés, podrán impugnar la elección, las decisiones que adopte la Mesa, así 
como cualquier otra actuación de la misma a lo largo del proceso electoral, fundándose para 
ello en la existencia de vicios graves que pudieran afectar a las garantías del proceso 
electoral y que alteren su resultado, en la falta de capacidad o legitimidad de los candidatos 
elegidos, en la discordancia entre el acta y el desarrollo del proceso electoral y en la falta de 
correlación entre el número de trabajadores que figuran en el acta de elecciones y el número 
de representantes elegidos. La impugnación de actos de la Mesa electoral requerirá haber 
efectuado reclamación dentro del día laborable siguiente al acto y deberá ser resuelta por la 
Mesa en el posterior día hábil.

3. Serán árbitros los designados por un período de cinco años conforme al procedimiento 
que se regula en este apartado.

El árbitro o árbitros serán designados, con arreglo a los principios de neutralidad y 
profesionalidad entre empleados públicos, que sean licenciados en Derecho, graduados 
sociales, o titulados equivalentes, por acuerdo unánime de los sindicatos más 
representativos, a nivel estatal, presentes en la Mesa General de Negociación de la 
Administración General del Estado, regulada en el artículo 36.3 del Real Decreto Legislativo 
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5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público.

4. Los árbitros deberán abstenerse y, en su defecto, ser recusados, en los casos 
siguientes:

a. Tener interés personal en el asunto de que se trate.
b. Ser administrador de sociedad o entidad interesada, o tener cuestión litigiosa con 

alguna de las partes.
c. Tener parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del 

segundo, con cualquiera de los interesados, con los administradores de entidades o 
sociedades interesadas y también con los asesores, representantes legales o mandatarios 
que intervengan en el arbitraje, así como compartir despacho profesional o estar asociado 
con éstos para el asesoramiento, la representación o el mandato.

d. Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas 
mencionadas en el apartado anterior.

e. Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el 
asunto o haberle prestado en los últimos dos años servicios profesionales de cualquier tipo y 
en cualquier circunstancia o lugar.

5. El procedimiento arbitral se iniciará mediante escrito dirigido al Ministerio de Asuntos 
Exteriores, Unión Europea y Cooperación (Dirección General del Servicio Exterior), a quien 
promovió las elecciones y, en su caso, a quienes hayan presentado candidatos a las 
elecciones objeto de impugnación. Este escrito, en el que figurarán los hechos que se tratan 
de impugnar, deberá presentarse en un plazo de tres días hábiles, contados desde el 
siguiente a aquél en que se hubieran producido los hechos o resuelto la reclamación por la 
Mesa; en el caso de impugnaciones promovidas por sindicatos que no hubieran presentado 
candidaturas en el ámbito en el que se hubiera celebrado la elección, los tres días se 
computarán desde el día en que se conozca el hecho impugnable. Si se impugnasen actos 
del día de la votación o posteriores al mismo, el plazo será de diez días hábiles, contados a 
partir de la entrada de las actas en la Oficina Pública de Registro.

Hasta que no finalice el procedimiento arbitral y, en su caso, la posterior impugnación 
judicial, quedará paralizada la tramitación de un nuevo procedimiento arbitral. El 
planteamiento del arbitraje interrumpirá los plazos de prescripción.

6. La Dirección General del Servicio Exterior del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 
Europea y Cooperación dará traslado al árbitro del escrito en los dos días hábiles posteriores 
a su recepción así como de una copia del expediente electoral administrativo.

El árbitro, dentro de los tres días hábiles siguientes a la recepción de la documentación, 
dictará laudo. El laudo será escrito y razonado, resolviendo en Derecho sobre la 
impugnación del proceso electoral y se notificará a los interesados. Si se hubiese impugnado 
la votación, la oficina procederá al registro del acta o a su denegación, según el contenido 
del laudo.

Disposición adicional primera.  
En lo no recogido en este documento sobre elecciones sindicales se podrá, como criterio 

o principio inspirador y siempre con acuerdo de las partes, acudir para la solución de 
conflictos a lo establecido para el procedimiento electoral sindical de carácter general.
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§ 114

Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 284, de 27 de noviembre de 2003
Última modificación: 24 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2003-21614

TÍTULO I
Del ámbito de aplicación y de la Hacienda Pública estatal

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del régimen de la Hacienda Pública estatal

Sección 1.ª Derechos de la Hacienda Pública estatal

[ . . . ]
Artículo 7.  Límites a que están sujetos los derechos de la Hacienda Pública estatal.

1. No se podrán enajenar, gravar ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda 
Pública estatal fuera de los casos regulados por las leyes.

2. Tampoco se concederán exenciones, condonaciones, rebajas ni moratorias en el pago 
de los derechos a la Hacienda Pública estatal, sino en los casos y formas que determinen las 
leyes, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 16 de esta ley.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 2 del artículo 10 de esta ley, no se podrá 
transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda Pública estatal, ni 
someter a arbitraje las contiendas que se susciten respecto de los mismos, sino mediante 
real decreto acordado en Consejo de Ministros, previa audiencia del de Estado en pleno.

[ . . . ]
Sección 4.ª Obligaciones de la Hacienda Pública estatal

[ . . . ]
Artículo 23.  Prerrogativas.

1. Ningún tribunal ni autoridad administrativa podrá dictar providencia de embargo ni 
despachar mandamiento de ejecución contra los bienes y derechos patrimoniales cuando se 
encuentren materialmente afectados a un servicio público o a una función pública, cuando 
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sus rendimientos o el producto de su enajenación estén legalmente afectados a fines 
diversos, o cuando se trate de valores o títulos representativos del capital de sociedades 
estatales que ejecuten políticas públicas o presten servicios de interés económico general.

2. El cumplimiento de las resoluciones judiciales que determinen obligaciones a cargo de 
la Hacienda Pública estatal corresponderá al órgano administrativo que sea competente por 
razón de la materia, sin perjuicio de la posibilidad de instar, en su caso, otras modalidades 
de ejecución de acuerdo con la Constitución y las leyes.

3. El órgano administrativo encargado del cumplimiento acordará el pago con cargo al 
crédito correspondiente, en la forma y con los límites del respectivo presupuesto. Si para el 
pago fuese necesario realizar una modificación presupuestaria, deberá concluirse el 
procedimiento correspondiente dentro de los tres meses siguientes al día de la notificación 
de la resolución judicial.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Del Tesoro Público, de la Deuda del Estado y de las Operaciones Financieras

CAPÍTULO I
Normas Generales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la Deuda del Estado

[ . . . ]
Sección 2.ª Operaciones relativas a la Deuda del Estado

[ . . . ]
Artículo 98.  Competencia para la formalización de las operaciones relativas a la Deuda.

1. Corresponde al Ministro de Economía autorizar las operaciones señaladas en el 
artículo precedente, así como establecer los procedimientos a seguir para la contratación y 
formalización de tales operaciones y para el ejercicio de las competencias que figuran en los 
artículos siguientes. El Ministro podrá delegar tales facultades, de forma ordinaria, en el 
Director General del Tesoro y Política Financiera. Cuando la formalización de la operación 
haya de tener lugar en el extranjero, el Ministro, o por Delegación suya el Director General 
del Tesoro y Política Financiera podrán delegar en el representante diplomático 
correspondiente o en un funcionario del departamento ministerial designado al efecto aunque 
sea de categoría inferior a director general.

2. El Ministro de Economía podrá igualmente autorizar la negociación provisional por el 
Director General del Tesoro y Política Financiera de las operaciones señaladas en el artículo 
anterior, cuya efectiva realización quedará sujeta a la posterior autorización definitiva por el 
Ministro, cuando éste no haya delegado sus competencias en el citado Director General. En 
el correspondiente expediente quedará adecuada constancia de las cláusulas y condiciones 
mencionadas en el apartado precedente así como del procedimiento y circunstancias de la 
adjudicación de la operación.

3. Las operaciones relativas a la Deuda del Estado se realizarán en los mercados 
financieros conforme a las normas, reglas, técnicas, condiciones y cláusulas usuales en tales 
mercados, pudiendo acordar el sometimiento a arbitraje o la remisión a una legislación o 
tribunales extranjeros, siempre que se observe lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.

En todo caso, la Orden en la que se disponga la creación de Deuda del Estado incluirá 
las cláusulas de acción colectiva adoptadas en virtud de lo previsto en el artículo 12.3 del 
Tratado Constitutivo del Mecanismo Europeo de Estabilidad, reconociéndose la legitimación, 
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en juicio y fuera de él, a quienes fueren designados, por los procedimientos en ellas 
establecidos, representantes de los tenedores de los títulos emitidos.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

De los avales del Estado

[ . . . ]
Artículo 116.  Formalización de los avales.

El otorgamiento de avales de la Administración General del Estado deberá ser acordada, 
en su caso, por el Ministro de Economía quien, sin perjuicio de los límites que puedan 
haberse establecido en la preceptiva autorización del Consejo de Ministros o de la 
correspondiente ley, podrá convenir las cláusulas que resulten usuales en los mercados 
financieros.

En particular, podrá acordar:
a) La renuncia al beneficio de excusión que establece el artículo 1830 del Código Civil.
b) Excepcionalmente, en los avales que garanticen operaciones de crédito exterior, el 

sometimiento a arbitraje o la remisión a una legislación o tribunales extranjeros, siempre que 
se observe lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.

Los avales se presumirán otorgados con carácter subsidiario, salvo que al concederse se 
hubiera dispuesto expresamente otra cosa.

[ . . . ]

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 114  Ley General Presupuestaria [parcial]

– 463 –



§ 115

Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 302, de 18 de diciembre de 2003

Última modificación: 25 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-2003-23186

[ . . . ]
TÍTULO III

La aplicación de los tributos

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Actuaciones y procedimiento de recaudación

[ . . . ]
Sección 3.ª Procedimiento frente a responsables y sucesores

[ . . . ]
Subsección 2.ª Procedimiento frente a los sucesores

Artículo 177.  Procedimiento de recaudación frente a los sucesores.
1. Fallecido cualquier obligado al pago de la deuda tributaria, el procedimiento de 

recaudación continuará con sus herederos y, en su caso, legatarios, sin más requisitos que 
la constancia del fallecimiento de aquél y la notificación a los sucesores, con requerimiento 
del pago de la deuda tributaria y costas pendientes del causante.

Cuando el heredero alegue haber hecho uso del derecho a deliberar, se suspenderá el 
procedimiento de recaudación hasta que transcurra el plazo concedido para ello, durante el 
cual podrá solicitar de la Administración tributaria la relación de las deudas tributarias 
pendientes del causante, con efectos meramente informativos.

Mientras la herencia se encuentre yacente, el procedimiento de recaudación de las 
deudas tributarias pendientes podrá continuar dirigiéndose contra sus bienes y derechos, a 
cuyo efecto se deberán entender las actuaciones con quien ostente su administración o 
representación.
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2. Disuelta y liquidada una sociedad o entidad, el procedimiento de recaudación 
continuará con sus socios, partícipes o cotitulares, una vez constatada la extinción de la 
personalidad jurídica.

Disuelta y liquidada una fundación, el procedimiento de recaudación continuará con los 
destinatarios de sus bienes y derechos.

La Administración tributaria podrá dirigirse contra cualquiera de los socios, partícipes, 
cotitulares o destinatarios, o contra todos ellos simultánea o sucesivamente, para requerirles 
el pago de la deuda tributaria y costas pendientes.

CAPÍTULO VI
Asistencia mutua

[ . . . ]
Sección 3.ª Asistencia en la recaudación

[ . . . ]
Artículo 177 terdecies.  Suspensión del procedimiento de recaudación.

1. Se acordará la suspensión de oficio del procedimiento de recaudación instado al 
amparo de las normas de asistencia mutua por la comunicación de la existencia de un litigio 
por el Estado o entidad internacional o supranacional requirente que pudiera afectar al 
crédito respecto del cual se hubiera solicitado asistencia. Dicha suspensión también tendrá 
lugar cuando el interesado en el procedimiento comunique y acredite fehacientemente la 
existencia del mismo.

No obstante lo anterior, dicha suspensión no se acordará o quedará sin efecto cuando 
dicho Estado o entidad internacional o supranacional manifieste su voluntad a favor de la 
ejecución.

2. Cuando el litigio se refiera solo a una parte de la solicitud de asistencia, la suspensión 
referida en el apartado anterior se entenderá producida solo respecto de la parte afectada 
por la impugnación, pudiéndose continuar con la ejecución de la parte no afectada.

3. Salvo que la normativa sobre asistencia mutua establezca otra cosa, también se 
suspenderá el procedimiento de recaudación cuando alguno de los Estados o entidades 
internacionales o supranacionales intervinientes en dicha asistencia hubieran iniciado un 
procedimiento amistoso y el resultado de dicho procedimiento pudiera afectar al crédito 
respecto del cual se hubiera solicitado asistencia. La suspensión surtirá efectos hasta que 
concluya dicho procedimiento, salvo que, entre otros supuestos, existan indicios racionales 
de que dicho cobro se verá frustrado o gravemente dificultado, en cuyo caso se continuará la 
ejecución. No obstante lo anterior, se podrán adoptar las medidas cautelares para garantizar 
el cobro del crédito conforme a lo dispuesto en el artículo 81.2 de esta Ley.

[ . . . ]
Disposición adicional vigésimo primera.  Suspensión en supuestos de tramitación de 
procedimientos amistosos.

En caso de que, de conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional primera.1 
del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de No Residentes, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, se simultanee un procedimiento amistoso 
en materia de imposición directa previsto en los convenios o tratados internacionales con un 
procedimiento de revisión de los regulados en el Título V de esta Ley, se suspenderá este 
último hasta que finalice el procedimiento amistoso.

[ . . . ]
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§ 116

Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las 
Comunidades Autónomas. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 236, de 1 de octubre de 1980

Última modificación: 29 de julio de 2022
Referencia: BOE-A-1980-21166

[ . . . ]
CAPITULO IV

Resolución de conflictos

Artículo 23.  
1. Los conflictos que se susciten en la aplicación de los puntos de conexión de los 

tributos se resolverán por una Junta Arbitral.
2. Podrán promover el conflicto las Administraciones que consideren producido en su 

territorio el rendimiento del tributo de que se trate, así como aquellas que se consideren 
competentes en los procedimientos de gestión, inspección o recaudación respectivos, de 
acuerdo con los puntos de conexión aplicables.

3. De la misma forma, podrán promover el conflicto las Administraciones que no 
consideren producido en su territorio el rendimiento o que no se consideren competentes en 
los procedimientos de gestión, inspección o recaudación cuando otra Administración 
sostenga, respecto de aquéllas, que sí debe considerarse producido en su territorio el 
rendimiento o que sí son competentes en los citados procedimientos.

4. Las competencias de la Junta Arbitral se extenderán a la resolución de aquellos 
conflictos que puedan plantearse entre Administraciones sobre la titularidad del rendimiento 
o de las competencias de gestión, inspección o recaudación, como consecuencia de la 
aplicación territorial de las normas o acuerdos de cesión de tributos a las Comunidades 
Autónomas.

5. Los conflictos serán resueltos por el procedimiento que reglamentariamente se 
establezca, en el que se dará audiencia al interesado. Dicho procedimiento, cuando ninguna 
de las dos cuotas líquidas objeto de conflicto supere 125.000 euros, podrá consistir en un 
procedimiento simplificado.

6. Los conflictos serán resueltos por los siguientes órganos:
a) Caso de que la controversia se produzca entre las Administraciones del Estado y de 

una o varias Comunidades Autónomas, o de éstas entre sí, será resuelta por la Junta Arbitral 
que se regula en el artículo siguiente.
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b) Si en el conflicto interviniese la Administración de otros territorios distintos de los 
referidos en la letra anterior, un representante de la Admi nistración del Estado será 
sustituido por otro designado por el Consejo Ejecutivo o Gobierno de la Comunidad 
Autónoma.

7. Cuando se suscite el conflicto, las Administraciones afectadas lo notificarán a los 
interesados, lo que determinará la interrupción de la prescripción, y se abstendrán de 
cualquier actuación ulterior.

No obstante lo anterior, cuando se hayan practicado liquidaciones definitivas por 
cualquiera de las Administraciones afectadas, dichas liquidaciones surtirán plenos efectos, 
sin perjuicio de la posibilidad de practicar la revisión de oficio prevista en la Ley General 
Tributaria.

8. La Junta Arbitral resolverá conforme a derecho, de acuerdo con principios de 
economía, celeridad y eficacia, todas las cuestiones que ofrezca el expediente, hayan sido o 
no planteadas por las partes o los interesados en el conflicto, incluidas las fórmulas de 
ejecución.

9. Las resoluciones de la Junta Arbitral tendrán carácter ejecutivo y serán impugnables 
en vía contencioso-administrativa.

Artículo 24.  
1. La Junta Arbitral a que se refiere el apartado 6. a) del artículo anterior estará presidida 

por un jurista de reconocido prestigio, designado para un período de cinco años por el 
Ministro de Hacienda, a propuesta del Consejo de Política Fiscal y Financiera de las 
Comunidades Autónomas. Serán Vocales de esta Junta:

a) Cuando la controversia se suscite entre el Estado y una o más Comunidades 
Autónomas, cuatro representantes del Estado, designados por el Ministro de Hacienda, uno 
de los cuales actuará como Secretario, y cuatro representantes de cada Comunidad 
Autónoma en conflicto, designados por el correspondiente Gobierno de éstas.

b) Cuando la controversia se suscite entre Comunidades Autónomas, cuatro 
representantes del Estado y cuatro de cada Comunidad Autónoma en conflicto, designados 
por el correspondiente Gobierno de éstas, actuando como Secretario un representante del 
Estado.

2. En todo lo referente al funcionamiento, convocatoria, reuniones y régimen de adopción 
de acuerdos de la Junta Arbitral se estará a lo dispuesto, en materia de órganos colegiados, 
en el capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3. En el procedimiento simplificado actuará como órgano de resolución el presidente de 
la Junta Arbitral.

[ . . . ]
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§ 117

Real Decreto 2451/1998, de 13 de noviembre, por el que se aprueba 
el Reglamento de la Junta Arbitral de resolución de conflictos en 
materia de tributos del Estado cedidos a las Comunidades 

Autónomas

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 282, de 25 de noviembre de 1998

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1998-27046

Los tributos del Estado cedidos a las Comunidades Autónomas, previstos en el artículo 
157.1.a) de la Constitución, y cuyo régimen general se contiene en la Ley Orgánica 8/1980, 
de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas (LOFCA), se han 
caracterizado tradicionalmente, en lo que aquí interesa, en función de las dos notas 
siguientes: en primer lugar, se trata de tributos cuyo rendimiento corresponde a la 
Comunidad Autónoma en la que el mismo se produce; en segundo lugar, se trata de tributos 
cuya exacción, esto es, cuya gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión, 
corresponde, por delegación del Estado, a la respectiva Comunidad Autónoma.

A fin de poder determinar cuándo el rendimiento de un determinado tributo cedido 
corresponde a una Comunidad Autónoma en particular, y qué ente autonómico es 
competente para la exacción de un determinado tributo cedido, la legislación reguladora de 
esta materia ha diseñado la figura o mecanismo del «punto de conexión», regulando uno o 
varios para cada tributo cedido. Así, tanto la atribución del rendimiento, como el ejercicio de 
las competencias exactoras, se determinan mediante la aplicación de los puntos de conexión 
previstos al efecto.

Es cierto que en la mayor parte de los casos la aplicación de los puntos de conexión no 
plantea especiales problemas interpretativos, de forma tal que no suelen existir dudas acerca 
de la Comunidad Autónoma a la que corresponde el rendimiento de un determinado tributo 
cedido y la exacción de éste.

Sin embargo, no es menos cierto que en supuestos excepcionales sí surgen tales dudas 
en torno a la aplicación de los puntos de conexión, dando ello lugar al planteamiento de los 
correspondientes conflictos entre el Estado y una o varias Comunidades Autónomas, o entre 
éstas entre sí.

Hasta ahora, la normativa reguladora de los tributos cedidos no contenía un 
procedimiento específico para la resolución de conflictos que pudieran suscitarse con motivo 
de la aplicación de los puntos de conexión, ni tampoco contemplaba un órgano 
específicamente competente para la resolución de aquéllos. En realidad, esta última laguna 
estaba parcialmente cubierta en el ámbito específico del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones y del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, pues el Reglamento de cada uno de estos dos tributos atribuía ciertas 
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competencias en la materia que se considera a la Dirección General de Coordinación con las 
Haciendas Territoriales del Ministerio de Economía y Hacienda.

Entre tanto, la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre, ha introducido ciertas 
modificaciones en el régimen general de la cesión de tributos del Estado a las Comunidades 
Autónomas contenido en la LOFCA, modificaciones éstas de entre las que procede destacar 
aquí la que tiene por objeto la atribución a las Comunidades Autónomas de ciertas 
competencias normativas en relación a los tributos cedidos, incluyendo la parte cedida del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, cesión parcial ésta que también establece 
la citada Ley Orgánica 3/1996.

Esta nueva situación, desarrollada por la Ley 14/1996, de 30 de diciembre, de Cesión de 
Tributos del Estado a las Comunidades Autónomas y de Medidas Fiscales Complementarias, 
tiene, al menos, las dos implicaciones siguientes: en primer lugar, que el ejercicio de esas 
competencias normativas por parte de las Comunidades Autónomas se traducirá en un 
panorama de diversidad fiscal; en segundo lugar, que los puntos de conexión de los tributos 
cedidos no sólo van a determinar, como hasta ahora, la atribución del rendimiento y la 
competencia exactora, sino también la normativa aplicable en cada caso.

Esta nueva realidad, que puede situar el volumen y la entidad de los conflictos en un 
contexto distinto del hasta ahora conocido, unida a la necesidad de dotar al sistema de 
cesión de tributos de un procedimiento específico para la resolución de aquéllos y de un 
órgano competente al efecto, aconsejó la adopción de tales medidas, a cuyo fin la antes 
citada Ley Orgánica 3/1996 añadió un capítulo IV a la LOFCA, integrado por los artículos 23 
y 24 y dedicado a la «resolución de conflictos».

Así, en efecto, los artículos 23 y 24 de la LOFCA establecen las líneas generales del 
procedimiento a seguir para la resolución de conflictos que puedan suscitarse con motivo de 
la aplicación de los puntos de conexión de los tributos cedidos, a la vez que atribuyen la 
competencia para la resolución de dichos conflictos a la Junta Arbitral que crea y regula el 
mismo capítulo IV de la LOFCA.

Por su parte, el artículo 23.3 de la LOFCA especifica que «los conflictos serán resueltos 
por el procedimiento que reglamentariamente se establezca», y la disposición adicional 
primera de la Ley Orgánica 3/1996 añade que «el Gobierno deberá reglamentar el régimen 
de procedimiento, funcionamiento y organización de la Junta Arbitral a que se refiere el 
capítulo IV de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las 
Comunidades Autónomas, inspirándose para ello en las normas reguladoras del 
procedimiento administrativo común».

Son, pues, esas dos remisiones legales a la vía reglamentaria las que constituyen el 
motivo del presente Real Decreto, el cual consta de un artículo único, dos disposiciones 
adicionales, una disposición transitoria, una disposición derogatoria, dos disposiciones 
finales y un anexo al que se incorpora el Reglamento de la Junta Arbitral de resolución de 
conflictos en materia de tributos del Estado cedidos a las Comunidades Autónomas.

El artículo único del Real Decreto se limita a aprobar el Reglamento de la Junta Arbitral 
de resolución de conflictos en materia de tributos del Estado cedidos a las Comunidades 
Autónomas, citando como fundamento para tal aprobación los preceptos de la LOFCA antes 
aludidos, e indicando que el Reglamento queda incorporado a un anexo del propio Real 
Decreto.

En la disposición adicional primera se recoge la tradicional cláusula de salvaguarda de 
los régimenes fiscales especiales vigentes en los Territorios Históricos del País Vasco y 
Navarra, cláusula ésta que en el presente caso tiene una función adicional cual es la de 
remitir la resolución de los conflictos que se susciten con el País Vasco y Navarra a la Junta 
Arbitral prevista en el concierto económico y en el convenio económico, respectivamente.

En cuanto a la disposición adicional segunda, la misma contiene una equiparación 
referencial de las Ciudades de Ceuta y Melilla a las Comunidades Autónomas, pues 
conforme a lo prevenido en los Estatutos de Automía de dichas ciudades, éstas podrán 
disponer en el futuro de tributos cedidos por el Estado como recursos de sus respectivas 
Haciendas.

Por su parte, la disposición derogatoria única del Real Decreto lleva a cabo la derogación 
expresa de los preceptos, antes aludidos, del Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones y de Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
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Jurídicos Documentados, que han venido atribuyendo competencias en materia de 
resolución de conflictos en el ámbito de esos dos impuestos a la Dirección General de 
Coordinación con las Haciendas Territoriales.

En consecuencia con tal derogación, la disposición transitoria única del propio Real 
Decreto establece que si a la fecha de entrada en vigor de la misma estuviesen pendientes 
de resolución conflictos planteados ante la Dirección General de Coordinación con las 
Haciendas Territoriales, ésta remitirá los expedientes respectivos a la Junta Arbitral a fin de 
su resolución por la misma.

Es cierto que se está ante un precepto excepcional respecto de los principios que 
informan el derecho procesal general en esta materia, si bien, no es menos cierto, que en el 
presente caso el criterio por el que opta el Real Decreto está plenamente justificado, pues la 
ubicación en sede de la Junta Arbitral de los conflictos pendientes de resolución ofrece 
mayores garantías jurídicas tanto a las partes como a los interesados en los mismos.

Por último, el cuerpo del Real Decreto se completa con dos disposiciones finales, la 
primera de las cuales contiene una cláusula de autorización al Ministro de Economía y 
Hacienda en relación con la ejecución y aplicación del propio Real Decreto, mientras que la 
segunda fija la fecha de entrada en vigor de éste en el día siguiente al de su publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado».

Según se ha indicado anteriormente, el Reglamento de la Junta Arbitral, que constituye 
el objeto principal del presente Real Decreto, aparece incorporado al anexo del mismo, y se 
estructura en un capítulo preliminar y cuatro capítulos más.

El capítulo preliminar, integrado por el artículo 1 del Reglamento de la Junta Arbitral, se 
limita a fijar el objeto del mismo que no es otro que el de establecer las normas de 
funcionamiento, organización y procedimiento de dicha Junta Arbitral.

El capítulo I, integrado por los artículos 2 y 3 del Reglamento, aclara la naturaleza y 
competencias de la Junta Arbitral en función de los términos en los que ésta aparece 
regulada en los artículos 23 y 24 de la LOFCA.

Por su parte, el capítulo II, integrado por los artículos 4, 5 y 6 del Reglamento, aborda los 
aspectos relativos a la organización de la Junta Arbitral, los cuales se concretan en la 
regulación de su composición a partir de un Presidente y de los Vocales en representación 
de la Administración General del Estado y de las Comunidades Autónomas, conforme a lo 
establecido en el artículo 24 de la LOFCA.

En materia de funcionamiento de la Junta Arbitral, el capítulo III, integrado por el artículo 
7 del Reglamento, contiene una remisión general a lo dispuesto en materia de órganos 
colegiados en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sobre Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, sin perjuicio de las 
particularidades previstas en el propio Reglamento.

Por último, es el capítulo IV, integrado por los artículos 8 a 13 del Reglamento, el que 
establece las normas reguladoras del procedimiento de la Junta Arbitral, normas éstas que 
se refieren al régimen jurídico aplicable; a la iniciación, tramitación y resolución del 
procedimiento, y a la notificación, ejecución e impugnación de los Acuerdos que adopte la 
Junta Arbitral. En general, y conforme a lo prevenido en la disposición adicional primera de la 
Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre, tales normas procedimentales se inspiran en las 
disposiciones reguladoras del procedimiento administrativo común, y en función de lo 
establecido en el artículo 23.5 de la LOFCA, obedecen a criterios de economía, celeridad y 
eficacia.

En fin, el presente Real Decreto constituye el marco adecuado para la resolución de los 
conflictos que puedan suscitarse con motivo de la aplicación de los puntos de conexión de 
los tributos del Estado cedidos a las Comunidades Autónomas.

En su virtud, al amparo de lo previsto en el artículo 23.3 de la Ley Orgánica 8/1980, de 
22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, y en la disposición 
adicional primera de la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre, de modificación parcial de 
la citada Ley Orgánica 8/1980, a propuesta del Vicepresidente Segundo del Gobierno y 
Ministro de Economía y Hacienda, previa aprobación del Ministro de Administraciones 
Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 13 de noviembre de 1998,
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DISPONGO:

Artículo único.  Aprobación del Reglamento de la Junta Arbitral de resolución de conflictos 
en materia de tributos del Estado cedidos a las Comunidades Autónomas.

Se aprueba el Reglamento de la Junta Arbitral de resolución de conflictos en materia de 
tributos del Estado cedidos a las Comunidades Autónomas regulada en los artículos 23 y 24 
de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades 
Autónomas, añadidos a dicha Ley Orgánica por el apartado ocho del artículo único de la Ley 
Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre, el cual se incluye en el anexo al presente Real 
Decreto.

Disposición adicional primera.  Regímenes fiscales del País Vasco y Navarra.
Lo dispuesto en el presente Real Decreto se entiende sin perjuicio de los regímenes 

fiscales especiales vigentes en el País Vasco y Navarra.

Disposición adicional segunda.  Referencia a las Ciudades de Ceuta y Melilla.
Las referencias a las Comunidades Autónomas contenidas en el presente Real Decreto y 

en el Reglamento incluido en su anexo serán de aplicación a las Ciudades de Ceuta y Melilla 
en relación con lo previsto en los artículos 36.9.º de las Leyes Orgánicas 1/1995 y 2/1995, de 
13 de marzo, de Estatutos de Autonomía de Ceuta y Melilla, respectivamente.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio.
Si a la fecha de entrada en vigor del presente Real Decreto estuvieran pendientes de 

resolución conflictos planteados ante la Dirección General de Coordinación con las 
Haciendas Territoriales, al amparo de los artículos 73.2.b) del Reglamento del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones, y 106.3.b) del Reglamento del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, el órgano directivo de 
referencia remitirá los expedientes respectivos a la Junta Arbitral a fin de que sean resueltos 
por ésta conforme al Reglamento incluido en el anexo del presente Real Decreto.

Tal remisión será notificada por la mencionada Dirección General a las Administraciones 
tributarias en conflicto, así como a los interesados en el mismo.

Disposición derogatoria única.  Régimen derogatorio.
A la entrada en vigor del presente Real Decreto quedan derogadas todas las 

disposiciones de rango igual o inferior que se opongan a las previsiones en él contenidas, y 
en particular, las siguientes:

a) El artículo 73.2.b) del Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, 
aprobado por Real Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre.

b) El artículo 106.3.b) del Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados, aprobado por Real Decreto 828/1995, de 29 de mayo.

Disposición final primera.  Autorización al Ministro de Economía y Hacienda.
Se autoriza al Ministro de Economía y Hacienda a dictar cuantas disposiciones sean 

necesarias en orden a la ejecución y aplicación del presente Real Decreto.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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ANEXO
Reglamento de la Junta Arbitral de resolución de conflictos en materia de 

tributos del Estado cedidos a las Comunidades Autónomas

CAPÍTULO PRELIMINAR
Objeto del Reglamento

Artículo 1.  Objeto del Reglamento.
El presente Reglamento tiene por objeto el desarrollo de las normas de funcionamiento, 

organización y procedimiento de la Junta Arbitral de resolución de conflictos en materia de 
tributos del Estado cedidos a las Comunidades Autónomas contenidas en los artículos 23 y 
24 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades 
Autónomas, añadidos a dicha Ley Orgánica por el apartado ocho del artículo único de la Ley 
Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre.

CAPÍTULO I
Naturaleza y competencias de la Junta Arbitral

Artículo 2.  Naturaleza de la Junta Arbitral.
La Junta Arbitral se configura como un órgano colegiado de deliberación y resolución de 

los conflictos a que se refiere el artículo siguiente de este Reglamento.

Artículo 3.  Competencias de la Junta Arbitral.
Es competencia de la Junta Arbitral:
a) La resolución de los conflictos que se susciten entre la Administración tributaria del 

Estado y la de una o varias Comunidades Autónomas, o entre éstas entre sí, con motivo de 
la aplicación de los puntos de conexión de los tributos cedidos.

b) La resolución de los conflictos que se suscriben entre la Administración tributaria del 
Estado y la de una o varias Comunidades Autónomas, o entre éstas entre sí, con motivo de 
la competencia en relación a los procedimientos de gestión, liquidación, recaudación e 
inspección de los tributos cedidos, de acuerdo con los puntos de conexión aplicables.

CAPÍTULO II
Organización de la Junta Arbitral

Artículo 4.  Composición de la Junta Arbitral.
La Junta Arbitral está compuesta por un Presidente y los Vocales a que se refiere el 

artículo 6 del presente Reglamento.

Artículo 5.  El Presidente de la Junta Arbitral.
1. El Presidente de la Junta Arbitral, en quien deberá concurrir la condición de jurista de 

reconocido prestigio, será nombrado por el Ministro de Economía y Hacienda a propuesta 
del Consejo de Política Fiscal y Financiera de las Comunidades Autónomas.

El nombramiento del Presidente de la Junta Arbitral deberá ser publicado en el «Boletín 
Oficial del Estado».

2. El mandato del Presidente de la Junta Arbitral tendrá una duración de cinco años 
contados desde la fecha del nombramiento, sin perjuicio de su posible renovación por 
períodos sucesivos de igual duración.

En su caso, la renovación del mandato del Presidente de la Junta Arbitral deberá llevarse 
a cabo, con iguales requisitos que los exigidos para su nombramiento, dentro del último mes 
del mandato respectivo.
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3. El Presidente de la Junta Arbitral cesará en su cargo a petición propia o por decisión 
del Ministro de Economía y Hacienda a propuesta del Consejo de Política Fiscal y Financiera 
de las Comunidades Autónomas.

El cese del Presidente de la Junta Arbitral será publicado en el «Boletín Oficial del 
Estado».

4. Son competencias del Presidente de la Junta Arbitral:
a) En general, las propias de los Presidentes de órganos colegiados señaladas en el 

artículo 23 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sobre Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, siempre que sean 
compatibles con la naturaleza y las normas de organización, funcionamiento y procedimiento 
de la Junta Arbitral establecidas en este Reglamento.

b) En particular, las previstas en este Reglamento.
5. Las retribuciones del Presidente de la Junta Arbitral serán fijadas por el Ministro de 

Economía y Hacienda.
6. Será nombrado un Presidente sustituto en la forma y con los requisitos previstos en el 

apartado 1 anterior, el cual sustituirá al Presidente en los casos de vacante, ausencia o 
enfermedad.

Artículo 6.  Los Vocales de la Junta Arbitral.
1. Son Vocales de la Junta Arbitral:
a) Cuatro representantes de la Administración del Estado.
b) Cuatro representantes de cada Comunidad Autónoma en conflicto.
2. Los Vocales de la Junta Arbitral en representación de la Administración del Estado 

serán nombrados por el Ministro de Economía y Hacienda. Actuará como Secretario de la 
Junta aquél de sus Vocales que determine el Ministro de Economía y Hacienda.

El nombramiento de los Vocales de la Junta Arbitral en representación de la 
Administración del Estado deberá ser publicado en el «Boletín Oficial del Estado».

Los cuatro Vocales nombrados por el Ministro de Economía y Hacienda representarán a 
la Administración del Estado en todos los conflictos, tanto si éstos se suscitan entre aquélla y 
la de una o varias Comunidades Autónomas, como si se suscitan entre éstas entre sí.

3. Los cuatro Vocales en representación de cada Comunidad Autónoma serán 
designados por el órgano de Gobierno respectivo:

a) Bien para cada conflicto en el que la Comunidad Autónoma sea parte interesada.
b) Bien genéricamente para todos los conflictos en los que la Comunidad Autónoma sea 

parte interesada.
En cualquier caso, los nombramientos de los cuatro Vocales representantes de cada 

Comunidad Autónoma deberán ser debida y oportunamente comunicados al Presidente de la 
Junta Arbitral.

4. Son funciones del Secretario de la Junta Arbitral:
a) En general, las especificadas en el artículo 25.3 de la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, sobre Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, siempre que no sean incompatibles con la naturaleza y las normas de 
organización, funcionamiento y procedimiento de la Junta Arbitral establecidas en este 
Reglamento.

b) Cuantas se desprendan de lo establecido en este Reglamento.

CAPÍTULO III
Funcionamiento de la Junta Arbitral

Artículo 7.  Régimen de funcionamiento de la Junta Arbitral.
En todo lo referente a las convocatorias, sesiones, adopción de acuerdos y régimen de 

funcionamiento de la Junta Arbitral se estará a lo dispuesto, en materia de órganos 
colegiados, en el capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sobre 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, sin perjuicio de las particularidades que puedan resultar del capítulo IV del presente 
Reglamento.
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CAPÍTULO IV
Procedimiento de la Junta Arbitral

Artículo 8.  Régimen aplicable.
El procedimiento de la Junta Arbitral se regirá por lo dispuesto en el presente capítulo y 

supletoriamente por las normas contenidas en el Título VI de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, sobre Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Artículo 9.  Iniciación.
1. El procedimiento se inicia mediante el planteamiento del conflicto ante la Junta Arbitral 

por la Administración tributaria del Estado o por la de cualquier Comunidad Autónoma.
2. La Administración tributaria del Estado, a través de la Dirección General de la Agencia 

Estatal de Administración Tributaria, podrá promover conflictos en los supuestos siguientes:
a) Cuando estime que, por aplicación de los puntos de conexión de los tributos cedidos, 

le corresponda el rendimiento de un determinado tributo declarado y, en su caso, ingresado 
por el sujeto pasivo en una Comunidad Autónoma, o respecto del cual ésta se haya dirigido 
a aquél para su declaración o ingreso.

b) Cuando, por aplicación de las normas reguladoras de la cesión de tributos, se 
considere competente en relación con la gestión, liquidación, recaudación o inspección de un 
tributo cedido respecto del cual esté ejerciendo o haya ejercido dichas funciones la 
Administración tributaria de una Comunidad Autónoma.

3. La Administración tributaria de cualquier Comunidad Autónoma, a través de su 
respectivo órgano competente en la materia, podrá promover conflictos en los supuestos 
siguientes:

a) Cuando estime que, por aplicación de los puntos de conexión de los tributos cedidos, 
le corresponda el rendimiento de un determinado tributo declarado y, en su caso, ingresado 
por el sujeto pasivo en la Administración tributaria de otra Comunidad Autónoma o del 
Estado, o respecto del cual cualesquiera de éstas se haya dirigido a aquél para su 
declaración o ingreso.

b) Cuando, por aplicación de las normas reguladoras de la cesión de tributos, se 
considere competente en relación con la gestión, liquidación, recaudación o inspección de un 
tributo cedido respecto del cual esté ejerciendo o haya ejercicio dichas funciones la 
Administración tributaria de cualquier otra Comunidad Autónoma o del Estado.

4. Será necesario que antes del planteamiento del conflicto la Administración tributaria 
que se considere competente haya requerido a la que estime incompetente, reclamando su 
competencia, y que esta última se haya ratificado en su competencia expresa o tácitamente. 
El mencionado requerimiento se realizará en el plazo de treinta días hábiles a contar desde 
la fecha en que la Administración que se considere competente tuviera conocimiento del acto 
o disposición que a su juicio vulnere los puntos de conexión establecidos en las normas 
reguladoras de la cesión de tributo. En el escrito de requerimiento se especificarán con 
claridad, los actos o disposiciones viciados, así como los fundamentos de derecho.

Se entiende que una Administración tributaria se ratifica tácitamente en su competencia 
cuando no atienda el requerimiento a que se refiere el párrafo anterior en el plazo de treinta 
días hábiles desde la recepción del mismo.

5. Los conflictos se promoverán en el plazo de quince días a contar desde la ratificación 
expresa o tácita a que se refiere el apartado anterior, mediante escrito dirigido al Presidente 
de la Junta Arbitral en el que se harán constar los extremos siguientes, en relación con el 
conflicto:

a) La Administración tributaria que lo plantea.
b) La Administración tributaria contra la que el mismo se plantea.
c) Todos los datos que permitan identificar el supuesto concreto objeto del mismo.
d) Los antecedentes y razonamientos en los que se fundamenta la reclamación de 

competencia.
Al escrito de planteamiento del conflicto deberán adjuntarse el escrito de requerimiento a 

la Administración tributaria contra la que se plantea el conflicto, así como el de ratificación de 
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ésta en su competencia o, en su defecto, la acreditación del transcurso del plazo de treinta 
días hábiles a que se refiere el último párrafo del apartado anterior.

6. Simultáneamente al planteamiento del conflicto la Administración tributaria promotora 
del mismo notificará esa circunstancia a la Administración tributaria afectada por aquél, 
absteniéndose ambas, desde entonces, de cualquier actuación en relación con el asunto 
objeto del conflicto.

Asimismo, las Administraciones en conflicto deberán notificar a los interesados el 
planteamiento de aquél, produciendo tal notificación efectos interruptivos de la prescripción, 
así como la interrupción de cualesquiera otros plazos que puedan afectar al expediente.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando se hubieren practicado 
liquidaciones definitivas, incluyendo las provisionales que hayan devenido firmes, con 
anterioridad al planteamiento del conflicto, dichas liquidaciones surtirán plenos efectos, 
incluyendo la recaudación de la deuda tributaria correspondiente, sin perjuicio de practicar la 
revisión de oficio prevista en la Ley General Tributaria.

Artículo 10.  Tramitación.
1. Una vez recibido el escrito de planteamiento del conflicto el Presidente de la Junta 

Arbitral acusará recibo del mismo dentro del plazo de cinco días, solicitando, en su caso, a la 
Administración tributaria promotora de aquél la subsanación de los defectos advertidos en la 
documentación exigible prevista en el apartado 5 del artículo 9 del presente Reglamento, a 
cuyo fin dicha Administración tributaria dispondrá de un plazo de diez días.

2. Cumplido el trámite anterior, el Presidente de la Junta Arbitral notificará el 
planteamiento del conflicto a la Administración tributaria contra la que el mismo se haya 
promovido, adjuntando a la notificación el escrito de planteamiento del conflicto, así como la 
documentación anexa al mismo, con las subsanaciones que, en su caso, se hubieran 
realizado.

En la notificación a que se refiere el párrafo anterior se dará a la Administración tributaria 
interesada un plazo de un mes a fin de que formule las alegaciones que tenga por 
conveniente y aporte las pruebas y documentación que estime oportunas.

3. Tras las recepción de las alegaciones o, en su defecto, al término del plazo señalado 
en el párrafo segundo del apartado anterior, el Presidente de la Junta Arbitral dispondrá de 
un plazo máximo de dos meses para completar la instrucción del expediente.

Durante ese período el Presidente de la Junta Arbitral podrá recabar de la Comisión 
Mixta de Coordinación de la Gestión Tributaria y demás órganos administrativos 
competentes por razón de la materia, así como de los interesados en el conflicto, cuantos 
antecedentes, informes y documentos estime necesarios en orden a la adecuada instrucción 
del expediente. Asimismo, y con idéntica finalidad, podrá solicitar la práctica de cuantas 
pruebas considere oportunas.

4. Una vez evacuados los trámites a que se refiere el apartado anterior, y, en todo caso, 
al término del plazo de dos meses señalados en el párrafo primero de dicho apartado, el 
Presidente de la Junta Arbitral pondrá de manifiesto el expediente a las Administraciones 
tributarias en conflicto, así como a los interesados en el mismo, todos los cuales dispondrán 
de un plazo de quince días para formular cuantas alegaciones tengan por conveniente.

5. Cumplido el trámite de alegaciones a que se refiere el apartado anterior, el Presidente 
de la Junta Arbitral dispondrá de quince días para elaborar una propuesta de resolución, la 
cual deberá comprender:

a) Una relación de todos los antecedentes del conflicto y de las actuaciones llevadas a 
cabo durante la instrucción del expediente, con una descripción sucinta de su contenido.

b) Una relación de las normas legales y reglamentarias de aplicación al caso en 
controversia.

c) Las consideraciones jurídicas en torno a cuantas cuestiones se deriven del 
expediente, hayan sido suscitadas o no por las Administraciones tributarias o interesados en 
el conflicto.

d) El contenido del acuerdo.
e) La fórmula de ejecución del acuerdo.
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Al término del plazo de quince días, y sin mayor dilación, el Presidente de la Junta 
Arbitral remitirá al Secretario de ésta la propuesta de resolución, quien, por indicación de 
aquél y en un único acto:

a) Notificará la propuesta de resolución a los restantes Vocales de la Junta Arbitral en 
representación de la Administración del Estado, así como a los Vocales representantes de 
las Administraciones de las Comunidades Autónomas en conflicto.

b) Convocará a los Vocales a que se refiere el párrafo a) anterior a la sesión de la Junta 
Arbitral de deliberación y adopción del acuerdo que proceda, con indicación de la fecha, 
lugar y hora en la que habrá de celebrarse la referida sesión, la cual deberá tener lugar 
dentro de los quince días siguientes a dicha notificación.

Desde la notificación de la propuesta de resolución a los Vocales hasta la fecha de la 
sesión de la Junta Arbitral, así como durante la celebración de ésta, aquéllos tendrán pleno 
acceso al expediente del conflicto de que se trate.

Artículo 11.  Resolución.
1. En la sesión de la Junta Arbitral señalada para la resolución del conflicto los Vocales, 

tras las oportunas deliberaciones, podrán:
a) Solicitar, previa votación, la aportación de nuevos documentos de contenido esencial 

para la resolución, en cuyo caso el Presidente de la Junta Arbitral ordenará la retroacción del 
procedimiento al momento en el que el defecto u omisión fue cometido, no obstante en la 
nueva sesión de la Junta Arbitral que se celebre para la resolución del conflicto, los Vocales 
no podrán volver a formular esta solicitud.

b) Formular observaciones a la propuesta de resolución elaborada por el Presidente de 
la Junta Arbitral.

En este caso las observaciones que impliquen modificación del contenido de dicha 
propuesta de resolución deberán ser sometidas a votación.

c) Proceder, sin más, a someter a votación la propuesta de resolución.
2. Los acuerdos de la Junta Arbitral, tanto de solicitud de nuevos documentos como de 

modificación o aprobación de la propuesta de resolución, modificada o no, deberán ser 
adoptados por mayoría de votos. En caso de empate el voto del Presidente de la Junta 
Arbitral tendrá carácter dirimente.

3. Los acuerdos que adopte la Junta Arbitral quedarán reflejados en el acta que habrá de 
extender al efecto el Secretario de aquélla, quien la remitirá al Presidente dentro de los cinco 
días siguientes al de la celebración de la sesión correspondiente.

Dentro de un plazo de otros cinco días desde la recepción del acta el Presidente de la 
Junta Arbitral habrá de redactar la resolución acordada.

Artículo 12.  Notificación y ejecución.
El Presidente de la Junta Arbitral notificará la resolución acordada a las distintas 

Administraciones tributarias en conflicto, así como a los interesados en el mismo, debiendo 
aquéllas proceder a su ejecución en los términos previstos en la propia resolución.

Artículo 13.  Impugnación.
Las resoluciones de la Junta Arbitral podrán ser impugnadas en vía contencioso-

administrativa, conforme a la legislación reguladora de dicha Jurisdicción.
La interposición del recurso contencioso-administrativo no produce, por sí misma, la 

suspensión de la ejecutoriedad de la resolución impugnada.
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§ 118

Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de 

no Residentes. [Inclusión parcial]

Ministerio de Hacienda
«BOE» núm. 62, de 12 de marzo de 2004
Última modificación: 25 de mayo de 2023

Referencia: BOE-A-2004-4527

[ . . . ]
Disposición adicional primera.  Procedimientos amistosos.

1. Los conflictos que pudieran surgir con Administraciones de otros Estados en la 
aplicación de los convenios y tratados internacionales se resolverán de acuerdo con los 
procedimientos amistosos previstos en los propios convenios o tratados sin perjuicio del 
derecho a interponer los recursos o reclamaciones que pudieran resultar procedentes.

2. Lo establecido en esta disposición adicional resulta igualmente de aplicación a los 
mecanismos de resolución de aquellos litigios con otros Estados miembros de la Unión 
Europea que se deriven de los convenios y tratados internacionales por los que se dispone 
la eliminación de la doble imposición de la renta y, en su caso, del patrimonio a que se 
refiere la Directiva (UE) 2017/1852 del Consejo, de 10 de octubre de 2017, relativa a los 
mecanismos de resolución de litigios fiscales en la Unión Europea. El acuerdo alcanzado se 
aplicará independientemente de los plazos previstos en el Derecho interno.

3. La aplicación del acuerdo alcanzado entre ambas Administraciones en el ámbito de un 
procedimiento amistoso se realizará una vez que el acuerdo adquiera firmeza.

A estos efectos, se considerará que el acuerdo adquiere firmeza en la fecha de 
recepción de la última notificación de las autoridades competentes comunicando a las 
autoridades competentes del resto de los Estados afectados la aceptación por parte de las 
personas interesadas del contenido del mismo y su renuncia al derecho a recurrir respecto 
de los elementos de la obligación tributaria que hayan sido objeto del procedimiento 
amistoso, en su caso. En el supuesto de que los recursos ya se hubieran iniciado, el acuerdo 
únicamente adquirirá firmeza una vez que la persona afectada aporte pruebas a las 
autoridades competentes de los Estados miembros afectados de que se han tomado 
medidas para poner fin a dichos procedimientos respecto de los elementos de la obligación 
tributaria que hayan sido objeto del procedimiento amistoso.

4. A estos efectos, reglamentariamente se establecerá el procedimiento para la 
resolución de estos procedimientos amistosos, así como para la aplicación del acuerdo 
resultante.
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5. No podrá interponerse recurso alguno contra los citados acuerdos, sin perjuicio de los 
recursos previstos contra el acto o actos administrativos que se dicten en aplicación de 
dichos acuerdos.

6. 1.º En los procedimientos amistosos, el ingreso de la deuda quedará suspendido 
automáticamente a instancias del interesado cuando se garantice su importe y los recargos 
que pudieran proceder en el momento de la solicitud de la suspensión, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan.

No se podrá suspender el ingreso de la deuda, de acuerdo con lo previsto en el párrafo 
anterior, mientras se pueda solicitar la suspensión en vía administrativa o jurisdiccional.

2.º Las garantías admisibles para obtener la suspensión automática a la que se refiere el 
número anterior serán exclusivamente las siguientes:

a) Depósito de dinero o valores públicos.
b) Aval o fianza de carácter solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía 

recíproca o certificado de seguro de caución.
3.º Si los procedimientos amistosos no se refieren a la totalidad de la deuda, la 

suspensión prevista en este apartado se limitará al importe afectado por los procedimientos 
amistosos.

7. En el caso de que, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 1, se simultanee 
un procedimiento amistoso previsto en los convenios o tratados internacionales con un 
procedimiento de revisión de los regulados en el título V de Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, se suspenderá el procedimiento de revisión, exclusivamente respecto de 
los elementos de la obligación tributaria que sean objeto del procedimiento amistoso, hasta 
la finalización de este último.

8. En los casos en los que la existencia de sanciones excluya el acceso a la fase arbitral 
del procedimiento amistoso, lo establecido en el apartado 7 no será de aplicación cuando se 
hubiese recurrido en vía administrativa la imposición de sanciones. En este caso, se 
impedirá el acceso a la comisión arbitral del procedimiento amistoso hasta que recaiga 
resolución firme en vía administrativa o judicial en relación con la sanción.

9. En los procedimientos tramitados al amparo del Convenio 90/436/CEE, la interposición 
de cualquier recurso o reclamación en vía administrativa o en vía contencioso-administrativa 
contra las sanciones impuestas a que se refiere el apartado 10 suspenderá la tramitación del 
procedimiento amistoso desde la interposición del primer recurso que proceda hasta que 
recaiga resolución firme en vía administrativa o judicial en relación con la sanción.

No se admitirá el inicio o será causa de terminación del procedimiento amistoso previsto 
en el párrafo anterior si las empresas de las que se trate han sido objeto de una sanción, en 
los términos establecidos en el apartado 10 de esta disposición, con carácter firme.

10. A efectos de lo previsto en los apartados 8 y 9, tendrán la consideración de 
sanciones:

a) las penas por delitos contra la Hacienda Pública a los que se refieren los artículos 305 
y 305 bis del Código Penal;

b) las sanciones por las infracciones a las que se refieren los artículos 191, 192 y 193 de 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, siempre que concurra algún criterio 
de calificación a los que se refiere el artículo 184 de dicha Ley;

c) las sanciones por las infracciones establecidas en el artículo 18.13.2.º de la Ley 
27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, siempre que concurra algún 
criterio de calificación a los que se refiere el artículo 184 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria. A estos efectos, las referencias en el citado artículo 184 a las 
declaraciones deberán entenderse realizadas a la documentación de precios de 
transferencia.

No obstante lo establecido en la letra c), no tendrá la consideración de sanciones a 
efectos de lo previsto en los apartados 8 y 9, la sanción por infracción derivada de la 
presentación de documentación incompleta cuando no dificulten gravemente la 
cuantificación o determinación del valor de mercado.

11. Los procedimientos a que se refiere esta disposición se rigen por su normativa 
específica y supletoriamente, en cuanto resulte aplicable, por la normativa tributaria.
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12. El Tribunal Económico-Administrativo Central será competente para el ejercicio de 
las funciones relativas a la constitución y funcionamiento de la comisión consultiva que se 
determinen reglamentariamente.

13. Los miembros de la comisión consultiva o de la comisión de resolución alternativa 
constituida en el marco de un procedimiento amistoso estarán obligados al más estricto y 
completo sigilo respecto de los datos tributarios que conocieran en su condición de tales, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 95 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria. La infracción de dicho deber podrá dar lugar a las responsabilidades 
legales que pudieran derivarse conforme a la normativa española y, a estos efectos, los 
miembros de estas comisiones tendrán la consideración de autoridad.

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio de la aplicación, en su 
caso, de la normativa interna de los otros Estados afectados en el ámbito propio de su 
jurisdicción.

[ . . . ]
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§ 119

Ley 13/1994, de 30 de junio, por la que se regula la Comisión Arbitral

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 142, de 27 de julio de 1994
«BOE» núm. 30, de 4 de febrero de 2012
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2012-1684

Se hace saber a todos los ciudadanos/as de Euskadi que el Parlamento Vasco ha 
aprobado la siguiente Ley 13/1994, de 30 de junio, por la que se regula la Comisión Arbitral.

PREÁMBULO
La complejidad estructural y funcional de los regímenes políticos contemporáneos ha 

supuesto que la existencia de conflictos sobre atribuciones competenciales se haya 
convertido en uno de sus elementos más característicos, especialmente en los Estados 
compuestos en los que existen diversos sujetos investidos de poder político de autogobierno.

La mayoría de las soluciones adoptadas por los distintos ordenamientos para resolver 
los conflictos han coincidido en asignar esta misión a un órgano específico que, por su 
composición y funciones, goce de una especial relevancia institucional que le permita 
realizar una tarea de singular importancia para garantizar el equilibrio institucional y, en 
definitiva, la integración del conjunto del sistema político.

De entre los conflictos cuyo conocimiento se atribuye a estos órganos, que pueden 
afectar tanto a la división horizontal del poder atendiendo a las funciones esenciales de la 
comunidad política, como son la legislativa, la ejecutiva y la judicial, como a la vertical o 
territorial, esta ley se ocupa de los segundos, habida cuenta de que la hipótesis del conflicto 
entre la pluralidad institucional propia de la Comunidad Autónoma ha determinado que el 
legislador estatutario previera la existencia de un órgano «ad hoc», para solucionar los 
conflictos entre las instituciones comunes y las forales de los territorios históricos.

Así, el artículo 39 del Estatuto establece que los conflictos de competencia que se 
puedan suscitar entre las instituciones de la Comunidad Autónoma y las de cada uno de sus 
territorios históricos se someterán a la decisión de una Comisión Arbitral, formada por un 
número igual de representantes designados libremente por el Gobierno Vasco y por la 
Diputación Foral del territorio interesado y presidida por el Presidente del Tribunal Superior 
de Justicia del País Vasco, conforme al procedimiento que una Ley del Parlamento Vasco 
determine.

La presente ley tiene por objeto dar cumplimiento a la previsión estatutaria que configura 
la Comisión Arbitral como un órgano «supra partes», cuya autoridad deriva de la citada 
disposición estatutaria y cuya garantía de independencia e imparcialidad resulta no sólo de 
su composición paritaria, sino también de la autonomía orgánica y funcional que el ejercicio 
de sus atribuciones requiere.
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Así, el título I, «La Comisión Arbitral», define, en primer lugar, su ámbito funcional, su 
objeto, y sanciona la autonomía en el ejercicio de su actividad, distinguiendo entre las 
cuestiones de competencia que puedan suscitarse en el ámbito correspondiente a las 
Cámaras, Parlamento Vasco o Juntas Generales, y los conflictos entre los órganos 
ejecutivos.

Se ocupa, también, de la composición de la Comisión Arbitral, estableciendo los 
requisitos y la forma de designación de los vocales, su estatuto personal que impide la 
separación o suspensión, el tiempo de mandato, las causas que motivan su cese o suplencia 
en determinados supuestos y el régimen de dietas e indemnizaciones. A continuación, se 
regulan los órganos de la Comisión Arbitral y, cerrando este título, se trata de la constitución 
y funcionamiento de la Comisión.

El resto de la ley versa sobre los procedimientos que se pueden sustanciar ante la 
Comisión Arbitral.

El título II recoge las disposiciones comunes a todos los procedimientos inspirándose en 
el principio de contradicción, regulándose la representación y defensa y los criterios básicos 
que configuran un procedimiento moderno: flexibilidad, agilidad e impulso de oficio. En 
definitiva, se pretende que un inadecuado rigorismo formal no sea obstáculo a la finalidad de 
equilibrio institucional a que responde la propia existencia de la Comisión.

En los títulos III y IV se desarrollan los procedimientos a que dan lugar las cuestiones y 
los conflictos de competencia, que aparecen matizados por el distinto ámbito objetivo en el 
que puede surgir la controversia competencial.

Así, las cuestiones, cuyo conocimiento se atribuye al Pleno, se promueven por 
cualquiera de las instituciones cuyo ámbito competencial puede resultar afectado, definiendo 
un modelo de control «ex ante» y dando lugar a una decisión dirigida al autor de la iniciativa 
de que se trate.

Se procura con ello la adecuada integración de los artículos 38.1 y 39 del Estatuto de 
Autonomía, conjugando el tenor de éste al definir el ámbito objetivo de la Comisión por 
referencia a los conflictos entre las instituciones, sin excepciones que minorarían su función, 
con el claro mandato contenido en aquél al afirmar la exclusividad del control del Tribunal 
Constitucional sobre las leyes del Parlamento Vasco.

Los conflictos se resuelven por las Secciones Territoriales, compuestas según el criterio 
territorial y paritario consustancial a la Comisión Arbitral. Debe destacarse la existencia para 
los conflictos de una fase previa de requerimiento de incompetencia entre Administraciones, 
fórmula hábil para dar ocasión a la solución del incipiente conflicto antes, incluso, de la 
intervención de la Comisión Arbitral. Los conflictos se definen como positivos o negativos 
según que la controversia entre las instituciones verse sobre la afirmación o el rechazo de 
una determinada competencia.

El ámbito objetivo del conflicto de competencia y la función de su resolución que atribuye 
el Estatuto de Autonomía a la Comisión Arbitral son diferentes a los atribuidos a la 
jurisdicción contencioso-administrativa. Corresponde a ésta, según su ley reguladora, el 
control de legalidad ordinario de las disposiciones y actos de la Administración, como así se 
establece, también, en el artículo 38.3 del Estatuto de Autonomía. La Comisión Arbitral 
resulta, por su parte, competente para dirimir las discrepancias que surjan entre 
determinadas instituciones, en relación a la distribución de competencias.

La Comisión Arbitral y la jurisdicción contencioso-administrativa tienen así ámbitos 
materiales y funcionales diferenciados que no deben confundirse, excluirse ni imponerse 
entre sí, y, a tal fin, además del recurso posible a los sistemas de resolución de conflictos 
previstos en el ordenamiento jurídico, la ley incorpora previsiones de relación y, cuando sea 
necesario, de inadmisión o suspensión de procedimientos. En el marco del artículo 10.6 del 
Estatuto de Autonomía, la ley regula estos principios respecto a la Comisión Arbitral, 
remitiéndose a la ley reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa para el caso de 
los tribunales de este orden.

En suma, los principios inspiradores de esta ley y la regulación que contiene son 
plenamente congruentes no sólo con las líneas avanzadas por la doctrina sino también con 
las recomendaciones realizadas por el Consejo General del Poder Judicial, habiendo 
colaborado en su elaboración el conjunto de instituciones en ella interesadas.
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TÍTULO I
La Comisión Arbitral

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  
La Comisión Arbitral es el órgano al que, en virtud del artículo 39 del Estatuto de 

Autonomía, corresponde el conocimiento y decisión de las cuestiones que, sobre la 
titularidad de competencias autonómicas o forales, le formulen las instituciones comunes o 
las de los territorios históricos que integran la Comunidad Autónoma y la resolución de los 
conflictos de competencia que se susciten entre los órganos ejecutivos de unas y otras.

Artículo 2.  
La Comisión Arbitral conocerá en los casos y en la forma que esta ley determina:
a) De las cuestiones de competencia que se le formulen respecto de:
– Proyectos y proposiciones de ley en tramitación en el Parlamento Vasco.
– Proyectos y proposiciones de norma foral en tramitación en las Juntas Generales.
b) De los conflictos de competencia positivos que se susciten en relación a las 

disposiciones, resoluciones o actos del Gobierno Vasco o de las Diputaciones Forales, o 
negativos por la omisión de unas u otros.

Artículo 3.  
La Comisión Arbitral ejerce sus funciones con autonomía orgánica y funcional para 

garantizar su objetividad e independencia.

Artículo 4.  
La Comisión Arbitral tendrá su sede en la sede del Parlamento Vasco, que a tal efecto 

prestará los medios personales y materiales que sean precisos.

CAPÍTULO II
Composición

Artículo 5.  
La Comisión Arbitral estará integrada por un Presidente y seis vocales.

Artículo 6.  
El Presidente de la Comisión Arbitral será, conforme a lo previsto en el artículo 39 del 

Estatuto de Autonomía, el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco.

Artículo 7.  
1. Los vocales de la Comisión Arbitral serán libremente designados a razón de tres por el 

Gobierno Vasco y uno por cada Diputación Foral, previa consulta informativa al Parlamento y 
a las Juntas Generales respectivas.

2. Las designaciones deberán ser publicadas en el diario oficial del territorio 
correspondiente a la institución designante y, en todo caso, en el Boletín Oficial del País 
Vasco, surtiendo efecto a partir de la fecha de su publicación en este último.
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CAPÍTULO III
Vocales

Artículo 8.  
1. Podrán ser designados vocales de la Comisión Arbitral aquellas personas que, 

reuniendo la condición política de vasco, sean licenciados en Derecho y tengan acreditada 
experiencia como juristas.

2. La designación no podrá recaer en los miembros de las instituciones legitimadas para 
actuar ante la Comisión Arbitral. Tampoco podrá ser designado vocal de la Comisión el 
personal que mantenga una relación de empleo o servicio activo con dichas instituciones.

Artículo 9.  
Los miembros de la Comisión Arbitral ejercerán su función de acuerdo con los principios 

de imparcialidad, independencia respecto de las instituciones designantes y sujeción al 
ordenamiento jurídico. Deberán observar la debida diligencia en el desempeño de sus 
funciones y reserva respecto a los asuntos de que conozcan por razón de su cargo. No 
podrán ser separados ni suspendidos sino por causa establecida en esta ley.

Artículo 10.  
Los vocales de la Comisión Arbitral desempeñan su mandato por periodos de seis años, 

siendo posible su nueva designación al término de cada periodo.

Artículo 11.  
1. Los vocales de la Comisión Arbitral cesan:
a) Por fallecimiento.
b) Por renuncia.
c) Por pérdida de la condición política de vasco.
d) Por adquirir alguna de las condiciones expresadas en el artículo 8.2.
e) Por expiración del periodo para el que hayan sido designados.
f) Por incumplimiento de sus funciones, falta de diligencia en el cargo o violación de la 

reserva propia de su función.
g) Por haber sido declarados responsables civilmente por dolo, o condenados por delito 

doloso o por culpa grave.
2. El cese en el cargo de vocal de la Comisión Arbitral se decretará de oficio por el 

Presidente, salvo en el supuesto previsto en la letra f) que se acordará por la Comisión 
Arbitral, siendo para ello preciso el voto de la mayoría del resto de sus miembros.

3. El cese tendrá efecto desde que fuere decretado o acordado y se publicará en los 
Diarios Oficiales a que se refiere el artículo 7.2.

Artículo 12.  
Los vocales de la Comisión Arbitral podrán ser suspendidos en sus funciones por el 

Presidente, como medida cautelar, en caso de procesamiento o por el tiempo indispensable 
para resolver sobre la concurrencia de la causa de cese prevista en el artículo 11.1.f).

Artículo 13.  
1. Cuando por causa de enfermedad, suspensión o ausencia continuada de alguno de 

los vocales puedan resultar comprometidos los trabajos de la Comisión Arbitral, el 
Presidente propondrá al Pleno la adopción de cuantas medidas sean precisas. La solución 
que se adopte deberá respetar, en todo caso, la regla de paridad en la composición de la 
Comisión exigida en el artículo 39 del Estatuto de Autonomía.

2. Si las circunstancias lo exigieren, el Presidente podrá requerir a la institución que 
corresponda para que señale a otro de los vocales de la Comisión al efecto de que se ocupe 
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de las obligaciones del ausente o enfermo o bien para que realice otra designación en 
persona idónea, por el tiempo que permanezca la causa que originó la ausencia.

3. Idénticas reglas se seguirán en los supuestos en los que se produzca la abstención o 
recusación de alguno de los vocales de la Comisión Arbitral.

Artículo 14.  
1. En los supuestos de cese señalados en el artículo 11, a excepción del previsto en su 

letra e), el Presidente lo pondrá en conocimiento de la institución que corresponda para que, 
en el plazo de los quince días siguientes a la comunicación, realice nueva designación en 
persona idónea por el tiempo que reste para completar el periodo de mandato del vocal 
cesado.

2. Efectuada la designación, se procederá conforme a las reglas previstas en el capítulo 
V del presente título.

Artículo 15.  
1. Los miembros de la Comisión Arbitral no tendrán derecho a retribución alguna por el 

ejercicio de sus funciones.
2. El Presidente y los vocales de la Comisión Arbitral tendrán derecho a la dieta que se 

establezca para cada asunto tratado, así como a resarcirse de cuantos gastos se vean 
obligados a realizar en razón del cargo, previa justificación de los mismos.

3. Las dietas y gastos del Presidente serán abonados con cargo a los créditos que al 
efecto se incluyan entre las dotaciones consignadas para la Administración de Justicia en los 
Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma Vasca.

4. Las dietas y gastos de los vocales serán satisfechos con cargo a los Presupuestos 
Generales elaborados por las respectivas instituciones designantes.

CAPÍTULO IV
Órganos

Artículo 16.  
Son órganos de la Comisión Arbitral:
– El Presidente.
– El Pleno.
– Las Secciones Territoriales.

Artículo 17.  
El Presidente de la Comisión Arbitral tiene las siguientes funciones:
a) Ostenta la representación de la Comisión Arbitral.
b) Convoca y preside las sesiones del Pleno y de las Secciones Territoriales.
c) Fija el orden del día.
d) Autoriza con su firma los acuerdos del Pleno y de las Secciones Territoriales.
e) Adopta las medidas precisas para el funcionamiento de la Comisión Arbitral.
f) Aquellas otras que esta ley le encomiende.

Artículo 18.  
El Pleno de la Comisión Arbitral, integrado por los siete miembros de la misma, ejerce las 

funciones siguientes:
a) Conoce y decide las cuestiones de competencia.
b) Adopta las decisiones relativas a sus miembros previstas en el capítulo III del presente 

título.
c) Aprueba su Reglamento de organización y funcionamiento, que deberá publicarse en 

el Boletín Oficial del País Vasco y en los de los territorios históricos.
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d) Las que siendo competencia de la Comisión Arbitral no estén atribuidas expresamente 
a otros órganos y aquellas que esta ley le encomiende.

Artículo 19.  
1. En el seno de la Comisión Arbitral existirán tres Secciones Territoriales, una por cada 

territorio histórico.
2. Las Secciones Territoriales se componen de tres miembros:
– El Presidente de la Comisión Arbitral.
– Un vocal designado por el Gobierno.
– El vocal designado por la Diputación Foral correspondiente.
3. El Gobierno, al designar a sus vocales, indicará la Sección Territorial a la que se 

adscribe cada uno de ellos.
4. Las Secciones Territoriales conocen y resuelven los conflictos de competencia que se 

susciten entre el Gobierno y la Diputación Foral del territorio histórico del que reciben su 
denominación.

CAPÍTULO V
Constitución y funcionamiento

Artículo 20.  
1. Para la renovación y constitución de la Comisión Arbitral se procederá de la siguiente 

manera:
a) Tres meses antes de terminar el periodo para el que los vocales hayan sido 

designados, el Presidente de la Comisión Arbitral requerirá al Gobierno y a las Diputaciones 
Forales para que en el plazo de treinta días realicen las respectivas designaciones para el 
siguiente periodo.

b) En los quince días siguientes a la publicación de las designaciones en el Boletín 
Oficial del País Vasco, el Presidente de la Comisión Arbitral convocará al Pleno al solo objeto 
de dictaminar sobre el cumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo 8.

c) Si el Pleno apreciare la falta de alguno de dichos requisitos, el Presidente lo 
comunicará de inmediato al órgano que corresponda, a fin de que proceda a realizar una 
nueva designación en persona idónea.

d) Dictaminada la idoneidad, se procederá a la toma de posesión de los miembros de la 
Comisión Arbitral, quedando así constituida. Hasta ese momento la Comisión Arbitral 
anterior continuará en el ejercicio de sus funciones.

2. La apreciación de los requisitos de idoneidad de cada designado para la primera 
constitución de la Comisión Arbitral corresponderá al Presidente y al resto de designados.

Artículo 21.  
Las sesiones del Pleno y de las Secciones Territoriales serán convocadas por el 

Presidente. A la convocatoria se acompañará un orden del día de los asuntos a tratar.

Artículo 22.  
1. Para la adopción de acuerdos será necesaria la asistencia de todos los componentes 

del órgano de que se trate.
2. Las decisiones del Pleno y de las Secciones Territoriales se adoptarán por mayoría 

simple, salvo las excepciones contenidas en esta ley.
3. Salvo en los temas relativos a organización y funcionamiento, no cabrán abstenciones 

en las votaciones que se realicen en cualquiera de los órganos de la Comisión Arbitral.

Artículo 23.  
Las reuniones de la Comisión Arbitral se celebrarán en su sede o en la de cualquiera de 

las instituciones legitimadas para promover asuntos ante ella. La institución en cuya sede 
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tenga lugar la sesión prestará los medios personales y materiales precisos para su adecuado 
funcionamiento.

Artículo 24.  
1. Los acuerdos de la Comisión se redactarán por el vocal que al efecto se designe en 

cada caso y serán rubricados por todos sus miembros, excepto los que formulen votos 
particulares.

2. Los votos particulares serán redactados y suscritos por quien los emita.

TÍTULO II
Disposiciones comunes sobre procedimiento

Artículo 25.  
Las instituciones comunes y forales actuarán ante la Comisión Arbitral a través de sus 

respectivos letrados o abogados designados al efecto.

Artículo 26.  
1. La iniciación del procedimiento deberá hacerse por escrito fundado en el que se fijará, 

con precisión y claridad, la vulneración competencial que se considera existente, con 
expresión de cuantas alegaciones se estimen oportunas.

2. Dicho escrito se presentará en la sede de la Comisión Arbitral.
3. El Presidente convocará al órgano correspondiente de la Comisión, según el 

procedimiento de que se trate, en los diez días siguientes a la recepción del escrito de 
iniciación y alegaciones.

Artículo 27.  
La Comisión Arbitral apreciará, de oficio o a instancia de parte, su falta de competencia.

Artículo 28.  
La Comisión Arbitral, por unanimidad del Pleno o de las Secciones Territoriales, según el 

procedimiento de que se trate, podrá acordar mediante resolución la inadmisión de la 
cuestión o conflicto competencial promovido, cuando concurra alguno de los siguientes 
motivos:

a) Que el procedimiento se suscite respecto de asuntos no previstos en la presente ley 
como susceptibles de su conocimiento.

b) Que el escrito de iniciación carezca manifiestamente de contenido que justifique una 
decisión sobre el fondo.

c) Que la Comisión Arbitral hubiere ya desestimado en cuanto al fondo un procedimiento 
sustancialmente igual y respecto al que exista identidad en las partes, señalando 
expresamente en la resolución de inadmisión aquellos precedentes desestimatorios. Si en 
este supuesto la Comisión Arbitral entendiere del asunto apartándose del precedente, 
deberá señalar en la decisión definitiva los motivos en que se fundamenta.

Artículo 29.  
1. Cuando en el escrito de iniciación concurran defectos de carácter subsanable, la 

Comisión notificará al promotor los motivos de inadmisión que hubiere advertido, con objeto 
de que los subsane en el plazo de diez días.

2. De no producirse la subsanación en el plazo indicado, se acordará la inadmisión.

Artículo 30.  
1. Recibido el escrito de iniciación de una cuestión o de un conflicto de competencia, la 

Comisión Arbitral lo comunicará al resto de instituciones legitimadas en cada procedimiento 
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por si, en el plazo que a tal efecto les señale, estiman oportuno intervenir como parte en el 
mismo.

2. A quienes hubieren comparecido en este trámite se les dará traslado del expediente a 
fin de que realicen las alegaciones que estimen oportunas, participando también en el resto 
del procedimiento.

3. Cuando, como consecuencia del trámite previsto en este artículo, comparezcan otras 
instituciones distintas de las que iniciaron el conflicto de competencia, la tramitación y 
resolución del mismo corresponderá a las Secciones Territoriales afectadas, que actuarán 
conjuntamente.

Artículo 31.  
1. La Comisión Arbitral podrá, a instancia de parte o de oficio, en cualquier momento y 

previa audiencia de los comparecidos en el procedimiento, disponer la acumulación de 
aquellas cuestiones o conflictos de competencia que en razón de su conexión justifiquen la 
unidad de tramitación y decisión. La audiencia se hará por plazo que no exceda de diez días.

2. La acumulación de conflictos de competencia de los que estuvieren conociendo 
distintas Secciones Territoriales será acordada por éstas en sesión conjunta. En tal 
supuesto, la tramitación y resolución de los procedimientos acumulados se decidirá 
conjuntamente, también, por las Secciones Territoriales afectadas.

Artículo 32.  
La Comisión, en cualquier tiempo anterior a la decisión o resolución, podrá comunicar a 

los comparecidos en el procedimiento la eventual existencia de otros motivos distintos de los 
alegados y con relevancia para acordar lo procedente sobre la admisión o inadmisión y, en 
su caso, sobre el fondo de la pretensión competencial de que se trate. La audiencia será 
común, por plazo no superior a diez días, con suspensión del término para dictar la decisión 
o resolución que procediere.

Artículo 33.  
1. La Comisión Arbitral podrá recabar de los órganos implicados la remisión del 

expediente y de los informes o documentos de incidencia en la cuestión o conflicto de que se 
trate.

2. En tal caso, el expediente deberá ser remitido en el plazo que se determine, bajo la 
personal y directa responsabilidad del jefe de la dependencia en la que obrase.

3. Tras el recibo del expediente, a instancia de parte, se habilitará un plazo en el que la 
información o documentos puedan ser conocidos por las partes, a efecto de que aleguen lo 
que a su derecho convenga. La puesta a la vista de la documentación y alegaciones de las 
partes no podrá superar el plazo de diez días.

4. La Comisión Arbitral dispondrá las medidas necesarias para preservar el secreto que 
legalmente pueda afectar a la documentación y el que acuerde motivadamente para 
determinadas actuaciones.

Artículo 34.  
La Comisión, de oficio o a instancia de parte, podrá acordar la práctica de prueba cuando 

lo estime necesario y resolverá libremente sobre la forma y el tiempo de su realización, sin 
que en ningún caso pueda exceder de quince días.

Artículo 35.  
La Comisión Arbitral, de oficio o a instancia de parte, antes de finalizar el procedimiento 

de que se trate deberá subsanar o convalidar los defectos que hubieran podido producirse 
durante su tramitación.
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Artículo 36.  
1. El promotor de una cuestión o conflicto competencial podrá desistir de su acción en 

cualquier momento procedimental anterior a la decisión o resolución. El desistimiento 
implicará la terminación del procedimiento, lo que se comunicará a la otra parte.

2. Igualmente, terminará el procedimiento cuando la institución de la que emane el 
asunto objeto de la cuestión o conflicto competencial acceda a lo solicitado en el escrito de 
iniciación del procedimiento, en cualquier momento anterior a la decisión o resolución.

Artículo 37.  
1. En las decisiones o resoluciones que pongan fin a los procedimientos podrán 

reflejarse en voto particular las opiniones discrepantes.
2. Las decisiones y resoluciones se publicarán en el Boletín Oficial del País Vasco y, en 

su caso, en el del territorio histórico interesado.

Artículo 38.  
En la ordenación de los asuntos de la Comisión será preferente la tramitación de las 

cuestiones de competencia respecto a los procedimientos de conflicto.

Artículo 39.  
Los plazos previstos en la presente ley son improrrogables, a excepción del establecido 

para emitir la decisión o resolución del procedimiento.

Artículo 40.  
1. Los plazos señalados por días se entenderán referidos a días naturales. Su cómputo, 

a contar de un día determinado, se realizará a partir del día siguiente a éste.
2. Los plazos fijados por meses se computarán de fecha a fecha. Cuando en el mes del 

vencimiento no hubiera día equivalente al inicial del cómputo, se entenderá que el plazo 
expira el último del mes.

Artículo 41.  
1. Los miembros de la Comisión Arbitral deberán abstenerse y, en su defecto, podrán ser 

recusados cuando concurra causa legal.
2. Únicamente podrán recusar las partes en los procedimientos.
3. Son causas de abstención y, en su caso, de recusación:
a) El vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco por 

consanguinidad o afinidad dentro del segundo grado con el letrado o abogado de cualquiera 
de las partes que intervengan en el procedimiento.

b) Haber tenido relación profesional con el asunto de que se trate.
c) Tener interés directo o indirecto en la causa sometida a su conocimiento.
4. Cuando un miembro de la Comisión Arbitral considere que existe una causa por la que 

debe abstenerse, lo comunicará al Pleno o, en su caso, a la Sección que conozca del 
procedimiento.

5. En el supuesto de que se plantee, por cualquiera de las partes en un procedimiento, 
escrito de recusación contra un miembro de la Comisión, el recusado manifestará al Pleno o, 
en su caso, a la Sección que conozca del procedimiento su criterio sobre si concurre o no en 
él la causa alegada. Si su criterio es favorable a la recusación, se separará automáticamente 
del procedimiento en que se produce. En caso contrario, el Pleno o la Sección competente 
para conocer de dicho procedimiento resolverá sobre la recusación, sin que el miembro 
afectado participe en esta decisión.

6. Producida la abstención o decidida la recusación, se aplicará lo dispuesto en el 
artículo 13.3 de la presente ley, garantizándose la regla de paridad en la composición de la 
Comisión.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 119  Ley por la que se regula la Comisión Arbitral [País Vasco]

– 488 –



Artículo 42.  
Las notificaciones que realicen la Comisión o cualquiera de sus órganos a las partes 

podrán realizarse por los medios que consideren más adecuados, siempre que garanticen la 
constancia de su práctica.

Artículo 43.  
Las actuaciones entre las partes y la Comisión Arbitral se realizarán en su sede. A ella 

se remitirán, en particular, los escritos que las partes deban dirigir a los órganos de la 
Comisión.

TÍTULO III
Cuestiones de competencia

CAPÍTULO I
Iniciación

Artículo 44.  
Mediante el procedimiento sobre cuestiones de competencia la Comisión Arbitral decide 

sobre la titularidad de las competencias autonómicas o forales que resulten controvertidas 
con ocasión de un proyecto o proposición de ley o de norma foral.

Artículo 45.  
1. El Parlamento Vasco podrá plantear cuestiones de competencia con respecto a 

proyectos o proposiciones de norma foral.
2. Asimismo, las Juntas Generales de los territorios históricos podrán promover 

cuestiones de competencia con respecto a los proyectos o proposiciones de ley.

Artículo 46.  
Podrán también promoverse cuestiones de competencia por el Gobierno Vasco respecto 

de los proyectos y proposiciones de norma foral en trámite en las Juntas Generales, y por las 
Diputaciones Forales respecto de los proyectos y proposiciones de ley que se estuviesen 
sustanciando en el Parlamento Vasco.

CAPÍTULO II
Tramitación

Artículo 47.  
1. Las cuestiones de competencia se plantearán en los veinte días siguientes a la fecha 

de publicación de la iniciativa en el Boletín Oficial del Parlamento Vasco o de las Juntas 
Generales respectivas.

2. El plazo de interposición será de quince días cuando haya sido acordada la 
tramitación urgente de la iniciativa.

3. El planteamiento de la cuestión se hará en la forma prevista en el artículo 26 de la 
presente ley.

Artículo 48.  
En aquellos casos en los que por cualquier circunstancia se sustituya la publicación de 

una iniciativa por su comunicación a los miembros del Parlamento Vasco o de las Juntas 
Generales respectivas, ésta deberá comunicarla igualmente y de forma simultánea a las 
instituciones legitimadas para interponer la cuestión de competencia de conformidad con 
esta ley.
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Artículo 49.  
El promotor de la cuestión comunicará, en el mismo día, su interposición a la Mesa del 

Parlamento Vasco o de las Juntas Generales respectivas que estuvieren conociendo de la 
iniciativa, ordenando ésta la suspensión de su tramitación.

Artículo 50.  
1. La Comisión Arbitral decidirá sobre la admisión a trámite de la cuestión de 

competencia en la primera sesión que celebre para tratar de la misma, en el plazo 
establecido en el artículo 26.3. Si la declarara inadmisible podrá proseguirse la tramitación 
de la iniciativa objeto de aquélla.

2. Una vez admitida a trámite, la Comisión dará traslado del escrito de iniciación al autor 
del proyecto o proposición de ley o de norma foral, para que en el plazo de veinte días 
presente cuantas alegaciones estime convenientes.

3. Asimismo, se realizarán las comunicaciones a que se refiere el artículo 30 de la 
presente ley.

Artículo 51.  
1. La Comisión Arbitral, cuando se solicite según lo dispuesto en el presente artículo, 

podrá levantar excepcionalmente la suspensión de la tramitación de la iniciativa, si así lo 
exigieran circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad y atendiendo a los intereses 
públicos en juego. Podrá también acordarse el levantamiento parcial de la suspensión, 
manteniéndose respecto a alguna parte determinada del proyecto o proposición, cuando la 
Comisión estime que ello no quiebra la unidad de comprensión y congruencia del mismo.

2. La Mesa del Parlamento Vasco o de las Juntas Generales respectivas en que se 
estuviere tramitando la iniciativa, o el autor de la misma, podrán alegar la necesidad de 
levantar la suspensión, en el plazo de cinco días a contar desde la notificación de la 
admisión a trámite de la cuestión de competencia. En dichas alegaciones deberán quedar 
patentes las circunstancias extraordinarias que justifiquen el levantamiento de la suspensión.

3. De la solicitud de levantamiento de la suspensión se dará traslado a quien hubiere 
promovido la cuestión de competencia a fin de que presente las alegaciones que estime 
oportunas en el plazo de cinco días.

4. La Comisión resolverá en otros cinco días.

Artículo 52.  
1. La regla general de suspensión automática de la tramitación no será aplicable a las 

cuestiones de competencia que se susciten respecto a los proyectos de ley o de norma foral 
de Presupuestos Generales.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior será aplicable a los proyectos de ley a que se 
refieren los artículos 22 y 29 de la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las 
Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus territorios 
históricos.

3. Las cuestiones de competencia que tengan por objeto los proyectos de ley o de norma 
foral mencionados en los números 1 y 2 de este artículo, serán de preferente tramitación y 
decisión.

CAPÍTULO III
Decisión

Artículo 53.  
1. La Comisión Arbitral en Pleno, a la vista de lo actuado, emitirá su decisión en el plazo 

de un mes a contar desde el último trámite que se haya efectuado.
2. Excepcionalmente, el Pleno podrá acordar una prórroga de otro mes para la emisión 

de la decisión.
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Artículo 54.  
1. La decisión determinará si el proyecto o proposición se adecua a la distribución de 

competencias entre las instituciones comunes y forales establecida en el Estatuto de 
Autonomía.

2. Indicará también si el Proyecto o Proposición modifica o afecta al sistema 
competencial o a la distribución de competencias entre las instituciones Comunes y Forales 
establecidos en la legislación en vigor.

Artículo 55.  
Las decisiones de las cuestiones de competencia se notificarán a la Mesa del 

Parlamento Vasco o de las Juntas Generales respectivas en que se estuviere tramitando la 
iniciativa y producirán los siguientes efectos:

1. Si la decisión declarara la conformidad de la iniciativa con el ordenamiento jurídico, se 
acordará el levantamiento de la suspensión del procedimiento de su elaboración, 
continuándose la tramitación conforme a lo previsto en el Reglamento del Parlamento Vasco 
o Juntas Generales respectivas.

2. Si la decisión declarara que un proyecto de ley es contrario a las competencias forales 
previstas en el Estatuto de Autonomía, el Gobierno deberá proceder a su retirada.

3. Si la decisión declarara que un proyecto de norma foral es contrario al Estatuto de 
Autonomía o a las leyes que delimiten competencias entre las instituciones comunes y las 
forales, el Consejo de Gobierno de la Diputación Foral correspondiente deberá proceder a su 
retirada.

4. Si la decisión declarara que una proposición de ley es contraria al Estatuto de 
Autonomía, la Mesa del Parlamento convocará al Pleno a fin de que la conozca y la cumpla, 
realizando en su caso la adaptación de la Proposición.

5. Igual procedimiento y efecto se seguirán en el caso de las proposiciones de norma 
foral que vulneren el Estatuto de Autonomía o el resto de leyes que delimiten competencias 
entre las instituciones comunes y las forales.

6. Si la decisión estableciera que el proyecto o proposición de ley supone la modificación 
de la delimitación competencial entre las instituciones comunes y las forales establecida en 
leyes distintas del Estatuto de Autonomía, el Gobierno, o el Parlamento en caso de las 
proposiciones, decidirán respecto al mantenimiento de la iniciativa.

Artículo 56.  
Además de las publicaciones exigidas en el artículo 37.2, la decisión sobre la cuestión de 

competencia se comunicará a quienes hayan sido parte en el procedimiento y, en su caso, a 
la institución en la que se estuviera tramitando la iniciativa.

Artículo 57.  
1. En los supuestos previstos en el artículo 52 y en aquellos en los que, 

excepcionalmente y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 51, se hubiere levantado 
la suspensión de la tramitación de la iniciativa, las decisiones de la Comisión que se dicten 
con posterioridad a la completa aprobación del dictamen de un proyecto o proposición no 
producirán efectos directos con respecto a las leyes o normas forales a que den lugar 
aquéllos.

2. Tampoco producirán efecto directo las decisiones de las cuestiones de competencia 
sobre proyectos o proposiciones de ley o de Norma Foral en las que la especialidad de los 
procedimientos regulados en los Reglamentos del Parlamento Vasco o de las Juntas 
Generales respectivas haya hecho imposible la suspensión prevista en el artículo 49.

3. No obstante lo establecido en los números anteriores, dichas decisiones podrán ser 
alegadas en los conflictos de competencia que se suscitaren contra las disposiciones y actos 
aprobados en su desarrollo o aplicación.
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TÍTULO IV
Conflictos de competencia

CAPÍTULO I
Conflictos positivos de competencia

Artículo 58.  
1. Cuando el Gobierno Vasco considere que una disposición, resolución o acto de una 

Diputación Foral, de sus órganos o de los entes que de ella dependan no respeta el orden de 
competencias establecido, requerirá al órgano ejecutivo de aquélla para que sea derogada la 
disposición o anulados la resolución o el acto en cuestión.

2. De igual modo y en los mismos casos actuarán las Diputaciones Forales frente a las 
disposiciones, resoluciones o actos que emanen del Gobierno o de sus órganos y entes.

3. El requerimiento deberá formularse en los veinte días siguientes al de la publicación o 
notificación de la disposición, resolución o acto que se considere viciado de incompetencia, 
dirigiéndose al órgano ejecutivo superior de la Administración de la que éste haya emanado.

4. El requerimiento será escrito y motivado concretándose los preceptos de la 
disposición o aspectos de la resolución o acto que se consideren viciados de incompetencia.

5. El órgano requerido deberá atender o rechazar el requerimiento que se le formule en 
el plazo máximo de un mes, a cuyo término se entenderán rechazados los no resueltos 
expresamente.

Artículo 59.  
1. En los veinte días siguientes a la notificación del rechazo o al término del plazo 

establecido para acordarlo, el órgano requirente, si no se ha satisfecho su pretensión, podrá 
plantear el conflicto ante la Comisión Arbitral, de acuerdo con lo establecido en el artículo 26.

2. El escrito de planteamiento será motivado y especificará su objeto, los preceptos de la 
disposición o los puntos concretos de la resolución o acto que se entienden viciados de 
incompetencia, así como las disposiciones legales de las que resulta la incompetencia 
alegada.

Artículo 60.  
En todo caso, el conflicto positivo de competencia versará exclusivamente sobre la 

titularidad de la competencia debatida con ocasión de una disposición, resolución o acto del 
Gobierno Vasco o de una Diputación Foral. Por ello, las instituciones legitimadas para 
promover conflictos positivos de competencia no podrán incluir entre sus pretensiones otras 
cuestiones relativas al control de legalidad de los actos, acuerdos y normas reglamentarias 
que corresponden a la jurisdicción contencioso-administrativa. Si llegaran a plantearse tales 
cuestiones, la Sección Territorial correspondiente apreciará su falta de competencia, según 
lo previsto en el artículo 27 de la presente ley.

Artículo 61.  
1. La Comisión Arbitral dará traslado del escrito de iniciación a la otra parte, que 

dispondrá para presentar sus alegaciones de un plazo de veinte días.
2. Igualmente realizará las comunicaciones a que se refiere el artículo 30 de la presente 

ley.

Artículo 62.  
1. Los legitimados para interponer conflicto positivo de competencia podrán solicitar de la 

Comisión Arbitral la suspensión de la disposición, resolución o acto denunciado de 
incompetencia, invocando la posible producción de perjuicios irreparables como 
consecuencia de su aplicación o ejecución.

2. La Comisión Arbitral dará traslado de lo solicitado a la otra parte para que alegue lo 
conveniente a su derecho en el plazo de diez días.
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3. La Comisión Arbitral resolverá en el plazo máximo de diez días.
4. No cabrá ulterior recurso contra la suspensión.
5. La suspensión producirá efectos desde que fuera comunicada a las partes, y se 

publicará en el Boletín Oficial del País Vasco y en el del territorio histórico interesado.

CAPÍTULO II
Conflictos negativos de competencia

Artículo 63.  
1. El Gobierno podrá plantear conflicto negativo cuando hubiese requerido a una 

Diputación Foral para que ejercite las atribuciones que entienda de su competencia y hubiera 
sido desatendido declarándose incompetente el órgano requerido, o por la simple inactividad 
durante el plazo fijado en el mismo requerimiento, que no podrá ser inferior a un mes.

2. De igual modo actuarán las Diputaciones Forales requiriendo, en su caso, al Gobierno 
el ejercicio de sus atribuciones.

3. Si el requirente no viere satisfecha su pretensión, podrá promover el conflicto negativo 
de competencia en los veinte días siguientes a la conclusión del plazo señalado en el 
requerimiento o, en su caso, a la contestación expresa y desestimatoria del mismo.

4. La interposición del conflicto negativo de competencia se realizará en la forma 
establecida por el artículo 26.

Artículo 64.  
1. Al escrito de formalización del conflicto se acompañarán los documentos que 

acrediten haber agotado el procedimiento del artículo anterior y los acuerdos adoptados en 
él.

2. La Comisión Arbitral dará traslado del escrito de iniciación a la otra parte, que 
dispondrá para presentar sus alegaciones de un plazo de veinte días.

3. Igualmente realizará las comunicaciones a que se refiere el artículo 30 de la presente 
ley.

CAPÍTULO III
Resolución de los conflictos de competencia

Artículo 65.  
Se denominarán Resoluciones los pronunciamientos que decidan los conflictos de 

competencia y los que, recayendo sobre un incidente, pongan término a lo principal haciendo 
imposible su continuación.

Artículo 66.  
1. Las Secciones Territoriales constituidas en el seno de la Comisión Arbitral dictarán las 

resoluciones en el plazo máximo de un mes a contar desde el último trámite efectuado en el 
proceso conflictual.

2. Conforme a la excepción prevista en el artículo 39 podrá acordarse, por unanimidad 
de los componentes de la Sección Territorial, una prórroga por otro mes.

Artículo 67.  
Las resoluciones se notificarán a las partes, sin perjuicio de su publicación conforme al 

artículo 37.2.

Artículo 68.  
1. La resolución de la Sección Territorial correspondiente declarará, con carácter 

definitivo y sin que contra ella quepa interponer recurso alguno, a qué institución 
corresponde la competencia controvertida en el conflicto de competencia.
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2. En el caso de los conflictos positivos de competencia, el órgano del que provenga la 
disposición o acto viciado de incompetencia deberá derogarlo o anularlo en ejecución de la 
resolución.

3. La resolución se fundamentará en el Estatuto de Autonomía, la Ley 27/1983, de 25 de 
noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los 
Órganos Forales de sus territorios históricos o, en general, la legislación en vigor que 
delimite las competencias entre las instituciones comunes y forales.

Disposición adicional.  
1. Los tribunales del orden contencioso-administrativo no admitirán a trámite, conforme a 

lo establecido en la ley reguladora de su jurisdicción, las pretensiones que se suscitaren por 
las Diputaciones Forales o por el Gobierno Vasco cuyo objeto consista en una reivindicación 
competencial entre dichas instituciones.

2. Si un proceso contencioso-administrativo planteado por el Gobierno Vasco, una 
Diputación Foral o un tercero, interesando el control de legalidad propio de la jurisdicción 
contencioso-administrativa, respecto a una disposición, resolución o acto, pudiera verse 
afectado por la resolución de una cuestión o de un conflicto de competencia de los que 
estuviere conociendo la Comisión Arbitral, el tribunal, conforme a la ley reguladora de su 
jurisdicción, podrá acordar la suspensión del mismo en la forma y por el plazo en ella 
establecidos.

Disposición transitoria.  
En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente ley, el Gobierno y las 

Diputaciones Forales procederán a realizar las designaciones de los vocales que les 
corresponden, constituyéndose la Comisión Arbitral conforme al artículo 20 y demás 
concordantes de la presente ley.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 119  Ley por la que se regula la Comisión Arbitral [País Vasco]

– 494 –



§ 120

Ley 28/1990, de 26 de diciembre, por la que se aprueba el Convenio 
Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra. 

[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 310, de 27 de diciembre de 1990

Última modificación: 4 de abril de 2023
Referencia: BOE-A-1990-31117

[ . . . ]
ANEJO

ACUERDO PRIMERO
Aprobar el texto del Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de 

Navarra, que se incorpora a la presente Acta.

CONVENIO ECONOMICO ENTRE EL ESTADO Y LA COMUNIDAD FORAL DE 
NAVARRA

[ . . . ]
TÍTULO I

Armonización tributaria

[ . . . ]
CAPÍTULO VII
Junta Arbitral

Artículo 51.  Junta Arbitral.
1. Se constituye una Junta Arbitral que tendrá atribuidas las siguientes funciones:
a) Conocer de los conflictos que surjan entre las Administraciones interesadas como 

consecuencia de la interpretación y aplicación del presente convenio a casos concretos 
concernientes a relaciones tributarias individuales.

En particular, resolver las controversias en relación con consultas referentes a la 
aplicación de los puntos de conexión contenidos en el Convenio Económico sobre las que no 
se haya llegado a acuerdo en el seno de la Comisión Coordinadora, así como en relación 
con los supuestos previstos en el artículo 46 bis del presente Convenio Económico.
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b) Resolver los conflictos que se planteen entre la Administración del Estado y la de la 
Comunidad Foral, o entre ésta y la Administración de una comunidad autónoma, en relación 
con la aplicación de los puntos de conexión de los tributos cuya exacción corresponde a la 
Comunidad Foral de Navarra y la determinación de la proporción correspondiente a cada 
Administración en los supuestos de tributación conjunta por el Impuesto sobre Sociedades o 
por el Impuesto sobre el Valor Añadido.

c) Resolver las discrepancias que puedan producirse con respecto a la domiciliación de 
los contribuyentes.

2. La Junta Arbitral estará integrada por tres miembros cuyo nombramiento se hará por 
la persona titular del Ministerio competente en materia de Hacienda y por la persona titular 
del Departamento competente en materia de Hacienda del Gobierno de Navarra.

Los árbitros serán nombrados para un período de seis años. En caso de producirse una 
vacante, será cubierta por el mismo procedimiento de nombramiento. El nuevo miembro será 
nombrado para la parte del período de mandato que faltaba por cumplir al sustituido.

Los integrantes de la Junta Arbitral serán designados entre expertos de reconocido 
prestigio en materia tributaria o hacendística.

3. La Junta Arbitral resolverá conforme a Derecho todas las cuestiones que ofrezca el 
expediente, hayan sido o no planteadas por las partes o los interesados, incluidas las 
fórmulas de ejecución.

Los acuerdos de esta Junta Arbitral, sin perjuicio de su carácter ejecutivo, únicamente 
serán susceptibles de recurso en vía contencioso-administrativa y ante la Sala 
correspondiente del Tribunal Supremo.

4. Cuando se suscite el conflicto de competencias, las Administraciones afectadas lo 
notificarán a los interesados, lo cual determinará la interrupción de la prescripción, y se 
abstendrán de cualquier actuación ulterior relativa a dicho conflicto.

Los conflictos serán resueltos por el procedimiento que reglamentariamente se 
establezca, en el que se dará audiencia a los interesados. Reglamentariamente se regulará 
un procedimiento abreviado aplicable en los supuestos establecidos en la letra g) del artículo 
67.2 y en el apartado 3 del artículo 46 bis del presente Convenio Económico.

5. Cuando se suscite el conflicto de competencias, hasta tanto sea resuelto el mismo, la 
Administración que viniera gravando a los contribuyentes en discusión continuará 
sometiéndolos a su fuero, sin perjuicio de las rectificaciones y compensaciones tributarias 
que deban efectuarse entre las Administraciones, retrotraídas a la fecha desde la que 
proceda ejercer el nuevo fuero tributario, según el acuerdo de la Junta Arbitral.

[ . . . ]
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§ 121

Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto 
Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 124, de 24 de mayo de 2002

Última modificación: 4 de abril de 2023
Referencia: BOE-A-2002-9969

[ . . . ]
ANEJO

Concierto Económico

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De las Comisiones y Junta Arbitral del Concierto Económico

[ . . . ]
Sección 3.ª Junta Arbitral

Artículo 65.  Composición.
Uno. La Junta Arbitral estará integrada por tres miembros cuyo nombramiento se 

formalizará por el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas y el Consejero de 
Hacienda y Finanzas.

Dos. Los árbitros serán nombrados para un período de seis años.
Tres. En caso de producirse una vacante, será cubierta siguiendo el mismo 

procedimiento de nombramiento.
El nuevo miembro será nombrado por el período de mandato que restaba al que 

sustituye.
Cuatro. Los integrantes de la Junta Arbitral serán designados entre expertos de 

reconocido prestigio con más de quince años de ejercicio profesional en materia tributaria o 
hacendística.

Artículo 66.  Funciones.
Uno. La Junta Arbitral tendrá atribuidas las siguientes funciones:
a) Resolver los conflictos que se planteen entre la Administración del Estado y las 

Diputaciones Forales o entre éstas y la Administración de cualquier otra Comunidad 

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

– 497 –



Autónoma, en relación con la aplicación de los puntos de conexión de los tributos 
concertados y la determinación de la proporción correspondiente a cada Administración en 
los supuestos de tributación conjunta por el Impuesto sobre Sociedades o por el Impuesto 
sobre el Valor Añadido.

b) Conocer de los conflictos que surjan entre las Administraciones interesadas como 
consecuencia de la interpretación y aplicación del presente Concierto Económico a casos 
concretos concernientes a relaciones tributarias individuales.

c) Resolver las discrepancias que puedan producirse respecto a la domiciliación de los 
contribuyentes.

Dos. Cuando se suscite el conflicto de competencias, las Administraciones afectadas lo 
notificarán a los interesados, lo que determinará la interrupción de la prescripción y se 
abstendrán de cualquier actuación ulterior.

Los conflictos serán resueltos por el procedimiento que reglamentariamente se 
establezca en el que se dará audiencia a los interesados.

Tres. Cuando se suscite el conflicto de competencias, hasta tanto sea resuelto el mismo, 
la Administración que viniera gravando a los contribuyentes en cuestión continuará 
sometiéndolos a su competencia, sin perjuicio de las rectificaciones y compensaciones 
tributarias que deban efectuarse entre las Administraciones, retrotraídas a la fecha desde la 
que proceda ejercer el nuevo fuero tributario, según el acuerdo de la Junta Arbitral.

Artículo 67.  Acuerdos de la Junta Arbitral.
La Junta Arbitral resolverá conforme a derecho, de acuerdo con los principios de 

economía, celeridad y eficacia, todas las cuestiones que ofrezca el expediente, hayan sido o 
no planteadas por las partes o los interesados en el conflicto, incluidas las fórmulas de 
ejecución.

Los acuerdos de esta Junta Arbitral, sin perjuicio de su carácter ejecutivo, serán 
únicamente susceptibles de recurso en vía contencioso-administrativa ante la Sala 
correspondiente del Tribunal Supremo.

Artículo 68.  Procedimientos especiales.
Uno. Son procedimientos especiales de la Junta Arbitral prevista en el presente 

Concierto Económico el procedimiento abreviado, la extensión de efectos y el incidente de 
ejecución.

Dos. El procedimiento abreviado se aplicará en los supuestos a que hace referencia la 
letra b) del artículo 64 y el apartado Tres del artículo 47 ter del presente Concierto 
Económico.

En tales casos, la Junta Arbitral deberá admitir a trámite los conflictos correspondientes 
en el plazo de un mes desde su interposición, deberá otorgar un plazo común de diez días a 
todas las partes concernidas para que realicen sus alegaciones y resolver en el plazo de un 
mes desde la conclusión del mismo.

Tres. Quien fuese parte en un conflicto ante la Junta Arbitral prevista en el presente 
Concierto Económico respecto a una cuestión que guarde identidad de razón con otra que 
ya hubiera sido resuelta por medio de resolución firme de la Junta Arbitral, podrá solicitar 
que el conflicto pendiente de resolución se sustancie mediante la extensión de efectos de la 
resolución firme.

A estos efectos, la Junta Arbitral deberá trasladar el escrito de solicitud de extensión de 
efectos de la resolución firme a las demás partes concernidas para que en el plazo común 
de diez días realicen las alegaciones que correspondan sobre la identidad de razón entre los 
supuestos, y resolver decidiendo la extensión de efectos de la resolución firme o la 
continuación del procedimiento arbitral conforme a las reglas generales en el plazo de un 
mes.

Cuatro. Por medio del incidente de ejecución, quien hubiera sido parte en un 
procedimiento ante la Junta Arbitral prevista en el presente Concierto Económico podrá 
solicitar la adopción de medidas de ejecución de la resolución de la Junta Arbitral cuando la 
Administración concernida no hubiera ejecutado la misma en sus propios términos.
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A las decisiones de la Junta Arbitral sobre los incidentes de ejecución les resultará de 
aplicación lo dispuesto en el artículo 67 del presente Concierto Económico.

[ . . . ]
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§ 122

Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 281, de 24 de noviembre de 1995

Última modificación: 28 de abril de 2023
Referencia: BOE-A-1995-25444

[ . . . ]
LIBRO I

Disposiciones generales sobre los delitos, las personas responsables, las 
penas, medidas de seguridad y demás consecuencias de la infracción penal.

[ . . . ]
TÍTULO III

De las penas

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De las formas sustitutivas de la ejecución de las penas privativas de libertad y 
de la libertad condicional.

Sección 1.ª De la suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad

[ . . . ]
Artículo 84.  

1. El juez o tribunal también podrá condicionar la suspensión de la ejecución de la pena 
al cumplimiento de alguna o algunas de las siguientes prestaciones o medidas:

1.ª El cumplimiento del acuerdo alcanzado por las partes en virtud de mediación.
2.ª El pago de una multa, cuya extensión determinarán el juez o tribunal en atención a 

las circunstancias del caso, que no podrá ser superior a la que resultase de aplicar dos 
cuotas de multa por cada día de prisión sobre un límite máximo de dos tercios de su 
duración.

3.ª La realización de trabajos en beneficio de la comunidad, especialmente cuando 
resulte adecuado como forma de reparación simbólica a la vista de las circunstancias del 
hecho y del autor. La duración de esta prestación de trabajos se determinará por el juez o 
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tribunal en atención a las circunstancias del caso, sin que pueda exceder de la que resulte 
de computar un día de trabajos por cada día de prisión sobre un límite máximo de dos 
tercios de su duración.

2. Si se hubiera tratado de un delito cometido sobre la mujer por quien sea o haya sido 
su cónyuge, o por quien esté o haya estado ligado a ella por una relación similar de 
afectividad, aun sin convivencia, o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos por 
naturaleza, adopción o afinidad propios o del cónyuge o conviviente, o sobre los menores o 
personas con discapacidad necesitadas de especial protección que con él convivan o que se 
hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho del cónyuge o 
conviviente, el pago de la multa a que se refiere la medida 2.ª del apartado anterior 
solamente podrá imponerse cuando conste acreditado que entre ellos no existen relaciones 
económicas derivadas de una relación conyugal, de convivencia o filiación, o de la existencia 
de una descendencia común.

[ . . . ]
LIBRO II

Delitos y sus penas

[ . . . ]
Artículo 288 bis.  

En los supuestos previstos en los artículos 281 y 284 de este Código, quedarán exentos 
de responsabilidad criminal los directores, administradores de hecho o de Derecho, gerentes 
y otros miembros del personal actuales y anteriores de cualquier sociedad, constituida o en 
formación, que en esa condición hayan cometido alguno de los hechos previstos en ellos, 
cuando pongan fin a su participación en los mismos y cooperen con las autoridades 
competentes de manera plena, continua y diligente, aportando informaciones y elementos de 
prueba de los que estas carecieran, que sean útiles para la investigación, detección y 
sanción de las demás personas implicadas, siempre que se cumplan las siguientes 
condiciones:

a) Cooperen activamente en este sentido con la autoridad de la competencia que lleva el 
caso,

b) estas sociedades o personas físicas hayan presentado una solicitud de exención del 
pago de la multa de conformidad con lo establecido en la Ley de Defensa de la 
Competencia,

c) dicha solicitud se haya presentado en un momento anterior a aquel en que los 
directores, administradores de hecho o de Derecho, gerentes y otros miembros del personal 
actuales y anteriores de cualquier sociedad, constituida o en formación, que en esa 
condición hayan sido informados de que están siendo investigados en relación con estos 
hechos,

d) se trate de una colaboración activa también con la autoridad judicial o el Ministerio 
Fiscal proporcionando indicios útiles y concretos para asegurar la prueba del delito e 
identificar a otros autores.

[ . . . ]
Artículo 399 ter.  

A los efectos de este Código, se entiende por instrumento de pago distinto del efectivo 
cualquier dispositivo, objeto o registro protegido, material o inmaterial, o una combinación de 
estos, exceptuada la moneda de curso legal, que, por sí solo o en combinación con un 
procedimiento o conjunto de procedimientos, permite al titular o usuario transferir dinero o 
valor monetario incluso a través de medios digitales de intercambio.

[ . . . ]
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TÍTULO XIX
Delitos contra la Administración pública

[ . . . ]
CAPÍTULO V
Del cohecho

Artículo 419.  
La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, recibiere o 

solicitare, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de cualquier clase o 
aceptare ofrecimiento o promesa para realizar en el ejercicio de su cargo un acto contrario a 
los deberes inherentes al mismo o para no realizar o retrasar injustificadamente el que 
debiera practicar, incurrirá en la pena de prisión de tres a seis años, multa de doce a 
veinticuatro meses, e inhabilitación especial para empleo o cargo público y para el ejercicio 
del derecho de sufragio pasivo por tiempo de nueve a doce años, sin perjuicio de la pena 
correspondiente al acto realizado, omitido o retrasado en razón de la retribución o promesa, 
si fuera constitutivo de delito.

Artículo 420.  
La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, recibiere o 

solicitare, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de cualquier clase o 
aceptare ofrecimiento o promesa para realizar un acto propio de su cargo, incurrirá en la 
pena de prisión de dos a cuatro años, multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación 
especial para empleo o cargo público y para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo por 
tiempo de cinco a nueve años.

Artículo 421.  
Las penas señaladas en los artículos precedentes se impondrán también cuando la 

dádiva, favor o retribución se recibiere o solicitare por la autoridad o funcionario público, en 
sus respectivos casos, como recompensa por la conducta descrita en dichos artículos.

Artículo 422.  
La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, admitiera, 

por sí o por persona interpuesta, dádiva o regalo que le fueren ofrecidos en consideración a 
su cargo o función, incurrirá en la pena de prisión de seis meses a un año y suspensión de 
empleo y cargo público de uno a tres años.

Artículo 423.  
Lo dispuesto en los artículos precedentes será igualmente aplicable a los jurados y 

árbitros, nacionales o internacionales, así como a mediadores, peritos, administradores o 
interventores designados judicialmente, administradores concursales o a cualesquiera 
personas que participen en el ejercicio de la función pública.

[ . . . ]
Artículo 432 bis.  

La autoridad o funcionario público que, sin ánimo de apropiárselo, destinare a usos 
privados el patrimonio público puesto a su cargo por razón de sus funciones o con ocasión 
de las mismas, incurrirá en la pena de prisión de seis meses a tres años, y suspensión de 
empleo o cargo público de uno a cuatro años.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 122  Ley Orgánica del Código Penal [parcial]

– 502 –



Si el culpable no reintegrara los mismos elementos del patrimonio público distraídos 
dentro de los diez días siguientes al de la incoación del proceso, se le impondrán las penas 
del artículo anterior.

[ . . . ]
Artículo 433 ter.  

A los efectos del presente Código, se entenderá por patrimonio público todo el conjunto 
de bienes y derechos, de contenido económico-patrimonial, pertenecientes a las 
Administraciones públicas.

[ . . . ]
Artículo 438 bis.  

La autoridad que, durante el desempeño de su función o cargo y hasta cinco años 
después de haber cesado en ellos, hubiera obtenido un incremento patrimonial o una 
cancelación de obligaciones o deudas por un valor superior a 250.000 euros respecto a sus 
ingresos acreditados, y se negara abiertamente a dar el debido cumplimiento a los 
requerimientos de los órganos competentes destinados a comprobar su justificación, será 
castigada con las penas de prisión de seis meses a tres años, multa del tanto al triplo del 
beneficio obtenido, e inhabilitación especial para empleo o cargo público y para el ejercicio 
del derecho de sufragio pasivo por tiempo de dos a siete años.

CAPÍTULO IX
De las negociaciones y actividades prohibidas a los funcionarios públicos y de 

los abusos en el ejercicio de su función

Artículo 439.  
La autoridad o funcionario público que, debiendo intervenir por razón de su cargo en 

cualquier clase de contrato, asunto, operación o actividad, se aproveche de tal circunstancia 
para forzar o facilitarse cualquier forma de participación, directa o por persona interpuesta, 
en tales negocios o actuaciones, incurrirá en la pena de prisión de seis meses a dos años, 
multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público y 
para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo por tiempo de dos a siete años.

Artículo 440.  
Los peritos, árbitros y contadores partidores que se condujeren del modo previsto en el 

artículo anterior, respecto de los bienes o cosas en cuya tasación, partición o adjudicación 
hubieran intervenido, y los tutores, curadores o albaceas respecto de los pertenecientes a 
sus pupilos o testamentarías, y los administradores concursales respecto de los bienes y 
derechos integrados en la masa del concurso, serán castigados con la pena de multa de 
doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión u 
oficio, guarda, tutela o curatela, según los casos, por tiempo de tres a seis años, salvo que 
esta conducta esté sancionada con mayor pena en otro precepto de este Código.

[ . . . ]
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§ 123

Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la 
responsabilidad penal de los menores. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 11, de 13 de enero de 2000
Última modificación: 28 de abril de 2023

Referencia: BOE-A-2000-641

[ . . . ]
TÍTULO III

De la instrucción del procedimiento

CAPÍTULO I
Reglas generales

[ . . . ]
Artículo 19.  Sobreseimiento del expediente por conciliación o reparación entre el menor y la 
víctima.

1. También podrá el Ministerio Fiscal desistir de la continuación del expediente, 
atendiendo a la gravedad y circunstancias de los hechos y del menor, de modo particular a la 
falta de violencia o intimidación graves en la comisión de los hechos, y a la circunstancia de 
que además el menor se haya conciliado con la víctima o haya asumido el compromiso de 
reparar el daño causado a la víctima o al perjudicado por el delito, o se haya comprometido a 
cumplir la actividad educativa propuesta por el equipo técnico en su informe.

El desistimiento en la continuación del expediente sólo será posible cuando el hecho 
imputado al menor constituya delito menos grave o falta.

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, se entenderá producida la 
conciliación cuando el menor reconozca el daño causado y se disculpe ante la víctima, y 
ésta acepte sus disculpas, y se entenderá por reparación el compromiso asumido por el 
menor con la víctima o perjudicado de realizar determinadas acciones en beneficio de 
aquellos o de la comunidad, seguido de su realización efectiva. Todo ello sin perjuicio del 
acuerdo al que hayan llegado las partes en relación con la responsabilidad civil.

Cuando la medida sea consecuencia de la comisión de alguno de los delitos tipificados 
en los Capítulos I y II del Título VIII del Código Penal, o estén relacionados con la violencia 
de género, no tendrá efecto de conciliación, a menos que la víctima lo solicite expresamente 
y que el menor, además, haya realizado la medida accesoria de educación sexual y de 
educación para la igualdad.
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3. El correspondiente equipo técnico realizará las funciones de mediación entre el menor 
y la víctima o perjudicado, a los efectos indicados en los apartados anteriores, e informará al 
Ministerio Fiscal de los compromisos adquiridos y de su grado de cumplimiento.

4. Una vez producida la conciliación o cumplidos los compromisos de reparación 
asumidos con la víctima o perjudicado por el delito o falta cometido, o cuando una u otros no 
pudieran llevarse a efecto por causas ajenas a la voluntad del menor, el Ministerio Fiscal 
dará por concluida la instrucción y solicitará del Juez el sobreseimiento y archivo de las 
actuaciones, con remisión de lo actuado.

5. En el caso de que el menor no cumpliera la reparación o la actividad educativa 
acordada, el Ministerio Fiscal continuará la tramitación del expediente.

6. En los casos en los que la víctima del delito o falta fuere menor de edad o incapaz, el 
compromiso al que se refiere el presente artículo habrá de ser asumido por el representante 
legal de la misma, con la aprobación del Juez de Menores.

[ . . . ]
Artículo 27.  Informe del equipo técnico.

1. Durante la instrucción del expediente, el Ministerio Fiscal requerirá del equipo técnico, 
que a estos efectos dependerá funcionalmente de aquél sea cual fuere su dependencia 
orgánica, la elaboración de un informe o actualización de los anteriormente emitidos, que 
deberá serle entregado en el plazo máximo de diez días, prorrogable por un período no 
superior a un mes en casos de gran complejidad, sobre la situación psicológica, educativa y 
familiar del menor, así como sobre su entorno social, y en general sobre cualquier otra 
circunstancia relevante a los efectos de la adopción de alguna de las medidas previstas en la 
presente Ley.

2. El equipo técnico podrá proponer, asimismo, una intervención socio-educativa sobre el 
menor, poniendo de manifiesto en tal caso aquellos aspectos del mismo que considere 
relevantes en orden a dicha intervención.

3. De igual modo, el equipo técnico informará, si lo considera conveniente y en interés 
del menor, sobre la posibilidad de que éste efectúe una actividad reparadora o de 
conciliación con la víctima, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 de esta Ley, con 
indicación expresa del contenido y la finalidad de la mencionada actividad. En este caso, no 
será preciso elaborar un informe de las características y contenidos del apartado 1 de este 
artículo.

4. Asimismo podrá el equipo técnico proponer en su informe la conveniencia de no 
continuar la tramitación del expediente en interés del menor, por haber sido expresado 
suficientemente el reproche al mismo a través de los trámites ya practicados, o por 
considerar inadecuada para el interés del menor cualquier intervención, dado el tiempo 
transcurrido desde la comisión de los hechos. En estos casos, si se reunieran los requisitos 
previstos en el artículo 19.1 de esta Ley, el Ministerio Fiscal podrá remitir el expediente al 
Juez con propuesta de sobreseimiento, remitiendo además, en su caso, testimonio de lo 
actuado a la entidad pública de protección de menores que corresponda, a los efectos de 
que actúe en protección del menor.

5. En todo caso, una vez elaborado el informe del equipo técnico, el Ministerio Fiscal lo 
remitirá inmediatamente al Juez de Menores y dará copia del mismo al letrado del menor.

6. El informe al que se refiere el presente artículo podrá ser elaborado o complementado 
por aquellas entidades públicas o privadas que trabajen en el ámbito de la educación de 
menores y conozcan la situación del menor expedientado.

[ . . . ]
TÍTULO VII

De la ejecución de las medidas

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
Reglas para la ejecución de las medidas

[ . . . ]
Artículo 51.  Sustitución de las medidas.

1. Durante la ejecución de las medidas el Juez de Menores competente para la ejecución 
podrá, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal, del letrado del menor o de la 
Administración competente, y oídas las partes, así como el equipo técnico y la 
representación de la entidad pública de protección o reforma de menores, dejar sin efecto 
aquellas o sustituirlas por otras que se estimen más adecuadas de entre las previstas en 
esta Ley, por tiempo igual o inferior al que reste para su cumplimiento, siempre que la nueva 
medida pudiera haber sido impuesta inicialmente atendiendo a la infracción cometida. Todo 
ello sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo anterior y de acuerdo con el 
artículo 13 de la presente Ley

2. Cuando el Juez de Menores haya sustituido la medida de internamiento en régimen 
cerrado por la de internamiento en régimen semiabierto o abierto, y el menor evolucione 
desfavorablemente, previa audiencia del letrado del menor, podrá dejar sin efecto la 
sustitución, volviéndose a aplicar la medida sustituida de internamiento en régimen cerrado. 
Igualmente, si la medida impuesta es la de internamiento en régimen semiabierto y el menor 
evoluciona desfavorablemente, el Juez de Menores podrá sustituirla por la de internamiento 
en régimen cerrado, cuando el hecho delictivo por la que se impuso sea alguno de los 
previstos en el artículo 9.2 de esta Ley.

3. La conciliación del menor con la víctima, en cualquier momento en que se produzca el 
acuerdo entre ambos a que se refiere el artículo 19 de la presente Ley, podrá dejar sin efecto 
la medida impuesta cuando el Juez, a propuesta del Ministerio Fiscal o del letrado del menor 
y oídos el equipo técnico y la representación de la entidad pública de protección o reforma 
de menores, juzgue que dicho acto y el tiempo de duración de la medida ya cumplido 
expresan suficientemente el reproche que merecen los hechos cometidos por el menor.

4. En todos los casos anteriores, el Juez resolverá por auto motivado, contra el cual se 
podrán interponer los recursos previstos en la presente Ley.

[ . . . ]
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§ 124

Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección 
Integral a las Víctimas del Terrorismo. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 229, de 23 de septiembre de 2011
Última modificación: 29 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2011-15039

[ . . . ]
TÍTULO CUARTO

Régimen de protección social

[ . . . ]
CAPÍTULO SÉPTIMO

Derechos de los afectados en el tratamiento de las informaciones 
correspondientes a las víctimas del terrorismo

[ . . . ]
Artículo 46.  Principios aplicables a la información sobre las víctimas del terrorismo.

1. Los medios de comunicación fomentarán la protección y salvaguarda de la imagen de 
las víctimas del terrorismo, evitando cualquier utilización inadecuada y desproporcionada de 
ella.

2. La difusión de informaciones relativas a las víctimas del terrorismo tendrá en cuenta el 
respeto a los derechos humanos, la libertad y dignidad de las mismas y de sus familias. En 
particular, se tendrá especial cuidado en el tratamiento gráfico de las informaciones.

Artículo 47.  Medios de comunicación.
1. A fin de dar cumplimiento a lo indicado en el artículo anterior, las Administraciones 

Públicas promoverán acuerdos de autorregulación dotados de mecanismos de control 
preventivo y de resolución extrajudicial de controversias eficaces que contribuyan al 
cumplimiento de la legislación publicitaria.

2. Para conseguir la mejor realización de los fines indicados en este artículo y en los 
precedentes, las Administraciones Públicas competentes podrán promover campañas de 
sensibilización y formación continuada de los profesionales de la información.

[ . . . ]
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§ 125

Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 101, de 28 de abril de 2015

Última modificación: 7 de septiembre de 2022
Referencia: BOE-A-2015-4606

[ . . . ]
TÍTULO I

Derechos básicos

[ . . . ]
Artículo 5.  Derecho a la información desde el primer contacto con las autoridades 
competentes.

1. Toda víctima tiene derecho, desde el primer contacto con las autoridades y 
funcionarios, incluyendo el momento previo a la presentación de la denuncia, a recibir, de 
manera inmediata, información adaptada a sus circunstancias y condiciones personales y a 
la naturaleza del delito cometido y de los daños y perjuicios sufridos, sobre los siguientes 
extremos:

a) Medidas de asistencia y apoyo disponibles, sean médicas, psicológicas o materiales, y 
procedimiento para obtenerlas. Dentro de estas últimas se incluirá, cuando resulte oportuno, 
información sobre las posibilidades de obtener un alojamiento alternativo.

b) Derecho a denunciar y, en su caso, el procedimiento para interponer la denuncia y 
derecho a facilitar elementos de prueba a las autoridades encargadas de la investigación.

c) Procedimiento para obtener asesoramiento y defensa jurídica y, en su caso, 
condiciones en las que pueda obtenerse gratuitamente.

d) Posibilidad de solicitar medidas de protección y, en su caso, procedimiento para 
hacerlo.

e) Indemnizaciones a las que pueda tener derecho y, en su caso, procedimiento para 
reclamarlas.

f) Servicios de interpretación y traducción disponibles.
g) Ayudas y servicios auxiliares para la comunicación disponibles.
h) Procedimiento por medio del cual la víctima pueda ejercer sus derechos en el caso de 

que resida fuera de España.
i) Recursos que puede interponer contra las resoluciones que considere contrarias a sus 

derechos.
j) Datos de contacto de la autoridad encargada de la tramitación del procedimiento y 

cauces para comunicarse con ella.
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k) Servicios de justicia restaurativa disponibles, en los casos en que sea legalmente 
posible.

l) Supuestos en los que pueda obtener el reembolso de los gastos judiciales y, en su 
caso, procedimiento para reclamarlo.

m) a ser notificada de las resoluciones a las que se refiere el artículo 7. A estos efectos, 
la víctima podrá designar una dirección de correo electrónico o, en su defecto, una dirección 
postal o domicilio, al que serán remitidas las comunicaciones y notificaciones por la 
autoridad.

2. Esta información será actualizada en cada fase del procedimiento, para garantizar a la 
víctima la posibilidad de ejercer sus derechos.

[ . . . ]
TÍTULO II

Participación de la víctima en el proceso penal

[ . . . ]
Artículo 15.  Servicios de justicia restaurativa.

1. Las víctimas podrán acceder a servicios de justicia restaurativa, en los términos que 
reglamentariamente se determinen, con la finalidad de obtener una adecuada reparación 
material y moral de los perjuicios derivados del delito, cuando se cumplan los siguientes 
requisitos:

a) el infractor haya reconocido los hechos esenciales de los que deriva su 
responsabilidad;

b) la víctima haya prestado su consentimiento, después de haber recibido información 
exhaustiva e imparcial sobre su contenido, sus posibles resultados y los procedimientos 
existentes para hacer efectivo su cumplimiento;

c) el infractor haya prestado su consentimiento;
d) el procedimiento de mediación no entrañe un riesgo para la seguridad de la víctima, ni 

exista el peligro de que su desarrollo pueda causar nuevos perjuicios materiales o morales 
para la víctima; y

e) no esté prohibida por la ley para el delito cometido.
2. Los debates desarrollados dentro del procedimiento de mediación serán 

confidenciales y no podrán ser difundidos sin el consentimiento de ambas partes. Los 
mediadores y otros profesionales que participen en el procedimiento de mediación, estarán 
sujetos a secreto profesional con relación a los hechos y manifestaciones de que hubieran 
tenido conocimiento en el ejercicio de su función.

3. La víctima y el infractor podrán revocar su consentimiento para participar en el 
procedimiento de mediación en cualquier momento.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Disposiciones comunes

CAPÍTULO I
Oficinas de Asistencia a las Víctimas

Artículo 27.  Organización de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas.
1. El Gobierno y las Comunidades Autónomas que hayan asumido competencias en 

materia de Justicia organizarán, en el ámbito que les es propio, Oficinas de Asistencia a las 
Víctimas.
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2. El Ministerio de Justicia o las Comunidades Autónomas podrán celebrar convenios de 
colaboración con entidades públicas y privadas, sin ánimo de lucro, para prestar los servicios 
de asistencia y apoyo a que se refiere este Título.

Artículo 28.  Funciones de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas.
1. Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas prestarán una asistencia que incluirá como 

mínimo:
a) Información general sobre sus derechos y, en particular, sobre la posibilidad de 

acceder a un sistema público de indemnización.
b) Información sobre los servicios especializados disponibles que puedan prestar 

asistencia a la víctima, a la vista de sus circunstancias personales y la naturaleza del delito 
de que pueda haber sido objeto.

c) Apoyo emocional a la víctima.
d) Asesoramiento sobre los derechos económicos relacionados con el proceso, en 

particular, el procedimiento para reclamar la indemnización de los daños y perjuicios sufridos 
y el derecho a acceder a la justicia gratuita.

e) Asesoramiento sobre el riesgo y la forma de prevenir la victimización secundaria o 
reiterada, o la intimidación o represalias.

f) Coordinación de los diferentes órganos, instituciones y entidades competentes para la 
prestación de servicios de apoyo a la víctima.

g) Coordinación con Jueces, Tribunales y Ministerio Fiscal para la prestación de los 
servicios de apoyo a las víctimas.

2. Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas realizarán una valoración de sus 
circunstancias particulares, especialmente en lo relativo a las circunstancias a las que se 
refiere el apartado 2 del artículo 23, con la finalidad de determinar qué medidas de asistencia 
y apoyo deben ser prestadas a la víctima, entre las que se podrán incluir:

a) La prestación de apoyo o asistencia psicológica.
b) El acompañamiento a juicio.
c) La información sobre los recursos psicosociales y asistenciales disponibles y, si la 

víctima lo solicita, derivación a los mismos.
d) Las medidas especiales de apoyo que puedan resultar necesarias cuando se trate de 

una víctima con necesidades especiales de protección.
e) La derivación a servicios de apoyo especializados.
3. El acceso a los servicios de apoyo a las víctimas no se condicionará a la presentación 

previa de una denuncia.
4. Los familiares de la víctima podrán acceder a los servicios de apoyo a las víctimas 

conforme a lo que se disponga reglamentariamente, cuando se trate de delitos que hayan 
causado perjuicios de especial gravedad.

5. Las víctimas con discapacidad o con necesidades especiales de protección, así como 
en su caso sus familias, recibirán, directamente o mediante su derivación hacia servicios 
especializados, la asistencia y apoyo que resulten necesarios.

Artículo 29.  Funciones de apoyo a actuaciones de justicia restaurativa y de solución 
extraprocesal.

Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas prestarán, en los términos que 
reglamentariamente se determine, apoyo a los servicios de justicia restaurativa y demás 
procedimientos de solución extraprocesal que legalmente se establezcan.

[ . . . ]
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§ 126

Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se desarrolla 
la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, y 
se regulan las Oficinas de Asistencia a las Víctimas del Delito. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 312, de 30 de diciembre de 2015

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2015-14263

[ . . . ]
TÍTULO III

Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Funciones de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas

Artículo 19.  Funciones de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas.
Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas realizarán las siguientes funciones:
1. La elaboración, en su caso, de planes de asistencia individualizados para la atención a 

las víctimas.
2. La información a las víctimas, ofreciendo detalladamente, en un lenguaje asequible, 

cuáles son sus derechos y como ejercitarlos.
3. Información sobre el acceso a la justicia gratuita y asistencia para su solicitud.
4. Asesoramiento sobre los derechos económicos relacionados con el proceso, en 

particular, sobre las ayudas por los daños causados por el delito y el procedimiento para 
reclamarlas.

5. El apoyo emocional a las víctimas y la asistencia terapéutica de las víctimas que lo 
precisen, garantizando la asistencia psicológica adecuada para la superación de las 
consecuencias traumáticas del delito.

6. Evaluación y asesoramiento sobre las necesidades de la víctima y la forma de 
prevenir y evitar las consecuencias de la victimización primaria, reiterada y secundaria, la 
intimidación y las represalias.

7. La elaboración de un plan de apoyo psicológico para las victimas vulnerables y en los 
casos en que se aplica la orden de protección.
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8. La información sobre los servicios especializados disponibles que puedan prestar 
asistencia a la víctima, a la vista de sus circunstancias personales y la naturaleza del delito 
de que pueda haber sido objeto.

9. El acompañamiento de la víctima, a lo largo del proceso, a juicio si lo precisara y/o a 
las distintas instancias penales.

10. La colaboración y la coordinación con los organismos, instituciones y servicios que 
pueden estar implicados en la asistencia a las víctimas: judicatura, fiscalía, Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad, servicios sociales, servicios de salud, asociaciones y organizaciones 
sin ánimo de lucro, sobre todo en los casos de víctimas vulnerables con alto riesgo de 
victimización.

11. Valoración de las víctimas que precisen especiales medidas de protección con la 
finalidad de determinar qué medidas de protección, asistencia y apoyo deben ser prestadas, 
entre las que se podrán incluir:

a) La prestación de apoyo o asistencia psicológica para afrontar los trastornos 
ocasionados por el delito, aplicando los métodos psicológicos más adecuados para la 
atención de cada víctima.

b) El acompañamiento a juicio.
c) La información sobre los recursos psicosociales y asistenciales disponibles y, si la 

víctima lo solicita, derivación a los mismos.
d) Las medidas especiales de apoyo que puedan resultar necesarias cuando se trate de 

una víctima con necesidades especiales de protección.
e) La derivación a servicios de apoyo especializados.
12. La elaboración de informes de acuerdo con las normas científicas y de manera 

independiente.
13. La difusión de su existencia y funciones a la sociedad en general y a determinados 

colectivos sociales especialmente vulnerables.
14. La sensibilización de los colectivos y organismos que trabajan con víctimas, así como 

la promoción, organización y participación en las acciones formativas que consideren 
necesarias.

15. La cooperación con estudios e investigaciones sobre diferentes aspectos de la 
victimización a partir de los resultados de la intervención de las Oficinas.

16. El acercamiento de la justicia a la ciudadanía promoviendo la comprensión de sus 
actuaciones.

17. La aplicación de las medidas de organización y gestión que faciliten el acceso rápido 
al servicio prestado, así como, la coordinación con otros entes e instituciones. En la 
aplicación de estas medidas primará la interdisciplinaridad y el principio de proximidad al 
ciudadano.

18. El desempeño de forma profesional de la función de ventanilla única en relación con 
la asistencia a las víctimas de delitos.

19. La información sobre alternativas de resolución de conflictos con aplicación, en su 
caso, de la mediación y de otras medidas de justicia restaurativa.

20. Recibir la comunicación de las resoluciones a las que se refiere el artículo 7.1 del 
Estatuto de la víctima del delito cuando la víctima haya hecho uso de la facultad prevista en 
el artículo 7.3 de este real decreto, y realizar las actuaciones de información y asistencia que 
en su caso resulten precisas.

21. Y cuantas otras funciones se determinen en este real decreto.

[ . . . ]
CAPÍTULO VII

Otras actuaciones de las oficinas

Artículo 37.  Funciones de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas en materia de justicia 
restaurativa.

Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas podrán realizar las siguientes actuaciones de 
justicia restaurativa:
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a) Informar, en su caso, a la víctima de las diferentes medidas de justicia restaurativa.
b) Proponer al órgano judicial la aplicación de la mediación penal cuando lo considere 

beneficioso para la víctima.
c) Realizar actuaciones de apoyo a los servicios de mediación extrajudicial.

[ . . . ]
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§ 127

Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 157, de 2 de julio de 1985

Última modificación: 23 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-1985-12666

[ . . . ]
LIBRO I

DE LA EXTENSIÓN Y LÍMITES DE LA JURISDICCIÓN Y DE LA PLANTA Y 
ORGANIZACIÓN DE LOS JUZGADOS Y TRIBUNALES

TÍTULO I
De la extensión y límites de la jurisdicción

[ . . . ]
Artículo 22.  

Con carácter exclusivo, los Tribunales españoles serán competentes en todo caso y con 
preferencia de cualquier otro, para conocer de las pretensiones relativas a las siguientes 
materias:

a) Derechos reales y arrendamientos de bienes inmuebles que se hallen en España. No 
obstante, en materia de contratos de arrendamiento de bienes inmuebles celebrados para un 
uso particular durante un plazo máximo de seis meses consecutivos, serán igualmente 
competentes los órganos jurisdiccionales españoles si el demandado estuviera domiciliado 
en España, siempre que el arrendatario sea una persona física y que éste y el propietario 
estén domiciliados en el mismo Estado.

b) Constitución, validez, nulidad o disolución de sociedades o personas jurídicas que 
tengan su domicilio en territorio español, así como respecto de los acuerdos y decisiones de 
sus órganos.

c) Validez o nulidad de las inscripciones practicadas en un registro español.
d) Inscripciones o validez de patentes, marcas, diseños o dibujos y modelos y otros 

derechos sometidos a depósito o registro, cuando se hubiera solicitado o efectuado en 
España el depósito o el registro.
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e) Reconocimiento y ejecución en territorio español de sentencias y demás resoluciones 
judiciales, decisiones arbitrales y acuerdos de mediación dictados en el extranjero.

[ . . . ]
Artículo 22 octies.  

1. No serán competentes los Tribunales españoles en aquellos casos en que los fueros 
de competencia previstos en las leyes españolas no contemplen dicha competencia.

2. Los Tribunales españoles apreciarán, de oficio o a instancia de parte, su competencia 
de conformidad con las normas vigentes y las circunstancias concurrentes en el momento de 
presentación de la demanda, y el proceso se sustanciará hasta su conclusión aunque dichas 
normas o circunstancias hayan sido modificadas con posterioridad, salvo que expresamente 
se determine lo contrario.

3. Los Tribunales españoles se declararán incompetentes si su competencia no estuviera 
fundada en las disposiciones de las leyes españolas, de conformidad con lo previsto en las 
leyes procesales.

Los Tribunales españoles no podrán abstenerse o declinar su competencia cuando el 
supuesto litigioso presente vinculación con España y los Tribunales de los distintos Estados 
conectados con el supuesto hayan declinado su competencia. Tampoco lo podrán hacer 
cuando se trate del reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales, decisiones 
arbitrales y acuerdos de mediación dictados por los Tribunales extranjeros.

[ . . . ]
TÍTULO IV

De la composición y atribuciones de los órganos jurisdiccionales

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De los Tribunales Superiores de Justicia

[ . . . ]
Artículo 73.  

1. La Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia conocerá, como Sala de lo 
Civil:

a) Del recurso de casación que establezca la ley contra resoluciones de órganos 
jurisdiccionales del orden civil con sede en la comunidad autónoma, siempre que el recurso 
se funde en infracción de normas del derecho civil, foral o especial, propio de la comunidad, 
y cuando el correspondiente Estatuto de Autonomía haya previsto esta atribución.

b) Del recurso extraordinario de revisión que establezca la ley contra sentencias dictadas 
por órganos jurisdiccionales del orden civil con sede en la comunidad autónoma, en materia 
de derecho civil, foral o especial, propio de la comunidad autónoma, si el correspondiente 
Estatuto de Autonomía ha previsto esta atribución.

c) De las funciones de apoyo y control del arbitraje que se establezcan en la ley, así 
como de las peticiones de exequátur de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros, a no 
ser que, con arreglo a lo acordado en los tratados o las normas de la Unión Europea, 
corresponda su conocimiento a otro Juzgado o Tribunal.

2. Esta Sala conocerá igualmente:
a) En única instancia, de las demandas de responsabilidad civil, por hechos cometidos 

en el ejercicio de sus respectivos cargos, dirigidas contra el Presidente y miembros del 
Consejo de Gobierno de la comunidad autónoma y contra los miembros de la Asamblea 
legislativa, cuando tal atribución no corresponda, según los Estatutos de Autonomía, al 
Tribunal Supremo.
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b) En única instancia, de las demandas de responsabilidad civil, por hechos cometidos 
en el ejercicio de su cargo, contra todos o la mayor parte de los magistrados de una 
Audiencia Provincial o de cualesquiera de sus secciones.

c) De las cuestiones de competencia entre órganos jurisdiccionales del orden civil con 
sede en la comunidad autónoma que no tenga otro superior común.

3. Como Sala de lo Penal, corresponde a esta Sala:
a) El conocimiento de las causas penales que los Estatutos de Autonomía reservan al 

conocimiento de los Tribunales Superiores de Justicia.
b) La instrucción y el fallo de las causas penales contra jueces, magistrados y miembros 

del Ministerio Fiscal por delitos o faltas cometidos en el ejercicio de su cargo en la 
comunidad autónoma, siempre que esta atribución no corresponda al Tribunal Supremo.

c) El conocimiento de los recursos de apelación contra las resoluciones dictadas en 
primera instancia por las Audiencias Provinciales, así como el de todos aquellos previstos 
por las leyes.

d) La decisión de las cuestiones de competencia entre órganos jurisdiccionales del orden 
penal con sede en la comunidad autónoma que no tengan otro superior común.

e) De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento 
sean competentes.

4. Para la instrucción de las causas a que se refieren los párrafos a) y b) del apartado 
anterior se designará de entre los miembros de la Sala, conforme a un turno preestablecido, 
un instructor que no formará parte de la misma para enjuiciarlas.

En las causas por delitos atribuidos a la Fiscalía Europea, se designará de entre los 
miembros de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un Juez de garantías que no 
formará parte de la misma para enjuiciarlas.

5. Le corresponde, igualmente, la decisión de las cuestiones de competencia entre 
Juzgados de Menores de distintas provincias de la comunidad autónoma.

6. En el caso de que el número de asuntos lo aconseje, podrán crearse una o más 
Secciones e incluso Sala de lo Penal con su propia circunscripción territorial en aquellas 
capitales que ya sean sedes de otras Salas del Tribunal Superior, a los solos efectos de 
conocer los recursos de apelación a los que se refiere la letra c) del apartado 3 de este 
artículo y aquellas otras apelaciones atribuidas por las leyes al Tribunal Superior de Justicia.

Los nombramientos para Magistrados de estas Secciones o Salas, a propuesta del 
Consejo General del Poder Judicial, recaerán en aquellos Magistrados que, ostentando la 
condición de especialista en el orden penal obtenida mediante la superación de las pruebas 
selectivas que reglamentariamente determine el Consejo General del Poder Judicial, tengan 
mejor puesto en su escalafón. A falta de éstos, recaerá en aquellos Magistrados que 
habiendo prestado sus servicios en el orden jurisdiccional penal durante diez años dentro de 
los quince años inmediatamente anteriores a la fecha de la convocatoria, tengan mejor 
puesto en el escalafón. La antigüedad en órganos mixtos se computará de igual manera a 
estos efectos. En su defecto, se nombrará a quien ostente mejor puesto en el escalafón.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

De los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, de lo Mercantil, de lo 
Penal, de Violencia sobre la Mujer, de lo Contencioso-Administrativo, de lo 

Social, de Vigilancia Penitenciaria y de Menores

[ . . . ]
Artículo 85.  

Los Juzgados de Primera Instancia conocerán en el orden civil:
1. En primera instancia, de los juicios que no vengan atribuidos por esta ley a otros 

juzgados o tribunales.
2. De los actos de jurisdicción voluntaria en los términos que prevean las leyes.
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3. De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones de los Juzgados de Paz 
del partido.

4. De las cuestiones de competencia en materia civil entre los Juzgados de Paz del 
partido.

5. De las solicitudes de reconocimiento y ejecución de sentencias y demás resoluciones 
judiciales extranjeras y de la ejecución de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros, a no 
ser que, con arreglo a lo acordado en los tratados y otras normas internacionales, 
corresponda su conocimiento a otro Juzgado o Tribunal.

[ . . . ]
Artículo 87 ter.  

1. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer conocerán, en el orden penal, de 
conformidad en todo caso con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de los siguientes supuestos:

a) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos 
recogidos en los títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones al 
feto, delitos contra la libertad, delitos contra la integridad moral, contra la libertad e 
indemnidad sexuales, contra la intimidad y el derecho a la propia imagen, contra el honor o 
cualquier otro delito cometido con violencia o intimidación, siempre que se hubiesen 
cometido contra quien sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al 
autor por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, así como de los cometidos 
sobre los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o sobre los menores o 
personas con la capacidad modificada judicialmente que con él convivan o que se hallen 
sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o 
conviviente, cuando también se haya producido un acto de violencia de género.

b) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito 
contra los derechos y deberes familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas 
señaladas como tales en la letra anterior.

c) De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin 
perjuicio de las competencias atribuidas al Juez de Guardia.

d) Del conocimiento y fallo de los delitos leves que les atribuya la ley cuando la víctima 
sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra a) de este apartado.

e) Dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos establecidos por la ley.
f) De la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de 

resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley.
g) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por el delito de 

quebrantamiento previsto y penado en el artículo 468 del Código Penal cuando la persona 
ofendida por el delito cuya condena, medida cautelar o medida de seguridad se haya 
quebrantado sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por 
una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, así como los descendientes, 
propios o de la esposa o conviviente, o sobre los menores o personas con la capacidad 
modificada judicialmente que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, 
curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente.

2. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer podrán conocer en el orden civil, en todo 
caso de conformidad con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, de los siguientes asuntos:

a) Los de filiación, maternidad y paternidad.
b) Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio.
c) Los que versen sobre relaciones paterno filiales.
d) Los que tengan por objeto la adopción o modificación de medidas de trascendencia 

familiar.
e) Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos e hijas menores o 

sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos e hijas 
menores.

f) Los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adopción.
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g) Los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones administrativas en materia 
de protección de menores.

h) Los que versen sobre los procedimientos de liquidación del régimen económico 
matrimonial instados por los herederos de la mujer víctima de violencia de género, así como 
los que se insten frente a estos herederos.

3. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer tendrán de forma exclusiva y excluyente 
competencia en el orden civil cuando concurran simultáneamente los siguientes requisitos:

a) Que se trate de un proceso civil que tenga por objeto alguna de las materias indicadas 
en el número 2 del presente artículo.

b) Que alguna de las partes del proceso civil sea víctima de los actos de violencia de 
género, en los términos a que hace referencia el apartado 1 a) del presente artículo.

c) Que alguna de las partes del proceso civil sea imputado como autor, inductor o 
cooperador necesario en la realización de actos de violencia de género.

d) Que se hayan iniciado ante el Juez de Violencia sobre la Mujer actuaciones penales 
por delito o falta a consecuencia de un acto de violencia sobre la mujer, o se haya adoptado 
una orden de protección a una víctima de violencia de género.

4. Cuando el Juez apreciara que los actos puestos en su conocimiento, de forma notoria, 
no constituyen expresión de violencia de género, podrá inadmitir la pretensión, remitiéndola 
al órgano judicial competente.

5. En todos estos casos está vedada la mediación.
6. El Consejo General del Poder Judicial deberá estudiar, en el ámbito de sus 

competencias, la necesidad o carencia de dependencias que impidan la confrontación de la 
víctima y el agresor durante el proceso, así como impulsar, en su caso, la creación de las 
mismas, en colaboración con el Ministerio de Justicia y las Comunidades Autónomas 
competentes. Se procurará que estas mismas dependencias sean utilizadas en los casos de 
agresiones sexuales y de trata de personas con fines de explotación sexual. En todo caso, 
estas dependencias deberán ser plenamente accesibles, condición de obligado cumplimiento 
de los entornos, productos y servicios con el fin de que sean comprensibles, utilizables y 
practicables por todas las mujeres y menores víctimas sin excepción.

[ . . . ]
LIBRO V

DE LOS LETRADOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA Y DE LA OFICINA 
JUDICIAL

TÍTULO I
Régimen de organización y funcionamiento de la administración al servicio de 

jueces y tribunales

CAPÍTULO I
De la oficina judicial

[ . . . ]
Artículo 438.  

1. A los efectos de esta ley, se entiende por servicio común procesal, toda aquella unidad 
de la Oficina judicial que, sin estar integrada en un órgano judicial concreto, asume labores 
centralizadas de gestión y apoyo en actuaciones derivadas de la aplicación de las leyes 
procesales.

2. Prestarán su apoyo a todos o a alguno de los órganos judiciales de su ámbito 
territorial, con independencia del orden jurisdiccional al que pertenezcan y la extensión de su 
jurisdicción.
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3. El Ministerio de Justicia y las Comunidades Autónomas en sus respectivos territorios 
serán competentes para el diseño, creación y organización de los servicios comunes 
procesales, con funciones de registro y reparto, actos de comunicación, auxilio judicial, 
ejecución de resoluciones judiciales, jurisdicción voluntaria, mediación y ordenación del 
procedimiento. Las Salas de Gobierno y las Juntas de Jueces podrán solicitar al Ministerio y 
a las Comunidades Autónomas la creación de servicios comunes, conforme a las específicas 
necesidades.

Asimismo, podrán crear servicios comunes procesales que asuman otras funciones 
distintas a las relacionadas en este número, en cuyo caso será preciso el informe favorable 
del Consejo General del Poder Judicial.

4. En razón de la actividad concreta que realicen, los servicios comunes procesales, 
podrán estructurarse en secciones, a las que se dotará de los correspondientes puestos de 
trabajo y éstas, a su vez, si el servicio lo requiere, en equipos.

5. Al frente de cada servicio común procesal constituido en el seno de la Oficina judicial 
habrá un letrado de la Administración de Justicia, de quien dependerán funcionalmente el 
resto de los letrados de la Administración de Justicia y el personal destinado en los puestos 
de trabajo en que se ordene el servicio de que se trate y que, en todo caso, deberá ser 
suficiente y adecuado a las funciones que tiene asignado el mismo.

En aquellos partidos judiciales en que el escaso número de órganos judiciales lo 
aconseje, el mismo Letrado de la Administración de Justicia de la unidad procesal de apoyo 
directo podrá estar al frente de los servicios comunes procesales que se constituyan con las 
funciones relacionadas en el apartado 3 de este artículo.

6. El letrado de la Administración de Justicia que dirija un servicio común procesal 
deberá hacer cumplir, en el ámbito organizativo y funcional que le es propio, las órdenes y 
circulares que reciba de sus superiores jerárquicos. En el ámbito jurisdiccional, responderán 
del estricto cumplimiento de cuantas actuaciones o decisiones adopten jueces o tribunales 
en el ejercicio de sus competencias.

7. El Consejo General del Poder Judicial podrá establecer criterios generales que 
permitan la homogeneidad en las actuaciones de los servicios comunes procesales de la 
misma clase en todo el territorio nacional que, en ningún caso, podrán incidir en el ejercicio 
de la función jurisdiccional o en las competencias de las Administraciones públicas en el 
ámbito de la Administración de Justicia.

[ . . . ]
TÍTULO II

Del cuerpo de los letrados de la Administración de Justicia

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De las funciones de los letrados de la Administración de Justicia

[ . . . ]
Artículo 456.  

1. El Letrado de la Administración de Justicia impulsará el proceso en los términos que 
establecen las leyes procesales.

2. A tal efecto, dictará las resoluciones necesarias para la tramitación del proceso, salvo 
aquéllas que las leyes procesales reserven a Jueces o Tribunales. Estas resoluciones se 
denominarán diligencias, que podrán ser de ordenación, de constancia, de comunicación o 
de ejecución.

3. Se llamará decreto a la resolución que dicte el Letrado de la Administración de Justicia 
con el fin de admitir la demanda, poner término al procedimiento del que tenga atribuida 
exclusiva competencia, o cuando sea preciso o conveniente razonar su decisión. Será 
siempre motivado y contendrá, en párrafos separados y numerados, los antecedentes de 
hecho y los fundamentos de derecho en que se basa.
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4. Las diligencias de ordenación y los decretos serán recurribles en los casos y formas 
previstos en las leyes procesales.

5. Las resoluciones de carácter gubernativo de los Letrados de la Administración de 
Justicia se denominarán acuerdos.

6. Los Letrados de la Administración de Justicia, cuando así lo prevean las leyes 
procesales, tendrán competencias en las siguientes materias:

a) Ejecución, salvo aquellas competencias que exceptúen las leyes procesales por estar 
reservadas a Jueces y Magistrados.

b) Jurisdicción voluntaria, asumiendo su tramitación y resolución, sin perjuicio de los 
recursos que quepa interponer.

c) Conciliación, llevando a cabo la labor mediadora que les sea propia.
d) Tramitación y, en su caso, resolución de los procedimientos monitorios.
e) Mediación.
f) Cualesquiera otras que expresamente se prevean.

[ . . . ]
DISPOSICIONES ADICIONALES

[ . . . ]
Sexta.  

1. Quedan suprimidos los Tribunales arbitrales de censos de las provincias de Barcelona, 
Tarragona, Lérida y Gerona.

2. La competencia para tramitar y decidir en primera instancia los procesos civiles en 
materia de censos en Cataluña, regulados por la Ley de 31 de diciembre de 1945, queda 
atribuida a los Jueces de Primera Instancia competentes en razón del lugar en que esté 
situada la finca, que conocerán de esta materia por los trámites del juicio declarativo que 
corresponda por la cuantía.

3. Los Tribunales Arbitrales de Censos de Cataluña, sin perjuicio de lo dispuesto en 
párrafos anteriores, continuarán la tramitación de los procedimientos en curso, incoados con 
anterioridad a la entrada en vigor de esta ley, hasta su terminación, incluida la ejecución de 
sentencias.

4. La respectiva Audiencia Provincial se hará cargo de los archivos de los Tribunales 
suprimidos.

[ . . . ]
Decimotercera.  

1. Queda suprimido el Tribunal Arbitral de Seguros. Se atribuye a los órganos del orden 
juirisdiccional civil el conocimiento de todos los asuntos litigiosos anteriormente asignados a 
la competencia de aquél.

2. Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal Arbitral de Seguros resolverá expresamente, en 
el plazo máximo de un año, todos los asuntos litigiosos que se hallasen pendientes ante él 
con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley Orgánica. Dictada resolución 
expresa o, en cualquier caso, transcurrido el citado plazo de un año, que se contará a partir 
de la entrada en vigor de la presente Ley Orgánica, los interesados podrán deducir sus 
pretensiones directamente ante los correspondientes órganos de la jurisdicción civil.

[ . . . ]
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§ 128

Ley Orgánica 16/2015, de 27 de octubre, sobre privilegios e 
inmunidades de los Estados extranjeros, las Organizaciones 
Internacionales con sede u oficina en España y las Conferencias y 
Reuniones internacionales celebradas en España. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 258, de 28 de octubre de 2015

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2015-11545

[ . . . ]
TÍTULO I

Inmunidades del Estado extranjero en España

[ . . . ]
CAPÍTULO I

Inmunidad de jurisdicción

[ . . . ]
Sección 2.ª Excepciones a la inmunidad de jurisdicción del estado extranjero

[ . . . ]
Artículo 16.  Procesos relativos a los efectos de un convenio arbitral.

Cuando un Estado extranjero haya convenido con una persona natural o jurídica 
nacional de otro Estado la sumisión a arbitraje de toda controversia relativa a una 
transacción mercantil, salvo acuerdo de las partes en otro sentido en el convenio arbitral o 
en la cláusula compromisoria, el Estado no podrá hacer valer la inmunidad ante un órgano 
jurisdiccional español en un proceso relativo a:

a) La validez, interpretación o aplicación de la cláusula compromisoria o del convenio 
arbitral;

b) El procedimiento de arbitraje, incluido el nombramiento judicial de los árbitros;
c) La confirmación, la anulación o la revisión del laudo arbitral; o
d) El reconocimiento de los efectos de los laudos extranjeros.

[ . . . ]

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

– 521 –



§ 129

Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 11, de 12 de enero de 1996

Última modificación: 21 de febrero de 2023
Referencia: BOE-A-1996-750

CAPÍTULO I
Derecho a la asistencia jurídica gratuita

[ . . . ]
Artículo 6.  Contenido material del derecho.

El derecho a la asistencia jurídica gratuita comprende las siguientes prestaciones:
1. Asesoramiento y orientación gratuitos previos al proceso a quienes pretendan 

reclamar la tutela judicial de sus derechos e intereses, así como información sobre la 
posibilidad de recurrir a la mediación u otros medios extrajudiciales de solución de conflictos, 
en los casos no prohibidos expresamente por la ley, cuando tengan por objeto evitar el 
conflicto procesal o analizar la viabilidad de la pretensión.

Cuando se trate de víctimas de violencia de género, de terrorismo y de trata de seres 
humanos, así como de menores de edad y las personas con discapacidad intelectual o 
enfermedad mental, en los términos establecidos en la letra g) del artículo 2, la asistencia 
jurídica gratuita comprenderá asesoramiento y orientación gratuitos en el momento 
inmediatamente previo a la interposición de denuncia o querella.

2. Asistencia de abogado al detenido, preso o imputado que no lo hubiera designado, 
para cualquier diligencia policial que no sea consecuencia de un procedimiento penal en 
curso o en su primera comparecencia ante un órgano jurisdiccional, o cuando ésta se lleve a 
cabo por medio de auxilio judicial y el detenido, preso o imputado no hubiere designado 
abogado en el lugar donde se preste. Igualmente será de aplicación dicha asistencia letrada 
a la persona reclamada y detenida como consecuencia de una orden de detención europea 
que no hubiere designado abogado.

No será necesario que el detenido, preso o imputado acredite previamente carecer de 
recursos, sin perjuicio de que si no se le reconoce con posterioridad el derecho a la 
asistencia jurídica gratuita, deba abonar al abogado los honorarios devengados por su 
intervención.

3. Defensa y representación gratuitas por abogado y procurador en el procedimiento 
judicial, cuando la intervención de estos profesionales sea legalmente preceptiva o cuando, 
no siéndolo, se dé alguna de las siguientes circunstancias:
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a) su intervención sea expresamente requerida por el juzgado o tribunal mediante auto 
motivado para garantizar la igualdad de las partes en el proceso.

b) tratándose de delitos leves, la persona frente a la que se dirige el proceso penal haya 
ejercitado su derecho a estar asistido de abogado y así se acuerde por el juzgado o tribunal, 
en atención a la entidad de la infracción de que se trate y las circunstancias personales del 
solicitante de asistencia jurídica.

4. Inserción gratuita de anuncios o edictos, en el curso del proceso, que preceptivamente 
deban publicarse en periódicos oficiales.

5. Exención del pago de tasas judiciales, así como del pago de depósitos necesarios 
para la interposición de recursos.

6. Asistencia pericial gratuita en el proceso a cargo del personal técnico adscrito a los 
órganos jurisdiccionales, o, en su defecto, a cargo de funcionarios, organismos o servicios 
técnicos dependientes de las Administraciones públicas.

Excepcionalmente y cuando por inexistencia de técnicos en la materia de que se trate, 
no fuere posible la asistencia pericial de peritos dependientes de los órganos jurisdiccionales 
o de las Administraciones públicas, ésta se llevará a cabo, si el Juez o el Tribunal lo estima 
pertinente, en resolución motivada, a cargo de peritos designados de acuerdo a lo que se 
establece en las leyes procesales, entre los técnicos privados que correspondan.

El Juez o Tribunal podrá acordar en resolución motivada que la asistencia pericial 
especializada gratuita se lleve a cabo por profesionales técnicos privados cuando deba 
prestarse a menores y personas con discapacidad psíquica que sean víctimas de abuso o 
maltrato, atendidas las circunstancias del caso y el interés superior del menor o de la 
persona con discapacidad, pudiendo prestarse de forma inmediata.

7. Obtención gratuita de copias, testimonios, instrumentos y actas notariales, en los 
términos previstos en el artículo 130 del Reglamento Notarial.

8. Reducción del 80 por 100 de los derechos arancelarios que correspondan por el 
otorgamiento de escrituras públicas y por la obtención de copias y testimonios notariales no 
contemplados en el número anterior, cuando tengan relación directa con el proceso y sean 
requeridos por el órgano judicial en el curso del mismo, o sirvan para la fundamentación de 
la pretensión del beneficiario de la justicia gratuita.

9. Reducción del 80 por 100 de los derechos arancelarios que correspondan por la 
obtención de notas, certificaciones, anotaciones, asientos e inscripciones en los Registros de 
la Propiedad y Mercantil, cuando tengan relación directa con el proceso y sean requeridos 
por el órgano judicial en el curso del mismo, o sirvan para la fundamentación de la 
pretensión del beneficiario de la justicia gratuita.

10. Los derechos arancelarios a que se refieren los apartados 8 y 9 no se percibirán 
cuando el interesado acredite ingresos por debajo del indicador público de renta de efectos 
múltiples.

[ . . . ]
CAPÍTULO VIII

Asistencia jurídica gratuita en los litigios transfronterizos de la Unión Europea

Sección 1.ª Normas generales

Artículo 46.  Ámbito de aplicación.
1. En los litigios transfronterizos tendrán derecho a la asistencia jurídica gratuita regulada 

en este Capítulo exclusivamente las personas físicas, que sean ciudadanos de la Unión 
Europea o nacionales de terceros países que residan legalmente en uno de los Estados 
miembros. A los efectos de este Capítulo, se entenderá por Estado miembro de la Unión 
Europea todos los Estados miembros excepto Dinamarca.

2. El beneficio de asistencia jurídica gratuita se reconocerá únicamente en los litigios en 
materia civil o mercantil, así como en los procedimientos extrajudiciales en estas mismas 
materias cuando la ley los imponga a las partes o el Juzgado o Tribunal remita a éstas a 
dichos procedimientos.
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En aplicación del Reglamento (CE) n.º 44/2001 del Consejo, de 22 de diciembre de 
2000, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones 
judiciales en materia civil y mercantil, el beneficio de asistencia jurídica gratuita se 
reconocerá, igualmente, en los litigios transfronterizos derivados de un contrato de trabajo.

La asistencia jurídica gratuita podrá concederse también, cuando se cumplan los 
requisitos que se exigen en esta ley, para:

a) La ejecución de sentencias dictadas por los Tribunales de otros Estados miembros de 
la Unión Europea en los que se hubiera obtenido el beneficio de la justicia gratuita.

b) La ejecución de documentos públicos con fuerza ejecutiva.
3. En el ámbito de aplicación de este capítulo, sus disposiciones prevalecerán entre los 

Estados miembros sobre los convenios y tratados multilaterales y bilaterales ratificados por 
ellos. En las relaciones con los demás Estados, la aplicación de este capítulo no afectará a 
los restantes convenios y tratados multilaterales y bilaterales ratificados por España.

[ . . . ]
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§ 130

Ley 10/2012, de 20 de noviembre, por la que se regulan 
determinadas tasas en el ámbito de la Administración de Justicia y 
del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 280, de 21 de noviembre de 2012

Última modificación: 27 de mayo de 2017
Referencia: BOE-A-2012-14301

TÍTULO I
Tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional en los órdenes civil, 

contencioso-administrativo y social

[ . . . ]
Artículo 4.  Exenciones de la tasa.

1. Las exenciones objetivas de la tasa están constituidas por:
a) La interposición de demanda y la presentación de ulteriores recursos cuando se trate 

de los procedimientos especialmente establecidos para la protección de los derechos 
fundamentales y libertades públicas, así como contra la actuación de la Administración 
electoral.

b) La solicitud de concurso voluntario por el deudor.
c) La presentación de petición inicial del procedimiento monitorio y la demanda de juicio 

verbal en reclamación de cantidad cuando la cuantía de las mismas no supere dos mil euros. 
No se aplicará esta exención cuando en estos procedimientos la pretensión ejercitada se 
funde en un documento que tenga el carácter de título ejecutivo extrajudicial de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 517 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

d) La interposición de recursos contencioso-administrativos cuando se recurra en casos 
de silencio administrativo negativo o inactividad de la Administración.

e) La interposición de la demanda de ejecución de laudos dictados por las Juntas 
Arbitrales de Consumo.

f) Las acciones que, en interés de la masa del concurso y previa autorización del Juez de 
lo Mercantil, se interpongan por los administradores concursales.

g) Los procedimientos de división judicial de patrimonios, salvo en los supuestos en que 
se formule oposición o se suscite controversia sobre la inclusión o exclusión de bienes, 
devengando la tasa por el juicio verbal y por la cuantía que se discuta o la derivada de la 
impugnación del cuaderno particional a cargo del opositor, y si ambos se opusieren a cargo 
de cada uno por su respectiva cuantía.
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2. Desde el punto de vista subjetivo, están, en todo caso, exentos de esta tasa:
a) Las personas físicas.
b) Las personas jurídicas a las que se les haya reconocido el derecho a la asistencia 

jurídica gratuita, acreditando que cumplen los requisitos para ello de acuerdo con su 
normativa reguladora.

c) El Ministerio Fiscal.
d) La Administración General del Estado, las de las Comunidades Autónomas, las 

Entidades locales y los organismos públicos dependientes de todas ellas.
e) Las Cortes Generales y las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas.

[ . . . ]

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 130  Ley que regula determinadas tasas en el ámbito de la Administración de Justicia [parcial]

– 526 –



§ 131

Real Decreto 1373/2003, de 7 de noviembre, por el que se aprueba 
el arancel de derechos de los procuradores de los tribunales. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 278, de 20 de noviembre de 2003

Última modificación: 4 de mayo de 2022
Referencia: BOE-A-2003-21104

[ . . . ]
ARANCEL DE DERECHOS DE LOS PROCURADORES DE LOS TRIBUNALES

Téngase en cuenta que todas las referencias contenidas en esta norma a aranceles 
mínimos se entenderán por no puestas, según establece la disposición adicional única del Real 
Decreto 307/2022, de 3 de mayo. Ref. BOE-A-2022-7186

CAPÍTULO I
Actuaciones ante el orden civil

[ . . . ]
Sección 2.ª Procesos especiales

[ . . . ]
Artículo 15.  Arbitraje.

1. En el procedimiento de formalización judicial de arbitraje seguido conforme a lo 
dispuesto en la legislación vigente sobre arbitraje, cada procurador devengará la suma de 
89,16 euros.

2. En los supuestos de auxilio jurisdiccional previstos en la legislación sobre arbitraje, los 
derechos ascenderán a 37,15 euros.

[ . . . ]
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Sección 6.ª Actos de conciliación, jurisdicción voluntaria y registro civil

Artículo 28.  Acto de conciliación.
1. Por la intervención en los actos de conciliación el procurador devengará la cantidad 

de 22,29 euros.
2. Por la ejecución de lo convenido en acto de conciliación se devengarán los derechos 

fijados para la ejecución de títulos judiciales.

[ . . . ]
Artículo 32.  Autorizaciones judiciales.

En los expedientes para gravar o enajenar bienes de quienes están sujetos a patria 
potestad o tutela, ampliación de gravámenes de éstos y transacción de sus derechos, se 
aplicará la escala del artículo 29, sirviendo de base para regular los derechos el tipo a que se 
haga la venta, el importe del gravamen que se constituya, amplíe o cancele, o el valor del 
derecho objeto de la transacción. En el caso de que este derecho no sea valuable, se 
devengarán 74,30 euros.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV
Orden social

Artículo 77.  Actos de conciliación.
Por la personación en los actos de conciliación ante organismos administrativos y ante 

los Juzgados de lo Social, sean preceptivos o potestativos, percibirá el procurador 22,29 
euros.

[ . . . ]
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§ 132

Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 7, de 8 de enero de 2000

Última modificación: 20 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2000-323

[ . . . ]
LIBRO I

De las disposiciones generales relativas a los juicios civiles

TÍTULO I
De la comparecencia y actuación en juicio

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Del poder de disposición de las partes sobre el proceso y sobre sus 
pretensiones

Artículo 19.  Derecho de disposición de los litigantes. Transacción y suspensión.
1. Los litigantes están facultados para disponer del objeto del juicio y podrán renunciar, 

desistir del juicio, allanarse, someterse a mediación o a arbitraje y transigir sobre lo que sea 
objeto del mismo, excepto cuando la ley lo prohíba o establezca limitaciones por razones de 
interés general o en beneficio de tercero.

2. Si las partes pretendieran una transacción judicial y el acuerdo o convenio que 
alcanzaren fuere conforme a lo previsto en el apartado anterior, será homologado por el 
tribunal que esté conociendo del litigio al que se pretenda poner fin.

3. Los actos a que se refieren los apartados anteriores podrán realizarse, según su 
naturaleza, en cualquier momento de la primera instancia o de los recursos o de la ejecución 
de sentencia.

4. Asimismo, las partes podrán solicitar la suspensión del proceso, que será acordada 
por el Letrado de la Administración de Justicia mediante decreto siempre que no perjudique 
al interés general o a tercero y que el plazo de la suspensión no supere los sesenta días.

[ . . . ]
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Artículo 21.  Allanamiento.
1. Cuando el demandado se allane a todas las pretensiones del actor, el tribunal dictará 

sentencia condenatoria de acuerdo con lo solicitado por éste, pero si el allanamiento se 
hiciera en fraude de ley o supusiera renuncia contra el interés general o perjuicio de tercero, 
se dictará auto rechazándolo y seguirá el proceso adelante.

2. Cuando se trate de un allanamiento parcial el tribunal, a instancia del demandante, 
podrá dictar de inmediato auto acogiendo las pretensiones que hayan sido objeto de dicho 
allanamiento. Para ello será necesario que, por la naturaleza de dichas pretensiones, sea 
posible un pronunciamiento separado que no prejuzgue las restantes cuestiones no 
allanadas, respecto de las cuales continuará el proceso. Este auto será ejecutable conforme 
a lo establecido en los artículos 517 y siguientes de esta Ley.

3. Si el allanamiento resultase del compromiso con efectos de transacción previsto en el 
apartado 3 del artículo 437 para los juicios de desahucio por falta de pago de rentas o 
cantidades debidas, o por expiración legal o contractual del plazo, la resolución que 
homologue la transacción declarará que, de no cumplirse con el plazo del desalojo 
establecido en la transacción, ésta quedará sin efecto, y que se llevará a cabo el 
lanzamiento sin más trámite y sin notificación alguna al condenado, en el día y hora fijadas 
en la citación si ésta es de fecha posterior, o en el día y hora que se señale en dicha 
resolución.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

De la representación procesal y la defensa técnica

[ . . . ]
Artículo 25.  Poder general y poder especial.

1. El poder general para pleitos facultará al procurador para realizar válidamente, en 
nombre de su poderdante, todos los actos procesales comprendidos, de ordinario, en la 
tramitación de aquéllos.

El poderdante podrá, no obstante, excluir del poder general asuntos y actuaciones para 
las que la ley no exija apoderamiento especial. La exclusión habrá de ser consignada 
expresa e inequívocamente.

2. Será necesario poder especial:
1.º Para la renuncia, la transacción, el desistimiento, el allanamiento, el sometimiento a 

arbitraje y las manifestaciones que puedan comportar sobreseimiento del proceso por 
satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de objeto.

2.º Para ejercitar las facultades que el poderdante hubiera excluido del poder general, 
conforme a lo dispuesto en el apartado anterior.

3.º En todos los demás casos en que así lo exijan las leyes.
3. No podrán realizarse mediante procurador los actos que, conforme a la ley, deban 

efectuarse personalmente por los litigantes.

[ . . . ]
TÍTULO II

De la jurisdicción y de la competencia

CAPÍTULO I
De la jurisdicción de los tribunales civiles y las cuestiones prejudiciales

Sección 1.ª De la extensión y límites de la jurisdicción de los tribunales civiles

[ . . . ]
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Artículo 39.  Apreciación de la falta de competencia internacional o de jurisdicción a 
instancia de parte.

El demandado podrá denunciar mediante declinatoria la falta de competencia 
internacional o la falta de jurisdicción por pertenecer el asunto a otro orden jurisdiccional o 
por haberse sometido a arbitraje o mediación la controversia.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De la declinatoria

Artículo 63.  Contenido de la declinatoria, legitimación para proponerla y tribunal 
competente para conocer de ella.

1. Mediante la declinatoria, el demandado y los que puedan ser parte legítima en el juicio 
promovido podrán denunciar la falta de jurisdicción del tribunal ante el que se ha interpuesto 
la demanda, por corresponder el conocimiento de ésta a tribunales extranjeros, a órganos de 
otro orden jurisdiccional, a árbitros o a mediadores, excepto en los supuestos en que exista 
un pacto previo entre un consumidor y un empresario de someterse a un procedimiento de 
resolución alternativa de litigios de consumo y el consumidor sea el demandante.

También se propondrá declinatoria para denunciar la falta de competencia de todo tipo. 
Si la declinatoria se fundare en la falta de competencia territorial, habrá de indicar el tribunal 
al que, por considerarse territorialmente competente, habrían de remitirse las actuaciones.

2. La declinatoria se propondrá ante el mismo tribunal que esté conociendo del pleito y al 
que se considere carente de jurisdicción o de competencia. No obstante, la declinatoria 
podrá presentarse también ante el tribunal del domicilio del demandado, que la hará llegar 
por el medio de comunicación más rápido posible al tribunal ante el que se hubiera 
presentado la demanda, sin perjuicio de remitírsela por oficio al día siguiente de su 
presentación.

[ . . . ]
Artículo 65.  Tramitación y decisión de la declinatoria.

1. Al escrito de declinatoria habrán de acompañarse los documentos o principios de 
prueba en que se funde, con copias en número igual al de los restantes litigantes, que 
dispondrán de un plazo de cinco días, contados desde la notificación de la declinatoria, para 
alegar y aportar lo que consideren conveniente para sostener la jurisdicción o la competencia 
del tribunal, que decidirá la cuestión dentro del quinto día siguiente.

Si la declinatoria fuese relativa a la falta de competencia territorial, el actor, al 
impugnarla, podrá también alegar la falta de competencia territorial del tribunal en favor del 
cual se pretendiese declinar el conocimiento del asunto.

2. Si el tribunal entendiese que carece de jurisdicción por corresponder el conocimiento 
del asunto a los tribunales de otro Estado, lo declarará así mediante auto, absteniéndose de 
conocer y sobreseyendo el proceso.

Del mismo modo procederá el tribunal si estimase la declinatoria fundada en haberse 
sometido el asunto a arbitraje o a mediación.

3. Si el tribunal considera que carece de jurisdicción por corresponder el asunto de que 
se trate a los tribunales de otro orden jurisdiccional, en el auto en el que se abstenga de 
conocer señalará a las partes ante qué órganos han de usar de su derecho. Igual resolución 
se dictará cuando el tribunal entienda que carece de competencia objetiva.

4. Si se hubiere interpuesto declinatoria relativa a la competencia territorial y ésta no 
viniere determinada por reglas imperativas, el tribunal, para estimarla, habrá de considerar 
competente al órgano señalado por el promotor de la declinatoria.

5. El tribunal, al estimar la declinatoria relativa a la competencia territorial, se inhibirá en 
favor del órgano al que corresponda la competencia y acordará remitirle los autos con 
emplazamiento de las partes para que comparezcan ante él en el plazo de diez días.
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CAPÍTULO IV
De los recursos en materia de jurisdicción y competencia

Artículo 66.  Recursos en materia de competencia internacional, jurisdicción, sumisión a 
arbitraje o mediación y competencia objetiva.

1. Contra el auto absteniéndose de conocer por falta de competencia internacional, por 
pertenecer el asunto a tribunal de otro orden jurisdiccional, por haberse sometido el asunto a 
arbitraje o a mediación o por falta de competencia objetiva, cabrá recurso de apelación.

2. Contra el auto por el que se rechace la falta de competencia internacional, de 
jurisdicción o de competencia objetiva, sólo cabrá recurso de reposición, sin perjuicio de 
alegar la falta de esos presupuestos procesales en la apelación contra la sentencia definitiva.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será también de aplicación cuando el auto rechace la 
sumisión del asunto a arbitraje o a mediación.

[ . . . ]
TÍTULO V

De las actuaciones judiciales

[ . . . ]
CAPÍTULO VIII

De las resoluciones procesales

Sección 1.ª De las clases, forma y contenido de las resoluciones y del modo de 
dictarlas, publicarlas y archivarlas

Artículo 206.  Clases de resoluciones.
1. Son resoluciones judiciales las providencias, autos y sentencias dictadas por los 

jueces y tribunales.
En los procesos de declaración, cuando la ley no exprese la clase de resolución judicial 

que haya de emplearse, se observarán las siguientes reglas:
1.ª Se dictará providencia cuando la resolución se refiera a cuestiones procesales que 

requieran una decisión judicial por así establecerlo la ley, siempre que en tales casos no 
exigiera expresamente la forma de auto.

2.ª Se dictarán autos cuando se decidan recursos contra providencias o decretos, 
cuando se resuelva sobre admisión o inadmisión de demanda, reconvención, acumulación 
de acciones, admisión o inadmisión de la prueba, aprobación judicial de transacciones, 
acuerdos de mediación y convenios, medidas cautelares y nulidad o validez de las 
actuaciones.

También revestirán la forma de auto las resoluciones que versen sobre presupuestos 
procesales, anotaciones e inscripciones registrales y cuestiones incidentales, tengan o no 
señalada en esta ley tramitación especial, siempre que en tales casos la ley exigiera decisión 
del tribunal así como las que pongan fin a las actuaciones de una instancia o recurso antes 
de que concluya su tramitación ordinaria, salvo que, respecto de estas últimas, la ley hubiera 
dispuesto que deban finalizar por decreto. El recurso de casación podrá decidirse mediante 
auto en los casos previstos en el artículo 487.1.

3.ª Se dictará sentencia para poner fin al proceso, en primera o segunda instancia, una 
vez que haya concluido su tramitación ordinaria prevista en la ley. También se resolverán 
mediante sentencia los recursos de casación y los procedimientos para la revisión de 
sentencias firmes, salvo lo dispuesto en el artículo 487.1.

2. Las resoluciones de los Letrados de la Administración de Justicia se denominarán 
diligencias y decretos.

Cuando la ley no exprese la clase de resolución que haya de emplearse, se observarán 
las siguientes reglas:
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1.ª Se dictará diligencia de ordenación cuando la resolución tenga por objeto dar a los 
autos el curso que la ley establezca.

2.ª Se dictará decreto cuando se admita a trámite la demanda, cuando se ponga término 
al procedimiento del que el Secretario tuviera atribuida competencia exclusiva y, en cualquier 
clase de procedimiento, cuando fuere preciso o conveniente razonar lo resuelto.

3.ª Se dictarán diligencias de constancia, comunicación o ejecución a los efectos de 
reflejar en autos hechos o actos con trascendencia procesal.

3. En los procesos de ejecución se seguirán, en lo que resulten aplicables, las reglas 
establecidas en los apartados anteriores.

[ . . . ]
LIBRO II

De los procesos declarativos

TÍTULO I
De las disposiciones comunes a los procesos declarativos

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

De los medios de prueba y las presunciones

[ . . . ]
Sección 5.ª Del dictamen de peritos

Artículo 335.  Objeto y finalidad del dictamen de peritos. Juramento o promesa de actuar 
con objetividad.

1. Cuando sean necesarios conocimientos científicos, artísticos, técnicos o prácticos 
para valorar hechos o circunstancias relevantes en el asunto o adquirir certeza sobre ellos, 
las partes podrán aportar al proceso el dictamen de peritos que posean los conocimientos 
correspondientes o solicitar, en los casos previstos en esta ley, que se emita dictamen por 
perito designado por el tribunal.

2. Al emitir el dictamen, todo perito deberá manifestar, bajo juramento o promesa de 
decir verdad, que ha actuado y, en su caso, actuará con la mayor objetividad posible, 
tomando en consideración tanto lo que pueda favorecer como lo que sea susceptible de 
causar perjuicio a cualquiera de las partes, y que conoce las sanciones penales en las que 
podría incurrir si incumpliere su deber como perito.

3. Salvo acuerdo en contrario de las partes, no se podrá solicitar dictamen a un perito 
que hubiera intervenido en una mediación o arbitraje relacionados con el mismo asunto.

[ . . . ]
Artículo 347.  Posible actuación de los peritos en el juicio o en la vista.

1. Los peritos tendrán en el juicio o en la vista la intervención solicitada por las partes, 
que el tribunal admita.

El tribunal sólo denegará las solicitudes de intervención que, por su finalidad y contenido, 
hayan de estimarse impertinentes o inútiles, o cuando existiera un deber de confidencialidad 
derivado de la intervención del perito en un procedimiento de mediación anterior entre las 
partes.

En especial, las partes y sus defensores podrán pedir:
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1.º Exposición completa del dictamen, cuando esa exposición requiera la realización de 
otras operaciones, complementarias del escrito aportado, mediante el empleo de los 
documentos, materiales y otros elementos a que se refiere el apartado 2 del artículo 336.

2.º Explicación del dictamen o de alguno o algunos de sus puntos, cuyo significado no se 
considerase suficientemente expresivo a los efectos de la prueba.

3.º Respuestas a preguntas y objeciones, sobre método, premisas, conclusiones y otros 
aspectos del dictamen.

4.º Respuestas a solicitudes de ampliación del dictamen a otros puntos conexos, por si 
pudiera llevarse a cabo en el mismo acto y a efectos, en cualquier caso, de conocer la 
opinión del perito sobre la posibilidad y utilidad de la ampliación, así como del plazo 
necesario para llevarla a cabo.

5.º Crítica del dictamen de que se trate por el perito de la parte contraria.
6.º Formulación de las tachas que pudieren afectar al perito.
2. El tribunal podrá también formular preguntas a los peritos y requerir de ellos 

explicaciones sobre lo que sea objeto del dictamen aportado, pero sin poder acordar, de 
oficio, que se amplíe, salvo que se trate de peritos designados de oficio conforme a lo 
dispuesto en el apartado 5 del artículo 339.

[ . . . ]
CAPÍTULO VIII

De la condena en costas

[ . . . ]
Artículo 395.  Condena en costas en caso de allanamiento.

1. Si el demandado se allanare a la demanda antes de contestarla, no procederá la 
imposición de costas salvo que el tribunal, razonándolo debidamente, aprecie mala fe en el 
demandado.

Se entenderá que, en todo caso, existe mala fe, si antes de presentada la demanda se 
hubiese formulado al demandado requerimiento fehaciente y justificado de pago, o si se 
hubiera iniciado procedimiento de mediación o dirigido contra él solicitud de conciliación.

2. Si el allanamiento se produjere tras la contestación a la demanda, se aplicará el 
apartado 1 del artículo anterior.

[ . . . ]
TÍTULO II

Del juicio ordinario

CAPÍTULO I
De las alegaciones iniciales

Sección 1.ª De la demanda y su objeto

[ . . . ]
Artículo 403.  Admisión y casos excepcionales de inadmisión de la demanda.

1. Las demandas sólo se inadmitirán en los casos y por las causas expresamente 
previstas en esta Ley.

2. No se admitirán las demandas cuando no se acompañen a ella los documentos que la 
ley expresamente exija para la admisión de aquéllas o no se hayan intentado conciliaciones 
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o efectuado requerimientos, reclamaciones o consignaciones que se exijan en casos 
especiales.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la audiencia previa al juicio

Artículo 414.  Finalidad, momento procesal y sujetos intervinientes en la audiencia.
1. Una vez contestada la demanda y, en su caso, la reconvención, o transcurridos los 

plazos correspondientes, el Letrado de la Administración de Justicia, dentro del tercer día, 
convocará a las partes a una audiencia, que habrá de celebrarse en el plazo de veinte días 
desde la convocatoria.

En esta convocatoria, si no se hubiera realizado antes, se informará a las partes de la 
posibilidad de recurrir a una negociación para intentar solucionar el conflicto, incluido el 
recurso a una mediación, en cuyo caso éstas indicarán en la audiencia su decisión al 
respecto y las razones de la misma.

La audiencia se llevará a cabo, conforme a lo establecido en los artículos siguientes, 
para intentar un acuerdo o transacción de las partes que ponga fin al proceso, examinar las 
cuestiones procesales que pudieran obstar a la prosecución de éste y a su terminación 
mediante sentencia sobre su objeto, fijar con precisión dicho objeto y los extremos, de hecho 
o de derecho, sobre los que exista controversia entre las partes y, en su caso, proponer y 
admitir la prueba.

En atención al objeto del proceso, el tribunal podrá invitar a las partes a que intenten un 
acuerdo que ponga fin al proceso, en su caso a través de un procedimiento de mediación, 
instándolas a que asistan a una sesión informativa.

2. Las partes habrán de comparecer en la audiencia asistidas de abogado.
Las partes y sus representantes procesales deberán comparecer por videoconferencia o 

mediante la utilización de medios electrónicos para la reproducción del sonido y, en su caso, 
de la imagen, con los requisitos establecidos en el artículo 137 bis, cuando el tribunal lo 
acordase de oficio o a instancia de alguna de las partes.

Al efecto del intento de arreglo o transacción, cuando las partes no concurrieren 
personalmente sino a través de su procurador o procuradora, habrán de otorgar a éste o 
ésta poder para renunciar, allanarse o transigir. Si no concurrieren personalmente ni 
otorgaren aquel poder, se les tendrá por no comparecidos a la audiencia.

3. Si no compareciere a la audiencia ninguna de las partes, se levantará acta haciéndolo 
constar y el tribunal, sin más trámites, dictará auto de sobreseimiento del proceso, 
ordenando el archivo de las actuaciones.

También se sobreseerá el proceso si a la audiencia sólo concurriere el demandado y no 
alegare interés legítimo en que continúe el procedimiento para que se dicte sentencia sobre 
el fondo. Si fuere el demandado quien no concurriere, la audiencia se entenderá con el actor 
en lo que resultare procedente.

4. Cuando faltare a la audiencia el abogado del demandante, se sobreseerá el proceso, 
salvo que el demandado alegare interés legítimo en la continuación del procedimiento para 
que se dicte sentencia sobre el fondo. Si faltare el abogado del demandado, la audiencia se 
seguirá con el demandante en lo que resultare procedente.

Artículo 415.  Intento de conciliación o transacción. Sobreseimiento por desistimiento 
bilateral. Homologación y eficacia del acuerdo.

1. Comparecidas las partes, el tribunal declarará abierto el acto y comprobará si subsiste 
el litigio entre ellas.

Si manifestasen haber llegado a un acuerdo o se mostrasen dispuestas a concluirlo de 
inmediato, podrán desistir del proceso o solicitar del tribunal que homologue lo acordado.

Las partes de común acuerdo podrán también solicitar la suspensión del proceso de 
conformidad con lo previsto en el apartado 4 del artículo 19, para someterse a mediación.
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En este caso, el tribunal examinará previamente la concurrencia de los requisitos de 
capacidad jurídica y poder de disposición de las partes o de sus representantes debidamente 
acreditados, que asistan al acto.

2. El acuerdo homologado judicialmente surtirá los efectos atribuidos por la ley a la 
transacción judicial y podrá llevarse a efecto por los trámites previstos para la ejecución de 
sentencias y convenios judicialmente aprobados. Dicho acuerdo podrá impugnarse por las 
causas y en la forma que se prevén para la transacción judicial.

3. Si las partes no hubiesen llegado a un acuerdo o no se mostrasen dispuestas a 
concluirlo de inmediato, la audiencia continuará según lo previsto en los artículos siguientes.

Cuando se hubiera suspendido el proceso para acudir a mediación, terminada la misma, 
cualquiera de las partes podrá solicitar que se alce la suspensión y se señale fecha para la 
continuación de la audiencia.

[ . . . ]
Artículo 428.  Fijación de los hechos controvertidos y posible sentencia inmediata.

1. En su caso, la audiencia continuará para que las partes o sus defensores, con el 
tribunal, fijen los hechos sobre los que exista conformidad y disconformidad de los litigantes.

2. A la vista del objeto de la controversia, el tribunal podrá exhortar a las partes o a sus 
representantes y a sus abogados para que lleguen a un acuerdo que ponga fin al litigio. En 
su caso, será de aplicación al acuerdo lo dispuesto en el artículo 415 de esta Ley.

3. Si las partes no pusieran fin al litigio mediante acuerdo, conforme al apartado anterior, 
pero estuvieren conformes en todos los hechos y la discrepancia quedase reducida a 
cuestión o cuestiones jurídicas, el tribunal dictará sentencia dentro de veinte días a partir del 
siguiente al de la terminación de la audiencia.

[ . . . ]
TÍTULO III

Del juicio verbal

[ . . . ]
Artículo 440.  Citación para la vista.

Contestada la demanda y, en su caso, la reconvención o el crédito compensable, o 
transcurridos los plazos correspondientes, el letrado o letrada de la Administración de 
Justicia, cuando haya de celebrarse vista de acuerdo con lo expresado en el artículo 438, 
citará a las partes a tal fin dentro de los cinco días siguientes.

La vista habrá de tener lugar dentro del plazo máximo de un mes. En la citación se fijará 
el día y hora en el que haya de celebrarse la vista, y se informará a las partes de la 
posibilidad de recurrir a una negociación para intentar solucionar el conflicto, incluido el 
recurso a una mediación, en cuyo caso aquéllas indicarán en la vista o antes de ella su 
decisión al respecto y las razones de la misma.

En la citación se hará constar que la vista no se suspenderá por inasistencia del 
demandado y se advertirá a los litigantes que, si no asistieren y se hubiere admitido su 
interrogatorio, podrán considerarse admitidos los hechos del interrogatorio conforme a lo 
dispuesto en el artículo 304. Asimismo, se prevendrá a la parte demandante y demandada 
de lo dispuesto en el artículo 442, para el caso de que no comparecieren a la vista.

La citación indicará también a las partes que, en el plazo de los cinco días siguientes a la 
recepción de la citación, deben indicar las personas que, por no poderlas presentar ellas 
mismas, han de ser citadas por el Letrado de la Administración de Justicia a la vista para que 
declaren en calidad de parte, testigos o peritos. A tal fin, facilitarán todos los datos y 
circunstancias precisos para llevar a cabo la citación. En el mismo plazo de cinco días 
podrán las partes pedir respuestas escritas a cargo de personas jurídicas o entidades 
públicas, por los trámites establecidos en el artículo 381. En el supuesto que alguna de las 
partes hubiera anunciado la presentación de una prueba pericial conforme al artículo 337.1, 
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dicho plazo de cinco días empezará a contar desde que se tenga por aportado el referido 
dictamen o haya transcurrido el plazo para su presentación.

[ . . . ]
Artículo 443.  Desarrollo de la vista.

1. Comparecidas las partes, el tribunal declarará abierto el acto y comprobará si subsiste 
el litigio entre ellas.

Si manifestasen haber llegado a un acuerdo o se mostrasen dispuestas a concluirlo de 
inmediato, podrán desistir del proceso o solicitar del tribunal que homologue lo acordado. El 
acuerdo homologado judicialmente surtirá los efectos atribuidos por la ley a la transacción 
judicial y podrá llevarse a efecto por los trámites previstos para la ejecución de sentencias y 
convenios judicialmente aprobados. Dicho acuerdo podrá impugnarse por las causas y en la 
forma que se prevén para la transacción judicial.

Las partes de común acuerdo podrán también solicitar la suspensión del proceso de 
conformidad con lo previsto en el apartado 4 del artículo 19, para someterse a mediación. En 
este caso, el tribunal examinará previamente la concurrencia de los requisitos de capacidad 
jurídica y poder de disposición de las partes o de sus representantes debidamente 
acreditados, que asistan al acto.

Cuando se hubiera suspendido el proceso para acudir a mediación, terminada la misma 
sin acuerdo, cualquiera de las partes podrá solicitar que se alce la suspensión y se señale 
fecha para la continuación de la vista. En el caso de haberse alcanzado en la mediación 
acuerdo entre las partes, éstas deberán comunicarlo al tribunal para que decrete el archivo 
del procedimiento, sin perjuicio de solicitar previamente su homologación judicial.

2. Si las partes no hubiesen llegado a un acuerdo o no se mostrasen dispuestas a 
concluirlo de inmediato, el tribunal resolverá sobre las circunstancias que puedan impedir la 
válida prosecución y término del proceso mediante sentencia sobre el fondo de acuerdo con 
los artículos 416 y siguientes.

3. Si no se hubieran suscitado las cuestiones procesales a que se refieren los apartados 
anteriores o si, formuladas, se resolviese por el tribunal la continuación del acto, se dará la 
palabra a las partes para realizar aclaraciones y fijar los hechos sobre los que exista 
contradicción. Si no hubiere conformidad sobre todos ellos, se propondrán las pruebas y se 
practicarán seguidamente las que resulten admitidas.

La proposición de prueba de las partes podrá completarse con arreglo a lo dispuesto en 
el apartado 1 del artículo 429.

[ . . . ]
LIBRO III

De la ejecución forzosa y de las medidas cautelares

TÍTULO I
De los títulos ejecutivos

CAPÍTULO I
De las sentencias y demás títulos ejecutivos

Artículo 517.  Acción ejecutiva. Títulos ejecutivos.
1. La acción ejecutiva deberá fundarse en un título que tenga aparejada ejecución.
2. Solo tendrán aparejada ejecución los siguientes títulos:
1.º La sentencia de condena firme.
2.º Los laudos o resoluciones arbitrales y los acuerdos de mediación, debiendo estos 

últimos haber sido elevados a escritura pública de acuerdo con la Ley de mediación en 
asuntos civiles y mercantiles.
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3.º Las resoluciones judiciales que aprueben u homologuen transacciones judiciales y 
acuerdos logrados en el proceso, acompañadas, si fuere necesario para constancia de su 
concreto contenido, de los correspondientes testimonios de las actuaciones.

4.º Las escrituras públicas, con tal que sea primera copia; o si es segunda que esté dada 
en virtud de mandamiento judicial y con citación de la persona a quien deba perjudicar, o de 
su causante, o que se expida con la conformidad de todas las partes.

5.º Las pólizas de contratos mercantiles firmadas por las partes y por corredor de 
comercio colegiado que las intervenga, con tal que se acompañe certificación en la que 
dicho corredor acredite la conformidad de la póliza con los asientos de su libro registro y la 
fecha de estos.

6.º Los títulos al portador o nominativos, legítimamente emitidos, que representen 
obligaciones vencidas y los cupones, también vencidos, de dichos títulos, siempre que los 
cupones confronten con los títulos y éstos, en todo caso, con los libros talonarios.

La protesta de falsedad del título formulada en el acto de la confrontación no impedirá, si 
ésta resulta conforme, que se despache la ejecución, sin perjuicio de la posterior oposición a 
la ejecución que pueda formular el deudor alegando falsedad en el título.

7.º Los certificados no caducados expedidos por las entidades encargadas de los 
registros contables respecto de los valores representados mediante anotaciones en cuenta o 
por las entidades responsables de la administración de la inscripción y registro respecto de 
los valores representados mediante sistemas basados en tecnología de registros distribuidos 
a los que se refiere la Ley del Mercado de Valores, siempre que se acompañe copia de la 
escritura pública de representación de los valores o, en su caso, de la emisión, cuando tal 
escritura sea necesaria, conforme a la legislación vigente.

Instada y despachada la ejecución, no caducarán los certificados a que se refiere el 
párrafo anterior.

8.° El auto que establezca la cantidad máxima reclamable en concepto de 
indemnización, dictado en los supuestos previstos por la ley en procesos penales incoados 
por hechos cubiertos por el Seguro Obligatorio de Responsabilidad Civil derivada del uso y 
circulación de vehículos de motor.

9.º Las demás resoluciones procesales y documentos que, por disposición de esta u otra 
ley, lleven aparejada ejecución.

Artículo 518.  Caducidad de la acción ejecutiva fundada en sentencia judicial, o resolución 
arbitral o acuerdo de mediación.

La acción ejecutiva fundada en sentencia, en resolución del tribunal o del Letrado de la 
Administración de Justicia que apruebe una transacción judicial o un acuerdo alcanzado en 
el proceso, en resolución arbitral o en acuerdo de mediación caducará si no se interpone la 
correspondiente demanda ejecutiva dentro de los cinco años siguientes a la firmeza de la 
sentencia o resolución.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De los títulos ejecutivos extranjeros

Artículo 523.  Fuerza ejecutiva en España. Ley aplicable al procedimiento.
1. Para que las sentencias firmes y demás títulos ejecutivos extranjeros lleven aparejada 

ejecución en España se estará a lo dispuesto en los Tratados internacionales y a las 
disposiciones legales sobre cooperación jurídica internacional.

2. En todo caso, la ejecución de sentencias y títulos ejecutivos extranjeros se llevará a 
cabo en España conforme a las disposiciones de la presente Ley, salvo que se dispusiere 
otra cosa en los Tratados internacionales vigentes en España.

[ . . . ]
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TÍTULO III
De la ejecución: disposiciones generales

CAPÍTULO I
De las partes de la ejecución

[ . . . ]
Artículo 539.  Representación y defensa. Costas y gastos de la ejecución.

1. El ejecutante y el ejecutado deberán estar dirigidos por letrado y representados por 
procurador, salvo que se trate de la ejecución de resoluciones dictadas en procesos en que 
no sea preceptiva la intervención de dichos profesionales.

Para la ejecución derivada de procesos monitorios en que no haya habido oposición, se 
requerirá la intervención de abogado y procurador siempre que la cantidad por la que se 
despache ejecución sea superior a 2.000 euros.

Para la ejecución derivada de un acuerdo de mediación o un laudo arbitral se requerirá la 
intervención de abogado y procurador siempre que la cantidad por la que se despache 
ejecución sea superior a 2.000 euros.

2. En las actuaciones del proceso de ejecución para las que esta ley prevea 
expresamente pronunciamiento sobre costas, las partes deberán satisfacer los gastos y 
costas que les correspondan conforme a lo previsto en el artículo 241 de esta ley, sin 
perjuicio de los reembolsos que procedan tras la decisión del Tribunal o, en su caso, del 
Letrado de la Administración de Justicia sobre las costas.

Las costas del proceso de ejecución no comprendidas en el párrafo anterior serán a 
cargo del ejecutado sin necesidad de expresa imposición, pero, hasta su liquidación, el 
ejecutante deberá satisfacer los gastos y costas que se vayan produciendo, salvo los que 
correspondan a actuaciones que se realicen a instancia del ejecutado o de otros sujetos, que 
deberán ser pagados por quien haya solicitado la actuación de que se trate.

[ . . . ]
Artículo 542.  Ejecución frente al deudor solidario.

1. Las sentencias, laudos y otros títulos ejecutivos judiciales obtenidos sólo frente a uno 
o varios deudores solidarios no servirán de título ejecutivo frente a los deudores solidarios 
que no hubiesen sido parte en el proceso.

2. Si los títulos ejecutivos fueran extrajudiciales, sólo podrá despacharse ejecución frente 
al deudor solidario que figure en ellos o en otro documento que acredite la solidaridad de la 
deuda y lleve aparejada ejecución conforme a lo dispuesto en la ley.

3. Cuando en el título ejecutivo aparezcan varios deudores solidarios, podrá pedirse que 
se despache ejecución, por el importe total de la deuda, más intereses y costas, frente a uno 
o algunos de esos deudores o frente a todos ellos.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del tribunal competente

Artículo 545.  Tribunal competente. Forma de las resoluciones en la ejecución forzosa.
1. Si el título ejecutivo consistiera en resoluciones judiciales, resoluciones dictadas por 

Letrados de la Administración de Justicia a las que esta ley reconozca carácter de título 
ejecutivo o transacciones y acuerdos judicialmente homologados o aprobados, será 
competente para dictar el auto que contenga la orden general de ejecución y despacho de la 
misma el Tribunal que conoció del asunto en primera instancia o en el que se homologó o 
aprobó la transacción o acuerdo.
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2. Cuando el título sea un laudo arbitral o un acuerdo de mediación, será competente 
para denegar o autorizar la ejecución y el correspondiente despacho el Juzgado de Primera 
Instancia del lugar en que se haya dictado el laudo o se hubiera firmado el acuerdo de 
mediación.

3. Para la ejecución fundada en títulos distintos de los expresados en los apartados 
anteriores, será competente el Juzgado de Primera Instancia del lugar que corresponda con 
arreglo a lo dispuesto en los artículos 50 y 51 de esta Ley. La ejecución podrá instarse 
también, a elección del ejecutante, ante el Juzgado de Primera Instancia del lugar de 
cumplimiento de la obligación, según el título, o ante el de cualquier lugar en que se 
encuentren bienes del ejecutado que puedan ser embargados, sin que sean aplicables, en 
ningún caso, las reglas sobre sumisión expresa o tácita contenidas en la sección 2.a del 
capítulo II del Título II del Libro I.

Si hubiese varios ejecutados, será competente el tribunal que, con arreglo al párrafo 
anterior, lo sea respecto de cualquier ejecutado, a elección del ejecutante.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando la ejecución recaiga sólo sobre 
bienes especialmente hipotecados o pignorados, la competencia se determinará con arreglo 
a lo dispuesto en el artículo 684 de esta Ley.

4. En todos los supuestos reseñados en los apartados que anteceden corresponderá al 
Letrado de la Administración de Justicia la concreción de los bienes del ejecutado a los que 
ha de extenderse el despacho de la ejecución, la adopción de todas las medidas necesarias 
para la efectividad del despacho, ordenando los medios de averiguación patrimonial que 
fueran necesarios conforme a lo establecido en los artículos 589 y 590 de esta ley, así como 
las medidas ejecutivas concretas que procedan.

5. En los procesos de ejecución adoptarán la forma de auto las resoluciones del Tribunal 
que:

1.º Contengan la orden general de ejecución por la que se autoriza y despacha la misma.
2.º Decidan sobre oposición a la ejecución definitiva basada en motivos procesales o de 

fondo.
3.º Resuelvan las tercerías de dominio.
4.º Aquellas otras que se señalen en esta ley.
6. Adoptarán la forma de decreto las resoluciones del Letrado de la Administración de 

Justicia que determinen los bienes del ejecutado a los que ha de extenderse el despacho de 
la ejecución y aquellas otras que se señalen en esta ley.

7. El Tribunal decidirá por medio de providencia en los supuestos en que así 
expresamente se señale, y en los demás casos, las resoluciones que procedan se dictarán 
por el Letrado de la Administración de Justicia a través de diligencias de ordenación, salvo 
cuando proceda resolver por decreto.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Del despacho de la ejecución

Artículo 548.  Plazo de espera de la ejecución de resoluciones procesales o arbitrales o de 
acuerdos de mediación.

No se despachará ejecución de resoluciones procesales o arbitrales o de acuerdos de 
mediación, dentro de los veinte días posteriores a aquel en que la resolución de condena 
sea firme, o la resolución de aprobación del convenio o de firma del acuerdo haya sido 
notificada al ejecutado.

[ . . . ]
Artículo 550.  Documentos que han de acompañar a la demanda ejecutiva.

1. A la demanda ejecutiva se acompañarán:
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1.º El título ejecutivo, salvo que la ejecución se funde en sentencia, decreto, acuerdo o 
transacción que conste en los autos.

Cuando el título sea un laudo, se acompañarán, además, el convenio arbitral y los 
documentos acreditativos de la notificación de aquél a las partes.

Cuando el título sea un acuerdo de mediación elevado a escritura pública, se 
acompañará, además, copia de las actas de la sesión constitutiva y final del procedimiento.

2.º La certificación del registro electrónico de apoderamientos judiciales o referencia al 
número asignado por dicho registro, siempre que no conste ya en las actuaciones, cuando 
se pidiere la ejecución de sentencias, transacciones o acuerdos aprobados judicialmente.

3.º Los documentos que acrediten los precios o cotizaciones aplicados para el cómputo 
en dinero de deudas no dinerarias, cuando no se trate de datos oficiales o de público 
conocimiento.

4.º Los demás documentos que la ley exija para el despacho de la ejecución.
2. También podrán acompañarse a la demanda ejecutiva cuantos documentos considere 

el ejecutante útiles o convenientes para el mejor desarrollo de la ejecución y contengan 
datos de interés para despacharla.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De la oposición a la ejecución y de la impugnación de actos de ejecución 
contrarios a la ley o al título ejecutivo

Artículo 556.  Oposición a la ejecución de resoluciones procesales o arbitrales o de los 
acuerdos de mediación.

1. Si el título ejecutivo fuera una resolución procesal o arbitral de condena o un acuerdo 
de mediación, el ejecutado, dentro de los diez días siguientes a la notificación del auto en 
que se despache ejecución, podrá oponerse a ella por escrito alegando el pago o 
cumplimiento de lo ordenado en la sentencia, laudo o acuerdo, que habrá de justificar 
documentalmente.

También se podrá oponer la caducidad de la acción ejecutiva, y los pactos y 
transacciones que se hubiesen convenido para evitar la ejecución, siempre que dichos 
pactos y transacciones consten en documento público.

2. La oposición que se formule en los casos del apartado anterior no suspenderá el curso 
de la ejecución.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, cuando la ejecución se haya 
despachado en virtud del auto a que se refiere el número 8º del apartado 2 del artículo 517, 
una vez el Letrado de la Administración de Justicia haya tenido por formulada oposición a la 
ejecución, en la misma resolución ordenará la suspensión de ésta. Esta oposición podrá 
fundarse en cualquiera de las causas previstas en el artículo siguiente y en las que se 
expresan a continuación:

1.ª Culpa exclusiva de la víctima.
2.ª Fuerza mayor extraña a la conducción o al funcionamiento del vehículo.
3.ª Concurrencia de culpas.

Artículo 557.  Oposición a la ejecución fundada en títulos no judiciales ni arbitrales.
1. Cuando se despache ejecución por los títulos previstos en los números 4.º, 5.º, 6.º y 

7.º, así como por otros documentos con fuerza ejecutiva a que se refiere el número 9.º del 
apartado 2 del artículo 517, el ejecutado sólo podrá oponerse a ella, en el tiempo y en la 
forma prevista en el artículo anterior, si se funda en alguna de las causas siguientes:

1.ª Pago, que pueda acreditar documentalmente.
2.ª Compensación de crédito líquido que resulte de documento que tenga fuerza 

ejecutiva.
3.ª Pluspetición o exceso en la computación a metálico de las deudas en especie.
4.ª Prescripción y caducidad.
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5.ª Quita, espera o pacto o promesa de no pedir, que conste documentalmente.
6.ª Transacción, siempre que conste en documento público.
7.ª Que el título contenga cláusulas abusivas.
2. Si se formulare la oposición prevista en el apartado anterior, el Letrado de la 

Administración de Justicia mediante diligencia de ordenación suspenderá el curso de la 
ejecución.

[ . . . ]
Artículo 559.  Sustanciación y resolución de la oposición por defectos procesales.

1. El ejecutado podrá también oponerse a la ejecución alegando los defectos siguientes:
1.º Carecer el ejecutado del carácter o representación con que se le demanda.
2.º Falta de capacidad o de representación del ejecutante o no acreditar el carácter o 

representación con que demanda.
3.º Nulidad radical del despacho de la ejecución por no contener la sentencia o el laudo 

arbitral pronunciamientos de condena, o por no cumplir el documento presentado, el laudo o 
el acuerdo de mediación los requisitos legales exigidos para llevar aparejada ejecución, o 
por infracción, al despacharse ejecución, de lo dispuesto en el artículo 520.

4.º Si el título ejecutivo fuera un laudo arbitral no protocolizado notarialmente, la falta de 
autenticidad de éste.

2. Cuando la oposición del ejecutado se fundare, exclusivamente o junto con otros 
motivos o causas, en defectos procesales, el ejecutante podrá formular alegaciones sobre 
éstos, en el plazo de cinco días. Si el tribunal entendiere que el defecto es subsanable, 
concederá mediante providencia al ejecutante un plazo de diez días para subsanarlo.

Cuando el defecto o falta no sea subsanable o no se subsanare dentro de este plazo, se 
dictará auto dejando sin efecto la ejecución despachada, con imposición de las costas al 
ejecutante. Si el tribunal no apreciase la existencia de los defectos procesales a que se limite 
la oposición, dictará auto desestimándola y mandando seguir la ejecución adelante, e 
impondrá al ejecutado las costas de la oposición.

[ . . . ]
TÍTULO IV

De la ejecución dineraria

CAPÍTULO I
De la ejecución dineraria: disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 576.  Intereses de la mora procesal.

1. Desde que fuere dictada en primera instancia, toda sentencia o resolución que 
condene al pago de una cantidad de dinero líquida determinará, en favor del acreedor, el 
devengo de un interés anual igual al del interés legal del dinero incrementado en dos puntos 
o el que corresponda por pacto de las partes o por disposición especial de la ley.

2. En los casos de revocación parcial, el tribunal resolverá sobre los intereses de demora 
procesal conforme a su prudente arbitrio, razonándolo al efecto.

3. Lo establecido en los anteriores apartados será de aplicación a todo tipo de 
resoluciones judiciales de cualquier orden jurisdiccional, los laudos arbitrales y los acuerdos 
de mediación que impongan el pago de cantidad líquida, salvo las especialidades legalmente 
previstas para las Haciendas Públicas.

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
Del requerimiento de pago

Artículo 580.  Casos en que no procede el requerimiento de pago.
Cuando el título ejecutivo consista en resoluciones del Letrado de la Administración de 

Justicia, resoluciones judiciales o arbitrales o que aprueben transacciones o convenios 
alcanzados dentro del proceso, o acuerdos de mediación, que obliguen a entregar 
cantidades determinadas de dinero, no será necesario requerir de pago al ejecutado para 
proceder al embargo de sus bienes.

[ . . . ]
TÍTULO V

De la ejecución no dineraria

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De la ejecución por obligaciones de hacer y no hacer

[ . . . ]
Artículo 708.  Condena a la emisión de una declaración de voluntad.

1. Cuando una resolución judicial o arbitral firme condene a emitir una declaración de 
voluntad, transcurrido el plazo de veinte días que establece el artículo 548 sin que haya sido 
emitida por el ejecutado, el Tribunal competente, por medio de auto, resolverá tener por 
emitida la declaración de voluntad, si estuviesen predeterminados los elementos esenciales 
del negocio. Emitida la declaración, el ejecutante podrá pedir que el Letrado de la 
Administración de Justicia responsable de la ejecución libre, con testimonio del auto, 
mandamiento de anotación o inscripción en el Registro o Registros que correspondan, según 
el contenido y objeto de la declaración de voluntad.

Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la observancia de las normas civiles y 
mercantiles sobre forma y documentación de actos y negocios jurídicos.

2. Si, en los casos del apartado anterior, no estuviesen predeterminados algunos 
elementos no esenciales del negocio o contrato sobre el que deba recaer la declaración de 
voluntad, el tribunal, oídas las partes, los determinará en la propia resolución en que tenga 
por emitida la declaración, conforme a lo que sea usual en el mercado o en el tráfico jurídico.

Cuando la indeterminación afectase a elementos esenciales del negocio o contrato sobre 
el que debiere recaer la declaración de voluntad, si ésta no se emitiere por el condenado, 
procederá la ejecución por los daños y perjuicios causados al ejecutante, que se liquidarán 
con arreglo a los artículos 712 y siguientes.

[ . . . ]
TÍTULO VI

De las medidas cautelares

CAPÍTULO I
De las medidas cautelares: disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 722.  Medidas cautelares en procedimiento arbitral y litigios extranjeros.

Podrá pedir al Tribunal medidas cautelares quien acredite ser parte de convenio arbitral 
con anterioridad a las actuaciones arbitrales. También podrá pedirlas quien acredite ser parte 
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de un proceso arbitral pendiente en España; o, en su caso, haber pedido la formalización 
judicial a que se refiere el artículo 15 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje; o 
en el supuesto de un arbitraje institucional, haber presentado la debida solicitud o encargo a 
la institución correspondiente según su Reglamento.

Sin perjuicio de las reglas especiales previstas en los Tratados y Convenios o en las 
normas comunitarias que sean de aplicación, también se podrá solicitar de un Tribunal 
español por quien acredite ser parte de un proceso jurisdiccional o arbitral que se siga en un 
país extranjero la adopción de medidas cautelares si se dan los presupuestos legalmente 
previstos salvo en los casos en que para conocer del asunto principal fuesen exclusivamente 
competentes los Tribunales españoles.

[ . . . ]
Artículo 724.  Competencia en casos especiales.

Cuando las medidas cautelares se soliciten estando pendiente un proceso arbitral o la 
formalización judicial del arbitraje, será tribunal competente el del lugar en que el laudo deba 
ser ejecutado, y, en su defecto, el del lugar donde las medidas deban producir su eficacia.

Lo mismo se observará cuando el proceso se siga ante un tribunal extranjero, salvo lo 
que prevean los Tratados.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del procedimiento para la adopción de medidas cautelares

Artículo 730.  Momentos para solicitar las medidas cautelares.
1. Las medidas cautelares se solicitarán, de ordinario, junto con la demanda principal.
2. Podrán también solicitarse medidas cautelares antes de la demanda si quien en ese 

momento las pide alega y acredita razones de urgencia o necesidad.
En este caso, las medidas que se hubieran acordado quedarán sin efecto si la demanda 

no se presentare ante el mismo Tribunal que conoció de la solicitud de aquéllas en los veinte 
días siguientes a su adopción. El Letrado de la Administración de Justicia, de oficio, acordará 
mediante decreto que se alcen o revoquen los actos de cumplimiento que hubieran sido 
realizados, condenará al solicitante en las costas y declarará que es responsable de los 
daños y perjuicios que haya producido al sujeto respecto del cual se adoptaron las medidas.

3. El requisito temporal a que se refiere el apartado anterior no regirá en los casos de 
formalización judicial del arbitraje o de arbitraje institucional. En ellos, para que la medida 
cautelar se mantenga, será suficiente con que la parte beneficiada por ésta lleve a cabo 
todas las actuaciones tendentes a poner en marcha el procedimiento arbitral.

4. Con posterioridad a la presentación de la demanda o pendiente recurso sólo podrá 
solicitarse la adopción de medidas cautelares cuando la petición se base en hechos y 
circunstancias que justifiquen la solicitud en esos momentos.

Esta solicitud se sustanciará conforme a lo prevenido en el presente capítulo.

[ . . . ]
LIBRO IV

De los procesos especiales

TÍTULO I
De los procesos sobre provisión de medidas judiciales de apoyo a las 

personas con discapacidad, filiación, matrimonio y menores
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CAPÍTULO I
De las disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 751.  Indisponibilidad del objeto del proceso.

1. En los procesos a que se refiere este título no surtirán efecto la renuncia, el 
allanamiento ni la transacción.

2. El desistimiento requerirá la conformidad del Ministerio Fiscal, excepto en los casos 
siguientes:

1.º En los procesos que se refieran a filiación, paternidad y maternidad, siempre que no 
existan menores, personas con discapacidad con medidas judiciales de apoyo en las que se 
designe un apoyo con funciones representativas o ausentes interesados en el procedimiento.

2.º En los procesos de nulidad matrimonial por minoría de edad, cuando el cónyuge que 
contrajo matrimonio siendo menor ejercite, después de llegar a la mayoría de edad, la acción 
de nulidad.

3.º En los procesos de nulidad matrimonial por error, coacción o miedo grave.
4.º En los procesos de separación y divorcio.
3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, las pretensiones que se 

formulen en los procesos a que se refiere este Título y que tengan por objeto materias sobre 
las que las partes puedan disponer libremente, según la legislación civil aplicable, podrán ser 
objeto de renuncia, allanamiento, transacción o desistimiento, conforme a lo previsto en el 
capítulo IV del Título I del Libro I de esta Ley.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De los procesos matrimoniales y de menores

[ . . . ]
Artículo 770.  Procedimiento.

Las demandas de separación y divorcio, salvo las previstas en el artículo 777, las de 
nulidad del matrimonio y las demás que se formulen al amparo del título IV del libro I del 
Código Civil, se sustanciarán por los trámites del juicio verbal, conforme a lo establecido en 
el capítulo I de este título, y con sujeción, además, a las siguientes reglas:

1.ª A la demanda deberá acompañarse certificación de la inscripción del matrimonio, y en 
su caso, las de inscripción de nacimiento de los hijos en el Registro Civil, así como los 
documentos en que el cónyuge funde su derecho. Si se solicitan medidas de carácter 
patrimonial, tanto la parte actora como la parte demandada deberán aportar los documentos 
de que dispongan que permitan evaluar la situación económica de los cónyuges, y en su 
caso, de los hijos, tales como declaraciones tributarias, nóminas, certificaciones bancarias, 
títulos de propiedad o certificaciones registrales. De igual forma se deberá acreditar, de 
existir, la resolución judicial o acuerdo en virtud del cual corresponde el uso de la vivienda 
familiar.

2.ª La reconvención se propondrá con la contestación a la demanda. El actor dispondrá 
de 10 días para contestarla.

Sólo se admitirá la reconvención:
a) Cuando se funde en alguna de las causas que puedan dar lugar a la nulidad del 

matrimonio.
b) Cuando el cónyuge demandado de separación o de nulidad pretenda el divorcio.
c) Cuando el cónyuge demandado de nulidad pretenda la separación.
d) Cuando el cónyuge demandado pretenda la adopción de medidas definitivas, que no 

hubieran sido solicitadas en la demanda, y sobre las que el tribunal no deba pronunciarse de 
oficio.
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3.ª A la vista deberán concurrir las partes por sí mismas, con apercibimiento de que su 
incomparecencia sin causa justificada podrá determinar que se consideren admitidos los 
hechos alegados por la parte que comparezca para fundamentar sus peticiones sobre 
medidas definitivas de carácter patrimonial. También será obligatoria la presencia de los 
abogados respectivos.

4.ª Las pruebas que no puedan practicarse en el acto de la vista se practicarán dentro 
del plazo que el Tribunal señale, que no podrá exceder de treinta días.

Durante este plazo, el Tribunal podrá acordar de oficio las pruebas que estime 
necesarias para comprobar la concurrencia de las circunstancias en cada caso exigidas por 
el Código Civil para decretar la nulidad, separación o divorcio, así como las que se refieran a 
hechos de los que dependan los pronunciamientos sobre medidas que afecten a los hijos 
menores o a los mayores con discapacidad que precisen apoyo, de acuerdo con la 
legislación civil aplicable.

Si el procedimiento fuere contencioso y se estimare necesario de oficio o a petición del 
fiscal, partes o miembros del equipo técnico judicial o de los propios hijos, podrán ser oídos 
cuando tengan menos de doce años, debiendo ser oídos en todo caso si hubieran alcanzado 
dicha edad. También habrán de ser oídos cuando precisen apoyo para el ejercicio de su 
capacidad jurídica y este sea prestado por los progenitores, así como los hijos con 
discapacidad, cuando se discuta el uso de la vivienda familiar y la estén usando.

En las audiencias con los hijos menores o con los mayores con discapacidad que 
precisen apoyo para el ejercicio de su capacidad jurídica se garantizará por la autoridad 
judicial que sean realizadas en condiciones idóneas para la salvaguarda de sus intereses, 
sin interferencias de otras personas, y recabando excepcionalmente el auxilio de 
especialistas cuando ello sea necesario.

5.ª En cualquier momento del proceso, concurriendo los requisitos señalados en el 
artículo 777, las partes podrán solicitar que continúe el procedimiento por los trámites que se 
establecen en dicho artículo.

6.ª En los procesos que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos 
menores o sobre alimentos reclamados en nombre de los hijos menores, para la adopción de 
las medidas cautelares que sean adecuadas a dichos procesos se seguirán los trámites 
establecidos en esta Ley para la adopción de medidas previas, simultáneas o definitivas en 
los procesos de nulidad, separación o divorcio.

7.ª Las partes de común acuerdo podrán solicitar la suspensión del proceso de 
conformidad con lo previsto en el artículo 19.4 de esta Ley, para someterse a mediación.

8.ª En los procesos matrimoniales en que existieran hijos comunes mayores de dieciséis 
años que se hallasen en situación de necesitar medidas de apoyo por razón de su 
discapacidad, se seguirán, en su caso, los trámites establecidos en esta ley para los 
procesos para la adopción judicial de medidas de apoyo a una persona con discapacidad.

[ . . . ]
Artículo 777.  Separación o divorcio solicitados de mutuo acuerdo o por uno de los 
cónyuges con el consentimiento del otro.

1. Las peticiones de separación o divorcio presentadas de común acuerdo por ambos 
cónyuges o por uno con el consentimiento del otro se tramitarán por el procedimiento 
establecido en el presente artículo.

2. Al escrito por el que se promueva el procedimiento deberá acompañarse la 
certificación de la inscripción del matrimonio y, en su caso, las de inscripción de nacimiento 
de los hijos en el Registro Civil, así como la propuesta de convenio regulador conforme a lo 
establecido en la legislación civil y el documento o documentos en que el cónyuge o 
cónyuges funden su derecho, incluyendo, en su caso, el acuerdo final alcanzado en el 
procedimiento de mediación familiar. Si algún hecho relevante no pudiera ser probado 
mediante documentos, en el mismo escrito se propondrá la prueba de que los cónyuges 
quieran valerse para acreditarlo.

3. Admitida la solicitud de separación o divorcio, el Letrado de la Administración de 
Justicia citará a los cónyuges, dentro de los tres días siguientes, para que se ratifiquen por 
separado en su petición. Si ésta no fuera ratificada por alguno de los cónyuges, el Letrado 
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de la Administración de Justicia acordará de inmediato el archivo de las actuaciones, 
quedando a salvo el derecho de los cónyuges a promover la separación o el divorcio 
conforme a lo dispuesto en el artículo 770. Contra esta resolución del Letrado de la 
Administración de Justicia podrá interponerse recurso directo de revisión ante el Tribunal.

4. Ratificada por ambos cónyuges la solicitud, si la documentación aportada fuera 
insuficiente, el Juez o el Letrado de la Administración de Justicia que fuere competente 
concederá a los solicitantes un plazo de diez días para que la completen. Durante este plazo 
se practicará, en su caso, la prueba que los cónyuges hubieren propuesto y la demás que el 
tribunal considere necesaria para acreditar la concurrencia de las circunstancias en cada 
caso exigidas por el Código Civil y para apreciar la procedencia de aprobar la propuesta de 
convenio regulador.

5. Si hubiera hijos menores o hijos mayores con discapacidad y medidas de apoyo 
atribuidas a sus progenitores, el Tribunal recabará informe del Ministerio Fiscal sobre los 
términos del convenio relativos a los hijos y serán oídos cuando se estime necesario de 
oficio o a petición del fiscal, partes o miembros del equipo técnico judicial o del propio hijo. 
Estas actuaciones se practicarán durante el plazo a que se refiere el apartado anterior o, si 
este no se hubiera abierto, en el plazo de cinco días.

6. Cumplido lo dispuesto en los dos apartados anteriores o, si no fuera necesario, 
inmediatamente después de la ratificación de los cónyuges, el tribunal dictará sentencia 
concediendo o denegando la separación o el divorcio y pronunciándose, en su caso, sobre el 
convenio regulador.

7. Concedida la separación o el divorcio, si la sentencia no aprobase en todo o en parte 
el convenio regulador propuesto, se concederá a las partes un plazo de diez días para 
proponer nuevo convenio, limitado, en su caso, a los puntos que no hayan sido aprobados 
por el tribunal. Presentada la propuesta o transcurrido el plazo concedido sin hacerlo, el 
tribunal dictará auto dentro del tercer día, resolviendo lo procedente.

8. La sentencia que deniegue la separación o el divorcio y el auto que acuerde alguna 
medida que se aparte de los términos del convenio propuesto por los cónyuges podrán ser 
recurridos en apelación. El recurso contra el auto que decida sobre las medidas no 
suspenderá la eficacia de estas, ni afectará a la firmeza de la sentencia relativa a la 
separación o al divorcio.

La sentencia o el auto que aprueben en su totalidad la propuesta de convenio solo 
podrán ser recurridos, en interés de los hijos menores o en aras de la salvaguarda de la 
voluntad, preferencias y derechos de los hijos con discapacidad con medidas de apoyo 
atribuidas a sus progenitores, por el Ministerio Fiscal.

9. La modificación del convenio regulador o de las medidas acordadas por el tribunal en 
los procedimientos a que se refiere este artículo se sustanciará conforme a lo dispuesto en el 
mismo cuando se solicite por ambos cónyuges de común acuerdo o por uno con el 
consentimiento del otro y con propuesta de nuevo convenio regulador. En otro caso, se 
estará a lo dispuesto en el artículo 775.

10. Si la competencia fuera del letrado de la Administración de Justicia por no existir 
hijos con discapacidad con medidas de apoyo atribuidas a sus progenitores ni menores no 
emancipados, inmediatamente después de la ratificación de los cónyuges ante el letrado de 
la Administración de Justicia, este dictará decreto pronunciándose sobre el convenio 
regulador.

El decreto que formalice la propuesta del convenio regulador declarará la separación o 
divorcio de los cónyuges.

Si considerase que, a su juicio, alguno de los acuerdos del convenio pudiera ser dañoso 
o gravemente perjudicial para uno de los cónyuges o para los hijos mayores o menores 
emancipados afectados, lo advertirá a los otorgantes y dará por terminado el procedimiento. 
En este caso, los cónyuges solo podrán acudir ante el juez para la aprobación de la 
propuesta de convenio regulador.

El decreto no será recurrible.

[ . . . ]
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CAPÍTULO IV BIS
Medidas relativas a la restitución o retorno de menores en los supuestos de 

sustracción internacional

[ . . . ]
Artículo 778 quinquies.  Procedimiento.

1. El procedimiento se iniciará mediante demanda en la que se instará la restitución del 
menor o su retorno al lugar de procedencia e incluirá toda la información exigida por la 
normativa internacional aplicable y, en todo caso, la relativa a la identidad del demandante, 
del menor y de la persona que se considere que ha sustraído o retenido al menor, así como 
los motivos en que se basa para reclamar su restitución o retorno. Deberá igualmente 
aportar toda la información que disponga relativa a la localización del menor y a la identidad 
de la persona con la que se supone se encuentra.

A la demanda deberá acompañarse la documentación requerida, en su caso, por el 
correspondiente convenio o norma internacional y cualquier otra en la que el solicitante 
funde su petición.

2. El Letrado de la Administración de Justicia resolverá sobre la admisión de la demanda 
en el plazo de las 24 horas siguientes y, si entendiera que ésta no resulta admisible, dará 
cuenta al Juez para que resuelva lo que proceda dentro de dicho plazo.

En la misma resolución en la que sea admitida la demanda, el Letrado de la 
Administración de Justicia requerirá a la persona a quien se impute la sustracción o 
retención ilícita del menor para que, en la fecha que se determine, que no podrá exceder de 
los tres días siguientes, comparezca con el menor y manifieste si accede a su restitución o 
retorno, o se opone a ello, alegando en tal caso alguna de las causas establecidas en el 
correspondiente convenio o norma internacional aplicable.

El requerimiento se practicará con los apercibimientos legales y con entrega al requerido 
del texto del correspondiente convenio o norma internacional aplicable.

3. Cuando el menor no fuera hallado en el lugar indicado en la demanda, y si, tras la 
realización de las correspondientes averiguaciones por el Letrado de la Administración de 
Justicia sobre su domicilio o residencia, éstas son infructuosas, se archivará 
provisionalmente el procedimiento hasta ser encontrado.

Si el menor fuera hallado en otra provincia, el Letrado de la Administración de Justicia, 
previa audiencia del Ministerio Fiscal y de las partes personadas por el plazo de un día, dará 
cuenta al Juez para que resuelva al día siguiente lo que proceda mediante auto, remitiendo, 
en su caso, las actuaciones al Tribunal que considere territorialmente competente y 
emplazando a las partes para que comparezcan ante el mismo dentro del plazo de los tres 
días siguientes.

4. Llegado el día, si el requerido compareciere y accediere a la restitución del menor o a 
su retorno al lugar de procedencia, según corresponda, el Letrado de la Administración de 
Justicia levantará acta y el Juez dictará auto el mismo día acordando la conclusión del 
proceso y la restitución o el retorno del menor, pronunciándose en cuanto a los gastos, 
incluidos los de viaje, y las costas del proceso.

El demandado podrá comparecer en cualquier momento, antes de la finalización del 
procedimiento, y acceder a la entrega del menor, o a su retorno al lugar de procedencia, 
siendo de aplicación lo dispuesto en este apartado.

5. Si no compareciese o si comparecido no lo hiciera en forma, ni presentara oposición ni 
procediera, en este caso, a la entrega o retorno del menor, el Letrado de la Administración 
de Justicia en el mismo día le declarará en rebeldía y dispondrá la continuación del 
procedimiento sin el mismo, citando únicamente al demandante y al Ministerio Fiscal a una 
vista ante el Juez que tendrá lugar en un plazo no superior a los cinco días siguientes, a 
celebrar conforme a lo dispuesto en el apartado sexto de este artículo. Dicha resolución, no 
obstante, deberá ser notificada al demandado, tras lo cual no se llevará a cabo ninguna otra, 
excepto la de la resolución que ponga fin al proceso.

El Juez podrá decretar las medidas cautelares que estime pertinentes en relación con el 
menor, caso de no haberse adoptado ya con anterioridad, conforme al artículo 773.
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6. Si en la primera comparecencia el requerido formulase oposición a la restitución o 
retorno del menor al amparo de las causas establecidas en el correspondiente convenio o 
norma internacional aplicable, lo que deberá realizar por escrito, el Letrado de la 
Administración de Justicia en el mismo día dará traslado de la oposición y citará a todos los 
interesados y al Ministerio Fiscal a una vista que se celebrará dentro del improrrogable plazo 
de los cinco días siguientes.

7. La celebración de la vista no se suspenderá por incomparecencia del demandante. Si 
fuera el demandado que se hubiera opuesto quien no compareciere, el Juez le tendrá por 
desistido de la oposición y continuará la vista.

Durante la celebración de la misma se oirá a las partes que comparezcan para que 
expongan lo que estimen procedente, en concreto, a la persona que solicitó la restitución o 
retorno, al Ministerio Fiscal y a la parte demandada, incluso si compareciere en este trámite 
por vez primera.

Se practicarán, en su caso, las pruebas útiles y pertinentes que las partes o el Ministerio 
Fiscal propongan y las que el Juez acuerde de oficio sobre los hechos que sean relevantes 
para la decisión sobre la ilicitud o no del traslado o retención y las medidas a adoptar, dentro 
del plazo improrrogable de seis días. El Juez podrá también recabar, de oficio, a instancia de 
parte o del Ministerio Fiscal, los informes que estime pertinentes cuya realización será 
urgente y preferente a cualquier otro proceso.

8. Antes de adoptar cualquier decisión relativa a la procedencia o improcedencia de la 
restitución del menor o su retorno al lugar de procedencia, el Juez, en cualquier momento del 
proceso y en presencia del Ministerio Fiscal, oirá separadamente al menor, a menos que la 
audiencia del mismo no se considere conveniente atendiendo a la edad o grado de madurez 
del mismo, lo que se hará constar en resolución motivada.

En la exploración del menor se garantizará que el mismo pueda ser oído en condiciones 
idóneas para la salvaguarda de sus intereses, sin interferencias de otras personas, y 
recabando excepcionalmente el auxilio de especialistas cuando ello fuera necesario. Esta 
actuación podrá realizarse a través de videoconferencia u otro sistema similar.

9. Celebrada la vista y, en su caso, practicadas las pruebas pertinentes, dentro de los 
tres días siguientes a su finalización, el Juez dictará sentencia en la que se pronunciará 
únicamente sobre si el traslado o la retención son ilícitos y acordará si procede o no la 
restitución del menor a la persona, institución u organismo que tenga atribuida la guarda y 
custodia o su retorno al lugar de procedencia para permitir al solicitante el ejercicio del 
régimen de estancia, comunicación o relación con el menor, teniendo en cuenta el interés 
superior de éste y los términos del correspondiente convenio o de las disposiciones de la 
Unión Europea en la materia, según el caso. La resolución que acuerde la restitución del 
menor o su retorno establecerá detalladamente la forma ý el plazo de ejecución, pudiendo 
adoptar las medidas necesarias para evitar un nuevo traslado o retención ilícito del menor 
tras la notificación de la sentencia.

10. Si se acordare la restitución o retorno del menor, en la resolución se establecerá que 
la persona que hubiere trasladado o retenido al menor abone las costas procesales, 
incluidas aquellas en que haya incurrido el solicitante, los gastos de viaje y los que ocasione 
la restitución o retorno del menor al Estado donde estuviera su residencia habitual con 
anterioridad a la sustracción.

En los demás casos se declararán de oficio las costas del proceso.
11. Contra la resolución que se dicte sólo cabrá recurso de apelación con efectos 

suspensivos, que tendrá tramitación preferente, debiendo ser resuelto en el improrrogable 
plazo de treinta días.

En la tramitación del recurso de apelación se seguirán las siguientes especialidades:
a) Se interpondrá ante el tribunal que haya de resolver el recurso en el plazo de diez días 

contados desde el día siguiente a la notificación de la resolución, debiendo el órgano judicial 
acordar su admisión o no dentro de las veinticuatro horas siguientes a la presentación.

b) Admitido el recurso, las demás partes tendrán tres días para presentar escrito de 
oposición al recurso o, en su caso, de impugnación. En este último supuesto, igualmente el 
apelante principal dispondrá del plazo de tres días para manifestar lo que tenga por 
conveniente.
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c) Si hubiere de practicarse prueba o si se acordase la celebración de vista, el Letrado 
de la Administración de Justicia señalará día para dentro de los tres días siguientes.

d) La resolución deberá ser dictada dentro de los tres días siguientes a la terminación de 
la vista o, en defecto de ésta, a contar desde el día siguiente a aquel en que se hubieran 
recibido los autos en el tribunal competente para la apelación.

12. En cualquier momento del proceso, ambas partes podrán solicitar la suspensión del 
mismo de conformidad con lo previsto en el artículo 19.4, para someterse a mediación. 
También el Juez podrá en cualquier momento, de oficio o a petición de cualquiera de las 
partes, proponer una solución de mediación si, atendiendo a las circunstancias concurrentes, 
estima posible que lleguen a un acuerdo, sin que ello deba suponer un retraso injustificado 
del proceso. En tales casos, el Letrado de la Administración de Justicia acordará la 
suspensión por el tiempo necesario para tramitar la mediación. La Entidad Publica que tenga 
las funciones de protección del menor puede intervenir como mediadora si así se solicitase 
de oficio, por las partes o por el Ministerio Fiscal.

La duración del procedimiento de mediación será lo más breve posible y sus actuaciones 
se concentrarán en el mínimo número de sesiones, sin que en ningún caso pueda la 
suspensión del proceso para mediación exceder del plazo legalmente previsto en este 
Capítulo.

El procedimiento judicial se reanudará si lo solicita cualquiera de las partes o, en caso de 
alcanzarse un acuerdo en la mediación, que deberá ser aprobado por el Juez teniendo en 
cuenta la normativa vigente y el interés superior del niño.

13. En la ejecución de la sentencia en la que se acuerde la restitución del menor o su 
retorno al Estado de procedencia, la Autoridad Central prestará la necesaria asistencia al 
Juzgado para garantizar que se realice sin peligro, adoptando en cada caso las medidas 
administrativas precisas.

Si el progenitor que hubiera sido condenado a la restitución del menor o a su retorno se 
opusiere, impidiera u obstaculizara su cumplimiento, el Juez deberá adoptar las medidas 
necesarias para la ejecución de la sentencia de forma inmediata, pudiendo ayudarse de la 
asistencia de los servicios sociales y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

[ . . . ]
TÍTULO III

De los procesos monitorio y cambiario

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del juicio cambiario

[ . . . ]
Artículo 825.  Efectos de la falta de oposición.

Cuando el deudor no interpusiera demanda de oposición en el plazo establecido, el 
Tribunal despachará ejecución por las cantidades reclamadas y tras ello el Letrado de la 
Administración de Justicia trabará embargo si no se hubiera podido practicar o, conforme a 
lo previsto en el artículo 823, hubiese sido alzado.

La ejecución despachada en este caso se sustanciará conforme a lo previsto en esta Ley 
para la de sentencias y resoluciones judiciales y arbitrales.

[ . . . ]
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§ 133

Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 158, de 3 de julio de 2015

Última modificación: 20 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2015-7391

[ . . . ]
TÍTULO IX

De la conciliación

Artículo 139.  Procedencia de la conciliación.
1. Se podrá intentar la conciliación con arreglo a las previsiones de este Título para 

alcanzar un acuerdo con el fin de evitar un pleito.
La utilización de este expediente para finalidades distintas de la prevista en el párrafo 

anterior y que suponga un manifiesto abuso de derecho o entrañe fraude de ley o procesal 
tendrá como consecuencia la inadmisión de plano de la petición.

2. No se admitirán a trámite las peticiones de conciliación que se formulen en relación 
con:

1.º Los juicios en que estén interesados los menores y las personas con discapacidad 
con medidas de apoyo para el ejercicio de su capacidad jurídica.

2.º Los juicios en que estén interesados el Estado, las Comunidades Autónomas y las 
demás Administraciones públicas, Corporaciones o Instituciones de igual naturaleza.

3.º El proceso de reclamación de responsabilidad civil contra Jueces y Magistrados.
4.º En general, los que se promuevan sobre materias no susceptibles de transacción ni 

compromiso.

Artículo 140.  Competencia.
1. Será competente para conocer de los actos de conciliación el Juez de Paz o el 

Secretario judicial del Juzgado de Primera Instancia o del Juzgado de lo Mercantil, cuando 
se trate de materias de su competencia, del domicilio del requerido. Si no lo tuviera en 
territorio nacional, el de su última residencia en España. No obstante lo anterior, si la cuantía 
de la petición fuera inferior a 6.000 euros y no se tratara de cuestiones atribuidas a los 
Juzgados de lo Mercantil la competencia corresponderá, en su caso a los Jueces de Paz.

Si el requerido fuere persona jurídica, será asimismo competente el del lugar del 
domicilio del solicitante, siempre que en dicho lugar tenga el requerido delegación, sucursal, 
establecimiento u oficina abierta al público o representante autorizado para actuar en 
nombre de la entidad, debiendo acreditar dicha circunstancia.
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Si tras la realización de las correspondientes averiguaciones sobre el domicilio o 
residencia, éstas fueran infructuosas o el requerido de conciliación fuera localizado en otro 
partido judicial, el Secretario judicial dictará decreto o el Juez de Paz auto dando por 
terminado el expediente, haciendo constar tal circunstancia y reservando al solicitante de la 
conciliación el derecho a promover de nuevo el expediente ante el Juzgado competente.

2. Si se suscitaren cuestiones de competencia del Juzgado o de recusación del 
Secretario judicial o Juez de Paz ante quien se celebre el acto de conciliación, se tendrá por 
intentada la comparecencia sin más trámites.

Artículo 141.  Solicitud.
1. El que intente la conciliación presentará ante el órgano competente solicitud por 

escrito en la que se consignarán los datos y circunstancias de identificación del solicitante y 
del requerido o requeridos de conciliación, el domicilio o los domicilios en que pueden ser 
citados, el objeto de la conciliación que se pretenda y la fecha, determinando con claridad y 
precisión cuál es el objeto de la avenencia.

El solicitante podrá igualmente formular su solicitud de conciliación cumplimentando 
unos impresos normalizados que, a tal efecto, se hallarán a su disposición en el órgano 
correspondiente.

2. Podrán acompañarse a la solicitud aquellos documentos que el solicitante considere 
oportunos.

3. En los expedientes de conciliación no será preceptiva la intervención de Abogado ni 
Procurador.

Artículo 142.  Admisión, señalamiento y citación.
1. El Secretario judicial o Juez de Paz, en los cinco días hábiles siguientes a aquel en 

que se presente la solicitud, dictará resolución sobre su admisión y citará a los interesados, 
señalando el día y hora en que haya de tener lugar el acto de conciliación.

2. Entre la citación y el acto de conciliación deberán mediar al menos cinco días. En 
ningún caso podrá demorarse la celebración del acto de conciliación más de diez días desde 
la admisión de la solicitud.

Artículo 143.  Efectos de la admisión.
La presentación con ulterior admisión de la solicitud de conciliación interrumpirá la 

prescripción, tanto adquisitiva como extintiva, en los términos y con los efectos establecidos 
en la ley, desde el momento de su presentación.

El plazo para la prescripción volverá a computarse desde que recaiga decreto del 
Secretario judicial o auto del Juez de Paz poniendo término al expediente.

Artículo 144.  Comparecencia al acto de conciliación.
1. Las partes deberán comparecer por sí mismas o por medio de Procurador, siendo de 

aplicación las normas sobre representación recogidas en el Título I del Libro I de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.

2. Si no compareciere el solicitante ni alegare justa causa para no concurrir, se le tendrá 
por desistido y se archivará el expediente. El requerido podrá reclamar al solicitante la 
indemnización de los daños y perjuicios que su comparecencia le haya originado, si el 
solicitante no acreditare que su incomparecencia se debió a justa causa. De la reclamación 
se dará traslado por cinco días al solicitante, y resolverá el Secretario judicial o el Juez de 
Paz, sin ulterior recurso, fijando, en su caso, la indemnización que corresponda.

3. Si el requerido de conciliación no compareciere ni alegare justa causa para no 
concurrir, se pondrá fin al acto, teniéndose la conciliación por intentada a todos los efectos 
legales. Si, siendo varios los requeridos, concurriese sólo alguno de ellos, se celebrará con 
él el acto y se tendrá por intentada la conciliación en cuanto a los restantes.

4. Si el Secretario judicial o el Juez de Paz, en su caso, considerase acreditada la justa 
causa alegada por el solicitante o requerido para no concurrir, se señalará nuevo día y hora 
para la celebración del acto de conciliación en el plazo de los cinco días siguientes a la 
decisión de suspender el acto.
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Artículo 145.  Celebración del acto de conciliación.
1. En el acto de conciliación expondrá su reclamación el solicitante, manifestando los 

fundamentos en que la apoye; contestará el requerido lo que crea conveniente y podrán los 
intervinientes exhibir o aportar cualquier documento en que funden sus alegaciones. Si no 
hubiera avenencia entre los interesados, el Secretario judicial o el Juez de Paz procurará 
avenirlos, permitiéndoles replicar y contrarreplicar, si quisieren y ello pudiere facilitar el 
acuerdo.

2. Si se alegare alguna cuestión que pueda impedir la válida prosecución del acto de 
conciliación se dará por terminado el acto y se tendrá por intentada la conciliación sin más 
trámites.

3. Si hubiere conformidad entre los interesados en todo o en parte del objeto de la 
conciliación, se hará constar detalladamente en un acta todo cuanto acuerden y que el acto 
terminó con avenencia así como los términos de la misma, debiendo ser firmada por los 
comparecientes. Si no pudiere conseguirse acuerdo alguno, se hará constar que el acto 
terminó sin avenencia.

4. El desarrollo de la comparecencia se registrará, si fuera posible, en soporte apto para 
la grabación y reproducción del sonido y de la imagen, de conformidad con lo dispuesto en la 
Ley de Enjuiciamiento Civil. Finalizado el acto, el Secretario judicial dictará decreto o el Juez 
de Paz dictará auto haciendo constar la avenencia o, en su caso, que se intentó sin efecto o 
que se celebró sin avenencia, acordándose el archivo definitivo de las actuaciones.

Artículo 146.  Testimonio y gastos.
Las partes podrán solicitar testimonio del acta que ponga fin al acto de conciliación.
Los gastos que ocasionare el acto de conciliación serán de cuenta del que lo hubiere 

promovido.

Artículo 147.  Ejecución.
1. A los efectos previstos en el artículo 517.2.9.º de la Ley de Enjuiciamiento Civil, el 

testimonio del acta junto con el del decreto del Secretario judicial o del auto del Juez de Paz 
haciendo constar la avenencia de las partes en el acto de conciliación, llevará aparejada 
ejecución.

A otros efectos, lo convenido tendrá el valor y eficacia de un convenio consignado en 
documento público y solemne.

2. Será competente para la ejecución el mismo Juzgado que tramitó la conciliación 
cuando se trate de asuntos de la competencia del propio Juzgado. En los demás casos será 
competente para la ejecución el Juzgado de Primera Instancia a quien hubiere 
correspondido conocer de la demanda.

3. La ejecución se llevará a cabo conforme a lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento 
Civil para la ejecución de sentencias y convenios judicialmente aprobados.

Artículo 148.  Acción de nulidad.
1. Contra lo convenido en el acto de conciliación sólo podrá ejercitarse la acción de 

nulidad por las causas que invalidan los contratos.
2. La demanda ejercitando dicha acción deberá interponerse en un plazo de quince días 

desde que se celebró la conciliación ante el tribunal competente y se sustanciará por los 
trámites del juicio que corresponda a su materia o cuantía.

3. Acreditado el ejercicio de la acción de nulidad, quedará en suspenso la ejecución de lo 
convenido en el acto de conciliación hasta que se resuelva definitivamente sobre la acción 
ejercitada.

[ . . . ]
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§ 134

Ley del Notariado de 28 de mayo de 1862. [Inclusión parcial]

Ministerio de Gracia y Justicia
«Gaceta de Madrid» núm. 149, de 29 de mayo de 1862

Última modificación: 9 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-1862-4073

[ . . . ]
TÍTULO VII

Intervención de los Notarios en expedientes y actas especiales

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Del expediente de subasta notarial

Artículo 72.  
1. Las subastas que se hicieren ante Notario en cumplimiento de una disposición legal se 

regirán por las normas que respectivamente las establezcan y, en su defecto, por las del 
presente Capítulo.

Las subastas que se hicieren ante Notario en cumplimiento de una resolución judicial o 
administrativa, o de cláusula contractual o testamentaria, o en ejecución de un laudo arbitral 
o acuerdo de mediación o bien por pacto especial en instrumento público, o las voluntarias 
se regirán, asimismo, por las normas del presente Capítulo.

2. En todo caso, se aplicarán con carácter supletorio las normas que para las subastas 
electrónicas se establecen en la legislación procesal siempre que fueren compatibles.

3. Si no hubiera nada dispuesto, y la subasta fuera celebrada en cumplimiento de una 
resolución judicial o administrativa, será competente, en defecto de designación por acuerdo 
de todos los interesados entre los Notarios con residencia en el ámbito de competencia de la 
autoridad judicial o administrativa, el que designe el titular del bien o derecho subastado o de 
la mayor parte del mismo, si fueran varios, de entre los competentes. Si los diversos titulares 
fueran propietarios por partes iguales, la elección del Notario corresponderá a aquel que lo 
fuera con anterioridad. Si no se pudiera determinar a quién le corresponde la designación del 
Notario, o si no se comunicara a la autoridad judicial o administrativa por quien corresponda 
en el plazo de cinco días desde el requerimiento para efectuarla, se procederá a designar 
conforme a lo establecido reglamentariamente entre los que resulten competentes.

En los restantes casos, será Notario competente el libremente designado por todos los 
interesados. En su defecto y a falta de previsión al respecto, será competente el libremente 
designado por el requirente, si fuera un titular del bien o derecho subastado. Si no lo fuera, 
será competente el Notario hábil en el domicilio o residencia habitual del titular o de 
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cualquiera de los titulares, si fueran varios, o el de la situación del bien o de la mayor parte 
de los bienes, a elección del requirente. También podrá elegir a un Notario de un distrito 
colindante a los anteriores.

[ . . . ]
CAPÍTULO VII

De los expedientes de conciliación

Artículo 81.  
1. Podrá realizarse ante Notario la conciliación de los distintos intereses de los 

otorgantes con la finalidad de alcanzar un acuerdo extrajudicial.
2. La conciliación podrá realizarse sobre cualquier controversia contractual, mercantil, 

sucesoria o familiar siempre que no recaiga sobre materia indisponible.
Las cuestiones previstas en la Ley Concursal no podrán conciliarse siguiendo este 

trámite.
Son indisponibles:
a) Las cuestiones en las que se encuentren interesados los menores.
b) Las cuestiones en las que estén interesados el Estado, las Comunidades Autónomas 

y las demás Administraciones públicas, Corporaciones o Instituciones de igual naturaleza.
c) Los juicios sobre responsabilidad civil contra Jueces y Magistrados.
d) En general, los acuerdos que se pretendan sobre materias no susceptibles de 

transacción ni compromiso.

Artículo 82.  
1. La escritura pública que formalice la avenencia entre los interesados o, en su caso, 

que se intentó sin efecto o avenencia se someterá a los requisitos de autorización 
establecidos en la legislación notarial.

2. Si hubiere conformidad entre los interesados en todo o en parte del objeto de la 
conciliación, se hará constar detalladamente en la escritura pública todo cuanto acuerden y 
que el acto terminó con avenencia así como los términos de la misma. Si no pudiere 
conseguirse acuerdo alguno, se hará constar que el acto terminó sin avenencia.

3. La modificación del contenido pactado habrá de constar, asimismo, en escritura 
pública notarial siempre que no se hubiere iniciado la ejecución judicial.

Artículo 83.  
1. La escritura pública notarial que formalice la conciliación gozará en general de la 

eficacia de un instrumento público y, en especial, estará dotada de eficacia ejecutiva en los 
términos del número 9.º del apartado 2 del artículo 517 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. La 
ejecución se verificará conforme a lo previsto para los títulos ejecutivos extrajudiciales.

2. Cualquiera de las partes podrá solicitar del Notario copia autorizada dotada de 
carácter ejecutivo en tanto no conste en la matriz nota relativa a la modificación de su 
contenido o su ejecución.

[ . . . ]
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§ 135

Decreto de 8 de febrero de 1946 por el que se aprueba la nueva 
redacción oficial de la Ley Hipotecaria. [Inclusión parcial]

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 58, de 27 de febrero de 1946

Última modificación: 9 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-1946-2453

[ . . . ]
LEY HIPOTECARIA

[ . . . ]
TÍTULO IV BIS

De la conciliación

Artículo 103 bis.  
1. Los Registradores serán competentes para conocer de los actos de conciliación sobre 

cualquier controversia inmobiliaria, urbanística y mercantil o que verse sobre hechos o actos 
inscribibles en el Registro de la Propiedad, Mercantil u otro registro público que sean de su 
competencia, siempre que no recaiga sobre materia indisponible, con la finalidad de alcanzar 
un acuerdo extrajudicial. La conciliación por estas controversias puede también celebrarse, a 
elección de los interesados, ante Notario o Secretario judicial.

Las cuestiones previstas en la Ley Concursal no podrán conciliarse siguiendo este 
trámite.

2. Celebrado el acto de conciliación, el Registrador certificará la avenencia entre los 
interesados o, en su caso, que se intentó sin efecto o avenencia.

TÍTULO V
De las hipotecas

[ . . . ]
Sección 2.ª De las hipotecas voluntarias.

[ . . . ]

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

– 556 –



Artículo 144.  
Todo hecho o convenio entre las partes, que pueda modificar o destruir la eficacia de una 

obligación hipotecaria anterior, como el pago, la compensación, la espera, el pacto o 
promesa de no pedir, la novación del contrato primitivo y la transacción o compromiso, no 
surtirá efecto contra tercero, como no se haga constar en el Registro por medio de una 
inscripción nueva, de una cancelación total o parcial o de una nota marginal, según los 
casos.

[ . . . ]
Disposición adicional primera.  Adaptación e incorporación de los principios de la 
administración electrónica a los procedimientos y actuaciones previstos en la legislación 
hipotecaria y aplicación a los Registros Mercantiles y Registros de Bienes Muebles de los 
procedimientos electrónicos.

1. Los Registradores de la Propiedad y Mercantiles utilizarán las tecnologías de la 
información, garantizando la seguridad, la disponibilidad, el acceso, la integridad, la 
autenticidad, la interoperabilidad, la confidencialidad y la conservación de los datos, 
informaciones y servicios que gestionen en el ejercicio de sus competencias.

2. Las personas naturales y jurídicas tendrán en relación con la utilización de los medios 
electrónicos en la actividad registral, y en los términos previstos en esta ley, los siguientes 
derechos:

a) A relacionarse directamente con el Registro de la Propiedad y con el Registro 
Mercantil y de Bienes Muebles por medios electrónicos y así podrán presentar documentos, 
obtener informaciones y certificaciones, realizar consultas, formular solicitudes, manifestar 
consentimientos, efectuar pagos, y recurrir los actos registrales de acuerdo con lo dispuesto 
en esta ley.

b) A no aportar los datos y documentos que obren en otros registros jurídicos, pudiendo 
los Registradores, en interés y por cuenta de los interesados, utilizar medios electrónicos 
para recabar dicha información, la cual sólo podrá ser utilizada en el concreto ámbito del 
procedimiento registral para el que haya sido obtenida y con la finalidad a que legalmente 
responda tal procedimiento.

Lo dispuesto en esta letra no afectará al propio título o documento inscribible, que 
deberá ser aportado al Registro en todo caso para su presentación e inicio del procedimiento 
registral.

c) A la igualdad en el acceso electrónico a los servicios de los Registros de la Propiedad, 
Mercantiles y de Bienes Muebles.

d) A conocer por medios electrónicos el estado de tramitación de los procedimientos 
registrales en los que sean interesados, salvo en los supuestos en que la normativa de 
aplicación establezca restricciones al acceso a la información sobre aquéllos.

e) A obtener certificaciones electrónicas de los documentos que formen parte de 
procedimientos registrales en los que tengan la condición de interesado y a solicitar 
información por medios telemáticos de cuantas vicisitudes afecten a sus derechos inscritos.

f) A la conservación en formato electrónico por los Registros de la Propiedad, 
Mercantiles y de Bienes Muebles de los documentos electrónicos que formen parte de un 
procedimiento registral, por el tiempo y en los términos que, de acuerdo con la normativa, 
señale la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.

g) A la utilización de sistemas que resulten adecuados para garantizar la identificación de 
los interesados y, en su caso, la autenticidad, integridad, confidencialidad y no repudio de los 
documentos electrónicos suscritos o para cualquier trámite electrónico con cualquier 
Registro de la Propiedad, Mercantil o de Bienes Muebles, pudiendo las personas físicas 
utilizar en todo caso los sistemas de firma electrónica previstos en la legislación vigente.

h) A la garantía de la seguridad y confidencialidad de los datos que figuren en los 
ficheros, sistemas y aplicaciones de los Registros, sin perjuicio de la publicidad registral en 
los términos previstos por la normativa vigente.

i) A que se garantice la accesibilidad universal a la información y a los servicios 
registrales electrónicos en los términos establecidos por la normativa vigente en esta 
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materia, con objeto de que todas las personas puedan ejercer sus derechos en igualdad de 
condiciones, incorporando las características necesarias para garantizar la accesibilidad de 
aquellos colectivos que lo requieran.

3. Las previsiones recogidas en los artículos 19 bis, 222.2 y 9, y 238 a 252 así como en 
esta disposición adicional se aplicarán igualmente a los Registros Mercantiles y a los 
Registros de Bienes Muebles, en cuanto sean adecuadas a la naturaleza de los citados 
registros.

Téngase en cuenta que esta disposición añadida por el art. 36.18 de la Ley 11/2023, de 8 
de mayo Ref. BOE-A-2023-11022, entra en vigor el 9 de mayo de 2024, según determina su 
disposición final 18.6.

Disposición adicional segunda.  
Los sistemas electrónicos registrales serán interoperables con los sistemas de la 

Administración de Justicia para el cumplimiento de las disposiciones previstas en las leyes 
procesales.

Téngase en cuenta que esta disposición añadida por el art. 36.19 de la Ley 11/2023, de 8 
de mayo Ref. BOE-A-2023-11022, entra en vigor el 9 de mayo de 2024, según determina su 
disposición final 18.6.

[ . . . ]
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§ 136

Decreto de 14 de febrero de 1947 por el que se aprueba el 
Reglamento Hipotecario. [Inclusión parcial]

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 106, de 16 de abril de 1947

Última modificación: 26 de noviembre de 2020
Referencia: BOE-A-1947-3843

[ . . . ]
REGLAMENTO PARA LA EJECUCIÓN DE LA LEY HIPOTECARIA

TÍTULO PRIMERO
Del Registro de la Propiedad y de los títulos sujetos a inscripción

[ . . . ]
Documentos auténticos

[ . . . ]
Artículo 38.  

Las resoluciones judiciales o laudos arbitrales dados en el extranjero serán inscribibles 
cuando hayan sido reconocidos por Tribunal o Autoridad competente, con arreglo a las leyes 
y convenios internacionales.

[ . . . ]
TÍTULO QUINTO
De las hipotecas

[ . . . ]
Sección 2.ª De las hipotecas voluntarias

[ . . . ]
Sujeta a condición

[ . . . ]
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Artículo 240.  
Conforme a lo dispuesto en el artículo 144 de la Ley, cuando el hecho o el convenio entre 

las partes produzca novación total o parcial del contrato inscrito, se extenderá una nueva 
inscripción y se cancelará la precedente. Cuando dé lugar a la resolución e ineficacia del 
mismo contrato, en todo o en parte, se extenderá una cancelación total o parcial, y, cuando 
tenga por objeto llevar a efecto un contrato inscrito pendiente de condiciones suspensivas, 
se extenderá una nota marginal. También podrá hacerse constar por nota al margen de la 
inscripción hipotecaria el pago de parte de la deuda cuando no proceda la cancelación 
parcial.

[ . . . ]
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§ 137

Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley Concursal. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 127, de 7 de mayo de 2020
Última modificación: 29 de junio de 2023

Referencia: BOE-A-2020-4859

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY CONCURSAL

LIBRO PRIMERO
Del concurso de acreedores

[ . . . ]
TÍTULO III

De los efectos de la declaración de concurso

CAPÍTULO I
De los efectos sobre el deudor

[ . . . ]
Sección 2.ª De los efectos sobre la representación y defensa procesal del 

concursado

Artículo 119.  Representación y defensa del concursado en caso de intervención.
1. En caso de intervención, el deudor conservará la capacidad para actuar en juicio, pero 

necesitará la autorización de la administración concursal para presentar demandas, 
interponer recursos, desistir, allanarse total o parcialmente y transigir litigios cuando la 
materia litigiosa pueda afectar a la masa activa.

2. Si la administración concursal estimara conveniente para el interés del concurso la 
presentación de una demanda y el concursado se negare a formularla, el juez del concurso 
podrá autorizar a aquella a presentarla.
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Artículo 120.  Representación y defensa procesal del concursado en caso de suspensión.
1. En caso de suspensión, corresponderá a la administración concursal la presentación 

de demandas y la interposición de recursos en interés del concurso.
2. La administración concursal, actuando en interés del concurso pero en representación 

del concursado, sustituirá a este en los procedimientos judiciales civiles, laborales o 
administrativos que se encuentren en trámite a la fecha de la declaración de concurso, sin 
más excepciones que las de los procedimientos civiles en que se ejerciten acciones de 
índole personal. Una vez personada la administración concursal en el procedimiento, el 
Letrado de la Administración de Justicia le concederá un plazo de cinco días para que se 
instruya de las actuaciones.

3. En los procedimientos civiles en los que se ejerciten acciones de índole personal, el 
concursado necesitará autorización de la administración concursal para presentar la 
demanda, interponer recursos, allanarse, transigir o desistir cuando por razón de la materia 
litigiosa la sentencia que se dicte pueda afectar a la masa activa.

4. La administración concursal necesitará autorización del juez del concurso para 
desistir, allanarse, total o parcialmente, y transigir litigios que se hubieran iniciado antes de la 
declaración del concurso. De la solicitud de autorización presentada por la administración 
concursal, el Letrado de la Administración de Justicia dará traslado al concursado y a 
aquellas partes personadas en el procedimiento que el juez estime deban ser oídas.

En los casos a que se refiere el párrafo anterior, las costas impuestas como 
consecuencia del allanamiento o del desistimiento autorizados por el juez tendrán la 
consideración de crédito concursal. En caso de transacción, se estará a lo pactado por las 
partes en materia de costas.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De los efectos sobre las acciones individuales

Sección 1.ª De los efectos sobre las acciones y sobre los procedimientos 
declarativos

[ . . . ]
Artículo 140.  Pactos de mediación, convenios y procedimientos arbitrales.

1. La declaración de concurso, por sí sola, no afectará a la vigencia de los pactos de 
mediación ni a los convenios arbitrales suscritos por el deudor.

2. Los procedimientos de mediación y los procedimientos arbitrales en tramitación a la 
fecha de la declaración de concurso continuarán hasta la terminación de la mediación o 
hasta la firmeza del laudo arbitral. La representación y defensa del concursado en estos 
procedimientos se regirá por lo establecido para los juicios declarativos en el capítulo I de 
este título.

3. El juez del concurso, de oficio o a solicitud del concursado, en caso de intervención, o 
de la administración concursal, en caso de suspensión, podrá acordar, antes de que 
comience el procedimiento de mediación o de que se inicie el procedimiento arbitral, la 
suspensión de los efectos de esos pactos o de esos convenios, si entendiera que pudieran 
suponer un perjuicio para la tramitación del concurso. Queda a salvo lo establecido en los 
tratados internacionales.

4. En caso de fraude, la administración concursal podrá impugnar ante el juez del 
concurso los pactos de mediación y los convenios y procedimientos arbitrales.
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Artículo 141.  Sentencias y laudos firmes.
Las sentencias y los laudos firmes dictados antes o después de la declaración de 

concurso vinculan al juez de este, el cual dará a las resoluciones pronunciadas el tratamiento 
concursal que corresponda.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De los efectos sobre los contratos

[ . . . ]
Sección 4.ª De los efectos sobre los contratos de trabajo y sobre los convenios 

colectivos

Subsección 1.ª De los efectos sobre los contratos de trabajo

[ . . . ]
Artículo 176.  Sustitución del período de consultas.

1. La apertura del período de consultas no será necesaria en caso de que la solicitud 
venga acompañada de acuerdo suscrito por la administración concursal y los representantes 
de los trabajadores.

2. En cualquier momento, el juez, a instancia de la administración concursal o de la 
representación de los trabajadores, podrá acordar la sustitución del período de consultas por 
el procedimiento de mediación o arbitraje que sea de aplicación en el ámbito de la empresa, 
que deberá desarrollarse dentro del plazo máximo señalado para dicho período.

[ . . . ]
TÍTULO V

De la masa pasiva

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la comunicación y del reconocimiento de créditos

[ . . . ]
Sección 3.ª Del reconocimiento de créditos

Subsección 1.ª De las clases de reconocimiento

[ . . . ]
Artículo 260.  Reconocimiento forzoso de los créditos.

1. La administración concursal incluirá necesariamente en la lista de acreedores aquellos 
créditos que hayan sido reconocidos por resolución procesal o por laudo, aunque no fueran 
firmes; los asegurados con garantía real inscrita en registro público; los que consten en 
documento con fuerza ejecutiva; los que consten en certificación administrativa, y los 
créditos de los trabajadores cuya existencia y cuantía resulten de los libros y documentos del 
deudor o por cualquier otra razón consten en el concurso.

2. No obstante el reconocimiento, la administración concursal, dentro del plazo para la 
emisión de su informe, podrá impugnar en juicio ordinario, los convenios o procedimientos 
arbitrales si concurriera fraude; la existencia y validez de los créditos asegurados con 
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garantía real o que consten en documento con fuerza ejecutiva, así como, a través de los 
cauces establecidos al efecto por su legislación específica, los actos administrativos.

3. Cuando a la fecha de la declaración de concurso no se hubiera presentado alguna 
declaración o autoliquidación que sea precisa para la determinación de un crédito de 
derecho público o de los trabajadores, deberá cumplimentarse por el concursado, en caso de 
intervención, o por la administración concursal cuando no lo realice el concursado o en caso 
de suspensión de las facultades de administración y disposición. Si, por ausencia de datos, 
no fuera posible la determinación de su cuantía deberá reconocerse como crédito 
contingente.

[ . . . ]
TÍTULO VI

Del informe de la administración concursal

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De la modificación de la lista definitiva de acreedores

Artículo 308.  Modificaciones de la lista definitiva de acreedores.
El texto definitivo de la lista de acreedores podrá modificarse en los casos siguientes:
1.º Cuando se estimen los recursos interpuestos contra las resoluciones del juez del 

concurso en los incidentes de impugnación de la lista de acreedores.
2.º Cuando se resuelva la impugnación de las modificaciones derivadas de la 

comunicación extemporánea de créditos.
3.º Cuando se dicten resoluciones judiciales en el concurso de las que resulte la 

existencia, la modificación del importe o de la clase del crédito o la extinción de un crédito 
concursal.

4.º Cuando, en un procedimiento administrativo de comprobación o inspección iniciado 
después de presentado el informe de la administración concursal o el texto definitivo de la 
lista de acreedores, se dicte resolución administrativa que suponga la existencia de un 
crédito concursal de derecho público.

5.º Cuando, en un proceso penal iniciado después de la presentación del informe de la 
administración concursal o del texto definitivo de la lista de acreedores, se dicte sentencia 
que suponga la existencia de un crédito concursal.

6.º Cuando, en un proceso laboral iniciado después de la presentación del informe de la 
administración concursal o del texto definitivo de la lista de acreedores, se dicte sentencia 
que suponga la existencia de un crédito concursal.

7.º Cuando, después de presentados los textos definitivos, se hubiera cumplido la 
condición o contingencia prevista o los créditos hubieran sido reconocidos o confirmados por 
acto administrativo, por laudo o por resolución procesal firme o susceptible de ejecución 
provisional con arreglo a su naturaleza o cuantía.

[ . . . ]
TÍTULO X

De la calificación del concurso

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
De la sección de calificación

Sección 1.ª De la formación y tramitación de la sección de calificación

Subsección 1.ª Del régimen general

[ . . . ]
Artículo 451 bis.  Transacción.

1. La administración concursal, los acreedores que hubieran presentado informe de 
calificación y las personas que, según cualquiera de esos informes, pudieran quedar 
afectadas por la calificación o ser declaradas cómplices podrán alcanzar un acuerdo 
transaccional sobre el contenido económico de la calificación.

2. La eficacia del acuerdo transaccional está condicionada a la aprobación por el juez del 
concurso. Presentada la solicitud de aprobación, el letrado de la Administración de Justicia 
dará traslado de esa solicitud a los personados en la sección para que, en el plazo de diez 
días, aleguen lo que a su derecho convenga.

3. Contra el auto por el que se apruebe la transacción los personados en la sección que 
hubieran alegado en contra de que la transacción fuera aprobada podrán interponer recurso 
de apelación. Contra el auto por el que se deniegue la aprobación no cabrá interponer 
recurso alguno.

[ . . . ]
TÍTULO XII

De las normas procesales generales, del procedimiento abreviado, del 
incidente concursal y del sistema de recursos

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del incidente concursal

[ . . . ]
Artículo 541.  Incidente concursal en materia laboral.

1. Se dilucidarán por el trámite del incidente concursal en materia laboral las acciones 
que los trabajadores o el Fondo de Garantía Salarial ejerciten contra el auto que decida 
sobre la modificación sustancial de las condiciones de trabajo, el traslado, el despido, la 
suspensión de contratos y la reducción de jornada por causas económicas, técnicas, 
organizativas o de producción que, conforme a la ley, tengan carácter colectivo, así como las 
de trabajadores que tengan la condición de personal de alta dirección contra la decisión de la 
administración concursal de extinguir o suspender los contratos suscritos por el concursado 
con estos.

2. Los trabajadores deberán presentar la demanda, conforme a lo establecido en la 
legislación procesal civil en el plazo de un mes desde que conocieron o pudieron conocer la 
resolución judicial y el Fondo de Garantía Salarial desde que se le notifique la resolución. El 
personal de alta dirección deberá presentar la demanda en el mismo plazo desde que la 
administración concursal le notifique la decisión adoptada.

3. En el caso de que la demanda contuviera defectos, omisiones o imprecisiones, el 
Letrado de la Administración de la Justicia lo advertirá al demandante o demandantes a fin 
de que lo subsanen en el plazo de cuatro días, con el apercibimiento de que de no 
subsanarse procederá su archivo. En ningún caso podrá inadmitirse la demanda por estimar 
que la cuestión planteada fuera intrascendente o careciera de la entidad necesaria para 
tramitarse por vía incidental.
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4. Admitida la demanda, el Letrado de la Administración de Justicia señalará dentro de 
los diez días siguientes el día y hora en que habrá de tener lugar el acto del juicio, citando a 
los demandados con entrega de copia de la demanda y demás documentos, debiendo 
mediar en todo caso un mínimo de cuatro días entre la citación y la efectiva celebración del 
juicio, que comenzará con el intento de conciliación o avenencia sobre el objeto del 
incidente. De no lograrse esta se ratificará el actor en su demanda o la ampliará sin alterar 
sustancialmente sus pretensiones, contestando oralmente el demandado, y proponiendo las 
partes a continuación las pruebas sobre los hechos en los que no hubiera conformidad, 
continuando el procedimiento conforme a los trámites del juicio verbal de la Ley 1/2000, de 7 
de enero, de Enjuiciamiento Civil, si bien tras la práctica de la prueba se otorgará a las 
partes un trámite de conclusiones.

5. Tras la práctica de la prueba se otorgará a las partes un trámite oral de conclusiones.

[ . . . ]
LIBRO SEGUNDO

Del Derecho preconcursal

[ . . . ]
TÍTULO IV

Del experto en la reestructuración

CAPÍTULO I
Del nombramiento del experto

Artículo 672.  Nombramiento obligatorio de experto.
1. El nombramiento de experto en la reestructuración solo procederá en los siguientes 

casos:
1.º Cuando lo solicite el deudor.
2.º Cuando lo soliciten acreedores que representen más del cincuenta por ciento del 

pasivo que, en el momento de la solicitud, pudiera quedar afectado por el plan de 
reestructuración. En la solicitud, los acreedores, o algunos de ellos, deberán asumir 
expresamente la obligación de satisfacer la retribución del experto. La asunción de la 
obligación de pago quedará sin efecto si en el plan de reestructuración homologado por el 
juez se previera expresamente que la retribución del experto fuera a cargo del deudor.

3.º Cuando, solicitada por el deudor la suspensión general de ejecuciones singulares o la 
prórroga de esa suspensión, el juez considerase, y así lo razonara, que el nombramiento es 
necesario para salvaguardar el interés de los posibles afectados por la suspensión.

4.º Cuando el deudor o cualquier legitimado solicite la homologación judicial de un plan 
de reestructuración cuyos efectos se extiendan a una clase de acreedores o a los socios que 
no hubieran votado a favor del plan.

2. A la solicitud de nombramiento de experto deberá acompañarse:
1.º Un escrito razonando que el experto reúne las condiciones establecidas en esta ley 

para el ejercicio del cargo.
2.º La aceptación de su nombramiento por el experto para el caso de ser designado, así 

como la aceptación del importe y los plazos de devengo de la retribución que se hubiese 
pactado.

3.º Copia de la póliza de seguro de responsabilidad civil o garantía equivalente que 
tuviera vigente para responder de posibles daños que el experto pudiera causar en el 
ejercicio de las funciones propias del cargo.

3. El nombramiento del experto se realizará por el juez mediante auto, que dictará a la 
mayor brevedad posible y, en todo caso, dentro del plazo de dos días a contar desde la 
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solicitud. La designación del experto y su identidad se harán constar en el Registro público 
concursal.

4. En el caso de comunicación conjunta o de planes conjuntos de reestructuración, se 
podrá designar el mismo experto para todos los deudores afectados.

Artículo 673.  Supuesto especial de nombramiento de experto.
1. Si no hubiera sido nombrado experto en la reestructuración, los acreedores que 

representen, al menos, el treinta y cinco por ciento del pasivo que, en el momento de la 
solicitud, pudiera quedar afectado por el plan de reestructuración, podrán solicitar al juez el 
nombramiento de uno determinado, razonando en la solicitud las circunstancias 
concurrentes en el caso para que sea necesario ese nombramiento.

2. En la solicitud, que deberá acompañarse de los documentos referidos en el artículo 
anterior, los acreedores solicitantes o algunos de ellos deberán asumir expresamente la 
obligación de satisfacer la retribución del experto. La asunción de la obligación de pago 
quedará sin efecto si en el plan de reestructuración homologado por el juez se previera 
expresamente que la retribución del experto fuera a cargo del deudor.

3. El juez dará traslado al deudor de la solicitud de los acreedores por plazo de dos días, 
quien podrá oponerse al nombramiento razonando que no es necesario o que no reúne las 
condiciones para el ejercicio del cargo. Igualmente, podrán solicitar el nombramiento de un 
experto distinto, en cuyo caso deberá asumir expresamente la obligación de satisfacer la 
retribución del que proponga.

4. El juez, mediante auto, determinará si, atendiendo a las circunstancias del caso, 
procede o no el nombramiento solicitado y, en caso afirmativo, procederá al nombramiento 
del experto propuesto por los acreedores.

Artículo 674.  Condiciones subjetivas.
El nombramiento de experto deberá recaer en la persona natural o jurídica, española o 

extranjera, que tenga los conocimientos especializados, jurídicos, financieros y 
empresariales, así como experiencia en materia de reestructuraciones o que acredite cumplir 
los requisitos para ser administrador concursal conforme a esta ley. Cuando la 
reestructuración que se pretende conseguir tuviera particularidades, bien por el sector en el 
que opera el deudor, bien por las dimensiones o la complejidad del activo o del pasivo, bien 
por la existencia de elementos transfronterizos, estas particularidades deberán ser tenidas 
en cuenta para el nombramiento del experto.

Artículo 675.  Incompatibilidades y prohibiciones.
No podrán ser propuestos ni nombrados expertos en la reestructuración y, en caso de 

ser nombrados, no podrán aceptar las siguientes personas:
1.º Quienes hayan prestado servicios profesionales relacionados con la reestructuración 

al deudor o a personas especialmente relacionadas con esta en los últimos dos años, salvo 
que se prestaran como consecuencia de haber sido nombrado experto en una 
reestructuración previa.

2.º Quienes se encuentren en alguna de las situaciones de incompatibilidad previstas en 
la legislación en materia de auditoría de cuentas en relación con el deudor o las personas 
especialmente relacionadas con este.

Artículo 676.  Nombramiento del experto por el juez.
1. El nombramiento de experto deberá ser realizado por el juez y recaerá en la persona 

que, reuniendo las condiciones establecidas en esta ley, hubieran propuesto el deudor o los 
acreedores que hubieran formulado la solicitud.

2. Si el juez considerase, y así lo razonara, que el propuesto no reúne las condiciones 
establecidas en esta ley para el ejercicio de las funciones propias del cargo, solicitará a 
quien lo hubiera propuesto que, en el plazo de dos días, presente terna de posibles expertos 
de entre los que efectuará el nombramiento, siempre que reúnan esas condiciones.
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3. En los casos en los que el nombramiento recaiga en alguno de los que figuren en la 
terna, el nombramiento del experto será comunicado por el juzgado al designado por el 
medio más rápido. Dentro de los dos días siguientes a la recepción de la comunicación, el 
experto deberá comparecer ante el juzgado para aceptar o rechazar el cargo, con copia del 
documento en el que conste la retribución pactada y de la póliza de seguro de 
responsabilidad civil o garantía equivalente que tuviere vigente para responder de posibles 
daños que pudiera causar en el ejercicio de las funciones propias del cargo. La aceptación 
es voluntaria. Si el nombrado no aceptara o no compareciera, el juez procederá de inmediato 
a nuevo nombramiento, sin que esta circunstancia tenga consecuencia alguna para el 
experto inicialmente designado.

Artículo 677.  Impugnación del nombramiento.
1. El nombramiento como experto de quien no reúna las condiciones establecidas en 

esta ley, incurra en alguna incompatibilidad o prohibición, o de quien no tenga cobertura o 
garantía adecuada podrá ser impugnado en cualquier momento por quien acredite interés 
legítimo.

2. La impugnación se tramitará por los cauces del incidente concursal.

Artículo 678.  Sustitución del experto.
1. Los acreedores que representen más del cincuenta por ciento del pasivo que, en el 

momento de la solicitud, pudiera quedar afectado por el plan de reestructuración podrán 
pedir al juez la sustitución del experto nombrado a solicitud del deudor o, en su caso, de una 
minoría de acreedores.

2. La solicitud deberá acompañarse de los documentos exigidos en este título y del 
compromiso expreso de los acreedores, o de algunos de ellos, de satisfacer la retribución del 
experto. La asunción de la obligación de pago quedará sin efecto si, en el plan de 
reestructuración homologado por el juez, se previera expresamente que la retribución del 
experto sustituto fuera a cargo del deudor.

3. El juez acordará la sustitución mediante auto, que podrá impugnarse por los motivos y 
por el cauce previsto en el artículo anterior.

CAPÍTULO II
Del estatuto del experto

Artículo 679.  Funciones del experto.
El experto asistirá al deudor y a los acreedores en las negociaciones y en la elaboración 

del plan de reestructuración, y elaborará y presentará al juez los informes exigidos por esta 
ley y aquellos otros que el juez considere necesarios o convenientes.

Artículo 680.  Deberes de diligencia, independencia e imparcialidad.
El experto ejercerá las funciones propias del cargo con la diligencia propia de un 

profesional especializado en reestructuraciones y con independencia e imparcialidad tanto 
respecto del deudor como de los acreedores.

Artículo 681.  Responsabilidad civil del experto.
1. El experto responderá por los daños y perjuicios causados al deudor o a los 

acreedores por infracción de los deberes de diligencia, independencia e imparcialidad.
2. El experto deberá tener suscrito un seguro de responsabilidad civil o garantía 

equivalente proporcional a la naturaleza y alcance del riesgo cubierto por cuya virtud el 
asegurador o entidad de crédito se obligue dentro de los límites pactados, a cubrir el riesgo 
del nacimiento a cargo del propio experto asegurado de la obligación de indemnizar por los 
daños y perjuicios causados en el ejercicio de su función. Cuando el experto sea una 
persona jurídica recaerá sobre esta la exigencia de suscripción del seguro de 
responsabilidad civil o garantía equivalente.
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3. La acción de responsabilidad se tramitará por los cauces del incidente concursal.

[ . . . ]
LIBRO TERCERO

Procedimiento especial para microempresas

[ . . . ]
TÍTULO II

Procedimiento de continuación

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Medidas que pueden solicitarse en el procedimiento especial de continuación

[ . . . ]
Artículo 702.  La solicitud de un procedimiento de mediación.

1. El deudor o acreedores cuyos créditos representen al menos un veinte por ciento del 
total del pasivo podrán solicitar la designación de un mediador concursal en cualquier 
momento desde la apertura del procedimiento especial hasta el final del plazo de votación.

2. La designación del mediador concursal tiene como única finalidad la negociación de 
un plan de continuación entre el deudor y los acreedores, y se regirá por lo dispuesto en este 
artículo y por lo dispuesto para el nombramiento de un experto en la reestructuración en este 
libro en cuanto a la elección, designación y retribución.

3. Como regla general, la mediación se realizará por medios electrónicos, por 
videoconferencia u otro medio análogo de transmisión de la voz o la imagen, siempre que 
quede garantizada la identidad de los intervinientes.

4. El proceso de mediación tendrá una duración máxima de diez días hábiles. Si, en 
algún momento, el mediador entiende que no es posible alcanzar un acuerdo, cerrará 
formalmente de manera definitiva la mediación y lo notificará al juzgado.

5. Si el mediador hubiera cerrado anticipadamente la mediación, el deudor o acreedores 
con un veinte por ciento del total del pasivo podrán solicitar la apertura del procedimiento 
especial de liquidación siempre que el deudor se encuentre en estado de insolvencia actual.

[ . . . ]
Artículo 704.  Solicitud de nombramiento de un experto en la reestructuración.

1. En cualquier momento del procedimiento, el deudor o acreedores cuyos créditos 
representen al menos el veinte por ciento del pasivo total podrán solicitar el nombramiento 
de un experto en la reestructuración con funciones de intervención de las facultades de 
administración y disposición del deudor, por medio del formulario normalizado habilitado al 
efecto.

2. En cualquier momento del procedimiento, acreedores cuyos créditos representen al 
menos el cuarenta por ciento del pasivo total podrán solicitar el nombramiento de un experto 
en la reestructuración con funciones de sustitución de las facultades de administración y 
disposición del deudor, siempre que el deudor se encuentre en situación de insolvencia 
actual, y de acuerdo con el formulario normalizado.

3. La solicitud de nombramiento de un experto en la reestructuración será rechazada si 
se oponen acreedores que representen la mayoría del pasivo, salvo que el nombramiento 
sea necesario a efectos de realizar las valoraciones previstas o entablar acciones rescisorias 
o de responsabilidad, según se prevé en este libro tercero.
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4. El deudor, en caso de solicitud de nombramiento de experto en virtud del apartado 2, 
o, en todo caso, los acreedores que representen la mayoría del pasivo, podrán oponerse al 
nombramiento presentando el formulario normalizado, dentro de los cinco días hábiles 
siguientes a la notificación de la solicitud de nombramiento del experto y acompañando los 
documentos acreditativos de su solvencia. El juez resolverá, en el plazo de cinco días 
hábiles, si procede nombrar el experto con sustitución o, por el contrario, si se le nombra con 
meras facultades de intervención.

5. El experto en la reestructuración tendrá facultades de propuesta del plan de 
continuación, podrá emitir opiniones técnicas sobre cualquiera de los extremos susceptibles 
de afectar a la formación de la voluntad de los acreedores en relación con el plan, y podrá 
mediar entre el deudor y sus acreedores. El experto en la reestructuración podrá realizar 
aquellas funciones que le son expresamente reconocidas en este Libro.

6. El nombramiento del experto en la reestructuración recaerá en la persona que elijan 
de mutuo acuerdo el deudor y acreedores cuyos créditos representen más del cincuenta por 
ciento del pasivo total, acuerdo que será notificado por formulario normalizado oficial al 
juzgado junto con la solicitud de nombramiento o dentro de los cinco días siguientes. De no 
haber acuerdo, y en todo caso si no se recibe comunicación de la persona dentro del plazo, 
el nombramiento se realizará por el juez siguiendo el procedimiento previsto en el libro 
segundo para el nombramiento de experto por el juez.

7. La retribución del experto correrá a cargo del solicitante, y se determinará de mutuo 
acuerdo entre el deudor y los acreedores que representen la mayoría del pasivo, salvo que 
la solicitud provenga de los acreedores y estos asuman voluntariamente el coste de la 
retribución, en cuyo caso les corresponderá la determinación de la cuantía. De no existir 
acuerdo o asunción voluntaria por los acreedores, la cuantía se fijará aplicando los aranceles 
establecidos para la retribución de administradores concursales.

[ . . . ]
Disposición adicional segunda.  Participación de las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación en los procedimientos de mediación concursal.

Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación podrán, en 
aplicación de lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 5 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, 
Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, y de 
conformidad con lo dispuesto en la legislación autonómica de desarrollo, ofrecer servicios de 
mediación concursal en el ámbito del procedimiento especial para microempresas regulado 
en el libro tercero de esta ley.
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§ 138

Ley 16/2022, de 5 de septiembre, de reforma del texto refundido de la 
Ley Concursal, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 
de mayo, para la transposición de la Directiva (UE) 2019/1023 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre 
marcos de reestructuración preventiva, exoneración de deudas e 
inhabilitaciones, y sobre medidas para aumentar la eficiencia de los 
procedimientos de reestructuración, insolvencia y exoneración de 
deudas, y por la que se modifica la Directiva (UE) 2017/1132 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, sobre determinados aspectos del 
Derecho de sociedades (Directiva sobre reestructuración e 

insolvencia). [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 214, de 6 de septiembre de 2022
Última modificación: 28 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2022-14580

[ . . . ]
Disposición adicional novena.  Referencias normativas.

Desde la entrada en vigor de la presente ley, las referencias normativas a los acuerdos 
de refinanciación y, en su caso, a los acuerdos extrajudiciales de pagos, han de entenderse 
realizadas a los planes de reestructuración regulados en el libro segundo y, tratándose de 
microempresas, a los planes de continuación en el libro tercero.

[ . . . ]
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§ 139

Real Decreto de 14 de septiembre de 1882 por el que se aprueba la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal. [Inclusión parcial]

Ministerio de Gracia y Justicia
«Gaceta de Madrid» núm. 260, de 17 de septiembre de 1882

Última modificación: 20 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-1882-6036

[ . . . ]
LIBRO II

Del sumario

[ . . . ]
TÍTULO II

De la querella

[ . . . ]
Artículo 278.  

Si la querella tuviere por objeto algún delito de los que solamente pueden perseguirse a 
instancia de parte, excepto el de violación o rapto, acompañará también la certificación que 
acredite haberse celebrado o intentado el acto de conciliación entre querellante y querellado.

Podrán, sin embargo, practicarse sin este requisito las diligencias de carácter urgente 
para la comprobación de los hechos o para la detención del delincuente, suspendiendo 
después el curso de los autos hasta que se acredite el cumplimiento de lo dispuesto en el 
párrafo anterior.

[ . . . ]
LIBRO IV

De los procedimientos especiales

[ . . . ]
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TÍTULO IV
Del procedimiento por delitos de injuria y calumnia contra particulares

Artículo 804.  
No se admitirá querella por injuria o calumnia inferidas a particulares si no se presenta 

certificación de haber celebrado el querellante acto de conciliación con el querellado, o de 
haberlo intentado sin efecto.

[ . . . ]
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§ 140

Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 167, de 14 de julio de 1998

Última modificación: 20 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-1998-16718

[ . . . ]
TÍTULO IV

Procedimiento contencioso-administrativo

CAPÍTULO I
Procedimiento en primera o única instancia

[ . . . ]
Sección 9.ª Otros modos de terminación del procedimiento

[ . . . ]
Artículo 77.  

1. En los procedimientos en primera o única instancia, el Juez o Tribunal, de oficio o a 
solicitud de parte, una vez formuladas la demanda y la contestación, podrá someter a la 
consideración de las partes el reconocimiento de hechos o documentos, así como la 
posibilidad de alcanzar un acuerdo que ponga fin a la controversia, cuando el juicio se 
promueva sobre materias susceptibles de transacción y, en particular, cuando verse sobre 
estimación de cantidad.

Los representantes de las Administraciones públicas demandadas necesitarán la 
autorización oportuna para llevar a efecto la transacción, con arreglo a las normas que 
regulan la disposición de la acción por parte de los mismos.

2. El intento de conciliación no suspenderá el curso de las actuaciones salvo que todas 
las partes personadas lo solicitasen y podrá producirse en cualquier momento anterior al día 
en que el pleito haya sido declarado concluso para sentencia.

3. Si las partes llegaran a un acuerdo que implique la desaparición de la controversia, el 
Juez o Tribunal dictará auto declarando terminado el procedimiento, siempre que lo 
acordado no fuera manifiestamente contrario al ordenamiento jurídico ni lesivo del interés 
público o de terceros.
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4. En todo caso, las actuaciones previstas en este artículo podrán llevarse a cabo por 
medios electrónicos.

[ . . . ]
Disposición adicional primera.  Territorios Históricos y Comisión Arbitral del País Vasco.

1. En la Comunidad Autónoma del País Vasco, la referencia del apartado 2 del artículo 1 
de esta Ley incluye las Diputaciones Forales y la Administración Institucional de ellas 
dependiente. Asimismo, la referencia del apartado 3, letra a), del artículo 1 incluye los actos 
y disposiciones en materia de personal y gestión patrimonial sujetos al derecho público 
adoptados por los órganos competentes de las Juntas Generales de los Territorios 
Históricos.

2. No corresponde a la Jurisdicción Contencioso-administrativa el conocimiento de las 
decisiones o resoluciones dictadas por la Comisión Arbitral a que se refiere el artículo 39 del 
Estatuto de Autonomía del País Vasco.

[ . . . ]
Disposición adicional novena.  Incidencia de las competencias de la Unión Europea en el 
proceso contencioso-administrativo tributario.

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de esta Ley, cuando el recurso 
contencioso-administrativo tenga por objeto un acto administrativo que, relativo a una deuda 
aduanera, esté vinculado a una decisión adoptada por las instituciones de la Unión Europea, 
la revisión no podrá extenderse al contenido de dicha decisión.

De no proceder la anulación del acto administrativo recurrido en base al resto de 
alegaciones del demandante, en el supuesto de que la normativa de la Unión Europea haga 
depender la no contracción a posteriori, la condonación o la devolución de la deuda 
aduanera de una Decisión de la Comisión Europea, y el acto objeto de recurso haya sido 
dictado sin someter dicha cuestión a la Comisión, el órgano jurisdiccional deberá 
pronunciarse sobre si, conforme a lo dispuesto en la normativa de la Unión Europea, 
procede tal sometimiento. Si el órgano jurisdiccional entiende que dicho sometimiento es 
procedente, suspenderá el procedimiento e instará a la Administración Tributaria para que 
someta el asunto a la Comisión en el plazo máximo de dos meses.

2. Cuando el acto relativo a la liquidación de una deuda aduanera objeto de recurso, 
haya sido sometido a una decisión de las instituciones de la Unión Europea que haya de 
pronunciarse sobre la no contracción a posteriori, la devolución o la condonación de dicha 
deuda, se suspenderá el curso de los autos desde que esa circunstancia se ponga en 
conocimiento del órgano jurisdiccional y hasta que sea firme la resolución adoptada por 
dichas instituciones.

Igualmente procederá la suspensión del curso de los autos, exclusivamente respecto de 
los elementos de la obligación tributaria que sean objeto del procedimiento amistoso, desde 
que se inicie el procedimiento amistoso en materia de imposición directa a que se refiere la 
disposición adicional primera del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, hasta que finalice 
dicho procedimiento amistoso.

En los procedimientos tramitados al amparo del Convenio 90/436/CEE y en los casos en 
los que la existencia de sanciones excluya el acceso a la fase arbitral del procedimiento 
amistoso, lo establecido en el párrafo anterior no será de aplicación cuando se haya 
interpuesto cualquier recurso en vía contencioso-administrativa contra las sanciones.

[ . . . ]
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Disposición adicional decimoprimera.  Referencias al expediente administrativo 
contenidas en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa.

Todas las referencias al expediente administrativo contenidas en la Ley 29/1998, de 13 
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, se entenderán hechas al 
expediente administrativo en soporte electrónico.

[ . . . ]
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§ 141

Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e 
Instituciones Públicas. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 285, de 28 de noviembre de 1997
Última modificación: 28 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-1997-25338

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Normas específicas sobre representación y defensa en juicio del Estado

[ . . . ]
Artículo 9.  Actuaciones en procedimientos arbitrales y otras reclamaciones extrajudiciales.

Previa autorización del titular del departamento, organismo público correspondiente, y 
con informe de la Dirección del Servicio Jurídico del Estado, los Abogados del Estado 
integrados en los Servicios Jurídicos del Estado podrán asumir la representación y defensa 
del Estado, sus organismos autónomos, entidades públicas de ellos dependientes y órganos 
constitucionales en procedimientos arbitrales y otras reclamaciones extrajudiciales de 
naturaleza nacional o internacional.

[ . . . ]
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§ 142

Real Decreto 649/2023, de 18 de julio, por el que se desarrolla la Ley 
52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e 
Instituciones Públicas, en el ámbito de la Abogacía General del 

Estado. [Inclusión parcial]

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 172, de 20 de julio de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-16720

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Régimen de la función contenciosa desarrollada por la Abogacía General del 
Estado

Sección 1.ª Normas generales

Artículo 12.  Ámbito de la representación y defensa.
1. Corresponde a los Abogados y Abogadas del Estado integrados en la Abogacía 

General del Estado, con sujeción a lo dispuesto en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial, en la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e 
Instituciones Públicas, en las leyes procesales aplicables en cada caso y en este real 
decreto, la representación y defensa del Reino de España, de la Administración General del 
Estado, de sus organismos autónomos, de los órganos constitucionales y de las entidades 
pertenecientes al sector público institucional estatal cuando así proceda en virtud de norma 
legal o reglamentaria o convenio celebrado al efecto. Esta representación y defensa se 
prestará a través de los procedimientos previstos legalmente y, entre otros, en los siguientes 
procedimientos:

a) Actuaciones pre-contenciosas, procedimientos judiciales, arbitrales, extrajudiciales y 
alternativos de resolución de disputas, conflictos de jurisdicción y cuestiones de competencia 
suscitados ante cualesquiera jurisdicciones y órdenes jurisdiccionales.

b) Procedimientos seguidos ante el Tribunal Constitucional.
c) Procedimientos seguidos ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, y ante los 

distintos órganos del Consejo de Europa, en particular ante el departamento de ejecución de 
sentencias del Comité de Ministros del Consejo de Europa en relación con la ejecución de 
las sentencias del mencionado Tribunal.

d) Procedimientos seguidos ante cualesquiera órganos internacionales con 
competencias en materia de salvaguarda de los derechos humanos, de conformidad con lo 
establecido en los tratados internacionales suscritos por el Reino de España.
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e) Procedimientos seguidos ante los órganos jurisdiccionales de la Unión Europea.
f) Procedimientos seguidos ante la Corte Penal Internacional y ante cualesquiera 

tribunales, órganos y organismos internacionales o supranacionales, o constituidos en virtud 
de tratados internacionales en los que el Reino de España sea parte, en cualesquiera 
procedimientos jurisdiccionales, arbitrales o extrajudiciales.

2. Igualmente corresponde a los Abogados y Abogadas del Estado integrados en la 
Abogacía General del Estado la representación y defensa en juicio de las comunidades 
autónomas, de las corporaciones locales y de las entidades que integran el sector público 
institucional autonómico y local, ante cualesquiera jurisdicciones y órdenes jurisdiccionales, 
en actuaciones pre-contenciosas, procedimientos judiciales, arbitrales, extrajudiciales y 
alternativos de resolución de disputas, conflictos de jurisdicción y cuestiones de 
competencia, cuando se haya celebrado convenio de asistencia jurídica con ese objeto.

3. Cuando, en los procedimientos seguidos ante cualquier juez o tribunal extranjero se 
estime conveniente encomendar la representación y defensa de las entidades referidas en el 
apartado 1 de este artículo a una persona especialmente designada al efecto, se procederá 
a su contratación por el departamento ministerial, órgano constitucional, organismo o entidad 
interesados en el proceso y previo informe de la Abogacía del Estado en el Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, de acuerdo con las normas generales 
que rigen la contratación administrativa.

Para esta contratación, el Departamento ministerial, órgano constitucional, organismo o 
entidad interesados en el proceso podrán requerir el apoyo que sea preciso de la Abogacía 
del Estado en el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, la cual 
recabará para ello la colaboración de los órganos de este Departamento.

El otorgamiento y revocación de los poderes procesales corresponderá al embajador de 
España en el país del foro, previo informe de la Abogacía del Estado en el Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación. Esta Abogacía del Estado, llevará un 
registro de abogados y procuradores habilitados para poder actuar en el extranjero en el que 
se anotarán los datos de identificación y los más relevantes de su actuación procesal y que 
estará a disposición de las autoridades del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea 
y Cooperación y de la Subdirección General de Asuntos de la Unión Europea e 
internacionales, así como de los demás centros y organismos administrativos que justifiquen 
un interés directo en la consulta del registro.

La persona contratada deberá actuar con sujeción a las disposiciones del presente real 
decreto en lo que fueren de aplicación y bajo las instrucciones emitidas de acuerdo con el 
contrato suscrito.

En caso de incumplimiento de las instrucciones remitidas o de lo establecido en este real 
decreto, la Abogacía General del Estado podrá proponer la revocación de los poderes 
otorgados, sin perjuicio del ejercicio de acciones que se estimen pertinentes en atención a 
las circunstancias del caso y las consecuencias del incumplimiento.

4. El Gobierno, por motivos excepcionales, y oído el Abogado o Abogada General del 
Estado, podrá acordar que una persona especialmente designada al efecto asuma la 
representación y defensa del Reino de España, como Abogado del Estado ad hoc, en un 
procedimiento determinado ante tribunales, órganos y organismos internacionales o 
supranacionales en el que España sea parte. La persona designada por el Gobierno 
asumirá, en el desempeño de sus servicios, las funciones del Abogado del Estado y se 
ajustará a las disposiciones de este real decreto.

[ . . . ]
Sección 2.ª Normas especiales sobre la actuación procesal de los Abogados 

del Estado

[ . . . ]
Artículo 22.  Conciliaciones judiciales y administrativas.

1. Para que el Abogado del Estado pueda válidamente conciliar sobre las pretensiones 
de la parte contraria ante un órgano jurisdiccional, en nombre de una entidad perteneciente 
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al sector público institucional no afectada por las limitaciones contenidas en el artículo 7.3 de 
la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, u otra norma específica, 
precisará autorización expresa de la Dirección General de lo Contencioso, que podrá 
otorgarla con carácter singular o con alcance general para una serie de asuntos idénticos o 
de similares características. En ambos casos será necesaria la previa solicitud o parecer 
formulado por el órgano competente de la entidad interesada en el asunto, en la que deberá 
constar el texto concreto de la conciliación a realizar.

En todo caso, deberá realizarse una valoración económica de las consecuencias que 
para el patrimonio de la entidad del sector público institucional pueden derivarse de la 
conciliación que se propone.

2. Las conciliaciones ante servicios administrativos de mediación, arbitraje o conciliación 
se celebrarán por el Abogado del Estado cuando así esté previsto en el correspondiente 
convenio de asistencia jurídica o previa autorización expresa de la Dirección General de lo 
Contencioso, que tendrá carácter excepcional.

Artículo 23.  Derivación judicial a mediación o a otros medios de solución de controversias.
Cuando en un proceso judicial en el que intervenga el Abogado del Estado se acuerde 

por resolución judicial o procesal la derivación a la mediación o a otro medio de solución de 
controversias, deberá aquél actuar conforme a las reglas siguientes:

1.ª Deberá oponerse a la derivación cuando la ley no lo permita o cuando recaiga sobre 
una materia que no pueda ser objeto de estos procedimientos de resolución de conflictos, 
especialmente cuando no pueda ser objeto de transacción.

2.ª Recabará, en su caso, de forma simultánea a la formulación de la oposición, el 
parecer del órgano autor de la actividad administrativa afectada por el proceso sobre la 
propuesta de derivación, pudiendo acompañar nota en la que exponga su parecer sobre la 
procedencia de la misma en atención a la materia sobre la que recae y a la fase del proceso 
en que se encuentra.

3.ª El Abogado del Estado únicamente informará a favor de la propuesta de derivación 
cuando conste por escrito del órgano autor de la actividad administrativa afectada que se 
admite someter la controversia a mediación o a otro medio de solución de controversias 
propuesto por el órgano judicial y no deba oponerse conforme a lo dispuesto en la regla 1.ª

4.ª Acordada la derivación a los medios de solución de controversias, el Abogado del 
Estado limitará su actuación a la función de asesoramiento a dicho órgano en la fase de 
negociación que éste lleve a cabo, actuando conforme a los principios de buena fe, 
confianza legítima y respeto mutuo. A petición expresa del órgano interesado, podrá 
comparecer en su representación en las sesiones que puedan convocarse o firmar el acta 
final de mediación.

5.ª En el proceso de solución de controversias, el Abogado del Estado velará por el 
cumplimiento de los principios de voluntariedad, confidencialidad, neutralidad e imparcialidad 
del mediador y de igualdad entre las partes.

6.ª Si se alcanzare un acuerdo, el Abogado del Estado deberá asesorar sobre la 
conformidad a derecho del contenido del acuerdo y asegurar que se incorporen las 
autorizaciones de la administración competente necesarias para la validez del acuerdo.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Asistencia jurídica a los órganos constitucionales y entidades integrantes del 
sector público institucional estatal

[ . . . ]
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Sección 2.ª Disposiciones relativas a las situaciones de conflicto de intereses

Artículo 41.  Contraposición de intereses en el desempeño de las funciones consultivas.
En los supuestos en que, con ocasión del desempeño de las funciones consultivas, se 

plantease la existencia de una contraposición de intereses o el riesgo de que pueda 
producirse una situación de contraposición de intereses entre las entidades a las que preste 
asistencia jurídica la Abogacía General del Estado, se procederá del siguiente modo:

a) Se atenderá, en primer lugar, a lo dispuesto en la normativa especial o en las 
cláusulas del convenio regulador de la asistencia jurídica a la entidad de que se trate.

b) En caso de silencio de la norma o convenio se observarán las siguientes reglas:
1.ª Cuando la contraposición se suscite entre la Administración General del Estado, los 

órganos constitucionales y las entidades pertenecientes al sector público institucional estatal 
a las que por norma legal o reglamentaria se les preste asistencia jurídica, la resolución de la 
controversia se efectuará mediante informe de la Dirección General de lo Consultivo.

2.ª Cuando la contraposición se suscite entre la Administración General del Estado, los 
órganos constitucionales y las entidades pertenecientes al sector público institucional estatal 
a las que por norma legal o reglamentaria se les preste asistencia jurídica por un lado, y las 
entidades a las se les preste asistencia jurídica en virtud de convenio por otro, la Abogacía 
General del Estado se abstendrá de emitir informe cuando éste sea solicitado por la entidad 
con la que se haya concertado el convenio de asistencia jurídica y emitirá el informe que, en 
su caso, le haya solicitado el órgano de la Administración General del Estado, el órgano 
constitucional o la entidad del sector público institucional estatal a las que se les preste 
asistencia jurídica por norma legal o reglamentaria.

3.ª Cuando la contraposición se suscite exclusivamente entre entidades a las que se 
preste asistencia jurídica en virtud de convenio, se ofrecerá a las entidades afectadas la 
posibilidad de someter la resolución de la controversia a dictamen de la Dirección General de 
lo Consultivo. De aceptarse por dichas entidades, se les dará trámite de audiencia por plazo 
de quince días a fin de que puedan formular las alegaciones y presentar las pruebas que a 
sus intereses convengan, tras lo cual se emitirá el correspondiente dictamen dirimente. En 
caso contrario, la Abogacía General del Estado se abstendrá de emitir el informe solicitado.

Artículo 42.  Contraposición de intereses en el desempeño de las funciones contenciosas.
1. En los supuestos en que, con ocasión del desempeño de las funciones contenciosas, 

se plantease la existencia de una contraposición de intereses o el riesgo de que pueda 
producirse una situación de contraposición de intereses entre las entidades a los que preste 
asistencia jurídica, los Abogados del Estado deberán comunicar inmediatamente a la 
Dirección General de lo Contencioso y antes de evacuar el primer trámite procesal, la 
existencia de ese conflicto en atención a los antecedentes disponibles y a la naturaleza de 
los intereses presentes en el proceso.

De igual forma procederá el Abogado del Estado cuando de las actuaciones que se 
desarrollen en el procedimiento resulte la existencia de esa contraposición de intereses.

2. Para la resolución de la situación de contraposición de intereses se atenderá, en 
primer lugar, a lo dispuesto en la normativa especial o en las cláusulas convencionales 
reguladoras de la asistencia jurídica al organismo o entidad públicos, sociedades o 
fundaciones de que se trate.

3. En caso de silencio de la norma o convenio, la Dirección General de lo Contencioso, 
en atención a la naturaleza de los intereses en conflicto, expondrá a las Administraciones, 
organismos, entidades, sociedades o fundaciones litigantes su criterio tanto en cuanto a la 
eventual solución extrajudicial del litigio, de ser ésta posible, como, en su defecto, a la 
postulación que debiera asumir el Abogado del Estado.

Como parte de esa exposición, se podrá proponer a los órganos constitucionales u otras 
entidades públicas que su representación y defensa pueda ser asumida por un Abogado o 
Abogada del Estado designado a tales efectos por la Dirección General de lo Contencioso. 
Dicho Abogado o Abogada del Estado atenderá en exclusiva a las instrucciones que reciba 
de su representado, debiéndose incluir en la resolución por la que se le designe, las medidas 
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necesarias para garantizar su independencia y libertad de criterio técnico, la salvaguarda del 
secreto de las informaciones y la igualdad de armas en el proceso.

4. A falta de aceptación de la propuesta, hayan o no manifestado su opinión las partes y 
con el informe previo del Director General de lo Contencioso, el Ministro de Justicia resolverá 
en definitiva lo procedente en cuanto a la postulación a asumir por la Abogacía General del 
Estado.

5. En todo caso, los Abogados del Estado deberán evitar las situaciones de indefensión 
que pudieran producirse en el proceso judicial en curso, como consecuencia de la 
tramitación de los procedimientos señalados en los apartados anteriores.

[ . . . ]
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§ 143

Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 245, de 11 de octubre de 2011

Última modificación: 20 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2011-15936

LIBRO PRIMERO
Parte general

TÍTULO I
Del ejercicio de la potestad jurisdiccional

CAPÍTULO I
De la jurisdicción

[ . . . ]
Artículo 2.  Ámbito del orden jurisdiccional social.

Los órganos jurisdiccionales del orden social, por aplicación de lo establecido en el 
artículo anterior, conocerán de las cuestiones litigiosas que se promuevan:

a) Entre empresarios y trabajadores como consecuencia del contrato de trabajo y del 
contrato de puesta a disposición, con la salvedad de lo dispuesto en la Ley 22/2003, de 9 de 
julio, Concursal; y en el ejercicio de los demás derechos y obligaciones en el ámbito de la 
relación de trabajo.

b) En relación con las acciones que puedan ejercitar los trabajadores o sus 
causahabientes contra el empresario o contra aquéllos a quienes se les atribuya legal, 
convencional o contractualmente responsabilidad, por los daños originados en el ámbito de 
la prestación de servicios o que tengan su causa en accidentes de trabajo o enfermedades 
profesionales, incluida la acción directa contra la aseguradora y sin perjuicio de la acción de 
repetición que pudiera corresponder ante el orden competente.

c) Entre las sociedades laborales o las cooperativas de trabajo asociado, y sus socios 
trabajadores, exclusivamente por la prestación de sus servicios.

d) En relación con el régimen profesional, tanto en su vertiente individual como colectiva, 
de los trabajadores autónomos económicamente dependientes a que se refiere la Ley 
20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo, incluidos los litigios que deriven 
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del ejercicio por ellos de las reclamaciones de responsabilidad contempladas en el apartado 
b) de este artículo.

e) Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones legales y convencionales en 
materia de prevención de riesgos laborales, tanto frente al empresario como frente a otros 
sujetos obligados legal o convencionalmente, así como para conocer de la impugnación de 
las actuaciones de las Administraciones públicas en dicha materia respecto de todos sus 
empleados, bien sean éstos funcionarios, personal estatutario de los servicios de salud o 
personal laboral, que podrán ejercer sus acciones, a estos fines, en igualdad de condiciones 
con los trabajadores por cuenta ajena, incluida la reclamación de responsabilidad derivada 
de los daños sufridos como consecuencia del incumplimiento de la normativa de prevención 
de riesgos laborales que forma parte de la relación funcionarial, estatutaria o laboral; y 
siempre sin perjuicio de las competencias plenas de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social en el ejercicio de sus funciones.

f) Sobre tutela de los derechos de libertad sindical, huelga y demás derechos 
fundamentales y libertades públicas, incluida la prohibición de la discriminación y el acoso, 
contra el empresario o terceros vinculados a éste por cualquier título, cuando la vulneración 
alegada tenga conexión directa con la prestación de servicios; sobre las reclamaciones en 
materia de libertad sindical y de derecho de huelga frente a actuaciones de las 
Administraciones públicas referidas exclusivamente al personal laboral; sobre las 
controversias entre dos o más sindicatos, o entre éstos y las asociaciones empresariales, 
siempre que el litigio verse sobre cuestiones objeto de la competencia del orden 
jurisdiccional social, incluida en todos los supuestos de este apartado la responsabilidad por 
daños; y sobre las demás actuaciones previstas en la presente Ley conforme al apartado 4 
del artículo 117 de la Constitución Española en garantía de cualquier derecho.

g) En procesos de conflictos colectivos.
h) Sobre impugnación de convenios colectivos y acuerdos, cualquiera que sea su 

eficacia, incluidos los concertados por las Administraciones públicas cuando sean de 
aplicación exclusiva a personal laboral; así como sobre impugnación de laudos arbitrales de 
naturaleza social, incluidos los dictados en sustitución de la negociación colectiva, en 
conflictos colectivos, en procedimientos de resolución de controversias y en procedimientos 
de consulta en movilidad geográfica, modificaciones colectivas de condiciones de trabajo y 
despidos colectivos, así como en suspensiones y reducciones temporales de jornada. De 
haberse dictado respecto de las Administraciones públicas, cuando dichos laudos afecten en 
exclusiva al personal laboral.

i) En procesos sobre materia electoral, incluidas las elecciones a órganos de 
representación del personal al servicio de las Administraciones públicas.

j) Sobre constitución y reconocimiento de la personalidad jurídica de los sindicatos, 
impugnación de sus estatutos y su modificación.

k) En materia de régimen jurídico específico de los sindicatos, tanto legal como 
estatutario, en todo lo relativo a su funcionamiento interno y a las relaciones con sus 
afiliados.

l) Sobre constitución y reconocimiento de la personalidad jurídica de las asociaciones 
empresariales en los términos referidos en la disposición derogatoria de la Ley Orgánica 
11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, impugnación de sus estatutos y su 
modificación.

m) Sobre la responsabilidad de los sindicatos y de las asociaciones empresariales por 
infracción de normas de la rama social del Derecho.

n) En impugnación de resoluciones administrativas de la autoridad laboral recaídas en 
los procedimientos previstos en el apartado 5 del artículo 47, en el artículo 47 bis) y en el 
apartado 7 del artículo 51 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, así como las recaídas en el 
ejercicio de la potestad sancionadora en materia laboral y sindical y, respecto de las demás 
impugnaciones de otros actos de las Administraciones públicas sujetos al Derecho 
Administrativo en el ejercicio de sus potestades y funciones en materia laboral y sindical que 
pongan fin a la vía administrativa, siempre que en este caso su conocimiento no esté 
atribuido a otro orden jurisdiccional.
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ñ) Contra las Administraciones públicas, incluido el Fondo de Garantía Salarial, cuando 
les atribuya responsabilidad la legislación laboral.

o) En materia de prestaciones de Seguridad Social, incluidas la protección por 
desempleo y la protección por cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, así 
como sobre la imputación de responsabilidades a empresarios o terceros respecto de las 
prestaciones de Seguridad Social en los casos legalmente establecidos. También las 
cuestiones referidas a aquellas prestaciones de protección social que establezcan las 
Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus competencias, dirigidas a garantizar 
recursos económicos suficientes para la cobertura de las necesidades básicas y a prevenir el 
riesgo de exclusión social de las personas beneficiarias. Igualmente, las cuestiones litigiosas 
relativas a la valoración, reconocimiento y calificación del grado de discapacidad, así como 
sobre el reconocimiento de la situación de dependencia y prestaciones económicas y 
servicios derivados de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía 
Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, teniendo a todos los 
efectos de esta Ley la misma consideración que las relativas a las prestaciones y los 
beneficiarios de la Seguridad Social.

p) En materia de intermediación laboral, en los conflictos que surjan entre los 
trabajadores y los servicios públicos de empleo, las agencias de colocación autorizadas y 
otras entidades colaboradoras de aquéllos y entre estas últimas entidades y el servicio 
público de empleo correspondiente.

q) En la aplicación de los sistemas de mejoras de la acción protectora de la Seguridad 
Social, incluidos los planes de pensiones y contratos de seguro, siempre que su causa 
derive de una decisión unilateral del empresario, un contrato de trabajo o un convenio, pacto 
o acuerdo colectivo; así como de los complementos de prestaciones o de las 
indemnizaciones, especialmente en los supuestos de accidentes de trabajo o enfermedad 
profesional, que pudieran establecerse por las Administraciones públicas a favor de 
cualquier beneficiario.

r) Entre los asociados y las mutualidades, excepto las establecidas por los Colegios 
profesionales, en los términos previstos en los artículos 64 y siguientes del Texto Refundido 
de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, así como entre las fundaciones laborales o entre éstas 
y sus beneficiarios, sobre cumplimiento, existencia o declaración de sus obligaciones 
específicas y derechos de carácter patrimonial, relacionados con los fines y obligaciones 
propios de esas entidades.

s) En impugnación de actos de las Administraciones públicas, sujetos a derecho 
administrativo y que pongan fin a la vía administrativa, dictadas en el ejercicio de sus 
potestades y funciones en materia de Seguridad Social, distintas de las comprendidas en el 
apartado o) de este artículo, incluyendo las recaídas en el ejercicio de la potestad 
sancionadora en esta materia y con excepción de las especificadas en la letra f) del artículo 
3.

t) En cualesquiera otras cuestiones que les sean atribuidas por ésta u otras normas con 
rango de ley.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la competencia

[ . . . ]
Artículo 8.  Sala de lo Social de la Audiencia Nacional.

1. La Sala de lo Social de la Audiencia Nacional conocerá en única instancia, de los 
procesos sobre las cuestiones a que se refieren las letras f), g), h), j), k) y l) del artículo 2 
cuando extiendan sus efectos a un ámbito territorial superior al de una Comunidad 
Autónoma o tratándose de impugnación de laudos, de haber correspondido, en su caso, a 
esta Sala el conocimiento del asunto sometido a arbitraje.
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Conocerá en única instancia de los procesos de despido colectivo impugnados por los 
representantes de los trabajadores de conformidad con lo previsto en los apartados 1 a 10 
del artículo 124 de esta Ley, cuando extiendan sus efectos a un ámbito territorial superior al 
de una Comunidad Autónoma.

Asimismo, conocerá en única instancia de los de los procesos de oficio previstos en la 
letra b) del artículo 148 de esta Ley y de los procesos de impugnación de las resoluciones 
administrativas recaídas en los procedimientos previstos en el apartado 7 del artículo 51 del 
Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, de conformidad con lo previsto en el artículo 151 de esta 
Ley, cuando el acuerdo o acto administrativo impugnado extiendan sus efectos a un ámbito 
territorial superior al de una Comunidad Autónoma.

2. También, con independencia de su ámbito territorial de afectación, conocerá en única 
instancia de los procesos de impugnación de actos de Administraciones públicas atribuidos 
al orden jurisdiccional social en las letras n) y s) del artículo 2, cuando hayan sido dictados 
por órganos de la Administración General del Estado y de los organismos públicos 
vinculados o dependientes de ella cuyo nivel orgánico sea de Ministro o Secretario de 
Estado bien con carácter originario o bien cuando rectifiquen por vía de recurso o en 
procedimiento de fiscalización o tutela los dictados por órganos o entes distintos con 
competencia en todo el territorio nacional.

Artículo 9.  Sala de lo Social del Tribunal Supremo.
La Sala de lo Social del Tribunal Supremo conocerá:
a) En única instancia de los procesos de impugnación de actos de Administraciones 

públicas atribuidos al orden jurisdiccional social cuando hayan sido dictados por el Consejo 
de Ministros.

b) De los recursos de casación establecidos en la Ley.
c) De la revisión de sentencias firmes dictadas por los órganos jurisdiccionales del orden 

social y de la revisión de laudos arbitrales firmes sobre materias objeto de conocimiento del 
orden social.

d) De las demandas de error judicial cuando el órgano al que se impute el error 
pertenezca al orden jurisdiccional social, salvo cuando éste se atribuyese a la propia Sala de 
lo Social del Tribunal Supremo o a alguna de sus secciones en que la competencia 
corresponderá a la Sala que se establece en el artículo 61 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 
de julio, del Poder Judicial.

e) De las cuestiones de competencia suscitadas entre órganos del orden jurisdiccional 
social que no tengan otro superior jerárquico común.

Artículo 10.  Competencia territorial de los Juzgados de lo Social.
La competencia de los Juzgados de lo Social se determinará de acuerdo con las 

siguientes reglas:
1. Con carácter general será juzgado competente el del lugar de prestación de los 

servicios o el del domicilio del demandado, a elección del demandante.
Si los servicios se prestaran en lugares de distintas circunscripciones territoriales, el 

trabajador podrá elegir entre aquél de ellos en que tenga su domicilio, el del contrato, si 
hallándose en él el demandado pudiera ser citado, o el del domicilio del demandado.

En el caso de que sean varios los demandados, y se optare por el fuero del domicilio, el 
actor podrá elegir el de cualquiera de los demandados.

En las demandas contra las Administraciones públicas empleadoras será juzgado 
competente el del lugar de prestación de los servicios o el del domicilio del demandante, a 
elección de éste; salvo para los trabajadores que presten servicios en el extranjero, en que 
será juzgado competente el del domicilio de la Administración pública demandada.

2. En los procesos que se indican en los párrafos siguientes será en cada caso juzgado 
competente:

a) En los que versen sobre las materias referidas en las letras o) y p) del artículo 2, aquél 
en cuya circunscripción se haya producido la resolución originaria, expresa o presunta, o la 
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actuación impugnada en el proceso, o, a elección del demandante, el juzgado de su 
domicilio, si bien, cuando el recurso tenga por objeto actos de las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas o de las entidades de la Administración Local, la elección se 
entenderá limitada a los juzgados comprendidos dentro de la circunscripción de la Sala de lo 
Social del Tribunal Superior de Justicia en que tenga su sede el órgano que hubiere dictado 
el acto originario impugnado.

b) En los que versen sobre las materias referidas en las letras q) y r) del artículo 2, el del 
domicilio del demandado o el del demandante, a elección de éste. En los procesos entre 
Mutualidades de Previsión, regirá en todo caso el fuero de la demandada.

c) En los de reclamación de salarios de tramitación frente al Estado, conocerá el juzgado 
que dictó la sentencia de despido.

d) En los que versen sobre las materias referidas en las letras j) y l) del artículo 2, el de la 
sede del sindicato o de la asociación empresarial.

e) En los que versen sobre la materia referida en las letras k) y m) del artículo 2, el del 
lugar en que se produzcan los efectos del acto o actos que dieron lugar al proceso.

f) En los que versen sobre la materia referida en la letra f) del artículo 2, el del lugar 
donde se produjo o, en su caso, al que se extiendan los efectos de la lesión, o las decisiones 
o actuaciones respecto de las que se demanda la tutela.

g) En los procesos electorales referidos en la letra i) del artículo 2, el del lugar en cuya 
circunscripción esté situada la empresa o centro de trabajo; si los centros están situados en 
municipios distintos, en que ejerzan jurisdicción juzgados diferentes, con unidad de comité 
de empresa o de órgano de representación del personal al servicio de las Administraciones 
públicas, el del lugar en que inicialmente hubiera de constituirse o se hubiera constituido la 
mesa electoral. Cuando se trate de impugnación de la resolución administrativa que 
deniegue el registro de las actas electorales o las relativas a expedición de certificaciones de 
la capacidad representativa de los sindicatos o de los resultados electorales, la competencia 
corresponderá al Juzgado de lo Social en cuya circunscripción se encuentre la oficina 
pública correspondiente.

h) En los de impugnación de convenios colectivos o laudos sustitutivos de aquéllos y en 
los de conflictos colectivos, referidos en las letras h) y g) del artículo 2, el de la 
circunscripción a que se refiera el ámbito de aplicación del convenio o laudo impugnado, o 
en que se produzcan los efectos del conflicto, respectivamente. En las acciones de 
impugnación y recursos judiciales de impugnación de los restantes tipos de laudos arbitrales 
cuyo conocimiento corresponda al orden social, el de la circunscripción del juzgado al que le 
hubiera correspondido, en su caso, el conocimiento del asunto sometido a arbitraje.

3. La determinación de la competencia de los juzgados y tribunales del orden social en 
los procesos a que se refiere la Ley 10/1997, de 24 abril, de Información y consulta de los 
trabajadores en las empresas y grupos de dimensión comunitaria, se regirá por las reglas 
fijadas en los artículos 6 a 11 de la presente Ley atendiendo a la modalidad procesal de que 
se trate. En los procesos de conflictos colectivos, sobre impugnación de convenios colectivos 
y sobre tutela de los derechos de libertad sindical se atenderá a la extensión de sus efectos 
en territorio español. A tal fin, en ausencia de acuerdo o de determinación expresa al 
respecto, se entenderá que el domicilio de la comisión negociadora y del comité de empresa 
europeo es el de la dirección central.

4. En los procesos de impugnación de actos de Administraciones públicas no 
comprendidos en los apartados anteriores y atribuidos a los Juzgados de lo Social, la 
competencia territorial de los mismos se determinará conforme a las siguientes reglas:

a) Con carácter general, será competente el juzgado en cuya circunscripción tenga su 
sede el órgano que hubiera dictado el acto originario impugnado.

b) En la impugnación de actos que tengan un destinatario individual, a elección del 
demandante, podrá interponerse la demanda ante el juzgado del domicilio de éste, si bien, 
cuando el recurso tenga por objeto actos de las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas o de las entidades de la Administración Local, la elección se entenderá 
condicionada a que el juzgado del domicilio esté comprendido dentro de la circunscripción de 
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia en que tenga su sede el órgano que 
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hubiere dictado el acto originario impugnado. Si el acto afectase a una pluralidad de 
destinatarios se aplicará la regla general.

Artículo 11.  Competencia territorial de las Salas de lo Social de los Tribunales Superiores 
de Justicia.

1. La competencia territorial para el conocimiento de los procesos atribuidos en instancia 
a las Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia corresponderá:

a) En los de impugnación de convenios colectivos o laudos sustitutivos de los anteriores 
y en los de conflictos colectivos, referidos en las letras g) y h) del artículo 2, a la del Tribunal 
en cuya circunscripción se produzcan los efectos del conflicto o a la de aquel a cuya 
circunscripción se extienda el ámbito de aplicación de las cláusulas del convenio, acuerdo o 
laudo impugnado o, tratándose de impugnación de laudos, de haber correspondido, en su 
caso, a estas Salas el conocimiento del asunto sometido a arbitraje.

b) En los que versen sobre la materia referida en las letras j) y l) del artículo 2, a la del 
Tribunal en cuya circunscripción tengan su sede el sindicato y la asociación empresarial a 
que se refiera.

c) En los que versen sobre las materias referidas en las letras k) y m) del artículo 2, a la 
del Tribunal en cuya circunscripción se produzcan los efectos del acto que diera lugar al 
proceso.

d) En los que versen sobre la materia referida en la letra f) del artículo 2, a la del Tribunal 
en cuya circunscripción se produzca o, en su caso, se extiendan los efectos de la lesión, las 
decisiones o actuaciones respecto de las que se demanda la tutela.

2. Cuando existan varias Salas de lo Social en un mismo Tribunal Superior, la 
competencia territorial de cada una de ellas se determinará por aplicación de las reglas 
establecidas en el apartado anterior, referida a la circunscripción territorial de la Sala.

3. En el caso de que los efectos de la cuestión litigiosa se extiendan a las 
circunscripciones de varias Salas, sin exceder del ámbito territorial de una Comunidad 
Autónoma, conocerá la que corresponda según las reglas de reparto que al efecto haya 
aprobado la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia.

4. En las materias a que se refieren las letras n) y s) del artículo 2 y atribuidas en el 
artículo 7 al conocimiento de las Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia:

a) Cuando el acto impugnado proceda del Consejo de Gobierno de la Comunidad 
Autónoma, la competencia corresponderá a la Sala de lo Social del Tribunal Superior de 
Justicia en cuya circunscripción tenga su sede el mencionado órgano de gobierno.

b) Cuando el acto impugnado proceda de un Ministro o Secretario de Estado, conforme a 
la letra b) del artículo 7, el conocimiento del asunto corresponderá a la Sala de lo Social en 
cuya circunscripción tenga su sede el órgano autor del acto originario impugnado, o, cuando 
tenga un destinatario individual, a la Sala de lo Social en cuya circunscripción tenga su 
domicilio el demandante, a elección de éste. Si el acto afectase a una pluralidad de 
destinatarios y fueran diversas las Salas competentes según la regla anterior, la competencia 
vendrá atribuida a la Sala de la sede del órgano autor del acto originario impugnado.

[ . . . ]
TÍTULO II

De las partes procesales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la representación y defensa procesales

[ . . . ]
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Artículo 19.  Presentación de la demanda y pluralidad de actores o demandados.
1. La demanda podrá presentarse bien individualmente, bien de modo conjunto, en un 

solo escrito o en varios y, en este caso, su admisión a trámite equivaldrá a la decisión de su 
acumulación, que no podrá denegarse salvo que las acciones no sean acumulables según 
esta Ley.

2. En los procesos en los que demanden de forma conjunta más de diez actores, éstos 
deberán designar un representante común, con el que se entenderán las sucesivas 
diligencias del litigio. Este representante deberá ser necesariamente abogado, procurador, 
graduado social colegiado, uno de los demandantes o un sindicato. Dicha representación 
podrá conferirse mediante poder otorgado por comparecencia ante el letrado o letrada de la 
Administración de Justicia, a través del registro electrónico de apoderamientos apud acta, 
por escritura pública o mediante comparecencia ante el servicio administrativo que tenga 
atribuidas las competencias de conciliación, mediación o arbitraje o el órgano que asuma 
estas funciones. Junto con la demanda se deberá aportar el documento correspondiente de 
otorgamiento de esta representación.

3. Cuando se acuerde la acumulación de los procesos correspondientes a varias 
demandas presentadas contra un mismo demandado, afectando de este modo el proceso a 
más de diez actores, así como cuando la demanda o demandas se dirijan contra más de 
diez demandados, siempre que no haya contraposición de intereses entre ellos, el secretario 
judicial les requerirá para que designen un representante común, pudiendo recaer dicha 
designación en cualquiera de los sujetos mencionados en el apartado anterior. A tal efecto, 
junto con la comunicación a los actores de la resolución de acumulación, el secretario judicial 
les citará de comparecencia dentro de los cuatro días siguientes para el nombramiento del 
representante común; si el día de la comparecencia no asistiese alguno de los citados en 
forma, se procederá a la designación del representante común, entendiéndose que quien no 
comparezca acepta el nombramiento efectuado por el resto.

4. Cualquiera de los demandantes o demandados en el caso del apartado anterior podrá 
expresar su voluntad justificada de comparecer por sí mismo o de designar un representante 
propio, diferenciado del designado de forma conjunta por los restantes actores o 
demandados.

5. Cuando por razón de la tutela ejercitada la pretensión no afecte de modo directo e 
individual a trabajadores determinados se entenderá, a efectos de emplazamiento y 
comparecencia en el proceso, que los órganos representativos unitarios y, en su caso, la 
representación sindical, ostentan la representación en juicio de los intereses genéricos del 
colectivo laboral correspondiente, siempre que no haya contraposición de intereses entre 
ellos, y sin perjuicio de la facultad de los trabajadores que indirectamente pudieran resultar 
afectados, de comparecer por sí mismos o de designar un representante propio.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De la intervención y llamada a juicio del Fondo de Garantía Salarial

Artículo 23.  Intervención del Fondo de Garantía Salarial.
1. El Fondo de Garantía Salarial, cuando resulte necesario en defensa de los intereses 

públicos que gestiona y para ejercitar las acciones o recursos oportunos, podrá comparecer 
como parte en cualquier fase o momento de su tramitación, en aquellos procesos de los que 
se pudieran derivar prestaciones de garantía salarial, sin que tal intervención haga 
retroceder ni detener el curso de las actuaciones.

2. En supuestos de empresas incursas en procedimientos concursales, así como de las 
ya declaradas insolventes o desaparecidas, y en las demandas de las que pudiera derivar la 
responsabilidad prevista en el apartado 8 del artículo 33 del Texto Refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores, el secretario judicial citará como parte al Fondo de Garantía 
Salarial, dándole traslado de la demanda a fin de que éste pueda asumir sus obligaciones 
legales e instar lo que convenga en Derecho.
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Igualmente deberán ser notificadas al Fondo de Garantía las resoluciones de admisión a 
trámite, señalamiento de la vista o incidente y demás resoluciones, incluida la que ponga fin 
al trámite correspondiente, cuando pudieran derivarse responsabilidades para el mismo.

3. El Fondo de Garantía Salarial dispondrá de plenas facultades de actuación en el 
proceso como parte, pudiendo oponer toda clase de excepciones y medios de defensa, aun 
los personales del demandado, y cuantos hechos obstativos, impeditivos o modificativos 
puedan dar lugar a la desestimación total o parcial de la demanda, así como proponer y 
practicar prueba e interponer toda clase de recursos contra las resoluciones interlocutorias o 
definitivas que se dicten.

4. El Fondo de Garantía Salarial tendrá la consideración de parte en la tramitación de los 
procedimientos arbitrales, a efectos de asumir las obligaciones previstas en el artículo 33 del 
Estatuto de los Trabajadores. Igualmente, el Fondo de Garantía Salarial podrá impugnar los 
laudos arbitrales, las conciliaciones extrajudiciales o judiciales, los allanamientos y las 
transacciones aprobadas judicialmente, de poderse derivar de tales títulos obligaciones de 
garantía salarial, a cuyo efecto se le dará traslado de los mismos en dichos casos por la 
autoridad que los dicte o apruebe.

5. En los supuestos del apartado 2 de este artículo, así como cuando comparezca en 
juicio en virtud de lo dispuesto en el apartado 1, el Fondo de Garantía Salarial deberá alegar 
todos aquellos motivos de oposición que se refieran a la existencia de la relación laboral, 
circunstancias de la prestación, clase o extensión de la deuda o a la falta de cualquier otro 
requisito procesal o sustantivo. La estimación de dichas alegaciones dará lugar al 
pronunciamiento que corresponda al motivo de oposición alegado, según su naturaleza, y a 
la exclusión o reducción de la deuda, afectando a todas las partes.

La estimación de la caducidad o prescripción de la acción dará lugar a la absolución del 
empresario y del propio Fondo de Garantía, si hubieran alegado la prescripción o si se 
apreciase de oficio o a instancia de parte la caducidad. No obstante, si se apreciase 
interrupción de la prescripción por haber existido reclamación extrajudicial frente al 
empresario o reconocimiento por éste de la deuda, éstos no surtirán efectos interruptivos de 
la prescripción frente al Fondo de Garantía y se absolverá a éste, sin perjuicio del 
pronunciamiento que proceda frente al empresario, salvo que el reconocimiento de deuda 
haya tenido lugar ante un servicio administrativo de mediación, arbitraje o conciliación, o en 
acta de conciliación en un proceso judicial, en cuyo caso la interrupción de la prescripción 
también afectará al Fondo de Garantía.

La concurrencia de los requisitos para la prestación de garantía según lo dispuesto en el 
artículo 33 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores no será objeto del 
procedimiento judicial que se dirija contra el empresario para la determinación de la deuda 
sino del procedimiento administrativo ante el Fondo de Garantía, y en su caso del proceso 
judicial ulterior que resuelvan sobre la solicitud de prestación de garantía salarial.

6. Si el Fondo de Garantía hubiera sido emplazado con carácter preceptivo según lo 
dispuesto en el apartado 2, estará vinculado por la sentencia que se dicte. En los demás 
casos, la entidad de garantía estará vinculada en el procedimiento relativo a la prestación de 
garantía y ante el trabajador por el título judicial que hubiera determinado la naturaleza y 
cuantía de la deuda empresarial, siempre que concurran los requisitos para la prestación de 
garantía salarial y sin perjuicio de los recursos o impugnaciones que pudiere haber deducido 
en el procedimiento seguido frente al empresario, si bien podrá ejercitar acciones contra 
quien considere verdadero empresario o grupo empresarial o cualquier persona interpuesta 
o contra quienes hubieran podido contribuir a generar prestaciones indebidas de garantía 
salarial.

7. En los procedimientos seguidos contra el Fondo de Garantía Salarial al amparo de la 
legislación laboral, las afirmaciones de hecho contenidas en el expediente y en las que se 
haya fundamentado la resolución del mismo harán fe, salvo prueba en contrario.

8. El órgano jurisdiccional podrá solicitar al Fondo de Garantía Salarial los antecedentes 
de que disponga en relación con los hechos objeto del procedimiento en los procesos en los 
que pudiera derivarse responsabilidad para dicho organismo. El Fondo de Garantía, con 
independencia de su facultad de personación, podrá igualmente aportar dichos 
antecedentes, aunque no se haya personado en las actuaciones, en cuanto pueda afectar a 
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la prestación de garantía salarial, y a los fines de completar los elementos de conocimiento 
del órgano jurisdiccional en la resolución del asunto.

[ . . . ]
TÍTULO V

De la evitación del proceso

CAPÍTULO I
De la conciliación o mediación previas y de los laudos arbitrales

Artículo 63.  Conciliación o mediación previas.
Será requisito previo para la tramitación del proceso el intento de conciliación o, en su 

caso, de mediación ante el servicio administrativo correspondiente o ante el órgano que 
asuma estas funciones que podrá constituirse mediante los acuerdos interprofesionales o los 
convenios colectivos a los que se refiere el artículo 83 del Texto Refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores, así como mediante los acuerdos de interés profesional a los 
que se refieren el artículo 13 y el apartado 1 del artículo 18 de la Ley del Estatuto del trabajo 
autónomo.

Artículo 64.  Excepciones a la conciliación o mediación previas.
1. Se exceptúan del requisito del intento de conciliación o, en su caso, de mediación los 

procesos que exijan el agotamiento de la vía administrativa, en su caso, los que versen 
sobre Seguridad Social, los relativos a la impugnación del despido colectivo por los 
representantes de los trabajadores, disfrute de vacaciones y a materia electoral, movilidad 
geográfica, modificación sustancial de las condiciones de trabajo, suspensión del contrato y 
reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción o 
derivadas de fuerza mayor, procesos monitorios, derechos de conciliación de la vida 
personal, familiar y laboral a los que se refiere el artículo 139, los iniciados de oficio, los de 
impugnación de convenios colectivos, los de impugnación de los estatutos de los sindicatos 
o de su modificación, los de tutela de los derechos fundamentales y libertades públicas, los 
procesos de anulación de laudos arbitrales, los de impugnación de acuerdos de 
conciliaciones, de mediaciones y de transacciones, los de reclamación sobre acceso, 
reversión y modificación del trabajo a distancia a los que se refiere el artículo 138 bis, así 
como aquéllos en que se ejerciten acciones laborales de protección contra la violencia de 
género.

2. Igualmente, quedan exceptuados:
a) Aquellos procesos en los que la representación corresponda al abogado del Estado, al 

letrado o letrada de la Administración de la Seguridad Social, a los representantes 
procesales de las Comunidades Autónomas o de las Administraciones Locales o al letrado o 
letrada de las Cortes Generales.

b) Los supuestos en que, en cualquier momento del proceso, después de haber dirigido 
la papeleta o la demanda contra personas determinadas, fuera necesario dirigir o ampliar la 
misma frente a personas distintas de las inicialmente demandadas.

3. Cuando por la naturaleza de la pretensión ejercitada pudiera tener eficacia jurídica el 
acuerdo de conciliación o de mediación que pudiera alcanzarse, aun estando exceptuado el 
proceso del referido requisito del intento previo, si las partes acuden en tiempo oportuno 
voluntariamente y de común acuerdo a tales vías previas, se suspenderán los plazos de 
caducidad o se interrumpirán los de prescripción en la forma establecida en el artículo 
siguiente.
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Artículo 65.  Efectos de la solicitud de conciliación o de mediación previa. Los laudos 
arbitrales.

1. La presentación de la solicitud de conciliación o de mediación suspenderá los plazos 
de caducidad e interrumpirá los de prescripción. El cómputo de la caducidad se reanudará al 
día siguiente de intentada la conciliación o mediación o transcurridos quince días hábiles, 
excluyendo del cómputo los sábados, desde su presentación sin que se haya celebrado.

2. En todo caso, transcurridos treinta días, computados en la forma indicada en el 
número anterior, sin haberse celebrado el acto de conciliación o sin haberse iniciado 
mediación o alcanzado acuerdo en la misma se tendrá por terminado el procedimiento y 
cumplido el trámite.

3. También se suspenderán los plazos de caducidad y se interrumpirán los de 
prescripción por la suscripción de un compromiso arbitral, celebrado en virtud de los 
acuerdos interprofesionales y los convenios colectivos a que se refiere el artículo 83 del 
Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores o de los derivados de los 
acuerdos de interés profesional conforme al apartado 4 del artículo 18 de la Ley del Estatuto 
del trabajo autónomo.

En estos casos el cómputo de la caducidad se reanudará al día siguiente de que 
adquiera firmeza el laudo arbitral; de interponerse un recurso judicial de anulación del laudo, 
la reanudación tendrá lugar desde el día siguiente a la firmeza de la sentencia que se dicte.

Igual efecto se producirá aun cuando en el procedimiento arbitral se apreciase la 
incompetencia, reanudándose el cómputo de la caducidad desde la firmeza de la resolución 
que pusiera fin al arbitraje.

4. Las acciones de impugnación y recursos judiciales de anulación de laudos arbitrales 
cuyo conocimiento corresponda al orden social, cuando no tengan establecido un 
procedimiento especial, incluidos los laudos arbitrales establecidos por acuerdos de interés 
profesional de los trabajadores autónomos económicamente dependientes, se sustanciarán, 
a instancia de los interesados, por los trámites del procedimiento ordinario, ante el juzgado o 
tribunal al que hubiera correspondido el conocimiento del asunto sometido a arbitraje, con 
fundamento en exceso sobre el arbitraje, haber resuelto aspectos no sometidos a él o que no 
pudieran ser objeto del mismo, vicio esencial de procedimiento o infracción de normas 
imperativas. La acción caducará en el plazo de treinta días hábiles, excluidos los sábados, 
domingos y festivos, desde la notificación del laudo.

De formularse la impugnación por el Fondo de Garantía Salarial, en relación con posibles 
obligaciones de garantía salarial, o por otros terceros posibles perjudicados, se podrá 
fundamentar en ilegalidad o lesividad y el plazo para el ejercicio de la acción contará desde 
que pudieran haber conocido la existencia del laudo arbitral.

Artículo 66.  Consecuencias de la no asistencia al acto de conciliación o de mediación.
1. La asistencia al acto de conciliación o de mediación es obligatoria para los litigantes.
A efectos de ulteriores actuaciones judiciales, las partes que hayan comparecido sin 

profesionales designados deberán aportar su número de teléfono, dirección de correo 
electrónico o cualquier otro medio idóneo que permita su comunicación telemática, 
realizándose las notificaciones desde ese momento en la dirección telemática facilitada, 
siempre que se cumplan los requisitos establecidos de la Ley que regule el uso de las 
tecnologías de la información y la comunicación en la Administración de Justicia.

2. Cuando estando debidamente citadas las partes para el acto de conciliación o de 
mediación no compareciese el solicitante ni alegase justa causa, se tendrá por no 
presentada la papeleta de conciliación o la solicitud de mediación, archivándose todo lo 
actuado.

3. Si no compareciera la otra parte, debidamente citada, se hará constar expresamente 
en la certificación del acta de conciliación o de mediación y se tendrá la conciliación o la 
mediación por intentada sin efecto, y el juez o tribunal impondrán las costas del proceso a la 
parte que no hubiere comparecido sin causa justificada, incluidos honorarios, hasta el límite 
de seiscientos euros, del letrado o graduado social colegiado de la parte contraria que 
hubieren intervenido, si la sentencia que en su día dicte coincidiera esencialmente con la 
pretensión contenida en la papeleta de conciliación o en la solicitud de mediación.
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Artículo 67.  Impugnación del acuerdo de conciliación o de mediación.
1. El acuerdo de conciliación o de mediación podrá ser impugnado por las partes y por 

quienes pudieran sufrir perjuicio por aquél, ante el juzgado o tribunal al que hubiera 
correspondido el conocimiento del asunto objeto de la conciliación o de la mediación, 
mediante el ejercicio por las partes de la acción de nulidad por las causas que invalidan los 
contratos o por los posibles perjudicados con fundamento en su ilegalidad o lesividad.

2. La acción caducará a los treinta días hábiles, excluidos los sábados, domingos y 
festivos, siguientes a aquel en que se adoptó el acuerdo. Para los posibles perjudicados el 
plazo contará desde que lo pudieran haber conocido.

Artículo 68.  Ejecutividad del acuerdo de conciliación o de mediación y de los laudos 
arbitrales firmes.

1. Lo acordado en conciliación o en mediación constituirá título para iniciar acciones 
ejecutivas sin necesidad de ratificación ante el juez o tribunal, y podrá llevarse a efecto por 
los trámites previstos en el Libro Cuarto de esta Ley.

2. Se entenderán equiparados a las sentencias firmes a efectos de ejecución definitiva 
los laudos arbitrales igualmente firmes, individuales o colectivos, dictados por el órgano que 
pueda constituirse mediante los acuerdos interprofesionales y los convenios colectivos a que 
se refiere el artículo 83 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, los 
laudos arbitrales establecidos por acuerdos de interés profesional de los trabajadores 
autónomos económicamente dependientes conforme al apartado 4 del artículo 18 de la Ley 
del Estatuto del trabajo autónomo, así como los laudos recaídos en materia electoral, los que 
pongan fin a la huelga o a conflictos colectivos u otros cuyo conocimiento corresponda al 
orden social, exclusivamente en los concretos pronunciamientos de condena que por su 
naturaleza sean susceptibles de dicha ejecución y salvo los pronunciamientos que tengan 
eficacia normativa o interpretativa.

[ . . . ]
LIBRO SEGUNDO

Del proceso ordinario y de las modalidades procesales

TÍTULO I
Del proceso ordinario

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del proceso ordinario

Sección 1.ª Demanda

Artículo 80.  Forma y contenido de la demanda.
1. La demanda se formulará por escrito, pudiendo utilizar los formularios y 

procedimientos facilitados al efecto en la oficina judicial donde deba presentarse, y habrá de 
contener los siguientes requisitos generales:

a) La designación del órgano ante quien se presente, así como la expresión de la 
modalidad procesal a través de la cual entienda que deba enjuiciarse su pretensión.

b) La designación del demandante, en los términos del artículo 16 de esta Ley, con 
expresión del número del documento nacional de identidad o del número y tipo de 
documento de identificación de los ciudadanos extranjeros, y de aquellos otros interesados 
que deban ser llamados al proceso y sus domicilios, indicando el nombre y apellidos de las 
personas físicas y la denominación social de las personas jurídicas. Si la demanda se 
dirigiese contra una masa patrimonial, patrimonio separado, entidad o grupo carente de 
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personalidad, además de identificarlos suficientemente, habrá de hacerse constar el nombre 
y apellidos de quienes aparezcan como administradores, organizadores, directores, 
gestores, socios o partícipes, y sus domicilios, sin perjuicio de las responsabilidades legales 
de la masa patrimonial, entidad o grupo y de sus gestores e integrantes.

c) La enumeración clara y concreta de los hechos sobre los que verse la pretensión y de 
todos aquellos que, según la legislación sustantiva, resulten imprescindibles para resolver 
las cuestiones planteadas. En ningún caso podrán alegarse hechos distintos de los aducidos 
en conciliación o mediación ni introducirse respecto de la vía administrativa previa 
variaciones sustanciales en los términos prevenidos en el artículo 72, salvo los hechos 
nuevos o que no hubieran podido conocerse con anterioridad.

d) La súplica correspondiente, en los términos adecuados al contenido de la pretensión 
ejercitada.

e) Si el demandante litigase por sí mismo, designará un domicilio, de ser posible en la 
localidad donde resida el juzgado o tribunal, en el que se practicarán todas las diligencias 
que hayan de entenderse con él. La designación deberá efectuarse con indicación completa 
de todos los datos de identificación del domicilio facilitado, así como número de fax, teléfono 
y dirección electrónica si dispone de ellos, para la práctica de toda clase de comunicaciones 
por dichos medios. Si designa letrado, graduado social colegiado o procurador deberá ir 
suscrita por el profesional, que se entenderá asume su representación con plenas facultades 
procesales y facilitará los mismos datos anteriores, sin perjuicio de la ratificación posterior en 
juicio del demandante salvo que con anterioridad otorgue poder en forma, por alguno de los 
medios admitidos en derecho o que, con posterioridad, se efectúe revocación o renuncia 
comunicada de forma efectiva.

f) Fecha y firma.
2. De la demanda y documentos que la acompañen se presentarán por el actor tantas 

copias como demandados y demás interesados en el proceso haya, así como para el 
Ministerio Fiscal, en los casos en que legalmente deba intervenir, así como de los demás 
documentos requeridos según la modalidad procesal aplicable.

3. A la demanda se acompañará la documentación justificativa de haber intentado la 
previa conciliación o mediación, o de haber transcurrido el plazo exigible para su realización 
sin que se hubiesen celebrado, o del agotamiento de la vía administrativa, cuando proceda, 
o alegación de no ser necesarias éstas, así como los restantes documentos de aportación 
preceptiva con la demanda según la modalidad procesal aplicable.

Artículo 81.  Admisión de la demanda.
1. El letrado o letrada de la Administración de Justicia, dentro de los tres días siguientes 

a la recepción de la demanda, requerirá a las partes y al Ministerio Fiscal de conformidad 
con el artículo 5, si entendiera que concurren los supuestos de falta de jurisdicción o 
competencia. Cumplido el trámite dará inmediata cuenta al juez, la jueza o el tribunal para 
que resuelva lo que estime oportuno. En otro caso, sin perjuicio de los procedimientos de 
señalamiento inmediato que puedan establecerse, resolverá sobre la admisión a trámite de 
aquélla, con señalamiento de juicio en la forma prevista en el artículo siguiente, o advertirá a 
la parte de los defectos u omisiones en que haya incurrido al redactar la demanda en 
relación con los presupuestos procesales necesarios que pudieran impedir la válida 
prosecución y término del proceso, así como en relación con los documentos de preceptiva 
aportación con la misma, salvo lo dispuesto en el apartado 3 para la conciliación o mediación 
previa, a fin de que los subsane dentro del plazo de cuatro días.

2. Realizada la subsanación, el letrado o letrada de la Administración de Justicia admitirá 
la demanda. En otro caso, dará cuenta al juez, jueza o tribunal para que por el mismo se 
resuelva, dentro de los tres días siguientes, sobre su admisibilidad.

3. Si a la demanda no se acompañara certificación del acto de conciliación o mediación 
previa, o de la papeleta de conciliación o de la solicitud de mediación, de no haberse 
celebrado en plazo legal, el letrado o letrada de la Administración de Justicia, sin perjuicio de 
resolver sobre la admisión y proceder al señalamiento, advertirá al demandante que ha de 
acreditar la celebración o el intento del expresado acto en el plazo de quince días, contados 
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a partir del día siguiente a la recepción de la notificación, con apercibimiento de archivo de 
las actuaciones en caso contrario, quedando sin efecto el señalamiento efectuado.

4. Si la demanda fuera directamente admisible, o una vez subsanada la misma, y en ella 
se solicitasen diligencias de preparación de la prueba a practicar en juicio, el letrado o 
letrada de la Administración de Justicia, en el decreto de admisión de la demanda, acordará 
lo que corresponda para posibilitar su práctica, sin perjuicio de lo que el juez, la jueza o el 
tribunal decida sobre su admisión o inadmisión en el acto del juicio.

Si en la demanda se solicitasen diligencias de anticipación o aseguramiento de la 
prueba, se dará cuenta al juez, jueza o tribunal para que resuelva lo procedente, dentro de 
los tres días siguientes, debiendo notificarse la resolución correspondiente junto con la de 
admisión a trámite de la demanda y la notificación del señalamiento.

5. El letrado o letrada de la Administración de Justicia requerirá a la parte demandada 
para que, en el plazo de dos días desde la notificación de la demanda, designe letrado o 
letrada, graduado o graduada social o procurador o procuradora, salvo que litigase por sí 
misma.

Artículo 82.  Señalamiento de los actos de conciliación y juicio.
1. De ser admitida la demanda, una vez verificada la concurrencia de los requisitos 

exigidos, en la misma resolución de admisión a trámite el secretario judicial señalará el día y 
la hora en que hayan de tener lugar sucesivamente los actos de conciliación y juicio, 
debiendo mediar un mínimo de diez días entre la citación y la efectiva celebración de dichos 
actos, salvo en los supuestos en que la Ley disponga otro distinto y en los supuestos de 
nuevo señalamiento después de una suspensión.

En el señalamiento de las vistas y juicios el secretario judicial atenderá a los criterios 
establecidos en el artículo 182 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y procurará, en la medida de 
lo posible, señalar en un mismo día los que se refieran a los mismos interesados y no 
puedan ser acumulados, así como relacionar los señalamientos de los procesos en los que 
se deba intentar la conciliación previa por parte del secretario judicial con los exentos de 
dicho trámite. En especial, las audiencias y vistas que requieran la presencia del 
representante del Ministerio Fiscal, abogado del Estado, letrados de las Cortes Generales, 
letrados de la Administración de la Seguridad Social, de las Comunidades Autónomas o de 
la Administración Local, serán agrupadas, señalándose de forma consecutiva.

2. La celebración de los actos de conciliación y juicio, el primero ante el secretario 
judicial y el segundo ante el juez o Magistrado, tendrá lugar en única convocatoria pero en 
sucesivos actos, debiendo hacerse a este efecto la citación en forma, con entrega a los 
demandados, a los interesados y, en su caso, al Ministerio Fiscal, de copia de la demanda y 
demás documentos; así como requiriendo de la Administración pública la remisión del 
expediente administrativo, cuando proceda, dentro de los diez días siguientes a la 
notificación.

3. En las cédulas de citación se hará constar que los actos de conciliación y juicio no 
podrán suspenderse por incomparecencia del demandado, así como que los litigantes han 
de concurrir al juicio con todos los medios de prueba de que intenten valerse y que podrán 
formalizar conciliación en evitación del juicio, por medio de comparecencia ante la oficina 
judicial, sin esperar a la fecha del señalamiento, así como someter la cuestión a los 
procedimientos de mediación que pudieran estar constituidos de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 63 de esta Ley, adoptando las medidas oportunas a tal fin, sin que ello dé lugar a 
la suspensión, salvo que de común acuerdo lo soliciten ambas partes, justificando la 
sumisión a la mediación, y por el tiempo máximo establecido en el procedimiento 
correspondiente, que en todo caso no podrá exceder de quince días.

4. De oficio o a petición de parte, podrá requerirse el previo traslado entre las partes o la 
aportación anticipada, en soporte preferiblemente informático, con cinco días de antelación 
al acto de juicio, de la prueba documental o pericial que, por su volumen o complejidad, sea 
conveniente posibilitar su examen previo al momento de la práctica de la prueba.

5. Cuando la representación y defensa en juicio sea atribuida al abogado del Estado, se 
le concederá un plazo de veintidós días para la consulta a la Abogacía General del Estado–
Dirección del Servicio Jurídico del Estado. Cuando la representación y defensa en juicio sea 
atribuida al letrado de la Administración de la Seguridad Social, se le concederá igualmente 
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un plazo de veintidós días para la consulta a la Dirección del Servicio Jurídico de la 
Administración de la Seguridad Social. Este mismo plazo se entenderá, respecto de las 
Comunidades Autónomas, para consulta al organismo que establezca su legislación propia, 
así como cuando la representación y presencia en juicio sea atribuida al letrado de las 
Cortes Generales. El señalamiento del juicio se hará de modo que tenga lugar en fecha 
posterior al indicado plazo.

Sección 2.ª Conciliación y juicio

Artículo 83.  Suspensión de los actos de conciliación y juicio.
1. Sólo a petición de ambas partes o por motivos justificados, acreditados ante el 

secretario judicial, podrá éste suspender, por una sola vez, los actos de conciliación y juicio, 
señalándose nuevamente dentro de los diez días siguientes a la fecha de la suspensión. 
Excepcionalmente y por circunstancias trascendentes adecuadamente probadas, podrá 
acordarse una segunda suspensión.

En caso de coincidencia de señalamientos, de no ser posible la sustitución dentro de la 
misma representación o defensa, una vez justificados los requisitos del ordinal 6º del 
apartado 1 del artículo 188 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, previa comunicación por el 
solicitante a los demás profesionales siempre que consten sus datos en el procedimiento, se 
procurará, ante todo, acomodar el señalamiento dentro de la misma fecha y, en su defecto, 
habilitar nuevo señalamiento, adoptando las medidas necesarias para evitar nuevas 
coincidencias.

2. Si el actor, citado en forma, no compareciese ni alegase justa causa que motive la 
suspensión del acto de conciliación o del juicio, el secretario judicial en el primer caso y el 
juez o tribunal en el segundo, le tendrán por desistido de su demanda.

3. La incomparecencia injustificada del demandado no impedirá la celebración de los 
actos de conciliación y juicio, continuando éste sin necesidad de declarar su rebeldía.

4. Las personas profesionales de la Abogacía y de la procura podrán acogerse a las 
mismas causas de suspensión por circunstancias personales o familiares que se recogen 
para cada uno de dichos profesionales en la Ley de Enjuiciamiento Civil. Tales causas de 
suspensión serán igualmente aplicables a los graduados y graduadas sociales.

Artículo 84.  Celebración del acto de conciliación.
1. El secretario judicial intentará la conciliación, llevando a cabo la labor mediadora que 

le es propia, y advertirá a las partes de los derechos y obligaciones que pudieran 
corresponderles. Si las partes alcanzan la avenencia, dictará decreto aprobándola y 
acordando, además, el archivo de las actuaciones. Del mismo modo, corresponderá al 
secretario judicial la aprobación del acuerdo alcanzado por las partes antes del día señalado 
para los actos de conciliación y juicio. La conciliación y la resolución aprobatoria, oral o 
escrita, se documentarán en la propia acta de comparecencia.

La conciliación alcanzada ante el secretario judicial y los acuerdos logrados entre las 
partes aprobados por aquél tendrán, a todos los efectos legales, la consideración de 
conciliación judicial.

2. Si el secretario judicial estimare que lo convenido es constitutivo de lesión grave para 
alguna de las partes o para terceros, de fraude de ley o de abuso de derecho o contrario al 
interés público, no aprobará el acuerdo, advirtiendo a las partes que deben comparecer a 
presencia judicial para la celebración del acto del juicio.

3. En caso de no haber avenencia ante el secretario judicial y procederse a la 
celebración del juicio, la aprobación del acuerdo conciliatorio que, en su caso, alcanzasen 
las partes en dicho momento corresponderá al juez o tribunal ante el que se hubiere 
obtenido mediante resolución oral o escrita documentada en el propio acuerdo. Sólo cabrá 
nueva intervención del secretario judicial aprobando un acuerdo entre las partes si el acto del 
juicio se llegase a suspender por cualquier causa.

4. Del acto de conciliación se extenderá la correspondiente acta.
5. La conciliación y los acuerdos entre las partes aprobados por el secretario judicial o, 

en su caso, por el juez o tribunal se llevarán a efecto por los trámites de la ejecución de 
sentencias.
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6. La acción para impugnar la validez de la conciliación se ejercitará ante el mismo 
juzgado o tribunal al que hubiera correspondido la demanda, por los trámites y con los 
recursos establecidos en esta Ley. La acción caducará a los treinta días de la fecha de su 
celebración. Para los terceros perjudicados el plazo contará desde que pudieran haber 
conocido el acuerdo. Las partes podrán ejercitar la acción de nulidad por las causas que 
invalidan los contratos y la impugnación por los posibles terceros perjudicados podrá 
fundamentarse en ilegalidad o lesividad.

Artículo 85.  Celebración del juicio.
1. Si no hubiera avenencia en conciliación, se pasará seguidamente a juicio y se dará 

cuenta de lo actuado.
Con carácter previo se resolverá, motivadamente, en forma oral y oídas las partes, sobre 

las cuestiones previas que se puedan formular en ese acto, así como sobre los recursos u 
otras incidencias pendientes de resolución, sin perjuicio de la ulterior sucinta fundamentación 
en la sentencia, cuando proceda. Igualmente serán oídas las partes y, en su caso, se 
resolverá, motivadamente y en forma oral, lo procedente sobre las cuestiones que el juez o 
tribunal pueda plantear en ese momento sobre su competencia, los presupuestos de la 
demanda o el alcance y límites de la pretensión formulada, respetando las garantías 
procesales de las partes y sin prejuzgar el fondo del asunto.

A continuación, el demandante ratificará o ampliará su demanda, aunque en ningún caso 
podrá hacer en ella variación sustancial.

2. El demandado contestará afirmando o negando concretamente los hechos de la 
demanda, y alegando cuantas excepciones estime procedentes.

3. Únicamente podrá formular reconvención cuando la hubiese anunciado en la 
conciliación previa al proceso o en la contestación a la reclamación previa en materia de 
prestaciones de Seguridad Social o resolución que agote la vía administrativa, y hubiese 
expresado en esencia los hechos en que se funda y la petición en que se concreta. No se 
admitirá la reconvención, si el órgano judicial no es competente, si la acción que se ejercita 
ha de ventilarse en modalidad procesal distinta y la acción no fuera acumulable, y cuando no 
exista conexión entre sus pretensiones y las que sean objeto de la demanda principal.

No será necesaria reconvención para alegar compensación de deudas, siempre que 
sean vencidas y exigibles y no se formule pretensión de condena reconvencional, y en 
general cuando el demandado esgrima una pretensión que tienda exclusivamente a ser 
absuelto de la pretensión o pretensiones objeto de la demanda principal, siendo suficiente 
que se alegue en la contestación a la demanda. Si la obligación precisa de determinación 
judicial por no ser líquida con antelación al juicio, será necesario expresar concretamente los 
hechos que fundamenten la excepción y la forma de liquidación de la deuda, así como haber 
anunciado la misma en la conciliación o mediación previas, o en la reclamación en materia 
de prestaciones de Seguridad Social o resolución que agoten la vía administrativa. 
Formulada la reconvención, se dará traslado a las demás partes para su contestación en los 
términos establecidos para la demanda. El mismo trámite de traslado se acordará para dar 
respuesta a las excepciones procesales, caso de ser alegadas.

4. Las partes harán uso de la palabra cuantas veces el juez o tribunal lo estime 
necesario.

5. Asimismo, en este acto, las partes podrán alegar cuanto estimen conveniente a 
efectos de lo dispuesto en la letra b) del apartado 3 del artículo 191, ofreciendo, para el 
momento procesal oportuno, los elementos de juicio necesarios para fundamentar sus 
alegaciones. No será preciso aportar prueba sobre esta concreta cuestión cuando el hecho 
de que el proceso afecta a muchos trabajadores o beneficiarios sea notorio por su propia 
naturaleza.

6. Si no se suscitasen cuestiones procesales o si, suscitadas, se hubieran contestado, 
las partes o sus defensores con el tribunal fijarán los hechos sobre los que exista 
conformidad o disconformidad de los litigantes, consignándose en caso necesario en el acta 
o, en su caso, por diligencia, sucinta referencia a aquellos extremos esenciales conformes, a 
efectos de ulterior recurso. Igualmente podrán facilitar las partes unas notas breves de 
cálculo o resumen de datos numéricos.
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7. En caso de allanamiento total o parcial será aprobado por el órgano jurisdiccional, 
oídas las demás partes, de no incurrir en renuncia prohibida de derechos, fraude de ley o 
perjuicio a terceros, o ser contrario al interés público, mediante resolución que podrá dictarse 
en forma oral. Si el allanamiento fuese total se dictará sentencia condenatoria de acuerdo 
con las pretensiones del actor. Cuando el allanamiento sea parcial, podrá dictarse auto 
aprobatorio, que podrá llevarse a efecto por los trámites de la ejecución definitiva parcial, 
siempre que por la naturaleza de las pretensiones objeto de allanamiento, sea posible un 
pronunciamiento separado que no prejuzgue las restantes cuestiones no allanadas, respecto 
de las cuales continuará el acto de juicio.

8. El juez o tribunal, una vez practicada la prueba y antes de las conclusiones, salvo que 
exista oposición de alguna de las partes, podrá suscitar la posibilidad de llegar a un acuerdo 
y de no alcanzarse el mismo en ese momento proseguirá la celebración del juicio.

[ . . . ]
Sección 4.ª Sentencia

[ . . . ]
Artículo 100.  Salarios por asistencia a actos procesales.

El empresario vendrá obligado a abonar al demandante que personalmente hubiese 
comparecido, el importe de los salarios correspondientes al tiempo necesario para la 
asistencia a los actos de conciliación y juicio y a cualquier comparecencia judicial, así como 
a la conciliación o mediación previa en su caso, salvo cuando fuera preceptivo otorgar 
representación conforme al artículo 19 de esta Ley y no fuere requerido de asistencia 
personal, o cuando se haya declarado que obró de mala fe o con temeridad.

[ . . . ]
TÍTULO II

De las modalidades procesales

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Vacaciones, materia electoral, movilidad geográfica, modificaciones 
sustanciales de condiciones de trabajo y derechos de conciliación de la vida 

personal, familiar y laboral reconocidos legal o convencionalmente

[ . . . ]
Sección 2.ª Materia electoral

Subsección 1.ª Impugnación de los laudos

Artículo 127.  Supuestos, legitimación y plazo.
1. Los laudos arbitrales previstos en el artículo 76 del Texto Refundido de la Ley del 

Estatuto de los Trabajadores, podrán ser impugnados a través del proceso previsto en los 
artículos siguientes.

2. Se someterán a dicho arbitraje todas las impugnaciones relativas al proceso electoral 
desde la promoción de las elecciones, incluida la validez de la comunicación a la oficina 
pública del propósito de celebrar las mismas, así como todas las actuaciones electorales 
previas y posteriores a la constitución de la Mesa Electoral y las decisiones de ésta, y la 
atribución de los resultados, hasta la entrada de las actas en la oficina pública dependiente 
de la autoridad administrativa o laboral.
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3. La impugnación podrá plantearse por quienes tengan interés legítimo, incluida la 
empresa cuando en ella concurra dicho interés, en el plazo de tres días, contados desde que 
tuvieron conocimiento del mismo.

Artículo 128.  Fundamento de la demanda.
La demanda sólo podrá fundarse en:
a) Indebida apreciación o no apreciación de cualquiera de las causas contempladas en el 

apartado 2 del artículo 76 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
siempre que la misma haya sido alegada por el promotor en el curso del arbitraje.

b) Haber resuelto el laudo aspectos no sometidos al arbitraje o que, de haberlo sido, no 
puedan ser objeto del mismo. En estos casos la anulación afectará sólo a los aspectos no 
sometidos a decisión o no susceptibles de arbitraje, siempre que los mismos tengan 
sustantividad propia y no aparezcan indisolublemente unidos a la cuestión principal.

c) Promover el arbitraje fuera de los plazos estipulados en el artículo 76 del Texto 
Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

d) No haber concedido el árbitro a las partes la oportunidad de ser oídas o de presentar 
pruebas.

Artículo 129.  Legitimación pasiva.
1. La demanda deberá dirigirse contra las personas y sindicatos que fueron partes en el 

procedimiento arbitral, así como frente a cualesquiera otros afectados por el laudo objeto de 
impugnación.

2. En ningún caso tendrán la consideración de demandados los comités de empresa, los 
delegados de personal, o la mesa electoral.

Artículo 130.  Litisconsorcio pasivo necesario.
Si examinada la demanda el secretario judicial estima que puede no haber sido dirigida 

contra todos los afectados, citará a las partes para que comparezcan ante el órgano judicial, 
dentro del día siguiente, a una audiencia preliminar en la que éste, oyendo a las partes sobre 
la posible situación de litisconsorcio pasivo necesario, resolverá sobre la misma en el acto.

Artículo 131.  Legitimación de sindicatos y empresario.
En estos procesos podrán comparecer como parte, cuando tengan interés legítimo, los 

sindicatos, el empresario y los componentes de candidaturas no presentadas por sindicatos.

Artículo 132.  Especialidades del proceso.
1. Este proceso se tramitará con urgencia y tendrá las siguientes especialidades:
a) Al admitir la demanda, se acordará recabar de la oficina pública texto del laudo 

arbitral, así como copia del expediente administrativo relativo al proceso electoral. La 
documentación referida deberá ser enviada por el requerido dentro del día siguiente.

b) El acto del juicio habrá de celebrarse dentro de los cinco días siguientes a la admisión 
de la demanda. La sentencia, contra la que no cabe recurso, habrá de dictarse en el plazo 
de tres días, debiendo ser comunicada a las partes y a la oficina pública.

c) La sustanciación de este proceso no suspenderá el desarrollo del procedimiento 
electoral, salvo que se acuerde motivadamente por el juez, a petición de parte, caso de 
concurrir causa justificativa y en la forma establecida en el artículo 180.

2. Cuando el demandante hubiera sido la empresa y el juez apreciase que la demanda 
tenía por objeto obstaculizar o retrasar el proceso electoral, la sentencia que resuelva la 
pretensión impugnatoria impondrá la sanción prevista en el apartado 4 del artículo 75 y en el 
apartado 3 del artículo 97.

[ . . . ]
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CAPÍTULO VIII
Del proceso de conflictos colectivos

Artículo 153.  Ámbito de aplicación.
1. Se tramitarán a través del presente proceso las demandas que afecten a intereses 

generales de un grupo genérico de trabajadores o a un colectivo genérico susceptible de 
determinación individual y que versen sobre la aplicación e interpretación de una norma 
estatal, convenio colectivo, cualquiera que sea su eficacia, pactos o acuerdos de empresa, o 
de una decisión empresarial de carácter colectivo, incluidas las que regulan el apartado 2 del 
artículo 40, el apartado 2 del artículo 41, y las suspensiones y reducciones de jornada 
previstas en el artículo 47 del Estatuto de los Trabajadores que afecten a un número de 
trabajadores igual o superior a los umbrales previstos en el apartado 1 del artículo 51 del 
Estatuto de los Trabajadores, o de una práctica de empresa y de los acuerdos de interés 
profesional de los trabajadores autónomos económicamente dependientes, así como la 
impugnación directa de los convenios o pactos colectivos no comprendidos en el artículo 163 
de esta Ley. Las decisiones empresariales de despidos colectivos se tramitarán de 
conformidad con lo previsto en el artículo 124 de esta Ley.

2. También se tramitará en este proceso la impugnación de convenios colectivos y de los 
laudos arbitrales sustitutivos de éstos, de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo IX del 
presente Título.

3. Asimismo, se tramitará conforme a este proceso la impugnación de las decisiones de 
la empresa de atribuir carácter reservado o de no comunicar determinadas informaciones a 
los representantes de los trabajadores, así como los litigios relativos al cumplimiento por los 
representantes de los trabajadores y los expertos que les asistan de su obligación de sigilo.

El juez o Sala deberá adoptar las medidas necesarias para salvaguardar el carácter 
reservado o secreto de la información de que se trate.

[ . . . ]
Artículo 156.  Intento de conciliación o de mediación.

1. Será requisito necesario para la tramitación del proceso el intento de conciliación o de 
mediación en los términos previstos en el artículo 63.

2. Lo acordado en conciliación o mediación tendrá, según su naturaleza, la misma 
eficacia atribuida a los convenios colectivos por el artículo 82 del Texto Refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, siempre que las partes que concilien, ostenten la 
legitimación y adopten el acuerdo conforme a los requisitos exigidos por las citadas normas. 
En tal caso se enviará copia de la misma a la autoridad laboral. En el caso de los 
trabajadores autónomos económicamente dependientes, el acuerdo alcanzado tendrá la 
eficacia correspondiente a los acuerdos de interés profesional regulados en el artículo 13 de 
la Ley del Estatuto del trabajo autónomo.

[ . . . ]
CAPÍTULO IX

De la impugnación de convenios colectivos

Artículo 163.  Iniciación.
1. La impugnación de un convenio colectivo de los regulados en el Título III del Texto 

Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores o de los laudos arbitrales sustitutivos 
de éstos, por considerar que conculca la legalidad vigente o lesiona gravemente el interés de 
terceros, podrá promoverse de oficio ante el juzgado o Sala competente, mediante 
comunicación remitida por la autoridad correspondiente.

2. Si el convenio colectivo no hubiera sido aún registrado ante la oficina pública 
correspondiente conforme a lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 90 del Texto Refundido 
de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, los representantes legales o sindicales de los 
trabajadores o los empresarios que sostuvieran la ilegalidad del convenio o los terceros 
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lesionados que la invocaran, deberán solicitar previamente de la autoridad laboral que curse 
al juzgado o Sala su comunicación de oficio.

3. Si la autoridad laboral no contestara la solicitud a la que se refiere el apartado anterior 
en el plazo de quince días, la desestimara o el convenio colectivo ya hubiere sido registrado, 
la impugnación de éstos podrá instarse directamente por los legitimados para ello por los 
trámites del proceso de conflicto colectivo, mientras subsista la vigencia de la 
correspondiente norma convencional.

4. La falta de impugnación directa de un convenio colectivo de los mencionados en el 
apartado 1 de este artículo no impide la impugnación de los actos que se produzcan en su 
aplicación, a través de los conflictos colectivos o individuales posteriores que pudieran 
promoverse por los legitimados para ello, fundada en que las disposiciones contenidas en 
los mismos no son conformes a Derecho. El juez o tribunal que en dichos procedimientos 
apreciara la ilegalidad de alguna de las referidas disposiciones lo pondrá en conocimiento 
del Ministerio Fiscal para que, en su caso, pueda plantear su ilegalidad a través de la 
modalidad procesal de impugnación de convenios colectivos.

[ . . . ]
CAPÍTULO XI

De la tutela de los derechos fundamentales y libertades públicas

[ . . . ]
Artículo 181.  Conciliación y juicio.

1. Admitida a trámite la demanda, el secretario judicial citará a las partes para los actos 
de conciliación y juicio conforme a los criterios establecidos en el apartado 1 del artículo 82, 
que habrán de tener lugar dentro del plazo improrrogable de los cinco días siguientes al de la 
admisión de la demanda. En todo caso, habrá de mediar un mínimo de dos días entre la 
citación y la efectiva celebración de aquellos actos.

2. En el acto del juicio, una vez justificada la concurrencia de indicios de que se ha 
producido violación del derecho fundamental o libertad pública, corresponderá al demandado 
la aportación de una justificación objetiva y razonable, suficientemente probada, de las 
medidas adoptadas y de su proporcionalidad.

3. El juez o la Sala dictará sentencia en el plazo de tres días desde la celebración del 
acto del juicio publicándose y notificándose inmediatamente a las partes o a sus 
representantes.

[ . . . ]
LIBRO TERCERO

De los medios de impugnación

[ . . . ]
TÍTULO V

De las disposiciones comunes a los recursos de suplicación y casación

[ . . . ]
Artículo 235.  Imposición de costas y convenio transaccional.

1. La sentencia impondrá las costas a la parte vencida en el recurso, excepto cuando 
goce del beneficio de justicia gratuita o cuando se trate de sindicatos, o de funcionarios 
públicos o personal estatutario que deban ejercitar sus derechos como empleados públicos 
ante el orden social.

Las costas comprenderán los honorarios del abogado o del graduado social colegiado de 
la parte contraria que hubiera actuado en el recurso en defensa o en representación técnica 
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de la parte, sin que la atribución en las costas de dichos honorarios puedan superar la 
cantidad de mil doscientos euros en recurso de suplicación y de mil ochocientos euros en 
recurso de casación.

2. La regla general del vencimiento establecida en el apartado anterior, no se aplicará 
cuando se trate de proceso sobre conflicto colectivo, en el que cada parte se hará cargo de 
las costas causadas a su instancia. Ello no obstante, la Sala podrá imponer el pago de las 
costas a cualquiera de las partes que en dicho proceso o en el recurso hubiera actuado con 
temeridad o mala fe.

3. La Sala que resuelva el recurso de suplicación o casación o declare su inadmisibilidad 
podrá imponer a la parte recurrente que haya obrado con mala fe o temeridad la multa que 
señalan el apartado 4 del artículo 75 y el apartado 3 del artículo 97, así como cuando 
entienda que el recurso se interpuso con propósito dilatorio. Igualmente en tales casos, 
impondrá a dicho litigante, excepto cuando sea trabajador, funcionario, personal estatutario o 
beneficiario de la Seguridad Social, los honorarios de los abogados y, en su caso, de los 
graduados sociales colegiados actuantes en el recurso dentro de los límites fijados en el 
párrafo primero de este artículo. Cuando la Sala pretenda de oficio imponer las anteriores 
medidas, oirá previamente a las partes personadas en la forma que establezca.

4. Las partes podrán alcanzar, en cualquier momento durante la tramitación del recurso, 
convenio transaccional que, de no apreciarse lesión grave para alguna de las partes, fraude 
de ley o abuso de derecho, será homologado por el órgano jurisdiccional que se encuentre 
tramitando el recurso, mediante auto, poniendo así fin al litigio y asumiendo cada parte las 
costas causadas a su instancia, con devolución del depósito constituido. El convenio 
transaccional, una vez homologado, sustituye el contenido de lo resuelto en la sentencia o 
sentencias anteriormente dictadas en el proceso y la resolución que homologue el mismo 
constituye título ejecutivo. La impugnación de la transacción judicial así alcanzada se 
efectuará ante el órgano jurisdiccional que haya acordado la homologación, mediante el 
ejercicio por las partes de la acción de nulidad por las causas que invalidan los contratos o 
por los posibles perjudicados con fundamento en su ilegalidad o lesividad, siguiendo los 
trámites establecidos para la impugnación de la conciliación judicial, sin que contra la 
sentencia dictada quepa recurso.

TÍTULO VI
De la revisión de sentencias y laudos arbitrales firmes, y del proceso de error 

judicial

Artículo 236.  Revisión y error judicial, competencia y tramitación.
1. Contra cualquier sentencia firme dictada por los órganos del orden jurisdiccional social 

y contra los laudos arbitrales firmes sobre materias objeto de conocimiento del orden social, 
procederá la revisión prevista en la Ley 1/2000, de 7 de enero, por los motivos de su artículo 
510 y por el regulado en el apartado 3 del artículo 86 de la presente ley. La revisión se 
solicitará ante la Sala de lo Social del Tribunal Supremo.

En la revisión no se celebrará vista, salvo que así lo acuerde el tribunal o cuando deba 
practicarse prueba. En caso de condena en costas se estará a lo previsto en el artículo 
anterior y el depósito para recurrir tendrá la cuantía que en la presente ley se señala para los 
recursos de casación.

La revisión se inadmitirá de no concurrir los requisitos y presupuestos procesales 
exigibles o de no haberse agotado previamente los recursos jurisdiccionales que la ley prevé 
para que la sentencia pueda considerarse firme; así como, si se formula por los mismos 
motivos que hubieran podido plantearse, de concurrir los presupuestos para ello, en el 
incidente de nulidad de actuaciones regulado en el artículo 241 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial o mediante la audiencia al demandado rebelde establecida en el artículo 185 de la 
presente ley, o cuando, planteados aquéllos, los referidos motivos hubieren sido 
desestimados por resolución firme.

En los supuestos del apartado 2 del artículo 510 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, salvo 
en aquellos procedimientos en que alguna de las partes esté representada y defendida por el 
Abogado del Estado, el letrado o letrada de la Administración de Justicia dará traslado a la 
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Abogacía General del Estado de la presentación de la demanda de revisión, así como de la 
decisión sobre su admisión. La Abogacía del Estado podrá intervenir, sin tener la condición 
de parte, por propia iniciativa o a instancia del órgano judicial, mediante la aportación de 
información o presentación de observaciones escritas sobre cuestiones relativas a la 
ejecución de la Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. El letrado o letrada 
de la Administración de Justicia notificará igualmente la decisión de la revisión a la Abogacía 
General del Estado. Del mismo modo, en caso de estimarse la revisión, los letrados y las 
letradas de la Administración de Justicia de los tribunales correspondientes informarán a la 
Abogacía General del Estado de las principales actuaciones que se lleven a cabo como 
consecuencia de la revisión.

2. El proceso de error judicial, destinado a reparar el daño producido por una resolución 
firme errónea que carece de posibilidad de rectificación por la vía normal de los recursos, 
cuando sea competencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, se seguirá por los 
trámites y requisitos establecidos para la declaración de error judicial en los artículos 292 y 
concordantes de la Ley Orgánica del Poder Judicial, con las especialidades sobre depósitos, 
vista y costas establecidas para la revisión y sin que la apreciación del error pueda 
fundamentarse en pruebas distintas de las practicadas en las actuaciones procesales origen 
del mismo presunto error.

LIBRO CUARTO
De la ejecución de sentencias

TÍTULO I
De la ejecución de sentencias y demás títulos ejecutivos

CAPÍTULO I
Disposiciones de carácter general

Sección 1.ª Normas generales

[ . . . ]
Artículo 246.  Transacción en la ejecución.

1. Se prohíbe la renuncia de los derechos reconocidos por sentencias favorables al 
trabajador, sin perjuicio de la posibilidad de transacción dentro de los límites legalmente 
establecidos.

2. La transacción en el proceso de ejecución deberá formalizarse mediante convenio, 
suscrito por todas las partes afectadas en la ejecución y sometido a homologación judicial 
para su validez, debiendo ser notificado, en su caso, al Fondo de Garantía Salarial.

3. El convenio podrá consistir en el aplazamiento o en la reducción de la deuda, o en 
ambas cosas a la vez, entendiéndose en tales casos que el incumplimiento de alguno de los 
plazos o de las obligaciones parciales acordadas, determina el fin del aplazamiento o el 
vencimiento de la totalidad de la obligación; podrá consistir, igualmente, en la especificación, 
en la novación objetiva o subjetiva o en la sustitución por otra equivalente de la obligación 
contenida en el título, en la determinación del modo de cumplimiento, en especial del pago 
efectivo de las deudas dinerarias, en la constitución de las garantías adicionales que 
procedan y, en general, en cuantos pactos lícitos puedan establecer las partes.

4. El órgano jurisdiccional homologará el convenio mediante auto, velando por el 
necesario equilibrio de las prestaciones y la igualdad entre las partes, salvo que el acuerdo 
sea constitutivo de lesión grave para alguna de las partes o para terceros, de fraude de ley o 
de abuso de derecho, o contrario al interés público, o afecte a materias que se encuentren 
fuera del poder de disposición de las partes. La ejecución continuará hasta que no se 
constate el total cumplimiento del convenio, siendo título ejecutivo la resolución de 
homologación del acuerdo en sustitución del título ejecutivo inicial.
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5. La impugnación del auto por el que se apruebe la transacción en la ejecución, se 
efectuará ante el órgano jurisdiccional que hubiera homologado la misma y se regirá por lo 
dispuesto para la impugnación de la conciliación judicial.

[ . . . ]
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§ 144

Decreto Legislativo 1/1997, de 11 de noviembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Principios Ordenadores de 

la Hacienda General del País Vasco. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 11, de 19 de enero de 1998

Última modificación: 29 de diciembre de 2023
Referencia: BOPV-p-1998-90002

[ . . . ]
DECRETO LEGISLATIVO 1/1997, DE 11 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SE 
APRUEBA EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PRINCIPIOS ORDENADORES 

DE LA HACIENDA GENERAL DEL PAÍS VASCO

[ . . . ]
TÍTULO V
Contenido

CAPÍTULO I
Derechos

[ . . . ]
Artículo 42.  Integridad.

1. La realización de actos de disposición en relación con los derechos de naturaleza 
pública de la Hacienda General, solamente tendrá lugar en los supuestos previstos en 
alguna ley.

2. La transacción judicial o extrajudicial y el sometimiento a arbitraje, en relación a los 
derechos de naturaleza pública de la Hacienda General, y a los de naturaleza privada de la 
misma de que sean titulares la Administración de la Comunidad Autónoma y sus organismos 
autónomos, requerirá de la autorización del Gobierno.

3. La suscripción de los acuerdos o convenios en procesos concursales previstos en las 
secciones 1.ª y 8.ª del Título XII y en la sección 6.ª del Título XIII, ambos del Libro II, de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, y en la Ley de Suspensión de Pagos de 26 de julio de 1922, 
requerirá únicamente autorización del órgano que reglamentariamente se determine.

[ . . . ]
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§ 145

Ley 2/2003, de 7 de mayo, reguladora de las parejas de hecho. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 100, de 23 de mayo de 2003

«BOE» núm. 284, de 25 de noviembre de 2011
Última modificación: 3 de julio de 2015

Referencia: BOE-A-2011-18545

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Régimen de derecho público-administrativo

[ . . . ]
Artículo 12.  Mediación.

En caso de desacuerdo entre los miembros de la pareja, podrá instarse, de común 
acuerdo, la mediación familiar en los términos que señale la normativa reguladora de esta 
figura.

[ . . . ]
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§ 146

Ley 1/2008, de 8 de febrero, de Mediación Familiar

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 34, de 18 de febrero de 2008

«BOE» núm. 212, de 3 de septiembre de 2011
Última modificación: 30 de abril de 2012

Referencia: BOE-A-2011-14345

Se hace saber a todos los ciudadanos y ciudadanas de Euskadi que el Parlamento 
Vasco ha aprobado la Ley 1/2008, de 8 de febrero, de Mediación Familiar.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La presente ley regula la mediación familiar como procedimiento de resolución 

extrajudicial de los conflictos que se plantean en el seno de la familia.
En la segunda mitad de la década de los setenta del siglo pasado se inició en los 

Estados Unidos la técnica de la mediación para conciliar conflictos familiares, y 
posteriormente en Europa.

La mediación está implantándose con éxito en la mayoría de los países de la UE, con 
diversas variantes referidas a su naturaleza y a su ámbito. En Europa, la mediación familiar 
ha sido un instrumento eficaz en los conflictos convivenciales tanto desde el punto de vista 
de la prevención como de su resolución. Por ello, la mediación familiar suele estar integrada 
en los servicios sociales y coordinada con otros sistemas de protección social.

Estos procedimientos se inscriben plenamente en el contexto de mejora de acceso a la 
justicia, pretendiendo fundamentalmente la optimización de los recursos. Desempeñan un 
papel complementario y/o alternativo en relación a los procedimientos jurisdiccionales, en la 
medida en que se adaptan mejor a algunos conflictos, porque favorecen el diálogo entre las 
partes. Deben por ello ser desarrollados con la calidad que merecen los asuntos que se 
tratan. Estas afirmaciones quedan recogidas en la recomendación del Comité de Ministros 
del Consejo de Europa a los estados miembros sobre las Medidas para Prevenir y Reducir la 
Carga de Trabajo Excesiva en los Tribunales R (86) 12.

Por lo demás, se produce en este momento una confluencia entre el desarrollo de la 
mediación familiar y el proceso de maduración y universalización de los servicios sociales 
con un enfoque cada vez más familiar y comunitario, de suerte que, según entiende esta ley, 
el de los servicios sociales es el marco idóneo en el que encuentran acomodo los servicios 
de mediación familiar.

La Recomendación de la Comisión Europea de 4 de abril de 2001, relativa a los 
Principios Aplicables a los Órganos Extrajudiciales de Resolución Consensual de Litigios en 
Materia de Consumo, la Recomendación del Comité de Ministros a los Estados miembros R 
(98) 1, sobre la Mediación Familiar, y el denominado Libro Verde de 19 de abril de 2002 
sobre las Modalidades Alternativas de Solución de Conflictos en el Ámbito de Derecho Civil y 
Mercantil, conciben la mediación como un instrumento al servicio de la paz social. Las partes 
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emprenden un camino de aproximación en el que desempeñan un papel activo, al tratar de 
descubrir la solución que más les conviene. Una vez resuelto el conflicto, este enfoque 
consensual incrementa para las partes la posibilidad de mantenimiento de las relaciones. 
Estas recomendaciones, a pesar de su carácter informativo, sientan las bases del régimen 
jurídico de la mediación, que por sus características de voluntariedad, imparcialidad, 
neutralidad y confidencialidad abre nuevas vías como medio de recomposición ágil y flexible 
de discordias y, así, posibilita solventar, con soluciones apropiadas, la problemática que en el 
ámbito de las relaciones familiares surge con motivo del conflicto.

De este modo, a través de la mediación las partes participan directamente en la 
búsqueda de soluciones a los conflictos familiares que les afectan, lo cual favorece la 
comunicación entre los miembros de la familia, a la vez que reduce tanto la conflictividad 
entre las partes como el tiempo necesario para su resolución. Por todo ello se puede afirmar 
que la mediación debe facilitar la consecución de arreglos viables y recíprocamente 
aceptables, fomentando así mismo el mantenimiento de las relaciones futuras entre las 
partes.

En nuestra Comunidad Autónoma vienen desarrollándose desde la década los noventa 
experiencias pioneras en mediación familiar, tanto en el sector público como desde la 
iniciativa social, que han colaborado a extender una cultura y una praxis de resolución de los 
conflictos familiares mediante el diálogo que ha contribuido eficazmente a prevenir y reducir 
las situaciones de conflicto familiar.

En cuanto a nuestro ámbito normativo, si bien a nivel estatal no existe todavía una 
regulación que dote a esta figura de un marco jurídico propio, son ya varias las comunidades 
autónomas que han optado por regularla con rango de ley. La iniciativa vasca se enmarca, 
por tanto, en una tendencia que se va afianzando en nuestro entorno más próximo, y ampara 
su actuación normativa, por un lado, en el artículo 39 de la Constitución, en virtud del cual 
los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia, así 
como la protección integral de los hijos y las hijas, y, por otro, en las competencias de 
asistencia social recogidas en el Estatuto de Autonomía.

La mediación es un procedimiento que consiste en la intervención de terceras personas 
imparciales y expertas, quienes ayudan a las partes a alcanzar por sí mismas soluciones 
amistosas a sus conflictos. El profesional o la profesional mediadora no adopta ninguna 
decisión por sí misma, sino que son las partes quienes deciden y alcanzan o no acuerdos 
sobre el conflicto que mantienen. Es decir, la persona mediadora familiar se perfila como una 
figura profesional especializada, imparcial e independiente, cuya actuación es requerida, por 
iniciativa de las partes, a efectos de posibilitar la apertura de vías de comunicación entre 
ellas, proporcionándoles, a este fin, un procedimiento que permita alcanzar soluciones 
satisfactorias para sus situaciones de conflictos familiares sin necesidad, por tanto, de 
atribuirle necesariamente facultades decisorias o dirimentes.

La ley opta por un ámbito de aplicación amplio que se extiende más allá de los conflictos 
originados en las situaciones de ruptura de pareja –ya se trate de matrimonios o de parejas 
de hecho–, pudiéndose aplicar a otras circunstancias conflictivas que pueden darse en el 
medio familiar. Así, contempla entre las situaciones a las que puede extenderse la aplicación 
de la mediación familiar los conflictos entre progenitores y sus hijos e hijas, los conflictos 
surgidos entre la familia biológica y la familia de acogida, los conflictos por razón de 
alimentos entre parientes, los conflictos surgidos cuando los progenitores y progenitoras 
impidan a los abuelos y abuelas mantener relaciones normalizadas con sus nietos y nietas, 
los conflictos existentes entre las familias por causa de herencias o sucesiones o derivados 
de negocios familiares, o los originados en grupos convivenciales según lo definido en esta 
ley, entre otros.

La actividad de mediación familiar se desarrollará a través de la red pública de servicios 
de mediación, sin menoscabo de las iniciativas privadas que en esta área pudieran surgir y 
que deberán actuar según lo establecido en la presente ley.

Las Administraciones públicas garantizarán el acceso de los ciudadanos a la mediación 
familiar, así como su gratuidad en los términos recogidos por la ley.

Así mismo, la resolución de un conflicto familiar requiere en ocasiones una intervención 
coordinada con otros sistemas de protección social, de ahí que la mediación familiar deba 
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estar integrada en el sistema de servicios sociales. Para ello es fundamental trabajar la 
coordinación con los agentes de derivación y profundizar en la labor de seguimiento.

En otro orden de cosas, cabe destacar la creación en la ley del Registro de Personas 
Mediadoras y del Consejo Asesor de la Mediación Familiar.

La creación del Registro de Personas Mediadoras, por una parte, responde a la 
necesidad de controlar que la mediación se realiza efectivamente por aquellas personas que 
cumplen con los requisitos que esta ley exige, con el fin de asegurar que se desempeña con 
un determinado nivel de calidad. Por otra parte, el registro se instrumenta como un medio a 
través del cual los particulares y las particulares pueden conocer las personas que ofrecen 
sus servicios como mediadoras, así como los servicios públicos de mediación existentes.

En lo que respecta al Consejo Asesor de la Mediación Familiar, se crea con el fin 
primordial de asesorar al departamento del Gobierno Vasco competente en materia de 
mediación familiar. A los efectos de asegurar esta función asesora, el consejo estará 
compuesto, además de por representantes de la Administración pública, por representantes 
de colegios profesionales, universidades y organizaciones del ámbito de la mediación 
familiar.

La presente ley consta de 38 artículos divididos en seis capítulos que a continuación se 
señalan, así como una disposición transitoria única y dos disposiciones finales.

– El capítulo I recoge las disposiciones generales referidas al objeto de la norma, su 
ámbito de aplicación, la distribución competencial entre las diversas administraciones 
concurrentes, los servicios y programas públicos de mediación familiar, los conflictos objeto 
de la mediación familiar, la naturaleza de los acuerdos adoptados en un proceso de 
mediación familiar y los principios rectores de la misma.

– El capítulo II regula las características necesarias para ser persona mediadora, 
señalando los requisitos que deben cumplir las personas que trabajen en mediación. Crea el 
Consejo Asesor de la Mediación Familiar y refiere la participación de los colegios 
profesionales.

– El capítulo III regula los derechos, obligaciones e incompatibilidades de las personas 
mediadoras, así como los derechos y obligaciones de las partes sometidas a la mediación.

– El capítulo IV regula el Registro de Personas Mediadoras.
– El capítulo V recoge los aspectos procedimentales propios de la mediación: su inicio, el 

desarrollo de las reuniones iniciales, la cumplimentación de actas y la duración de la 
mediación.

– El capítulo VI describe el régimen de infracciones y sanciones en que puede incurrir la 
persona mediadora.

Con esta regulación la Comunidad Autónoma del País Vasco se dota de un instrumento 
necesario para el afianzamiento de una figura que, si bien ya gozaba de implantación en 
nuestro territorio por existir experiencias consolidadas promovidas por el Gobierno Vasco, 
como el Servicio de Mediación Familiar del Gobierno Vasco, y un amplio abanico de 
experiencias desarrolladas en el ámbito privado, requería un marco legal de aplicación que 
ofreciera garantías de protección para las personas que optan por esta vía de resolución de 
conflictos y para quienes profesionalmente se dedican a esta actividad.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. La presente ley tiene por objeto la regulación de la mediación familiar y de las 

actuaciones de las personas que trabajan en ella, contemplando el derecho a la mediación 
familiar y el deber de existencia de servicios de mediación familiar integral.

2. La mediación familiar es un procedimiento voluntario en el que uno o más 
profesionales con cualificación en mediación, imparciales y sin poder decisorio, ayudan y 
orientan a las partes en cuanto al procedimiento dialogado necesario para encontrar 
soluciones aceptables que permitan concluir su conflicto familiar.
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3. Se entiende por una mediación familiar integral la actuación coordinada con el resto 
de servicios del sistema de servicios sociales y con otros sistemas de protección social, en 
todos los ámbitos necesarios para la atención de conflictos entre los miembros de una 
familia o grupo de convivencia.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La presente ley es de aplicación a las actuaciones profesionales de mediación familiar 

que se desarrollen total o parcialmente en el territorio de la Comunidad Autónoma del País 
Vasco por personas mediadoras inscritas en el Registro de Personas Mediadoras de la 
Comunidad Autónoma de Euskadi.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, las actuaciones citadas 
únicamente podrán acogerse a los servicios o programas públicos de mediación familiar 
cuando al menos una de las personas que se encuentre en situación de conflicto familiar 
esté empadronada en la Comunidad Autónoma del País Vasco.

3. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de esta ley las actuaciones profesionales 
de mediación familiar desarrolladas por personas no inscritas en el Registro de Personas 
Mediadoras de la Comunidad Autónoma de Euskadi.

Artículo 3.  Distribución competencial.
1. El departamento del Gobierno Vasco competente en materia de mediación familiar 

ostentará en dicha materia las siguientes competencias:
a) Garantizará, en colaboración con el resto de las administraciones públicas de la 

Comunidad Autónoma del País Vasco y en el ámbito de sus competencias, la existencia de 
servicios públicos integrales de mediación familiar y el acceso de todos los ciudadanos y 
ciudadanas a los servicios de mediación familiar. Así mismo, fomentará la existencia de 
programas de iniciativa social relacionados con la materia, siempre y cuando se consideren 
necesarios para completar las actuaciones previstas por los servicios públicos.

b) Garantizará la calidad de las actuaciones de los servicios propios de mediación 
familiar y de las personas que presten sus servicios en el ámbito territorial de la Comunidad 
Autónoma del País Vasco.

c) Gestionará el Registro de Personas Mediadoras, supervisando su continua 
actualización.

d) Ejercerá la potestad sancionadora en los supuestos que, conforme al capítulo VI de la 
presente ley, sean constitutivos de infracción.

e) Planificará, regulará, coordinará y ordenará las actuaciones existentes, para garantizar 
la adecuación del servicio a las necesidades reales de la ciudadanía.

f) Realizará todas las actuaciones necesarias para el desarrollo de la mediación familiar 
y el cumplimiento de los objetivos establecidos en la presente ley.

g) Gestionará las quejas interpuestas por las personas mediadoras o las partes 
sometidas a la mediación, mediante el procedimiento que se establezca al efecto.

h) Elaborará un estudio anual estadístico relativo a las inscripciones, anotaciones y 
cancelaciones producidas en el Registro de Personas Mediadoras, de conformidad con los 
requisitos establecidos en la Ley 4/1986, de 23 de abril, de Estadística de la Comunidad 
Autónoma del País Vasco. Este estudio se remitirá al Parlamento con periodicidad anual.

i) Aprobará los requisitos de formación necesarios para obtener la calificación profesional 
de mediador o mediadora familiar.

j) Designará a la persona mediadora en caso de falta de acuerdo de las partes, según lo 
establecido en el artículo 20 de esta ley.

k) Remitirá al colegio profesional, a efectos informativos, las quejas o las denuncias, así 
como las sanciones impuestas, como consecuencia de las actuaciones de las personas 
mediadoras inscritas en sus registros.

2. Las entidades locales y forales ostentarán en materia de mediación familiar las 
siguientes competencias:

a) Fomentarán, en colaboración con el departamento del Gobierno Vasco competente en 
la materia, la mediación familiar.
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b) Fomentarán, en el ámbito de sus competencias, la creación de servicios y/o 
programas propios de mediación familiar, y apoyarán, en su caso, los programas de iniciativa 
social que trabajen en el ámbito de la mediación familiar, respecto a los cuales habrá de 
garantizarse la calidad de las actuaciones y su adecuación a la presente ley del modo en 
que se estime reglamentariamente.

c) Promoverán el intercambio de conocimientos, experiencias y novedades en estas 
materias.

d) Realizarán, en colaboración con el departamento del Gobierno Vasco competente en 
materia de mediación familiar, todas las actuaciones necesarias para el desarrollo de esta 
última.

e) Comunicarán al Registro de Personas Mediadoras los servicios o programas de 
mediación familiar dependientes de ellas.

f) Colaborarán con el Consejo Asesor de Mediación Familiar.

Artículo 4.  Servicios y programas públicos de mediación familiar.
1. El departamento del Gobierno Vasco competente en materia de mediación familiar 

creará y mantendrá servicios públicos integrales gratuitos de mediación familiar, que 
responderán a la demanda existente en esta materia y que priorizarán en cuanto a su 
acceso a las personas que sean derivadas desde otros servicios sociales o la Administración 
de Justicia. Dichos servicios, que son declarados de acción directa a los efectos del artículo 
9.2 de la Ley 5/1996, de 18 de octubre, de Servicios Sociales, serán desarrollados 
reglamentariamente. Además de la función de atención en materia de mediación familiar, 
tendrán como funciones, entre otras, las de investigación y difusión de la mediación familiar, 
así como la coordinación de los restantes servicios y programas de mediación familiar del 
ámbito territorial de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

2. Las diputaciones forales y los ayuntamientos podrán crear y mantener a su vez 
servicios y/o programas públicos gratuitos o sociales de mediación familiar específicos, que 
igualmente serán objeto de desarrollo reglamentario por el Gobierno Vasco.

3. Así mismo, estas administraciones fomentarán los programas y servicios de mediación 
familiar integral y de iniciativa social en el ámbito de sus competencias y como se desarrolle 
reglamentariamente.

4. Las actuaciones de mediación familiar de los servicios y programas públicos de 
mediación familiar se desarrollarán de conformidad con lo dispuesto por la presente ley y por 
personas mediadoras inscritas en el Registro de Personas Mediadoras de la Comunidad 
Autónoma de Euskadi.

Artículo 5.  Conflictos objeto de mediación familiar.
1. Las cuestiones que pueden someterse a mediación familiar y los acuerdos que se 

adopten se han de referir a los conflictos surgidos entre las personas unidas con vínculo 
conyugal o familiar hasta el cuarto grado de consanguinidad, adopción o afinidad, así como 
entre las que constituyan pareja de hecho o grupo convivencial, siempre que todos los 
conflictos citados en este precepto versen sobre materias de Derecho privado respecto a las 
cuales el ordenamiento jurídico vigente en cada momento reconozca a las personas 
interesadas la libre disponibilidad o, en su caso, la posibilidad de ser homologadas 
judicialmente.

A los efectos de esta ley, se considerará unidad convivencial a las personas unidas por 
una relación permanente análoga a la conyugal que deberá ser acreditada fehacientemente, 
así como a las personas que, no estando unidas entre sí por alguno de los vínculos previstos 
anteriormente, viven juntas en una misma vivienda o alojamiento durante un periodo de 
tiempo continuado igual o superior a un año, debido a situaciones de necesidad constatables 
por los servicios sociales.

2. Entre otros podrán someterse a mediación:
a) Los conflictos familiares originados en las situaciones de ruptura de pareja, entre los 

que se comprenden los derivados de la ejecución de las medidas judiciales adoptadas en los 
procedimientos de separación, divorcio o nulidad y aquellos otros originados por el cambio 
de circunstancias sobrevenido en los acuerdos aprobados judicial o extrajudicialmente.
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b) Los conflictos entre progenitores o progenitoras y su descendencia, sea biológica o en 
situación de adopción o de acogimiento, o entre hijos e hijas, así como los conflictos 
causados por una discrepancia sobre alimentos entre parientes.

c) Los conflictos surgidos entre la familia de acogida y las familias biológicas.
d) Los conflictos surgidos cuando los progenitores y progenitoras impidan a los abuelos y 

abuelas mantener relaciones normalizadas con sus nietos y nietas.
e) Los conflictos existentes entre las personas citadas en el apartado 1 por causa de 

herencias o sucesiones o derivados de negocios familiares.
f) Los conflictos originados entre personas dependientes y los familiares que las 

atiendan, siempre que se trate de personas citadas en el apartado 1.
g) La autoridad judicial podrá proponer a las partes, conforme a lo previsto en la 

legislación civil y procesal, la mediación durante el desarrollo de los procesos de separación, 
divorcio o nulidad o en cualesquiera otros supuestos de ruptura de la convivencia, siempre 
que queden en suspenso las actuaciones de común acuerdo de ambas partes.

3. En el supuesto en el que las personas adoptadas deseen ejercer su derecho al acceso 
a la información de su filiación biológica, podrán acceder a un procedimiento confidencial de 
mediación conforme se señala en el artículo 84 de la Ley 3/2005, de 18 de febrero, de 
Atención y Protección a la Infancia y la Adolescencia.

4. Quedan excluidos de la mediación familiar los casos en los que exista violencia o 
maltrato sobre la pareja, hijos o cualquier miembro de la unidad familiar, o cualesquiera otras 
actuaciones que puedan ser constitutivas de ilícito penal.

Artículo 6.  Naturaleza de los acuerdos de mediación familiar.
1. Los acuerdos de mediación que se adopten en resolución de un conflicto familiar 

producirán los efectos que les reconozca la legislación aplicable, siempre que cumplan todos 
los requisitos de validez y eficacia que aquélla imponga.

2. Los acuerdos que se adopten deberán dar prioridad al interés superior y al bienestar 
de los hijos e hijas menores de edad o de las personas incapacitadas o dependientes.

Artículo 7.  Naturaleza de la mediación.
1. La mediación es una actuación basada en la autonomía de la voluntad, en la medida 

en que son las partes en conflicto las que tienen que demandar, por su libre iniciativa, la 
actuación mediadora, pudiendo, una vez iniciada la misma, manifestar en cualquier momento 
su desistimiento.

2. La actividad mediadora tendrá por objeto ayudar a las partes a que encuentren una 
solución dialogada que ponga fin a su conflicto familiar. Las personas profesionales 
mediadoras, al amparo de esa habilitación, también podrán declarar la finalización anticipada 
de sus funciones, ante la imposibilidad de llegar a una solución pactada del conflicto o ante 
situaciones que así lo aconsejen.

3. La mediación podrá promoverse y concertarse antes de la iniciación de las 
actuaciones judiciales o durante el desarrollo de las mismas, con conocimiento del juez o 
jueza en este último supuesto.

4. Así mismo, la naturaleza de la mediación se ajustará a lo contenido en la presente ley.

Artículo 8.  Principios rectores de la mediación familiar.
Son principios rectores que deben regir la mediación familiar los siguientes:
a) Voluntariedad. Las partes son libres para optar por este procedimiento y acceder a él 

o desistir del mismo en cualquier momento, sin que pueda derivarse sanción alguna por esta 
circunstancia. Únicamente podrá comenzarse el procedimiento de mediación cuando haya 
consentimiento de todas las partes en conflicto.

Los jueces, si lo estiman conveniente, podrán informar a las partes en conflicto del 
sistema de mediación, y, si las partes así lo deciden, durante ese periodo quedará en 
suspenso el proceso judicial.

La voluntariedad alcanza también a la persona mediadora, quien puede declinar su 
designación, negarse a comenzar el procedimiento de mediación, suspenderlo o darlo por 
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finalizado una vez comenzado si apreciara que no se dan las circunstancias adecuadas para 
su desarrollo. En los supuestos en que apreciara el incumplimiento de alguno de los 
principios rectores descritos en este artículo, deberá negarse a actuar como persona 
mediadora.

b) Confidencialidad. Toda la información obtenida –verbal o documentalmente– en el 
transcurso del proceso de mediación será confidencial, incluso el resultado, salvo que las 
partes acuerden su ejecución, ratificación u homologación.

La persona mediadora sólo podrá contravenir este principio en los casos previstos a este 
respecto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal.

c) Transparencia. Las partes deben contar con información precisa sobre las 
características del procedimiento y su funcionamiento, sobre el alcance del mismo y sus 
consecuencias y el valor de los acuerdos que pudieran alcanzarse.

d) Respeto al Derecho. Las partes deberán alcanzar las soluciones que estimen 
oportunas para resolver su conflicto siempre conforme a Derecho. La mediación no puede 
ser utilizada para contravenir la legislación o evitar fraudulentamente su aplicación. En 
ningún caso puede limitarse el acceso a la justicia cuando así se desee por alguna o todas 
las partes.

e) Imparcialidad. La persona mediadora no podrá tener interés en el beneficio de una 
persona o parte sobre otra, absteniéndose de realizar o promover actuaciones que 
comprometan su necesaria imparcialidad. Tampoco podrá reservarse un porcentaje de los 
beneficios que las partes pudieran obtener en el acuerdo alcanzado en mediación.

f) Neutralidad. El poder de decisión recae en las partes. La persona mediadora deberá 
abstenerse de dar su opinión, sugerir o proponer acuerdos, siendo su obligación respetar los 
puntos de vista de las partes y preservar su igualdad en la negociación. Su labor consistirá 
en conseguir que las partes alcancen por sí mismas soluciones al asunto sometido a 
mediación.

g) Flexibilidad. El procedimiento de mediación es flexible, lo que le permite adaptarse a 
la situación concreta tratada, aunque siempre debe mantener las normas mínimas 
mencionadas en la presente ley para garantizar su calidad.

h) Debate contradictorio. A lo largo del procedimiento de mediación las partes deben 
sentirse libres para expresar sus puntos de vista sobre la situación conflictiva. La persona 
mediadora debe potenciar un trato equitativo entre las partes, garantizando una intervención 
equilibrada entre ellas en el transcurso de la mediación.

i) Inmediatez. La mediación tendrá carácter presencial, y las partes no podrán valerse de 
intermediarios o intermediarias.

j) Buena fe, colaboración y mantenimiento del respeto entre las partes. Las personas 
participantes en el proceso de mediación familiar deben actuar conforme a las exigencias de 
la buena fe y del mantenimiento de respeto recíproco.

CAPÍTULO II
De los agentes y las agentes de mediación familiar

Artículo 9.  De las personas mediadoras.
1. Para ejercer la mediación familiar en los términos previstos en esta ley será precisa la 

inscripción en el Registro de Personas Mediadoras. Para obtener dicha inscripción, además 
de acreditar titulación universitaria o título de grado en Derecho, Psicología, Pedagogía, 
Psicopedagogía, Trabajo Social o Educación Social, o la titulación que en el desarrollo 
reglamentario de esta ley por el Gobierno Vasco se equipare a ellas por el contenido de su 
formación, será imprescindible demostrar una preparación específica, suficiente y continua 
en mediación familiar.

2. La preparación citada en el apartado anterior, que también habrá de ser desarrollada 
reglamentariamente por el Gobierno Vasco, deberá incluir en todo caso un curso teórico-
práctico en mediación de una duración mínima de 200 horas. Este curso comprenderá entre 
sus materias aspectos relativos al Derecho de familia y a la psicología de la familia y de sus 
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componentes como personas individuales, y contenidos sobre aspectos psicosociales de la 
familia, mediación en general y conflictos.

Artículo 10.  Consejo Asesor de la Mediación Familiar.
1. Con el fin de facilitar asesoramiento en esta materia se crea el Consejo Asesor de la 

Mediación Familiar, adscrito al departamento del Gobierno Vasco competente en materia de 
mediación familiar.

2. El citado consejo estará compuesto por representantes de las administraciones 
públicas, colegios profesionales, universidades, organizaciones representativas del ámbito 
de la mediación familiar y la atención profesional en conflictos entre miembros de una 
familia, y por cuantas personas profesionales vinculadas a esta área se consideren 
necesarias para la realización de las funciones de asesoramiento.

3. El Consejo Asesor de Mediación Familiar tendrá las siguientes funciones:
a) Emitirá informe preceptivo previo, en el plazo de quince días hábiles desde que se le 

requiera, en relación con las normas reglamentarias que se dicten en desarrollo de esta ley.
b) Planteará los criterios a seguir para que los cursos de formación en mediación 

cumplan con los requisitos adecuados para formar personas mediadoras con garantías de 
calidad.

c) Realizará las actuaciones de asesoramiento y apoyo que el departamento del 
Gobierno Vasco competente en materia de mediación familiar considere necesarias para el 
desarrollo de sus actividades en esta área.

d) Elaborará una memoria anual de sus actividades, así como de la situación de la 
mediación familiar en la Comunidad Autónoma del País Vasco.

Artículo 11.  Colegios profesionales.
1. Los colegios profesionales colaborarán con el departamento del Gobierno Vasco 

competente en materia de mediación familiar y formarán parte del Consejo Asesor de la 
Mediación Familiar en la forma en que se determine reglamentariamente.

2. Podrán poseer y gestionar su propio registro de personas mediadoras, aunque todas 
las personas que se inscriban en él deberán constar previamente inscritas en el Registro de 
Personas Mediadoras del Gobierno Vasco.

3. Con el objetivo de desarrollar la mediación familiar en niveles de calidad, los colegios 
profesionales colaborarán y actuarán de forma coordinada con el departamento del Gobierno 
Vasco competente en materia de mediación familiar, registrando a las personas mediadoras 
pertenecientes a dicho colegio profesional que así lo solicitaran y comunicando 
periódicamente, siempre que sean requeridos por el citado departamento, tanto las altas 
como las modificaciones que sufra la información contenida en dicho registro colegial.

4. Lo dispuesto en este artículo se llevará a cabo cumpliendo con los preceptos 
establecidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal.

CAPÍTULO III
Derechos y obligaciones

Artículo 12.  Derechos de la persona mediadora.
1. La persona mediadora tiene derecho a obtener el adecuado respeto a sus actuaciones 

y a actuar con libertad e independencia en el ejercicio de su actividad.
2. Si lo estimara conveniente, la persona mediadora podrá proponer, en calidad de 

consultoras, la presencia de otras personas que tengan relación con la causa u objeto de la 
mediación, debiendo someter esta participación, así como las tarifas correspondientes a la 
misma, a la previa aceptación de las partes. Estas personas quedarán sujetas a los mismos 
principios recogidos en el artículo 8 de esta ley.

3. La persona mediadora tiene plena libertad para negarse a acometer las labores de 
mediación, en cuyo caso deberá justificar claramente y por escrito las razones de dicha 
renuncia.
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Artículo 13.  Obligaciones de la persona mediadora.
La persona mediadora, a lo largo de su actuación, debe:
a) Actuar con independencia.
b) Respetar los principios rectores de la mediación familiar contemplados en el artículo 8.
c) Realizar personalmente la actividad mediadora.
d) Utilizar el procedimiento de mediación como vía para que las partes adopten 

soluciones aceptables.
e) Facilitar la comunicación entre las partes.
f) Velar para que los acuerdos respeten siempre el interés superior de los hijos e hijas 

menores y de las personas incapacitadas y dependientes.
g) Propiciar que las partes dispongan de la información y el asesoramiento suficiente 

para alcanzar los acuerdos de forma libre, voluntaria y exenta de coacciones. Este 
asesoramiento, así como el jurídico, en ningún caso podrá ser realizado por la persona 
mediadora.

h) Redactar, firmar y entregar el documento final de acuerdo, si lo hubiera.
i) Facilitar la actuación inspectora o de seguimiento de la Administración, teniendo en 

cuenta los deberes de secreto profesional y confidencialidad.
j) Prestar una atención particular a cualquier signo de violencia doméstica, física o 

psíquica, entre las partes.
k) Cuidar de que en sus actuaciones no salga perjudicada la imagen de la mediación.
l) Comunicar al departamento del Gobierno Vasco competente en materia de mediación 

familiar, en los términos que se establezcan reglamentariamente, los datos de cada 
mediación a efectos estadísticos, respetando los principios establecidos en la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos, y de conformidad con lo establecido 
en la ley 4/1986, de 23 de abril, de Estadística de la Comunidad Autónoma del País Vasco. 
Para ello se podrán utilizar los medios telemáticos que determine el departamento del 
Gobierno Vasco competente en materia de mediación familiar.

Artículo 14.  Incompatibilidades de la persona mediadora.
1. Las personas mediadoras familiares en las que concurra alguna de las circunstancias 

previstas en los apartados siguientes de este artículo deberán abstenerse de intervenir en 
los procedimientos de mediación y deberán comunicarlo de inmediato a la dirección del 
Gobierno Vasco competente en la materia, que resolverá lo que proceda.

2. Son causas de abstención:
a) Tener interés personal en el asunto objeto de mediación, o en cualquier otro que 

pueda influir directa o indirectamente en el mismo.
b) Tener cuestión litigiosa pendiente con alguna de las partes intervinientes en la 

mediación.
c) Tener vínculo de parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado con 

alguna de las partes intervinientes en la mediación, o con sus asesores o asesoras, 
representantes legales o mandatarios o mandatarias, así como compartir el despacho 
profesional o estar asociado con estos o estas para el asesoramiento, la representación o el 
mandato.

d) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas citadas en el 
apartado anterior.

e) Haber intervenido como perito o testigo en el proceso judicial previo a la mediación.
f) Tener relación de servicio con las partes intervinientes en la mediación o haberles 

prestado servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar, 
excepto servicios de mediación familiar en el ámbito de la presente norma, en los dos años 
anteriores al inicio del procedimiento de mediación.

3. En el supuesto de que concurra alguna de las circunstancias previstas en el apartado 
2 y la persona mediadora no decline su designación, cualquiera de las partes puede, en 
cualquier momento del proceso, recusar su designación mediante escrito motivado en el que 
se haga constar la causa o causas de la recusación. La recusación será resuelta, oída la 
persona mediadora, por la persona titular de la dirección competente en la materia.
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4. Durante el transcurso de la mediación, o una vez finalizada ésta, la persona 
mediadora no podrá atender a las partes en una actuación profesional diferente a la de 
mediación para tratar el mismo asunto, salvo que las partes expresamente lo acepten y 
constituyan supuestos excepcionales que deberán autorizarse previamente por el 
departamento del Gobierno Vasco competente en materia de mediación familiar.

Artículo 15.  Derechos de las partes.
Las partes sometidas a mediación tendrán derecho a:
1. Acceder a la mediación familiar en los términos establecidos legalmente.
2. Elegir un mediador entre los inscritos en el registro.
3. Desistir del procedimiento de mediación familiar en cualquiera de sus fases.
4. Manifestar en cualquier momento del procedimiento su desacuerdo con la persona 

mediadora y rechazar su intervención. En este supuesto, podrán convenir la designación de 
un nuevo o nueva profesional.

5. Conocer, con carácter previo al inicio de la mediación, el coste máximo de la misma.
6. Disponer, durante todo el proceso de mediación, del asesoramiento ajeno a la persona 

mediadora que estimen conveniente.

Artículo 16.  Obligaciones de las partes.
Las partes sometidas a mediación deberán:
a) Respetar los principios contemplados en el artículo 8.
b) Cumplir los acuerdos adoptados en el procedimiento de mediación.
c) Proceder a la retribución de los honorarios profesionales y de los gastos generados a 

la persona mediadora por el proceso de mediación, excepto cuando acudan a un servicio de 
mediación público o a un servicio privado que preste la mediación de forma gratuita. Dicha 
retribución se llevará a cabo también cuando la mediación no haya concluido por cualquiera 
de las razones contempladas en la ley, pero haya generado una labor profesional que debe 
compensarse.

d) Acreditar el vínculo conyugal, familiar, de pareja de hecho o de grupo convivencial 
recogido en el artículo 5.1, mediante cualquiera de los medios admitidos en derecho, en la 
reunión inicial mantenida con la persona mediadora.

e) Abstenerse de solicitar en juicio o en actos de instrucción judicial la declaración del 
mediador como perito o testigo de una de las partes, con el fin de no comprometer su debida 
neutralidad, sin perjuicio de lo previsto en la legislación penal y procesal.

CAPÍTULO IV
Del registro de personas mediadoras

Artículo 17.  Registro de Personas Mediadoras.
1. Se crea el Registro de Personas Mediadoras, adscrito al departamento del Gobierno 

Vasco competente en materia de mediación familiar.
2. Su composición, funciones, procedimiento de inscripción y emisión de certificaciones 

se determinarán reglamentariamente.
3. El órgano competente para la gestión del Registro de Personas Mediadoras recogerá 

las solicitudes de acceso al mismo y las evaluará siguiendo los criterios que, previo 
asesoramiento del Consejo Asesor de la Mediación Familiar, determine el departamento del 
Gobierno Vasco competente en materia de mediación familiar, procediendo a inscribir a 
quienes hayan acreditado el cumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo 9. Una vez 
realizada la inscripción, el registro expedirá el correspondiente certificado.

4. A efectos de información a la ciudadanía, el órgano citado en el apartado anterior 
dispondrá de un listado de las personas y de los programas y servicios públicos en materia 
de mediación familiar.
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CAPÍTULO V
Aspectos procedimentales

Artículo 18.  Requisitos previos.
1. Sin perjuicio del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, el procedimiento de 

mediación familiar podrá iniciarse antes del comienzo de un proceso judicial, en el curso de 
éste o una vez concluido por resolución judicial firme.

2. Si las partes acuden al procedimiento de mediación familiar una vez iniciado un 
proceso judicial, habrán de acreditar ante la persona mediadora, personalmente o a través 
de sus representantes, la suspensión de dicho proceso por mutuo acuerdo. Terminado el 
procedimiento de mediación, corresponderá a las partes, en los términos previstos en la 
legislación procesal, comunicar al juzgado el resultado del mismo.

3. El inicio del procedimiento de mediación familiar queda condicionado a que hayan 
transcurrido como mínimo seis meses desde que se diera por acabada una mediación 
anterior sobre el mismo objeto o ésta se hubiera intentado sin acuerdo. Esta condición dejará 
de aplicarse cuando la persona mediadora que vaya a conocer el asunto aprecie 
circunstancias sobrevenidas que aconsejen una nueva mediación, en particular si así 
pudiera evitarse un grave perjuicio para las hijas e hijos menores, o mayores con 
discapacidad, o personas dependientes.

Artículo 19.  Inicio del procedimiento.
1. La mediación se iniciará mediante solicitud por escrito:
a) A petición de ambas partes de común acuerdo.
b) A instancia de una de ellas, procediendo en tal caso la persona mediadora que deba 

entender del asunto a citar a la otra u otras partes para que expresen su aceptación escrita 
en un plazo de diez días hábiles desde su notificación. En caso de que en dicho plazo no se 
hubiese aceptado, la mediación no se iniciará.

2. Si existiera algún motivo de incompatibilidad entre las partes y la persona mediadora, 
según lo establecido en el artículo 14, ésta deberá declinar la designación o su continuidad 
como mediador, salvo aceptación por escrito de todas las partes implicadas, siempre que no 
se trate del incumplimiento de los principios rectores contenidos en el artículo 8.

Artículo 20.  Procedimiento para la designación de la persona mediadora.
En el caso de que proceda la designación de la persona mediadora por parte del 

departamento del Gobierno Vasco competente en la materia, esta designación se efectuará 
de entre la lista de personas inscritas en el Registro de Personas Mediadoras. La primera 
designación de la lista se efectuará por sorteo, y a partir de ella se efectuarán las siguientes 
designaciones por orden correlativo.

Artículo 21.  Reunión inicial.
1. Una vez designada la persona mediadora, ésta citará a las partes a una reunión en la 

que se abordarán al menos las siguientes cuestiones:
a) Las partes acreditarán su identidad y sus vínculos conyugales, familiares, de pareja de 

hecho o convivenciales mediante cualquier modo admitido en derecho, y la persona 
mediadora, de igual modo, acreditará su condición. En este momento las partes pueden 
ratificar la designación de la persona mediadora o rechazarla.

b) Información sobre la mediación: sus principios rectores, las consecuencias de 
sometimiento al procedimiento de mediación, su duración máxima, la validez de los acuerdos 
que en su caso puedan adoptarse, y los derechos y deberes de las partes y de la persona 
mediadora.

c) Que la persona mediadora no incurre en ninguna de las incompatibilidades previstas 
en el artículo 14.

d) Que las partes podrán recibir asesoramiento externo del tipo que consideren.
e) El costo del procedimiento de mediación, en el caso de que sea necesario su abono.
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f) Planificación del desarrollo de las sesiones que puedan ser necesarias.
2. Las partes se reunirán a lo largo de todo el proceso con la persona mediadora 

respetando la periodicidad que se hubiera pactado en la reunión inicial.

Artículo 22.  Actas de mediación familiar.
1. De la reunión inicial de mediación la persona mediadora levantará acta, haciéndose 

constar en ella el lugar y la fecha de celebración, los participantes en la misma, el objeto de 
la mediación, y la aceptación de los principios y las obligaciones de la mediación. Este 
documento deberá ser firmado por las partes como prueba de entendimiento y aceptación de 
las condiciones de la mediación. La persona mediadora librará una copia firmada a cada una 
de las partes, conservando el original en el archivo del expediente.

2. La persona mediadora levantará acta de la sesión final de la mediación, incluyendo el 
número total de sesiones realizadas y haciendo constar también el lugar y la fecha de 
celebración, los participantes en la misma y los acuerdos totales o parciales que se hubieran 
alcanzado o, en su caso, la inexistencia de acuerdo. Se librará una copia firmada a cada una 
de las partes, conservándose el original en el archivo del expediente. Este documento tendrá 
carácter confidencial en los términos expresados en el artículo 8.b. No obstante, el acta de 
mediación podrá utilizarse por cualquiera de las personas afectadas por la mediación en el 
caso de hacer valer dicho acuerdo ante los tribunales u otras instituciones y 
administraciones.

Artículo 23.  Duración.
La duración de la mediación dependerá de la naturaleza y la complejidad de los puntos 

en conflicto, y no podrá exceder de cuatro meses a contar desde la reunión inicial entre la 
persona mediadora y las partes. No obstante, en situaciones en que, transcurrido ese plazo, 
se aprecie la posibilidad de llegar a acuerdos y se solicite expresamente por ambas partes, 
la persona mediadora podrá prorrogar la mediación por un plazo máximo de otros dos 
meses.

Artículo 24.  Finalización del procedimiento de mediación familiar.
1. La finalización del procedimiento de mediación puede producirse por decisión de 

cualquiera de las partes en conflicto o por la persona mediadora, quien podrá dar por 
finalizada la mediación, comunicándoselo a las partes, cuando concurra alguno de los 
siguientes supuestos:

a) Falta de colaboración por alguna de las partes.
b) Incumplimiento de las condiciones establecidas.
c) Inasistencia no justificada de alguna de las partes.
d) Cuando considere que el procedimiento no puede alcanzar la finalidad perseguida.
e) Cuando detecte que el conflicto debe ser abordado desde otra forma de intervención o 

tratamiento.
2. En aquellos casos en los que el resultado de la mediación pueda producir efectos en 

un procedimiento judicial, la persona mediadora entregará a las partes implicadas un 
certificado, en el que hará constar la fecha del inicio y finalización del procedimiento y si han 
alcanzado o no algún acuerdo, sin especificar ningún otro dato.

CAPÍTULO VI
Régimen sancionador

Artículo 25.  Disposiciones de carácter general.
1. Constituyen infracciones administrativas, en las materias reguladas en esta ley, las 

acciones u omisiones de los distintos sujetos responsables tipificadas y sancionadas en los 
artículos siguientes.
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2. Las infracciones administrativas establecidas en la presente ley se entienden sin 
perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otro orden en que puedan incurrir sus 
autores.

3. El plazo máximo para la tramitación y resolución del procedimiento sancionador será 
de seis meses desde la fecha de inicio. Sobrepasado dicho plazo, se producirá la caducidad 
del procedimiento en la forma y en los términos previstos por la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, y, en su caso, por la Ley 2/1998, de 20 de febrero, de la Potestad 
Sancionadora de las Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

Artículo 26.  Tipos de infracciones.
Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 27.  Infracciones leves.
Son infracciones leves:
a) La negativa a proporcionar al departamento del Gobierno Vasco competente en 

materia de mediación familiar los datos estadísticos contemplados en el artículo 13, apartado 
l, de esta ley.

b) El abandono de la función mediadora con causa justificada, sin haberlo comunicado 
con la antelación suficiente.

c) No informar al inicio del procedimiento de los extremos contenidos en el artículo 21.
d) Mantener locales, instalaciones, mobiliario y enseres con deficiencias en su estado, en 

su funcionamiento o en su limpieza e higiene, sin que se derive de ello riesgo para la 
integridad física o la salud de los usuarios.

e) El incumplimiento de cualquier otro deber de las personas mediadoras impuesto en la 
presente ley que no se encuentre tipificado como infracción grave o muy grave.

Artículo 28.  Infracciones graves.
Son infracciones graves:
a) El cobro por la actividad mediadora en aquellos supuestos en los que la prestación 

deba realizarse de modo gratuito.
b) Falsear los documentos y datos requeridos por el departamento del Gobierno Vasco 

competente en materia de mediación familiar.
c) La realización de actuaciones que perjudiquen la actividad de la mediación o de los 

profesionales de la mediación.
d) La dilación del proceso por causa imputable en exclusiva a la persona mediadora.
e) La grave falta de atención o consideración a las partes sometidas a mediación.
f) Haber sido sancionado por la comisión de tres faltas leves en un período de un año.
g) El inicio de las funciones sin aceptación previa de las partes.
h) El abandono de la función mediadora sin causa justificada.
i) La intervención en un proceso de mediación cuando se dé alguna de las causas de 

incompatibilidad o abstención.
j) La grave falta de respeto a las personas sometidas a mediación.
k) El incumplimiento del deber de redacción de las actas inicial y final del procedimiento.
l) No facilitar a las partes copia del compromiso de mediación.

Artículo 29.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves:
a) Permitir la adopción de acuerdos manifiestamente ilegales.
b) Comenzar o proseguir la mediación en aquellos supuestos excluidos de la misma, 

según el artículo 5.4 de la presente ley.
c) Comenzar o proseguir la mediación cuando no se cumplan los principios exigidos en 

el artículo 8 de la ley.
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d) Incumplir el régimen de incompatibilidades previsto en el artículo 14 de esta ley, 
excepto que se trate del supuesto recogido en el artículo 19.2.

e) (Suprimido).
f) Toda actuación que suponga una discriminación por razón de raza, sexo, religión o 

cualquier otra condición respecto a alguna de las partes sometida a mediación.
g) El abandono de la función mediadora sin causa justificada siempre que comporte un 

grave perjuicio para alguna de las partes.
h) El mantenimiento de la función mediadora aun con el incumplimiento de alguno de los 

principios rectores.
i) Reincidir en la comisión de infracciones graves.
j) Participar en procedimientos de mediación estando suspendidos para ello.
k) La intervención en un proceso de mediación cuando se dé alguna de las causas de 

incompatibilidad o abstención de forma que cause perjuicio constatable y objetivo a 
cualquiera de las partes.

l) Valerse de representantes o intermediarios para asistir a las sesiones de mediación, en 
lugar de hacerlo personalmente.

m) Quebrar el deber de confidencialidad.
n) Recibir cualquier tipo de retribución, compensación económica o cantidad por la 

actividad mediadora en aquellos servicios públicos o privados que presten su actividad de 
modo gratuito.

ñ) Recibir cualquier tipo de retribución, compensación económica o cantidad de las 
partes por haber prestado apoyo a las personas intervinientes.

o) Impedir que las partes tengan en cuenta, en el ámbito de la mediación, los intereses 
de los menores y de las personas con discapacidad o dependientes.

p) (Suprimido).

Artículo 30.  Reincidencia.
Se considera que existe reincidencia, a los efectos de esta ley, cuando el responsable de 

la infracción haya sido sancionado, mediante resolución firme, por la comisión de otra 
infracción de las previstas en esta ley en el plazo de dos años a contar desde el mismo día 
de su notificación.

Artículo 31.  Responsabilidad.
Son responsables las personas físicas o jurídicas que realicen los hechos tipificados por 

sí solas, conjuntamente, o por medio de otra persona que les sirva como instrumento.
La responsabilidad será solidaria cuando sean varios los responsables y no sea posible 

determinar el grado de participación de cada uno de ellos en la comisión de la infracción.

Artículo 32.  Tipos de sanciones.
Las infracciones en materia de mediación familiar darán lugar a la imposición de las 

sanciones siguientes:
a) En el caso de las infracciones leves, apercibimiento por escrito.
b) En el caso de las infracciones graves, suspensión temporal para poder actuar como 

persona mediadora por un periodo de entre tres y doce meses.
c) En el caso de infracciones muy graves, suspensión temporal para poder actuar como 

persona mediadora por un periodo de entre un año y un día y tres años, y podrá imponerse 
la suspensión definitiva atendiendo a la gravedad de la infracción o a la reincidencia.

Artículo 33.  Graduación de las sanciones.
Para la aplicación de las sanciones, el órgano competente atenderá a los siguientes 

criterios de graduación:
a) Los perjuicios morales y materiales causados.
b) El riesgo generado.
c) El grado de intencionalidad o negligencia de la acción.
d) El número de personas afectadas por la infracción.
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e) El incumplimiento de advertencias y requerimientos previos.
f) La reincidencia contemplada en el artículo 31 de esta ley.
g) La gravedad del daño o perjuicio causado.
h) La medida en que el incumplimiento haya afectado a los menores, personas con 

discapacidad o personas dependientes.
i) El beneficio económico obtenido por la persona infractora.
En todo caso, las sanciones se impondrán en su mitad superior cuando la conducta de la 

persona infractora haya puesto en peligro concreto los intereses de una persona menor o 
incapaz.

Artículo 34.  Medidas provisionales.
1. Iniciado el procedimiento sancionador, el órgano administrativo competente para 

resolverlo podrá adoptar, mediante acuerdo motivado, las medidas provisionales que estime 
oportunas para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer.

2. No se podrán dictar medidas provisionales que puedan causar perjuicios de difícil o 
imposible reparación a las personas interesadas.

Artículo 35.  Régimen de prescripciones.
1. El plazo de prescripción de las infracciones administrativas en las materias previstas 

en la presente ley será el siguiente:
a) En las muy graves, cinco años.
b) En las graves, tres años.
c) En las leves, un año.
En todos los casos el plazo comenzará a contarse desde el día siguiente a aquél en el 

que la infracción se hubiera cometido.
2. El plazo de prescripción de las sanciones impuestas al amparo de la presente ley será 

el siguiente:
a) En las muy graves, tres años.
b) En las graves, dos años.
c) En las leves, un año.
En todos los casos el plazo comenzará a contarse desde el día siguiente a aquél en el 

que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción, o desde que se 
quebrase el cumplimiento de la sanción si hubiera comenzado.

Artículo 36.  Procedimiento sancionador.
El ejercicio de la potestad sancionadora se llevará a efecto de acuerdo con lo dispuesto 

en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y de conformidad con lo establecido en 
la Ley 2/1998, de 20 de febrero, de la Potestad Sancionadora de las Administraciones 
Públicas de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

Artículo 37.  Órgano competente para resolver.
El órgano competente para resolver el procedimiento sancionador en materia de 

mediación familiar será la persona titular del departamento del Gobierno Vasco que tenga 
atribuidas las funciones en dicha materia para las infracciones leves y graves, y el Consejo 
de Gobierno para las infracciones muy graves.

Artículo 38.  Registro y publicidad de sanciones.
1. En el Registro de Personas Mediadoras existirá una sección correspondiente a 

sanciones, en la que se anotarán las resoluciones firmes que por las diversas clases de 
infracciones hayan sido adoptadas.
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2. El Registro de Personas Mediadoras cancelará la anotación de las sanciones en los 
términos que se establezcan reglamentariamente.

Disposición transitoria única.  
Los servicios y/o programas públicos y sociales de mediación familiar que se encuentren 

en funcionamiento a la entrada en vigor de la presente ley podrán continuar cumpliendo las 
tareas que ejercían hasta ese momento durante un período máximo de un año desde la 
entrada en vigor de la presente ley. A la finalización de dicho plazo, en cambio, habrán de 
adaptarse al artículo 4 de la forma en que quede establecido reglamentariamente, según lo 
recogido en la disposición final primera.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
1. La organización, desarrollo y funcionamiento del Registro de Personas Mediadoras del 

Consejo Asesor de la Mediación Familiar se establecerán reglamentariamente en el plazo de 
un año a partir de la entrada en vigor de la presente ley.

2. La regulación de los aspectos materiales y funcionales de los servicios de mediación 
familiar públicos y privados se realizará reglamentariamente en el plazo de un año desde la 
promulgación de la presente ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del País Vasco».
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§ 147

Ley 5/2012, de 23 de febrero, sobre Entidades de Previsión Social 
Voluntaria. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 47, de 6 de marzo de 2012
«BOE» núm. 65, de 16 de marzo de 2012

Última modificación: 4 de julio de 2014
Referencia: BOE-A-2012-3754

[ . . . ]
CAPÍTULO X

Órganos de gobierno de la entidad

[ . . . ]
Artículo 57.  Solución de conflictos.

1. De conformidad con lo establecido en la presente ley y la normativa vigente, los 
estatutos deben recoger el régimen y el procedimiento para interponer, con carácter previo a 
la vía jurisdiccional, las reclamaciones que procedan frente a los acuerdos de los órganos de 
gobierno, pudiendo someterse a fórmulas de mediación o arbitraje reguladas en la normativa 
de consumo.

2. Sin perjuicio de lo anterior, las entidades de previsión social voluntaria de la modalidad 
individual deberán designar, a través de la asamblea general, un defensor o defensora del 
asociado que, de manera profesional e independiente del socio protector o promotor, velará 
por los derechos de los socios ordinarios y de los beneficiarios, resolviendo las 
reclamaciones que voluntariamente se le sometan.

[ . . . ]
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§ 148

Ley 7/2015, de 30 de junio, de relaciones familiares en supuestos de 
separación o ruptura de los progenitores. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 129, de 10 de julio de 2015
«BOE» núm. 176, de 24 de julio de 2015
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2015-8275

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. La presente Ley tiene por objeto regular las relaciones familiares derivadas de los 

procedimientos siguientes:
a) Los de nulidad, separación o divorcio y extinción de las parejas de hecho.
b) Los de modificación de medidas adoptadas en ellos.
c) Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de las hijas e hijos menores.
d) Los que versen sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en 

nombre de las hijas e hijos comunes.
Igualmente, esta ley tiene por objeto garantizar, salvo circunstancias excepcionales, las 

relaciones continuadas de los progenitores con sus hijos e hijas y de estos con sus 
hermanos o hermanas, abuelos y otros parientes y personas allegadas.

2. A los efectos previstos en el apartado anterior, se facilitará el acuerdo entre los 
progenitores a través de la mediación familiar.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De los pactos en previsión de ruptura de la convivencia y convenio regulador

Artículo 4.  Pactos en previsión de ruptura de la convivencia.
1. Los pactos que prevean la ruptura de la convivencia y regulen las nuevas relaciones 

familiares podrán otorgarse antes o durante dicha convivencia.
2. Tales pactos tendrán, en todo o en parte, el contenido que se prevé para el convenio 

regulador.
3. Para su validez, estos pactos habrán de otorgarse en escritura pública, y quedarán sin 

efecto en caso de no contraerse matrimonio o iniciarse la convivencia en el plazo de un año.
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4. Los pactos podrán contener la previsión y compromiso de acudir, con carácter previo a 
la vía judicial, a la mediación familiar, con el objeto de resolver mediante el diálogo aquellos 
conflictos que puedan surgir tras la ruptura.

5. Estos pactos serán válidos y obligarán a todos los firmantes aun cuando no contengan 
todos los extremos mínimos de un convenio regulador. En tal caso, la validez y eficacia se 
limitará a los aspectos pactados.

Únicamente serán susceptibles de ejecución judicial los pactos previamente aprobados 
por el juez.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De la mediación familiar

Artículo 6.  De la mediación familiar.
1. Los progenitores podrán en todo momento someter voluntariamente sus discrepancias 

a mediación familiar con vistas a lograr un acuerdo sobre el régimen de custodia, entre otros 
aspectos. El sometimiento a la mediación familiar será obligatorio con anterioridad a la 
presentación de acciones judiciales cuando así se hubiera pactado expresamente antes de 
la ruptura.

2. Una vez iniciado el proceso, el juez, a iniciativa propia o a petición de una de la partes, 
y a los efectos de facilitar un acuerdo entre estas, podrá derivarlas con carácter obligatorio a 
una sesión informativa de mediación intrajudicial a fin de que sean informadas sobre dichas 
medidas, su funcionamiento y beneficios. En dicha sesión las partes podrán comunicar al 
mediador o mediadora su decisión de continuar o no el proceso de mediación.

3. Iniciado el procedimiento judicial, en cualquier momento los progenitores, de mutuo 
acuerdo, podrán solicitar al juez su suspensión para someterse a mediación familiar, 
acordándose el tiempo necesario para ello. El procedimiento judicial se reanudará si lo 
solicita cualquiera de las partes o en caso de alcanzarse un acuerdo en la mediación.

4. La eficacia de los acuerdos alcanzados en mediación quedará sujeta a su aprobación 
judicial, en los términos del artículo 5.8 de la presente Ley.

[ . . . ]
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§ 149

Ley 13/2016, de 28 de julio, de Turismo. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 152, de 11 de agosto de 2016

«BOE» núm. 219, de 10 de septiembre de 2016
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2016-8346

[ . . . ]
TÍTULO IV

Las personas usuarias turísticas

[ . . . ]
Artículo 17.  Arbitraje de conflictos.

Sin perjuicio de la libertad de las personas usuarias de servicios turísticos y de las 
empresas turísticas en la elección de la vía legal para la resolución de discrepancias y 
conflictos que se produzcan entre sí, las personas usuarias de servicios turísticos podrán 
plantear solicitudes de arbitraje para resolver sus quejas o reclamaciones, con arreglo al 
vigente sistema arbitral de consumo.

[ . . . ]
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§ 150

Ley 11/2019, de 20 de diciembre, de Cooperativas de Euskadi. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 247, de 30 de diciembre de 2019

«BOE» núm. 14, de 16 de enero de 2020
Última modificación: 29 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2020-615

TÍTULO I
De la sociedad cooperativa

[ . . . ]
CAPÍTULO XI

Disolución y liquidación

[ . . . ]
Artículo 96.  Funciones de las liquidadoras o liquidadores.

1. Cuando sean varias las liquidadoras o liquidadores, la asamblea general determinará 
el régimen aplicable.

2. Las liquidadoras o liquidadores estarán facultados para realizar cuantas operaciones 
sean necesarias para la liquidación. Para el cumplimiento de las funciones que se les 
encomiendan, ostentarán la representación de la cooperativa en juicio y fuera de él, 
obligando a la sociedad frente a terceras personas no socias en los mismos términos que los 
establecidos para el órgano de administración de la cooperativa.

En particular, deberán:
a) Suscribir el inventario y balance inicial aludido en el artículo anterior.
b) Llevar y custodiar los libros y correspondencia de la cooperativa y velar por la 

integridad de su patrimonio.
c) Realizar las operaciones pendientes y las nuevas que sean necesarias o convenientes 

para la liquidación de la cooperativa.
d) Enajenar los bienes sociales.
e) Reclamar y percibir los créditos pendientes, sea contra terceras personas no socias o 

contra las personas socias.
f) Concertar transacciones y arbitrajes cuando así convenga a los intereses sociales.
g) Pagar a los acreedores y a las personas socias y transferir el remanente de la 

cooperativa conforme a lo establecido en el artículo 98.
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3. Las liquidadoras o liquidadores terminan sus funciones por haberse realizado la 
liquidación, por revocación acordada en asamblea general o por decisión judicial mediante 
justa causa a petición de un grupo de personas socias que represente el veinte por ciento de 
los votos. Las liquidadoras o liquidadores responderán en los mismos términos establecidos 
para las personas administradoras.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Del asociacionismo cooperativo

CAPÍTULO I
Asociaciones cooperativas

[ . . . ]
Artículo 164.  Uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas.

1. Dos o más cooperativas del mismo sector de actividad económica podrán constituir 
una unión de cooperativas.

2. Las sociedades cooperativas de la misma clase, inscritas o domiciliadas en la 
Comunidad Autónoma del País Vasco, podrán constituir federaciones entre sí o con uniones 
de cooperativas.

Cuando asocien más del cincuenta por ciento de las cooperativas inscritas en el Registro 
de Cooperativas de Euskadi, con actividad acreditada ante el mismo, o cuando el número de 
personas socias de las entidades federadas sea superior a dicho porcentaje respecto al total 
de personas socias de las cooperativas activas e inscritas en el citado Registro, deberán 
añadir a su denominación social las palabras «de Euskadi».

Las federaciones de cooperativas de Euskadi de distintas clases podrán fusionarse entre 
sí para crear federaciones representativas de diversas clases de cooperativas.

3. Las federaciones de cooperativas podrán constituir confederaciones.
Cuando una confederación agrupe, al menos, al sesenta por ciento de las federaciones 

de cooperativas de Euskadi registradas, se denominará «Confederación de Cooperativas de 
Euskadi».

4. Corresponde a las uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas:
a) Representar a las personas miembros que asocien de acuerdo con lo que establezcan 

sus estatutos.
b) Ejercer la conciliación en los conflictos surgidos entre sus entidades asociadas o entre 

estas y sus personas socias.
c) Organizar servicios de asesoramiento, asistencia jurídica, contable y técnica y cuantos 

sean convenientes a los intereses de sus asociadas.
d) Fomentar la promoción y formación cooperativa.
e) Colaborar con el Registro de Cooperativas de Euskadi en las tareas de actualización y 

depuración del censo de sociedades inscritas en aquel.
f) Ejercer cualquier otra actividad de naturaleza análoga.
5. Las uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas constituidas al amparo 

de esta ley deberán depositar en el Registro de Cooperativas de Euskadi, por medio de sus 
promotores, para adquirir personalidad jurídica y plena capacidad de obrar, el acta de 
constitución, que habrá de contener:

a) Relación de las entidades promotoras.
b) Certificación del acuerdo de asociación.
c) Composición de los órganos de representación y gobierno de la entidad.
d) Certificaciones del Registro de Cooperativas del ministerio competente en materia de 

trabajo y del Registro de Cooperativas de Euskadi, de que no existe otra entidad con idéntica 
denominación.

e) Los estatutos asociativos, que contendrán:
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1. La denominación de la entidad.
2. El domicilio y el ámbito territorial y funcional de actuación de la entidad.
3. Los órganos de representación y administración y su funcionamiento, así como el 

régimen de elección de sus cargos.
4. Los requisitos y procedimientos para la adquisición y pérdida de la condición de 

entidad asociada, así como el régimen de modificación de estatutos, fusión y disolución de la 
entidad.

5. El régimen económico de la entidad, estableciendo el carácter, procedencia y el 
destino de sus recursos, así como los medios que permitan a las asociadas conocer la 
situación económica.

6. Las actuaciones del Registro de Cooperativas de Euskadi respecto a las entidades 
reguladas en este artículo no tendrán carácter constitutivo y se acomodarán al régimen 
registral sobre asociaciones.

7. Será de aplicación a las uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas lo 
regulado en la presente ley sobre contabilidad y auditoría de cuentas. Además, en lo no 
regulado expresamente en los estatutos asociativos, se estará a lo dispuesto por la presente 
ley con carácter general.

CAPÍTULO II
Consejo Superior de cooperativas de Euskadi

Artículo 165.  Naturaleza, composición y funciones.
1. El Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi, constituido como máximo órgano de 

promoción y difusión del cooperativismo, se configura como una entidad pública de carácter 
consultivo y asesor de las administraciones públicas vascas para todos los temas que 
afecten al cooperativismo.

Gozará de personalidad jurídica propia, distinta de la de la Administración de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco, y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de 
sus funciones.

2. Corresponden al Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi las funciones 
siguientes:

a) Difundir los principios del movimiento cooperativo; facilitar y colaborar en la 
investigación, planificación y ejecución de los programas de desarrollo y fomento del 
cooperativismo, y promover la educación y formación cooperativa.

b) Informar, con carácter preceptivo, los proyectos de disposiciones legales y 
reglamentarias que afecten directamente a las cooperativas o a sus organizaciones, así 
como realizar estudios, proposiciones y dictámenes sobre materias de su competencia. 
Informará, así mismo, las bases reguladoras de las subvenciones que afecten directamente 
a las cooperativas o a sus organizaciones.

c) Colaborar con la Administración en orden a la difusión y cumplimiento de lo previsto 
en la presente ley y, en especial, de los principios cooperativos. En concreto, velará por el 
cumplimiento de los principios cooperativos, especialmente el control democrático y la 
participación económica de las personas socias, sin perjuicio de las funciones inspectoras 
que corresponden al Gobierno Vasco o a otras administraciones públicas, de conformidad 
con el artículo 147.1.

d) Organizar servicios de interés común para las federaciones de cooperativas y, en su 
caso, para estas últimas.

e) Contribuir al perfeccionamiento del régimen legal e institucional del ordenamiento 
socioeconómico de la Comunidad Autónoma del País Vasco y participar en las instituciones 
y organismos existentes para su logro.

f) Intervenir por vía de arbitraje en las cuestiones litigiosas que se susciten entre las 
cooperativas, entre estas y sus personas socias, o en el seno de las mismas entre personas 
socias, cuando ambas partes lo soliciten o estén obligadas a ello a tenor de sus estatutos, 
reglamento interno o por cláusula compromisoria. En todo caso, la cuestión litigiosa debe 
recaer sobre materias de libre disposición por las partes conforme a derecho y afectar 
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primordialmente a la interpretación y aplicación de principios, normas, costumbres y usos de 
naturaleza cooperativa.

Las personas socias de las cooperativas, cualquiera que sea su clase, antes de acudir 
para la resolución de los conflictos que se puedan suscitar entre ellas y la cooperativa, 
derivados de su condición de tal, a la jurisdicción competente o a la resolución extrajudicial, 
deberán agotar previamente la vía interna cooperativa establecida en la presente ley, en sus 
normas de desarrollo, en los estatutos sociales o en las normas internas de la cooperativa.

g) Las demás que le encomienda la presente ley.
3. El Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi estará integrado por representantes 

de las cooperativas, del Gobierno Vasco, de las diputaciones forales de los tres territorios 
históricos y de las universidades del País Vasco.

La representación de las cooperativas, que será mayoritaria en el consejo, se realizará a 
través de la Confederación de Cooperativas de Euskadi.

4. La estructura, composición y funciones de los órganos del consejo, el sistema de 
elección y atribuciones de la presidencia y de la secretaría general técnica, así como el 
régimen laboral de su personal, se determinarán reglamentariamente.

5. Bajo el principio de autonomía económico-financiera, el Consejo Superior de 
Cooperativas de Euskadi aprueba y ejecuta su presupuesto, que se financiará con:

a) Las cantidades que le sean asignadas en los Presupuestos Generales de la 
Comunidad Autónoma de Euskadi.

b) Las cantidades definidas en el artículo 98.2, párrafos a) y d), de esta ley.
c) Las aportaciones del movimiento cooperativo.
d) Los productos de sus actividades y bienes.
e) Cualquier otro ingreso que tenga reconocido normativamente o que reciba, sea de 

origen público o privado, a título oneroso o lucrativo.
6. El Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi someterá a auditoría externa las 

cuentas anuales que apruebe, las cuales habrán sido formuladas de conformidad con el 
marco normativo de información financiera que le resulte de aplicación.

[ . . . ]
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§ 151

Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 245, de 26 de diciembre de 2022

«BOE» núm. 5, de 6 de enero de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-353

[ . . . ]
TÍTULO XIV

De la negociación colectiva en las administraciones públicas vascas

[ . . . ]
Artículo 199.  Solución extrajudicial de conflictos colectivos.

1. Con independencia de las atribuciones fijadas por las partes a las comisiones 
paritarias previstas en la normativa básica del empleo público para el conocimiento y 
resolución de los conflictos derivados de la negociación, aplicación e interpretación de los 
pactos y acuerdos, las administraciones públicas vascas y las organizaciones sindicales a 
que se refiere este título podrán acordar la creación, configuración y desarrollo de sistemas 
de solución extrajudicial de conflictos colectivos.

Los conflictos a que se refiere el apartado anterior podrán ser los derivados de la 
negociación, aplicación e interpretación de los pactos y acuerdos sobre las materias 
señaladas en el artículo 191.1.c), excepto para aquellas en que exista reserva de ley.

2. El Gobierno Vasco, previo acuerdo con las organizaciones sindicales más 
representativas, y a propuesta del departamento competente en materia de empleo público, 
podrá crear un órgano de mediación y arbitraje que tenga como finalidad la solución 
extrajudicial de conflictos colectivos en la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Euskadi y determinar reglamentariamente los procedimientos para la utilización de estos 
sistemas.

En tanto no se proceda a la creación de dicho nuevo órgano, las labores de mediación y 
arbitraje destinadas a la solución extrajudicial de conflictos colectivos que afectan al personal 
laboral de la Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi se asignan al Consejo 
de Relaciones Laborales, conforme a lo previsto en el artículo 3 de la Ley 4/2012, de 23 de 
febrero, de Lan Harremanen Kontseilua/Consejo de Relaciones Laborales.

3. Las administraciones públicas vascas podrán acudir al órgano de mediación y arbitraje 
al que se refiere el apartado anterior cuando para el conocimiento y resolución de conflictos 
colectivos la administración correspondiente y las organizaciones sindicales más 
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representativas hayan acordado la utilización de sistemas de solución extrajudicial de 
conflictos colectivos.

4. Los sistemas de resolución de conflictos podrán estar integrados por procedimientos 
de mediación y arbitraje. La mediación será obligatoria cuando lo solicite una de las partes y 
las propuestas de solución que ofrezcan quien o quienes realicen la mediación podrán ser 
libremente aceptadas o rechazadas por las mismas.

Mediante el procedimiento de arbitraje, las partes podrán acordar voluntariamente 
encomendar a un tercero la resolución del conflicto planteado, comprometiéndose de 
antemano a aceptar el contenido de la misma.

5. El acuerdo logrado a través de la mediación o de la resolución de arbitraje tendrá la 
misma eficacia jurídica y tramitación de los pactos y acuerdos regulados en esta ley siempre 
que quienes hubieran adoptado el acuerdo o suscrito el compromiso arbitral tuviesen la 
legitimación que les permita acordar, en el ámbito del conflicto, un pacto o acuerdo conforme 
a lo previsto en esta ley.

Estos acuerdos serán susceptibles de impugnación. Específicamente cabrá recurso 
contra la resolución arbitral en el caso de que no se hubiesen observado en el desarrollo de 
la actuación arbitral los requisitos y formalidades establecidos al efecto, o cuando la 
resolución hubiese versado sobre puntos no sometidos a su decisión, o que esta contradiga 
la legalidad vigente.

6. La utilización de estos sistemas se efectuará conforme a los procedimientos que 
reglamentariamente se determinen previo acuerdo con las organizaciones sindicales 
representativas.

[ . . . ]
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§ 152

Ley 2/2023, de 30 de marzo, de la actividad física y del deporte del 
País Vasco. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 73, de 18 de abril de 2023
«BOE» núm. 105, de 3 de mayo de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-10639

[ . . . ]
TÍTULO XV

Justicia deportiva

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Arbitraje y mediación

Artículo 159.  Previsiones estatutarias o reglamentarias.
1. Las normas estatutarias o reglamentarias de las federaciones deportivas deberán 

prever y regular, respectivamente, fórmulas de arbitraje y de mediación para resolver 
extrajudicialmente las diferencias que puedan plantearse entre sus miembros. La aplicación 
de dichas fórmulas se verificará en los términos, condiciones y efectos de la legislación 
general sobre arbitraje y en la legislación sobre mediación en asuntos civiles y mercantiles.

2. Dichas normas deberán contemplar los siguientes aspectos:
a) Relación de cuestiones que puedan ser objeto de arbitraje y mediación.
b) Formas de aceptación de tales fórmulas por las personas afectadas.
c) Procedimiento de aplicación de dichas fórmulas.
d) Órganos o personas encargadas de resolver el arbitraje o la mediación y 

procedimiento para su designación.
e) Fórmulas de ejecución de los laudos en los supuestos de arbitraje.

Artículo 160.  Sumisión voluntaria.
La sumisión a sistemas de arbitraje en derecho o de equidad y a un proceso de 

mediación tendrá, en cualquier caso, carácter voluntario, quedando prohibidas cualesquiera 
normas o acuerdos que obliguen a árbitras y árbitros o jueces y juezas, a técnicos y 
técnicas, a deportistas y a demás personas o entidades deportivas a resolver sus conflictos 
mediante fórmulas arbitrales o de mediación.
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Artículo 161.  Promoción del arbitraje.
Los poderes públicos del País Vasco deberán promover la creación de entidades con 

funciones arbitrales y divulgar entre las personas que forman el movimiento deportivo la 
cultura del arbitraje como fórmula adecuada para la resolución de los conflictos que se 
manifiesten en el seno del deporte.

Artículo 162.  Promoción de la mediación.
Los poderes públicos del País Vasco deberán promover el procedimiento de mediación 

como fórmula alternativa idónea para la resolución de los conflictos deportivos aprobando 
medidas para que las agentes y los agentes deportivos acudan a la mediación en los 
términos y bajo las condiciones establecidas por la legislación estatal en materia de 
mediación de asuntos civiles y mercantiles.

[ . . . ]
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§ 153

Ley 4/2023, de 27 de abril, del Estatuto de las personas 
consumidoras y usuarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 87, de 10 de mayo de 2023
«BOE» núm. 135, de 7 de junio de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-13537

[ . . . ]
TÍTULO IV

Actuaciones administrativas en el ámbito de la resolución de conflictos de 
consumo

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 86.  Promoción y desarrollo de sistemas alternativos de resolución de conflictos.
1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo facilitará el acceso de las personas 

consumidoras y usuarias y de las personas empresarias a sistemas alternativos de 
resolución de conflictos derivados de las relaciones de consumo, en colaboración con las 
asociaciones de personas consumidoras y usuarias y con las asociaciones empresariales.

2. Lo dispuesto en este título con respecto a Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo 
será de aplicación igualmente a los ayuntamientos que, a través de las oficinas municipales 
de información a las personas consumidoras y usuarias, tramiten quejas, reclamaciones y 
denuncias y desarrollen funciones de mediación, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 6.4.

Artículo 87.  Procedencia de los sistemas alternativos de resolución de conflictos.
1. La resolución alternativa de conflictos derivados de las relaciones de consumo se 

canalizará a través de la mediación y el arbitraje de consumo, sin perjuicio de otros 
procedimientos específicos previstos para determinados sectores de la actividad.

2. Las personas consumidoras y usuarias, así como las personas empresarias, podrán 
someterse, con carácter voluntario, a los sistemas alternativos de resolución de conflictos 
derivados de las relaciones de consumo, siempre que afecten a materias sobre las que 
puedan disponer libremente.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

– 635 –



Artículo 88.  Utilización de medios electrónicos y telemáticos.
Se promoverá la implantación de sistemas electrónicos para la presentación y resolución 

de quejas, reclamaciones y denuncias y el desarrollo de la mediación y el arbitraje de 
consumo. Se garantizará que las personas consumidoras y usuarias puedan seguir 
planteando estos temas de forma presencial o telefónica, para evitar la brecha digital.

CAPÍTULO II
Tramitación de quejas, reclamaciones y denuncias

Artículo 89.  Quejas, reclamaciones y denuncias.
1. Las personas consumidoras y usuarias, directamente o por medio de las asociaciones 

que las representan, tienen derecho a hacer llegar a la Administración quejas, reclamaciones 
y denuncias en materia de consumo.

2. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo o los servicios municipales competentes, 
en su caso, trasladarán el resultado de la tramitación a las personas que hayan presentado 
una queja o reclamación.

3. Las reclamaciones podrán dar lugar a la iniciación de un procedimiento de mediación, 
de conformidad con lo dispuesto en el siguiente capítulo.

4. Cuando a consecuencia de la presentación de una denuncia se incoe procedimiento 
sancionador, se comunicará tal circunstancia a la persona denunciante.

5. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento de tramitación de las quejas, 
reclamaciones y denuncias que se presenten.

Artículo 90.  Hojas de reclamaciones.
1. Con objeto de facilitar la presentación de quejas, reclamaciones y denuncias, en todos 

los establecimientos comerciales se pondrá a disposición de las personas consumidoras y 
usuarias, hayan o no contratado con la persona empresaria, hojas de reclamaciones, en 
papel o formato electrónico, con los requisitos que se establezcan reglamentariamente.

2. Dicha obligación abarca a todas las personas físicas o jurídicas, titulares de 
establecimientos comerciales o de prestación de servicios, públicos o privados, situados en 
la Comunidad Autónoma de Euskadi.

3. Así mismo, la obligación incluye a las personas empresarias que no dispongan de 
establecimiento físico y las que operen a través de medios electrónicos, siempre que 
suministren bienes o servicios directamente a las personas consumidoras y usuarias, y 
tengan su domicilio social o fiscal en la Comunidad Autónoma de Euskadi.

4. La existencia de hojas de reclamaciones no impedirá la presentación de quejas, 
reclamaciones o denuncias a través de otros medios.

5. Reglamentariamente se establecerán los requisitos y la forma de presentación de las 
hojas de reclamaciones.

CAPÍTULO III
Mediación

Artículo 91.  Principios de actuación.
1. La actividad de mediación se ajustará a los principios de voluntariedad, imparcialidad, 

neutralidad y confidencialidad.
2. Las partes serán libres para acogerse a la mediación, así como de desistir de ella en 

cualquier momento.
3. Se ha de garantizar la igualdad de oportunidades de las partes y el equilibrio de sus 

posiciones, sin que la persona mediadora pueda actuar en perjuicio o interés de cualquiera 
de ellas.

4. La función de mediación ha de desarrollarse con neutralidad y, en consecuencia, la 
persona mediadora debe intentar ayudar a las partes a alcanzar por sí mismas los acuerdos 
pertinentes, sin imponer ninguna solución ni medida concreta.
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5. La persona mediadora se abstendrá de intervenir cuando concurra un conflicto de 
intereses con alguna de las partes.

6. Tanto la persona mediadora como las partes asumen un deber de confidencialidad y 
se comprometen a mantener el secreto sobre la mediación, de modo que no podrán revelar 
la información que hayan podido obtener como consecuencia de su participación en la 
mediación.

Artículo 92.  Procedimiento de mediación.
1. El procedimiento de mediación se iniciará por solicitud de una de las partes, con el 

acuerdo de la otra, o en cumplimiento de un pacto de sometimiento a mediación.
2. El procedimiento se tramitará de acuerdo con la voluntad de las partes, con respeto a 

los principios de lealtad, buena fe y respeto mutuo.
3. La persona mediadora podrá pertenecer a los servicios correspondientes de 

Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo o de los ayuntamientos, cuando estos dispongan 
de oficina municipal de información a las personas consumidoras y usuarias, o estar 
acreditada para tales funciones.

4. El procedimiento de mediación será gratuito para las personas consumidoras y 
usuarias.

5. El procedimiento de mediación podrá ser aplicado a cualquier relación de consumo, 
salvo que exista una regulación sectorial específica.

Artículo 93.  Naturaleza de los acuerdos.
1. Los acuerdos a los que lleguen las partes tras el procedimiento de mediación serán 

vinculantes en los términos que las propias partes hayan fijado.
2. Dichos acuerdos se deberán formalizar por escrito suscrito por las partes y la persona 

mediadora.
3. Los acuerdos serán ejecutivos con arreglo a la legislación vigente.

Artículo 94.  Acreditación de entidades de resolución alternativa de conflictos.
Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo tendrá la consideración de autoridad 

competente para la acreditación de entidades de resolución alternativa de conflictos en 
materia de consumo, establecidas en el ámbito territorial de Euskadi, en relación con los 
procedimientos de mediación regulados en este título.

CAPÍTULO IV
Arbitraje

Artículo 95.  Junta Arbitral de Consumo de Euskadi.
1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo ejercerá las funciones de fomento, gestión 

y desarrollo del sistema arbitral de consumo a través de la Junta Arbitral de Consumo de 
Euskadi y coordinará su funcionamiento con los ayuntamientos.

2. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo promoverá la adhesión a la Junta Arbitral 
de Consumo de las asociaciones de personas consumidoras y usuarias, de las personas 
empresarias y profesionales y de sus respectivas organizaciones, con las que podrá suscribir 
convenios de colaboración con tal finalidad.

3. El Gobierno Vasco impulsará la firma de convenios para el establecimiento de colegios 
arbitrales, dependientes de la Junta Arbitral de Consumo de Euskadi, en aquellos municipios 
o mancomunidades que, debido a su población o número de solicitudes de arbitraje, así lo 
soliciten.

Artículo 96.  Adhesión al arbitraje en el sector público y la contratación pública.
1. Las empresas del sector público vasco deberán acordar, de conformidad con las 

normas que regulen su actuación, su adhesión al sistema arbitral de consumo.
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Se exceptúan de esta obligación las empresas públicas que cuenten con un sistema 
específico de resolución de reclamaciones establecido normativamente.

2. Cuando cualquiera de las entidades públicas de Euskadi enumeradas en el artículo 
82.1 de esta ley celebre un contrato de concesión de obras, concesión de servicios o de los 
previstos en el artículo 312 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, con un operador económico 
que ofrezca bienes o servicios a la persona consumidora y usuaria mediante una relación de 
consumo incluirá, como condición especial de ejecución en los pliegos de contratación, la 
adhesión de la empresa adjudicataria al sistema arbitral de consumo como método de 
resolución de conflictos entre la contratista y las personas consumidoras y usuarias.

Artículo 97.  Valoración de la adhesión al arbitraje.
1. La adhesión al sistema arbitral de consumo se considerará como mérito objetivo en la 

valoración de los premios a la calidad que otorguen las administraciones públicas vascas a 
aquellas personas empresarias que ofrezcan bienes y servicios a las personas 
consumidoras y usuarias.

2. Las normas reguladoras de las ayudas o subvenciones valorarán la procedencia de la 
inclusión de dicha adhesión entre los criterios objetivos de adjudicación de las ayudas o 
subvenciones.

[ . . . ]
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§ 154

Ley 2/2024, de 15 de febrero, de Infancia y Adolescencia. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 44, de 29 de febrero de 2024
«BOE» núm. 63, de 12 de marzo de 2024

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2024-4784

[ . . . ]
TÍTULO V

Prevención, detección y protección frente a situaciones de violencia contra la 
infancia y la adolescencia

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Prevención de la violencia contra la infancia y la adolescencia

[ . . . ]
Artículo 133.  Actuaciones de prevención de la violencia en casos de ruptura de la unidad 
familiar.

1. En los casos de conflicto o crisis familiar en los que se produzca la ruptura de la 
convivencia del padre y de la madre, de las personas representantes legales o de las 
personas acogedoras o guardadoras, los servicios sociales que estén interviniendo con la 
familia realizarán actuaciones específicas de acompañamiento, con el fin de garantizar la 
protección del interés superior de las personas menores de edad y evitar consecuencias 
perjudiciales para ellas.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio de la posibilidad de que 
los mencionados servicios sociales puedan desarrollar las actuaciones de prevención que 
consideren oportunas, incluida, en su caso, la orientación hacia el servicio de mediación 
familiar, así como hacia otros recursos o servicios especializados; en particular, hacia los 
servicios de terapia que prescriban los servicios de mediación familiar y hacia un 
acompañamiento profesional especializado a las responsables y los responsables legales, 
personas acogedoras o guardadoras, durante el proceso de ruptura y para el ejercicio de sus 
responsabilidades parentales. En cualquier caso, la mediación familiar no será viable si 
existe una situación de riesgo o violencia hacia la persona menor, y deberán adoptarse 
medidas efectivas e inmediatas que garanticen la salud y seguridad de la persona menor de 
edad.
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3. Con el fin de promover el recurso a la mediación familiar, el Gobierno Vasco, en el 
ejercicio de sus competencias de provisión de dichos servicios, desarrollará las siguientes 
actuaciones:

a) Promoción, difusión, publicidad e información de la mediación familiar.
b) Adopción de medidas para facilitar el acceso a los programas de terapia familiar 

prescritos en el marco de los procesos de mediación familiar, llevados a cabo por el servicio 
público de mediación familiar extrajudicial.

[ . . . ]
TÍTULO VI

Prevención, detección y protección ante situaciones de vulnerabilidad a la 
desprotección y de desprotección

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Prevención de situaciones de vulnerabilidad a la desprotección y de 
situaciones de desprotección

[ . . . ]
Artículo 169.  Medidas de apoyo en situaciones de ruptura de la unidad familiar: mediación 
familiar y puntos de encuentro.

1. En los casos de conflicto o crisis familiar en los que se produzca la ruptura de la 
convivencia de las personas progenitoras –o de una de ellas, en el caso de ruptura de 
familias reconstituidas–, con el fin de garantizar la protección del interés superior de las 
personas menores, los servicios sociales que estén interviniendo con la familia orientarán a 
esta hacia el servicio integral de mediación familiar.

2. Asimismo, si se considerara conveniente, se podrá derivar hacia otros recursos o 
servicios especializados, en particular hacia los servicios de terapia que prescriban los 
servicios de mediación familiar, así como hacia un acompañamiento profesional 
especializado a las personas progenitoras, las representantes y los representantes legales o, 
en su caso, a las personas acogedoras o guardadoras, durante el proceso de ruptura y para 
el ejercicio de sus responsabilidades parentales.

3. Con el fin de promover el recurso a la mediación familiar y a los puntos de encuentro, 
el Gobierno Vasco desarrollará las actuaciones indicadas en el artículo 133 de esta ley.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Adopción

[ . . . ]
Sección 3.ª Fase posadoptiva

[ . . . ]
Artículo 279.  Derecho a conocer los datos sobre los orígenes biológicos.

1. La conservación de la información prevista en el artículo anterior se llevará a cabo a 
los solos efectos de que las personas adoptadas, alcanzada la mayoría de edad o durante 
su minoría de edad a través de sus representantes legales, puedan ejercitar su derecho a 
conocer los datos sobre sus orígenes biológicos.

2. En todo caso, cuando el derecho regulado en este artículo haya sido ejercido por una 
persona menor de edad, a través de sus representantes legales, el acceso efectivo a los 
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datos sobre sus orígenes biológicos quedará condicionado a su edad, madurez y a un 
desarrollo evolutivo que resulte adecuado no solo para conocer, sino también para 
comprender y procesar emocionalmente su historia personal de origen y sus circunstancias 
familiares y sociales, así como para asumirlas e integrarlas como parte de su propia 
identidad.

3. Las diputaciones forales, previa notificación a las personas afectadas, prestarán a 
través de sus servicios especializados el asesoramiento y la ayuda que precisen para hacer 
efectivo el derecho a conocer los datos sobre sus orígenes biológicos. A tal efecto, cualquier 
entidad privada o pública tendrá obligación de facilitar a las diputaciones forales y al 
Ministerio Fiscal, cuando le sean requeridos, los informes y antecedentes necesarios sobre 
la persona adoptada y su familia de origen.

4. El asesoramiento y la ayuda prestada por las diputaciones forales podrá consistir en 
alguna de las siguientes actuaciones:

a) Orientación sobre el proceso de búsqueda, localización y obtención de la información 
o asesoramiento y apoyo para su compresión y procesamiento emocional y la asunción e 
integración como parte de la propia identidad.

b) Intermediación y preparación para el contacto con miembros de la familia de origen, si 
las personas implicadas prestan su consentimiento con ese propósito. A tal efecto, deberá 
llevarse a cabo un procedimiento confidencial de mediación, previo a la revelación de los 
datos, en cuyo marco tanto la persona adoptada como sus personas progenitoras biológicas 
serán informadas de las respectivas circunstancias familiares y sociales y de la actitud 
manifestada por la otra parte en relación con un posible contacto o encuentro.

5. En todo caso, las actuaciones previstas en el apartado anterior se llevarán a cabo por 
un equipo técnico especializado, cuya composición, cualificación y funciones se 
determinarán por el Gobierno Vasco, a través del departamento competente en materia de 
infancia y adolescencia, en el marco del desarrollo reglamentario que realice del 
procedimiento confidencial de mediación específico para conocer los datos sobre los 
orígenes biológicos.

6. El tratamiento y la cesión de datos de carácter personal para la realización de estas 
funciones, fundadas en el cumplimiento de una obligación legal, no precisará de la 
autorización o consentimiento de su titular.

[ . . . ]
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§ 155

Ley 13/1989, de 14 de diciembre, de organización, procedimiento y 
régimen jurídico de la Administración de la Generalidad de Cataluña. 

[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 1234, de 22 de diciembre de 1989

«BOE» núm. 11, de 12 de enero de 1990
Última modificación: 5 de agosto de 2010

Referencia: BOE-A-1990-645

[ . . . ]
TÍTULO II

La competencia administrativa

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Los conflictos de atribuciones

[ . . . ]
Artículo 53.  

1. Sin perjuicio de lo establecido por el artículo 2.1, los conflictos de atribuciones entre 
órganos u organismos dependientes de diferentes departamentos pueden ser resueltos 
mediante el arbitraje administrativo de una comisión nombrada a tal efecto por el presidente 
o presidenta de la Generalidad. Si existe un consejero o consejera primero del Gobierno, la 
comisión es nombrada a propuesta de este.

2. La Comisión de arbitraje deberá estar formada por un representante de cada uno de 
los Departamentos afectados y por un Presidente, que tendrá voto de calidad. El Presidente 
deberá tener categoría igual o superior a la de los titulares de los órganos que intervengan 
en el conflicto.

3. Los acuerdos de las Comisiones de arbitraje deberán ser adoptados dentro del plazo 
de dos meses, a partir de la fecha de constitución de éstos.

[ . . . ]
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§ 156

Ley 22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta Municipal de Barcelona. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 2801, de 8 de enero de 1999

«BOE» núm. 28, de 2 de febrero de 1999
Última modificación: 30 de diciembre de 2014

Referencia: BOE-A-1999-2518

[ . . . ]
TÍTULO IV

Participación ciudadana y derechos de los vecinos

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Derechos de los vecinos

[ . . . ]
Artículo 43.  

1. Los vecinos de Barcelona tienen derecho a ser protegidos por el Ayuntamiento ante 
las compañías públicas y privadas prestadoras de servicios públicos.

2. Con esta finalidad, y sin perjuicio de otras actuaciones, los ciudadanos pueden hacer 
uso del procedimiento arbitral municipal regulado en el artículo 141.

[ . . . ]
TÍTULO VII

Procedimiento arbitral en materia de consumo

Artículo 141.  
1. La Junta Arbitral de Consumo de Barcelona tiene la finalidad de administrar el sistema 

arbitral de consumo en el ámbito territorial del municipio de Barcelona.
2. La Junta Arbitral de Consumo es un órgano especializado de la organización 

municipal ejecutiva que debe someter su actuación a las leyes reguladoras de la defensa de 
los consumidores y usuarios, del arbitraje, así como a las disposiciones que apruebe el 
Consejo Municipal.
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3. La Junta Arbitral cumple sus funciones con independencia y objetividad, mediante el 
impulso, investigación y resolución de oficio de todas las reclamaciones que le sean 
sometidas.

[ . . . ]
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§ 157

Decreto legislativo 1/2000, de 31 de julio, por el que se aprueba el 
Texto único de la Ley del deporte. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 3199, de 7 de agosto de 2000

Última modificación: 21 de enero de 2021
Referencia: DOGC-f-2000-90007

[ . . . ]
TÍTULO 6

De la jurisdicción deportiva

[ . . . ]
CAPÍTULO 5

El Tribunal Catalán del Deporte

Artículo 139.  
1. El Tribunal Catalán del Deporte es el órgano supremo jurisdiccional deportivo en los 

ámbitos electoral, competitivo y disciplinario en Cataluña, que, con el apoyo material, de 
personal y presupuestario de la Secretaría General del Deporte, actúa con total autonomía e 
independencia, y decide en instancia administrativa sobre las cuestiones electorales, 
competitivas y disciplinarias deportivas de su competencia establecidas en la presente Ley y 
en las disposiciones reglamentarias que la desarrollan.

2. En el ámbito disciplinario, el Tribunal Catalán del Deporte tiene las siguientes 
competencias:

a) Conocer y resolver los recursos interpuestos contra los acuerdos adoptados en 
materia disciplinaria deportiva por los órganos disciplinarios de las federaciones deportivas 
catalanas, de las agrupaciones deportivas y de los clubes o asociaciones no federados, en 
los supuestos, la forma y los plazos establecidos en este título y los correspondientes 
reglamentos.

b) Conocer y resolver cualquier otra acción u omisión que, por la trascendencia que 
pueden tener en la actividad deportiva, estime oportuno tratarlas de oficio, a instancia de la 
Administración deportiva de la Generalidad.

3. En el ámbito competitivo, son competencias del Tribunal Catalán del Deporte conocer 
y resolver en última instancia sobre los recursos que se interpongan contra las resoluciones 
de los comités de apelación de las federaciones deportivas catalanas.

4. En el ámbito electoral, son competencias del Tribunal Catalán del Deporte conocer y 
resolver en última instancia administrativa sobre los recursos interpuestos contra las 
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resoluciones de las mesas del voto de censura y de las juntas electorales de los clubes y 
asociaciones deportivas no federadas y de las federaciones deportivas catalanas, así como 
contra las resoluciones de los comités de apelación de las federaciones deportivas catalanas 
adoptados por la vía de revisión de los procesos electorales o de reprobación o censura de 
la gestión del presidente o presidenta o de la junta directiva de los clubes o asociaciones 
deportivas federadas.

Artículo 140.  
El Tribunal Catalán del Deporte puede actuar para resolver de forma inapelable, 

mediante el arbitraje de equidad, las cuestiones de litigio de naturaleza jurídico-deportiva no 
reguladas en el presente título y que le hayan sido sometidas de común acuerdo por los 
interesados.

Artículo 141.  
El Tribunal Catalán del Deporte está integrado por siete miembros y un secretario o 

secretaria con voz y sin voto, todos ellos licenciados en derecho y, preferentemente, con 
experiencia en materia deportiva. Los cargos son honoríficos, si bien los miembros del 
Tribunal tienen derecho a recibir las dietas de asistencia a las reuniones, las de 
desplazamiento y una compensación por cada ponencia asignada, que debe ser fijada por el 
Gobierno.

Artículo 142.  
Los miembros del Tribunal Catalán del Deporte son nombrados por el secretario o 

secretaria general del Deporte: tres miembros a propuesta del Consejo de los Ilustres 
Colegios de Abogados de Cataluña; dos miembros a propuesta de la Unión de Federaciones 
Deportivas de Cataluña, y dos miembros a propuesta del Colegio Oficial de Profesores y 
Licenciados de Educación Física de Cataluña.

Artículo 143.  
1. Una vez designados los miembros del Tribunal Catalán del Deporte, éstos deben 

elegir entre ellos un presidente o presidenta y un vicepresidente o vicepresidenta, que deben 
ser ratificados por la Administración deportiva de la Generalidad.

2. El secretario o secretaria del Tribunal Catalán del Deporte es designado por el 
secretario o secretaria general del Deporte.

3. El Tribunal Catalán del Deporte funciona en pleno o en comisión permanente.

Artículo 144.  
1. Los miembros del Tribunal Catalán del Deporte tienen un mandato de cuatro años 

renovables y cesan en el cargo cuando finaliza el plazo para el que han sido designados, 
una vez se ha procedido a la designación de los nuevos miembros.

2. En caso de que los miembros del Tribunal dejen de asistir a las reuniones por causa 
no justificada por un período superior a tres meses, incurran en actuaciones irregulares 
manifiestas o les sea de aplicación alguna de las causas que impiden el ejercicio de 
funciones públicas, pueden ser suspendidos o cesados por el secretario o secretaria general 
del Deporte mediante resolución motivada, a propuesta de la Unión de Federaciones 
Deportivas de Cataluña o del Consejo de Ilustres Colegios de Abogados de Cataluña, según 
la procedencia del miembro afectado.

Artículo 145.  
1. En caso de vacante de un miembro titular del Tribunal Catalán del Deporte, se cubre 

de la misma forma en que fue designado el miembro vacante. Si éste es su presidente o 
presidenta o su vicepresidente o vicepresidenta, una vez cubierta la vacante, el Tribunal 
procede a la elección de aquél o de éste, para que sea ratificado por el secretario o 
secretaria general del Deporte.
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2. Si quedan vacantes al mismo tiempo la presidencia y la vicepresidencia del Tribunal 
Catalán del Deporte, mientras no se produzca su sustitución, ocupa la presidencia el vocal 
de mayor edad y la vicepresidencia, el segundo vocal de mayor edad.

Artículo 146.  
Se regularán por reglamento las funciones de los miembros del Tribunal Catalán del 

Deporte, las normas de procedimiento, las competencias y atribuciones del Pleno y de la 
Comisión Permanente del Tribunal, así como el régimen de incompatibilidades. El 
reglamento es aprobado por el Pleno del Tribunal y publicado en el DOGC.

[ . . . ]
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§ 158

Ley 13/2002, de 21 de junio, de turismo de Cataluña. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 3669, de 3 de julio de 2002
«BOE» núm. 169, de 16 de julio de 2002

Última modificación: 17 de marzo de 2023
Referencia: BOE-A-2002-14081

[ . . . ]
TÍTULO III

Los sujetos turísticos

CAPÍTULO I
Usuarios turísticos

[ . . . ]
Artículo 32.  Medios alternativos de resolución de conflictos.

1. Las administraciones turísticas han de fomentar la resolución de los conflictos que se 
produzcan entre las empresas y los usuarios de los servicios turísticos a través del arbitraje 
de consumo.

2. La Administración de la Generalidad y el departamento competente en materia de 
turismo pueden crear mecanismos de mediación o conciliación distintos del arbitraje de 
consumo, con el objetivo de que las empresas turísticas puedan utilizarlos voluntariamente 
para la resolución rápida y eficaz de los conflictos que las afecten.

[ . . . ]
Artículo 50 quinquies.  Titular de la actividad.

1. El titular de la actividad es el propietario o la persona que este autorice expresamente, 
siempre que cumpla las mismas condiciones de empadronamiento y residencia efectiva 
exigidas a los propietarios.

2. El documento de autorización del propietario debe aportarse en el trámite de 
habilitación para el inicio de la actividad.

3. En el caso de revocar la autorización, el propietario debe informar a la Administración 
municipal.

[ . . . ]
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§ 159

Decreto Legislativo 1/2002, de 24 de diciembre, por el que se 
aprueba el Texto refundido de la Ley de patrimonio de la Generalidad 

de Cataluña. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 3791, de 31 de diciembre de 2002

Última modificación: 17 de marzo de 2023
Referencia: DOGC-f-2002-90022

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PATRIMONIO DE LA GENERALIDAD DE 

CATALUÑA

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Enajenación y cesión

[ . . . ]
Artículo 25.  

1. No pueden grabarse los bienes o derechos del patrimonio de la Generalidad si no es 
con los requisitos exigidos para su enajenación.

Sin embargo, el Gobierno, a propuesta del Departamento de Economía y Finanzas, 
puede vincular los bienes inmuebles de la Generalidad, cualquiera que sea su afectación, al 
pago de una prestación periódica de las reguladas por la legislación civil catalana sobre el 
derecho de censo.

2. Tampoco no se pueden realizar transacciones sobre los bienes o derechos de la 
Generalidad ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten sobre éstos si no es 
mediante acuerdo del Gobierno, a propuesta del Departamento de Economía y Finanzas.

[ . . . ]
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§ 160

Decreto Legislativo 3/2002, de 24 de diciembre, por el que se 
aprueba el Texto refundido de la Ley de finanzas públicas de 

Cataluña. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 3791, de 31 de diciembre de 2002

Última modificación: 19 de octubre de 2023
Referencia: DOGC-f-2002-90024

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE FINANZAS PÚBLICAS DE CATALUÑA

[ . . . ]
CAPÍTULO II
Los ingresos

[ . . . ]
Artículo 12.  

1. No podrán ser alienados, gravados ni arrendados los derechos de la Hacienda de la 
Generalidad, excepto en los supuestos regulados por las leyes.

Tampoco se concederán excenciones, condonaciones, rebajas ni moratorias en el pago 
de los ingresos, excepto en los casos y en la forma que determinen las leyes.

2. Tan sólo por decreto acordado por el Gobierno se podrá transigir y someter a arbitraje 
en las contiendas que surjan sobre los derechos de la Hacienda de la Generalidad.

[ . . . ]
Artículo 71 bis.  

1. Las entidades a las que se refiere el apartado 1 del artículo 71 deben recibir cada año 
una auditoría financiera de sus cuentas anuales. En los ejercicios en que esta auditoría no 
sea incluida en el plan anual de actuaciones de control aprobado por la Intervención, debe 
realizarse con medios propios, y la entidad debe contratar a sociedades de auditoría o 
auditores de cuentas privados para que la lleven a cabo, sin perjuicio de que la Intervención 
General pueda realizar otros controles o dirigir la auditoría de cuentas anuales según el plan 
anual de actuaciones mencionado.

2. Las auditorías de las sociedades de auditoría de cuentas o auditores de cuentas 
privados a las entidades del sector público de la Generalidad, incluidas las fundaciones de 
su sector público obligadas a ser auditadas en virtud de su normativa específica, deben 
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llevarse a cabo de acuerdo con las normas de auditoría del sector público y las instrucciones 
que dicta la Intervención General.

Esta disposición no es de aplicación a las sociedades de capital del sector público de la 
Generalidad obligadas por la normativa mercantil a someter sus cuentas anuales a auditoría.

3. Las sociedades de auditoría o los auditores de cuentas individuales concurrentes, en 
relación con cada trabajo a adjudicar, no pueden ser contratados cuando el mismo año o el 
año anterior al que deben llevar a cabo el trabajo hayan realizado o realicen otros para la 
entidad sobre áreas o materias respecto de las cuales debe pronunciarse el auditor en su 
informe.

4. Los auditores no pueden ser contratados con contratos sucesivos para realizar 
trabajos sobre una misma entidad por más de diez años. Posteriormente, no podrán ser 
contratados nuevamente hasta transcurridos dos años desde la finalización del período 
anterior. La duración de los contratos para las auditorías de las sociedades de capital del 
sector público de la Generalidad obligadas por la normativa mercantil a ser auditadas queda 
sometida a la normativa específica.

[ . . . ]
Artículos 116 a 118.  

(Derogados).

[ . . . ]
Disposición adicional tercera.  Sistemas y plataformas de tramitación digital.

Los sistemas digitales o informáticos de información o tramitación de procedimientos de 
gestión de naturaleza o con incidencia económica o financiera deben ser promovidos con 
finalidad corporativa en el ámbito de la Generalidad por las unidades con competencias 
transversales en la materia, y las unidades y entidades de la Generalidad deben utilizar 
obligatoriamente los sistemas resultantes, cuya integración con el sistema y la plataforma de 
tramitación digital de información contable de la Generalidad debe garantizarse. Las 
excepciones en el uso de los sistemas resultantes deben ser por razones de singularidad y 
eficacia y debe determinarlas la unidad responsable del sistema informático corporativo 
correspondiente.

[ . . . ]
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§ 161

Ley 29/2002, de 30 de diciembre, primera Ley del Código Civil de 
Cataluña. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 3798, de 13 de enero de 2003

«BOE» núm. 32, de 6 de febrero de 2003
Última modificación: 22 de febrero de 2017

Referencia: BOE-A-2003-2410

[ . . . ]
LIBRO I

Disposiciones generales

[ . . . ]
TÍTULO II

La prescripción y la caducidad

CAPÍTULO I
La prescripción

[ . . . ]
Sección 2.ª Interrupción de la prescripción

Artículo 121-11.  Causas de interrupción.
Son causas de interrupción de la prescripción:
a) El ejercicio de la pretensión frente a los tribunales, aunque sea desestimada por 

defecto procesal.
b) El inicio del procedimiento arbitral relativo a la pretensión.
c) La reclamación extrajudicial de la pretensión.
d) El reconocimiento del derecho o la renuncia a la prescripción de la persona contra 

quien puede hacerse valer la pretensión en el transcurso del plazo de prescripción.

[ . . . ]
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Artículo 121-14.  Efectos de la interrupción.
La interrupción de la prescripción determina que empiece a correr de nuevo y 

completamente el plazo, que vuelve a computarse del siguiente modo:
a) En caso de ejercicio extrajudicial de la pretensión, desde el momento en que el acto 

de interrupción pase a ser eficaz.
b) En caso de ejercicio judicial de la pretensión, desde el momento en que la sentencia o 

la resolución que pone fin al procedimiento pasen a ser firmes, o, si aquel no ha prosperado 
por defecto procesal, desde el mismo momento del ejercicio de la acción con el que se exige 
la pretensión.

c) En caso de arbitraje, desde el momento en que se dicte el laudo, desde el 
desistimiento del procedimiento arbitral o desde la finalización de este por las demás causas 
establecidas por la ley.

d) En caso de reconocimiento del derecho al que se vincula la pretensión y en caso de 
renuncia a la prescripción en curso, desde el momento en que pasen a ser eficaces.

[ . . . ]
Artículo 121-18.  Suspensión por razón de la mediación.

1. La solicitud de inicio de la mediación, hecha de conformidad con la ley que la regula, 
suspende la prescripción de las pretensiones desde la fecha en que conste la recepción de 
dicha solicitud por el mediador o el depósito de esta ante la institución de mediación.

2. Si en el plazo de quince días naturales, a contar de la recepción o el depósito de la 
solicitud, no se firma el acta de la sesión constitutiva del procedimiento de mediación, se 
reanuda el cómputo del plazo de prescripción.

3. La suspensión se prolonga hasta la fecha de la firma del acuerdo de mediación o, 
subsidiariamente, la firma del acta final, o hasta que finaliza la mediación por alguna de las 
causas establecidas por la ley que la regula.

Artículo 121-19.  Alegación y efectos de la suspensión.
1. La suspensión de la prescripción no puede ser tenida en cuenta de oficio por los 

tribunales, sino que debe ser alegada por la parte a quien beneficia, salvo la producida en 
los supuestos establecidos por el artículo 121-16.a), cuando afecte a personas que aún son 
menores o que son incapaces.

2. El tiempo durante el cual la prescripción queda suspendida no se computa en el plazo 
de prescripción.

[ . . . ]
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§ 162

Decreto Legislativo 2/2003, de 28 de abril, por el que se aprueba el 
Texto refundido de la Ley municipal y de régimen local de Cataluña. 

[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 3887, de 20 de mayo de 2003

Última modificación: 17 de marzo de 2023
Referencia: DOGC-f-2003-90008

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY MUNICIPAL Y DE RÉGIMEN LOCAL DE 

CATALUÑA

[ . . . ]
TÍTULO XIX

Del patrimonio, las obras, las actividades, los servicios y la contratación

CAPÍTULO I
El patrimonio

[ . . . ]
Artículo 230.  Acuerdo del pleno.

Los entes locales no pueden avenirse a las demandas judiciales, hacer transacciones 
sobre sus bienes o derechos, ni someter a arbitraje las contenciones que se susciten sobre 
éstos si no es mediante acuerdo del pleno adoptado por mayoría absoluta del número legal 
de miembros de la corporación.

[ . . . ]
Disposición adicional cuarta.  Convocatorias para acceder a las distintas categorías de los 
cuerpos de extinción de incendios.

1. Las convocatorias para acceder a las diferentes categorías de los cuerpos de 
extinción de incendios aprobadas a partir del 1 de enero de 2023 tienen que determinar el 
número de plazas que han de ser provistas por mujeres para cumplir el objetivo de equilibrar 
la presencia de mujeres y hombres en las plantillas respectivas.

2. El número de plazas reservado para mujeres tiene que ser proporcional a los objetivos 
perseguidos y no puede ser superior al 40 % de las plazas convocadas ni inferior al 
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porcentaje que sea establecido por el plan de igualdad de cada administración. Como regla 
general, hasta que las administraciones no elaboren estos planes de igualdad, el porcentaje 
mínimo no puede ser inferior al 25 % de las plazas convocadas, siempre que se convoquen 
más de tres.

3. En los procedimientos selectivos a que se refiere el apartado 2, la adjudicación de las 
plazas convocadas tiene que realizarse siguiendo una única lista final de las personas que 
hayan superado el proceso, ordenadas según la puntuación obtenida, con la aplicación de 
los criterios de desempate establecidos legalmente, salvo que por este procedimiento no se 
alcance el porcentaje que determina el apartado 2, en cuyo caso se tendrá que dar 
preferencia a las candidatas mujeres, hasta alcanzar el objetivo perseguido, siempre que se 
cumplan las siguientes condiciones:

a) Tiene que haber en todos los casos una equivalencia de capacitación, determinada 
por la superación de las pruebas y los ejercicios de la fase de oposición del sistema 
selectivo.

b) Ninguna de las candidatas mujeres seleccionadas en virtud de este criterio de 
preferencia puede tener un diferencial negativo de puntuación, en la fase de oposición y, si 
procede, en la fase de concurso, de más del 15 % respecto a los candidatos hombres 
preteridos.

c) No puede aplicarse esta medida respecto a candidatos en los que concurran motivos 
de discriminación positiva legalmente determinados otros que el criterio de preferencia que 
regula la presente disposición, como la pertenencia a otros colectivos con especiales 
dificultades de acceso al empleo.

4. El criterio de preferencia que regula la presente disposición no es de aplicación si en 
el cuerpo, la escala y la categoría objeto de la convocatoria hay una presencia de 
funcionarias mujeres igual o superior al 33 %.

[ . . . ]
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§ 163

Ley 10/2003, de 13 de junio, de Mutualidades de Previsión Social. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 3914, de 30 de junio de 2003

«BOE» núm. 171, de 18 de julio de 2003
Última modificación: 13 de diciembre de 2012

Referencia: BOE-A-2003-14412

[ . . . ]
TÍTULO III

Ámbito y capacidad de actuación

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Federación, agrupación, fusión y otras formas de colaboración

Artículo 26.  Federaciones.
1. Las mutualidades pueden constituir voluntariamente federaciones, que tienen 

personalidad jurídica propia, con el objeto de representar a aquéllas y mejorar sus funciones. 
Estas federaciones deben regirse por lo establecido por sus estatutos, que deben ser 
inscritos en los registros correspondientes de acuerdo con lo dispuesto por la presente Ley, y 
pueden, asimismo, constituir agrupaciones para el cumplimiento de objetivos específicos o 
por modalidades de prestaciones con la misma finalidad.

2. Corresponden a las federaciones, además de las que sus estatutos les atribuyen, las 
siguientes funciones:

a) Prestar servicios financieros comunes.
b) Asesorar técnicamente las entidades federadas.
c) Elaborar estudios y publicaciones sobre el mutualismo de previsión social.
d) Elaborar estudios y trabajos estadísticos.
e) Participar en las comisiones de conciliación en representación de las mutualidades y 

actuar, mediante la organización de un tribunal, en la administración de arbitrajes de derecho 
privado.

f) Colaborar con la Administración pública en los ámbitos propios del mutualismo.
3. Una federación, para poder referir su denominación a un ámbito geográfico 

determinado, debe acreditar que es mayoritaria en el mismo, tanto en lo que concierne al 
número de entidades federadas como en lo que concierne al número de mutualistas y 
beneficiarios de las mutualidades federadas.
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4. Las federaciones y agrupaciones, una vez autorizadas, deben ser inscritas en el 
Registro de Mutualidades de Previsión Social para adquirir personalidad jurídica.

5. Las federaciones y agrupaciones se rigen, en todo lo que su normativa específica no 
regula, siempre que no sea incompatible con su naturaleza, por las mismas normas que las 
mutualidades.

6. La federación que cumple en el ámbito de Cataluña los requisitos fijados por el 
apartado 3 ejerce a todos los efectos la representación y defensa de los intereses del 
mutualismo de previsión social catalán.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Tutela administrativa

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Mecanismos de protección de los asegurados

Artículo 39.  Resolución de conflictos.
1. Los conflictos que surjan entre tomadores, asegurados, beneficiarios, terceros 

perjudicados o derechohabientes de cualquiera de ellos y la mutualidad deben resolverse 
ante los jueces y tribunales competentes.

2. Los conflictos a que hace referencia el apartado 1 se pueden someter a conciliación y 
arbitraje federativo o de la Junta Arbitral de Consumo de Cataluña, de acuerdo con los 
artículos 9 y 26, sin perjuicio de acudir a otros procedimientos arbitrales establecidos por la 
normativa vigente.

[ . . . ]
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§ 164

Ley 9/2004, de 24 de diciembre, de Creación de la Agencia Catalana 
del Consumo. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 4291, de 30 de diciembre de 2004

«BOE» núm. 40, de 16 de febrero de 2005
Última modificación: 31 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2005-2530

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA
Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de Cataluña ha aprobado y yo, en 

nombre del Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del Estatuto de autonomía 
de Cataluña, promulgo la siguiente Ley 9/2004, de 24 de diciembre, de Creación de la 
Agencia Catalana del Consumo.

PREÁMBULO
La Generalidad de Cataluña tiene asumida la competencia exclusiva en materia de 

protección de los derechos de los consumidores y usuarios en virtud del artículo 12.1.5 del 
Estatuto de autonomía. Como desarrollo de este ejercicio, el Parlamento ha aprobado a lo 
largo de distintas legislaturas numerosas leyes en estrecha conexión con la protección de la 
seguridad, la salud y los intereses económicos de la población.

La defensa y la protección de las personas, en su vertiente de consumidoras y usuarias, 
requiere, cada vez más, que se disponga de unos instrumentos ágiles y eficaces que den 
respuesta inmediata a sus necesidades y que actúen muy especialmente en el campo de la 
prevención y la resolución de conflictos.

Actualmente, la Generalidad ejerce sus competencias en materia de consumo mediante 
dos estructuras administrativas distintas: por una parte, la Subdirección General de 
Consumo, adscrita a la Secretaría General del Departamento de Comercio, Turismo y 
Consumo en virtud del Decreto 68/2004, de 20 de enero, de estructuración y 
reestructuración de varios Departamentos de la Generalidad de Cataluña; por otra, el 
Instituto Catalán del Consumo, organismo autónomo creado por la Ley 16/1987, de 9 de 
julio, con funciones de información, difusión y formación.

La voluntad de la presente Ley es la simplificación administrativa del área de consumo, 
concentrando todas sus competencias en una sola estructura que actúe de forma global, 
para mejorar la agilidad y la eficacia de los procedimientos, evitar duplicidad de funciones y 
aglutinar todos los recursos con la máxima eficiencia.

El objetivo concreto de la Ley es la creación y organización de la estructura 
administrativa y de funcionamiento de la Agencia Catalana del Consumo como organismo 
autónomo administrativo que debe convertirse en la máxima autoridad en la planificación y la 
ejecución de las políticas de consumo del Gobierno de Cataluña.
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Mediante este texto, pues, la Agencia Catalana del Consumo asume todas las 
competencias de la Generalidad en materia de consumo, entre las cuales hay que destacar 
las relativas a la información, formación, educación, mediación, arbitraje, disciplina del 
mercado, inspección, desarrollo normativo, fomento y relaciones institucionales.

La Ley fija las funciones concretas del nuevo organismo, las cuales giran alrededor de 
cinco ejes de actuación fundamentales: la protección de la seguridad y los derechos de las 
personas, la formación y la educación, la potenciación de la mediación y el arbitraje, las 
relaciones institucionales y la participación directa de las personas, representadas mediante 
las asociaciones de consumidores y usuarios y los agentes sociales y económicos.

Para garantizar los derechos inherentes a toda persona como consumidora de bienes y 
productos y como usuaria de servicios, la Agencia Catalana del Consumo debe ejercer las 
funciones de prevención –mediante el análisis de los productos y servicios–, el control de la 
disciplina del mercado –mediante la inspección y, si procede, la sanción administrativa– y la 
propuesta de desarrollo normativo sobre todos los aspectos que favorezcan dichos objetivos.

En el ámbito de la formación y la educación, la Agencia debe instruir los mecanismos 
adecuados para que las personas conozcan sus derechos como consumidores, impulsar la 
Escuela del Consumo con el objetivo de educar a los jóvenes en el ámbito del consumo 
responsable y formar a los agentes económicos en todas las materias que ayuden a 
garantizar la fluidez y calidad en las relaciones del mercado. Al mismo tiempo, debe 
fomentar un modelo de consumo sostenible social y ecológicamente y potenciar el 
conocimiento del comercio justo y solidario y de los productos ecológicos.

Otra de las funciones de la Agencia debe ser la potenciación de la mediación y el 
arbitraje del consumo, entendiendo que estas dos fórmulas son los instrumentos más 
adecuados para resolver de forma ágil y eficaz los conflictos que surgen en materia de 
consumo. Por una parte, la Agencia debe organizar el funcionamiento de la Junta Arbitral de 
Consumo de la Generalidad, y, por otra parte, cooperar en el conocimiento de las diferentes 
juntas existentes y el arbitraje en general y fomentarlo.

En el ámbito de las relaciones institucionales, se establece la colaboración y la 
coordinación de la Agencia con todas las administraciones públicas de ámbito local y estatal 
cuando actúen en el ejercicio de las funciones propias del ámbito del consumo. Asimismo, la 
Agencia debe mantener relaciones con las instituciones europeas participando en la red de 
alertas y colaborando con dichas instituciones en materia de reclamaciones transfronterizas, 
de acuerdo con los criterios de la Comisión Europea.

Finalmente, la intención de la presente Ley es abrir al máximo las puertas a la 
participación de todas las personas –representadas mediante las asociaciones de 
consumidores y usuarios– y los demás agentes que intervienen en el ámbito del consumo, 
tanto públicos como privados. Esta participación se da tanto en el seno del Consejo de 
Dirección como en la previsión de crear órganos asesores, comisiones y ponencias técnicas, 
de acuerdo con el artículo 13.

La aprobación de la presente Ley implica la supresión del Instituto Catalán del Consumo, 
puesto que sus funciones quedan asumidas por el nuevo órgano.

Artículo 1.  Creación de la Agencia Catalana del Consumo.
1. Se crea la Agencia Catalana del Consumo, como organismo autónomo administrativo 

adscrito al Departamento de la Generalidad competente en materia de consumo.
2. La Agencia Catalana del Consumo actúa con personalidad jurídica propia, autonomía 

administrativa y económica y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus 
objetivos.

3. La Agencia Catalana del Consumo se somete a lo que establecen la presente Ley, las 
disposiciones que la desarrollan, sus estatutos y las demás disposiciones de derecho 
administrativo que le son aplicables.

Artículo 2.  Objetivos y competencias.
1. Los objetivos de la Agencia Catalana del Consumo son definir, planificar, impulsar y 

ejecutar las políticas de la Generalidad en materia de defensa y protección de los 
consumidores y usuarios.
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2. Las competencias asignadas a la Agencia Catalana del Consumo son todas las que 
corresponden a la Generalidad en materia de consumo en virtud de la Constitución y el 
Estatuto de autonomía, especialmente la información, la formación, la educación, el 
asesoramiento, la mediación, el arbitraje, la inspección y el control de la disciplina del 
mercado, la difusión, la promoción, el fomento, las relaciones institucionales y la defensa de 
los derechos de las personas en el ámbito del consumo.

Artículo 3.  Funciones.
1. Para cumplir sus objetivos, la Agencia Catalana del Consumo lleva a cabo las 

funciones siguientes:
a) Orientar, informar y asesorar a los consumidores y usuarios sobre sus derechos y la 

forma de ejercerlos.
b) Promover e impulsar los estudios necesarios y la evaluación de las dinámicas de 

consumo con el objetivo de fijar los instrumentos y procedimientos que permitan a los 
consumidores y usuarios escoger mejor los productos y servicios más adecuados a sus 
necesidades y exigencias.

c) Velar para que los productos y servicios puestos a disposición de los consumidores y 
usuarios incorporen la información y alcancen los niveles de seguridad legalmente exigibles, 
y establecer campañas de prevención dirigidas especialmente a evitar el fraude, la 
información que induzca a error o sea incompleta, la publicidad engañosa y la utilización de 
cláusulas abusivas.

d) Fomentar el desarrollo de las asociaciones y entidades de defensa y protección de los 
consumidores y usuarios y cooperar con las mismas, y colaborar activamente con dichas 
asociaciones y entidades en el ejercicio de sus funciones de asesoramiento, defensa e 
información, especialmente por lo que respecta a las personas con necesidades específicas.

e) Promover la formación y la información de los consumidores y usuarios, con especial 
atención a los colectivos especialmente protegidos, con necesidades específicas, y también 
de los agentes económicos que ponen en el mercado los productos y servicios.

f) Fomentar las prácticas de un consumo social y ecológicamente sostenible, en especial 
por lo que respecta al consumo de productos y servicios respetuosos con el medio ambiente, 
tanto por lo que atañe a los recursos naturales que utilizan como a los residuos que pueden 
generar.

g) Promover la educación de los jóvenes en los hábitos del consumo responsable.
h) Fomentar el consumo de productos ecológicos y promover el conocimiento de la 

oferta de los productos de comercio justo y solidario.
i) Concluir acuerdos y convenios de colaboración en materia de información y 

asesoramiento con las organizaciones empresariales y gremiales más representativas de 
cada sector de actividad económica, dirigidos de forma especial a las empresas comerciales 
y a los consumidores y usuarios en el ámbito de los objetivos y funciones de la Agencia.

j) Relacionarse y cooperar con todas las administraciones públicas para avanzar en la 
mejora de los derechos y la protección de los consumidores y usuarios.

k) Cooperar con las administraciones locales que ejercen competencias en materia de 
consumo, potenciar el despliegue de las oficinas locales de consumo, asesorarlas en lo que 
sea necesario para el mejor ejercicio de sus funciones y suscribir convenios de colaboración 
con las mismas para compartir la dotación de los medios técnicos y materiales adecuados 
para el cumplimiento de sus finalidades.

l) Potenciar la mediación y el arbitraje como herramientas para la resolución de los 
conflictos en materia de consumo, organizando el funcionamiento de la Junta Arbitral de 
Cataluña y coordinándose con las juntas y los órganos arbitrales de ámbito municipal.

m) Ejercer las competencias de inspección y sanción en el ámbito del consumo, de 
acuerdo con las disposiciones vigentes.

n) Impulsar la protección legal efectiva de los consumidores y usuarios, iniciando las 
acciones judiciales pertinentes y personándose en las que se refieren a asuntos que 
merecen especial atención por razón de la trascendencia de los derechos que hay que 
proteger o de la alarma social que generan.
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o) Elaborar las propuestas de disposiciones relacionadas con todas las materias que 
pueden afectar a los consumidores y usuarios, e informar sobre las que hagan otras 
administraciones en este ámbito.

p) Ejercer todas las demás funciones que le sean encomendadas con relación a la 
protección y defensa de los consumidores y usuarios.

q) Velar por que se lleven a cabo los mecanismos de información con relación al 
aprovechamiento de los alimentos y la prevención de las pérdidas y el despilfarro 
alimentarios.

2. Cuando las funciones a que se refiere el apartado 1 sean concurrentes con las de 
otras administraciones u organismos de la Generalidad, deben ejercerse con sujeción a los 
principios de especialidad, subsidiariedad, cooperación, coordinación y unidad de acción.

3. Por lo que respecta a las funciones referidas al control de productos alimentarios, 
estas deben llevarse a cabo en coordinación con el departamento que tenga asumidas las 
competencias en materia de seguridad alimentaria.

[ . . . ]
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§ 165

Ley 5/2006, de 10 de mayo, del libro quinto del Código Civil de 
Cataluña, relativo a los derechos reales. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 4640, de 24 de mayo de 2006

«BOE» núm. 148, de 22 de junio de 2006
Última modificación: 17 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-2006-11130

[ . . . ]
TÍTULO III

De la adquisición, transmisión y extinción del derecho real

CAPÍTULO I
Adquisición

[ . . . ]
Sección cuarta. Usucapión

[ . . . ]
Artículo 531-25.  Interrupción.

1. La posesión para usucapir se interrumpe en los siguientes casos:
a) Cuando cesa la posesión.
b) Cuando quien adquiere por usucapión reconoce expresa o tácitamente el derecho de 

los titulares del bien.
c) Cuando los titulares del bien o una tercera persona interesada se oponen 

judicialmente a la usucapión en curso y cuando los titulares del bien y la persona que 
adquiere por usucapión acuerdan someter a arbitraje las cuestiones relativas a la usucapión.

d) Cuando los titulares del bien requieren notarialmente a los poseedores que les 
reconozcan el título de la posesión.

2. La interrupción de la posesión para usucapir hace que deba comenzar a correr de 
nuevo y completamente el plazo de esta posesión. En los casos del apartado 1.c, el nuevo 
plazo se inicia a partir de la firmeza del acto que pone fin al procedimiento.

[ . . . ]
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TÍTULO V
De las situaciones de comunidad

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Comunidad ordinaria indivisa

[ . . . ]
Sección cuarta. Extinción

[ . . . ]
Artículo 552-11.  Procedimiento de la división.

1. Cualquiera de los cotitulares, si no se ponen de acuerdo para dividir la comunidad o 
para someter la división a un arbitraje, puede instar a la autoridad judicial para que efectúe la 
división.

2. Si el bien es susceptible de adoptar el régimen de propiedad horizontal, puede 
establecerse este régimen adjudicando los elementos privativos de forma proporcional a los 
derechos en la comunidad y compensando en metálico los excesos, que no tienen en ningún 
caso la consideración de excesos de adjudicación, distribuyendo proporcionalmente las 
obras y gastos necesarios.

3. Puede efectuarse la división adjudicando a uno o más cotitulares el derecho real de 
usufructo sobre el bien objeto de la comunidad y adjudicando a otro u otros cotitulares la 
nuda propiedad.

4. El cotitular o la cotitular que lo es de las cuatro quintas partes de las cuotas o más 
puede exigir la adjudicación de la totalidad del bien objeto de la comunidad pagando en 
metálico el valor pericial de la participación de los demás cotitulares.

5. El objeto de la comunidad, si es indivisible, o desmerece notablemente al dividirse, o 
es una colección que integra el patrimonio artístico, bibliográfico o documental, se adjudica al 
cotitular o la cotitular que tenga interés en el mismo. Si existen más de uno, al que tenga la 
participación mayor. En caso de interés y participación iguales, decide la suerte. El 
adjudicatario o adjudicataria debe pagar a los demás el valor pericial de su participación, que 
en ningún caso tiene la consideración de precio ni de exceso de adjudicación. Si ningún 
cotitular tiene interés, se vende y se reparte el precio.

6. Las comunidades ordinarias que existen entre los cónyuges, en los procedimientos de 
separación, divorcio o nulidad matrimonial, pueden dividirse considerando como una sola 
división la totalidad o una parte de los bienes sometidos a este régimen, de acuerdo con el 
artículo 232-12. Se aplica el mismo criterio en los casos de separación de hecho y de ruptura 
de una pareja estable.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Régimen jurídico de la propiedad horizontal

Téngase en cuenta, sobre aplicación de este capítulo, lo establecido en la disposición 
final.2 de la Ley 5/2015, de 13 de mayo. Ref. BOE-A-2015-6013.

Sección primera. Disposiciones generales
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Subsección primera. Configuración de la comunidad

[ . . . ]
Artículo 553-3.  Cuota.

1. La cuota de participación:
a) Determina y concreta la participación que corresponde a los elementos privativos 

sobre la propiedad de los elementos comunes.
b) Sirve de módulo para fijar la participación en las cargas, los beneficios, la gestión y el 

gobierno de la comunidad y los derechos de los propietarios en caso de extinción del 
régimen.

c) Establece la distribución de los gastos y el reparto de los ingresos, salvo pacto en 
contrario.

2. Las cuotas de participación correspondientes a los elementos privativos se expresan 
en porcentaje sobre el total del inmueble y se fijan proporcionalmente a la superficie y 
ponderando el uso, el destino y los demás datos físicos y jurídicos de los bienes que integran 
la comunidad.

3. Las cuotas de participación se determinan y se modifican por acuerdo unánime de los 
propietarios o, si este no es posible, por medio de la autoridad judicial o de un procedimiento 
de resolución extrajudicial de conflictos.

4. Pueden establecerse, además de la cuota de participación, cuotas especiales para 
determinados gastos.

[ . . . ]
Subsección segunda. Constitución de la comunidad

[ . . . ]
Artículo 553-11.  Estatutos.

1. Los estatutos regulan los aspectos referentes al régimen jurídico real de la comunidad 
y pueden contener reglas sobre las siguientes cuestiones:

a) El destino, uso y aprovechamiento de los elementos privativos y de los elementos 
comunes.

b) Las limitaciones de uso y demás cargas de los elementos privativos.
c) El ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones.
d) La aplicación de gastos e ingresos y la distribución de cargas y beneficios.
e) Los órganos de gobierno complementarios de los establecidos por el presente código 

y sus competencias.
f) La forma de gestión y administración.
2. Son válidas las siguientes cláusulas estatutarias, entre otras:
a) Las que permiten las operaciones de agrupación, agregación, segregación y división 

de elementos privativos y las de desvinculación de anexos con creación de nuevas 
entidades sin consentimiento de la junta de propietarios. En este caso, las cuotas de 
participación de las fincas resultantes se fijan por la suma o la distribución de las cuotas de 
los elementos privativos afectados.

b) Las que exoneran a determinados propietarios de elementos privativos de la 
obligación de satisfacer los gastos de conservación de elementos comunes concretos, que 
pueden incluir las del portal, la escalera, los ascensores, los jardines, las zonas de recreo y 
demás espacios semejantes.

c) Las que establecen la utilización exclusiva y, si procede, el cierre de una parte del 
solar, o de las cubiertas o de cualquier otro elemento común o parte determinada de este en 
favor de algún elemento privativo.

d) Las que permiten el uso o el disfrute de elementos comunes mediante la colocación 
de carteles de publicidad.
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e) Las que limitan las actividades que pueden realizarse en los elementos privativos.
f) Las que prevén la resolución de los conflictos mediante el arbitraje o la mediación para 

cualquier cuestión del régimen de la propiedad horizontal.
3. Las normas de los estatutos que no estén inscritas en el Registro de la Propiedad no 

perjudican a terceros de buena fe.

[ . . . ]
Subsección tercera. Órganos de la comunidad

[ . . . ]
Artículo 553-25.  Régimen general de adopción de acuerdos.

1. Solo se pueden adoptar acuerdos sobre los asuntos incluidos en el orden del día.
2. Se adoptan por mayoría simple de los propietarios que han participado en cada 

votación, que tiene que representar, al mismo tiempo, la mayoría simple del total de sus 
cuotas de participación, los acuerdos que hacen referencia a:

a) La ejecución de obras o el establecimiento de servicios que tienen la finalidad de 
suprimir barreras arquitectónicas o la instalación de ascensores, aunque el acuerdo 
comporte la modificación del título de constitución y de los estatutos o aunque las obras o los 
servicios afecten a la estructura o la configuración exterior.

b) Las innovaciones exigibles para la habitabilidad, accesibilidad, seguridad del inmueble 
o eficiencia energética o hídrica según su naturaleza y características, aunque el acuerdo 
comporte la modificación del título de constitución y de los estatutos o afecten a la estructura 
o a la configuración exterior.

c) La ejecución de las obras para instalar infraestructuras comunes o equipos con la 
finalidad de mejorar la movilidad de los usuarios, para conectar servicios de 
telecomunicaciones de banda ancha o para individualizar la medición de los consumos de 
agua, gas o electricidad o para la instalación general de puntos de recarga para vehículos 
eléctricos aunque el acuerdo comporte la modificación del título de constitución y de los 
estatutos.

d) La ejecución de las obras para instalar infraestructuras comunes o equipos con el fin 
de mejorar la eficiencia energética o hídrica, así como para instalar sistemas de energías 
renovables y sus elementos auxiliares de uso común en elementos comunes, aunque el 
acuerdo comporte la modificación del título de constitución y de los estatutos o afecten a la 
estructura o la configuración exterior.

e) La ejecución de las obras para instalar infraestructuras o equipos con la finalidad de 
mejorar la eficiencia energética o hídrica, así como para instalar sistemas de energías 
renovables de utilidad particular en elementos comunes, a solicitud de los propietarios 
interesados, aunque afecten a la estructura o a la configuración exterior. El acuerdo 
adoptado incluye, si la instalación existente lo permite, el acceso de otros propietarios 
siempre que abonen el importe que les hubiera correspondido cuando se hizo la instalación, 
debidamente actualizado, así como el coste de la adaptación necesaria para tener acceso. 
Los propietarios que quieran tener acceso a las instalaciones preexistentes tienen que 
comunicarlo previamente a la presidencia o a la administración de la comunidad.

f) La participación en la generación de energías renovables compartidas con otras 
comunidades de propietarios, en la agregación de la demanda, así como también en 
comunidades energéticas locales o ciudadanas de energía, y en el ejercicio de los derechos 
derivados de esta participación, aunque el acuerdo comporte la modificación del título de 
constitución y de los estatutos.

g) Los contratos de financiación para hacer frente a los gastos derivados de la ejecución 
de las obras o de las instalaciones previstas en los apartados anteriores.

h) Las normas del reglamento de régimen interior.
i) El acuerdo de someter a mediación cualquier cuestión propia del régimen de la 

propiedad horizontal.
j) Los acuerdos que no tengan fijados una mayoría diferente para adoptarlos.
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3. Para el cálculo de las mayorías se computan los votos y las cuotas de los propietarios 
que han participado en la votación de cada uno de los puntos del orden del día, sea de 
manera presencial, sea por representación o por delegación del voto. En los casos que un 
elemento privativo pertenezca a varios propietarios, estos tienen conjuntamente un único 
voto indivisible en razón de la propiedad de dicho elemento privativo. La adopción del 
acuerdo por mayoría simple requiere que los votos y cuotas a favor superen los votos y 
cuotas en contra.

4. Los acuerdos que modifiquen la cuota de participación, los que priven a cualquier 
propietario de las facultades de uso y disfrute de elementos comunes y los que determinen la 
extinción del régimen de la propiedad horizontal simple o compleja requieren el 
consentimiento expreso de los propietarios afectados.

5. Los propietarios o titulares de un derecho posesorio sobre el elemento privativo, en 
caso de que ellos mismos o las personas con quienes conviven o trabajan sufran alguna 
discapacidad o sean mayores de setenta años, si no consiguen que se adopten los acuerdos 
a qué hacen referencia las letras a) y b) del apartado 2, pueden pedir a la autoridad judicial 
que obligue a la comunidad a suprimir las barreras arquitectónicas o a hacer las 
innovaciones exigibles, siempre que sean razonables y proporcionadas, para alcanzar la 
accesibilidad y transitabilidad del inmueble en atención a la discapacidad que las motiva.

6. A los efectos únicamente de la legitimación para la impugnación de los acuerdos y la 
exoneración del pago de gastos para nuevas instalaciones o servicios comunes, los 
propietarios que no han participado en la votación se pueden oponer al acuerdo por medio 
de un escrito enviado a la secretaría, por cualquier medio fehaciente, en el plazo de un mes 
desde que les ha sido notificado. Si una vez pasado el mes no han enviado el escrito de 
oposición, se considera que se adhieren al acuerdo.

Artículo 553-25 bis.  Régimen simplificado de adopción de acuerdos para instalaciones de 
energías renovables.

(Derogado).

Artículo 553-26.  Adopción de acuerdos por unanimidad y por mayorías cualificadas.
1. Se requiere el voto favorable de todos los propietarios con derecho al voto para:
a) Modificar las cuotas de participación.
b) Desvincular un anexo.
c) Vincular el uso exclusivo de patios, jardines, terrazas, cubiertas del inmueble u otros 

elementos comunes a uno o varios elementos privativos.
d) Ceder gratuitamente el uso de elementos comunes que tienen un uso común.
e) Constituir un derecho de sobreelevación, subedificación y edificación sobre el 

inmueble.
f) Extinguir el régimen de propiedad horizontal, simple o compleja, y convertirla en un tipo 

de comunidad diferente.
g) Acordar la integración en una propiedad horizontal compleja.
h) Someter a arbitraje cualquier cuestión relativa al régimen de la propiedad horizontal, a 

menos que haya una disposición estatutaria contraria.
2. Es necesario el voto favorable de las cuatro quintas partes de los propietarios con 

derecho al voto, que tienen que representar al mismo tiempo las cuatro quintas partes de las 
cuotas de participación, para:

a) Modificar el título de constitución y los estatutos, salvo que exista una disposición legal 
en sentido contrario.

b) Adoptar acuerdos relativos a innovaciones físicas en el inmueble, si afectan a su 
estructura o configuración exterior, salvo los supuestos regulados en las letras b), d) y e) del 
artículo 553-25.2, así como los relativos a la construcción de piscinas e instalaciones 
recreativas.

c) Desafectar un elemento común.
d) Constituir, enajenar, gravar y dividir un elemento privativo de beneficio común.
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e) Acordar cuotas especiales de gastos, o un incremento en la participación en los 
gastos comunes correspondientes a un elemento privativo por el uso desproporcionado de 
elementos o servicios comunes, de acuerdo con lo que establece el artículo 553-45.4.

f) Acordar la extinción voluntaria del régimen de propiedad horizontal por parcelas.
g) La cesión onerosa del uso y el arrendamiento de elementos comunes que tienen un 

uso común por un plazo superior a quince años.
h) Los contratos de financiación que tengan un plazo de amortización superior a quince 

años.
3. Los acuerdos de los apartados 1 y 2 se entienden adoptados:
a) Si se requiere la unanimidad, cuando han votado favorablemente todos los 

propietarios que han participado en la votación y, en el plazo de un mes desde la notificación 
del acuerdo, no se ha opuesto ningún otro propietario mediante un escrito enviado a la 
secretaría por cualquier medio fehaciente.

b) Si se requieren las cuatro quintas partes, cuando ha votado favorablemente la 
mayoría simple de los propietarios y de las cuotas participantes a la votación y, en el plazo 
de un mes desde la notificación del acuerdo, se alcanza la mayoría cualificada contando 
como voto favorable la posición de los propietarios ausentes que, en dicho plazo, no se han 
opuesto al acuerdo mediante un escrito enviado a la secretaría por cualquier medio 
fehaciente.

[ . . . ]
Disposición transitoria vigesimosegunda.  Redención de los censos constituidos de 
acuerdo con la legislación anterior a la Ley 6/1990.

1. Todos los censos, sean de la clase que sean, excepto los vitalicios, constituidos de 
acuerdo con la legislación anterior a la Ley 6/1990, de los que se haya acreditado su 
vigencia, pueden ser extinguidos por el censatario mediante la redención, sean cuales sean 
las condiciones pactadas en el título de constitución.

2. Las normas de redención de los censos son las siguientes:
a) La redención debe comprender necesariamente la pensión y los demás derechos 

inherentes al censo.
b) La redención debe formalizarse en escritura pública. El otorgamiento lo lleva a cabo el 

censatario de forma unilateral de acuerdo con lo que establecen las letras c, d, e, f, g y h, sin 
perjuicio de que la puedan formalizar el censatario y el censalista de mutuo acuerdo.

c) Al censalista le corresponde como precio de la redención la cantidad que resulta de 
calcular el 1 % del valor catastral de la finca en el momento en el que se realiza la redención, 
y un 1 % adicional, si consta inscrito en el Registro de la Propiedad el derecho de laudemio. 
Si no se conoce el valor catastral, se toma como valor de la finca lo que consta en la 
inscripción registral de la última transmisión, debidamente actualizado con el índice general 
de precios de consumo.

d) El importe de la redención se satisface en dinero y al contado o mediante el depósito 
notarial a disposición del censalista. Los gastos de la redención van a cargo del censatario.

e) No tienen eficacia, a efectos de impedir la redención del censo, la existencia de 
posibles impagos de las pensiones, de los laudemios u otros derechos devengados, 
inherentes al dominio.

f) La escritura pública de redención debe declarar la extinción del censo y hacer constar, 
en su caso, el depósito notarial del importe a disposición de las personas titulares. Asimismo, 
debe incorporar la certificación registral de la finca sobre la que recae el derecho de censo y 
la certificación catastral descriptiva y gráfica de la finca con su valor catastral. La certificación 
registral debe contener las características del censo, del laudemio y de otros derechos 
inherentes, el valor del inmueble en la última transmisión y la fecha de esta, los domicilios de 
los censalistas y, en su caso, de las personas titulares de los dominios medios, si constan en 
el Registro de la Propiedad, a efectos de la notificación. Si los domicilios no son conocidos 
debe hacerse constar tal circunstancia en la escritura pública de redención.

g) El censatario debe notificar notarialmente la redención al censalista y, en su caso, a 
los titulares de los dominios medios, en sus domicilios, en el plazo de cinco días a contar 
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desde el otorgamiento de la escritura pública. Si la notificación es infructuosa o los domicilios 
no son conocidos, el registrador cancela el censo y publica un edicto que anuncie durante 
tres meses la redención en el tablón de anuncios del ayuntamiento del término municipal 
donde radique la finca.

h) El importe de la redención del censo y de la extinción del laudemio y de otros 
derechos inherentes al dominio debe distribuirse de la siguiente forma:

Primero. Si el dominio directo es único, el total del importe corresponde a su titular.
Segundo. Si existe un dominio directo y un dominio medio, sus titulares deben percibir 

una cuarta parte y tres cuartas partes, respectivamente.
Tercero. Si concurren un dominio directo y dos medios, el titular del segundo medio debe 

cobrar dos cuartas partes y el titular del otro medio y el del directo, una cuarta parte cada 
uno.

[ . . . ]
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§ 166

Ley 3/2007, de 4 de julio, de la obra pública. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 4920, de 6 de julio de 2007
«BOE» núm. 185, de 3 de agosto de 2007
Última modificación: 30 de marzo de 2017

Referencia: BOE-A-2007-14801

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Organización administrativa

[ . . . ]
Artículo 53.  Arbitraje y otras formas de resolución convencional de incidencias.

1. Las desavenencias sobre las incidencias de carácter técnico a que se refiere el 
apartado 3 que puedan surgir entre el promotor o, si procede, el gestor y la empresa 
constructora durante la ejecución de las obras se pueden someter, si así lo acuerdan las 
partes en el contrato, a la mediación, concordia o arbitraje de una tercera persona, también 
designada en el contrato, que puede ser una persona física o una corporación de derecho 
público que pueda ejercer estas funciones según sus normas reguladoras, o una asociación 
o entidad sin ánimo de lucro cuyos estatutos determinen expresamente estas funciones.

2. Las personas que, efectivamente, deben cumplir las tareas de mediación, arbitraje o 
conciliación deben ser expertas y tener la titulación universitaria idónea y un mínimo de 
quince años de experiencia profesional en el tipo de obra pública de que se trate.

3. Las personas a que se refiere el apartado 2 pueden dirimir, mientras dure la ejecución 
del contrato, cualquier diferencia de carácter técnico planteada entre las partes en la 
interpretación de las cláusulas técnicas o las previsiones del proyecto, y sobre la calidad de 
los materiales, las características técnicas que definen la obra o los procesos o las 
soluciones constructivas empleados.

4. Los procedimientos de mediación, concordia o arbitraje deben regirse por los 
principios de celeridad y eficacia y asimismo pueden resolver cuestiones técnicas planteadas 
a pie de obra, para su resolución con inmediatez y sobre el terreno.

5. Las intervenciones y decisiones de mediación, concordia o arbitraje se adoptan al 
margen de las plenas facultades de dirección, interpretación y resolución de los contratos 
que corresponden al promotor y, si procede, al gestor.

[ . . . ]
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§ 167

Ley 4/2008, de 24 de abril, del Libro Tercero del Código Civil de 
Cataluña, relativo a las personas jurídicas. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 5123, de 2 de mayo de 2008
«BOE» núm. 131, de 30 de mayo de 2008
Última modificación: 22 de febrero de 2017

Referencia: BOE-A-2008-9293

[ . . . ]
LIBRO TERCERO

PERSONAS JURÍDICAS

[ . . . ]
TÍTULO II

De las asociaciones

CAPÍTULO I
Naturaleza y constitución

[ . . . ]
Artículo 321-4.  Estatutos.

1. Los estatutos de las asociaciones deben incluir, al menos, los siguientes datos:
a) La denominación.
b) El domicilio.
c) La duración, si no se constituye por tiempo indefinido, y la fecha de inicio de las 

actividades, si no coincide con la de otorgamiento del acta fundacional.
d) Las finalidades y las actividades que se propone llevar a cabo, indicando su ámbito 

territorial.
e) Los tipos de asociados, si procede, y los requisitos que deben cumplirse para adquirir 

la condición de asociado en cada caso, las causas de pérdida de esta condición y los 
procedimientos de admisión y baja, incluyendo, si se ha previsto, la baja disciplinaria.

f) Los derechos y deberes de los asociados y el régimen disciplinario.
g) En las asociaciones en que colaboran personas en régimen de voluntariado, los 

mecanismos de participación de estas.
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h) Las reglas sobre la convocatoria y constitución de la asamblea general ordinaria y de 
la extraordinaria.

i) Las reglas sobre la organización y el funcionamiento del órgano de gobierno que 
establezcan su régimen de convocatoria y constitución, su composición, la forma de 
designación, destitución y renovación de sus miembros, y la duración del mandato de estos.

j) El régimen de deliberación y adopción de acuerdos de los órganos colegiados y el 
procedimiento de aprobación de las actas.

k) El procedimiento de modificación de los estatutos.
l) El régimen económico.
m) La previsión del destino de los bienes sobrantes, en caso de disolución, de acuerdo 

con lo establecido por el artículo 324-6.
2. Los estatutos pueden establecer que las controversias que surjan por razón del 

funcionamiento de la asociación se sometan a arbitraje o mediación.

[ . . . ]
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§ 168

Ley 10/2008, de 10 de julio, del libro cuarto del Código Civil de 
Cataluña, relativo a las sucesiones. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 5175, de 17 de julio de 2008
«BOE» núm. 190, de 7 de agosto de 2008
Última modificación: 28 de octubre de 2019

Referencia: BOE-A-2008-13533

[ . . . ]
LIBRO CUARTO
SUCESIONES

[ . . . ]
TÍTULO II

La sucesión testada

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Los fideicomisos

[ . . . ]
Sección tercera. Los efectos del fideicomiso mientras está pendiente

[ . . . ]
Artículo 426-30.  Ejercicio de acciones y eficacia de sentencias, laudes y transacciones.

1. El fiduciario debe ejercer las acciones que deriven de su deber de conservar y 
administrar diligentemente la herencia o el legado fideicomisos.

2. Las sentencias y demás resoluciones dictadas en procedimientos o expedientes en los 
que haya intervenido el fiduciario, los laudes recaídos en arbitrajes a los que se haya 
sometido y las transacciones que haya convenido no afectan a los fideicomisarios que no 
hayan sido citados o no hayan intervenido en los mismos, salvo que estos asientan, que 
dichos laudes, sentencias, resoluciones y transacciones sean favorables al fideicomiso, que 
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hagan referencia a los actos que el fiduciario puede hacer por sí solo, o que se hayan 
cumplido las normas relativas a la disposición de los bienes fideicomisos.

[ . . . ]
TÍTULO VI

La adquisición de la herencia

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

La partición y la colación

Sección primera. La partición

[ . . . ]
Artículo 464-7.  Partición arbitral o judicial.

1. El causante, en previsión de que los herederos no lleguen a un acuerdo para hacer la 
partición, puede instituir un arbitraje testamentario a tal efecto. Los herederos también 
pueden, de común acuerdo, someter a arbitraje la realización de la partición o las 
controversias que deriven de la misma, incluso las relativas a las legítimas.

2. Si los herederos no llegan a un acuerdo para hacer la partición ni procede hacerla de 
otra forma, cualquiera de ellos puede instar la partición judicial.

[ . . . ]
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§ 169

Ley 1/2009, de 12 de febrero, de la Autoridad Catalana de la 
Competencia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 5321, de 18 de febrero de 2009

«BOE» núm. 74, de 27 de marzo de 2009
Última modificación: 17 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-2009-5084

TÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 2.  Objetivos, competencias y funciones.

1. La Autoridad Catalana de la Competencia tiene el objetivo de garantizar, mejorar y 
promover las condiciones de libre competencia y transparencia en los mercados respecto de 
las actividades económicas que se ejercen principalmente en Cataluña.

2. Las competencias que corresponden a la Autoridad Catalana de la Competencia, con 
competencia en toda Cataluña, son todas las que tiene atribuidas la Generalidad en materia 
de promoción y defensa de la competencia, en virtud del Estatuto de autonomía.

3. Corresponde en exclusiva a la Autoridad Catalana de la Competencia tratar de las 
actividades económicas que se ejercen principalmente en Cataluña y que alteran o pueden 
alterar la competencia, en los términos establecidos por el artículo 154.1 y 2 del Estatuto.

4. La Autoridad Catalana de la Competencia, de conformidad con el Estatuto y la 
legislación en materia de competencia, ejerce las funciones de instrucción y resolución de 
los expedientes sobre los diversos asuntos derivados de la defensa de la competencia; en el 
ámbito de la promoción de la competencia, las funciones de informe de regulación, que 
consisten en informar –ex ante o ex post– sobre la adecuación de la regulación y actuación 
sectoriales a los principios de libre competencia, y las funciones de análisis que 
comprenden, entre otros, la investigación de los diversos sectores económicos, en cuanto a 
las situaciones contrarias a la competencia y la elaboración y difusión de estudios 
relacionados con la competencia. Asimismo, ejerce las funciones de arbitraje.

[ . . . ]
TÍTULO II

Organización

[ . . . ]
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Artículo 10.  Funciones del Tribunal Catalán de Defensa de la Competencia.
1. Las funciones del Tribunal Catalán de Defensa de la Competencia se concretan en las 

de resolución, arbitraje y recomendación con relación a los estudios e informes sobre ayudas 
públicas, y son ejercidas con plena independencia y sumisión al ordenamiento jurídico.

2. Son funciones del Tribunal Catalán de Defensa de la Competencia:
a) Deliberar y resolver los expedientes presentados por el director general o directora 

general que, de conformidad con la presente ley y con la normativa reguladora de la defensa 
de la competencia, le son de aplicación y le corresponden. Las funciones se concretan en 
resolver todos los expedientes incoados, acordar el archivo de las denuncias, resolver la 
terminación convencional del procedimiento sancionador y ejercer las funciones de arbitraje 
que le encomienden las leyes.

b) Ejercer las funciones que la legislación de competencia atribuye al órgano colegiado 
en materia de concentraciones empresariales.

c) Emitir, a iniciativa propia o a propuesta del director general o directora general, 
recomendaciones derivadas de estudios e informes sobre ayudas públicas otorgadas a 
empresas por las administraciones públicas de Cataluña.

[ . . . ]
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§ 170

Ley 12/2009, de 10 de julio, de Educación. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 5422, de 16 de julio de 2009
«BOE» núm. 189, de 6 de agosto de 2009
Última modificación: 4 de enero de 2024

Referencia: BOE-A-2009-13038

[ . . . ]
TÍTULO III

De la comunidad educativa

[ . . . ]
CAPÍTULO V

La convivencia

[ . . . ]
Artículo 32.  Mediación.

1. La mediación es un procedimiento para la prevención y la resolución de los conflictos 
que puedan producirse en el marco educativo, a través del cual se presta apoyo a las partes 
en conflicto para que puedan llegar por sí mismas a un acuerdo satisfactorio.

2. El Departamento debe establecer las normas reguladoras del procedimiento de 
mediación, que deben definir las características del procedimiento y los supuestos básicos 
en los que procede su aplicación.

[ . . . ]
TÍTULO X

De la administración de la educación

[ . . . ]
CAPÍTULO VII

La inspección del sistema educativo

[ . . . ]
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Artículo 178.  Funciones de la Inspección de Educación.
1. La Inspección de Educación tiene las siguientes funciones:
a) Supervisar y evaluar los centros y los servicios educativos y controlar la consecución 

de los objetivos definidos, respectivamente, en los proyectos educativos y en los planes de 
actuación.

b) Supervisar y evaluar el ejercicio de la función docente y de la función directiva.
c) Participar en el desarrollo de acciones para la mejora de la práctica educativa y del 

funcionamiento de los centros, así como de los procesos de reforma e innovación educativa.
d) Desarrollar procesos evaluadores y participar en la aplicación de evaluaciones de 

acuerdo con lo establecido en el título XI.
e) Velar por el respeto y el cumplimiento de las normas reguladoras del sistema 

educativo y por la aplicación de los principios y valores que en aquéllas se recogen, incluidos 
los destinados a fomentar la igualdad de género.

f) Asesorar, orientar e informar a los distintos sectores de la comunidad educativa en el 
ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de sus obligaciones.

g) Emitir los informes que, a instancias de la Administración educativa o de oficio, se 
derivan del ejercicio de sus funciones.

h) Cualquier otra que le encargue la Administración educativa, en el ámbito de sus 
competencias.

2. Los inspectores de educación, sin perjuicio de sus facultades para asegurar el 
cumplimiento efectivo de derechos y deberes, pueden intervenir en la mediación ejerciendo 
funciones de arbitraje en los conflictos que se generen entre miembros de la comunidad 
educativa.

[ . . . ]
Disposición adicional trigésima tercera.  Habilitación del consejero o consejera titular del 
Departamento para el establecimiento de determinados currículos.

Sin perjuicio de la normativa vigente y de las competencias que corresponden al 
Gobierno para determinar el currículo de acuerdo con el artículo 53.1, se habilita al consejero 
o consejera titular del Departamento para que establezca, por medio de una orden, los 
siguientes currículos:

a) El currículo de los ciclos formativos de formación profesional, de los ciclos formativos 
de las enseñanzas profesionales de artes plásticas y diseño y de los ciclos de las 
enseñanzas deportivas de régimen especial, cuando deriven de un título creado por el 
Gobierno del Estado.

b) El currículo de las enseñanzas de las escuelas oficiales de idiomas.

Disposición adicional trigésima cuarta.  Referencias al Consejo Escolar de Cataluña.
Todas las referencias que se realicen al Consejo Escolar de Cataluña deben entenderse 

realizadas al Consejo de Educación de Cataluña.

[ . . . ]
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§ 171

Ley 15/2009, de 22 de julio, de mediación en el ámbito del derecho 
privado

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 5432, de 30 de julio de 2009
«BOE» núm. 198, de 17 de agosto de 2009
Última modificación: 4 de agosto de 2020

Referencia: BOE-A-2009-13567

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA
Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de Cataluña ha aprobado y yo, en 

nombre del Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 65 del Estatuto de autonomía 
de Cataluña, promulgo la siguiente Ley 15/2009, de 22 de julio, de Mediación en el Ámbito 
del Derecho Privado.

PREÁMBULO
La Ley 1/2001, de 15 de marzo, de mediación familiar de Cataluña, que cumplió el 

compromiso adquirido por el legislador con la disposición final tercera de la Ley 9/1998, de 
15 de julio, del Código de familia, representó un hito importante en la introducción de este 
procedimiento en el tratamiento jurídico de las crisis familiares. Hasta entonces, en Europa, 
únicamente Francia, con la reforma del Código de procedimiento civil de 1995, tenía una 
legislación específica en vigor, pese a que la práctica de la mediación se había extendido de 
forma incipiente en la mayor parte de los países europeos. La Ley 1/2001 cumplió la 
Recomendación (1998) 1, del Comité de Ministros del Consejo de Europa, que postulaba 
este instrumento para facilitar la solución pacífica de los conflictos familiares, un objetivo que 
se incardina en la tradición catalana de prevalencia de las soluciones obtenidas a partir del 
acuerdo de las partes en conflicto.

La Ley 1/2001 supuso una innovación importante en el ámbito del derecho de familia, en 
un momento en que en el resto del Estado español no existía una práctica generalizada de la 
mediación. Esta situación ha cambiado de modo notable con la aprobación de normas 
específicas en varias comunidades autónomas.

En los seis primeros años transcurridos desde la entrada en vigor de la Ley 1/2001, ha 
habido tres factores que han incidido en la necesidad de su actualización. El primero, 
lógicamente, ha sido la experiencia obtenida con la implantación efectiva del sistema. El 
segundo, la publicación de la Recomendación (2002) 10, del Comité de Ministros del 
Consejo de Europa, y el debate que se ha suscitado en el ámbito de la Unión Europea a 
partir de la publicación en 2002 del Libro verde sobre las modalidades alternativas de 
resolución de conflictos en el ámbito del derecho civil y mercantil. La discusión del texto y las 
aportaciones hechas se concretaron en la Propuesta de directiva europea sobre ciertos 
aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles, presentada por la Comisión el 20 
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de octubre de 2004 y aprobada por el Parlamento Europeo y el Consejo de la Unión Europea 
por el procedimiento de codecisión el 23 de abril de 2008. El tercero de los elementos, de 
enorme transcendencia, ha sido la modificación de la Ley de enjuiciamiento civil introducida 
por la Ley del Estado 15/2005, de 8 de julio, por la que se modifican el Código civil y la Ley 
de enjuiciamiento civil en materia de separación y divorcio, que establece específicamente la 
mediación familiar en el ámbito de los procedimientos de familia. Esta reforma dota con un 
instrumento procesal específico la disposición del artículo 79 del Código de familia y aclara 
las dudas en la aplicación del derecho positivo por los tribunales de justicia.

La presente ley se inscribe en una corriente europea de actualización de las leyes de 
mediación. Austria, con la Ley 29/2003, y Bélgica, con la Ley del 21 de febrero de 2005, han 
promulgado leyes de mediación general; Francia tiene su reforma en la Asamblea Nacional, 
y otros países están en proceso de adaptación de su legislación. Cataluña también necesita 
actualizar su legislación. Fundamentalmente los reducidos ámbitos previstos inicialmente 
para aplicar la Ley han sido un obstáculo para acoger determinados conflictos del círculo 
más próximo a las personas para las que la mediación se revela muy útil, como los conflictos 
entre padres e hijos o las disputas familiares por las sucesiones. La utilización de la 
metodología de la mediación en torno a las familias afectadas por los procesos de 
discapacidad psíquica o de enfermedades degenerativas que limitan la capacidad de obrar 
es otro de los campos que justifican la modificación legal.

Finalmente, la modificación de la ley procesal estatal impone reformar algunos aspectos 
para facilitar la adaptación de los modelos a las necesidades de los tribunales. Es 
especialmente relevante la inclusión expresa en el procedimiento especial de familia de los 
principios de la mediación y la trascendencia de esta para la aprobación de las propuestas 
de la custodia compartida de los hijos, ya que es la garantía de que los acuerdos obtenidos 
son los apropiados y los que protegen mejor los intereses de los menores.

Por otra parte, determinados conflictos surgidos en el ámbito de las comunidades y de 
las organizaciones que estructuran de una forma primaria la sociedad no pueden quedar 
excluidos del campo de aplicación natural de la presente ley, sobre todo cuando son 
consecuencia de la ruptura de las relaciones personales entre los afectados y exceden el 
ámbito meramente jurídico. En estos casos, la llamada mediación comunitaria, social o 
ciudadana se ha revelado muy útil para resolver problemas caracterizados por el hecho de 
que las personas involucradas deben continuar relacionándose. Son ejemplos evidentes los 
conflictos derivados de compartir un espacio común y las relaciones de vecindad, 
profesionales, asociativas, colegiales o, incluso, del ámbito de la pequeña empresa.

En la perspectiva de las novedades introducidas por la Directiva 2008/52/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo de la Unión Europea, de 21 de mayo de 2008, sobre 
ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles, la legislación debe abrirse 
poco a poco a esta realidad y a las nuevas demandas de la sociedad, con el respeto que 
merecen los programas que se desarrollan desde las administraciones locales, desde el 
ámbito del departamento competente en materia de acción social y ciudadanía, desde la 
Agencia Catalana del Consumo, desde las cámaras de comercio y desde la práctica de 
varias profesiones. Con independencia de la mencionada necesidad de una regulación 
general de la mediación, es preciso fijar los principios que garantizan el buen ejercicio de la 
mediación administrada por el departamento competente en materia de derecho civil y 
regular determinados instrumentos de apoyo, como por ejemplo el régimen de la 
confidencialidad y la especialización de los mediadores que se ofrecen desde los registros 
de profesionales habilitados por el Centro de Mediación de Derecho Privado, adscrito al 
departamento competente en materia de derecho civil, para ofrecer servicios de dicho tipo a 
los ciudadanos que lo soliciten. Este instrumento no incide en el funcionamiento de las 
experiencias que ya se han puesto en marcha en otros ámbitos, como por ejemplo el de la 
Administración local y el de los colegios profesionales; al contrario, significa un estímulo para 
la práctica profesional y para el establecimiento de servicios públicos de esta naturaleza.

En esta segunda fase de implantación de la mediación, el reto de incrementar la calidad 
de los servicios de mediación debe manifestarse bajo el punto de vista legislativo. Se cuenta 
con un elenco suficiente de mediadores y se han consolidado con un éxito notable los 
programas de formación que ofrecen las universidades y los colegios profesionales 
vinculados por la Ley 1/2001 a la mediación. Eso permite fijar nuevos objetivos en la 
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especialización y el reciclaje profesional de los mediadores y abrir nuevos ámbitos del 
derecho privado con un marcado carácter social al desarrollo de esta metodología, en 
colaboración con el sistema jurisdiccional.

La voluntad de evitar la judicialización de determinados conflictos no solo tiene la 
finalidad de agilizar el trabajo de los tribunales de justicia, sino, fundamentalmente, la de 
hacer posible la obtención de soluciones responsables, autogestionadas y eficaces a los 
conflictos, que aseguren el cumplimiento posterior de los acuerdos y que preserven la 
relación futura entre las partes. Eso significa que el eje central del sistema de la mediación 
va unido a la preparación técnica de la persona mediadora. Por lo tanto, es preciso potenciar 
la especialización, de forma conjunta con los principios básicos del sistema: la 
confidencialidad, la imparcialidad, la neutralidad y los mecanismos de conexión y de 
cooperación con los tribunales para homologar los acuerdos en materias que requieran un 
control jurisdiccional.

La desconfianza que suscitó la implantación de la mediación en algunos sectores 
profesionales se ha disipado gracias, en parte, al asentamiento de los mecanismos de 
colaboración entre los colegios profesionales implicados en el desarrollo de la mediación. 
Una colaboración que debe reforzarse. La función de la abogacía en el procedimiento de 
mediación es una garantía para la salvaguardia de los derechos de los ciudadanos. Por esta 
razón, deben establecerse los protocolos de actuación para que el abogado o abogada se 
constituya en el principal valedor de la mediación hacia sus clientes, como una alternativa 
más efectiva e indicada, en determinados casos, que la pugna judicial clásica. Pero para 
ello, como ocurre en el sistema de confrontación procesal, el abogado o abogada debe tener 
definido de forma adecuada su papel en el procedimiento de mediación, para que en ningún 
caso considere que los intereses de sus representados pueden verse perjudicados por falta 
de asesoramiento legal.

Las relaciones dinámicas entre la mediación y el proceso judicial son el núcleo esencial 
de la directiva sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles. En 
este sentido, la voluntariedad del sistema para las partes no es un obstáculo para que la 
presente ley establezca el derecho de estas y la obligación consiguiente de asistir a una 
sesión informativa que acuerde el órgano jurisdiccional competente.

En cuanto a los aspectos organizativos, la implantación efectiva del sistema y la apertura 
de la mediación a determinados conflictos civiles que surgen en el ámbito de las 
comunidades de propietarios y de la vida asociativa y fundacional y a otros litigios nacidos en 
la comunidad que son impropiamente judicializados han puesto de manifiesto la necesidad 
de adaptar el Centro de Mediación Familiar de Cataluña, órgano dependiente del 
departamento competente en materia de derecho civil e instrumento principal de la Ley 
1/2001, a las necesidades actuales. Como consecuencia de esta adaptación, el centro, con 
el nombre de Centro de Mediación de Derecho Privado de Cataluña, deviene el impulsor 
principal de dicho procedimiento, así como el órgano de apoyo de referencia tanto de los 
mediadores como de las personas que desean resolver sus diferencias mediante la 
mediación. Sus funciones de fomento y vela de la mediación se ejercen con un respeto total 
hacia los servicios de mediación de ámbito local, de la Agencia Catalana del Consumo y de 
los programas de arbitraje y mediación de las cámaras de comercio y de los colegios 
profesionales, y, en su caso, con plena colaboración con estos.

La presente ley respeta voluntariamente los contenidos de la Ley 1/2001 y tiene como 
objetivos: ampliar el alcance de la mediación a determinados conflictos del ámbito civil 
caracterizados por la necesidad de las partes de mantener una relación viable en el futuro, 
disipar cualquier duda sobre el alcance de los conflictos familiares susceptibles de mediación 
y, en último término, introducir determinadas mejoras sistemáticas y técnicas. Debe tenerse 
presente que lo que establece la mencionada directiva es la introducción de la mediación de 
forma general en todos los ámbitos de la conflictividad civil y mercantil, lo que hace 
necesaria la aprobación de una ley general de la mediación. Mientras no se apruebe dicha 
ley, es preciso ordenar la regulación existente y ampliar su alcance a nuevos campos para 
mantener el liderazgo que Cataluña, incluso en el ámbito europeo, ha ejercido en este 
terreno.

El artículo 129 del Estatuto de autonomía atribuye a la Generalidad la competencia 
exclusiva en materia de derecho civil, excepto en las materias que el artículo 149.1.8 de la 
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Constitución atribuye en todo caso al Estado. Esta competencia incluye la determinación del 
sistema de fuentes del derecho civil de Cataluña. Asimismo, el artículo 130 del Estatuto 
atribuye a la Generalidad la competencia para dictar las normas procesales específicas que 
deriven de las particularidades del derecho sustantivo de Cataluña.

La presente ley se estructura en seis capítulos, tres disposiciones adicionales, tres 
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales.

El capítulo I, dedicado a las disposiciones generales, define la mediación como un 
procedimiento no jurisdiccional de carácter voluntario y confidencial dirigido a facilitar la 
comunicación; determina su alcance, es decir, los conflictos, familiares y en otros ámbitos del 
derecho privado, que pueden ser objeto de mediación, y determina tanto las personas 
mediadoras como las legitimadas para participar en un procedimiento de mediación.

El capítulo II establece los principios que deben regir la mediación: la voluntariedad, 
imparcialidad y neutralidad de la persona mediadora, la confidencialidad, el carácter 
personalísimo y la buena fe.

El capítulo III regula el desarrollo de la mediación, desde la sesión informativa previa, en 
la que las personas son asesoradas sobre el valor, ventajas y características de la 
mediación, hasta la sesión final, de la que debe extenderse el acta correspondiente. Se 
regula también la comunicación del resultado de la mediación, la homologación de los 
acuerdos tomados y la actuación y los deberes de la persona mediadora.

El capítulo IV, dedicado a la organización y a los registros de mediación, define la 
naturaleza y las funciones del Centro de Mediación de Derecho Privado de Cataluña, que 
actúa básicamente en conflictos de derecho privado caracterizados por la ruptura de las 
relaciones entre personas que deben mantener relaciones en el futuro. Se definen también 
las funciones de los colegios profesionales que llevan a cabo mediaciones en el ámbito de la 
presente ley. Cabe destacar que se da a las administraciones locales y demás entidades 
públicas la posibilidad de establecer, siempre dentro de sus competencias, servicios de 
mediación de acuerdo con los principios establecidos por la presente ley. También cabe 
destacar que, para impulsar y difundir la mediación, se crea un comité asesor. Además, se 
regulan los registros de personas mediadoras, se determina la comunicación de datos de la 
persona mediadora al Centro de Mediación de Derecho Privado de Cataluña, se reconoce la 
retribución de las personas mediadoras y el beneficio de gratuidad de que pueden gozar las 
personas que llevan a cabo una mediación por medio del Centro de Mediación de Derecho 
Privado de Cataluña y cumplen las condiciones económicas que establecen las normas 
reguladoras de la asistencia jurídica gratuita. Finalmente, se crea el Registro de Servicios de 
Mediación Ciudadana.

El capítulo V establece el régimen sancionador, mediante la descripción de los hechos 
constitutivos de infracción, de los tipos infractores y de las sanciones, y la determinación de 
los órganos con competencias sancionadoras. Se establece también específicamente el 
deber de las personas mediadoras de respetar los principios de la mediación y las normas 
deontológicas del colegio profesional al que pertenecen.

El capítulo VI establece el régimen de recursos contra las actuaciones dictadas en los 
procedimientos determinados por la presente ley.

Las tres disposiciones adicionales crean una red de puntos de información y de 
orientación sobre la mediación y regulan la sujeción a los principios de la mediación y la 
inclusión en los registros de mediadores de personas que ejercen una profesión no sujeta a 
la colegiación. Las tres disposiciones transitorias establecen el régimen aplicable a las 
mediaciones iniciadas antes de la entrada en vigor de la presente ley y regulan la situación 
de las personas mediadoras que han superado los requisitos de capacitación al amparo de 
la Ley 1/2001 y la de los educadores sociales colegiados, que, aunque carezcan de titulación 
universitaria, pueden ser incluidos en los registros de mediadores si acreditan una formación 
específica homologada. La disposición derogatoria deroga la Ley de mediación familiar de 
Cataluña. Finalmente, la disposición final primera contiene un mandamiento al Gobierno para 
el desarrollo reglamentario de la presente ley y la disposición final segunda establece la 
fecha de entrada en vigor.
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CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Concepto y finalidad de la mediación.
1. A los efectos de la presente ley, se entiende por mediación el procedimiento no 

jurisdiccional de carácter voluntario y confidencial que se dirige a facilitar la comunicación 
entre las personas, para que gestionen por ellas mismas una solución a los conflictos que las 
afectan, con la asistencia de una persona mediadora que actúa de modo imparcial y neutral.

2. La mediación, como método de gestión de conflictos, pretende evitar la apertura de 
procesos judiciales de carácter contencioso, poner fin a los ya iniciados o reducir su alcance.

Artículo 2.  Objeto de la mediación.
1. La mediación familiar comprende de forma específica:
a) Las materias reguladas por el Código civil de Cataluña que en situaciones de nulidad 

matrimonial, separación o divorcio deban ser acordadas en el correspondiente convenio 
regulador.

b) Los acuerdos a alcanzar por las parejas estables al romperse la convivencia.
c) La liquidación de los regímenes económicos matrimoniales.
d) Los elementos de naturaleza dispositiva en materia de filiación, adopción y acogida, 

así como las situaciones que surjan entre la persona adoptada y su familia biológica o entre 
los padres biológicos y los adoptantes, como consecuencia de haber ejercido el derecho a 
conocer los datos biológicos.

e) Los conflictos derivados del ejercicio de la potestad parental y del régimen y forma de 
ejercicio de la custodia de los hijos.

f) Los conflictos relativos a la comunicación y relación entre progenitores, descendientes, 
abuelos, nietos y demás parientes y personas del ámbito familiar.

g) Los conflictos relativos a la obligación de alimentos entre parientes.
h) Los conflictos sobre el cuidado de las personas mayores o dependientes con las que 

exista una relación de parentesco.
i) Las materias que sean objeto de acuerdo por los interesados en las situaciones de 

crisis familiares, si el supuesto presenta vínculos con más de un ordenamiento jurídico.
j) Los conflictos familiares entre personas de nacionalidad española y personas de otras 

nacionalidades residentes en el Estado español.
k) Los conflictos familiares entre personas de la misma nacionalidad pero diferente de la 

española residentes en el Estado español.
l) Los conflictos familiares entre personas de diferentes nacionalidades distintas a la 

española residentes en el Estado español.
m) Los requerimientos de cooperación internacional en materia de derecho de familia.
n) La liquidación de bienes en situación de comunidad entre los miembros de una familia.
o) Las cuestiones relacionales derivadas de la sucesión de una persona.
p) Los conflictos surgidos en las relaciones convivenciales de ayuda mutua.
q) Los aspectos convivenciales en las acogidas de ancianos, así como en los conflictos 

para la elección de tutores, el establecimiento del régimen de visitas a las personas 
incapacitadas y las cuestiones económicas derivadas del ejercicio de la tutela o de la guarda 
de hecho.

r) Los conflictos de relación entre personas surgidos en el seno de la empresa familiar.
s) Cualquier otro conflicto en el ámbito del derecho de la persona y de la familia 

susceptible de ser planteado judicialmente.
2. La mediación civil a la que se refiere la presente ley comprende cualquier tipo de 

cuestión o pretensión en materia de derecho privado que pueda conocerse en un proceso 
judicial y que se caracterice porque se haya roto la comunicación personal entre las partes, 
si estas deben mantener relaciones en el futuro y, particularmente, entre otros:

a) Los conflictos relacionales surgidos en el ámbito de las asociaciones y fundaciones.
b) Los conflictos relacionales en el ámbito de la propiedad horizontal y en la organización 

de la vida ordinaria de las urbanizaciones.
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c) Las diferencias graves en el ámbito de la convivencia ciudadana o social, para evitar 
la iniciación de litigios ante los juzgados.

d) Los conflictos derivados de una diferente interpretación de la realidad debido a la 
coexistencia de las diversas culturas presentes en Cataluña.

e) Cualquier otro conflicto de carácter privado en que las partes deban mantener 
relaciones personales en el futuro, si, razonablemente, aún puede evitarse la iniciación de un 
litigio ante los juzgados o puede favorecerse la transacción.

Artículo 3.  Personas mediadoras.
1. Puede ejercer como mediador o mediadora, a los efectos de la presente ley, la 

persona física que tiene un título universitario oficial y que acredita una formación y una 
capacitación específicas en mediación, debidamente actualizadas de acuerdo con los 
requisitos establecidos reglamentariamente. Esta persona debe estar colegiada en el colegio 
profesional correspondiente, o debe pertenecer a una asociación profesional del ámbito de la 
mediación, acreditada por el departamento competente en materia de derecho civil, o debe 
prestar servicios como mediador o mediadora para la Administración.

2. La persona mediadora puede contar con la colaboración de técnicos, para que 
intervengan como expertos, y con la participación de comediadores, especialmente en las 
mediaciones entre más de dos partes. Estos profesionales deben ajustar su intervención a 
los principios de la mediación.

Artículo 4.  Personas legitimadas para intervenir en un procedimiento de mediación.
1. Pueden intervenir en un procedimiento de mediación e instarlo las personas que 

tienen capacidad y un interés legítimo para disponer del objeto de la mediación.
2. Los menores de edad, si tienen suficiente conocimiento, y, en todos los casos, los 

mayores de doce años pueden intervenir en los procedimientos de mediación que los 
afecten. Excepcionalmente, pueden instar la mediación en los supuestos del artículo 2.1.d, e 
y f. En los casos en que exista contradicción de intereses, los menores de edad pueden 
participar asistidos por un defensor o defensora.

CAPÍTULO II
Principios de la mediación

Artículo 5.  Voluntariedad.
1. La mediación se basa en el principio de voluntariedad, según el cual las partes son 

libres de acogerse a la misma o no, así como de desistir en cualquier momento.
2. Si una vez iniciado el procedimiento de mediación cualquiera de las partes desiste, no 

pueden tener efectos en un litigio ulterior el hecho del desistimiento, las ofertas de 
negociación de las partes, los acuerdos que hayan sido revocados en el tiempo y la forma 
adecuados ni ninguna otra circunstancia conocida como consecuencia del procedimiento.

Artículo 6.  Imparcialidad y neutralidad de la persona mediadora.
1. La persona mediadora ejerce su función con imparcialidad y neutralidad, con 

perspectiva de género, garantizando la igualdad entre las partes y la protección de las 
personas y los colectivos vulnerables. Si es preciso, debe interrumpir el procedimiento de 
mediación mientras la igualdad de poder y la libertad de decidir de las partes no esté 
garantizada, especialmente como consecuencia de situaciones de violencia. En todo caso, 
debe interrumpirse o, si procede, paralizarse el inicio de la mediación familiar, si está 
implicada una mujer que ha sufrido o sufre cualquier forma de violencia machista en el 
ámbito de la pareja o en el ámbito familiar objeto de la mediación.

2. La persona mediadora debe ayudar a los participantes a alcanzar por ellos mismos 
sus compromisos y decisiones sin imponer ninguna solución ni ninguna medida concreta y 
sin tomar parte.

3. Si existe conflicto de intereses, vínculo de parentesco por consanguinidad hasta el 
cuarto grado o afinidad hasta el segundo grado, o amistad íntima o enemistad manifiesta 
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entre la persona mediadora y una de las partes, la persona mediadora debe declinar la 
designación. En caso de duda, puede solicitar un informe a su colegio profesional.

4. No puede actuar como mediador o mediadora la persona que anteriormente ha 
intervenido profesionalmente en defensa de los intereses de una de las partes en contra de 
la otra.

5. Si se da alguno de los supuestos del apartado 3 y la persona mediadora no ha 
declinado la designación, la parte puede, en cualquier momento del procedimiento, recusar 
su nombramiento, ante el órgano o la persona que la haya designado, de acuerdo con lo 
establecido por la legislación sobre el régimen jurídico de las administraciones públicas y del 
procedimiento administrativo común.

Artículo 7.  Confidencialidad.
1. Todas las personas que intervienen en el procedimiento de mediación tienen la 

obligación de no revelar las informaciones que conozcan a consecuencia de esta mediación. 
Tanto los mediadores como los técnicos que participen en el procedimiento están obligados 
a la confidencialidad por el secreto profesional.

2. Las partes en un proceso de mediación no pueden solicitar en juicio ni en actos de 
instrucción judicial la declaración del mediador o mediadora como perito o testigo de una de 
las partes, para no comprometer su neutralidad, sin perjuicio de lo establecido por la 
legislación penal y procesal.

3. Las actas que se elaboran a lo largo del procedimiento de mediación tienen carácter 
reservado.

4. No está sujeta al deber de confidencialidad la información obtenida en el curso de la 
mediación que:

a) No está personalizada y se utiliza para finalidades de formación o investigación.
b) Supone una amenaza para la vida o la integridad física o psíquica de una persona.
c) Se obtiene en la mediación dentro del ámbito comunitario, si se utiliza el 

procedimiento del diálogo público como forma de intervención mediadora abierta a la 
participación ciudadana.

5. La persona mediadora, si tiene datos que revelan la existencia de una amenaza para 
la vida o la integridad física o psíquica de una persona o de hechos delictivos perseguibles 
de oficio, debe parar el procedimiento de mediación y debe informar de ello a las autoridades 
judiciales.

Artículo 8.  Carácter personalísimo.
1. En la mediación, las partes y la persona mediadora deben asistir personalmente a las 

reuniones sin que puedan valerse de representantes o de intermediarios. En situaciones 
excepcionales que hagan imposible la presencia simultánea de las partes, pueden utilizarse 
medios técnicos que faciliten la comunicación a distancia, garantizando los principios de la 
mediación.

2. En la mediación civil entre una pluralidad de personas, las partes pueden designar 
portavoces con reconocimiento de capacidad negociadora, que representen los intereses de 
cada colectivo implicado.

Artículo 9.  Buena fe.
Las partes y las personas mediadoras deben actuar de acuerdo con las exigencias de la 

buena fe.

CAPÍTULO III
Desarrollo de la mediación

Artículo 10.  Ámbito de aplicación del procedimiento de mediación.
El procedimiento de mediación establecido por la presente ley es de aplicación:
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a) A las mediaciones familiares y demás materias de derecho civil desarrolladas por los 
mediadores designados por el órgano de mediación del departamento competente en 
materia de derecho civil.

b) A las mediaciones familiares y demás materias de derecho civil desarrolladas por los 
mediadores designados por las entidades firmantes de convenios con el departamento 
competente en materia de derecho civil, si lo establece el propio convenio.

Artículo 11.  Sesión previa.
1. En la sesión previa, las personas son asesoradas sobre el valor, ventajas, principios 

y características de la mediación. En función de este conocimiento y del caso concreto, 
deciden si optan o no por la mediación. Si lo acuerdan las partes, a las que debe 
escucharse, la sesión puede extenderse a la exploración del conflicto que les afecta. En el 
caso de sesión previa de carácter obligatorio, la falta de asistencia no justificada no está 
sometida a confidencialidad y debe ser comunicada a la autoridad judicial.

2. Las partes pueden designar de común acuerdo a la persona mediadora entre las 
inscritas en el Registro general del Centro de Mediación de Cataluña. En caso contrario, 
deben aceptar la que designe el organismo responsable.

3. Las partes que deciden iniciar la mediación regulada por la presente ley deben 
aceptar sus disposiciones y las tarifas de la mediación, las cuales deben facilitarse antes de 
su inicio, salvo que disfruten del derecho a la gratuidad.

4. En los términos que establece la legislación procesal, cuando el proceso judicial ya 
se ha iniciado, la autoridad judicial puede disponer que las partes asistan a una sesión previa 
sobre la mediación si las circunstancias del caso lo hacen aconsejable. En este supuesto, la 
sesión previa tiene carácter gratuito para las partes. El órgano público correspondiente 
facilita la sesión previa y vela, si procede, por el desarrollo adecuado de la mediación. Las 
partes pueden participar en la sesión previa y en la de mediación asistidas por sus 
abogados. Esta asistencia es necesaria si lo requieren las partes o si así lo dispone la 
autoridad judicial y debe desarrollarse siempre con pleno respeto por los principios de la 
mediación y por la igualdad entre las partes.

5. La sesión previa debe llevarse a cabo en el plazo más breve posible, que no puede 
exceder de un mes, salvo que la autoridad judicial disponga otra cosa. Si se supera el plazo 
establecido para llevar a cabo la sesión previa por causas ajenas a las partes, decae la 
obligatoriedad de participar, así como las reglas aplicables a la falta de asistencia no 
justificada que establece el apartado 1.

6. La sesión previa no puede iniciarse o, si se ha iniciado, debe interrumpirse en los 
supuestos a los que se refiere el artículo 6 y siempre que haya implicada una mujer u otras 
personas en situación de desigualdad que hayan sufrido o sufran cualquier forma de 
violencia en el ámbito de la pareja o en el ámbito familiar.

Artículo 12.  Inicio de la mediación.
1. La mediación puede llevarse a cabo:
a) Antes de iniciar el proceso judicial, cuando se producen los conflictos de convivencia o 

las discrepancias.
b) Cuando el proceso judicial está pendiente, en cualquiera de las instancias y los 

recursos, en ejecución de sentencia o en la modificación de las medidas establecidas por 
una resolución judicial firme, en los términos que determine la legislación procesal.

2. La mediación puede iniciarse a petición:
a) De las partes de común acuerdo, ya sea por iniciativa propia o a instancias de la 

autoridad judicial o por derivación de los juzgados de paz, de los profesionales colegiados o 
de los servicios públicos de diversos ámbitos, que pueden proponerla a las partes y 
contactar con el Centro de Mediación de Cataluña.

b) De una de las partes, si la otra o las otras han manifestado su aceptación, en el plazo 
de veinte días desde que han sido informadas.

3. En la mediación familiar, para que pueda haber una nueva mediación debe haber 
transcurrido un año desde que se haya dado por acabada una mediación anterior sobre un 
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mismo objeto o desde que esta haya sido intentada sin acuerdo, salvo que el organismo 
competente aprecie que se dan circunstancias que aconsejan llevar a cabo antes una nueva 
mediación, especialmente para evitar perjuicios a los hijos menores, a las personas 
incapacitadas o a otras personas que necesitan una protección especial.

Artículo 13.  Actuación de la persona mediadora.
La persona mediadora ejerce su función favoreciendo una comunicación adecuada entre 

las partes y, por lo tanto:
a) Facilita el diálogo, promueve la comprensión entre las partes y ayuda a buscar 

soluciones al conflicto.
b) Vela por que las partes tomen sus propias decisiones y tengan la información y el 

asesoramiento suficientes para alcanzar los acuerdos de forma libre y consciente.
c) Comunica a las partes la necesidad de velar por el interés superior en juego.

Artículo 14.  Deberes de la persona mediadora.
La persona mediadora, a lo largo del procedimiento de mediación, debe cumplir los 

siguientes deberes:
a) Ejercer su función, con lealtad hacia las partes, de acuerdo con la presente ley, el 

reglamento que la desarrolle y las normas deontológicas, y ajustándose a los plazos fijados.
b) Dar por acabada la mediación ante cualquier causa previa o sobrevenida que haga 

incompatible la continuación del procedimiento con las prescripciones establecidas por la 
presente ley, así como si aprecia falta de colaboración de las partes o si el procedimiento 
deviene inútil para la finalidad perseguida, dadas las cuestiones sometidas a mediación. La 
persona mediadora debe prestar una atención particular a cualquier signo de violencia, física 
o psíquica, entre las partes y, si procede, denunciar el hecho a las autoridades judiciales.

Artículo 15.  Reunión inicial.
1. La persona mediadora debe convocar a las partes a una primera reunión en que debe 

explicarles el procedimiento, los principios y el alcance de la mediación. Especialmente, 
debe informarlas del derecho de cualquiera de ellas a dar por acabada la mediación.

2. En la primera reunión, la persona mediadora y las partes deben acordar las cuestiones 
que tienen que examinarse y deben planificar el desarrollo de las sesiones que pueden ser 
necesarias.

3. La persona mediadora debe informar a las partes de la conveniencia de recibir 
asesoramiento jurídico durante la mediación y de la necesidad de la intervención de un 
abogado o abogada designado libremente para redactar el convenio o el documento jurídico 
adecuado, sobre la base del resultado de la mediación. En los casos en que sea procedente, 
el abogado o abogada puede ser el que corresponda según el turno de oficio, a solicitud de 
las personas interesadas.

4. En función de las circunstancias del caso, la persona mediadora puede informar a las 
partes de la conveniencia de recibir un asesoramiento específico diferente del jurídico.

Artículo 16.  Acta inicial de la mediación.
1. De la reunión inicial de la mediación, debe levantarse acta, en la que deben hacerse 

constar la fecha, la voluntariedad de la participación de las partes y la aceptación de los 
deberes de confidencialidad. Deben establecerse el objeto y el alcance de la mediación y 
una previsión del número de sesiones.

2. La persona mediadora y las partes firman el acta, de la cual reciben un ejemplar.

Artículo 17.  Duración de la mediación.
1. La duración de la mediación depende de la naturaleza y complejidad del conflicto, 

pero no puede exceder de los sesenta días hábiles, contaderos desde el día de la reunión 
inicial. Mediante una petición motivada de la persona mediadora y de las partes, el órgano o 
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la entidad competente puede prorrogar su duración hasta un máximo de treinta días hábiles 
más, en consideración a la complejidad del conflicto o al número de personas implicadas.

2. Debe establecerse reglamentariamente el número máximo de sesiones de la 
mediación. Este número máximo debe respetarse tanto si la mediación acaba con acuerdo 
como si no.

Artículo 18.  Acta final.
1. De la sesión final de la mediación, debe levantarse acta, en la que deben constar 

exclusivamente y de forma clara y concisa los acuerdos alcanzados.
2. Si es imposible llegar a un acuerdo, debe levantarse un acta en que tan solo debe 

hacerse constar este hecho.
3. La persona mediadora y las partes firman el acta, de la cual reciben un ejemplar que, 

si procede, trasladan a sus respectivos abogados.

Artículo 19.  Acuerdos y comunicación del resultado de la mediación.
1. Los acuerdos respecto a materias y personas que necesitan una especial protección, 

así como respecto a las materias de orden público determinadas por las leyes, tienen 
carácter de propuestas y necesitan, para su eficacia, la aprobación de la autoridad judicial.

2. Los acuerdos deben dar prioridad al interés superior de los menores y de las personas 
incapacitadas.

3. Los abogados de las partes pueden trasladar el acuerdo alcanzado mediante la 
mediación al convenio regulador o al documento o protocolo correspondiente, para que se 
incorpore al proceso judicial en curso o para que se inicie, para su ratificación y, si procede, 
aprobación.

4. En la mediación realizada por indicación de la autoridad judicial, la persona mediadora 
debe comunicar a esta autoridad, en el plazo de cinco días hábiles desde el fin de la 
mediación, si se ha alcanzado un acuerdo o no.

CAPÍTULO IV
Organización y registros

Artículo 20.  El Centro de Mediación de Cataluña.
1. El Centro de Mediación de Cataluña es un órgano adscrito al departamento 

competente en materia de derecho civil mediante el centro directivo que tiene atribuida su 
competencia.

2. El Centro de Mediación de Cataluña tiene por objeto promover y administrar la 
mediación y otros métodos alternativos de resolución de conflictos y facilitar su acceso.

Artículo 21.  Funciones del Centro de Mediación de Cataluña.
El Centro de Mediación de Cataluña ejerce las siguientes funciones:
a) Fomentar y difundir la mediación.
b) Actuar como instrumento especializado en el ámbito de los conflictos familiares, en 

materias de derecho privado y en otras que se determinen por ley, con un respeto total a las 
iniciativas de mediación ciudadana existentes, de ámbito municipal o ejercidas por otras 
entidades públicas o privadas, y como centro de seguimiento, estudio, debate y divulgación 
de la mediación y de las relaciones con otros organismos estatales e internacionales con 
finalidades equiparables.

c) Gestionar el Registro general de personas mediadoras en el ámbito familiar y el 
Registro general de personas mediadoras en los ámbitos del derecho privado.

d) Homologar, al efecto de la inscripción de las personas mediadoras en los registros y 
censos correspondientes, los estudios, los cursos y la formación específica en materia de 
mediación.
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e) Establecer los requisitos de actualización de conocimientos que garanticen la plena 
aptitud de la persona mediadora y, de la misma forma, promover la especialización de los 
mediadores en diferentes campos, dentro de los ámbitos respectivos.

f) Facilitar las sesiones informativas gratuitas, tanto a solicitud directa de las partes como 
a instancia judicial o por derivación de otros órganos activos titulares de servicios públicos 
con competencia en materia de resolución de conflictos familiares y de derecho privado.

g) Dar curso a las mediaciones provenientes de las autoridades judiciales y 
administrativas competentes y hacer el seguimiento de las mismas.

h) Designar a la persona mediadora a propuesta de las partes o cuando la mediación es 
instada por la autoridad judicial.

i) Hacer el seguimiento del procedimiento de mediación y arbitrar las cuestiones 
organizativas que se susciten y no formen parte del objeto sometido a mediación.

j) Velar por el cumplimiento de los plazos del procedimiento de mediación y arbitrar en 
las actuaciones correspondientes para evitar dilaciones que perjudiquen a las partes.

k) Elaborar propuestas y emitir los informes sobre el procedimiento de mediación que, 
con relación a sus funciones, le pida el consejero o consejera competente en materia de 
derecho civil.

l) Promover el estudio de las materias generales de la mediación y de las específicas en 
función del ámbito de aplicación.

m) Elaborar una memoria anual de actividades.
n) Enviar al colegio profesional correspondiente las quejas o denuncias que se presenten 

como consecuencia de las actuaciones de las personas mediadoras inscritas en sus 
registros y hacer el seguimiento de las mismas.

o) Promover la colaboración con colegios profesionales, administraciones locales y 
demás entidades públicas, así como con los cuerpos de policía, para facilitar que la 
información y el acceso a la mediación lleguen a todos los ciudadanos.

Artículo 22.  Funciones de los colegios profesionales.
Los colegios que integran a los profesionales que hacen mediaciones en el ámbito de la 

presente ley ejercen las siguientes funciones:
a) Gestionar el registro de personas mediadoras que estén colegiadas y comunicar las 

altas y bajas al Centro de Mediación de Cataluña.
b) Proponer al Centro de Mediación de Cataluña la persona mediadora cuando las partes 

se dirijan colegio profesional.
c) Llevar a cabo la formación específica y declarar la capacitación de las personas 

mediadoras.
d) Cumplir la función deontológica y disciplinaria respecto a los colegiados que ejercen la 

mediación y velar por que el conjunto de colegiados cumpla las obligaciones de información 
a los clientes y de fomento y sujeción a la mediación que le imponen las leyes o los códigos 
deontológicos respectivos.

e) Comunicar al Centro de Mediación de Cataluña las medidas adoptadas como 
consecuencia de los expedientes disciplinarios abiertos a personas mediadoras.

f) Colaborar con el Centro de Mediación de Cataluña en el fomento y difusión de la 
mediación.

g) Introducir, en el ámbito de la formación especializada que lleven a cabo, el estudio de 
las técnicas de mediación, negociación y resolución alternativa de conflictos.

h) Elaborar propuestas y emitir los informes sobre los procedimientos de mediación que 
le pida el Centro de Mediación de Cataluña.

i) Elaborar una memoria anual de las actividades del colegio profesional en el ámbito de 
la mediación, que debe enviarse al Centro de Mediación de Cataluña.

j) Llevar a cabo formación de capacitación en materia de violencia en el ámbito familiar, 
para detectar e identificar situaciones de riesgo, prestando una especial atención a las que 
afecten a personas en situación de dependencia.
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Artículo 23.  Administraciones locales y otras entidades públicas.
1. Se reconoce la capacidad de autoorganización de las administraciones locales y de 

otras entidades públicas para establecer, en el ámbito de sus competencias, actividades y 
servicios de mediación, de acuerdo, en todo caso, con los principios establecidos por el 
capítulo II.

2. Las administraciones locales y las entidades públicas pueden firmar convenios de 
colaboración con el departamento competente en materia de derecho civil para promover y 
facilitar la mediación regulada por la presente ley en los ámbitos territoriales respectivos.

Artículo 24.  Comité asesor.
Se crea un comité asesor formado por representantes de los colegios profesionales, de 

las asociaciones representativas de entes locales y de otras asociaciones y por expertos con 
experiencia en el campo de la mediación, así como por representantes del Centro de 
Mediación de Cataluña, con el objetivo de impulsar y difundir la mediación. La composición y 
funciones del comité asesor deben determinarse reglamentariamente.

Artículo 25.  Los registros de personas mediadoras.
1. Las personas que cumplen los requisitos establecidos por el artículo 3 y desean 

ejercer las funciones de mediación reguladas por la presente ley deben inscribirse en el 
registro del colegio profesional al que pertenecen o en una asociación profesional de 
mediación acreditada por el departamento competente en materia de derecho civil.

2. Las personas mediadoras que sean miembros de una asociación profesional del 
ámbito de la mediación acreditada por el departamento competente en materia de derecho 
civil pueden solicitar su inscripción en el Registro general del Centro de Mediación de 
Cataluña. Para poderse inscribir, deben acreditar el cumplimiento de los requisitos 
establecidos reglamentariamente.

3. Los colegios profesionales, mediante la aplicación telemática que se determine 
reglamentariamente, deben dar traslado de las inscripciones al Centro de Mediación de 
Cataluña, el cual debe inscribir a los profesionales mediadores en el Registro general de 
personas mediadoras en el ámbito familiar o en el Registro general de personas mediadoras 
en los ámbitos del derecho privado o en los demás registros que correspondan, si cumplen 
los requisitos establecidos reglamentariamente.

4. El Centro de Mediación de Cataluña y los colegios profesionales deben aplicar un 
criterio de reparto equitativo de las mediaciones, tanto en la designación de persona 
mediadora hecha por el Centro de Mediación de Cataluña como en las propuestas que 
presenten los colegios profesionales, sin perjuicio de la asignación de una persona 
mediadora a un órgano jurisdiccional o a un caso particular si las circunstancias lo 
aconsejan.

5. La estructura y el funcionamiento de los registros deben determinarse 
reglamentariamente.

Artículo 26.  Comunicación de datos.
1. La persona mediadora debe comunicar al Centro de Mediación de Cataluña y, si 

procede, al servicio del colegio profesional al que pertenece:
a) El inicio de la mediación, enviando una copia del acta inicial firmada por las partes y 

por la persona mediadora.
b) La finalización de la mediación y los datos relativos a cada mediación, mediante un 

impreso normalizado, a efectos de gestión y por cuestiones estadísticas y de verificación.
c) La decisión de la persona mediadora de dar por terminada la mediación, por falta de 

colaboración de las partes o cuando el procedimiento deviene inútil.
d) La finalización de la mediación en caso de haber detectado elementos que revelen la 

existencia de una amenaza para la vida o la integridad física de una persona.
2. El Centro de Mediación de Cataluña y los servicios de los colegios profesionales 

garantizan la confidencialidad de los datos recibidos, de acuerdo con la normativa de 
protección de datos.
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Artículo 27.  Beneficio de gratuidad y retribución de las personas mediadoras.
1. Las personas que se dirijan al Centro de Mediación de Cataluña, en los supuestos 

establecidos por la presente ley, pueden disfrutar del beneficio de gratuidad, siempre y 
cuando se den las condiciones materiales establecidas por las normas reguladoras de la 
asistencia jurídica gratuita. El beneficio de gratuidad deben concederlo los órganos que se 
determinen reglamentariamente, por medio del procedimiento que se establezca también 
reglamentariamente.

2. Cuando se inicia la mediación con la intervención del Centro de Mediación de 
Cataluña, si una o más partes no disponen del derecho de justicia gratuita, la persona 
mediadora debe informarlas de las tarifas establecidas para las mediaciones gestionadas por 
el Centro.

3. La Administración, pese a lo establecido por el apartado 2, en interés de los usuarios y 
de la difusión de la mediación, puede prever la posibilidad de iniciar programas en que la 
mediación se haga de forma gratuita para los usuarios, ya sea a iniciativa del propio 
departamento competente en materia de derecho civil o en colaboración con otros 
organismos públicos o privados.

4. Si una o más partes tienen derecho a justicia gratuita, el Centro de Mediación de 
Cataluña debe retribuir a las personas mediadoras de acuerdo con las tarifas fijadas por el 
departamento competente en materia de derecho civil.

5. Las personas que se acogen a la mediación por medio del Centro de Mediación de 
Cataluña y no tienen beneficio de gratuidad deben abonar a la persona mediadora, si la otra 
parte sí tiene reconocido este derecho, la mitad de las tarifas fijadas por el departamento 
competente en materia de derecho civil.

6. En las mediaciones con pluralidad de partes gestionadas por el Centro de Mediación 
de Cataluña debe establecerse la remuneración sobre la base de las tarifas fijadas por el 
departamento competente en materia de derecho civil y en función del número de partes y 
de la complejidad del caso.

7. En las mediaciones organizadas por colegios profesionales, ayuntamientos y 
entidades públicas, es preciso atenerse a lo dispuesto por la entidad correspondiente, 
prestando especial atención a aquellos colectivos que presentan dificultades derivadas de 
situaciones de dependencia o con obstáculos para su emancipación.

Artículo 28.  Registro de Servicios de Mediación Ciudadana.
Se crea el Registro de Servicios de Mediación Ciudadana para facilitar el acceso de los 

usuarios al servicio de mediación. La estructura y gestión de este registro deben 
establecerse reglamentariamente.

CAPÍTULO V
Régimen sancionador

Artículo 29.  Responsabilidad de la persona mediadora.
El incumplimiento de las obligaciones establecidas por la presente ley que comporte 

actuaciones u omisiones constitutivas de infracción da lugar a las sanciones 
correspondientes en cada caso, previo expediente contradictorio.

Artículo 30.  Hechos constitutivos de infracción.
Son infracciones:
a) Incumplir los deberes de imparcialidad y neutralidad y de confidencialidad exigibles en 

los términos establecidos por el artículo 6 y el artículo 7.1, 2 y 3, respectivamente.
b) Incumplir el deber de denunciar en los términos establecidos por el artículo 7.5.
c) Incumplir los deberes establecidos por el artículo 14.
d) Incumplir la obligación de comunicación a la autoridad judicial establecida por el 

artículo 19.4.
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e) Incumplir la obligación de iniciar la mediación en los plazos fijados 
reglamentariamente.

f) Incumplir la obligación de comunicar el resultado de la mediación al Centro de 
Mediación de Cataluña establecida por el artículo 26.

g) Incumplir el deber de facilitar previamente las tarifas, en los términos establecidos por 
el artículo 27.2, o incrementar el importe fijado por el departamento competente en materia 
de derecho civil en las mediaciones gestionadas por el Centro de Mediación de Cataluña.

h) Abandonar el procedimiento de mediación sin causa justificada.

Artículo 31.  Tipos de infracciones.
1. Las infracciones por incumplimiento de las prescripciones de la presente ley pueden 

ser leves, graves y muy graves.
2. Son infracciones leves los hechos a que hace referencia el artículo 30.c, d y e que no 

comportan perjuicios a las partes.
3. Son infracciones graves:
a) Los hechos a que hace referencia el artículo 30.a, b, g y h que no comportan 

perjuicios graves a las partes.
b) La reiteración de una infracción leve en el plazo de un año.
c) Los hechos a que hace referencia el artículo 30.c, d y e que comportan perjuicios 

leves a las partes.
4. Son infracciones muy graves:
a) Los hechos a que hace referencia el artículo 30.a, c y h que comportan perjuicios 

graves a las partes.
b) La reiteración de una infracción grave en el plazo de dos años.

Artículo 32.  Sanciones.
Las sanciones que pueden imponerse son:
a) Por una infracción leve, amonestación por escrito, que debe hacerse constar en el 

expediente del registro.
b) Por una infracción grave, suspensión temporal de la capacidad de actuar como 

persona mediadora por un periodo de un mes a un año.
c) Por una infracción muy grave, suspensión temporal de la capacidad de actuar como 

persona mediadora por un periodo de un año y un día a tres años, o baja definitiva del 
Registro general del Centro de Mediación de Cataluña.

Artículo 33.  Órganos sancionadores.
El ejercicio de la potestad sancionadora regulada por la presente ley corresponde:
a) Respecto a las personas mediadoras colegiadas, a los colegios profesionales a los 

que pertenezcan de acuerdo con los procedimientos y mediante los órganos que 
establezcan sus propias normas.

b) Respecto a las personas mediadoras que presten servicios de mediadores para una 
administración pública, a la administración pública de la que dependan de acuerdo con el 
procedimiento y mediante los órganos que establezcan sus propias normas.

c) Respecto a las personas mediadoras con titulación no sujeta a colegiación y que no 
presten servicios de mediadores para una administración pública, de acuerdo con el 
procedimiento que se apruebe reglamentariamente, a los siguientes órganos:

Primero. El consejero o consejera competente en materia de derecho civil, en el caso de 
infracciones muy graves.

Segundo. El secretario o secretaria general del departamento competente en materia de 
derecho civil, en el caso de infracciones graves.

Tercero. El director o directora del centro directivo al que está adscrito el Centro de 
Mediación de Cataluña, en el caso de infracciones leves.
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Artículo 34.  Normas deontológicas.
Las personas mediadoras deben respetar los principios de la mediación establecidos por 

la presente ley, las normas deontológicas del colegio profesional al que pertenecen y las 
demás normas de conducta específicas dirigidas a las personas mediadoras.

CAPÍTULO VI
Régimen de recursos

Artículo 35.  Régimen de recursos.
1. Corresponde al director o directora del centro directivo del departamento competente 

en materia de derecho civil al que está adscrito el Centro de Mediación de Cataluña dictar 
los actos administrativos en las materias de su competencia. Contra estos actos puede 
interponerse un recurso de alzada ante el órgano superior jerárquico del que los ha dictado. 
El recurso extraordinario de revisión puede interponerse ante el consejero o consejera 
competente en materia de derecho civil en los supuestos establecidos por la legislación de 
procedimiento administrativo.

2. La interposición del recurso contencioso-administrativo es procedente de acuerdo con 
lo establecido por la ley de esta jurisdicción.

3. El ejercicio de acciones civiles y laborales se rige por las normas que le son de 
aplicación, y la reclamación previa debe ser resuelta por el consejero o consejera 
competente en materia de derecho civil.

4. Es aplicable a los actos de los órganos de los colegios profesionales el régimen de 
recursos establecido por los estatutos respectivos y la Ley 7/2006, de 31 de mayo, del 
ejercicio de profesiones tituladas y de los colegios profesionales.

Disposición adicional primera.  Red de información y de orientación.
El departamento competente en materia de derecho civil, mediante el centro directivo al 

que está adscrito el Centro de Mediación de Cataluña, debe promover, por medio de la firma 
de convenios de colaboración con ayuntamientos, consejos comarcales y demás organismos 
públicos, la creación y gestión de una red de puntos de información y de orientación sobre la 
mediación que comprenda toda Cataluña, así como la formación de los equipos vinculados a 
la red.

Disposición adicional segunda.  Sujeción a los principios de la mediación.
Los principios establecidos por el capítulo II son de aplicación a todas las personas 

mediadoras que lleven a cabo actuaciones de mediación para la resolución de conflictos en 
el ámbito familiar y en los demás de derecho privado a los que se refiere la presente ley.

Disposición adicional tercera.  Inclusión en los registros de mediadores de personas que 
ejercen una profesión no sujeta a colegiación.

Las personas que poseen una titulación universitaria y que ejercen una profesión no 
sujeta a colegiación, o que prestan servicios de mediadores para la Administración pública, 
pueden solicitar al Centro de Mediación de Cataluña ser incluidas en los registros 
respectivos de mediadores, siempre y cuando cumplan los demás requisitos establecidos 
por el artículo 3.1 y el reglamento correspondiente.

Disposición adicional cuarta.  Información a las personas sobre la resolución extrajudicial 
de los conflictos y fomento de los acuerdos por parte de los profesionales colegiados.

Los profesionales colegiados, en sus respectivos ámbitos de funciones, deben informar a 
sus clientes sobre la conveniencia de gestionar y resolver los conflictos que les afecten 
mediante acuerdos extrajudiciales, así como sobre la mediación y otras fórmulas de 
resolución de conflictos establecidas por ley, distintas a la acción judicial, de acuerdo con lo 
establecido por las leyes y por sus respectivos códigos deontológicos. En los mismos 
términos, deben procurar resolver los conflictos que tengan en el ejercicio de la profesión 
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con sus clientes o compañeros o con otras personas a través de la mediación u otras formas 
extrajudiciales de resolución de conflictos.

Disposición transitoria primera.  Régimen aplicable a las mediaciones iniciadas antes de 
la entrada en vigor de la presente ley.

Las mediaciones iniciadas antes de la entrada en vigor de la presente ley se rigen por la 
Ley 1/2001, de 15 de marzo, de mediación familiar de Cataluña.

Disposición transitoria segunda.  Situación de las personas mediadoras que han superado 
los requisitos de capacitación de acuerdo con la Ley 1/2001.

Las personas mediadoras que han superado los requisitos de capacitación de acuerdo 
con la Ley 1/2001 mantienen su inscripción en el Registro general de personas mediadoras 
en el ámbito familiar.

Disposición transitoria tercera.  Situación de los Educadores Sociales que cumplen el 
requisito establecido por la Ley 15/1996.

Los educadores sociales que no estén en posesión de una titulación universitaria y que 
estén colegiados en el Colegio de Educadoras y Educadores Sociales de Cataluña, de 
acuerdo con lo establecido por la disposición transitoria cuarta de la Ley 15/1996, de 15 de 
noviembre, de creación del Colegio de Educadoras y Educadores Sociales de Cataluña, y el 
artículo 11 de los estatutos de dicho Colegio, y que acrediten una formación y una 
capacitación específicas en mediación, homologada por el Centro de Mediación de Cataluña, 
pueden solicitar ser incluidos en el Registro general de personas mediadoras en el ámbito 
familiar y en el Registro general de personas mediadoras en los ámbitos del derecho 
privado.

Disposición derogatoria.  
Queda derogada la Ley 1/2001, de 15 de marzo, de mediación familiar de Cataluña.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
El Gobierno debe regular reglamentariamente, en el plazo de seis meses, la 

organización, la estructura, el funcionamiento y la publicidad de los registros de personas 
mediadoras, la capacitación de las personas mediadoras, el régimen de tarifas y las demás 
cuestiones que sean pertinentes.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entra en vigor a los veinte días de su publicación en el Diari Oficial de la 

Generalitat de Catalunya.
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§ 172

Ley 22/2010, de 20 de julio, del Código de consumo de Cataluña. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 5677, de 23 de julio de 2010
«BOE» núm. 196, de 13 de agosto de 2010

Última modificación: 31 de diciembre de 2021
Referencia: BOE-A-2010-13115

LIBRO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
TÍTULO III

De la resolución extrajudicial de conflictos

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 131-1.  Fomento de los sistemas voluntarios de resolución de conflictos.
1. Las administraciones públicas de Cataluña deben impulsar, en colaboración con las 

organizaciones de personas consumidoras, la disponibilidad para las personas 
consumidoras y para los empresarios de sistemas operativos de resolución voluntaria de 
conflictos y de reclamaciones en materia de consumo.

2. Las administraciones públicas de Cataluña, en el ámbito de sus competencias, deben 
ejercer las funciones de fomento, gestión y desarrollo de la mediación y del arbitraje de 
consumo que la legislación les atribuya.

Artículo 131-2.  Principios generales.
1. La resolución extrajudicial de los conflictos derivados de una relación de consumo se 

canaliza principalmente por la mediación y el arbitraje de consumo, sin perjuicio de las 
materias o los sectores que tengan sistemas públicos extrajudiciales de resolución de 
conflictos.

2. La resolución extrajudicial de conflictos de consumo atiende las reclamaciones de 
personas consumidoras y tiene carácter vinculante para las partes que se hayan sometido 
voluntariamente a ella, sin perjuicio de la protección administrativa y judicial que proceda.
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3. Pueden someterse a la mediación y el arbitraje los conflictos sobre materias de libre 
disposición, de acuerdo con las leyes aplicables.

Artículo 131-3.  Sistemas extrajudiciales de resolución de conflictos de consumo en materia 
de crédito o préstamo hipotecario.

1. En el marco de los procedimientos de resolución extrajudicial de conflictos de 
consumo derivados de contratos de crédito o préstamo hipotecario que afecten a la vivienda 
habitual de la persona consumidora, el organismo competente puede solicitar un informe de 
evaluación social que determine los riesgos sociales y económicos derivados del proceso de 
lanzamiento. Para redactar este informe, debe pedirse información a los servicios sociales 
básicos sobre la situación de la persona o unidad familiar.

2. El informe de evaluación social debe ir acompañado de propuestas de viabilidad o 
liquidación ordenada de la deuda, que las partes pueden asumir como solución pactada, con 
la inclusión de la dación en pago, y que deben estar redactadas por los servicios públicos de 
consumo de Cataluña.

3. Si en el procedimiento extrajudicial no se alcanza una solución pactada, el informe de 
evaluación social y las propuestas de viabilidad pueden ser requeridos y considerados por la 
autoridad judicial en casos de procedimientos judiciales por impago de cuotas hipotecarias 
por situaciones de sobreendeudamiento sobrevenido, o bien pueden ser aportados por las 
partes en dicho procedimiento judicial.

CAPÍTULO II
Mediación

Artículo 132-1.  Definición.
La mediación de consumo es un procedimiento que se caracteriza por la intervención de 

una tercera persona imparcial y experta, que tiene como objeto ayudar a las partes y facilitar 
la obtención por ellas mismas de un acuerdo satisfactorio.

Artículo 132-2.  Principios.
1. Los principios de la mediación de consumo son la voluntariedad, la imparcialidad, la 

confidencialidad y la universalidad.
2. De acuerdo con el principio de voluntariedad, las partes son libres de acogerse a la 

mediación así como de desistir de ella en cualquier momento.
3. De acuerdo con el principio de imparcialidad, la persona mediadora tiene el deber de 

ser imparcial y, en consecuencia, debe ayudar a los participantes a alcanzar los acuerdos 
pertinentes sin imponer ninguna solución ni medida concretas. Si en un momento 
determinado existe un conflicto de intereses entre las partes y la persona mediadora, esta 
debe declinar la intervención.

4. De acuerdo con el principio de confidencialidad, la persona mediadora y las partes 
deben mantener el deber de confidencialidad sobre la información de que se trate. En 
cumplimiento de este deber, las partes se comprometen a mantener el secreto y, por lo tanto, 
renuncian a proponer a la persona mediadora como testigo en algún procedimiento que 
afecte al objeto de la mediación. Por otra parte, la persona mediadora también debe 
renunciar a actuar como perita en los mismos casos.

5. De acuerdo con el principio de confidencialidad, los documentos y las actas que se 
elaboren a lo largo del proceso de mediación tienen carácter reservado. Sin embargo, la 
persona mediadora no está sujeta al deber de confidencialidad y está obligada a informar a 
las autoridades competentes de los datos que puedan revelar la existencia de hechos 
delictivos perseguibles de oficio.

6. De acuerdo con el principio de universalidad, la competencia de las administraciones 
públicas catalanas para llevar a cabo la mediación se extiende a cualquier asunto que afecte 
a las personas consumidoras, con las excepciones establecidas por las leyes.
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Artículo 132-3.  Naturaleza de los acuerdos.
Los acuerdos a que lleguen las partes después del proceso de mediación son 

vinculantes para ellas y pueden formalizarse en un documento escrito firmado por ellas y la 
persona mediadora. La firma de la persona mediadora deja constancia del compromiso a 
que se ha llegado. Los acuerdos son ejecutivos de acuerdo con la normativa sobre 
mediación.

Artículo 132-4.  Créditos o préstamos hipotecarios.
1. Las administraciones públicas catalanas y, especialmente, los servicios públicos de 

consumo deben garantizar que, en los casos de ejecución hipotecaria de la vivienda habitual 
como consecuencia del incumplimiento del deudor, pueda llevarse a cabo un procedimiento 
de mediación destinado a la resolución extrajudicial de conflictos previo a cualquier otro 
procedimiento judicial o a la intervención notarial.

2. El procedimiento de mediación debe tener por objeto buscar acuerdos entre las partes 
que hagan viable que la persona consumidora conserve la propiedad de la vivienda o, 
subsidiariamente, la posibilidad de mantener su uso y disfrute. En el marco de este 
procedimiento, las partes o el órgano de resolución extrajudicial de conflictos pueden solicitar 
un informe de evaluación social con un análisis socioeconómico del deudor y las posibles 
vías de resolución del conflicto en los términos del artículo 133-6.

3. Las partes en conflicto, antes de interponer cualquier reclamación administrativa o 
demanda judicial, deben acudir a la mediación o pueden acordar someterse al arbitraje. 
Una vez transcurrido el plazo de tres meses a contar de la notificación del acuerdo de inicio 
de la mediación sin haber alcanzado un acuerdo satisfactorio, cualquiera de las partes puede 
acudir a la reclamación administrativa o a la demanda judicial.

Téngase en cuenta que se declaran inconstitucionales y nulos los incisos destacados del 
apartado 3, por Sentencia 54/2018, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2018-8573

4. En situaciones de sobreendeudamiento derivado de relaciones de consumo, la 
mediación corresponde a las comisiones de sobreendeudamiento, reguladas por su 
legislación específica. Si las comisiones de sobreendeudamiento no alcanzan un acuerdo 
entre el consumidor y los acreedores, queda abierta la correspondiente vía judicial para 
hacer efectivo lo dispuesto por este código y la legislación complementaria.

CAPÍTULO III
Arbitraje

Artículo 133-1.  Procedencia del arbitraje.
1. El arbitraje procede si existe un convenio arbitral previo entre las partes. En caso 

contrario, la Administración debe promover la formalización del convenio arbitral para 
resolver el conflicto mediante el arbitraje de consumo.

2. En materia de créditos y préstamos hipotecarios que tienen por objeto la vivienda 
habitual, se entiende que la empresa prestamista acepta el convenio arbitral siempre y 
cuando no haya manifestado expresamente al prestatario la voluntad en contra antes de la 
firma del contrato.

Artículo 133-2.  Traslado de la solicitud de arbitraje.
Si el arbitraje es procedente, la administración de la que depende el ente receptor de la 

solicitud debe dar traslado de esta a la junta arbitral que resulte competente por razón del 
territorio.
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Artículo 133-3.  Composición del colegio arbitral.
Los colegios arbitrales deben incluir representantes de los sectores afectados por la 

reclamación, de las personas consumidoras y de las administraciones públicas, de la forma 
establecida por las leyes.

Artículo 133-4.  El sector público y el arbitraje de consumo.
1. Las administraciones públicas de Cataluña, en el ámbito de sus competencias 

respectivas, deben imponer a sus empresas públicas sometidas al derecho privado la 
obligación de establecer necesariamente, en las condiciones generales de contratación y en 
los contratos con las personas consumidoras, cláusulas de adhesión o de compromiso al 
arbitraje de consumo para la resolución de los conflictos y reclamaciones derivados de la 
prestación de los servicios, cuya aplicación depende directamente de la voluntad de la 
persona consumidora.

2. Los órganos de contratación de la Generalidad y de sus organismos públicos y 
empresas deben incorporar la adhesión al arbitraje de consumo como condición de 
ejecución en la adjudicación de contratos.

3. Debe promoverse que las entidades o empresas privadas que gestionan servicios 
públicos, servicios de interés general o servicios universales bajo el régimen de concesión 
incluyan en los pliegos de condiciones la obligación que en los contratos con personas 
consumidoras se prevea la adhesión al arbitraje de consumo.

4. La Generalidad debe considerar la adhesión al arbitraje de consumo como mérito 
objetivo en la valoración de premios a la calidad que tenga establecidos o pueda crear. Las 
administraciones públicas catalanas deben tener en cuenta la adhesión al arbitraje de 
consumo en el otorgamiento de ayudas y subvenciones a las empresas y los 
establecimientos que ofrezcan bienes o servicios a las personas consumidoras.

5. Las administraciones públicas catalanas y, especialmente, los servicios públicos de 
consumo deben fomentar y estimular que las empresas que otorgan créditos o préstamos 
hipotecarios sobre la vivienda incluyan en las condiciones generales o específicas su 
adhesión al arbitraje de consumo.

Artículo 133-5.  Distintivo de adhesión al arbitraje.
1. El distintivo que acredita la adhesión al arbitraje de consumo es un distintivo de 

calidad.
2. Los empresarios adheridos al sistema arbitral de consumo deben informar las 

personas consumidoras de forma clara de su adhesión al arbitraje, por medio del distintivo a 
que se refiere el apartado 1.

[ . . . ]
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§ 173

Ley 25/2010, de 29 de julio, del libro segundo del Código civil de 
Cataluña, relativo a la persona y la familia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 5686, de 5 de agosto de 2010
«BOE» núm. 203, de 21 de agosto de 2010
Última modificación: 2 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2010-13312

[ . . . ]
LIBRO SEGUNDO

La persona y la familia

[ . . . ]
TÍTULO III
La familia

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Los efectos de la nulidad del matrimonio, del divorcio y de la separación legal

Sección 1.ª Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 233-6.  Mediación.

1. La sumisión a la mediación es obligatoria antes de la presentación de acciones 
judiciales si se ha pactado expresamente.

2. Los cónyuges, antes de presentar la demanda, en cualquier fase del proceso judicial y 
en cualquier instancia, pueden someter las discrepancias a mediación en vistas a alcanzar 
un acuerdo, excepto en los casos de violencia familiar o machista.

3. Una vez iniciado el proceso judicial, la autoridad judicial, a iniciativa propia o a petición 
de una de las partes o de los abogados o de otros profesionales, puede derivar a las partes 
a una sesión previa sobre mediación, de carácter obligatorio, para que conozcan el valor, las 
ventajas, los principios y las características de la mediación, con el fin de que puedan 
alcanzar un acuerdo. Si así lo acuerdan las partes, a las que debe escucharse, esta sesión 
puede continuar, en el mismo momento o en uno posterior, con una exploración del conflicto 
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que les afecta. Las partes pueden decidir si optan o no por el procedimiento de mediación, y 
pueden participar en la sesión previa y en la mediación asistidas por sus abogados. Esta 
asistencia es necesaria si lo requieren las partes o si así lo dispone la autoridad judicial y 
debe desarrollarse siempre con pleno respeto por los principios de la mediación y por la 
igualdad entre las partes.

4. La falta de asistencia no justificada a la sesión previa obligatoria sobre mediación no 
está sometida a confidencialidad y debe ser comunicada a la autoridad judicial.

5. Las partes pueden solicitar de común acuerdo la suspensión del proceso judicial 
mientras dura la mediación. El proceso judicial debe reanudarse en cuanto finalice el plazo 
previsto para hacer efectiva la mediación, cuando lo solicite cualquiera de las partes o 
cuando se alcance un acuerdo en la mediación.

6. El inicio de un procedimiento de mediación familiar está sometido a los principios de 
voluntariedad y confidencialidad. En caso de desistimiento del procedimiento de mediación, 
este no puede perjudicar a los litigantes que han participado. La comunicación a la autoridad 
judicial del desistimiento de cualquiera de las partes o del acuerdo alcanzado en la 
mediación da lugar al levantamiento de la suspensión.

7. Los acuerdos alcanzados en la mediación, una vez incorporados en forma al proceso 
judicial, deben someterse a la aprobación judicial en los mismos términos que el artículo 
233-3 establece para el convenio regulador.

8. Los acuerdos alcanzados en la mediación respecto al régimen de ejercicio de la 
responsabilidad parental se consideran adecuados para los intereses del menor. La falta de 
aprobación por la autoridad judicial debe fundamentarse en criterios de orden público y de 
interés del menor.

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Potestad parental

[ . . . ]
Sección 2.ª El ejercicio de la potestad parental

[ . . . ]
Artículo 236-13.  Desacuerdos.

1. En caso de desacuerdo ocasional en el ejercicio de la potestad parental, la autoridad 
judicial, a instancia de cualquiera de los progenitores, debe atribuir la facultad de decidir a 
uno de ellos.

2. Si los desacuerdos son reiterados o se produce cualquier causa que dificulte 
gravemente el ejercicio conjunto de la potestad parental, la autoridad judicial puede atribuir 
total o parcialmente el ejercicio de la potestad a los progenitores separadamente o distribuir 
entre ellos sus funciones temporalmente, por un período máximo de dos años.

3. En los procedimientos que se sustancian por razón de desacuerdos en el ejercicio de 
la potestad parental, los progenitores pueden someter las discrepancias a mediación. 
Asimismo, la autoridad judicial puede derivarles a una sesión previa de carácter obligatorio 
para que conozcan el valor, las ventajas, los principios y las características de la mediación. 
Si así lo acuerdan las partes, a las que debe escucharse, esta sesión puede continuar, en el 
mismo momento o en uno posterior, con una exploración del conflicto que les afecta. Las 
partes pueden participar en la sesión previa y en la mediación asistidas por sus abogados. 
Esta asistencia es necesaria si lo requieren las partes o si así lo dispone la autoridad judicial 
y debe desarrollarse siempre con pleno respeto por los principios de la mediación y por la 
igualdad entre las partes.

[ . . . ]

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 173  Libro segundo del Código civil de Cataluña, relativo a la persona y la familia [parcial]

– 699 –



Disposición adicional quinta.  Procedimientos relativos a la ruptura de la pareja estable.
1. Los procedimientos judiciales relativos a la ruptura de la pareja estable se tramitan, en 

lo no regulado expresamente por el Código civil, de acuerdo con lo que la Ley del Estado 
1/2000 establece en materia de procesos matrimoniales. En estos procesos, las partes 
pueden someter las discrepancias a mediación y la autoridad judicial puede remitirlas a una 
sesión informativa sobre mediación, de acuerdo con lo establecido por el artículo 233-6 del 
Código Civil.

2. Las reclamaciones fundamentadas en lo establecidos por los artículos 234-7 a 234-14 
del Código civil deben acumularse en un único proceso. En el mismo proceso, cualquiera de 
los miembros de la pareja puede ejercer la acción de división de cosa común respecto a los 
bienes que tengan en comunidad ordinaria indivisa. Si existen varios bienes en comunidad 
ordinaria indivisa y uno de los miembros de la pareja lo solicita, la autoridad judicial puede 
considerarlos como una masa común a efectos de la formación de lotes y de su 
adjudicación.

[ . . . ]
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§ 174

Ley 26/2010, de 3 de agosto, de régimen jurídico y de procedimiento 
de las administraciones públicas de Cataluña. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 5686, de 5 de agosto de 2010
«BOE» núm. 203, de 21 de agosto de 2010

Última modificación: 30 de abril de 2020
Referencia: BOE-A-2010-13313

[ . . . ]
TÍTULO V

La revisión y la reclamación previa en vía administrativa

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Recursos administrativos y reclamaciones previas al ejercicio de acciones 
civiles y laborales

[ . . . ]
Artículo 79.  Sustitución de los recursos administrativos.

1. Los recursos de alzada y el potestativo de reposición pueden ser sustituidos, en los 
supuestos establecidos por una ley, por otros procedimientos de impugnación y reclamación, 
conciliación, mediación y arbitraje ante un órgano colegiado no sometido a instrucciones 
jerárquicas. Quedan excluidos del procedimiento de arbitraje los recursos de reposición 
respecto a los cuales el órgano competente para resolver es el presidente o presidenta de la 
Generalidad o el Gobierno.

2. La ley que sustituye los recursos debe establecer el procedimiento administrativo de 
actuación, la composición y el funcionamiento del órgano colegiado, de conformidad con los 
principios, garantías y plazos que establece la legislación básica.

[ . . . ]
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§ 175

Ley 12/2015, de 9 de julio, de cooperativas. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 6914, de 16 de julio de 2015
«BOE» núm. 194, de 14 de agosto de 2015
Última modificación: 11 de febrero de 2021

Referencia: BOE-A-2015-9140

TÍTULO I
De las sociedades cooperativas

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Régimen social

[ . . . ]
Artículo 40.  Límites y garantías del ejercicio del derecho de información.

1. El consejo rector no puede negarse a facilitar las informaciones solicitadas por los 
socios, excepto en el caso de que, motivadamente, alegue perjuicio para los intereses 
sociales o si la petición constituye una obstrucción reiterada o abuso manifiesto por parte de 
los socios solicitantes. Sin embargo, estas excepciones no proceden y, por tanto, el consejo 
rector debe facilitar la información si esta debe proporcionarse en asamblea, solicitada por 
más de la mitad de votos presentes y representados, y, en los restantes supuestos, si así lo 
acuerda el comité de recursos o, en su defecto, la asamblea general como consecuencia del 
recurso interpuesto por los socios solicitantes de la información.

2. Puede presentarse recurso contra el acuerdo denegatorio de la información ante la 
asamblea general, la cual ha de resolver sobre este punto en la primera reunión que celebre. 
La decisión de la asamblea general puede ser impugnada según lo establecido por el 
artículo 52 o se puede someter, con las condiciones y los requisitos establecidos por la 
normativa aplicable, a alguna de las formas de resolución extrajudicial de conflictos que 
establece el artículo 158.

3. El 3% de los socios de la cooperativa, o un mínimo de cien socios si esta tiene más de 
mil, pueden solicitar por escrito al consejo rector toda la información que consideren 
necesaria sobre la marcha de la cooperativa, y el consejo rector ha de responderles, también 
por escrito, en el plazo máximo de un mes. Si los socios que han efectuado la petición 
consideran que la respuesta es insuficiente, pueden reiterar por escrito la solicitud, que, en 
este caso, ha de ser respondida públicamente por el consejo rector en la primera asamblea 
general que se celebre después de reiterar la petición, debiendo entregarse una copia 
escrita de dicha respuesta a las personas que hayan efectuado la solicitud.
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4. La negativa del consejo rector o la falta de respuesta ante la solicitud de información 
de un socio, al amparo del artículo 39, o de un grupo de socios, al amparo del apartado 3 del 
presente artículo, conlleva el derecho del socio a ejercer las acciones jurisdiccionales que 
estime pertinentes, de conformidad con la legislación vigente. Asimismo, también se puede 
someter, con las condiciones y los requisitos establecidos por la normativa aplicable, a 
alguna de las formas de resolución extrajudicial de conflictos del artículo 158.

[ . . . ]
TÍTULO II

De las federaciones y la Confederación de Cooperativas de Cataluña

[ . . . ]
Artículo 147.  Federaciones de cooperativas.

1. Pueden ser miembros de las federaciones de cooperativas las que, 
independientemente de la legislación que les sea de aplicación, lleven a cabo la actividad en 
el territorio de Cataluña. Las sociedades agrarias de transformación, las entidades que 
asocian agrupaciones de productores agrarios y las fundaciones relacionadas con la 
actividad agraria, ganadera o forestal pueden integrarse, aunque no tengan la condición de 
sociedades cooperativas, a las federaciones de cooperativas.

2. Son funciones de las federaciones de cooperativas:
a) La representación pública y la defensa de los intereses generales de las cooperativas 

federadas ante la Administración pública y cualquier otra persona física o jurídica. 
Especialmente, están legitimadas para defender los intereses del mundo cooperativo y el 
respeto a la legislación cooperativa ante cualquier instancia jurisdiccional.

b) La promoción y la organización de cooperativas y asociaciones, así como la 
orientación y la formación tanto de estas como de socios y, en su caso, de la ciudadanía en 
general.

c) La promoción y la realización de estudios, publicaciones, certámenes, exposiciones y 
otras actividades relativas al movimiento cooperativo.

d) La promoción y la organización de servicios de asesoramiento, auditoría y asistencia 
técnica y jurídica, así como de cualquier otro servicio que sea conveniente para los intereses 
de las cooperativas asociadas y de los socios que las integran.

e) La colaboración con empresas, instituciones y organismos para el fomento de la 
educación y la formación cooperativas, así como la promoción del movimiento cooperativo.

f) El arbitraje y la mediación en los conflictos de contenido cooperativo que pueda haber 
entre las cooperativas asociadas o entre estas y sus socios, cuando las partes afectadas lo 
soliciten o lo hayan establecido en los estatutos sociales mediante cláusula arbitral.

g) Toda otra actividad de naturaleza análoga que recojan los estatutos sociales.
3. Para que una federación se considere general y su denominación pueda referirse a un 

ámbito geográfico determinado, ha de acreditar la afiliación de al menos el 35% de las 
cooperativas inscritas que tengan actividad en el ámbito o sector que indiquen los estatutos 
sociales. En caso contrario, la denominación no puede incluir patronímicos ni calificaciones 
que se refieran a un ámbito geográfico o que lo identifiquen.

4. Las federaciones generales están representadas directamente en el Consejo Superior 
de la Cooperación.

[ . . . ]
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TÍTULO IV
Del Consejo Superior de la Cooperación

CAPÍTULO I
Consejo Superior de la Cooperación

Artículo 156.  Naturaleza jurídica.
1. El Consejo Superior de la Cooperación es un órgano consultivo, de participación y de 

resolución extrajudicial de conflictos de la Administración de la Generalidad en todo el ámbito 
de las competencias que le corresponden sobre cooperativas.

2. La regulación de la composición, organización y funcionamiento del Consejo Superior 
de la Cooperación debe hacerse por reglamento.

Artículo 157.  Competencias.
Corresponden al Consejo Superior de la Cooperación las siguientes competencias:
a) Informar preceptivamente con relación a las normas y disposiciones legales que 

afectan a las cooperativas, difundir estas normas y disposiciones e impulsar todas las 
acciones encaminadas a facilitar la intercooperación y la acción conjunta de los 
departamentos de la Generalidad representados en el Consejo para promover la 
cooperación.

b) Cumplir las funciones de conciliación, mediación y arbitraje en los términos que 
establece la presente ley.

c) Debatir y discutir, en general, las cuestiones que afectan al sector cooperativo.
d) Elaborar propuestas de actuación en el campo de las políticas públicas de fomento de 

la creación, consolidación y crecimiento de cooperativas, especialmente en cuanto a las 
medidas de fomento cooperativo de los artículos 154 y 155.

e) Hacer un debate monográfico anual sobre el progreso del cooperativismo en 
Cataluña.

CAPÍTULO II
Conciliación, mediación y arbitraje

Artículo 158.  Conciliación, mediación y arbitraje.
1. Las cuestiones que son objeto de la presente ley y de las normas cooperativas que la 

desarrollan que se planteen entre cooperativas, entre algún socio y la cooperativa a la que 
pertenece, entre socios de alguna cooperativa o entre una cooperativa y la federación en la 
que se agrupa, entre federaciones de cooperativas o entre estas y la Confederación de 
Cooperativas de Cataluña pueden ser planteadas para la conciliación y la mediación al 
Consejo Superior de la Cooperación o bien directamente a la jurisdicción ordinaria, de 
acuerdo con lo establecido por el artículo 159.

2. Las cuestiones a que se refiere el apartado 1 pueden ser sometidas, si lo solicitan las 
partes o lo disponen los estatutos sociales, al arbitraje de la persona o personas que designe 
el director general competente en la materia, que es el vicepresidente primero del Consejo 
Superior de la Cooperación, de acuerdo con la legislación vigente. El procedimiento de 
formalización y tramitación de estos arbitrajes se establece por reglamento. La competencia 
en materia de arbitraje del Consejo Superior de la Cooperación no excluye la facultad de las 
partes de someter sus diferencias a otras formas de arbitraje, de acuerdo con lo que dispone 
la legislación aplicable.

3. La presentación de la solicitud de conciliación, mediación o arbitraje interrumpe la 
prescripción y suspende la cuenta del plazo para el ejercicio de las acciones reguladas por la 
presente ley.
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TÍTULO V
De la jurisdicción y la competencia

Artículo 159.  Jurisdicción y competencia.
1. Para el conocimiento y resolución de los litigios que puedan suscitarse al amparo de la 

presente ley, hay que acogerse a la jurisdicción competente. Los conflictos entre socios 
trabajadores o socios de trabajo y sus cooperativas con relación a las materias reguladas por 
el artículo 132 han de plantearse ante la jurisdicción social.

2. Las cuestiones de hecho que se planteen entre socios de una cooperativa, entre 
socios de una cooperativa y la cooperativa a la que pertenecen, entre una cooperativa y la 
federación donde se encuentre afiliada, entre cooperativas o entre federaciones de 
cooperativas o entre estas y la Confederación de Cooperativas de Cataluña pueden ser 
planteadas para la conciliación, mediación o arbitraje al Consejo Superior de la Cooperación.

3. Dado el carácter societario del contrato cooperativo, los órganos jurisdiccionales, para 
la solución de los conflictos entre las cooperativas y sus socios, han de aplicar, con 
preferencia a cualquier otro tipo de norma, el derecho cooperativo en el sentido estricto, 
integrado por la presente ley, las disposiciones normativas que la desarrollan, los estatutos 
sociales de la cooperativa, los reglamentos de régimen interno, los demás acuerdos de los 
órganos sociales de la cooperativa, los principios cooperativos catalanes, las costumbres 
cooperativas, la tradición jurídica catalana y, supletoriamente, el derecho cooperativo 
general.

[ . . . ]
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§ 176

Ley 18/2015, de 29 de julio, de las organizaciones interprofesionales 
agroalimentarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 6927, de 4 de agosto de 2015
«BOE» núm. 215, de 8 de septiembre de 2015

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2015-9677

[ . . . ]
Artículo 4.  Reconocimiento de las organizaciones interprofesionales.

1. El departamento competente en materia agroalimentaria debe otorgar el 
reconocimiento y debe inscribir en el Registro de las organizaciones interprofesionales 
agroalimentarias de Cataluña, regulado por el artículo 6, cualquier organización 
interprofesional agroalimentaria que lo solicite y que cumpla las siguientes condiciones:

a) Disponer de personalidad jurídica.
b) Acreditar que representa, como mínimo, el cincuenta y uno por ciento de las 

actividades económicas del producto o sector vinculadas a la producción y, como mínimo 
también, de alguna de las siguientes fases de la cadena de suministro: transformación, 
comercialización o distribución. El modo de acreditar la representación debe establecerse 
por reglamento. Esta acreditación debe ser previa al reconocimiento.

c) Tener unos estatutos que cumplan los siguientes requisitos:
1.º Indicar las finalidades que la normativa reconoce a las organizaciones 

interprofesionales y establecer que la organización no tiene ánimo de lucro.
2.º Regular las modalidades de adhesión y retirada de los miembros, y garantizar la 

pertenencia a la organización interprofesional de cualquier organización que se comprometa 
al cumplimiento de los estatutos y acuerdos, siempre y cuando acredite que representa, en 
el ámbito de Cataluña, el quince por ciento, como mínimo, de la rama profesional a la que 
pertenece. El modo de acreditar la representación debe establecerse por reglamento.

3.º Establecer la obligatoriedad de cumplimiento de los acuerdos adoptados por la propia 
organización interprofesional agroalimentaria.

4.º Deben regular la participación en la gestión de la organización interprofesional 
agroalimentaria de los distintos eslabones de la cadena de valor del sector que la 
organización interprofesional represente.

5.º Deben establecer un proceso de conciliación y de mediación para la resolución de los 
conflictos que puedan surgir durante la aplicación de los acuerdos interprofesionales, de 
contratos tipo y de guías de buenas prácticas contractuales, los relacionados con la 
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representatividad y otras discrepancias dentro de la organización interprofesional, así como 
los términos de esta conciliación y mediación.

Los estatutos pueden disponer que en el supuesto de que no se resuelva la controversia 
esta sea sometida a arbitraje. A tales efectos, deben designar la instancia para efectuar el 
arbitraje y fijar las condiciones del mismo.

2. El procedimiento para establecer las condiciones para el reconocimiento de las 
organizaciones interprofesionales agroalimentarias debe determinarse por reglamento.

[ . . . ]
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§ 177

Ley 3/2017, de 15 de febrero, del libro sexto del Código civil de 
Cataluña, relativo a las obligaciones y los contratos, y de 
modificación de los libros primero, segundo, tercero, cuarto y quinto. 

[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 7314, de 22 de febrero de 2017

«BOE» núm. 57, de 8 de marzo de 2017
Última modificación: 16 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2017-2466

[ . . . ]
Disposición adicional segunda.  Junta de Arbitraje y Mediación de los Contratos de Cultivo 
y los Contratos de Integración.

1. La Junta de Arbitraje y Mediación de los Contratos de Cultivo y de los Contratos de 
Integración, adscrita al departamento competente en esta materia, es el órgano competente 
para resolver extrajudicialmente las cuestiones litigiosas.

2. Cualquiera de las partes puede acceder a la Junta de Arbitraje y Mediación de los 
Contratos de Cultivo y de los Contratos de Integración si se ha pactado expresamente en el 
contrato la cláusula de sumisión arbitral o se ha acordado posteriormente. El laudo de la 
Junta Arbitral es de obligado cumplimiento para las partes y se rige por lo dispuesto por la 
legislación de arbitraje.

3. Las partes, con carácter voluntario y de común acuerdo, pueden solicitar la 
intervención de la Junta de Arbitraje y Mediación de los Contratos de Cultivo y de los 
Contratos de Integración para que designe a una persona mediadora. El procedimiento de 
mediación se rige por lo dispuesto por la legislación específica.

[ . . . ]

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

– 708 –



§ 178

Decreto-ley 9/2020, de 24 de marzo, por el que se regula la 
participación institucional, el diálogo social permanente y la 
concertación social de las organizaciones sindicales y empresariales 

más representativas en Cataluña. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 8096, de 26 de marzo de 2020

«BOE» núm. 148, de 25 de mayo de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-5269

[ . . . ]
CAPÍTULO 3

Fomento de la participación institucional y del diálogo social permanente

[ . . . ]
Artículo 10.  Tribunal Laboral de Cataluña.

10.1 La Generalidad de Cataluña debe garantizar la existencia y la financiación del 
Tribunal Laboral de Cataluña, ente participado por las organizaciones sindicales y 
empresariales más representativas, con el fin de hacer efectiva la solución extrajudicial de 
conflictos.

10.2 A tal efecto, y en atención a lo previsto en el artículo 45, apartados 4 y 6 del 
Estatuto de autonomía, respecto de la obligación de los poderes públicos de fomentar la 
resolución extrajudicial de conflictos laborales, así como de promover la mediación y el 
arbitraje, el Departamento competente en materia de trabajo ha de formalizar los 
instrumentos adecuados que garanticen la financiación plurienal, a fin de que estas 
finalidades se puedan desarrollar adecuadamente con una financiación suficiente.

[ . . . ]
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§ 179

Ley 11/2020, de 18 de septiembre, de medidas urgentes en materia 
de contención de rentas en los contratos de arrendamiento de 
vivienda y de modificación de la Ley 18/2007, de la Ley 24/2015 y de 
la Ley 4/2016, relativas a la protección del derecho a la vivienda. 

[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 8229, de 21 de septiembre de 2020

«BOE» núm. 258, de 29 de septiembre de 2020
Última modificación: 1 de noviembre de 2022

Referencia: BOE-A-2020-11363

[ . . . ]
Disposición adicional tercera.  Resolución extrajudicial de conflictos.

El departamento competente en materia de mediación en el ámbito del derecho privado, 
en colaboración con el departamento competente en materia de vivienda, y con la 
participación de las entidades representativas de personas arrendatarias y de los agentes 
que intervienen en la prestación de servicios inmobiliarios, debe impulsar el establecimiento 
de sistemas de resolución extrajudicial de los conflictos que, en contratos sujetos al régimen 
de contención de rentas regulado por la presente ley, se produzcan entre arrendadores y 
arrendatarios por razón de la determinación de la renta del contrato o del reembolso de 
cantidades pagadas en exceso. En el supuesto de contratos suscritos entre una empresa y 
una persona consumidora, las partes pueden optar por la mediación y el arbitraje de 
consumo.

Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad y nulidad de esta disposición, con 
los efectos previstos en el fundamento jurídico 8, por Sentencia del TC 37/2022, de 10 de 
marzo. Ref. BOE-A-2022-5807

[ . . . ]
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§ 180

Ley 13/1989, de 10 de octubre, de montes vecinales en mano común. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 202, de 20 de octubre de 1989

«BOE» núm. 35, de 9 de febrero de 1990
Última modificación: 31 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-1990-3358

[ . . . ]
TÍTULO II

De la clasificación y sus efectos

[ . . . ]
Artículo 10.  

En cada una de las provincias gallegas existirá un Jurado Provincial de Clasificación de 
Montes Vecinales, con la siguiente composición:

Presidente: El Delegado de la Consejería de Agricultura.
Vicepresidente: Un Magistrado de la Audiencia Provincial correspondiente.
Vocales: Un Letrado de la Asesoría Jurídica de la Xunta de Galicia, un abogado 

designado por los Colegios Profesionales de la provincia, un Técnico de la Consejería de 
Agricultura, un representante de las Comunidades de montes de vecinos de la provincia y 
dos representantes de la Comunidad propietaria en cada caso implicada.

Secretario: Un funcionario de la Delegación de la Consejería de Agricultura.
Los representantes de la Consejería de Agricultura se nombrarán reglamentariamente en 

función del puesto de trabajo que desempeñen.
Reglamentariamente se determinará todo lo relativo a la organización, régimen de 

incompatibilidades, excusas, asistencias, dietas, gastos, sanciones, nombramientos y 
sustituciones de los miembros del Jurado.

Téngase en cuenta que se declara contrario al orden constitucional y nulo el inciso 
destacado por Sentencia del TC 127/1999, de 1 de julio. Ref. BOE-T-1999-16569.

[ . . . ]
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§ 181

Ley 5/1998, de 18 de diciembre, de Cooperativas de Galicia. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 251, de 30 de diciembre de 1998

«BOE» núm. 72, de 25 de marzo de 1999
Última modificación: 31 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-1999-6940

[ . . . ]
TÍTULO IV

De las asociaciones y representación cooperativa

CAPÍTULO I
Del asociacionismo y fomento cooperativo

[ . . . ]
Artículo 134.  Normas comunes: Uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas.

1. Corresponde a las uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas:
a) Representar a los miembros que asocien, de acuerdo con lo que establezcan sus 

Estatutos.
b) Organizar, facilitar y financiar servicios de asesoramiento, de verificación de cuentas y 

de asistencia jurídica y técnica, así como aquellos otros servicios que sean convenientes o 
necesarios para sus miembros.

c) Fomentar la promoción y la formación cooperativa.
d) Realizar mediaciones y conciliaciones.
e) Ejercer cualquier actividad de naturaleza análoga.
2. Las uniones, federaciones y confederaciones constituidas al amparo de la presente 

ley, para adquirir la personalidad jurídica y plena capacidad de obrar, habrán de depositar 
por medio de sus personas promotoras en el Registro de Cooperativas de Galicia escritura 
pública que deberá contener:

a) La relación de las entidades promotoras, con sus datos identificativos.
b) La certificación del acuerdo de asociación de, al menos, el órgano de administración 

de cada una de ellas.
c) La composición de los órganos de representación y gobierno de la entidad.
d) El certificado de la Sección Central del Registro de Cooperativas de la Administración 

general del Estado de que no existe otra entidad con idéntica denominación.
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e) Los estatutos, que contendrán como mínimo:
1.º La denominación, que habrá de incluir, según proceda, los términos «unión de 

cooperativas», «federación de cooperativas» o «confederación de cooperativas», o sus 
abreviaturas «u. de coop.», «f. de coop.» o «c. de coop».

2.º El domicilio y ámbito territorial y funcional de actuación de la entidad.
3.º Los órganos sociales, que serán como mínimo la asamblea general y los de 

representación, gobierno y administración, con la regulación de su funcionamiento y del 
régimen de provisión electiva de sus cargos.

4.º Los requisitos y procedimientos para la adquisición y pérdida de la condición de 
persona asociada, así como el régimen de modificación de estatutos y de fusión y disolución 
de la entidad.

5.º El régimen económico de la entidad, con el establecimiento del carácter, origen y 
destino de los recursos.

6.º La regulación del derecho de voto, con el establecimiento de limitaciones al voto 
plural.

El Registro de Cooperativas de Galicia dispondrá, en el plazo de treinta días, la 
publicidad del depósito o el requerimiento a sus personas promotoras, por una sola vez, para 
que en el plazo de otros treinta días subsanen los defectos observados. Transcurrido este 
plazo, el Registro dispondrá la publicidad o rechazará el depósito mediante resolución 
exclusivamente fundada en la carencia de alguno de los requisitos mínimos a que se refiere 
el presente capítulo.

La publicidad del depósito se realizará en el “Diario Oficial de Galicia”.
La entidad adquirirá personalidad jurídica y plena capacidad de obrar transcurridos 

treinta días hábiles desde que solicitó el depósito sin que el Registro de Cooperativas de 
Galicia hubiera formulado reparos o rechazado el depósito.

La modificación de los estatutos de las asociaciones cooperativas ya constituidas se 
ajustará al mismo procedimiento regulado en este número.

3. Las uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas habrán de comunicar al 
Registro de Cooperativas de Galicia, en el plazo de un mes desde que se produzca el hecho, 
las altas y bajas de sus personas socias directas, acompañando, en los casos de alta, 
certificación del acuerdo de asociarse.

4. La Asamblea general estará formada por las entidades directamente asociadas y, en 
su caso, por las uniones o federaciones que la integran.

5. El órgano de administración presentará para la aprobación de la Asamblea general los 
estados financieros del ejercicio, el balance y la liquidación del presupuesto y el proyecto de 
presupuesto del ejercicio siguiente, además del informe de gestión.

6. Serán de aplicación a las asociaciones cooperativas, en lo que proceda de acuerdo 
con su naturaleza, las disposiciones establecidas en la presente Ley para las sociedades 
cooperativas.

CAPÍTULO II
Del Consejo Gallego de Cooperativas

Artículo 135.  Naturaleza y funciones.
1. El Consejo Gallego de Cooperativas es el máximo órgano de promoción y difusión del 

cooperativismo en la Comunidad Autónoma, con funciones, además, de carácter consultivo y 
asesor de las administraciones públicas gallegas en aquellos temas que afecten al 
cooperativismo, velando en todo momento por el cumplimiento de los principios 
cooperativos, la adecuada aplicación de la presente Ley y el respeto de las reglas de una 
gestión correcta y democrática de las cooperativas de Galicia, ello sin perjuicio de las 
funciones inspectoras que corresponden a la administración.

Este órgano gozará de plena capacidad de obrar para el ejercicio de las funciones 
previstas en la presente Ley y en sus normas de desarrollo, reconociéndosele la autonomía 
suficiente para la ejecución de las mismas y quedando adscrito a la Consellería competente 
en materia de trabajo.
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2. Corresponden al Consejo Gallego de Cooperativas las siguientes funciones:
a) Facilitar y colaborar en la investigación, planificación y ejecución de los programas de 

desarrollo y fomento del cooperativismo, prestando un especial interés por los programas de 
la Unión Europea, así como promover la educación y formación cooperativa.

b) Elaborar propuestas y dictámenes en relación con las cuestiones que afecten al 
cooperativismo.

c) Realizar estudios e impulsar las acciones encaminadas a facilitar la intercooperación.
d) Emitir informe, con carácter preceptivo, sobre los proyectos de disposiciones legales y 

reglamentarias y demás normas que afecten directamente a las cooperativas o a sus 
organizaciones, así como procurar su difusión.

e) Contribuir al perfeccionamiento del régimen legal e institucional del ordenamiento 
socioeconómico de la Comunidad Autónoma de Galicia.

f) Conciliar y ejercer el arbitraje en las cuestiones litigiosas que se planteen entre 
cooperativas, entre estas y sus socios, o en el seno de las mismas entre sus socios, cuando 
ambas partes lo soliciten o bien estén obligadas a ello en razón a lo establecido en sus 
Estatutos.

g) Promover la educación y formación cooperativa en los distintos niveles del sistema 
educativo general.

h) Ejercer todas las acciones que resulten necesarias para percibir los fondos 
irrepartibles, así como el remanente del haber líquido social de las cooperativas.

i) Percibir, planificar y gestionar mediante un programa específico los fondos de 
formación y promoción en los supuestos previstos en la presente Ley.

j) Todas aquellas funciones que le vengan determinadas por la presente Ley o por sus 
normas de desarrollo.

3. Para el cumplimiento de sus fines, el Consejo Gallego de Cooperativas podrá 
participar en los organismos e instituciones que contribuyan al desarrollo socioeconómico de 
Galicia, así como en aquellos otros que puedan corresponderle.

[ . . . ]
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§ 182

Ley 6/1999, de 1 de septiembre, del Audiovisual de Galicia. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 174, de 8 de septiembre de 1999

«BOE» núm. 236, de 2 de octubre de 1999
Última modificación: 16 de diciembre de 2011

Referencia: BOE-A-1999-19687

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Del Consejo Asesor de las Telecomunicaciones y del Audiovisual de Galicia

Artículo 13.  Consejo Asesor de las Telecomunicaciones y del Audiovisual de Galicia.
1. El Consejo Asesor de las Telecomunicaciones y del Audiovisual se configura como un 

órgano de integración y participación de las instituciones, empresas, agentes y entidades 
directamente relacionadas con los referidos sectores, operadores y usuarios, que actuará 
con carácter consultivo y asesor para la administración y de mediación para el arbitraje y 
autocontrol entre los que voluntariamente se sometan a estos procedimientos.

2. Asimismo, el Consejo propiciará funciones de arbitraje y autocontrol en relación con 
los contenidos de los medios de difusión audiovisuales específicos del ámbito de la 
Comunidad Autónoma, siempre que lo soliciten las partes.

3. El Consejo funcionará en pleno, comisión permanente y a través de las comisiones del 
audiovisual, de usuarios y operadores y del cine de Galicia y, asimismo, de cuantas decida 
crear el propio Consejo dentro de sus competencias.

4. El régimen de funcionamiento y composición del Consejo se establecerá 
reglamentariamente procurando la representación de las instituciones, sectores 
profesionales y empresariales y usuarios relacionados con los servicios de 
telecomunicaciones y audiovisual.

5. El Consejo, a través de su comisión permanente, elaborará un informe anual, de 
carácter público, sobre la actividad de los respectivos sectores en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma.

6. El Consejo Asesor de las Telecomunicaciones y del Audiovisual se encargará de la 
coordinación y relación con los organismos y entes homólogos del ámbito del Estado y de 
las otras comunidades autónomas, dentro de las materias de su competencia.

Artículo 14.  Funciones de arbitraje.
1. El Consejo Asesor de las Telecomunicaciones y del Audiovisual ejercerá funciones de 

arbitraje a fin de garantizar a los usuarios una oferta de servicios competitivos, en los 
supuestos de situaciones de dominio de mercado que afecten a las relaciones entre los 
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diferentes agentes vinculados a la prestación del servicio de una determinada demarcación 
en la red de cable, siempre que la cuestión le fuese sometida por los interesados.

2. En el desarrollo de esta función, el Consejo Asesor de las Telecomunicaciones y del 
Audiovisual se ajustará al procedimiento previsto en los artículos 11 y siguientes del Real 
decreto 1994/1996, de 6 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Comisión 
del Mercado de las Telecomunicaciones, y, subsidiariamente, en la Ley estatal 60/2003, de 
23 de diciembre, reguladora del régimen jurídico del arbitraje.

3. En todo caso, el sometimiento a este arbitraje tendrá para los interesados la eficacia 
prevista en el artículo 11 de dicha Ley estatal 60/2003, de 23 de diciembre, reguladora del 
régimen jurídico del arbitraje.

[ . . . ]
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§ 183

Decreto Legislativo 1/1999, de 7 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Régimen Financiero y Presupuestario de 

Galicia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 214, de 5 de noviembre de 1999
«BOE» núm. 293, de 8 de diciembre de 1999
Última modificación: 29 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-1999-23410

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE RÉGIMEN FINANCIERO Y 

PRESUPUESTARIO DE GALICIA

[ . . . ]
CAPÍTULO I

De los recursos

[ . . . ]
Artículo 22.  Integridad de la Hacienda.

1. No se podrá transigir sobre los derechos de la Hacienda de la Comunidad, ni someter 
a arbitraje las contiendas que se susciten respecto de los mismos, sino mediante decreto 
acordado por la Junta de Galicia.

2. La suscripción por la Hacienda de la Comunidad de los acuerdos de Convenios en 
procesos concursales previstos en la Ley de Enjuiciamiento Civil y en la Ley de Suspensión 
de Pagos requerirá únicamente autorización del Consejero de Economía y Hacienda.

3. Los actos y contratos realizados en perjuicio de la Hacienda de la Comunidad por los 
que resulten deudores de la misma serán rescindibles conforme a las disposiciones legales 
que les sean aplicables.

[ . . . ]
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§ 184

Ley 4/2001, de 31 de mayo, reguladora de la Mediación Familiar

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 117, de 18 de junio de 2001
«BOE» núm. 157, de 2 de julio de 2001

Última modificación: 7 de agosto de 2007
Referencia: BOE-A-2001-12716

De entre las diversas modalidades de protección pública a las unidades familiares que se 
registran en el panorama nacional e internacional sobresalen aquellas que consisten en el 
ofrecimiento de actividades de mediación para la solución de los conflictos familiares que 
pueden surgir de situaciones de crisis matrimonial o de pareja.

Este instrumento de mediación familiar aún no cuenta, ciertamente, con tradición en los 
ordenamientos contemporáneos, pero la efectividad real del mismo ya ha sido contrastada 
de modo suficiente en algunos ámbitos, revelándose como un instrumento eficaz de solución 
de las discordias entre esposos o pareja y, a la vez, como un dispositivo idóneo para 
solventar, con soluciones apropiadas, la problemática que, en el ámbito particular de las 
relaciones paterno-materno-filiales, surge con motivo de esos conflictos familiares.

En el contexto internacional, es particularmente relevante en esta materia la 
Recomendación número R(98)1 del Comité de Ministros del Consejo de Europa a los 
estados miembros, por la que se realza la eficacia de esta institución en vista de las 
experiencias obtenidas en diversos países, señalando, entre otros beneficios, que permite 
mejorar la comunicación entre los miembros de la familia, reduce los conflictos entre las 
partes en desacuerdo, da lugar a convenios amistosos y asegura el mantenimiento de 
relaciones personales entre padres e hijos.

Advertida, en este sentido, la demostrada utilidad de esta institución como medio de 
recomposición ágil y flexible de discordias, principalmente provenientes de supuestos de 
separación y divorcio, consistente en la intervención de un tercero, ajeno a las partes en 
conflicto y experto en la materia, para ofrecerles, en el mayor grado de imparcialidad, 
propuestas de solución a sus desavenencias, se llega al convencimiento de la necesidad de 
proceder a regular la misma, en norma con rango de ley, también en el ámbito territorial de la 
Comunidad Autónoma de Galicia, en la consideración principal de esta institución como un 
mecanismo calificado de ayuda, de entre los ofrecidos por los poderes públicos gallegos en 
virtud de la competencia que en materia de asistencia social tiene asumida la Comunidad 
Autónoma, para la protección de la familia y, en particular, para la protección de los intereses 
superiores de los niños y las niñas y del bienestar de los mismos, filosofía acorde con los 
principios contemplados en la Ley 3/1997, de 9 de junio, gallega de la Familia, la Infancia y la 
Adolescencia.

La figura del mediador familiar se perfila mediante su caracterización como un 
profesional especializado, imparcial e independiente, cuya actuación es requerida, por 
iniciativa de las partes, a efectos de posibilitar la apertura de vías de comunicación entre las 
mismas, proporcionándoles a este fin un procedimiento de negociación que permita alcanzar 
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soluciones satisfactorias para sus situaciones de conflicto familiar, sin necesidad, por tanto, 
de atribuirle facultades decisorias o dirimentes sobre el conflicto, como es propio de los 
arbitrajes.

En efecto, al limitarse su función a proporcionar auxilio y apoyo a la negociación entre las 
partes, su actuación se materializará en la simple mediación conciliadora o, en su caso, en 
propuestas de solución a aceptar, o no, libremente por los sujetos en conflicto; de ello se 
deduce que esta institución participa, en realidad, de las características técnicas de la 
mediación y la conciliación.

La mencionada institución queda así configurada como manifestación de una actividad 
de interés público, promovida por la Junta de Galicia en razón de la indubitada utilidad 
pública que representa la adecuada organización y prestación de este servicio para las 
familias y unidades de convivencia estable con residencia en territorio gallego, y 
particularmente para los niños y las niñas, quienes, en situación de conflicto familiar, 
requieren solución apropiada a los problemas que surgen, para ellos en especial, en los 
casos de separación o divorcio, en cuanto se refiere a la guarda y al derecho de visita a los 
mismos por sus padres.

A partir de estas delimitaciones previas, la Consejería competente en materia de familia, 
a través de la unidad orgánica que se determine reglamentariamente, ejercerá las funciones 
necesarias para hacer efectiva la actividad de mediación familiar en beneficio de todas 
aquellas personas que la precisen y demanden.

La Ley se estructura en un título preliminar y dos títulos. El título preliminar, bajo la 
rúbrica de disposiciones generales, recoge aquellas normas que inspiran y configuran los 
perfiles básicos de la institución, en cuanto a la naturaleza y significado y el contenido y 
alcance de la misma, los sujetos o partes legitimadas para instarla y las cuestiones que 
pueden someterse a mediación. El título I, regulador de la ordenación de la mediación 
familiar, se divide en dos capítulos. El capítulo I se dedica a la configuración jurídica de la 
institución de la mediación familiar, destacando sus características. El capítulo II se ocupa 
del desarrollo y la tramitación de las actividades de mediación. Y el título II de la misma 
configura el régimen sancionador.

La Ley concluye con dos disposiciones finales, habilitando la primera su desarrollo 
reglamentario y refiriéndose la segunda a su entrada en vigor.

Por todo lo expuesto, el Parlamento de Galicia aprobó y yo, de conformidad con el 
artículo 13.21.º del Estatuto de Galicia y con el artículo 24 de la Ley 1/1983, de 23 de 
febrero, reguladora de la Junta y de su Presidente, promulgo en nombre del Rey la Ley 
reguladora de la Mediación Familiar.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
1. La presente Ley tiene por objeto la regulación de la institución de mediación familiar 

en Galicia, como método de intentar solucionar los conflictos que puedan surgir en 
supuestos de ruptura matrimonial o de pareja.

2. La mediación familiar que regula la presente Ley podrá utilizarse tanto con carácter 
previo a la iniciación de procedimientos judiciales como para hallar salida a procedimientos 
judiciales en curso, a fin de obtener soluciones a las causas determinantes de los conflictos 
matrimoniales o de pareja.

Artículo 2.  Concepto de mediación.
Por mediación familiar se entenderá, a los efectos de la presente Ley, la intervención de 

los profesionales especializados requeridos voluntariamente y aceptados en todo caso por 
las partes en condición de mediador. Estos serán expertos en actuaciones psico-socio-
familiares que actuarán en funciones de cooperación y auxilio a aquellas personas que 
tienen o han tenido una relación familiar, para ofrecerles una solución pactada a su 
problemática matrimonial o de pareja.
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Artículo 3.  Finalidad de la mediación.
1. Los programas de mediación familiar tendrán como finalidad el asesoramiento, 

orientación y búsqueda de un acuerdo mutuo o la aproximación de las posiciones de las 
partes en conflicto a favor de regular, de común acuerdo, los efectos de la separación, 
divorcio o nulidad del matrimonio, o bien la ruptura de la unión, así como en conflictos de 
convivencia, en beneficio de la totalidad de los miembros de la unidad familiar.

2. Con esa finalidad principal, las personas mediadoras orientarán su actividad a 
aproximar los criterios de cada parte en conflicto, en orden a obtener acuerdos 
principalmente sobre las relaciones paterno-materno-filiales, la custodia y los alimentos 
previa ruptura matrimonial o de pareja.

Artículo 4.  Formas de iniciación.
Podrán promover la mediación familiar:
1. Las personas unidas por vínculo matrimonial, a los efectos de:
a) Buscar soluciones a las situaciones de conflicto que puedan plantearse entre ellas en 

cualquier momento anterior a la incoación de un proceso judicial sobre su situación de crisis 
familiar, mediante ofrecimiento de propuestas de solución que eviten llegar a la ruptura del 
vínculo o que sirvan para solucionar el conflicto en la vía judicial.

b) Buscar salida pactada a los conflictos planteados en los procesos judiciales de 
separación, divorcio o nulidad que se encuentren en trámite, bien mediante la aceptación de 
común acuerdo del convenio regulador de la separación o del divorcio propuesto, o bien para 
la instrumentación de los medios adecuados que posibiliten el mejor cumplimiento y 
ejecución de las sentencias dictadas en dichos procesos, con arreglo a lo pactado 
previamente entre las partes.

2. Aquellas personas que, habiendo formado una unión estable de pareja, entren en una 
situación de crisis de convivencia y acepten la intervención de una tercera persona 
mediadora que les ofrezca apoyo para encontrar soluciones pactadas, en particular con 
respecto a sus relaciones paterno-materno-filiales.

3. La autoridad judicial podrá proponer a las partes, conforme a lo previsto en la 
legislación civil y procesal, la mediación durante el desarrollo de los procesos de separación, 
divorcio o nulidad o en cualesquiera otros supuestos de ruptura de la convivencia de pareja.

Artículo 5.  La figura del mediador.
En cada actuación de mediación intervendrá una persona que esté inscrita en el Registro 

de Mediadores. A estos efectos, dichas personas deberán reunir los requisitos de 
experiencia profesional y formación específica que se establezcan reglamentariamente, pero 
en todo caso serán expertos en actuaciones psico-socio-familiares.

Artículo 6.  Ámbito.
1. Las cuestiones que podrán someterse a una actuación de mediación familiar serán 

todas aquellas, derivadas de las relaciones personales o paterno-materno-filiales, de cuya 
disposición puedan hacer las partes y sean susceptibles de ser cuestionadas judicialmente.

2. Las actuaciones de mediación familiar podrán alcanzar a la totalidad de las relaciones 
personales y paterno-materno-filiales o circunscribirse a una mediación parcial, limitándose 
en cuanto a las relaciones personales a las cuestiones económico-patrimoniales y en cuanto 
a las paterno-materno-filiales a los aspectos del ejercicio de la potestad, la custodia o el 
régimen de visita de los hijos.

3. Esas actuaciones deberán estar presididas por su orientación preferente a la 
preservación del interés superior y bienestar de los hijos, habida cuenta el respeto al 
principio de que ambos progenitores mantienen obligaciones comunes respecto a criarles y 
asegurarles, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida 
necesarias para su desarrollo integral.

4. El departamento de la Xunta de Galicia competente en materia de igualdad, y en 
materia de familia, a través de sus recursos propios, ofrecerá programas de mediación y de 
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orientación familiar, de manera individual o dirigidos a las familias en su conjunto cuando 
exista una situación de deterioro de la convivencia familiar. Estos programas preverán de 
manera prioritaria la prevención de situaciones de violencia de género.

TÍTULO I
Ordenación de la mediación familiar

CAPÍTULO I
Características de la institución de mediación familiar

Artículo 7.  Características de la institución.
1. La mediación es una institución basada en la autonomía de la voluntad, en la medida 

en que son las partes en conflicto quienes tienen que demandar, por libre iniciativa de las 
mismas, la actuación de una persona mediadora, pudiendo, una vez iniciada la actuación 
mediadora, manifestar en cualquier momento el desistimiento a la mediación requerida.

2. La actividad mediadora tendrá por objeto la prestación de una función de auxilio o 
apoyo a la negociación entre las partes, concretándose, en su caso, en la facultad de la 
persona mediadora de proponer soluciones, a aceptar o no libremente por los sujetos en 
conflicto. La persona mediadora, al amparo de esa habilitación, podrá también declarar la 
finalización anticipada de sus funciones conciliadoras, ante la imposibilidad de llegar a una 
solución pactada del conflicto, en los términos del artículo 15 de la presente Ley.

2 bis. El personal especializado de los servicios de mediación elaborará, en cada caso, 
un informe en el que se especifique la idoneidad del recurso de mediación.

3. La mediación podrá promoverse y concertarse antes de la iniciación de las 
actuaciones judiciales o durante el desarrollo de las mismas, con conocimiento del Juez en 
este último supuesto.

4. En todo caso, la mediación familiar habrá de ajustarse en su desarrollo a las 
disposiciones contenidas en la presente Ley.

Artículo 8.  Principios informadores.
1. Las actuaciones derivadas del procedimiento de mediación estarán presididas por los 

principios de voluntariedad y rogación, desarrollándose conforme a los principios de 
antiformalismo, flexibilidad, inmediatez, confidencialidad y secreto.

2. El procedimiento de mediación habrá de desarrollarse conforme a los postulados de 
imparcialidad y neutralidad de la persona mediadora, debiendo quedar garantizado que esta 
respetará los puntos de vista de las partes y preservará su igualdad en la negociación, 
absteniéndose asimismo de promover actuaciones que comprometan su necesaria 
neutralidad.

3. En todo caso, deberá quedar garantizado que las decisiones que se adopten 
mantendrán el respeto a los intereses superiores y bienestar de los niños y las niñas.

4. Se interrumpirá, o en su caso no se iniciará, cualquier proceso de mediación familiar 
cuando en el esté implicada una mujer que sufriera o sufra violencia de género.

Artículo 9.  Gratuidad de la prestación.
1. La prestación del servicio de mediación será gratuita para todas aquellas personas 

que reúnan, o puedan reunir, la condición de beneficiarias del derecho de asistencia jurídica 
gratuita, que, en base a los criterios establecidos en la Ley 1/1996, de 10 de enero, de 
Asistencia Jurídica Gratuita, determinará la Consejería competente en materia de familia. En 
otro caso, el importe del servicio habrá de ser abonado por los interesados, con arreglo a las 
tarifas establecidas en la legislación vigente.

2. Cuando el beneficio interese a uno solo de los miembros de la pareja, el otro no tendrá 
que abonar más que la mitad del coste de la actividad de mediación.

3. El beneficio de la mediación gratuita no podrá ser nuevamente reconocido por la 
Consejería competente en materia de familia hasta haber transcurrido al menos un año 
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cuando las partes en conflicto, a quienes hubiese sido concedido, impidieran el desarrollo de 
la función de la persona mediadora o fueran las causantes de la imposibilidad de adopción 
del acuerdo propuesto, salvo que se aprecien circunstancias especiales que aconsejen lo 
contrario.

Artículo 10.  Colaboración de las partes.
Durante el desarrollo de la mediación familiar, las partes tendrán que mantener su 

compromiso de respeto a las actuaciones promovidas por la persona mediadora, 
manteniendo una posición de colaboración y apoyo permanente a sus funciones.

Artículo 11.  Deber de secreto y confidencialidad.
1. Con arreglo a lo establecido en el artículo 8.1 toda información obtenida en el 

transcurso de la mediación estará afectada por el deber de secreto y por su carácter 
confidencial, estando en consecuencia tanto las partes como la persona mediadora 
obligadas a mantener reserva sobre el desarrollo del procedimiento negociador.

2. Se exceptúan de lo dispuesto en el apartado anterior los siguientes casos:
a) La información relativa a un procedimiento de mediación en curso requerida por el 

Juez.
b) Toda información requerida por el Ministerio Fiscal en el ejercicio de sus funciones.
c) La consulta de los datos personalizados para fines estadísticos.
3. Cuando en el transcurso de la mediación surgieran indicios de comportamientos que 

supongan una amenaza para la vida o integridad física o psíquica de alguna de las personas 
afectadas por la mediación, los mismos se pondrán inmediatamente en conocimiento de la 
autoridad judicial o del Ministerio Fiscal.

CAPÍTULO II
Desarrollo de las actuaciones de mediación

Artículo 12.  Iniciación del proceso.
1. La mediación podrá iniciarse a petición de ambos cónyuges o de común acuerdo de la 

pareja, o a instancia de una de las partes con la aceptación posterior de la otra, bien actúen 
a iniciativa propia o bien a propuesta de la autoridad judicial.

2. La persona mediadora, en todo caso, será designada de común acuerdo por las 
partes de entre las inscritas en el Registro a que hacen referencia los artículos 5 y 18. Si no 
fuera así, tendrán que aceptar la persona habilitada y designada como mediadora por la 
Consejería competente en materia de familia para el desarrollo de esas funciones.

3. En caso de que la persona mediadora sea designada por la consellería competente en 
materia de familia, por parte de esta se le notificará el nombramiento a la persona 
designada.

4. Reglamentariamente se establecerán las causas de abstención y recusación.

Artículo 13.  Desarrollo del proceso.
1. La actuación mediadora se iniciará a través de una primera reunión, en la cual las 

partes expondrán los motivos que les llevan a hacer uso del servicio.
Posteriormente la persona mediadora expondrá el programa de actuaciones para su 

consideración.
2. Previa exposición de la persona mediadora, las partes manifestarán, o no, la 

conformidad con sus propuestas.
La disconformidad de las partes con las mismas podrá dar lugar a la aplicación de lo 

dispuesto en el artículo 15 de la presente Ley.
3. En cualquier momento del proceso, las partes podrán manifestar su desacuerdo con la 

persona mediadora por ellas designada de común acuerdo, rechazando su intervención. En 
este supuesto podrán convenir la designación de una nueva persona mediadora o, en otro 
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caso, aceptarán a la persona designada por la Consejería competente en materia de familia, 
en los términos previstos en el artículo 12.2 de la presente Ley.

4. De cada una de las sesiones se elaborará un informe, haciendo mención del lugar y 
fecha de su celebración y de las circunstancias en que ha discurrido la misma, con 
indicación particular de las incidencias surgidas en su desarrollo.

Artículo 14.  Duración del proceso.
1. El tiempo de duración de la mediación será el que sea necesario en atención al 

número y a la complejidad de las cuestiones conflictivas planteadas por las partes. En 
cualquier caso, no excederá de tres meses, a contar desde la fecha de la reunión inicial, 
salvo que se proponga y justifique por las partes en conflicto y la persona mediadora la 
necesidad de una prórroga de este plazo, la cual no podrá exceder de otros tres meses.

2. En el transcurso de la actuación mediadora, la persona mediadora podrá solicitar toda 
la ayuda y asesoramiento que precise de la Consejería competente en materia de familia 
para el mejor desarrollo de su actividad.

Artículo 15.  Formas de terminación.
1. Si mediara acuerdo voluntario entre las partes sobre el objeto de la mediación se dará 

por concluida la misma y se levantará un acta sobre el desarrollo de las actuaciones y los 
términos del acuerdo alcanzado.

2. La mediación también podrá terminar con una propuesta de la persona mediadora 
aceptada por las partes en el acta. Esta aceptación de las partes podrá ser total o parcial, 
consignándose así en dicha acta.

3. En caso de que fuera imposible llegar a un consenso sobre el objeto de la mediación, 
se hará constar la causa o causas y se dará por finalizada la actividad mediadora en 
cualquier momento de su transcurso, con la firma, asimismo, del acta por las partes.

Artículo 16.  Deber de comunicación.
1. Las personas mediadoras, una vez levantadas las actas finales y firmadas por ellas y 

las partes, deberán comunicar a la Consejería competente en materia de familia los datos de 
cada mediación a efectos estadísticos, respetándose en todo caso la confidencialidad y el 
anonimato de los usuarios del servicio.

2. A petición de la autoridad judicial la Consejería competente en materia de familia 
pondrá en su conocimiento el objeto de la mediación, las actuaciones promovidas por la 
persona mediadora y el acuerdo final alcanzado, en su caso, por las partes, expresando su 
contenido, o la imposibilidad de llegar al mismo.

Artículo 17.  Seguimiento, control y evaluación de la mediación familiar.
La Consejería competente en materia de familia, a través de la unidad orgánica que se 

determine reglamentariamente, ejercerá en materia de mediación familiar las siguientes 
funciones:

a) Realizar el estudio y promoción de las técnicas de mediación familiar, delimitando, en 
su caso, normas de buena práctica que habrán de ser seguidas por las personas 
mediadoras.

b) Mantener las relaciones oportunas con la autoridad judicial en orden a potenciar e 
instrumentar las actividades de mediación familiar.

c) Facilitar el acceso a esta institución como medida de apoyo a la familia en las 
situaciones de conflicto.

d) Designar a la persona mediadora cuando no lo hagan las partes.
e) Ofrecer apoyo y asesoramiento a los mediadores cuando estos lo precisen para el 

mejor desarrollo de su actividad.
f) Evaluar los procesos de mediación y resolver las cuestiones que se planteen en los 

mismos.
g) Homologar la formación y calificación de los mediadores familiares.
h) Coordinar, controlar y gestionar el Registro de Mediadores Familiares.
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i) Elaborar los informes que sean requeridos y elevar las propuestas que se estimen 
necesarias en orden a mejorar la implantación y potenciación del servicio de mediación.

j) Divulgar cumplidamente la institución de la mediación familiar.

Artículo 18.  Registro de Mediadores.
1. La Consejería competente en materia de familia dispondrá de un Registro de 

Mediadores, en el que se inscribirán las personas que reúnan los requisitos de capacidad y 
aptitud para el desempeño de esta función, en los términos expresados en el artículo 5.

2. Su organización y funcionamiento se concretará reglamentariamente.

TÍTULO II
Régimen sancionador

Artículo 19.  Potestad sancionadora.
El incumplimiento de los deberes que incumben a las personas mediadoras según la 

presente ley, en cuanto supongan actuaciones u omisiones constitutivas de infracción, 
conllevará las sanciones que correspondan en cada caso, previa instrucción de un 
expediente contradictorio.

Artículo 20.  Infracciones.
Sin perjuicio de que sean constitutivas de delito, las infracciones cometidas por los 

mediadores familiares en el ejercicio de su función podrán ser muy graves, graves o leves.

Artículo 21.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves:
a) Toda actuación que suponga una discriminación por razón de raza, sexo, religión, 

lengua, opinión, lugar de nacimiento, vecindad o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social de las partes sometidas a mediación.

b) El abandono de la función mediadora sin causa justificada siempre que comporte un 
grave perjuicio para los menores implicados en el proceso.

c) El incumplimiento del deber de confidencialidad de acuerdo con la regulación del 
artículo 11 de la presente Ley, salvo en el supuesto de peligro para la integridad física o 
psíquica de alguna de las personas implicadas en la mediación, con arreglo a lo establecido 
en el apartado 3 del mencionado artículo.

d) El incumplimiento del deber de neutralidad regulado en el artículo 8.2 de la presente 
Ley.

e) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio grave a la 
Administración o a las partes sometidas a mediación.

f) Haber sido sancionado por la comisión de tres faltas graves en un periodo de un año.

Artículo 22.  Infracciones graves.
Son infracciones graves:
a) El abandono de la función mediadora sin causa justificada.
b) La negativa a proporcionar la información sobre un procedimiento de mediación en 

curso cuando la misma sea requerida por la autoridad judicial o el Ministerio Fiscal.
c) La intervención en un proceso de mediación cuando se dé alguna de las causas de 

abstención reglamentariamente señaladas.
d) La grave falta de consideración con las partes sometidas a mediación.
e) Haber sido sancionado por la comisión de tres faltas leves en un período de un año.

Artículo 23.  Infracciones leves.
Son infracciones leves:
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a) El abandono de la función mediadora, aun con causa justificada, sin haberlo 
comunicado con la antelación suficiente para que la Consejería competente en materia de 
familia pueda disponer su sustitución.

b) La negativa a proporcionar los datos personalizados a la Consejería competente en 
materia de familia para fines exclusivamente estadísticos.

c) El incumplimiento del deber de redacción de los informes y del acta de las sesiones.
d) La dilación del proceso por causa imputable en exclusiva a la propia persona que 

actúa de mediadora.
e) El cobro por la actividad mediadora en aquellos supuestos en que las partes tengan 

reconocida la gratuidad de la misma o bien estén en situación de que pueda serles 
reconocida.

f) El incumplimiento de los deberes y las obligaciones de la persona mediadora, siempre 
que no deban ser calificadas como infracción muy grave o grave.

Artículo 24.  Sanciones.
Por razón de las infracciones a que hace referencia la presente Ley, podrán imponerse 

las siguientes sanciones:
a) Baja definitiva en el Registro de mediadores en los supuestos a), b) y e) del artículo 

21.
Suspensión temporal para poder actuar como persona mediadora por un período de seis 

meses y un día a un año en los supuestos c), d) y f) del artículo 21.
b) Suspensión temporal para poder actuar como persona mediadora de un día a seis 

meses por las infracciones graves del artículo 22.
c) Amonestación por escrito, que se consignará en el expediente registral, en los 

supuestos de las infracciones leves del artículo 23.

Artículo 25.  Procedimiento sancionador.
La imposición de las sanciones administrativas reguladas en el presente título se 

realizará conforme a los principios y previa instrucción del oportuno expediente establecido 
en el título IX de la Ley 30/1992, de 26 de enero, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y demás 
disposiciones que sean de aplicación.

Disposición final primera.  
Se faculta a la Junta de Galicia para dictar las disposiciones que sean necesarias para el 

desarrollo reglamentario de la presente Ley.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor a los nueve meses de su publicación en el «Diario 

Oficial de Galicia».
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§ 185

Ley 11/2004, de 19 de noviembre, de inspección de consumo de 
Galicia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 235, de 2 de diciembre de 2004
«BOE» núm. 305, de 20 de diciembre de 2004
Última modificación: 30 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2004-21335

[ . . . ]
Artículo 2.  Funciones de la Inspección de Consumo.

Corresponden a la Inspección de Consumo las siguientes funciones:
1. Vigilar, verificar y constatar el cumplimiento de la normativa que pueda afectar, directa 

o indirectamente, a los derechos de los consumidores y usuarios en la comercialización de 
productos y prestación de servicios que tengan como destinatarios finales a los 
consumidores y usuarios.

2. Investigar y comprobar los hechos de los que tenga conocimiento la administración en 
materia de consumo, por presuntas infracciones o irregularidades en materia de defensa del 
consumidor y usuario.

3. Informar a las empresas, durante la realización de sus actuaciones, sobre las 
exigencias, cumplimiento y aplicación de la normativa vigente en materia de protección y 
defensa de los derechos de los consumidores y usuarios, así como facilitar a los 
consumidores y usuarios la información que precisen para el adecuado ejercicio de sus 
derechos, divulgando el sistema arbitral de consumo.

4. Realizar actuaciones de mediación en aquellos casos en que a través de este medio 
puedan solucionarse los posibles conflictos que puedan surgir entre empresarios y 
consumidores y usuarios.

5. Elaborar los informes que requiera su actividad, así como los recabados por los 
órganos competentes en materia de arbitraje de consumo o potestad sancionadora, y los 
que, en su caso, le sean requeridos por otros órganos de la Administración de la Comunidad 
Autónoma.

6. Estudiar, preparar y ejecutar las campañas de inspección, así como cualquier otra 
actuación preparatoria para la correcta ejecución de sus funciones.

7. Ejecutar las acciones derivadas del sistema de intercambio rápido de información 
relativo a la seguridad de los productos industriales.

8. Ejecutar las órdenes dictadas por las autoridades competentes en materia de 
consumo en el ámbito de la inspección de consumo.
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9. Cualquier otra que se establezca en el desarrollo reglamentario de la presente ley.

[ . . . ]
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§ 186

Ley 5/2008, de 23 de mayo, por la que se regula el Consejo Gallego 
de Relaciones Laborales. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 112, de 11 de junio de 2008
«BOE» núm. 165, de 9 de julio de 2008
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2008-11589

TÍTULO I
Naturaleza jurídica, funciones y composición

[ . . . ]
Artículo 3.  Funciones.

1. En el desarrollo de sus funciones, el Consejo Gallego de Relaciones Laborales actúa 
con autonomía respecto de la Xunta de Galicia y de cualquier otra institución de la 
Comunidad Autónoma de Galicia.

2. Serán funciones del Consejo Gallego de Relaciones Laborales las siguientes:
a) Elaborar y remitir, a iniciativa propia, estudios e informes a los departamentos de la 

Administración autonómica y de cualquier otra institución de la comunidad autónoma y 
plantearles propuestas en materia de política laboral.

b) Emitir dictámenes sobre los proyectos normativos de los organismos y departamentos 
de la Administración autonómica y de otras instituciones de la comunidad autónoma en 
materia laboral, que le serán solicitados preceptivamente.

El plazo para la emisión de los dictámenes será de treinta días hábiles cuando se trate 
de borradores de anteproyectos de ley y de decretos, y de quince días hábiles cuando se 
trate de normas reglamentarias de rango inferior. Al efecto de cumplir adecuadamente dichos 
plazos se constituirá un Comité Delegado del Pleno para la emisión de dictámenes, con las 
funciones, composición y características que se establezcan por acuerdo del Pleno.

c) Fomentar y ampliar la negociación colectiva dentro del respeto al principio de 
autonomía colectiva consagrado en el artículo 37.1.º de la Constitución española e impulsar 
una adecuada estructura de los convenios en los ámbitos territorial y sectorial.

d) Preparar y redactar propuestas relativas a acuerdos laborales y recomendarles su 
aplicación a las organizaciones empresariales y sindicales.

e) Promover y facilitar la mediación y arbitraje en los conflictos laborales, a petición de 
las partes interesadas. A tal fin, podrá efectuar propuestas, recomendaciones y ofrecimiento 
de arbitrajes o mediaciones, en especial respecto a los conflictos de amplia repercusión en la 
comunidad autónoma.
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f) Promover la creación de comisiones paritarias, en los diversos ámbitos de negociación 
colectiva, con la composición y competencias que éste determine.

g) Solicitar y recibir de los órganos competentes de la Administración autonómica y de 
cualquier otra institución de la comunidad autónoma cuanta información precise para el 
desempeño de sus funciones.

h) Gestionar los acuerdos que le sean encomendados por las entidades reconocidas 
como interlocutoras sociales.

i) Desarrollar las funciones que el Real decreto 718/2005, de 20 de junio, por el que se 
aprueba el procedimiento de extensión de convenios colectivos, establece en los artículos 6 
y 7.2.º

j) Aprobar el informe anual sobre la situación sociolaboral en la comunidad autónoma y el 
plan y la memoria anuales sobre la actuación del Consejo Gallego de Relaciones Laborales.

k) Aprobar la creación de las comisiones de trabajo y sus competencias.

[ . . . ]
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§ 187

Ley 3/2011, de 30 de junio, de apoyo a la familia y a la convivencia de 
Galicia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 134, de 13 de julio de 2011
«BOE» núm. 182, de 30 de julio de 2011
Última modificación: 9 de febrero de 2021

Referencia: BOE-A-2011-13120

[ . . . ]
TÍTULO I

De la familia

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Del apoyo familiar y la mediación

Sección 1.ª Apoyo familiar

Artículo 32.  Concepto de apoyo familiar.
El apoyo familiar es un proceso encaminado a facilitar una dinámica familiar positiva, la 

solución de problemas y la toma de decisiones, además de potenciar y desarrollar los 
recursos familiares.

El apoyo familiar comprenderá los niveles siguientes:
a) Informativo, facilitando a las familias la información necesaria para favorecer una 

mejor compresión del medio y de los recursos disponibles.
b) Educativo y formativo, proporcionando a las familias los medios necesarios para el 

desarrollo integral de sus funciones y habilidades, fortaleciendo los vínculos del sistema 
familiar y facilitando que la dinámica individual y familiar sea creativa, eficaz y enriquecedora.

c) Preventivo, de preparación ante las distintas etapas o situaciones por las que pasan 
las familias en su ciclo vital.

d) Ayuda personal y emocional, ofreciendo atención y acompañamiento en cualquier 
momento de la vida y, en especial, en los momentos de crisis provocadas por desgracias 
inesperadas, tanto formal a través de la terapia familiar como informal a través de las redes 
de ayuda mutua o grupos de apoyo familiar.

e) Orientación, acompañando a las familias, ofreciendo asesoramiento para la toma de 
decisiones, la resolución de conflictos y la movilización de los recursos propios y del entorno, 
así como en el proceso de planificación de apoyos.
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f) Terapia y tratamiento a fin de superar los dinamismos disfuncionales de las familias, 
haciendo posible su progreso y adaptación.

Artículo 33.  Finalidades de la orientación familiar.
La finalidad del apoyo familiar es el fortalecimiento, enriquecimiento y mejora de la 

calidad de vida de las personas en el seno familiar y de la familia como grupo.
El apoyo familiar abordará los problemas que puedan surgir en la familia y por extensión 

en los miembros que la componen, prestando especial atención al interés superior y a la 
vulnerabilidad de las y los menores, y atendiendo especialmente a:

a) Las crisis del ciclo vital de la familia.
b) Las situaciones de conflicto.
c) La viabilidad adaptativa del grupo familiar: apoyo, protección y desarrollo.

Sección 2.ª Mediación familiar

Artículo 34.  Concepto de mediación familiar.
Se entiende por mediación familiar el procedimiento de carácter voluntario dirigido a 

facilitar la comunicación entre los miembros de la familia, a fin de que gestionen por sí 
mismos una solución a los conflictos que les afecten con la intervención de una persona 
mediadora, quien actuará de forma neutral, imparcial y confidencial.

Artículo 35.  Finalidades de la mediación familiar.
El procedimiento de mediación familiar tendrá como finalidades:
a) La búsqueda común de soluciones satisfactorias y duraderas en el tiempo.
b) Minimizar el coste emocional que todo conflicto produce en todos los miembros de la 

familia.
c) Restablecer y/o mejorar las relaciones, presentes y futuras, entre las partes en 

conflicto.
d) Evitar la instrumentalización de los demás miembros de la familia, y, en especial, de 

las y los menores.
e) Asegurar la protección del interés superior de la o el menor y su bienestar.
f) Favorecer la responsabilidad parental compartida.

Sección 3.ª Recursos para el apoyo familiar y la mediación

Artículo 36.  Red de recursos.
La Xunta de Galicia potenciará y desarrollará una red de recursos adecuados para 

garantizar la efectividad de los procesos de apoyo familiar y mediación para que estos 
puedan llegar a los sectores de población más amplios posible, tanto a través de las nuevas 
tecnologías como en la modalidad de atención presencial.

En concreto, a través de los departamentos competentes en materia de familia y justicia, 
constituirá servicios de apoyo y atención a las familias a través de las tecnologías de la 
información y comunicación y promoverá, reforzará y ampliará los servicios de orientación 
familiar, de mediación y los puntos de encuentro familiar.

[ . . . ]
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§ 188

Ley 4/2011, de 30 de junio, de convivencia y participación de la 
comunidad educativa. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 136, de 15 de julio de 2011
«BOE» núm. 182, de 30 de julio de 2011
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2011-13121

[ . . . ]
TÍTULO III

Normas básicas de convivencia en los centros docentes

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Conductas contrarias a la convivencia y su corrección

[ . . . ]
Sección 2.ª Medidas correctoras

[ . . . ]
Artículo 20.  Procedimientos conciliados de resolución de los conflictos.

1. Reglamentariamente se determinará un procedimiento conciliado para la resolución de 
los conflictos de convivencia. La participación del alumnado o de sus representantes legales 
tendrá carácter voluntario, a solicitud del alumnado o de sus representantes legales, y exigirá 
el compromiso de cumplimiento de las acciones reparadoras.

2. La opción por la conciliación suspende el inicio del procedimiento disciplinario de 
corrección de la conducta, que se reanudará en caso de que la conciliación fuese 
infructuosa. El cumplimiento de las acciones reparadoras dará lugar a la finalización del 
procedimiento de corrección de la conducta contraria a la norma de convivencia.

3. En el procedimiento, formalizado por escrito, se incluirá la intervención de una persona 
instructora y de una persona mediadora.

4. El procedimiento formalizado será el que se determine por el centro, con la aprobación 
del consejo escolar, y que figurará en el reglamento de régimen interno.

[ . . . ]
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§ 189

Ley 7/2011, de 27 de octubre, del Turismo de Galicia. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 216, de 11 de diciembre de 2011
«BOE» núm. 291, de 3 de diciembre de 2011
Última modificación: 27 de diciembre de 2019

Referencia: BOE-A-2011-19058

[ . . . ]
TÍTULO II

Derechos y obligaciones de la usuaria y usuario turísticos

[ . . . ]
Artículo 16.  Derecho a formular quejas y reclamaciones.

1. La usuaria o usuario turístico tiene derecho a formular quejas y reclamaciones de 
acuerdo con lo establecido en la presente ley. Las empresas turísticas están obligadas a 
tener en sus establecimientos hojas de reclamaciones facilitadas por la Administración de la 
Xunta de Galicia. Su existencia habrá de ser anunciada de forma visible e inequívoca y 
habrán de ser entregadas, de forma inmediata, a las usuarias y usuarios cuando las 
solicitasen y, en su caso, tras el pago de los servicios prestados. Las características y el 
procedimiento para la tramitación de las hojas de reclamaciones se determinarán 
reglamentariamente.

2. La usuaria o usuario turístico, de acuerdo con lo establecido por la legislación 
aplicable, podrá solicitar la intervención de los órganos arbitrales, los cuales están obligados 
a llevar a cabo todas las actuaciones pertinentes para dar respuesta a su solicitud.

[ . . . ]
TÍTULO VIII

Disciplina turística

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Régimen sancionador

[ . . . ]
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Sección 4.ª Procedimiento sancionador

[ . . . ]
Artículo 121.  Conciliación, reparación y rectificación.

1. Previa o simultáneamente a la tramitación del procedimiento sancionador, el órgano 
competente para su incoación podrá ofrecer a la presunta persona infractora la posibilidad 
de reparar los perjuicios causados o corregir las irregularidades administrativas en que 
hubiera incurrido.

2. La conciliación voluntaria para la reparación de los perjuicios causados a las usuarias 
o usuarios turísticos por parte de las personas titulares de actividades turísticas solo podrá 
intentarse en aquellos supuestos en que prime un interés privado y el mismo fuera 
cuantificable.

Producirá los mismos efectos que la conciliación voluntaria el sometimiento de las partes 
al sistema arbitral de consumo o a los procedimientos arbitrales que la Administración 
turística pudiera instituir con arreglo a lo previsto en la presente ley.

3. La rectificación de las irregularidades administrativas solo será admisible cuando lo 
permitiera la entidad de la infracción y del perjuicio que la misma haya producido.

4. La conciliación y la reparación plena conllevarán el archivo de las actuaciones o la 
atenuación de las sanciones, en atención a la naturaleza y gravedad de los perjuicios 
causados. La reparación parcial únicamente podrá dar lugar a la atenuación de las 
sanciones.

5. La tramitación de los procedimientos de conciliación y la reparación interrumpirán la 
prescripción de las infracciones y el cómputo del plazo para resolver los procedimientos 
sancionadores.

[ . . . ]
TÍTULO IX

Del arbitraje

Artículo 126.  Arbitraje.
1. Mediante el arbitraje las personas físicas y jurídicas podrán someter voluntaria y 

expresamente a decisión de una o varias personas que ejerzan esa función arbitral la 
resolución de los conflictos que pudieran surgir en relación con las materias reguladas en la 
presente ley.

2. La Administración de la Xunta de Galicia podrá crear mecanismos de mediación, de 
acuerdo con lo establecido en la legislación vigente sobre la materia.

[ . . . ]
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§ 190

Ley 2/2012, de 28 de marzo, gallega de protección general de las 
personas consumidoras y usuarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 69, de 11 de abril de 2012
«BOE» núm. 101, de 27 de abril de 2012

Última modificación: 29 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2012-5595

[ . . . ]
TÍTULO I

Derechos de los consumidores

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Protección jurídica, administrativa y técnica

Artículo 41.  Administración electrónica.
1. La Xunta de Galicia fomentará el uso de las nuevas tecnologías para la presentación 

por los consumidores de las reclamaciones y denuncias, y su comunicación con ellos, 
estableciendo procedimientos adecuados que garanticen la autenticidad de las mismas.

2. La Xunta de Galicia potenciará el arbitraje electrónico.
3. De acuerdo con el régimen establecido en la normativa general de arbitraje, la Junta 

Arbitral de Consumo de Galicia utilizará en las comunicaciones con las empresas y 
consumidores el fax y las comunicaciones electrónicas.

Artículo 42.  Formas extrajudiciales de resolución de conflictos.
La Xunta de Galicia fomentará las vías extrajudiciales de resolución de conflictos en 

materia de consumo, especialmente a través de la mediación y el arbitraje.

Artículo 43.  El arbitraje.
1. Corresponderá a la Xunta de Galicia regular el funcionamiento de la Junta Arbitral de 

Consumo de Galicia.
2. La Xunta de Galicia podrá crear, en el ámbito de su competencia de consumo, 

órganos arbitrales al amparo de lo establecido en la legislación general de arbitraje.
3. Cuando una empresa lleve a cabo cualquier comunicación o difusión en que se haga 

referencia a su adhesión al arbitraje de consumo o utilice el distintivo público de adhesión al 
mismo, los consumidores podrán solicitar que las controversias que se susciten con esa 
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empresa se resuelvan a través de dicho sistema, quedando válidamente formalizado el 
convenio arbitral por la mera solicitud realizada por el consumidor durante todo el tiempo en 
que la empresa hizo referencia a su adhesión o utilizó el distintivo de adhesión al arbitraje de 
consumo.

4. Las sociedades mercantiles públicas autonómicas que mantengan relaciones de 
consumo deberán adherirse al arbitraje de consumo.

5. La adhesión al arbitraje de consumo o a otro institucional que tenga la misma finalidad 
que aquel se tendrá en cuenta como criterio de valoración en las bases reguladoras de la 
concesión de ayudas o subvenciones por parte de la Administración general de la 
Comunidad Autónoma y las entidades instrumentales del sector público autonómico siempre 
que se dirijan a empresas que mantengan relaciones de consumo con consumidores.

6. Los órganos de contratación de la Administración general de la Comunidad Autónoma 
y de las entidades instrumentales del sector público autonómico incorporarán como criterio 
de valoración de las ofertas la adhesión al arbitraje de consumo o a otro institucional que 
tenga la misma finalidad que aquel, siempre que el objeto del contrato suponga que la 
empresa adjudicataria mantenga relaciones de consumo con consumidores.

7. La Administración general de la Comunidad Autónoma y las entidades instrumentales 
del sector público autonómico deben incorporar la adhesión al arbitraje de consumo o a otro 
institucional que tenga la misma finalidad que aquel, como condición de ejecución en la 
adjudicación de contratos, siempre que la contratación se haga con empresas que 
mantengan relaciones de consumo con consumidores.

8. El incumplimiento de laudos arbitrales por parte de las empresas a que hacen 
referencia los tres apartados anteriores legitimará para solicitar el reintegro de la ayuda o 
subvención o la resolución del contrato, a menos que en las condiciones o bases se 
establezca otra previsión para este supuesto.

9. La Administración autonómica deberá promover que las empresas o entidades 
privadas que gestionan servicios públicos o servicios de interés general bajo el régimen de 
concesión incluyan en los pliegos de condiciones la obligación de que en los contratos con 
personas consumidoras se contemple la adhesión al arbitraje de consumo.

Artículo 44.  La mediación.
1. La mediación del consumo se concibe como una vía alternativa y voluntaria dirigida a 

solucionar los conflictos que puedan surgir en la relación de consumo de conformidad con la 
legalidad vigente y presidida por los principios de voluntariedad, imparcialidad, 
confidencialidad y universalidad.

2. La Xunta de Galicia fomentará la formación en materia de mediación en el ámbito de 
los derechos de las personas consumidoras a fin de crear una red de mediación.

3. Los acuerdos adoptados entre las partes en el curso de un procedimiento de 
mediación se documentarán por escrito y vincularán a las dos partes a atenerse a lo 
acordado dentro de dicho procedimiento.

[ . . . ]
Artículo 56 bis.  Reclamación de costes derivados del control de la vigilancia del mercado 
en caso de incumplimiento.

La administración competente en materia de consumo podrá reclamar al operador 
económico la totalidad de los costes derivados del control de la vigilancia del mercado en 
caso de incumplimiento, de conformidad con lo establecido en el artículo 15 del Reglamento 
(UE) 2019/1020 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, relativo a la 
vigilancia del mercado y la conformidad de los productos y por el que se modifican la 
Directiva 2004/42/CE y los Reglamentos (CE) n.º 765/2008 y (UE) n.º 305/2011.

Los costes indicados tendrán la consideración de créditos de derecho público y, una vez 
dictado el acto de liquidación, podrán exigirse de acuerdo con lo establecido en las normas 
que regulan el procedimiento de recaudación.

[ . . . ]
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Disposición adicional octava.  Microempresas, pequeñas y medianas empresas.
A los efectos de la presente ley, se considerarán microempresas, pequeñas y medianas 

empresas las que así lo sean y se justifiquen de acuerdo con lo establecido en la 
Recomendación de la Comisión Europea (2003/361/CE) de 6 de mayo de 2003 sobre la 
definición de microempresas, pequeñas y medianas empresas.

No obstante lo anterior, mediante decreto se podrán modificar los criterios aplicables a 
los efectos de considerar una empresa como microempresa, pequeña o mediana empresa.

[ . . . ]
Disposición transitoria tercera.  

Las sociedades mercantiles públicas autonómicas recogidas en el apartado 4 del artículo 
43 deberán adherirse al sistema arbitral de consumo en el plazo de un año desde la entrada 
en vigor de la presente ley.

[ . . . ]
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§ 191

Ley 3/2012, de 2 de abril, del deporte de Galicia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 71, de 13 de abril de 2012
«BOE» núm. 101, de 27 de abril de 2012
Última modificación: 29 de enero de 2021

Referencia: BOE-A-2012-5596

[ . . . ]
TÍTULO VII

De la jurisdicción deportiva

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 86.  Ámbito de la jurisdicción deportiva.
A los efectos de la presente ley, la jurisdicción deportiva se extiende al conocimiento y 

resolución de las cuestiones que en materia jurídico-deportiva se susciten en los ámbitos 
disciplinario, organizativo-competicional, electoral y administrativo-deportivo.

Artículo 87.  Ámbito disciplinario.
1. La potestad disciplinaria es la facultad de investigar y, en su caso, sancionar a los 

sujetos que formen parte de la organización deportiva con ocasión de infracciones de las 
reglas del juego o competición o de las normas generales de conducta deportiva 
establecidas en la presente ley y en las disposiciones que la desarrollen.

2. Se entiende por infracciones de las reglas del juego o de la competición las acciones u 
omisiones que durante el curso del juego, de la competición o de la prueba, vulneren, 
impidan o perturben su normal desarrollo.

3. Son infracciones de las normas generales de conducta deportiva las acciones u 
omisiones que supongan un quebrantamiento de cualquier norma de aplicación en el deporte 
no incluida en el apartado anterior o de los principios generales de la conducta deportiva 
recogidos en la presente ley.

4. La potestad disciplinaria se extiende a las entidades deportivas y a sus deportistas, 
técnicos y directivos, a los jueces y árbitros y, en general, a todas aquellas personas y 
entidades que, en condición de federados o inscritos en el Registro de Entidades Deportivas, 
desarrollen la modalidad deportiva correspondiente en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma.

5. El ejercicio de la potestad disciplinaria deportiva le corresponde:
a) A los jueces o árbitros durante el desarrollo de los encuentros o pruebas.
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b) A los clubes deportivos y a las secciones deportivas sobre sus socios o asociados, 
deportistas o técnicos y directivos o administradores.

c) A las federaciones deportivas de Galicia, a través de sus órganos disciplinarios, sobre 
todas las personas que forman parte de su estructura orgánica y, en general, sobre todas 
aquellas personas y entidades que, estando federadas, desarrollan la actividad deportiva 
correspondiente al ámbito autonómico.

d) Al Comité Gallego de Justicia Deportiva, sobre las mismas personas y entidades que 
las federaciones deportivas gallegas, sobre estas mismas y sus directivos, y sobre todas 
aquellas personas y entidades que estén inscritas en el Registro de Entidades Deportivas de 
Galicia o que desarrollen o participen en la actividad deportiva en las formas previstas en la 
presente ley.

La competencia del Comité Gallego de Justicia Deportiva se articula en vía de recurso 
contra las decisiones federativas o en primera instancia cuando así lo determine la presente 
ley.

Artículo 88.  Ámbito electoral.
1. En el ámbito electoral, la jurisdicción deportiva se extiende al conocimiento y 

resolución de las reclamaciones y recursos que en sus procesos electorales adopten las 
federaciones deportivas, y quedan excluidos los actos de aprobación del reglamento 
electoral, que tiene su propio régimen de impugnación ante la Administración autonómica. 
Las decisiones de la Administración deportiva sobre la aprobación de estos reglamentos 
agotarán la vía administrativa correspondiente.

2. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en el ámbito electoral le corresponde:
a) A la junta electoral de las federaciones deportivas.
b) Al Comité Gallego de Justicia Deportiva.
Los estatutos y reglamentos determinarán el régimen de impugnación de los respectivos 

actos que componen el proceso electoral y podrán determinar la obligatoriedad de 
interposición de recurso ante el Comité Gallego de Justicia Deportiva. En todo caso, la 
convocatoria del proceso electoral será de impugnación directa y exclusiva ante el Comité 
Gallego de Justicia Deportiva.

Artículo 89.  Ámbito organizativo-competicional.
La competencia en materia organizativo-competicional se extiende al conocimiento de 

los actos u omisiones que realicen los organizadores de las competiciones oficiales en el 
desarrollo de su función y que no tengan reflejo en el régimen disciplinario deportivo.

Artículo 90.  Ámbito administrativo-deportivo.
El ejercicio de la potestad sancionadora en materia administrativo-deportiva corresponde 

a la Administración deportiva autonómica sobre cualquier persona física o jurídica, por la 
comisión de las infracciones administrativas tipificadas en la presente ley.

CAPÍTULO II
El Comité Gallego de Justicia Deportiva

Sección 1.ª Organización y funcionamiento

Artículo 91.  Finalidad.
1. El Comité Gallego de Justicia Deportiva es el órgano administrativo superior de la 

jurisdicción deportiva en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Galicia. Está 
adscrito al órgano de la Administración autonómica competente en materia de deporte, y 
actúa con independencia funcional de éste y de la Administración general de la Comunidad 
Autónoma.
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En el ámbito del Comité Gallego de Justicia Deportiva se creará una sección 
diferenciada para la solución arbitral de las decisiones que no deban adoptarse mediante los 
procedimientos disciplinarios previstos en la presente ley. El sistema arbitral de solución de 
conflictos se regulará reglamentariamente en el marco de las normas del arbitraje privado.

2. La Administración deportiva dotará al Comité Gallego de Justicia Deportiva de los 
medios personales y materiales que precise para el ejercicio de su función.

Artículo 92.  Designación, constitución y funcionamiento.
1. El Comité Gallego de Justicia Deportiva estará integrado por una presidenta o 

presidente y cuatro vocales, todos ellos licenciados en derecho. Se designarán, igualmente, 
dos suplentes para los supuestos de vacantes, enfermedad o ausencia.

La condición de presidenta o presidente, secretaria o secretario o miembro del Comité 
Gallego de Justicia Deportiva es incompatible con el trabajo o el asesoramiento de las 
federaciones deportivas gallegas.

2. El nombramiento de los miembros del Comité Gallego de Justicia Deportiva lo 
realizará el órgano de la Administración autonómica competente en materia deportiva. En la 
sesión constitutiva del órgano se elegirá una presidenta o presidente.

3. La duración del mandato de los integrantes del Comité Gallego de Justicia Deportiva 
será de cuatro años y su ejercicio no será remunerado. Sus miembros, en el ejercicio de sus 
cargos, únicamente tendrán derecho a las dietas e indemnizaciones a las que hubiese lugar, 
de acuerdo con la normativa de aplicación.

4. Estará asistido por una secretaria o secretario designado por la Administración 
autonómica, que tendrá la condición de funcionario, que actuará en las reuniones del comité 
con voz pero sin voto.

5. Se aplicarán las normas de funcionamiento establecidas para los órganos colegiados 
en la Ley 16/2010, de 17 de diciembre, de organización y funcionamiento de la 
Administración general y del sector público autonómico de Galicia.

6. Los miembros del Comité Gallego de Justicia Deportiva no podrán ser separados ni 
revocado su nombramiento si no es mediante un procedimiento contradictorio incoado y 
resuelto por la Administración autonómica, fundado en el incumplimiento grave de sus 
obligaciones.

7. Los nombramientos de los miembros del Comité Gallego de Justicia Deportiva se 
harán procurando alcanzar una presencia equilibrada de mujeres y hombres en su 
composición total.

8. Conforme se determine reglamentariamente, para aquellos casos en los que se exijan 
aspectos profesionales o técnicos específicos del ámbito del deporte, se contará con las 
organizaciones profesionales para que designen un perito de la especialidad que sea 
requerida.

Artículo 93.  Competencia y procedimiento.
1. El Comité Gallego de Justicia Deportiva es competente para conocer de los actos que 

se produzcan relativos a:
a) Disciplina deportiva.
b) Los de carácter organizativo-competicional que puedan plantearse en relación a la 

organización de las competiciones.
c) Control de las decisiones dictadas en los procesos electorales por los órganos 

competentes de las federaciones deportivas de Galicia, incluida su convocatoria.
d) Control administrativo respecto de las funciones públicas encomendadas a las 

federaciones.
e) Incoación, instrucción y resolución de expedientes disciplinarios deportivos a los 

miembros de las federaciones deportivas gallegas, siempre que se sustancien por hechos 
cometidos por sus presidentes o directivos, de oficio o a instancia de parte, por la 
Administración deportiva autonómica.

f) Tramitación y resolución de procedimientos sancionadores deportivos sobre las 
materias de este tipo que le son atribuidas por la presente ley.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 191  Ley del deporte de Galicia [parcial]

– 740 –



g) Cualquier otra competencia que le sea atribuida o delegada de conformidad con el 
ordenamiento jurídico.

2. Los recursos que se presenten ante el Comité Gallego de Justicia Deportiva se 
tramitarán por el procedimiento que reglamentariamente se determine, que, en todo caso, 
deberá respetar los principios generales establecidos en los artículos 110, 112 y 113 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del 
procedimiento administrativo común.

El desarrollo reglamentario del citado procedimiento contendrá, en todo caso, los 
siguientes extremos:

a) Notificación de la admisión a trámite a las personas interesadas y petición de remisión 
del expediente tramitado.

b) Plazo para proponer y practicar prueba.
c) Audiencia a las personas interesadas al término del procedimiento, con la posibilidad 

de alegación por parte de éstas.
d) Notificación a las personas interesadas de la resolución dictada.
e) Recursos que procedan.
f)  Posibilidad de adoptar medidas cautelares para asegurar el ejercicio de la potestad 

sancionadora, disciplinaria o, en general, la ejecución de las resoluciones del comité.

Artículo 94.  Resoluciones.
1. Las resoluciones del Comité Gallego de Justicia Deportiva agotan la vía 

administrativa. Contra éstas podrá interponerse recurso ante el órgano competente de la 
jurisdicción contencioso-administrativa.

2. Las resoluciones del Comité Gallego de Justicia Deportiva se ejecutarán en primera 
instancia a través de la correspondiente federación deportiva, que será responsable de su 
efectivo cumplimiento.

Sección 2.ª Sección arbitral

Artículo 95.  Solución extrajudicial de conflictos no sancionadores ni disciplinarios.
1. En los términos previstos en las normas reguladoras del arbitraje privado podrán 

someterse a arbitraje las cuestiones de índole privada que se susciten con respecto a la 
actividad deportiva y que no se encuentren incluidas en el ámbito de las potestades 
delegadas públicas, sin perjuicio de que existan en las federaciones deportivas órganos de 
conciliación, mediación o arbitrales a los cuales los sujetos deportivos federados puedan 
someter voluntariamente sus conflictos internos.

2. El órgano arbitral estará compuesto por una presidenta o presidente y dos miembros 
del Comité Gallego de Justicia Deportiva, a los que corresponde organizar las respectivas 
formaciones arbitrales.

3. La organización del sistema arbitral, el procedimiento y la composición de las 
formaciones arbitrales se determinarán reglamentariamente.

4. Los ingresos que se obtengan en el desarrollo de su función quedarán afectos a 
sufragar los gastos del Comité Gallego de Justicia Deportiva.

[ . . . ]
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§ 192

Ley 7/2012, de 28 de junio, de montes de Galicia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 140, de 23 de julio de 2012

«BOE» núm. 217, de 8 de septiembre de 2012
Última modificación: 29 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2012-11414

[ . . . ]
TÍTULO II

Clasificación y régimen jurídico de los montes. La propiedad forestal

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Deslinde de los montes

[ . . . ]
Sección 2.ª Del deslinde de los montes vecinales en mano común

[ . . . ]
Artículo 53.  Del procedimiento de deslinde entre montes vecinales en mano común.

1. Los perímetros lindantes con otros montes vecinales en mano común habrán de ser 
objeto de deslinde provisional por las comunidades de montes vecinales en mano común. 
Una vez ratificado el deslinde provisional por las asambleas generales de cada una de las 
comunidades de montes vecinales en mano común afectadas, se dará traslado al jurado 
provincial de los acuerdos alcanzados y de la siguiente documentación o cualquier otra que 
pueda establecerse por orden de la consejería competente en materia de montes: acta del 
deslinde, memoria descriptiva con planos topográficos, acta de conciliación levantada en el 
juzgado de paz o de primera instancia correspondiente y certificaciones de aprobación por 
parte de cada una de las comunidades implicadas.

2. Una vez realizado el deslinde, el jurado provincial de montes vecinales en mano 
común dictará resolución aprobatoria, en un plazo máximo de seis meses, que será 
publicada en el «Diario Oficial de Galicia» y debidamente notificada a las comunidades 
interesadas.

3. Los desacuerdos entre comunidades de montes en el procedimiento de deslinde 
provisional podrán dar lugar, previo compromiso de las partes, a un arbitraje definitivo de la 
consejería competente en materia forestal con arreglo a la normativa sobre arbitraje, 
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compuesto por un mínimo de tres miembros designados por el jurado provincial de montes 
vecinales en mano común.

4. Los desacuerdos que no se sometiesen a arbitraje se decidirán en la vía jurisdiccional 
civil.

Artículo 54.  Del procedimiento de deslinde de montes vecinales con propiedades 
particulares.

1. La comunidad propietaria presentará a la Administración forestal, previo acuerdo de su 
asamblea general, una propuesta con la línea de deslinde, fundamentada histórica y 
legalmente, entre el monte vecinal y las propiedades privadas particulares, que se pretende 
adoptar. El servicio competente en materia de montes de la correspondiente jefatura 
territorial emitirá un informe técnico relativo a esta propuesta en un plazo máximo de seis 
meses.

En caso de informe favorable, se iniciará el procedimiento con la publicación en el 
«Diario Oficial de Galicia» y en la página web de la consejería con competencias en materia 
de montes, así como con la publicación de edictos en el tablón de anuncios del ayuntamiento 
y lugares de costumbre de la parroquia, en los que se indicará el lugar o lugares donde se 
emplaza, plano topográfico y demás documentación del monte, concediéndose el plazo de 
un mes para presentar ante la comunidad propietaria las alegaciones y títulos que acrediten 
la propiedad o posesión de fincas colindantes.

2. La comunidad propietaria examinará y discutirá la documentación presentada y a 
continuación remitirá a la Administración forestal una propuesta con plano topográfico, junto 
con toda la documentación y las alegaciones presentadas. Examinadas la documentación y 
la propuesta de deslindamiento provisional, la Administración forestal emitirá informe.

3. En caso de informe favorable, una vez ratificado el deslinde provisional por la 
asamblea general, se dará traslado al jurado provincial de los acuerdos alcanzados y, al 
menos, la siguiente documentación: acta del deslinde, memoria descriptiva con planos 
topográficos, acta de conciliación levantada en el juzgado de paz o de primera instancia 
correspondiente y certificaciones de aprobación por parte de la comunidad. El jurado 
provincial de montes vecinales en mano común dictará resolución aprobatoria del deslinde, 
notificándola a las personas interesadas. Dicha resolución será publicada en el «Diario 
Oficial de Galicia».

4. En los casos de informe negativo sobre la propuesta inicial de deslinde, de informe 
desfavorable al deslinde provisional, de no aprobación por la asamblea general o de no 
existir conciliación ante el juzgado de paz o de primera instancia correspondiente, el deslinde 
se resolverá en la vía jurisdiccional civil.

5. Los desacuerdos en los deslindes provisionales entre comunidades de montes 
vecinales en mano común y particulares podrán dar lugar, previo compromiso de aceptación 
por las partes, a un arbitraje definitivo de la consejería competente en materia de montes con 
arreglo a la normativa sobre arbitraje. La comisión de arbitraje estará compuesta por un 
mínimo de tres miembros, designados por el jurado provincial de montes vecinales en mano 
común.

[ . . . ]
Disposición adicional tercera bis.  Consideración de la cesión o mantenimiento del 
carbono almacenado en los montes como aprovechamiento forestal y protección de la 
integridad de las comunidades de montes vecinales en mano común.

1. La Administración autonómica velará por la conservación, protección, restauración, 
mejora y ordenado aprovechamiento del servicio de fijación del carbono atmosférico que 
prestan los montes, toda vez que la fijación del dióxido de carbono en los montes contribuye 
a la mitigación del cambio climático, en función de la cantidad de carbono fijada en la 
biomasa forestal del monte. La persona titular del monte es la propietaria del carbono 
almacenado, como recurso forestal que en el monte se produce, de acuerdo con el número 1 
del artículo 84, y tiene derecho a su aprovechamiento, que se realizará con sujeción a las 
prescripciones de esta ley y a las disposiciones que la desarrollen. A los efectos de esta ley, 
la realización de negocios jurídicos que tengan como objeto la cesión o mantenimiento del 
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dióxido de carbono, presente o futuro, almacenado en los montes se considerará como un 
aprovechamiento forestal incluido en el número 3 de su artículo 8, como servicio 
característico de los montes.

2. La realización de negocios jurídicos sobre el carbono almacenado en montes de 
gestión pública por las personas titulares de sus derechos deberá obtener previamente la 
autorización de la administración forestal.

3. Teniendo en cuenta la limitación que supone al aprovechamiento maderero y a las 
obligaciones que implican de mantenimiento de la masa arbolada, los posibles riesgos 
consecuentes y la posible interferencia con los turnos de tala, los negocios jurídicos que 
supongan la cesión o adquisición de las absorciones de dióxido de carbono futuras 
realizados por las comunidades de montes vecinales en mano común se considerarán como 
un acto de disposición a los efectos de lo establecido en la Ley 13/1989, de 10 de octubre, 
de montes vecinales en mano común.

El período contractual no podrá ser superior a 30 años, salvo en los casos en que los 
años asociados al turno de tala de regeneración asociada a la especie principal sean 
superiores. En el caso de presentar varias especies principales, se aplicarán los años del 
mayor turno.

De acuerdo con lo expuesto, la validez de estos negocios jurídicos requerirá la 
aprobación de la asamblea general de la comunidad con el voto favorable de la mayoría de 
los presentes que represente al menos el 50 % del censo de comuneros en primera 
convocatoria y el 30 % en segunda. Dentro de la documentación puesta a disposición de la 
asamblea, y para su información, deberá existir un informe económico que analice las 
obligaciones que el negocio jurídico supone para la comunidad, especialmente las referidas 
a la conservación de la masa arbolada. El precio que percibirá la comunidad deberá 
compensar las obligaciones asumidas y se justificará que responde a precios de mercado. 
Asimismo, como actos de disposición, estos negocios jurídicos deberán formalizarse en 
escritura pública y deberán ser objeto de inscripción en el Registro General de Montes 
Vecinales en Mano Común.

Estos negocios jurídicos deberán incluir estipulaciones referidas a los riesgos y 
responsabilidades en caso de incendio forestal u otra causa de fuerza mayor. Asimismo, 
estos negocios jurídicos deberán incluir en todo caso que, en el caso de transmisión por el 
cesionario de sus derechos, la comunidad de montes tendrá derecho a percibir la parte del 
precio de la transmisión que se establezca.

4. La consejería competente en materia de montes podrá, mediante resolución 
administrativa, aprobar modelos tipo orientativos de contrato relativos al carbono 
almacenado, de utilización voluntaria, con el objeto de orientar y facilitar la actuación de las 
comunidades de montes vecinales en mano común y proteger sus derechos.

5. Los negocios jurídicos sobre el carbono almacenado formalizados por las 
comunidades de montes vecinales en mano común antes de la entrada en vigor de esta 
disposición que, por su naturaleza y condiciones, deban tener la consideración de actos de 
disposición e incumplan lo establecido en las disposiciones de la Ley 13/1989, de 10 de 
octubre, de montes vecinales en mano común, vigentes en el momento de su celebración, 
serán nulos, sin perjuicio de la posibilidad de que puedan someterse a la aprobación de la 
asamblea, aprobación que tendrá efectos desde el momento de su adopción y que deberá 
sujetarse a los preceptos establecidos en esta disposición.

6. La realización de negocios jurídicos sobre el carbono almacenado en montes de 
gestión pública por las personas titulares de sus derechos sin obtener la autorización de la 
administración forestal o en montes vecinales en mano común, sin cumplir con los requisitos 
establecidos en la legislación vigente y en esta disposición, se considerará como infracción 
administrativa en materia de aprovechamientos de acuerdo con la letra ñ) del artículo 128 de 
la ley, que se sancionará, de acuerdo con lo previsto en el número 2 del artículo 129, como 
infracción grave.

Disposición adicional tercera ter.  Sistema voluntario de créditos de carbono.
1. La Xunta de Galicia podrá articular un sistema de créditos de carbono de carácter 

voluntario con un registro en el que se podrán inscribir aquellas personas titulares de los 
derechos derivados del aumento de carbono almacenado gracias a sus actividades. Este 
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sistema servirá de nexo entre los titulares y aquellas personas, de naturaleza física o 
jurídica, que deseen comprar créditos bien como intermediarios o bien como agentes finales 
con el fin de reducir o hacer nulas sus emisiones.

El sistema se basará en la gestión forestal sostenible y activa como herramienta 
diferencial para secuestrar un número de toneladas de carbono adicionales frente a aquellos 
bosques exentos de gestión forestal. Además, no solo contabilizará el carbono almacenado 
por la cubierta arbórea, sino también aquel carbono almacenado en productos de madera, 
fomentando aquellos que presenten ciclos de vida larga.

La metodología de cálculo del carbono almacenado, así como la superficie forestal 
objeto de ser elegida, se basarán en un sistema de cuantificación auditado y validado bajo 
los más altos estándares internacionales en el marco de las directrices de las guías de 
inventarios nacionales de gases de efecto invernadero del Panel Intergubernamental del 
Cambio Climático (IPCC).

2. Aquellas personas titulares que deseen inscribir proyectos en el sistema de créditos 
de carbono de la Xunta de Galicia deberán cumplir, al menos, con los siguientes requisitos u 
obligaciones:

a) Disponer de un instrumento de ordenación o gestión aprobado por la Administración 
forestal.

b) En complementariedad a las exigencias establecidas en materia de inventario forestal 
en el Decreto 52/2014, de 16 de abril, por el que se regulan las instrucciones generales de 
ordenación y de gestión de montes de Galicia, aquellos titulares que inscriban de forma 
voluntaria superficies en el sistema de créditos de carbono de la Xunta de Galicia deberán 
realizar la toma de parcelas de muestreo siguiendo los requerimientos establecidos en dicho 
sistema, ajustándose su monitorización e inventariación a los requisitos de forma y tiempo 
establecidos. La Administración autonómica podrá contemplar en las ayudas públicas 
dirigidas al fomento de la ordenación y gestión forestal los costes en la aplicación de dichos 
requisitos.

c) Las personas titulares de los derechos de carbono inscritos en el sistema de créditos 
de carbono de la Xunta de Galicia deberán estar sujetos a las auditorías continuadas y 
permitir la entrada al personal responsable del sistema, así como cooperar con él en lo que 
fuere necesario a fin de dotar de la mayor transparencia dicho sistema, en particular en la 
detección de posibles casos de doble contabilidad en materia de créditos en Galicia.

d) Las personas titulares de los derechos de carbono inscritos en el sistema voluntario 
de créditos de carbono de la Xunta de Galicia deberán asegurar una permanencia del 
proyecto inscrito de, al menos, los años asociados al turno de tala de regeneración de la 
asociada a la especie principal establecida. En el caso de presentar varias especies 
principales se aplicará a los años del mayor turno.

3. Los contratos para la comercialización de créditos de carbono que se suscriban con 
comunidades de montes vecinales en mano común como aprovechamiento forestal estarán 
sujetos a lo establecido en la disposición adicional tercera bis de esta ley.

4. Con el fin de que la consejería con competencias en materia de montes evalúe el 
cumplimiento de los requerimientos legales vigentes y detecte posibles casos de doble 
contabilidad en materia de créditos en Galicia, el titular de los derechos de carbono deberá 
remitir a dicha consejería una copia del contrato para la comercialización de créditos de 
carbono.

[ . . . ]
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§ 193

Ley 8/2012, de 29 de junio, de vivienda de Galicia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 141, de 24 de julio de 2012

«BOE» núm. 217, de 8 de septiembre de 2012
Última modificación: 29 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2012-11415

[ . . . ]
TÍTULO II

De las viviendas protegidas y de otras actuaciones protegidas

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del régimen general de las viviendas protegidas

Sección 1.ª Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 70.  Arbitraje.

La Administración de la Comunidad Autónoma de Galicia fomentará la inclusión de 
cláusulas en los contratos de compraventa y arrendamiento de viviendas protegidas que 
posibiliten la resolución de las controversias que pudiesen originarse en el cumplimiento de 
tales contratos mediante arbitraje, que se regulará de conformidad con su normativa de 
aplicación.

[ . . . ]
Disposición adicional vigesimotercera.  Competencia para la emisión de los documentos 
acreditativos de la concurrencia de la vulnerabilidad económica previstos en los artículos 
439, 655 bis y 685 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de enjuiciamiento civil.

Corresponde a los ayuntamientos la competencia para la emisión de los documentos 
acreditativos de la concurrencia o no de la vulnerabilidad económica previstos en los 
artículos 439, 655 bis y 685 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de enjuiciamiento civil.
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Disposición adicional vigesimocuarta.  Competencia para la declaración de zonas de 
mercado residencial tensionado reguladas en la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho 
a la vivienda.

1. Corresponde al Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo, en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma de Galicia y previa solicitud del ayuntamiento interesado, la declaración como 
zona de mercado residencial tensionado de aquellos ámbitos territoriales en los que 
concurran los supuestos establecidos en el artículo 18 de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, 
por el derecho a la vivienda.

2. La declaración de zona de mercado residencial tensionada exigirá que, con carácter 
previo a la presentación de la correspondiente solicitud ante el Instituto Gallego de la 
Vivienda y Suelo, el ayuntamiento interesado constituya una mesa sectorial en la que se 
analizará la propuesta municipal de declaración, así como el proyecto de plan específico que 
incluya las medidas correctoras y el calendario de desarrollo de las mismas. También se 
someterá a la mesa sectorial la información a que se refieren las letras c), e) y f) del 
apartado 3. En la mesa sectorial deberán estar representados, en todo caso, los colegios 
profesionales o asociaciones de administradores de fincas, de agentes de la propiedad 
inmobiliaria y de personas promotoras de viviendas.

3. La solicitud municipal de declaración de una zona como de mercado residencial 
tensionado deberá ir acompañada de la siguiente documentación:

a) Acuerdo del órgano municipal competente para solicitar la declaración de la zona de 
mercado residencial tensionado en el que se identifique el ámbito territorial afectado.

b) Actas de la mesa sectorial prevista en el apartado 2, en las cuales se recogerán los 
análisis y las conclusiones alcanzadas en su seno.

c) Justificación de la realización del procedimiento preparatorio regulado en el artículo 
18.2.a) de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, mediante la aportación de la información 
establecida en dicho precepto.

d) Justificación de la realización del trámite de información pública regulado en el artículo 
18.2.b) de la Ley 12/2023, de 24 de mayo. Junto con dicha justificación, y de acuerdo con lo 
indicado en el citado precepto, deberá acompañarse la información sobre la que se base la 
solicitud de declaración de una zona como de mercado residencial tensionado, incluyendo 
los estudios de distribución espacial de la población y de los hogares, su estructura y 
dinámica, así como la zonificación por oferta, precios y tipos de viviendas, o cualquier otro 
estudio que permita evidenciar o prevenir desequilibrios y procesos de segregación socio-
espacial en detrimento de la cohesión social y territorial. Este trámite de información pública 
deberá ser, en todo caso, posterior a la celebración de la mesa sectorial prevista en el 
apartado 2.

e) Justificación, de acuerdo con lo indicado en el artículo 18.2.c) de la Ley 12/2023, de 
24 de mayo, de las deficiencias o insuficiencias del mercado de vivienda en la zona, en 
cualquiera de sus modalidades, para atender adecuadamente la demanda de vivienda 
habitual y, en todo caso, a precio razonable según la situación socioeconómica de la 
población residente y las dinámicas demográficas, así como las particularidades y 
características de cada ámbito territorial.

f) Memoria justificativa de los aspectos indicados en el artículo 18.3 de la Ley 12/2023, 
de 24 de mayo.

g) Proyecto de plan específico que incluya las medidas correctoras y el calendario de 
desarrollo de las mismas.

4. El Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo, como administración competente en 
materia de vivienda, podrá declarar la zona solicitada como zona residencial tensionada, 
previa comprobación de la integridad y suficiencia de la solicitud y la documentación 
aportada por el ayuntamiento y una vez valoradas las circunstancias concurrentes, 
especialmente la incidencia de la declaración en la política autonómica de vivienda. El 
Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo podrá recabar cuantos informes considere 
necesarios para resolver.

La resolución del Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo que declare una determinada 
zona como de mercado residencial tensionado deberá motivarse de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 18.2.c) de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, y será comunicada a la 
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Secretaría General de Agenda Urbana y Vivienda del Ministerio de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana y notificada al ayuntamiento interesado. La resolución agotará la vía 
administrativa.

El ayuntamiento interesado, en el plazo de dos meses, deberá aprobar el plan específico 
que contenga las medidas necesarias para la corrección de los desequilibrios evidenciados, 
así como el calendario de desarrollo de las mismas, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 
18.4 de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, que deberá ajustarse al proyecto remitido con la 
solicitud.

Transcurridos seis meses desde la presentación de la solicitud y la documentación 
recogida en el apartado 3 sin que se hubiese emitido resolución, el ayuntamiento podrá 
considerar desestimada su petición a los efectos de permitir la interposición del recurso 
contencioso-administrativo.

5. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 18.2.d), la vigencia de la declaración de 
una zona como de mercado residencial tensionado será de tres años, que podrán ser 
prorrogados por el Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo anualmente, siguiendo el mismo 
procedimiento, cuando subsistan las circunstancias que motivaron tal declaración y después 
de quedar justificadas las medidas y las acciones públicas adoptadas para revertir o mejorar 
la situación desde la anterior declaración. La prórroga habrá de ser solicitada expresamente 
por el ayuntamiento interesado.

Disposición adicional vigesimoquinta.  Régimen de la vivienda protegida a los efectos de 
lo previsto en la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda.

A los efectos de lo previsto en el artículo 16 y en la disposición transitoria primera de la 
Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, el destino, régimen de ocupación, 
duración del régimen de protección y demás aspectos del régimen jurídico aplicable a la 
vivienda protegida en Galicia es el previsto en la legislación autonómica en materia de 
vivienda, con independencia de que el suelo sobre el que se edifiquen las viviendas sea o no 
de reserva.

[ . . . ]
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§ 194

Ley 4/2013, de 30 de mayo, de transporte público de personas en 
vehículos de turismo de Galicia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 113, de 14 de junio de 2013
«BOE» núm. 163, de 9 de julio de 2013

Última modificación: 29 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2013-7477

[ . . . ]
Disposición adicional tercera.  Junta Arbitral de Transporte de Galicia.

Siempre que existiese acuerdo entre las partes interesadas, las controversias de 
carácter mercantil que pudieran surgir en relación con los contratos de transporte de 
personas en vehículos de turismo podrán someterse, con los efectos establecidos en la 
legislación de transportes terrestres, al conocimiento de la Junta Arbitral de Transporte de 
Galicia.

Se presumirá que existe sumisión en los términos previstos en la legislación general por 
la que se regula el arbitraje en materia de transportes.

[ . . . ]
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§ 195

Ley 2/2015, de 29 de abril, del empleo público de Galicia. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 82, de 4 de mayo de 2015

«BOE» núm. 123, de 23 de mayo de 2015
Última modificación: 29 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2015-5677

[ . . . ]
TÍTULO VII

Derechos de ejercicio colectivo de los empleados públicos

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Representación y participación institucional del personal funcionario

[ . . . ]
Artículo 161.  Procedimiento electoral.

1. El procedimiento para la elección de las juntas de personal y para la elección de 
delegados de personal se determinará reglamentariamente teniendo en cuenta los siguientes 
criterios generales:

a) La elección se realizará mediante sufragio personal, directo, libre y secreto, que podrá 
emitirse por correo o por otros medios telemáticos.

b) Serán electores y elegibles el personal funcionario que se encuentre en la situación de 
servicio activo. No tendrá la consideración de elector ni elegible el personal funcionario 
nombrado por decreto para el puesto que ocupe ni el que tenga la condición de personal 
directivo.

c) Podrán presentar candidaturas las organizaciones sindicales legalmente constituidas o 
las coaliciones de estas y los grupos de electores de una misma unidad electoral, siempre y 
cuando el número de ellos sea equivalente, al menos, al triple de los miembros a elegir.

d) Las juntas de personal se elegirán mediante listas cerradas a través de un sistema 
proporcional corregido y los delegados de personal mediante listas abiertas y sistema 
mayoritario.

e) Los órganos electorales serán las mesas electorales que se constituyan para la 
dirección y desarrollo del procedimiento electoral y las oficinas públicas permanentes para el 
cómputo y certificación de resultados reguladas en la normativa laboral.
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2. Las impugnaciones se tramitarán por un procedimiento arbitral, excepto las 
reclamaciones contra las denegaciones de inscripción de actas electorales, que podrán 
plantearse directamente ante el orden jurisdiccional social, en los términos establecidos por 
la legislación aplicable.

CAPÍTULO IV
Solución extrajudicial de conflictos colectivos

Artículo 162.  Solución extrajudicial de conflictos colectivos.
1. Con independencia de las atribuciones fijadas por las partes a las comisiones 

paritarias previstas en el apartado quinto del artículo 154 para el conocimiento y resolución 
de los conflictos derivados de la aplicación e interpretación de los pactos y acuerdos, las 
administraciones públicas incluidas en el ámbito de aplicación de la presente ley y las 
organizaciones sindicales a las que se refiere el presente título pueden acordar la creación, 
configuración y desarrollo de sistemas de solución extrajudicial de conflictos colectivos.

2. Los conflictos a los que se refiere el apartado anterior pueden ser los derivados de la 
negociación, aplicación e interpretación de los pactos y acuerdos sobre las materias 
señaladas en el apartado primero del artículo 153, excepto para aquellas en las que exista 
reserva de ley.

3. Los sistemas previstos en este artículo pueden estar integrados por procedimientos de 
mediación y arbitraje, conforme a las siguientes reglas:

a) La mediación será obligatoria cuando lo solicite una de las partes y las propuestas de 
solución que ofrezca el mediador o mediadores pueden ser libremente aceptadas o 
rechazadas por las mismas.

b) Mediante el procedimiento de arbitraje, las partes pueden acordar voluntariamente 
encomendar a un tercero la resolución del conflicto planteado, comprometiéndose de 
antemano a aceptar el contenido de dicha resolución.

c) Los acuerdos logrados a través de la mediación y las resoluciones de arbitraje tendrán 
la misma eficacia jurídica y tramitación que los pactos y acuerdos regulados en la presente 
ley, siempre que quienes hubieran adoptado dichos acuerdos o suscrito el compromiso 
arbitral tuviesen la legitimación que les permita acordar, en el ámbito del conflicto, un pacto o 
acuerdo conforme a lo previsto en esta ley.

d) Los acuerdos y las resoluciones de arbitraje serán susceptibles de impugnación en los 
términos establecidos por la legislación aplicable. Específicamente cabrá recurso contra la 
resolución arbitral en el caso de que no se hubieran observado en el desarrollo de la 
actuación arbitral los requisitos y formalidades establecidos al efecto, cuando la resolución 
hubiese versado sobre puntos no sometidos a decisión o cuando esta contradiga la legalidad 
vigente.

4. La utilización de los sistemas previstos en este artículo se efectuará conforme a los 
procedimientos que reglamentariamente se determinen previo acuerdo con las 
organizaciones sindicales representativas.

[ . . . ]
Disposición adicional decimoctava.  Plazas adicionales en las convocatorias de procesos 
selectivos.

1. Con la finalidad de reducir la temporalidad, las convocatorias de pruebas selectivas 
podrán incluir, además de las plazas autorizadas por la correspondiente oferta de empleo 
público, un número de plazas adicionales para cubrir futuras vacantes derivadas únicamente 
de jubilaciones a cargo de las ofertas de empleo público de los dos años siguientes.

2. Las bases de la convocatoria, previa justificación en el expediente administrativo, 
deberán indicar expresamente el número máximo de estas plazas adicionales 
correspondientes a cada oferta de empleo público.

3. Las plazas adicionales previstas en este precepto deben descontarse de las ofertas de 
empleo público de los dos años siguientes, salvo que el órgano competente de la 
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Administración general del Estado autorice expresamente un incremento de dotación 
presupuestaria para la oferta de empleo público de la que dependa la citada convocatoria.

No obstante, no podrá proponerse el nombramiento de personal funcionario teniendo en 
cuenta estas plazas adicionales antes de la aprobación de la oferta de empleo público del 
ejercicio siguiente con la finalidad de garantizar que no se supere la tasa de reposición.

En caso de que las convocatorias prevean un turno de promoción interna con arreglo a lo 
previsto en la correspondiente oferta de empleo público, tendrá prioridad para elección de 
destino dicho turno, y las plazas no cubiertas se acumularán a las de acceso libre.

4. Las personas aspirantes que hayan aprobado los ejercicios del proceso selectivo pero 
no hayan superado este por no haber obtenido la puntuación necesaria para su 
nombramiento como personal funcionario de carrera, se incluirán, hasta el número máximo 
de plazas adicionales, en una relación específica.

Las plazas adicionales se ofrecerán, según el orden de prelación obtenido en el 
correspondiente proceso selectivo, en el momento en que existan las vacantes previstas en 
la convocatoria, a las personas aspirantes incluidas en la relación, para su nombramiento 
como personal funcionario de carrera. Estas vacantes serán adjudicadas con carácter 
provisional.

No podrá declararse superado el proceso selectivo y proceder al nombramiento de 
personal funcionario de carrera hasta que se cumplan las condiciones establecidas en esta 
disposición.

En el supuesto de convocatorias mediante un sistema selectivo que prevea la realización 
de cursos selectivos o períodos de prácticas, se establecerán los mecanismos adecuados 
con la finalidad de poder hacer efectiva esta disposición.

5. La relación de estas personas aspirantes queda automáticamente sin efecto una vez 
que transcurran tres años, a contar desde la fecha de resolución de la convocatoria del 
proceso selectivo correspondiente, sin que se hayan dado las condiciones necesarias para el 
nombramiento por causas independientes de la Administración.

6. Lo establecido en esta disposición no obstará para que la Administración pueda 
efectuar nuevas convocatorias de otros procesos selectivos del mismo cuerpo, escala o 
especialidad respecto de otras plazas vacantes no tenidas en cuenta en la convocatoria a 
que se refiere el apartado 1. A estos procesos se podrán presentar las personas aspirantes 
incluidas en la relación en igualdad de condiciones que el resto de los aspirantes. En caso 
de que superen el proceso selectivo y sean nombradas personal funcionario de carrera, 
serán excluidas de la relación prevista en el apartado 4.

[ . . . ]
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§ 196

Ley 2/2017, de 8 de febrero, de medidas fiscales, administrativas y 
de ordenación. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 28, de 9 de febrero de 2017

«BOE» núm. 83, de 7 de abril de 2017
Última modificación: 29 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2017-3823

[ . . . ]
TÍTULO III

Ordenación del sistema de transporte público regular de viajeros

[ . . . ]
CAPÍTULO II

El transporte público regular de uso general

[ . . . ]
Artículo 75.  Contratos de gestión de servicios públicos de transporte de personas.

Uno. Los contratos de gestión de servicios públicos de transporte de personas serán 
definidos por los correspondientes proyectos de explotación de los servicios, que, en los 
supuestos de adjudicación mediante un procedimiento abierto, servirán de base de los 
pliegos de condiciones que se regulan en este mismo artículo.

Los proyectos de explotación serán elaborados directamente por la Administración o por 
un particular. En el supuesto de elaboración por un particular, este deberá presentar un 
anteproyecto completo al órgano de la Administración que resulte competente para su 
aprobación, el cual discrecionalmente podrá tomarlo en consideración y proceder a su 
tramitación, ponderando a tal fin su integración con el sistema de transporte público o con los 
trabajos de planificación en desarrollo o programados. En cualquier caso, la Administración 
podrá requerir del promotor que el anteproyecto sea enmendado o se complete con la 
información adicional que estime conveniente para la adecuada definición del servicio. La 
Administración adoptará el correspondiente acuerdo en el plazo de tres meses, a contar 
desde la presentación completa del anteproyecto del servicio, tras el cual, de no haberse 
adoptado acuerdo por parte de la Administración, el interesado podrá entender que este es 
desfavorable a la toma en consideración del servicio.

Los proyectos de explotación se someterán a información pública durante un plazo de 
diez días, en el cual el proyecto estará disponible para cualquier interesado en la página web 
de la correspondiente administración de transportes. De forma simultánea, se dará audiencia 
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durante el mismo plazo a los ayuntamientos en los cuales, en el proyecto del servicio, se 
establezcan puntos o localidades de parada.

Analizadas las alegaciones recibidas, la Administración de transportes competente 
acordará la aprobación del correspondiente proyecto de servicio, en su caso.

En el ámbito de la Xunta de Galicia, los proyectos de servicios públicos de transporte de 
personas que deban ser sometidos a un procedimiento de licitación abierto corresponderán a 
la consejería competente en materia de transportes.

Dos. Los pliegos de condiciones que regirán el contrato tomarán como base el proyecto 
de explotación aprobado por la Administración, y fijarán las condiciones de prestación del 
servicio.

Los pliegos regularán las condiciones de prestación de los servicios incorporando, en 
todo caso, las siguientes:

a) Los tráficos que definen el servicio, así como su itinerario, expediciones, calendarios y 
horarios o franjas horarias de servicio, cuando resulten pertinentes, y el plazo de duración 
del contrato.

b) Las condiciones mínimas de solvencia técnica, profesional y económica que, en su 
caso, deberá cumplir el contratista, con la finalidad de que resulte garantizada la adecuada 
prestación del servicio de que se trate de manera continuada.

c) Los medios materiales de los que deberá disponer el contratista para la prestación del 
servicio, y sus características, tales como vehículos o medios y sistemas tecnológicos 
precisos para la explotación del servicio y la obtención de información del mismo por parte 
de la Administración

d) El régimen económico que resulte de aplicación al contrato, incluyendo, de ser 
posible, las tarifas de usuario que se prevea aplicar y las tarifas de equilibrio del contrato, y 
otras compensaciones por la prestación del servicio que resulten de aplicación, indicando los 
parámetros sobre cuya base deberán ser calculados.

e) El compromiso del contratista de someterse al arbitraje de la Junta Arbitral de 
Transportes de Galicia en relación con cualquier controversia con las personas usuarias 
relacionadas con la prestación del servicio, o con los titulares de infraestructuras de 
transporte que deba utilizar el servicio en relación con los cánones, tarifas o precios que 
deba abonar por dicha utilización.

f) El régimen de penalidades que, en su caso, resulte de aplicación por una deficitaria 
prestación del servicio o por incumplimientos contractuales, y las condiciones en las que el 
contratista estará obligado a indemnizar a las personas usuarias por los daños que se les 
deriven de los incumplimientos contractuales.

[ . . . ]
Artículo 80 bis.  Colaboración entre administraciones.

1. Las administraciones públicas impulsarán medidas de colaboración y cooperación 
dirigidas a la consecución de una red integrada de transporte público en Galicia.

2. Sin perjuicio de cualquier otra forma de colaboración entre administraciones que 
pudiera resultar aplicable, la colaboración se desarrollará especialmente mediante la 
instrumentalización de convenios de los previstos en la Ley 40/2015, de 30 de octubre, de 
régimen jurídico del sector público.

Los convenios que formalicen la Administración general de la Comunidad Autónoma, las 
entidades locales gallegas y las demás entidades previstas en el artículo 47.2 de la Ley 
40/2015, de 30 de octubre, para el desarrollo de actuaciones relacionadas con el 
establecimiento, la modificación o la prestación de servicios públicos de transporte regular de 
uso general, incluido su sistema tarifario, podrán tener un plazo inicial de vigencia de hasta 
diez años, sin perjuicio de la posibilidad de prórroga por otros cuatro años más.

3. Las actuaciones de colaboración a que se hace referencia en los apartados anteriores 
podrán consistir en la modificación de la oferta de servicios públicos de transporte regular de 
uso general, en la incorporación de nuevos sistemas tecnológicos vinculados con la gestión 
de la movilidad o en el establecimiento de medidas de abaratamiento en las tarifas que 
deban abonar las personas usuarias o en la configuración de un sistema tarifario integrado o 
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en aquellas otras actuaciones análogas dirigidas a facilitar mejores condiciones en la 
utilización del transporte público o de medios alternativos de movilidad.

4. Los convenios previstos en los apartados anteriores, dirigidos a promover un 
abaratamiento de las tarifas para las personas usuarias de los servicios de transporte o al 
establecimiento de un sistema tarifario integrado, encomendarán su aplicación material a la 
administración, organismo o entidad de derecho público titular del correspondiente servicio 
público, o competente sobre el mismo, y será obligatoria también para la correspondiente 
persona concesionaria o prestataria del servicio público, quien tendrá derecho a una 
compensación económica que no será superior al importe de la minoración en el precio que, 
en cada caso, tendría derecho a cobrar directamente de la persona usuaria. Los acuerdos 
para la aplicación de esta minoración tarifaria o sistema tarifario integrado, y el 
establecimiento de la correspondiente compensación, no tendrán la consideración de 
modificación contractual.

5. La formalización de los convenios previstos en este apartado requerirá que se 
incorpore al correspondiente expediente administrativo una memoria justificativa en la que se 
efectuará una estimación del coste imputable en cada uno de los ejercicios económicos, 
teniendo en cuenta los criterios que se establezcan respecto de la imputación a cada uno de 
ellos, según corresponda, de la compensación por las minoraciones tarifarias o derivadas del 
sistema tarifario integrado, la evolución de la demanda con antelación a la aplicación de la 
actuación y la estimación de la incidencia que podrá ocasionar en dicha demanda tanto la 
actuación como otras circunstancias que resulten previsibles en el caso concreto.

Conforme a dicha memoria, el convenio establecerá la obligación de las 
administraciones, organismos o entidades de derecho público responsables de dicha 
compensación de hacer frente a la misma hasta el importe real finalmente aplicable en cada 
caso, con independencia de las anteriores estimaciones previas. A tal efecto, conocidos los 
datos reales y efectuada la correspondiente liquidación con arreglo a lo que se prevea en el 
convenio, de resultar esta superior al crédito inicialmente autorizado, la administración, 
organismo o entidad de derecho público afectada iniciará de inmediato un expediente de 
modificación presupuestaria para hacer frente a la totalidad del gasto real en los plazos que 
prevea el convenio e, igualmente, iniciará los reajustes presupuestarios que resulten 
precisos para hacer frente a los compromisos asumidos en ejercicios futuros respecto de los 
que las estimaciones iniciales sean objeto de revisión, teniendo en cuenta dichos datos de 
utilización real del servicio y coste final.

Si no se tramitasen y autorizasen las modificaciones presupuestarias indicadas en el 
párrafo anterior, la administración, organismo o entidad de derecho público afectada deberá 
notificar su desistimiento de la actuación colaborativa causante de aquella obligación, en los 
términos, plazos y con los efectos establecidos en el convenio, sin perjuicio de su obligación 
de hacer frente al gasto real ocasionado por la referida actuación hasta la materialización del 
indicado desistimiento y la correspondiente cesación de dicha actuación. El plazo previsto en 
el convenio entre la comunicación del desistimiento y su aplicación material no será superior, 
en ningún caso, al de seis meses.

6. Las deudas ocasionadas a consecuencia de actuaciones colaborativas dirigidas a la 
minoración de las tarifas o al establecimiento de un sistema tarifario integrado en los 
servicios públicos de transporte regular de uso general, o a la mejora o modificación de 
servicios públicos de transporte, no podrán ser objeto de compensación con ninguno otro 
crédito que la administración, organismo o entidad que deba hacer frente a dicha deuda 
tenga frente a la que haya implantado la actuación, relacionado con cualquiera otro 
programa de gasto.

[ . . . ]
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§ 197

Ley 3/2022, de 18 de octubre, de áreas empresariales de Galicia. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 201, de 21 de octubre de 2022

«BOE» núm. 273, de 14 de noviembre de 2022
Última modificación: 29 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2022-18601

[ . . . ]
TÍTULO V

Gestión y conservación de las áreas empresariales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Entidades de conservación de áreas empresariales

[ . . . ]
Sección 2.ª Entidades de conservación, gestión y modernización de áreas 

empresariales

[ . . . ]
Artículo 86.  Estatutos.

1. Los estatutos de la entidad habrán de incluir, al menos, los siguientes extremos, 
respetando en todo caso los demás términos regulados en la presente ley:

a) La denominación de la entidad, que no podrá coincidir con la de otra entidad 
preexistente, ni producir error o confusión con la misma. Su denominación deberá incluir 
necesariamente la expresión «entidad de conservación, gestión y modernización» o la sigla 
ECGM, que serán exclusivas de esta clase de entidades.

b) Su domicilio social.
c) El objeto social de la entidad, que incluirá, al menos, la conservación, gestión y 

modernización de servicios y dotaciones dentro del área empresarial delimitada, así como 
cualquier otro que le permita asumir mediante contrato la gestión indirecta de los servicios 
públicos.

d) Los derechos y obligaciones de las personas socias titulares.
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e) La composición, estructura y régimen de funcionamiento y los acuerdos de los 
órganos de gobierno de la entidad, que habrán de responder al funcionamiento democrático 
y de representación equilibrada de sexos.

f) El procedimiento para la modificación de los estatutos.
g) Los mecanismos de ampliación o reducción de la zona industrial o de las personas 

titulares que integran la entidad.
h) La previsión del destino del patrimonio excedente en caso de disolución de la entidad.
2. Los primeros estatutos habrán de aprobarse necesariamente en la asamblea de 

ratificación de la solicitud de constitución contemplada en el artículo 85 de la presente ley.
3. En los estatutos podrá establecerse, previo acuerdo unánime de todas las personas 

titulares integrantes de la entidad, que las controversias que se planteen entre la entidad y 
las personas titulares integrantes, o entre estas en razón de su pertenencia a la entidad, se 
resolverán mediante arbitraje. Se preferirá la resolución previa mediante mediación.

[ . . . ]
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§ 198

Ley 6/2023, de 2 de noviembre, del patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de Galicia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 215, de 13 de noviembre de 2023
«BOE» núm. 284, de 28 de noviembre de 2023

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2023-24124

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones Generales

[ . . . ]
Artículo 5.  Principios.

1. Los bienes y derechos de dominio público de la Comunidad Autónoma de Galicia son 
inalienables, imprescriptibles e inembargables, no pudiendo ser objeto de gravamen, carga, 
afección, transacción o arbitraje.

2. En razón de su destino, los bienes y derechos patrimoniales de la Comunidad 
Autónoma de Galicia se excluirán de las providencias de embargo y mandamientos de 
ejecución que dicten los órganos jurisdiccionales y administrativos en los siguientes casos:

a) Cuando se hallaran materialmente afectados a un uso, servicio o función pública.
b) Cuando sus rendimientos o el producto de su enajenación estuvieran legalmente 

afectados a fines determinados.
c) Cuando se tratara de valores o títulos representativos del capital de sociedades 

mercantiles autonómicas que ejecuten políticas públicas o presten servicios de interés 
económico general.

[ . . . ]
TÍTULO VII

Protección y defensa del patrimonio de la Comunidad Autónoma de Galicia

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Defensa de los bienes y derechos del patrimonio de la Comunidad Autónoma

[ . . . ]
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Artículo 215.  Transacción y arbitraje.
1. La transacción judicial o extrajudicial sobre bienes y derechos patrimoniales de la 

Administración general de la Comunidad Autónoma de Galicia y de sus entidades públicas 
instrumentales y el sometimiento a procedimientos de arbitraje de las controversias que 
surjan sobre ellos se autorizarán por decreto del Consejo de la Xunta, a propuesta de la 
consejería competente en materia de patrimonio o de la consejería a que se encuentra 
adscrita la entidad pública instrumental.

El acuerdo de transacción extrajudicial será suscrito, según corresponda, por la persona 
titular del órgano directivo competente en materia de patrimonio o del órgano unipersonal de 
gobierno de la entidad pública instrumental.

2. En su caso, la homologación judicial de los acuerdos de transacción, así como la 
representación y defensa en los procedimientos arbitrales, corresponderán a la Asesoría 
Jurídica de la Xunta de Galicia.

[ . . . ]
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§ 199

Ley 4/1983 de 27 de Junio, del Consejo Andaluz de Relaciones 
Laborales. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 52, de 1 de julio de 1983

«BOE» núm. 174, de 22 de julio de 1983
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1983-20569

TÍTULO I
Creación y funciones

[ . . . ]
Artículo 3.  

3.1 En general, será función del Consejo facilitar la consulta y la cooperación entre la 
Administración autonómica y las organizaciones empresariales y sindicales, así como las de 
éstas entre sí, y favorecer su acceso a los servicios administrados por la Comunidad 
Autónoma.

3.2 En particular, serán funciones del Consejo las siguientes:
a) Conocer e informar la Memoria de actividad que la Consejería de Trabajo y Seguridad 

Social de la Junta de Andalucía le someterá anualmente.
b) Formular propuestas referidas a política laboral o social al Consejo de Gobierno de 

Andalucía o a la Consejería correspondiente.
c) Elaborar o promover dictámenes, estudios o estadísticas en materia de relaciones de 

trabajo, bien por propia iniciativa, bien a propuesta del Presidente de la Junta de Andalucía o 
del Consejo de Gobierno.

d) Facilitar, dentro del respeto al principio de autonomía colectiva consagrado en el 
artículo 37 de la Constitución, la negociación colectiva entre organizaciones empresariales y 
sindicales, mediante apoyos materiales y personales que posibiliten los más altos niveles de 
diálogo y entendimiento. El Consejo fomentará, en especial, la negociación colectiva en 
aquellos sectores donde existan particulares dificultades para la misma.

e) Facilitar y promover la mediación y el arbitraje en los conflictos colectivos de trabajo. A 
tal fin, el Consejo podrá adoptar medidas encaminadas a su solución mediante el 
ofrecimiento de mediadores y árbitros y la adopción de propuestas o recomendaciones, en 
especial respecto de contiendas prolongadas o de amplia repercusión en la Comunidad 
Autónoma o sobre autorregulación de huelgas y paros en servicios públicos esenciales.

f) Centralizar la documentación relativa a las elecciones para órganos de representación 
de los trabajadores en la empresa efectuadas dentro del ámbito territorial de la Comunidad 
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Autónoma, velando por el correcto funcionamiento de los servicios provinciales de depósito y 
registro de actas.

g) Asumir, a través de la Secretaría General, el registro de sindicatos de trabajadores y 
asociaciones empresariales de ámbito superior a la provincia y que no rebase el de la 
Comunidad Autónoma.

h) Centralizar, en la Secretaria General, el depósito de convenios colectivos de ámbito 
superior a la provincia y que no rebase el de la Comunidad Autónoma.

[ . . . ]
TÍTULO III

Funcionamiento

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

El Secretario General

[ . . . ]
Artículo 19.  

Cometido específico de la Secretaría General será la coordinación y tutela de los 
servicios provinciales de mediación, arbitraje y conciliación, transferidos a la Comunidad 
Autónoma, asumiendo las funciones expresadas en los apartados f), g) y h) del artículo 3.2 
de la presente Ley.

[ . . . ]
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§ 200

Ley 8/1993, de 19 de octubre, de Creación del Consejo Consultivo de 
Andalucía. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 118, de 30 de octubre de 1993

«BOE» núm. 281, de 24 de noviembre de 1993
Última modificación: 18 de abril de 2005

Referencia: BOE-A-1993-27920

[ . . . ]
TÍTULO III

Competencia

Artículo 16.  
El Consejo Consultivo de Andalucía será consultado preceptivamente en los asuntos 

siguientes:
1. Anteproyecto de reforma del Estatuto de Autonomía.
2. Anteproyectos de Leyes.
3. Proyectos de reglamentos que se dicten en ejecución de las leyes y sus 

modificaciones.
4. Recursos de inconstitucionalidad y conflictos de competencia ante el Tribunal 

Constitucional.
5. Convenios o acuerdos de cooperación con otra Comunidad Autónoma, contemplados 

en el título V del Estatuto de Autonomía.
6. Conflictos de atribuciones que se susciten entre Consejerías.
7. Transacciones judiciales o extrajudiciales sobre los derechos de contenido económico 

de la Administración de la Comunidad Autónoma, así como el sometimiento a arbitraje de las 
cuestiones que se susciten respecto de las mismas, cuando, en ambos casos, la cuantía 
litigiosa exceda de 300.506,05 euros.

8. Expedientes tramitados por la Administración de la Comunidad Autónoma, en que la 
consulta venga exigida por Ley, en los supuestos contenidos en la misma, que se refieran, 
entre otras, a las materias siguientes:

a) Reclamaciones administrativas de indemnización por daños y perjuicios de cuantía 
superior a 60.101,21 euros.

b) Anulación de oficio de los actos administrativos.
c) Interpretación, modificación, resolución y nulidad de concesiones y contratos 

administrativos, cuando el precio del contrato sea superior a 601.012,10 euros para la 
interpretación y resolución, o que la cuantía de aquélla exceda del 20 por 100 del precio del 
contrato para la modificación.
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d) Modificación de figuras de planeamiento, que tengan por objeto una diferente 
zonificación o uso urbanístico de zonas verdes o espacios libres previstos en un plan.

e) Régimen local.
9. Aquellos que, por precepto expreso de una Ley, deba pedirse dictamen al Consejo 

Consultivo.
10. Tratándose de solicitudes de dictamen que versen sobre reclamaciones en materia 

de responsabilidad patrimonial frente a Administraciones Públicas no pertenecientes a la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el Consejo Consultivo de 
Andalucía será competente para dictaminar cuando la cuantía de la reclamación sea 
superior a seis mil euros.

[ . . . ]
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§ 201

Ley 7/1999, de 29 de septiembre, de Bienes de las Entidades 
Locales de Andalucía. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 124, de 26 de octubre de 1999
«BOE» núm. 265, de 5 de noviembre de 1999
Última modificación: 30 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-1999-21488

[ . . . ]
TÍTULO IV

Prerrogativas de los entes locales respecto a sus bienes

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Ejercicio de acciones

[ . . . ]
Artículo 73.  El allanamiento.

1. Las entidades locales podrán allanarse a las demandas que afecten a sus bienes y 
derechos, celebrar transacciones sobre sus bienes o derechos y someter a arbitraje los 
litigios que se susciten sobre éstos mediante acuerdo del pleno de la corporación con el voto 
favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la corporación.

2. Las transacciones que superen el cinco por ciento de los recursos ordinarios del 
presupuesto requerirán dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía.

[ . . . ]
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§ 202

Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de los 
Consumidores y Usuarios de Andalucía. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 251, de 31 de diciembre de 2003

«BOE» núm. 14, de 16 de enero de 2004
Última modificación: 5 de febrero de 2021

Referencia: BOE-A-2004-884

TÍTULO I
Disposiciones generales y principios informadores de los derechos de los 

consumidores

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Derecho a la indemnización y reparación de daños

Artículo 13.  Reparación de daños.
Sin perjuicio de las sanciones que procedan, en el procedimiento sancionador podrá 

exigirse al infractor la reposición de la situación alterada por la infracción a su estado 
original, la devolución de las cantidades indebidamente percibidas y, en su caso, la 
indemnización de daños y perjuicios probados causados al consumidor, salvo que el daño 
haya sido causado por su culpa exclusiva o por la de las personas de las que deba 
responder civilmente. Una vez determinados dichos daños, serán notificados al infractor para 
que en el plazo de un mes proceda a su satisfacción, quedando, de no hacerse así, expedita 
la vía judicial.

Artículo 14.  Promoción del derecho a la reparación de daños.
Los órganos de defensa del consumidor adoptarán aquellas medidas que favorezcan y 

promuevan la indemnización y reparación de daños a los consumidores, incluyendo entre 
ellos los procedimientos voluntarios de resolución de conflictos.

Artículo 15.  Arbitraje.
1. Las Administraciones Públicas de Andalucía, en el ámbito de sus competencias, 

ejercerán las funciones que la legislación vigente les atribuya de fomento, gestión y 
desarrollo del Sistema Arbitral de Consumo, dotándolo para ellos de los medios materiales y 
humanos necesarios.
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2. La Administración de la Junta de Andalucía establecerá los procedimientos que 
permitan difundir el arbitraje como medio de agilizar la resolución de conflictos en materia de 
consumo.

3. Las Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en el ámbito 
de sus competencias, propiciarán que las entidades o empresas públicas que dependen de 
ellas y las entidades o empresas privadas que gestionen servicios públicos y de interés 
general se adhieran al Sistema Arbitral de Consumo.

4. La Junta Arbitral de Consumo de Andalucía es el órgano administrativo de la 
Administración de la Junta de Andalucía para la gestión del arbitraje institucional de 
consumo y la prestación de servicios de carácter técnico, administrativo y de secretaría, 
tanto a las partes como a las personas que desempeñan la función arbitral.

5. El desempeño de la función arbitral participando en los órganos arbitrales, colegiados 
o unipersonales, una vez finalizado el ejercicio de dicha función en cada procedimiento, con 
la formalización y firma del laudo, dará derecho a indemnización en los términos y cuantía 
que establezca la normativa reglamentaria correspondiente.

CAPÍTULO VI
Derecho de información

[ . . . ]
Artículo 21.  Oficinas Municipales de Información al Consumidor.

1. La creación y ubicación de las Oficinas Municipales de Información al Consumidor se 
efectuará atendiendo a los criterios de eficacia y de mayor proximidad a los consumidores.

2. La Administración de la Junta de Andalucía fomentará especialmente la creación de 
Oficinas Municipales de Información al Consumidor:

a) En las mancomunidades o agrupaciones de municipios.
b) En todos los municipios capitales de provincia de la Comunidad Autónoma de 

Andalucía.
c) En los distintos distritos municipales de las ciudades de más de cincuenta mil 

habitantes.
d) En los municipios de más de 20.000 habitantes.
e) En los municipios de alto grado de población flotante, en la forma en que se 

establezca reglamentariamente.

[ . . . ]
CAPÍTULO X

Órganos de consulta, mediación y participación

Artículo 38.  Consejo Andaluz de Consumo y Consejos Provinciales de Consumo.
1. El Consejo Andaluz de Consumo y los Consejos Provinciales de Consumo son 

órganos consultivos, de participación, de mediación, de diálogo y de concertación en materia 
de defensa de los consumidores, recibiendo para ello el apoyo necesario de la 
Administración de la Junta de Andalucía.

2. Estos Consejos estarán integrados, en la forma que reglamentariamente se determine, 
por representantes de las organizaciones o asociaciones de consumidores, de las 
organizaciones empresariales y de las Administraciones Públicas de Andalucía.

3. El Consejo Andaluz de Consumo podrá delegar sus funciones en los órganos 
subordinados de ámbito sectorial que pudieran establecerse.

4. Cada Consejo Provincial desempeñará sus funciones dentro de su ámbito territorial, 
debiendo elevar al Consejo de Andaluz de Consumo aquellas cuestiones que excedan dicho 
ámbito o cuya relevancia así lo justifique.

5. Reglamentariamente se establecerá el régimen jurídico de actuación del Consejo 
Andaluz de Consumo y de los Consejos Provinciales de Consumo.
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Artículo 39.  Consejo de los Consumidores y Usuarios de Andalucía.
1. El Consejo de los Consumidores y Usuarios de Andalucía se constituye como el 

máximo órgano de consulta y participación de los consumidores en la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, sin perjuicio de lo previsto en relación con el Consejo Andaluz y los Consejos 
Provinciales de Consumo.

2. Este Consejo, adscrito a la Dirección General competente en materia de defensa de 
los consumidores, estará integrado por los representantes de las organizaciones o 
asociaciones de consumidores que cumplan con los requisitos establecidos por la presente 
Ley para ser consideradas como tales. Su composición, estructura y competencias de 
consulta y participación se determinarán reglamentariamente.

3. El Consejo de Consumidores y Usuarios de Andalucía será consultado 
preceptivamente en la tramitación de disposiciones de carácter general relativas a materias 
que afecten directamente a los consumidores en los términos establecidos en el artículo 34 
de esta Ley. Este Consejo tendrá además las siguientes funciones:

a) Formular cuantas propuestas deban ser consideradas de interés en materia de 
protección de los consumidores.

b) Asesorar a los órganos de las distintas Administraciones Públicas con competencias 
en materia de protección de los consumidores.

c) Solicitar información a las Administraciones Públicas competentes sobre materias de 
interés general o sectorial que afecten a los consumidores.

d) Cuantas otras funciones se le asignen reglamentariamente.

[ . . . ]
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§ 203

Ley 13/2005, de 11 de noviembre, de medidas para la vivienda 
protegida y el suelo. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 227, de 21 de noviembre de 2005
«BOE» núm. 300, de 16 de diciembre de 2005
Última modificación: 17 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2005-20662

[ . . . ]
Disposición adicional quinta.  Juntas Arbitrales de Vivienda.

1. El Consejo de Gobierno creará las Juntas Arbitrales de Vivienda como órganos 
especializados para la resolución de las controversias que surjan en el cumplimiento de los 
contratos de arrendamientos, así como en el cumplimiento de otros contratos en materia de 
vivienda que reglamentariamente se determinen.

Podrá atribuir a las citadas Juntas Arbitrales otras funciones que, atendiendo a la 
naturaleza de estos órganos, considere convenientes.

2. Las Juntas Arbitrales de Vivienda resolverán de acuerdo con los efectos previstos en 
la legislación general de arbitraje las controversias que las partes intervinientes en los 
contratos referidos acuerden someter a su conocimiento.

3. El ámbito territorial de actuación de cada una de las Juntas Arbitrales de Vivienda, así 
como la composición, organización y funciones se establecerán reglamentariamente. En 
todo caso quedará garantizada la presencia de las asociaciones que representen los 
intereses de las partes intervinientes en los contratos a los que se refiere el apartado 1.

4. Igualmente por disposición reglamentaria se regulará el procedimiento de tramitación y 
resolución de las controversias que se sometan al arbitraje, debiendo caracterizarse por la 
simplificación de trámites y por la no exigencia de formalidades especiales.

[ . . . ]
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§ 204

Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de 
Andalucía. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 215, de 31 de octubre de 2007

«BOE» núm. 276, de 17 de noviembre de 2007
Última modificación: 16 de febrero de 2024

Referencia: BOE-A-2007-19819

[ . . . ]
TÍTULO IV

Régimen jurídico de los órganos y de la actuación administrativa

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Régimen jurídico de los actos y del procedimiento administrativos

[ . . . ]
Artículo 115.  Resolución de recursos y reclamaciones.

1. Los actos dictados por los órganos de la Administración de la Junta de Andalucía que 
no agoten la vía administrativa serán susceptibles de recurso de alzada ante el órgano 
superior jerárquico del que dictó el acto recurrido. Los actos de los órganos de gobierno de 
las agencias de la Administración de la Junta de Andalucía seguirán el régimen de 
impugnación establecido en el artículo 64 de esta Ley.

No obstante, el recurso de alzada podrá ser sustituido, mediante ley, por otros 
procedimientos de impugnación, reclamación, conciliación, mediación y arbitraje en 
supuestos o ámbitos sectoriales determinados y cuando la especificidad de la materia así lo 
justifique. Las leyes que establezcan dichos procedimientos contendrán las reglas 
específicas a que los mismos deban sujetarse, con respeto de los principios, garantías y 
plazos a que se refiere la legislación estatal básica.

2. Contra los actos que pongan fin a la vía administrativa cabrá la interposición del 
recurso potestativo de reposición, salvo que el acto en cuestión sea resolutorio de un previo 
recurso o reclamación administrativa.

En las mismas condiciones que el recurso de alzada, el recurso de reposición podrá ser 
sustituido por los procedimientos a que se refiere el párrafo segundo del apartado anterior, 
respetando su carácter potestativo para la persona interesada.
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3. Contra los actos firmes en vía administrativa podrá interponerse el recurso 
extraordinario de revisión previsto en la legislación sobre procedimiento administrativo 
común ante la persona titular del órgano que dictó el acto.

4. Las reclamaciones económico-administrativas se ajustarán a los procedimientos 
establecidos por su legislación específica.

5. El régimen de las reclamaciones previas al ejercicio de las acciones civiles y laborales 
se ajustará a lo dispuesto en la legislación básica del régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas. Las reclamaciones previas a la vía judicial civil se plantearán 
ante la persona titular de la Consejería competente por razón de la materia, a quien 
corresponderá su resolución.

[ . . . ]
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§ 205

Ley 1/2009, de 27 de febrero, reguladora de la Mediación Familiar en 
la Comunidad Autónoma de Andalucía

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 50, de 13 de marzo de 2009

«BOE» núm. 80, de 2 de abril de 2009
Última modificación: 30 de julio de 2021

Referencia: BOE-A-2009-5491

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA
A todos los que la presente vieren, sabed
Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en nombre del Rey y por la autoridad 

que me confieren la Constitución y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la 
publicación de la siguiente Ley reguladora de la Mediación Familiar en la Comunidad 
Autónoma de Andalucía.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
El siglo XX ha sido una etapa caracterizada por profundas transformaciones de la 

sociedad española en general y la andaluza en particular, siendo la familia una de las 
instituciones que más ha evolucionado en las últimas décadas.

La compleja realidad que presenta hoy la estructura familiar, tras la aparición de nuevas 
formas de convivencia, tales como uniones de hecho, familias monoparentales, familias 
compuestas por miembros que provienen de rupturas previas, con hijos e hijas por una o 
ambas partes, hermanos o hermanas de un solo progenitor o progenitora, ha propiciado que 
los conflictos que surgen en su seno sean de naturaleza más compleja y difíciles de resolver 
por la vía judicial, hasta ahora el modo tradicional de resolución de conflictos, por lo que es 
preciso buscar vías alternativas y complementarias para ello.

La ruptura de pareja es una de las variables a destacar para entender las modificaciones 
experimentadas por la familia española. La separación y el divorcio se conciben como dos 
opciones a las que las partes pueden acudir a fin de dar solución a las vicisitudes de su vida 
en común. Con la publicación de la Ley 30/1981, de 7 de julio, por la que se modifica la 
regulación del matrimonio en el Código Civil y se determina el procedimiento a seguir en las 
causas de nulidad, separación y divorcio, se posibilitó a los cónyuges regular las 
consecuencias de la nulidad, separación o divorcio por la vía del procedimiento de común 
acuerdo. La experiencia acumulada a lo largo de estos años de vigencia de la ley ha 
demostrado que sigue existiendo un gran número de casos en los que se producen 
incumplimientos de los acuerdos, siendo frecuentes los referidos a las pensiones 
alimenticias y las visitas del progenitor o progenitora no custodio, que afectan directamente 
al bienestar de las personas menores de edad.
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De otro lado, los conflictos intergeneracionales son cada vez más frecuentes, afectando 
no solo a padres y madres y personas educadoras, sino a la sociedad en general. Es 
preciso, por tanto, ofrecer recursos preventivos adecuados, que impidan las consecuencias 
negativas que la no resolución de tales conflictos pueda tener para el desarrollo psicosocial 
de los niños y niñas, así como ofrecer a los progenitores los instrumentos y habilidades 
necesarios para afrontarlos.

Igualmente, un nuevo fenómeno está apareciendo de forma masiva en los últimos años, 
y es el deseo de los hijos e hijas adoptados de buscar sus orígenes, pudiendo ser la 
mediación el vehículo idóneo para posibilitar el contacto entre ambas partes, a través de un 
procedimiento que prepare a la familia adoptiva, al hijo o hija adoptado mayor de edad y a la 
familia biológica para afrontar este encuentro de forma óptima, dejando a la voluntad de las 
partes que inicien un procedimiento en el que se conjuguen el derecho a conocer a su familia 
biológica y el derecho a la intimidad.

Por lo tanto, con independencia de las diferentes configuraciones familiares y de la 
diversidad de conflictos en los cuales pueda verse inmersa la familia tradicional y las 
problemáticas surgidas de los nuevos modelos familiares, no hay que olvidar que el 
bienestar de la infancia y su protección deben estar siempre presentes, ya que las familias 
siguen siendo el elemento fundamental en el desarrollo biológico, social y psíquico de los 
hijos e hijas.

Ante estas dificultades, en las que coexisten aspectos legales y económicos junto con 
aspectos emocionales y afectivos, el sistema judicial se encuentra con serias limitaciones 
para su resolución. Por tal motivo, cuando la adopción de determinadas decisiones relativas 
al ejercicio de sus potestades presente dificultad, las familias deben saber que tienen la 
opción de solucionar sus diferencias acudiendo a procedimientos extrajudiciales más 
adecuados para la resolución de estos conflictos, entre los que cabe señalar la mediación.

II
El artículo 39 de la Constitución Española encomienda a los poderes públicos la 

protección social, económica y jurídica de la familia, así como la protección integral de los 
hijos e hijas cualquiera que fuese su filiación. El Estatuto de Autonomía para Andalucía 
garantiza en su artículo 17 la protección social, jurídica y económica de la familia. Asimismo, 
el artículo 61.4 dispone que corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia 
exclusiva en materia de promoción de las familias y de la infancia, que, en todo caso, incluye 
las medidas de protección social y su ejecución. Por último, el artículo 150 determina que la 
Junta de Andalucía podrá establecer los instrumentos y procedimientos de mediación y 
conciliación en la resolución de conflictos en las materias de su competencia.

Es especialmente significativa la Recomendación R (98) 1, de 21 de enero de 1998, del 
Comité de Ministros del Consejo de Europa a los Estados miembros, reconociendo el 
incremento del número de litigios familiares, particularmente los resultantes de una 
separación o divorcio, las consecuencias perjudiciales para la familia, así como el elevado 
coste social y económico para los Estados. Considera, además, la necesidad de garantizar 
la protección de los intereses superiores del niño o la niña y su bienestar, tal como lo 
establecen los instrumentos internacionales, teniendo en cuenta que estos conflictos tienen 
repercusión sobre todos los que integran la familia y especialmente sobre los niños y niñas. 
Asimismo, recomienda a los gobiernos de los Estados miembros instituir o promover la 
mediación familiar y tomar cualquier medida que estimen necesaria para utilizar la mediación 
como método apropiado de resolución de los litigios familiares.

También cabe aludir al Libro Verde, aprobado por la Comisión de las Comunidades 
Europeas, sobre métodos alternativos de solución de conflictos en el ámbito del Derecho civil 
y mercantil, de 19 de abril de 2002. Tiene como objetivo proceder a una amplia consulta a 
los colectivos implicados en la resolución de conflictos, en el ámbito del Derecho civil y 
mercantil, sobre algunas cuestiones referentes a las modalidades alternativas de solución de 
conflictos, que plantean dudas y dificultades desde el punto de vista jurídico.

Por otra parte, la propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre 
ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles de 22 de octubre de 2004 
tiene, entre sus objetivos, asegurar un mejor acceso a la justicia, una relación dinámica entre 
la mediación y el proceso civil, promover el recurso de la mediación como obligación de los 
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Estados miembros de permitir a los órganos jurisdiccionales sugerir la mediación a las 
partes, relación con la organización de los sistemas judiciales de los Estados miembros y 
evaluación del impacto. Finalmente, y como consecuencia de la referida propuesta, se ha 
dictado la Directiva 2008/52/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 
2008, sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles, cuyo objetivo 
es facilitar el acceso a modalidades alternativas de solución de conflictos y fomentar la 
resolución amistosa de litigios, promoviendo el uso de la mediación y asegurando una 
relación equilibrada entre la mediación y el proceso judicial.

En España y en Andalucía estamos asistiendo en los últimos años a una creciente 
atención por parte de los poderes públicos de las necesidades reales de las familias, con 
numerosas actuaciones tanto en el plano legislativo como en el social. Prueba de ello son las 
numerosas comunidades autónomas que a lo largo de los últimos años han ido aprobando 
leyes de mediación. En nuestra Comunidad Autónoma, se dieron los primeros pasos en 
mediación familiar e intergeneracional en el año 2001, con la puesta en marcha del primer 
programa de mediación familiar, que posteriormente se amplió a todas las provincias 
andaluzas.

La mediación se configura en la presente ley como un procedimiento de gestión de 
conflictos en el que las partes enfrentadas acuerdan que una tercera persona cualificada, 
imparcial y neutral les ayude a alcanzar por sí mismas un acuerdo, que les permita resolver 
el conflicto que las enfrenta, sin necesidad de someterlo a una autoridad judicial. Por tanto, 
se realiza entre personas que consienten libremente su participación y de las que dependerá 
exclusivamente la solución final. El proceso se lleva a cabo con el apoyo de una tercera 
persona, que desempeña el papel de mediadora y está sujeta a principios como la 
voluntariedad, la imparcialidad, la neutralidad y la confidencialidad.

Es en el ámbito de la conflictividad familiar donde la aplicación de la metodología 
mediadora se ha utilizado de manera más frecuente y ha puesto de manifiesto los enormes 
beneficios que su utilización conlleva. La especial naturaleza de los conflictos familiares, en 
los que habitualmente las partes implicadas deben seguir manteniendo relaciones más allá 
del conflicto, hace necesario que la resolución del mismo implique la preservación de las 
relaciones familiares, situación que frecuentemente no garantiza el tratamiento tradicional, 
de carácter exclusivamente jurídico.

En consecuencia, la mediación familiar ha entrado de lleno en las agendas de las 
políticas sociales de numerosos gobiernos como un recurso que permite a las personas que 
utilizan el servicio afrontar la separación, el divorcio, la continuidad de las funciones 
parentales, u otras situaciones de conflictividad intrafamiliar, con garantías de solución.

III
Esta ley surge de la experiencia práctica acumulada durante estos últimos años, con una 

concepción amplia de la mediación familiar, entendiendo que ésta no es solo un instrumento 
para gestionar y solucionar los conflictos derivados de situaciones de separación, ruptura de 
pareja o divorcio. Existen otras situaciones que generan también conflicto en el seno de la 
estructura familiar y a las que se puede dar respuesta a través de la mediación familiar, 
constituyéndose en una pieza clave para potenciar el bienestar del grupo familiar.

Pese a todo lo dicho, no debe considerarse que la mediación vaya a posibilitar la 
resolución de todos los problemas o conflictos familiares y es preciso reconocer que, como 
cualquier procedimiento, tiene sus limitaciones, por lo que es preciso verificar, según el caso, 
la pertinencia e idoneidad de la misma antes de iniciar el proceso de mediación.

La presente ley de mediación familiar se estructura en cinco capítulos, en los que se 
contemplan, en el Capítulo I las disposiciones generales, el objeto y ámbito de aplicación de 
la ley, el concepto de mediación familiar y su finalidad, las partes legitimadas para acceder a 
la mediación, así como los derechos y deberes de las partes en conflicto. En el Capítulo II se 
detallan los principios que inspiran la mediación familiar, tales como la voluntariedad de las 
partes de acceder a la mediación, el interés de las personas menores de edad y de las 
personas en situación de dependencia, la imparcialidad de la persona mediadora en sus 
relaciones con las partes en conflicto, su neutralidad respecto al resultado del acuerdo, la 
confidencialidad de la información obtenida a través de la mediación, su carácter 
personalísimo, la buena fe en todos los intervinientes y la flexiblidad del procedimiento. El 
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Capítulo III viene referido a las personas mediadoras, a los equipos de personas 
mediadoras, a los derechos y deberes de la persona mediadora, a la abstención y 
recusación, y al Registro de Mediación Familiar de Andalucía. El Capítulo IV trata del 
procedimiento y contraprestación de la mediación familiar, deteniéndose especialmente en 
diversos aspectos relativos al inicio, desarrollo, duración y finalización de dicho 
procedimiento. Por su parte, el régimen sancionador aplicable se encuentra en el Capítulo V.

Por último, la ley contiene una disposición adicional, que prevé la creación de un órgano 
de participación en las actuaciones de mediación familiar en Andalucía; una disposición 
transitoria, de habilitación de aquellos y aquellas profesionales que ya vengan realizando 
actuaciones de mediación familiar, y dos disposiciones finales, la primera de ellas relativa al 
desarrollo reglamentario de la ley, y la segunda que establece su entrada en vigor.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. La presente ley tiene por objeto regular las actuaciones de mediación familiar que se 

refieran a los supuestos del apartado 2 de este artículo, cuando se desarrollen en el ámbito 
territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como su régimen jurídico.

2. Podrán ser objeto de mediación familiar los conflictos que en el ámbito privado surjan 
entre las personas mencionadas en el artículo 3, sobre los que las partes tengan poder de 
decisión, y siempre que guarden relación con los siguientes asuntos:

a) Los procedimientos de nulidad matrimonial, separación y divorcio.
b) Las cuestiones relativas al derecho de alimentos y cuidado de personas en situación 

de dependencia, conforme a la definición reflejada en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de 
Promoción de la autonomía personal y la atención a las personas en situación de 
dependencia.

c) Las relaciones de las personas menores de edad con sus parientes hasta el tercer 
grado de consanguinidad o afinidad, personas tutoras o guardadoras.

d) El ejercicio de la patria potestad, tutela o curatela.
e) Los conflictos derivados del régimen de visitas y comunicación de los nietos y nietas 

con sus abuelos y abuelas.
f) Los conflictos surgidos entre la familia adoptante, el hijo o hija adoptado y la familia 

biológica en la búsqueda de orígenes de la persona adoptada.
g) Los conflictos surgidos entre la familia acogedora, la persona acogida y la familia 

biológica.
h) La disolución de parejas de hecho.

Artículo 2.  De la mediación familiar y su finalidad.
1. A efectos de la presente ley, se entiende por mediación familiar el procedimiento 

extrajudicial de gestión de conflictos no violentos que puedan surgir entre miembros de una 
familia o grupo convivencial, mediante la intervención de profesionales especializados que, 
sin capacidad de decisión sobre el conflicto, les asistan facilitando la comunicación, el 
diálogo y la negociación entre ellos y ellas, al objeto de promover la toma de decisiones 
consensuadas en torno a dicho conflicto.

2. La mediación familiar tiene como finalidad que las partes en conflicto alcancen 
acuerdos equitativos, justos, estables y duraderos, contribuyendo así a evitar la apertura de 
procedimientos judiciales, o, en su caso, contribuir a la resolución de los ya iniciados.

Artículo 3.  Legitimación.
La mediación familiar podrá promoverse por:
a) Personas unidas por vínculo conyugal, o integrantes de parejas de hecho conforme a 

la definición dada por el artículo 3.1 de la Ley 5/2002, de 16 de diciembre, de Parejas de 
Hecho.
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b) Personas con descendientes comunes no incluidas en el apartado anterior.
c) Hijos e hijas biológicos.
d) Personas unidas por vínculo de parentesco hasta el tercer grado de consanguinidad o 

afinidad.
e) Personas adoptadas o acogidas y sus familias biológicas, adoptivas o acogedoras.
f) Personas que ejerzan funciones tutelares o de curatela respecto de quienes estén bajo 

su tutela o curatela.

Artículo 4.  Derechos de las partes en conflicto.
Las partes en conflicto tienen derecho a:
a) Iniciar de común acuerdo el procedimiento de mediación familiar en los términos 

dispuestos en la presente ley, así como desistir del mismo en cualquier momento, 
notificándolo a la persona mediadora.

b) Recibir prestación gratuita de la mediación familiar de conformidad con las 
condiciones establecidas en el artículo 27.

c) Recusar al profesional o la profesional designado para el proceso de mediación, si se 
da alguna de las causas de abstención y recusación recogidas en el artículo 17.

d) Acceder al recurso de mediación familiar, abonando las correspondientes tarifas 
cuando se superen los límites fijados para la asistencia gratuita en virtud de lo establecido en 
el artículo 27.

e) Solicitar al Registro de Mediación Familiar de Andalucía el listado de personas 
mediadoras y designar de común acuerdo al profesional o la profesional que intervendrá en 
su proceso de mediación, excepto en los supuestos de mediación gratuita por alguna de las 
partes, en cuyo caso será el órgano encargado del Registro el que realice la designación, 
por turno de reparto.

f) Conocer previamente las características y finalidad del procedimiento de mediación, 
así como el coste aproximado del mismo, en los supuestos en que no proceda la gratuidad 
de la prestación.

g) Ser tratadas con el adecuado respeto y consideración durante el procedimiento de 
mediación.

h) Recibir copia del documento de aceptación, del acta de la sesión inicial, de los 
documentos de asistencia de las sesiones, así como del acta final, en la que se contenga el 
acuerdo alcanzado.

i) Presentar queja o reclamación por prestación inadecuada del servicio, insatisfacción 
con el mismo o incumplimiento de cualesquiera de los derechos que les asisten en la 
correspondiente hoja de reclamación, según la normativa vigente al efecto.

j) Cualquier otro derecho que se desprenda del contenido de la presente ley, así como de 
sus normas de desarrollo.

Artículo 5.  Deberes de las partes en conflicto.
Las partes en conflicto deberán:
a) Cumplir el procedimiento de mediación familiar en todos sus términos.
b) Actuar de buena fe, de forma respetuosa y con predisposición a la búsqueda de 

acuerdos en todo el proceso de mediación familiar, velando por el interés superior de las 
personas menores de edad y de las personas en situación de dependencia.

c) Satisfacer, en su caso, los honorarios y gastos ocasionados a la persona mediadora, 
excepto para los supuestos de mediación gratuita.

d) Asistir personalmente a las sesiones del proceso de mediación.
e) Firmar el compromiso de aceptación de la mediación, los documentos de asistencia 

de las sesiones y las actas del procedimiento.
f) Cumplir con los acuerdos adoptados en el procedimiento de mediación familiar.
g) Cualquier otro deber que se establezca en la presente ley, así como en sus normas de 

desarrollo.
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CAPÍTULO II
De los principios de la mediación familiar

Artículo 6.  Voluntariedad.
Las partes podrán acceder libremente al procedimiento de mediación para la resolución 

de aquellos conflictos que se encuentren al margen de actuaciones judiciales. Asimismo, 
podrán iniciar el procedimiento de mediación cuando libre y voluntariamente así lo decidan 
todas las partes en conflicto, ya sea antes de la iniciación de las actuaciones judiciales, en el 
curso de las mismas o incluso una vez finalizadas. Igualmente, podrán desistir de la 
mediación en cualquier fase del procedimiento.

Artículo 7.  Interés de las personas menores de edad y de las personas en situación de 
dependencia.

Las actuaciones de mediación familiar se fundamentarán siempre en la protección de los 
derechos de las personas menores de edad y de las personas en situación de dependencia.

Artículo 8.  Imparcialidad y neutralidad.
1. La persona mediadora, como tercera imparcial en el proceso, deberá ayudar a que las 

partes alcancen acuerdos mutuamente satisfactorios, sin tomar partido por ninguna de ellas.
2. La persona mediadora no podrá imponer soluciones o medidas concretas, tendrá en 

cuenta los intereses de quienes intervengan en el proceso, y respetará los distintos puntos 
de vista y la igualdad de las partes en la negociación.

Artículo 9.  Confidencialidad de la mediación familiar y secreto profesional de la persona 
mediadora.

La persona mediadora no podrá desvelar durante el proceso de mediación familiar, e 
incluso una vez finalizado el mismo, ningún dato, hecho o documento del que conozca 
relativo al objeto de la mediación, salvo autorización expresa de todas las partes que hayan 
participado y sin perjuicio de lo establecido en el artículo 16, letra h.

Artículo 10.  Carácter personalísimo.
Todas las personas participantes en el proceso de mediación estarán obligadas a asistir 

personalmente a las sesiones, sin que puedan valerse de personas intermediarias o 
representantes.

Artículo 11.  Buena fe.
La actuación de la persona mediadora y de las partes en conflicto se ajustará a las 

exigencias de buena fe. Las partes se comprometerán a colaborar con la persona mediadora 
durante el desarrollo del proceso y al cumplimiento de los acuerdos que finalmente se 
adopten, si en ellos concurren los requisitos necesarios para la validez de los contratos.

Artículo 12.  Flexibilidad.
El procedimiento de mediación deberá desarrollarse de manera flexible, adaptándose a 

la situación concreta a tratar, si bien respetando las normas mínimas establecidas en la ley 
como garantía de calidad.

CAPÍTULO III
De las personas mediadoras, de los equipos de personas mediadoras y del 

Registro de Mediación Familiar de Andalucía

Artículo 13.  La persona mediadora.
1. La persona mediadora deberá estar en posesión de un título oficial universitario, título 

de licenciatura, diplomatura, grado, o de formación profesional superior, y contar con 
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formación específica en materia de mediación desde un enfoque interdisciplinar de carácter 
educativo, social, psicológico y jurídico en los términos que reglamentariamente se 
determinen.

2. Asimismo, deberá suscribir un seguro o garantía equivalente que cubra la 
responsabilidad civil derivada del procedimiento en el que intervenga.

Artículo 14.  Equipos de personas mediadoras.
1. Las personas mediadoras, que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 13, 

podrán agruparse entre sí a través de las fórmulas que estimen más convenientes, con el 
objeto de fomentar la colaboración interdisciplinar entre profesionales, sin perjuicio de la 
necesaria actuación individual de un profesional o una profesional en cada procedimiento 
concreto de mediación.

2. Para poder constituir un equipo de personas mediadoras, será requisito que al menos 
tres de las personas integrantes del equipo tengan formación interdisciplinar complementaria 
de carácter educativo, social, psicológico o jurídico, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 13.1, en los términos que reglamentariamente se determinen.

3. Los equipos de personas mediadoras podrán solicitar su inscripción en el Registro.
4. A excepción de la persona mediadora interviniente en el procedimiento concreto de 

mediación, el resto de profesionales que integren el equipo no tendrán relación alguna con 
las partes en conflicto, prestando únicamente apoyo, si es preciso, al profesional o la 
profesional interviniente.

5. Los miembros del equipo que presten apoyo a la persona mediadora no podrán exigir 
a las partes en conflicto honorarios o percepción económica alguna.

Artículo 15.  Derechos de la persona mediadora.
La persona mediadora, en el ejercicio de su actividad de mediación familiar, tendrá los 

siguientes derechos:
a) Participar, cuando se solicite su intervención, en un proceso de mediación familiar.
b) Renunciar a iniciar un proceso de mediación, o a continuarlo desde el momento en 

que aprecie falta de voluntad por alguna de las partes o exista una imposibilidad manifiesta 
para llegar a un acuerdo, así como si concurre cualquier otra circunstancia que haga inviable 
el procedimiento.

En los supuestos de mediación gratuita, la renuncia deberá ser razonada y comunicada 
por escrito al órgano competente.

c) Percibir los honorarios o cuantías económicas que correspondan. Los colegios 
profesionales podrán establecer honorarios orientativos en función de la complejidad y 
duración de la mediación familiar. En todo caso, para los supuestos de mediación gratuita 
serán establecidos reglamentariamente.

d) Recibir de las partes en conflicto una información veraz y completa.
e) Recibir asesoramiento del equipo de personas mediadoras en el que se encuentre 

integrado, si así se requiere, manteniendo la confidencialidad exigida.
f) Cualquier otro que se establezca en la presente ley y en sus normas de desarrollo.

Artículo 16.  Deberes de la persona mediadora.
La persona mediadora, en el ejercicio de su actividad de mediación familiar, tendrá los 

siguientes deberes:
a) Informar a las partes en conflicto, previamente al inicio del proceso de mediación, de 

las características y finalidad del procedimiento, así como de su coste económico 
aproximado cuando no proceda la gratuidad de la prestación.

b) Conducir el procedimiento de mediación, facilitando la comunicación entre las partes 
para alcanzar un acuerdo satisfactorio para ellas, dentro de la legalidad vigente.

c) Ejercer la actividad mediadora conforme a la buena fe y a la adecuada práctica 
profesional, y en su caso respetando las normas deontológicas del colegio profesional al que 
pertenezca.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 205  Ley reguladora de la Mediación Familiar en la Comunidad Autónoma de Andalucía

– 777 –



d) Velar en todas sus actuaciones por el interés preferente de los hijos e hijas menores y 
de las personas dependientes.

e) Propiciar que las partes tomen sus propias decisiones y que dispongan de la 
información y el asesoramiento suficientes para que desarrollen los acuerdos de manera 
satisfactoria libre, voluntaria y exenta de coacciones.

f) Mantener la neutralidad e imparcialidad, respetando las posiciones de las partes, y 
preservar su igualdad y equilibrio durante el proceso de mediación, dando efectivo 
cumplimiento, en su caso, al principio de igualdad por razón de género.

g) Redactar, firmar y entregar a las partes el documento de aceptación, las actas y los 
justificantes de la celebración y asistencia a las reuniones.

h) Mantener la reserva y el secreto profesional respecto de los hechos conocidos durante 
el curso de la mediación.

No obstante, no estará sujeta al secreto profesional cuando, de la información obtenida 
en el proceso de mediación, se infiera la existencia de hechos delictivos o de amenazas para 
la vida o la integridad física de alguna de las partes o de cualquier otra persona que tenga o 
haya tenido algún tipo de relación con éstas, descendientes o ascendientes que integren el 
núcleo familiar, aunque no sean parte en el proceso de mediación, estando obligada a 
informar a las autoridades competentes de tales hechos.

Únicamente se podrá proceder a la exposición o divulgación oral, impresa, audiovisual u 
otra de las sesiones o de la información obtenida de las mismas cuando se utilice con fines 
de investigación y formación, debiéndose realizar de forma anónima, de modo que no sea 
posible la identificación de las personas intervinientes en las mismas, y bajo el 
consentimiento expreso de quienes estén directamente afectados, incluidos los niños y niñas 
mayores de 12 años, y debiendo ser oídas las personas menores de esta edad.

i) Velar por el cumplimiento de los principios establecidos en la presente ley.
j) Abstenerse de ofrecer a las personas en conflicto sus servicios fuera del campo de la 

mediación familiar o ejercer, con las mismas personas, otra función distinta de la mediación.
k) Cualquier otro establecido en la presente ley, así como en sus normas de desarrollo.

Artículo 17.  Abstención y recusación.
1. Son motivos de abstención para intervenir como persona mediadora:
a) Haber realizado actuaciones profesionales relacionadas con las titulaciones 

especificadas en el artículo 13.1, a favor o en contra de alguna de las partes.
b) Que exista vínculo de parentesco por consanguinidad hasta el cuarto grado o afinidad 

hasta el segundo grado, amistad íntima o enemistad manifiesta entre la persona mediadora, 
ya actúe individualmente o como parte integrante del equipo de personas mediadoras, y 
alguna de las partes.

c) Que la persona mediadora tenga intereses económicos, patrimoniales o personales en 
el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución pudieran influir los resultados de la 
mediación.

2. En los casos previstos en el apartado anterior, las partes en conflicto podrán promover 
la recusación de la persona mediadora en cualquier momento del proceso, en los términos 
que se determinen reglamentariamente.

3. Finalizado el proceso de mediación, cualquier profesional que haya ejercido como 
persona mediadora no podrá asistir o representar a ninguna de las partes en conflicto en un 
litigio posterior relacionado con ese proceso, debiendo comunicar al tribunal el haber ejercido 
de persona mediadora en caso de ser citado como testigo o designado como perito o perita.

Artículo 18.  Registro de Mediación Familiar de Andalucía.
1. Se crea el Registro de Mediación Familiar de Andalucía, que tendrá carácter 

administrativo y estará adscrito a la consejería competente en materia de familias.
2. Cualquier profesional que quiera desarrollar la mediación familiar como persona 

mediadora o, en su caso, como parte integrante del equipo de personas mediadoras, 
además de reunir los requisitos exigidos por los artículos 13 y 14, respectivamente, podrá 
solicitar su inscripción en el Registro a efectos de publicidad e información y, en su caso, a 
efectos de su adscripción al sistema de turnos.
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3. (Suprimido).
4. Reglamentariamente se regularán la organización y funcionamiento del Registro, así 

como el procedimiento de inscripción y las causas de cancelación, el régimen de acceso y la 
publicidad de su contenido.

CAPÍTULO IV
Procedimiento y contraprestación de la mediación familiar

Artículo 19.  Actuaciones de mediación familiar.
Sin perjuicio del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, el procedimiento de 

mediación familiar podrá iniciarse antes del comienzo de un proceso judicial, en el curso de 
éste o una vez concluido por resolución judicial firme.

Artículo 20.  Inicio.
El procedimiento de mediación familiar se iniciará a petición de todas las partes en 

conflicto o a instancia de una de ellas. En este último supuesto, tendrá que acreditarse el 
consentimiento de la otra u otras, debiendo comunicarse en el plazo de un mes a contar 
desde que se solicita la mediación.

Artículo 21.  Designación de la persona mediadora.
1. Con carácter general, las partes en conflicto que no tengan reconocido el derecho a la 

mediación gratuita podrán solicitar del Registro que se les facilite la lista de personas 
mediadoras para designar ellas, de común acuerdo, al profesional o la profesional que 
intervendrá en el proceso de mediación familiar. A falta de acuerdo, la persona mediadora 
será designada conforme a lo establecido en el apartado siguiente, si así lo decidieran las 
partes.

2. En el supuesto de que cualquiera de las partes en conflicto tuviera reconocido el 
beneficio de mediación familiar gratuita, la designación de cada profesional se efectuará por 
el órgano encargado del Registro. La persona designada será aquella a quien corresponda 
por turno de reparto para la localidad donde se vaya a realizar el proceso de mediación.

3. La forma de notificación de la designación a la persona mediadora y el procedimiento 
para resolver las causas de abstención y recusación se determinarán reglamentariamente, 
siendo el órgano encargado del Registro el competente para resolver estos procedimientos.

Artículo 22.  Reunión inicial.
La persona mediadora designada convocará a las partes en conflicto a una reunión 

inicial, en la cual les informará de sus derechos y deberes, de los principios rectores de la 
mediación, de las características del procedimiento, de su duración y de los honorarios 
profesionales, en su caso.

Artículo 23.  Desarrollo del procedimiento.
1. Efectuada la primera reunión se levantará un acta inicial, donde constarán el lugar y 

fecha de celebración, las personas que hayan participado, el objeto de la mediación y la 
aceptación por las partes de los principios y deberes de la mediación. El acta será firmada 
por las partes y por la persona mediadora como prueba de entendimiento y aceptación de 
las condiciones de la mediación.

2. De cada una de las sesiones que se celebren se podrá redactar, a petición de 
cualquiera de las partes, el correspondiente documento justificativo de asistencia.

3. El procedimiento de mediación familiar finalizará con la sesión final, de la que se 
levantará la correspondiente acta, que deberá ser firmada por todas las partes en conflicto y 
por la persona mediadora, en prueba de conformidad.
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Artículo 24.  Duración.
1. La duración del procedimiento dependerá de la naturaleza, complejidad y conflictividad 

de las cuestiones objeto de mediación planteadas por las partes, si bien la persona 
mediadora a la vista de las circunstancias anteriores, realizará una previsión razonable de su 
duración, que en los supuestos de mediación gratuita no podrá exceder de tres meses, a 
contar desde que se levante el acta inicial.

2. No obstante, cuando se aprecie la necesidad de ampliar el plazo previsto en el 
apartado anterior para la consecución del acuerdo, se podrá proponer que se prorrogue por 
un período que no excederá de otros tres meses.

Artículo 25.  Finalización del procedimiento.
La finalización del procedimiento de mediación familiar podrá producirse por decisión de 

las partes en conflicto o de la persona mediadora, en los siguientes supuestos:
a) Acuerdo total o parcial de las partes.
b) Falta de acuerdo de las partes.
c) Desistimiento libre y voluntario de cualquiera de las partes en conflicto.
d) Renuncia de la persona mediadora.
e) Cualquier otra causa que se desprenda del contenido de la presente ley y de sus 

normas de desarrollo.

Artículo 26.  Contenido de los acuerdos.
1. Los acuerdos que se adopten versarán sobre los conflictos establecidos en el artículo 

1.2 que hayan sido tratados en el proceso de mediación.
2. El contenido de los acuerdos podrá incluir toda o una parte de los conflictos y deberá 

respetar las normas de carácter imperativo establecidas en la legislación vigente. Una vez 
firmados, serán vinculantes, válidos y obligatorios para las partes, siempre y cuando en ellos 
concurran los requisitos necesarios para la validez de los contratos.

3. En todo caso, los acuerdos que se adopten tendrán como prioridad el interés superior 
y el bienestar de las personas menores y de las dependientes.

Artículo 27.  Supuestos de gratuidad de la prestación.
1. La mediación será gratuita para aquella parte que cumpla los requisitos económicos 

establecidos en la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita, y demás 
normas aplicables.

2. Si el beneficio de la mediación familiar gratuita solo le fuera reconocido a alguna de 
las partes en conflicto, la otra parte o partes tendrán que abonar el coste de la mediación 
que proporcionalmente les corresponda, con arreglo a las tarifas que reglamentariamente se 
establezcan.

3. Reconocido el derecho a la mediación gratuita y concluido el procedimiento de 
mediación sin que las partes hayan alcanzado acuerdo alguno, se podrá solicitar 
nuevamente la mediación gratuita, para la resolución del mismo conflicto, una vez 
transcurrido un año desde la finalización del proceso.

4. La mediación será gratuita para los conflictos surgidos entre las personas acogidas y 
sus familias de origen o acogedoras.

CAPÍTULO V
Régimen sancionador

Sección 1.ª Infracciones

Artículo 28.  Definición y tipos de infracciones.
1. Se consideran infracciones administrativas las acciones u omisiones tipificadas y 

sancionadas por la presente ley que sean imputables a la persona mediadora en el ejercicio 
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de las funciones de mediación, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de 
otro orden en que pueda incurrir.

2. Las infracciones se clasifican en leves, graves o muy graves.

Artículo 29.  Infracciones leves.
Constituyen infracciones leves:
a) No comunicar al Registro las causas por las que no se inicia el proceso de mediación 

en los supuestos de mediación gratuita.
b) No informar a las partes, con carácter previo al inicio del proceso, sobre el coste de la 

mediación en los supuestos de no gratuidad.
c) No facilitar a las partes una copia del documento de aceptación, y de los justificantes 

de las sesiones y de las actas.
d) El incumplimiento de cualquier otro deber que incumba a la persona mediadora, 

contenido en el artículo 16 de la ley, que no esté calificado como infracción grave o muy 
grave.

Artículo 30.  Infracciones graves.
Constituyen infracciones graves:
a) El abandono de la función mediadora sin causa justificada.
b) Incumplir el deber de abstenerse de intervenir cuando concurra causa de abstención.
c) La grave falta de respeto con las partes sometidas a mediación.
d) Excederse del plazo fijado reglamentariamente en los supuestos de mediación gratuita 

sin causa justificada.
e) La comisión de la tercera falta leve en el término de un año.
f) No dar respuesta a las quejas o reclamaciones debidamente presentadas.
g) Incumplir la obligación de abstenerse de ofrecer a las personas en conflicto sus 

servicios fuera del campo de la mediación familiar o ejercer, con las mismas personas, otra 
función distinta de la mediación.

Artículo 31.  Infracciones muy graves.
Constituyen infracciones muy graves:
a) El cobro de compensación económica u honorarios o gastos por la actividad 

mediadora, en aquellos supuestos en que las partes tengan reconocida la gratuidad de la 
misma.

b) Toda actuación que suponga una discriminación por razón de sexo, raza, religión, 
lengua, lugar de nacimiento o cualquier otra condición o circunstancia personal o social de 
las partes sometidas a mediación.

c) El abandono de la función mediadora sin causa justificada, si además comporta un 
grave perjuicio para las personas menores implicadas en el proceso y las personas 
dependientes.

d) El incumplimiento del deber de confidencialidad y secreto profesional, salvo los 
supuestos previstos en el artículo 16, letra h.

e) El incumplimiento de los deberes de neutralidad e imparcialidad regulados en esta ley.
f) La adopción de acuerdos manifiestamente contrarios a Derecho que causen perjuicio 

grave a la Administración o a las partes sometidas a la mediación.
g) La comisión de una infracción, cualquiera que sea, cuando el autor o autora haya sido 

sancionado por resolución firme por la comisión de dos faltas graves en el término de un 
año.

h) Participar en procedimientos de mediación estando suspendido para ello.
i) Realizar actuaciones de mediación, conociendo la existencia de una situación de 

violencia de género o malos tratos hacia algún miembro de la familia.
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Artículo 32.  Prescripción de las infracciones.
Las infracciones contempladas en la presente ley prescribirán a los seis meses si son 

leves, al año si son graves y a los dos años si son muy graves.

Sección 2.ª Sanciones

Artículo 33.  Sanciones.
A las infracciones tipificadas en esta ley se les aplicará alguna de las siguientes 

sanciones:
1. Las infracciones leves podrán ser sancionadas con:
a) Apercibimiento o amonestación por escrito.
b) Multa de hasta 300 euros.
2. Las infracciones graves podrán ser sancionadas con:
a) Suspensión temporal para ejercer como persona mediadora por un período de entre 

tres meses y un año.
b) Multa desde 301 hasta 6.000 euros.
3. Las infracciones muy graves podrán ser sancionadas con:
a) Suspensión temporal para ejercer como persona mediadora por un período de entre 

un año y un día y tres años.
b) Multa desde 6.001 hasta 15.000 euros.

Artículo 34.  Graduación.
1. Para la graduación de las sanciones se tendrán en cuenta las siguientes 

circunstancias:
a) La gravedad del perjuicio físico, psíquico, moral o económico ocasionado a las partes 

implicadas en el procedimiento de mediación, cuando no se haya tenido en cuenta para 
tipificar la infracción.

b) El grado de intencionalidad o negligencia en la acción u omisión.
c) El beneficio económico obtenido por la persona infractora de forma que la sanción que 

se le imponga no sea inferior al beneficio obtenido con la comisión de la infracción.
d) La trascendencia social de la infracción.
e) La reincidencia o reiteración, cuando no se haya tenido en cuenta para tipificar la 

infracción.
f) El incumplimiento de advertencias o requerimientos previos por la Administración.
g) La gravedad del riesgo o peligro creado para las partes o personas implicadas en el 

procedimiento.
2. A los efectos de la letra e del apartado anterior, se entenderá que existe reincidencia 

cuando se haya cometido, en el término de un año, más de una infracción de la misma 
naturaleza, declarado así por resolución firme en vía administrativa.

Artículo 35.  Órganos competentes.
La competencia para la imposición de las sanciones previstas en la presente ley 

corresponderá a la persona titular de la Consejería competente en materia de familias, sin 
perjuicio de las delegaciones que se puedan establecer reglamentariamente.

Artículo 36.  Prescripción de las sanciones.
Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las 

impuestas por infracciones graves a los dos años y las impuestas por infracciones leves al 
año, a contar desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que 
se impuso la sanción.
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Sección 3.ª Procedimiento sancionador

Artículo 37.  Procedimiento sancionador.
El ejercicio de la potestad sancionadora se efectuará previa instrucción del oportuno 

procedimiento, conforme a lo dispuesto en el capítulo II del título IX de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, y en las demás normas reglamentarias que resulten de aplicación.

Artículo 38.  Medidas de carácter provisional.
De manera excepcional, y siempre y cuando concurran circunstancias graves que 

afecten a la seguridad de las personas, especialmente de personas menores de edad o 
personas en situación de dependencia, o a los intereses de las personas implicadas en la 
mediación, se podrá acordar de manera cautelar, tanto en el acuerdo de iniciación del 
procedimiento como durante su instrucción, la suspensión de la actividad de la persona 
mediadora designada en ese procedimiento concreto o de la actuación de mediación en 
general, hasta la resolución del procedimiento sancionador.

Artículo 39.  Infracciones constitutivas de delito o falta.
1. Si en cualquier momento del procedimiento se considerase que las infracciones 

cometidas pudieran ser constitutivas de delito o falta, el órgano competente dará traslado al 
Ministerio Fiscal, suspendiéndose el procedimiento sancionador hasta que adquiera firmeza 
la resolución judicial dictada. No obstante, la suspensión no alcanzará a la ejecutividad de 
las medidas cautelares adoptadas para restablecer el orden jurídico vulnerado.

2. Asimismo, la instrucción de causa penal ante los Tribunales de Justicia suspenderá la 
tramitación del procedimiento administrativo sancionador que se hubiera incoado por los 
mismos hechos y, en su caso, la ejecución de los actos administrativos de imposición de 
sanción.

3. La sanción penal excluirá la imposición de sanción administrativa cuando exista 
identidad de sujeto, hechos y fundamento.

4. Si la autoridad judicial acordase el archivo de las actuaciones o dictase auto de 
sobreseimiento o sentencia absolutoria, la Administración podrá continuar el procedimiento 
sancionador, basándose en los hechos que la jurisdicción competente haya considerado 
probados, salvo que la resolución se fundamente en la inexistencia misma de los hechos.

Disposición adicional única.  Órgano de participación.
Se creará un órgano destinado a la participación y colaboración en el desarrollo de las 

actuaciones de mediación familiar en Andalucía. Reglamentariamente se determinará su 
creación, fines, composición, denominación y régimen de funcionamiento.

Disposición transitoria única.  
Aquellos y aquellas profesionales que a la entrada en vigor de la presente ley vengan 

realizando actuaciones de mediación familiar podrán ser habilitados para el ejercicio de la 
misma, a través del procedimiento que se establezca reglamentariamente.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
El desarrollo reglamentario de esta ley se llevará a efecto de acuerdo con lo dispuesto en 

los artículos 112 y 119.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 44 de la Ley 6/2006, de 
24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el Boletín Oficial 

de la Junta de Andalucía.
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§ 206

Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley General de La Hacienda Pública de la Junta 

de Andalucía. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 53, de 18 de marzo de 2010

«BOE» núm. 79, de 1 de abril de 2010
Última modificación: 16 de febrero de 2024

Referencia: BOE-A-2010-5303

[ . . . ]
Texto refundido de la Ley General de La Hacienda Pública de la Junta de 

Andalucía

[ . . . ]
TÍTULO I

Del régimen de la Hacienda de la Junta de Andalucía

CAPÍTULO I
Recursos de la Hacienda Pública

[ . . . ]
Artículo 21.  Régimen de los derechos económicos de la Hacienda Pública.

1. No se podrán enajenar, gravar ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda de 
la Junta de Andalucía, salvo en los supuestos establecidos por las leyes.

2. Tampoco se concederán exenciones, condonaciones, rebajas ni moratorias en el pago 
de los derechos a la Hacienda de la Junta de Andalucía, salvo en los casos que determinen 
expresamente las leyes.

3. No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda 
de la Junta de Andalucía, ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten de los 
mismos, sino mediante Decreto acordado en Consejo de Gobierno. Sin perjuicio de otras 
que pudieran proceder por aplicación de las disposiciones legales en materia presupuestaria, 
se requerirá autorización del Parlamento de Andalucía, siempre que la cuantía litigiosa 
comprometida en el acuerdo transaccional sea superior a ocho millones de euros, o cuando 
la cuantía litigiosa sea inferior, siempre que se acredite de forma motivada que el acuerdo 
transaccional pueda incidir en los principios de estabilidad presupuestaria o de afectación de 
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los ingresos o que concurren para suscribirlo los requisitos legales para la tramitación de un 
crédito extraordinario o un suplemento de crédito.

4. La suscripción por la Hacienda de la Junta de Andalucía de los acuerdos o convenios 
en procesos concursales previstos en la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, requerirá 
autorización de la persona titular de la Consejería competente en materia de Hacienda.

[ . . . ]
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§ 207

Ley 14/2011, de 23 de diciembre, de Sociedades Cooperativas 
Andaluzas. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 255, de 31 de diciembre de 2011

«BOE» núm. 17, de 20 de enero de 2012
Última modificación: 2 de julio de 2018

Referencia: BOE-A-2012-877

[ . . . ]
TÍTULO I

Constitución, organización y funcionamiento

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Órganos sociales

[ . . . ]
Sección 5.ª Régimen aplicable a los miembros de los órganos

[ . . . ]
Artículo 51.  Acciones de responsabilidad.

1. La acción de responsabilidad contra los miembros del órgano de administración, del 
Comité Técnico, de la Intervención, los responsables de la auditoría y las personas 
liquidadoras será ejercitada por la sociedad cooperativa, previo acuerdo de la Asamblea 
General, adoptado por mayoría simple, y sin que sea necesaria la previa inclusión del asunto 
en el orden del día. Dicho acuerdo determinará la suspensión inmediata en el cargo de los 
miembros afectados mientras dure el procedimiento judicial o arbitral iniciado contra ellos.

2. De no adoptarse dicho acuerdo, o transcurridos tres meses desde su adopción sin que 
la sociedad cooperativa hubiese entablado la correspondiente acción de responsabilidad, 
esta podrá ser ejercitada, en el plazo de dos meses, por cualquier socio o socia, en nombre 
y por cuenta de la sociedad

3. La acción de responsabilidad contra la Dirección podrá ser ejercitada, además de por 
los anteriores, por el órgano de administración.

4. La Asamblea General podrá, en cualquier momento, y previo acuerdo adoptado por 
mayoría de dos tercios de los votos presentes y representados, transigir o desistir del 
ejercicio de la acción de responsabilidad.
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5. La acción de responsabilidad prescribirá al año desde que los hechos fueran 
conocidos y, en todo caso, a los tres años desde que se produjeron.

6. Sin perjuicio de lo establecido en los apartados anteriores, cualquier socio o socia 
podrá ejercitar la pertinente acción para exigir la reparación de los daños y perjuicios que se 
le hayan causado directamente en su patrimonio.

[ . . . ]
TÍTULO III

Asociacionismo cooperativo

[ . . . ]
Artículo 112.  Objeto.

1. Corresponden a las federaciones de cooperativas y sus asociaciones:
a) Representar y defender los intereses de los miembros que asocian, de acuerdo con lo 

que establezcan sus estatutos.
b) Promover y favorecer el asociacionismo cooperativo.
c) Ejercer la conciliación en los conflictos surgidos entre las sociedades cooperativas que 

asocien o entre estas y sus socios y socias, cuando así lo soliciten ambas partes 
voluntariamente.

d) Organizar servicios de asesoramiento, formación, auditoría, asistencia jurídica o 
técnica y cuantos otros sean convenientes para los intereses de las entidades asociadas.

e) Promover la intercooperación entre las entidades asociadas.
f) Favorecer la creación de redes entre las cooperativas asociadas que contribuyan a 

optimizar su conocimiento y a fortalecer su posicionamiento social y/o económico.
g) Fomentar la promoción y formación cooperativa.
h) Participar a instancias de la Administración pública andaluza en sus instituciones y 

entidades instrumentales, así como actuar como interlocutores frente a esta en aquellos 
asuntos relacionados con la economía social, en general, y con las entidades cooperativas, 
en particular.

i) Ejercer cualquier otra actividad de naturaleza análoga.

[ . . . ]
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§ 208

Ley 15/2011, de 23 de diciembre, Andaluza de Promoción del Trabajo 
Autónomo. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 255, de 31 de diciembre de 2011

«BOE» núm. 17, de 20 de enero de 2012
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2012-878

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Sistema Extrajudicial de Resolución de Conflictos en Andalucía del Trabajo 
Autónomo Económicamente Dependiente

Artículo 17.  Creación y promoción.
1. El Sistema Extrajudicial de Resolución de Conflictos en Andalucía del Trabajo 

Autónomo Económicamente Dependiente se constituye como órgano administrativo 
específico cuya actuación se basará en los principios de efectividad, gratuidad, celeridad, 
agilidad, igualdad, audiencia de las partes, contradicción e imparcialidad. Sin perjuicio de lo 
anterior, los acuerdos de interés profesional podrán instituir órganos específicos de solución 
de conflictos en los términos legalmente previstos. La Administración de la Junta de 
Andalucía promoverá y fomentará la difusión y utilización de este sistema.

2. El sistema quedará adscrito al Consejo Andaluz de Relaciones Laborales y se 
sustanciará a través de procedimientos de conciliación o mediación que propicien la 
resolución extrajudicial de los conflictos, tanto individuales como colectivos, que puedan 
surgir en el ámbito profesional del trabajo autónomo económicamente dependiente.

3. Sin perjuicio del recurso a los procedimientos de conciliación o mediación, las partes 
podrán someterse también a procedimientos voluntarios de arbitraje. Este procedimiento se 
someterá a lo pactado entre las partes o al régimen que en su caso se pueda establecer 
mediante acuerdo de interés profesional, entendiéndose aplicable en su defecto la 
regulación establecida por la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, la Ley 16/1987, 
de 30 de julio, de Ordenación de Transportes Terrestres, o cualquier otra normativa 
específica y sectorial.

4. Las asociaciones profesionales del trabajo autónomo representativas de Andalucía, 
así como las organizaciones sindicales y las asociaciones empresariales más 
representativas de la Comunidad Autónoma andaluza, serán informadas del desarrollo y 
seguimiento del sistema.

5. Reglamentariamente se determinarán la estructura orgánica y funcionamiento, las 
normas de procedimiento y la necesaria dotación de medios humanos, económicos y 
materiales que garanticen el eficiente funcionamiento del sistema.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

– 788 –



Artículo 18.  Conciliación preceptiva previa al ejercicio de acciones judiciales.
1. El Sistema Extrajudicial de Resolución de Conflictos en Andalucía del Trabajo 

Autónomo Económicamente Dependiente asumirá el preceptivo intento de conciliación o 
mediación previo al ejercicio de acciones judiciales ante el orden social de la jurisdicción, 
tanto en conflictos de naturaleza individual como colectiva.

2. Estas funciones podrán ser asumidas por los órganos creados a través de los 
acuerdos de interés profesional suscritos y en los términos legalmente establecidos.

[ . . . ]
Disposición final sexta.  Regulación y puesta en marcha del Sistema Extrajudicial de 
Resolución de Conflictos en Andalucía del Trabajo Autónomo.

1. En el plazo máximo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente Ley, se 
procederá a aprobar la normativa reglamentaria reguladora del Sistema Extrajudicial de 
Resolución de Conflictos en Andalucía del Trabajo Autónomo, y a la constitución e inicio de 
su funcionamiento material.

2. Hasta tanto no se produzca el inicio de su funcionamiento, las actividades de 
conciliación o mediación previas al ejercicio de las acciones judiciales en relación con el 
régimen profesional de los trabajadores autónomos económicamente dependientes serán 
asumidas en su totalidad por el Centro de Mediación, Arbitraje y Conciliación.

[ . . . ]
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§ 209

Ley 3/2016, de 9 de junio, para la protección de los derechos de las 
personas consumidoras y usuarias en la contratación de préstamos y 

créditos hipotecarios sobre la vivienda. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 114, de 16 de junio de 2016
«BOE» núm. 157, de 30 de junio de 2016
Última modificación: 5 de febrero de 2021

Referencia: BOE-A-2016-6309

[ . . . ]
TÍTULO III

Arbitraje, mediación y acciones de cesación

Artículo 17.  Arbitraje, mediación y acciones de cesación.
1. Se crea, con la denominación de Tribunal Arbitral Andaluz para Ejecuciones 

Hipotecarias y Desahucios, la Sección de Arbitraje para Ejecuciones Hipotecarias y 
Desahucios en el ámbito de la Junta Arbitral de Consumo de Andalucía. La Administración 
de la Junta de Andalucía promoverá que las empresas prestamistas que otorguen préstamos 
hipotecarios para la adquisición de vivienda incluyan en las condiciones generales o 
específicas de contratación la adhesión al Sistema Arbitral de Consumo.

2. Asimismo facilitará a las personas consumidoras y usuarias información sobre las 
empresas prestamistas que están adheridas a dicho sistema.

3. La Administración de la Junta de Andalucía fomentará la mediación extraprocesal 
entre las empresas prestamistas y las personas consumidoras y usuarias, previa o 
simultáneamente con cualquier otro procedimiento de ejecución judicial o notarial, al objeto 
de alcanzar una solución consensuada, encaminada hacia la búsqueda de acuerdos que 
hagan viable que la persona consumidora y usuaria conserve la propiedad de la vivienda y, 
subsidiariamente, la posibilidad de mantener el uso de esta.

A tal objeto, se crearán órganos de mediación sectoriales constituidos en el seno del 
Consejo Andaluz de Consumo y sus consejos provinciales.

4. En materia de acciones de cesación, se estará a lo dispuesto en el artículo 11 de la 
Ley 2/2009, de 31 de marzo, y los artículos 53 a 56 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 
16 de noviembre.

5. La Junta de Andalucía, mediante la Junta Arbitral de Consumo, dispondrá de un 
listado de tasadores aceptados por todas las entidades financieras y de los honorarios de 
estos, así como el cálculo de los mismos.
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Cualquier tasador escogido por un consumidor o usuario de este listado tendrá que ser 
aceptado obligatoriamente por la entidad financiera.

[ . . . ]
Disposición adicional primera.  Modelo de contrato de préstamo hipotecario de confianza y 
código ético.

La Consejería competente en materia de consumo, en el plazo de tres meses desde la 
entrada en vigor de esta norma, promoverá la elaboración, junto con las organizaciones de 
personas consumidoras y usuarias, sindicales y empresariales más representativas, el 
Colegio Notarial de Andalucía y los decanatos territoriales en Andalucía occidental y oriental 
del Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles de España, 
de un modelo de contrato de préstamo hipotecario de confianza cuyo uso será voluntario 
para las partes.

La Consejería competente en materia de Consumo promoverá, de acuerdo con las 
empresas prestamistas, la elaboración y firma de un código ético en materia de créditos y 
préstamos hipotecarios que contemple entre sus finalidades la supresión de las cláusulas 
abusivas, entre ellas las cláusulas suelo, y su adhesión al Sistema Arbitral de Consumo.

Asimismo, dará adecuada publicidad del modelo de contrato de préstamo hipotecario de 
confianza y creará un distintivo de calidad para aquellas empresas prestamistas que se 
adhieran al código ético.

[ . . . ]
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§ 210

Ley 5/2016, de 19 de julio, del Deporte de Andalucía. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 140, de 22 de julio de 2016
«BOE» núm. 188, de 5 de agosto de 2016

Última modificación: 18 de septiembre de 2017
Referencia: BOE-A-2016-7566

[ . . . ]
TÍTULO IX

Solución de litigios deportivos

[ . . . ]
CAPÍTULO V

El arbitraje y la mediación en materia deportiva

Artículo 140.  El arbitraje y la mediación en materia deportiva.
1. Las cuestiones litigiosas de naturaleza jurídico-deportiva que se planteen entre 

personas físicas o jurídicas, que versen sobre materia de libre disposición conforme a 
Derecho y que no afecten al ámbito competencial del Sistema Arbitral de Consumo, al 
régimen sancionador o disciplinario deportivo, podrán ser resueltas a través de la institución 
del arbitraje.

2. El sistema arbitral se desarrollará reglamentariamente, en cuyo contenido deberá 
figurar al menos las siguientes reglas:

a) Método para manifestar la inequívoca voluntad de sumisión de las personas 
interesadas a dicho sistema.

b) Materias, causas y requisitos de aplicación de las fórmulas de conciliación o arbitraje.
c) Sistema de recusación de quienes realicen las funciones de conciliación o arbitraje, 

así como de oposición a dichas fórmulas.
d) Procedimiento a través del cual se desarrollarán estas funciones, respetando, en todo 

caso, los principios constitucionales y, en especial, los de contradicción, igualdad y audiencia 
de las partes.

e) Métodos de ejecución de las decisiones o resoluciones derivadas de las funciones 
conciliadoras o arbitrales.

3. En los mismos términos, los estatutos de las entidades deportivas andaluzas podrán 
prever un sistema de conciliación para la resolución extrajudicial de conflictos deportivos.
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4. Sin perjuicio de lo anterior, y con carácter alternativo al instrumento del arbitraje, se 
podrán establecer sistemas de mediación con la finalidad de llegar a soluciones de 
resolución de conflictos de naturaleza jurídico-deportiva, que se desarrollarán 
reglamentariamente.

5. La sumisión a sistemas de arbitraje tendrá, en cualquier caso, carácter voluntario.
6. Las resoluciones adoptadas en estos procedimientos tendrán los efectos previstos en 

la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, y en las normas que reglamentariamente se 
desarrollen.

[ . . . ]
CAPÍTULO VII

Tribunal Administrativo del Deporte de Andalucía

Artículo 146.  Definición y naturaleza.
1. El Tribunal Administrativo del Deporte de Andalucía es el superior órgano 

administrativo de solución de conflictos deportivos en Andalucía en el ámbito competitivo, 
disciplinario y electoral federativo, así como en cuantas materias de resolución de recursos 
administrativos contra actos de las federaciones deportivas andaluzas dictados en el 
ejercicio de funciones públicas de carácter administrativo y tipo sancionador le sean 
atribuidas conforme a esta ley, al igual que en el ámbito de las soluciones de conflictos 
deportivos mediante arbitraje.

2. El Tribunal Administrativo del Deporte de Andalucía está adscrito orgánicamente a la 
Consejería competente en materia de deporte. En el ejercicio de sus funciones, actuará con 
total autonomía, no estando sometido jerárquicamente a ningún otro órgano de la 
Administración de la Comunidad Autónoma. Sus decisiones agotan la vía administrativa.

Artículo 147.  Competencias.
Son competencias del Tribunal Administrativo del Deporte de Andalucía:
a) Ejercer la potestad sancionadora mediante la instrucción del correspondiente 

procedimiento de conformidad con lo dispuesto en la presente ley.
b) Conocer y resolver los recursos interpuestos contra los acuerdos adoptados por las 

federaciones deportivas y, en su caso, por otras entidades deportivas, dictados en el 
ejercicio de las funciones públicas que las mismas tienen delegadas.

c) Conocer y resolver, en vía de recurso, las pretensiones que se deduzcan respecto de 
las resoluciones recaídas en los expedientes disciplinarios de naturaleza deportiva 
tramitados por los órganos disciplinarios federativos y, en su caso, de los demás órganos u 
organismos de la Administración autonómica, en relación con las competiciones deportivas 
de carácter oficial.

d) Conocer y resolver respecto de cualquier otra acción u omisión que, por su 
trascendencia, en la actividad deportiva estime procedente de oficio o a instancia de la 
Consejería competente en materia de deporte.

e) Conocer y resolver los conflictos que puedan suscitarse entre las federaciones 
deportivas o sus órganos disciplinarios en el ámbito de la disciplina deportiva.

f) Conocer y resolver los recursos que se presenten contra los acuerdos de los órganos 
de las federaciones deportivas en materia de elecciones a los órganos de gobierno y 
representación federativos o de reprobación o moción de censura a sus presidentes.

g) Incoar, instruir y resolver los expedientes disciplinarios deportivos a los miembros de 
las federaciones deportivas andaluzas, siempre que se sustancien por hechos cometidos por 
sus presidentes o directivos, de oficio o a instancia de la Consejería competente en materia 
de deporte.

h) Ser consultado sobre cuestiones de legalidad en asuntos de especial relevancia en la 
aplicación de las normas deportivas.

i) Conocer y resolver las cuestiones litigiosas que se sometan a través del sistema 
arbitral o de mediación.
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j) Cualquier otra competencia que le sea atribuida o delegada de conformidad con el 
ordenamiento jurídico.

Artículo 148.  Composición y estructura.
1. El Tribunal Administrativo del Deporte de Andalucía estará compuesto por un número 

de miembros no inferior a nueve ni superior a trece, entre los que se incluirá la Presidencia, 
tres Vicepresidencias y la Secretaría, con la paridad establecida en la legislación vigente, y 
de acuerdo a lo que reglamentariamente se establezca.

2. Reglamentariamente, se determinará la estructura del Tribunal Administrativo del 
Deporte de Andalucía mediante el establecimiento de las secciones que correspondan en 
función de las competencias que tiene atribuidas.

3. Para el desarrollo y ejecución de los cometidos que le corresponden, el Tribunal 
Administrativo del Deporte de Andalucía contará con una unidad diferenciada de carácter 
administrativo de apoyo técnico y de gestión adscrita a la Consejería competente en materia 
de deporte conforme a lo que se determine en su relación de puestos de trabajo.

Artículo 149.  Instrucción.
En los procedimientos que así lo requieran, se designará por la Presidencia, de entre 

quienes integren el Tribunal Administrativo del Deporte de Andalucía y conforme a un turno 
preestablecido, un instructor o instructora que no formará parte de la sección 
correspondiente para su resolución.

Artículo 150.  Designación y mandato.
1. El Tribunal Administrativo del Deporte de Andalucía estará integrado tanto por 

personal funcionario de carrera adscrito a la Consejería competente en materia de deporte 
como por juristas de reconocido prestigio en el ámbito del deporte, designados por la 
persona titular de la Consejería con competencia en materia de deporte.

2. Reglamentariamente, se fijará el número de miembros del Tribunal, su adscripción 
funcionarial o externa, su procedimiento de designación y su sistema de renovación.

3. El mandato de los miembros del Tribunal Administrativo del Deporte de Andalucía es 
de cuatro años, renovable. El plazo máximo de permanencia en el órgano será de dos 
mandatos consecutivos.

4. De entre quienes integren el Tribunal, por elección de estos en pleno, se designará a 
las personas titulares de la Presidencia, de las tres Vicepresidencias y de la Secretaría.

Artículo 151.  Régimen de funcionamiento.
1. En el ejercicio de sus funciones, el Tribunal Administrativo del Deporte de Andalucía 

se someterá a las disposiciones contenidas en esta ley y en sus normas de desarrollo, a las 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y a las establecidas en la Ley 9/2007, de 22 de 
octubre.

2. Se regulará, en desarrollo de lo previsto en esta ley, su constitución y funcionamiento.

[ . . . ]
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§ 211

Decreto-ley 3/2021, de 16 de febrero, por el que se adoptan medidas 
de agilización administrativa y racionalización de los recursos para el 
impulso a la recuperación y resiliencia en el ámbito de la Comunidad 

Autónoma de Andalucía. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 35, de 22 de febrero de 2021
Última modificación: 16 de febrero de 2024

Referencia: BOJA-b-2021-90075

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Medidas en materia de contratación

[ . . . ]
Artículo 33.  Arbitraje para la resolución de conflictos en la ejecución.

1. La solución de las diferencias que puedan surgir sobre los efectos, cumplimiento, 
cuestiones relativas al reequilibrio económico del contrato y extinción de los contratos sobre 
materias de libre disposición conforme a derecho, de expedientes que se financien con cargo 
a los fondos europeos, independientemente de la cuantía de los mismos se podrán remitir a 
un arbitraje, conforme a las disposiciones de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de 
Arbitraje, sin que sea necesario Decreto acordado en Consejo de Gobierno, atendiendo a lo 
previsto en el artículo 21.3 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de 
la Junta de Andalucía, aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo.

La sumisión a arbitraje no podrá en ningún caso suponer renuncia al ejercicio de las 
prerrogativas de la Administración en los contratos reconocidas en el artículo 190 de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de modo que lo que se someterá a arbitraje será el acuerdo que 
adopte el órgano de contratación después del procedimiento que para el ejercicio de dichas 
prerrogativas establece el artículo 191 de dicha Ley.

2. Los pliegos reguladores de los contratos que se financien con cargo a los fondos 
europeos, determinarán la composición del órgano arbitral que deba conocer del asunto que 
se someta a laudo arbitral, garantizando la igualdad y el equilibrio de las partes en la 
composición del mismo conforme al Título III de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre. 
Asimismo incorporarán como anexo una cláusula de sumisión a arbitraje en los términos del 
apartado 1 a la que podrán adherirse los licitadores. Dicho anexo tendrá el contenido que se 
determine en los modelos de pliegos de cláusulas administrativas particulares tipo a que 
hace referencia el artículo 25 de este Decreto-ley.

3. El órgano arbitral para la resolución de conflictos estará formado por uno o tres 
árbitros. El procedimiento de designación se concretará, con respeto a lo establecido en el 
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título III de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, en el anexo que se incorporará a los pliegos 
de cláusulas administrativas particulares conforme a lo indicado en el apartado 2. En su 
caso, la designación de los árbitros por la Administración corresponderá a la persona titular 
de la Consejería de adscripción del órgano de contratación. La retribución a los árbitros se 
efectuará conforme a las reglas establecidas en el artículo 37.6 de la Ley 60/2003, de 23 de 
diciembre, y de acuerdo con lo establecido en el artículo 139 de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

4. El plazo de resolución del arbitraje será como máximo de dos meses. Salvo acuerdo 
en contrario de las partes, este plazo podrá ser prorrogado por los árbitros, por un plazo no 
superior a un mes, mediante decisión motivada.

[ . . . ]
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§ 212

Ley 5/2023, de 7 de junio, de la Función Pública de Andalucía. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 112, de 14 de junio de 2023
«BOE» núm. 164, de 11 de julio de 2023

Última modificación: 16 de febrero de 2024
Referencia: BOE-A-2023-16066

[ . . . ]
TÍTULO VII

Derecho a la negociación colectiva y representación. Solución extrajudicial de 
conflictos

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 81.  Principios generales.
1. El personal incluido en el ámbito de aplicación de la presente ley tiene derecho a la 

negociación colectiva, representación y participación institucional para la determinación de 
sus condiciones de trabajo. El ejercicio de estos derechos se regirá por la normativa estatal 
de carácter básico, por su normativa de desarrollo y por lo dispuesto en esta ley.

2. La negociación colectiva, representación y participación del personal con contrato 
laboral se regirán por la legislación laboral, sin perjuicio de los preceptos de este título, de la 
normativa estatal de carácter básico y de los convenios colectivos que resulten de 
aplicación.

3. El ejercicio de los derechos establecidos en este artículo se garantiza y se lleva a 
cabo a través de los órganos y sistemas específicos regulados en el presente título y en la 
normativa estatal de carácter básico, sin perjuicio de otras formas de colaboración entre las 
Administraciones públicas de Andalucía y su personal o sus representantes.

CAPÍTULO II
Negociación colectiva del personal que presta servicios en las 

Administraciones públicas de Andalucía

Artículo 82.  Negociación colectiva.
1. La negociación colectiva de condiciones de trabajo del personal que presta servicios 

en las Administraciones públicas de Andalucía estará sujeta a los principios de legalidad, 
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cobertura presupuestaria, obligatoriedad, buena fe negocial, confianza legítima, publicidad, 
transparencia, mutua lealtad y cooperación, y se efectuará mediante el ejercicio de la 
capacidad representativa reconocida a las organizaciones sindicales en el artículo 6, 
apartado 3.c) y en el artículo 7, apartados 1 y 2, de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, 
de Libertad Sindical, y lo previsto en este título y en la normativa estatal de carácter básico.

2. A este efecto, se constituirán Mesas de Negociación en las que estarán legitimadas 
para estar presentes, además de la representación de la Administración pública 
correspondiente, las organizaciones sindicales determinadas por la normativa estatal de 
carácter básico.

3. La Administración facilitará los recursos materiales y humanos necesarios para el 
adecuado funcionamiento de sus Mesas de Negociación.

Artículo 83.  Tipología de las Mesas de Negociación.
1. La estructura de la negociación colectiva en las Administraciones públicas incluidas en 

el ámbito de aplicación de esta ley está constituida por las Mesas de Negociación reguladas 
en la normativa estatal de carácter básico.

2. La constitución y composición de las distintas Mesas de Negociación se regirá por lo 
dispuesto en la normativa estatal de carácter básico, así como en los reglamentos de 
régimen interno de cada una de ellas.

En la Mesa General de Negociación común del personal funcionario, estatutario y laboral 
de cada Administración pública la representación de las organizaciones sindicales 
legitimadas para estar presentes de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 6 y 7 de la Ley 
Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, se distribuirá en función de los 
resultados obtenidos en las elecciones a los órganos de representación del personal 
funcionario y laboral del correspondiente ámbito de representación. Además, también 
estarán presentes en estas Mesas Generales las organizaciones sindicales que formen parte 
de la Mesa General de Negociación de las Administraciones públicas siempre que hubieran 
obtenido el diez por ciento de los representantes del personal funcionario o personal laboral 
en el ámbito correspondiente a la Mesa de que se trate.

En cada Administración pública estarán legitimadas para estar presentes en la Mesa 
General de Negociación colectiva del personal funcionario y estatutario las organizaciones 
sindicales más representativas a nivel estatal, las organizaciones sindicales más 
representativas de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como los sindicatos que 
hayan obtenido el diez por ciento o más de la representación en las elecciones para 
delegados o delegadas de personal y juntas de personal, en las unidades electorales 
comprendidas en el ámbito específico de su constitución.

3. Dependiendo de las Mesas Generales de Negociación y por acuerdo de las mismas, 
podrán constituirse Mesas Sectoriales, en atención a las condiciones específicas de trabajo 
de las organizaciones administrativas afectadas o a las peculiaridades de sectores concretos 
de personal funcionario y a su número.

La competencia de las Mesas Sectoriales se extiende a los temas comunes al personal 
funcionario del sector que no hayan sido objeto de decisión por parte de las Mesas 
Generales o a los que estas explícitamente les reenvíen o deleguen.

4. Cada Administración pública incluida en el ámbito de aplicación de esta ley 
determinará la composición numérica de las Mesas de Negociación existentes en su ámbito, 
previa negociación en el seno de cada una de ellas, y sin que ninguna de las partes pueda 
superar el número de quince miembros.

Artículo 84.  Proceso negociador.
1. Las Administraciones públicas incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley están 

obligadas a negociar sobre todas las materias que determina la normativa estatal de carácter 
básico. A estos efectos, se entiende por negociación el intento de buena fe de llegar a un 
acuerdo entre la Administración y la representación sindical del personal, velando siempre 
por la satisfacción del interés general y el buen funcionamiento de los servicios públicos, y 
con sujeción a los límites económico-financieros y presupuestarios.

2. La Administración y la representación sindical colaborarán activamente en el proceso 
negociador, proporcionándose mutuamente la información que sea necesaria para estos 
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fines, con adecuación a lo establecido en la normativa de protección de datos personales, 
actuando con lealtad recíproca y procurando soluciones basadas en el consenso y la 
corresponsabilidad.

3. El proceso de negociación se abrirá en cada Mesa en la fecha que, de común 
acuerdo, fijen la Administración correspondiente y la mayoría de la representación sindical. A 
falta de acuerdo, el proceso se iniciará en el plazo máximo de un mes desde que la mayoría 
de una de las partes legitimadas lo promueva, salvo que existan causas legales o pactadas 
que lo impidan.

4. Las variaciones en la representatividad sindical, a efectos de modificación en la 
composición de las Mesas de Negociación, serán acreditadas por las organizaciones 
sindicales interesadas, mediante el correspondiente certificado de la Oficina Pública de 
Registro competente, cada dos años a partir de la fecha inicial de constitución de las citadas 
mesas.

5. En el supuesto de que no se produzca acuerdo en la negociación o en la 
renegociación, y una vez agotados, en su caso, los procedimientos de solución extrajudicial 
de conflictos, corresponderá a los órganos de gobierno de las Administraciones públicas 
establecer las condiciones de trabajo del personal funcionario, con las excepciones de 
prórroga de pacto o acuerdo y vigencia del pacto o acuerdo objeto de negociación.

Artículo 85.  Materias objeto de negociación en relación con el personal funcionario.
1. Serán objeto de obligada negociación en su ámbito respectivo, y en relación con las 

competencias de cada Administración pública:
a) La aplicación del incremento de las retribuciones del personal al servicio de las 

Administraciones públicas que se establezca en la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado y de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

b) La determinación y aplicación de las retribuciones complementarias del personal 
funcionario.

c) Las normas que fijen los criterios y mecanismos generales en materia de evaluación 
del desempeño.

d) Las normas que fijen los criterios generales en materia de acceso, carrera, provisión, 
sistemas de clasificación de puestos de trabajo, y planes e instrumentos de planificación de 
recursos humanos.

e) Los planes de previsión social complementaria.
f) Los criterios generales para la determinación de prestaciones sociales y pensiones de 

clases pasivas.
g) Los criterios generales de acción social.
h) Los criterios generales de los planes y fondos para la formación y la promoción 

interna.
i) Las propuestas sobre derechos sindicales y de participación.
j) Las que así se establezcan en la normativa de prevención de riesgos laborales.
k) Las que afecten a las condiciones de trabajo y a las retribuciones del personal 

funcionario, cuya regulación exija norma con rango de ley.
l) Los criterios generales sobre ofertas de empleo público.
m) Las referidas a calendario laboral, horarios, jornadas, vacaciones, permisos, 

movilidad funcional y geográfica, así como los criterios generales sobre la planificación 
estratégica de los recursos humanos, en aquellos aspectos que afecten a condiciones de 
trabajo.

2. Cada materia será objeto de negociación en un único órgano en función de los 
colectivos a los que afecte, conforme a las siguientes reglas, sin perjuicio de su adaptación o 
desarrollo en ámbitos específicos cuando hayan sido objeto de negociación en Mesas 
Generales:

a) Las materias y condiciones de trabajo comunes al personal funcionario, estatutario y 
laboral de cada Administración pública se negociarán exclusivamente en la Mesa General de 
Negociación común del personal funcionario, estatutario y laboral de cada Administración 
pública.
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b) Las materias y condiciones de trabajo comunes al personal funcionario y estatutario 
de cada Administración pública que no afecten también al personal laboral se negociarán 
exclusivamente en la Mesa General de Negociación del personal funcionario de cada 
Administración pública.

c) En el caso de que por acuerdo de las Mesas Generales de Negociación del personal 
funcionario de cada Administración pública se constituyan Mesas Sectoriales, se negociarán 
exclusivamente en estas últimas las materias comunes al personal del correspondiente 
sector que las Mesas Generales expresamente les atribuyan.

En el supuesto de materias que afecten a más de un sector, aunque no a todos ellos, la 
negociación tendrá lugar en las Mesas Generales de Negociación del personal funcionario.

CAPÍTULO III
Órganos de representación del personal funcionario y estatutario

Artículo 86.  Órganos de representación.
1. Los órganos específicos de representación del personal funcionario y estatutario son 

los delegados y las delegadas de personal y las juntas de personal.
La adquisición de la condición de delegado o delegada de personal, así como la de 

miembro de una junta de personal, no supondrá, en ningún caso, la modificación de la 
relación jurídica que le vincula a la Administración, o la existencia de derechos diferentes a 
los que le confieren la normativa estatal de carácter básico y los acuerdos y pactos entre la 
Administración pública y las organizaciones sindicales en cada ámbito o Administración.

2. En la Administración de la Junta de Andalucía, sin perjuicio de los acuerdos que en 
cada Mesa de Negociación se pudieran adoptar, existirán las siguientes unidades 
electorales, en las que se contendrán la totalidad de las unidades administrativas incluidas 
en su ámbito:

a) En el sector del personal funcionario de la Administración General de la Junta de 
Andalucía existirán nueve unidades electorales, a razón de una por cada provincia y otra 
diferenciada para los servicios centrales de las Consejerías y agencias administrativas y de 
régimen especial con sede en Sevilla. Los servicios centrales de Consejerías y agencias 
administrativas y de régimen especial que radiquen en provincia diferente a Sevilla se 
integrarán, a estos efectos, en la unidad electoral de la provincia de que se trate.

b) En el sector del personal docente en los centros públicos no universitarios de 
Andalucía, una por cada provincia.

c) En el sector del personal al servicio de las instituciones sanitarias del Servicio Andaluz 
de Salud, una por cada centro directivo sanitario.

d) En el sector del personal de la Administración de Justicia competencia de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, una por cada provincia.

3. En cada Universidad pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía existirán dos 
unidades electorales para el personal funcionario, una de ellas para el personal funcionario 
de los cuerpos docentes e investigadores y la otra para el personal funcionario de 
administración y servicios.

4. Cada Administración pública incluida en el ámbito de la aplicación de esta ley 
dispondrá de un registro de órganos de representación del personal al servicio de las 
mismas y de las entidades públicas instrumentales vinculadas o dependientes de ellas, en el 
que serán objeto de inscripción o anotación, en los términos que reglamentariamente se 
determinen, al menos:

a) Los actos adoptados en su ámbito que afecten a la creación, modificación o supresión 
de órganos de representación del personal funcionario, estatutario o laboral.

b) La creación, modificación o supresión de secciones sindicales.
c) Los miembros de dichos órganos de representación y los delegados y las delegadas 

sindicales.
d) Los créditos horarios, sus cesiones y las liberaciones sindicales que se deriven de la 

aplicación de normas o pactos que afecten a la obligación o al régimen de asistencia al 
trabajo.
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La creación y el tratamiento de estos registros se ajustarán a la normativa vigente en 
materia de protección de datos personales.

Artículo 87.  Garantías, derechos y deberes de la función representativa del personal.
1. Los miembros de las juntas de personal y los delegados y delegadas de personal, 

como representantes legales del personal funcionario, disfrutan en el ejercicio de su función 
representativa de las siguientes garantías y derechos:

a) El acceso y libre circulación por las dependencias de su unidad electoral, sin que 
puedan entorpecer el normal funcionamiento de las correspondientes unidades 
administrativas, dentro de los horarios habituales de trabajo y con excepción de las zonas 
reservadas, de conformidad con lo dispuesto en la legislación vigente.

b) La distribución libre de las publicaciones que se refieran a cuestiones profesionales y 
sindicales.

c) La audiencia en los procedimientos disciplinarios a los que pudieran someterse sus 
miembros durante el tiempo de su mandato y durante el año inmediatamente posterior, sin 
perjuicio de la audiencia a la persona interesada regulada en el procedimiento sancionador.

d) El crédito de horas mensuales dentro de la jornada de trabajo y retribuidas como de 
trabajo efectivo previsto en la normativa estatal de carácter básico, y el que se derive de las 
normas, acuerdos y pactos que afecten al régimen de asistencia al trabajo.

e) No ser trasladados ni sancionados por causas relacionadas con el ejercicio de su 
mandato representativo, ni durante la vigencia del mismo, ni en el año siguiente a su 
extinción, excepto cuando la extinción tenga lugar por revocación o dimisión.

f) No ser discriminados en su formación ni en su promoción económica o profesional por 
razón del desempeño de su representación.

2. Cada uno de los miembros de las juntas de personal y estas como órgano colegiado, 
así como los delegados y delegadas de personal, observarán sigilo profesional en todo lo 
referente a los asuntos respecto a los cuales la Administración señale expresamente el 
carácter reservado, aun después de haber expirado su mandato. En todo caso, ningún 
documento reservado entregado por la Administración puede ser utilizado fuera del estricto 
ámbito de la Administración para fines distintos de los que motivaron su entrega.

CAPÍTULO IV
Solución extrajudicial de conflictos de carácter general del personal 

funcionario, estatutario y laboral

Artículo 88.  Solución extrajudicial de conflictos de carácter general del personal funcionario, 
estatutario y laboral.

1. En cada ámbito sectorial que corresponda, la Mesa de Negociación podrá acordar que 
la solución extrajudicial de conflictos de carácter general del personal funcionario o 
estatutario pueda intentarse en el seno del Sistema Extrajudicial de Resolución de Conflictos 
Laborales de Andalucía, promoviendo los espacios de asistencia obligatoria y de acuerdo, 
así como la gestión participada de las diferencias que puedan surgir en los procesos de 
negociación o en la aplicación e interpretación de los diferentes pactos y acuerdos suscritos.

2. En la negociación de los convenios colectivos aplicables al personal laboral incluido en 
el ámbito de aplicación de la presente ley, de conformidad con la normativa que en cada 
caso resulte de aplicación, se valorará la posibilidad de recoger la previsión de que, en 
aquellos casos en que no se logre en el seno de la correspondiente comisión paritaria una 
solución a los conflictos colectivos que pudieran suscitarse, estos se podrán someter a la 
mediación y conciliación del Sistema Extrajudicial de Resolución de Conflictos Laborales de 
Andalucía, así como que, previo acuerdo de las partes, podrá acudirse a los procesos de 
arbitraje del citado sistema.

[ . . . ]
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§ 213

Ley 6/2023, de 7 de julio, de Policías Locales de Andalucía. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 137, de 19 de julio de 2023
«BOE» núm. 182, de 1 de agosto de 2023

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2023-17647

[ . . . ]
TÍTULO I

Coordinación

[ . . . ]
Artículo 6.  Competencias y funcionamiento de la Comisión de Coordinación de las Policías 
Locales de Andalucía.

1. Corresponde a la Comisión de Coordinación de las Policías Locales de Andalucía:
a) Informar las normas sobre las policías locales.
b) Informar los programas y criterios docentes básicos de los cursos preceptivos de 

ingreso y capacitación que se impartan por los centros de formación de policía local de 
Andalucía.

c) Asesorar a la Consejería con competencias sobre las policías locales en las materias 
objeto de esta ley, con los informes técnicos que considere pertinentes sobre estructura, 
organización, funcionamiento y medios técnicos de la Policía Local.

d) De acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable, ejercer las funciones de 
mediación y arbitraje en los conflictos colectivos del Cuerpo de la Policía Local, de carácter 
profesional, cuando lo soliciten de común acuerdo el municipio afectado y la junta o 
delegados y delegadas de personal.

e) Conocer los proyectos de creación y extinción de los cuerpos de Policía Local de las 
entidades locales de Andalucía.

f) Cualesquiera otras funciones que le atribuyan esta ley u otras disposiciones vigentes 
en relación con las materias objeto de regulación.

2. El régimen de organización y funcionamiento de la Comisión de Coordinación de las 
Policías Locales de Andalucía se ajustará a lo dispuesto en la presente ley, en las 
disposiciones reglamentarias que la desarrollen y en sus normas de funcionamiento, así 
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como a lo establecido para los órganos colegiados en las normas básicas sobre régimen 
jurídico del sector público y en la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

[ . . . ]
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§ 214

Ley 1/1991, de 21 de febrero, de Patrimonio del Principado de 
Asturias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 55, de 7 de marzo de 1991

«BOE» núm. 79, de 2 de abril de 1991
Última modificación: 31 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-1991-7960

[ . . . ]
TÍTULO II

Régimen de los bienes patrimoniales

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Requisitos para determinados actos

[ . . . ]
Artículo 38.  

No se podrá tampoco transigir ni someter a arbitraje las contiendas que surjan respecto 
de dichos bienes o derechos, sino mediante Decreto acordado en Consejo de Gobierno a 
propuesta del Consejero de Hacienda, Economía y Planificación.

[ . . . ]
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§ 215

Decreto Legislativo 2/1998, de 25 de junio, por el que se aprueba el 
texto refundido del Régimen Económico y Presupuestario. [Inclusión 

parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 152, de 2 de julio de 1998

«BOE» núm. 240, de 7 de octubre de 1998
Última modificación: 29 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-1998-23234

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DEL RÉGIMEN ECONÓMICO Y PRESUPUESTARIO

CAPÍTULO I
Normas generales

[ . . . ]
Sección 2.ª Los Recursos y las Obligaciones

[ . . . ]
Artículo 15.  Régimen de los derechos de la Hacienda del Principado.

1. No podrán ser enajenados, gravados ni arrendados los derechos de la Hacienda del 
Principado, excepto en los supuestos previstos en las leyes.

2. No se concederán moratorias, exenciones, condonaciones ni rebajas en el pago de los 
ingresos de derecho público, excepto en los casos y forma que las leyes establezcan.

3. Corresponde al Consejo de Gobierno transigir y someter a arbitraje las contiendas que 
surjan sobre los derechos de la Hacienda del Principado.

4. El Consejo de Gobierno, a propuesta de quien ostente la titularidad de la Consejería 
competente en materia económica y presupuestaria, podrá disponer la no liquidación o, en 
su caso, la anulación y baja en contabilidad de todas aquellas liquidaciones de las que 
resulten deudas inferiores a la cuantía que fije como insuficiente para la cobertura del coste 
que su exacción y recaudación representen, con el límite de 50 euros.

[ . . . ]
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§ 216

Ley 2/2000, de 23 de junio, de Cajas de Ahorro. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 156, de 6 de julio de 2000

«BOE» núm. 194, de 14 de agosto de 2000
Última modificación: 24 de diciembre de 2010

Referencia: BOE-A-2000-15424

[ . . . ]
TÍTULO IV

Actividades de las Cajas de Ahorro

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

El Defensor del Cliente

Artículo 76.  Funciones.
1. Las Cajas de Ahorro podrán contar con un Defensor del cliente encargado de atender 

y resolver las reclamaciones que se sometan a su decisión, así como de promover el 
cumplimiento de la normativa de transparencia y protección de las buenas práctica y usos 
financieros, racionalizando las relaciones conflictivas que puedan surgir entre las Cajas y sus 
clientes, en defensa de los intereses de estos últimos.

2. El Defensor del cliente es un servicio gratuito de arbitraje.
3. El Defensor del cliente podrá, cuando así lo decida el Consejo de Administración de la 

Caja, asumir las funciones del Defensor del partícipe de los planes y fondos de pensiones.

Artículo 76 bis.  Designación.
1. El Defensor del cliente será designado por el Consejo de Administración, y, de 

prevenirlo así los estatutos de la entidad, ratificado por la Asamblea General, de entre 
quienes, persona o entidad, ajenos a la organización de la Caja, gocen de reconocido 
prestigio en el ámbito, jurídico, económico o financiero, que determine la entidad y con 
residencia habitual en el Principado de Asturias.

2. La designación del Defensor del cliente será comunicada al Comisionado para la 
defensa del cliente de servicios financieros y a la autoridad o autoridades supervisoras que 
correspondan por razón de su actividad.

3. La designación del Defensor del cliente podrá efectuarse juntamente con otras 
entidades, de manera que atienda y resuelva las reclamaciones de los clientes de todas 
ellas.
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4. Será compatible el ejercicio simultáneo del cargo de Defensor del cliente en más de 
una Caja de Ahorro de las incluidas en el ámbito de aplicación de esta Ley.

Artículo 76 ter.  Organización y funcionamiento.
1. Cuando la Caja de Ahorro decida contar con un Defensor del Cliente, su organización 

y funcionamiento se regirán por lo dispuesto en el Reglamento para la defensa del cliente 
que aprobará el Consejo de Administración y que, de prevenirlo así los estatutos de la 
entidad, será ratificado por la Asamblea General.

2. La organización y funcionamiento del Defensor del cliente se regirán por los siguientes 
principios en el marco de la normativa estatal básica en la materia:

a) Se indicarán de manera expresa los asuntos que sean competencia del Defensor del 
cliente, entendiéndose que los que no lo sean corresponderán al Departamento de atención 
al cliente. En el caso de que su competencia sea concurrente, el Reglamento para la 
defensa del cliente especificará si tras la decisión del Departamento de atención al cliente el 
reclamante puede acudir al Defensor del cliente como segunda instancia.

b) El Defensor del cliente actuará con independencia respecto de la Caja de Ahorro y 
con autonomía en cuanto a criterios y directrices a aplicar en el ejercicio de sus funciones, y 
separado de los servicios de la entidad, que deberán colaborar con él con arreglo a los 
principios de rapidez, seguridad, eficacia y coordinación.

c) El Defensor del cliente deberá, previa audiencia de la entidad afectada, que podrá 
formular alegaciones, resolver motivadamente, con fundamento en las cláusulas 
contractuales, las normas de transparencia y protección de los clientes y en las buenas 
prácticas y usos financieros, dentro de los dos meses siguientes a la presentación de la 
reclamación, indicando expresamente en su decisión la facultad que asiste al reclamante 
para, en caso de disconformidad, acudir al Comisionado para la defensa del cliente de 
servicios financieros.

d) Dentro del primer trimestre de cada año, el Defensor del cliente presentará ante el 
Consejo de Administración un informe explicativo del desarrollo de su función.

Artículo 76 quáter.  Decisiones.
Las decisiones del Defensor del cliente favorables al reclamante vincularán a la entidad, 

sin perjuicio de la tutela judicial, de la protección administrativa y del recurso a cualesquiera 
otros procedimientos de solución de conflictos.

[ . . . ]
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§ 217

Ley 7/2001, de 22 de junio, de Turismo. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 156, de 6 de julio de 2001

«BOE» núm. 203, de 24 de agosto de 2001
Última modificación: 24 de diciembre de 2010

Referencia: BOE-A-2001-16538

[ . . . ]
Disposición adicional tercera.  

En la forma en que se determine reglamentariamente, la Administración del Principado 
de Asturias podrá crear un procedimiento de arbitraje de conformidad con la legislación 
vigente para la resolución de los conflictos que pudieran surgir entre las empresas 
prestadoras de los servicios y los usuarios destinatarios de los mismos, todo ello sin perjuicio 
de la protección administrativa y judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 24 de la 
Constitución Española.

[ . . . ]
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§ 218

Ley 11/2002, de 2 de diciembre, de los Consumidores y Usuarios. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 287, de 13 de diciembre de 2002

«BOE» núm. 13, de 15 de enero de 2003
Última modificación: 30 de diciembre de 2006

Referencia: BOE-A-2003-912

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Derechos de los consumidores y usuarios

[ . . . ]
Sección 7.ª Protección jurídica, administrativa y técnica

[ . . . ]
Artículo 28.  Arbitraje y sistemas de resolución extrajudicial de reclamaciones.

1. El Principado de Asturias participará en el Sistema arbitral de consumo, fomentando 
su implantación en las administraciones locales con el fin de posibilitar el acceso de todos 
los ciudadanos al arbitraje en materia de consumo.

2. Con independencia de lo previsto en el apartado anterior, la Administración del 
Principado de Asturias promoverá el desarrollo de procedimientos de conciliación, mediación 
y demás instrumentos de resolución extrajudicial de reclamaciones en materia de consumo.

3. Las administraciones públicas procurarán en sus respectivos ámbitos de actuación 
que las entidades o empresas públicas que dependan de ellas y las entidades o empresas 
privadas que gestionen servicios públicos que perciban ayudas o subvenciones públicas se 
adhieran al Sistema arbitral de consumo, pudiéndose incentivar la adhesión a dicho Sistema.

[ . . . ]
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§ 219

Ley 3/2007, de 23 de marzo, de Mediación Familiar

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 81, de 9 de abril de 2007
«BOE» núm. 170, de 17 de julio de 2007
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2007-13751

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS
Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 

nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley de Mediación 
Familiar.

PREÁMBULO

I
1. La mediación familiar aparece como uno de los procedimientos alternativos a la vía 

judicial de solución de conflictos. El interés y el auge experimentados por este instrumento 
arrancan ya desde hace prácticamente dos décadas, cuando, en 1986, se dictó la primera 
Recomendación del Consejo de Ministros Europeo a los estados miembros respecto a 
medidas para prevenir y reducir la carga de trabajo excesiva de los tribunales, en la que se 
establecía, entre otras cosas, el objetivo de promover la solución amistosa de los conflictos, 
sea ante el orden judicial, anterior o durante el proceso judicial. Posteriormente, en 1998, se 
elaboraría otra Recomendación del Consejo de Ministros a los estados miembros sobre la 
mediación familiar, en la que, además de recomendar concretamente la promoción de la 
misma como medio particularmente apto para la solución de los conflictos familiares, se 
recogían los principios que debían inspirar un procedimiento de este tipo. Sobre esta base, y 
como muestra adicional del interés comunitario en esta materia, dentro del contexto de la 
creación de un auténtico espacio europeo de justicia, el Consejo Europeo de Tampere, en 
octubre de 1999, considera que los estados miembros deberían instaurar procedimientos 
extrajudiciales alternativos, como medio para facilitar a los ciudadanos el acceso a la justicia. 
En este contexto, la mediación familiar aparecerá dentro de un proceso más amplio de 
fomento de las modalidades alternativas a la vía judicial en la Comunicación COM (2002) 
196, de la Comisión, de 19 de abril de 2002, Libro verde sobre modalidades alternativas de 
solución de conflictos en el ámbito del derecho civil y mercantil.

2. Junto al contexto descrito de derecho comunitario, lo cierto es que la mediación 
familiar ya viene siendo un instrumento de solución de conflictos ampliamente utilizado y 
regulado tanto en países de nuestro entorno como en otras comunidades autónomas. En 
este sentido, y al margen de los proyectos de regulación más o menos avanzados en otros 
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territorios, las comunidades autónomas de Canarias, Cataluña, Galicia, Valencia, Castilla-La 
Mancha, Castilla y León e Islas Baleares ya cuentan con su propia Ley de mediación familiar.

II
3. El fundamento de la competencia del Principado de Asturias para la aprobación de la 

presente Ley se encuentra en el artículo 10.1.24 del Estatuto de Autonomía, que atribuye a 
la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en las materias de asistencia y bienestar 
social.

4. Debe entenderse que la mediación familiar supone un procedimiento de solución de 
conflictos que presenta numerosas ventajas para el ciudadano por su sencillez, su rapidez y 
el ahorro de costes que supone en relación con los procesos judiciales tradicionales. Desde 
esta misma perspectiva, la mediación familiar también presenta indudables ventajas para la 
Administración de Justicia, en tanto que evita o reduce el número de litigios, tanto en su fase 
declarativa como en la fase posterior de ejecución. Ahora bien, la presente Ley no incluye 
ninguna disposición de carácter civil o procesal, materias sobre las que el Principado de 
Asturias carece de competencias.

5. En este sentido, la oportuna derivación por parte de jueces y magistrados, o las 
consecuencias que sobre el proceso judicial tenga el inicio de un procedimiento de 
mediación familiar, seguirán lo establecido por la correspondiente normativa estatal. Así se 
ha regulado ya en la modificación del artículo 770 de la Ley de Enjuiciamiento Civil operada 
a través de la Ley 15/2005, de 8 de julio. Lo mismo ocurrirá con la eficacia dentro de un 
proceso judicial de los acuerdos alcanzados a través de la mediación.

III
6. La Ley comienza con una definición de cuál es su objeto y su ámbito de aplicación, 

tanto material como espacial. Se ha optado por un ámbito de aplicación que cubra todos 
aquellos conflictos que puedan surgir entre los miembros de una familia, sea ésta 
matrimonial o no, y que permita alcanzar acuerdos en todas aquellas cuestiones que sean 
disponibles para las partes. Junto a ello, resultan fundamentales las disposiciones que 
establecen los principios reguladores esenciales de la mediación familiar y que inspiran tanto 
el procedimiento de la mediación como los derechos y obligaciones que se van a derivar 
para las partes y para el mediador familiar.

7. La mediación constituye, por definición, un instrumento informal de solución de 
conflictos, que no puede estar regido por rígidas reglas procedimentales. Por ello, en la Ley 
únicamente se han recogido normas mínimas de funcionamiento, que sirvan para garantizar 
al menos los principios esenciales de la mediación. Así, dentro del desarrollo de la mediación 
familiar, se fija cómo puede iniciarse la mediación familiar y en qué supuestos resultaría 
inviable un proceso de este tipo. Se regula a continuación el procedimiento que debe 
seguirse, partiendo siempre de su flexibilidad y de la voluntariedad del mismo. En este 
contexto, particularmente importante resulta el derecho a la información que tienen las partes 
sobre las consecuencias, los costes y los derechos y deberes derivados de la mediación 
familiar. También resulta esencial especificar el carácter de los acuerdos alcanzados y la 
posibilidad, en su caso, de que sean homologados judicialmente.

8. La acreditación de la condición de mediador familiar constituye un aspecto 
fundamental de la presente Ley, sobre todo, en orden a uniformar las condiciones de acceso 
a la profesión y poder controlar la adecuación de la formación recibida al ejercicio de las 
funciones que están llamados a desempeñar. Para ello, además de establecer unos 
concretos requisitos, se crea en la Ley un Registro de Mediadores Familiares. Asimismo, 
como complemento y consecuencia de los principios inspiradores de la mediación familiar, 
se establece el cauce para la abstención y recusación del mediador y los derechos y 
deberes que le corresponden.

IV
9. Corresponde también a esta Ley establecer el grado de intervención de la 

Administración del Principado de Asturias en relación con la mediación familiar.
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10. Esta intervención se materializa, en primer lugar, a través del Centro de Mediación 
Familiar como órgano desconcentrado de la Consejería competente en materia de bienestar 
social, que asume, entre otras, funciones de promoción de la mediación, de gestión del 
Registro de Mediadores Familiares y de calificación de la formación. En segundo término, la 
Administración autonómica también interviene a través de la mediación familiar gratuita, 
asumiendo los costes que de la misma se deriven.

11. Finalmente, resulta fundamental el papel de la Administración en el régimen 
sancionador expresamente contemplado para esta materia, como medio para garantizar el 
carácter obligatorio de las disposiciones reguladoras de la mediación y la seguridad jurídica 
necesaria para quienes vayan a desempeñar su trabajo como mediador familiar o vayan a 
ser usuarios de este proceso.

TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Concepto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
La presente Ley tiene por objeto la regulación de la mediación familiar que, con el 

alcance que resulta de sus prescripciones, se desarrolle en el Principado de Asturias.

Artículo 2.  Concepto de mediación familiar.
La mediación familiar es un procedimiento extrajudicial y voluntario creado con la 

finalidad de solucionar los conflictos que se puedan originar en el ámbito definido en el 
artículo siguiente, en el que interviene un tercero imparcial debidamente acreditado y sin 
poder de decisión, denominado mediador familiar, que informa, orienta y ayuda a las partes 
en conflicto para facilitar el diálogo y la búsqueda de un acuerdo duradero y estable con el fin 
de evitar un procedimiento judicial, poner fin al iniciado o reducirlo.

Artículo 3.  Ámbito material de la mediación familiar.
1. La mediación familiar únicamente podrá realizarse sobre conflictos que tengan por 

objeto materias que sean legalmente disponibles para las partes o que, en su caso, sean 
susceptibles de ser homologadas judicialmente.

2. Los conflictos susceptibles de someterse a la mediación familiar prevista por esta Ley 
son los surgidos:

a) En las relaciones entre personas vinculadas por consanguinidad o afinidad hasta el 
cuarto grado. Tratándose de cónyuges, siempre que hayan decidido romper su convivencia, 
antes del inicio de un procedimiento judicial de nulidad, separación o divorcio, durante su 
tramitación, en la fase de ejecución de la sentencia o en los procedimientos de modificación 
de las medidas judiciales, siempre de acuerdo con lo previsto en la legislación procesal 
estatal.

b) En el seno de las parejas de hecho, siempre que hayan decidido romper su 
convivencia.

c) Entre los titulares de tutela y los responsables de acogimientos familiares con los 
familiares de los tutelados o acogidos.

d) En las relaciones entre los adoptados, el padre o madre adoptivos y las familias 
biológicas.

e) En relación con la obligación de alimentos entre parientes.
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CAPÍTULO II
Principios rectores y garantías de la mediación familiar

Artículo 4.  Voluntariedad.
Las partes podrán iniciar en cualquier momento, de manera voluntaria y libre, un 

procedimiento de mediación y finalizar el mismo en cualquier fase del procedimiento ya 
iniciado.

Artículo 5.  Neutralidad.
La persona mediadora familiar actuará de forma neutral, respetando los puntos de vista y 

el resultado del proceso de mediación, sin imponer ninguna solución ni medida concreta. 
Velará, en todo caso, por mantener el equilibrio entre las partes.

Artículo 6.  Imparcialidad.
El mediador familiar será imparcial, ayudando a ambas partes en el proceso de 

consecución de un acuerdo, sin tomar partido por ninguna de ellas.

Artículo 7.  Confidencialidad.
1. Tendrá carácter confidencial toda la información que se manifieste con ocasión del 

proceso de mediación, comprometiéndose las partes y el mediador familiar a mantener el 
secreto sobre la misma, aun frente a actuaciones litigiosas y cualquiera que sea el resultado 
de la mediación.

2. Si se diere, con carácter excepcional, alguna conversación individual con cualquiera 
de las partes sobre las materias que son objeto de mediación, la información que sobre ello 
obtenga el mediador no deberá comunicarse a la otra parte, salvo que fuese expresamente 
autorizado por la persona confidente.

3. No está sujeta al principio de confidencialidad la información obtenida que:
a) No sea personalizada y se utilice para fines estadísticos, de formación o investigación.
b) Comporte una amenaza para la vida o la integridad física o psíquica de una persona, 

en cuyo caso se pondrá en conocimiento de las autoridades competentes.

Artículo 8.  Inmediación.
1. Las partes y el mediador familiar deben asistir personalmente a las reuniones de 

mediación, sin que se puedan valer de representantes o intermediarios.
2. Lo anterior no obsta a que, si las circunstancias así lo requieren y de forma 

excepcional, puedan utilizarse medios electrónicos en alguna de las reuniones de mediación, 
siempre que quede garantizada la identidad del mediador familiar y de las partes. La 
presencia física de las partes deberá producirse, en todo caso, en el momento de la firma de 
los acuerdos adoptados.

Artículo 9.  Buena fe.
Los participantes en el procedimiento de mediación familiar actuarán conforme a las 

exigencias de la buena fe.
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TÍTULO II
Desarrollo de la mediación familiar

CAPÍTULO I
Inicio de la mediación familiar

Artículo 10.  Formas y condiciones de inicio de la mediación familiar.
1. El proceso de mediación familiar se iniciará de mutuo acuerdo, por iniciativa de una 

parte con el consentimiento de la otra o, a propuesta de la autoridad judicial, en los términos 
que para ésta deriven, en su caso, de la legislación procesal estatal.

2. La mediación se puede acordar antes de la iniciación de las actuaciones judiciales. De 
encontrarse en curso las mismas, se estará a lo que resulte de la legislación procesal 
estatal.

Artículo 11.  Propuesta y designación del mediador familiar.
El mediador familiar se designará, de entre inscritos en el Registro de Mediadores 

Familiares a que se refiere el artículo 25 de esta Ley, del siguiente modo:
a) De común acuerdo por las partes o a instancia de una de las partes aceptada por la 

otra.
b) Por la persona jurídico-privada de mediación familiar a la que se solicita la mediación.
c) Por la Consejería competente en materia de bienestar social, cuando así se solicite 

por las partes. En estos casos, la designación así efectuada no supondrá que la misma 
tenga que hacerse cargo de los costes generados por la mediación, salvo en el supuesto 
previsto en el artículo 26.

Artículo 12.  Reunión inicial informativa.
1. Una vez instada la mediación, designado el mediador familiar y aceptada por éste la 

mediación, el mediador familiar convocará a las partes a una primera reunión de carácter 
informativo.

2. La reunión a la que se refiere el apartado anterior tratará, al menos, los siguientes 
aspectos:

a) El alcance y las consecuencias de la mediación.
b) El coste económico que, en su caso, se derive de la misma.
c) Las posibilidades de finalizar la mediación por las partes o por el mediador familiar.
d) Los principios de la mediación y las obligaciones y derechos del mediador familiar.
e) El alcance de la obligación de confidencialidad.
f) El método y procedimiento que se va a seguir en la mediación.
g) El deber para el mediador de someter a un Letrado la redacción de los acuerdos 

finales. En el caso de que en la actuación de mediación se acordara en algún momento la 
renuncia de alguna de las partes a un derecho legalmente reconocido, deberá contarse 
igualmente con asistencia de Letrado.

h) La garantía plena de sus derechos procesales.
i) Las condiciones de acceso a la mediación familiar gratuita.
3. De esa reunión inicial de la mediación familiar se extenderá un acta, en la cual se 

expresarán la fecha, la voluntariedad en la participación de las partes y la aceptación de los 
principios, derechos y obligaciones del mediador familiar. En la medida de lo posible, se 
identificará el objeto de la mediación. El acta se firmará por todas las partes y por el 
mediador familiar, se entregará un ejemplar a cada una de las partes y otro ejemplar lo 
conservará el mediador familiar.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 219  Ley de Mediación Familiar [Principado de Asturias]

– 814 –



CAPÍTULO II
Duración y fin de la mediación familiar

Artículo 13.  Duración de la mediación familiar.
La duración de la mediación dependerá de la naturaleza y complejidad de los puntos en 

conflicto, no pudiendo exceder de tres meses desde la fecha de la sesión inicial, prorrogable 
mes a mes como máximo otros tres meses, cuando se aprecie su necesidad a solicitud de 
las partes o del propio mediador familiar.

Artículo 14.  Finalización de la mediación familiar.
La actuación de mediación familiar finalizará por alguna de las siguientes causas:
a) Por haberse llegado a un acuerdo, total o parcial, sobre los puntos en conflicto.
b) Si así lo solicitara cualquiera de las partes.
c) Por el transcurso del plazo indicado en el artículo anterior.
d) A instancia del propio mediador familiar ante cualquier causa previa o sobrevenida 

que haga incompatible la continuación de la mediación familiar con las exigencias 
establecidas por la presente Ley.

Artículo 15.  Acta final de la mediación familiar.
1. De la sesión final de la mediación se levantará un acta, en la cual se expresarán los 

acuerdos totales o parciales alcanzados por las partes o, en su caso, que la mediación ha 
sido intentada sin efecto, sin hacer constar la causa.

2. En la redacción del acta final se recogerá de la forma más exacta posible lo que digan 
las partes, evitando, siempre que no sean necesarias, terminología y expresiones técnicas.

3. El acta final se firmará por todas las partes y por el mediador familiar y se entregará un 
ejemplar a cada una de las partes y el otro ejemplar lo conservará el mediador familiar.

CAPÍTULO III
Acuerdos

Artículo 16.  Audiencia a terceros.
1. Sobre los preacuerdos que pudieran afectarles se dará audiencia a los hijos, a los 

incapacitados judicialmente y, cuando las partes consideren conveniente, al resto de los 
miembros de la familia.

2. La comunicación del contenido concreto de los preacuerdos será realizada por las 
partes en la mediación en presencia de la persona mediadora o, si aquéllas lo solicitaran, por 
ésta última.

3. En todo caso, el mediador familiar informará a las partes sobre las posibles 
consecuencias procesales derivadas de realizar o no el trámite de audiencia a los terceros 
afectados indicados en el párrafo primero de este artículo.

Artículo 17.  Acuerdos.
1. Los acuerdos que consten en el acta final serán válidos y obligarán a las partes que 

los hayan suscrito, siempre que en ellos concurran los requisitos necesarios para la validez 
de los contratos.

2. Los acuerdos alcanzados mediante la mediación familiar pueden ser elevados a la 
autoridad judicial para su ratificación y aprobación en los términos que, en su caso, resulten 
de la legislación estatal.
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TÍTULO III
De los mediadores familiares

Artículo 18.  La condición del mediador familiar.
El mediador familiar sometido a esta Ley deberá acreditar el cumplimiento de los 

siguientes requisitos:
a) Tener titulación universitaria en las carreras de Derecho, Psicología, Pedagogía, 

Trabajo Social o Educación Social.
b) Tener acreditada una formación específica en materia de mediación familiar, impartida 

por centros docentes universitarios o por los respectivos colegios profesionales, en los 
términos que reglamentariamente se determinen.

c) Estar inscrito en el Registro de Mediadores Familiares del Principado de Asturias.
d) Cualesquiera otros exigidos para el ejercicio de su función por la legislación vigente.

Artículo 19.  Entidades de mediación familiar.
1. Los mediadores familiares pueden, para el ejercicio de tal actividad, constituir o 

integrarse en personas jurídico-privadas. En todo caso, las personas jurídico-privadas 
habrán de incluir dentro de su objeto social el desempeño de la mediación familiar.

2. Las entidades de mediación familiar deberán inscribirse en el Registro de Mediadores 
Familiares del Principado de Asturias, haciendo constar su composición, así como las altas y 
bajas que se produzcan. Los mediadores familiares que formen parte de un mediador 
familiar estarán también obligados a inscribirse individualmente en el Registro de 
Mediadores Familiares.

Artículo 20.  Abstención y recusación del mediador familiar.
1. El mediador familiar deberá abstenerse de intervenir, en el plazo de cinco días desde 

la comunicación de su designación, por los siguientes motivos:
a) Tener un conflicto de intereses con cualquiera de las partes.
b) Existir vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable o parentesco por 

consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado con una de las partes, con sus asesores o 
representantes legales, así como compartir el despacho profesional o estar asociado con 
éstos para el asesoramiento o la representación.

c) Existir amistad íntima con una sola de las partes o enemistad manifiesta con 
cualquiera de ellas.

d) Haber intervenido como profesional a favor o en contra de alguna de las partes de la 
mediación.

2. En caso de que se produzca alguno de los supuestos enumerados en el apartado 
anterior y el mediador familiar no se haya abstenido de intervenir, la parte puede, en el plazo 
de cinco días desde que tiene conocimiento de la aceptación del mediador familiar y de la 
causa de abstención, recusar su nombramiento mediante escrito motivado donde haga 
constar las causas de la recusación. Este escrito ha de presentarse ante la Consejería 
competente en materia de bienestar social, que resolverá, oído el mediador familiar.

Artículo 21.  Derechos del mediador familiar.
El mediador familiar tiene derecho a:
a) No iniciar la mediación solicitada o a finalizar la ya iniciada. El abandono de un 

proceso de mediación ya iniciado deberá realizarse previa justificación de las causas que lo 
motivan.

b) Salvo los casos de mediación gratuita, el mediador familiar tiene derecho a la 
percepción de sus honorarios directamente de las partes, así como al reintegro de los gastos 
que la mediación le cause.

En los supuestos de mediación gratuita, la forma y cuantía de la retribución vendrá fijada 
por la normativa tributaria específica.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 219  Ley de Mediación Familiar [Principado de Asturias]

– 816 –



Artículo 22.  Deberes del mediador familiar.
1. Además de los deberes derivados de los principios y garantías previstos en el capítulo 

II y de la obligación de abstención prevista en el artículo 20, el mediador familiar, a lo largo 
de su actuación, debe:

a) Facilitar la comunicación entre las partes y promover la comprensión entre ellas.
b) Informar a las partes de la necesidad de velar por el interés superior de los hijos, 

particularmente de los menores e incapacitados judicialmente.
c) Propiciar que las partes tomen sus propias decisiones disponiendo de la información y 

del asesoramiento suficiente para que desarrollen los acuerdos de una manera libre, 
voluntaria y exenta de coacciones.

d) Mantener la reserva y el secreto profesional respecto de los hechos conocidos en el 
curso de la mediación, aun después de haber cesado su mediación.

e) No realizar posteriormente con cualquiera de las partes y respecto a cuestiones 
propias del conflicto sometido a mediación familiar funciones atribuidas a profesiones 
distintas a la mediación, salvo que todas las partes estén de acuerdo y otorguen su 
consentimiento por escrito y el mediador familiar disponga de la correspondiente habilitación 
profesional para ello.

f) Abstenerse de participar como testigo o perito en todo tipo de procedimiento o litigio 
que afecte al objeto de la mediación, salvo que las partes estén de acuerdo y otorguen su 
consentimiento por escrito y, en su caso, disponga de la correspondiente habilitación 
profesional para ello.

g) Advertir a las partes en la reunión inicial informativa de los contenidos referidos en el 
artículo 12.2 de esta Ley.

2. Asimismo, el mediador familiar estará obligada a comunicar a la Consejería 
competente en materia de bienestar social los datos estadísticos que ésta solicite, 
asegurando en todo caso la protección de datos personales de los usuarios y el deber de 
confidencialidad del mediador familiar, en el marco de la Ley del Principado de Asturias 
7/2006, de 3 de noviembre, de Estadística.

TÍTULO IV
De la organización de la mediación familiar

Artículo 23.  Centro de Mediación Familiar del Principado de Asturias.
1. Mediante la presente Ley se crea el Centro de Mediación Familiar del Principado de 

Asturias como órgano desconcentrado, adscrito a la Consejería competente en materia de 
bienestar social, que tiene por objeto promover, administrar y facilitar el acceso a la 
ciudadanía a la mediación familiar.

2. La organización y funcionamiento del Centro de Mediación Familiar del Principado de 
Asturias se determinarán reglamentariamente.

Artículo 24.  Funciones del Centro de Mediación Familiar.
Corresponden al Centro de Mediación Familiar del Principado de Asturias las siguientes 

funciones:
a) Gestionar el Registro de Personas Mediadoras Familiares.
b) Designar, si procede, a la persona mediadora cuando no lo hacen las partes.
c) Resolver los incidentes de recusación de la persona mediadora.
d) Gestionar y conceder la mediación gratuita.
e) Homologar, a efectos de la inscripción de las personas o entidades mediadoras en el 

Registro de Personas Mediadoras Familiares, los estudios, los cursos y la formación 
específica en materia de medición.

f) Fomentar y difundir la mediación en el ámbito familiar establecida en la presente Ley, 
manteniendo las relaciones oportunas con la Administración de Justicia y los respectivos 
Colegios Profesionales en orden a potenciar la mediación familiar.
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g) Promover la investigación y el conocimiento de las técnicas de mediación familiar.
h) Facilitar formación continua a los mediadores familiares para mejor desarrollo de su 

actividad.
i) Realizar un seguimiento de los procesos de mediación familiar en el Principado de 

Asturias.
j) Elaborar una memoria anual de actividades del Centro.

Artículo 25.  Registro de Mediadores Familiares.
1. La Consejería competente en materia de bienestar social dispondrá de un Registro de 

Mediadores Familiares en el que es preceptiva la inscripción de quienes cumplan los 
requisitos del artículo 18, a), b) y d), como condición para el ejercicio de la mediación en los 
términos de esta Ley.

2. El Registro de Mediadores Familiares dispondrá de una sección específica para las 
entidades de mediación familiar a que se refiere el artículo 19.

3. Para mantenerse inscrito en el Registro de Personas Mediadoras Familiares será 
preciso acreditar una formación continua, en los términos que se determinen 
reglamentariamente.

4. La organización y funcionamiento del Registro de Mediadores Familiares se 
determinarán reglamentariamente.

Artículo 26.  Gratuidad de la mediación familiar.
1. La prestación del servicio de mediación será gratuita para quienes reúnan la condición 

de beneficiarios del derecho de asistencia jurídica gratuita establecido en la normativa 
aplicable.

2. La gratuidad de la mediación se atribuye individualmente, según la capacidad 
económica de cada parte. Cuando el beneficio de la mediación familiar gratuita corresponda 
sólo a una de las partes en conflicto, la otra únicamente tendrá que abonar la mitad del coste 
de la mediación.

3. No podrá iniciarse una nueva mediación familiar con beneficio de gratuidad hasta 
transcurrido, al menos, un año desde que el mediador familiar levante el acta dando por 
finalizada una mediación anterior sobre el mismo objeto y con las mismas partes si éstas 
hubieran impedido el desarrollo de la función mediadora o fueran las causantes de la 
imposibilidad de adopción de acuerdos, salvo que se aprecien circunstancias especiales que 
aconsejen lo contrario.

4. Reglamentariamente se determinará el procedimiento para la concesión de la 
gratuidad y los recursos frente a su denegación, así como los plazos y cuantías de los 
precios públicos que se satisfarán a los mediadores en dichos supuestos.

TÍTULO V
Régimen sancionador

CAPÍTULO I
Infracciones

Artículo 27.  Infracciones.
1. Constituyen infracciones en el ámbito de la mediación familiar las acciones y 

omisiones tipificadas en esta Ley, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o de 
otro orden que pudieran concurrir.

2. Las infracciones podrán ser muy graves, graves o leves, conforme a lo dispuesto en 
los artículos siguientes.

Artículo 28.  Infracciones muy graves.
Serán infracciones muy graves:
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a) Toda actuación que suponga una discriminación por razón de raza, sexo, religión, 
lengua, opinión, lugar de nacimiento, nacionalidad, vecindad o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social de las partes sometidas a la mediación.

b) El abandono de la función mediadora sin causa justificada, siempre que comporte un 
grave perjuicio para los menores e incapacitados judicialmente implicados en el proceso.

c) El incumplimiento del deber de confidencialidad y secreto profesional, en los términos 
señalados por esta Ley.

d) Ejercer sin estar inscrito en el Registro de Mediadores Familiares previsto en esta Ley, 
o estar suspendido para ello, en el caso de mediadores familiares incluidos en el ámbito de 
aplicación de la presente Ley.

e) El cobro por la actividad mediadora en aquellos supuestos en los que las partes 
tengan reconocida la gratuidad de la misma.

Artículo 29.  Infracciones graves.
Serán infracciones graves:
a) El abandono de la función mediadora sin causa justificada.
b) Rechazar, sin causa justificada, el inicio de un proceso de mediación familiar gratuito.
c) El incumplimiento del deber de imparcialidad, en los términos señalados por esta Ley 

y, en concreto, la intervención en un proceso de mediación cuando el mediador familiar tenía 
la obligación de abstención.

d) El incumplimiento de la obligación de informar a las partes de los aspectos 
necesariamente incluidos en la sesión informativa inicial.

e) El incumplimiento del deber de redacción del acta final de la mediación.
f) El incumplimiento de la obligación de asistencia personal a las sesiones de mediación, 

sin perjuicio de lo establecido en el artículo 8.1.

Artículo 30.  Infracciones leves.
Serán infracciones leves:
a) La dilación injustificada del proceso por causa imputable en exclusiva al propio 

mediador familiar.
b) No comunicar a la Consejería competente en materia de bienestar social la causa que 

motiva la renuncia a iniciar un proceso de mediación familiar gratuita.
c) La negativa a proporcionar a la Consejería competente en materia de bienestar social 

los datos estadísticos que precise y le solicite en los términos del artículo 22.2.
d) El incumplimiento del deber de redacción de cualquiera de las actas de las sesiones 

de mediación, excepto del acta final.

CAPÍTULO II
Sanciones

Artículo 31.  Sanciones.
1. Las infracciones muy graves podrán ser sancionadas con:
a) Suspensión temporal para actuar como mediador familiar por un periodo de plazo de 

un año y un día hasta tres años.
b) Baja definitiva en el Registro de Mediadores Familiares del Principado de Asturias
c) Multa desde tres mil un euros (3.001 €) a seis mil euros (6.000 €), acumulada, en su 

caso, a la suspensión temporal o a la baja definitiva.
2. Las infracciones graves podrán ser sancionadas con:
a) Suspensión temporal para poder actuar como mediador familiar por un período de un 

mes a un año.
b) Multa desde mil un euros (1.001 €) hasta tres mil euros (3.000 €).
3. Las infracciones leves podrán ser sancionadas con:
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a) Amonestación por escrito.
b) Multa de hasta mil euros (1.000 €).
4. Todas las sanciones firmes se consignarán en el Registro de Mediadores Familiares, 

debiéndose, en su caso, ser comunicadas igualmente a los respectivos colegios 
profesionales.

Artículo 32.  Graduación de las sanciones.
En atención al principio de proporcionalidad, para la graduación de las sanciones se 

tendrán en cuenta las siguientes circunstancias:
a) La gravedad del riesgo o de los perjuicios ocasionados a las partes.
b) El grado de intencionalidad o negligencia de la acción.
c) El número de personas afectadas por la infracción.
d) El perjuicio a los derechos e intereses de los menores e incapacitados.
e) La reiteración de una infracción en el plazo de un año, cuando así haya sido declarada 

por resolución firme.
f) El beneficio obtenido por el mediador familiar.

CAPÍTULO III
Prescripción y potestad sancionadora

Artículo 33.  Prescripción de las infracciones y de las sanciones.
1. Las infracciones previstas en esta Ley prescribirán a los tres años si son muy graves, 

a los dos años si son graves y a los seis meses si son leves, a contar desde el momento en 
que se hubieran cometido.

2. Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las 
impuestas por infracciones graves a los dos años y las impuestas por infracciones leves al 
año, a contar desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que 
se impuso la sanción, o desde que se levante el aplazamiento de la ejecución o la 
suspensión de la efectividad o desde que se interrumpa el cumplimiento de la sanción si ésta 
hubiese ya comenzado.

Artículo 34.  Potestad sancionadora.
1. Para imponer las sanciones previstas en esta Ley son competentes el Consejo de 

Gobierno, para las muy graves, el Consejero competente en materia de bienestar social, 
para las graves, y la Viceconsejería o, en su defecto, la Dirección General competente en 
materia de bienestar social, para las leves.

2. El procedimiento sancionador será el establecido en el Reglamento del procedimiento 
sancionador general en la Administración del Principado de Asturias.

Disposición adicional.  Mediación familiar en situaciones de violencia doméstica o de 
género.

Cuando exista una situación de violencia doméstica o de género se estará a lo que 
determina la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género.

Disposición final primera.  Desarrollo normativo.
Se autoriza al Consejo de Gobierno a dictar cuantas disposiciones necesarias para el 

desarrollo y ejecución de esta Ley. En el plazo de un año desde su entrada en vigor habrá de 
aprobarse la totalidad de los desarrollos reglamentarios previstos en la presente Ley.
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Disposición final primera bis.  Actualización de multas.
Se autoriza al Consejo de Gobierno a actualizar por Decreto, y de acuerdo con la 

variación del índice de precios al consumo, la cuantía de las multas previstas en el artículo 
31 de esta Ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor en el plazo de seis meses a partir de su publicación en 

el Boletín Oficial del Principado de Asturias, excepto los Títulos II y V y los apartados 1, 2 y 3 
del artículo 26, que entrarán en vigor el día en que lo haga la respectiva regulación 
reglamentaria sobre organización y funcionamiento del Registro de Mediadores Familiares y 
régimen de la mediación familiar gratuita.
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§ 220

Ley 4/2010, de 29 de junio, de Cooperativas. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 160, de 12 de julio de 2010

«BOE» núm. 232, de 24 de septiembre de 2010
Última modificación: 30 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2010-14628

[ . . . ]
TÍTULO VI

Asociacionismo cooperativo

[ . . . ]
Artículo 192.  Normas comunes.

1. A las uniones, federaciones y confederaciones, en sus respectivos ámbitos, 
corresponden entre otras, las siguientes funciones:

a) Representar y defender los intereses generales de las cooperativas y de sus socios 
ante las Administraciones Públicas y ante cualesquiera otras personas físicas o jurídicas y 
ejercer, en su caso, las acciones legales pertinentes.

b) Fomentar la promoción y formación cooperativa.
c) Ejercer la conciliación en los conflictos surgidos entre las sociedades cooperativas que 

asocien o entre éstas y sus socios.
d) Organizar servicios de asesoramiento, auditorías, asistencia jurídica o técnica y 

cuantos sean convenientes a los intereses de sus socios.
e) Actuar como interlocutores y representantes ante las entidades y organismos públicos.
f) Colaborar con el Registro de Sociedades Cooperativas del Principado de Asturias en 

las tareas de actualización y depuración técnica del censo de sociedades inscritas en aquél.
g) Ejercer cualquier otra actividad de naturaleza análoga.
2. En la denominación de las entidades asociativas de cooperativas deberá incluirse, 

respectivamente, la palabra «Unión de Cooperativas», «Federación de Cooperativas», o 
«Confederación de Cooperativas» o sus abreviaturas «U. de Coop.», «F. de Coop.» y «C. de 
Coop.». Se exceptúan de esta norma aquellas asociaciones y agrupaciones que no tomen la 
forma de unión, a las que hace referencia el artículo 190.3.

3. Las uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas, para poder incluir en su 
denominación términos que hagan referencia a un determinado ámbito geográfico, deberán 
acreditar que asocian, directamente o a través de las entidades asociadas, el 20 por ciento, 
al menos, de las sociedades cooperativas inscritas y no disueltas, con domicilio social en 
dicho ámbito geográfico.
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4. En todo lo no previsto en este título, se estará a lo dispuesto, con carácter general, en 
la presente ley.

[ . . . ]
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§ 221

Ley 12/2018, de 23 de noviembre, de Transportes y Movilidad 
Sostenible. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 281, de 4 de diciembre de 2018

«BOE» núm. 14, de 16 de enero de 2019
Última modificación: 3 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2019-465

[ . . . ]
TÍTULO I

Régimen competencial y de organización

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Organización institucional y participación

[ . . . ]
Artículo 26.  Junta Arbitral del Transporte del Principado de Asturias.

1. La Junta Arbitral del Transporte del Principado de Asturias es un instrumento de 
protección y defensa de las partes intervinientes en el contrato de transporte, que pueden 
acudir a ella, como cualquier otra persona que ostente interés legítimo, para la resolución de 
las controversias, dudas u otras cuestiones que surjan en su cumplimiento.

2. Está adscrita a la Consejería competente en materia de transportes del Principado de 
Asturias, la cual velará por una adecuada difusión de las competencias de la Junta Arbitral 
entre todas las partes implicadas, transportistas, cargadores y usuarios, y promoverá su 
utilización preferente en la resolución de conflictos.

3. La composición, procedimientos, competencias y funciones se determinarán 
reglamentariamente por las disposiciones complementarias de desarrollo, con sujeción a la 
normativa estatal en las materias de su competencia.

[ . . . ]
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TÍTULO IX
Otros modos de transporte

CAPÍTULO I
Los transportes por cable

[ . . . ]
Artículo 108.  Derechos y obligaciones de los usuarios.

1. Los usuarios de las instalaciones de transporte por cable pueden ejercer además de 
todos los derechos contemplados en la legislación sobre consumidores y usuarios los 
previstos en esta Ley.

2. Se reconoce el derecho a viajar transportando bicicletas u otros vehículos de 
movilidad activa al utilizar los modos de transporte por cable en condiciones adecuadas que 
reglamentariamente se determine.

3. El responsable de la explotación de las instalaciones deberá tener a disposición de los 
usuarios un libro u hojas de reclamaciones de conformidad con lo establecido en la 
normativa vigente, y deberá anunciar su existencia en un lugar visible y de fácil lectura para 
los usuarios.

También deberá adoptar las medidas necesarias para garantizar el acceso a las 
instalaciones de personas con movilidad reducida o déficit auditivo o visual de acuerdo con 
la normativa aplicable.

4. A petición de los usuarios, el responsable de la explotación de las instalaciones 
deberá someterse al arbitraje de la Junta Arbitral del Transporte del Principado de Asturias 
en relación con cualquier controversia relativa a la prestación del servicio.

5. Los usuarios de las instalaciones de transporte por cable deberán ir provistos del título 
de transporte debidamente validado, que deberán conservar y exhibir cuando así se lo 
solicite el personal acreditado, respetar las normas de uso de las instalaciones y evitar 
acciones que pongan en peligro las instalaciones o a sí mismo o al resto de los usuarios.

[ . . . ]
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§ 222

Ley 5/2022, de 29 de junio, de Actividad Física y Deporte. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 131, de 8 de julio de 2022
«BOE» núm. 172, de 19 de julio de 2022
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2022-11961

[ . . . ]
TÍTULO IX

Poderes administrativos en materia de actividad física y deporte

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Conflictos en materia deportiva y procedimientos de resolución

Sección 1.ª De los conflictos deportivos

Artículo 109.  Clases de conflictos y órganos competentes para su solución.
1. La resolución de conflictos deportivos se extiende al conocimiento y resolución de los 

ámbitos disciplinario, electoral, organizativo-competicional y asociativo, haciéndose uso de la 
potestad disciplinaria, la potestad de control electoral y/o la potestad organizativo-
competicional.

2. La potestad disciplinaria faculta a investigar y, en su caso, sancionar a los equipos, 
clubes deportivos, deportistas, personal técnico, cargos directivos, jueces y árbitros, así 
como a todas aquellas personas integradas en la estructura de las federaciones deportivas y 
de las entidades que participen en competiciones escolares y universitarias, con ocasión de 
infracciones de las reglas del juego o competición o de las normas generales de conducta 
deportiva establecidas en la presente ley y en las disposiciones que la desarrollen, y que se 
atribuye:

a) A jueces y árbitros, durante el desarrollo de los encuentros o pruebas, con sujeción a 
las reglas establecidas en las disposiciones de cada modalidad deportiva.

b) A los clubes deportivos y agrupaciones de clubes, sobre las personas asociadas o 
abonadas, deportistas o personal técnico, directivo y administrador que de ellos dependan.

c) A las federaciones deportivas, sobre todas las personas que formen parte de su 
estructura orgánica y sus cargos directivos, sobre los clubes deportivos y sus deportistas, 
personal técnico, jueces o árbitros y, en general, sobre todas aquellas personas que, 
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estando federadas, desarrollan la actividad deportiva en el ámbito de aplicación de la 
presente ley.

d) Al Comité Asturiano de Justicia Deportiva, sobre todas las personas o entidades 
enumeradas anteriormente, tanto en el ámbito electoral como de disciplina deportiva, 
organizativo-competicional y asociativo.

3. La potestad de control electoral se ejerce respecto de la conformidad a Derecho de los 
acuerdos que en materia electoral adopten los órganos competentes de las federaciones 
deportivas asturianas y se atribuye:

a) A las juntas electorales de las federaciones deportivas previstas y constituidas 
estatutariamente.

b) Al Comité Asturiano de Justicia Deportiva cuando, por vía de recurso interpuesto 
contra las decisiones adoptados por las juntas electorales, corresponda su conocimiento.

4. La potestad organizativo-competicional se ejercerá cuando, por vía de recurso 
interpuesto por las personas que tengan un interés legítimo o a instancias de los órganos 
administrativos competentes, corresponda revisar el ejercicio de las facultades 
administrativas encomendadas a las federaciones deportivas. Esta competencia se atribuye 
al Comité Asturiano de Justicia Deportiva.

5. Sin perjuicio de lo expresado, los conflictos deportivos asociativos, esto es, aquellos 
que se planteen entre personas físicas o jurídicas que no se refieran a la disciplina deportiva 
ni a cuestiones electorales u organizativo-competicionales, y siempre que trate de objetos de 
libre disposición para las partes, podrán ser resueltos, con carácter voluntario, a través de 
arbitraje o mediación con sujeción a la normativa legal de aplicación. En caso de sumisión 
voluntaria, los estatutos de las entidades deportivas contendrán una cláusula de sumisión, 
que requerirá, al menos, el voto favorable de dos tercios de las personas asistentes a la 
asamblea general de la entidad deportiva.

[ . . . ]
Sección 3.ª Del Comité Asturiano de Justicia Deportiva

Artículo 122.  Naturaleza, adscripción y sede.
1. El Comité Asturiano de Justicia Deportiva es el órgano administrativo colegiado, único 

e independiente encargado, en el ámbito del Principado de Asturias y sin perjuicio de las 
competencias atribuidas a la Consejería competente en materia de actividad física y deporte, 
de la resolución de las cuestiones controvertidas en materia sancionadora, disciplinaria, de 
ejercicio de funciones públicas de carácter administrativo, de control de legalidad de los 
procesos electorales federativos y de conciliación de conflictos deportivos mediante la vía 
arbitral y la mediación. En materia de disciplina deportiva decide en última instancia en vía 
administrativa.

2. El Comité Asturiano de Justicia Deportiva está adscrito orgánicamente a la Consejería 
competente en materia de actividad física y deporte, actuando con total independencia 
funcional de esta y de cualquier entidad deportiva en las materias propias de su 
competencia.

3. La sede del Comité Asturiano de Justicia Deportiva se encuentra en el mismo lugar en 
el que se encuentre la Dirección General competente en materia de actividad física y 
deporte, salvo que, por motivos de oportunidad o necesidad debidamente acreditados, 
decida reunirse en otros lugares del Principado de Asturias.

Artículo 123.  Composición y funcionamiento.
1. El Comité Asturiano de Justicia Deportiva está compuesto por siete miembros titulares, 

independientes e inamovibles, así como por miembros suplentes en igual número. La 
duración del mandato será de cinco años, renovables, por idéntico plazo, una sola vez.

2. Los miembros serán designados y cesados por el titular de la Consejería competente 
en materia de actividad física y deporte, garantizando una presencia equilibrada entre 
mujeres y hombres, entre juristas que hayan ejercido profesionalmente y con experiencia en 
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el ámbito de la actividad física y el deporte. El nombramiento y cese será publicado en el 
«Boletín Oficial del Principado de Asturias».

3. El procedimiento para la designación de los miembros, así como su funcionamiento 
interno y demás disposiciones que exija su constitución, se determinará reglamentariamente.

4. El Comité podrá actuar en pleno, que elegirá de entre sus miembros Presidente y 
Vicepresidente, y en secciones, cuyo número, denominación y competencias serán 
decididas por el pleno del Comité y estarán formadas por dos miembros. El Comité, en pleno 
y en secciones, contará con una secretaría, con voz pero sin voto, que será nombrada por la 
Dirección General competente en materia de actividad física y deporte de entre el personal 
funcionario de la misma, que, preferentemente, deberá encontrarse en posesión del título de 
grado en Derecho o equivalente.

5. Las vocalías del Comité Asturiano de Justicia Deportiva se encontrarán sujetas al 
régimen de abstención y recusación previsto en la legislación básica del Estado sobre 
régimen jurídico del sector público, y en su funcionamiento interno se regirán por lo previsto 
en la misma para los órganos colegiados. El ejercicio de su mandato no será remunerado, 
devengando tan solo las dietas e indemnizaciones a que hubiera lugar, de acuerdo con la 
normativa aplicable.

6. Serán causas de incompatibilidad para ser vocal del Comité Asturiano de Justicia 
Deportiva las siguientes:

a) Haber sido sancionado, con carácter firme, por la comisión de cualquiera de las 
infracciones tipificadas en la presente ley en los tres meses anteriores a la propuesta de 
nombramiento.

b) Haber sido sancionado o condenado, con carácter firme, en materia de protección de 
la salud y lucha contra el dopaje o en materia de violencia, racismo, xenofobia, homofobia, 
discriminación por razón de sexo e intolerancia en el deporte, en los seis meses anteriores a 
la propuesta de nombramiento.

c) Mantener relación laboral o profesional con una entidad deportiva o con una empresa 
dedicada a la prestación de servicios deportivos o a la construcción de infraestructuras para 
la actividad física y el deporte.

d) Formar parte de los órganos de una federación deportiva aunque no se posea licencia 
federativa de la misma.

Artículo 124.  Ámbito competencial y procedimientos.
1. El Comité Asturiano de Justicia Deportiva tendrá competencias para:
a) El conocimiento y resolución de los recursos que se deduzcan contra los acuerdos de 

los órganos deportivos titulares de la potestad disciplinaria deportiva.
b) El conocimiento y resolución de los recursos que se deduzcan contra los acuerdos de 

las comisiones electorales de las federaciones deportivas asturianas.
c) El conocimiento y resolución de cualesquiera recursos contra acuerdos federativos 

relativos a la ordenación, calificación y autorización de competiciones oficiales y a la 
tramitación y emisión de licencias.

d) El conocimiento y resolución de los conflictos que se puedan suscitar sobre las 
federaciones deportivas asturianas en el ejercicio de sus funciones públicas delegadas de 
carácter administrativo.

e) El establecimiento de medidas preventivas y de coordinación de cada agente con 
implicación para la erradicación de la violencia en el deporte.

f) El conocimiento y resolución de cuantas cuestiones sobre las materias precedentes 
estime tratar de oficio o a instancia de la Dirección General competente en materia de 
actividad física y deporte.

g) El conocimiento y resolución de procedimientos de arbitraje y mediación.
2. Las resoluciones del Comité Asturiano de Justicia Deportiva agotan la vía 

administrativa y contra las mismas podrán interponerse los recursos contencioso-
administrativos que, de acuerdo con la normativa estatal, procedan.

3. Sus resoluciones se ejecutarán, en su caso, a través de la federación deportiva 
correspondiente, que será responsable de su estricto y adecuado cumplimiento, de igual 
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manera que son responsables, con carácter general, del cumplimiento de los acuerdos o 
mandatos que el Comité Asturiano de Justicia Deportiva adopte.

[ . . . ]
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§ 223

Ley 2/2023, de 15 de marzo, de Empleo Público. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 58, de 24 de marzo de 2023
«BOE» núm. 102, de 29 de abril de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-10348

[ . . . ]
TÍTULO VIII

Derechos y deberes

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Derecho a la negociación colectiva, representación y participación 
institucional. Derecho de reunión

[ . . . ]
Artículo 129.  Solución extrajudicial de conflictos colectivos.

Con independencia de las atribuciones fijadas por las partes a las comisiones paritarias 
de seguimiento de los pactos y acuerdos, se podrá acordar la creación, configuración y 
desarrollo de sistemas de solución extrajudicial de conflictos colectivos, ya sean de 
mediación o arbitraje, en los términos previstos por la legislación básica.

[ . . . ]
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§ 224

Ley 5/1999, de 24 de marzo, de Ordenación del Turismo de 
Cantabria. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cantabria
«BOCT» núm. 3, de 26 de marzo de 1999
«BOE» núm. 110, de 8 de mayo de 1999

Última modificación: 29 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-1999-10364

[ . . . ]
TÍTULO VI

Del arbitraje

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 74.  Arbitraje.
La Consejería competente en materia de turismo podrá promover la creación, mediante 

Decreto, de mecanismos de arbitraje para la resolución, con carácter vinculante y definitivo, 
de los conflictos que pudieran surgir entre las empresas prestadoras de los servicios y los 
usuarios destinatarios de los mismos, todo ello sin perjuicio de la protección administrativa y 
judicial de acuerdo con lo establecido en el artículo 24 de la Constitución Española.

El sometimiento de la resolución a arbitraje será voluntario para las partes e implicará 
que no se tramite expediente sancionador frente a la persona presuntamente responsable de 
los hechos que traen causa, a no ser que los mismos estén tipificados como infracción muy 
grave.

Artículo 75.  Árbitros.
Los árbitros serán designados por la Dirección General competente en materia de 

turismo entre personas de reconocido prestigio y conocimiento en las materias objeto de 
litigio.

Los árbitros actuarán libremente decidiendo sobre las cuestiones en conflicto y emitirán 
un laudo razonado en un plazo no superior a sesenta días desde el comienzo del arbitraje.

Artículo 76.  Laudo arbitral.
1. El laudo arbitral se dictará en derecho y contendrá no sólo la mejor solución posible 

para las partes sino los mecanismos necesarios para ello. El laudo será obligatorio para las 
partes.
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2. Los árbitros podrán recabar de todas las partes implicadas cuanta documentación 
precisen, debiendo éstas entregarla sin excusa y a la mayor brevedad.

[ . . . ]
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§ 225

Ley 2/2000, de 3 de julio, del Deporte. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cantabria
«BOCT» núm. 134, de 11 de julio de 2000
«BOE» núm. 177, de 25 de julio de 2000

Última modificación: 30 de diciembre de 2021
Referencia: BOE-A-2000-14000

[ . . . ]
TÍTULO II

Competencias y organización del deporte

[ . . . ]
Artículo 9.  La Junta de Conciliación Extrajudicial y Arbitraje.

1. Se crea la Junta de Conciliación y Arbitraje del Deporte Cántabro como órgano de 
conciliación extrajudicial al que voluntariamente pueden someterse las partes para resolver 
las diferencias y cuestiones litigiosas surgidas entre deportistas, técnicos, jueces, árbitros, 
entidades deportivas cántabras, asociados y demás partes interesadas.

2. Estará adscrita a la Consejería competente en materia de deporte.
3. Reglamentariamente se regulará su composición, atribuciones y funcionamiento, así 

como las cuestiones que pueden ser objeto de conciliación y arbitraje.
4. Las normas estatutarias y reglamentarias de las federaciones deportivas podrán 

prever y regular, respectivamente, fórmulas de conciliación y arbitraje para resolver 
extrajudicialmente las diferencias que puedan plantearse entre sus miembros. La sumisión a 
sistemas de conciliación y arbitraje tendrá en todo caso carácter voluntario.

[ . . . ]
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§ 226

Ley 4/2000, de 13 de noviembre, de Modernización y Desarrollo 
Agrario. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cantabria
«BOCT» núm. 223, de 20 de noviembre de 2000
«BOE» núm. 297, de 12 de diciembre de 2000
Última modificación: 29 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2000-22307

[ . . . ]
TÍTULO V

De las infracciones y sanciones

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Del procedimiento arbitral

Artículo 78.  Arbitraje.
La Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca, con la participación de las 

organizaciones representativas del sector, elaborará un procedimiento arbitral para la 
solución de las cuestiones litigiosas que, siendo susceptibles de dicho procedimiento 
pudieran plantearse a raíz de la interpretación y aplicación de la presente Ley.

[ . . . ]
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§ 227

Ley 1/2006, de 7 de marzo, de Defensa de los Consumidores y 
Usuarios. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cantabria
«BOCT» núm. 52, de 15 de marzo de 2006
«BOE» núm. 77, de 31 de marzo de 2006

Última modificación: 29 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2006-5810

[ . . . ]
TÍTULO II

Derechos de los consumidores y usuarios

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Derecho a la reparación e indemnización de los daños y perjuicios sufridos

[ . . . ]
Artículo 13.  Arbitraje de consumo.

1. Las Administraciones públicas de Cantabria, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, deberán potenciar y fomentar el desarrollo del Sistema Arbitral de Consumo, 
dotándolo para ello de los medios materiales y humanos que fueran necesarios. Para tal fin, 
habrán de articularse mecanismos eficaces mediante los cuales difundir de manera 
suficiente el arbitraje como medio de resolución extrajudicial de conflictos en materia de 
consumo.

2. En especial, las Administraciones públicas de Cantabria, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, propiciarán que las entidades o sociedades que dependan de 
ellas o que gestionen servicios públicos o que resulten adjudicatarias de contratos públicos 
se adhieran al Sistema Arbitral de Consumo.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Régimen sancionador

[ . . . ]
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CAPÍTULO IV
Extinción de la responsabilidad

[ . . . ]
Artículo 57.  Interrupción del plazo de prescripción.

1. Interrumpirán la prescripción las actuaciones judiciales en el ámbito penal sobre los 
mismos hechos o sobre otros hechos conexos cuya separación de los constitutivos de la 
infracción de la normativa de consumo sea jurídicamente imposible, de manera que la 
sentencia que pudiera recaer vinculara a la Administración actuante.

2. Igualmente interrumpirá la prescripción de las infracciones de la normativa de 
consumo la iniciación de procedimientos administrativos de naturaleza sancionadora por los 
mismos hechos, con conocimiento del interesado, sobre la base de normativa sectorial si, 
finalmente, apreciándose identidad de fundamento, procediese la aplicación preferente de la 
normativa de consumo. En estos supuestos, se reiniciará el cómputo del plazo de 
prescripción si el expediente sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por 
causa no imputable al presunto responsable.

3. Del mismo modo, también interrumpirá la prescripción la presentación de una solicitud 
de arbitraje de consumo hasta su definitiva resolución.

[ . . . ]
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§ 228

Ley 3/2006, de 18 de abril, del Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cantabria
«BOCT» núm. 81, de 27 de abril de 2006
«BOE» núm. 184, de 3 de agosto de 2006

Última modificación: 29 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2006-14082

TÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Protección y defensa del patrimonio de la Comunidad Autónoma

[ . . . ]
Sección 7.ª De las limitaciones a la disponibilidad de los bienes y derechos

[ . . . ]
Artículo 36.  Transacción y sometimiento a arbitraje.

No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los bienes y derechos del 
Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Cantabria, ni someter a arbitraje las contiendas 
que se susciten sobre los mismos, sino mediante Decreto acordado en Consejo de 
Gobierno, a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda, previo dictamen de la 
Dirección General del Servicio Jurídico.

[ . . . ]
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§ 229

Ley 14/2006, de 24 de octubre, de Finanzas de Cantabria. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Cantabria
«BOCT» núm. 215, de 9 de noviembre de 2006
«BOE» núm. 285, de 29 de noviembre de 2006
Última modificación: 29 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2006-20767

TÍTULO I
Del ámbito de aplicación y del régimen de la Hacienda Pública de Cantabria

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del régimen de la Hacienda Pública autonómica

Sección 1.ª Derechos de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma

[ . . . ]
Artículo 8.  Límites a que están sujetos los derechos de la Hacienda Pública autonómica.

1. No podrán ser enajenados, gravados ni arrendados los derechos de la Hacienda 
Pública de la Comunidad Autónoma fuera de los casos previstos por las leyes.

2. Tampoco podrán concederse exenciones, condonaciones, rebajas ni moratorias en el 
pago de los derechos a la Hacienda Pública autonómica, sino en los casos y formas que 
determinen las leyes.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, quien sea titular de la 
Consejería competente en materia de Hacienda podrá establecer mediante orden, a 
propuesta de la Dirección General competente en materia de Tesorería, la no liquidación o, 
en su caso, la anulación y baja en contabilidad de todas aquellas liquidaciones de las que 
resulten deudas inferiores a la cuantía que se fije como insuficiente para la cobertura del 
coste que su exacción y recaudación representen.

4. Salvo lo previsto por la legislación concursal, no se podrá transigir judicial ni 
extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda Pública autonómica, ni someter a 
arbitraje los litigios surgidos en relación con dichos derechos si no mediante decreto 
acordado por el Consejo de Gobierno, previa consulta al Consejo de Estado u órgano 
consultivo equivalente en el ámbito de la Comunidad Autónoma.

[ . . . ]
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TÍTULO III
De la tesorería, de la deuda y de las operaciones financieras de la Comunidad 

Autónoma de Cantabria

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De la deuda de la Comunidad Autónoma de Cantabria

[ . . . ]
Sección 2.ª Operaciones relativas a la deuda de la Comunidad Autónoma

Artículo 92.  Operaciones relativas a la Deuda.
1. La creación de Deuda de la Comunidad Autónoma de Cantabria mediante emisiones 

de valores u operaciones de crédito o préstamo, en moneda nacional o en divisas, se 
realizará en los términos señalados en los artículos siguientes, respetando, en todo caso, las 
limitaciones impuestas por la normativa básica del Estado en la materia.

2. Corresponde a quien sea titular de la Consejería competente en materia de Hacienda 
autorizar la celebración de los contratos correspondientes a las operaciones señaladas en 
los artículos siguientes, así como formalizar dichos contratos y establecer los procedimientos 
a seguir para la contratación y formalización de tales operaciones y para el ejercicio de las 
competencias que le son atribuidas por la presente Ley.

3. Las operaciones relativas a la Deuda de la Comunidad Autónoma se realizarán en los 
mercados financieros conforme a las normas, reglas, técnicas, condiciones y cláusulas 
usuales en tales mercados, pudiendo acordar el sometimiento a arbitraje o la remisión a una 
legislación o tribunales extranjeros, siempre que se observe lo dispuesto en el artículo 23 de 
esta Ley.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De los avales de la Comunidad Autónoma de Cantabria

[ . . . ]
Artículo 103.  Competencias para autorizar, otorgar y formalizar los avales al sector público 
administrativo.

1. El otorgamiento de avales por la Administración General de la Comunidad Autónoma 
deberá autorizarse por el Consejo de Gobierno, previo informe de la Intervención General y 
de la Dirección competente en materia de Tesorería.

El importe total de los avales concedidos por el Gobierno no podrá exceder del límite que 
en cada ejercicio señale la Ley de Presupuestos.

2. Las autorizaciones deberán de contener la identidad de los avalados, el plazo dentro 
del cual deberán ser otorgados los avales y su importe máximo.

3. Una vez autorizado, el aval será otorgado por Resolución de la Consejería competente 
en materia de Hacienda, pudiendo convenirse las cláusulas que resulten usuales en los 
mercados financieros, respetando, en su caso, los límites que pudieran haberse establecido 
en el Decreto autorizante de acuerdo con la regulación recogida en este capítulo. Con 
carácter excepcional, en los avales que garanticen operaciones de crédito exterior se podrá 
acordar el sometimiento a arbitraje o la remisión a una legislación o tribunales extranjeros, 
siempre que se observe lo dispuesto en el artículo 23 de esta Ley.
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4. Los avales serán formalizados por quien sea titular de la Consejería competente en 
materia de Hacienda, quien autorizará el oportuno instrumento jurídico en el que se 
recogerán las condiciones de los mismos.

[ . . . ]
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§ 230

Ley 9/2010, de 23 de diciembre, de personal estatutario de 
instituciones sanitarias de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 

[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cantabria
«BOCT» núm. 34, de 28 de diciembre de 2010

«BOE» núm. 19, de 22 de enero de 2011
Última modificación: 29 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2011-1142

[ . . . ]
CAPÍTULO XV

Representación, participación y negociación

[ . . . ]
Artículo 92.  Mesa Sectorial de Personal de Instituciones Sanitarias de Cantabria.

1. La negociación colectiva sectorial de las condiciones de trabajo del personal 
estatutario se efectuará en el marco de la Mesa Sectorial de Personal de Instituciones 
Sanitarias de Cantabria. En la misma estarán presentes los representantes de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria y los de las organizaciones 
sindicales más representativas a nivel estatal y en la Comunidad Autónoma de Cantabria, 
así como los sindicatos que hayan obtenido el diez por ciento o más de los representantes 
en las elecciones para delegados y juntas de personal en el Servicio Cántabro de Salud.

2. Serán objeto de negociación las materias contenidas en la normativa básica estatal de 
aplicación.

3. Con independencia de las atribuciones fijadas por las partes a las comisiones 
paritarias de seguimiento de los pactos y acuerdos, la Administración y las organizaciones 
sindicales a que se refiere este capítulo, podrán acordar la creación, configuración y 
desarrollo de sistemas de solución extrajudicial de conflictos colectivos, ya sean de 
mediación o arbitraje, en los términos previstos por la normativa básica estatal.

[ . . . ]
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§ 231

Ley 1/2011, de 28 de marzo, de Mediación de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria

Comunidad Autónoma de Cantabria
«BOCT» núm. 66, de 5 de abril de 2011
«BOE» núm. 99, de 26 de abril de 2011
Última modificación: 27 de abril de 2017

Referencia: BOE-A-2011-7406

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANTABRIA
Conózcase que el Parlamento de Cantabria ha aprobado y yo, en nombre de Su 

Majestad el Rey, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2.º del Estatuto de Autonomía 
para Cantabria, promulgo la siguiente Ley de Cantabria 1/2011, de 28 de marzo, de 
Mediación de la Comunidad Autónoma de Cantabria.

PREÁMBULO
La mediación se define como una forma de resolución extrajudicial de conflictos entre 

personas, caracterizada por la intervención de una tercera persona, neutral e imparcial 
respecto de las partes en conflicto, que las auxilia en la búsqueda de una solución 
satisfactoria para ellas, constituyendo una manifestación de los denominados mecanismos 
no judiciales de solución de controversias.

Esta institución es conocida y aplicada desde hace décadas en los países de tradición 
anglosajona, siendo más reciente su introducción en los Estados continentales y en los de la 
Unión Europea.

Así, en 1986, se dicta la primera Recomendación del Consejo de Ministros Europeo a los 
Estados miembros respecto a medidas para prevenir y reducir la carga de trabajo excesiva 
de los tribunales, en la que se establecía, entre otras cosas, el objetivo de promover la 
solución amistosa de los conflictos.

En esta línea y a día de hoy, la Directiva 2008/52/CE, de 21 de mayo, del Parlamento 
Europeo y del Consejo de la Unión Europea, señala claramente que «el principio de acceso 
a la justicia es fundamental y con vistas a facilitar y mejorar el acceso a la justicia, el Consejo 
Europeo, en su reunión de Tampere de 15 y 16 de octubre de 1999, instó a los Estados 
miembros a que instauraran procedimientos alternativos de carácter extrajudicial».

Y si bien en el año 2000 el Consejo adoptó unas Conclusiones sobre modalidades 
alternativas de solución de conflictos en asuntos civiles y mercantiles, ámbito al que también 
se redujo el Libro Verde sobre modalidades alternativas de solución de conflictos en el 
ámbito del derecho civil y mercantil presentado por la Comisión en abril de 2002, la Directiva 
de 2008 citada insiste en que «el objetivo de asegurar un mejor acceso a la justicia, como 
parte de la política de la Unión Europea encaminada a establecer un espacio de libertad, 
seguridad y justicia, debe abarcar el acceso a métodos tanto judiciales como extrajudiciales 
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de resolución de litigios. La presente Directiva debe contribuir al correcto funcionamiento del 
mercado interior, en particular en lo referente a la disponibilidad de servicios de mediación», 
sin circunscribir su ámbito.

El Estado Español, sensible a esa realidad social y normativa, ya en la Ley 1/2000, de 7 
de enero, de Enjuiciamiento Civil, prevé, en su artículo 414, dentro de la regulación del 
procedimiento ordinario, que la audiencia previa al juicio se lleve a efecto «para intentar un 
acuerdo o transacción de las partes que ponga fin al proceso» y en el 770, dentro de los 
procesos de separación y divorcio, que «las partes de común acuerdo podrán solicitar la 
suspensión del proceso (…) para someterse a mediación».

En esta misma línea, la Ley de Enjuiciamiento Criminal prevé, en un ámbito tan poco 
propicio al principio dispositivo de las partes, la institución de la conformidad, no sólo al inicio 
del juicio oral –artículo 787 de la Ley–, sino incluso durante la instrucción en el procedimiento 
para el enjuiciamiento rápido de determinados delitos –artículo 800 del mismo texto legal–, 
afectando el posible acuerdo no sólo a cuestiones civiles accesorias al delito sino también a 
la propia pena a imponer al condenado.

La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, tampoco es ajena a esta posibilidad de 
finalización convencional del procedimiento y así, su artículo 88, bajo la rúbrica «terminación 
convencional» dispone que «las Administraciones Públicas podrán celebrar acuerdos, 
pactos, convenios o contratos con personas tanto de derecho público como privado, siempre 
que no sean contrarios al Ordenamiento Jurídico ni versen sobre materias no susceptibles 
de transacción y tengan por objeto satisfacer el interés público que tienen encomendado, 
con el alcance, efectos y régimen jurídico específico que en cada caso prevea la disposición 
que lo regule, pudiendo tales actos tener la consideración de finalizadores de los 
procedimientos administrativos o insertarse en los mismos con carácter previo, vinculante o 
no, a la resolución que les ponga fin».

El Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, también prevé esa posibilidad de finalización 
convencional del procedimiento cuando el artículo 84, dentro de la regulación del 
Procedimiento Ordinario, establece, como primera misión del acto de conciliación la de 
intentar la conciliación entre las partes, advirtiéndolas de los derechos y obligaciones que 
pudieran corresponderles y sin prejuzgar el contenido de la sentencia, añadiendo que dicho 
acuerdo se llevará a cabo por los trámites de ejecución de las sentencias. Y, aunque 
estemos ante una institución diferente, el artículo 63 del mismo cuerpo legal establece, como 
requisito previo para la tramitación del proceso, un intento de conciliación ante el servicio 
administrativo correspondiente o ante el órgano que asuma estas funciones con las 
excepciones que señala el artículo 64. Y todo ello sin perjuicio de la mediación desarrollada 
especialmente en el ámbito laboral por el Órgano de Resolución Extrajudicial de Conflictos 
Laborales de Cantabria (ORECLA).

Esta legislación estatal y el propio anteproyecto de Ley de Mediación elaborado por el 
Estado de modo específico para este ámbito y actualmente en tramitación da pie al juego de 
esta institución y así, ha habido Comunidades Autónomas como las del Principado de 
Asturias, Castilla-La Mancha, Castilla y León, Madrid, País Vasco, Comunidad Valenciana, 
Galicia, Islas Baleares o Canarias que, desde un punto de vista familiar, han contemplado 
esta institución, al margen de la Comunidad Autónoma de Cataluña que, en una versión más 
integral, exceden del ámbito de la mediación familiar para dar cabida a la mediación en el 
ámbito del derecho privado en su conjunto.

La presente Ley, en línea con esta última, pero tratando de superarla y dar un ámbito 
absolutamente integral a esta institución, al estar inspirada fundamentalmente en el deseo 
de fomentar la cultura del arreglo amistoso y de evitar el número de asuntos que llegan a los 
órganos judiciales de nuestra Comunidad Autónoma, se enmarca en la competencia 
autonómica plasmada en el artículo 25.5 del Estatuto de Autonomía para Cantabria. Y se 
enmarca en lo relativo al desarrollo legislativo en materia de ejercicio de profesiones 
tituladas como será la de mediador regulada por la presente Ley, sin poder incidir ni en 
materias procesales ni en cuestiones de Derecho Civil, reservadas ambas en el artículo 149 
de la Constitución Española, al Estado.
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Además y en lo que afecte a la mediación en el ámbito familiar, se dicta la presente Ley 
al amparo del artículo 24.22 y 23 del Estatuto de Autonomía para Cantabria, que atribuyen 
competencia a nuestra Comunidad Autónoma, respectivamente, en materia de «asistencia, 
bienestar social y desarrollo comunitario incluida la política juvenil, para las personas 
mayores y de promoción de la igualdad de la mujer» y de «protección y tutela de menores», 
en aplicación de lo dispuesto en el artículo 39 de la Constitución Española, que dispone que 
«1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia. 2. 
Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos 
ante la ley con independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado 
civil».

Y, finalmente, la presente Ley tiene su encaje en la competencia que reconoce a la 
Comunidad Autónoma el artículo 24.32 del Estatuto de Autonomía para Cantabria, sobre 
«procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización propia».

Y todo ello sin perjuicio de otros sistemas de mediación que ya se vienen desarrollando 
por otras instituciones en nuestra Comunidad Autónoma como la realizada en conflictos 
intergeneracionales o entre familias de menores en casos de tutela, por los Equipos de 
Evaluación e Intervención dependientes de la Consejería de Empleo y Bienestar Social.

La Ley se articula en un título preliminar, cuatro títulos, una disposición adicional, una 
disposición transitoria y dos disposiciones finales.

El título preliminar se encarga de definir el objeto de la mediación destacando esa visión 
general y omnicomprensiva de la misma, al amparo de lo que permiten tanto la legislación 
procesal antes relacionada, como la civil y la administrativa dictadas por el Estado en el 
ejercicio de su competencia y aplicable en nuestra Comunidad Autónoma.

Contempla, igualmente, los principios que han de informar el procedimiento de 
mediación, tributarios de la Directiva Europea antes citada e, inspirándose en un principio de 
intervención de todos, reconoce la posibilidad de actuación concurrente tanto de la 
Comunidad Autónoma como de las entidades locales y de la denominada Administración 
corporativa representada por los colegios profesionales, así como de las organizaciones y 
entidades sociales reconocidas como Centros Sociales de Mediación Familiar de Cantabria, 
registradas y autorizadas a tal fin.

El título I se refiere a las partes de la mediación, reconociendo tal condición a todos 
aquellos que tengan la disponibilidad sobre el objeto del procedimiento y estableciendo sus 
derechos y sus deberes.

El título II se centra en la regulación de las personas mediadoras, condición que se 
atribuye con un criterio amplio, si bien condicionada a su inscripción en el Registro de 
Personas Mediadoras y que pueden ostentar, también, los grupos de personas.

El título III contempla el procedimiento de mediación, basado en un criterio antiformalista, 
pero fijando un plazo máximo de duración que se estima como suficiente para revelar las 
posibilidades de éxito de la institución en el caso concreto.

El título IV regula la responsabilidad de los mediadores y de las personas que acuden al 
procedimiento de mediación por vulneración de los deberes que les incumben.

Por último, la disposición transitoria atiende a la necesidad sentida de reconocer la 
capacidad de aquellas personas que, con anterioridad a la promulgación de la presente Ley, 
hubieran venido realizando actuaciones de mediación, previendo la posibilidad de que se les 
reconozca la condición de mediadores en circunstancias especiales que se determinarán 
reglamentariamente.

Basado en todo ello, el Consejero de Presidencia y Justicia ha elevado al Consejo de 
Gobierno de Cantabria el correspondiente anteproyecto de Ley con los informes emitidos por 
el Consejo General del Poder Judicial, Colegio de Psicólogos de Cantabria, Colegio de 
Notarios de Cantabria, Colegio de Graduados Sociales de Cantabria, Consejo Económico y 
Social de Cantabria, Colegio de Abogados de Cantabria, Asociación «Consuelo Bergés», 
Asociación «Mediare» y las Secretarías Generales de las Consejerías del Gobierno de 
Cantabria.
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TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
De la actividad de mediación

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene como objeto regular la mediación en la Comunidad Autónoma de 

Cantabria en el ámbito de sus competencias, así como garantizar y facilitar el acceso de los 
ciudadanos a modalidades alternativas de solución de conflictos, fomentar la resolución 
amistosa de estos, promoviendo concretamente el uso de la mediación.

Artículo 2.  Concepto.
1. A los efectos de esta ley, se entiende por mediación aquel procedimiento de solución 

de controversias, cualquiera que sea su denominación, en el que dos o más partes intentan 
voluntariamente alcanzar por sí mismas un acuerdo con la intervención de un mediador.

2. La mediación pretende evitar la provocación de un pleito, poner término al que haya 
comenzado o reducir sus consecuencias.

3. Cuando la mediación se produzca durante el desarrollo de un proceso judicial, tendrá 
en él el efecto que determine la legislación estatal.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.
1. La presente Ley es de aplicación a las actuaciones profesionales de mediación que se 

refieran a materias que sean de libre disposición de las partes conforme a la legislación que 
resulte de aplicación.

2. La presente Ley será aplicable cuando exista sometimiento expreso o tácito a la 
misma, al menos una de las partes tenga su domicilio en Cantabria, y la mediación se realice 
en el territorio de la Comunidad Autónoma.

No será necesario que al menos una de las partes tenga su domicilio en Cantabria, 
cuando se trate de conflictos sometidos a la jurisdicción de los juzgados y tribunales de 
Cantabria.

Artículo 4.  Mediación gratuita.
La mediación gratuita se regirá por lo dispuesto en la presente ley y en su desarrollo 

reglamentario.

CAPÍTULO II
Principios rectores de la mediación

Artículo 5.  Voluntariedad.
1. Las partes son libres para optar por este procedimiento y acceder a él o desistir del 

mismo en cualquier momento, sin que pueda derivarse sanción alguna por esta 
circunstancia, al margen de la imposibilidad de volver a iniciar otro procedimiento de 
mediación gratuita si se desiste de otra anterior de igual naturaleza sin causa justificada. 
Únicamente podrá comenzarse el procedimiento de mediación cuando haya consentimiento 
de todas las partes en conflicto.

2. Las partes se responsabilizan del procedimiento de mediación y pueden organizarlo 
como lo deseen y darlo por terminado en cualquier momento.

3. La voluntariedad alcanza también a la persona mediadora, quien puede declinar su 
designación, negarse a comenzar el procedimiento de mediación, suspenderlo o darlo por 
finalizado una vez comenzado si apreciara que no se dan las circunstancias adecuadas para 
su desarrollo. En los supuestos en que apreciara el incumplimiento de alguno de los 
principios rectores de la mediación, deberá negarse a actuar como persona mediadora.
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4. Quedan excluidos de la mediación cualquier asunto en el que exista violencia o 
maltrato sobre la pareja o expareja, hijos o cualquier miembro de la familia o del grupo 
convivencial; cualquier tipología de la violencia de género, según referencia de la Ley de 
Cantabria 1/2004, de 1 de abril, Integral para la Prevención de la Violencia contra las 
Mujeres y la protección a sus Víctimas; violencia familiar y violencia del grupo convivencial, o 
cualesquiera otras actuaciones que permitan presumir que el consentimiento para dicha 
mediación no será real y voluntario.

5. Asimismo, se excluyen de la mediación los supuestos en que, a juicio del mediador o 
profesional competente, las partes no se encuentren en un plano de igualdad.

6. Las causas de exclusión deberán ser comunicadas por la persona mediadora a las 
partes al inicio del proceso.

Artículo 6.  Imparcialidad y neutralidad de la persona mediadora.
1. La persona mediadora no podrá tener interés en el beneficio de una persona o parte 

sobre otra, absteniéndose de realizar o promover actuaciones que comprometan su 
necesaria imparcialidad. Tampoco podrá reservarse un porcentaje de los beneficios que las 
partes pudieran obtener en el acuerdo alcanzado en mediación.

2. El poder de decisión recae en las partes. La persona mediadora deberá abstenerse de 
proponer acuerdos, siendo su obligación respetar los puntos de vista de las partes y 
preservar su igualdad en la negociación. Su labor consistirá en conseguir que las partes 
alcancen por sí mismas soluciones al asunto sometido a mediación.

Artículo 7.  Confidencialidad.
1. Toda la información y documentación obtenida en el transcurso del proceso de 

mediación será confidencial.
2. Sólo cuando la legislación estatal lo disponga, deberá la persona mediadora prestar 

declaración sobre el contenido de la mediación.

Artículo 8.  Buena fe.
1. Las partes en la mediación actuarán conforme a las exigencias de la buena fe. 

Durante el desarrollo de la mediación, las partes tendrán que mantener su compromiso de 
respeto a las actuaciones promovidas por la persona mediadora, manteniendo una posición 
de colaboración y apoyo permanente a sus funciones.

2. La acreditación de la ausencia de buena fe de las partes producirá los efectos que le 
son propios en el ámbito de la libertad de los pactos.

3. La ausencia de buena fe en la persona mediadora podrá dar lugar a la exigencia de 
responsabilidad de conformidad con lo dispuesto en el título IV.

4. La mediación no puede ser utilizada para contravenir la legislación o evitar 
fraudulentamente su aplicación.

Artículo 9.  Transparencia.
Las partes deben contar con información precisa sobre las características del 

procedimiento y su funcionamiento, sobre el alcance del mismo y sus consecuencias y el 
valor de los acuerdos que pudieran alcanzarse.

Artículo 10.  Flexibilidad.
El procedimiento de mediación es flexible, lo que permite adaptarlo a la situación 

concreta tratada, aunque siempre debe mantener las normas mínimas previstas en la 
presente Ley para asegurar su calidad, garantías y eficacia.

Artículo 11.  Debate contradictorio.
A lo largo del procedimiento de mediación las partes deben poder expresar libremente 

sus puntos de vista sobre la situación conflictiva. La persona mediadora debe potenciar un 
trato equitativo entre las partes, garantizando una intervención equilibrada entre ellas en el 
transcurso de la mediación.
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Artículo 12.  Inmediatez y presencialidad.
1. Las personas mediadoras han de asistir siempre personalmente a las reuniones de 

mediación. Las partes deberán asistir personalmente cuando el conflicto afecte a derechos 
personalísimos, de «ius cogens» o deba ser fiscalizado por el Ministerio Fiscal, sin perjuicio 
de la representación necesaria de menores e incapaces. Fuera de estos casos, las partes 
podrán acudir representadas mediante escrito acreditativo de la representación dirigido a la 
persona mediadora. En su caso, la persona mediadora podrá proponer la presencia de otras 
personas en calidad de consultoras, que deberán ser aceptadas por las partes. Dichas 
consultoras estarán sujetas también a los derechos y deberes que se requieren a las partes 
y a las personas mediadoras. Además, en caso de personas con dificultades de expresión o 
comprensión, podrán acudir los intérpretes adecuados para que las sesiones de mediación 
sean inteligibles.

2. Las instituciones de mediación fomentarán la implantación de sistemas de mediación 
por medios electrónicos en aquellas mediaciones donde se pudiera realizar.

Artículo 13.  Calidad.
1. La Consejería competente en materia de Justicia fomentará la elaboración de códigos 

de conducta voluntarios y la adhesión de las personas mediadoras y las organizaciones que 
presten servicios de mediación a dichos códigos, así como otros mecanismos efectivos de 
control de calidad referentes a la prestación de servicios de mediación.

2. La Consejería competente en materia de Justicia fomentará la formación inicial y 
continua de las personas mediadoras para garantizar que la mediación se lleve a cabo de 
forma eficaz, imparcial y competente en relación con las partes.

Artículo 14.  Incidencia en el cómputo de plazos.
El recurso a la mediación no tiene incidencia sobre el cómputo de los plazos procesales 

ni sustantivos, salvo que la legislación estatal así lo establezca.

CAPÍTULO III
De la actuación de las Administraciones Públicas y otras entidades en el 

ámbito de la mediación

Artículo 15.  Competencia de la Comunidad Autónoma de Cantabria.
1. La Comunidad Autónoma de Cantabria ejerce su competencia en materia de 

mediación a través de la Consejería competente en materia de Justicia, sin perjuicio de las 
actividades de mediación que puedan desarrollar otras Consejerías del Gobierno de 
Cantabria.

2. No obstante, la Consejería competente en materia de Justicia actuará de forma 
coordinada con las áreas del Gobierno con competencias en materia de asistencia, bienestar 
social y desarrollo comunitario, incluida la política juvenil, para las personas mayores y de 
promoción de la igualdad de género, así como de protección y tutela de menores.

3. La Consejería competente en materia de Justicia ostentará en materia de mediación 
las siguientes competencias:

a) Garantizará, en colaboración con el resto de las Administraciones Públicas de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria y en el ámbito de sus competencias, el acceso de todos 
los ciudadanos y ciudadanas a los servicios de mediación.

b) Garantizará la calidad de las actuaciones de mediación y de las personas que presten 
sus servicios en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Cantabria.

c) Gestionará el Registro de Personas Mediadoras, supervisando su continua 
actualización, a través del servicio correspondiente.

d) Ejercerá la potestad sancionadora en los supuestos que sean constitutivos de 
infracción.

e) Planificará, regulará, coordinará y ordenará las actuaciones existentes para garantizar 
la adecuación del servicio a las necesidades reales de la ciudadanía.
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f) Realizará todas las actuaciones necesarias para el desarrollo de la mediación y el 
cumplimiento de los objetivos establecidos en la presente Ley.

g) Gestionará las quejas interpuestas por las personas mediadoras o las partes 
sometidas a la mediación, mediante el procedimiento que se establezca al efecto.

h) Aprobará los requisitos de formación inicial y continua o de experiencia necesarios 
para obtener la cualificación de persona mediadora.

i) Designará a la persona mediadora, a falta de acuerdo de las partes, en los casos 
previstos en esta Ley, y resolverá los incidentes de recusación, en su caso.

j) En su caso, remitirá a los colegios profesionales, a efectos informativos, las quejas o 
las denuncias, así como las sanciones impuestas, como consecuencia de las actuaciones de 
las personas mediadoras inscritas en su Registro.

k) Gestionará y concederá el beneficio de mediación gratuita.
l) Promoverá la publicidad y difusión de la mediación entre la ciudadanía.

Artículo 16.  Administraciones locales.
Las entidades locales ostentarán en materia de mediación las siguientes competencias:
a) Fomentarán, en colaboración con la Consejería competente en materia de Justicia, la 

mediación.
b) Apoyarán los programas de iniciativa social en el ámbito de la mediación en el marco 

de la presente Ley.
c) Promoverán el intercambio de conocimientos, experiencias y novedades en estas 

materias.
d) Realizarán, en colaboración con la Consejería competente en materia de Justicia, 

todas las actuaciones necesarias para el desarrollo de la mediación.
e) Comunicarán al servicio dependiente de la Consejería competente en materia de 

Justicia encargado de la mediación, los servicios o programas de mediación dependientes 
de ellas.

f) Participarán con el Observatorio de Mediación de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria regulado en el artículo 18 de esta Ley.

Artículo 17.  Funciones de los colegios y asociaciones profesionales, organizaciones y 
entidades sociales.

1. Los colegios, asociaciones profesionales, organizaciones y entidades sociales que 
intervengan en materia de mediación o agrupen a profesionales de la misma, colaborarán 
con la Consejería competente en materia de Justicia y formarán parte del Observatorio de la 
Mediación de la Comunidad Autónoma de Cantabria en la forma en que se determine 
reglamentariamente.

2. Los colegios, asociaciones profesionales, organizaciones y entidades sociales podrán 
gestionar su propio registro de personas mediadoras.

3. Los colegios profesionales remitirán a la Consejería competente en materia de Justicia 
las quejas o denuncias, así como las sanciones impuestas, por los respectivos colegios 
referidas a actuaciones de mediación sujetas a esta Ley.

4. Con el objetivo de desarrollar una mediación de calidad, los colegios, asociaciones 
profesionales, organizaciones y entidades sociales fomentarán, en el ámbito de sus 
competencias, la mediación, debiendo intervenir en los procesos mediadores que tengan la 
formación exigida en la presente ley y normativa que la desarrolle y colaborarán y actuarán 
de forma coordinada con la Consejería competente en materia de Justicia, comunicando 
inmediatamente, las modificaciones que sufra la información contenida en sus registros, 
comunicación que será recíproca.

5. Lo dispuesto en este artículo se llevará a cabo cumpliendo con los preceptos 
establecidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal.

Artículo 18.  Observatorio de Mediación de la Comunidad Autónoma de Cantabria.
1. Se crea el Observatorio de Mediación de la Comunidad Autónoma de Cantabria, 

adscrito a la Consejería competente en materia de Justicia, como órgano consultivo, de 
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colaboración, estudio, coordinación y asesoramiento de las Administraciones públicas 
competentes en las materias reguladas en esta Ley.

2. El Observatorio de Mediación de la Comunidad Autónoma de Cantabria estará 
compuesto por representantes de las Administraciones públicas, colegios, asociaciones 
profesionales, universidades, organizaciones y entidades sociales, y por cuantas personas 
profesionales de reconocido prestigio vinculadas a este área se consideren necesarias para 
la realización de las funciones de asesoramiento. Su composición se determinará 
reglamentariamente.

3. El Observatorio de Mediación de la Comunidad Autónoma de Cantabria tendrá las 
siguientes funciones:

a) Emitirá informe previo preceptivo pero no vinculante en relación con las normas 
reglamentarias que se dicten en desarrollo de esta Ley.

b) Propondrá a la Consejería competente en materia de Justicia los criterios a seguir 
para que los cursos de formación inicial y continua en mediación cumplan con los requisitos 
adecuados para formar personas mediadoras con garantías de calidad.

c) Realizará las actuaciones de asesoramiento, coordinación y apoyo que la Consejería 
competente en materia de Justicia considere necesarias para el desarrollo de sus 
actividades en este ámbito.

d) Elaborará una memoria anual de sus actividades, así como de la situación de la 
mediación en la Comunidad Autónoma de Cantabria.

Artículo 19.  Difusión al público.
La Consejería competente en materia de Justicia fomentará, por los medios que 

considere oportunos, y en particular Internet, el acceso del público en general a la 
información sobre la forma de ponerse en contacto con personas mediadoras, organismos, 
organizaciones y entidades sociales que presten servicios de mediación.

Artículo 20.  Potenciación del carácter integral de la mediación.
La Consejería competente en materia de Justicia procurará que la mediación tenga 

carácter integral mediante la actuación coordinada de los servicios del sistema en todos los 
ámbitos necesarios para la atención de conflictos.

TÍTULO I
De las partes en la mediación

Artículo 21.  Personas legitimadas para iniciar la mediación.
Podrán someterse a mediación las personas, físicas o jurídicas y públicas o privadas, 

que se vean afectadas por un conflicto relativo a una materia de libre disposición y que 
tengan capacidad para disponer de su objeto. Las personas menores podrán intervenir en la 
mediación en la medida en que, conforme a la legislación sustantiva, ostenten capacidad 
para disponer del objeto del conflicto.

Artículo 22.  Derechos de las partes en la mediación.
Las partes en la mediación tendrán derecho a:
a) Acceder a la mediación en los términos establecidos legalmente.
b) Elegir a la persona mediadora, excepto en los casos en que sean beneficiarias del 

derecho a la mediación gratuita en los términos establecidos en la presente ley.
c) Desistir del procedimiento de mediación en cualquiera de sus fases.
d) Manifestar en cualquier momento del procedimiento su desacuerdo justificado con la 

persona mediadora y rechazar su intervención. En este supuesto, podrán convenir la 
designación de un nuevo profesional.

e) Conocer, con carácter previo al inicio de la mediación, el coste máximo previsible de la 
misma.
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f) Disponer, durante todo el proceso de mediación, del asesoramiento ajeno a la persona 
mediadora que estimen conveniente.

Artículo 23.  Deberes de las partes en la mediación.
Las partes en la mediación deberán:
a) Respetar los principios contemplados en el capítulo II del título I de la presente Ley.
b) Cumplir los acuerdos adoptados en el procedimiento de mediación.
c) Proceder a la retribución de los honorarios profesionales y de los gastos generados a 

la persona mediadora por el proceso de mediación, excepto cuando acudan a un servicio de 
mediación que preste la misma de forma gratuita o cuando sean beneficiarios del derecho a 
la mediación gratuita. Dicha retribución se llevará a cabo también cuando la mediación no 
haya concluido con acuerdo por cualquiera de las razones contempladas en la Ley, pero 
haya generado una labor profesional que deba compensarse.

d) Estos derechos y deberes, así como las características principales del procedimiento 
de mediación, deberán ser comunicadas a las partes, por escrito, en un documento que 
deberán leer y firmar antes del comienzo del proceso.

Artículo 24.  Gratuidad de la mediación.
1. Tendrán derecho a la gratuidad en la mediación aquellas personas que sean 

beneficiarias del derecho de mediación gratuita en los términos que se establezcan en el 
desarrollo reglamentario de esta Ley. Este beneficio se reconocerá por la Consejería 
competente en materia de Justicia de conformidad con el procedimiento que, también 
reglamentariamente, se establezca.

2. La gratuidad de la mediación será atribuida individualmente teniendo como referencia 
la regulación de la institución de la justicia gratuita. La parte o partes que no tengan derecho 
a la gratuidad abonarán la proporción que les corresponda del coste de la mediación 
conforme a lo que se determine reglamentariamente. El reconocimiento del derecho a la 
justicia gratuita conllevará necesariamente el reconocimiento al derecho de gratuidad en la 
mediación para el mismo procedimiento.

3. No podrá iniciarse una nueva mediación con beneficio de gratuidad, si existió otra 
sobre el mismo objeto y con el mismo beneficio, que no terminó en acuerdo.

TÍTULO II
De las personas mediadoras

Artículo 25.  De las personas mediadoras.
1. Pueden ser mediadores las personas naturales que se hallen en pleno ejercicio de sus 

derechos civiles, siempre que no se lo impida la legislación a la que puedan estar sometidos 
en el ejercicio de su profesión.

Las personas jurídicas que se dediquen a la mediación, sean sociedades profesionales o 
cualquier otra prevista por el ordenamiento jurídico, deberán designar para su ejercicio a una 
persona natural que reúna los requisitos previstos en esta Ley.

2. La persona mediadora deberá estar en posesión de título oficial universitario o de 
formación profesional superior y contar con formación específica para ejercer la mediación, 
que se adquirirá mediante la realización de uno o varios cursos específicos impartidos por 
instituciones debidamente acreditadas, que tendrán validez para el ejercicio de la actividad 
mediadora en cualquier parte del territorio nacional y que se determinarán 
reglamentariamente.

3. La persona mediadora deberá suscribir un seguro o garantía equivalente que cubra la 
responsabilidad civil derivada de su actuación en los conflictos en que intervenga.

Artículo 26.  Pluralidad de personas mediadoras.
1. La mediación se llevará a efecto mediante la intervención de una o varias personas 

mediadoras.
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2. Si por la complejidad de la materia o por estimarlo así conveniente las partes, se 
produjera la intervención de varias personas mediadoras en un mismo procedimiento, éstas 
actuarán de forma coordinada.

3. Los derechos y deberes de todas las personas mediadoras que intervengan en un 
procedimiento de mediación serán los mismos, salvo acuerdo en contrario entre las 
personas mediadoras y las partes. En el caso de tratarse de una mediación gratuita, se 
aplicará lo que esté establecido en las tarifas de la Administración.

4. En el procedimiento de mediación gratuita, la intervención de una pluralidad de 
personas mediadoras será establecida reglamentariamente.

Artículo 26 bis.  Instituciones de mediación.
1. Se consideran instituciones de mediación las entidades públicas o privadas, españolas 

o extranjeras, y las corporaciones de derecho público que tengan entre sus fines el impulso 
de la mediación, facilitando el acceso y administración de la misma, incluida la designación 
de mediadores, debiendo garantizar la transparencia en la referida designación.

2. El régimen jurídico de las instituciones de mediación de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria se desarrollará reglamentariamente.

Artículo 27.  Clasificación de la persona mediadora.
Teniendo en cuenta sus preferencias, experiencia y formación, cada persona mediadora 

podrá ser clasificada en el Registro de Personas Mediadoras para ser asignada con 
preferencia a los procedimientos de mediación que versen sobre una o determinadas 
materias.

Artículo 28.  Derechos de la persona mediadora.
1. La persona mediadora tiene derecho a obtener el adecuado respeto a sus actuaciones 

y a actuar con libertad e independencia en el ejercicio de su actividad.
2. La persona mediadora no podrá negarse a acometer las labores de mediación, salvo 

que justifique claramente y por escrito las razones motivadas de dicha renuncia, 
comunicándolo a la Consejería competente en materia de Justicia que deberá aceptar dicha 
renuncia en caso de mediación gratuita.

3. La persona mediadora puede dar por acabada la mediación en el momento que 
aprecie en alguna de las partes falta de voluntad o desigualdad de poder entre las mismas, 
con especial atención en los casos en que se aprecie la existencia de violencia de género o 
violencia hacia menores, o exista una incapacidad manifiesta para llegar a un acuerdo, o que 
la continuidad de la mediación no sea eficaz.

4. La persona mediadora que no sea empleada pública tiene derecho a una 
compensación económica u honorarios por su actuación profesional, y al reintegro de los 
gastos que se le hayan causado y que estén íntimamente relacionados con el desempeño de 
su función.

La exclusión de los empleados públicos implícita en el párrafo anterior, lo es en el 
ejercicio de sus funciones públicas y no en el ejercicio de actividades que realice con 
carácter particular o privado, previa la obtención de la preceptiva compatibilidad.

En todo caso, la persona mediadora tomará como criterio orientador las tarifas 
establecidas por la Administración.

5. Cuando se asigne el beneficio de mediación gratuita los honorarios serán 
estrictamente los marcados en las tarifas establecidas por la Administración.

Artículo 29.  Deberes de la persona mediadora.
La persona mediadora, a lo largo de su actuación, debe:
a) Actuar con independencia y respetar los principios rectores de la mediación 

contenidos en esta Ley.
b) Realizar personalmente la actividad mediadora, informando y explicando previamente 

a las partes todo el proceso de mediación, sus principios, efectos y coste.
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c) Utilizar el procedimiento de mediación como vía para que las partes adopten 
soluciones aceptables en el marco de la legalidad.

d) Facilitar la comunicación entre las partes.
e) Velar para que los acuerdos respeten siempre el interés superior de los menores y de 

las personas incapacitadas y dependientes.
f) Propiciar que las partes dispongan de la información y el asesoramiento suficiente para 

alcanzar los acuerdos de forma libre, voluntaria y exenta de coacciones.
g) Redactar, firmar y entregar el documento final de acuerdo, si lo hubiera.
h) Facilitar la actuación inspectora o de seguimiento de la Administración, teniendo en 

cuenta los deberes de secreto profesional y confidencialidad.
i) Prestar una atención particular a cualquier signo de violencia, física o psíquica, entre 

las partes, a fin de actuar en la forma prevista en el artículo 28.3 de esta Ley, sin perjuicio de 
lo dispuesto en los artículos 259 y 262 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

j) Comunicar a la Consejería competente en materia de Justicia, en los términos que se 
establezcan reglamentariamente, los datos de cada mediación a efectos estadísticos, 
respetando los principios establecidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

k) Suscribir un seguro de responsabilidad civil profesional.

Artículo 30.  Del número de personas mediadoras.
(Suprimido)

Artículo 31.  Registro de personas mediadoras.
1. El Registro de personas mediadoras es público y se adscribe a la Consejería 

competente en materia de Justicia.
2. Su composición, funciones, procedimiento de inscripción y emisión de certificaciones 

se determinarán reglamentariamente.
3. El órgano competente para la gestión del Registro de Personas Mediadoras recogerá 

las solicitudes de acceso al mismo y las evaluará siguiendo los criterios que, previo 
asesoramiento del Observatorio de la Mediación de la Comunidad Autónoma de Cantabria, 
determine la Consejería competente en materia de Justicia, procediendo a inscribir a quienes 
hayan acreditado el cumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo 25 de esta Ley. 
Una vez realizada la inscripción, el Registro expedirá el correspondiente certificado.

4. A efectos de información, se publicará, fomentando su difusión especialmente a través 
de Internet, un listado de las personas y de los programas y servicios públicos en materia de 
mediación.

5. La inscripción en el Registro de las personas mediadoras que desarrollen la actividad 
de mediación conforme a los dispuesto en la presente ley será voluntaria. No obstante, en 
los supuestos de mediación gratuita, la designación de la persona mediadora se efectuará 
entre aquéllas que estén inscritas en el Registro, con el procedimiento que se determine 
reglamentariamente.

Artículo 32.  Comunicación de datos.
La persona mediadora comunicará a la Consejería competente en materia de Justicia, 

directamente o a través de su colegio profesional, los datos de cada mediación a efectos 
estadísticos, respetando la confidencialidad y el anonimato de las partes.

Artículo 33.  Normas deontológicas.
Las personas mediadoras deben respetar las normas que apruebe la Consejería 

competente en materia de Justicia en relación con las responsabilidades, deberes y actividad 
del mediador y las normas deontológicas del colegio o asociación al que, en su caso, 
pertenezcan.

Artículo 34.  Causas de abstención.
1. Las personas mediadoras designadas para cada caso, en las que concurra alguna de 

las circunstancias previstas en este artículo, deberán ponerlo en conocimiento de las partes 
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y de la Administración de modo inmediato y abstenerse de intervenir en los procedimientos 
de mediación para los que fueron designadas y en los que concurra dicha circunstancia, 
salvo que las partes le exoneren de dicha abstención.

Si la designación de la persona mediadora hubiese sido señalada por la Consejería 
competente en materia de Justicia, y una vez verificada por la Administración la concurrencia 
de causa de abstención en el mediador inicialmente designado, se procederá al llamamiento 
de la nueva persona mediadora que corresponda por riguroso orden, comunicando a las 
partes tal circunstancia, según lo dispuesto en el artículo 36 de esta Ley, salvo que las partes 
le exoneren de dicha abstención.

2. Son causas de abstención:
a) Tener interés personal en el asunto objeto de mediación, o en cualquier otro que 

pueda influir directa o indirectamente en el mismo.
b) Tener cuestión litigiosa pendiente con alguna de las partes intervinientes en la 

mediación.
c) Tener vínculo de parentesco por consanguinidad hasta el cuarto grado o afinidad 

hasta el segundo con alguna de las partes intervinientes en la mediación, o con sus 
personas asesoras, representantes legales o personas mandatarias, así como compartir el 
despacho profesional o estar asociado con éstos o éstas para el asesoramiento, la 
representación o el mandato. A estos efectos, la unión de hecho inscrita en un Registro 
Público se equipara al matrimonio.

d) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas citadas en el 
apartado anterior.

e) Haber intervenido como perito o testigo en el proceso judicial previo a la mediación, de 
haber existido.

f) Tener relación de servicio con las partes intervinientes en la mediación o haberles 
prestado servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar, 
excepto servicios de mediación, en los dos años anteriores al inicio del procedimiento de 
mediación.

3. En el supuesto de que concurra alguna de las circunstancias previstas en el apartado 
2 y la persona mediadora no decline su designación, cualquiera de las partes puede, en 
cualquier momento del proceso, recusar su designación mediante escrito motivado en el que 
se haga constar la causa o causas de la recusación. La recusación será resuelta, oída la 
persona mediadora, por la Consejería competente en materia de Justicia.

4. Durante el transcurso de la mediación, o una vez finalizada ésta, la persona 
mediadora no podrá atender a las partes en una actuación profesional diferente a la de 
mediación para tratar el mismo asunto, salvo que las partes expresamente lo acepten y 
constituyan supuestos excepcionales que deberán autorizarse previamente por la Consejería 
competente en materia de Justicia.

TÍTULO III
Del procedimiento de mediación

Artículo 35.  Requisitos previos.
1. Quedando siempre a salvo el derecho constitucional a la tutela judicial efectiva, en el 

supuesto de que las situaciones objeto de mediación conlleven un proceso judicial, podrá 
convenirse por las partes la mediación antes de su iniciación, en el curso del mismo, o una 
vez concluido.

2. Si las partes acuden al procedimiento de mediación una vez iniciado un proceso 
judicial, terminado el procedimiento de mediación, corresponderá a las partes, en los 
términos previstos en la legislación estatal, comunicar al juzgado el resultado del mismo.

Artículo 36.  Procedimiento para la designación de la persona mediadora.
La persona mediadora se designa por mutuo acuerdo de las partes o por una parte con 

posterior aceptación por la otra. La designación por la Consejería competente en materia de 
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Justicia de la lista de personas mediadoras y por riguroso orden será a solicitud de ambas 
partes o a instancias de una con posterior aceptación de la otra, y en todo caso cuando una 
de las personas sea beneficiaria del derecho a la mediación gratuita.

Artículo 37.  Reunión inicial e información.
1. La persona mediadora ha de convocar a las partes a una primera reunión en la cual 

debe explicar el procedimiento, la voluntariedad, la duración, el objeto y los honorarios 
previsibles de la mediación, la posibilidad de dar por finalizada la mediación en cualquier 
momento según lo dispuesto en esta Ley y, en especial, les ha de informar de los derechos y 
deberes de la persona mediadora y de las partes.

2. En esta reunión se acordará el objeto de la mediación y se planificará el desarrollo de 
las sesiones que puedan ser necesarias. En su caso, si por los presupuestos de partida no 
se ve viable la mediación, ésta no se iniciaría. La persona mediadora, de forma razonada y 
por escrito, comunicará a las partes y al Servicio de Mediación de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria, en los casos de gratuidad, las razones por las cuales considera inviable el 
procedimiento de mediación.

Artículo 38.  Acta inicial de la reunión.
1. De la reunión inicial de la mediación se levantará un acta donde se identificará el 

objeto de la mediación y se hará constar, al menos, la fecha, los componentes que 
participan, la responsabilidad de cada persona mediadora participante, que será idéntica, la 
voluntariedad de la participación de las partes, la aceptación de las obligaciones de 
confidencialidad establecidas en esta Ley y en la normativa vigente a este respecto.

2. La persona mediadora librará un ejemplar firmado a cada una de las partes, 
conservando el original.

Artículo 39.  Duración de la mediación.
1. La duración de la mediación gratuita dependerá de la naturaleza y complejidad de los 

puntos en conflicto, no pudiendo exceder de tres meses contados desde la reunión inicial.
2. No obstante, en situaciones de mediación gratuita en que se aprecie la posibilidad de 

llegar a acuerdos y así se solicite por las partes, podrá prorrogarse la misma por un plazo 
máximo de un mes por la Consejería competente en materia de Justicia.

Artículo 40.  Audiencia y participación de terceros.
1. Cuando los acuerdos puedan interesar a otras personas, se les podrá dar previamente 

audiencia por sí o a través de sus representantes legales, en su caso.
2. La comunicación del contenido concreto de los acuerdos a los terceros será realizada 

por las partes en la mediación en presencia de la persona mediadora o, si aquéllas lo 
solicitarán, por esta última.

3. Los terceros alegarán lo que estimen oportuno en la misma forma en que se les hizo 
la comunicación.

4. En todo caso, la persona mediadora informará a las partes sobre las posibles 
consecuencias procesales derivadas de realizar o no el trámite de audiencia a los terceros 
interesados.

Artículo 41.  Acta final de la mediación.
1. De la sesión final de la mediación se levantará acta, la cual tendrá, como todo el resto 

de la información, carácter confidencial. En ella se harán constar los acuerdos totales o 
parciales a los que se llegue, o bien la imposibilidad de llegar a un acuerdo global sobre el 
objeto de la mediación sin que se haga constar la causa.

2. Esta acta, que irá firmada por las partes y la persona o personas mediadoras que 
hayan intervenido en el procedimiento, deberá utilizarse como base para que se redacten los 
documentos que según el caso corresponda y deberá regirse por lo dispuesto en la 
normativa legal aplicable.
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3. Se librará un ejemplar firmado a cada una de las partes, guardando otra la persona 
mediadora.

Artículo 42.  Contenido de los acuerdos adoptados durante la mediación.
Los acuerdos a tomar deberán tener en cuenta:
a) Que las cuestiones que se sometan a la mediación no podrán referirse en ningún caso 

a materias sobre las que las partes no tengan poder de disposición.
b) En todo caso, los acuerdos que se adopten respetarán el interés superior de las 

personas menores, en situación de dependencia o incapacitadas.
c) Los acuerdos tomados podrán ser anulados en los casos y con los procedimientos 

fijados en la legislación estatal.

Artículo 43.  Efectos de los acuerdos adoptados durante la mediación.
1. Los acuerdos adoptados durante la mediación en los ámbitos civil y social podrán, en 

su caso, ser homologados judicialmente como transaccionales, teniendo los demás efectos 
que las leyes establezcan, pudiendo igualmente ser elevados, en su caso, a escritura 
pública. La elevación a escritura pública en los casos legalmente previstos producirá los 
efectos inherentes a la misma que las leyes establecen.

2. Los acuerdos alcanzados en un procedimiento administrativo se insertarán en el 
mismo con carácter previo a la resolución que les ponga fin.

3. Los acuerdos alcanzados en el ámbito penal deberán ser trasladados al procedimiento 
penal en cuyo seno se adopten para surtir efectos, en caso de existir procedimiento en 
curso, en aquellos aspectos en que exista capacidad dispositiva de las partes afectadas.

TÍTULO IV
De las infracciones y sanciones

CAPÍTULO I
Criterio general

Artículo 44.  Responsabilidad de las personas intervinientes en un procedimiento de 
mediación.

El incumplimiento de los deberes previstos en la presente Ley que atañen a las personas 
mediadoras o a las partes en la mediación, en cuanto supongan actuaciones u omisiones 
constitutivas de infracción administrativa, conllevará las sanciones que correspondan en 
cada caso, previa instrucción de un expediente contradictorio por el órgano competente de la 
Administración.

CAPÍTULO II
De las infracciones

Artículo 45.  Tipos de infracciones.
Sin perjuicio de la eventual responsabilidad penal, las infracciones cometidas por las 

personas mediadoras en el ejercicio de su función podrán ser leves, graves o muy graves.

Artículo 46.  Infracciones leves.
Son infracciones leves:
a) No facilitar copia a las partes de cualesquiera documentos del expediente.
b) No comunicar a las partes las causas justificadas por las que se renuncia al 

procedimiento de mediación.
c) La dilación injustificada del procedimiento.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 231  Ley de Mediación de la Comunidad Autónoma de Cantabria

– 855 –



d) El incumplimiento de la obligación de remisión del dato estadístico a la Consejería 
competente en materia de Justicia de la Comunidad Autónoma de Cantabria

e) El incumplimiento de cualquier otro deber que incumba a la persona mediadora que 
no esté calificado como infracción grave o muy grave.

Artículo 47.  Infracciones graves.
Son infracciones graves:
a) Incumplir el deber de imparcialidad de forma que cause un perjuicio constatable y 

objetivo a cualquiera de las partes.
b) La intervención en un procedimiento de mediación cuando concurra causa de 

abstención y no se lo haya comunicado a las partes.
c) El abandono de la mediación sin causa justificada.
d) El abandono de la mediación sin ponerlo en conocimiento de las partes o sin 

comunicarlo motivadamente a la Consejería competente en materia de Justicia.

Artículo 48.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves:
a) El abandono de la mediación sin causa justificada que suponga grave perjuicio para 

las partes o terceros.
b) El abandono de la mediación que suponga grave perjuicio para las partes o terceros, 

sin ponerlo en conocimiento de las partes o sin comunicarlo motivadamente a la Consejería 
competente en materia de Justicia.

c) Participar en procedimientos de mediación estando suspendido temporalmente.
d) El cobro de honorarios añadidos a los correspondientes a la mediación gratuita 

cuando ésta se haya concedido.
e) No cumplir con el deber de confidencialidad y reserva de acuerdo con los términos 

establecidos en la presente Ley.
f) No poner fin a la mediación en los supuestos contemplados en el artículo 5, apartados 

4 y 5 de esta Ley.

Artículo 49.  Reincidencia.
Se considera que existe reincidencia cuando el responsable de la infracción haya sido 

sancionado mediante resolución firme en vía administrativa, por la comisión de otra 
infracción de la misma naturaleza en el plazo de un año a contar desde el mismo día de su 
notificación.

CAPÍTULO III
De las sanciones

Artículo 50.  Tipos de sanciones.
1. Las sanciones administrativas previstas en la presente Ley serán impuestas según la 

calificación de la infracción:
a) En los casos de infracciones leves, la sanción consistirá en amonestación por escrito 

o suspensión temporal de hasta un mes para poder actuar como persona mediadora.
b) Si se trata de infracciones graves, suspensión temporal para poder actuar como 

persona mediadora por un período de un mes y un día, hasta un año.
c) En los supuestos de infracciones muy graves, suspensión temporal para poder actuar 

como persona mediadora por un período de un año y un día a tres años o la baja definitiva 
en el Registro de Personas Mediadoras.

2. En todo caso, procederá la devolución de las cantidades indebidamente percibidas sin 
perjuicio del resarcimiento de los demás daños y perjuicios causados.

3. Todas las sanciones que adquieran firmeza en vía administrativa, se consignarán en el 
Registro de Personas Mediadoras.
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Artículo 51.  Graduación de las sanciones.
Para la graduación de las sanciones se tendrán en cuenta las siguientes circunstancias:
a) El grado de intencionalidad o negligencia de la acción.
b) La gravedad del riesgo o perjuicio causado.
c) El incumplimiento de advertencias y requerimientos previos.
d) El número de personas afectadas por la infracción, o la relevancia o trascendencia 

social de los hechos.
e) El beneficio económico obtenido.
f) La medida en que el incumplimiento haya afectado a los intereses y bienestar de las 

personas menores o en situación de dependencia implicadas en el conflicto.
g) La reincidencia, tal y como se define en el artículo 49 de esta Ley.

Artículo 52.  De la prescripción de las infracciones y de las sanciones.
Las infracciones y sanciones a que se refiere la presente ley prescribirán en los plazos 

fijados en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

CAPÍTULO IV
Del procedimiento sancionador

Artículo 53.  Competencia para la instrucción del procedimiento sancionador.
1. La instrucción del expediente sancionador se realizará por parte del órgano 

competente de la Administración autonómica.
2. La Consejería competente en materia de Justicia será competente para la imposición 

de las sanciones administrativas previstas en la presente Ley, previa instrucción del oportuno 
procedimiento.

3. La competencia para la iniciación e instrucción del procedimiento sancionador 
corresponderá, en este caso, a la Dirección General con atribuciones en materia de Justicia. 
Al titular de la Consejería competente en materia de Justicia le corresponderá imponer las 
sanciones previstas en esta Ley por faltas muy graves y al Director General las restantes.

Artículo 54.  Procedimiento sancionador.
El ejercicio de la potestad sancionadora se llevará a cabo de acuerdo con lo dispuesto 

en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y demás disposiciones que sean de aplicación.

Disposición adicional única.  Mediación en el ámbito sanitario.
La mediación como sistema de resolución extrajudicial de conflictos en el ámbito 

sanitario se regirá por su normativa específica, sin perjuicio de la aplicación supletoria de la 
presente Ley en cuanto resulte compatible con su naturaleza.

Disposición transitoria única.  Régimen aplicable a las personas mediadoras que hayan 
ejercido la mediación con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley.

Quienes hayan ejercido funciones asimilables a la mediación con anterioridad a la 
entrada en vigor de la presente Ley y cumplan los requisitos de formación exigidos 
reglamentariamente por la Consejería competente en materia de Justicia, podrán solicitar su 
inscripción en el Registro de Personas Mediadoras. En todo caso, podrá exigirse la 
realización de complementos de formación como requisito previo a la inscripción.

Disposición final primera.  Habilitación para el desarrollo de la ley.
1. Se autoriza al Consejo de Gobierno y al Consejero competente en materia de Justicia 

para que en el ámbito de sus competencias dicten cuantas disposiciones reglamentarias 
estimen necesarias para el desarrollo y aplicación de la presente ley.
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2. Las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución de la presente ley, salvo 
aquellas que afecten a la mediación gratuita extrajudicial, deberán estar aprobadas antes del 
1 de enero de 2018.

3. El derecho a la mediación gratuita intrajudicial sólo podrá reconocerse una vez que se 
produzca su desarrollo reglamentario.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor al mes siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial 

de Cantabria».
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§ 232

Ley 6/2013, de 6 de noviembre, de Cooperativas de Cantabria. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cantabria
«BOCT» núm. 221, de 18 de noviembre de 2013
«BOE» núm. 284, de 27 de noviembre de 2013
Última modificación: 30 de diciembre de 2020

Referencia: BOE-A-2013-12424

TÍTULO I
De la Sociedad Cooperativa. Normas comunes

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la constitución de la Sociedad Cooperativa

[ . . . ]
Artículo 15.  Estatutos sociales.

1. Los estatutos de las sociedades cooperativas deberán regular, como mínimo, las 
siguientes materias:

a) Denominación y clase de sociedad cooperativa, el domicilio social, la duración y la 
actividad o actividades que desarrollarán para el cumplimiento de sus fines sociales.

b) Ámbito territorial de actuación.
c) Capital social mínimo.
d) La aportación obligatoria inicial para ser socio y la parte de la misma que debe 

desembolsarse en el momento de la suscripción, así como la forma y plazos de desembolso 
del resto de la aportación.

e) Los requisitos objetivos para la admisión de socios. Clases de socios, requisitos y 
procedimiento de admisión, baja voluntaria y obligatoria, así como las causas justificadoras o 
no de las mismas.

f) Derechos y deberes de los socios, indicando el compromiso o la participación mínima 
en las actividades de la cooperativa.

g) Las normas de disciplina social, el establecimiento de infracciones y sanciones, el 
procedimiento disciplinario, el régimen de recursos y el régimen de impugnación de actos y 
acuerdos.

h) Convocatoria, régimen de funcionamiento y adopción de acuerdos de la asamblea 
general.

i) La creación y el régimen de las secciones, en su caso.
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j) Composición del consejo rector y duración del cargo de sus miembros, así como la 
elección, sustitución y remoción de éstos.

k) Aportación obligatoria mínima al capital social, forma de acreditación y plazo de 
desembolso de las aportaciones, sistema de transmisión de las mismas, devengo o no de 
intereses de las aportaciones y régimen de reembolso.

l) Normas para distribuir los excedentes e imputar las pérdidas del ejercicio, 
determinando los porcentajes mínimos a destinar a fondos sociales obligatorios.

m) Cláusula de sometimiento al arbitraje cooperativo.
n) Cualquier otra exigencia impuesta por la presente Ley y el resto de la normativa 

vigente.
2. Los estatutos podrán ser desarrollados a través del reglamento de régimen interno, 

que deberá ser aprobado por la asamblea general, a propuesta del consejo rector.

[ . . . ]
CAPÍTULO VIII

De la disolución y liquidación

[ . . . ]
Sección II. De la liquidación

[ . . . ]
Artículo 95.  Estatuto jurídico y funciones de los liquidadores.

1. Serán de aplicación a los liquidadores las normas establecidas para el consejo rector 
que no se opongan a lo dispuesto en esta sección.

2. Salvo disposición contraria en los estatutos sociales, los liquidadores ejercerán su 
cargo por tiempo indefinido.

3. Transcurrido dos años desde la apertura de la liquidación sin que se haya sometido a 
la aprobación de la asamblea general el balance final de la liquidación, cualquier socio, o 
persona con interés legítimo podrá solicitar del órgano jurisdiccional competente la 
separación de los liquidadores. El juez, previa audiencia de éstos, podrá acordar la 
separación si no existiere causa que justifique la dilación y nombrará liquidadores a la 
persona o personas que tenga por conveniente, fijando su régimen de actuación. Contra la 
resolución por la que se acuerde la separación y el nombramiento de liquidadores, no cabrá 
recurso alguno.

4. La separación de los liquidadores podrá ser acordada por la asamblea general aún 
cuando no conste en el orden del día, salvo que aquellos hubiesen sido designados por el 
procedimiento establecido en el apartado anterior, en cuyo caso solo podrá ser decidida por 
el juez, a solicitud fundada de socios que representen el veinte por ciento del total de los 
votos sociales.

5. Corresponde a los liquidadores de la sociedad, la gestión y representación de la 
cooperativa en liquidación, y en particular:

a) Velar por la integridad del patrimonio social.
b) Llevar la contabilidad de la sociedad y custodiar los libros y correspondencia de la 

sociedad.
c) Concluir las operaciones pendientes y realizar las nuevas que sean necesarias para la 

liquidación de la sociedad.
d) Reclamar y percibir los créditos y pagar las deudas sociales.
e) Enajenar los bienes sociales.
f) Concertar transacciones y arbitrajes cuando así convenga a los intereses sociales.
g) Adjudicar el haber social a quien corresponda.
h) Ostentar la representación de la sociedad cooperativa en juicio y fuera de él para el 

cumplimiento de las funciones que tiene encomendadas.
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i) En caso de insolvencia de la cooperativa, solicitar la declaración de concurso conforme 
a lo dispuesto en la legislación concursal.

[ . . . ]
TÍTULO III

De las cooperativas y la administración

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Consejo Cántabro de la Economía Social

Artículo 142.  Concepto y naturaleza.
1. El Consejo Cántabro de la Economía Social es el órgano máximo de promoción y 

difusión del cooperativismo en Cantabria, con funciones de carácter consultivo y asesor para 
las actividades relacionadas con la economía social.

2. Estará adscrito a la Consejería competente en materia de economía social y actuará 
como órgano de colaboración y coordinación entre el movimiento asociativo y la 
administración autonómica.

Artículo 143.  Funciones, composición y funcionamiento.
1. Corresponden al Consejo Cántabro de la Economía Social las siguientes funciones:
a) Facilitar y colaborar en la investigación, planificación y ejecución de los programas de 

desarrollo y fomento del cooperativismo, así como promover la educación y formación 
cooperativa.

b) Elaborar propuestas y dictámenes en relación con las cuestiones que afecten al 
cooperativismo.

c) Emitir informe sobre los proyectos de disposiciones legales y reglamentarias y demás 
normas que afecten directamente a la economía social o a sus organizaciones, así como 
procurar su difusión.

d) Conciliar y ejercer el arbitraje en las cuestiones litigiosas que se planteen entre 
cooperativas, entre éstas y sus socios, o en el seno de las mismas entre sus socios, cuando 
ambas partes lo soliciten o bien estén obligadas a tenor de lo establecido en sus estatutos 
sociales.

e) Colaborar en la elaboración de proposiciones sobre cualquier disposición legal o 
reglamentaria que afecten a entidades de la economía social.

f) Realizar estudios sobre cuestiones y problemas que afecten a la economía social.
2. El Consejo Cántabro de la Economía Social tendrá la siguiente composición:
– El presidente, que será el titular de la Consejería competente en materia de economía 

social.
– El vicepresidente, que será el titular de la dirección general competente en materia de 

economía social.
– Cuatro vocales designados por la Consejería competente en materia de economía 

social.
– Seis vocales propuestos por las entidades asociativas de economía social de ámbito 

regional, en función de su representatividad e implantación territorial. Al menos, deberán 
estar representadas las sociedades cooperativas, sociedades laborales, centros especiales 
de empleo, empresas de inserción.

– Dos vocales designados por el titular de la Consejería competente en materia de 
economía social, entre personas con reconocido prestigio en el ámbito de la economía 
social.

– Cuatro vocales propuestos por las organizaciones empresariales y sindicatos de 
trabajadores que, en ambos casos, ostenten la condición de más representativos de acuerdo 
con la legislación laboral.
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Actuará como secretario del Consejo Cántabro de Fomento de la Economía Social, con 
voz, pero sin voto, un funcionario de la Consejería competente en materia de economía 
social, designado por el presidente del Consejo.

El mandato de los vocales del Consejo tendrá una duración de cuatro años. Su 
nombramiento se realizará por el presidente, a propuesta de la Consejería o de las entidades 
asociativas de economía social. La duración del mandato podrá renovarse sucesivamente.

3. El Consejo funcionará en pleno, sin perjuicio de que puedan crearse comisiones de 
trabajo para materias específicas, conforme a lo previsto en la normativa aprobada 
reglamentariamente.

[ . . . ]
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§ 233

Ley 1/2014, de 17 de noviembre, de Transporte de Viajeros por 
Carretera. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cantabria
«BOCT» núm. 231, de 1 de diciembre de 2014
«BOE» núm. 301, de 13 de diciembre de 2014
Última modificación: 30 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2014-12975

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Competencias, personas usuarias y financiación

[ . . . ]
Sección 2.ª Órganos y usuarios

Artículo 8.  Junta Arbitral del Transporte.
1. La Junta Arbitral del Transporte es un instrumento de protección y defensa de las 

partes que intervienen en el contrato de transporte, las cuales pueden acudir a ella, así como 
cualquier otra persona que ostente un interés legítimo, para la resolución de las 
controversias de carácter mercantil que surjan en relación con su cumplimiento.

2. Quedarán sometidos al arbitraje de la Junta Arbitral del Transporte de Cantabria todos 
los servicios de transporte de personas regulados por la presente Ley, en los términos 
establecidos en la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres 
y sus normas de desarrollo.

[ . . . ]
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§ 234

Ley 9/2018, de 21 de diciembre, de Garantía de los Derechos de las 
Personas con Discapacidad. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cantabria
«BOCT» núm. 8, de 11 de enero de 2019
«BOE» núm. 33, de 7 de febrero de 2019

Última modificación: 29 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2019-1630

[ . . . ]
TÍTULO II

Medidas de garantía de los derechos de las personas con discapacidad

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Medidas en el acceso a la justicia

[ . . . ]
Artículo 41.  Arbitraje.

1. La Administración de la Comunidad de Cantabria dotará de los medios y recursos 
necesarios para garantizar la aplicación del sistema arbitral para la resolución de quejas y 
reclamaciones en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 
por razón de discapacidad.

2. Reglamentariamente, se establecerá la forma de aplicación del sistema arbitral, que 
contará con la participación de las entidades representativas de las personas con 
discapacidad y sus familias y de los demás sectores afectados.

[ . . . ]
Disposición adicional tercera.  Sistema arbitral.

1. La puesta en funcionamiento del sistema arbitral previsto en el artículo 41 se producirá 
una vez implantado aquel a nivel estatal.

2. En el plazo de un año desde dicha implantación, el Gobierno de Cantabria, previa 
audiencia de los sectores interesados y las organizaciones más representativas de las 
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personas con discapacidad y sus familias, establecerá mediante Decreto este sistema 
arbitral.

[ . . . ]
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§ 235

Ley 4/2001, de 2 de julio, de Cooperativas de La Rioja. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de La Rioja
«BOR» núm. 82, de 10 de julio de 2001
«BOE» núm. 172, de 19 de julio de 2001

Última modificación: 30 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2001-13944

[ . . . ]
TÍTULO II

Disposiciones especiales

CAPÍTULO I
De las clases de cooperativas

[ . . . ]
Artículo 109.  Cuestiones contenciosas.

1. Las cuestiones contenciosas que se susciten entre la cooperativa y sus socios 
trabajadores, por su condición de tales, se resolverán aplicando, con carácter preferente, 
esta Ley, los Estatutos y el reglamento de régimen interno de la cooperativa, los acuerdos 
válidamente adoptados por los órganos sociales de la misma, los principios cooperativos y 
subsidiariamente las disposiciones de la legislación laboral. El orden competente para 
conocer de estas cuestiones será el Orden Social.

2. Los conflictos que no vengan afectados por la aportación del trabajo del socio o sus 
efectos, ni comprometidos sus derechos en cuanto aportantes del trabajo, estarán sometidos 
a la Jurisdicción del Orden Civil.

3. El planteamiento de cualquier demanda por parte del socio en las cuestiones a las que 
se refiere el número 1 de este artículo, exigirá el agotamiento previo de la vía cooperativa, 
que suspenderá el cómputo de plazos de prescripción o caducidad para el ejercicio de 
acciones o de afirmación de los derechos, pudiendo el socio realizar una conciliación previa 
ante la asociación o unión de cooperativas a la que pudiera estar asociada la sociedad 
cooperativa afectada por la cuestión litigiosa.

[ . . . ]
Sección 14.ª De las cooperativas de viviendas en cesión de uso
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Artículo 129 ter.  Cooperativas de vivienda en cesión de uso.
1. Son cooperativas de viviendas de cesión de uso las que conservan la propiedad en 

pleno dominio o cualquier otro derecho sobre el suelo y/o la edificación, y procuran a precio 
de coste a las personas socias usuarias y, en su caso, al resto de miembros de la unidad de 
convivencia el uso particular de las viviendas como residencia habitual y permanente, el uso 
de dependencias susceptibles de aprovechamiento particular, junto con el uso compartido de 
los espacios y dependencias comunes, que deberá ser regulado bien en los estatutos o 
reglamento.

Estas cooperativas administran, gestionan, conservan y mejoran el conjunto de la 
edificación, repercutiendo a las personas socias la parte correspondiente de estos costes. A 
estos efectos, la cooperativa tiene la consideración de consumidor final. A efectos fiscales 
estas cooperativas tienen la consideración de cooperativas de consumo.

2. Las cooperativas de viviendas en cesión de uso han de reunir las siguientes 
características:

a) Las personas socias usuarias podrán ser de colectivos específicos (mayores, 
diversidad funcional, etc.) o generales.

b) Han de prestar servicios para satisfacer necesidades colectivas.
c) Deben cumplir los requisitos exigidos para las cooperativas configuradas como las 

demás entidades sin ánimo de lucro.
d) El derecho de uso de la persona socia sobre las viviendas o las dependencias 

susceptibles de aprovechamiento particular se configura como un derecho de naturaleza 
personal y societaria, no real, y es intransmisible por actos inter vivos o mortis causa, salvo 
en los supuestos y los procedimientos contemplados en esta ley.

e) Se entienden por unidades de convivencia las formadas por las personas usuarias 
adscritas a una vivienda. Al menos una de ellas ha de ser socia usuaria de la cooperativa. 
Los estatutos o los reglamentos de la cooperativa regularán los derechos y obligaciones de 
todas las personas usuarias, socias o no. El régimen de derechos y obligaciones, así como 
las normas de disciplina social contempladas en las normas cooperativas relativos al 
régimen de uso de las viviendas y el resto de dependencias comunes serán aplicables a 
todas las personas que conviven en el edificio, tanto a las socias como a los demás 
miembros de las unidades de convivencia.

3. Limitaciones de las cooperativas de viviendas en cesión de uso:
a) No podrán adjudicar a las personas socias la propiedad ni ningún derecho real sobre 

las viviendas o cualquier dependencia susceptible de aprovechamiento particular.
b) En caso de disolución, las viviendas y demás dependencias susceptibles de 

aprovechamiento particular se han de traspasar a otra cooperativa de la misma clase, a las 
entidades que las agrupen o a otras entidades no lucrativas que tengan por objeto social la 
vivienda asequible en régimen de cesión de uso, para continuar destinándolas a residencia 
habitual y permanente de las personas socias y los miembros de su unidad de convivencia, 
en régimen de cesión de uso.

c) No se pueden transformar en ningún otro tipo de sociedad, ni en ninguna otra clase de 
cooperativa. En caso de fusión o de escisión de estas cooperativas, si la cooperativa 
resultante fuera de otra clase, las viviendas y las otras dependencias susceptibles de 
aprovechamiento privativo se tienen que traspasar a otra u otras cooperativas o a las 
entidades que las agrupen de acuerdo con el apartado anterior.

d) No pueden llevar a cabo la división horizontal del edificio, salvo en los siguientes 
supuestos:

Cuando el edificio ya se encuentre sujeto a división horizontal.
Cuando lo exija una norma legal o reglamentaria.
Cuando sea imprescindible para la obtención de financiación.
En ningún caso la división horizontal conllevará la adjudicación a la persona socia de la 

propiedad ni de ningún derecho real sobre la vivienda ni sobre la finca en su conjunto. Las 
limitaciones recogidas en este artículo se han de inscribir en el Registro de la Propiedad.
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Artículo 129 quater.  Aportaciones al capital y otras aportaciones obligatorias de cesión de 
uso.

1. Las aportaciones obligatorias al capital social y las aportaciones obligatorias de las 
personas socias para financiar la construcción no pueden ser superiores, en conjunto, al 
30 % de los costes de la promoción.

2. Las personas socias usuarias que ingresen con posterioridad solo podrán ser 
obligadas a efectuar las aportaciones previstas en el apartado anterior, actualizadas, en su 
caso, de acuerdo con el Índice General de Precios al Consumo.

3. Las personas socias usuarias están obligadas a los pagos periódicos que acuerde la 
asamblea general o, en su caso, la asamblea de cada proyecto para soportar los costes de 
la cooperativa.

4. Asimismo, las personas socias usuarias tienen que hacer frente al pago de los costes 
de los otros bienes y servicios que les suministre la cooperativa.

Sección 15.ª De las cooperativas de energía

Artículo 129 quinquies.  Cooperativas de energía.
1. Son cooperativas de energía las que desarrollan su actividad en el área de la energía, 

además de poder realizar actividades complementarias y conexas. Esta categoría de 
cooperativas sirve para vehicular la creación de comunidades energéticas. Para ello deben 
poder conservar su autonomía respecto de sus propias personas socias y de otros actores 
habituales en el mercado, que cooperan de otras formas, como, por ejemplo, mediante la 
inversión.

2. Pueden estar constituidas por personas, tanto físicas como jurídicas, de ámbito 
público y privado, que podrán adquirir el tipo de condición de persona socia que le competa, 
contempladas en cualquier tipo de cooperativas contenidas en esta ley.

3. Las personas físicas y jurídicas pueden ser titulares de derechos de uso y 
aprovechamiento de energía u otros bienes inmuebles susceptibles para el desarrollo y 
despliegue de tecnologías, con derechos que pueden ser cedidos a la cooperativa, en 
consecuencia, adquirirán la condición de personas socias cedentes a la cooperativa.

4. Para el cumplimiento de su objeto, las cooperativas de energía podrán desarrollar, 
entre otras, las siguientes actividades:

a) La producción y generación de energía con todo tipo de fuentes de energía, tanto 
destinada al consumo de las personas socias consumidoras como a su comercialización.

b) El impulso, el diseño, la instalación y la gestión de todo tipo de proyectos, 
instalaciones dirigidas tanto a la generación como distribución de energía con todo tipo de 
fuentes, incluidos el ahorro y eficiencia energéticos, servicios de agregación, de gestión de la 
demanda, otros servicios energéticos, así como en cualquier proyecto de sustitución de 
fuentes energéticas no renovables, realizado tanto con recursos propios, como ajenos.

c) La reducción de consumo de energía a través de medidas de eficiencia energética, 
formación, información y servicios de asesoramiento, así como intervenciones en el ámbito 
de la rehabilitación parcial, profunda e integral en edificios.

d) Las acciones necesarias para la reducción de la dependencia energética en materia 
de movilidad. Analizar la viabilidad de proyectos orientados al uso de vehículos públicos y 
compartidos. Fomentar puntos de recarga de vehículos eléctricos en la calle. Promover 
planes y servicios específicos que prioricen el desplazamiento a pie, en bicicleta o medio 
mecánico sin uso de ningún sistema auxiliar.

e) El fomento y desarrollo de actividades encaminadas a reducir y minimizar el impacto 
del consumo energético de las personas socias.

f) La integración de colectivos vulnerables, basados en los principios cooperativos 
universales, realizando actuaciones que reduzcan su dependencia energética y mejoren su 
calidad de vida.

g) Las acciones de intercooperación, colaboración, intercambio de experiencias, con 
otras entidades similares, como pueda ser la creación y participación en cooperativas de 
segundo grado y redes.

h) La participación en otras sociedades de forma directa o indirecta.
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i) Todas las actividades que la legislación vigente, europea, estatal o autonómica y la que 
se pueda promulgar en un futuro y que, en su posible evolución futura, reserve a las 
llamadas “comunidades energéticas”.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Del asociacionismo cooperativo

[ . . . ]
Artículo 133.  Funciones.

Corresponde a las entidades asociativas reguladas en este capítulo, entre otras, las 
siguientes funciones:

a) Representar y defender los intereses generales de las cooperativas y de sus socios 
ante las administraciones públicas y ante cualesquiera otras personas físicas o jurídicas y 
ejercer, en su caso, las acciones legales pertinentes.

b) Organizar, facilitar y financiar servicios de asesoramiento, de verificación de cuentas y 
de asistencia jurídica y técnica, así como aquellos otros servicios que sean convenientes o 
necesarios para sus miembros.

c) Fomentar la formación y promoción cooperativa.
d) Ejercer la conciliación en los conflictos surgidos entre las cooperativas que asocien o 

entre éstas y sus socios.
e) Participar, cuando la Administración pública lo solicite o así se encuentre regulado, en 

las instituciones y organismos públicos, en orden al perfeccionamiento del régimen legal e 
instituciones del ordenamiento socioeconómico.

f) Ejercer cualquier actividad de naturaleza análoga.

[ . . . ]
Disposición adicional séptima.  Arbitraje.

1. Las discrepancias o controversias que puedan plantearse en las cooperativas, entre el 
Consejo Rector o los apoderados, el Comité de Recursos y los socios, incluso en el período 
de liquidación, podrán ser sometidas a arbitraje de derecho regulado por la Ley 36/1998, de 
5 de diciembre, de Arbitraje; no obstante, si la discrepancia afectase sustancialmente a los 
principios cooperativos podrá acudirse al arbitraje de equidad.

2. Dado el carácter negocial y dispositivo de los acuerdos sociales, no quedan excluidas 
de la posibilidad anterior ni las pretensiones de nulidad de la Asamblea General, ni la 
impugnación de acuerdos asamblearios o rectores; pero el árbitro no podrá pronunciarse 
sobre aquellos extremos que, en su caso, estén fuera del poder de disposición de las partes.

[ . . . ]
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§ 236

Ley 11/2005, de 19 de octubre, de Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de La Rioja
«BOR» núm. 141, de 25 de octubre de 2005

«BOE» núm. 270, de 11 de noviembre de 2005
Última modificación: 30 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2005-18493

[ . . . ]
TÍTULO II

Protección y defensa del patrimonio

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De las limitaciones a la disponibilidad de los bienes y derechos

[ . . . ]
Artículo 48.  Transacción y arbitraje.

No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los bienes y derechos del 
Patrimonio de la Comunidad Autónoma de La Rioja, ni someter a arbitraje las contiendas que 
se susciten sobre los mismos, sino mediante acuerdo del Gobierno de La Rioja, a propuesta 
del Consejero competente en materia de Hacienda, previo dictamen del Consejo Consultivo 
de La Rioja de conformidad con su normativa reguladora.

[ . . . ]
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§ 237

Ley 8/2006, de 18 de octubre, de transporte interurbano por carretera 
de La Rioja. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de La Rioja
«BOR» núm. 140, de 24 de octubre de 2004

«BOE» núm. 275, de 17 de noviembre de 2006
Última modificación: 22 de octubre de 2014

Referencia: BOE-A-2006-20004

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Planificación, ordenación y coordinación. Órganos de gestión, participación y 
arbitraje

[ . . . ]
Sección 2.ª Órganos de gestión, participación y arbitraje

[ . . . ]
Artículo 11.  Junta Arbitral de Transporte de La Rioja.

1. La Junta Arbitral de Transporte de La Rioja es un instrumento de protección y defensa 
de las partes intervinientes en el transporte en el ámbito mercantil.

2. La Junta Arbitral de Transporte se regirá por lo previsto en la legislación estatal y, en 
concordancia con la misma, en la normativa reglamentaria de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja.

[ . . . ]
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§ 238

Ley 5/2013, de 12 de abril, para la defensa de los consumidores en la 
Comunidad Autónoma de La Rioja. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de La Rioja
«BOR» núm. 49, de 19 de abril de 2013
«BOE» núm. 101, de 27 de abril de 2013

Última modificación: 30 de diciembre de 2013
Referencia: BOE-A-2013-4464

[ . . . ]
TÍTULO II

Derechos de los consumidores

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Protección jurídica, administrativa y técnica

[ . . . ]
Artículo 39.  Mediación.

Las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja propiciarán la 
puesta a disposición, tanto a los consumidores como a los profesionales y empresarios, de 
mecanismos de resolución voluntaria de reclamaciones en materia de consumo, sin perjuicio 
de las actuaciones de inspección y sanción que puedan corresponder a las mismas.

Artículo 40.  Arbitraje de consumo.
1. El Gobierno de La Rioja participará en el Sistema Arbitral de Consumo, fomentando su 

implantación con el fin de posibilitar el acceso de todos los ciudadanos al arbitraje en materia 
de consumo en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma.

2. Las administraciones públicas fomentarán, en sus respectivos ámbitos de actuación, 
que las entidades o empresas públicas que dependan de ellas y las entidades o empresas 
privadas que gestionen servicios públicos que perciban ayudas o subvenciones públicas se 
adhieran al Sistema Arbitral de Consumo.

3. Los establecimientos o empresas que estén adheridos al Sistema Arbitral de Consumo 
lo anunciarán mediante el correspondiente distintivo. La ostentación del distintivo de 
adhesión al Sistema Arbitral de Consumo, sin encontrarse adherido, será constitutivo de 
infracción administrativa en materia de defensa del consumidor.

[ . . . ]
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§ 239

Ley 11/2013, de 21 de octubre, de Hacienda Pública de La Rioja. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de La Rioja
«BOR» núm. 134, de 25 de octubre de 2013

«BOE» núm. 268, de 8 de noviembre de 2013
Última modificación: 30 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2013-11692

[ . . . ]
TÍTULO I

Del régimen jurídico de la Hacienda Pública Autonómica

CAPÍTULO I
Los derechos de la Hacienda Pública Autonómica

Sección 1.ª Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 9.  Límites a que están sujetos los derechos de la Hacienda Pública Autonómica.

1. No se podrán enajenar, gravar ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda 
Pública Autonómica fuera de los casos regulados por las leyes.

2. Tampoco se concederán exenciones, condonaciones, rebajas ni moratorias en el pago 
de los derechos a la Hacienda Pública Autonómica, sino en los casos y formas que 
determinen las leyes, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 20 de esta ley.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 3 del artículo 12 de esta ley, no se podrá 
transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda Pública, ni someter 
a arbitraje las contiendas que se susciten respecto de los mismos, sino mediante acuerdo de 
Consejo de Gobierno, a propuesta de la consejería competente en materia de hacienda, 
previo dictamen del Consejo Consultivo.

No será preciso el dictamen del Consejo Consultivo cuando se trate de acuerdos 
formalizados en el seno de un procedimiento de mediación judicial en el ámbito contencioso-
administrativo.

[ . . . ]
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TÍTULO IV
Del endeudamiento y los avales de la Comunidad Autónoma de La Rioja

CAPÍTULO I
Del endeudamiento

[ . . . ]
Artículo 95.  Competencia para la autorización y formalización de las operaciones de 
endeudamiento.

1. Con las limitaciones que se derivan de los artículos anteriores, corresponde al 
Consejo de Gobierno autorizar las operaciones financieras por plazo superior a un año, así 
como acordar operaciones de refinanciación e intercambio financiero.

2. Corresponde al titular de la consejería con competencias en materia de hacienda 
aprobar y contratar las operaciones de endeudamiento, así como establecer los 
procedimientos a seguir para la formalización de tales operaciones y para el ejercicio de las 
competencias que figuran en los artículos siguientes.

3. El titular de la consejería con competencias en materia de hacienda podrá autorizar la 
negociación provisional por el director general competente en materia de política financiera 
de las operaciones señaladas en el artículo anterior, cuya efectiva realización quedará sujeta 
a la posterior autorización definitiva por el titular de la consejería. En el correspondiente 
expediente quedará adecuada constancia de las cláusulas y condiciones mencionadas en el 
apartado precedente, así como del procedimiento y circunstancias de la adjudicación de la 
operación.

4. Las operaciones relativas a la Deuda Pública Autonómica se realizarán en los 
mercados financieros conforme a las normas, reglas, técnicas, condiciones y cláusulas 
usuales en tales mercados, pudiendo acordar el sometimiento a arbitraje o la remisión a la 
legislación o tribunales extranjeros, siempre que se observe lo dispuesto en el artículo 29 de 
esta ley.

5. En todo caso, la orden en la que se disponga la creación de Deuda Pública 
Autonómica incluirá las cláusulas de acción colectiva adoptadas en virtud de lo previsto en el 
artículo 12.3 del Tratado Constitutivo del Mecanismo Europeo de Estabilidad, 
reconociéndose la legitimación, en juicio y fuera de él, a quienes fueren designados, por los 
procedimientos en ellas establecidos, representantes de los tenedores de los títulos 
emitidos.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De los avales de la Comunidad Autónoma de La Rioja

[ . . . ]
Artículo 108.  Formalización de los avales.

1. El otorgamiento de avales de la Administración General de la Comunidad Autónoma 
de La Rioja deberá ser acordado, en su caso, por el titular de la consejería con 
competencias en materia de hacienda, quien, sin perjuicio de los límites que puedan haberse 
establecido en la preceptiva autorización del Consejo de Gobierno o de la correspondiente 
ley, podrá convenir las cláusulas que resulten usuales en los mercados financieros.

2. En particular, podrá acordar excepcionalmente, en los avales que garanticen 
operaciones de crédito exterior, el sometimiento a arbitraje o la remisión a la legislación o a 
tribunales extranjeros, siempre que se observe lo dispuesto en el artículo 29 de esta ley.

3. Los avales se presumirán otorgados con carácter subsidiario, salvo que al concederse 
se hubiera dispuesto expresamente otra cosa.
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4. Podrá renunciarse al beneficio de excusión establecido en el artículo 1830 del Código 
Civil.

[ . . . ]
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§ 240

Ley 1/2015, de 23 de marzo, del ejercicio físico y del deporte de La 
Rioja. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de La Rioja
«BOR» núm. 40, de 25 de marzo de 2015
«BOE» núm. 90, de 15 de abril de 2015
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2015-4028

[ . . . ]
TÍTULO X

Justicia deportiva, régimen disciplinario y Tribunal del Deporte de La Rioja

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Tribunal del Deporte de La Rioja

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 176.  Naturaleza.
El Tribunal del Deporte de La Rioja es un órgano colegiado de ámbito autonómico, 

adscrito orgánicamente a la consejería competente en materia de deporte.
En el ejercicio de sus funciones actuará con total independencia, no estando sometido 

jerárquicamente a ningún órgano de la Administración de la Comunidad Autónoma.

Artículo 177.  Composición.
1. El Tribunal del Deporte de La Rioja se compone de cinco miembros juristas de alto 

nivel o personas de reconocido prestigio en el mundo del deporte y un secretario con voz 
pero sin voto, nombrados por el consejero competente en materia deportiva de la siguiente 
forma:

a) Uno a propuesta del Colegio de Abogados de La Rioja.
b) Uno a propuesta del Colegio de Procuradores de La Rioja.
c) Uno a propuesta de la Federación Riojana de Municipios.
d) Dos por libre designación del consejero en materia de deportes.
2. El secretario del Tribunal será nombrado por el consejero competente en materia 

deportiva de entre los funcionarios adscritos a su consejería.
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3. La duración del mandato de los miembros del Tribunal del Deporte de La Rioja será de 
cuatro años.

4. Los miembros del Tribunal del Deporte de La Rioja percibirán las asistencias que 
procedan, así como las indemnizaciones por desplazamientos y dietas que les correspondan 
conforme a la normativa vigente.

5. A través del desarrollo reglamentario de esta ley se regulará el régimen de 
funcionamiento, de incompatibilidades y de cuantas otras cuestiones sea necesario 
determinar.

6. Será de aplicación supletoria a este órgano, en los aspectos no previstos, la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 178.  Funciones.
El Tribunal del Deporte de La Rioja desempeñará las siguientes funciones:
1. En materia de control de legalidad deportiva:
a) Resolver expedientes disciplinarios en primera instancia iniciados por denuncia de 

parte o a instancia de la consejería competente en materia deportiva.
b) Decidir en última instancia, en vía administrativa de recurso, bajo fórmula arbitral, las 

cuestiones disciplinarias deportivas de su competencia.
c) Velar, de forma inmediata, y en vía de recurso como última instancia administrativa, 

bajo fórmula arbitral, por el ajuste a derecho de los procesos electorales en los órganos de 
gobierno de las entidades deportivas de La Rioja inscritas en el Registro del Deporte de La 
Rioja.

d) Decidir en última instancia, en vía administrativa de recurso, bajo fórmula arbitral, las 
cuestiones relativas al ámbito organizativo-competicional de las entidades deportivas 
inscritas en el Registro del Deporte de La Rioja y de los colectivos del deporte regulados en 
esta ley.

e) Resolver las impugnaciones que puedan realizar los asociados de los acuerdos 
adoptados, en el ámbito asociativo, por los órganos de gobierno y representación de las 
entidades deportivas, a través del arbitraje establecido en los estatutos.

f) Resolver las controversias de naturaleza jurídico-deportiva entre entidades deportivas 
y terceros, en este caso, siempre cuando este sistema sea aceptado expresamente por 
ambas partes.

2. Internas de organización:
a) Proponer las oportunas modificaciones en los procedimientos, así como instar la 

aprobación o modificación de otros reglamentos que pudieran dictarse.
b) Elegir de entre sus miembros al presidente y a un vicepresidente que sustituya al 

presidente en los casos de ausencia del primero.
c) Designar a las personas que hayan de integrar la lista de árbitros de las cortes 

arbitrales.
d) La ordenación de los procedimientos de última instancia que se deban resolver a 

través de una corte arbitral
e) Adoptar todas aquellas medidas que juzgue apropiadas para asegurar la protección 

del derecho de las partes y, en particular, para garantizar la más completa independencia de 
los árbitros.

f) Resolver sobre la abstención, recusación y revocación de los árbitros y ejercer las 
demás funciones que le atribuyan.

3. Consultivas:
a) Proponer las eventuales modificaciones de esta ley.
b) Evacuar, a instancia de la Administración autonómica competente en materia 

deportiva o de las federaciones deportivas de La Rioja, dictámenes no vinculantes en 
cuestiones jurídico-administrativas relacionadas con la materia del deporte.
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Sección 2.ª Normas de procedimiento

Artículo 179.  Procedimiento de instancia.
1. Iniciación.
a) El procedimiento se iniciará con la presentación del escrito de denuncia por quien 

ostente la condición de interesado, o mediante solicitud de iniciación de la consejería 
competente en materia deportiva, escritos que deberán contener la identificación del 
denunciante y, en caso de representación, los medios que la acrediten, así como el lugar que 
señale a efectos de notificaciones, el acto y la razón de la denuncia, incluyéndose las 
alegaciones que estime oportunas, los razonamientos o preceptos en que el denunciante 
base la denuncia, los documentos y la proposición de prueba que interese a su derecho, y el 
lugar y fecha de interposición de la denuncia, así como la firma.

b) Cuando la solicitud de iniciación provenga de la consejería competente en materia 
deportiva, el escrito deberá estar firmado por el jefe de servicio de la unidad administrativa 
correspondiente.

c) Recibido el escrito, el secretario realizará el apunte del mismo, examinará si cumple 
los requisitos formales para su admisión y, en su caso, procederá a requerir la subsanación 
de este en plazo de tres días o acordará la admisión a trámite trasladando el expediente al 
ponente del Tribunal del Deporte de La Rioja que por riguroso turno de reparto corresponda, 
que actuará como instructor asistido del secretario.

2. Tramitación.
a) El ponente, en el plazo de tres días, actuando como instructor, procederá a dar 

traslado de la documentación recibida a quien, en función del contenido del expediente, 
ostente la condición de denunciado o de parte interesada, otorgando plazo de quince días, 
que se contarán desde la notificación, para formular alegaciones en relación con los hechos 
consignados en la denuncia o escrito de iniciación. También podrá proponer o aportar, en su 
caso, las pruebas pertinentes.

b) La prueba propuesta se admitirá o denegará en el plazo de tres días desde su 
proposición y deberá practicarse en el máximo de los diez días siguientes al de su admisión.

c) El ponente trasladará, en el plazo máximo de cinco días que se contarán a partir de la 
presentación de alegaciones o de la práctica de la prueba o de su denegación, al Pleno del 
Tribunal, órgano competente para resolver, la propuesta de resolución, para que, previa 
deliberación o debate, dicte resolución en la cual se deben expresar los hechos imputados, 
los preceptos infringidos y los que habilitan la sanción que se imponga. Asimismo, deben 
expresarse en la misma resolución los motivos de denegación de las pruebas no admitidas si 
no se hubiese realizado con anterioridad.

d) La resolución se deberá notificar a las personas interesadas y a la Administración 
deportiva para su conocimiento, con expresión de que frente a la misma únicamente se 
podrá formular recurso contencioso-administrativo.

Artículo 180.  Revisión administrativa especial con fórmula arbitral.
1. La revisión, en vía administrativa, de las resoluciones dictadas en el ámbito 

disciplinario por los órganos competentes de las entidades deportivas de La Rioja, o por los 
organizadores del ámbito no federado, así como las decisiones adoptadas por los órganos y 
personas competentes en el ámbito organizativo-competicional y electoral, se llevará a cabo 
bajo fórmula arbitral ante el Tribunal del Deporte de La Rioja. El plazo para solicitar la 
revisión será de quince días contando desde el siguiente al de notificación. Transcurrido este 
plazo, la resolución o acuerdo ganará firmeza.

2. Este específico sistema de revisión tiene, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 107.2 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, la condición de mecanismo sustitutivo del recurso 
administrativo.

3. Las decisiones de las cortes arbitrales del Tribunal del Deporte de La Rioja adoptarán 
la forma de resolución, agotan la vía administrativa y contra las mismas únicamente podrá 
interponerse recurso contencioso-administrativo. Se exceptúa de la jurisdicción contencioso-

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 240  Ley del ejercicio físico y del deporte de La Rioja [parcial]

– 878 –



administrativa la mediación o arbitraje de libre disposición, voluntariamente aceptado por las 
partes, en el que la decisión tendrá la forma de laudo y será impugnable en la forma prevista 
en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.

4. El recurso contencioso-administrativo se tramitará en única instancia y por el 
procedimiento abreviado previsto en el artículo 78 de la Ley 29/1998, de 13 de julio.

Artículo 181.  Cortes arbitrales.
1. El Tribunal del Deporte de La Rioja, sin perjuicio del impulso y supervisión, actuará en 

la resolución de los procedimientos de última instancia mediante cortes arbitrales formadas 
por uno o tres árbitros de los incluidos en la lista de árbitros previamente elaborada por este.

2. Las resoluciones, acuerdos o laudos dictados por las cortes arbitrales en el ejercicio 
de las funciones establecidas en esta ley se entenderán del Tribunal del Deporte de La Rioja.

3. Las cortes arbitrales estarán compuestas con carácter general por un único árbitro, 
excepto cuando, en el ámbito disciplinario, los hechos que pudieran ser constitutivos de 
sanción revistan la consideración de muy graves.

4. Cuando la Corte Arbitral se constituya con el objeto establecido en el artículo 178.1.e) 
de esta ley, estará formada por un único árbitro, salvo que ambas partes de común acuerdo 
soliciten el número de tres.

5. Las cortes arbitrales, cualquiera que sea su composición, actuarán asistidas del 
secretario del Tribunal del Deporte de La Rioja, con voz pero sin voto.

Artículo 182.  Los árbitros.
1. Los árbitros que constituyan las cortes arbitrales serán designados por el Tribunal del 

Deporte de La Rioja.
2. Todos los árbitros serán abogados en ejercicio, reunirán los requisitos exigidos 

reglamentariamente para dicha designación y figurarán en la lista de árbitros del Tribunal 
durante un periodo de cuatro años.

3. Los árbitros percibirán las asistencias que procedan, que podrán establecerse a través 
de convenio con el colegio profesional competente, así como las indemnizaciones por 
desplazamientos y dietas que les correspondan conforme a la normativa vigente.

Artículo 183.  Procedimiento arbitral en vía de recurso.
1. La parte que desee someter en vía de recurso al Tribunal del Deporte de La Rioja un 

acuerdo o decisión formulará el escrito de impugnación dirigido al Tribunal del Deporte de La 
Rioja, haciendo constar la identificación del recurrente y, en caso de representación, los 
medios que la acrediten, así como el lugar que señale a efectos de notificaciones, el acto 
impugnado y la razón de la impugnación, incluyéndose las alegaciones que estime 
oportunas, los razonamientos o preceptos en que el recurrente base sus pretensiones, los 
documentos en que se apoyen y la proposición de prueba que interese a su derecho, y el 
lugar y fecha de interposición de la impugnación, así como la firma.

2. Recibido el escrito, el secretario ordenará el procedimiento, realizará el apunte del 
mismo, examinará si cumple los requisitos formales para su admisión y, en su caso, 
procederá a requerir la subsanación en plazo de tres días, o acordará la admisión a trámite 
designando, mediante diligencia de ordenación, al árbitro o árbitros de entre los que formen 
parte de la lista, atendiendo a riguroso turno de reparto, notificando a estos y a las partes el 
nombre de los designados a efectos de su abstención o recusación en el plazo de tres días. 
Serán causa de abstención y recusación las establecidas en la Ley de Régimen Jurídico y 
del Procedimiento Administrativo Común.

3. En caso de formularse recusación, el secretario, en el plazo de dos días, dará traslado 
de la misma al Tribunal del Deporte de La Rioja para que el ponente que por turno de reparto 
corresponda decida sobre la recusación, oído el árbitro recusado, en el plazo de tres días. 
De estimarse la causa de recusación o, en su caso, de concurrir la previa abstención del 
designado, se procederá a una nueva designación de árbitro de entre los que formen parte 
de la lista.

4. Transcurrido el plazo para la abstención o recusación, dentro de los tres días 
siguientes, el secretario reclamará el expediente al órgano que dictó el acto recurrido 
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dándole traslado además del escrito de impugnación para que en el plazo máximo de quince 
días remita el expediente y formule escrito de oposición conteniendo los hechos y 
fundamentos en que sustenten el acto impugnado, debiendo acompañar con este escrito los 
documentos en que se apoyen, así como proponer cualquier otro medio de prueba que 
consideren conveniente.

5. Recibido el expediente junto con el escrito de oposición, y en su caso la proposición 
de prueba, el secretario pondrá la totalidad de las actuaciones a disposición del árbitro o 
árbitros designados para que decidan sobre la práctica de la prueba propuesta. El plazo para 
la práctica de prueba será común de diez días desde su aceptación y, practicada la misma, 
en el plazo de tres días se dará traslado de esta a las partes para que formulen sus 
conclusiones en diez días.

6. Transcurrido este plazo, quedará el expediente para la deliberación o debate de la 
Corte Arbitral, que deberá dictar resolución expresando los hechos imputados, los preceptos 
infringidos y los que habilitan la sanción que se imponga cuando el expediente corresponda 
al ámbito disciplinario o, en su caso, los hechos probados, la fundamentación jurídica 
concordante y la consecuencia procedente en derecho cuando los expedientes 
correspondan a los ámbitos organizativo o electoral.

7. La resolución se deberá notificar a las personas interesadas, con expresión de que 
frente al mismo podrá interponerse recurso contencioso-administrativo así como del plazo 
para su interposición.

8. Durante la tramitación de los procedimientos y acuerdo motivado la Corte Arbitral 
podrá acordar, o en su caso denegar, las medidas provisionales que, bien de oficio o a 
instancia de parte, considere necesarias para asegurar la eficacia de la resolución final o 
para evitar perjuicios de difícil reparación.

Artículo 184.  Procedimiento arbitral estatutario y de libre sometimiento.
1. El arbitraje del Tribunal del Deporte de La Rioja establecido en el artículo 178.1.e) y f) 

de esta ley se iniciará mediante escrito dirigido al Tribunal del Deporte de La Rioja, haciendo 
constar nombres y domicilios de las partes, la representación que ostente en caso de 
tratarse de persona jurídica y una exposición de las pretensiones que interesa.

2. Cuando la solicitud se refiera a controversias de naturaleza jurídico-deportiva entre 
entidades deportivas y terceros no obligados al arbitraje, de manera previa, el secretario del 
Tribunal del Deporte de La Rioja trasladará a la contraparte la petición al objeto de que 
manifieste en el plazo de 10 días la aceptación o rechazo del arbitraje. En caso de oposición 
o transcurrido el plazo sin obtener respuesta se procederá al archivo.

3. El procedimiento se sustanciará en la forma y plazos establecidos en el artículo 
anterior con la salvedad de que el laudo arbitral será firme y frente al mismo no se podrá 
acudir a ningún orden jurisdiccional.

4. La Administración autonómica establecerá, vía reglamentaria los precios públicos que 
deberán abonarse como contraprestación pecuniaria por la prestación de este servicio.

Artículo 185.  Plazos.
1. Los procedimientos establecidos en la presente ley deberán ser resueltos y notificados 

en el plazo de dos meses.
2. Cuando la impugnación se corresponda con materia electoral federativa, los plazos 

establecidos en el procedimiento arbitral podrán reducirse a la mitad, no será preceptivo el 
trámite de conclusiones y el plazo de resolución será de un mes.

3. En ambos casos, transcurridos los términos indicados y aunque persista la obligación 
de dictar resolución expresa, se podrá entender que la impugnación ha sido desestimada, 
quedando expedita la vía contencioso-administrativa cuando proceda.

4. Los plazos establecidos en días se entenderán siempre referidos para su cómputo a 
días hábiles.
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Artículo 186.  Motivación.
Los acuerdos y las resoluciones del Tribunal del Deporte de La Rioja y de sus cortes 

arbitrales deberán ser motivados con al menos sucinta referencia a las razones para su 
adopción y a los fundamentos jurídicos en que se basan.

Artículo 187.  Comunicaciones y notificaciones electrónicas.
1. En los procedimientos en los que sean parte o reúnan la condición de interesadas las 

federaciones deportivas de La Rioja, las notificaciones y comunicaciones con ellas se 
realizarán utilizando solo medios electrónicos, en tanto que atendiendo a su capacidad 
técnica y dedicación profesional resulta garantizado el acceso y disponibilidad de los medios 
tecnológicos precisos.

2. La notificación de los actos y comunicaciones que, intentada, no pudiera realizarse en 
el domicilio designado por el interesado, cuando este no sea una federación deportiva, o en 
el supuesto de ignorarse el lugar de la notificación, o bien intentada la misma, no se hubiere 
podido practicar, se hará mediante publicación en el «Boletín Oficial de La Rioja», pudiendo 
emplearse el tablón de anuncios virtual como forma de notificación complementaria.

Artículo 188.  Publicidad.
Los acuerdos y resoluciones del Tribunal del Deporte de La Rioja podrán hacerse 

públicos, a través de su sede electrónica, respetando el derecho al honor y la intimidad de la 
personas.

Artículo 189.  Desarrollo reglamentario.
Las disposiciones de desarrollo de la presente ley concretarán los principios y criterios a 

que se refiere este título y en particular el funcionamiento interno del Tribunal del Deporte de 
La Rioja.

[ . . . ]
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§ 241

Ley 9/2023, de 5 de mayo, de función pública de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de La Rioja
«BOR» núm. 91, de 8 de mayo de 2023
«BOE» núm. 130, de 1 de junio de 2023

Última modificación: 30 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2023-12918

[ . . . ]
TÍTULO VI

Derechos y deberes

CAPÍTULO I
Derechos del personal empleado público

[ . . . ]
Artículo 56.  Solución extrajudicial de conflictos individuales.

Dentro del ámbito de sus competencias en materia de función pública, el Gobierno de La 
Rioja podrá desarrollar órganos y canales para arbitrar mecanismos de resolución 
extrajudicial de conflictos en asuntos de personal y de carácter individual surgidos entre la 
Administración y el personal a su servicio, o entre los propios empleados públicos.

[ . . . ]
TÍTULO X

Derecho a la negociación colectiva, representación y participación institucional

Artículo 132.  Principios generales.
1. El personal empleado público de las administraciones públicas de la Comunidad 

Autónoma de La Rioja tiene derecho a la negociación colectiva, a la representación y a la 
participación institucional para la determinación de sus condiciones de trabajo, en los 
términos y con el alcance establecido en la legislación estatal básica y en la presente ley.

2. El ejercicio de los derechos establecidos en este artículo se garantiza y se lleva a 
cabo a través de los órganos y sistemas específicos regulados en la legislación básica 
estatal y en la presente ley, sin perjuicio de otras formas de colaboración entre las 
administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja y su personal empleado 
público o las personas que ostentan su representación.
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3. La negociación colectiva de las condiciones de trabajo del personal empleado público 
de las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja estará sujeta a los 
principios de legalidad, cobertura presupuestaria, obligatoriedad, buena fe negocial, 
publicidad y transparencia.

4. Como manifestación del principio de buena fe y en justa correlación a la obligatoriedad 
de los acuerdos adoptados, las partes firmantes, previamente a iniciar posibles conflictos 
relativos a la interpretación de los acuerdos y pactos adoptados en las mismas, convocarán 
las comisiones paritarias de seguimiento y, en su caso, las mesas técnicas que se pudieran 
constituir, como órganos adecuados para la interpretación y resolución de los posibles 
conflictos que puedan plantearse.

5. La negociación colectiva, representación y participación del personal laboral se regirá 
por la legislación laboral, sin perjuicio de los preceptos del Real Decreto Legislativo 5/2015, 
de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público, y de este capítulo que expresamente le sean de aplicación.

Artículo 133.  Negociación colectiva.
1. En cada Administración pública de la Comunidad Autónoma de La Rioja deben 

constituirse las siguientes mesas de negociación:
a) Una Mesa General de Negociación para la negociación de todas aquellas materias y 

condiciones de trabajo comunes al personal funcionario, estatutario y laboral de cada 
Administración pública.

b) Una Mesa General de Negociación para la negociación de las materias relacionadas 
con las condiciones de trabajo comunes al personal funcionario y estatutario.

2. Dependiendo de las mesas generales de negociación previstas en el apartado 1.b) y 
por acuerdo de las mismas, pueden constituirse mesas sectoriales de negociación, en 
atención a las condiciones específicas de trabajo de las organizaciones administrativas 
afectadas o a las peculiaridades de sectores concretos de las personas funcionarias y a su 
número.

La competencia de las mesas sectoriales se extiende a los temas comunes al personal 
funcionario y estatutario del sector que no hayan sido objeto de decisión por parte de la 
Mesa General respectiva o a los que esta expresamente delegue.

3. Están legitimadas para estar presentes en las mesas de negociación, por una parte, 
las personas representantes de la Administración pública correspondiente y, por otra, las 
organizaciones sindicales más representativas a nivel estatal, las organizaciones sindicales 
más representativas a nivel de la Comunidad Autónoma de La Rioja, así como las 
organizaciones sindicales que hayan obtenido el 10% o más de los representantes en las 
elecciones para delegados y juntas de personal, tomando en consideración el total de los 
representantes obtenidos en las unidades electorales comprendidas en el ámbito específico 
de su constitución.

En las mesas de negociación previstas en el artículo 133.1.a) también están legitimadas 
para estar presentes las organizaciones sindicales a las que se refiere el artículo 36.3, 
párrafo tercero, del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.

4. Para el ejercicio de las funciones de negociación colectiva, cada organización sindical 
tendrá derecho a los medios necesarios que se acuerden para desarrollar su actividad.

Artículo 134.  Constitución y composición de las mesas de negociación.
1. Las mesas de negociación quedan válidamente constituidas cuando, además de la 

representación de la Administración correspondiente, y sin perjuicio del derecho de todas las 
organizaciones sindicales legitimadas a participar en ellas en proporción a su 
representatividad, tales organizaciones sindicales representan, como mínimo, la mayoría 
absoluta de los miembros de los órganos unitarios de representación en el ámbito de que se 
trate.

2. Mediante pacto o acuerdo se establecerá un reglamento que determine la 
composición, incluida la numérica, de las correspondientes mesas de negociación, que no 
podrá superar los quince miembros y que deberá garantizar el principio de presencia 
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equilibrada, así como su estructura, composición y reglas de funcionamiento, que será 
publicado en el «Boletín Oficial de La Rioja».

3. La designación de las personas que compongan las mesas corresponde a las partes 
negociadoras, que pueden contar con la asistencia en las deliberaciones de personas 
asesoras, que intervendrán con voz pero sin voto.

4. Las variaciones en la representatividad sindical, a efectos de modificación en la 
composición de las mesas de negociación, deben ser acreditadas por las organizaciones 
sindicales interesadas, mediante el correspondiente certificado de la Oficina Pública de 
Registro competente, cada dos años a partir de la fecha inicial de constitución de las citadas 
mesas.

5. Para la constitución de las mesas de negociación se atenderán los criterios de 
representatividad a los que se refiere el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.

Artículo 135.  Materias objeto de negociación.
1. Serán objeto de negociación, en el ámbito respectivo y en relación con las 

competencias de cada Administración pública y con el alcance que legalmente proceda en 
cada caso, las materias siguientes:

a) La aplicación del incremento de las retribuciones del personal al servicio de las 
administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja que se establezca en la 
ley de presupuestos generales del Estado.

b) La determinación y aplicación de las retribuciones complementarias del personal 
funcionario.

c) Las normas que fijen los criterios generales en materia de acceso, carrera, provisión, 
sistemas de clasificación de puestos de trabajo y planes e instrumentos de planificación de 
recursos humanos.

d) Las normas que fijen los criterios y mecanismos generales en materia de evaluación 
del desempeño.

e) Los planes de previsión social complementaria.
f) Los criterios generales de los planes y fondos para la formación y la promoción interna.
g) Los criterios generales para la determinación de prestaciones sociales.
h) Las propuestas sobre derechos sindicales y de participación.
i) Los criterios generales de acción social.
j) Las que así se establezcan en la normativa de prevención de riesgos laborales.
k) Las que afecten a las condiciones de trabajo y a las retribuciones del personal 

funcionario, cuya regulación exija norma con rango de ley.
l) Los criterios generales sobre ofertas de empleo público.
m) Las referidas a calendario laboral, horarios, jornadas, vacaciones, permisos, 

movilidad funcional y geográfica, así como los criterios generales sobre la planificación 
estratégica de los recursos humanos, en aquellos aspectos que afecten a condiciones de 
trabajo del personal empleado público.

n) Cualquier otra que se establezca en la normativa básica estatal.
2. Quedan excluidas de la obligatoriedad de la negociación las materias siguientes:
a) Las decisiones de las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La 

Rioja que afecten a sus potestades de organización. Cuando las consecuencias de las 
decisiones de las administraciones públicas que afecten a sus potestades de organización 
tengan repercusión sobre condiciones de trabajo del personal funcionario público 
contempladas en el apartado anterior, procederá la negociación de dichas condiciones con 
las organizaciones sindicales a las que se refiere esta ley y el Estatuto Básico del Empleado 
Público.

b) La regulación del ejercicio de los derechos de la ciudadanía y de las personas 
usuarias de los servicios públicos, así como el procedimiento de formación de los actos y 
disposiciones administrativas.

c) La determinación de condiciones de trabajo del personal directivo público profesional.
d) Los poderes de dirección y control propios de la relación jerárquica.
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e) La regulación y determinación concreta, en cada caso, de los sistemas, criterios, 
órganos y procedimientos de acceso al empleo público y la promoción profesional.

Artículo 136.  Pactos y acuerdos.
1. Los pactos y acuerdos se ajustarán al régimen establecido en la legislación básica 

estatal.
2. Los pactos versan sobre materias que se correspondan estrictamente con el ámbito 

competencial del órgano administrativo que lo suscriba y se aplican directamente al personal 
del ámbito correspondiente.

3. Los acuerdos versan sobre materias de la competencia de los órganos de gobierno de 
las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

Para su validez y eficacia es necesaria su aprobación expresa y formal por estos 
órganos.

Cuando tales acuerdos hayan sido ratificados y afecten a temas que pueden ser 
decididos de forma definitiva por los órganos de gobierno, el contenido de los mismos es 
directamente aplicable al personal incluido en su ámbito de aplicación, sin perjuicio de que, a 
efectos formales, se requiera la modificación o derogación, en su caso, de la normativa 
reglamentaria correspondiente.

Si los acuerdos ratificados tratan sobre materias sometidas a reserva de ley que, en 
consecuencia, solo pueden ser determinadas definitivamente por el Parlamento de La Rioja, 
su contenido carecerá de eficacia directa. No obstante, en este supuesto, el Gobierno de La 
Rioja procederá a la elaboración, aprobación y remisión al Parlamento de La Rioja del 
correspondiente proyecto de ley conforme al contenido del acuerdo y en el plazo que se 
hubiera acordado.

4. Los pactos y acuerdos deben determinar las partes que los conciertan, el ámbito 
personal, funcional, territorial y temporal, así como la forma, plazo de preaviso y condiciones 
de denuncia de los mismos.

5. Se establecerán comisiones paritarias de seguimiento de los pactos y acuerdos con la 
composición y funciones que las partes determinen.

6. Los pactos y acuerdos que, de conformidad con lo establecido en el artículo 37 del 
texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, contengan materias y 
condiciones generales de trabajo comunes al personal funcionario y laboral, tendrán la 
consideración y efectos previstos en este artículo para el personal funcionario y en el artículo 
83 del Estatuto de los Trabajadores para el personal laboral.

7. Se garantiza el cumplimiento de los pactos y acuerdos, salvo cuando, 
excepcionalmente y por causa grave de interés público derivada de una alteración sustancial 
de las circunstancias económicas, los órganos de Gobierno de cada Administración pública 
suspendan o modifiquen el cumplimiento de pactos y acuerdos ya firmados, en la medida 
estrictamente necesaria para salvaguardar el interés público.

En este supuesto, las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja 
deben informar a las organizaciones sindicales de las causas de la suspensión o 
modificación.

Artículo 137.  Solución extrajudicial de conflictos colectivos.
1. Sin perjuicio de que reglamentariamente puedan establecerse otros sistemas de 

solución extrajudicial de conflictos en los términos de la normativa básica estatal, en el 
ámbito de la Administración general de la Comunidad Autónoma de La Rioja, para el 
conocimiento y resolución de los conflictos derivados de la aplicación, interpretación y 
validez de los pactos o acuerdos, se reconoce a la Mesa General de Negociación prevista en 
el artículo 133.1.a) de la presente ley como instancia previa en la que habrá de intentarse la 
solución de los mismos.

2. Los conflictos a los que se refiere el apartado anterior podrán ser los derivados de la 
negociación, aplicación e interpretación de los pactos y acuerdos sobre las materias 
señaladas en el artículo 135.1, excepto para aquellas en que exista reserva de ley.

3. En el caso de que la citada Mesa General de Negociación no dé solución al conflicto, 
las partes podrán nombrar de mutuo acuerdo a una o varias personas mediadoras, las 
cuales formularán los correspondientes dictámenes. La negativa de las partes a aceptar las 
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propuestas presentadas por la mediadora o el mediador habrá de ser razonada y por escrito. 
Las propuestas de la persona mediadora y la posición de las partes habrán de ser difundidas 
de inmediato.

4. Los acuerdos logrados a través de la mediación tendrán la misma eficacia jurídica y 
tramitación que los pactos y acuerdos regulados en la presente ley, siempre que quienes 
hubieran adoptado dichos acuerdos tuviesen la legitimación que les permita acordar, en el 
ámbito del conflicto, un pacto o acuerdo conforme a lo previsto en esta ley y en el Estatuto 
Básico del Empleado Público.

5. Los acuerdos serán susceptibles de impugnación en los términos establecidos por la 
legislación aplicable.

6. A este sistema de solución extrajudicial de conflictos podrán adherirse voluntariamente 
las administraciones públicas, organismos públicos, consorcios y universidades públicas de 
la Comunidad Autónoma de La Rioja, mediante acuerdo en su respectivo ámbito.

[ . . . ]
Disposición transitoria quinta.  Efectividad de la nueva regla para la consolidación de 
grado personal regulada en el artículo 111.4.

La consolidación de grado personal prevista en el artículo 111.4 en todo caso, producirá 
sus efectos desde la entrada en vigor de la presente ley.

[ . . . ]
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§ 242

Ley 3/1992, de 30 de julio, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia
«BORM» núm. 189, de 14 de agosto de 1992

«BOE» núm. 22, de 26 de enero de 1993
Última modificación: 31 de diciembre de 2014

Referencia: BOE-A-1993-1775

[ . . . ]
TÍTULO III

Bienes patrimoniales de la Comunidad Autónoma

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Enajenación y otras formas de disposición de los bienes

[ . . . ]
Artículo 70.  

Las transacciones respecto a bienes y derechos patrimoniales de la Comunidad 
Autónoma, así como el sometimiento al arbitraje de las controversias o litigios sobre los 
mismos, requerirán autorización del Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería de 
Economía, Hacienda y Fomento, previo informe preceptivo de los servicios jurídicos de la 
Comunidad Autónoma de Murcia, salvo que, por razón de la cuantía, se precise ley de la 
Asamblea Regional, de acuerdo con lo establecido en el artículo 60.

[ . . . ]

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

– 887 –



§ 243

Ley 4/1996, de 14 de junio, del Estatuto de los Consumidores y 
Usuarios de la Región de Murcia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia
«BORM» núm. 146, de 25 de junio de 1996
«BOE» núm. 238, de 2 de octubre de 1996

Última modificación: 7 de mayo de 2020
Referencia: BOE-A-1996-21850

[ . . . ]
TÍTULO II

Protección jurídica, administrativa y técnica de los Derechos del Consumidor y 
Usuario

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Derecho a la representación, participación y consulta

[ . . . ]
Artículo 19 bis.  

En situaciones de sobreendeudamiento derivado de relaciones de consumo, se 
establece un procedimiento de mediación al que se someterán las entidades adheridas al 
convenio que al efecto será redactado según lo establecido en el desarrollo reglamentario de 
esta ley y se sustanciará ante las comisiones de sobreendeudamiento reguladas por su 
legislación específica. Si las comisiones de sobreendeudamiento no alcanzan un acuerdo 
entre el consumidor y los acreedores, queda abierta la correspondiente vía judicial para 
hacer efectivo lo dispuesto por este código y la legislación complementaria.

CAPÍTULO V
Protección jurídica y reparación de daños y perjuicios

Artículo 20.  Actuaciones de protección.
Las administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, adoptarán las 

medidas adecuadas para equilibrar las situaciones de inferioridad, subordinación o 
indefensión en que pueda encontrarse el consumidor y usuario, individual o colectivamente. 
Sin perjuicio de las que en cada caso resulten oportunas, procederán las siguientes 
actuaciones:
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1. Creación de oficinas de información al consumidor y usuario en los términos del 
artículo 10 de la presente Ley.

2. Realización de campañas de difusión e información en los términos del artículo 11 de 
la presente Ley.

3. Realización de actuaciones de inspección y control de calidad de productos, bienes y 
servicios, en particular de aquellos considerados como de uso o consumo común, ordinario y 
generalizado, y de aquellos que sean objeto de un mayor número de reclamaciones, quejas 
o denuncias.

4. Ante situaciones de riesgo inaceptable para la salud y seguridad de los consumidores 
y usuarios, o de lesión real de sus intereses económicos y sociales o de aspectos 
sustanciales de su derecho a la información, las administraciones públicas competentes en 
materia de defensa del consumidor y usuario deberán adoptar, con la máxima celeridad e 
incluso inmediatamente, las medidas adecuadas, proporcionadas y estrictamente necesarias 
para eliminar o reducir dicho riesgo o lesión. Entre otras, estas medidas podrán consistir en 
el establecimiento de condiciones previas a la comercialización de un producto, bien o 
servicio; la suspensión cautelar o prohibición definitiva de la oferta, puesta en el mercado o 
comercialización o prestación de productos, bienes o servicios; la clausura de 
establecimientos; la inmovilización cautelar; la retirada del mercado y, en su caso, 
recuperación de los consumidores y usuarios de bienes o productos; su destrucción; y 
cualesquiera otras medidas instrumentales que garanticen la plena eficacia de las anteriores. 
Igualmente, las situaciones de riesgo inaceptable para la salud deberán comunicarse de 
forma inmediata a las autoridades sanitarias. Todo ello sin perjuicio de las competencias que 
ostenten otros órganos en virtud de normas sectoriales que también tengan como finalidad la 
protección del consumidor.

Los responsables de la elaboración, distribución, comercialización o prestación de bienes 
y servicios deberán colaborar con las administraciones públicas competentes en la ejecución 
de las medidas adoptadas y realizar las actuaciones necesarias para su mayor eficacia. Los 
gastos que genere la ejecución de estas medidas serán a cargo de los responsables de los 
riesgos detectados, pudiendo acudirse al procedimiento administrativo de apremio para su 
exacción.

En todo caso, las administraciones públicas competentes en materia de defensa del 
consumidor y usuario podrán advertir a los empresarios o profesionales del incumplimiento 
de alguno de sus deberes y, si resultara procedente, requerirles su subsanación en un 
concreto plazo.

5. Fomento de servicios destinados a la solución amistosa de los conflictos privados de 
los consumidores y usuarios, principalmente a través del ejercicio de funciones de mediación 
y conciliación por las oficinas de información al consumidor y usuario por las organizaciones 
de consumidores y usuarios, y participando las Administraciones Públicas de la Región de 
Murcia en el desarrollo del Sistema Arbitral de Consumo, de conformidad con la legislación 
vigente en la materia.

6. Potenciación de la coordinación entre las diversas administraciones públicas con 
competencia en la ejecución de la presente Ley y de la cooperación técnica y jurídica con 
centros y entidades colaboradoras.

7. Las Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, en 
el ámbito de sus competencias, propiciarán que las entidades o empresas públicas que 
dependan de ellas y las entidades o empresas privadas que gestionen servicios públicos 
establezcan en sus contratos la opción de acogerse al sistema arbitral de consumo para 
resolver los conflictos y las reclamaciones derivadas de la prestación de servicios a los 
consumidores y usuarios.

[ . . . ]
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§ 244

Decreto Legislativo 1/1999, de 2 de diciembre, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la Región de Murcia. 

[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia
«BORM» núm. 50, de 1 de marzo de 2000

Última modificación: 29 de diciembre de 2023
Referencia: BORM-s-2000-90008

[ . . . ]
Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la Región de Murcia

[ . . . ]
TÍTULO I

Régimen Jurídico de la Hacienda Pública Regional

[ . . . ]
CAPÍTULO SEGUNDO

Administración de los derechos económicos de la Hacienda Pública Regional

[ . . . ]
Artículo 18.  Límites a los derechos económicos de la Hacienda Pública Regional.

1. No se podrán enajenar, gravar, ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda 
Pública Regional, salvo en los supuestos establecido por las leyes.

2. No se concederán exenciones, condonaciones, rebajas ni moratorias en el pago de los 
derechos a la Hacienda Pública Regional, salvo en los casos y en la forma expresamente 
determinados en las leyes.

3. No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda 
Pública Regional, ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten acerca de los 
mismos, sino mediante Decreto acordado en Consejo de Gobierno, previo informe de la 
Dirección de los Servicios Jurídicos.

4. Sin perjuicio de lo anterior, la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, incluida su administración general, sus organismos públicos vinculados o 
dependientes, así como las demás entidades de derecho público con personalidad jurídica 
propia, vinculadas o dependientes de la Administración Regional podrán suscribir los 
acuerdos o convenios previstos en la legislación concursal, así como acordar, de 
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conformidad con el deudor, y con las garantías que se estimen oportunas, unas condiciones 
singulares de pago que no pueden ser más favorables para el deudor que las recogidas en 
el acuerdo o convenio concursal.

Para la suscripción y celebración de los acuerdos y convenios a que se refiere el párrafo 
anterior se requerirá autorización de la Consejería competente en materia de Hacienda.

[ . . . ]
TÍTULO III

Tesoro Público y Deuda Pública Regional

[ . . . ]
CAPÍTULO TERCERO

La deuda pública regional

[ . . . ]
Artículo 87.  Habilitación legal y competencias para la realización de operaciones de 
endeudamiento.

1. La creación de nuevo endeudamiento habrá de ser autorizada por ley, que, sin 
perjuicio de fijar cualquier otra característica, deberá señalar el importe máximo autorizado.

2. Corresponde al Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de Economía y 
Hacienda, disponer la creación del endeudamiento por plazo de reembolso superior a un 
año, así como del definido en el punto 2 del artículo anterior, en los ámbitos nacional y 
extranjero, fijando el límite máximo hasta donde el Consejero de Economía y Hacienda 
puede autorizar su emisión o contratación, y señalando los criterios generales a que deberá 
ajustarse aquélla y la gestión de la deuda viva.

3. La emisión o contracción de deuda pública regional habrá de ser autorizada, en todo 
caso, por el Consejero de Economía y Hacienda.

Se faculta al Consejero de Economía y Hacienda para disponer la realización de las 
operaciones de endeudamiento por plazo de reembolso igual o inferior a un año, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el punto 2 del artículo anterior.

Asimismo, se faculta al Consejero de Economía y Hacienda para acordar operaciones de 
reembolso anticipado, prórroga, refinanciación, canje, conversión, cobertura, intercambio 
financiero, cambio en la forma de representación y cualquier otra, supongan o no 
modificación de condiciones de las operaciones realizadas, siempre que permitan obtener un 
menor coste o una mejor distribución de la carga financiera, o prevenir los posibles efectos 
negativos derivados de las fluctuaciones en las condiciones del mercado de acuerdo con los 
criterios generales establecidos por el Consejo de Gobierno.

4. Corresponde al Consejero de Economía y Hacienda convenir en las operaciones de 
endeudamiento las cláusulas y condiciones usuales en estas operaciones, incluso el 
sometimiento a arbitraje o la remisión a una legislación o a tribunales extranjeros, siempre 
que se observe lo dispuesto en el artículo 23 de esta Ley.

5. De todas las operaciones que se realicen al amparo de lo dispuesto en el presente 
artículo se dará cuenta a la Comisión de Economía, Hacienda y Presupuesto de la Asamblea 
Regional, pormenorizando todas las características de las mismas.

[ . . . ]
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§ 245

Ley 8/2006, de 16 de noviembre, de Sociedades Cooperativas, de la 
Región de Murcia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia
«BORM» núm. 282, de 7 de diciembre de 2006

«BOE» núm. 111, de 9 de mayo de 2007
Última modificación: 18 de junio de 2020

Referencia: BOE-A-2007-9417

[ . . . ]
TÍTULO III

Asociacionismo cooperativo

[ . . . ]
Artículo 145.  Normas comunes a las Uniones y Federaciones de sociedades cooperativas.

1. A las uniones y federaciones en sus respectivos ámbitos les corresponden entre otras, 
las siguientes funciones:

a) Representar y defender a los miembros que asocien, de acuerdo con lo que 
establezcan los Estatutos sociales, pudiendo actuar como interlocutores ante las 
administraciones públicas y ante cualesquiera otras personas físicas o jurídicas y ejercer, en 
su caso, las acciones legales pertinentes.

b) Fomentar la promoción y formación de la sociedad cooperativa.
c) Ejercer la conciliación en los conflictos surgidos entre las sociedades cooperativas que 

se asocien o entre estas y sus socios.
d) Organizar servicios de asesoramiento, auditorías, asistencia jurídica o técnica y 

cuantos sean convenientes a los intereses de sus socios.
e) Participar, cuando la Administración pública lo solicite o lo establezca la Ley, en las 

instituciones y organismos de ésta.
f) Actuar como interlocutores y representantes ante las entidades y organismos públicos.
g) Ejercer cualquier otra actividad de naturaleza análoga.
2. La escritura pública de constitución habrá de contener, al menos, los siguientes 

extremos:
a) Relación de las entidades promotoras y código de identificación fiscal de las mismas.
b) Certificación del acuerdo de constitución.
c) Integrantes de los órganos de representación y gobierno.
d) Certificación del Registro de Sociedades Cooperativas de la Administración del Estado 

de que no existe otra entidad con idéntica denominación.
e) Los Estatutos de la entidad.
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3. En la denominación de las entidades asociativas de sociedades cooperativas deberá 
incluirse, respectivamente, la expresión «Unión de sociedades cooperativas» o «Federación 
de sociedades cooperativas», o sus abreviaturas «U. de Coop.» y «F. de Coop.».

4. Los Estatutos sociales recogerán, al menos, la denominación de la entidad, los 
miembros que la componen, el ámbito territorial, el domicilio, los órganos de gobierno y 
representación, referencia a los recursos económicos y régimen de admisión y baja de sus 
miembros.

5. Las uniones y federaciones deberán comunicar al Registro de Sociedades 
Cooperativas de la Región de Murcia la variación en el número de sus miembros.

[ . . . ]
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§ 246

Ley 6/2015, de 24 de marzo, de la Vivienda de la Región de Murcia. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia
«BORM» núm. 71, de 27 de marzo de 2015

«BOE» núm. 103, de 30 de abril de 2015
Última modificación: 1 de junio de 2022

Referencia: BOE-A-2015-4747

[ . . . ]
TÍTULO I

Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Principios generales

Artículo 4.  Principios rectores de la política de vivienda en la Región de Murcia.
La intervención de las administraciones públicas en materia de vivienda se regirá por los 

siguientes principios:
a) De orden social:
1.º Promover e impulsar las acciones necesarias para que todos los ciudadanos de la 

Región de Murcia tengan acceso a una vivienda digna y adecuada, especialmente a los que 
tengan mayor dificultad económica para acceder al mercado inmobiliario y a grupos de 
población de características sociales o circunstancias específicas que los hagan más 
vulnerables.

2.º Proteger los derechos de todos aquellos que accedan a una vivienda, particularmente 
los derechos de quienes accedan a una vivienda pública.

3.º Impulsar la coordinación entre las administraciones públicas para impedir la 
ocupación de viviendas y devolverlas a sus legítimos propietarios de forma inmediata.

4.º Dotar de una oferta adecuada de viviendas públicas prestando especial atención a 
colectivos en situación o riesgo de exclusión social.

5.º Promover la diversidad y la cohesión social como garantía de una adecuada 
integración urbana y como método de prevención de fenómenos de segregación, exclusión o 
discriminación por razones socioeconómicas, culturales, religiosas o de cualquier índole.

6.º Fomentar el acceso a la vivienda en régimen de arrendamiento, incentivando la 
puesta en el mercado de viviendas desocupadas.

7.º Obtener información de la situación de las viviendas deshabitadas con la finalidad de 
fomentar el alquiler.
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8.º Garantizar la accesibilidad de la vivienda, de manera que se permita hacer efectivo el 
cumplimiento del principio de accesibilidad universal en los términos previstos por la 
legislación específica.

9.º Proteger el derecho a la vivienda frente a los desahucios forzosos y garantizar el 
adecuado realojamiento de las personas sin recursos afectadas por un desahucio.

10.º Garantizar que el conjunto medidas vinculadas con la provisión de viviendas 
destinadas apolíticas sociales se configure como un servicio de interés general para 
asegurar una vivienda digna y adecuada para todos los ciudadanos.

b) De orden medioambiental:
1.º Garantizar la calidad, habitabilidad y sostenibilidad de la vivienda, impulsando su 

construcción y uso de forma compatible con el medio ambiente y los recursos naturales, 
mediante la aplicación de técnicas de eficiencia energética, ahorro de agua y energías 
renovables, así como prestando especial atención a las características sísmicas de la 
Región de Murcia.

2.º Garantizar la conservación, mantenimiento, rehabilitación y renovación del parque 
público residencial existente, con el objeto de conseguir un ahorro energético y la 
sostenibilidad medioambiental del mismo, garantizando la seguridad, habitabilidad y calidad 
de las viviendas públicas.

3.º Integración de la vivienda en el entorno, con especial atención a los instrumentos de 
ordenación de los recursos naturales y el territorio.

c) De orden administrativo:
1.º Transparencia, igualdad de oportunidades y discriminación positiva de determinados 

colectivos en la adjudicación de viviendas de promoción pública.
2.º Simplificación y racionalización de la actuación administrativa sobre vivienda.
3.º Establecer medidas dirigidas a conocer el estado de conservación del parque 

residencial de la Región de Murcia, impulsando la rehabilitación y mantenimiento de las 
condiciones de uso y habitabilidad de las viviendas.

4.º Desarrollar y ejecutar una planificación en materia de vivienda de acuerdo con las 
necesidades reales de los ciudadanos y de sus circunstancias personales, sociales, 
económicas y laborales.

5.º Facilitar la coordinación, cooperación y colaboración entre las administraciones 
públicas y con los agentes privados, de manera que se garantice la eficacia de la actuación 
pública en materia de vivienda.

6.º Facilitar la aplicación de medidas contra el sobreendeudamiento relacionado con la 
vivienda habitual por medio del procedimiento extrajudicial para la resolución de situaciones 
de sobreendeudamiento derivada de una relación de consumo.

7.º Desarrollar y ejecutar medidas para paliar la pobreza energética.

CAPÍTULO II
Competencias de las administraciones públicas

Artículo 5.  Competencias de la Administración de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia.

1. La Comunidad Autónoma de la Región Murcia es competente para desarrollar una 
política propia en materia de vivienda que incluya, entre otras, las siguientes facultades:

a) El desarrollo reglamentario y aplicación de la legislación autonómica y estatal sobre 
edificación, seguridad, habitabilidad, accesibilidad, diseño y calidad de las viviendas, así 
como en materia de protección del consumidor y usuario de estas, lucha contra la ocupación 
y cuantas otras competencias no hayan sido atribuidas a otras administraciones públicas.

b) El fomento y la promoción de la construcción de viviendas protegidas que sean 
necesarias en función de la demanda, con el fin de contribuir a garantizar la efectividad del 
derecho a la vivienda.

c) El ejercicio de la potestad reglamentaria en materia de vivienda protegida, y en 
particular, la regulación de los requisitos para acceder a este tipo de viviendas y a las ayudas 
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públicas que se otorguen, las líneas de estas y las limitaciones de uso, destino y disposición 
de las viviendas que sean precisas.

d) La integración, en su política general de vivienda, de las medidas de financiación y 
modalidades de ayudas estatales para el cumplimiento de las finalidades a que responden, 
con capacidad suficiente para modular, en su caso, las reglas generales.

e) El ejercicio de la potestad sancionadora en materia de vivienda, con el fin de 
identificar las infracciones y de aplicar las sanciones previstas en esta ley y sus normas de 
desarrollo.

f) Cualquier otra que se le atribuya en las leyes y sus normas de desarrollo.
2. Para el ejercicio de esas competencias, la Administración de la Comunidad Autónoma 

actuará de acuerdo con los principios de coordinación y colaboración con los entes locales, 
así como de colaboración y concertación con los distintos agentes de iniciativa privada o 
pública que actúan sobre el mercado de la vivienda.

3. La Comunidad Autónoma de la Región de Murcia es competente para el desarrollo y 
ejecución de una política en materia de consumo que incluya, entre otras, la creación y 
aplicación de un procedimiento extrajudicial para la resolución de las situaciones de 
sobreendeudamiento en tanto en cuanto no genera nuevas obligaciones civiles o 
mercantiles, ni consisten en un sistema de arbitraje.

[ . . . ]
TÍTULO V

De la política de protección pública de la vivienda, la lucha contra la ocupación 
y la pobreza energética

Sección primera

De la política de protección pública de vivienda

[ . . . ]
Artículo 59.  Obligaciones de la Administración regional.

El departamento competente en materia de vivienda llevará a cabo también tareas de 
protección pública de la vivienda en las siguientes líneas de actuación:

a) Luchar contra la ocupación y asesorar a las víctimas de ocupación.
b) Mediación para los casos de impago del alquiler que conlleve un procedimiento de 

desahucio del arrendatario.
c) Intermediación para el alquiler social. El programa de mediación se articula mediante 

bolsas de alquiler que actúan como mediadoras entre las personas propietarias y las 
arrendatarias, les dan confianza y garantizan el cobro y buen uso de las viviendas, negocien 
rentas de alquiler por debajo de mercado y busquen el alquiler más adecuado para cada 
unidad de convivencia que solicita la vivienda.

d) Prestar orientación y asesoramiento en temas de vivienda social tales como ayudas, 
derechos, reclamaciones, etc.

e) Coordinación con los Servicios Sociales para una asignación más eficiente de los 
recursos sociales en materia de vivienda a favor de los colectivos especialmente 
vulnerables.

Sección segunda

Medidas urgentes para afrontar la emergencia en el ámbito de la vivienda y la 
pobreza energética
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Artículo 59 bis.  Medidas contra el sobreendeudamiento relacionado con la vivienda 
habitual.

1. Las medidas reguladas en la presente sección tienen por objeto establecer 
mecanismos destinados a resolver las situaciones de sobreendeudamiento de personas 
físicas y de familias, por causas sobrevenidas, especialmente en lo relativo a las deudas 
derivadas de la vivienda habitual, mediante un procedimiento de mediación extrajudicial que 
asumirá la consejería competente en materia de vivienda por medio de su Servicio de 
Orientación y Mediación Hipotecaria y de la Vivienda, que será desarrollado 
reglamentariamente. La regulación se basa en el derecho a la protección de los legítimos 
intereses económicos y sociales de los consumidores y usuarios establecido en el artículo 
3.2 de la Ley 4/1996, del Estatuto de los Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia, y 
de conformidad a lo que se establece en la presente ley y las disposiciones que la 
desarrollen.

2. A efectos de lo dispuesto por la presente ley, tienen la condición de consumidores las 
personas físicas que cumplen las condiciones determinadas por el artículo 2.2 de la Ley 
4/1996, del Estatuto de los Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia.

3. Los consumidores que se encuentren o puedan encontrarse en una situación de 
insolvencia derivada del pago de la vivienda podrán iniciar el procedimiento de mediación 
extrajudicial previsto en la presente ley y en su posterior desarrollo reglamentario, que será 
de aplicación a todas las personas físicas residentes en la Región de Murcia.

Artículo 59 ter.  Procedimiento de mediación extrajudicial para la resolución de situaciones 
de sobreendeudamiento.

1. Los consumidores que se encuentren en una situación de sobreendeudamiento 
derivada de una relación de consumo en relación con su vivienda habitual, así como 
cualquiera de sus acreedores, podrán solicitar el inicio del procedimiento de mediación 
establecido en el artículo 59.bis de la presente ley para la resolución de dicha situación de 
sobreendeudamiento, salvo que se encuentren inmersos en un procedimiento judicial 
concursal.

2. Los procedimientos de mediación para la resolución de situaciones de 
sobreendeudamiento serán coordinados por la dirección general competente en materia de 
vivienda.

3. Si durante la tramitación del procedimiento de mediación para la resolución de una 
situación de sobreendeudamiento se inicia un procedimiento judicial concursal, el deudor 
debe comunicarlo a la dirección general competente en materia de vivienda, que procederá 
al archivo del procedimiento de mediación.

4. El procedimiento al que se refiere el presente artículo es un procedimiento de 
mediación en los términos en que se establecerá en el reglamento de desarrollo de la 
presente ley.

[ . . . ]
Artículo 59 octies.  Objetivos de la dirección general competente en materia de vivienda en 
relación con la lucha contra la ocupación y la pobreza energética.

Para cumplir lo establecido en el presente título, la dirección general competente en 
materia de vivienda en relación con la lucha contra la ocupación y la pobreza energética, 
asume los siguientes objetivos:

a) Promover el acceso a una vivienda digna y luchar contra la ocupación.
b) Ofrecer orientación, información y asesoramiento en relación con las consecuencias 

derivadas del impago del crédito hipotecario.
c) Apoyar y acompañar a las personas o familias en su interlocución con las entidades 

financieras y acreedoras tratando de lograr acuerdos negociados que satisfagan las 
necesidades de todas las partes implicadas.

d) Abordar, como servicio integral y coordinado, el diseño de planes de economía familiar 
así como de planes de reestructuración de la deuda.

e) Buscar alternativas a la ejecución hipotecaria a través de la negociación y mediación.
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f) Paliar las consecuencias del lanzamiento hipotecario mediante la creación de bolsas 
de alquiler social.

g) Promover la mediación social en el alquiler de viviendas.
h) Realizar las actuaciones procedentes encaminadas a negociar acuerdos de reducción 

de la deuda pendiente una vez perdida la vivienda para evitar el riesgo de exclusión que 
supone una condena a la insolvencia económica.

i) Cualquier otra labor relacionada con sus funciones que se le encomiende.

TÍTULO VI
Organización administrativa en materia de vivienda

[ . . . ]
CAPÍTULO II

El Servicio de Mediación Hipotecaria y Lucha contra la ocupación

Artículo 62.  Regulación y carácter.
El Servicio de Orientación y Mediación Hipotecaria y de la Vivienda de la Comunidad 

Autónoma de la Región de Murcia se configura como una estructura administrativa 
dependiente del órgano directivo con competencias en materia de vivienda, encaminada a 
facilitar un servicio integral de apoyo a las familias en riesgo de desahucio.

Artículo 63.  Funciones.
El Servicio de Orientación y Mediación Hipotecaria y de la Vivienda ostenta las siguientes 

funciones:
a) Ofrecer orientación, información y asesoramiento en relación con las consecuencias 

derivadas del impago del crédito hipotecario.
b) Apoyar y acompañar a las personas o familias en su interlocución con las entidades 

financieras y acreedoras tratando de lograr acuerdos negociados que satisfagan las 
necesidades de todas las partes implicadas.

c) Abordar, como servicio integral y coordinado, el diseño de planes de economía familiar 
así como de planes de reestructuración de la deuda.

d) Buscar alternativas a la ejecución hipotecaria a través de la negociación y mediación.
e) Paliar las consecuencias del lanzamiento hipotecario mediante la creación de bolsas 

de alquiler social.
f) Promover la mediación social en el alquiler de viviendas.
g) Realizar las actuaciones procedentes encaminadas a negociar acuerdos de reducción 

de la deuda pendiente una vez perdida la vivienda para evitar el riesgo de exclusión que 
supone una condena a la insolvencia económica.

h) Cualquier otra labor relacionada con sus funciones que se le encomiende.

[ . . . ]
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§ 247

Ley 8/2015, de 24 de marzo, de la Actividad Física y el Deporte de la 
Región de Murcia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia
«BORM» núm. 71, de 27 de marzo de 2015

«BOE» núm. 103, de 30 de abril de 2015
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2015-4749

[ . . . ]
TÍTULO XIII

Del arbitraje y de la mediación en el ámbito de la actividad física y el deporte

Artículo 158.  Arbitraje y mediación.
Las cuestiones litigiosas de naturaleza jurídico-deportiva que se planteen entre personas 

físicas o jurídicas, que no afecten a la disciplina deportiva ni a los procesos electorales, ni 
tampoco al ejercicio de las restantes funciones públicas de las federaciones deportivas, y 
que sean de libre disposición entre las partes, podrán ser resueltas a través de la institución 
del arbitraje o de la mediación con sujeción a la normativa legal aplicable.

Artículo 159.  Sección arbitral y de mediación del Comité de Justicia Deportiva de la Región 
de Murcia.

En el seno del Comité de Justicia Deportiva de la Región de Murcia se creará una 
sección como órgano administrativo encargado de la resolución por medio de arbitraje o de 
mediación de las cuestiones litigiosas en materia deportiva a las que hace referencia el 
artículo anterior.

Artículo 160.  Sumisión voluntaria y arbitraje estatutario.
1. La sumisión a sistemas de arbitraje en derecho o de equidad tendrá en cualquier caso 

carácter voluntario.
2. En caso de sumisión voluntaria al arbitraje, los estatutos de las entidades deportivas 

deberán contener una cláusula de sumisión que requerirá el voto favorable de, al menos, dos 
tercios de los votos de los miembros asistentes a la asamblea general de la entidad 
deportiva correspondiente.
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Artículo 161.  Promoción del arbitraje y la mediación.
La Administración regional propiciará y dará a conocer los procedimientos arbitrales y de 

mediación como fórmulas idóneas para la resolución de los conflictos deportivos 
estableciendo y publicitando incentivos para los agentes deportivos que acudan a ella.

[ . . . ]
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§ 248

Ley 10/2015, de 24 de marzo, por la que se establece el sistema 
competencial en el transporte urbano e interurbano de la Región de 

Murcia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia
«BORM» núm. 71, de 27 de marzo de 2015

«BOE» núm. 104, de 1 de mayo de 2015
Última modificación: 10 de mayo de 2021

Referencia: BOE-A-2015-4787

[ . . . ]
TÍTULO I

Organización administrativa de los transportes urbanos e interurbanos

Derechos y obligaciones. Junta arbitral

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Derechos y obligaciones. Junta Arbitral

[ . . . ]
Artículo 9.  Junta Arbitral del Transporte.

1. La Junta Arbitral del Transporte de la Región de Murcia es un instrumento de 
protección y defensa de las partes intervinientes en el contrato de transporte cuya finalidad 
es la resolución de las controversias que surjan en su cumplimiento.

2. La Junta Arbitral del Transporte de la Región de Murcia se regirá en cuanto a sus 
funciones, criterios de determinación de su competencia, funcionamiento y procedimiento de 
actuación ante la misma por la normativa estatal aplicable en materia de transportes 
terrestres, en los términos por ella establecidos, por la legislación general de arbitraje, así 
como por la legislación estatal en materia de contrato de transporte terrestre de mercancías.

[ . . . ]
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§ 249

Ley 6/2003, de 4 de marzo, de ganadería de la Comunidad 
Valenciana. [Inclusión parcial]

Comunidad Valenciana
«DOGV» núm. 4455, de 7 de marzo de 2003

«BOE» núm. 81, de 4 de abril de 2003
Última modificación: 30 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2003-6806

[ . . . ]
TÍTULO V

El aprovechamiento de pastos y rastrojeras

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Organización administrativa

[ . . . ]
Artículo 91.  Comisiones locales de pastos.

1. En los ayuntamientos de la Comunidad Valenciana se constituirá una Comisión Local 
de Pastos, como órgano municipal competente en materia de aprovechamiento de pastos, 
hierbas y rastrojeras, sin perjuicio de las funciones de otros órganos municipales en esta 
materia, de conformidad con lo dispuesto en esta ley.

2. No será obligatoria su constitución o existencia en los Ayuntamientos de los 
municipios cuyo término se encuentre excluido del régimen común de ordenación de dicho 
aprovechamiento de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 86 de la presente ley.

3. La Comisión Local de Pastos estará compuesta por:
a) El presidente, que lo será el alcalde o alcaldesa, o un concejal o concejala en quien 

delegue.
b) Tres vocales en representación de los propietarios de tierras en el término municipal.
c) Tres vocales en representación de los titulares de explotaciones ganaderas en 

régimen de extensivo con alguna unidad productiva radicada en el término municipal.
d) El secretario o secretaria del ayuntamiento, o funcionario en quien delegue, que 

actuará como secretario de la comisión con voz pero sin voto.
e) Un funcionario de la conselleria competente en materia de producción animal podrá 

participar, sin voto, como asesor de la comisión, a petición de su presidente.
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4. Los seis vocales agricultores y ganaderos serán designados, para un periodo de 
cuatro años, por el Consejo Agrario Municipal, o, cuando éste no esté constituido, por no ser 
preceptivo, la designación la efectuará el Pleno de la corporación.

Artículo 92.  Funciones.
Corresponden a la Comisión Local de Pastos las funciones siguientes:
a) Elaborar y proponer la aprobación de la ordenanza de pastos, hierbas y rastrojeras del 

municipio, así como sus modificaciones.
b) Fijar, dentro de los límites señalados por la comisión territorial de pastos 

correspondiente, el precio por hectárea y cabeza de ganado del disfrute de los pastos, 
hierbas y rastrojeras, así como de los aprovechamientos extraordinarios por cosechas 
deficientes no recolectadas.

c) Concretar las cargas ganaderas para el año ganadero a comenzar, dentro de los 
límites establecidos por la ordenanza.

d) Proponer la adjudicación de los aprovechamientos.
e) Resolver las discrepancias sobre las exclusiones que declara el artículo 87 del 

presente título, teniendo en cuenta lo dispuesto en su apartado 2.
f) Informar sobre las peticiones o propuestas de segregaciones de fincas a que se refiere 

el artículo 88.
g) Informar a la Comisión Territorial de Pastos de su ámbito cuantos asuntos considere 

de interés en relación con el aprovechamiento de pastos, hierbas y rastrojeras.

Artículo 93.  Funcionamiento.
1. El funcionamiento de la Comisión Local de Pastos se regirá por el reglamento de que 

la dote el respectivo ayuntamiento.
2. En todo caso, se reunirá a convocatoria de su presidente o presidenta, y al menos con 

carácter ordinario una vez al trimestre.
3. Tres vocales de la comisión podrán solicitar la celebración de reuniones 

extraordinarias, que convocará el presidente o presidenta en el plazo de cinco días, y no 
podrá demorarse su celebración más de 10 días desde la solicitud.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Ordenación de los pastos y normas generales de aprovechamiento

[ . . . ]
Artículo 104.  Daños.

1. Los titulares de las explotaciones agrarias y los ganaderos podrán reclamar el 
resarcimiento de los daños y perjuicios que les haya podido producir el incumplimiento de la 
reglamentación sobre el aprovechamiento de los pastos en el régimen común de ordenación.

2. Sin perjuicio de las acciones legales que correspondan al perjudicado, las dos partes 
implicadas podrán voluntaria y de común acuerdo someter a la Comisión Local de Pastos, en 
intervención arbitral, la determinación de la responsabilidad del agricultor o del ganadero, así 
como el importe de los daños, siempre que se contemple y regule esta posibilidad en las 
ordenanza de pastos del municipio.

[ . . . ]
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§ 250

Ley 14/2003, de 10 de abril, de Patrimonio de la Generalitat 
Valenciana. [Inclusión parcial]

Comunidad Valenciana
«DOGV» núm. 4479, de 11 de abril de 2003
«BOE» núm. 122, de 22 de mayo de 2003

Última modificación: 30 de diciembre de 2021
Referencia: BOE-A-2003-10298

TÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Régimen jurídico

[ . . . ]
Artículo 12.  Defensa judicial, transacciones y arbitraje.

1. La Generalitat tiene la obligación de ejercer las acciones necesarias para la defensa 
de sus bienes y derechos, y no podrá allanarse a las demandas judiciales que les afecten sin 
previo acuerdo del Gobierno Valenciano, a propuesta motivada del Gabinete Jurídico de la 
Generalitat.

2. La representación y defensa en juicio de los bienes y derechos que integran el 
patrimonio de la Generalitat corresponde a su Gabinete Jurídico, de acuerdo con lo 
dispuesto en la ley de Comparecencia en Juicio de la Generalitat y su normativa de 
desarrollo.

3. Las transacciones respecto a bienes o derechos de la Generalitat, así como el 
sometimiento a arbitraje de las controversias o litigios sobre los mismos, se aprobarán por 
acuerdo del Gobierno Valenciano a propuesta del titular de la conselleria competente en 
materia de patrimonio, y a iniciativa del departamento, organismo o entidad interesada.

[ . . . ]
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§ 251

Ley 14/2008, de 18 de noviembre, de Asociaciones de la Comunitat 
Valenciana. [Inclusión parcial]

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 5900, de 25 de noviembre de 2008

«BOE» núm. 294, de 6 de diciembre de 2008
Última modificación: 24 de diciembre de 2018

Referencia: BOE-A-2008-19735

[ . . . ]
TÍTULO II

De la protección y promoción del asociacionismo valenciano

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De los instrumentos técnicos de participación, consulta y colaboración

Sección 1.ª Del Consejo Valenciano de Asociaciones

[ . . . ]
Artículo 28.  Composición y funciones.

1. La estructura y composición del Consejo Valenciano de Asociaciones se determinará 
reglamentariamente, debiendo formar parte del mismo representantes de las 
administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, de las asociaciones, federaciones y 
confederaciones de asociaciones de ámbito autonómico y, en su caso, de los consejos 
sectoriales de asociaciones.

2. Son funciones del Consejo Valenciano de Asociaciones:
a) Asesorar e informar sobre cualquier propuesta normativa que afecte directamente al 

régimen general de las asociaciones, así como formular propuestas a tales efectos.
b) Proponer las actuaciones tendentes a la promoción y fomento de las asociaciones y 

emitir su criterio sobre la operatividad y efectividad de las actuaciones administrativas de 
apoyo y promoción.

c) Proponer líneas de apoyo para favorecer la potenciación exterior de las asociaciones.
d) Asesorar e informar a las asociaciones y establecer programas de formación para 

promover y hacer eficaz el movimiento asociativo.
e) Mediar en los conflictos internos o que se den entre distintas asociaciones cuando sea 

requerido por las mismas.
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f) Ejercer la administración del arbitraje y proveer a la designación de árbitros en los 
conflictos surgidos en asociaciones de ámbito autonómico cuando las partes se lo 
encomienden, en los términos de la legislación del estado.

3. En los términos reglamentarios el Consejo Valenciano de Asociaciones podrá recabar 
de los órganos de las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana y de los 
organismos y entidades dependientes de la misma la información necesaria para el 
cumplimiento de sus funciones.

[ . . . ]
TÍTULO III

De la organización y funcionamiento de las asociaciones

CAPÍTULO I
Asamblea General

[ . . . ]
Artículo 40.  Impugnación de acuerdos.

1. Los acuerdos de la asamblea general son impugnables de conformidad con la Ley 
Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, y demás leyes que resulten de aplicación.

2. Las controversias derivadas de los acuerdos adoptados pueden someterse a arbitraje 
en los términos de la legislación vigente, si no hay disposición en contra en los estatutos.

[ . . . ]
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§ 252

Ley 8/2010, de 23 de junio, de régimen local de la Comunitat 
Valenciana. [Inclusión parcial]

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 6296, de 24 de junio de 2010

«BOE» núm. 178, de 23 de julio de 2010
Última modificación: 30 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2010-11729

[ . . . ]
TÍTULO I

El municipio

CAPÍTULO I
El término municipal

[ . . . ]
Sección 5.ª El Consell Tècnic de Delimitació Territorial

Artículo 18.  Consell Tècnic de Delimitació Territorial.
1. El Consell Tècnic de Delimitació Territorial, regulado reglamentariamente, es un 

órgano de estudio, consulta, propuesta, mediación y arbitraje respecto de las materias 
relativas a la demarcación y delimitación territorial de las entidades locales valencianas.

2. Se adscribe a la conselleria competente en materia de administración local, y su 
informe será preceptivo y no vinculante en todos los procedimientos que versen sobre 
alteración de términos municipales, creación y supresión de municipios, deslinde, 
constitución de entidades locales menores y cualesquiera otros relativos a la demarcación 
territorial de las entidades locales de la Comunitat Valenciana.

[ . . . ]
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§ 253

Ley 2/2011, de 22 de marzo, del deporte y la actividad física de la 
Comunitat Valenciana. [Inclusión parcial]

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 6487, de 24 de marzo de 2011

«BOE» núm. 91, de 16 de abril de 2011
Última modificación: 26 de julio de 2022

Referencia: BOE-A-2011-6874

[ . . . ]
TÍTULO VIII

Jurisdicción deportiva

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

El arbitraje y la mediación extrajudicial en el ámbito del deporte

Artículo 174.  El arbitraje y la mediación en materia deportiva.
1. Las cuestiones litigiosas de naturaleza jurídico-deportiva que se planteen entre 

personas físicas o jurídicas, que no afecten a la disciplina deportiva, ni a los procesos 
electorales, ni tampoco al ejercicio de funciones públicas encomendadas a las federaciones 
deportivas, y que sean de libre disposición entre las partes, podrán ser resueltas a través de 
la institución del arbitraje con sujeción a la normativa legal aplicable.

2. Sin perjuicio de lo anterior, y con carácter previo o alternativo al arbitraje, se 
establecerán sistemas de mediación con la finalidad de llegar a soluciones de composición 
de conflictos de naturaleza jurídico-deportiva.

Artículo 175.  La Junta de Mediación y Arbitraje Deportivo de la Comunitat Valenciana.
Se crea la Junta de Mediación y Arbitraje Deportivo de la Comunitat Valenciana, adscrita 

al Consell Valencià de l’Esport, para la resolución por medio de arbitraje de las cuestiones 
litigiosas en materia deportiva a las que hace referencia el artículo anterior. Dicho órgano 
ejercerá también funciones de mediación y composición de litigios, bien con carácter previo 
al arbitraje que le sea encomendado, bien con independencia de su intervención en 
funciones arbitrales.

[ . . . ]
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§ 254

Ley 3/2013, de 26 de julio, de los Contratos y otras Relaciones 
Jurídicas Agrarias. [Inclusión parcial]

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 7079, de 31 de julio de 2013

«BOE» núm. 222, de 16 de septiembre de 2013
Última modificación: 8 de febrero de 2019

Referencia: BOE-A-2013-9579

[ . . . ]
TÍTULO V

Registro de operadores, contratos y otras relaciones jurídicas agrarias

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Artículo 59.  Fomento del arbitraje y la mediación en el ámbito de los contratos que regula la 
ley.

1. La administración de la Comunitat Valenciana promoverá e impulsará la inclusión en 
los contratos que regula esta ley de cláusulas que permitan la resolución de controversias 
sobre la interpretación y el cumplimiento de esta, mediante fórmulas alternativas o 
complementarias al ámbito jurisdiccional, como el arbitraje o la mediación, de conformidad 
con la normativa vigente en la materia.

2. Se crea la Junta de Arbitraje y Mediación para las compraventas agrarias, como 
órgano colegiado adscrito a la conselleria en materia de agricultura, que tendrá 
competencias para ejercer funciones de arbitraje y mediación dirigidas a la resolución de las 
cuestiones litigiosas que surjan en relación a los mencionados contratos.

3. Reglamentariamente se establecerán la constitución, la composición, el 
funcionamiento y la organización de la Junta de Arbitraje y Mediación para las compraventas 
agrarias, cuyos miembros serán nombrados por el titular de la conselleria competente en 
materia de agricultura basándose en criterios de mérito y capacidad en el sector agrario.

4. Si las partes hubieran pactado expresamente en el contrato la cláusula de sumisión 
arbitral o bien la hubieran acordado con posterioridad, podrán acudir a la Junta de Arbitraje 
para las compraventas agrarias, de acuerdo con lo establecido en la normativa estatal 
vigente en materia de arbitraje.

5. De la misma manera, si las partes hubieran pactado expresamente el sometimiento 
a mediación de las controversias o cuando de manera voluntaria así lo decidan, podrán 
acceder a la Junta de Mediación para las compraventas agrarias, con la finalidad de alcanzar 
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un acuerdo de conformidad con lo establecido en la normativa estatal vigente en materia de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles.

[ . . . ]
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§ 255

Ley 1/2015, de 6 de febrero, de Hacienda Pública, del Sector Público 
Instrumental y de Subvenciones. [Inclusión parcial]

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 7464, de 12 de febrero de 2015

«BOE» núm. 49, de 26 de febrero de 2015
Última modificación: 30 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2015-1952

TÍTULO I
Del ámbito de aplicación y de la Hacienda Pública de la Generalitat

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del Régimen de la Hacienda Pública de la Generalitat

[ . . . ]
Sección 2.ª Régimen Jurídico de los derechos de naturaleza pública de la 

Hacienda Pública de la Generalitat

Artículo 9.  Límites a que están sujetos los derechos de la Hacienda Pública de la 
Generalitat.

1. No se podrán enajenar, gravar, ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda 
Pública de la Generalitat salvo en los supuestos establecidos por las leyes.

2. Tampoco se concederán exenciones, condonaciones, rebajas, ni moratorias en el 
pago de los derechos a la Hacienda Pública de la Generalitat, salvo en los casos y en la 
forma que determinen las leyes.

No obstante, se autoriza a la conselleria competente en materia de hacienda a dictar las 
normas oportunas para la no liquidación o, en su caso, la anulación y baja en contabilidad de 
las liquidaciones ya practicadas, cuando se trate de deudas cuya cuantía se fije como 
insuficiente para la cobertura del coste que su exacción y recaudación representen.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 de esta ley, no se podrá transigir 
judicial o extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda Pública de la Generalitat, ni 
someter a arbitraje las contiendas que se susciten acerca de aquéllos, sino mediante decreto 
del Consell, que, en el caso de las transacciones, será a propuesta de la conselleria 
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competente en materia de hacienda, y previo dictamen, en todo caso, del Consell Jurídic 
Consultiu de la Comunitat Valenciana e informe de la conselleria o ente acreedor.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Deuda pública

[ . . . ]
Artículo 83.  Formalización de operaciones.

1. Dentro del marco de actuación que pueda establecer la persona titular de la 
conselleria con competencias en materia de hacienda, corresponde al Institut Valenciá de 
Finances establecer los procedimientos a seguir para la contratación y formalización de las 
operaciones de deuda de la Generalitat, en los que se garantizarán los principios de 
objetividad, transparencia y publicidad adecuados al tipo de operación que se trate.

2. Las operaciones relativas a la deuda de la Generalitat se realizarán en los mercados 
financieros conforme a las normas, reglas, técnicas, condiciones y cláusulas usuales en tales 
mercados, pudiendo acordar el sometimiento a arbitraje o la remisión a una legislación o 
tribunales extranjeros, siempre que se observe lo dispuesto en el artículo 9 de esta ley.

3. Igualmente, podrán concertarse operaciones de endeudamiento con cualquier 
organismo público, nacional o comunitario, que éste pueda formalizar en el ejercicio de sus 
competencias.

4. Las operaciones de derivados financieros tendrán como finalidad tanto limitar el riesgo 
cambiario como limitar, diversificar o modificar el riesgo o el coste de la deuda de la 
Generalitat debido a la evolución de los tipos de interés, y a facilitar su colocación, 
negociación, administración y gestión.

5. Corresponde al Institut Valenciá de Finances las demás funciones relativas a la 
gestión, coordinación y seguimiento del endeudamiento de la Generalitat.

[ . . . ]
TÍTULO V

Régimen de avales

[ . . . ]
Artículo 90.  Competencias en el otorgamiento de avales.

1. La autorización del Consell mencionada en el apartado primero del artículo anterior, 
podrá referirse específicamente a cada operación o comprender varias de ellas, con 
determinación, en todo caso, de la identidad de los avalados, el importe máximo, individual o 
global, de los avales autorizados y el plazo de vigencia de la autorización. Asimismo, podrá 
acordar la renuncia al beneficio de excusión establecido en el artículo 1830 del Código Civil.

Los acuerdos de autorización deberán publicarse en el Diari Oficial de la Comunitat 
Valenciana.

2. La persona titular de la conselleria con competencias en materia de hacienda, tendrá 
las siguientes facultades:

a) Otorgar los avales previamente autorizados por el Consell.
b) Convenir las cláusulas que resulten usuales en los mercados financieros, sin perjuicio 

de los límites que puedan haberse establecido en la preceptiva autorización.
c) En los avales que garanticen operaciones de crédito exterior, podrá acordar el 

sometimiento a arbitraje o la remisión a una legislación o tribunales extranjeros, siempre que 
se observe lo dispuesto en el artículo 21 de esta ley.

d) Determinar, en su caso, la comisión de aval a favor de la Generalitat.
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3. El Instituto Valenciano de Finanzas será el encargado de la tramitación y gestión de 
los avales de la Generalitat, y, a tal efecto, beneficiario de las comisiones que de estos se 
deriven.

[ . . . ]
Disposición adicional décimo cuarta.  Régimen de control interno y contabilización 
aplicable a gastos extrapresupuestarios.

La intervención de los gastos extrapresupuestarios, se realizará una vez examinada la 
documentación justificativa, en el momento de la contabilización.

[ . . . ]
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§ 256

Decreto Legislativo 2/2015, de 15 de mayo, del Consell, por el que 
aprueba el texto refundido de la Ley de Cooperativas de la Comunitat 

Valenciana. [Inclusión parcial]

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 7529, de 20 de mayo de 2015

Última modificación: 14 de marzo de 2023
Referencia: DOGV-r-2015-90416

[ . . . ]
ANEXO

TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE COOPERATIVAS DE LA COMUNITAT VALENCIANA

TÍTULO I
Régimen Jurídico de la Cooperativa

[ . . . ]
CAPÍTULO II
Constitución

[ . . . ]
Artículo 10.  Escritura de constitución y estatutos sociales.

1. Sin perjuicio de las demás determinaciones que puedan establecerse 
reglamentariamente, la escritura constitutiva contendrá, al menos:

a) Los nombres y apellidos de los socios y socias fundadores, si estos fueran personas 
físicas, o la denominación social, si fueran personas jurídicas; y, en ambos casos, el 
domicilio.

b) La voluntad de los otorgantes de constituir la cooperativa.
c) Los estatutos que han de regir el funcionamiento de la entidad.
d) La expresión de que el capital social mínimo ha sido íntegramente suscrito y 

desembolsado.
e) Cuando las aportaciones fueran dinerarias, constancia notarial de que se ha exhibido 

y entregado la certificación del depósito a nombre de la cooperativa, en una entidad 
financiera, de las correspondientes cantidades; la certificación habrá de quedar incorporada 
a la matriz.
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f) El valor asignado a las aportaciones no dinerarias, si las hubiese, haciendo constar sus 
datos registrales, si existieran, con detalle de las aportaciones realizadas por cada uno de 
los socios y socias constituyentes.

g) Designación de los integrantes del primer consejo rector y sus respectivos cargos y, 
en su caso, designación de la persona o personas a quienes se designe administradoras.

h) La fecha prevista para que la cooperativa dé comienzo a sus operaciones, que podrá 
determinarse con referencia a un hecho ulterior. Esta fecha no podrá ser anterior a la del 
otorgamiento de la escritura de constitución, salvo en los casos de transformación en 
cooperativas o de fusión.

i) Declaración de que no existe otra entidad con idéntica denominación, a cuyo efecto se 
presentarán al notario o notaria autorizante las oportunas certificaciones, que deberán 
incorporarse a la escritura matriz.

2. Los estatutos sociales deberán expresar como mínimo:
a) La denominación, el domicilio, la duración y el ámbito territorial de la actividad 

cooperativizada, que deberá desarrollarse mayoritariamente en el territorio de la Comunitat 
Valenciana.

b) El objeto social para el que se crea la cooperativa.
c) Las actividades económicas o profesionales a través de las cuales podrá desarrollarse 

el objeto social.
d) El capital social mínimo.
e) La cuantía y la forma de acreditar la aportación obligatoria de los socios y socias a 

capital social y las condiciones de su desembolso, en su caso.
f) El régimen de responsabilidad de las personas socias por las deudas sociales, en el 

caso de que se establezca una responsabilidad adicional para el caso de insolvencia de la 
cooperativa o cuando la responsabilidad de la persona socia se determine como ilimitada.

g) Las condiciones objetivas para ejercer el derecho a ingresar en la cooperativa y para 
la baja justificada.

h) Las condiciones de ingreso y baja y el estatuto jurídico de los socios y socias de 
trabajo y asociados o asociadas, en su caso.

i) Los derechos y deberes de la persona socia, indicando necesariamente la obligación 
de participación mínima en las actividades de la cooperativa.

j) Las normas sobre composición, funcionamiento, procedimiento electoral y remoción de 
los órganos sociales.

k) Las normas para la distribución del excedente neto e imputación de las pérdidas de 
ejercicio.

l) Las normas de disciplina social, especificando las infracciones leves, graves y muy 
graves y las sanciones previstas.

m) Las causas de disolución de la cooperativa y las normas para la liquidación.
n) La cláusula de sometimiento a la conciliación previa, a la mediación y al arbitraje 

cooperativo regulado en esta ley, cuando así se establezca.
o) El régimen de las secciones que se creen en la cooperativa.
p) Las demás materias que según esta ley deben regular los estatutos sociales.
Los estatutos podrán ser desarrollados mediante un reglamento de régimen interno 

aprobado por la asamblea, cuya inscripción en el Registro no será obligatoria.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Las personas socias

[ . . . ]
Artículo 20.  Derecho a la admisión.

1. Toda persona que reúna los requisitos del artículo anterior y esté interesada en utilizar 
los servicios de la cooperativa, tiene derecho a ingresar como socia salvo que lo impida una 
causa justa derivada de la actividad u objeto social de la cooperativa.
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2. La solicitud de ingreso será presentada por escrito al consejo rector, el cual, en un 
plazo no superior a dos meses, tendrá que admitirla o rechazarla, expresando los motivos, 
comunicando en ambos casos el acuerdo por escrito a la solicitante y publicándolo en el 
tablón de anuncios del domicilio social, además de otras formas de publicidad que pudieran 
prever los estatutos. Si transcurrido el anterior plazo no se hubiera comunicado el acuerdo a 
la persona solicitante, se entenderá admitida la solicitud de ingreso.

Contra esta decisión podrán recurrir tanto la solicitante como cualquiera de los socios y 
socias anteriores de la cooperativa, ante la comisión de recursos si existiera, o en su defecto 
ante la asamblea general en el plazo de un mes desde la notificación o publicación del 
acuerdo correspondiente. Las impugnaciones presentadas ante la comisión de recursos se 
resolverán según el procedimiento establecido estatutariamente. Las impugnaciones 
presentadas ante la asamblea general tendrán que ser resueltas por votación secreta en la 
primera reunión que celebre. El acuerdo de la asamblea general, o de la comisión de 
recursos si existiera, podrán ser sometidos, en su caso, al arbitraje cooperativo regulado en 
esta ley o impugnados ante la jurisdicción ordinaria.

[ . . . ]
Artículo 22.  Baja.

1. La persona socia podrá causar baja voluntaria en cualquier momento, mediante 
notificación por escrito al consejo rector. La baja producirá sus efectos desde que el consejo 
rector reciba la notificación de la misma, salvo que los estatutos sociales establezcan que la 
baja no se produzca sin justa causa hasta que finalice el ejercicio económico en curso o se 
cumpla el plazo mínimo de permanencia obligatoria determinado estatutariamente, que no 
podrá exceder de cinco años, salvo en los casos en que esta ley autoriza un plazo superior.

2. El consejo rector, en todo caso, calificará la baja de justificada o de no justificada y 
determinará sus efectos, todo ello mediante acuerdo que comunicará a la persona socia en 
el plazo máximo de tres meses desde que recibió la notificación de su baja. Esta 
comunicación deberá incluir, en su caso, el porcentaje de deducción que se aplica y si se 
hace uso del aplazamiento previsto en el artículo 61 de esta ley o, al menos, indicar el 
porcentaje máximo de deducción aplicable y la posibilidad de aplazar el reembolso.

La falta de comunicación en el plazo previsto permitirá considerar la baja como 
justificada a los efectos de su liquidación y reembolso.

3. Tendrá la consideración de baja justificada la que sea consecuencia de la 
disconformidad de la persona socia con un acuerdo de la asamblea general de los previstos 
en el artículo 36.6 de esta ley. También se considerará justificada la baja cuando se acredite 
que la cooperativa ha negado reiteradamente al socio o socia el ejercicio de los derechos 
reconocidos en el artículo 25 de esta ley, con la excepción del establecido en el apartado e) 
de dicho artículo. Asimismo, los estatutos sociales podrán establecer que se considere 
justificada la baja cuando el acuerdo verse sobre la distribución de resultados del ejercicio, si 
la persona socia disconforme no ha recibido en los dos últimos ejercicios la retribución por su 
contribución a la actividad cooperativizada que, con carácter mínimo, hayan podido 
establecer para este caso en los estatutos. El socio o socia que no haya votado a favor del 
acuerdo deberá comunicar su baja en el plazo máximo de cuarenta días desde el siguiente 
al de la adopción del acuerdo, o al de la recepción del acuerdo en el caso de que estuviese 
ausente de la asamblea.

4. La persona socia causará baja obligatoria cuando pierda los requisitos para serlo 
conforme a la ley o los estatutos. La baja obligatoria será acordada, previa audiencia a la 
interesada, por el consejo rector bien de oficio, bien a petición de la propia afectada o de 
cualquier otra persona socia.

5. La expulsión del socio o socia solo procederá por falta muy grave prevista en los 
estatutos. El consejo rector podrá acordarla mediante la apertura de expediente, para lo que 
podrá designar un instructor o instructora. En el expediente serán explicados los motivos de 
expulsión con toda claridad. Se dará audiencia a la persona interesada a fin de que haga las 
alegaciones que estime oportunas en el plazo de quince días. El procedimiento de expulsión 
será resuelto y notificado en el plazo máximo de dos meses, desde la fecha del acuerdo de 
apertura del expediente.
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6. En los supuestos de baja obligatoria o expulsión, la baja no producirá sus efectos 
hasta que la decisión del consejo rector sea ratificada por el comité de recursos o, en su 
defecto, por la asamblea general, o cuando haya transcurrido el plazo para recurrir ante 
dichos órganos sin haberlo hecho. No obstante, podrá establecerse con carácter inmediato 
la suspensión cautelar de todos los derechos y obligaciones de la persona socia hasta que el 
acuerdo sea ejecutivo, si así lo prevén los estatutos. El socio o socia conservará en todo 
caso el derecho de voto y de información.

7. Si la persona socia afectada no está conforme con la decisión del consejo rector sobre 
la baja, expulsión o calificación de la baja, podrá recurrirla en el plazo de un mes desde que 
le fue notificada, ante el comité de recursos, que deberá resolver en el plazo de dos meses 
o, en su defecto, ante la asamblea general, que resolverá en la primera reunión que se 
celebre. Transcurridos dichos plazos sin haberse resuelto y notificado el recurso, se 
entenderá que este ha sido estimado. En el caso de que el recurso no sea admitido o se 
desestime, el acuerdo del comité de recursos o de la asamblea general podrá someterse en 
el plazo de un mes, desde la notificación del acuerdo correspondiente, al arbitraje 
cooperativo regulado en esta ley o impugnarse ante el juzgado competente por el cauce 
previsto en el artículo 40.

8. En caso de fallecimiento del socio o socia, quienes le hereden podrán optar por 
sucederle en la cooperativa conforme establece el artículo 60.4 de esta ley o por reclamar el 
reembolso de sus aportaciones a capital, una vez practicada la liquidación correspondiente, 
conforme se establece en el artículo 61 para el reembolso de las aportaciones.

[ . . . ]
Artículo 24.  Responsabilidad y obligaciones de la persona socia que ha causado baja.

1. En caso de baja o expulsión, la persona socia responderá personalmente por las 
deudas contraídas por la cooperativa durante su permanencia en ella, previa excusión del 
haber social, por un período de cinco años a contar desde la fecha de la baja o expulsión y 
por el importe que le haya sido liquidado.

Además, seguirá obligado al cumplimiento de los contratos y otras obligaciones que haya 
asumido con la cooperativa, que por su naturaleza no se extingan con la perdida de la 
condición de socio o socia.

2. Como garantía de resarcimiento de los perjuicios causados por el incumplimiento de 
las obligaciones mencionadas en el segundo párrafo del apartado anterior, la cooperativa 
podrá retener la totalidad de las aportaciones de la persona socia hasta que se determine el 
importe de tales perjuicios.

A tal fin, el Consejo Rector de la cooperativa deberá fijar la valoración de los perjuicios 
en el plazo de tres meses desde la aprobación de las cuentas anuales del ejercicio en que 
se ha producido la baja. Contra dicha valoración podrá interponer demanda ante los 
tribunales o demanda de arbitraje en el plazo de tres meses desde la notificación del 
correspondiente acuerdo.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Órganos Sociales

[ . . . ]
Sección 1.ª Asamblea general

[ . . . ]
Artículo 33.  Iniciativa para la convocatoria de asamblea general.

1. La asamblea general podrá ser convocada por el consejo rector; bien a iniciativa 
propia, bien a petición de, al menos, un diez por ciento de las personas socias, o de 
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quinientas de ellas, si la cooperativa cuenta con más de cinco mil, en ambos casos, el orden 
del día será el propuesto por los socios y socias solicitantes.

2. Cuando el consejo no convoque en el plazo legal la asamblea general ordinaria o no 
atienda la petición de la minoría antes citada en el plazo máximo de un mes, cualquier socio 
o socia en el primer caso o la minoría citada en el segundo caso, podrán solicitar del árbitro 
o del juzgado competente del domicilio social que, con audiencia del consejo rector, 
convoque la asamblea con el orden del día solicitado, designando a las personas que, con 
las funciones de presidencia y secretaría, tendrán que constituir la mesa.

[ . . . ]
Artículo 40.  Impugnación de acuerdos sociales.

1. Son impugnables los acuerdos sociales que sean contrarios a la Ley, se opongan a los 
estatutos o al reglamento de régimen interno o lesionen el interés social en beneficio de una 
o varias personas socias o asociadas o de terceros. La lesión del interés social se produce 
también cuando el acuerdo, aun no causando daño al patrimonio social, se impone de 
manera abusiva por la mayoría. Se entiende que el acuerdo se impone de forma abusiva 
cuando, sin responder a una necesidad razonable de la sociedad cooperativa, se adopta por 
la mayoría en interés propio y en detrimento injustificado de los demás socios y socias.

No será procedente la impugnación de un acuerdo social cuando haya sido dejado sin 
efecto o sustituido válidamente por otro adoptado antes de que se hubiera interpuesto la 
demanda de impugnación. Si la revocación o sustitución hubiera tenido lugar después de la 
interposición, la terminación del procedimiento por desaparición sobrevenida del objeto se 
ajustará a lo dispuesto en la legislación procesal. Lo dispuesto en este párrafo se entiende 
sin perjuicio del derecho de quien impugne a instar la eliminación de los efectos o la 
reparación de los daños que el acuerdo le hubiera ocasionado mientras estuvo en vigor.

Tampoco procederá la impugnación de acuerdos basada en los siguientes motivos:
a) La infracción de requisitos meramente procedimentales establecidos por la Ley, los 

estatutos o el reglamento de régimen interno, para la convocatoria o la constitución del 
órgano o para la adopción del acuerdo, salvo que se trate de una infracción relativa a la 
forma y plazo previo de la convocatoria, a las reglas esenciales de constitución del órgano o 
a las mayorías necesarias para la adopción de los acuerdos, así como cualquier otra que 
tenga carácter relevante.

b) La incorrección o insuficiencia de la información facilitada por la sociedad en 
respuesta al ejercicio del derecho de información con anterioridad a la asamblea general, 
salvo que la información incorrecta o no facilitada hubiera sido esencial para el ejercicio 
razonable por parte del socio medio, del derecho de voto o de cualquiera de los demás 
derechos de participación.

c) La participación en la reunión de personas no legitimadas, salvo que esa participación 
hubiera sido determinante para la constitución del órgano.

d) La invalidez de uno o varios votos o el cómputo erróneo de los emitidos, salvo que el 
voto inválido o el error de cómputo hubieran sido determinantes para la consecución de la 
mayoría exigible.

Presentada la demanda, la cuestión sobre el carácter esencial o determinante de los 
motivos de impugnación se planteará como cuestión incidental de previo pronunciamiento.

2. La acción de impugnación de los acuerdos sociales caducará en el plazo de un año, 
salvo que tenga por objeto acuerdos que, por sus circunstancias, causa o contenido, 
resultaren contrarios al orden público, en cuyo caso la acción no caducará ni prescribirá, 
conforme establece la legislación estatal.

El plazo de caducidad se computará desde la fecha de adopción del acuerdo. Si el 
acuerdo se hubiera inscrito, el plazo de caducidad se computará desde la fecha de la 
inscripción.

3. Para la impugnación de los acuerdos sociales están legitimados cualquiera de los 
administradores, los terceros que acrediten un interés legítimo y las personas socias o 
asociadas que hubieran adquirido tal condición antes de la adopción del acuerdo, siempre 
que representen, individual o conjuntamente, al menos el 1 % de la totalidad de los votos 
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existentes en la sociedad cooperativa al tiempo de la adopción del acuerdo, o cincuenta 
votos en el caso de cooperativas con más de cinco mil personas socias. Los estatutos 
podrán reducir el porcentaje indicado y, en todo caso, las personas socias que no lo 
alcancen tendrán derecho al resarcimiento del daño que les haya ocasionado el acuerdo 
impugnable.

Para la impugnación de los acuerdos que sean contrarios al orden público estará 
legitimada cualquier persona socia o asociada, aunque hubieran adquirido esa condición 
después del acuerdo, administrador o tercero.

Las acciones de impugnación deberán dirigirse contra la sociedad cooperativa. Cuando 
la persona que inicia acciones de impugnación tuviese la representación exclusiva de la 
sociedad y la asamblea general no tuviese designado a nadie a tal efecto, el juez que 
conozca de la impugnación nombrará la persona que ha de representarla en el proceso, 
entre los socios que hubieren votado a favor del acuerdo impugnado.

Las personas socias o asociadas que hubieren votado a favor del acuerdo impugnado 
podrán intervenir a su costa en el proceso para mantener su validez.

No podrá alegar defectos de forma en el proceso de adopción del acuerdo quien, 
habiendo tenido ocasión de denunciarlos en el momento oportuno, no lo hubiera hecho.

4. De conformidad con lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil, para la 
impugnación de los acuerdos sociales, se seguirán los trámites del juicio ordinario y las 
disposiciones contenidas en la mencionada ley.

En el caso de que fuera posible eliminar la causa de impugnación, el juez o árbitro, a 
solicitud de la sociedad demandada, otorgará un plazo razonable para que aquella pueda ser 
subsanada.

5. La sentencia firme o laudo que declare la nulidad de un acuerdo inscribible habrá de 
inscribirse en el Registro de Cooperativas.

En el caso de que el acuerdo impugnado estuviese inscrito en el Registro de 
Cooperativas, la sentencia o laudo determinará además la cancelación de su inscripción, así 
como la de los asientos posteriores que resulten contradictorios con ella.

6. Con carácter previo a la impugnación de los acuerdos sociales, deberá haberse 
agotado la vía cooperativa interna establecida en la presente Ley.

Sección 2ª. El consejo rector

[ . . . ]
Artículo 47.  Responsabilidad de los miembros del consejo rector.

1. Los miembros del consejo rector han de ejercer el cargo con la diligencia que 
corresponde a un representante leal y a un ordenado gestor, respetando los principios 
cooperativos. Responden solidariamente ante la cooperativa, los socios y socias y las 
terceras personas del perjuicio que causen por acciones u omisiones dolosas o culposas, y 
siempre que se extralimiten en sus facultades. Quedarán exentos de responsabilidad 
quienes prueben que, no habiendo intervenido en la adopción y ejecución del acto o acuerdo 
lesivo, desconocían su existencia o, conociéndola, hicieron todo lo conveniente para evitar el 
daño o, al menos, se opusieron expresamente a aquel.

No exonerará de esta responsabilidad, el hecho de que la asamblea general haya 
ordenado, consentido o autorizado el acto o acuerdo, cuando sea competencia exclusiva del 
consejo rector.

2. La acción de responsabilidad prescribirá a los tres años desde el momento en que 
pudo ser ejercitada.

3. La asamblea general de la cooperativa podrá adoptar el acuerdo de ejercitar la acción 
de responsabilidad, por mayoría de dos tercios de las personas socias presentes y 
representadas, aunque no conste en el orden del día.

Salvo que expresamente prevea lo contrario, este acuerdo determinará el cese inmediato 
y provisional de los miembros del consejo afectados, mientras dure el procedimiento judicial 
o arbitral iniciado contra ellos.

El 5% de las personas socias, o cincuenta de ellas, podrán pedir a la asamblea general 
que adopte el citado acuerdo y, si en el plazo de 6 meses no lo hace o no se presenta la 
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demanda judicial o arbitral, podrán interponer la misma acción de responsabilidad por cuenta 
de la cooperativa.

4. Los socios y socias pueden ejercitar libremente las acciones para reclamar la 
indemnización de daños y perjuicios causados directamente a sus intereses por los acuerdos 
del consejo rector. La acción prescribe al año desde el momento en que pudo ser ejercitada.

[ . . . ]
Sección 5.ª La comisión de recursos, el comité social y la comisión de control 

de la gestión

Artículo 52.  Comisión de recursos.
1. Los estatutos sociales podrán prever la designación de una comisión de recursos, 

compuesta por entre tres y siete personas socias elegidas por la asamblea general por un 
período de tres a seis años, los cuales no podrán formar parte simultáneamente del consejo 
rector ni ostentar la condición de director o directora de la cooperativa.

Se aplicarán las normas de esta ley sobre consejo rector a la elección, aceptación, 
inscripción en el Registro de Cooperativas, funcionamiento de la comisión de recursos, y a la 
revocación, retribución y responsabilidad de sus miembros.

2. Cuando los estatutos así lo regulen, la comisión de recursos podrá resolver las 
reclamaciones de las personas socias sobre admisión, baja, expulsión y ejercicio del poder 
disciplinario, contra los acuerdos del consejo rector, sin perjuicio de la facultad de plantearlos 
de nuevo ante la asamblea general como última instancia en el interior de la cooperativa, en 
el plazo de un mes desde el acuerdo de la comisión.

Los estatutos podrán determinar que la decisión de la comisión no sea recurrible ante la 
asamblea general, abriendo la vía a la impugnación judicial o al arbitraje cooperativo.

3. Igualmente, cuando los estatutos así lo regulen, la reclamación contra cualquier 
acuerdo del consejo rector o de la asamblea general ante la comisión de recursos, será un 
requisito inexcusable para interponer demanda de arbitraje o de impugnación judicial contra 
los citados acuerdos.

En todo caso, la interposición de la reclamación suspenderá el plazo legal de caducidad 
de la acción de impugnación, que solo comenzará a transcurrir cuando la asamblea general 
adopte un nuevo acuerdo, confirmatorio o modificativo del anterior, recurrido ante la comisión 
de recursos.

[ . . . ]
CAPÍTULO VIII

Clases de cooperativas

[ . . . ]
Artículo 89.  Cooperativas de trabajo asociado.

1. Son cooperativas de trabajo asociado las que asocian a personas físicas que, 
mediante la aportación de su trabajo a tiempo parcial o completo, realizan cualquier actividad 
económica o profesional de producción de bienes o servicios destinados a terceras 
personas. Podrán ser personas socias trabajadoras quienes legalmente tengan capacidad 
para contratar la prestación de su trabajo, si bien las menores de edad o incapaces 
necesitarán el complemento de capacidad legalmente exigible.

Para constituir una cooperativa de trabajo asociado será suficiente la presencia de dos 
personas socias trabajadoras.

A todos los efectos, se entenderá que el socio o socia de esta cooperativa inicia la 
actividad cooperativizada cuando se incorpora efectivamente a la prestación de trabajo en la 
cooperativa.

Si transcurriese un año desde la constitución de la cooperativa sin que se hubiesen 
incorporado, al menos, dos personas socias a la efectiva prestación laboral, la cooperativa 
incurrirá en causa de disolución.
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2. Los estatutos podrán fijar un período de prueba para las personas socias, que no 
podrá exceder de nueve meses, salvo en el caso de personas técnicas cualificadas, en que 
podrá extenderse a un año. Cualquiera de las partes puede rescindir la relación durante este 
período. El socio o socia a prueba no tiene obligación de realizar aportaciones económicas 
de ningún tipo y tendrá los derechos de voz e información.

3. La relación de las personas socias trabajadoras con la cooperativa es societaria y, por 
tanto, los estatutos sociales, el reglamento de régimen interior o la propia asamblea general, 
deberán establecer el estatuto profesional de la persona socia, en el que han de regularse, 
como mínimo, las materias que a continuación se detallan:

a) La forma de organización de la prestación del trabajo.
b) La movilidad funcional y geográfica.
c) La clasificación profesional.
d) El régimen de fiestas, vacaciones y permisos.
e) La jornada, turnos y descanso semanal.
f) Las causas de suspensión o extinción de la prestación laboral.
g) Los anticipos societarios; en el caso de que una cooperativa de trabajo asociado 

mantenga más del ochenta por ciento de su facturación anual con un único cliente o clienta o 
con un único grupo de empresas, el anticipo societario garantizado a la persona socia en 
cómputo anual deberá ser equivalente al salario medio de la zona, sector y categoría 
profesional correspondientes.

h) Los demás derechos y obligaciones que, en materia de prestación de trabajo, 
considere conveniente establecer la cooperativa.

En cualquier caso, la regulación que los estatutos sociales hagan de la jornada, 
descanso semanal, fiestas, vacaciones, permisos y causas de suspensión o extinción de la 
prestación laboral, respetará los mínimos que se regulan en la legislación estatal de 
cooperativas.

La asamblea general, por mayoría de dos tercios, podrá acordar la modificación del 
estatuto profesional. En tal caso, el socio o socia disconforme podrá solicitar al consejo su 
baja en el plazo de un mes desde la efectiva aplicación de la modificación, teniendo el 
tratamiento de baja voluntaria justificada.

En lo no regulado de forma expresa por esta ley en materia de cooperativas de trabajo 
asociado, será de aplicación supletoria a la relación cooperativa lo dispuesto para ella en la 
ley estatal de cooperativas. No obstante lo dispuesto en la referida ley estatal, cuando la 
cooperativa tenga más de quinientas personas socias, el órgano competente para acordar la 
extinción por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, será el consejo 
rector.

4. Las cooperativas de trabajo asociado podrán utilizar cualquier modalidad de 
contratación temporal de conformidad con la normativa laboral y sin más limitaciones que las 
establecidas en la misma; pero no podrán tener más del 30 por ciento de personas 
trabajadoras con contrato por tiempo indefinido, computado respecto del número total de 
personas socias trabajadoras, excepto las cooperativas que tengan menos de tres o menos 
personas socias, en las que podrá haber un trabajador o trabajadora contratada en dicha 
modalidad. No obstante, podrá superarse el citado porcentaje siempre que, existiendo 
personas trabajadoras contratadas indefinidamente pero a tiempo parcial, el número de 
horas trabajadas por las mencionadas personas trabajadoras no supere el 30 por ciento de 
las horas trabajadas por la totalidad de las personas socias trabajadoras. En todo caso, no 
computarán como personas trabajadoras asalariadas a los efectos mencionados:

a) Quienes renuncien expresamente a ser personas socias. El número de trabajadores o 
trabajadoras en activo que hayan renunciado expresamente a ser personas socias no podrá 
ser superior al número de socios o socias activas existentes en ese momento, salvo 
autorización expresa de la administración competente en materia de cooperativas, previo 
informe favorable del Consejo Valenciano del Cooperativismo. Cuando una persona 
trabajadora asalariada haya renunciado a su incorporación como socio o socia, no podrá 
volver a solicitar su ingreso hasta que hayan transcurrido cinco años, salvo acuerdo del 
Consejo Rector en otro sentido.
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b) Las personas trabajadoras que se incorporen a la cooperativa por subrogación legal, 
así como las que se incorporen a ella en actividades sometidas a esta subrogación.

c) Las personas trabajadoras contratadas para ser puestas a disposición de empresas 
usuarias cuando la cooperativa actúa como empresa de trabajo temporal.

d) Las personas con discapacidad, salvo para las cooperativas de integración social.
e) Aquellas personas que estén vinculadas a la cooperativa con un contrato de tiempo 

indefinido fijo-discontinuo. El número de trabajadores o trabajadoras que se encuentren en 
esta situación no podrá ser superior al número de personas socias activas en ese momento.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 60 de esta ley, los estatutos de las 
cooperativas de trabajo asociado podrán establecer que los socios y socias tendrán derecho 
preferente a adquirir, en el plazo que determinen, las aportaciones a capital de la persona 
socia fallecida. Este derecho no tendrá lugar cuando el sucesor o sucesora sea persona 
trabajadora de la cooperativa y, reuniendo los requisitos necesarios para ser socio o socia, 
solicite acceder a dicha condición.

6. En relación con lo dispuesto en el artículo 23.3 de esta ley, también se considerarán 
faltas muy graves, para las personas socias trabajadoras en su prestación de trabajo en la 
cooperativa, las siguientes:

a) Las faltas repetidas e injustificadas de asistencia, entendiéndose por tales cuando se 
falte más de un día al trabajo durante el periodo de un mes, sin causa justificada o la debida 
autorización.

b) Las faltas repetidas e injustificadas de puntualidad en el trabajo, entendiéndose por 
tales cuando se acumulen más de cinco faltas de puntualidad en un mes, sin que exista 
causa justificada, o los simples retrasos, cuando acumuladamente en dicho mes equivalgan 
a media jornada laboral.

c) La indisciplina o desobediencia a las órdenes de los superiores jerárquicos, en 
cualquier materia de trabajo, si de la misma se derivase quebranto manifiesto a la disciplina 
o perjuicio grave para la cooperativa.

d) Las ofensas verbales o físicas, inclusive las agresiones contra la libertad sexual, a los 
compañeros o compañeras de trabajo, o a los familiares que convivan con ellos o ellas, 
cuando por su intensidad no se considere como falta grave.

e) La transgresión de la buena fe contractual, así como el abuso de confianza en el 
desempeño de su trabajo.

f) La disminución continuada y voluntaria en el rendimiento normal de su actividad laboral 
cooperativizada.

g) La embriaguez habitual o toxicomanía en el ejercicio de su actividad cooperativizada, 
cuando repercutiera negativamente en el trabajo, y cuando dicha actuación ocasionare 
quebranto importante para la cooperativa, tanto económico como de imagen.

7. La pérdida de la condición de socio o socia determinará la cesación en la prestación 
de su trabajo en la cooperativa, sin que se posean otros derechos frente a la misma que los 
propios de la condición de persona socia que ostentase.

8. Las cuestiones litigiosas y reclamaciones que puedan surgir entre la cooperativa y sus 
socios y socias, referidas a las materias contempladas en el punto 3 de este artículo, podrán 
someterse, agotada la vía interna societaria, a la conciliación y arbitraje cooperativos, así 
como a otros medios de resolución de conflictos regulados en esta ley.

9. Cuando por resolución judicial o arbitral se declare, por contrariar una norma 
cooperativa, la nulidad del acuerdo de expulsión adoptado por cuestiones relacionadas con 
la prestación de trabajo o sus efectos, el consejo rector podrá optar entre readmitir a la 
persona socia o indemnizarla. No obstante, si la resolución declara de forma expresa e 
indubitada que el acuerdo de expulsión ha vulnerado un derecho fundamental de la persona 
socia, el derecho de opción corresponderá a esta.

En cualquier caso, la opción deberá ser ejercitada en el plazo de diez días desde el 
siguiente al de la notificación de la resolución. En su defecto, se entenderá que procede la 
indemnización.

Cuando proceda la indemnización, y sin menoscabo de la condición de relación 
societaria declarada en el apartado 3 de este mismo artículo, su cuantía se determinará 
conforme a lo previsto en la legislación laboral para los supuestos de despido improcedente, 
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entendiéndose extinguida su relación con la cooperativa desde el momento en que la baja 
produjo sus efectos, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 22.6 de esta ley.

Si es readmitida, se le repondrá en la posición jurídica que tenía cuando su baja produjo 
los efectos.

10. Los estatutos sociales podrán establecer la posibilidad de que, en caso de que 
causen baja obligatoria personas socias que sean titulares de las aportaciones previstas en 
el artículo 55.1.b y que el consejo rector no haya acordado su reembolso inmediato, los 
socios y socias que permanezcan en la cooperativa deban adquirir estas aportaciones en el 
plazo máximo de seis meses a partir de la fecha de la baja, en los términos que acuerde la 
asamblea general.

11. A las cooperativas de trabajo asociado que únicamente cuenten con dos personas 
socias trabajadoras les serán de especial aplicación, mientras permanezcan en esa situación 
y aun cuando sus estatutos establezcan otra cosa, las disposiciones siguientes:

a) Todos los acuerdos sociales que requieran mayoría de personas socias o de votos 
deberán adoptarse con el voto favorable de las dos únicas personas socias.

b) Podrán constituir su Consejo Rector con solo dos miembros, que, necesariamente, se 
distribuirán los cargos de presidencia y secretaría.

c) No precisarán constituir la comisión de recursos o la comisión de control de la gestión.
d) Podrá encomendarse la liquidación de estas cooperativas a uno o dos personas 

socias liquidadoras.
e) El importe total de las aportaciones de cada socio o socia al capital social no podrá 

superar el 50 por ciento del mismo.
f) La cooperativa que permanezca más de cinco años con solo dos personas socias 

trabajadoras vendrá obligada, a partir del siguiente ejercicio, a realizar una dotación adicional 
a la reserva obligatoria del uno y medio por mil de su cifra de negocios anual, sin que esta 
dotación pueda conllevar que la cooperativa incurra en pérdidas totales. En el mismo 
supuesto, no podrá obtener subvenciones o ayudas de la administración del Consell, salvo 
las establecidas para incorporación de nuevas personas socias.

g) Ante la baja de una persona socia, y por el periodo máximo de un año regulado en el 
artículo 81 de esta ley para el restablecimiento del número mínimo de socios, el socio o 
socia que permanece asumirá temporalmente las funciones propias de administrador o 
administradora única sin necesidad de modificar los estatutos sociales.

[ . . . ]
Artículo 97 bis.  Cooperativas de emprendimiento.

1. La finalidad de las cooperativas de emprendimiento es fomentar el empleo cooperativo 
y favorecer un desarrollo socioeconómico sostenible e innovador. Estas cooperativas tienen 
por objeto generar comunidades de ayuda mutua en torno a la necesidad común de las 
personas socias de crear su propio puesto de trabajo en unas condiciones que le permitan 
un desarrollo profesional acorde a sus capacidades y aspiraciones personales

2. Podrán incorporarse a la cooperativa de emprendimiento personas físicas portadoras 
de un proyecto empresarial que aspiren a constituirse en cooperativa. La permanencia en la 
cooperativa de estos socios y socias, que en ningún caso podrá exceder del plazo de un 
año, estará limitada al tiempo necesario para finalizar y poner a prueba su proyecto 
empresarial, así como para tomar la decisión de constituir o no una cooperativa. Trascurrido 
este tiempo, la persona socia causará baja y tendrá derecho a la liquidación de su aportación 
obligatoria a capital, que le será reembolsada en el momento de la baja sin que sean de 
aplicación los plazos máximos de reembolso previstos en el artículo 61 de esta ley. Estos 
socios y socias tendrán los mismos derechos y obligaciones previstos en esta ley cualquier 
persona socia de carácter indefinido y su aportación a capital será la que establezcan los 
estatutos sociales de la cooperativa.

3. También podrán integrarse como socios de las cooperativas de emprendimiento 
personas jurídicas que tengan por objeto el fomento del cooperativismo o del 
emprendimiento en territorio de la Comunitat Valenciana, o bien la lucha contra el 
desempleo. Su permanencia en la cooperativa tendrá carácter indefinido.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 256  Texto refundido de la Ley de Cooperativas de la Comunitat Valenciana [parcial]

– 923 –



4. La cooperativa, dentro de su objeto social, prestará a sus socios servicios de 
formación, acompañamiento y asesoramiento, sobre todo en aspectos relacionados con el 
cooperativismo, la gestión empresarial y el emprendimiento, y podrá generar oportunidades 
para someter las ideas de negocio de sus socios y socias a una prueba de viabilidad 
comercial en condiciones de realidad. Para realizar dicha prueba, la cooperativa proveerá al 
mercado de servicios relacionados con los proyectos de autoempleo que albergue en su 
seno, y podrá contratar a sus socios y socias por el tiempo que resulte imprescindible.

5. Las relaciones comerciales que la cooperativa establezca para el desarrollo de su 
objeto social formarán parte de su actividad cooperativizada y tendrán la consideración a 
todos los efectos de operaciones con los socios.

[ . . . ]
Artículo 99 bis.  Cooperativas de iniciativa social.

1. La Generalitat y las entidades locales favorecerán en su ámbito territorial la prestación 
de actividades y servicios de primera necesidad para sus ciudadanos mediante cooperativas 
que desarrollen servicios de interés económico general.

2. A los efectos de este artículo se considerarán actividades y servicios de primera 
necesidad los relativos a vivienda, salud, servicios sociales, atención a la dependencia, la 
protección e integración de grupos sociales vulnerables, los suministros básicos como el 
agua, la electricidad y las telecomunicaciones, la educación, la cultura, el deporte, la 
movilidad y el transporte.

Las cooperativas reguladas en este artículo no tendrán ánimo de lucro en los términos 
que se señalan esta ley, se considerarán entidades de iniciativa social a los efectos previstos 
en la legislación sobre servicios sociales inclusivos de la Comunitat Valenciana y podrán 
gozar de los siguientes beneficios legales:

a) Resultar adjudicatarias directas de concesiones demaniales o derechos de superficie 
sobre patrimonio de las entidades locales para desarrollar sus actividades.

b) Ser beneficiarias directas de subvenciones y ayudas públicas que compensen sus 
obligaciones de servicio público, dentro del cumplimiento de la normativa estatal y europea 
en materia de ayudas de Estado.

c) Acceder de forma preferente al crédito y la financiación de las entidades públicas en 
condiciones de mercado.

3. Las Administraciones públicas podrán hacer una reserva de contratos relacionados 
con las actividades y servicios de primera necesidad a la licitación entre cooperativas, 
conforme a lo establecido en la legislación vigente sobre contratos del sector público.

4. Cuando no proceda la relación contractual amparada en la legislación de contratos del 
sector público entre la Administración y la cooperativa de iniciativa social, la relación entre 
ambas partes se formalizará en un convenio de colaboración que establezca de forma 
objetiva las obligaciones de servicio público impuestas y los mecanismos de control en 
cuanto a las mismas que se reserva la entidad local.

[ . . . ]
TÍTULO IV

La Administración pública y el cooperativismo

[ . . . ]
Artículo 122.  Consejo Valenciano del Cooperativismo.

1. El Consejo Valenciano del Cooperativismo es un órgano de promoción, asesoramiento 
y planificación de la política y legislación en materia de cooperativas. Su composición se 
establecerá reglamentariamente, y corresponderá a la Confederación de Cooperativas de la 
Comunitat Valenciana la designación de representantes del cooperativismo, de acuerdo con 
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lo previsto en el artículo 107.3 de esta ley. El número de representantes del cooperativismo 
no será inferior al resto de miembros nombrados por el Consell.

El Consejo Valenciano del Cooperativismo elegirá de entre sus miembros a las personas 
que hayan de desempeñar la presidencia y la secretaría del Consejo, y funcionará de 
acuerdo con el reglamento del que se dote a sí mismo.

2. El Consejo Valenciano del Cooperativismo estará integrado orgánicamente en la 
consellería competente en materia de cooperativas, que le atribuirá los recursos personales 
y económicos para su funcionamiento.

3. Serán funciones del Consejo Valenciano del Cooperativismo las siguientes:
a) Informar, dictaminar o formular proposiciones sobre cualquier disposición legal que 

pueda afectar a las entidades cooperativas.
b) Fomentar y potenciar el cooperativismo y las relaciones intercooperativas.
c) Participar en la difusión de los principios cooperativos y velar por su cumplimiento, en 

particular por la utilización del fondo de formación y promoción cooperativa.
d) Fomentar la educación y formación cooperativa.
e) Colaborar en la ejecución de la política del Consell en relación con el cooperativismo.
f) Intervenir en los conflictos que se planteen en materia cooperativa, a través de la 

conciliación, el arbitraje o la mediación, en la forma regulada en el artículo siguiente.
g) Redactar y aprobar con carácter bienal el plan de apoyo y fomento del cooperativismo, 

hacer seguimiento de su grado de cumplimiento y evaluar sus resultados.

Artículo 123.  Conciliación, arbitraje y mediación cooperativos.
1. En la resolución de los conflictos que se planteen entre entidades cooperativas o entre 

estas y sus socios y socias o miembros, el Consejo Valenciano del Cooperativismo ejercerá 
una triple competencia:

a) La conciliación previa, de carácter voluntario, al ejercicio de acciones ante los 
tribunales. Su regulación, que será la prevista en el reglamento del consejo, incluirá el 
reconocimiento de que las certificaciones de avenencia son título suficiente para obtener la 
ejecución de lo acordado.

b) El arbitraje de derecho o de equidad. El Consejo Valenciano del Cooperativismo, a 
través de los letrados o las letradas o las personas expertas que designe, podrá emitir 
laudos arbitrales, con efectos de sentencia judicial obligatoria para las partes y ejecutoria 
para los tribunales.

Será preciso que las partes en conflicto se hayan obligado previamente mediante 
convenio arbitral, en virtud de cláusula inserta en los estatutos sociales de las cooperativas o 
fuera de estos.

Si el compromiso es de arbitraje de derecho, el laudo será emitido y firmado por una o 
tres personas licenciadas en derecho, miembros del Consejo o de la Corte de Arbitraje 
Cooperativo nombradas por este consejo entre personas licenciadas en derecho expertas en 
cooperativas.

Si el compromiso es de arbitraje de equidad, podrán emitir y firmar el laudo en nombre 
del consejo, cualesquiera personas, aunque no sean juristas, bien miembros de este, bien 
terceras personas designadas por el consejo.

El procedimiento y recursos, en ambos casos, serán los regulados en la legislación 
estatal sobre arbitraje de derecho privado.

c) La mediación entre las partes para la resolución de conflictos.
El Consejo Valenciano del Cooperativismo actuará como institución de mediación, con 

sujeción a la legislación común en la materia, cuya competencia desarrollará 
reglamentariamente de forma diferenciada de la conciliación y el arbitraje.

2. La presentación ante el Consejo Valenciano del Cooperativismo de la reclamación 
previa de conciliación, de la solicitud de inicio de la mediación, o de la demanda de arbitraje, 
interrumpirá la prescripción y suspenderá la caducidad de las acciones, de acuerdo con la 
legislación estatal.

3. Mediante ley se establecerán las tasas que deberán satisfacer las partes en 
conciliación, arbitraje o mediación. Será sujeto pasivo de las tasas la persona reclamante, 
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salvo que en el laudo de conciliación, arbitraje o mediación se impongan las tasas 
resultantes de otro modo.

[ . . . ]
Disposición adicional octava.  Protección de datos de carácter personal.

1. El tratamiento de datos personales que se realice en cumplimiento de esta norma se 
ajustará al que se dispone en el régimen jurídico europeo y estatal en materia de protección 
de datos de carácter personal.

2. Los datos personales que las personas proporcionan a la Administración en el 
ejercicio de los derechos garantizados en esta norma serán utilizadas con las finalidades y 
los límites previstos.

3. El registro regulado en el capítulo III de esta norma es un registro administrativo que 
contendrá datos de carácter personal y, en consecuencia, le resulta de aplicación el régimen 
de protección de datos personales. En particular, tendrán que tenerse en cuenta las 
garantías y medidas de seguridad necesarias para garantizar los derechos y libertades de 
las personas afectadas, así como respetarse los principios en materia de protección de 
datos, especialmente el principio de minimización de datos, que determina que los datos 
tienen que ser adecuadas, pertinentes y limitadas al necesario en relación con los fines para 
los cuales son tratadas.

4. En el caso del Consejo Valenciano de Cooperativismo regulado en esta norma, los 
datos de las personas que lo integran serán tratadas en conformidad con lo dispuesto en la 
normativa vigente en materia de protección de datos, cumpliendo con los principios relativos 
al tratamiento y con el deber de informar a las personas interesadas. Así mismo, las 
personas que forman parte del órgano tendrán el deber de confidencialidad de la información 
que conozcan en el desarrollo de sus funciones.

[ . . . ]
Disposición transitoria tercera.  Oficina registral única y oficinas territoriales del Registro 
de cooperativas de la Comunitat Valenciana.

Hasta la fecha de entrada en vigor del reglamento a que se refiere la disposición 
adicional tercera, la oficina central del Registro seguirá teniendo de forma exclusiva las 
siguientes funciones:

a) Coordinar la actuación de todas las oficinas del Registro de Cooperativas y dictar, a tal 
efecto, las instrucciones pertinentes para lograr la efectiva coordinación de las mismas.

b) Planificar la unificación y asunción de las funciones de las diferentes oficinas 
registrales, así como aquellas correspondientes a las encomiendas de gestión o acuerdos de 
colaboración con otros organismos colaboradores.

c) De forma exclusiva, para las cooperativas de seguros, las de crédito y aquellas otras 
que cuenten con sección de crédito, así como para las uniones y federaciones de 
cooperativas y la confederación, todas las funciones a que se refiere el artículo 14.
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§ 257

Ley 17/2017, de 13 de diciembre, de coordinación de policías locales 
de la Comunitat Valenciana. [Inclusión parcial]

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 8191, de 15 de diciembre de 2017

«BOE» núm. 4, de 4 de enero de 2018
Última modificación: 30 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2018-98

[ . . . ]
TÍTULO II

Órganos competentes en materia de coordinación de Policía Local

CAPÍTULO I
Órganos ejecutivos y órganos de participación

[ . . . ]
Sección tercera. Comisión de Coordinación de las Policías Locales de la 

Comunitat Valenciana

[ . . . ]
Artículo 10.  Funciones.

Son funciones de la Comisión de Coordinación de las Policías Locales de la Comunitat 
Valenciana:

1. Informar sobre los anteproyectos de ley, proyectos de reglamento y cualesquiera otras 
disposiciones relacionadas con las policías locales que se elaboren por los diversos órganos 
de la administración autonómica, así como sobre cuantas disposiciones sobre Policía Local 
se establezcan por los ayuntamientos de la Comunitat Valenciana.

2. Proponer a los órganos competentes de las diversas administraciones públicas la 
adopción de cuantas medidas considere convenientes para la mejora de los servicios de las 
policías locales y para la homogeneización de sus medios técnicos.

3. Conocer de la programación de los cursos y demás actividades de formación de las 
policías locales que se realicen.

4. Proponer planes de actuación conjunta entre diversos cuerpos de Policía Local en 
supuestos de concurrencia de personas y acontecimientos que rebasen las circunstancias 
habituales, para su presentación a los ayuntamientos que lo hubiesen solicitado.
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5. Ejercer las funciones de mediación y arbitraje en los conflictos colectivos de carácter 
profesional de los cuerpos de Policía Local cuando lo soliciten de común acuerdo el 
ayuntamiento afectado y quien legalmente ostente la representación sindical del personal 
funcionario en el mismo.

6. Cuantas otras funciones le atribuyan las disposiciones vigentes.

[ . . . ]
TÍTULO III

Cuerpos de Policía Local

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 30.  Finalidad.

1. En el ejercicio de sus funciones, y dentro del ámbito de sus competencias, los cuerpos 
de Policía Local tienen como misión principal velar por el cumplimiento de las normas 
locales, autonómicas y estatales; proteger el libre ejercicio de derechos y libertades, y 
garantizar la seguridad pública.

2. De igual manera, los cuerpos de Policía Local tienen entre sus fines cooperar con los 
servicios sociales y con los agentes sociales en el marco de protocolos o convenios suscritos 
por los ayuntamientos, especialmente en los ámbitos preventivo, mediador y asistencial.

[ . . . ]
Artículo 33.  Funciones.

1. Son funciones de quienes integran los cuerpos de Policía Local las señaladas en la 
normativa estatal sobre fuerzas y cuerpos de seguridad.

2. También serán funciones de quienes integran los cuerpos de Policía Local las 
siguientes:

a) Instruir atestados por accidentes de circulación dentro del casco urbano y en vías de 
su competencia.

b) Ejercer las funciones de policía administrativa dentro del ámbito de su competencia, 
especialmente en lo relativo a ordenanzas, bandos y demás disposiciones municipales, así 
como en lo relativo a las disposiciones autonómicas respecto de las cuales les hayan sido 
delegadas dichas funciones.

c) Participar en las funciones de Policía Judicial, especialmente con relación al tráfico y 
en el ámbito de las competencias municipales, de acuerdo con la legislación vigente.

d) Efectuar diligencias de prevención y cuantas actuaciones tiendan a evitar la comisión 
de actos delictivos, en el marco de colaboración establecido en las juntas de seguridad y 
consejos de seguridad local, tanto en el ámbito urbano como rural.

e) Intervenir en la gestión de los conflictos de la ciudadanía en el marco de la mediación 
policial cuando sean requeridos por la ciudadanía, colaborando de forma proactiva en la 
transformación de dichos conflictos.

[ . . . ]
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§ 258

Ley 14/2018, de 5 de junio, de gestión, modernización y promoción 
de las áreas industriales de la Comunitat Valenciana. [Inclusión 

parcial]

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 8312, de 7 de junio de 2018
«BOE» núm. 157, de 29 de junio de 2018

Última modificación: 30 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2018-8949

[ . . . ]
TÍTULO I

Entidades de gestión y modernización de las áreas industriales

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 8.  Estatutos.

1. Los estatutos de la entidad deberán incluir al menos los siguientes extremos, 
respetando en cualquier caso los demás términos regulados en esta ley:

a) La denominación de la entidad, que no podrá coincidir con la de otra preexistente, ni 
inducir a error o a confusión con la misma. En su denominación deberá figurar 
necesariamente la expresión «entidad de gestión y modernización» o las siglas EGM, que 
serán exclusivas de esta clase de entidades.

b) Su domicilio social.
c) El objeto social de la entidad, que por lo menos incluirá la gestión y la modernización 

de servicios y dotaciones dentro del área industrial delimitada, así como cualquier otro que 
les permita la asunción de la gestión indirecta de servicios públicos mediante contrato.

d) Los derechos y obligaciones de las personas titulares integrantes.
e) La composición, estructura y régimen de funcionamiento y acuerdos de los órganos de 

gobierno de la entidad, que deberán responder a un funcionamiento democrático.
f) El procedimiento para la modificación de los estatutos.
g) Los mecanismos para la ampliación o reducción del área industrial o de las personas 

titulares que integran la entidad.
h) La previsión del destino del patrimonio sobrante en caso de disolución de la entidad.
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2. Los primeros estatutos deberán ser aprobados necesariamente en la asamblea de 
ratificación de la solicitud de constitución prevista en el artículo 11.

3. En los estatutos podrá establecerse, con acuerdo previo unánime de todas las 
personas titulares integrantes de la entidad, que las controversias que surjan entre la entidad 
y las personas titulares integrantes, o entre estas por razón de su pertenencia a la entidad, 
se resolverán mediante arbitraje. Se preferirá la resolución previa mediante la mediación.

[ . . . ]
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§ 259

Ley 15/2018, de 7 de junio, de turismo, ocio y hospitalidad de la 
Comunitat Valenciana. [Inclusión parcial]

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 8313, de 8 de junio de 2018
«BOE» núm. 157, de 29 de junio de 2018

Última modificación: 30 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2018-8950

[ . . . ]
LIBRO III

La actividad turística

TÍTULO I
Ordenación del sector turístico

[ . . . ]
CAPÍTULO VII

Arbitraje

Articulo 80.  Métodos alternativos a la resolución de conflictos: arbitraje y mediación.
1. Para resolver las reclamaciones de las personas consumidoras y usuarias en sus 

relaciones con las empresas turísticas se podrá acudir al sistema arbitral de consumo y a la 
mediación, conforme a lo dispuesto en la legislación aplicable.

2. Las empresas turísticas que voluntariamente se sometan al sistema arbitral deberán 
formalizar expresamente su decisión por escrito.

3. A través del sistema arbitral las partes voluntariamente encomiendan a un órgano 
arbitral, que actúa con imparcialidad, independencia y confidencialidad, las decisiones sobre 
controversia o conflictos surgidos entre ellos, y los laudos dictados serán de obligado 
cumplimiento para las partes.

4. El órgano competente en materia de turismo propondrá árbitros entre el personal a su 
servicio y mediadores del Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la Comunitat 
Valenciana para actuar en aquellos procedimientos en que se diriman reclamaciones en 
materia de turismo.

[ . . . ]
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§ 260

Ley 24/2018, de 5 de diciembre, de mediación de la Comunitat 
Valenciana

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 8439, de 7 de diciembre de 2018

«BOE» núm. 23, de 26 de enero de 2019
Última modificación: 30 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2019-966

Sea notorio y manifiesto a todos los ciudadanos y todas las ciudadanas que Les Corts 
han aprobado y yo, de acuerdo con lo establecido por la Constitución y el Estatuto de 
Autonomía, en nombre del Rey, promulgo la siguiente Ley.

PREÁMBULO

I
El derecho de acceso a la justicia es un derecho fundamental e indispensable para la 

garantía y protección de los demás derechos, ya sea a través de procesos jurisdiccionales, 
de todos aquellos procedimientos orientados a tratar o prevenir conflictos o de la labor de 
órganos no jurisdiccionales, como, entre otros, las instituciones nacionales de derechos 
humanos, los organismos de igualdad y los defensores del pueblo.

Existen muchos conflictos que no llegan a los tribunales y se resuelven por otras vías. 
Así, por ejemplo, todas las que se pueden encontrar dentro de los denominados métodos 
alternativos de solución de conflictos (MASC), resolución alternativa de litigios (RAL) o 
métodos alternativos de resolución de conflictos (MARC o ADR, por su acrónimo en inglés), 
que incluyen vías alternativas como la mediación, la negociación, la conciliación, el derecho 
colaborativo y el arbitraje.

Estos métodos contribuyen al fomento de la cultura de la paz, del diálogo, de la 
participación, de la convivencia, de la justicia reparadora, de la escucha y del reconocimiento 
del otro, así como la regeneración de los lazos sociales. Además, la promoción de este tipo 
de mecanismos alternativos o complementarios repercute en la reducción del alto nivel de 
litigiosidad y sobrecarga de asuntos judiciales, contribuyendo así a mejorar la efectividad de 
la administración de justicia.

La mediación es un procedimiento caracterizado por la intervención activa de una o más 
de una persona mediadora profesional, neutral e imparcial, que facilita la comunicación entre 
las personas mediadas y el análisis objetivo de sus intereses, las conduce en el 
procedimiento y las ayuda a que por sí mismas lleguen a alcanzar acuerdos que resuelvan, 
total o parcialmente, el conflicto o que mejoren la gestión del mismo.

La mediación se configura como un sistema que gravita en torno a la autonomía, la 
voluntariedad y la libre decisión de las partes, lo que, con el auxilio de terceras personas 
externas, facilita el logro de soluciones a medida de los interesados y permite la 
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preservación de las relaciones futuras entre los mismos. Esta actividad se realiza, además, 
con el debido respeto a los principios de confidencialidad, imparcialidad, neutralidad y, en su 
caso, cooperación con la administración de justicia. Por otra parte, conlleva una considerable 
reducción de costes tanto para los particulares como para el sector público y contribuye, 
como se ha indicado, a la descarga de los procesos jurisdiccionales ante los tribunales de 
justicia.

II
En el ámbito de la Unión Europea el principio de acceso a la justicia se considera como 

un elemento fundamental del derecho de la Unión Europea y ya desde el Consejo Europeo, 
en su reunión de Tampere de 15 y 16 de octubre de 1999, se instó a los estados miembros a 
que instauraran procedimientos alternativos de carácter extrajudicial.

En España, la regulación legal de la mediación se centró inicialmente en el ámbito de las 
relaciones familiares, como muestra el gran número de leyes autonómicas que desarrollaron 
la materia. La Comunitat Valenciana fue una de las primeras en desarrollarla con la 
aprobación de la Ley 7/2001, de 26 de noviembre, reguladora de la mediación familiar. La 
aprobación de la Directiva 2008/52/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de 
mayo de 2008, sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles, 
supuso un importante avance para asegurar un mejor acceso a la justicia, en el marco del 
espacio de libertad, seguridad y justicia como parte de la política de la Unión Europea.

Siguiendo el camino marcado desde las instituciones europeas, algunas comunidades 
autónomas han adoptado normas que han superado el tradicional ámbito familiar. Así la Ley 
de Cataluña 15/2009, de 22 de julio, de mediación en el ámbito del derecho privado, y la Ley 
1/2011, de 28 de marzo, de mediación de la Comunidad Autónoma de Cantabria, modificada 
por Ley 4/2017, de 19 de abril, establecen regulaciones que pretenden institucionalizar y 
fomentar, por medio de la mediación, la cultura del arreglo amistoso. Ambas normas han 
servido de inspiración y modelo para la elaboración de esta ley.

Posteriormente y a efectos de integrar en el ordenamiento jurídico español las 
determinaciones de esta norma comunitaria, las Cortes Generales aprobaron la Ley 5/2012, 
de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles. Dicha norma, dictada en el 
ejercicio de las competencias exclusivas estatales en materia de legislación mercantil, 
procesal y civil, y «sin perjuicio de las disposiciones que dicten las comunidades autónomas 
en el ejercicio de sus competencias», trata aspectos tan relevantes como el procedimiento, 
los principios básicos, la eficacia de los acuerdos o el estatuto mínimo de la persona 
mediadora.

La Ley 5/2012 supuso un punto de inflexión en el reconocimiento de la mediación en 
nuestro ordenamiento jurídico, especialmente por dotar de fuerza ejecutiva el acuerdo de 
mediación, así como por regular la suspensión de la prescripción o la caducidad de las 
acciones. Sin embargo, el ámbito de aplicación de la ley se circunscribe únicamente a los 
asuntos civiles y mercantiles, obviando otras muchas materias en las que se pueden generar 
conflictos susceptibles de solucionarse mediante mediación.

Por otra parte, la disposición adicional segunda de dicha ley ordena, a las 
administraciones públicas competentes en materia de provisión de medios materiales al 
servicio de la administración de justicia, proveer la puesta a disposición de los órganos 
jurisdiccionales y del público de información sobre la mediación como alternativa al proceso 
judicial, procurando incluso su equiparación a la asistencia jurídica gratuita.

Asimismo, no pueden desconocerse las potenciales posibilidades que nos brinda la 
mediación en el ámbito del derecho administrativo, siendo estas reconocidas en los artículos 
86 y 112 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las 
administraciones públicas.

Con todo ello se contribuye al fomento de una mediación de calidad, capaz de resolver 
los conflictos que puedan surgir en una sociedad moderna y compleja, como la nuestra. La 
mediación, así entendida, refuerza la idea del «acceso a la justicia integral» como un 
derecho de la ciudadanía, reconocido tanto en los textos internacionales como en las 
constituciones modernas.
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III
La presente ley tiene por objeto regular la mediación en la Comunitat Valenciana en el 

ámbito de sus competencias, y de conformidad con la normativa del Estado, fomentando el 
acceso a la ciudadanía a este método alternativo de solución de conflictos.

Resulta idónea la implantación de los procedimientos mediadores en multitud de ámbitos 
tan aparentemente heterogéneos como pueden ser el familiar, el sanitario, el 
medioambiental, el cooperativo, el empresarial, el comunitario o el administrativo, por poner 
sólo algunos ejemplos.

La gran flexibilidad que caracteriza el procedimiento de mediación favorece su utilización 
extensiva en todos los sectores de la actividad humana en los que interese una solución 
autocompositiva que permita el mantenimiento de las relaciones entre las partes.

Esta circunstancia, así como el resto de beneficios ya señalados, ha impulsado a la 
Generalitat a dotarse, adaptándose a las necesidades y exigencias sociales, de una norma 
con rango de ley que contemple las actuaciones profesionales de mediación que se 
desarrollen total o parcialmente en el territorio valenciano, en las que la persona mediadora 
esté inscrita en el registro que se crea al efecto y en las que las partes se acojan a ella 
voluntariamente. Se trata de una regulación general y flexible que permite instaurar, sin 
perjuicio de sus posibles particularidades sectoriales, un marco general para los 
procedimientos mediadores que se vayan desarrollando en el ámbito de las competencias 
estatutariamente asumidas.

Si bien en algunos ámbitos se viene utilizando el término mediación, éste se asocia a 
actividades o funciones que no se ajustan al procedimiento regulado en la presente ley o que 
ya tienen una normativa sectorial propia que contempla procedimientos específicos de 
mediación. En estos supuestos, como sucede con la mediación intercultural, regulada en la 
Ley 15/2008, de 5 de diciembre, de la Generalitat, de integración de las personas 
inmigrantes en la Comunitat Valenciana, la presente ley tendrá carácter supletorio.

Esta ley se dicta, por una parte, al amparo de lo previsto en la citada Ley estatal 5/2012, 
de 6 de julio, y de lo previsto en los artículos 9.3 y 49.1.36 del Estatuto de autonomía de la 
Comunitat Valenciana; y, por otra parte, al amparo de las competencias en materia de 
normativa procesal y procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la 
organización de la Generalitat, así como para la regulación de colegios profesionales y 
ejercicio de profesiones tituladas.

El artículo 9.3 del Estatuto de autonomía conlleva el compromiso activo de la Generalitat 
para instaurar los medios adecuados para que exista una administración de justicia sin 
demoras indebidas y próxima al ciudadano, contribuyendo la mediación a esos fines y a 
reducir el número de asuntos que llegan a los órganos judiciales, sin perjuicio de lo previsto 
en el artículo 49.1.36 del texto estatutario.

La Generalitat tiene, además, competencias en multitud de ámbitos o sectores en los 
que la mediación puede desarrollar sus efectos, como medio autocompositivo para la 
resolución de conflictos. Así, entre ellos, podemos hacer referencia al artículo 10 de nuestro 
Estatuto de autonomía que atribuye competencia a la Generalitat para la «defensa integral 
de la familia, los derechos de las situaciones de unión legalizadas, protección del menor de 
edad y la integración y accesibilidad universal en cualquier ámbito de la vida pública, social, 
educativa o económica».

Por último, cabe añadir que el informe del Observatorio sobre Asistencia Jurídica 
Gratuita en la Comunitat Valenciana (2017) promovido por la Conselleria de Justicia, 
Administración Pública, Reformas Democráticas y Libertades Públicas propuso «promover la 
utilización de métodos alternativos de solución de conflictos (MASC)».

IV
El objetivo principal de esta norma es implantar, desarrollar e impulsar un marco jurídico 

en el que incardinar los procedimientos de mediación, presentes y los que puedan 
establecerse en el futuro, intrajudiciales y extrajudiciales, que se desarrollen en el ámbito 
territorial de la Comunitat Valenciana, en los términos y condiciones reguladas en la presente 
ley. Asimismo pretende garantizar la profesionalidad de la mediación a través de la 
formación y de la especialización de las personas mediadoras.
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Igualmente busca intensificar la seguridad jurídica y garantizar tanto la calidad como la 
fiabilidad del sistema, propiciando el aumento de la confianza por parte de la ciudadanía. 
Pretende hacer posible la obtención de soluciones responsables, propias y eficaces a los 
conflictos, generando mayor seguridad en el cumplimiento posterior de los acuerdos y 
favoreciendo la pervivencia de las relaciones futuras entre las partes en conflicto.

Todo ello, contribuirá a la desjudicialización de conflictos, así como a fomentar el acceso 
de la ciudadanía a los mecanismos alternativos de resolución de los mismos, sin incidir en 
aspectos y presupuestos procesales, cuya regulación corresponde al Estado en 
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 149.1.6 de la Constitución española. La presente 
regulación, además, sigue los principios y está en consonancia con lo previsto por el 
legislador estatal en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y 
mercantiles, y en la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado.

Con ánimo de dar un impulso decisivo a la materia, la ley encomienda a la conselleria 
competente en materia de mediación que ejerza el liderazgo institucional, fomentando e 
impulsando los procedimientos de mediación que se desarrollen de acuerdo con lo previsto 
en esta ley. Para poder llevar a cabo estas funciones se crea el Centro de Mediación de la 
Comunitat Valenciana, órgano adscrito a la conselleria competente en materia de mediación, 
que tiene como labor coordinar todas aquellas actuaciones que se lleven a cabo en el marco 
de lo dispuesto en la presente norma, y del que depende el Registro de Personas y 
Entidades Mediadoras de la Comunitat Valenciana. Es el instrumento de publicidad e 
inscripción voluntaria a través del cual se garantiza a la ciudadanía el acceso a profesionales 
y a entidades mediadoras de contrastada profesionalidad, capacitación y formación.

Para alcanzar estos propósitos, la ley parte de la estrecha colaboración de la conselleria 
competente en materia de mediación con las entidades mediadoras inscritas en el citado 
registro, a quienes les asigna un papel inclusivo y proactivo en la puesta en práctica, 
seguimiento y efectividad de la mediación.

Asimismo, la ley prevé la prestación de servicios de mediación gratuita para quienes 
siendo personas beneficiarias del derecho de justicia gratuita opten por acudir a la mediación 
para resolver sus controversias. El reconocimiento de este beneficio constituye una pieza 
clave para el fomento de este método alternativo de resolución de conflictos y, sin duda, 
contribuye a la promoción de la libertad e igualdad de las personas.

Por último, en lo que respecta a la denominada mediación intrajudicial, es decir, aquella 
que se desarrolla en el seno de un proceso judicial, la ley pretende poner a disposición de 
los órganos judiciales y de la ciudadanía, un marco administrativo y una infraestructura que 
facilite su progresiva instauración en el ámbito de la Comunitat Valenciana.

V
La presente ley se estructura en un título preliminar, cinco títulos, dos disposiciones 

adicionales, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales.
El título preliminar es el relativo a las disposiciones generales. Se divide en dos 

capítulos. El primero trata los asuntos concernientes a la actividad de la mediación; en él se 
establece la finalidad de la ley, su ámbito de aplicación, el objeto de la mediación, y se 
definen los conceptos básicos. En el capítulo segundo se contienen los principios esenciales 
de la mediación. Entre estos principios, que deben observarse en toda mediación, se 
encuentran: la voluntariedad, la igualdad de las partes, la neutralidad e imparcialidad de las 
personas mediadoras, la confidencialidad, la buena fe, el carácter presencial y la flexibilidad 
de la actuación de las partes.

El título I contempla las actuaciones y la organización administrativa en el ámbito de la 
mediación. Consta de un capítulo primero, en el que se regula la actuación de la Generalitat, 
de las administraciones locales y de las entidades mediadoras a las que se les otorga una 
función colaborativa, al tiempo que se determinan sus funciones; y de un capítulo segundo, 
en el que se establece la organización administrativa de la Generalitat en materia de 
mediación integrada por el Centro de Mediación de la Comunitat Valenciana —órgano 
coordinador de las actuaciones que en materia de mediación se desarrollen en el ámbito de 
la presente ley—, el Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la Comunitat 
Valenciana —instrumento de carácter público para facilitar a la ciudadanía el acceso a los 
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servicios profesionales de mediación— y el Consejo Asesor de Mediación de la Comunitat 
Valenciana —órgano colegiado de participación y consulta.

Los títulos II y III, estructurados respectivamente en dos capítulos, se ocupan de regular 
las personas intervinientes en la mediación. En ellos se establecen los derechos y deberes 
tanto de las partes como de la persona mediadora y se describen los requisitos de titulación 
y formación que han de cumplir para ejercer la función mediadora.

El título IV está dedicado a la regulación del procedimiento y a los costes de la 
mediación. Está estructurado en dos capítulos. El primero es el relativo al procedimiento y en 
el mismo se regula su inicio, la designación de las personas mediadoras y la garantía de su 
imparcialidad. Además, se establecen las distintas fases del procedimiento, la finalización del 
mismo, los requisitos que han de observar las actas finales, así como su valor jurídico. El 
capítulo segundo se ocupa de los costes de la mediación, estableciendo el principio, salvo 
acuerdo en contrario, de igual carga económica para las partes, y los supuestos de 
mediación gratuita.

El título V es el relativo al régimen sancionador. Éste, a su vez, está dividido en cuatro 
capítulos. El primero hace referencia a las consideraciones generales. En el segundo se 
determina qué actuaciones de las personas y de las entidades mediadoras constituyen 
infracciones administrativas. En el capítulo tercero se establece el tipo de sanciones a 
imponer según la infracción cometida, mientras que el capítulo cuarto regula la competencia 
y el procedimiento sancionador.

La ley contiene una disposición adicional primera relativa al reconocimiento de los 
profesionales y entidades mediadoras que hasta la fecha de la entrada en vigor de la misma 
venían desempeñando labores de mediación en la Comunitat Valenciana y una disposición 
adicional segunda referida al impulso de la mediación en los procedimientos administrativos 
de la Generalitat.

Por su parte, la disposición derogatoria deja sin efectos la Ley 7/2001, de 26 de 
noviembre, reguladora de la mediación familiar en el ámbito de la Comunitat Valenciana, con 
la salvedad de determinados preceptos, que pasan a tener rango reglamentario y, por último, 
las disposiciones finales facultan al Consell para el desarrollo reglamentario de la ley y 
establecen la fecha de su entrada en vigor.

Por último, cabe reseñar que durante el procedimiento de elaboración y tramitación de la 
presente ley han sido consultados los principales agentes públicos y privados que tienen 
relación y están expresamente afectados por las determinaciones de esta ley, cuyas 
alegaciones han sido analizadas y, en la medida de lo posible, incorporadas al texto legal, 
coherente con los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, 
transparencia y eficiencia, de acuerdo con los motivos expuestos.

La presente ley da cumplimiento a las previsiones del Plan normativo de la 
administración de la Generalitat 2018 y es conforme con el Consell Jurídic Consultiu de la 
Comunitat Valenciana.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
De la actividad de la mediación

Artículo 1.  Finalidad.
Esta ley tiene por finalidad:
a) Regular la mediación en la Comunitat Valenciana en el ámbito de sus competencias.
b) Poner a disposición de la ciudadanía el recurso de la mediación dentro del proceso 

judicial o como alternativa al mismo.
c) Promover y fomentar la resolución de controversias a través de la mediación.
d) Garantizar la profesionalidad e institucionalización de la mediación.
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Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Las disposiciones contenidas en esta ley serán de aplicación a las actuaciones 

profesionales de mediación que decidan acogerse expresa o tácitamente a la misma en las 
que por lo menos una de las partes tenga su domicilio en la Comunitat Valenciana y la 
persona mediadora designada por las partes en conflicto o por las entidades de mediación 
esté inscrita en el Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la Comunitat 
Valenciana, y la mediación se desarrolle total o parcialmente en el territorio de la comunidad 
autónoma, a excepción de aquellos casos en que la mediación se efectúe por medios 
telemáticos.

2. No será necesario que al menos una de las partes tenga su domicilio en la Comunitat 
Valenciana cuando se trate de conflictos sometidos a la jurisdicción de los juzgados y 
tribunales de la Comunitat Valenciana.

3. En aquellos supuestos en los que la normativa sectorial contemple procedimientos 
específicos de mediación, la presente ley tendrá carácter supletorio.

Artículo 3.  Objeto de mediación.
Podrán ser objeto de mediación los siguientes conflictos:
a) Aquellos que versen sobre materias de libre disposición.
b) Los relativos a materias sobre las que las personas acogidas a mediación puedan 

alcanzar acuerdos en virtud de la legislación que sea de aplicación, cuando la normativa 
estatal lo permita.

Artículo 4.  Conceptos básicos.
A los efectos de esta ley se entiende por:
a) Mediación: Aquel procedimiento en el que dos o más partes implicadas en un conflicto 

o litigio a los que se refiere el artículo anterior intentan alcanzar, de manera voluntaria y por 
sí mismas, con comunicación y diálogo, un acuerdo satisfactorio sobre la resolución de su 
controversia, con la asistencia de una o varias personas mediadoras profesionales.

b) Persona mediadora profesional: Aquella persona profesional que, con la formación 
adecuada, ayuda a las partes a alcanzar un acuerdo voluntario para resolver sus 
controversias, actuando en todo momento de conformidad con los principios de neutralidad, 
imparcialidad, integridad, equidad, confidencialidad, con respecto a todas las partes 
implicadas en la mediación, y cumple los requisitos que prevé esta ley.

c) Entidades mediadoras: Aquellas entidades públicas o privadas y corporaciones de 
derecho público que impulsan y desarrollan actividades de mediación de conformidad con lo 
que establece la ley o sus estatutos y cumplen con los requisitos previstos en esta ley. 
Asimismo, las entidades locales que facilitan el acceso y la administración de servicios de 
mediación, según lo dispuesto en la normativa en materia de régimen local, y cumplen con 
los requisitos previstos en esta ley.

d) Conflictos o litigios que versen sobre materias que pueden ser objeto de mediación: 
Aquellas situaciones en las que dos o más personas, o grupos de personas, entran en 
oposición o desacuerdo porque sus posiciones, intereses o necesidades son percibidas 
como incompatibles y versan sobre materias de libre disposición, y aquellas sobre las que 
las partes pueden presentar propuestas de acuerdo, en virtud de la legislación que sea de 
aplicación cuando la normativa estatal lo permita.

CAPÍTULO II
Principios esenciales de la mediación

Artículo 5.  Voluntariedad.
La mediación se regirá por el principio de voluntariedad, según el cual las partes en 

conflicto son libres de acceder y dar por acabada la misma en cualquier momento, sin 
necesidad de justificar su decisión.
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Artículo 6.  Igualdad de las partes en conflicto.
En la mediación se garantizará en todo momento la igualdad entre las partes en 

conflicto, asegurándose el equilibrio de posiciones y el respeto mutuo sobre los puntos de 
vista expresados.

Artículo 7.  Neutralidad e imparcialidad de las personas mediadoras.
Las personas mediadoras desempeñarán su función de manera neutral e imparcial, 

ayudando de manera equitativa a las partes en conflicto a acercar sus respectivas 
posiciones y a alcanzar por sí mismas un acuerdo. No podrán actuar en perjuicio o interés de 
ninguna de las partes en conflicto y deberán abstenerse de proponer o imponer soluciones o 
medidas concretas.

Artículo 8.  Confidencialidad.
1. El procedimiento de mediación, así como toda la información y documentación que se 

utilice o se derive de la misma, tienen carácter confidencial. El deber de confidencialidad se 
extiende a todas las personas e instituciones públicas o privadas que intervengan en la 
mediación, incluyendo a la persona mediadora y a las partes intervinientes.

2. La declaración o aportación de documentación sobre la información o datos, que 
hubieran podido obtenerse o utilizarse durante el transcurso de la mediación, en un proceso 
judicial o en un arbitraje se regirá por lo dispuesto en la legislación del Estado.

3. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 38.2.a de esta ley, el deber de 
confidencialidad podrá excepcionarse, total o parcialmente, cuando las partes en conflicto lo 
excusen de forma expresa y por escrito, y cuando así lo prevea la legislación estatal.

4. Las sesiones de mediación podrán ser grabadas en beneficio de la propia mediación, 
con fines de formación, investigación o divulgación científica, previa autorización escrita de 
las partes en la que quede constancia expresa del fin o fines para cuyo uso se autorizan.

5. La infracción del deber de confidencialidad generará responsabilidad en los términos 
previstos en el ordenamiento jurídico.

6. No se consideran datos confidenciales los que no contengan datos de carácter 
personal destinados, de manera exclusiva, a fines estadísticos.

Artículo 9.  Buena fe.
Las actuaciones de las partes en conflicto y de las personas mediadoras se rigen por las 

exigencias de la buena fe. Durante la mediación las partes en conflicto deben manifestar 
buena voluntad hacia las actuaciones impulsadas por la persona mediadora y adoptar 
actitudes de apoyo y colaboración lo suficientemente flexibles para intentar alcanzar una 
solución total o parcial al conflicto o litigio existente.

Artículo 10.  Carácter presencial.
1. Las personas mediadoras y las partes han de asistir siempre personalmente a las 

reuniones de mediación.
Sólo excepcionalmente las partes podrán acudir representadas mediante escrito 

acreditativo de la representación. Estos supuestos se determinarán reglamentariamente. Así 
mismo, podrán contar con el asesoramiento externo, según lo previsto en el artículo 23.d de 
la presente ley.

2. Con carácter excepcional, la mediación se podrá desarrollar, total o parcialmente, a 
través de medios electrónicos, informáticos y telemáticos, siempre que se garantice la 
identidad de las personas intervinientes y el respeto a los principios esenciales de la 
mediación. Reglamentariamente, podrán establecerse determinados procedimientos que por 
su escasa entidad o limitada cuantía se desarrollen preferentemente por medios telemáticos.
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Téngase en cuenta que queda suprimido el inciso "Con caracter general" del apartado 2, 
establecido por el art. 82 de la ley 3/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-1859, con 
efectos desde el 1 de enero de 2020, según determina su disposición final quinta.

3. En caso de que las partes en conflicto sean personas jurídicas o se compongan por 
una pluralidad de personas, deberán nombrarse representantes para que retransmitan la 
voluntad del colectivo u organización con suficiente capacidad negociadora.

4. Cuando en la mediación participen personas con dificultades de expresión o 
comprensión, podrán estar presentes las personas traductoras o intérpretes que faciliten la 
comunicación en las sesiones, quedando sujetas a los principios esenciales de la presente 
ley.

Artículo 11.  Flexibilidad.
Las personas en conflicto, junto con la persona mediadora y bajo su guía, tienen libertad 

para organizar la mediación de la manera más adecuada posible, a su caso y materia, 
siempre que se cumplan los principios esenciales de la ley.

Artículo 12.  Lengua del procedimiento.
Las partes en conflicto tienen libertad para escoger que el procedimiento se lleve a cabo 

en cualquiera de las lenguas oficiales de la Comunitat Valenciana. En este sentido, por los 
supuestos recogidos en el artículo 31.2, la conselleria competente en materia de mediación 
garantizará el derecho de las partes a que la mediación se lleve a cabo en la lengua oficial 
elegida.

Artículo 13.  Accesibilidad universal para las personas con diversidad funcional o 
discapacidad.

Los procedimientos de mediación deberán garantizar la accesibilidad universal para las 
personas con diversidad funcional o discapacidad. A tal fin, se deberá garantizar la 
accesibilidad a los espacios donde se desarrolle la mediación, la utilización de la lengua de 
signos y los medios de apoyo a la comunicación oral, el braille, la comunicación táctil o 
cualquier otro sistema que permita a las personas con diversidad funcional o discapacidad 
participar plenamente del procedimiento en igualdad de condiciones.

TÍTULO I
De las actuaciones y de la organización administrativa en el ámbito de la 

mediación

CAPÍTULO I
De la actuación de las administraciones públicas y otras entidades en el ámbito 

de la mediación

Artículo 14.  De la actuación de la Generalitat.
La Generalitat a través de la conselleria competente en materia de mediación, llevará a 

cabo las siguientes funciones:
a) Garantizará, en colaboración con el resto de administraciones públicas competentes 

de la Comunitat Valenciana, el acceso de todas las personas a los servicios de mediación.
b) Difundirá y fomentará la mediación entre la ciudadanía.
c) Colaborará con las administraciones locales, las entidades públicas y privadas, y con 

los servicios y centros de mediación ya existentes, en la difusión y el desarrollo de las 
actuaciones de mediación.
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d) Colaborará con las autoridades judiciales en la efectiva puesta en funcionamiento de 
los servicios de mediación intrajudicial.

e) Gestionará el Registro de Personas y Entidades Mediadoras y supervisará su continua 
actualización.

f) Designará a la persona mediadora en los supuestos previstos en el artículo 31.2.
g) Resolverá los incidentes de abstención y recusación en los supuestos de designación 

contenidos en el artículo 31.2.
h) Supervisará el correcto ejercicio y el cumplimiento de los principios esenciales de la 

mediación y gestionará las quejas interpuestas por las personas mediadoras o por las partes 
en conflicto sometidas a mediación, mediante el procedimiento que al efecto se establezca.

i) Ejercerá la potestad sancionadora en los supuestos que sean constitutivos de 
infracción administrativa y con independencia del régimen disciplinario de las entidades 
mediadoras y de los colegios profesionales que pudiera concurrir.

j) Planificará, regulará, coordinará y ordenará las actuaciones existentes para garantizar 
la adecuación del servicio de mediación a las necesidades reales de la ciudadanía.

k) Recopilará datos sobre las actividades de mediación realizadas a efectos estadísticos 
y publicará los resultados.

l) Fomentará la elaboración de protocolos de buenas prácticas en materia de mediación 
y promoverá su adhesión por parte de las personas y entidades dedicadas a tal fin.

m) Realizará actuaciones de justicia restaurativa a través de la Red de Oficinas de la 
Generalitat de Asistencia a las Víctimas del Delito.

n) Homologará los estudios, los cursos y la formación específica en materia de 
mediación al efecto de la inscripción de las personas mediadoras en el registro previsto en 
esta ley.

o) Promoverá el intercambio de conocimientos, experiencias y novedades en materia de 
mediación y fomentará y organizará cursos, jornadas o seminarios para la formación 
continua y especializada de las personas mediadoras.

p) Organizará periódicamente sesiones informativas abiertas y gratuitas para aquellas 
personas que pudieran estar interesadas en recurrir a la mediación, aunque en ningún caso 
sustituirá a la sesión informativa prevista en el artículo 34.

q) Gestionará y concederá el beneficio de mediación gratuita y establecerá el 
correspondiente turno de oficio de las personas mediadoras en colaboración con los colegios 
de abogados y procuradores.

r) Realizará todas las actuaciones necesarias para el desarrollo de la mediación y el 
cumplimiento de los objetivos establecidos en la presente ley.

Artículo 15.  De la actuación de las administraciones locales.
1. Las entidades locales podrán llevar a cabo en materia de mediación las siguientes 

actuaciones:
a) Fomentar el uso de la mediación y su desarrollo de forma coordinada con la 

conselleria competente en materia de mediación. En este sentido podrán establecer, dentro 
de sus competencias y en coordinación con aquella, actividades y servicios de mediación, de 
acuerdo, en todo caso, con los principios esenciales establecidos en esta ley.

b) Promover el intercambio de conocimientos, experiencias y novedades en esta materia.
2. Las entidades locales comunicarán a la conselleria competente en materia de 

mediación los servicios o programas de mediación dependientes de ellas.

Artículo 16.  De la actuación de las entidades mediadoras.
1. En el marco de la presente ley, las entidades mediadoras tendrán las siguientes 

funciones:
a) Aportar los espacios y medios materiales propios para que puedan desarrollarse las 

sesiones de mediación.
b) Designar persona mediadora perteneciente a la entidad de entre las inscritas en el 

Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la Comunitat Valenciana cuando se les 
presente directamente una solicitud.
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c) Fomentar y difundir el uso de la mediación e informar de manera gratuita a las 
personas usuarias sobre las características, principios y ventajas de la misma.

d) Organizar sesiones, jornadas o cursos formativos para las personas mediadoras.
e) Remitir a la conselleria competente en materia de mediación las quejas o denuncias, 

así como las sanciones disciplinarias que hubieran podido imponer, referidas a actuaciones 
de mediación llevadas a cabo por las personas mediadoras pertenecientes a la entidad 
inscritas en el Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la Comunitat Valenciana.

f) Remitir, con fines estadísticos, cuanta información sea requerida por la conselleria 
competente en materia de mediación, respetando siempre el deber de confidencialidad y la 
normativa relativa a la protección de datos de carácter personal.

g) Elaborar una memoria anual de las actividades de la entidad en el ámbito de la 
mediación para su remisión a la conselleria competente en materia de mediación.

h) Conservar y custodiar los expedientes de mediación.
2. Las entidades mediadoras podrán contar con sus propios registros de personas 

mediadoras. En estos supuestos, deberán comunicar a la conselleria competente en materia 
de mediación cualquier incidencia que en relación con sus colegiados o asociados deba ser 
anotada en el Registro de Personas e Entidades Mediadoras de la Comunitat Valenciana.

CAPÍTULO II
De la organización administrativa en materia de mediación

Artículo 17.  De la organización administrativa de la Generalitat en materia de mediación.
Las actuaciones de la Generalitat en materia de mediación se llevarán a cabo a través 

de los siguientes órganos y servicios que conforman la estructura organizativa básica para la 
prestación del servicio de mediación:

a) El Centro de Mediación de la Comunitat Valenciana.
b) El Consejo Asesor de Mediación de la Comunitat Valenciana.

Artículo 18.  El Centro de Mediación de la Comunitat Valenciana.
1. El Centro de Mediación de la Comunitat Valenciana es un órgano administrativo 

adscrito en la conselleria competente en materia de mediación al que corresponde, en el 
marco de lo que dispone esta ley, fomentar y facilitar el acceso a la mediación en el ámbito 
de la Comunitat Valenciana.

2. Su composición, forma de integración, dependencia jerárquica, reglas de 
funcionamiento y el resto de requisitos exigidos legalmente se establecerán 
reglamentariamente.

3. El Centro de Mediación de la Comunitat Valenciana ejercerá las siguientes funciones:
a) Fomentar y facilitar el acceso a la mediación en el ámbito de la Comunitat Valenciana.
b) Gestionar el Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la Comunitat 

Valenciana previsto en el artículo 19 de la presente ley.
c) Designar las personas mediadoras en los supuestos contemplados en el artículo 31.2 

de la presente ley.
d) Promover la colaboración entre todas las entidades y administraciones que actúan en 

el ámbito de la mediación.
e) Elaborar una memoria anual de actividades.
f) El resto de funciones y competencias que sean establecidas reglamentariamente.

Artículo 19.  El Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la Comunitat Valenciana.
1. El Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la Comunitat Valenciana se 

constituye como un instrumento de información y de difusión de la Generalitat, que tiene 
como finalidad facilitar el acceso de la ciudadanía a las personas profesionales y entidades 
mediadoras que hayan acreditado el cumplimento de los requisitos establecidos en los 
apartados siguientes, garantizándose de este modo su capacitación y formación. La 
inscripción en este registro será voluntaria.
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2. Podrán ser objeto de inscripción en este registro las personas físicas que se 
encuentren en pleno ejercicio de sus derechos civiles, que desarrollen total o parcialmente 
su actividad mediadora en el ámbito de la Comunitat Valenciana, que voluntariamente lo 
soliciten y cumplan los siguientes requisitos:

a) Estar en posesión de título universitario oficial o de formación profesional superior y 
contar con formación específica para ejercer la mediación que reglamentariamente se 
determine.

b) Suscribir un seguro o garantía equivalente que cubra la responsabilidad civil derivada 
de su actuación profesional.

3. Podrán ser objeto de inscripción en este registro las entidades mediadoras que 
cuenten con personal formado en mediación, que entre sus fines y actividades estatutarias, 
legales o reglamentarias figure la mediación y que desarrollen total o parcialmente su 
actividad mediadora en el ámbito de la Comunitat Valenciana.

4. El registro tiene carácter público y su consulta podrá realizarse por medios 
telemáticos. Su estructura, composición, funciones, procedimiento de inscripción y emisión 
de informes se desarrollarán reglamentariamente.

5. El Registro contará con diversas secciones y serán de naturaleza homóloga a la del 
resto de registros señalado en el apartado 6 de este artículo. Cada persona o entidad 
mediadora estará inscrita en la sección que corresponda.

6. El Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la Comunitat Valenciana 
coordinará su actuación con el Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación 
dependiente del Ministerio de Justicia, así como con los demás registros de mediadores que 
las comunidades autónomas puedan establecer.

Artículo 20.  El Consejo Asesor de Mediación de la Comunitat Valenciana.
1. El Consejo Asesor de Mediación de la Comunitat Valenciana es el órgano colegiado 

consultivo y de participación de la Generalitat en materia de mediación.
2. Su presidencia corresponderá a la persona titular de la conselleria competente en 

materia de mediación. Estará compuesto por personas que representen a la Generalitat, a 
las entidades de mediación definidas en el artículo 4 de esta ley, a las universidades, a las 
entidades locales y cuantas personas de reconocido prestigio en la materia con diez años de 
experiencia acreditada se consideren necesarias para la realización de las funciones de 
asesoramiento. En todo caso, la designación de los miembros respetará la normativa sobre 
paridad entre mujeres y hombres como mínimo y sin perjuicio de que las mujeres puedan ser 
más del 50%. Asimismo, el número de personas que representen a la Generalitat no podrá 
ser mayoría de los miembros.

3. El Consejo Asesor de Mediación de la Comunitat Valenciana tendrá las siguientes 
funciones:

a) Emitir un informe previo sobre el desarrollo reglamentario de esta ley, una vez 
constituido este.

b) Asesorar y apoyar a la conselleria competente en materia de mediación en todas las 
cuestiones necesarias para el desarrollo de la mediación.

c) Proponer a la conselleria competente en materia de mediación los criterios a seguir en 
materia de formación inicial y continua para los profesionales mediadores.

d) Elaborar un informe anual sobre la situación de la mediación en la Comunitat 
Valenciana, teniendo en cuenta la recopilación de los datos estadísticos que haya recogido 
la conselleria competente en materia de mediación. El informe contendrá una valoración de 
la situación y propuestas para mejorar el fomento, el procedimiento o la calidad del servicio.

e) Ejercer las funciones de observatorio de la mediación de la Comunitat Valenciana.
f) Elaborar una memoria anual de sus propias actividades.
g) Proponer la aprobación de los códigos de conducta voluntarios aplicables a los 

profesionales de la mediación.
h) Proponer las entidades beneficiarias del sello de calidad mediadora.
i) Aquellas otras funciones que reglamentariamente se le asignen.
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Artículo 21.  Sello de calidad mediadora.
Con la finalidad de distinguir las entidades y los profesionales que desarrollan con 

calidad la mediación en la Comunitat Valenciana, se establece el sello de calidad mediadora, 
que certificará el Consejo Asesor de Mediación de la Comunitat Valenciana en caso de 
cumplimiento de los requisitos de calidad específicos y de acuerdo con el procedimiento que 
se determine reglamentariamente.

La calidad de la mediación se medirá en función de la adhesión y el respeto a códigos de 
conducta existentes en el sector por parte de los mediadores y de las organizaciones que 
presten servicios de mediación, así como el cumplimiento de criterios objetivos como la 
eficacia, la imparcialidad y la formación suficiente y continua de estos profesionales de la 
mediación.

El Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la Comunitat Valenciana hará 
indicación expresa de quiénes gozan del sello de calidad mediadora. Asimismo, se 
asegurará la publicidad en plataformas digitales públicas relativas a la mediación.

Este certificado deberá renovarse cada tres años, de conformidad con el procedimiento 
que a este efecto se establezca.

TÍTULO II
De las partes en conflicto intervinientes en la mediación

CAPÍTULO I
Legitimación para acceder a la mediación

Artículo 22.  De las personas legitimadas para acceder a la mediación.
1. Podrán ser parte en un procedimiento de mediación todas las personas físicas o 

jurídicas, ya sean éstas públicas o privadas, que se vean afectadas por un conflicto o litigio 
definido en el artículo 4.d de esta ley.

2. Las personas menores de edad y las personas con capacidad modificada 
judicialmente podrán intervenir en los procedimientos de mediación en la medida en que 
según la normativa vigente tengan capacidad para disponer del objeto del conflicto. En su 
defecto, podrán intervenir a través de sus legales representantes.

CAPÍTULO II
Derechos y deberes de las partes en la mediación

Artículo 23.  Derechos de las partes en la mediación.
Las partes en la mediación tendrán derecho a:
a) Acceder a la mediación en los términos establecidos en la presente ley.
b) Conocer, con carácter previo a la mediación, toda la información relativa a sus 

características, funcionamiento, alcance, consecuencias, valor de los acuerdos y coste 
máximo aproximado.

c) Escoger libremente a una persona o una entidad mediadora, esté o no inscrita en 
cualquier otro Registro autonómico o estatal. O bien, solicitar que se le nombre persona 
mediadora en cualquiera de los supuestos del artículo 31.2 de la presente ley.

d) Contar con el asesoramiento externo de cualquier tipo que se considere necesario 
durante todo el tiempo que dure la mediación.

e) Expresar de manera justificada su disconformidad con la actuación de la persona 
mediadora escogida y rechazar sus servicios.

f) Recusar a la persona mediadora designada por la conselleria competente en 
mediación en los supuestos contemplados en el artículo 31.2.

g) Dar por terminada la mediación en cualquier momento y sin necesidad de justificación.
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h) Los demás derechos que les correspondan conforme a lo establecido en la presente 
ley.

Artículo 24.  Deberes de las partes en la mediación.
Las partes en la mediación deberán:
a) Respetar los principios esenciales de la mediación previstos en la presente ley y, a 

este fin, suscribir, ante la persona mediadora y con anterioridad al inicio de la mediación, una 
declaración expresa que acredite el conocimiento de los derechos y deberes que les 
corresponden conforme lo dispuesto en esta ley, que se adjuntará al acta inicial constitutiva.

b) Abstenerse de ejercitar contra las otras partes en conflicto, mientras se desarrolle la 
mediación, acción judicial o extrajudicial alguna en relación con su objeto, salvo que se trate 
de medidas cautelares u otras medidas urgentes necesarias para evitar la pérdida 
irreversible de bienes y derechos.

c) Cumplir el contenido de los acuerdos que se hayan alcanzado en la mediación.
d) Abonar la retribución de los honorarios que correspondan a las personas mediadoras 

por su labor profesional y los gastos que la mediación haya ocasionado, aun en el caso de 
que haya concluido sin un acuerdo, excepto cuando se trate de un servicio de mediación 
gratuito o sean beneficiarias del derecho a la mediación gratuita.

TÍTULO III
De las personas mediadoras

CAPÍTULO I
De las personas mediadoras y de su formación

Artículo 25.  De las personas mediadoras en el ámbito de esta ley.
De acuerdo con lo previsto en el artículo 2 de la presente ley, las disposiciones 

contenidas en la misma sólo serán de aplicación a las personas mediadoras inscritas 
voluntariamente en el Registro de Personas y Entidades Mediadoras, de conformidad con lo 
dispuesto en los apartados 2 y 6 del artículo 19 de la misma, relativos a las condiciones para 
ejercer la mediación y a la coordinación de los distintos registros.

Artículo 26.  De la formación de las personas mediadoras.
1. La formación de las personas mediadoras consistirá en la superación de cursos 

específicos teórico-prácticos de carácter multidisciplinario para ejercer la mediación 
impartida por centros o entidades de formación o mediación, públicos o privados, 
debidamente habilitados o autorizados para tal fin. Estos cursos asegurarán el aprendizaje 
del marco jurídico de la mediación, de las consecuencias jurídicas de los acuerdos 
conseguidos, de las distintas técnicas de comunicación, negociación y gestión de conflictos, 
así como de los principios de la ética de la mediación.

2. La formación continua de las personas mediadoras consistirá en la realización 
periódica de cursos o actividades de carácter eminentemente práctico. Estos cursos irán 
orientados a la constante actualización de los conocimientos en mediación.

3. Reglamentariamente se establecerá el contenido, la duración y la periodicidad de las 
actividades formativas, así como su homologación administrativa a efectos de inscripción en 
el Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la Comunitat Valenciana; asimismo, su 
eventual inscripción en el resto de registros, de acuerdo con lo establecido en la normativa 
estatal.
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CAPÍTULO II
Derechos y obligaciones de las personas mediadoras

Artículo 27.  Derechos de las personas mediadoras.
Las personas mediadoras tienen derecho a:
a) Desarrollar su actuación profesional con plena libertad e independencia, y a obtener el 

debido respeto durante su ejercicio.
b) Renunciar a la mediación. Su decisión constará en un acta que entregará a las partes 

en conflicto y, en su caso, a la conselleria competente en materia de mediación en los 
supuestos contemplados en el artículo 31.2.

c) Recibir una compensación económica u honorarios por su actuación profesional y el 
reintegro de los gastos que se hayan generado en el desempeño de su función, siempre que 
no se trate de empleados públicos en el ejercicio de su función pública.

d) Recibir los honorarios relacionados con la mediación gratuita que se establezcan 
reglamentariamente.

Artículo 28.  Obligaciones de las personas mediadoras.
Las personas mediadoras están obligadas a:
a) Recabar de todas las partes en conflicto la aceptación de su designación, de la que 

debe quedar constancia por escrito.
b) Realizar personalmente la actuación mediadora e informar a las partes en conflicto 

sobre la mediación, sus ventajas, efectos y coste.
c) Facilitar la comunicación entre las partes en conflicto y promover la comprensión y el 

respeto entre las mismas.
d) Respetar los principios esenciales de la presente ley y el procedimiento de mediación 

que se recoge en la misma.
e) Propiciar que las partes en conflicto tomen sus propias decisiones disponiendo de la 

información y el asesoramiento suficiente para que desarrollen los acuerdos de una manera 
libre, voluntaria y exenta de coacciones.

f) Mantener la neutralidad e imparcialidad durante todo el procedimiento, ayudando a 
conseguir acuerdos sin imponer o proponer solución o medida concreta alguna.

g) Dar por finalizada la mediación si aprecian las circunstancias previstas en el artículo 
38.2.a de la presente ley y, en su caso, poniéndolo en conocimiento de las autoridades 
competentes.

h) Asegurar que en los acuerdos alcanzados se respete siempre el interés superior de 
las personas menores de edad y de las personas con capacidad modificada judicialmente.

i) Redactar y firmar el acta de la sesión inicial constitutiva y el acta final de la mediación y 
entregar copia de las mismas a las personas en conflicto, tanto si contiene acuerdo como si 
no.

j) Comunicar a la conselleria competente en materia de mediación, en los supuestos 
contemplados en el artículo 31.2, la finalización de los procedimientos de mediación, con 
indicación del motivo y del momento procedimental. En todo caso se deberá respetar el 
deber de confidencialidad en los términos establecidos en el artículo 8 de esta ley.

k) Suscribir un seguro de responsabilidad civil profesional.
l) Conservar y custodiar personalmente, o por la entidad mediadora de la que forme 

parte, los expedientes de mediación en los términos establecidos en la presente ley.
m) Facilitar la actuación inspectora de la administración y comunicar a la conselleria 

competente en materia de mediación cuanta información sobre la mediación sea requerida 
en virtud de la presente ley, respetando siempre el deber de confidencialidad y la normativa 
relativa a la protección de datos de carácter personal.
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TÍTULO IV
Del procedimiento y costes de la mediación

CAPÍTULO I
Procedimiento

Artículo 29.  Inicio del procedimiento.
Se podrá iniciar el procedimiento de mediación por:
a) Las partes en conflicto de común acuerdo.
b) Una de las partes en conflicto con el consentimiento posterior de la otra u otras.
c) Una de las partes en conflicto en cumplimiento de un pacto de sometimiento a 

mediación existente entre ellas.
d) Derivación judicial o arbitral, de conformidad con lo dispuesto en la legislación del 

Estado, con el consentimiento posterior de las partes.

Artículo 30.  Solicitud de inicio.
1. La solicitud de inicio contendrá:
a) La identificación de las partes en conflicto.
b) El objeto de la controversia.
c) La identidad de la persona mediadora designada por las partes en el supuesto 

contemplado en el artículo 31.1.
d) La fecha de la solicitud.
2. La solicitud podrá presentarse:
a) Ante cualquier persona o entidad mediadora inscrita en el Registro de Personas y 

Entidades Mediadoras de la Comunitat Valenciana.
b) Ante la conselleria competente en materia de mediación.
3. Los modelos normalizados de solicitud estarán a disposición de las partes interesadas 

en el correspondiente punto de acceso electrónico y en las oficinas de asistencia en materia 
de registros de la conselleria competente en materia de mediación.

4. Cuando las partes no designen de común acuerdo persona o entidad mediadora, las 
autoridades judiciales o arbitrales podrán remitir a la conselleria competente en materia de 
mediación las solicitudes de inicio del procedimiento. En los efectos sobre el procedimiento 
se estará a lo dispuesto en la legislación del Estado.

Artículo 31.  Designación de las personas mediadoras.
1. Las partes en conflicto de mutuo acuerdo, o una de ellas con el consentimiento 

posterior de la otra, podrán:
a) Designar a una persona mediadora esté o no inscrita en el Registro de Personas y 

Entidades Mediadoras de la Comunitat Valenciana o cualquier otro registro autonómico o 
estatal.

b) Solicitar su designación a una entidad mediadora o a la conselleria competente en 
materia de mediación.

2. La conselleria competente en materia de mediación designará a las personas 
mediadoras de entre las inscritas en el Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la 
Comunitat Valenciana, en los siguientes supuestos:

a) Mediación gratuita contemplada en esta ley.
b) Por derivación de un proceso judicial o arbitral, cuando las partes no alcancen un 

acuerdo sobre la persona o entidad mediadora en el supuesto previsto en el artículo 30.4 de 
esta ley.
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Artículo 32.  De la garantía de la imparcialidad de las personas mediadoras.
1. Las personas mediadoras deberán garantizar la imparcialidad de su actuación a lo 

largo de todo el procedimiento. Para ello están obligadas a comunicar a las partes en 
conflicto cualquier circunstancia personal que pueda afectar a la imparcialidad de sus 
actuaciones, incluida, en todo caso, la concurrencia de alguna de las causas de abstención 
contempladas en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público.

2. Cualquiera de las partes en conflicto, en cualquier momento del procedimiento y por 
las circunstancias indicadas en el apartado anterior, podrá plantear ante la conselleria 
competente en materia de mediación, solicitud de recusación de la persona mediadora 
designada, según lo previsto en el artículo 31.2. De igual manera se podrá actuar ante las 
entidades mediadoras cuando éstas hayan designado a la persona mediadora.

La conselleria competente en materia de mediación o, en su caso, la correspondiente 
entidad mediadora, en el plazo de tres días y tras realizar las comprobaciones que considere 
oportunas, resolverá si alguna de las causas invocadas compromete la imparcialidad de la 
persona mediadora, procediendo, en su caso, a designar una nueva conforme a lo 
establecido en esta ley.

3. La persona mediadora no podrá, una vez finalizada la mediación o durante el 
transcurso de la misma, atender a las partes en conflicto en una actuación profesional 
diferente a la de la mediación para tratar el mismo asunto o cualquier otro relacionado con el 
que se ha mediado y ponga en riesgo el deber de confidencialidad.

Artículo 33.  Co-mediación.
1. Dependiendo de la complejidad de la cuestión a tratar, la mediación podrá llevarse a 

cabo, previa aceptación de todas las partes, mediante la intervención de una o más 
personas mediadoras que actuarán de forma coordinada.

2. En todo caso, la totalidad de personas mediadoras que actúen en co-mediación están 
sujetas a las obligaciones contempladas en el artículo 28.

Artículo 34.  Información y sesiones informativas.
Recibida la solicitud como consecuencia de cualquiera de los supuestos previstos en el 

artículo 29, y salvo pacto en contrario de las partes, se citará a éstas para la celebración de 
la sesión informativa. Esta se podrá realizar conjunta o individualmente. En caso de 
inasistencia injustificada de cualquiera de las partes a la sesión informativa, se entenderá 
que desisten de la mediación solicitada. La información de qué parte o partes no asistió a la 
sesión no se considerará de carácter confidencial.

En esa sesión la persona mediadora informará a las partes sobre las posibles causas 
que puedan afectar a su imparcialidad, así como sobre las características de la mediación, 
su coste, la organización del procedimiento, las consecuencias jurídicas del acuerdo que se 
pudiera alcanzar y sobre el plazo para firmar el acta de la sesión inicial constitutiva.

Artículo 35.  Sesión inicial de constitución del procedimiento.
1. El procedimiento de mediación comenzará mediante una sesión inicial constitutiva en 

la que las partes expresarán su deseo de desarrollar la mediación y dejarán constancia de 
los siguientes aspectos:

a) La identificación de las partes en conflicto y de la persona o personas mediadoras.
b) El objeto del conflicto que se somete a mediación.
c) El programa, el número máximo de sesiones previsibles y, en caso de ser posible, el 

calendario pactado de celebración de las mismas, sin perjuicio de su modificación.
d) El coste de la mediación y los criterios para su fijación, diferenciando los honorarios de 

la persona mediadora de otros posibles gastos.
e) El lugar donde se va a celebrar la mediación, la lengua del procedimiento elegida por 

las partes y las medidas necesarias para garantizar la accesibilidad universal de las 
personas con diversidad funcional o discapacidad.

f) La declaración expresa de las partes en conflicto de que entienden y aceptan las 
características y las consecuencias que se derivan de la mediación, sus principios 
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esenciales, derechos y deberes que les asigna la presente ley y, en su caso, si se accede a 
la grabación de las sesiones en los términos contenidos en el artículo 8.4.

g) En su caso, las circunstancias de la inasistencia injustificada o del abandono del 
procedimiento por alguna de las partes, sin necesidad de ofrecer justificación alguna.

2. Finalizada esta sesión, se levantará un acta, que deberá ser firmada por la persona 
mediadora y por las partes en conflicto a quienes se les entregará un ejemplar. El acta 
contendrá los aspectos señalados en el apartado anterior.

Artículo 36.  Duración de la mediación.
1. La duración del procedimiento de la mediación será el más breve posible y las 

actuaciones se concentrarán en el mínimo número de sesiones, que hay que determinar en 
razón de la complejidad del procedimiento, que en ningún caso podrá superar el período 
establecido en esta ley.

2. La persona mediadora tratará de convenir con las partes la distribución y el número de 
las sesiones que conformarán el procedimiento de mediación, no pudiendo exceder de tres 
meses a contar desde la celebración de la sesión inicial constitutiva.

3. Podrá acordarse, a propuesta de la persona mediadora o a instancia de las partes, 
una única prórroga, por la duración mínima indispensable y, en todo caso, por un periodo 
máximo de dos meses en situaciones en las que se aprecie la posibilidad de llegar a 
acuerdos. Cuando se trate de servicios de mediación gratuita, la persona mediadora deberá 
solicitar a la conselleria competente en materia de mediación la autorización de la prórroga.

Artículo 37.  Acta final de la mediación y contenido y validez de los acuerdos.
1. Cuando concluya el procedimiento de mediación se levantará un acta final, sin 

perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8.
2. Además de los extremos contenidos en el artículo 35.1, en el acta se expresarán de 

manera fiel, clara y comprensible los acuerdos alcanzados y los plazos para su cumplimiento 
o bien se indicará la imposibilidad de llegar a un acuerdo sobre el objeto de la mediación, sin 
que pueda hacerse constar la causa.

3. El acta deberá firmarse por todas las partes y por la persona mediadora que haya 
intervenido en el procedimiento, librándose un ejemplar firmado a cada una de las partes en 
conflicto y guardando otro la persona mediadora. En caso de que alguna de las partes no 
quisiera firmar el acta, la persona mediadora hará constar en la misma esta circunstancia, 
entregando un ejemplar a las partes que lo deseen.

4. Una vez suscritos, los acuerdos serán válidos y obligatorios para las partes en 
conflicto si concurren en ellos los requisitos necesarios para la validez de los contratos. Los 
acuerdos pueden versar sobre una parte o sobre la totalidad de las materias sometidas a 
mediación.

5. Los acuerdos adoptados podrán ser anulados en los casos y por los procedimientos 
fijados en la legislación estatal.

Artículo 38.  Finalización del procedimiento.
1. El procedimiento de mediación finalizará en los siguientes supuestos:
a) Cuando se haya alcanzado un acuerdo final.
b) Cuando alguna de las partes en conflicto ejerza su derecho a dar por terminadas las 

actuaciones.
c) Cuando hayan transcurrido todas las sesiones previstas sin haber logrado un acuerdo 

o cuando se exceda el plazo fijado en el artículo 36.
d) Cuando cualquiera de las partes en conflicto, de manera injustificada, no asista a 

cualquier sesión en el transcurso de la mediación.
e) Cuando la persona mediadora aprecie de manera justificada o por referencia expresa 

de las partes que las posiciones son irreconciliables.
f) Cuando la persona mediadora renuncie a continuar con el procedimiento de mediación 

y no se llegue a designar a una nueva persona mediadora.
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g) Cuando las partes en conflicto rechacen la actuación de la persona mediadora y no se 
llegue a designar a una nueva persona mediadora.

2. Asimismo, la persona mediadora finalizará la mediación inmediatamente en los 
siguientes supuestos:

a) Cuando aprecie cualquier tipo de violencia física o psíquica, maltrato, se ponga en su 
conocimiento un delito perseguible de oficio o se ponga en peligro un bien jurídico protegido 
que le exonere de la obligación de confidencialidad que debe observar.

b) Cuando observe que el consentimiento para dicha mediación no es real y voluntario.
c) Cuando constate que por cualquier persona interviniente en la mediación, 

especialmente las mediadas en conflicto, se haya incumplido, de modo irreformable y grave, 
alguno de los principios esenciales contemplados en esta ley, de modo que se haga inviable 
seguir desarrollando correctamente la mediación.

3. Finalizado el procedimiento, se devolverá a cada parte en conflicto los documentos 
que hubiere aportado. Con aquellos documentos que no hubieren de devolverse a las partes 
en conflicto, así como, en su caso, la constancia audiovisual de las sesiones, se formará un 
expediente que deberá conservar y custodiar la persona mediadora o la entidad mediadora 
de la que forme parte, por un plazo de cuatro meses.

4. La finalización del procedimiento por cualquiera de las causas establecidas en el 
presente artículo deberá ser puesta en conocimiento de la conselleria competente en materia 
de mediación por parte de la persona mediadora en los supuestos del artículo 31.2, sin 
perjuicio de lo dispuesto en la legislación del Estado para los supuestos de derivación judicial 
o arbitral.

Artículo 39.  Ejecución de los acuerdos alcanzados y tribunales competentes para la 
ejecución de los acuerdos de mediación.

La atribución de carácter ejecutivo a los acuerdos de mediación alcanzados y la 
determinación de los tribunales competentes para la ejecución de los mismos se regirán por 
lo dispuesto en la legislación del Estado.

CAPÍTULO II
Costes

Artículo 40.  De los costes de la mediación.
Los costes generados en la mediación se abonarán a partes iguales entre las partes en 

conflicto, salvo que las mismas acuerden otra distribución mediante pacto expreso.

Artículo 41.  Supuestos de mediación gratuita.
1. Tendrán derecho a la gratuidad en la mediación, tanto judicial como extrajudicial, 

aquellas personas físicas o jurídicas que lo soliciten y cumplan los criterios y requisitos para 
ser beneficiarias del derecho de mediación gratuita en los términos que se establezcan en el 
desarrollo reglamentario de esta ley. En todo caso, tendrán derecho a la gratuidad en la 
mediación aquellas personas que cumplan los requisitos para ser beneficiarias del derecho 
de asistencia jurídica gratuita.

2. Con independencia de la existencia de recursos para mediar, en los términos y 
mediante el procedimiento que se establezca en el desarrollo reglamentario de esta ley, 
podrá reconocerse el derecho a la gratuidad en la mediación, tanto judicial como 
extrajudicial:

a) A las personas con discapacidad señaladas en el apartado 2 del artículo 4 del Real 
decreto legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley general de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, o 
norma que la sustituya, siempre que se trate de procedimientos de mediación que guarden 
relación con las circunstancias de salud o de discapacidad.
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b) A las personas que tengan a su cargo a las personas señaladas en el apartado 
anterior y en idénticos términos, cuando actúen en su nombre e interés, siempre que se trate 
de procedimientos de mediación que guarden relación con las circunstancias de salud o de 
discapacidad.

c) A las víctimas directas e indirectas, definidas de conformidad con lo dispuesto en la 
Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, o norma que la sustituya, en 
aquellos procesos que tengan vinculación, deriven o sean consecuencia de su condición de 
víctimas.

A los efectos de la concesión del beneficio de mediación gratuita, la condición de víctima 
se adquirirá cuando se formule denuncia o querella, o se inicie un procedimiento penal, por 
delito o delito leve, y se mantendrá mientras permanezca en vigor el procedimiento penal o 
cuando, tras su finalización, se hubiere dictado sentencia condenatoria. El beneficio de 
mediación gratuita se perderá tras la firmeza de la sentencia absolutoria, o del 
sobreseimiento definitivo o provisional por no resultar acreditados los hechos delictivos, sin 
la obligación de abonar el coste de las prestaciones disfrutadas gratuitamente hasta ese 
momento.

3. En el supuesto de personas físicas, la gratuidad de la mediación será asignada de 
forma individual teniendo en cuenta la capacidad económica y las circunstancias de la 
unidad familiar de la persona solicitante. La persona o personas a las que no se les haya 
asignado el beneficio de la gratuidad abonarán la proporción que les corresponda del coste 
de la mediación.

4. No podrá iniciarse una nueva mediación con reconocimiento de la persona beneficiaria 
de gratuidad, si no ha transcurrido un año desde la conclusión de una mediación con el 
mismo objeto y el mismo beneficio, la cual no acabó en acuerdo.

5. Las entidades públicas correspondientes cederán espacios públicos que reúnan las 
condiciones necesarias para poder realizar las sesiones de mediación gratuita.

TÍTULO V
Régimen sancionador

CAPÍTULO I
Consideraciones generales

Artículo 42.  Disposiciones generales.
1. El incumplimiento de los deberes establecidos en esta ley cuando impliquen 

actuaciones u omisiones constitutivas de infracción, tras la procedente instrucción que 
llevará a cabo la conselleria competente en materia de mediación, comportará la aplicación 
de las sanciones que correspondan en cada caso.

2. Las infracciones que se establecen en esta ley se aplicarán siempre y cuando no sean 
constitutivas de responsabilidad penal en la que haya podido incurrir la persona o entidad 
mediadora.

3. Sin perjuicio de lo anterior, las entidades mediadoras, incluidos los colegios 
profesionales, en el ámbito de sus competencias legales o estatutarias, podrán depurar las 
responsabilidades en que hayan incurrido las personas mediadoras que formen parte de las 
mismas e imponerles las sanciones disciplinarias que correspondan, de acuerdo con sus 
respectivos códigos de buenas prácticas y normas deontológicas.
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CAPÍTULO II
De las infracciones

Artículo 43.  De las infracciones de las entidades mediadoras.
1. En relación con las entidades mediadoras inscritas en el Registro de Personas y 

Entidades Mediadoras de la Comunitat Valenciana, constituyen infracciones administrativas 
las acciones u omisiones que vulneren lo dispuesto en la presente ley.

2. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.
2.1 Son infracciones leves las siguientes:
a) No suministrar la información que debe constar en el acta de la sesión inicial 

constitutiva, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 35.
b) No remitir a la conselleria competente en materia de mediación cuanta información 

sea requerida de conformidad con lo dispuesto en la presente ley a efectos estadísticos.
2.2 Son infracciones graves las siguientes:
a) No garantizar los derechos de las partes en conflicto señalados en esta ley.
b) No remitir a la conselleria competente en materia de mediación las quejas o denuncias 

referidas a actuaciones de mediación llevadas a cabo por las personas mediadoras inscritas 
en el Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la Comunitat Valenciana.

c) Desatender los requerimientos de la administración por el funcionamiento correcto del 
servicio.

d) Obstruir la labor inspectora de la administración.
e) Haber sido objeto de sanción mediante una resolución firme en vía administrativa por 

la comisión de tres faltas leves en un período de un año.
2.3 Son infracciones muy graves las siguientes:
a) Proporcionar a las personas usuarias un trato degradante que afecte a su dignidad, 

así como vulnerar su derecho a la intimidad, cualquier otro derecho, o imponer dificultades 
para su disfrute.

b) Obstruir la función inspectora de la administración al impedir el acceso a las 
dependencias del centro, ejercer coacción, amenazas, violencia o cualquier otra forma de 
presión.

c) Haber sido objeto de sanción mediante resolución firme en vía administrativa por la 
comisión de tres faltas graves en un período de dos años.

Artículo 44.  De las infracciones de las personas mediadoras.
1. En relación con las personas mediadoras inscritas en el Registro de Personas y 

Entidades Mediadoras de la Comunitat Valenciana constituyen infracciones administrativas 
las acciones u omisiones que vulneren lo dispuesto en la presente ley.

2. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.
2.1 Son infracciones leves las siguientes:
a) No suministrar la información que debe constar en el acta de la sesión inicial 

constitutiva, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 35.
b) El abandono de la función mediadora sin motivar las razones de su decisión y sin 

comunicarlo a las partes en conflicto y a la conselleria competente en materia de mediación 
en los supuestos del artículo 31.2.

c) No facilitar a las partes en conflicto copia de cuantos documentos obren en el 
expediente, con respeto a lo previsto en el artículo 8 de la presente ley.

d) Incumplir cualquier otro deber que corresponda a la persona mediadora y no esté 
calificado como infracción grave o muy grave.

e) No remitir a la conselleria competente en materia de mediación cuanta información 
sea requerida de conformidad con lo dispuesto en la presente ley a efectos estadísticos.

2.2 Son infracciones graves:
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a) No realizar la actuación mediadora de manera personal.
b) Incumplir el deber de imparcialidad cuando se cause un perjuicio objetivo y 

constatable a cualquiera de las partes en conflicto.
c) Incumplir cualquier obligación de la persona mediadora o vulnerar los principios 

esenciales de la mediación cuando se cause un perjuicio objetivo y constatable a cualquiera 
de las partes en conflicto.

d) Abandonar la función mediadora sin motivar las razones de su decisión y sin 
comunicarlo a las partes en conflicto y a la conselleria competente en materia de mediación 
en los supuestos del artículo 31.2, siempre que suponga un grave perjuicio para las partes 
en conflicto o para terceros.

e) Incumplir la obligación de redactar las actas de las sesiones inicial y final.
f) Incumplir el deber de comunicación de cuanta información o documentación tenga que 

ser, de conformidad con lo previsto en la presente ley, remitida o comunicada a la conselleria 
competente en materia de mediación.

g) Grabar las sesiones o difundir pública o privadamente las grabaciones de las sesiones 
sin contar con la autorización expresa de las partes en conflicto.

h) Obstruir la labor inspectora de la administración.
i) Haber sido objeto de sanción mediante resolución firme en vía administrativa por la 

comisión de tres faltas leves en un período de un año.
2.3. Son infracciones muy graves:
a) Incumplir los deberes de confidencialidad y secreto profesional.
b) Incumplir el deber de imparcialidad cuando se cause un perjuicio muy grave, objetivo y 

constatable a cualquiera de las partes en conflicto.
c) Consentir la adopción de acuerdos manifiestamente contrarios a derecho.
d) Recibir cualquier tipo de retribución, compensación económica o cantidad por la 

actividad mediadora de las personas beneficiarias de la mediación gratuita cuando su 
designación se realice según el artículo 31.2 a de la presente ley.

e) En los casos no sujetos a mediación gratuita, recibir cualquier tipo de retribución, 
compensación económica o cantidad por la actividad mediadora al margen y en cuantía 
diferente a la pactada en el acta constitutiva.

f) Ejercer la mediación sin contar con un seguro o garantía equivalente que cubra la 
responsabilidad civil derivada de su actuación profesional.

g) Participar en procedimientos de mediación estando suspendido para ello.
h) La inexactitud, falsedad u omisión de los datos de carácter esencial que se faciliten 

para acceder a su inscripción en el registro.
i) Iniciar o no poner fin a la mediación cuando se tenga conocimiento de que concurren 

las situaciones establecidas en el apartado 2 del artículo 38 de esta ley.
j) Obstruir la función inspectora de la administración cuando se ejerza coacción, 

amenazas, violencia o cualquier otra forma de presión.
k) Haber sido objeto de sanción mediante resolución firme en vía administrativa por la 

comisión de tres faltas graves en un período de dos años.

CAPÍTULO III
De las sanciones

Artículo 45.  Tipos de sanciones.
1. Las sanciones a las personas y entidades mediadoras se impondrán según la 

calificación de la infracción:
a) En los casos de infracciones leves, la sanción consistirá en amonestación por escrito 

o suspensión temporal de hasta dos meses de inscripción en el Registro de Personas y 
Entidades Mediadoras de la Comunitat Valenciana.

b) En los casos de infracciones graves, la sanción consistirá en la suspensión temporal 
de la inscripción en el Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la Comunitat 
Valenciana por un período de dos meses y un día hasta un año.
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c) En los casos de infracciones muy graves, la sanción consistirá en la suspensión 
temporal de la inscripción en el Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la 
Comunitat Valenciana de un año y un día hasta tres años o la baja definitiva en el Registro 
de Personas y Entidades Mediadoras.

2. Se anotarán en el Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la Comunitat 
Valenciana todas las sanciones impuestas que adquieran firmeza en vía administrativa.

3. En todo caso, la persona o entidad mediadora infractora devolverá aquellas 
cantidades que haya percibido de manera indebida, sin perjuicio del resarcimiento de los 
demás daños y perjuicios causados.

Artículo 46.  Graduación de las sanciones.
Para la graduación de las sanciones se tendrán en cuenta los siguientes principios:
a) El grado de intencionalidad o negligencia de la acción.
b) La gravedad del riesgo o perjuicio causado a las personas usuarias.
c) El incumplimiento de advertencias y requerimientos previos.
d) La reincidencia. Se entiende por reincidencia cuando la persona o entidad 

responsable de la infracción haya sido sancionada mediante resolución firme en vía 
administrativa por la comisión de otra infracción de la misma naturaleza y gravedad en el 
plazo de un año a contar del día en que se notificó la primera. La reincidencia únicamente 
será tenida en cuenta como criterio de graduación cuando no haya sido definitoria de la 
correspondiente infracción.

e) La reparación espontánea de los daños causados, siempre que se produzca antes de 
la imposición de la sanción.

Artículo 47.  De la prescripción de las infracciones y de las sanciones.
1. Las infracciones y sanciones a las que se refiere la presente ley prescribirán al año si 

son leves, a los tres años si son graves y a los cinco años si son muy graves.
2. El plazo de prescripción de las infracciones empezará a contar desde el momento en 

el que se hubieran cometido. En el caso de infracciones continuadas o permanentes, el 
plazo comenzará a correr desde que finalizó la conducta infractora.

3. El plazo de prescripción de las sanciones empezará a contar desde el día siguiente a 
aquel en el que adquiera firmeza la resolución por la que se impuso la sanción o desde que 
se quebrantase el cumplimiento de la sanción si hubiera comenzado.

CAPÍTULO IV
Del procedimiento sancionador

Artículo 48.  Competencia.
La iniciación e instrucción del expediente sancionador y, en su caso, la imposición de las 

sanciones administrativas previstas en esta ley se llevarán a cabo por la conselleria 
competente en materia de mediación.

Artículo 49.  Procedimiento sancionador.
El procedimiento sancionador se desarrollará conforme a lo establecido en la normativa 

en materia de procedimiento administrativo común, con las especialidades propias de la 
potestad sancionadora contenidas en la ley estatal de régimen jurídico del sector público.

Disposición adicional primera.  Inscripción de las personas y entidades mediadoras 
inscritas en otros registros.

1. Podrán inscribirse en el Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la 
Comunitat Valenciana con sujeción a las exigencias de la normativa estatal sobre libre 
acceso de las actividades de servicio y su ejercicio, y de garantía de unidad de mercado:
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a) Personas mediadoras que se encuentren ya inscritas en el registro público de 
mediadores e instituciones de mediación dependiente del Ministerio de Justicia, en los 
registros correspondientes de otras comunidades autónomas o en el registro colegial de 
mediadores de su respectivo colegio profesional.

b) Entidades mediadoras que se encuentren ya inscritas en el registro público de 
mediadores e instituciones de mediación dependiente del Ministerio de Justicia o en los 
registros correspondientes de otras comunidades autónomas.

2. La inscripción en el Registro de Personas y Entidades Mediadoras de la Comunitat 
Valenciana por parte de las personas y entidades mediadoras que ya se encuentren inscritas 
en los distintos registros públicos de mediadores existentes en la Comunitat Valenciana 
deberá solicitarse expresamente.

3. La inscripción en la sección correspondiente del Registro de Personas y Entidades 
Mediadoras de la Comunitat Valenciana por parte de las personas y entidades mediadoras 
que ya se encuentren inscritas en el Registro de las Entidades y de las Personas 
Mediadoras Familiares de la Generalitat se realizará de oficio.

Disposición adicional segunda.  Mediación en relación con los procedimientos 
administrativos de la Generalitat.

La Generalitat impulsará las medidas necesarias para incorporar procesos de mediación 
en los procedimientos administrativos de su competencia como forma de terminación 
convencional y como instrumento sustitutivo del recurso de alzada, de acuerdo con lo 
previsto en la legislación estatal sobre procedimiento administrativo común.

Disposición derogatoria única.  
1. Queda derogada la Ley 7/2001, de 26 de noviembre, reguladora de la mediación 

familiar en el ámbito de la Comunitat Valenciana, a excepción de sus artículos 6, 12, 32 y 
disposición adicional primera, que pasan a tener rango reglamentario.

2. Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a esta 
ley.

Disposición final primera.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se faculta al Consell para dictar cuantas disposiciones requieran el desarrollo y la 

ejecución de la presente ley en un plazo máximo de un año.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
Esta ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el «Diari Oficial de la 

Generalitat Valenciana».
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§ 261

Ley 5/2019, de 28 de febrero, de estructuras agrarias de la Comunitat 
Valenciana. [Inclusión parcial]

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 8500, de 6 de marzo de 2019

«BOE» núm. 69, de 21 de marzo de 2019
Última modificación: 30 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2019-4086

[ . . . ]
TÍTULO III

De la Red de Tierras

CAPÍTULO I
De las funciones de la Red de Tierras y sus oficinas gestoras

[ . . . ]
Artículo 23.  Oficinas gestoras de la Red de Tierras (OGR).

1. Las OGR son personas jurídicas de carácter público, o servicios dependientes de las 
mismas, que realizan funciones de intermediación y asesoramiento para facilitar el uso y 
aprovechamiento de parcelas con vocación agraria por cualquier persona física o jurídica, 
pública o privada, con sujeción a la normativa en materia de protección de datos.

2. Las OGR podrán tener el carácter de entidades colaboradoras de la administración 
autonómica y deberán registrarse necesariamente para su funcionamiento y sus registros 
serán públicos para toda la Comunitat Valenciana, con sujeción a la normativa en materia de 
protección de datos.

3. Las OGR estarán sujetas en sus actuaciones a los principios de transparencia, 
publicidad, eficiencia, objetividad e imparcialidad.

4. Las OGR podrán establecer convenios de colaboración con entidades asociativas y 
comunidades de regantes para promover la difusión de sus servicios y asesorar 
técnicamente a las OGR y a las personas agricultoras para el mejor aprovechamiento de las 
parcelas incorporadas en la Red de Tierras.

5. La conselleria competente en materia de agricultura podrá tener sus propias oficinas 
gestoras, como instrumentos de gestión y administración de los bienes y derechos de 
titularidad pública o privada que se integren en la Red de Tierras, a fin de facilitar la cesión 
de su uso y aprovechamiento a terceras personas, en función de los objetivos de la Red de 
Tierras.
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Artículo 24.  Registro de la OGR.
1. La conselleria competente en materia de agricultura mantendrá un registro público 

actualizado de las OGR autorizadas en cada uno de sus ámbitos territoriales de actuación.
2. Las entidades públicas que deseen constituirse en una OGR harán la solicitud a la 

conselleria competente en materia de agricultura. La solicitud implicará el compromiso y 
obligación de regirse en su funcionamiento por esta ley y la normativa que la desarrolle.

3. Se determinarán reglamentariamente las condiciones y requisitos para la autorización 
de OGR y el procedimiento para su suspensión.

4. Corresponde a la conselleria competente en materia de agricultura, a través de la Red 
de Tierras:

a) Supervisar el correcto funcionamiento de las OGR y la adopción de medidas 
correctoras en su caso.

b) Prestar asesoramiento y apoyar a las OGR para el cumplimiento de sus funciones y 
servicios.

Artículo 25.  Servicios a prestar por las OGR.
Además de las funciones expuestas anteriormente, las OGR podrán prestar los 

siguientes servicios a las personas titulares por representación legal de estas:
a) Prestar a terceras personas servicios cuya finalidad sea alcanzar la movilización de 

tierras, bajo cualquier negocio jurídico válido en derecho, y, en particular, servicios de 
arbitraje, promoción, dinamización, intermediación, gestión y asesoramiento técnico y 
jurídico para la formalización de contratos de transmisión de la propiedad o de cesión 
temporal de parcelas o de instalaciones agrícolas, ganaderas, forestales o mixtas.

b) Promocionar la gestión sostenible de tierras, facilitando la mejora de las estructuras 
rurales, especialmente en los espacios agrarios, y posibilitando una utilización adecuada de 
las parcelas con vocación agraria.

c) Asesorar en el servicio de movilización y cesión de las tierras mediante cualquier 
negocio jurídico válido en derecho respecto a las parcelas con vocación agraria procedentes 
de explotaciones en las que haya cesado la actividad agraria de la persona titular, sin haber 
sido cedidas a terceras personas.

d) Cualquier otra función que sea necesaria para facilitar el encargo de intermediación a 
la OGR, con las debidas garantías jurídicas.

[ . . . ]
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§ 262

Decreto Legislativo 1/2019, de 13 de diciembre, del Consell, de 
aprobación del texto refundido de la Ley del Estatuto de las personas 
consumidoras y usuarias de la Comunitat Valenciana. [Inclusión 

parcial]

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 8704, de 24 de diciembre de 2019

Última modificación: 30 de diciembre de 2022
Referencia: DOGV-r-2019-90594

[ . . . ]
ANEXO

Texto refundido de la Ley del Estatuto de las Personas Consumidoras y 
Usuarias de la Comunitat Valenciana

TÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Agentes del sistema de protección y defensa de las personas consumidoras y 
usuarias

[ . . . ]
Artículo 12.  Las juntas arbitrales de consumo.

1. Las Juntas arbitrales de consumo son órganos administrativos creados mediante 
convenio entre la Administración General del Estado y las administraciones públicas de la 
Comunitat Valenciana competentes en materia de consumo, a través de los que se articula y 
gestiona el arbitraje institucional de consumo, prestando servicios de carácter técnico, 
administrativo y de secretaría en el marco al que se hace referencia en el título V de este 
texto refundido.

2. El desempeño de la función arbitral por personas ajenas a la administración de la 
Generalitat, mediante la participación en los órganos arbitrales colegiados o unipersonales, 
da derecho a indemnización, una vez finalizado el ejercicio de dicha función con la 
formalización y firma del laudo, en los términos y cuantía que establezca la normativa 
reglamentaria correspondiente.
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3. El sistema arbitral de consumo como instrumento para la resolución extrajudicial de 
los conflictos en materia de consumo y alternativa a la vía judicial, se verá reforzado a través 
de campañas de adhesión de las empresas, incluso de las públicas que presten servicios a 
la ciudadanía.

[ . . . ]
TÍTULO V

Solución extrajudicial de conflictos

Artículo 82.  Fomento de las soluciones extrajudiciales de conflictos.
Sin perjuicio de las acciones legales y competencias que pertenezcan al ámbito de los 

órganos judiciales, las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, en el ámbito 
de sus respectivas competencias, deben propiciar, en colaboración con las asociaciones de 
personas consumidoras y usuarias y organizaciones empresariales de la Comunitat 
Valenciana y con la administración del Estado, la disponibilidad para las personas 
consumidoras y usuarias de sistemas operativos de resolución extrajudicial voluntaria y 
amistosa de conflictos y reclamaciones que les afecten como tales, siempre que no se trate 
de supuestos en los que concurra intoxicación, lesión o muerte, ni existan indicios racionales 
de delito.

Artículo 83.  Mediación de consumo.
1. La mediación de consumo es un mecanismo por el que las partes de un conflicto, de 

forma totalmente voluntaria, son asistidas por una persona mediadora imparcial para 
alcanzar, por sí mismas, un acuerdo para su resolución.

2. Los procedimientos de mediación de consumo que desarrollen las administraciones 
públicas y las entidades privadas de la Comunitat Valenciana deben atenerse a los principios 
de voluntariedad, confidencialidad, imparcialidad, transparencia, eficacia y equidad.

3. Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana garantizan la formación 
permanente de las personas mediadoras de consumo.

Artículo 84.  Arbitraje de consumo.
1. Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, deben potenciar y fomentar el desarrollo del Sistema Arbitral de 
Consumo, dotándolo para ello de los medios materiales y humanos que fueran necesarios. 
Para tal fin, han de articularse mecanismos eficaces mediante los cuales difundir de manera 
suficiente el arbitraje como medio de resolución extrajudicial de conflictos en materia de 
consumo.

2. En su organización, las Juntas Arbitrales de Consumo constituidas en la Comunitat 
Valenciana deben contar con una unidad de arbitraje y una unidad de mediación en el 
procedimiento arbitral, con arreglo a lo establecido en la normativa general del arbitraje de 
consumo, cuyo funcionamiento será objeto de desarrollo reglamentario.

3. Las juntas arbitrales de consumo constituidas en la Comunitat Valenciana, en el marco 
de lo dispuesto por la normativa general de arbitraje de consumo para los arbitrajes 
sectoriales, desarrollarán el arbitraje de consumo turístico con las especialidades propias de 
la materia, atendiendo al carácter turístico de la Comunitat Valenciana, así como aquellos 
otros arbitrajes sectoriales que se puedan establecer.

4. En el ejercicio de sus competencias y en el marco de la normativa aplicable, las juntas 
arbitrales de consumo de la Comunitat Valenciana deben emplear los medios electrónicos y 
telemáticos en la tramitación de los procedimientos arbitrales, siempre que se garantice la 
seguridad jurídica de los trámites; igualmente se emplearán los sistemas de comunicación 
por videoconferencia, siempre y cuando pueda acreditarse la identidad de las personas 
comparecientes.

5. Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, promoverán la adhesión al Sistema Arbitral de Consumo de las 
asociaciones de personas consumidoras y usuarias y organizaciones empresariales y 
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profesionales, pudiendo suscribir convenios de colaboración para el fomento de dicho 
sistema.

6. La Generalitat, en colaboración con las entidades públicas que desarrollen 
actuaciones en materia de arbitraje, garantizará la formación continuada de árbitros, en el 
marco de lo dispuesto en la normativa general de arbitraje de consumo.

Artículo 85.  El sector público y la adhesión al arbitraje de consumo.
1. Las entidades o empresas que conformen el sector público de la Comunitat 

Valenciana, que provean bienes, productos, servicios, actividades o funciones destinados a 
consumidores finales en régimen de derecho privado, han de presentar oferta pública de 
sometimiento al sistema arbitral de consumo a través de la Junta Arbitral de Consumo de la 
Comunitat Valenciana, previo acuerdo del órgano de gobierno correspondiente de la entidad.

2. Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, deben propiciar que las entidades o empresas que gestionen 
servicios públicos, servicios de interés general o servicios universales en régimen de 
concesión administrativa o que resulten adjudicatarias de contratos públicos se adhieran al 
sistema arbitral de consumo.

3. La Generalitat debe considerar la adhesión al arbitraje de consumo como requisito o 
mérito objetivo en la valoración de los premios a la calidad o en la concesión de distintivos 
de calidad que tenga establecidos o pueda crear.

4. Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana deben tener en cuenta la 
adhesión al arbitraje de consumo en el otorgamiento de ayudas y subvenciones a las 
empresas y a los establecimientos que ofrezcan bienes o servicios a las personas 
consumidoras y usuarias.

[ . . . ]
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§ 263

Decreto-ley 14/2020, de 7 de agosto, del Consell, de medidas para 
acelerar la implantación de instalaciones para el aprovechamiento de 
las energías renovables por la emergencia climática y la necesidad 

de la urgente reactivación económica. [Inclusión parcial]

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 8893, de 28 de agosto de 2020
Última modificación: 1 de diciembre de 2022

Referencia: DOGV-r-2020-90356

[ . . . ]
TÍTULO III

Régimen jurídico y procedimiento de autorización de centrales fotovoltaicas y 
parques eólicos

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Procedimiento integrado de autorización de centrales fotovoltaicas que vayan a 
emplazarse sobre suelo no urbanizable y de parques eólicos

Téngase en cuenta que las previsiones contenidas en este capítulo podrán modificarse por 
Decreto del Consell, publicado únicamente en el "Diario Oficial de la Generalitat Valenciana", 
según se establece en disposición final 2.1 de la presente norma.

[ . . . ]
Sección 1.ª Inicio, ordenación e instrucción del procedimiento integrado

[ . . . ]
Artículo 29.  Resolución de discrepancias entre administraciones u organismos públicos.

Para el supuesto de que el órgano competente para otorgar la autorización energética 
mantenga discrepancia con el condicionado al proyecto emitido por una administración u 
organismo público, con los pronunciamientos ambientales o con el informe del órgano 
competente en ordenación del territorio y paisaje, se procederá a remitir aquella parte del 
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expediente correspondiente al mantenimiento de la discrepancia, junto con su informe, para 
su resolución por el Consell.

[ . . . ]
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§ 264

Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Función Pública Valenciana. 
[Inclusión parcial]

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 9065, de 20 de abril de 2021
«BOE» núm. 127, de 28 de mayo de 2021

Última modificación: 30 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2021-8880

[ . . . ]
TÍTULO XI

La representación, negociación colectiva y participación institucional

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Derecho de negociación colectiva

[ . . . ]
Artículo 189.  Solución extrajudicial de conflictos.

1. Sin perjuicio de que reglamentariamente puedan establecerse otros sistemas de 
solución extrajudicial de conflictos en los términos de la normativa básica estatal, en el 
ámbito de la Administración de la Generalitat, para el conocimiento y resolución de los 
conflictos derivados de la aplicación, interpretación y validez de los pactos o acuerdos, se 
reconoce a la MGN I como instancia previa en la que habrá de intentarse la solución de los 
mismos.

2. Los conflictos a que se refiere el apartado anterior podrán ser los derivados de la 
negociación, aplicación e interpretación de los pactos y acuerdos sobre las materias 
señaladas en el artículo 188.2, excepto para aquellas en que exista reserva de ley.

3. En el caso de que la MGN I no dé solución al conflicto, las partes podrán nombrar de 
mutuo acuerdo a una o varias personas mediadoras, las cuales formularán los 
correspondientes dictámenes. La negativa de las partes a aceptar las propuestas 
presentadas por la o el mediador habrá de ser razonada y por escrito. Las propuestas de la 
persona mediadora y la posición de las partes habrán de ser difundidas de inmediato.

4. Los acuerdos logrados a través de la mediación tendrán la misma eficacia jurídica y 
tramitación que los pactos y acuerdos regulados en la presente ley, siempre que quienes 
hubieran adoptado dichos acuerdos tuviesen la legitimación que les permita acordar, en el 
ámbito del conflicto, un pacto o acuerdo conforme a lo previsto en esta ley.
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5. Los acuerdos serán susceptibles de impugnación en los términos establecidos por la 
legislación aplicable.

6. A este sistema de solución extrajudicial de conflictos podrán adherirse voluntariamente 
las administraciones públicas, organismos públicos, consorcios y universidades públicas de 
la Comunitat Valenciana, mediante acuerdo en su respectivo ámbito.

[ . . . ]
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§ 265

Ley 2/1996, de 14 de mayo, de Cámaras Agrarias de Aragón. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 58, de 22 de mayo de 1996
«BOE» núm. 138, de 7 de junio de 1996
Última modificación: 2 de mayo de 2001

Referencia: BOE-A-1996-12866

[ . . . ]
Disposición adicional tercera.  Ambito y composición de las Juntas Arbitrales de 
Arrendamientos Rústicos.

1. El ámbito de las Juntas Arbitrales de Arrendamientos Rústicos en la Comunidad 
Autónoma de Aragón será el de la provincia.

2. La propuesta y designación de los vocales de las Juntas Arbitrales de Arrendamientos 
se efectuará por los vocales de la Cámara Agraria correspondiente de conformidad con los 
requisitos establecidos en la Ley 83/1980, de 31 de diciembre, de Arrendamientos Rústicos. 
Todo ello, sin perjuicio de lo establecido en la disposición transitoria primera hasta la elección 
de los nuevos miembros de las citadas Juntas.

[ . . . ]
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§ 266

Ley 16/2006, de 28 de diciembre, de Protección y Defensa de los 
Consumidores y Usuarios de Aragón. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 149, de 30 de diciembre de 2006

«BOE» núm. 45, de 21 de febrero de 2007
Última modificación: 4 de abril de 2019

Referencia: BOE-A-2007-3601

[ . . . ]
TÍTULO I

Derechos de los consumidores y usuarios

[ . . . ]
CAPÍTULO SEGUNDO

Derecho a la protección de los intereses económicos y sociales

[ . . . ]
Sección tercera. Solución extrajudicial de conflictos

Artículo 20.  Mediación.
1. Las Administraciones públicas de Aragón propiciarán la disponibilidad para los 

consumidores, así como para los profesionales y empresarios, de sistemas operativos de 
resolución voluntaria de conflictos y reclamaciones en materia de consumo.

2. Asimismo fomentarán la mediación en el procedimiento administrativo de tramitación 
de las denuncias y reclamaciones de los consumidores presentadas ante las asociaciones 
de consumidores, las oficinas municipales y comarcales de información al consumidor, así 
como ante las Administraciones con competencias en materia de consumo, sin perjuicio de 
las actuaciones inspectoras y sancionadoras que puedan corresponder.

Artículo 21.  Arbitraje. Sistema arbitral de consumo.
1. Las distintas Administraciones públicas de Aragón, en el ámbito de sus competencias, 

ejercerán las funciones que la legislación vigente les atribuya de fomento, gestión y 
desarrollo del sistema arbitral de consumo, dotándolo para ello de los medios materiales y 
humanos necesarios.

2. Los órganos de arbitraje incluirán representantes de los sectores interesados, de los 
consumidores y de las Administraciones públicas en el ámbito de sus competencias.
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Artículo 22.  Fomento del sistema arbitral de consumo.
1. Las Administraciones públicas de Aragón establecerán los procedimientos que 

permitan difundir el arbitraje como medio de agilizar la resolución de conflictos en materia de 
consumo.

2. Para ello promoverán la adhesión al sistema arbitral de consumo de las asociaciones 
de consumidores, de los empresarios y profesionales y sus respectivas organizaciones, 
pudiendo suscribirse convenios de colaboración para el fomento del sistema.

3. El Gobierno de Aragón impulsará la firma de convenios para el establecimiento de 
colegios arbitrales, dependientes de la Junta Arbitral de Consumo de Aragón, en aquellos 
municipios o comarcas que, debido a su población o número de solicitudes de arbitraje, así 
lo soliciten.

Artículo 23.  El sector público y el sistema arbitral de consumo.
1. Las Administraciones públicas de Aragón impondrán la obligación, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, de que sus empresas públicas establezcan necesariamente en 
sus condiciones generales de contratación, y en sus contratos con los usuarios, cláusulas de 
sometimiento al sistema arbitral de consumo para la resolución de los conflictos y 
reclamaciones derivados de la prestación de los sus servicios, cuya aplicación dependerá 
directamente de la voluntad del consumidor.

2. En relación con las entidades o empresas privadas que gestionen servicios públicos, 
se potenciará que incluyan en sus contratos con los consumidores las cláusulas de 
sometimiento al sistema arbitral indicadas en el apartado anterior.

3. La adhesión al sistema arbitral de consumo será valorada como criterio objetivo a 
tener en cuenta para la adjudicación de contratos por la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Aragón y sus organismos públicos y empresas.

4. La Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón considerará la adhesión al 
sistema arbitral de consumo como mérito objetivo en la valoración de premios a la calidad 
que tenga establecidos o pueda crear.

CAPÍTULO TERCERO
Derecho a la información

[ . . . ]
Artículo 29.  Funciones de las oficinas de información al consumidor.

Son funciones de estas oficinas:
a) Informar, ayudar y orientar a los consumidores para el adecuado ejercicio de sus 

derechos, así como ejercer la actividad de mediación.
b) Recibir, registrar y acusar recibo de denuncias y reclamaciones de los consumidores e 

iniciar, en colaboración con las asociaciones de consumidores, actuaciones de mediación 
cuando proceda y, para el caso de que no prosperen, remitirlas a dichas asociaciones y a las 
entidades u órganos correspondientes, haciendo un seguimiento de las mismas para 
informar debidamente a los interesados.

c) Elevar, a instancia de las partes interesadas, solicitud de dictamen o, en su caso, de 
arbitraje al órgano correspondiente, acompañando a la citada solicitud información completa 
y detallada de la cuestión.

d) Suministrar, a través de los órganos correspondientes del Departamento que tenga 
atribuida la competencia en materia de consumo, la información requerida por las distintas 
Administraciones públicas.

e) Realizar tareas de educación y formación en materia de consumo.
f) Facilitar a los consumidores los datos referentes al registro y autorización de los 

productos o servicios puestos en el mercado a su disposición y los de aquéllos que se 
encuentren suspendidos, retirados o prohibidos por su riesgo de peligrosidad, así como 
información sobre la regulación de los precios y condiciones de los productos o servicios de 
uso o de consumo común, ordinario y generalizado.
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g) Prestar apoyo a las asociaciones de consumidores de su ámbito de actuación y 
facilitar a los consumidores toda la información necesaria sobre la existencia y actividades 
de dichas asociaciones, potenciando el fomento del asociacionismo en materia de consumo.

h) Realizar campañas informativas tendentes a conseguir un mejor conocimiento por 
parte de los consumidores en relación con sus derechos y obligaciones, así como desarrollar 
programas dirigidos a mejorar el nivel de educación específica y formación de los mismos. 
Para el desarrollo de las campañas y programas, se contará con las propuestas y 
colaboración de las asociaciones de consumidores existentes dentro del ámbito de su 
actuación.

i) Disponer la documentación técnica y jurídica sobre temas de consumo, así como 
potenciar su investigación y estudio.

j) En los municipios donde no exista Junta Arbitral de Consumo, elevar, a instancia de las 
partes interesadas, solicitud de arbitraje a la Junta Arbitral de Consumo de Aragón.

k) Recibir sugerencias o peticiones concretas, elevando éstas a las autoridades 
competentes, a fin de modificar algunos de los servicios que prestan o bien establecer otros 
nuevos si se consideran necesarios.

l) Elevar consultas al Consejo Aragonés de Consumidores y Usuarios.
m) Colaborar, en su caso, con la Inspección de Consumo.
n) Cualesquiera otras que reglamentariamente se determinen.

[ . . . ]
CAPÍTULO CUARTO

Protección del consumidor en la sociedad de la información

[ . . . ]
Artículo 42.  Fomento del arbitraje de las empresas que operan en la sociedad de la 
información.

La Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón potenciará, en el ámbito de 
sus competencias, que aquellas entidades, tanto públicas como privadas, que ofrezcan o 
intercambien sus productos por vías telemáticas, informáticas o cualesquiera otras de las 
habituales en la sociedad de la información en las que no haya una relación directa entre la 
persona consumidora y el suministrador del producto o servicio se sometan al sistema 
arbitral de consumo para la resolución de conflictos.

[ . . . ]
CAPÍTULO SEXTO

Participación, representación y consulta

[ . . . ]
Artículo 50.  Derechos de las asociaciones de consumidores.

1. Las asociaciones de consumidores en Aragón tendrán los siguientes derechos:
a) Ejercer las correspondientes acciones judiciales y extrajudiciales en defensa de los 

socios, de la asociación y de los intereses colectivos de los consumidores en general, de 
conformidad con la legislación aplicable.

b) Representar a los consumidores en los órganos de participación, consulta y 
concertación donde les corresponda estar presentes del modo que reglamentariamente se 
determine.

c) Solicitar y obtener información de las Administraciones públicas de Aragón, que 
apoyarán la consecución de sus fines, especialmente en el ámbito de la información y 
educación de los consumidores.
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d) Promover el ejercicio de las acciones tendentes a solicitar el cese de prácticas 
engañosas o fraudulentas en la oferta, promoción y publicidad de bienes y servicios 
realizadas en la Comunidad Autónoma de Aragón.

e) Aquellos otros que reglamentariamente se les reconozcan en desarrollo de esta Ley o 
que les vengan atribuidos por la legislación sectorial con relevancia en materia de consumo.

2. Para el reconocimiento por parte de la Comunidad Autónoma de Aragón de estos 
derechos, las asociaciones de consumidores reguladas en los artículos 48 y 49 de esta Ley 
habrán de estar inscritas en el Registro de Asociaciones de Consumidores y Usuarios de la 
Comunidad Autónoma de Aragón.

[ . . . ]
Artículo 57.  Consejo Aragonés de Consumo.

1. El Consejo Aragonés de Consumo es el órgano consultivo y asesor de la 
Administración de la Comunidad Autónoma en materia de consumo que, con carácter 
paritario, se constituye asimismo como vehículo institucional de mediación, coordinación y 
colaboración entre los distintos agentes que intervienen en este ámbito, tanto desde la 
posición de productores y distribuidores de productos y servicios como desde la de 
destinatarios de los mismos, y entre éstos y la Comunidad Autónoma de Aragón.

2. De conformidad con lo señalado, al Consejo Aragonés de Consumo corresponden 
tanto el asesoramiento al Gobierno de Aragón como el mantenimiento de cauces de 
interconexión permanentes entre los agentes que representan la producción y el consumo, 
que se sitúan respectivamente en las distintas posiciones naturales en el contexto del 
fenómeno económico, social y jurídico del consumo.

3. Se atribuye al Consejo Aragonés de Consumo el ejercicio de funciones de consulta, 
coordinación, información, asesoramiento, interlocución y, en última instancia, mediación en 
materia de consumo en Aragón, concretándose en las siguientes:

a) Emitir informes y dictámenes en materia de consumo en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma de Aragón.

b) Intervenir, mediante las comisiones que a tal efecto se creen, como órgano mediador 
en los conflictos que se produzcan en materia de consumo en Aragón, instando a las partes 
afectadas a alcanzar soluciones pactadas.

c) Actuar como foro de discusión y debate permanente entre los distintos agentes 
intervinientes en el ámbito del consumo y entre éstos y las distintas Administraciones 
públicas.

d) Solicitar de los órganos, entidades y personas relevantes o competentes los informes 
que se estimen necesarios para la solución de las cuestiones sometidas a su consideración 
o estudio.

e) Informar los proyectos de disposiciones de carácter general en materia de ejecución y 
desarrollo de la legislación en materia de consumo.

f) Participar en el seguimiento y control de las actividades realizadas por los órganos del 
Departamento responsable en materia de consumo.

g) Realizar un balance anual sobre la problemática aragonesa en materia de consumo y 
proponer las medidas que a la vista del mismo resulten pertinentes.

h) Potenciar las acciones formativas en estas materias.
i) Cualesquiera otras que reglamentariamente se le atribuyan para el cumplimiento de 

sus fines.
4. El Consejo Aragonés de Consumo podrá delegar sus funciones en los órganos 

subordinados de ámbito sectorial que pudieran establecerse.
5. En cuanto a su composición, renovación, organización, funcionamiento y demás 

normas de régimen interno se estará a lo que disponen las normas reglamentarias.
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TÍTULO II
Competencias de las Administraciones públicas e Inspección de Consumo

[ . . . ]
CAPÍTULO SEGUNDO

Inspección de Consumo

[ . . . ]
Artículo 64.  Funciones de la Inspección de Consumo.

Son funciones obligatorias de la Inspección de Consumo:
1. Vigilar, verificar y constatar el cumplimiento de la normativa que pueda afectar, directa 

o indirectamente, a los derechos de los consumidores.
2. Investigar y comprobar los hechos de los que tenga conocimiento la Administración 

pública por presuntas infracciones o irregularidades en materia de consumo, remitiendo la 
correspondiente documentación de la actuación inspectora a los órganos que puedan 
resultar competentes en cada caso.

3. Informar a los empresarios y profesionales, durante la realización de sus actuaciones, 
sobre las exigencias, cumplimiento y aplicación de la normativa vigente en materia de 
protección y defensa de los derechos de los consumidores, así como facilitar a los 
consumidores la información que precisen para el adecuado ejercicio de sus derechos, 
divulgando el sistema arbitral de consumo.

4. Realizar actuaciones de mediación en aquellos casos en que a través de este medio 
puedan solucionarse los conflictos que puedan surgir entre empresarios o profesionales y 
consumidores.

5. Elaborar los informes que requiera su actividad, así como los recabados por los 
órganos competentes en materia de arbitraje de consumo o potestad sancionadora y los 
que, en su caso, le sean requeridos por otros órganos de la Administración de la Comunidad 
Autónoma.

6. Estudiar, preparar y ejecutar las campañas de inspección, así como cualquier otra 
actuación tendente a la correcta ejecución de sus funciones.

7. Ejecutar las acciones derivadas del sistema de intercambio rápido de información 
relativo a la seguridad de los productos y servicios.

8. Ejecutar las órdenes dictadas por las autoridades competentes en materia de 
consumo en el ámbito de la Inspección de Consumo.

9. Proceder con carácter provisional a la inmovilización de bienes y productos y al cierre 
o suspensión de establecimientos y servicios en los supuestos de riesgo urgente o inminente 
para la salud o seguridad de los consumidores previstos en el artículo 12 de esta Ley.

10. Cualquier otra que se establezca en desarrollo reglamentario de la presente Ley.

[ . . . ]
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§ 267

Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, del Gobierno de Aragón, 
por el que se aprueba, con el título de «Código del Derecho Foral de 
Aragón», el Texto Refundido de las Leyes civiles aragonesas. 

[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 67, de 29 de marzo de 2011
Última modificación: 17 de abril de 2023

Referencia: BOA-d-2011-90007

[ . . . ]
Código del Derecho Foral de Aragón

[ . . . ]
LIBRO PRIMERO

DERECHO DE LA PERSONA

[ . . . ]
TÍTULO II

De las relaciones entre ascendientes y descendientes

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Deber de crianza y autoridad familiar

[ . . . ]
Sección 3.ª Efectos de la ruptura de la convivencia de los padres con hijos a 

cargo

[ . . . ]
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Subsección 3.ª Mediación familiar

Artículo 78.  Mediación familiar.
1. Los progenitores podrán someter sus discrepancias a mediación familiar, con carácter 

previo al ejercicio de acciones judiciales.
2. En caso de presentación de demanda judicial, el Juez podrá, a los efectos de facilitar 

un acuerdo entre los padres, proponerles una solución de mediación y designar para ello un 
mediador familiar. Asimismo, el Juez podrá acordar la asistencia de los progenitores a una 
sesión informativa sobre la mediación familiar si, atendiendo a las circunstancias 
concurrentes, estima posible que lleguen a un acuerdo.

3. Iniciado el procedimiento judicial, los padres podrán de común acuerdo solicitar su 
suspensión al Juez, en cualquier momento, para someterse a mediación familiar, 
acordándose dicha suspensión por el tiempo necesario para tramitar la mediación. El 
procedimiento judicial se reanudará si lo solicita cualquiera de las partes o en caso de 
alcanzarse un acuerdo en la mediación.

4. Los acuerdos entre los progenitores obtenidos en la mediación familiar deberán ser 
aprobados por el Juez, en los términos establecidos en el artículo anterior para el pacto de 
relaciones familiares.

5. En ningún caso cabrá acudir a la mediación familiar en los supuestos previstos en el 
apartado 6 del artículo 80.

[ . . . ]
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§ 268

Ley 9/2011, de 24 de marzo, de mediación familiar de Aragón

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 70, de 7 de abril de 2011

«BOE» núm. 115, de 14 de mayo de 2011
Última modificación: 19 de marzo de 2012

Referencia: BOE-A-2011-8402

En nombre del Rey, y como Presidente de la Comunidad Autónoma de Aragón, promulgo 
la presente Ley, aprobada por las Cortes de Aragón, y ordeno se publique en el «Boletín 
Oficial de Aragón» y en el «Boletín Oficial del Estado», todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 45 del Estatuto de Autonomía de Aragón.

PREÁMBULO
La presente Ley regula la mediación familiar como procedimiento de resolución 

extrajudicial de los conflictos que se plantean en el ámbito familiar.
La familia, como institución social básica y viva, es y ha sido continuamente el centro de 

muchas y diversas problemáticas que no siempre pueden resolverse dentro de su propio 
ámbito.

Para dar respuesta a esta problemática es por lo que se han instrumentado en los 
últimos tiempos mecanismos alternativos a la resolución de conflictos por la vía judicial, 
como el de la mediación, que se van imponiendo como métodos prioritarios para 
solucionarlos. El sistema tradicional de acudir a las instancias judiciales para resolver las 
controversias derivadas de problemas familiares ha demostrado que, en muchas ocasiones, 
resulta poco efectivo para apaciguarlos, buscándose otras vías de resolución más cercanas 
a la voluntariedad y al consenso de las partes, pasando de la imposición al acuerdo y a la 
aceptación.

La mediación familiar desarrolla las posibilidades de actuación de las personas 
favoreciendo el diálogo, el acercamiento y la comprensión, para llegar a soluciones pactadas 
por las partes que al final suponen un mayor beneficio para todos los miembros de la familia, 
sobre todo para los menores y las personas más vulnerables.

Tampoco debe olvidarse que los problemas tratados a través del proceso de mediación 
no suelen evolucionar a formas más controvertidas de resolución, evitando y previniendo en 
muchas ocasiones situaciones familiares de malos tratos.

Por todo esto, se pretende con esta Ley establecer un marco normativo favorable al 
desarrollo de la función mediadora ya que se ha mostrado como una garantía de respuesta a 
la conflictividad familiar y, por tanto, una figura que debe ser objeto de una especial atención 
por parte de instituciones públicas y privadas.

Hay que tener en cuenta los antecedentes normativos que, desde las instituciones 
comunitarias, se han aprobado en esta materia. Cabe citar como más destacados la 
Recomendación número R (98) I, de 21 de enero de 1998, del Comité de Ministros del 
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Consejo de Europa, sobre la mediación familiar, desde la que se insta a los gobiernos de los 
Estados miembros a instituirla y potenciarla; el Libro Verde sobre las modalidades 
alternativas de solución de conflictos en el ámbito del derecho civil y mercantil, elaborado por 
la Comisión de la Unión Europea, que invita a los Estados miembros a examinar la 
posibilidad de elaborar modelos de soluciones no judiciales de los conflictos; o la Directiva 
2008/52/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, sobre ciertos 
aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles, que indica que debe tender a 
generalizarse la mediación como modelo de resolución de controversias.

A nivel estatal, la Constitución Española establece en su artículo 39 que los poderes 
públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia, así como la 
protección integral de los hijos, cualquiera que sea su filiación. En este sentido, la Ley 
15/2005, de 8 de julio, por la que se modifican el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil 
en materia de separación y divorcio, supuso un paso adelante en esta materia, concediendo 
a las partes la facultad de solicitar en cualquier momento al Juez la suspensión de las 
actuaciones judiciales para acudir a la mediación familiar y tratar de alcanzar una solución 
consensuada en los temas objeto de litigio.

En el ámbito de nuestra Comunidad Autónoma, el artículo 71.34.ª del Estatuto de 
Autonomía de Aragón establece como competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma 
de Aragón la acción social, que comprende la ordenación, organización y desarrollo de un 
sistema público de servicios sociales que atienda a la protección de las distintas 
modalidades de familia, la infancia, las personas mayores, las personas con discapacidad y 
otros colectivos necesitados de protección especial. En este sentido, la Ley 12/2001, de 2 de 
julio, de la Infancia y la Adolescencia en Aragón, establece que los niños y adolescentes 
tienen derecho a una protección que garantice su desarrollo integral como personas en el 
seno de una familia, preferiblemente con sus padres. Asimismo, indica que la aplicación de 
los principios del Estado de Derecho a la protección de los menores conlleva una 
responsabilidad compartida entre sus padres y los poderes públicos. Es fundamental 
destacar la aprobación de la Ley 5/2009, de 30 de junio, de Servicios Sociales de Aragón, 
que tiene por objeto garantizar, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Aragón, el 
derecho universal de acceso a los servicios sociales, como derecho de la ciudadanía, para 
promover el bienestar del conjunto de la población y contribuir al pleno desarrollo de las 
personas.

Especial importancia en la figura de la mediación tiene la Ley 2/2010, de 26 de mayo, de 
igualdad en las relaciones familiares ante la ruptura de convivencia de los padres, una norma 
aprobada por las Cortes de Aragón, pionera en aspectos fundamentales del Derecho de 
familia, que en su Preámbulo señala que la mediación familiar resulta un instrumento 
fundamental para favorecer el acuerdo entre los progenitores, evitar la litigiosidad en las 
rupturas y fomentar el ejercicio consensuado de las responsabilidades parentales tras la 
ruptura.

El artículo 4 de la mencionada Ley establece que los progenitores podrán someter sus 
discrepancias a mediación familiar, con carácter previo al ejercicio de acciones judiciales. 
Añade que, en caso de presentación de demanda judicial, el Juez podrá, a los efectos de 
facilitar un acuerdo entre los padres, proponerles una solución de mediación y también podrá 
acordar la asistencia de los progenitores a una sesión informativa sobre la mediación familiar 
si, atendiendo a las circunstancias concurrentes, estima posible que lleguen a un acuerdo. 
Asimismo, continúa el precepto señalando que, iniciado el procedimiento judicial, los padres 
podrán, de común acuerdo, solicitar su suspensión al Juez en cualquier momento para 
someterse a mediación familiar, acordándose dicha suspensión por el tiempo necesario para 
tramitar la mediación.

En este sentido, y para regular temporalmente un sistema que facilitara a las partes la 
consecución de acuerdos en el ámbito de las rupturas familiares, la disposición transitoria 
segunda de la citada Ley 2/2010 establecía un régimen provisional de mediación familiar 
hasta la entrada en vigor de la Ley de Mediación Familiar a la que se refiere la disposición 
final segunda, entendiendo por mediación familiar el servicio especializado consistente en un 
procedimiento extrajudicial y voluntario para la prevención y resolución de conflictos 
familiares en el ámbito del Derecho privado, derivados de la ruptura de la pareja, que afecten 
a menores de edad. Este ámbito de aplicación de la mediación familiar, de carácter temporal, 
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tenía su fundamento en que el objeto de la Ley 2/2010 es regular las relaciones familiares en 
los casos de ruptura de la convivencia de los padres con hijos a cargo, entendiendo, por 
tanto, que la mediación familiar debía comprender únicamente los conflictos familiares 
referidos a rupturas de parejas con hijos menores de edad. La corriente internacional actual, 
al igual que están haciendo numerosas Comunidades Autónomas, apuesta por una 
extensión de la aplicación de la mediación familiar a cualquier conflicto surgido en el ámbito 
de las relaciones familiares, considerando el objeto de la mediación de forma amplia.

Hay que señalar que la disposición final segunda de la Ley 2/2010 establece un plazo de 
tres meses desde su entrada en vigor para que el Gobierno de Aragón remita a las Cortes de 
Aragón un Proyecto de Ley de Mediación Familiar, en la que se regularán el funcionamiento, 
competencias y atribuciones de este instrumento alternativo a la vía judicial de resolución de 
los conflictos familiares.

Por otro lado, el artículo 7 del Decreto 252/2003, de 30 de septiembre, del Gobierno de 
Aragón, por el que se aprueba la estructura orgánica del Departamento de Servicios 
Sociales y Familia, atribuye a la Dirección General de Familia, entre otras competencias, la 
puesta en funcionamiento de un servicio de mediación, conciliación y orientación familiar.

El vigente Estatuto de Autonomía de Aragón, en su artículo 71.59.ª atribuye competencia 
exclusiva a nuestra Comunidad Autónoma en lo relativo a los medios personales y 
materiales de la Administración de Justicia. Mediante Real Decreto 1702/2007, de 14 de 
diciembre, se hizo efectiva la transferencia en Administración de Justicia desde la 
Administración del Estado a la Comunidad Autónoma de Aragón, localizándose 
orgánicamente en el Departamento de Política Territorial, Justicia e Interior.

Hay que tener en cuenta que la norma fundamental en la materia, esto es, la Ley 
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, modificada en el 2003 y, últimamente, por 
la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre, coloca al lado de la oficina judicial la unidad 
administrativa a la que corresponderá la jefatura, ordenación y gestión de los recursos 
humanos, medios informáticos y demás medios materiales, atribuyéndose en el artículo 
456.3 al Secretario judicial las conciliaciones, llevando a cabo la labor mediadora.

La Ley de Enjuiciamiento Civil, a la que se remite la Ley 2/2010, de igualdad en las 
relaciones familiares ante la ruptura de la convivencia de los padres, en su artículo 770 y 
siguientes regula las demandas de separación y divorcio, disponiendo que se sustanciarán 
por los trámites de juicio verbal, pudiendo las partes, de común acuerdo, solicitar la 
suspensión del proceso para someterse a mediación.

Es preciso, por tanto, reconocer al lado de la mediación extrajudicial la mediación 
intrajudicial como instrumento de apoyo y colaboración a la labor jurisdiccional desarrollada 
por Juzgados y Tribunales. Cuando ya se ha iniciado un proceso judicial de nulidad, 
separación o divorcio, el Juez puede decretar la suspensión de actuaciones si advierte que 
existen posibilidades reales de que las partes puedan llegar a un acuerdo y, para valorarlas, 
es importante que cuente con un coordinador de mediación que explore e informe.

La Ley se compone de un total de treinta y cuatro artículos, estructurados en cinco 
capítulos, dos disposiciones adicionales, una disposición transitoria y dos disposiciones 
finales.

El Capítulo I recoge las disposiciones de carácter general, el objeto y el concepto de la 
mediación familiar, remarcando su carácter extrajudicial y consensuado, y los conflictos 
susceptibles de mediación familiar, haciéndola extensiva a cualquier conflicto surgido en el 
ámbito de las relaciones familiares. El ámbito de aplicación de la Ley se circunscribe a las 
mediaciones familiares que se efectúen por mediadores designados por el departamento del 
Gobierno de Aragón competente en mediación familiar. En el proceso de mediación destaca 
el interés superior de los menores de edad y la protección a las personas con discapacidad o 
aquellas en situación de dependencia. Este Capítulo también establece los fundamentos de 
la mediación familiar y analiza los principios generales por los que se rige, refiriéndose a la 
voluntariedad de las partes, no solo para iniciar y poner fin al procedimiento sino también 
para desistir de él en cualquier momento. La igualdad, confidencialidad, transparencia, 
imparcialidad, neutralidad, flexibilidad, carácter personalísimo y buena fe se enumeran como 
fundamentos básicos de todos los procesos de mediación.

El Capítulo II está dedicado al mediador familiar, regulándose los requisitos de titulación, 
formación y experiencia que éste debe cumplir, así como sus derechos y deberes.
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El Capítulo III hace referencia a las fases a lo largo de las cuales se desenvuelve el 
procedimiento de la mediación, desde la reunión inicial al acta final, así como las funciones 
que debe desempeñar el mediador familiar en el ejercicio de su actuación. Se estima 
adecuado y suficiente que el plazo de duración del proceso de mediación sea de sesenta 
días, susceptibles de prórroga si se producen determinadas circunstancias que lo aconsejen, 
sin perjuicio de las especialidades en plazos de la mediación iniciada por la Autoridad 
Judicial. También trata de la sesión informativa previa a la que los Jueces pueden derivar a 
las partes. Se establece, además, la prohibición de acudir a mediación familiar cuando se 
esté incurso en determinados procesos penales o cuando se advierta la existencia de 
indicios de violencia doméstica o de género. Finalmente, se regulan los casos en que los 
acuerdos alcanzados por las partes deben ser ratificados judicialmente.

El Capítulo IV establece la organización administrativa y las competencias y funciones en 
materia de mediación familiar, erigiendo como órgano administrativo responsable del servicio 
de mediación familiar al departamento del Gobierno de Aragón que tenga atribuidas las 
competencias en el área de mediación familiar. Se permite que los Colegios Profesionales 
puedan llegar a colaborar en diferentes momentos. Se crea también el Registro de 
Mediadores Familiares de Aragón, donde podrán inscribirse todos aquellos profesionales 
que cumplan los requisitos establecidos en la Ley. A su vez, se señalan los supuestos en los 
que el servicio de mediación tendrá carácter gratuito y cuándo será abonado por los 
interesados, de acuerdo a las tarifas que se establezcan reglamentariamente.

Finalmente, el Capítulo V describe el régimen de infracciones y sanciones en que puede 
incurrir el mediador familiar.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto regular la mediación familiar en Aragón como un 

servicio social especializado que pretende facilitar la resolución de conflictos derivados tanto 
de rupturas matrimoniales o de pareja como de cualquier otra problemática de carácter 
familiar.

Artículo 2.  Concepto de mediación familiar.
Por mediación familiar se entenderá, a efectos de la presente Ley, el servicio social 

consistente en un procedimiento extrajudicial y voluntario para la prevención y resolución de 
conflictos familiares en el ámbito del Derecho privado, en el que la persona mediadora, de 
una manera neutral, imparcial y confidencial, informa, orienta y asiste a las partes en 
conflicto para facilitar la comunicación y el diálogo entre las mismas, con el fin de promover 
la toma de decisiones consensuadas.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.
1. La presente Ley será de aplicación a las mediaciones familiares que se desarrollen en 

el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Aragón por mediadores familiares 
designados desde el departamento competente en mediación familiar de la Administración 
de la Comunidad Autónoma de Aragón.

2. Para poder solicitar las actuaciones del servicio de mediación familiar, al menos una 
de las personas en situación de conflicto familiar debe tener residencia efectiva en Aragón.

Artículo 4.  Servicios de mediación familiar.
1. Existirá un servicio de mediación familiar, adscrito al departamento competente en 

mediación familiar del Gobierno de Aragón, que tendrá como finalidad la prestación de este 
servicio social de mediación en las condiciones y con los requisitos que se establecen en 
esta Ley, así como proporcionar asesoramiento, ayuda y formación a las personas y 
entidades relacionadas con la materia.
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2. Cuando la mediación se realice por iniciativa propia de los colegios profesionales, 
corporaciones locales u otras entidades públicas o privadas, se estará a lo dispuesto en su 
normativa reguladora.

3. Las mediaciones realizadas por particulares no inscritos en el Registro de Mediadores 
Familiares de Aragón se regularán por la legislación correspondiente al ejercicio de su 
actividad profesional.

Artículo 5.  Conflictos susceptibles de mediación familiar.
1. La mediación regulada en la presente Ley podrá referirse a cualquier conflicto familiar 

surgido en el ámbito del Derecho privado.
2. Específicamente, la intervención del mediador familiar tendrá por objeto alguno de los 

siguientes aspectos:
a) Conflictos nacidos como consecuencia de una ruptura de pareja, existan o no 

menores afectados.
b) Controversias relacionadas con el ejercicio de la autoridad familiar o, en su caso, 

patria potestad y del régimen de guarda y custodia de los hijos.
c) Diferencias en lo relativo al régimen de relación de los menores con sus hermanos, 

abuelos y otros parientes y personas allegadas.
d) Situaciones derivadas de crisis de convivencia en el seno del matrimonio o de la 

pareja.
e) Desavenencias referentes a las relaciones entre personas mayores y sus 

descendientes.
f) Conflictos entre los miembros de la unidad familiar donde sea de aplicación la 

normativa de derecho internacional.
g) Los datos de las personas adoptadas relativos a sus orígenes biológicos, en la medida 

que lo permita el ordenamiento jurídico, alcanzada la mayoría de edad, o durante su minoría 
de edad representadas por sus padres o quienes ejerzan su autoridad familiar.

Salvo en los supuestos debidamente justificados, en los que esté en peligro la vida o la 
integridad física o moral de la persona adoptada, no se podrá facilitar la identidad de los 
padres biológicos en tanto en cuanto no se disponga de la autorización expresa de estos.

h) Problemáticas referidas al Derecho civil patrimonial o a la empresa familiar.
i) Cuestiones relacionadas con las sucesiones por causa de muerte.

Artículo 6.  Alcance de la mediación familiar.
1. La intervención del mediador familiar podrá versar sobre cualquier materia de Derecho 

privado susceptible de ser planteada judicialmente.
2. El proceso de mediación velará sobre todo por el interés superior de los menores de 

edad y protegerá a las personas con discapacidad o aquellas en situación de dependencia.

Artículo 7.  Principios generales de la mediación familiar.
Los principios generales que fundamentan la mediación son los siguientes:
a) Voluntariedad: El principio básico de la mediación es la voluntariedad, de manera que 

las partes, de forma completamente autónoma, deciden compartir las cuestiones familiares 
contenciosas con un tercero, siendo libres para desistir, en cualquier momento, de la 
mediación requerida.

b) Igualdad: Ambas partes tienen los mismos derechos y obligaciones en el desarrollo 
del proceso de mediación.

c) Confidencialidad: Todas las actuaciones que se deriven del proceso de mediación 
serán secretas y confidenciales, respetando la legislación vigente sobre protección de datos 
de carácter personal. Las partes no podrán solicitar la declaración en juicio del mediador 
familiar en calidad de perito o testigo, salvo que la Autoridad Judicial así lo disponga en 
función de la aplicación de la legislación específica correspondiente.

d) Transparencia: La comunicación entre las partes y el mediador familiar ha de estar 
regida por la mutua confianza entre ellos y la claridad y veracidad en el intercambio de 
información, a través de un procedimiento que facilite el diálogo y la participación.
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e) Imparcialidad: El interés que se pretende proteger es el equilibrio entre las partes y la 
igualdad de oportunidades entre ellas, fundamentado en una actuación del mediador familiar 
completamente equitativa.

f) Neutralidad: Las partes deben llegar a un acuerdo de manera independiente y 
consensuada, sin que el mediador familiar pueda imponer soluciones o medidas concretas, 
ni influir en las decisiones de las partes en conflicto.

g) Flexibilidad: La mediación no está sujeta a formas concretas de procedimiento sino 
que, al contrario, impregna su espíritu la ausencia de formalismos, lo que facilitará la 
consecución de acuerdos, sin perjuicio del respeto a las normas mínimas exigidas en la 
presente Ley.

h) Carácter personalísimo: Es obligado para las partes acudir personalmente a las 
sesiones, sin que puedan celebrarse a través de representantes o intermediarios.

i) Buena fe: El principio de buena fe entre los participantes fundamenta por completo el 
proceso de mediación.

CAPÍTULO II
El mediador familiar

Artículo 8.  El mediador familiar.
1. El mediador familiar deberá poseer una titulación universitaria y acreditar la formación 

específica en mediación, en los términos que se establezcan reglamentariamente.
2. La homologación de entidades susceptibles de impartir la formación en mediación 

familiar a que se refiere el apartado anterior, así como la aprobación de los correspondientes 
programas docentes, corresponderán al departamento competente en mediación familiar del 
Gobierno de Aragón.

3. Las personas que reúnan los requisitos de titulación y formación específica para 
prestar el servicio de mediación familiar se inscribirán en el Registro de Mediadores 
Familiares de Aragón.

Artículo 9.  Derechos del mediador familiar.
El mediador familiar tiene los siguientes derechos:
a) Rechazar las solicitudes de mediación cuando, por causas razonadas, se presuma 

que no van a alcanzarse los fines perseguidos por ésta.
b) Dar por finalizada la mediación cuando existan motivos que demuestren la ineficacia 

del procedimiento.
c) Actuar con independencia y libertad en el ejercicio de sus funciones.
d) Solicitar la asistencia de técnicos y colaboradores cuando su presencia sea 

indispensable para garantizar los objetivos de la mediación.
e) Recibir de las partes los antecedentes administrativos y judiciales que se consideren 

necesarios para el buen desarrollo del procedimiento.
f) Percibir los honorarios que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 10.  Deberes del mediador familiar.
El mediador familiar tiene los siguientes deberes:
a) Intervenir en los procedimientos de mediación que le sean derivados desde el 

departamento competente en mediación familiar del Gobierno de Aragón en los términos que 
señala la presente Ley.

b) Facilitar la comunicación y la consecución de acuerdos y compromisos entre las 
partes.

c) Cumplir con las normas deontológicas que se establezcan por su colegio o asociación 
profesional.

d) Garantizar una imparcialidad y neutralidad absolutas.
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e) Mantener la confidencialidad necesaria sobre la información obtenida durante el 
procedimiento de mediación, excepto si comporta amenaza para la vida o integridad física o 
psíquica de una persona.

f) Salvaguardar sobre todo el interés superior de los menores de edad y atender a las 
especiales circunstancias de las personas con discapacidad o aquellas en situación de 
dependencia.

g) Abstenerse de intervenir cuando exista, con cualquiera de las partes, relación de 
parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad o afinidad, o se tenga o se haya tenido 
algún tipo de relación personal, afectiva o profesional que menoscabe el ejercicio de sus 
funciones.

h) Informar a las partes sobre el coste o gratuidad, en su caso, del servicio de mediación.
i) Denunciar ante las autoridades administrativas o judiciales los casos en que pueda 

apreciarse que, por alguna de las partes, se esté cometiendo cualquier actuación ilícita.
j) Abstenerse de intervenir cuando tenga intereses económicos, patrimoniales o 

personales en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución pudieran influir los 
resultados de la mediación.

k) Redactar, firmar y entregar a las partes el documento de aceptación, las actas y los 
justificantes de la celebración y asistencia a las reuniones.

Artículo 11.  Responsabilidad del mediador familiar.
El incumplimiento de las obligaciones establecidas por la presente Ley, siempre que 

comporte una actuación u omisión constitutiva de alguna de las infracciones administrativas 
previstas en su Capítulo V, dará lugar a la imposición de las sanciones correspondientes, 
previa tramitación del oportuno procedimiento.

CAPÍTULO III
Desarrollo de la mediación familiar

Artículo 12.  Momento para plantear la mediación familiar.
El proceso de la mediación podrá plantearse:
a) Antes de iniciar cualquier actuación judicial.
b) Durante el desarrollo de cualquier actuación judicial, momento en el cual el proceso 

judicial podrá quedar suspendido.
c) Después de haber finalizado el proceso judicial.

Artículo 13.  Inicio de la mediación familiar.
1. La mediación podrá iniciarse:
a) Por solicitud escrita de ambas partes.
b) A iniciativa de una de las partes. En este supuesto, la otra parte deberá manifestar su 

aceptación dentro del plazo de quince días hábiles desde que se la haya citado a tal efecto.
c) A instancia de la Autoridad Judicial.
2. No podrá llevarse a cabo una nueva mediación sobre el mismo objeto hasta que no 

transcurra el plazo de un año desde que la anterior fue intentada, salvo que hubiera 
concluido sin acuerdos o que la Autoridad Judicial determine que deba practicarse de nuevo 
por concurrir especiales circunstancias familiares que así lo aconsejen.

3. En ningún caso cabrá acudir a la mediación familiar cuando se esté incurso en un 
proceso penal iniciado por atentar contra la vida, la integridad física, la libertad, la integridad 
moral o la libertad e indemnidad sexual de la otra parte o de los hijos o hijas, y se haya 
dictado resolución judicial motivada en la que se constaten indicios fundados y racionales de 
criminalidad. Tampoco procederá cuando por la Autoridad Judicial se advierta la existencia 
de indicios fundados de violencia doméstica o de género.
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Artículo 14.  Especialidades de la iniciación de la mediación familiar por la Autoridad 
Judicial.

1. En los procesos de nulidad, separación o divorcio y en los que versen sobre guarda y 
custodia de hijos e hijas menores a que se refiere la Ley de Enjuiciamiento Civil, la 
competencia para la organización y funcionamiento de la iniciación de las actuaciones de 
mediación intrajudiciales en Juzgados y Tribunales reguladas en este artículo corresponderá 
al departamento con competencia en la Administración de Justicia.

2. En el supuesto del apartado anterior, en caso de presentación de demanda judicial, el 
Juez podrá, a los efectos de facilitar un acuerdo entre las partes, proponerles una solución 
de mediación. Asimismo, el Juez podrá acordar la asistencia de las partes a una sesión 
informativa sobre la mediación familiar si, atendiendo las circunstancias concurrentes, estima 
posible que lleguen a un acuerdo.

3. La sesión consistirá en una reunión de las partes con un técnico especializado 
dependiente del departamento competente en materia de Justicia, que les informará sobre 
las ventajas que supone la figura de la mediación familiar, especialmente para los hijos 
menores de edad, así como del procedimiento y características del proceso de mediación.

4. Las partes podrán acudir a la sesión informativa previa asistidas por sus respectivos 
abogados.

5. Celebrada la sesión informativa, las partes podrán solicitar al Juez la suspensión del 
procedimiento, que será acordada por el Secretario Judicial con arreglo a la norma procesal 
civil, por el tiempo necesario para someterse a mediación familiar. El procedimiento judicial 
se reanudará si lo solicita cualquiera de las partes o en caso de alcanzarse un acuerdo en la 
mediación.

6. Si las partes acuerdan someterse a mediación familiar, ésta se realizará siguiendo el 
procedimiento establecido en los artículos siguientes para la mediación extrajudicial, 
realizándose las actuaciones procedentes en coordinación con el técnico especializado 
dependiente del departamento competente en materia de Justicia.

Artículo 15.  Designación del mediador familiar.
1. El mediador familiar será designado, en los términos que se determinen 

reglamentariamente, por el departamento competente en mediación familiar de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón entre las personas que figuren 
inscritas en el Registro de Mediadores Familiares de Aragón.

2. El ejercicio de la intervención regulado en el artículo 5.2.g) de esta Ley será realizado 
por el órgano competente en protección de menores.

Artículo 16.  Reunión inicial.
1. El mediador familiar convocará a las partes a una primera reunión en la que les 

explicará, de manera comprensible, el procedimiento, los principios y los efectos de la 
mediación familiar, así como el coste o gratuidad del servicio.

2. En la reunión inicial, el mediador familiar y las partes deberán acordar las cuestiones 
que tienen que examinarse y planificar el desarrollo de las sesiones que puedan ser 
necesarias.

3. De la reunión inicial se expedirá un acta, en la cual se expresará el lugar y la fecha de 
inicio, la identificación de las partes y del mediador familiar y los datos más relevantes 
relacionados con el proceso de mediación.

4. El acta será firmada por las partes y el mediador familiar, entregándose un ejemplar a 
cada una de ellas. Cuando la mediación se haya iniciado por indicación de la Autoridad 
Judicial, el mediador familiar le hará llegar a ésta una copia del acta inicial de la intervención 
en el plazo máximo de cinco días hábiles.

Artículo 17.  Funciones del mediador familiar.
Durante el proceso de mediación, el mediador familiar debe desempeñar las siguientes 

funciones:
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a) Restablecer la comunicación entre las partes en conflicto, posibilitando cualquier tipo 
de intercambio constructivo que conduzca a resoluciones consensuadas.

b) Procurar un compromiso de acción posterior que permita llevar a la práctica los 
acuerdos alcanzados, con especial significación de los que se refieran a su responsabilidad 
coparental.

c) Facilitar los mecanismos adecuados que establezcan una función preventiva ante el 
conflicto en gestación, recortando en lo posible los daños emocionales producidos entre los 
miembros de la unidad familiar, con especial atención a los menores.

Artículo 18.  Duración de la mediación familiar.
1. La duración de la mediación estará en función de las características del proceso y de 

su evolución sin que, en principio, pueda exceder de sesenta días, a contar desde la reunión 
inicial. Mediante propuesta razonada del mediador familiar, se podrá acordar una prórroga de 
la misma por el tiempo necesario para conseguir los fines de este procedimiento.

2. El mediador familiar podrá interrumpir el procedimiento o dar por finalizada la 
mediación cuando se observen indicios que permitan concluir que el proceso de mediación 
no está consiguiendo los fines previstos en esta Ley.

3. En el supuesto de iniciación por la Autoridad Judicial, la duración no podrá exceder del 
plazo de suspensión del procedimiento acordado judicialmente o previsto en la legislación 
procesal.

Artículo 19.  Final de la mediación familiar.
1. La finalización del procedimiento de mediación se producirá cuando las partes 

alcancen un acuerdo total o parcial, cuando cualquiera de ellas desista de la mediación o 
cuando así lo decida razonadamente la persona mediadora por concurrir alguno de los 
siguientes supuestos:

a) Falta de colaboración de alguna de las partes.
b) Incumplimiento por alguna de las partes de las condiciones establecidas.
c) Inasistencia no justificada de alguna de las partes.
d) Cuando considere que el procedimiento no conseguirá los objetivos de la mediación.
2. Las actuaciones finalizarán con un acta en la que se harán constar los siguientes 

extremos:
a) Lugar, fecha de comienzo y finalización de la mediación y número de sesiones.
b) Identificación de las partes, del mediador familiar y de aquellas otras que hayan 

podido intervenir en el procedimiento.
c) Síntesis del conflicto y acuerdos alcanzados.
d) Imposibilidad, en su caso, de alcanzar acuerdos.
e) Otras observaciones y circunstancias que se estimen convenientes.
3. Del acta final se entregará un ejemplar a cada una de las partes. Cuando la mediación 

se haya iniciado por indicación de la Autoridad Judicial, el mediador familiar le hará llegar a 
ésta una copia del acta final de la intervención en el plazo máximo de cinco días hábiles.

Artículo 20.  Ratificación judicial de los acuerdos.
1. Los acuerdos entre los progenitores obtenidos en la mediación familiar, cuando se 

refieran a rupturas de la convivencia de los padres, deberán ser aprobados por el Juez, en 
los términos que, para el pacto de relaciones familiares, establece el artículo 3 de la Ley 
2/2010, de 26 de mayo, de igualdad en las relaciones familiares ante la ruptura de 
convivencia de los padres.

2. Tratándose de acuerdos sobre materias distintas, las partes podrán elevarlos a 
escritura pública o solicitar la homologación judicial de los mismos por el tribunal que 
conociere del litigio al que se pretende poner fin.
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CAPÍTULO IV
Competencias y organización administrativa

Artículo 21.  Órgano competente en materia de mediación familiar.
1. El departamento del Gobierno de Aragón responsable del servicio de mediación 

familiar será aquel que tenga atribuidas las competencias en mediación familiar, sin perjuicio 
de las que correspondan al departamento que tenga a su cargo la Administración de Justicia.

2. Los colegios profesionales podrán colaborar en la consecución de los objetivos de 
esta Ley en las condiciones que se determinen.

Artículo 22.  Funciones del departamento competente en mediación familiar del Gobierno de 
Aragón.

Corresponden al departamento competente en mediación familiar del Gobierno de 
Aragón, sin perjuicio de las que correspondan al departamento que tenga a su cargo la 
Administración de Justicia, las siguientes funciones:

a) Regular y evaluar el procedimiento y las actuaciones llevadas a cabo en el ámbito de 
la mediación familiar.

b) Gestionar el Registro de Mediadores Familiares de Aragón.
c) Establecer las retribuciones de las personas mediadoras que presten sus servicios a 

través del Registro de Mediadores Familiares de Aragón.
d) Adjudicar los casos de mediación a las personas inscritas en el Registro de 

Mediadores Familiares de Aragón.
e) Homologar a las entidades autorizadas para impartir la formación necesaria para el 

desempeño de las funciones de mediador familiar.
f) Promover y difundir la figura de la mediación en el ámbito familiar.
g) Fomentar la colaboración con colegios profesionales, asociaciones sin ánimo de lucro, 

corporaciones locales y otras entidades públicas para facilitar el desarrollo de la mediación 
familiar.

h) Elaborar conjuntamente con el departamento competente en materia de 
Administración de Justicia una memoria anual sobre los resultados de la aplicación de la 
mediación familiar en Aragón.

Artículo 23.  Registro de Mediadores Familiares de Aragón.
1. Se crea el Registro de Mediadores Familiares de Aragón, adscrito al departamento 

competente en mediación familiar. Reglamentariamente se establecerá su sistema de 
organización y funcionamiento.

2. El servicio de mediación familiar de la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Aragón se prestará por los profesionales inscritos en el Registro de Mediadores Familiares 
de Aragón.

3. El personal técnico en mediación familiar al servicio de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Aragón atenderá los casos, situaciones y supuestos que se 
determinen.

Artículo 24.  Coste de la mediación familiar.
1. El servicio de mediación será gratuito en los siguientes casos:
a) En aquellos casos que, en atención a la concurrencia de especiales circunstancias 

económicas o sociales de los interesados, así lo determine el departamento competente en 
mediación familiar de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón.

b) En el supuesto de iniciación de la mediación por la Autoridad Judicial, los solicitantes 
deberán tener reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita conforme a su normativa 
reguladora.

2. En cualquier otro supuesto, el servicio será abonado por los interesados según las 
tarifas que se establezcan reglamentariamente.
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CAPÍTULO V
Régimen sancionador

Artículo 25.  Definición y tipos de infracciones.
1. Se consideran infracciones administrativas las acciones u omisiones tipificadas y 

sancionadas por la presente Ley que sean imputables a la persona mediadora en el ejercicio 
de las funciones de mediación, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de 
otro orden en que pueda incurrir.

2. Las infracciones se clasifican en leves, graves o muy graves.

Artículo 26.  Infracciones leves.
Constituyen infracciones leves:
a) No comunicar al Registro de Mediadores Familiares de Aragón la información 

correspondiente en la forma que se determine reglamentariamente.
b) No informar a las partes, con carácter previo al inicio del proceso, sobre el coste de la 

mediación en los supuestos de no gratuidad.
c) No entregar a las partes una copia de las actas inicial y final.
d) Incumplir cualquier deber de los señalados en el artículo 10 de la presente Ley, 

cuando dicho incumplimiento no esté calificado como infracción grave o muy grave.

Artículo 27.  Infracciones graves.
Constituyen infracciones graves:
a) Rechazar la iniciación o abandonar la función mediadora iniciada, cuando no concurra 

causa justificada.
b) Incumplir el deber de abstenerse de intervenir cuando concurra causa de abstención.
c) Incurrir en grave falta de respeto hacia las partes sometidas a mediación.
d) Excederse, sin causa justificada, del plazo fijado en el artículo 18 de la presente Ley 

para el desarrollo del proceso de mediación.
e) Cometer la tercera falta leve en el término de un año.
f) No dar respuesta a las quejas o reclamaciones debidamente presentadas.

Artículo 28.  Infracciones muy graves.
Constituyen infracciones muy graves:
a) Cobrar compensaciones económicas u honorarios o gastos por la actividad mediadora 

en aquellos supuestos en que las partes tengan reconocida la gratuidad de la misma.
b) Ejecutar actos que supongan una discriminación por razón de sexo, raza, religión, 

lengua, lugar de nacimiento o cualquier otra condición o circunstancia personal o social de 
las partes sometidas a mediación.

c) Abandonar la función mediadora sin causa justificada, si además comporta un grave 
perjuicio para las personas menores implicadas en el proceso y las personas dependientes.

d) Incumplir el deber de confidencialidad y secreto profesional.
e) Incumplir los deberes de neutralidad e imparcialidad regulados en esta Ley.
f) Adoptar acuerdos manifiestamente contrarios a Derecho que causen perjuicio grave a 

las partes sometidas a la mediación.
g) Cometer una infracción, cualquiera que sea, cuando el autor haya sido sancionado por 

resolución firme por la comisión de dos faltas graves en el término de un año.
h) Participar en procedimientos de mediación estando suspendido para ello o ejercer la 

mediación familiar prevista en la presente Ley sin estar inscrito en el Registro de Mediadores 
Familiares de Aragón.

i) Comenzar o proseguir la mediación en aquellos supuestos expresamente excluidos en 
el artículo 13.3 de la presente Ley.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 268  Ley de mediación familiar de Aragón

– 982 –



Artículo 29.  Prescripción de las infracciones.
Las infracciones contempladas en la presente Ley prescribirán a los seis meses si son 

leves, al año si son graves y a los dos años si son muy graves.

Artículo 30.  Sanciones.
1. Las infracciones leves podrán ser sancionadas con:
a) Apercibimiento o amonestación por escrito.
b) Multa de hasta 300 euros.
2. Las infracciones graves podrán ser sancionadas con:
a) Suspensión temporal para ejercer como persona mediadora por un período de entre 

tres meses y un año.
b) Multa desde 301 hasta 6.000 euros.
3. Las infracciones muy graves podrán ser sancionadas con:
a) Suspensión temporal para ejercer como persona mediadora por un período de entre 

un año y un día y tres años.
b) Multa desde 6.001 hasta 15.000 euros.

Artículo 31.  Graduación.
Para la graduación de las sanciones se tendrán en cuenta las siguientes circunstancias:
a) La gravedad del perjuicio psíquico, moral o económico ocasionado a las partes del 

procedimiento de mediación, cuando no se haya tenido en cuenta para tipificar la infracción.
b) El grado de intencionalidad o negligencia en la acción u omisión.
c) El beneficio económico obtenido por la persona infractora,de forma que la sanción que 

se le imponga no sea inferior al beneficio obtenido con la comisión de la infracción.
d) La trascendencia social de la infracción.
e) La reincidencia o reiteración cuando no se haya tenido en cuenta para tipificar la 

infracción. Se entenderá que existe reincidencia cuando se haya cometido, en el término de 
un año, más de una infracción de la misma naturaleza, declarado así por resolución firme en 
vía administrativa.

f) El incumplimiento de advertencias o requerimientos previos por la Administración.
g) La gravedad del riesgo o peligro creado para las partes o personas implicadas en el 

procedimiento.

Artículo 32.  Órgano competente.
La competencia para la imposición de las sanciones previstas en la presente Ley 

corresponderá, en caso de faltas leves, al director general competente en mediación familiar 
y, en caso de faltas graves y muy graves, al consejero competente en dicha materia.

Artículo 33.  Prescripción de las sanciones.
Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las 

impuestas por infracciones graves a los dos años y las impuestas por infracciones leves al 
año, a contar desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que 
se impuso la sanción.

Artículo 34.  Procedimiento sancionador.
La tramitación de los expedientes sancionadores derivados de la comisión de 

infracciones previstas en la presente Ley se ajustará al procedimiento general establecido 
para el ejercicio de la potestad sancionadora de la Comunidad Autónoma de Aragón.
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Disposición adicional primera.  Difusión de información sobre el servicio de mediación 
familiar.

Por parte de los departamentos competentes en materia de mediación familiar y de 
Administración de Justicia se realizarán las actuaciones oportunas para difundir la 
información sobre el servicio de mediación familiar por todo el territorio de la Comunidad 
Autónoma.

Disposición adicional segunda.  Términos genéricos.
Las menciones genéricas en masculino que aparecen en el articulado de la presente Ley 

se entenderán referidas también a sus correspondientes en femenino.

Disposición transitoria única.  Designación de mediadores familiares.
Mientras no esté en funcionamiento el Registro de Mediadores Familiares de Aragón, las 

mediaciones de carácter gratuito a que se hace referencia en la presente Ley se efectuarán 
por el servicio de mediación que gestiona la Dirección General de Familia.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
Se autoriza al departamento competente en mediación familiar a aprobar las órdenes de 

desarrollo de la presente Ley que sean necesarias para su correcta aplicación.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial de Aragón».
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§ 269

Decreto-Legislativo 1/2014, de 8 de julio, del Gobierno de Aragón, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo de 

Aragón. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 140, de 18 de julio de 2014

Última modificación: 28 de febrero de 2023
Referencia: BOA-d-2014-90410

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE URBANISMO DE ARAGÓN

[ . . . ]
TÍTULO CUARTO

Gestión urbanística

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Actuaciones integradas

[ . . . ]
Sección 5.ª Gestión indirecta por urbanizador

[ . . . ]
Subsección 3.ª Sujetos

[ . . . ]
Artículo 172.  Prerrogativas de la administración, resolución de conflictos y arbitraje.

1. La Administración ostentará la prerrogativa de interpretar los programas de 
urbanización, resolviendo aquellas dudas que se planteen en su cumplimiento, previa 
audiencia al urbanizador, dentro de los límites y con sujeción a los requisitos establecidos en 
esta Ley y en la normativa de contratación del sector público.

2. Los conflictos derivados de la ejecución de programas de urbanización que se 
produzcan entre urbanizador y propietarios acerca de sus derechos y obligaciones serán 
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resueltos por el municipio, salvo que, siendo susceptibles de arbitraje y autorizándolo dicha 
Administración, los sometan al mismo conforme a lo establecido en la legislación vigente.

3. La sumisión a arbitraje no podrá suponer alteración alguna de los plazos de ejecución 
establecidos en el programa de urbanización, salvo que medie autorización previa y expresa 
del municipio. Si así ocurriera, en defecto de dicha autorización, la Administración podrá 
resolver ejecutoriamente el conflicto comunicándolo a urbanizador y propietarios.

4. El Departamento competente en materia de urbanismo, directamente o a través de 
una organización creada al efecto, podrá asumir el arbitraje institucional conforme a la 
normativa de arbitraje.

[ . . . ]
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§ 270

Decreto Legislativo 2/2014, de 29 de agosto, del Gobierno de 
Aragón, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 

Cooperativas de Aragón. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 176, de 9 de septiembre de 2014
Última modificación: 20 de diciembre de 2022

Referencia: BOA-d-2014-90375

[ . . . ]
Texto refundido de la Ley de Cooperativas de Aragón

[ . . . ]
TÍTULO III

Asociacionismo cooperativo

[ . . . ]
Artículo 93.  Uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas.

1. Cinco o más cooperativas de un mismo sector de actividad económica podrán 
constituir una unión de cooperativas, siempre que integren, al menos, un treinta por ciento de 
las cooperativas de ese sector y se encuentren inscritas o domiciliadas en Aragón.

2. Diez o más cooperativas, activas, de la misma clase, individualmente o agrupadas en 
uniones, podrán constituir una federación de cooperativas siempre que integren, al menos, al 
treinta por ciento de esta clase de cooperativas. Su ámbito territorial deberá extenderse a 
toda la Comunidad Autónoma. Si no existiera otra federación de ese tipo de cooperativas, 
dispondrán de un plazo de cinco años para integrar al mínimo del treinta por ciento 
anteriormente indicado.

3. Las federaciones de cooperativas tendrán representación en el Consejo Aragonés de 
Cooperativismo, en la forma y número que reglamentariamente se establezca.

4. Para que cualquiera de estas formas asociativas pueda incluir en su denominación un 
determinado ámbito territorial o un sector de actividad concreto con carácter genérico, 
deberá integrar, al menos, el cuarenta por ciento de las cooperativas o del número total de 
socios existentes en las mismas.

5. Las federaciones de cooperativas podrán formar confederaciones. Cuando una 
confederación agrupe, al menos, al sesenta por ciento de las federaciones de cooperativas 
de Aragón registradas, se denominará «Confederación de Cooperativas de Aragón».

6. Corresponde a las uniones, federaciones y confederaciones, en sus respectivos 
ámbitos:
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a) Representar públicamente al cooperativismo.
b) Difundir los principios cooperativos.
c) Fomentar la promoción cooperativa, la intercooperación y la formación.
d) Organizar servicios de interés común.
e) Proteger y defender los intereses del movimiento cooperativo en general y los de las 

cooperativas asociadas en particular, conjunta o sectorialmente.
f) Actuar como interlocutores y representantes ante otras organizaciones, entidades y 

organismos públicos.
g) Colaborar con el Registro de Cooperativas en las tareas de actualización y depuración 

técnica del censo de sociedades inscritas en aquél.
h) Ejercer la conciliación en los conflictos surgidos entre sus entidades asociadas o entre 

éstas y sus socios.
i) Ejercer cualquier otra actividad de naturaleza análoga.
7. Las uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas, constituidas al amparo 

de esta ley, adquirirán la personalidad jurídica y plena capacidad de obrar una vez inscritas 
en el Registro de Cooperativas, para lo que deberán depositar el acta de constitución, que 
contendrá, al menos, los siguientes datos:

a) Relación de las entidades promotoras.
b) Acuerdo de asociación.
c) Composición de los órganos de representación y gobierno de la entidad.
d) Certificaciones del Registro de Sociedades Cooperativas estatal y del Registro de 

Cooperativas de Aragón de que no existe otra entidad con idéntica denominación.
e) Los estatutos asociativos.
f) Declaración de que se cumplen los porcentajes mínimos de representatividad exigidos 

en este artículo.
8. Los estatutos recogerán, al menos: Su denominación, domicilio y ámbito territorial; 

requisitos y procedimiento para la adquisición y pérdida de la condición de entidad asociada; 
composición, funcionamiento y elección de sus órganos de representación y administración, 
y régimen económico de la misma.

Las uniones, federaciones y confederaciones deberán comunicar al Registro de 
Sociedades Cooperativas, en los tres primeros meses del año, la variación en el número de 
sus miembros.

9. En las uniones y federaciones formadas por cooperativas agrarias podrán también 
integrarse sociedades agrarias de transformación, así como las entidades que asocien a 
agrupaciones u organizaciones de productores agrarios, tengan éstas o no la condición de 
sociedad cooperativa. Asimismo podrán integrarse como asociadas otras entidades 
asociativas del sector agrario que no cumplan estos requisitos, siempre que tengan 
capacidad de contratar y agrupen a productores agrarios.

[ . . . ]

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 270  Texto refundido de la Ley de Cooperativas de Aragón [parcial]

– 988 –



§ 271

Ley 16/2018, de 4 de diciembre, de la actividad física y el deporte de 
Aragón. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 244, de 19 de diciembre de 2018

«BOE» núm. 24, de 28 de enero de 2019
Última modificación: 19 de abril de 2022

Referencia: BOE-A-2019-993

[ . . . ]
TÍTULO IX

Arbitraje y mediación en materia deportiva

Artículo 125.  Mediación y arbitraje.
1. Las normas estatutarias y reglamentarias de los clubes deportivos podrán prever 

sistemas de mediación y arbitraje para resolver diferencias de naturaleza jurídico-deportiva 
que puedan plantearse entre sus miembros, dentro de las condiciones de la legislación 
general del Estado sobre mediación y arbitraje.

2. Las federaciones deportivas aragonesas deberán recoger en sus estatutos un sistema 
de mediación y arbitraje al que puedan acogerse sus integrantes y asociados, que deberá 
contemplar como mínimo lo dispuesto en el artículo siguiente o, en su defecto, integrarse en 
el Sistema Aragonés de Mediación y Arbitraje Deportivo.

Artículo 126.  Condiciones mínimas.
Los sistemas de mediación y arbitraje deportivo deberán contemplar como mínimo los 

siguientes requisitos:
a) Relación de cuestiones que puedan ser objeto de mediación y arbitraje.
b) Método de aceptación de tales sistemas por los afectados.
c) Requisitos en el procedimiento de aplicación de dichos sistemas.
d) Órganos o personas encargadas de decidir sobre las cuestiones sometidas a 

mediación o arbitraje o método para su designación.
e) Procedimiento para la recusación, en su caso, de quienes realicen las funciones de 

mediación y arbitraje.
f) Fórmulas de ejecución de las decisiones adoptadas en la mediación o arbitraje.

Artículo 127.  Sistema de Mediación y Arbitraje Deportivo Aragonés.
1. En cumplimiento de lo dispuesto en los artículos anteriores, se creará el Sistema de 

Mediación y Arbitraje Deportivo Aragonés, al que podrán adscribirse federaciones deportivas 

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

– 989 –



y clubes deportivos aragoneses. Para ello, el Gobierno de Aragón podrá suscribir convenios 
de colaboración con los colegios profesionales en materia de arbitraje y mediación.

2. Reglamentariamente se establecerá su forma de gestión, organización y 
funcionamiento, así como los instrumentos a través de los cuales la dirección general 
competente en materia de deporte colaborará para el adecuado ejercicio de su actividad.

[ . . . ]

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 271  Ley de la actividad física y el deporte de Aragón [parcial]

– 990 –



§ 272

Ley 7/2019, de 29 de marzo, de apoyo y fomento del emprendimiento 
y del trabajo autónomo en Aragón. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 72, de 12 de abril de 2019

«BOE» núm. 125, de 25 de mayo de 2019
Última modificación: 23 de febrero de 2021

Referencia: BOE-A-2019-7787

[ . . . ]
TÍTULO I

Fomento y difusión de la cultura emprendedora y del trabajo autónomo

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Solución extrajudicial de resolución de conflictos del trabajo autónomo en 
Aragón

Artículo 9.  Resolución extrajudicial de conflictos de trabajadores autónomos 
económicamente dependientes.

1. La Administración de la Comunidad Autónoma impulsará la resolución extrajudicial de 
los conflictos que surjan en el ámbito profesional de los trabajadores autónomos 
económicamente dependientes a través del Servicio Aragonés de Mediación y Arbitraje.

2. La resolución extrajudicial de conflictos que puedan surgir en el ámbito profesional del 
trabajo autónomo económicamente dependiente por razón del desarrollo de su actividad 
económica o profesional se sustanciará a través de procedimientos de conciliación o 
mediación y arbitraje, cuando el conflicto quede circunscrito al ámbito de la Comunidad 
Autónoma de Aragón.

3. Dicha resolución será opcional para las partes respecto de otras posibilidades de 
sometimiento a un arbitraje voluntario previsto en las leyes, incluidas, las de naturaleza 
específica o sectorial.

4. La organización, funcionamiento y el tipo de conflictos objeto de tramitación vendrán 
determinados en el correspondiente Acuerdo sobre Solución Extrajudicial de Conflictos 
Laborales en Aragón (ASECLA).

[ . . . ]
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§ 273

Decreto Legislativo 1/2023, de 22 de febrero, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley del Patrimonio de Aragón. [Inclusión 

parcial]

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 43, de 3 de marzo de 2023

«BOE» núm. 70, de 23 de marzo de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-7507

[ . . . ]
ANEXO

Texto Refundido de la Ley del Patrimonio de Aragón

[ . . . ]
TÍTULO II

Adquisición y transmisión

CAPÍTULO I
Disposiciones comunes

[ . . . ]
Artículo 19.  Transacción y arbitraje.

No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los bienes y derechos del 
patrimonio de Aragón, ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten sobre los 
mismos, sino mediante decreto acordado por el Gobierno de Aragón a propuesta de la 
persona titular del departamento competente en materia de patrimonio, previo dictamen del 
Consejo Consultivo de Aragón.

[ . . . ]
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§ 274

Decreto Legislativo 3/2023, de 17 de mayo, del Gobierno de Aragón, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Hacienda de la 

Comunidad Autónoma de Aragón. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 100, de 29 de mayo de 2023
«BOE» núm. 141, de 14 de junio de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-14052

[ . . . ]
TÍTULO I

Del régimen de la Hacienda de la Comunidad Autónoma

CAPÍTULO I
Los derechos de la Hacienda de la Comunidad Autónoma

[ . . . ]
Artículo 20.  Régimen de los derechos económicos de la Hacienda Pública.

1. No se podrán enajenar, gravar, ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda 
de la Comunidad Autónoma salvo en los supuestos establecidos por las leyes.

2. Tampoco se concederán exenciones, perdones, rebajas ni moratorias en el pago de 
los derechos a la Hacienda de la Comunidad Autónoma salvo en los casos que determinen 
expresamente las leyes.

3. No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda 
de la Comunidad Autónoma ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten de los 
mismos, sino mediante decreto del Gobierno de Aragón.

4. No obstante lo anterior, la suscripción por la Hacienda de la Comunidad Autónoma de 
Aragón de los acuerdos o convenios en procesos concursales previstos en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil y la Ley Concursal, requerirá la autorización del órgano del 
departamento competente en materia de hacienda que se determine reglamentariamente.

5. Para el desistimiento de acciones será precisa la previa autorización del Gobierno de 
Aragón.

[ . . . ]
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§ 275

Ley 4/1997, de 10 de julio, de Cajas de Ahorro de Castilla-La 
Mancha. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 33, de 18 de julio de 1997

«BOE» núm. 249, de 17 de octubre de 1997
Última modificación: 21 de mayo de 2010

Referencia: BOE-A-1997-21911

[ . . . ]
TÍTULO III

Actividades de las Cajas de Ahorros

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

El Defensor del Cliente

Artículo 67.  
1. Las Cajas de Ahorro, individualmente o agrupadas, o la Federación de Cajas de 

Ahorro de Castilla-La Mancha podrán nombrar un Defensor del Cliente, con las funciones y 
requisitos establecidos en los apartados siguientes, a cuya labor de arbitraje se someterán, 
quedando vinculadas por la decisión favorable a la reclamación.

2. El Defensor del Cliente tiene como misión la defensa y protección de los derechos e 
intereses de los clientes en sus relaciones con las Cajas de Ahorro con domicilio social en 
Castilla-La Mancha.

3. La designación y cese del Defensor del Cliente corresponderá al Consejo de 
Administración de cada Caja o al Consejo General de la Federación que lo elegirá por 
mayoría absoluta de sus miembros, debiendo recaer en una entidad o experto independiente 
de reconocido prestigio con residencia habitual en Castilla-La Mancha.

4. Cada Caja de Ahorros o, en su caso, la Federación de Cajas de Ahorro, desarrollarán 
los requisitos e incompatibilidades para su designación, así como el régimen de su actividad 
en un Reglamento específico, que deberá ser aprobado por la Consejería competente de la 
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.

[ . . . ]
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§ 276

Decreto Legislativo 1/2002, de 19 de noviembre de 2002, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La 

Mancha. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 149, de 29 de noviembre de 2002

Última modificación: 3 de marzo de 2023
Referencia: DOCM-q-2002-90021

[ . . . ]
Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha

[ . . . ]
TÍTULO I

Del Régimen de la Hacienda Pública de Castilla-La Mancha

CAPÍTULO I
De los Derechos

[ . . . ]
Artículo 22.  Régimen de los derechos económicos de la Hacienda Pública de Castilla-La 
Mancha.

1. No se puede enajenar, gravar ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda de 
la Comunidad Autónoma, salvo en los casos establecidos por las leyes.

2. Tampoco pueden concederse exenciones, bonificaciones, perdones, rebajas ni 
moratorias en el pago de los derechos a la Hacienda Pública de Castilla-La Mancha, salvo 
en los casos y en la forma que determinen las leyes.

3. No se puede transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda 
Pública de Castilla-La Mancha, ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten de los 
mismos, sino mediante acuerdo del Consejo de Gobierno, previo Dictamen del Consejo 
Consultivo.

4. La suscripción por la Hacienda Pública de Castilla-La Mancha de los acuerdos o 
convenios en procesos concursales previstos en la normativa legal vigente en materia de 
quiebras y suspensiones de pagos, requerirá únicamente autorización del órgano que 
determine la Consejería de Economía y Hacienda.

5. La extinción, total o parcial, de las deudas que la Administración General del Estado, 
sus Organismos Autónomos, la Seguridad Social, las Corporaciones Locales y otras 
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entidades de Derecho público tengan con la Comunidad Autónoma, podrá realizarse por vía 
de compensación, cuando se trate de deudas vencidas, líquidas y exigibles.

[ . . . ]
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§ 277

Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La 
Mancha. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 221, de 16 de noviembre de 2010

«BOE» núm. 37, de 12 de febrero de 2011
Última modificación: 11 de diciembre de 2017

Referencia: BOE-A-2011-2707

[ . . . ]
TÍTULO I

De la sociedad cooperativa

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la constitución de la cooperativa

[ . . . ]
Artículo 14.  Estatutos sociales.

1. En los estatutos de las sociedades cooperativas sujetas a la presente Ley se incluirán 
como mínimo las siguientes menciones:

a) La denominación de la cooperativa.
b) El domicilio social.
c) El objeto social.
d) El capital social mínimo.
e) El ámbito territorial donde la cooperativa desarrollará las actividades cooperativizadas 

con sus socios.
f) La duración de la cooperativa.
g) Las distintas clases de socios, los requisitos exigidos para integrarse en cada clase 

así como el régimen de su baja y, en caso de prohibición de ésta, el régimen de transmisión 
de sus participaciones cooperativas.

h) La cuantificación y el establecimiento del régimen de la participación mínima del socio 
en la actividad cooperativa que desarrolla su objeto y fin social, pudiendo establecer y 
regular el principio de exclusividad.

i) Las obligaciones y derechos de los socios.
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j) Las normas de disciplina social, la tipificación de las infracciones y sanciones, el 
procedimiento sancionador, los recursos, así como los supuestos de pérdida forzosa de la 
condición de socio.

k) La forma de publicidad y el plazo para convocar la asamblea general, ordinaria y 
extraordinaria, en primera y segunda convocatoria.

l) La participación social obligatoria mínima al capital social para adquirir la condición de 
socio de la cooperativa, así como los criterios para determinar la participación obligatoria 
mínima que deberán efectuar los futuros socios.

m) La composición del órgano de administración y, en su caso, del de intervención, del 
comité de recursos y de otros órganos facultativos integrados en la estructura de la 
cooperativa, así como la duración del mandato de sus miembros y el sistema de acceso y 
renovación de estos órganos.

n) El régimen de transmisión de las participaciones sociales y, en su caso, de la 
condición de socio, así como, eventualmente, las condiciones en que procediere hacer 
ejercicio del derecho de reembolso de las participaciones.

o) El régimen de las secciones que se creen, en su caso, en la cooperativa.
p) Las causas de disolución de la cooperativa y las normas para su liquidación.
q) En general, cualquier otra mención o materia exigida por la presente Ley y, en 

especial, todas aquellas requeridas en función de la clase de cooperativa que pretenda 
fundarse.

2. Las personas fundadoras y promotoras de la cooperativa podrán, con carácter previo 
a la elevación a pública de la escritura de constitución, solicitar del Registro de Cooperativas 
de Castilla-La Mancha la calificación previa del proyecto de estatutos, que deberá resolverse 
en el plazo que reglamentariamente se establezca y que, en ningún caso, podrá exceder de 
treinta días naturales.

A la solicitud de dicha calificación previa habrá de acompañarse el proyecto de estatutos 
y el acta de la asamblea constituyente, en su caso

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, los estatutos podrán ser 
desarrollados a través del Reglamento de Régimen Interno, que deberá ser aprobado, en 
atención a su contenido y alcance, bien por la asamblea general o bien por la asamblea de 
Sección.

4. Los estatutos podrán incluir la cláusula de sometimiento a los procedimientos de 
arbitraje, conciliación y mediación cooperativos.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Órganos sociales

[ . . . ]
Sección 2.ª La asamblea general

[ . . . ]
Artículo 54.  Impugnación de acuerdos de la asamblea general.

1. Podrán ser impugnados los acuerdos de la asamblea general que sean contrarios a la 
ley, se opongan a los estatutos, al reglamento de régimen interno o lesionen en beneficio de 
uno o varios socios o de terceros los Intereses de la cooperativa.

2. Serán nulos los acuerdos contrarios a la ley. Los demás acuerdos a que se refiere el 
número anterior serán anulables.

3. No procederá la impugnación de un acuerdo que haya sido dejado sin efecto o 
sustituido válidamente por otro. Si fuera posible eliminar la causa de impugnación, el órgano 
judicial otorgará un plazo para que pueda ser subsanada.

4. Los miembros del órgano de administración están obligados a ejercer las acciones de 
impugnación contra los acuerdos sociales cuando sean contrarios a la Ley o se opongan a 
los estatutos o al reglamento de régimen interno.
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5. Están legitimados para el ejercicio de las acciones de impugnación de los acuerdos 
nulos, cualquier socio, los miembros del órgano de administración y los terceros que 
acrediten interés legítimo.

Para el ejercicio de las acciones de impugnación de los acuerdos anulables estarán 
legitimados: los asistentes a la asamblea general que hubiesen hecho constar, en acta o 
mediante documento fehaciente entregado dentro de los cuatro días siguientes a su 
conclusión, su oposición al acuerdo; los socios ausentes; los que hayan sido ilegítimamente 
privados de emitir su voto y, asimismo, los miembros del órgano de administración.

6. La acción de impugnación de acuerdos nulos caducará por el transcurso de un año 
computado desde la fecha de adopción del acuerdo o, en el supuesto de que sea de 
obligatoria inscripción, desde que se inscriba en el Registro de Cooperativas de Castilla-La 
Mancha, con excepción de los acuerdos que, por su causa o contenido, resulten contrarios al 
orden público, que no estarán sujetos a plazo de caducidad alguno. La acción de 
impugnación de acuerdos anulables caducará transcurrido cuarenta días, desde su adopción 
o inscripción.

Las acciones de impugnación podrán ser objeto de anotación preventiva en el Registro 
de Cooperativas de Castilla-La Mancha, de conformidad a lo previsto en la Ley de 
Enjuiciamiento civil, e igualmente podrán instarse todas las medidas cautelares que sean 
conformes a derecho con arreglo a esta Ley procesal.

7. Sin perjuicio de lo previsto en esta Ley, las acciones de impugnación se ajustarán en 
su ejercicio a lo establecido específicamente al respecto por la legislación reguladora de las 
sociedades anónimas, con la salvedad de que para solicitar en el escrito de demanda la 
suspensión del acuerdo impugnado los demandantes habrán de ser socios que representen 
un veinte por ciento del total de votos, de conformidad a lo previsto por la Ley de 
Cooperativas del Estado.

Siempre que se observaren las distintas formalidades exigidas para poder acudir al 
arbitraje cooperativo, también podrá utilizarse como un alternativo mecanismo extrajudicial 
de resolución de conflictos en el caso de impugnación de los acuerdos sociales.

8. La sentencia estimatoria de la acción de impugnación producirá efectos frente a todos 
los socios, pero no afectará a los derechos adquiridos por terceros de buena fe a 
consecuencia del acuerdo impugnado.

En caso que el acuerdo impugnado estuviese inscrito, la sentencia estimatoria 
determinará su cancelación.

[ . . . ]
Sección 4.ª Otros órganos sociales facultativos

[ . . . ]
Artículo 71.  Comisión o comité de recursos.

1. Los estatutos sociales podrán prever la designación de una comisión de recursos, 
compuesta por entre tres y siete socios, elegidos por la asamblea general por un período de 
tres a seis años, los cuales no podrán formar parte simultáneamente del órgano de 
administración ni ostentar la condición de director/a de la cooperativa.

Se aplicarán las normas de esta Ley sobre órgano de administración colegial a la 
elección, aceptación, inscripción en el Registro de Cooperativas, funcionamiento de la 
comisión de recursos, y a la revocación, retribución y responsabilidad de sus miembros.

2. Cuando los estatutos así lo regulen, la comisión de recursos podrá resolver las 
reclamaciones de los socios sobre admisión, baja, exclusión y ejercicio del poder 
disciplinario, contra las decisiones o, en su caso, los acuerdos del órgano de administración, 
sin perjuicio de la facultad de plantearlos de nuevo ante la asamblea general como última 
instancia en el interior de la cooperativa, en el plazo de un mes desde el acuerdo de la 
comisión.

Los estatutos podrán determinar que la decisión de la comisión no sea recurrible ante la 
asamblea general, abriendo la vía a la impugnación judicial o al arbitraje cooperativo.

3. Igualmente, cuando los estatutos así lo regulen, la reclamación contra cualquier 
decisión o acuerdo del órgano de administración o de la asamblea general ante la comisión 
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de recursos, será un requisito inexcusable para interponer demanda de arbitraje o de 
impugnación judicial contra los citados acuerdos.

En todo caso, la interposición de la reclamación suspenderá el plazo legal de caducidad 
de la acción de impugnación, plazo que se reanudará cuando la asamblea general adopte un 
nuevo acuerdo, confirmatorio o modificativo del anterior, recurrido ante la comisión de 
recursos.

4. Además de lo previsto en este artículo para este órgano facultativo será de aplicación 
con carácter subsidiario, salvo que otra cosa establecieren los estatutos, lo que dispone la 
Ley de Cooperativas del Estado para este mismo órgano social.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Del asociacionismo cooperativo

[ . . . ]
Artículo 165.  Normas comunes.

1. Corresponde a las asociaciones, uniones, federaciones y confederaciones de 
cooperativas, las siguientes funciones:

a) Representar a los miembros que asocien de acuerdo con lo que establezcan sus 
estatutos.

b) Organizar y facilitar servicios de asesoramiento, auditoría, asistencia jurídica o técnica 
y aquellos otros servicios que sean convenientes a los intereses de sus miembros. 
Asimismo, podrán prestar servicios a entidades no miembros en los términos que 
establezcan los estatutos o cuando deriven de convenios u otros vínculos concertados por 
las entidades asociativas.

c) Ejercer la conciliación en los conflictos surgidos entre las entidades asociadas o entre 
estas y sus socios.

d) Fomentar la promoción y formación cooperativa.
e) Realizar cualquier otra actividad de naturaleza análoga.
2. Para adquirir personalidad jurídica y plena capacidad de obrar, las uniones, 

federaciones confederaciones constituidas al amparo de la presente Ley, deberán depositar 
por medio de sus promotores en el Registro Regional de Cooperativas de Castilla-La 
Mancha escritura pública de constitución, que habrá de contener:

a) La relación de las entidades promotoras, con sus datos identificativos.
b) La certificación del acuerdo de asociación de, al menos, el órgano de administración 

de cada una de ellas.
c) La composición de los órganos de representación y gobierno de la entidad.
d) Certificado del Registro de Cooperativas que acredite la inexistencia otra de entidad 

con idéntica denominación.
e) Los estatutos sociales.
3. Los estatutos sociales de las asociaciones, uniones, federaciones y confederaciones 

de cooperativas contendrán, como mínimo:
a) La denominación, que deberá incluir, según proceda, los términos «unión de 

cooperativas», «federación de cooperativas» o «confederación de cooperativas», o sus 
abreviaturas «u. de coop.», «f. de coop.» o «c. de coop.».

b) El domicilio y ámbito territorial y funcional de actuación de la entidad.
c) Los órganos sociales, su funcionamiento, así como el régimen de provisión electiva de 

sus cargos.
d) La regulación del derecho de voto, con el establecimiento de limitaciones al voto 

plural, de existir este.
e) Los requisitos y procedimientos para la adquisición y pérdida de la condición de 

asociado.
f) El régimen de modificación de estatutos, fusión, disolución y liquidación de la entidad.
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g) El régimen económico de la entidad que establezca el carácter, procedencia y destino 
de sus recursos, así como los medios que permitan a los asociados conocer la situación 
económica de la entidad.

4. El Registro Regional de Cooperativas de Castilla-La Mancha dispondrá, en el plazo de 
treinta días, la publicidad del depósito en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha» o el 
requerimiento a sus promotores, por una sola vez, para que en el plazo de otros treinta días 
subsanen los defectos observados. Transcurrido este plazo, el registro dispondrá la 
publicidad o rechazará el depósito mediante resolución exclusivamente fundada en la 
carencia de alguno de los requisitos mínimos a que se refiere el presente Título o defectos 
en la documentación presentada.

La entidad adquirirá personalidad jurídica y plena capacidad de obrar transcurridos 
treinta días hábiles desde que solicitó el depósito sin que el registro de cooperativas hubiese 
formulado reparos o rechazara el depósito.

La modificación de los estatutos de las asociaciones cooperativas ya constituidas se 
ajustará al mismo procedimiento regulado en este número.

5. Las uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas deberán comunicar al 
Registro Regional de Cooperativas de Castilla-La Mancha, en el plazo de un mes desde que 
se produzca el hecho, las altas y bajas de sus entidades socias, acompañando, en los casos 
de alta, certificación del acuerdo de asociarse.

Artículo 166.  Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha.
1. El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, es un órgano de 

promoción y difusión del cooperativismo en Castilla-La Mancha, con funciones de carácter 
consultivo, asesor y de colaboración con la Administración de la Junta de Comunidades de 
Castilla-La Mancha en materia de cooperativas.

2. Corresponden al Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha las 
siguientes funciones:

a) Facilitar y colaborar en la investigación, planificación y ejecución de los programas de 
desarrollo y fomento del cooperativismo, así como promover la educación y formación 
cooperativa.

b) Elaborar propuestas y dictámenes en relación con las cuestiones que afecten al 
cooperativismo.

c) Emitir informe sobre los proyectos de disposiciones legales y reglamentarias y demás 
normas que afecten directamente a la economía social o a sus organizaciones, así como 
procurar su difusión.

d) Conciliar y ejercer el arbitraje en las cuestiones litigiosas que se planteen entre 
cooperativas, entre estas y sus socios, o en el seno de las mismas entre sus socios, cuando 
ambas partes lo soliciten o bien estén obligadas a tenor de lo establecido en sus estatutos 
sociales.

e) Colaborar en la elaboración de proposiciones sobre cualquier disposición legal o 
reglamentaria que afecten a entidades de la economía social.

f) Realizar estudios sobre cuestiones y problemas que afecten a la economía social.
3. La organización y funcionamiento del Consejo Regional de Economía Social de 

Castilla-La Mancha se regulará reglamentariamente.
Sus miembros, en todo caso, deberán pertenecer a la administración autonómica, al 

movimiento cooperativo y de la economía social, sin perjuicio de la representación de otros 
sectores.

La persona que ocupe la presidencia del Consejo Regional será la persona titular de la 
Consejería competente en materia de trabajo y la vicepresidencia la ostentará la persona 
titular de la Dirección General con competencias en materia de trabajo.

Artículo 167.  Conciliación y arbitraje cooperativo.
1. Los conflictos que surjan entre socios y la cooperativa a la que pertenecen, entre 

varias cooperativas, entre la cooperativa o cooperativas y la entidad asociativa en que se 
integren, así como entre las federaciones de cooperativas, podrán ser sometidos a la 
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mediación, la conciliación o el arbitraje del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-
La Mancha.

2. El procedimiento para la solicitud y tramitación de los citados mecanismos de 
resolución extrajudicial de conflictos se desarrollarán conforme a lo prevenido en Decreto 
72/2006, de 30 de mayo («Diario Oficial de Castilla-La Mancha» n.º 114, de 2 de junio 
de 2006) sobre los procedimientos de arbitraje, conciliación y mediación en el ámbito de la 
economía social.

[ . . . ]
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§ 278

Ley 7/2014, de 13 de noviembre, de Garantía de los Derechos de las 
Personas con Discapacidad en Castilla-La Mancha. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 233, de 2 de diciembre de 2014

«BOE» núm. 42, de 18 de febrero de 2015
Última modificación: 16 de febrero de 2023

Referencia: BOE-A-2015-1626

[ . . . ]
TÍTULO II

Medidas de garantía de los derechos y la igualdad de oportunidades de las 
personas con discapacidad

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Medidas de defensa y protección jurídica

[ . . . ]
Artículo 54.  Arbitraje.

1. La Administración Autonómica establecerá las medidas necesarias para garantizar la 
aplicación del sistema arbitral, que resuelva las quejas o reclamaciones en materia de 
igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad de las personas con 
discapacidad, todo ello sin perjuicio de la protección administrativa o judicial que en cada 
caso proceda.

2. La aplicación de este sistema arbitral contará con la participación de las 
organizaciones representativas de las personas con discapacidad y sus familias y de los 
demás sectores afectados.

[ . . . ]
Disposición final séptima.  Sistema arbitral en materia de igualdad de oportunidades y no 
discriminación.

1. La puesta en funcionamiento del sistema arbitral previsto en el artículo 54 se producirá 
una vez implantado aquel a nivel estatal.

2. En el plazo de un año desde dicha implantación, el Gobierno de Castilla-La Mancha, 
previa audiencia de los sectores interesados y las organizaciones más representativas de las 
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personas con discapacidad y sus familias, establecerá mediante Decreto este sistema 
arbitral.

[ . . . ]
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§ 279

Ley 1/2015, de 12 de febrero, del Servicio Regional de Mediación 
Social y Familiar de Castilla-La Mancha

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 36, de 23 de febrero de 2015

«BOE» núm. 148, de 22 de junio de 2015
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2015-6875

Las Cortes de Castilla-La Mancha han aprobado y yo, en nombre del Rey, promulgo la 
siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
El Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha, aprobado por Ley Orgánica 9/1982, de 

10 de agosto, establece que la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha tiene 
competencias exclusivas en materia de asistencia social y servicios sociales, promoción y 
ayuda a los menores, jóvenes, tercera edad, emigrantes, personas con discapacidad y 
demás grupos sociales necesitados de especial atención (artículo 31.1.20.ª) y en materia de 
protección y tutela de menores (artículo 31.1.31.ª).

En el ejercicio de esas competencias exclusivas se aprobó la Ley 14/2010, de 16 de 
diciembre, de Servicios Sociales de Castilla-La Mancha, que en su catálogo de prestaciones 
establece en su artículo 37, entre otras prestaciones técnicas de Servicios Sociales de 
Atención Especializada, las prestaciones de información, valoración y seguimiento de 
adopciones; la prevención e intervención en violencia familiar, así como la orientación y 
mediación familiar.

A nivel estatal, la aprobación reciente de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en 
asuntos civiles y mercantiles, que se enmarca dentro de las competencias exclusivas del 
Estado en materia de legislación civil, es causa y origen de la necesidad de llevar a cabo una 
revisión de la Ley 4/2005, de 24 de mayo, del Servicio Social Especializado de Mediación 
Familiar, cuyo objeto era la regulación de la mediación familiar como servicio social 
especializado, constituyéndose como método de resolución extrajudicial de los conflictos 
familiares, en interés de los menores y de la familia, centrándose fundamentalmente en los 
procesos de divorcio.

La presente ley tiene por objeto integrar, en una única norma, los distintos ámbitos 
sociales y familiares de la mediación, concibiéndola para ello con carácter amplio y general, 
como un método de resolución extrajudicial de conflictos entre sujetos de Derecho, a través 
de la labor conciliadora de una tercera parte: la persona mediadora, que interviene con 
carácter neutral e imparcial respecto a las partes en controversia, al objeto de alcanzar un 
acuerdo que satisfaga de forma ecuánime los intereses de uno y otro.
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De esta forma, esta nueva ley pretende establecer un servicio social especializado en 
mediación social, que dé respuesta a conflictos no sólo de carácter familiar, sino también de 
carácter social. Por ello se hace necesaria la inclusión de otros conflictos que trascienden de 
la esfera estrictamente familiar, como son los que se producen entre los miembros de la 
comunidad escolar, los que pueden surgir en el ámbito sanitario o los que puedan originarse 
entre los responsables de las instituciones y personas usuarias de las mismas.

Asimismo se introducen, en títulos diferenciados, otros ámbitos susceptibles de 
intervención, como son la mediación en la búsqueda de orígenes de las personas adoptadas 
y la mediación para la conciliación y reparación del daño, en el ámbito de la responsabilidad 
penal de los menores.

Las personas adoptadas tienen derecho a conocer sus orígenes biológicos y las 
administraciones públicas tienen la obligación de acompañarles en esa búsqueda, tal y como 
establece la Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de Adopción Internacional, al señalar que el 
derecho de las personas adoptadas a conocer sus orígenes se hará efectivo con el 
asesoramiento, la ayuda y la mediación de los servicios especializados de la Entidad Pública 
de Protección de Menores u organizaciones acreditadas para tal fin.

En este mismo sentido, la Ley 5/2014, de 9 de octubre, de Protección Social y Jurídica 
de la Infancia y la Adolescencia de Castilla-La Mancha, establece, para la Administración de 
la Comunidad Autónoma, las obligaciones de asegurar la conservación de la información 
relativa a los orígenes del menor, en particular la identidad de sus padres y la historia médica 
del menor y su familia; facilitar a las personas adoptantes toda la información disponible, no 
sujeta a especial protección, sobre el adoptando y la familia de origen, así como establecer 
un procedimiento confidencial de mediación, previo a la revelación, para que la persona 
adoptada, su padre y madre biológicos sean informados de sus respectivas circunstancias 
familiares y sociales y de la actitud manifestada por la otra parte en relación con su posible 
encuentro.

Resulta cada vez más necesario acompañar a los ciudadanos en este proceso, si así lo 
desean, con el fin de evitar el impacto que la búsqueda de los orígenes biológicos puede 
producir en las personas implicadas, especialmente en el caso de que la búsqueda genere 
también un interés de contacto con la familia de origen.

Por otra parte, otro de los aspectos fundamentales de esta ley es la mediación para la 
conciliación y reparación del daño en el ámbito de la responsabilidad penal de los menores, 
con el fin de dar aplicación a lo que se recoge en este sentido en la legislación, tanto 
comunitaria como de ámbito estatal.

La Decisión Marco del Consejo de la Unión Europea de 14 de marzo (2001/220/JAI) 
relativa al Estatuto de la víctima en el proceso penal, establece la necesidad de que los 
Estados miembros impulsen la mediación en las causas penales.

La Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, Reguladora de la Responsabilidad Penal de los 
Menores recoge uno de los aspectos más positivos del sistema de responsabilidad penal del 
menor: las soluciones extrajudiciales que, en virtud del principio de oportunidad, permiten al 
Ministerio Fiscal desistir de la incoación del expediente por corrección en el ámbito educativo 
o familiar, al sobreseimiento del mismo por conciliación o reparación entre el menor y la 
víctima, así como la posibilidad de dejar sin efecto la medida impuesta, reducir su duración o 
sustituirla por otra, siempre que la modificación redunde en el interés del menor y se exprese 
suficientemente a éste el reproche merecido por su conducta.

El Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la 
Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, Reguladora de la Responsabilidad Penal de los 
Menores establece la forma de llevar a cabo las soluciones extrajudiciales.

La Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, atribuye la competencia para su realización a 
los equipos técnicos de los Juzgados de Menores, aunque el citado Real Decreto 1774/2004, 
de 30 de julio, establece expresamente la posibilidad de que las Comunidades Autónomas 
puedan colaborar con el Ministerio Fiscal y los Juzgados de Menores en las funciones de 
mediación por conciliación y reparación entre el menor infractor y la víctima.

II
La presente ley consta de 40 artículos y se estructura en cinco títulos, dos disposiciones 

adicionales, una disposición derogatoria y cuatro disposiciones finales.
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El título preliminar define el objeto de la ley, el concepto de mediación social y familiar 
señalando los conflictos susceptibles de mediación, el ámbito de aplicación y las funciones 
de la Administración Autonómica dentro de su capítulo primero, estableciendo en el capítulo 
segundo los principios que rigen la actividad mediadora y el coste del servicio.

El título primero regula la mediación social y familiar estableciendo, en su capítulo 
primero, los derechos y obligaciones de las partes y de las personas mediadoras y en el 
capítulo segundo regula el procedimiento de mediación, que se caracteriza por su brevedad 
y flexibilidad, de forma que pueda adaptarse a la situación concreta respetando la autonomía 
de la voluntad de las partes, con el objetivo de intentar lograr acuerdos.

El título segundo establece las especialidades del procedimiento de mediación en la 
búsqueda de orígenes por parte de las personas adoptadas, incidiendo en la prestación del 
servicio por parte de personal propio, en las medidas de apoyo por parte de la Consejería y 
en las fases de estos procedimientos.

El título tercero está dedicado a la mediación en conciliación y reparación en el ámbito 
de la responsabilidad penal de los menores en el cual, partiendo de la necesaria 
colaboración con el Ministerio Fiscal y los equipos técnicos de fiscalía, se establecen los 
objetivos del servicio y los plazos que se fijan para estos procedimientos de mediación.

Por último, el título cuarto regula el régimen sancionador definiendo los sujetos 
responsables, estableciendo la tipificación de las sanciones y las clases de sanciones, así 
como sus criterios de graduación, los plazos de prescripción de infracciones y sanciones y la 
posibilidad de adoptar medidas cautelares.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto, concepto, ámbito de aplicación de la ley y competencias

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto regular el Servicio Regional de Mediación Social y 

Familiar de Castilla-La Mancha. Se trata de un Servicio Social Especializado, dependiente de 
la Consejería competente en materia de familia de la Comunidad Autónoma de Castilla-La 
Mancha y cuyo régimen de funcionamiento será objeto de regulación por la norma 
reglamentaria que desarrolle la presente ley.

Artículo 2.  Concepto.
A los efectos previstos en la presente ley, se entiende por mediación social o familiar:
a) El procedimiento en el que dos o más partes inmersas en un conflicto social o familiar 

consienten voluntariamente que la persona mediadora, de una manera neutral, imparcial y 
profesional, promueva la comunicación y el diálogo entre las partes y les ayude en la 
búsqueda de un acuerdo que ponga fin a su controversia. Se entiende por conflicto de 
carácter social o familiar aquél derivado de problemas sociales o familiares en los que estén 
involucrados menores de edad, personas mayores, personas con capacidad jurídica limitada, 
así como personas que se encuentren en una situación personal de grave necesidad 
económica, social o familiar.

b) Los servicios dirigidos a ayudar a las personas adoptadas, o a sus padres o tutores si 
fueran menores, al objeto de facilitar el eventual encuentro o relaciones posteriores con su 
familia de origen, de acuerdo con lo previsto en la legislación vigente.

c) Los servicios de la Administración Autonómica dirigidos a la conciliación y la 
reparación del daño, en el ámbito de la responsabilidad penal de los menores.
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Artículo 3.  Conflictos objeto de mediación social y familiar.
Se consideran conflictos que pueden ser objeto de la mediación social y familiar, los 

siguientes:
a) Los conflictos relativos al régimen de relación y comunicación de los menores con sus 

progenitores y demás parientes y personas del ámbito familiar.
b) Los conflictos relativos a los procesos de ruptura de pareja.
c) Los conflictos relativos a la obligación de alimentos entre parientes.
d) Los conflictos relativos a la atención y el ejercicio de la tutela o curatela de personas 

con capacidad jurídica limitada y personas en situación de dependencia con las que exista 
una relación de parentesco.

e) Los conflictos surgidos entre la familia adoptante, la familia de acogida y/o la familia 
biológica cuando afecten a menores de edad, o cuando se pretenda facilitar la comunicación 
entre aquellos como consecuencia de que se haya ejercitado el derecho a conocer los datos 
de los orígenes biológicos del adoptado.

f) Los conflictos entre los miembros de la comunidad escolar, profesores, alumnos y 
padres.

g) Los conflictos surgidos en el ámbito sanitario, estableciendo contextos de diálogo que 
promuevan una mejor relación interpersonal entre las partes.

h) Los conflictos entre los responsables de las instituciones públicas o entidades sociales 
y personas usuarias de las mismas.

i) Los conflictos existentes entre la víctima y el menor infractor.
j) Cualesquiera otros conflictos que afecten a las personas mencionadas en el artículo 

2.a) y se encomienden a los servicios de mediación de la Consejería competente en materia 
de familia.

Artículo 4.  Ámbito de aplicación de la ley.
1. La presente ley se aplica a las actuaciones de mediación social y familiar que se 

desarrollen, a través del Servicio Regional de Mediación Social y Familiar, total o 
parcialmente en el territorio de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha.

2. La presente ley será igualmente aplicable a los supuestos de mediación familiar 
internacional, cuando una de las partes esté empadronada o tenga su residencia habitual en 
Castilla-La Mancha, sin perjuicio de lo establecido en los convenios internacionales 
ratificados por España y en las normas estatales sobre esta materia.

3. Asimismo será de aplicación la presente ley a la mediación dirigida para la obtención 
de la conciliación o de la reparación del daño, en el ámbito de la responsabilidad penal de 
los menores, cuando tengan residencia habitual en Castilla-La Mancha y hayan realizado la 
infracción en el territorio de la Comunidad Autónoma. En los casos de menores no 
residentes, o de infracciones cometidas fuera de Castilla-La Mancha, se procurará la 
colaboración con la Comunidad Autónoma correspondiente.

4. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de esta ley:
a) Las funciones de mediación desarrolladas en la jurisdicción penal no contempladas en 

el apartado anterior.
b) La mediación organizada por los colegios profesionales o instituciones de mediación.
c) Las funciones de mediación como método de solución extrajudicial de conflictos 

laborales en Castilla-La Mancha
d) La mediación en materia de consumo.
e) La mediación que realicen los profesionales en el ejercicio libre de su profesión.
f) Cualquier otra mediación no incluida en el Servicio Regional de Mediación Social y 

Familiar.

Artículo 5.  Funciones en materia de mediación social y familiar.
1. La Consejería competente en materia de familia ejercerá las siguientes funciones en 

materia de mediación social y familiar:
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a) Fomentar la colaboración con la Administración de Justicia, los colegios profesionales, 
fundaciones y asociaciones sin ánimo de lucro, y cualesquiera otras entidades públicas y 
privadas para facilitar el desarrollo de la mediación social y familiar.

b) Asegurar la calidad de los servicios de mediación prestados a través del Servicio 
Regional de Mediación Social y Familiar.

c) Establecer las retribuciones de las personas mediadoras que presten sus servicios a 
través del Servicio Regional de Mediación Social y Familiar de Castilla-La Mancha en los 
supuestos de mediación gratuita contemplados en esta ley.

d) Acreditar los estudios y la formación necesaria para el desempeño de las funciones de 
mediación social y familiar a través del Servicio Regional de Mediación Social y Familiar.

e) Designar a la persona mediadora en los casos reglamentariamente establecidos.
f) Apoyar y asesorar a los persona mediadora para el mejor ejercicio de su función.
g) Ejercer la potestad sancionadora, en los términos previstos en título IV de la presente 

ley.
h) Realizar la inspección y seguimiento de las actuaciones de mediación social y familiar, 

incluidas las de carácter formativo, que se desarrollen por el Servicio Regional de Mediación 
Social y Familiar.

i) Recopilar información sobre los procedimientos de mediación que se lleven a cabo a 
través del Servicio Regional de Mediación Social y Familiar a efectos estadísticos.

j) Las restantes atribuidas en la presente ley o en cualquier otra disposición.

CAPÍTULO II
Principios rectores de la mediación social y familiar

Artículo 6.  Voluntariedad.
La mediación es libre y voluntaria. Ninguna de las partes está obligada a mantenerse en 

el procedimiento de mediación ni a concluir un acuerdo en contra de su voluntad.

Artículo 7.  Igualdad, neutralidad e imparcialidad.
1. En el procedimiento de mediación se garantizará que las partes intervengan con plena 

igualdad de oportunidades, sin que la persona mediadora pueda actuar en perjuicio o interés 
de cualquiera de ellas.

2. La persona mediadora será imparcial respecto de las partes y neutral en relación con 
el resultado del procedimiento de mediación y no podrá imponer a las partes una solución a 
su conflicto.

Artículo 8.  Confidencialidad del procedimiento y secreto profesional de la persona 
mediadora.

1. El procedimiento de mediación y la documentación utilizada en el mismo es 
confidencial. La obligación de confidencialidad se extiende a la persona mediadora, a las 
instituciones de mediación, quienes deberán guardar secreto profesional y a las demás 
personas intervinientes, de modo que no podrán revelar la información que hubieran podido 
obtener derivada del procedimiento de mediación o relacionada con el mismo, excepto en los 
supuestos legalmente establecidos.

2. No está sujeta al principio de confidencialidad y secreto profesional la información 
obtenida que no sea personalizada, siempre que se utilice para fines estadísticos, de 
formación o investigación, en los términos establecidos en la legislación vigente.

Artículo 9.  Inmediación.
1. Las partes y la persona mediadora deben asistir personalmente a las reuniones de 

mediación, sin que se puedan valer de representantes o intermediarios que les sustituyan.
2. Sin perjuicio de lo establecido en los procedimientos de conciliación y reparación 

extrajudicial del daño en el ámbito de la justicia penal juvenil, los menores de edad no 
emancipados deberán participar en el procedimiento de mediación debidamente asistidos 
por sus padres o tutores.
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Artículo 10.  Coste de la mediación.
1. El coste de la mediación prestada a través del Servicio Regional de Mediación Social y 

Familiar es el del precio público que se establezca y será asumido por las partes y se dividirá 
por igual entre ellas, cuando se trate de mediación entre personas adultas, salvo pacto en 
contrario.

2. La Administración podrá proporcionar el servicio especializado de mediación de forma 
gratuita:

a) Para las personas contempladas en el artículo 2.a), cuando sean derivadas desde los 
Servicios Sociales de Atención Primaria, desde los Servicios Especializados de Familia y 
Menores o desde otros Servicios Sociales Especializados, para evitar situaciones de 
conflictividad grave o casos de violencia entre las partes, con los requisitos que se 
establezcan reglamentariamente.

b) En los casos de mediación para la conciliación y reparación extrajudicial del daño en 
el ámbito de la responsabilidad penal de los menores.

c) En los casos de mediación para la búsqueda de orígenes en adopción.

TÍTULO I
La mediación social y familiar

CAPÍTULO I
Derechos y obligaciones de la persona mediadora y de las partes

Artículo 11.  De las personas, entidades e instituciones mediadoras.
1. Podrán realizar actuaciones de mediación social y familiar, a los efectos previstos en 

esta ley, la Administración Autonómica a través de las personas vinculadas a las mismas, 
que presten servicios en puestos de trabajo entre cuyas funciones figure la mediación, en los 
términos que se establezca reglamentariamente.

2. También podrán llevar a cabo funciones de mediación social y familiar, las personas 
físicas y jurídicas habilitadas por el Servicio Regional de Mediación Social y Familiar en las 
condiciones que se determinen reglamentariamente.

Artículo 12.  Derechos de la persona mediadora.
La persona mediadora tiene derecho a:
a) Actuar con independencia en el ejercicio de su actividad profesional.
b) Obtener de las partes el oportuno respeto a sus actuaciones.
c) Dar por finalizado el procedimiento de mediación si aprecia en alguna de las partes o 

en ambas una voluntad patente de no alcanzar acuerdo alguno, o una incapacidad 
manifiesta para lograrlo, o una falta de la necesaria colaboración para el desarrollo del 
procedimiento o, en general, si entiende concurrente cualquier otra circunstancia que, a su 
juicio, haga inútil la prosecución del procedimiento.

d) Percibir los honorarios o cuantías económicas que correspondan.
e) Cualesquiera otros reconocidos en esta ley o en las disposiciones dictadas en su 

desarrollo.

Artículo 13.  Obligaciones de la persona mediadora.
La persona mediadora está obligada a:
a) Actuar de forma neutral e imparcial.
b) Respetar los principios esenciales de la mediación y los deberes inherentes a ellos, en 

especial los que afecten a los derechos de las personas afectadas por la mediación.
c) Cumplir lo establecido en la presente ley y el reglamento que la desarrolle.
d) Realizar personalmente la actividad mediadora.
e) Facilitar la comunicación entre las partes.
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f) Velar por que las partes tengan en cuenta, en el ámbito de la mediación, el interés 
superior de los menores, así como la protección de los intereses de las personas con 
capacidad jurídica limitada o en situación de dependencia.

g) Mantener la confidencialidad respecto de los hechos conocidos en el curso de la 
mediación, en los términos legalmente establecidos.

h) Comunicar a la Dirección General competente en materia de familia los datos relativos 
a las mediaciones que lleve a cabo, a efectos estadísticos y de verificación de la prestación 
realizada, en los términos que reglamentariamente se establezca.

i) Redactar, firmar y entregar a las partes los justificantes de realización de las sesiones y 
la copia del acta de las sesiones inicial y final.

j) Poner a disposición de las partes hojas de reclamaciones, quejas o sugerencias, así 
como encuestas sobre la calidad del servicio.

k) Facilitar la labor inspectora de la Administración.
l) Abstenerse de realizar acciones discriminatorias por razón de etnia, sexo, religión, 

opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social de las personas 
sometidas a mediación.

m) Abstenerse de actuar profesionalmente, judicial o extrajudicialmente, en defensa de 
los intereses de cualquiera de las partes sobre el objeto de una mediación intentada por él 
sin efecto.

Artículo 14.  Causas de abstención.
1. La persona mediadora deberá abstenerse de intervenir en una mediación:
a) Cuando haya actuado, judicial o extrajudicialmente, en defensa de los intereses de 

alguna de las partes en conflicto entre ellas, con anterioridad a su designación como 
mediador.

b) Cuando guarde un vínculo de parentesco por consanguinidad, afinidad o adopción 
hasta el cuarto grado con alguna de las partes o con las personas que asuman su 
representación o defensa.

c) Cuando guarde una amistad íntima o una enemistad manifiesta con alguna de las 
partes o con las personas que asuman su representación o defensa.

d) Cuando guarde un conflicto de intereses con alguna de las partes que comprometa su 
imparcialidad.

2. Antes de iniciar o de continuar su tarea, la persona mediadora deberá revelar a las 
partes cualquier circunstancia que pueda afectar a su imparcialidad, y en particular, los 
supuestos establecidos en los apartados anteriores. En tales casos la persona mediadora 
sólo podrá aceptar o continuar la mediación cuando asegure poder mediar con total 
imparcialidad y siempre que las partes lo consientan y lo hagan constar expresamente. El 
deber de revelar esta información permanece a lo largo de todo el procedimiento de 
mediación.

3. La persona mediadora deberá comunicar a la Dirección General competente en 
materia de familia, en el plazo de diez días naturales contados desde la recepción de la 
comunicación de su designación, si puede iniciar o no el proceso de mediación familiar, y en 
su caso, la causa de su abstención.

4. La persona mediadora no podrá iniciar el procedimiento de mediación cuando tenga 
constancia de la existencia de un procedimiento por violencia o maltrato sobre los menores o 
demás miembros de la unidad familiar o por violencia de género.

5. Todas las causas de abstención establecidas en este artículo serán asimismo causas 
de recusación por las partes.

Artículo 15.  Derechos de las partes en la mediación.
Las partes que participen en un procedimiento de mediación tienen los siguientes 

derechos:
a) Iniciar de común acuerdo un procedimiento de mediación conforme a lo dispuesto en 

la presente ley, así como desistir individualmente del mismo en cualquier momento.
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b) Recibir, en los casos previstos en la ley, la prestación del servicio de mediación en 
forma gratuita.

c) Recibir la información adecuada durante el proceso de mediación. La información 
deberá trasladarse de forma clara, accesible y adaptada a las circunstancias personales de 
las partes.

d) Tener garantizado el derecho al secreto profesional y a la confidencialidad en los 
términos legalmente establecidos.

e) Recibir de la persona mediadora los justificantes de celebración de las sesiones así 
como copia del acta de las sesiones inicial y final.

f) Formular quejas, sugerencias o reclamaciones.

Artículo 16.  Obligaciones de las partes en la mediación.
1. Las partes que intervengan en un procedimiento de mediación tienen las siguientes 

obligaciones:
a) Actuar de buena fe en el procedimiento, proporcionando a la persona mediadora la 

información necesaria sobre el conflicto.
b) Asistir personalmente a las sesiones.
c) Tener en cuenta el interés superior de los menores, así como los intereses de 

personas con discapacidad o en situación de dependencia cuando tengan relación con el 
procedimiento de mediación.

d) Cumplir los acuerdos adoptados en el procedimiento de mediación.
e) Satisfacer el precio público correspondiente, excepto en los casos de mediación 

gratuita.
2. El incumplimiento de cualquiera de estas obligaciones podrá dar lugar a la finalización 

del procedimiento de mediación.

CAPÍTULO II
Procedimiento de mediación social y familiar

Artículo 17.  Normas del procedimiento.
1. El procedimiento de mediación se regirá por las normas previstas en la presente ley y 

su reglamento de desarrollo.
2. Cuando las partes inicien una mediación estando en curso un proceso judicial, 

deberán comunicarlo al órgano jurisdiccional en los términos previstos en la legislación 
estatal.

Artículo 18.  Inicio de la mediación.
1. El procedimiento de mediación social y familiar podrá iniciarse:
a) En los supuestos de mediación social y familiar establecidos en el artículo 2.a), el 

acceso al servicio tendrá lugar previa valoración sobre su conveniencia e informe de 
derivación por los Servicios Sociales de Atención Primaria, por los Servicios Especializados 
de Familia y Menores o por otros Servicios Sociales Especializados. Reglamentariamente se 
establecerá el procedimiento de derivación para el acceso al servicio.

b) En los supuestos de mediación en la búsqueda de orígenes el acceso al servicio se 
efectuará mediante solicitud de las personas adoptadas una vez alcanzada su mayoría de 
edad u obtenida la emancipación o representadas por sus padres o tutores durante su 
minoría de edad.

c) En los supuestos de mediación, conciliación y reparación que se establezcan de 
conformidad con la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad 
penal de los menores el acceso al servicio tendrá lugar a instancia del Ministerio Fiscal.

2. La mediación podrá ser desarrollada por una o varias personas mediadoras, que 
serán aceptadas de común acuerdo por las partes.
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Artículo 19.  Designación de la persona mediadora.
1. En los supuestos de mediación social y familiar gratuita corresponderá a la Dirección 

General competente en materia de familia la designación de la persona mediadora, de entre 
quienes formen parte del Servicio Regional de Mediación Social y Familiar de Castilla-La 
Mancha.

2. En los restantes supuestos de mediación social y familiar, las partes elegirán, de 
común acuerdo, a la persona mediadora de entre quienes formen parte del Servicio Regional 
de Mediación Social y Familiar de Castilla-La Mancha.

3. En los supuestos de mediación en la búsqueda de orígenes la mediación se llevará a 
cabo por uno o varios técnicos adscritos al servicio competente en materia de menores de 
los Servicios Periféricos de la Consejería competente en materia de familia. La designación 
de los técnicos, corresponderá a la Dirección General competente en materia de familia.

4. En los supuestos de mediación, conciliación y reparación en el ámbito de la 
responsabilidad penal de menores, la mediación se llevará a cabo por técnicos adscritos al 
servicio al que corresponda la ejecución de medidas judiciales de la Consejería competente 
en materia de menores o por entidades acreditadas.

5. El procedimiento para la designación de la persona mediadora, será objeto de 
regulación por la norma reglamentaria que desarrolle la presente ley.

Artículo 20.  Sesión inicial.
1. El mediador familiar convocará a las partes a una primera sesión informativa, en la 

que les explicará, de manera comprensible, los principios y efectos de la mediación familiar.
2. En la sesión inicial, la persona mediadora y las partes acordarán las cuestiones que 

deban examinarse y planificarán el desarrollo de las sesiones.
3. De la sesión inicial se levantará acta, en la cual se expresará el lugar y la fecha de 

inicio, la identificación de las partes y del mediador familiar y los datos más relevantes 
relacionados con el procedimiento de mediación. El acta será firmada por la persona 
mediadora y las partes, entregándose un ejemplar a cada una de ellas.

Artículo 21.  Duración del procedimiento de mediación.
1. La duración del procedimiento de mediación será lo más breve posible y sus 

actuaciones se concentrarán en el mínimo número de sesiones. En todo caso, la duración 
del procedimiento de mediación dependerá de la naturaleza y conflictividad de las cuestiones 
a tratar.

2. Al inicio del procedimiento, la persona mediadora y las partes podrán fijar la duración 
estimada del procedimiento, sin perjuicio de su posterior prórroga de mutuo acuerdo, que no 
podrá superar un tiempo igual al de la duración del procedimiento fijada por las partes.

Artículo 22.  Terminación del procedimiento de mediación.
1. El procedimiento de mediación terminará por las siguientes causas:
a) Por la consecución de un acuerdo, total o parcial, entre las partes.
b) Por desistimiento de cualquiera de las partes.
c) Por decisión de la persona mediadora en los casos previstos en la presente ley y, en 

especial, cuando, una vez iniciado el procedimiento, se den las circunstancias descritas en el 
artículo 12 c).

d) Por transcurso del plazo acordado, si no se acordase una prórroga.
2. La persona mediadora extenderá un acta final en la que hará constar la causa de 

terminación del procedimiento de mediación.
3. Si la causa de terminación fuera el acuerdo entre las partes, la persona mediadora 

hará constar de manera clara y comprensible los acuerdos alcanzados.
4. Si la causa de la terminación fuera alguna de las otras expresadas en esta ley, la 

persona mediadora hará constar que el procedimiento ha terminado, respectivamente, bien 
por desistimiento de cualquiera de las partes, bien por decisión suya, bien por transcurso del 
plazo, o por ser intentada sin efecto.
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5. El acta final se firmará por la persona mediadora y por las partes. En caso de que 
alguna de las partes no quisiera firmar el acta, la persona mediadora hará constar en la 
misma esta circunstancia, entregando un ejemplar a las partes que lo deseen.

Artículo 23.  Documentación de los acuerdos alcanzados.
1. El acuerdo de mediación puede versar sobre una parte o sobre la totalidad de las 

materias sometidas a la mediación. En todo caso, los acuerdos que alcancen las partes en 
los conflictos susceptibles de mediación habrán de respetar las normas de carácter 
imperativo establecidas en la legislación vigente.

2. En el acuerdo de mediación deberá constar la identidad y el domicilio de las partes, el 
lugar y fecha en que se suscribe, la solución dada al conflicto, con especificación de las 
obligaciones que cada parte asume, que se ha seguido un procedimiento de mediación 
ajustado a las previsiones de esta ley, la persona o personas mediadoras que han 
intervenido y, en su caso, la entidad acreditada ante la cual se ha desarrollado el 
procedimiento.

3. El acuerdo de mediación deberá firmarse por las partes o sus representantes legales 
en caso de menores de edad, y la persona mediadora entregará un ejemplar a cada una de 
las partes, reservándose otro él para su conservación, en los términos previstos en la 
legislación vigente.

4. La persona mediadora informará a las partes del carácter vinculante del acuerdo 
alcanzado y de que pueden instar su elevación a escritura pública, o bien presentarlo al 
Juzgado a través del cauce procesal correspondiente.

TÍTULO II
Mediación para la búsqueda de orígenes de personas adoptadas

Artículo 24.  Concepto.
La mediación para la búsqueda de orígenes de personas adoptadas consistirá en un 

servicio especializado dirigido a ayudar a las personas adoptadas, o a sus padres o tutores 
si fueran menores, para facilitar el eventual encuentro o relaciones posteriores con su familia 
de origen, de acuerdo con lo previsto en la legislación vigente.

Artículo 25.  Responsables de la mediación.
1. La Dirección General competente en materia de familia establecerá las actuaciones 

necesarias para prestar una atención adecuada a las personas adoptadas de cara a la 
búsqueda de sus orígenes.

2. La Administración Autonómica en el ejercicio de esta competencia podrá:
a) Prestar apoyo jurídico, psicológico y social necesario para que la información llegue 

en la forma y tiempo oportunos para el solicitante, sin vulnerar los derechos de los propios 
solicitantes o de terceros.

b) Facilitar a las personas adoptadas que lo soliciten, la información que legalmente sea 
oportuna y de la que se dispone en la administración en relación a las circunstancias, hechos 
y personas que rodearon su adopción.

c) Prestar un servicio de mediación entre las personas implicadas en el proceso, 
adoptado y familia biológica, que asesore en los diversos niveles de contactos que pudieran 
llegar a producirse.

Artículo 26.  Persona mediadora para la búsqueda de orígenes de personas adoptadas.
La Dirección General competente en materia de familia prestará el servicio para la 

búsqueda de orígenes de personas adoptadas a través de personal propio, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 19.2.
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Artículo 27.  Fases de mediación.
Constituirán fases de mediación las siguientes:
1. Una primera fase preparatoria, que consiste en la preparación del adoptado para la 

mediación.
2. La segunda fase está encaminada a obtener el consentimiento de la familia biológica 

para la facilitación al adoptado de los datos que permitan su identificación, así como para la 
determinación, en su caso, de las condiciones en que tal facilitación haya de hacerse.

3. La tercera fase consiste en una comunicación al adoptado de los datos obtenidos 
como resultado de la actividad por él solicitada.

4. La cuarta fase consiste en la transmisión a las personas pertenecientes a la familia 
biológica del adoptado, que hubiere manifestado su deseo de conocer algún dato sobre él o 
de propiciar el encuentro, de la información que éste hubiere autorizado, con las condiciones 
o limitaciones que en su caso imponga.

5. La quinta fase comprende la realización de gestiones, a instancia de la persona 
adoptada, para facilitar el encuentro entre ella y su familia biológica, así como la preparación 
y el apoyo necesarios para que tenga lugar una vez que ambas partes lo consientan y 
acuerden las condiciones en que haya de realizarse.

Artículo 28.  Formalización de la solicitud de mediación.
Las personas adoptadas mayores de edad, o a sus padres o tutores si fueran menores, 

solicitarán expresamente la mediación en la forma que determine la norma reglamentaria 
que desarrolle la presente ley.

Artículo 29.  Informe valorativo.
Una vez concluido el proceso y terminadas todas las actuaciones, el profesional 

responsable del caso, elaborará un informe de la intervención realizada. Dicho informe será 
remitido a la Dirección General competente en materia de familia, para constancia y archivo 
en el expediente de adopción.

TÍTULO III
La mediación en conciliación y reparación en el ámbito de la responsabilidad 

penal de los menores

Artículo 30.  Creación.
Se crea el servicio de mediación en conciliación y reparación, dentro del Servicio 

Regional de Mediación Social y Familiar de Castilla-La Mancha, que tendrá como finalidad 
favorecer la búsqueda de acuerdos entre la víctima y el menor infractor, siempre en 
colaboración con el Ministerio Fiscal y el equipo técnico de Fiscalía, tal y como se recoge en 
la normativa vigente.

Artículo 31.  Objetivos del servicio de mediación en conciliación y reparación.
Los objetivos del servicio de mediación en conciliación y reparación son:
a) Tratar de resolver el conflicto existente entre el menor denunciado y la parte 

perjudicada.
b) Fomentar una participación activa en el proceso de resolución del conflicto de las 

partes implicadas.
c) Impulsar en el menor la responsabilización de su propia vida.
d) Ayudar al menor a tomar conciencia de sus actos y de las consecuencias que tiene 

para el perjudicado la comisión del hecho.
e) Propiciar acciones de reparación al perjudicado a través del esfuerzo personal del 

menor.
f) Evitar la estigmatización social de los menores infractores.
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Artículo 32.  Plazos en los procedimientos de mediación extrajudicial.
1. El Servicio Regional de Mediación Social y Familiar de Castilla-La Mancha comunicará 

al Ministerio Fiscal, en un plazo máximo de 15 días hábiles desde su recepción, si resulta o 
no posible llevar a cabo la mediación, así como el tipo de mediación (directa, indirecta o 
reparación sin participación de la víctima) que inicialmente se propone. En caso de no 
resultar posible llevar a cabo la mediación se indicarán los motivos por los que no puede 
efectuarse.

2. Una vez realizada la mediación, se remitirá al Ministerio Fiscal en el plazo máximo de 
diez días hábiles desde su finalización, un informe de valoración, en el que se indicará el 
resultado de la mediación, de los acuerdos alcanzados por las partes y del grado de 
cumplimiento o, en su caso, de los motivos por los que no han podido efectuarse los 
compromisos alcanzados por las partes.

TÍTULO IV
Régimen sancionador

Artículo 33.  Sujetos infractores.
1. Las personas físicas, instituciones o entidades mediadoras que presten sus servicios 

para el Servicio Regional de Mediación Social y Familiar de Castilla-La Mancha y que 
incumplan los deberes y demás normas imperativas establecidas en la presente ley, 
incurrirán en responsabilidad administrativa por las acciones u omisiones tipificadas en esta 
ley como infracción y estarán sujetas al régimen sancionador regulado en este título.

2. El régimen sancionador del presente título podrá adoptarse, sin perjuicio de la 
potestad disciplinaria que ejercite el Colegio Profesional o la propia institución o entidad de 
mediación y sin perjuicio de la responsabilidad por los daños y perjuicios que puedan 
reclamarse a la persona mediadora y, en su caso, a la institución de mediación que 
corresponda, de conformidad con lo establecido en la legislación vigente.

3. En los supuestos en los que la mediación haya sido desarrollada por varias personas 
mediadoras, todas ellas estarán sujetas al régimen sancionador regulado en este título.

Artículo 34.  Órganos y procedimientos sancionadores.
1. Serán competentes para la resolución e imposición de las sanciones a que se refiere 

la presente ley:
a) La persona titular de la Dirección General competente en materia de familia, para la 

imposición de sanciones correspondientes a infracciones leves y graves.
b) La persona titular de la Consejería competente en materia de familia, para la 

imposición de sanciones correspondientes a infracciones muy graves.
2. La imposición de las sanciones administrativas reguladas en la presente ley se 

realizará de conformidad con lo establecido en el título IX de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, y demás disposiciones que sean de aplicación para el ejercicio de la 
potestad sancionadora de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha.

Artículo 35.  Clases de infracciones.
1. Las infracciones cometidas por la persona, entidad o institución mediadora se 

clasifican en leves, graves y muy graves.
2. Constituyen infracciones leves:
a) La falta de información a las partes en la sesión inicial.
b) La falta de entrega a las partes de la documentación y actas exigidas conforme a la 

presente ley.
c) La falta de comunicación a la Dirección General competente de los datos relativos a 

los procedimientos de mediación social y familiar llevados a cabo, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 13 h).
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d) No dar respuesta a las quejas o reclamaciones debidamente presentadas por las 
partes.

e) La inasistencia a una sesión de mediación sin causa justificada.
3. Constituyen infracciones graves:
a) La falta de comunicación a las partes de las posibles causas que afecten a la 

imparcialidad de la persona mediadora.
b) La publicidad o promoción ante las partes incursas en una mediación de cualesquiera 

otras actividades profesionales o empresariales a las que se dedique la persona mediadora.
c) La recomendación a las partes incursas en una mediación, de forma directa y 

nominativa, de cualesquiera otros profesionales.
d) La captación de clientes durante la tramitación de una mediación.
e) La descalificación o comparación con otros mediadores o con sus actuaciones 

concretas o cualesquiera otras prácticas colusorias o restrictivas de la competencia.
f) El inicio de las funciones de mediación sin aceptación previa de todas las partes.
g) El abandono de una mediación iniciada sin que concurra ninguna de las causas 

recogidas en esta ley.
h) La aceptación del cargo de persona mediadora o su no abstención a sabiendas de 

estar incurso en las causas establecidas en el artículo 14.
i) Incurrir en grave falta de respeto hacia las partes sometidas a mediación.
j) La comisión de dos o más infracciones leves en un plazo de tres años, siempre que 

haya sido sancionado mediante resolución firme en vía administrativa.
4. Constituyen infracciones muy graves:
a) La infracción de los deberes de confidencialidad establecidos en esta ley.
b) La realización de actividades de mediación social y familiar, estando suspendido 

cautelarmente o habiendo causado baja en el Servicio Regional de Mediación Social y 
Familiar de Castilla-La Mancha.

c) La tramitación de un procedimiento de mediación a pesar de tener constancia de la 
existencia de violencia o maltrato sobre los menores o demás miembros de la unidad 
familiar.

d) Toda actuación que suponga una discriminación por razón de etnia, sexo, religión, 
opinión, o cualquier otra condición o circunstancia personal o social de las partes sometidas 
a mediación.

e) Favorecer o proponer acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio grave a 
las partes en el procedimiento de mediación o a la Administración.

f) La solicitud o cobro de compensaciones económicas u honorarios o gastos por la 
actividad de la persona mediadora en aquellos supuestos en que las partes tengan 
reconocida la gratuidad de la misma.

g) Obstruir la labor inspectora de la Administración competente, impidiendo el acceso a 
las dependencias del centro o emplear coacción, amenazas, violencia o cualquier otra forma 
de presión sobre el personal inspector.

h) La comisión de dos o más infracciones graves en un plazo de tres años, siempre que 
haya sido sancionado mediante resolución firme en vía administrativa.

Artículo 36.  Clases de sanciones.
1. Las infracciones leves podrán ser sancionadas con:
a) Amonestación por escrito.
b) Multa de hasta trescientos euros.
2. Las infracciones graves podrán ser sancionadas con:
a) Suspensión temporal para el ejercicio como persona mediadora en el Servicio 

Regional de Mediación Social y Familiar de Castilla-La Mancha por un período de un mes a 
un año.

b) Multa desde trescientos euros y un céntimo hasta tres mil euros.
c) Acumulación de la multa a la suspensión temporal.
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3. Las infracciones muy graves podrán ser sancionadas con:
a) Suspensión temporal para el ejercicio como persona mediadora en el Servicio 

Regional de Mediación Social y Familiar de Castilla-La Mancha por un período de un año y 
un día hasta tres años.

b) Baja definitiva en el Servicio Regional de Mediación Social y Familiar de Castilla-La 
Mancha.

c) Multa desde tres mil euros con un céntimo hasta treinta mil euros.
d) Acumulación de la multa a la suspensión temporal o a la baja definitiva.
4. Las sanciones impuestas al amparo de este artículo serán anotadas en el expediente 

de la persona mediadora existente en el Servicio Regional de Mediación Social y Familiar de 
Castilla-La Mancha.

Téngase en cuenta que el Consejo de Gobierno podrá actualizar las cuantías de las 
sanciones pecuniarias establecidas en esta ley, mediante Decreto publicado únicamente en el 
"Diario Oficial de Castilla-la Mancha", según se establece en disposición final 2 de la presente 
norma.

Artículo 37.  Graduación de las sanciones.
1. Para la graduación de las sanciones se tendrán en cuenta las siguientes 

circunstancias:
a) La gravedad del riesgo o peligro creado para las partes involucradas en el 

procedimiento de mediación.
b) La gravedad del perjuicio físico, psíquico o económico causado a las partes 

involucradas en el procedimiento de mediación.
c) El número de personas usuarias afectadas por la infracción o la especial 

vulnerabilidad de las mismas.
d) El grado de intencionalidad o negligencia de la acción infractora.
e) La reincidencia en la comisión de más de una infracción de la misma naturaleza, en el 

término de un año cuando así haya sido declarado por resolución firme.
f) En su caso, el beneficio económico que pudiera haber obtenido la persona infractora.
g) El incumplimiento de las advertencias y los apercibimientos y requerimientos previos 

realizados, en su caso, por la Administración.
2. En todo caso, la resolución sancionadora motivará la concurrencia de las 

circunstancias que determinen la sanción impuesta en los términos establecidos en la 
legislación vigente.

Artículo 38.  Infracciones constitutivas de delito o falta.
1. Si en cualquier momento del procedimiento se considerase que las infracciones 

cometidas pudieran ser constitutivas de infracción penal, el órgano competente dará traslado 
al Ministerio Fiscal, suspendiéndose el procedimiento sancionador hasta que, en su caso, se 
comunique la improcedencia de iniciar actuaciones, o iniciadas éstas, hasta que el 
procedimiento finalice por resolución firme.

2. La instrucción de causa penal ante los Tribunales de Justicia suspenderá la 
tramitación del procedimiento administrativo sancionador que se hubiera incoado por los 
mismos hechos y, en su caso, la ejecución de los actos administrativos de imposición de 
sanción, sin perjuicio de la adopción de medidas cautelares por parte de la autoridad 
administrativa competente.

3. La sanción penal excluirá la imposición de sanción administrativa cuando exista 
identidad de sujeto, hechos y fundamento. Si la autoridad judicial acordase el archivo de las 
actuaciones o dictase auto de sobreseimiento o sentencia absolutoria, la Administración 
podrá continuar el procedimiento sancionador, basándose en los hechos que la jurisdicción 
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competente haya considerado probados, salvo que la resolución se fundamente en la 
inexistencia misma de los hechos.

Artículo 39.  Prescripción de las infracciones y sanciones.
1. Las infracciones contempladas en la presente ley prescribirán a los seis meses si son 

leves, a los dos años si son graves y a los cuatro años si son muy graves, a contar desde el 
día en que fueran cometidas.

2. Las sanciones impuestas por infracciones leves prescribirán al año, las graves a los 
dos años y las muy graves a los tres años, a contar desde el día siguiente a aquel en que 
adquiera firmeza la resolución por la que se impuso la sanción.

Artículo 40.  Medidas cautelares.
1. De manera excepcional, y siempre y cuando concurran circunstancias que así lo 

aconsejen, se podrán adoptar durante la tramitación del procedimiento sancionador aquellas 
medidas cautelares que se estimen oportunas para asegurar la eficacia de la resolución que 
pudiera recaer en dicho procedimiento, de conformidad con lo establecido en la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

2. Con el carácter temporal, provisional, condicionado y susceptible de modificación y 
alzamiento, se podrán acordar como medidas cautelares, entre otras, las siguientes:

a) La suspensión de la financiación pública a la persona o entidad de mediación.
b) El embargo preventivo de las cantidades destinadas a la financiación pública de la 

persona o entidad de mediación.
c) La retención de los honorarios a los que la persona mediadora tuviera derecho por 

haber llevado a cabo una mediación gratuita en los supuestos establecidos en la presente 
ley.

d) La sustitución de la persona mediadora por otra durante la tramitación de una 
mediación.

e) La suspensión provisional de la asignación de nuevos expedientes como persona 
mediadora del Servicio Regional de Mediación Social y Familiar de Castilla-La Mancha.

f) Cualesquiera otras que resulten necesarias para asegurar la resolución que deba 
dictarse.

Disposición adicional primera.  Colaboración de la Administración Regional para la 
prestación de labores de mediación social y familiar en Castilla-La Mancha.

La Administración Regional podrá facilitar la prestación de las labores de mediación 
social y familiar con entidades públicas o privadas, prioritariamente las de iniciativa social a 
través de convenios, contratos o cualquier forma de prestación de servicios públicos, salvo 
en los casos en que de forma preceptiva deba hacerse a través de personal propio.

Disposición adicional segunda.  Formación de las personas mediadoras en Castilla-La 
Mancha.

La Consejería competente en materia de familia podrá colaborar con la Universidad, los 
colegios profesionales y otras entidades para la organización y el desarrollo de cursos de 
formación especializada en materia de mediación social y familiar con el fin de asegurar la 
debida calidad de los servicios de mediación prestados y controlar la adecuada formación 
inicial y continua de los mediadores.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

establecido en esta ley y de manera expresa:
a) La Ley 4/2005, de 24 de mayo, del Servicio Social Especializado de Mediación 

Familiar.
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b) El artículo 18 de la Ley 17/2010, de 29 de diciembre, de las Familias Numerosas de 
Castilla-La Mancha y de la Maternidad.

c) El Decreto 87/2009, de 7 de julio, del Observatorio Regional de la Familia de Castilla-
La Mancha.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 5/2013, de 17 de octubre, de ordenación 
del servicio jurídico de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.

El párrafo segundo de la disposición adicional primera de la Ley 5/2013, de 17 de 
octubre, de ordenación del servicio jurídico de la Administración de la Junta de Comunidades 
de Castilla-La Mancha, queda redactado de la forma siguiente:

«En particular, en los procesos en que sean parte, o puedan ostentar un interés 
que justifique su personación, la Administración de la Junta de Comunidades y sus 
organismos, las notificaciones, citaciones y demás actos de comunicación deberán 
remitirse directamente al Gabinete Jurídico, salvo en los casos en que se haya 
designado un abogado o procurador colegiado para el ejercicio de la representación 
en juicio.»

Disposición final segunda.  Actualización de las cuantías de las sanciones.
El Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha podrá 

actualizar, por medio de Decreto, las cuantías de las sanciones pecuniarias establecidas en 
esta ley, a fin de adecuarlas a los cambios de valor adquisitivo de la moneda según los 
índices oficiales del Instituto Nacional de Estadística.

Disposición final tercera.  Desarrollo reglamentario.
El Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, dictará las 

disposiciones reglamentarias necesarias para el desarrollo y la ejecución de esta ley en el 
plazo de un año desde su entrada en vigor.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los veinte días desde su publicación en el «Diario 

Oficial de Castilla-La Mancha».
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§ 280

Ley 5/2015, de 26 de marzo, de la Actividad Física y el Deporte de 
Castilla-La Mancha. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 67, de 8 de abril de 2015
«BOE» núm. 148, de 22 de junio de 2015
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2015-6879

[ . . . ]
TÍTULO VIII

De la jurisdicción en materia de actividad física y deporte

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Del arbitraje y la resolución extrajudicial de conflictos en la actividad física y el 
deporte

Artículo 125.  Ámbito del arbitraje en materia de la actividad física y el deporte.
1. Podrán someterse al procedimiento de arbitraje y resolución extrajudicial de conflictos 

las siguientes personas físicas y jurídicas:
a) Los deportistas, entrenadores o técnicos y jueces o árbitros con licencia en vigor de 

una federación deportiva de Castilla-La Mancha.
b) Las federaciones deportivas de Castilla-La Mancha y el resto de entidades inscritas en 

el Registro de Entidades Deportivas de Castilla-La Mancha.
c) Cualquier persona física o jurídica que reúna la condición de asociada a una entidad 

inscrita en el Registro de Entidades Deportivas de Castilla-La Mancha.
2. De conformidad con la legislación aplicable al arbitraje privado, podrán someterse al 

procedimiento de arbitraje y resolución extrajudicial de conflictos las cuestiones litigiosas de 
naturaleza privada que se susciten con respecto a la actividad deportiva entre las personas 
físicas o jurídicas previstas en el apartado 1 y que no afecten a las cuestiones contenidas en 
el resto de capítulos de este título.

3. El Comité de Justicia Deportiva de Castilla-La Mancha será el órgano competente 
para resolver los procedimientos de arbitraje y resolución extrajudicial de conflictos que se le 
sometan, de conformidad con la legislación aplicable al arbitraje privado y en los términos 
que establezca el desarrollo reglamentario de esta ley.
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TÍTULO IX
El Comité de Justicia Deportiva de Castilla-La Mancha

Artículo 126.  Naturaleza, adscripción y sede.
1. El Comité de Justicia Deportiva de Castilla-La Mancha es el órgano administrativo 

superior en el ámbito de la jurisdicción en materia de actividad física y deporte dentro de la 
Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, sin perjuicio de las competencias atribuidas a 
la Consejería competente en materia de deportes. En materia de disciplina deportiva decide 
en última instancia en vía administrativa.

2. El Comité de Justicia Deportiva de Castilla-La Mancha estará adscrito a la Consejería 
competente en materia de deportes, que deberá proveer a este de los medios personales y 
materiales que resulten necesarios para el ejercicio de sus competencias, y actuará con total 
independencia funcional de ésta y de cualesquiera órganos de la Junta de Comunidades, 
otras Administraciones Públicas, entidades deportivas y deportistas.

3. La sede del Comité de Justicia Deportiva de Castilla-La Mancha se encontrara en el 
mismo lugar en el que se encuentren los servicios centrales de la Consejería competente en 
materia de deportes, sin perjuicio de que pueda constituirse en otros lugares de la 
Comunidad Autónoma por motivos de oportunidad o necesidad.

Artículo 127.  Composición.
1. El Comité de Justicia Deportiva de Castilla-La Mancha estará compuesto por tres 

vocales titulares y tres vocales suplentes. Al menos uno de los vocales titulares y uno de los 
suplentes deberá ser una mujer.

2. La duración del mandato de los vocales será de cinco años, renovable por un mandato 
adicional.

3. Todos los vocales deberán estar en posesión del título de Grado en Derecho o 
equivalente y deberán poseer experiencia en el ejercicio profesional como juristas y tener o 
haber tenido experiencia en el ámbito de la actividad física y el deporte o en las cuestiones 
jurídicas relativas a dicho ámbito.

4. En la primera reunión tras su designación los miembros titulares deberán elegir 
mediante votación a aquellos que ejercerán las funciones de la Presidencia y la 
Vicepresidencia durante la totalidad del mandato.

5. Los vocales del Comité de Justicia Deportiva de Castilla-La Mancha se encontrarán 
sujetos al régimen de abstención y recusación previsto en la legislación básica del Estado 
sobre régimen jurídico de las Administraciones Públicas.

6. Serán causas de incompatibilidad para ser vocal del Comité de Justicia Deportiva de 
Castilla-La Mancha, las siguientes:

a) Encontrarse sujeto a sanción por cualquiera de las infracciones tipificadas en esta ley.
b) Encontrarse sujeto a sanción federativa, administrativa o penal por la comisión de 

infracciones en materia de protección de la salud y lucha contra el dopaje o en materia de 
violencia, racismo, xenofobia, homofobia e intolerancia en el deporte.

c) Mantener relación laboral o profesional con una entidad deportiva o con una empresa 
dedicada a la prestación de servicios deportivos o a la construcción de infraestructuras para 
la actividad física y el deporte.

d) Estar en posesión de licencia de una federación deportiva de Castilla-La Mancha.
e) Formar parte de los órganos de una federación deportiva de Castilla-La Mancha 

aunque no se posea licencia federativa.
7. Las funciones de secretaria del Comité de Justicia Deportiva de Castilla-La Mancha, 

con derecho a voz pero no a voto, serán ejercidas por un funcionario con destino en la 
Consejería competente en materia de deportes que, preferentemente, deberá encontrarse en 
posesión del título de Grado en Derecho o equivalente.

Artículo 128.  Funcionamiento interno.
El régimen de funcionamiento interno del Comité de Justicia Deportiva de Castilla-La 

Mancha se regirá por lo previsto para los órganos colegiados en Ley 30/1992, de 26 de 
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noviembre, sin perjuicio de que el Comité apruebe un régimen especial o complementario de 
funcionamiento, que deberá ser ratificado por orden de la persona titular de la Consejería 
competente en materia de deportes y publicado en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha».

Artículo 129.  Designación de los vocales.
1. Los vocales titulares y suplentes del Comité de Justicia Deportiva de Castilla-La 

Mancha serán nombrados y cesados por la persona titular de la Consejería competente en 
materia de deportes previa valoración de las propuesta formuladas por los miembros del 
Consejo de la Actividad Física y el Deporte de Castilla-La Mancha conforme a criterios de 
idoneidad para el ejercicio de las funciones inherentes al puesto.

2. Con una antelación de dos meses a la finalización de cada mandato los vocales del 
Consejo de la Actividad Física y el Deporte de Castilla-La Mancha podrán realizar 
propuestas que dirigirán a la Consejería competente en materia de deportes 
acompañándolas de una breve referencia curricular de la persona que proponen.

3. Los vocales titulares y suplentes designados deberán aceptar expresamente la 
designación y declarar responsablemente que reúnen los requisitos para el ejercicio del 
puesto y no se encuentran en ninguna de las situaciones de incompatibilidad del artículo 
127.6.

4. El nombramiento de los vocales del Comité de Justicia Deportiva de Castilla-La 
Mancha será objeto de publicación en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha».

Artículo 130.  Ámbito competencial.
El Comité de Justicia Deportiva de Castilla-La Mancha tendrá competencias para la 

emisión de informes, ejercicio de la potestad disciplinaria deportiva y resolución de los 
recursos que establece esta ley.

Artículo 131.  Procedimientos.
El Comité de Justicia Deportiva de Castilla-La Mancha actuará a través de los siguientes 

procedimientos, cuya concreción se determinará reglamentariamente:
1. Procedimiento para la emisión de informes.
2. Procedimiento sancionador.
3. Procedimiento en vía de recurso contra resoluciones en materia de disciplina deportiva 

relativa a infracciones de las reglas del juego y la competición.
4. Procedimientos en vía de recurso contra resoluciones en materia de disciplina 

deportiva relativa a infracciones a la convivencia deportiva.
5. Procedimientos en vía de recurso contra la actividad de las federaciones deportivas de 

Castilla-La Mancha en el ejercicio de las funciones públicas delegadas.
6. Procedimientos de reclamación contra las resoluciones dictadas por las juntas 

electorales de las federaciones deportivas de Castilla-La Mancha.
7. Procedimientos en vía de recurso contra el reglamento electoral y la convocatoria de 

proceso electoral de las federaciones deportivas de Castilla-La Mancha.
8. Procedimientos de arbitraje y resolución extrajudicial de conflictos.

Artículo 132.  Dietas e indemnizaciones.
Los vocales del Comité de Justicia Deportiva de Castilla-La Mancha tendrán derecho a 

las dietas por asistencia a reuniones y la indemnización por traslado al lugar de la reunión 
que establezca la Consejería competente en materia de hacienda a propuesta de la 
Consejería competente en materia de deportes.

[ . . . ]
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§ 281

Ley 3/2019, de 22 de marzo, del Estatuto de las Personas 
Consumidoras en Castilla-La Mancha. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 64, de 1 de abril de 2019
«BOE» núm. 110, de 8 de mayo de 2019
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2019-6772

[ . . . ]
TÍTULO IV

Intervención administrativa en materia de consumo

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Marco autonómico y local

[ . . . ]
Sección 4.ª Protección: Resolución extrajudicial

Artículo 123.  Actuación de las administraciones públicas de Castilla-La Mancha en la 
protección de los derechos de las personas consumidoras.

1. Las administraciones, en el ámbito territorial de Castilla-La Mancha, velarán para 
hacer efectivos los derechos de las personas consumidoras consagrados en la presente ley 
y en la legislación general o sectorial, recurriendo, cuando sea preciso, al ejercicio de las 
acciones judiciales oportunas para poner fin a la vulneración de estos derechos.

2. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo promoverán 
las medidas oportunas de prevención y afrontamiento de los riesgos de exclusión de las 
personas consumidoras.

3. La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, en el ámbito de sus respectivas 
competencias en materia de protección y defensa de las personas consumidoras, se 
personará, en la forma que establezca la legislación procesal del Estado, en procedimientos 
penales siempre y cuando afecten a una pluralidad de personas consumidoras y usuarias 
necesitadas de especial protección y residentes en Castilla-La Mancha.
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Artículo 124.  Protección de las personas consumidoras en las relaciones comerciales en 
línea.

Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo promoverán las 
medidas adecuadas para asegurar que la protección de los derechos de las personas 
consumidoras en las relaciones comerciales en línea se corresponda con las previstas para 
el comercio tradicional y, en especial, en lo que se refiere a la protección de datos de 
carácter personal y la seguridad en las transacciones en red.

Artículo 125.  Reclamaciones de las personas consumidoras.
1. Las personas consumidoras reclamantes, una vez que se hayan dirigido a la empresa 

o profesional reclamado para intentar resolver de forma amistosa el litigio en cuestión, 
cuando lo soliciten, tendrán derecho a la entrega de una hoja de reclamaciones por parte de 
la empresa o profesional reclamado. Asimismo, tienen derecho a interponer una reclamación 
en materia de consumo en una unidad administrativa de atención a las personas 
consumidoras. La hoja de reclamaciones también deberá estar disponible por vía telemática.

2. Reglamentariamente se regularán las hojas de reclamaciones y los supuestos 
concretos de su entrega, los requisitos y los procedimientos que se exijan para la 
presentación y tramitación de una reclamación de la persona consumidora frente a una 
empresa, así como el modo en que pueda entenderse debidamente cumplimentado el 
requisito del apartado 1.

3. En todo caso, todo establecimiento abierto al público en donde se comercialicen 
productos y bienes o se presten servicios en el territorio de la Comunidad Autónoma deberá 
disponer de las hojas de reclamaciones establecidas reglamentariamente y del cartel 
anunciador de la existencia de las mismas. Estas hojas podrán utilizarse tanto para 
presentar una reclamación frente al titular del establecimiento como respecto a otras 
empresas, siempre que la contratación de servicios o la adquisición de productos de estos 
últimos se realice en dicho establecimiento. Ambas empresas serán responsables del 
cumplimiento de lo establecido en el presente artículo.

4. En los supuestos de prestación de servicios a domicilio, el prestador de los mismos 
deberá tener a disposición de la persona consumidora las hojas de reclamación.

5. En el caso de los bienes ofertados o servicios prestados de forma no presencial por 
entidades o empresas sin establecimiento abierto al público, estas deberán informar 
suficientemente de los procedimientos de reclamación, haciendo constar al menos una 
dirección postal o correo electrónico a los que la persona consumidora pueda dirigir sus 
reclamaciones.

6. La administración competente en materia de consumo establecerá un sistema de 
hojas de reclamación electrónicas. Las personas consumidoras, podrán presentar sus 
reclamaciones a través de este sistema ante una entidad adherida voluntariamente al 
mismo, siempre que esta disponga del correspondiente certificado electrónico emitido por 
una entidad válidamente reconocida.

Artículo 126.  Resolución extrajudicial de conflictos.
Las Administraciones Públicas de Castilla-La Mancha propiciarán la puesta a disposición 

de empresas y personas consumidoras de mecanismos extrajudiciales de resolución de 
conflictos en materia de consumo, especialmente la mediación y el arbitraje de consumo.

Artículo 127.  Mediación.
1. Las Administraciones Públicas de Castilla-La Mancha impulsarán la mediación en el 

procedimiento de tramitación de reclamaciones de las personas consumidoras presentadas 
ante las Asociaciones de personas consumidoras, oficinas de información a las personas 
consumidoras, así como ante las administraciones con competencia en materia de consumo, 
sin perjuicio de las actuaciones inspectoras y sancionadoras que pudieran corresponder.

2. Las Administraciones Públicas de Castilla-La Mancha impulsarán que, en los casos de 
ejecución hipotecaria de la vivienda habitual como consecuencia del incumplimiento del 
deudor, pueda llevarse a cabo un procedimiento de mediación destinado a la resolución 
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extrajudicial de conflictos previo a cualquier otro procedimiento judicial o a la intervención 
notarial.

El procedimiento de mediación debe tener por objeto buscar acuerdos entre las partes 
que hagan viable que la persona consumidora conserve la propiedad de la vivienda o, 
subsidiariamente, la posibilidad de mantener su uso y disfrute.

3. En situaciones de sobreendeudamiento derivado de relaciones de consumo, las 
Administraciones Públicas de Castilla-La Mancha y, especialmente, la administración 
competente en materia de consumo, impulsarán la mediación como procedimiento de 
resolución extrajudicial de conflictos, previo a cualquier otro procedimiento judicial o a la 
intervención notarial.

El procedimiento de mediación debe tener como objeto llegar a acuerdos para el 
desarrollo de medidas que puedan dar lugar a la reestructuración de la deuda.

4. Se fomentará la formación en materia de mediación en el ámbito de los derechos de 
las personas consumidoras a fin de crear una red de mediación.

5. Los acuerdos adoptados entre las partes en el curso de un procedimiento de 
mediación se documentarán por escrito y vincularán a las dos partes a atenerse a lo 
acordado dentro de dicho procedimiento.

6. Las empresas que presten o suministren servicios básicos de interés general estarán 
obligadas a aceptar el proceso de mediación para la resolución de los conflictos que 
presenten las personas consumidoras.

Artículo 128.  Arbitraje de Consumo.
1. La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha ejercerá de acuerdo con la 

legislación vigente, las funciones de fomento, gestión y desarrollo del Sistema Arbitral de 
Consumo a través de la Junta Arbitral de Consumo de Castilla-La Mancha.

2. La Junta Arbitral de Consumo de Castilla-La Mancha podrá crear en determinados 
sectores órganos arbitrales especializados, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa 
general de arbitraje de consumo.

3. Las Administraciones Públicas de Castilla-La Mancha promoverán la adhesión al 
Sistema Arbitral de Consumo de las Asociaciones de personas consumidoras, de empresas, 
profesionales y sus respectivas organizaciones, pudiendo suscribirse convenios a tal fin.

4. La consejería competente en materia de protección a las personas consumidoras 
impulsará la actividad de la Junta Arbitral de Consumo de Castilla-La Mancha, dotándola de 
los medios materiales y humanos necesarios para el ejercicio de sus funciones. Asimismo, 
promoverá la formación de las personas que integran los órganos Arbitrales.

5. Las empresas o establecimientos que estén adheridos al Sistema Arbitral de Consumo 
lo anunciarán mediante el correspondiente distintivo.

Artículo 129.  Arbitraje de Consumo y Sector Público.
1. Las empresas públicas y las sociedades mercantiles autonómicas de carácter público 

deberán formalizar su adhesión al Sistema Arbitral de Consumo para la resolución de 
conflictos derivadas de su actividad de prestación de servicios en una relación de consumo.

2. La Administración Autonómica promoverá que las empresas o entidades privadas que 
gestionen servicios públicos o servicios de carácter general mediante concesión 
administrativa y aquellas que reciban fondos públicos, se adhieran al Sistema Arbitral de 
Consumo.

3. Los órganos de contratación de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha 
considerarán la Adhesión al Sistema Arbitral de Consumo como criterio objetivo en aquellos 
casos en los que el contrato suponga una prestación a las personas consumidoras.

[ . . . ]
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§ 282

Ley 9/2020, de 6 de noviembre, de Patrimonio de la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 234, de 19 de noviembre de 2020

«BOE» núm. 47, de 24 de febrero de 2021
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2021-2849

[ . . . ]
TÍTULO II

Protección y defensa

CAPÍTULO I
Principios generales y prerrogativas

[ . . . ]
Artículo 11.  Limitaciones en cuanto a la disponibilidad de bienes y derechos.

1. Ningún juez o tribunal ni autoridad administrativa podrá dictar providencia de embargo 
ni despachar mandamiento de ejecución contra los bienes y derechos de dominio privado o 
patrimoniales cuando se hallen materialmente afectados a un servicio público o a una 
función pública, o sus rendimientos o el producto de su enajenación estén legalmente 
afectados a fines determinados, o se trate de valores o títulos representativos del capital de 
las sociedades del sector público regional que ejecuten políticas públicas o presten servicios 
de interés general para la Comunidad Autónoma.

2. No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los bienes y derechos del 
Patrimonio de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, ni someter a arbitraje los 
conflictos que se susciten sobre los mismos, salvo autorización del Consejo de Gobierno, a 
propuesta de la consejería competente en materia de hacienda, previo informe del Consejo 
Consultivo de Castilla-La Mancha. En las transacciones judiciales se recabará informe, 
además, al Gabinete Jurídico.

3. Tampoco pueden gravarse los bienes y derechos del Patrimonio de la Junta de 
Comunidades sino conforme con los principios que rigen su enajenación y siguiendo el 
procedimiento previsto en esta ley.

[ . . . ]
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§ 283

Ley 7/2023, de 10 de marzo, de Atención y Protección a la Infancia y 
la Adolescencia de Castilla-La Mancha. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 51, de 14 de marzo de 2023

«BOE» núm. 82, de 6 de abril de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-8710

[ . . . ]
TÍTULO VII

De la atención a la infancia en situación de conflicto social

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 94.  La situación de conflicto social y la comisión de infracciones penales.
Los menores en situación de conflicto social son aquellos niños, niñas y adolescentes 

que han cometido infracciones o participado en la comisión de hechos tipificados como 
delitos y pueden encontrarse en riesgo de causar perjuicio para sí mismos o a otros. La 
intervención tiene como finalidad prevenir, evaluar, corregir o derivar las situaciones de 
conflicto social de los menores de 14 años y de los infractores a la ley de entre 14 a 18 años, 
mediante la educación de la persona menor de edad en valores de convivencia y la 
introducción de cambios en su entorno familiar y social que posibiliten su desarrollo integral 
como persona.

Artículo 95.  Competencias.
La Entidad Pública tiene encomendada la ejecución de las medidas previstas en la 

legislación estatal reguladora de la responsabilidad penal de las personas menores de edad 
y la implementación de las actuaciones preventivas dirigidas a la infancia y la adolescencia 
en situación de conflicto social, las de mediación, conciliación y reparación alternativas a 
medidas judiciales.

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
Conciliación y reparación

Artículo 103.  Actuaciones en materia de conciliación y reparación.
1. La Entidad Pública promoverá ante los órganos judiciales y equipo técnico de menores 

de los Juzgados la priorización de actividades de conciliación y reparación del daño como 
alternativa a la imposición de medidas judiciales en los casos en que Fiscalía de Menores 
así lo proponga.

2. La implementación de las actividades de mediación para la conciliación y reparación 
del daño se realizará, por parte de la Administración de la Junta de Comunidades de 
Castilla-La Mancha, a través del Servicio Regional de Mediación Social y Familiar de 
Castilla-La Mancha.

Artículo 104.  Criterios específicos.
Los criterios específicos que guiarán la actuación administrativa en materia de 

conciliación y reparación del daño serán el principio de oportunidad, la voluntariedad, la 
imparcialidad de la persona mediadora, la flexibilidad de los plazos dentro de los límites 
establecidos legalmente; la intervención mínima e inmediata, la naturaleza educativa e 
individualizada de la intervención, el favorecimiento de la responsabilidad de la persona y la 
corresponsabilidad de sus padres; y la garantía de los derechos de la persona menor de 
edad y de la víctima, evitando la victimización secundaria y atendiendo los casos en que se 
encuentre en una situación de especial vulnerabilidad.

Artículo 105.  Mediación para la conciliación y reparación.
Las actuaciones de mediación para la conciliación y reparación del daño se realizarán de 

acuerdo con lo establecido en la Ley 1/2015, del Servicio Regional de Mediación Social y 
Familiar de Castilla-La Mancha.

[ . . . ]
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§ 284

Ley 2/2003, de 30 de enero, de Vivienda de Canarias. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 27, de 10 de febrero de 2003
«BOE» núm. 56, de 6 de marzo de 2003

Última modificación: 28 de diciembre de 2020
Referencia: BOE-A-2003-4607

[ . . . ]
Disposición adicional vigésima.  Habilitación a las entidades locales para acordar 
transacciones y arbitrajes.

En las relaciones interadministrativas en materia de ordenación del territorio, vivienda, o 
urbanismo, la transacción judicial o extrajudicial sobre los derechos de la hacienda pública 
local, así como el sometimiento a arbitraje de las contiendas que se susciten respecto de los 
mismos, precisará del previo dictamen del Consejo Consultivo de Canarias, a solicitud de la 
entidad local interesada.

[ . . . ]
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§ 285

Ley 3/2003, de 12 de febrero, del Estatuto de los Consumidores y 
Usuarios de la Comunidad Autónoma de Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 34, de 19 de febrero de 2003
«BOE» núm. 56, de 6 de marzo de 2003
Última modificación: 26 de junio de 2012

Referencia: BOE-A-2003-4608

[ . . . ]
TÍTULO II

De la protección jurídica, administrativa y técnica en relación con los derechos 
de los consumidores y usuarios

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Derecho a la protección jurídica

Artículo 24.  Mediación.
Las Administraciones Públicas de Canarias propiciarán la puesta a disposición de los 

consumidores y usuarios y de los profesionales y empresarios de mecanismos de resolución 
voluntaria de conflictos y reclamaciones en materia de consumo, sin perjuicio de las 
actuaciones de inspección y sanción que puedan corresponder a las mismas.

Artículo 25.  Arbitraje.
1. El Gobierno de Canarias, de acuerdo con la legislación vigente, participará en el 

Sistema Arbitral de Con sumo y lo impulsará en el ámbito de la Comunidad Autónoma.
2. Las Administraciones Públicas de Canarias propiciarán, en sus respectivos ámbitos, 

que las entidades o empresas, especialmente las de capital exclusiva o mayoritariamente 
público, así como las privadas que gestionen servicios públicos o reciban recursos de 
aquéllas, establezcan en sus contratos la adopción del Sistema Arbitral de Consumo para 
resolver los conflictos y reclamaciones de los consumidores y usuarios surgidos de su 
actividad.

[ . . . ]
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§ 286

Ley 15/2003, de 8 de abril, de la Mediación Familiar

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 85, de 6 de mayo de 2003
«BOE» núm. 134, de 5 de junio de 2003
Última modificación: 5 de julio de 2005

Referencia: BOE-A-2003-11273

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de Canarias ha aprobado y yo, en 
nombre del Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 12.8 del Estatuto de 
Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la Ley 15/2003, de 8 de abril, de la 
Mediación Familiar.

PREÁMBULO
En la sociedad civil, la familia constituye el núcleo originario y básico para el desarrollo 

personal de sus miembros. La estabilidad familiar constituye el índice más significativo de 
paz social; al contrario, los conflictos familiares comportan secuelas para los miembros de la 
familia en conflicto y, por ende, en su entorno.

El modo habitual para resolver estos conflictos es acudir a los tribunales; sin embargo, y 
por muy diversos motivos, este método ha demostrado no ser el medio más acertado para 
resolver o aliviar los conflictos familiares.

La familia, como institución social básica y viva, es y ha sido continuamente el centro de 
muchas y muy diversas problemáticas que no siempre obtienen una respuesta aceptable 
fuera de su propio ámbito. Por ello, debe ser bien recibido cualquier instrumento o medida 
que ayude a gestionar la resolución efectiva de las crisis familiares, a través de la 
participación de los propios familiares en conflicto.

La mediación familiar supone, pues, una fórmula para resolver conflictos familiares, 
recomponiendo la propia familia desde dentro, en un clima de cooperación y respeto mutuo; 
para este fin, los miembros de la familia en conflicto solicitan y aceptan la intervención 
confidencial de una tercera persona ajena, neutral y cualificada, denominada mediador, que 
trabajará con y para la consecución de un acuerdo justo, duradero y aceptable para los 
familiares en conflicto, en el sentido de mantener las responsabilidades de cada miembro de 
la familia, y especialmente con los más dignos de protección, cuales son los hijos.

Por eso, la mediación familiar viene cobrando en la actualidad mucha relevancia como 
solución de los conflictos familiares y, con ello, como el método más efectivo para alcanzar la 
paz social.

Como tal institución, la mediación familiar se inició en los Estados Unidos de América, en 
la segunda mitad de los años 70, habiéndose extendido rápidamente por distintos países de 
su entorno.

Más recientemente, y por lo que a nuestro entorno europeo se refiere, el Comité de 
Ministros del Consejo de Europa, en su Recomendación de 21 de enero de 1998 (R98), 
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precisamente en base a los escalofriantes datos aportados por los respectivos estados 
miembros sobre el índice de separaciones y divorcios y su coste social y económico, 
recomendó la implantación de dicho instrumento, implantación que se ha venido llevando a 
cabo de forma sucesiva y sistemática. En concreto, en España, existen ya diversas 
comunidades autónomas que han regulado e implantado dentro del ámbito de sus 
respectivos territorios, este instrumento de resolución, siendo lógico pensar que en un futuro 
cercano lo asumirán el resto de las comunidades autónomas.

La buena disposición que suele acompañar su empleo, es el motivo por el que viene 
siendo utilizado en distintos países como en los Estados Unidos de América y Canadá 
(países pioneros) así como en otros muchos del entorno europeo, favorecido ello por la 
promulgación de distintas recomendaciones europeas, la última de ellas de fecha 21 de 
enero de 1998, del Consejo de Europa.

Por su parte, cada país ha adoptado distintas variantes en el uso de esta institución; así 
en unos países tiene carácter obligatorio y previo a la vía judicial, en otros tiene carácter 
público y gratuito, en otros privado y retribuido, en unos países referido principalmente a 
conflictos conyugales, y principalmente a cuestiones que afecten a los hijos, en otros a todo 
tipo de conflictos surgidos con otros miembros familiares; finalmente, en unos se relacionan 
a departamentos gubernamentales relacionados con asuntos sociales o familia, y en otros, 
relacionados con aquellos que tutelan el sistema judicial.

La presente Ley, que tiene como finalidad la adopción de esta institución en la 
Comunidad Autónoma Canaria, opta por establecerlo como un sistema voluntario y 
extendido a cualquier conflicto que pueda surgir entre cónyuges, parejas de hecho, entre 
padres e hijos o entre hijos, y, en general, entre familiares hasta el cuarto grado de 
consanguinidad o aquellos que surjan entre personas adoptadas y sus familiares biológicas 
o adoptivas.

Por otra parte, la presente Ley no crea, aunque tampoco excluye, el establecimiento de 
algún órgano público de mediación; en cambio, sí contempla la posibilidad de que los 
ciudadanos con pocos recursos puedan acceder a estos servicios mediante el 
establecimiento de un mecanismo similar al establecido en nuestro país para acceder a la 
justicia gratuita o turno de oficio.

Finalmente, se ha optado por vincular esta institución al departamento que en esta 
Comunidad Autónoma tenga en cada momento las competencias relacionadas con la 
Administración de Justicia, al entender que pese a que la institución tiene innumerables 
beneficios de orden social, igualmente beneficia a la Administración de Justicia en tanto en 
cuanto viene llamada a resolver conflictos familiares en sentido amplio, y mucho más si se 
tiene en cuenta que los acuerdos que se obtengan han de ser ejecutados, en su caso, por 
los tribunales competentes.

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
La presente Ley tiene por objeto la regulación de la actividad de la mediación familiar, 

que se desarrolle total o parcialmente en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma 
Canaria, por personas físicas o jurídicas, acreditadas conforme al procedimiento que en la 
misma se regula.

Artículo 2.  Concepto y finalidad de la Mediación Familiar.
La mediación familiar es un procedimiento extrajudicial y voluntario en el cual un tercero, 

debidamente acreditado, denominado mediador familiar, informa, orienta y asiste, sin 
facultad decisoria propia, a los familiares en conflicto, con el fin de facilitar vías de diálogo y 
la búsqueda por éstos de acuerdos justos, duraderos y estables y al objeto de evitar el 
planteamiento de procedimientos judiciales contenciosos, o poner fin a los ya iniciados o 
bien reducir el alcance de los mismos.
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Artículo 3.  Conflictos objeto de mediación familiar.
Podrá ser objeto de mediación familiar cualquier conflicto familiar siempre que verse 

sobre materias respecto de las cuales el ordenamiento jurídico vigente reconozca a los 
interesados la libre disponibilidad o, en su caso, la posibilidad de ser homologados 
judicialmente; entendiendo por conflicto familiar aquel que surja entre cónyuges, parejas de 
hecho (estables o no), entre padres e hijos, abuelos con nietos, entre hijos o los que surjan 
entre los adoptados o acogidos y sus familias biológicas, adoptivas o de acogida; 
preferentemente los relativos al ejercicio de la patria potestad, guarda y custodia, régimen de 
visitas, pensiones, uso del domicilio familiar, disolución de bienes gananciales o en 
copropiedad, cargas y ajuar familiar, así como, en general, aquellos otros que se deriven o 
sean consecuencia de las relaciones paterno-filiales y familiares.

Artículo 4.  Principios informadores de la mediación familiar.
Todas las actuaciones derivadas del procedimiento de mediación familiar deberán estar 

presididas por los siguientes principios:
1. Voluntariedad y rogación de las partes en conflicto, en el sentido de que el 

procedimiento sólo podrá iniciarse a instancia de todas las partes en conflicto, pudiendo 
éstas apartarse o desistir en cualquier fase del procedimiento ya iniciado, siempre que no 
hubieran suscrito acuerdo alguno sobre los conflictos objeto de la mediación.

2. Flexibilidad y antiformalismo, en el sentido de que la mediación familiar se ha de 
desarrollar sin sujeción a procedimiento reglado alguno, a excepción de los mínimos 
requisitos establecidos en la presente Ley.

3. Inmediatez y carácter personalísimo, en el sentido de que todos los participantes, 
incluido el mediador familiar, han de asistir personalmente a todas las sesiones, sin que 
puedan valerse de representantes o intermediarios.

4. Confidencialidad y secreto profesional, en el sentido de que el mediador familiar 
actuante no podrá desvelar o utilizar ningún dato, hecho o documento del que conozca 
relativo al objeto de la mediación, ni aun después, cuando finalice la misma, haya acuerdo o 
no.

5. Imparcialidad y neutralidad del mediador familiar actuante, en el sentido de que éste 
debe garantizar el respeto de los puntos de vista de las partes en conflicto, preservando su 
igualdad en la negociación, absteniéndose de promover actuaciones que comprometan su 
necesaria neutralidad o la vulneración de derechos o intereses superiores, principalmente 
relativos a los hijos menores o discapacitados.

6. Reserva de las partes, en el sentido de que igualmente estas se obligan a guardar 
reserva de los datos, hechos o documentos de los que hayan tenido conocimiento en el 
curso de la mediación.

TÍTULO I
De los mediadores familiares y de las entidades de mediación familiar

Artículo 5.  De los mediadores familiares.
El profesional de la mediación familiar, salvo que otra disposición legal superior 

establezca lo contrario, deberá tener titulación universitaria en las carreras de Derecho, 
Psicología, Trabajo Social u otras Ciencias Sociales y estar inscrito en sus respectivos 
colegios profesionales, en su caso. Además deberá acreditar una formación específica en 
mediación familiar con los requisitos que reglamentariamente se establezcan, así como estar 
inscrito en el Registro Público de Mediadores Familiares de la Comunidad Autónoma de 
Canarias.

Artículo 6.  De las entidades de mediación familiar.
Los mediadores familiares, para el ejercicio de la actividad, pueden crear o integrarse en 

personas jurídicas, tanto de carácter público como privado. En todo caso, dichas personas 
jurídicas deben tener como único objeto social el conocimiento de asuntos de carácter 
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familiar, contar al menos con un mediador, y estar inscritas en el Registro Público de 
Mediadores Familiares de la Comunidad Autónoma de Canarias.

Artículo 7.  De los derechos del mediador familiar.
El mediador familiar siempre puede optar por renunciar a alguna mediación solicitada, no 

iniciando la misma o finalizando alguna ya iniciada, en ambos casos mediante escrito 
motivado justificativo de las causas.

Igualmente, el mediador familiar, salvo pacto expreso y voluntario al respecto, tiene 
derecho a la percepción de una compensación económica u honorarios, así como al 
reintegro de los gastos que la mediación le cause. Sus honorarios profesionales serán los 
mismos que establezcan las normas orientadoras de sus respectivos colegios profesionales.

Artículo 8.  De los deberes del mediador familiar.
El mediador familiar a lo largo de toda su actuación debe:
Facilitar la comunicación entre las partes y promover la comprensión entre ellas.
Inculcar a las partes la necesidad de velar por el interés superior de los hijos, 

particularmente de los hijos menores y de los discapacitados.
Propiciar que las partes tomen sus propias decisiones disponiendo de la información 

suficiente para que alcancen los acuerdos de una manera libre, voluntaria y exenta de 
cualquier coacción.

Mantener la confidencialidad y el secreto profesional, respecto de los hechos tratados en 
el curso de la mediación, ni aun después de hacer cesado la misma, haya habido o no 
acuerdo, no pudiendo desvelar o utilizar cualquier dato, hecho o documento de los que 
conozca con ocasión de la mediación ni aun después, cuando esta finalice, con o sin 
acuerdo.

Mantener la imparcialidad, no pudiendo tener designio anticipado o prevención a favor o 
en contra de alguna de las partes.

Ser neutral, ayudando a conseguir acuerdos sin imponer ni tomar parte por una solución 
o medida concreta.

Mantener la lealtad en el desempeño de sus funciones y con relación a las partes.
No intervenir como mediador familiar cuando haya intervenido como profesional a favor o 

en contra de alguna de las partes, ni actuar posteriormente en caso de litigio entre ellas, no 
pudiendo actuar en calidad de testigo de las partes.

Artículo 9.  De los deberes de las partes en litigio.
Las partes en la mediación familiar deberán:
Satisfacer las compensaciones económicas u honorarios y gastos ocasionados al 

mediador familiar.
Actuar de buena fe y predisposición a la búsqueda de acuerdos en todo el proceso de 

mediación familiar.
Cumplir con todos los acuerdos aceptados en la mediación familiar.

TÍTULO II
Desarrollo de las actuaciones de mediación familiar

Artículo 10.  Iniciación del proceso.
El proceso de mediación familiar se iniciará mediante solicitud escrita en tal sentido 

realizada por todas las partes en conflicto, o de cualquiera de ellas con el consentimiento de 
la otra.

Artículo 11.  De la propuesta y designación de la persona mediadora.
El mediador familiar habrá de ser aceptado por las partes en conflicto, pudiéndose 

designar del siguiente modo:
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Mediante designación de las partes en conflicto, o de una de ellas con el consentimiento 
de la otra.

Mediante designación por la entidad mediadora a la que se haya solicitado la mediación.
Mediante designación del colegio profesional o del organismo público competente en 

mediación familiar de entre los profesionales inscritos en sus respectivos colegios así como 
en el Registro de Mediadores Familiares de la Comunidad Autónoma Canaria.

Artículo 12.  De la reunión inicial.
Una vez instada la mediación por las partes, haberse designado el mediador familiar y 

haber aceptado éste la mediación, el mediador familiar deberá convocar a las partes en 
conflicto a la sesión inicial, en la cual el mediador informará a las partes de sus derechos y 
deberes, así como de los derechos y deberes del mediador, de las características del 
procedimiento, su duración, de las personas que van a intervenir como consultores, en su 
caso, de la compensación económica u honorarios profesionales que la misma devengue, 
así como de los gastos en que se incurra, debiéndose fijar además, las cuestiones que van a 
ser objeto de la mediación y la planificación de las sesiones que vayan a ser necesarias.

De la sesión inicial se levantará el acta inicial que deberá ser firmada por el mediador y 
las partes en conflicto en prueba de conformidad.

Artículo 13.  Duración del proceso de mediación familiar.
La duración de la mediación familiar dependerá de la naturaleza y conflictividad de las 

cuestiones a tratar, no pudiendo exceder de tres meses desde la fecha de la sesión inicial, si 
bien se puede prorrogar por otros tres meses, cuando mediante escrito debidamente 
motivado, se aprecie su necesidad a solicitud de las partes o del propio mediador.

Artículo 14.  Terminación del proceso de mediación.
El proceso de mediación familiar terminará mediante sesión, de la que se levantará el 

acta final, en la cual o bien se expresarán con la debida separación y claridad los acuerdos 
aceptados por las partes o bien la imposibilidad de haber alcanzado acuerdo alguno.

De dicha sesión, se levantará acta final, que deberá ser firmada por el mediador y por las 
partes en conflicto, en prueba de conformidad.

Del acta final, se librarán tantos ejemplares como partes en conflicto hayan.
Los acuerdos que consten en el acta final, serán válidos y obligarán a las partes que lo 

hayan suscrito, siempre que en ellos concurran los requisitos necesarios para la validez de 
los contratos.

El acta final podrá ser utilizada como base para que se redacten los documentos que 
según los casos correspondan.

 

TÍTULO III
Régimen sancionador

Artículo 15.  Potestad sancionadora.
El incumplimiento de los deberes que incumbe a los mediadores familiares según lo 

establecido en la presente Ley, en cuanto supongan actuaciones u omisiones constitutivas 
de infracción administrativa, conllevarán las sanciones que correspondan en cada caso, 
previa la instrucción de un expediente administrativo contradictorio, llevado a cabo por la 
consejería competente en materia de mediación familiar, y ello sin perjuicio de las acciones 
civiles y penales que contra los mismos se puedan iniciar por quien corresponda.

Artículo 16.  Infracciones.
Sin perjuicio de que sean constitutivas de delito o de responsabilidad u otra acción civil, 

las infracciones cometidas por los mediadores familiares en el ejercicio de su función, podrán 
ser muy graves, graves o leves.
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Artículo 17.  Infracciones muy graves.
Serán infracciones muy graves:
a) Toda actuación que suponga una discriminación por razón de raza, sexo, religión, 

lengua, opinión, lugar de nacimiento, vecindad o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social de las partes sometidas a la mediación.

b) El abandono de la función mediadora sin causa justificada, siempre que comporte un 
grave perjuicio para los menores u otras personas vulnerables implicadas en el proceso..

c) El incumplimiento del deber de confidencialidad y secreto profesional.
d) El incumplimiento del deber de neutralidad regulado por esta Ley.
e) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio grave a la 

Administración o a las partes sometidas a la mediación.
f) Haber sido sancionado por la comisión de tres faltas graves en un período de un año.

Artículo 18.  Infracciones graves.
Serán infracciones graves:
a) El abandono de la función mediadora sin causa justificada.
b) La intervención en un proceso de mediación cuando, según lo dispuesto en la 

presente Ley, el mediador no debía haber intervenido.
c) La grave falta de consideración con las partes sometidas a mediación.
d) Haber sido sancionado por la comisión de tres faltas leves en un periodo de un año.

Artículo 19.  Infracciones leves.
Serán infracciones leves:
a) El abandono de la función mediadora, aún con causa justificada, sin haberlo 

comunicado con la antelación suficiente para disponer la sustitución del mediador.
b) La negativa a proporcionar a la consejería competente en materia de mediación 

familiar los datos estadísticos que precise y le solicite.
c) El incumplimiento del deber de redacción de cualquiera de las actas de las sesiones 

de mediación.
d) El cobro de compensaciones económicas u honorarios, o gastos por la actividad 

mediadora, en aquellos supuestos en que las partes tengan reconocida la gratuidad de la 
misma.

e) El incumplimiento de cualquier otro deber que incumba al mediador que no esté 
calificado como infracción grave o muy grave.

Artículo 20.  Sanciones.
Por razón de las infracciones a las que se refiere la presente Ley, podrán imponerse las 

siguientes sanciones:
a) Baja definitiva en el Registro de Mediadores en los supuestos contemplados en el 

artículo 17 de la presente Ley.
b) Suspensión temporal para poder actuar como mediador por un período de un día a un 

año, en los supuestos contemplados en el artículo 18 de la presente Ley.
c) Amonestación por escrito, en los supuestos contemplados en el artículo 19 de la 

presente Ley.
Todas las sanciones se consignarán en el Registro de Mediadores donde el infractor se 

encuentre inscrito, debiéndose comunicar igualmente a sus respectivos colegios 
profesionales.
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TÍTULO IV
Gratuidad de la mediación

Artículo 21.  Gratuidad de la mediación.
La prestación del servicio de mediación será gratuita para aquellas personas que reúnan 

la condición de beneficiarias del derecho de asistencia jurídica gratuita en cada momento 
vigente.

Cuando el beneficio de mediación familiar gratuita corresponda sólo a una de las partes 
en conflicto, la otra sólo tendrá que abonar la mitad del coste u honorarios de la mediación.

La consejería competente en materia de mediación familiar determinará 
reglamentariamente los requisitos y condiciones de dicha gratuidad, así como los plazos y 
cuantías de los honorarios que se satisfarán a los mediadores en dichos supuestos de 
gratuidad.

TÍTULO V
De la competencia

Artículo 22.  De la competencia.
En los supuestos de mediación familiar, será competente la consejería que en cada 

momento tenga atribuidas competencias en Justicia.

TÍTULO VI
Del Registro de Mediadores

Artículo 23.  Del Registro de Mediadores.
En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente Ley, la consejería 

competente en materia de mediación familiar creará el Registro de Mediadores Familiares, 
en donde se inscribirán las personas físicas y jurídicas que reúnan los requisitos de 
capacidad y aptitud para el desempeño de esta función, en los términos expresados en la 
presente Ley.

Su organización y funcionamiento, deberán ser desarrollados reglamentariamente dentro 
del plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.

Disposición transitoria única.  
A partir de la creación del Registro Público de Mediadores Familiares de la Comunidad 

Autónoma de Canarias y en el plazo de seis meses, podrán inscribirse como mediadores 
aquellos titulados universitarios que, careciendo de la titulación exigida en la presente Ley, 
acrediten una formación específica o experiencia suficiente en temas de mediación familiar 
con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, en las condiciones que 
reglamentariamente se establezcan.

Disposiciones final primera.  Desarrollo reglamentario.
Se autoriza a la consejería competente en materia de mediación familiar para que, en el 

plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente Ley, dicte las disposiciones 
reglamentarias precisas para el desarrollo y ejecución de esta Ley.

Disposiciones final segunda.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial 

de Canarias».
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§ 287

Ley 4/2003, de 28 de febrero, de Asociaciones de Canarias. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 47, de 10 de marzo de 2003

«BOE» núm. 78, de 1 de abril de 2003
Última modificación: 10 de noviembre de 2014

Referencia: BOE-A-2003-6500

[ . . . ]
CAPÍTULO III
Organización

[ . . . ]
Sección 1.ª Asamblea General

[ . . . ]
Artículo 23.  Impugnación de acuerdos.

1. Los acuerdos de la asamblea general son impugnables en la forma prevista en las 
leyes.

2. A solicitud de los interesados, las impugnaciones que tengan por objeto actos 
inscribibles en el Registro de Asociaciones serán anotadas en éste, así como su resolución 
definitiva y la adopción de medidas cautelares acordadas por órgano judicial o autoridad 
competente cuando afecten a la eficacia de los acuerdos adoptados.

3. Las controversias derivadas de los acuerdos adoptados pueden someterse a arbitraje 
en los términos de la legislación vigente, si no hay disposición en contra en los estatutos.

Sección 2.ª Órgano de representación

[ . . . ]
Artículo 29.  Documentación e impugnación de acuerdos.

1. Las asociaciones han de disponer de una relación actualizada de sus asociados, llevar 
una contabilidad que permita obtener la imagen fiel del patrimonio, del resultado y de la 
situación financiera de la entidad, así como de las actividades realizadas, efectuar un 
inventario de sus bienes y recoger en un libro de actas los acuerdos adoptados en las 
reuniones de sus órganos de gobierno y representación. Deberán llevar su contabilidad 
conforme a las normas específicas que les resulten de aplicación.
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2. Los asociados podrán acceder a toda la documentación que se relaciona en el 
apartado anterior, a través de los órganos de representación, en los términos previstos en la 
Ley orgánica que regule la protección de datos de carácter personal.

3. Son aplicables al régimen de acuerdos y resoluciones del órgano de representación 
las normas sobre impugnaciones de acuerdos y arbitraje establecidas para la asamblea 
general.

4. De la impugnación de los acuerdos y resoluciones del órgano de representación debe 
darse cuenta a la asamblea general para su ratificación o revocación.

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Relaciones con la Administración

[ . . . ]
Artículo 43.  El Consejo Canario de Asociaciones.

1. El Consejo Canario de Asociaciones, es un órgano de participación y consulta de la 
Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias para el ejercicio de sus 
competencias en la materia.

2. La estructura y composición del Consejo Canario de Asociaciones se determinará 
reglamentariamente, debiendo formar parte del mismo representantes de la Administración 
Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, de las asociaciones, federaciones y 
confederaciones de asociaciones de ámbito autonómico y de la representación municipal e 
insular en los consejos insulares de asociaciones.

3. Son funciones del Consejo Canario de Asociaciones:
a) Asesorar e informar sobre cualquier propuesta normativa que afecte directamente al 

régimen general de las asociaciones.
b) Proponer las actuaciones tendentes a la promoción y fomento de las asociaciones y 

emitir su criterio sobre la operatividad y efectividad de las actuaciones administrativas de 
apoyo y promoción.

c) Informar en los procedimientos de declaración de asociaciones de interés público de 
Canarias.

d) Asesorar e informar a las asociaciones y establecer programas de formación para 
promover y hacer eficaz el movimiento asociativo.

e) Mediar en los conflictos internos o que se den entre distintas asociaciones cuando sea 
requerido por las mismas.

f) Ejercer la administración del arbitraje y proveer a la designación de los árbitros en los 
conflictos surgidos en asociaciones de ámbito autonómico cuando las partes se lo 
encomienden, en los términos de la legislación del Estado.

4. En los términos reglamentarios el Consejo podrá recabar de los órganos de la 
Administración Pública de la Comunidad Autónoma y de los organismos y entidades 
dependientes de la misma la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

[ . . . ]
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§ 288

Ley 6/2006, de 17 de julio, del Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 141, de 21 de julio de 2006

«BOE» núm. 199, de 21 de agosto de 2006
Última modificación: 15 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-2006-14968

[ . . . ]
TÍTULO I

Negocios jurídicos patrimoniales

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Enajenación y gravamen de bienes y derechos

[ . . . ]
Sección 7.ª Cesión de uso y gravamen de bienes y derechos

[ . . . ]
Artículo 59.  Imposición de cargas y gravámenes.

1. Al margen de lo expuesto en los artículos anteriores respecto a la cesión de uso, no 
podrán gravarse los bienes y derechos patrimoniales de la Comunidad Autónoma sino con 
los requisitos establecidos para su enajenación.

2. Las transacciones, así como el sometimiento o arbitraje de las contiendas que se 
susciten sobre ellas, se acordarán, por decreto del Gobierno, a propuesta del consejero 
competente en materia de hacienda, previo dictamen del Consejo Consultivo de Canarias.

[ . . . ]
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§ 289

Ley 11/2006, de 11 de diciembre, de la Hacienda Pública Canaria. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 244, de 19 de diciembre de 2006

«BOE» núm. 47, de 23 de febrero de 2007
Última modificación: 31 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2007-3825

TÍTULO I
Del ámbito de aplicación y régimen de la Hacienda Canaria

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del Régimen de la Hacienda Pública

[ . . . ]
Sección 3.ª Derechos de la Hacienda Pública

[ . . . ]
Artículo 10.  Límites a que están sujetos los derechos de la Hacienda Pública.

1. No se podrán enajenar, gravar ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda 
Pública fuera de los casos regulados por las leyes.

2. No se concederán exenciones, condonaciones, rebajas ni moratorias en el pago de los 
derechos a la Hacienda Pública, sino en los casos y formas que determinen las leyes, sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 18 de esta Ley.

3. No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda 
Pública, ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten respecto de los mismos, sino 
mediante decreto acordado en Gobierno, previo dictamen del Consejo Consultivo de 
Canarias.

[ . . . ]
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TÍTULO V
Del Tesoro, de la Deuda y de las operaciones financieras de la Comunidad 

Autónoma de Canarias

[ . . . ]
CAPÍTULO III
De la deuda

[ . . . ]
Sección 2.ª Deuda de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de 

Canarias

[ . . . ]
Artículo 93.  Competencia para la formalización de las operaciones relativas a la deuda.

1. Corresponde al consejero competente en materia de hacienda formalizar la creación 
de deuda de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias mediante 
emisiones de valores u operaciones de crédito, así como formalizar las operaciones basadas 
en instrumentos financieros, dando cuenta al Gobierno.

2. Las operaciones relativas a la deuda de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de Canarias se realizarán en los mercados financieros conforme a las normas, 
reglas, técnicas, condiciones y cláusulas usuales en tales mercados, pudiendo acordar el 
sometimiento a arbitraje o la remisión a una legislación o tribunales extranjeros, siempre que 
se observe lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.

[ . . . ]
TÍTULO VI

De los avales de la Comunidad Autónoma de Canarias

[ . . . ]
Artículo 104.  Contenido.

1. Sin perjuicio de las condiciones que puedan haberse establecido en la preceptiva 
orden de concesión, el consejero competente en materia de hacienda podrá convenir las 
cláusulas que resulten usuales en los mercados financieros.

2. En particular, podrá acordar:
a) La renuncia al beneficio de excusión que establece el artículo 1830 del Código Civil.
b) Excepcionalmente, en los avales que garanticen operaciones de crédito exterior, el 

sometimiento a arbitraje o la remisión a una legislación o tribunales extranjeros, siempre que 
se observe lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.

3. Los avales se presumirán otorgados con carácter subsidiario, salvo que al concederse 
se hubiera dispuesto expresamente otra cosa.

4. El aval concedido no podrá garantizar más que el pago del principal y de los intereses.
5. Asimismo, el consejero competente en materia de hacienda podrá establecer 

mecanismos para limitar el riesgo de ejecución del aval otorgado.

[ . . . ]
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§ 290

Ley 13/2007, de 17 de mayo, de Ordenación del Transporte por 
Carretera de Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 104, de 24 de mayo de 2007
«BOE» núm. 143, de 15 de junio de 2007

Última modificación: 10 de noviembre de 2014
Referencia: BOE-A-2007-11752

[ . . . ]
Disposición adicional sexta.  Junta Arbitral de Transporte Terrestre de Canarias.

1. La Junta Arbitral de Transporte Terrestre de Canarias es el órgano de protección y 
defensa de las partes intervinientes en el transporte terrestre.

2. Ejercerá, además de las funciones arbitrales que le atribuye la legislación del Estado, 
las que esta Ley y sus reglamentos le encomienden.

3. Tendrá como función principal la resolución, de acuerdo con lo previsto en la 
legislación sobre arbitraje, de las controversias que le sometan voluntariamente las partes, 
surgidas en relación con el cumplimiento de los contratos de los distintos modos de 
transportes y de las actividades relacionados con los mismos.

4. Las Administraciones Públicas con competencias en materia de transporte terrestre, 
por propia iniciativa o a instancia de persona interesada, podrán solicitar a la Junta Arbitral 
de Transportes de Canarias informe sobre las condiciones de cumplimiento de los contratos, 
sus cláusulas generales y particulares, las tarifas aplicables y los usos de comercio, así 
como las demás funciones que se establezcan reglamentariamente.

5. Reglamentariamente se establecerá su composición en función de la materia objeto 
de los contratos y las normas de funcionamiento que, en todo caso, deberán asegurar la 
presencia de este órgano en todos los territorios insulares de Canarias.

[ . . . ]
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§ 291

Ley 4/2011, de 18 de febrero, de fomento de la colombofilia canaria y 
protección de la paloma mensajera de la Comunidad Autónoma de 

Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 44, de 2 de marzo de 2011
«BOE» núm. 62, de 14 de marzo de 2011
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2011-4631

[ . . . ]
TÍTULO V

De la potestad sancionadora y de la disciplina deportiva

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Resolución extrajudicial de conflictos en materia colombófila

Artículo 34.  Conciliación y arbitraje.
Para facilitar la solución de diferencias y los conflictos surgidos en la práctica o desarrollo 

de la actividad colombófila, los interesados podrán acudir a fórmulas de conciliación y 
arbitraje, de acuerdo a lo establecido en la legislación existente a tal fin, sometiéndose al 
dictamen del Tribunal Arbitral del Deporte Canario creado por la Ley Canaria del Deporte, y 
teniendo los laudos dictados en estos procedimientos los efectos contemplados en la Ley de 
Arbitraje.

El Tribunal Arbitral del Deporte Canario contemplará para la resolución de los conflictos 
que se le planteen en el ámbito colombófilo una composición que se determinará 
reglamentariamente, de conformidad con lo previsto en el artículo 73 de la Ley Canaria del 
Deporte.

[ . . . ]
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§ 292

Ley 1/2019, de 30 de enero, de la Actividad Física y el Deporte de 
Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 27, de 8 de febrero de 2019
«BOE» núm. 50, de 27 de febrero de 2019

Última modificación: 9 de abril de 2019
Referencia: BOE-A-2019-2713

[ . . . ]
TÍTULO VI

La justicia deportiva

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

La resolución extrajudicial de conflictos en el deporte

Artículo 99.  La mediación, conciliación y el arbitraje.
Con objeto de facilitar la solución de litigios de carácter privado, surgidos de la práctica o 

desarrollo del deporte y, en general, de cualquier actividad relativa al deporte, los 
interesados podrán aplicar las fórmulas de mediación, conciliación y arbitraje, en los 
términos y bajo las condiciones establecidas por la normativa estatal sobre la materia.

Artículo 100.  El Tribunal Arbitral del Deporte Canario.
1. El Tribunal Arbitral del Deporte Canario, adscrito orgánicamente al departamento 

competente en materia de deporte, es el órgano institucionalizado dedicado a la mediación y 
arbitraje en materia deportiva.

2. Su constitución, composición, organización y régimen de funcionamiento se 
determinarán reglamentariamente.

[ . . . ]
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§ 293

Ley 4/2022, de 31 de octubre, de Sociedades Cooperativas de 
Canarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 222, de 10 de noviembre de 2022
«BOE» núm. 284, de 26 de noviembre de 2022

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2022-19625

[ . . . ]
TÍTULO III

Del asociacionismo cooperativo

[ . . . ]
Artículo 147.  Competencias.

Corresponde a las uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas las 
siguientes funciones:

a) Representar a los miembros que asocian de acuerdo con lo que establezcan sus 
estatutos.

b) Ejercer la conciliación en los conflictos surgidos entre las entidades asociadas o entre 
estas y sus personas socias, sociedades cooperativas que asocien, o entre estas y sus 
personas socias, cuando así lo soliciten ambas partes voluntariamente.

c) Organizar y facilitar servicios de asesoramiento, auditoría, asistencia jurídica o técnica 
y todas las que sean convenientes para los intereses de las personas socias.

d) Participar en las instituciones y en los organismos de la Administración pública que 
afecten al perfeccionamiento del régimen legal relacionado con las cooperativas, así como 
en los organismos que tengan competencia o funciones respecto de la ordenación 
socioeconómica.

e) Fomentar la promoción y formación cooperativa.
f) Realizar cualquier otra actividad de análoga naturaleza que recojan los estatutos 

sociales.

[ . . . ]
Disposición adicional cuarta.  Arbitraje.

Las discrepancias o controversias que puedan plantearse en las sociedades 
cooperativas, entre el órgano de administración o las personas apoderadas, el comité de 
recursos y las personas socias, incluso en el período de liquidación, podrán ser sometidas a 
arbitraje de derecho regulado por la legislación estatal de arbitraje. No obstante, si la 
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discrepancia afecta substancialmente a los principios cooperativos, las partes discrepantes 
podrán acudir al arbitraje de equidad regulado en la legislación civil.

[ . . . ]
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§ 294

Ley 1/1973 de 1 de marzo, por la que se aprueba la Compilación del 
Derecho Civil Foral de Navarra. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 57, de 7 de marzo de 1973

Última modificación: 15 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-1973-330

[ . . . ]
LIBRO PRELIMINAR

[ . . . ]
TÍTULO IV

De la prescripción extintiva y de la caducidad de las acciones

CAPÍTULO I
De la prescripción de las acciones

[ . . . ]
Ley 36.  Interrupción de la prescripción.

La prescripción se interrumpe por la interposición de la demanda, la presentación de una 
solicitud de conciliación, el inicio del procedimiento arbitral, la reclamación extrajudicial y el 
reconocimiento expreso o implícito del derecho o de la obligación.

Suspensión. El cómputo de los plazos de prescripción quedará suspendido en los 
siguientes supuestos:

1. A consecuencia de la presentación de una solicitud de beneficio de asistencia jurídica 
gratuita y hasta la designación definitiva de abogado.

2. Durante la sustanciación de las diligencias preliminares o de otros actos preparatorios 
semejantes e imprescindibles para la válida constitución de la relación jurídico-procesal.

3. Durante la tramitación de las reclamaciones administrativas previas cuando estas 
sean preceptivas.

4. En las pretensiones de las que sean titulares personas menores de edad, mientras no 
dispongan de representación legal.

5. En las pretensiones de las que sean titulares personas con discapacidad que tengan 
establecidas medidas de apoyo para el ejercicio de su capacidad jurídica, mientras no 
dispongan de la representación o del apoyo para complementar su capacidad previstos en 
dichas medidas.
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6. Por la constancia formal del inicio de un proceso de mediación.
7. En las pretensiones que se tengan frente a un patrimonio hereditario del que se 

desconozcan sus herederos, mientras no haya sido designado defensor judicial.
8. Por razones de fuerza mayor.

[ . . . ]
LIBRO I

De las Personas, de la Familia y de la Casa navarra

[ . . . ]
Ley 49 bis.  Medidas voluntarias de apoyo.

Cuando se prevea razonablemente en los dos años anteriores a la mayoría de edad que 
un menor sujeto a responsabilidad parental o a tutela pueda, después de alcanzada aquella, 
precisar de apoyo en el ejercicio de su capacidad jurídica, se estará a las previsiones 
realizadas por dicho menor para cuando alcance la mayoría de edad, o, en ausencia de las 
mismas, a las que establezca la autoridad judicial a petición del menor, de los progenitores, 
del tutor o del Ministerio Fiscal, dando participación al menor en el proceso y atendiendo a su 
voluntad, deseos y preferencias.

[ . . . ]
TÍTULO V

De la responsabilidad parental

[ . . . ]
Ley 67.  Ejercicio de la responsabilidad parental.

a) Regla general. Los deberes y facultades inherentes a la responsabilidad parental y 
todas las decisiones derivadas de los mismos se ejercerán y adoptarán por los progenitores 
según lo convenido y, en defecto de pacto, por ambos conjuntamente o por uno solo de ellos 
con el consentimiento expreso o tácito del otro.

Serán, sin embargo, válidos los actos que cualquiera de ellos realice por sí solo para 
atender a las necesidades ordinarias de los hijos, según las circunstancias familiares y el uso 
del lugar o en situaciones que exijan una urgente solución.

b) Atribución legal del ejercicio individual. Sin perjuicio de otros supuestos previstos en 
las leyes civiles o penales, en los casos en que uno de los progenitores tuviere establecidas 
medidas de apoyo representativo o de que hubiere sido declarado ausente, la 
responsabilidad parental será ejercida por el otro.

c) Atribución judicial del ejercicio individual. Cada progenitor podrá solicitar la 
intervención judicial:

1. En supuestos de imposibilidad del otro y con la finalidad de recabar la atribución 
exclusiva del ejercicio de la responsabilidad parental.

2. Cuando se produzca cualquier causa que dificulte gravemente el ejercicio conjunto de 
la responsabilidad parental, al objeto de que el juez pueda atribuir, total o parcialmente, el 
ejercicio a los progenitores separadamente o distribuir entre ellos sus funciones por el tiempo 
que razonadamente se estime adecuado, y sin perjuicio de que pueda adoptar directamente 
las medidas que mejor protejan los intereses de los menores.

3. En caso de que existan desacuerdos en el ejercicio de la misma, a fin de que el juez 
atribuya a uno de ellos la facultad de decidir. Cuando tales desacuerdos sean reiterados, el 
juez podrá adoptar cualquiera de las resoluciones previstas en el número anterior.

Los procedimientos judiciales previstos en este apartado se sustanciarán por los trámites 
de la Jurisdicción Voluntaria.
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d) Mediación. En los procedimientos iniciados por motivo de desacuerdos, los 
progenitores pueden someter sus discrepancias a mediación.

[ . . . ]
Ley 69.  

Pacto de parentalidad. Cuando los progenitores acuerden la forma en que ejercerán 
corresponsablemente los deberes y facultades parentales, deberán presentar, en su caso, 
como parte integrante del Convenio Regulador que corresponda, un pacto de planificación 
parental que incluya los siguientes extremos:

1. El lugar o lugares donde vivirán los hijos con uno y otro en cada momento, 
estableciendo cuál de ellos figurará a efectos de empadronamiento, así como el modo en 
que compartirán la adopción de todas las decisiones que sean relevantes para el desarrollo 
de la personalidad de sus hijos.

2. Los períodos de convivencia y estancia de los hijos con cada progenitor, la forma de 
comunicación de los mismos con el que en cada momento no los tenga bajo su cuidado y los 
aspectos personales y económicos que afecten al cambio de guarda entre ambos.

3. Las tareas de las que se responsabiliza cada uno de ellos en las actividades escolares 
y extraescolares diarias de los menores con mención, en su caso, de la intervención o ayuda 
de terceras personas y el medio por el que se transmitirán recíprocamente toda la 
información relevante de sus hijos.

4. Los medios y forma de contribución económica de cada uno al sostenimiento de todas 
las necesidades ordinarias y extraordinarias de sus hijos, especificando unas y otras, con 
expresión de las circunstancias de toda índole que hayan fundamentado su establecimiento.

5. El uso y destino de la que fue durante la convivencia la vivienda familiar y del ajuar 
contenido en ella, con la atribución, en su caso, del derecho de uso a uno de ellos o a 
ambos, duración y condiciones del mismo y repercusión que tal atribución tenga en la 
contribución al sostenimiento de las necesidades de los menores.

6. El modo en que los menores se relacionarán con otros familiares y allegados cuando 
ello se considere necesario para respetar su interés y siempre que conste el consentimiento 
de las personas con las que se establezcan las relaciones.

Los progenitores podrán incluir en el pacto de parentalidad su compromiso de recurrir a 
la mediación familiar para resolver las diferencias derivadas de su aplicación.

Ley 70.  
Medidas judiciales. Cuando falte el acuerdo de los progenitores, será el juez quien 

adopte todas las medidas que mejor protejan el interés de los menores en relación con los 
deberes y facultades que integran su responsabilidad parental.

A tal fin, cada uno de ellos deberá aportar en su solicitud, dentro del procedimiento de 
que se trate, una propuesta de plan de responsabilidad parental con el contenido a que se 
refiere la ley anterior.

Con carácter previo al ejercicio de la acción judicial correspondiente, ambos progenitores 
podrán someter sus discrepancias a mediación familiar con el fin de alcanzar un pacto de 
planificación parental.

Una vez iniciado el procedimiento, el juez podrá proponer a ambos acudir a dicha 
mediación cuando considere posible que alcancen dicho pacto.

[ . . . ]
TÍTULO VI

Régimen de bienes en el matrimonio

[ . . . ]
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CAPÍTULO VI
Principios comunes finalizada su vigencia

Ley 103.  
Libertad de pacto. Los cónyuges podrán pactar en previsión de la ruptura matrimonial o 

una vez producida esta, todos los efectos económicos derivados de la misma, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el título V para aquellos relacionados con la responsabilidad parental 
sobre sus hijos menores de edad.

Dichos pactos tendrán los efectos que correspondan según se hayan otorgado en 
documento privado o público o hayan sido incorporados al Convenio Regulador de nulidad, 
separación o divorcio.

Los cónyuges podrán incluir en los mismos su compromiso de recurrir a la mediación 
para resolver las diferencias derivadas de su aplicación.

[ . . . ]
LIBRO II

De las donaciones y sucesiones

[ . . . ]
TÍTULO XX

De la partición de herencia

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Partición por los herederos

Ley 345.  Modos de hacerla.
A falta de partición realizada en cualquiera de las formas previstas en el capítulo III, los 

herederos, por acuerdo unánime, podrán distribuir la herencia de la manera que tengan por 
conveniente.

La partición así realizada será válida y plenamente eficaz sin necesidad de intervención 
ni de aprobación judicial, cuando los herederos menores no emancipados se hallaren 
legalmente representados en esta y cuando actúe la persona designada en las medidas 
establecidas o existentes para el apoyo de la capacidad jurídica de los herederos.

Si no hubiere acuerdo entre los herederos, quedará a salvo el derecho de cualquiera de 
estos para ejercitarlo en la forma prevenida en la Ley de Enjuiciamiento Civil, sin perjuicio del 
sometimiento de sus discrepancias a mediación o decisión arbitral.
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LIBRO III
De los bienes

TÍTULO I
De la propiedad y posesión de las cosas

CAPÍTULO I
Principios generales

[ . . . ]
Ley 359.  

Interrupción. La usucapión se interrumpe por la pérdida de la posesión, por la 
reclamación judicial, por la oposición judicial a la usucapión en curso, por la presentación de 
una solicitud de conciliación, por el inicio del procedimiento arbitral, por reclamación 
extrajudicial y por el reconocimiento por el poseedor del derecho del dueño.

[ . . . ]
TÍTULO III

De las servidumbres

[ . . . ]
Ley 398.  

Interrupción de la prescripción. La prescripción se interrumpirá por la reclamación 
judicial, por la oposición judicial a la prescripción en curso por parte del titular del bien, por la 
presentación de una solicitud de conciliación, por el inicio del procedimiento arbitral, por la 
reclamación extrajudicial y por la formalización de un acto obstativo o por un ostensible signo 
prohibitivo.

[ . . . ]
Disposición transitoria sexta.  Efecto sobre las capitulaciones matrimoniales de la 
prodigalidad.

En los casos de prodigalidad de alguno de los cónyuges que hubieran pactado en 
capitulaciones el régimen económico de su matrimonio, serán aplicables las disposiciones 
del Código Civil mientras sigan vigentes medidas adoptadas conforme a las disposiciones 
transitorias segunda y quinta de la Ley 8/2021, de 2 de junio, por la que se reforma la 
legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de 
su capacidad jurídica.

El mismo régimen será el aplicable en caso de subsistencia de medidas adoptadas 
respecto a alguno de los cónyuges precisados de apoyos para el ejercicio de su capacidad 
jurídica con anterioridad a la citada Ley.

[ . . . ]

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 294  Ley por la que se aprueba la Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra [parcial]

– 1053 –



§ 295

Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de 
Navarra. [Inclusión parcial]

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 84, de 13 de julio de 1990

«BOE» núm. 192, de 11 de agosto de 1990
Última modificación: 14 de febrero de 2023

Referencia: BOE-A-1990-19817

[ . . . ]
TÍTULO IV

Bienes de las Entidades locales

CAPÍTULO I
De los bienes en general

[ . . . ]
Sección 4.ª Defensa, conservación y recuperación

[ . . . ]
Artículo 116.  

1. Las Entidades locales no pueden allanarse a las demandas judiciales que afecten al 
dominio y demás derechos integrantes de su patrimonio, ni transigir sobre los mismos, si no 
es mediante acuerdo del Pleno adoptado por mayoría absoluta del número legal de 
miembros de la Corporación. Si el allanamiento o transacción se refiere a bienes comunales 
requerirán, además, la previa y expresa aprobación del Gobierno de Navarra.

2. El sometimiento a arbitraje de las controversias o litigios sobre los bienes de derecho 
privado requerirá asimismo acuerdo del Pleno por votación favorable de la mayoría absoluta 
del número legal de los miembros de la Corporación.

[ . . . ]
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TÍTULO IX
Procedimiento y régimen jurídico. Impugnación y control de las actuaciones de 

las Entidades locales de Navarra

CAPÍTULO I
Procedimiento y régimen jurídico

[ . . . ]
Sección 2.ª Acuerdos y resoluciones

[ . . . ]
Artículo 322.  

1. Será necesario el informe previo del Secretario, y, en su caso, del Interventor o de 
quienes legalmente les sustituyan, para la adopción de acuerdos en los siguientes casos:

a) Cuando se refieran a materias para las que se exija una mayoría especial.
b) Siempre que lo ordene el Presidente de la Corporación o lo solicite un tercio de los 

miembros que la integren con antelación suficiente a la celebración de la sesión en que 
hubieren de tratarse.

c) En los demás supuestos en que lo establezca la legislación de régimen local y, en su 
caso, la legislación sectorial.

2. Los informes preceptivos a que se hace mención en el número anterior se emitirán por 
escrito, con expresión de la legislación en cada caso aplicable y la adecuación de las 
propuestas de acuerdo a la misma.

3. Los acuerdos para el ejercicio de las acciones necesarias para la defensa de los 
bienes y derechos de las Entidades locales, así como para allanarse a las demandas 
judiciales o transigir sobre los mismos, deberán adoptarse previo dictamen del Secretario, de 
la Asesoría Jurídica, en su caso, o de un Letrado.

[ . . . ]
Disposición adicional duodécima.  

1. En cada Merindad se constituirá una Junta Arbitral de Comunales de carácter mixto, 
en la que tendrán representación los beneficiarios de los aprovechamientos comunales. La 
composición y funcionamiento de dichas Juntas se regularán reglamentariamente.

2. Las Juntas Arbitrales de Comunales tendrán carácter consultivo para las Entidades 
locales en todas las materias cuya competencia se atribuyó a las mismas en la sección 
segunda, capítulo II, del título cuarto. Sus informes serán preceptivos, no vinculantes y de 
carácter público.

[ . . . ]
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§ 296

Ley Foral 15/2001, de 5 de julio, del Deporte de Navarra. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 86, de 16 de julio de 2001

«BOE» núm. 190, de 9 de agosto de 2001
Última modificación: 11 de abril de 2019

Referencia: BOE-A-2001-15675

[ . . . ]
TÍTULO IX

De la justicia deportiva

CAPÍTULO I
Del Comité de Justicia Deportiva de Navarra

Artículo 125.  Naturaleza.
1. El Comité de Justicia Deportiva de Navarra es el órgano superior en materia de justicia 

deportiva en el ámbito de la Comunidad Foral.
2. El Comité de Justicia Deportiva de Navarra estará adscrito orgánicamente a la 

Administración deportiva de la Comunidad Foral, y actuará con total independencia respecto 
de éste, decidiendo en última instancia administrativa sobre las cuestiones de su 
competencia.

Artículo 126.  Competencias.
1. Son competencias del Comité de Justicia Deportiva de Navarra:
a) El conocimiento y resolución de los recursos que se deduzcan contra los acuerdos de 

las federaciones deportivas y, en su caso, de otras entidades deportivas, dictados en 
ejercicio de las funciones públicas que las mismas tienen delegadas.

b) El conocimiento y resolución, en vía de recurso, de las pretensiones que se deduzcan, 
contra los acuerdos de los órganos titulares de la potestad disciplinaria deportiva.

c) El conocimiento y resolución de los recursos que se presenten contra los acuerdos de 
los órganos de las federaciones deportivas de Navarra en materia de elecciones a los 
órganos de gobierno y representación federativos.

d) El conocimiento y resolución de los conflictos que puedan suscitarse entre las 
federaciones deportivas o sus órganos disciplinarios, en el ámbito de la disciplina deportiva.
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e) La tramitación y resolución de expedientes disciplinarios deportivos y el conocimiento 
de cuantas cuestiones sobre las materias precedentes, estime tratar de oficio o a instancia 
de la Administración de la Comunidad Foral.

f) Resolver, en su caso, a través de la institución del arbitraje, las cuestiones litigiosas 
que puedan plantearse en el seno de las federaciones deportivas.

g) Defender los derechos de los deportistas, en los términos que reglamentariamente se 
establezcan.

h) Cualquier otra competencia que le sea atribuida o delegada de conformidad con el 
ordenamiento jurídico.

2. Las resoluciones del Comité de Justicia Deportiva de Navarra agotan la vía 
administrativa y podrán ser objeto de recurso en el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo.

Artículo 127.  Composición y régimen de funcionamiento.
1. Los miembros del Comité de Justicia Deportiva de Navarra serán licenciados en 

derecho, con experiencia reconocida en la materia y ámbito jurídico-deportivo.
2. El Comité estará asistido por un secretario, con voz pero sin voto, designado por la 

Administración deportiva de la Comunidad Foral, entre los funcionarios adscritos al mismo y 
con experiencia reconocida en la materia y ámbito jurídico-deportivo.

3. La composición y régimen de funcionamiento del Comité de Disciplina Deportiva de 
Navarra se establecerá reglamentariamente.

4. Los cargos de los miembros del Comité de Disciplina Deportiva de Navarra tendrán 
carácter honorífico, devengando tan sólo las dietas que correspondan de conformidad con 
las disposiciones vigentes.

CAPÍTULO II
Del arbitraje

Artículo 128.  Ámbito federativo.
1. Los estatutos y reglamentos de las federaciones deportivas deberán prever y regular 

el arbitraje como medio para resolver extrajudicialmente las cuestiones litigiosas que puedan 
plantearse en su seno y entre sus miembros, en materias de libre disposición.

2. En los términos y bajo las condiciones de la legislación general en la materia, se 
establecerá reglamentariamente el régimen del arbitraje en este ámbito.

3. Dichas normas reglamentarias deberán contemplar los siguientes aspectos:
a) Relación de cuestiones que puedan ser objeto de arbitraje.
b) Formas de aceptación de tales fórmulas de arbitraje por las personas afectadas.
c) Procedimiento de aplicación de dichas fórmulas arbitrales, respetando en todo caso 

los principios de contradicción e igualdad.
d) Órganos o personas encargadas de resolver las diferencias y procedimiento para su 

designación.
e) Fórmulas de ejecución de los laudos.
4. La sumisión a sistemas de arbitraje tendrá en cualquier caso carácter voluntario, 

quedando prohibidas cualesquiera normas o acuerdos que obliguen a las personas y 
entidades integradas en las federaciones deportivas a resolver sus conflictos mediante 
fórmulas arbitrales.

Artículo 129.  Promoción del arbitraje.
La Administración de la Comunidad Foral promoverá el arbitraje como fórmula adecuada 

para la resolución de conflictos en materia deportiva.

[ . . . ]
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§ 297

Ley Foral 14/2006, de 11 de diciembre, de Cooperativas de Navarra. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 149, de 13 de diciembre de 2006

«BOE» núm. 4, de 4 de enero de 2007
Última modificación: 1 de abril de 2022

Referencia: BOE-A-2007-191

[ . . . ]
TÍTULO III

Del asociacionismo y promoción de las cooperativas

CAPÍTULO I
Del asociacionismo cooperativo

[ . . . ]
Artículo 84.  De las asociaciones y uniones.

1. El número mínimo de cooperativas para constituir una asociación, una unión o 
cualquier otra entidad, será de cinco.

Las asociaciones agruparán diferentes cooperativas vinculadas por intereses comunes.
Las uniones agruparán diferentes cooperativas de un mismo sector o clase.
2. Las asociaciones, uniones y demás entidades tendrán los fines, características y 

régimen que determinen sus propios estatutos y, entre otros, los siguientes:
a) Representar a los miembros que asocien, de acuerdo con lo que establezcan sus 

estatutos.
b) Ejercer la conciliación en los conflictos surgidos entre las sociedades cooperativas que 

asocien, o entre éstas y sus socios.
c) Organizar servicios de asesoramiento, de auditoría, de asistencia jurídica o técnica, y 

cuantos sean convenientes a los intereses de sus socios.
d) Participar, cuando la Administración Pública lo solicite, en las instituciones y 

organismos de ésta, en orden al perfeccionamiento del régimen legal, así como en 
cualesquiera otras instituciones socioeconómicas.

e) Fomentar la promoción y formación cooperativa.
f) Ejercer cualquier otra actividad de naturaleza análoga.
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3. Las asociaciones, uniones y demás entidades podrán, a su vez, asociarse o 
establecer relaciones de colaboración con otras existentes en Navarra o en las 
Comunidades Autónomas, así como con otras de carácter nacional o internacional.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la promoción cooperativa

Artículo 88.  El Consejo Cooperativo de Navarra.
1. Fines y objetivos.–El Consejo Cooperativo de Navarra es el órgano consultivo de la 

Administración de la Comunidad Foral en materia cooperativa.
2. Funciones:
a) Informar, dictaminar, proponer o recomendar las medidas legislativas o de cualquier 

tipo, relativas a la regulación, fomento, promoción y desarrollo del cooperativismo en 
Navarra.

b) Intervenir en los conflictos que se susciten entre cooperativas o que afecten a su 
ámbito asociativo.

c) Facilitar la planificación y colaborar en la ejecución de los programas de desarrollo y 
fomento del cooperativismo, así como en los de formación y educación cooperativa.

d) Ser oído en cuantos expedientes se tramiten en materia de descalificación de 
cooperativas.

e) Las demás que se especifiquen en su Reglamento.
3. Adscripción.–El Consejo Cooperativo de Navarra queda adscrito al Departamento de 

Industria y Tecnología, Comercio y Trabajo.
4. Composición.–El Consejo Cooperativo de Navarra estará integrado por el mismo 

número de representantes designados por el Gobierno de Navarra y por las Uniones de 
Cooperativas, formando un órgano de carácter paritario de no menos de diez miembros.

El Presidente del Consejo Cooperativo será nombrado por el Gobierno de Navarra, a 
propuesta del Consejo y de entre los miembros del mismo.

Dicha propuesta exigirá el acuerdo de la mayoría de sus componentes. De no alcanzarse 
la mayoría necesaria en las tres primeras votaciones, el Presidente del Consejo Cooperativo 
será nombrado directamente por el Gobierno de Navarra.

[ . . . ]
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§ 298

Ley Foral 13/2007, de 4 de abril, de la Hacienda Pública de Navarra. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 50, de 23 de abril de 2007

«BOE» núm. 116, de 15 de mayo de 2007
Última modificación: 30 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2007-9829

TÍTULO I
Del ámbito de aplicación y de la Hacienda Pública de Navarra

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del régimen de la Hacienda Pública de Navarra

[ . . . ]
Sección 2.ª Derechos de la Hacienda Pública de Navarra

[ . . . ]
Artículo 9.  Límites a los que están sujetos los derechos económicos de la Hacienda Pública 
de Navarra.

1. Los derechos económicos de la Hacienda Pública de Navarra no se podrán enajenar, 
gravar ni arrendar fuera de los casos regulados por las leyes. En el pago de dichos derechos 
no se concederán exenciones, perdones, rebajas ni moratorias, salvo en los supuestos y 
términos previstos por las leyes, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 16 de esta Ley 
Foral.

2. No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos económicos de 
la Hacienda Pública de Navarra, ni someter a arbitraje las contiendas que sobre los mismos 
se susciten, sino mediante Acuerdo del Gobierno de Navarra, a propuesta del Consejero de 
Economía y Hacienda.

3. La suscripción por la Hacienda Pública de Navarra de los acuerdos y convenios en 
procesos concursales previstos en su normativa específica requerirá únicamente 
autorización del Consejero de Economía y Hacienda.

4. El carácter privilegiado de los créditos de la Hacienda Pública de Navarra otorga a 
ésta el derecho de abstención en los procesos concursales, en cuyo curso, no obstante, 
podrá suscribir los acuerdos o convenios previstos en la legislación concursal así como 
acordar, de conformidad con el deudor y con las garantías que se estimen oportunas, unas 
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condiciones singulares de pago, que no pueden ser más favorables para el deudor que las 
recogidas en el acuerdo o convenio que pongan fin al proceso judicial. Igualmente podrá 
acordar la compensación de dichos créditos en los términos previstos en la normativa 
reguladora de los ingresos públicos.

Para la suscripción y celebración de los acuerdos y convenios a que se refiere el párrafo 
anterior se requerirá autorización del Departamento de Economía y Hacienda del Gobierno 
de Navarra cuando se trate de créditos cuya gestión recaudatoria le corresponda, de 
conformidad con la Ley o en virtud de convenio, con observancia, en este caso de lo 
convenido.

En los restantes créditos de la Hacienda Pública de Navarra la competencia corresponde 
al Consejero de Economía y Hacienda, pudiéndose delegar en otros órganos de su 
Departamento.

5. Los actos y contratos realizados en perjuicio de la Hacienda Pública de Navarra por 
los que resulten deudores de la misma serán rescindibles conforme a las disposiciones 
legales que les sean aplicables.

[ . . . ]
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§ 299

Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio de Navarra. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 50, de 23 de abril de 2007

«BOE» núm. 117, de 16 de mayo de 2007
Última modificación: 14 de julio de 2016

Referencia: BOE-A-2007-9893

[ . . . ]
TÍTULO IV

Protección y defensa del Patrimonio

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Facultades y prerrogativas para la defensa del Patrimonio

[ . . . ]
Artículo 59.  Inembargabilidad, gravamen, transacción y arbitraje.

1. Ningún Tribunal ni autoridad administrativa podrá dictar providencia de embargo ni 
despachar mandamiento de ejecución contra los bienes y derechos de dominio público ni 
contra los bienes y derechos patrimoniales cuando se encuentren materialmente afectados a 
un servicio público o a una función pública, cuando sus rendimientos o el producto de su 
enajenación estén legalmente afectados a fines determinados o cuando se trate de valores o 
títulos representativos del capital de sociedades públicas de la Administración de la 
Comunidad Foral que ejecuten políticas públicas o presten servicios de interés económico 
general.

2. No podrán constituirse cargas o gravámenes sobre los bienes o derechos 
patrimoniales de la Comunidad Foral sino con los requisitos exigidos para su enajenación.

3. Las transacciones judiciales o extrajudiciales sobre los bienes o derechos del 
Patrimonio de Navarra, así como el sometimiento a arbitraje de las contiendas que sobre los 
mismos se susciten, se aprobarán por el Departamento competente en materia de 
patrimonio, a iniciativa del Departamento u Organismo público interesado, previo dictamen 
del Consejo de Navarra en los casos en que sea preceptivo de acuerdo con su legislación 
específica.

[ . . . ]
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§ 300

Ley Foral 12/2013, de 12 de marzo, de apoyo a los emprendedores y 
al trabajo autónomo en Navarra. [Inclusión parcial]

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 53, de 18 de marzo de 2013

«BOE» núm. 83, de 6 de abril de 2013
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2013-3676

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Participación en las Juntas Arbitrales de Consumo

Artículo 16.  Participación en las Juntas Arbitrales de Consumo.
El Gobierno de Navarra promoverá el acceso y la participación en el Sistema Arbitral de 

Consumo, y especialmente en las Juntas Arbitrales de Consumo, a las asociaciones 
profesionales de trabajadores autónomos, que prevean funciones arbitrales en sus 
Estatutos.

[ . . . ]
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§ 301

Ley Foral 12/2018, de 14 de junio, de Accesibilidad Universal. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 120, de 22 de junio de 2018
«BOE» núm. 157, de 29 de junio de 2018

Última modificación: 15 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2018-8951

[ . . . ]
TÍTULO V

Arbitraje y mediación

Artículo 51.  Arbitraje.
El sometimiento de las partes al sistema arbitral será voluntario y deberá constar 

expresamente por escrito.
Los órganos de arbitraje estarán integrados por representantes de los sectores 

interesados, de organizaciones representativas de las personas con discapacidad y sus 
familias y de las Administraciones Públicas dentro del ámbito de sus competencias y 
adoptarán la forma de Junta arbitral.

De conformidad con lo previsto en el Real Decreto 1417/2006, de 1 de diciembre, en 
Navarra se constituirá una Junta arbitral de igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal como órgano colegiado de gestión y administración del sistema 
arbitral.

Serán objeto del sistema de arbitraje las quejas y reclamaciones que surjan en materia 
de accesibilidad universal, en los ámbitos previstos en el artículo 4 de la presente ley foral.

Artículo 52.  Sometimiento y renuncia al sistema arbitral.
El sometimiento y la renuncia al sistema arbitral previsto en el artículo anterior se 

efectuará de conformidad con lo establecido en capítulo III del Real Decreto 1417/2006, de 1 
de diciembre, por el que se establece el sistema arbitral para la resolución de quejas y 
reclamaciones en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 
por razón de discapacidad.

Artículo 53.  Procedimiento arbitral.
El procedimiento arbitral en materia de accesibilidad universal se ajustará a lo previsto 

en el capítulo V del Real Decreto 1417/2006, de 1 de diciembre.
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Artículo 54.  Mediación.
1. Las personas con discapacidad con los apoyos que, en su caso, resulten necesarios 

podrán someter voluntariamente sus discrepancias a un procedimiento de mediación, con 
vistas a lograr un acuerdo.

2. De conformidad con la normativa en materia de mediación, los procedimientos de 
mediación deberán garantizar la igualdad de oportunidades para las personas con 
discapacidad de acuerdo con lo previsto en esta ley foral y en la normativa vigente en 
materia de accesibilidad universal. En especial se deberá garantizar la accesibilidad de los 
entornos, la utilización de la lengua de signos y los medios de apoyo a la comunicación oral, 
el braille, la comunicación táctil o cualquier otro medio o sistema que permita a las personas 
con discapacidad participar plenamente del proceso en condiciones de igualdad.

3. Cuando las partes acuerden el uso de sistemas electrónicos en el procedimiento de 
mediación, los mismos deberán cumplir las condiciones de accesibilidad previstas en esta 
ley foral y en la normativa vigente en materia de servicios de la sociedad de la información.

4. A efectos de lo dispuesto en esta ley foral, se promoverá el conocimiento de la 
mediación como mecanismo de gestión y resolución de conflictos entre las personas con 
discapacidad y sus familias, y se facilitara por el Gobierno de Navarra un servicio de 
mediación público e imparcial para las personas con discapacidad.

[ . . . ]
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§ 302

Ley Foral 11/2019, de 11 de marzo, de la Administración de la 
Comunidad Foral de Navarra y del Sector Público Institucional Foral. 

[Inclusión parcial]

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 51, de 14 de marzo de 2019
«BOE» núm. 72, de 25 de marzo de 2019

Última modificación: 31 de diciembre de 2021
Referencia: BOE-A-2019-4299

[ . . . ]
TÍTULO VI

Normas generales de actuación administrativa en sus relaciones con la 
ciudadanía

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Especialidades del procedimiento administrativo

[ . . . ]
Artículo 127.  Sustitución de los recursos administrativos.

1. El recurso de alzada y el de reposición podrán ser sustituidos en la Administración 
Pública Foral por otros procedimientos de impugnación o de reclamación, de conciliación, de 
mediación y de arbitraje, ante órganos colegiados o comisiones específicas que no estén 
sometidos a instrucciones jerárquicas.

2. La sustitución únicamente podrá llevarse a cabo por ley foral, en supuestos o en 
ámbitos sectoriales determinados cuando la especificidad de la materia así lo justifique.

3. La resolución de los procedimientos de sustitución de los recursos administrativos deja 
expedita la vía contencioso-administrativa.

[ . . . ]
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§ 303

Ley Foral 31/2022, de 28 de noviembre, de atención a las personas 
con discapacidad en Navarra y garantía de sus derechos. [Inclusión 

parcial]

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 250, de 15 de diciembre de 2022
«BOE» núm. 310, de 27 de diciembre de 2022

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2022-22470

[ . . . ]
TÍTULO IX

Mediación y arbitraje

Artículo 114.  Mediación.
1. Las personas con discapacidad con los apoyos que, en su caso, resulten necesarios 

podrán someter voluntariamente sus discrepancias a un procedimiento de mediación, con 
vistas a lograr un acuerdo.

No cabrá esta posibilidad para mediar en casos de vulneraciones que hayan incluido 
violencia contra las mujeres.

2. De conformidad con la normativa en materia de mediación, los procedimientos de 
mediación deberán garantizar la igualdad de oportunidades para las personas con 
discapacidad de acuerdo con lo previsto en esta ley foral y en la normativa vigente en 
materia de accesibilidad universal. En especial se deberá garantizar la accesibilidad de los 
entornos, la utilización de la lengua de signos y los medios de apoyo a la comunicación oral, 
el braille, la comunicación táctil o cualquier otro medio o sistema que permita a las personas 
con discapacidad participar plenamente del proceso en condiciones de igualdad.

3. Cuando las partes acuerden el uso de sistemas electrónicos en el procedimiento de 
mediación, los mismos deberán cumplir las condiciones de accesibilidad previstas en esta 
ley foral y en la normativa vigente en materia de servicios de la sociedad de la información.

4. A efectos de lo dispuesto en esta ley foral, se promoverá el conocimiento de la 
mediación como mecanismo de gestión y resolución de conflictos entre las personas con 
discapacidad y sus familias, y se facilitará por el Gobierno de Navarra un servicio de 
mediación público e imparcial para las personas con discapacidad.

Artículo 115.  Arbitraje.
El sometimiento de las partes al sistema arbitral será voluntario y deberá constar 

expresamente por escrito.
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Los órganos de arbitraje estarán integrados por representantes de los sectores 
interesados, de la organización más representativa de las personas con discapacidad y sus 
familias y de las administraciones públicas dentro del ámbito de sus competencias y 
adoptarán la forma de Junta arbitral.

De conformidad con lo previsto en el Real Decreto 1417/2006, de 1 de diciembre, en 
Navarra se constituirá una Junta arbitral de igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal como órgano colegiado de gestión y administración del sistema 
arbitral.

Serán objeto del sistema de arbitraje las quejas y reclamaciones que surjan en materia 
de accesibilidad universal, en los ámbitos previstos en el artículo 4 de la presente ley foral.

Artículo 116.  Sometimiento y renuncia al sistema arbitral.
El sometimiento y la renuncia al sistema arbitral previsto en el artículo anterior se 

efectuará de conformidad con lo establecido en capítulo III del Real Decreto 1417/2006, de 1 
de diciembre, por el que se establece el sistema arbitral para la resolución de quejas y 
reclamaciones en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 
por razón de discapacidad.

Artículo 117.  Procedimiento arbitral.
El procedimiento arbitral en materia de accesibilidad universal se ajustará a lo previsto 

en el capítulo V del Real Decreto 1417/2006, de 1 de diciembre.

[ . . . ]
Disposición transitoria segunda.  Información, quejas e intermediación.

En tanto no esté operativo el sistema previsto en la normativa y convenios estatales 
reguladores de la Junta Arbitral de igualdad de oportunidades, la Administración de la 
Comunidad Foral podrá desarrollar algunas de las funciones relacionadas con las mismas, 
como la atención de quejas, información e intermediación con entidades organizando un 
sistema análogo.

[ . . . ]
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§ 304

Ley Foral 34/2022, de 12 de diciembre, reguladora del Estatuto de las 
personas consumidoras y usuarias. [Inclusión parcial]

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 257, de 22 de diciembre de 2022

«BOE» núm. 6, de 7 de enero de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-470

TÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 5.  Oficinas de información a las personas consumidoras o usuarias.

1. El Gobierno de Navarra promoverá y fomentará la creación de oficinas de información 
a las personas consumidoras o usuarias, ya sean de titularidad pública o dependan de una 
asociación de personas consumidoras o usuarias.

2. Las oficinas de información a las personas consumidoras no podrán realizar ningún 
tipo de publicidad de productos o servicios.

3. El Gobierno de Navarra, a través del departamento competente en materia de 
consumo, coordinará la labor de las oficinas de información a las personas consumidoras, 
prestándoles apoyo técnico y económico para su implantación y funcionamiento en los 
términos que reglamentariamente se determinen.

Artículo 6.  Funciones de las oficinas de información a las personas consumidoras o 
usuarias.

Son funciones básicas de las oficinas de información a las personas consumidoras o 
usuarias:

a) Informar, ayudar y orientar a las personas consumidoras o usuarias para el adecuado 
ejercicio de sus derechos.

b) Recibir, registrar y acusar recibo de denuncias administrativas y reclamaciones de las 
personas consumidoras o usuarias, remitirlas a las entidades u organismos correspondientes 
y hacer un seguimiento de las mismas para informar debidamente a los interesados.

c) Elevar, a instancia de las partes interesadas, solicitud de dictamen o, en su caso, de 
arbitraje al órgano correspondiente, acompañando dicha solicitud con información completa 
y detallada de la cuestión.

d) Servir de cauce de mediación voluntaria en conflictos.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

– 1069 –



e) Trasladar a las autoridades u organismos correspondientes las peticiones de las 
personas consumidoras relativas a la prestación de los servicios de la competencia de 
aquéllos.

f) Fomentar el asociacionismo en materia de consumo, la utilización del sistema arbitral y 
la mediación como cauce para la resolución de conflictos.

g) Realizar campañas informativas en relación con los derechos y obligaciones de las 
personas consumidoras, así como desarrollar programas dirigidos a elevar el nivel de 
formación de las mismas.

h) Colaborar con la Junta Arbitral de Consumo, tanto en la promoción de la adhesión de 
las empresas y profesionales a la misma como asistiendo a las personas consumidoras o 
usuarias para la correcta presentación de las demandas de arbitraje ante la misma.

[ . . . ]
TÍTULO III

Resolución extrajudicial de conflictos

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 42.  Fomento de los sistemas alternativos de resolución de conflictos.
Las administraciones públicas llevarán a cabo las actuaciones necesarias para que las 

personas consumidoras o usuarias y las personas empresarias o profesionales puedan 
disponer de sistemas alternativos de resolución de conflictos derivados de las relaciones de 
consumo, en colaboración con las asociaciones u organizaciones de personas consumidoras 
o usuarias y con las asociaciones empresariales, y para ello ejercerán, en el ámbito de sus 
competencias, funciones de promoción, gestión y desarrollo de dichos sistemas, en especial, 
de la mediación y el arbitraje de consumo.

Artículo 43.  Principios comunes.
1. Los sistemas de resolución extrajudicial de conflictos de consumo atienden las 

reclamaciones de personas consumidoras o usuarias y tienen carácter vinculante para las 
partes que se hayan sometido voluntariamente a ellos, sin perjuicio de la protección 
administrativa y judicial que, en su caso, pudiera además proceder, así como de la creación 
de otros mecanismos extrajudiciales de resolución de conflictos de carácter vinculante 
previstos en la legislación para sectores específicos.

2. Pueden someterse a la mediación y el arbitraje los conflictos surgidos con ocasión de 
un acto de consumo sobre materias de libre disposición, de acuerdo con su respectiva 
normativa general aplicable.

3. La corresponsabilidad de las personas consumidoras o usuarias en el uso y disfrute 
de los sistemas alternativos de resolución de conflictos implica la aceptación, facilitación y 
promoción del diálogo y el sincero intento de alcanzar un acuerdo amistoso.

4. En el ámbito de la solución de conflictos en materia de consumo, el deber de colaborar 
con las administraciones públicas por parte de las personas consumidoras o usuarias se 
extiende a la obligación de comunicar inmediatamente al órgano correspondiente que esté 
conociendo de la controversia, si han sido satisfechas sus pretensiones por la persona 
empresaria o profesional.

5. En las actuaciones relativas a los sistemas alternativos de resolución de controversias 
se promoverá la utilización de medios electrónicos y telemáticos, especialmente en la 
presentación de escritos y aportación de documentos.

Artículo 44.  Colaboración en el marco comunitario europeo.
El Gobierno de Navarra promoverá la información, divulgación y utilización de los 

sistemas de gestión electrónicos implantados en el ámbito de la Unión Europea con la 
finalidad de impulsar la gestión de las reclamaciones transfronterizas.
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CAPÍTULO II
Mediación de consumo

Artículo 45.  Caracterización.
La mediación de consumo es un procedimiento que se caracteriza por la intervención de 

una tercera persona imparcial y experta, que tiene como objeto ayudar a las partes y facilitar 
la obtención por ellas mismas de un acuerdo satisfactorio.

Artículo 46.  Atributos peculiares de la mediación de consumo.
1. Los principios de la mediación de consumo son la voluntariedad, la buena fe, la 

neutralidad, la imparcialidad, la confidencialidad y la universalidad.
2. De acuerdo con el principio de voluntariedad, las partes son libres de acogerse a la 

mediación, así como de desistir de ella en cualquier momento.
3. De acuerdo con los principios de imparcialidad y neutralidad, la persona mediadora 

tiene el deber de ser imparcial y, en consecuencia, debe ayudar a los participantes a 
alcanzar los acuerdos pertinentes sin imponer ninguna solución ni medida concreta. Si en un 
momento determinado existe un conflicto de intereses entre las partes y la persona 
mediadora, esta debe declinar la intervención.

4. De acuerdo con el principio de confidencialidad, la persona mediadora y las partes 
deben mantener el deber de confidencialidad sobre la información de que se trate. En 
cumplimiento de este deber, las partes se comprometen a mantener el secreto y, por lo tanto, 
renuncian a proponer a la persona mediadora como testigo en algún procedimiento que 
afecte al objeto de la mediación. Por otro lado, la persona mediadora también debe renunciar 
a actuar como perita en los mismos casos.

5. Asimismo, de acuerdo con el principio de confidencialidad, los documentos y las actas 
que se elaboren a lo largo del proceso de mediación de consumo tienen carácter reservado. 
Sin embargo, la persona mediadora no está sujeta al deber de confidencialidad y está 
obligada a informar a las autoridades competentes de los datos que puedan revelar la 
existencia de hechos delictivos perseguibles de oficio.

6. De acuerdo con el principio de universalidad, la competencia de las administraciones 
públicas navarras para llevar a cabo la mediación se extiende a cualquier asunto en materia 
de consumo que afecte a las personas consumidoras o usuarias, con las excepciones 
establecidas por las leyes.

Artículo 47.  Impulso y promoción de la mediación.
1. El Gobierno de Navarra impulsará la mediación como sistema de resolución de 

conflictos en materia de consumo.
2. Asimismo fomentará la formación interna y externa en materia de mediación en el 

ámbito de los derechos de las personas consumidoras o usuarias.

Artículo 48.  Naturaleza de los acuerdos alcanzados en mediación.
1. Los acuerdos a los que lleguen las partes tras el proceso de mediación de consumo 

serán vinculantes en los términos en que las propias partes hayan fijado.
2. Dichos acuerdos podrán formalizarse por escrito firmado por las partes y por la 

persona mediadora.
3. Los acuerdos serán ejecutivos al amparo de lo dispuesto en la normativa general de 

mediación.

CAPÍTULO III
Arbitraje de consumo

Artículo 49.  Promoción y procedencia del arbitraje consumo.
1. La Junta Arbitral de Consumo de Navarra es el órgano administrativo responsable de 

la promoción y el desarrollo del arbitraje de consumo en la Comunidad Foral, sin perjuicio de 

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 304  Ley Foral reguladora del Estatuto de las personas consumidoras y usuarias [parcial]

– 1071 –



la labor de coordinación con las entidades locales a fin de acercar a las partes este 
mecanismo alternativo de resolución de conflictos.

2. El Gobierno de Navarra y las entidades locales podrán suscribir convenios de 
colaboración para acercar el arbitraje a la ciudadanía, en aquellos municipios u otras 
entidades locales que así lo soliciten.

3. La Junta Arbitral intensificará su función de fomento de la adhesión al arbitraje de 
consumo de las personas empresarias o profesionales, así como de sus respectivas 
organizaciones representativas, con las que podrá suscribir convenios de colaboración con 
tal finalidad.

4. El departamento competente en materia de consumo impulsará la actividad de la 
Junta Arbitral de Consumo de Navarra, dotándola en cada momento de los medios 
materiales y humanos necesarios para el ejercicio de sus funciones.

Artículo 50.  Arbitraje de consumo y sector público.
1. Las sociedades públicas de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra 

deberán formalizar su adhesión al sistema arbitral de consumo para la resolución de 
conflictos derivados de su actividad de prestación de servicios en una relación de consumo.

2. Las administraciones públicas promoverán que las empresas o entidades privadas 
que gestionen servicios públicos o servicios de carácter general mediante concesión 
administrativa y aquellas que reciban fondos públicos se adhieran al sistema arbitral de 
consumo.

3. Los órganos de contratación de las distintas administraciones públicas de Navarra 
podrán considerar la adhesión al sistema arbitral de consumo como criterio de adjudicación o 
condición de ejecución en aquellos casos en los que el contrato suponga una prestación a 
las personas consumidoras o usuarias.

Artículo 51.  Distintivo y valoración de la adhesión al arbitraje de consumo.
1. El distintivo que acredita la adhesión al arbitraje de consumo es un sello de calidad 

empresarial o profesional.
2. La adhesión al sistema arbitral de consumo se podrá considerar como mérito en la 

valoración de los premios a la calidad empresarial o profesional que otorguen las 
administraciones públicas.

3. La adhesión al sistema arbitral de consumo se podrá tener en cuenta para el 
otorgamiento de ayudas y subvenciones públicas.

4. Las personas empresarias o profesionales adheridas al sistema arbitral de consumo 
deben informar de manera clara a las personas consumidoras o usuarias de su adhesión al 
arbitraje, por medio del correspondiente distintivo.

[ . . . ]
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§ 305

Ley Foral 4/2023, de 9 de marzo, de justicia restaurativa, mediación y 
prácticas restaurativas comunitarias

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 57, de 21 de marzo de 2023

«BOE» núm. 80, de 4 de abril de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-8479

LA PRESIDENTA DE LA COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA
Hago saber que el Parlamento de Navarra ha aprobado la siguiente Ley Foral de justicia 

restaurativa, mediación y prácticas restaurativas comunitarias.

PREÁMBULO

I
La justicia es uno de los valores superiores de nuestro ordenamiento jurídico, junto con 

la igualdad, la libertad y el pluralismo político. La Constitución Española coloca este valor en 
la cúspide del Estado social y democrático de Derecho y regula el desarrollo de una serie de 
principios y derechos fundamentales que se derivan de la preponderancia de la justicia en 
nuestra arquitectura institucional. Así, el valor esencial de justicia ha de verse como 
fundamento de principios como el de legalidad e interdicción de la arbitrariedad (artículo 9.3) 
y de derechos como los referidos a la tutela judicial efectiva (artículo 24) y la orientación de 
las penas a la reinserción (artículo 25.2), entre otros. El derecho a un juicio justo con todas 
las garantías permite afianzar la paz y la seguridad, al resolver los conflictos de una manera 
civilizada, dando la razón a quién la merece según lo marcado en las leyes, y censurando e 
impidiendo la continuidad de los comportamientos no permitidos que causan daños a la 
colectividad. La justicia como valor requiere, para concretarse, del ejercicio de la actividad 
jurisdiccional, que recae exclusivamente en los Juzgados y Tribunales pero que necesita del 
conjunto de la sociedad para desarrollarse de forma plena. Por tanto, la justicia es un valor y 
también un conjunto de actividades que son imprescindibles para el pacífico devenir de la 
vida colectiva.

Hacer justicia en la tercera década del siglo XXI requiere complementar la labor de 
Juzgados y Tribunales con un conjunto de servicios, técnicas y medidas organizativas que 
permitan profundizar en la raíz democrática que la Constitución atribuye a la potestad 
jurisdiccional cuando señala que ésta «emana del pueblo» (artículo 117). El enfoque 
restaurativo, como paradigma más fructífero y afianzado, y la mediación, como herramienta 
más popular y extendida, se sitúan en el centro de la construcción de una justicia más 
democrática y cercana a las necesidades de las personas tal y como señalan numerosos 
instrumentos jurídicos europeos y estatales.
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Una justicia social y democrática debe contar con la participación de la ciudadanía, 
propiciando la resolución pactada de sus propios conflictos. Esta participación no ha de 
entenderse como una privatización de la justicia, que debe seguir legitimándose por la 
defensa de bienes jurídicos comunes, sino como una profundización en el fundamento 
democrático de todas las instituciones y poderes públicos. Por ello, la participación de la 
ciudadanía en la justicia debe facilitarse y potenciarse en todos los órdenes jurisdiccionales, 
estableciendo las garantías y salvaguardas convenientes según la naturaleza de los 
conflictos a dirimir. Ello hace que sea imprescindible regular de forma unificada, pero con 
diferentes enfoques, los medios que el Gobierno de Navarra dispone al servicio de la justicia 
restaurativa en el ámbito penal, por un lado, y de la mediación en los ámbitos civil, mercantil 
y contencioso- administrativo, por el otro, además del fomento de la prevención de la 
judicialización de los conflictos a través de las prácticas restaurativas comunitarias.

La necesidad y oportunidad de regular estas cuestiones se encuentra justificada también 
por numerosos instrumentos internacionales que animan a los poderes públicos a establecer 
marcos normativos propios de fomento de la justicia restaurativa, la mediación y las prácticas 
restaurativas.

II
En primer lugar, la atención a las víctimas desde un punto de vista restaurativo ha sido 

objeto de legislación europea vinculante mediante la Directiva 2012/29/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen normas mínimas 
sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos, y por la que se 
sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo. Esta Directiva, que ha sido traspuesta 
al ordenamiento jurídico español a través de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la 
víctima del delito, en su preámbulo, adopta un concepto amplio de Justicia Restaurativa 
incluyendo la mediación, los círculos y las conferencias familiares, que es el enfoque que 
rige el funcionamiento del Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra. En el ámbito de 
atención a las víctimas, y también en el fomento de la mediación y las prácticas 
restaurativas, esta ley foral tiene en cuenta de forma especial el enfoque de género, según lo 
dispuesto en la Ley Foral 17/2019, de 4 de abril, de igualdad entre Mujeres y Hombres, y en 
la Ley Foral 14/2015, de 10 de abril, para actuar contra la violencia hacia las mujeres, así 
como la prevención, la corrección y la eliminación de toda discriminación por razón de 
orientación sexual, expresión de género e identidad sexual o de género tal y como recoge la 
Ley Foral 8/2017, de 19 de junio, para la igualdad social de las personas LGTBI+.

En el ámbito del Consejo de Europa, hay que citar la reciente Declaración de Venecia del 
14 de diciembre de 2021 que subraya las ventajas de los procesos de justicia restaurativa, 
con particular referencia a su naturaleza voluntaria y la posibilidad de interrumpirlos o 
detenerlos en cualquier momento, y reitera que el enfoque del proceso radica en la 
reparación de los daños materiales e inmateriales, la voluntariedad, la participación, la 
confidencialidad, la reinserción de las personas infractoras, la imparcialidad de las personas 
mediadoras o facilitadoras, y con ello la reducción del riesgo de estigmatización. Además, 
resalta que la justicia restaurativa no debe considerarse «solo como una simple herramienta 
en el marco del enfoque tradicional de la justicia penal, sino como una cultura más amplia 
que debe permear el sistema de justicia penal a partir de la participación voluntaria de la 
víctima y del infractor, así como otras partes afectadas y la comunidad en general para 
abordar y reparar el daño causado por el crimen».

Esta Declaración continúa el camino trazado por la Recomendación CM/Rec (2018)8 del 
Comité de Ministros a los Estados miembros en materia de justicia restaurativa penal, que 
derogó la Recomendación n.º R (99)19 relativa a la mediación en materia penal. Tal y como 
reconoce esta ley foral y señala esta Recomendación, la justicia restaurativa salvaguarda «el 
interés legítimo de las víctimas por hacerse oír con más fuerza en relación con la respuesta 
a su victimización, por comunicarse con el ofensor y por conseguir la reparación y 
satisfacción en el contexto del proceso de justicia», al tiempo que se suscita el sentido de 
responsabilidad de las personas ofensoras y se les brinda oportunidades de reparar el daño 
causado lo «que podría favorecer su reinserción, permitir el desagravio y el entendimiento 
mutuo, y fomentar el desistimiento de cometer delitos». Siguiendo esta Recomendación, la 
ley foral contempla «normas de competencia y normas éticas, además de procedimientos 
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para seleccionar, formar, apoyar y evaluar a las personas facilitadoras» del Servicio de 
Justicia Restaurativa de Navarra (apartado 36 de la Recomendación). Además, siguiendo las 
Reglas 59 y 60 de la Recomendación, la ley foral promueve un uso amplio y creativo de los 
procesos restaurativos incluyendo las prácticas restaurativas no judicializadas.

Por su parte, en el contexto de la Organización de las Naciones Unidas, esta ley foral se 
encamina a lograr el Objetivo de Desarrollo Sostenible número 16 de la Agenda 2030, 
consistente en promover sociedades justas, pacíficas e inclusivas, a la vez que se consolida 
el estado de derecho y se garantiza la igualdad de acceso a la justicia para todos. En este 
sentido, hay que señalar también los Principios básicos para la aplicación de programas de 
justicia restaurativa en materia penal (Resolución ECOSOC 2002/12) que alientan a los 
Estados miembros de la ONU a establecer pautas y estándares que establezcan el uso de 
programas de justicia restaurativa apropiados para sus sistemas legales. Además, enfatiza 
las potencialidades de la justicia restaurativa como una respuesta creciente y evolutiva al 
crimen que respeta la dignidad y la igualdad de cada persona, genera comprensión y 
promueve la armonía social a través de la curación de las víctimas, los delincuentes y las 
comunidades.

Quedan fuera del ámbito de aplicación de la presente ley foral los asuntos relacionados 
con la violencia de género, conforme a lo dispuesto en el Convenio del Consejo de Europa 
sobre prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica, 
celebrado en Estambul el 11 de mayo de 2011 y ratificado por España el 18 de marzo de 
2014.

III
En cuanto a la mediación en otros órdenes jurisdiccionales, la Directiva Europea 

2008/52/CE, de 21 de mayo de 2008, sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos 
civiles y mercantiles señaló que «la mediación puede dar una solución extrajudicial 
económica y rápida a conflictos en asuntos civiles y mercantiles, mediante procedimientos 
adaptados a las necesidades de las partes. Es más probable que los acuerdos resultantes 
de la mediación se cumplan voluntariamente y también que preserven una relación amistosa 
y viable entre las partes.» Así mismo, esta Directiva indicó que «para promover el uso más 
frecuente de la mediación y garantizar que las partes que recurran a ella puedan contar con 
marco jurídico predecible, es necesario establecer una legislación marco que aborde, en 
particular, los aspectos fundamentales del procedimiento civil». Ello conllevó la aprobación 
en España de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles, por 
lo que la ley foral se ciñe a esta legislación.

Teniendo en cuenta este marco europeo y estatal, la normativa foral regula la forma en 
que la Comunidad Foral de Navarra impulsa y fomenta la mediación, dentro de sus 
capacidades de autoorganización, estableciendo los métodos de fomento propios que se 
crean en el ámbito navarro, especialmente el Registro de Mediación de Navarra y el Sello de 
Calidad en Mediación. Con respecto a la mediación en el orden contencioso-administrativo, 
también se establecen medios de fomento, a falta de regulación estatal específica.

Resulta conveniente resaltar que tanto la justicia restaurativa como la mediación 
intrajudicial forman parte plenamente del servicio público de justicia, y cuentan en 
consecuencia con todas sus garantías. En ese sentido, se respetará el derecho fundamental 
de defensa, a la asistencia letrada y a la solicitud de asistencia jurídica gratuita. En el ámbito 
penal, toda persona acusada deberá ser asistida de abogado o abogada en el proceso 
restaurativo, en los mismos términos que lo seria en la vía adversarial. En el caso de la 
mediación intrajudicial la asistencia letrada también queda garantizada, sin que exista 
menoscabo de la función de asesoramiento y dirección jurídica de los abogados de cada 
parte. El abogado o abogada de parte asistirá a su cliente durante todo el procedimiento de 
mediación, aconsejándole en cada momento y valorando que el resultado se ajuste a la 
legalidad, y estrategias diseñadas, supervisando el contenido de los acuerdos con carácter 
previo a su firma.
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IV
Las prácticas restaurativas comunitarias, finalmente, se definen como herramientas de 

prevención y resolución de conflictos no judicializados, así como de promoción de la 
cohesión social, que buscan generar condiciones colectivas de confianza, respeto y cuidado, 
de forma que los conflictos que puedan surgir se gestionen en sus estadios iniciales de 
forma espontánea por la comunidad. Su ámbito de aplicación se ciñe a los conflictos que se 
desarrollan fuera del procedimiento judicial y no pretenden tener efectos jurídicos 
vinculantes. La citada Recomendación 8(2018) del Consejo de Europa anima a los Estados 
a «desarrollar modelos restaurativos innovadores que puedan quedar fuera del 
procedimiento penal», por lo que también establece un marco para el desarrollo de las 
prácticas restaurativas comunitarias. La importancia de establecer una política pública de 
carácter general para la prevención, gestión y resolución extrajudicial de conflictos conlleva 
la necesidad de regular conjuntamente, en esta ley foral, las prácticas restaurativas 
comunitarias, de forma que todo el arco de la conflictividad, desde los primeros estadios de 
un conflicto leve, queden enmarcados en el paradigma participativo, flexible y dialógico del 
enfoque restaurativo.

Por todo lo expuesto, se considera que la oportunidad de regular los medios que se 
ponen al servicio de la justicia restaurativa, de la mediación y de las prácticas restaurativas 
en Navarra, de acuerdo con el marco legal nacional e internacional existente, está 
plenamente justificada y se encamina a afianzar el compromiso de Navarra con el 
cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

V
Navarra tiene competencias propias para la provisión de medios materiales y 

económicos para el funcionamiento de la Administración de Justicia, a través de la llamada 
cláusula subrogatoria contenida en el artículo 60.1 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de 
agosto, de reintegración y amejoramiento del régimen foral de Navarra. Esta competencia, 
que se suele llamar de «administración de la Administración de Justicia», permite a Navarra 
crear servicios que colaboren con la Administración de Justicia. Este es el título 
competencial que permite crear el Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra, así como 
para establecer medidas de fomento para el mejor funcionamiento de la mediación, en el 
marco de la legislación estatal.

En esta ley foral no se regulan aspectos procesales o sustantivos penales, civiles o de 
cualquier otro orden jurisdiccional. En este sentido, no se regula el procedimiento de 
mediación ni de justicia restaurativa, ni la definición ni características de estos instrumentos 
legales, siendo el objetivo de esta ley foral a crear y regular los instrumentos administrativos 
que se ponen en Navarra al servicio de la Administración de Justicia.

La regulación del Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra, establecida en el título I, 
se basa en la citada previsión contenida en el artículo 60.1 de la Ley Orgánica 13/1982, de 
10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, por la que 
la Comunidad Foral de Navarra asumió la titularidad de competencias en materia de 
Administración de Justicia, previsión que quedó materializada mediante Real Decreto 
813/1999, de 14 de mayo, sobre traspaso de funciones y servicios de la Administración del 
Estado a la Comunidad Foral de Navarra en materia de provisión de medios materiales y 
económicos para el funcionamiento de la Administración de Justicia, que tuvo efectividad el 1 
de octubre de 1999. Esta competencia en la provisión de medios materiales y económicos 
para el funcionamiento de la Administración de Justicia comprende el ejercicio de las 
facultades normativas necesarias para la ordenación de sus elementos, en el marco de la 
legislación estatal. Por tanto, ha de relacionarse con el artículo 15 de la Ley 4/2015, de 27 de 
abril, del Estatuto de la Víctima del delito, que regula que las víctimas tendrán derecho al 
acceso a los servicios de justicia restaurativa disponibles, en los en los términos que 
reglamentariamente se determinen. La Comunidad Foral de Navarra regula el 
funcionamiento interno del Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra, que está financiado 
por ella y que ha de considerarse un servicio público de apoyo especializado a las víctimas.

Con respecto al título competencial que habilita para regular el fomento de la mediación 
en los órdenes civil, mercantil y contencioso administrativo, también ha de partirse de la 
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previsión contenida en el artículo 60.1 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de 
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, pero en este caso en relación 
con la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles. Es la 
Disposición adicional segunda de esta Ley estatal, referida al «impulso a la mediación» la 
que fija el marco legal existente al disponer que «las Administraciones públicas competentes 
para la provisión de medios materiales al servicio de la Administración de Justicia proveerán 
la puesta a disposición de los órganos jurisdiccionales y del público de información sobre la 
mediación como alternativa al proceso judicial» y «las Administraciones públicas 
competentes procurarán incluir la mediación dentro del asesoramiento y orientación gratuitos 
previos al proceso, previstos en el artículo 6 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia 
Jurídica Gratuita, en la medida que permita reducir tanto la litigiosidad como sus costes». En 
cuanto a los límites de esta regulación, el Consejo de Estado advirtió en Acuerdo de 17 de 
febrero de 2012 que «las normas autonómicas habrán de adaptar sus normas sobre 
mediación de conformidad con la Ley estatal en virtud de las competencias exclusivas del 
Estado conferidas por el artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la Constitución». Ese es el punto de 
partida que toma esta ley foral. Por ello, se respetan los principios recogidos en la legislación 
estatal y se establecen los métodos voluntarios de fomento propios que se crearán en el 
ámbito navarro, especialmente el Registro de Mediación de Navarra, el Sello de Calidad en 
Mediación, el Plan Estratégico y el Plan de Calidad. Estos métodos no colisionan con los 
requisitos estatales para el ejercicio de esta profesión en todo el país, ni con el Registro 
estatal voluntario. Hay que señalar que, si bien Navarra tiene competencias para establecer 
especialidades en su legislación civil conforme al artículo 149.1.8.ª de la Constitución, esta 
ley foral de mediación y justicia restaurativa no realiza ninguna modificación al respecto. Se 
respetan igualmente las competencias en legislación contencioso-administrativa, 
estableciendo únicamente la previsión de fomento de estos procesos conforme a la 
legislación vigente, teniendo en cuenta que no han sido regulados específicamente por el 
Estado.

Finalmente, la habilitación competencial para regular las prácticas restaurativas es el 
artículo 44.18 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y 
Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, que declara la competencia exclusiva de 
Navarra en el «desarrollo comunitario». Las prácticas restaurativas comunitarias, tal y como 
quedan definidas por en la propia ley foral, son «herramientas de prevención y resolución de 
conflictos no judicializados, así como de promoción de la cohesión social, que buscan 
generar condiciones colectivas de confianza, respeto y cuidado, de forma que los conflictos 
que puedan surgir se gestionen en sus estadios iniciales de forma espontánea por la 
comunidad». Se señala expresamente que «las prácticas restaurativas comunitarias se 
desarrollan fuera del procedimiento judicial y no pretenden tener efectos jurídicos 
vinculantes». Por todo ello, se trata de procesos, herramientas y técnicas de desarrollo 
comunitario, ajenas al proceso judicial, y que pueden regularse en virtud de la competencia 
exclusiva para ello establecida en el citado artículo 44.18 de la LORAFNA.

VI
La Ley Foral de justicia restaurativa, mediación y prácticas restaurativas comunitarias 

consta de cincuenta y tres artículos, estructurados en cinco títulos, tres disposiciones 
adicionales y una disposición final.

El título preliminar recoge las disposiciones generales aplicables de forma común al 
Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra, a la mediación y a las prácticas restaurativas 
comunitarias. Se establecen los fines de la ley foral, que se concretan en garantizar la 
calidad de todos los procesos y fomentar servicios homogéneos en todo el territorio de la 
Comunidad Foral de Navarra. Se regulan los principios rectores de los procesos y se 
establecen una serie de medidas para garantizar la calidad, la accesibilidad universal, la 
equidad territorial, la equidad social, la protección a la infancia, la perspectiva de género y el 
desarrollo mediante medios electrónicos.

El título I regula el funcionamiento del Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra, 
estableciendo su concepto y ámbito de aplicación. Siguiendo la citada Recomendación 
8(2018) del Consejo de Europa, dispone un concepto basado en la participación de las 
partes y comunidades afectadas, la reparación del daño y la responsabilidad y reinserción de 
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las personas victimarias. Se parte del ámbito de aplicación que señala la legislación estatal, 
que se extiende a cualquier fase del proceso penal, en delitos de cualquier tipología y 
gravedad, excepto aquellos prohibidos expresamente, de acuerdo con la legislación procesal 
y sustantiva vigente. Se fijan unos criterios específicos del funcionamiento del Servicio de 
Justicia Restaurativa de Navarra, entre los que destaca, por su novedad, el del enfoque 
social y comunitario. Se disponen garantías de calidad, de acceso y de servicio público, así 
como de formación de las personas facilitadoras y de coordinación con otros recursos. 
Finalmente se señalan las técnicas de justicia restaurativa más utilizadas, en concreto, la 
mediación, las conferencias, los círculos y los talleres y programas restaurativos.

El título II se centra en el fomento de la mediación. Se establecen, como medios de 
fomento, la puesta a disposición de información, el establecimiento del derecho a la 
mediación gratuita en determinados supuestos, la suscripción de convenios, la concesión de 
subvenciones, la realización de actuaciones de formación y divulgación, y cualquier otra 
medida adecuada. Se prevé la creación del Registro de Mediación de Navarra y del Sello de 
Calidad en Mediación, que avalará su adhesión a los códigos de conducta que se 
establezcan.

El título III, por su parte, expone la definición y ámbito de aplicación de las prácticas 
restaurativas comunitarias extrajudiciales, recordando, como indica su denominación, que se 
desarrollan fuera del procedimiento judicial y no pretenden tener efectos jurídicos 
vinculantes. Se recogen sus principios entre los que destaca el de aumento de la cohesión 
social y se establecen medidas para su fomento, como una convocatoria específica de 
subvenciones, el apoyo a la formación y al voluntariado.

Finalmente, el título IV, dispone la organización administrativa de los medios materiales e 
institucionales para el desarrollo de estos procesos. Se dispone que será el departamento 
competente en justicia el que impulsará, organizará y supervisará el Servicio de Justicia 
Restaurativa, el fomento de la mediación y las prácticas restaurativas, adoptando las 
medidas necesarias para garantizar la existencia de un acceso homogéneo a estos 
servicios. Se establece su obligación de aprobar un Plan estratégico cuatrienal y un Plan de 
Calidad bienal, así como el Registro de Mediación de Navarra y los requisitos para el Sello 
de Calidad. Se despliega, como mecanismo de coordinación, la creación de tres grupos de 
trabajo del Consejo Navarro de Justicia-Nafarroako Justizia Kontseilua y se mencionan las 
obligaciones de las personas e instituciones de mediación. Las disposiciones adicionales 
establecen la habilitación reglamentaria necesaria para el desarrollo de lo previsto en la Ley 
y el plazo de un año para la creación de los citados instrumentos de promoción, es decir, el 
Plan Estratégico, el Plan de Calidad, el Registro de Mediación de Navarra, los requisitos 
para acceder al Sello de Calidad, el procedimiento de acceso y el modo de funcionamiento 
del derecho a mediación gratuita, así como la aprobación de las bases de la convocatoria de 
subvenciones y de los requisitos para obtener la condición de agente restaurativo de Navarra 
y formar parte de la Red Navarra Restaurativa.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. La presente ley foral tiene por objeto promover la resolución pacífica de conflictos 

mediante la regulación del Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra, de las medidas de 
fomento de la mediación y de las prácticas restaurativas comunitarias ofrecidas por la 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra, de acuerdo con la legislación vigente.

2. Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley foral, todos los asuntos de 
violencia de género ya sean violencia en la relación de pareja, violencia sexual o cualquier 
otra conducta considerada como violencia de género por el Convenio del Consejo de Europa 
sobre prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica, 
celebrado en Estambul el 11 de mayo de 2011.
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Artículo 2.  Finalidad de la ley foral.
Esta ley foral tiene como finalidades:
a) Adoptar las medidas necesarias para garantizar la existencia de servicios, programas 

y procesos de justicia restaurativa, mediación y prácticas restaurativas de calidad 
homogénea, de acuerdo con su diferente naturaleza y legislación aplicable, en todo el 
territorio de la Comunidad Foral de Navarra.

b) Establecer los objetivos de las políticas de fomento de la justicia restaurativa, 
mediación y prácticas restaurativas comunitarias.

Artículo 3.  Principios rectores de los procesos.
Los procesos de justicia restaurativa, mediación y prácticas restaurativas se 

desarrollarán siguiendo los siguientes principios rectores, de acuerdo con la legislación 
aplicable.

a) Voluntariedad. Las personas que intervengan en estos procesos son libres para 
participar, así como para desistir de los mismos en cualquier momento.

b) Igualdad. Las personas participantes actuarán en un plano de igualdad de 
oportunidades, debiendo la persona encargada del proceso velar por que se garantice el 
equilibrio entre las mismas, prestando especial atención a la igualdad entre hombres y 
mujeres y el respeto a la diversidad sexual y de género.

c) Confidencialidad. Los procesos y toda la información obtenida verbal o 
documentalmente en el transcurso de los mismos serán confidenciales, salvo cuando las 
personas participantes dispensen de forma expresa y por escrito de esta obligación o alguna 
disposición legal así lo disponga.

d) Imparcialidad y neutralidad. La persona encargada del proceso no podrá iniciar o 
deberá abandonar el proceso cuando concurran circunstancias que afecten a su 
imparcialidad, siguiéndose los principios dispuestos en la legislación aplicable. Así mismo la 
persona encargada del proceso deberá mantener una postura neutral ante la voluntad de las 
partes durante todo el proceso.

e) Buena fe y respeto mutuo. Las personas participantes y la persona encargada del 
proceso actuarán conforme a las exigencias de la buena fe y del respeto recíproco.

f) Flexibilidad. Las personas participantes y la persona encargada del proceso pueden 
organizar los procesos de la manera que estimen más adecuada a las características del 
caso y a las necesidades existentes, siempre que se cumplan los principios esenciales 
establecidos en la legislación aplicable.

g) Competencia técnica. Las personas encargadas de los procesos deberán contar la 
preparación técnica adecuada exigida legalmente para llevarlos a cabo de forma adecuada.

Artículo 4.  Calidad.
1. El Gobierno velará por que los servicios de justicia restaurativa, mediación y prácticas 

restaurativas cumplan con estándares de calidad y especialización adecuados a la 
naturaleza de los casos y características de los conflictos, incluyendo de manera transversal 
la perspectiva de género y la evaluación de riesgos cuando sea preciso.

2. En este sentido, el departamento competente en materia de justicia se encargará de 
elaborar, con la participación de las instituciones y entidades implicadas, un Plan de Calidad 
de carácter bienal que incluirá las medidas de apoyo, formación y supervisión necesarias.

3. Asimismo, el departamento competente en materia de justicia establecerá 
reglamentariamente, en el marco de la legislación vigente, protocolos de funcionamiento y 
códigos de conducta, que habrán de ajustarse a la diferente naturaleza de los procesos y 
elaborarse contando con la participación de las personas e instituciones implicadas.

4. En todos los casos, Gobierno de Navarra velará porque los servicios de justicia 
restaurativa, mediación y prácticas restaurativas incluyan en la capacitación y la formación 
de las personas e instituciones facilitadoras de estos servicios, la formación en igualdad, que 
habrá de validarse a través del Instituto Navarro para la Igualdad.
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Artículo 5.  Accesibilidad universal.
1. Los servicios y programas regulados en esta ley foral deberán garantizar la 

accesibilidad universal de las personas con discapacidad en los términos recogidos en la 
normativa foral de accesibilidad universal y la de atención a las personas con discapacidad y 
garantía de sus derechos. A tal fin, se deberá garantizar la accesibilidad a los espacios 
donde se desarrollen, la utilización de la lengua de signos y los medios de apoyo a la 
comunicación oral, el braille, la comunicación táctil o cualquier otro sistema que permita a las 
personas con discapacidad participar plenamente del procedimiento en igualdad de 
condiciones.

2. En este sentido, también podrán estar presentes durante los procesos las personas 
que atiendan las necesidades de apoyo específicas de estas personas y posibiliten la 
comunicación en las sesiones, quedando sujetas a los principios esenciales de la presente 
ley foral, y especialmente al principio de confidencialidad.

Artículo 6.  Equidad territorial.
1. El Gobierno de Navarra deberá garantizar el acceso en igualdad de condiciones a 

servicios y programas de justicia restaurativa, mediación y prácticas restaurativas en todo el 
territorio de la Comunidad Foral de Navarra.

2. Estos servicios y programas deberán prestarse, teniendo en cuenta su naturaleza y 
características, en el ámbito más próximo posible a las personas.

Artículo 7.  Equidad social.
1. El Gobierno de Navarra deberá promover el acceso a estos servicios y programas a 

personas o colectivos especialmente vulnerables por razones personales, familiares, 
sociales o jurídicas, ofreciendo una atención personalizada que permita conocer y atender 
esas necesidades.

2. Se habilitarán los apoyos necesarios para superar los obstáculos prácticos que 
dificulten el acceso a estos servicios y programas.

Artículo 8.  Protección a la infancia.
1. Las y los menores de edad podrán participar en los casos y con las garantías que 

regulen su participación y protección según la legislación vigente.
2. Se promoverán las medidas necesarias para que los servicios y programas se 

adapten a sus necesidades, velando por una participación segura y plena.

Artículo 9.  Perspectiva de género.
1. Los servicios y programas regulados en esta ley foral garantizarán la efectividad del 

principio constitucional de igualdad entre mujeres y hombres, en los términos recogidos en la 
Ley Foral 17/2019, de 4 de abril, de Igualdad entre Mujeres y Hombres.

2. En virtud de ello, el Plan de Calidad establecido en el artículo 4.2 habrá de integrar 
específicamente el principio de igualdad entre mujeres y hombres, con un enfoque 
interseccional.

Artículo 10.  Medios electrónicos.
1. De acuerdo con la legislación aplicable, se facilitará que las actuaciones de estos 

servicios y programas se pueden llevar a cabo por medios telemáticos cuando no sea 
posible la presencialidad.

2. A fin de hacer efectivo este derecho, el Gobierno de Navarra deberá poner a 
disposición tanto de la ciudadanía como de las personas profesionales las herramientas 
necesarias para ello.
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Artículo 11.  Objetivos de las políticas de fomento de la justicia restaurativa, mediación y 
prácticas restaurativas comunitarias.

1. Las políticas de fomento de la justicia restaurativa, la mediación y las prácticas 
restaurativas comunitarias tienen como objetivos principales:

a) Disponer los medios que permitan garantizar el acceso de todos los ciudadanos y 
ciudadanas en condiciones de igualdad a la justicia restaurativa, la mediación y otros medios 
adecuados de solución de controversias, como partes integrantes del servicio público de 
justicia, en los términos fijados en la normativa vigente.

b) Promover la calidad y eficiencia de estos servicios y programas, velando por el 
respeto a los principios deontológicos de la intervención en la gestión de conflictos.

c) Prevenir los conflictos en el ámbito comunitario y promover su solución pacífica y 
dialogada cuando se produzcan, desjudicializando la conflictividad social.

d) Reparar el daño causado a las víctimas de delitos, así como a las comunidades donde 
estos se produzcan.

e) Fomentar la responsabilidad y la reinserción de las personas que hayan cometido 
delitos, apoyando la superación de los condicionantes sociales de los mismos.

f) Contribuir a la cohesión social, generando condiciones colectivas de confianza, respeto 
y cuidado, de forma que los conflictos que puedan surgir se gestionen en sus estadios 
iniciales por la comunidad.

2. Las acciones concretas para el logro de estos objetivos habrán de recogerse en un 
Plan estratégico cuatrienal de promoción de la justicia restaurativa, la mediación y las 
prácticas restaurativas, que se elaborará por el departamento con competencias en materia 
de justicia, con la participación de los agentes implicados.

TÍTULO I
Del Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra

Artículo 12.  Naturaleza jurídica.
El Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra es un servicio público de apoyo 

especializado a las víctimas dirigido a lograr la reparación del daño causado, la 
responsabilidad y la reinserción de las personas ofensoras y la participación de las personas 
y comunidades afectadas por los delitos.

Artículo 13.  Ámbito de aplicación.
1. Las víctimas podrán acceder a los servicios de justicia restaurativa en los términos 

fijados en el Estatuto de la Víctima y el resto de la legislación vigente.
2. El Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra asumirá los casos que le sean 

derivados por el órgano judicial competente, en cualquier fase del proceso penal, en delitos 
de cualquier tipología y gravedad, excepto aquellos prohibidos expresamente, de acuerdo 
con la legislación procesal y sustantiva vigente.

3. En casos de extinción o no acreditación de la responsabilidad penal, el Servicio de 
Justicia Restaurativa de Navarra podrá desarrollar procesos dirigidos a que las víctimas 
obtengan una reparación moral adecuada. Estos procesos habrán de ser autorizados por el 
departamento con competencias en materia de justicia y están exentos de finalidad punitiva, 
respetando con plena garantía los deberes y obligaciones de abstención, concurrencia y 
sujeción a los pronunciamientos judiciales.

Artículo 14.  Criterios de funcionamiento del Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra.
El funcionamiento del Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra estará orientado por 

estos criterios:
a) Participación: Debe facilitarse la participación activa y directa de las personas y 

comunidades afectadas.

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 305  Ley Foral de justicia restaurativa, mediación y prácticas restaurativas comunitarias

– 1081 –



b) Reparación: Debe abordarse y tratar de repararse el daño causado a las personas, a 
las comunidades y a la sociedad en general.

c) Responsabilidad: Debe fomentarse que las personas que han generado el daño se 
responsabilicen de manera activa en su reparación.

d) Reinserción: Los procesos deben potenciar la reinserción de las personas infractoras, 
atendiendo a los factores personales y sociales que se encuentran en la raíz de las 
conductas dañinas injustas. La falta de finalización del proceso no podrá tener 
consecuencias negativas para las personas participantes.

e) Protección de las víctimas: Los procesos deben garantizar la seguridad de las 
víctimas, evitando la victimización secundaria, de forma de que no exista el peligro de que su 
desarrollo pueda causar nuevos perjuicios materiales o morales.

f) Equidad: Deben aplicarse procesos que respeten los derechos y necesidades de las 
partes implicadas, evitando la dominación o el desequilibrio de poder, con especial atención 
a la igualdad entre hombres y mujeres.

g) Enfoque social y comunitario: Los procesos se dirigirán a promover una cultura de paz 
en la comunidad afectada y en la sociedad en general, tratando de fomentar las condiciones 
que eviten que se repitan las conductas dañinas.

Artículo 15.  Garantía de servicio público.
1. La Administración de la Comunidad Foral de Navarra garantizará la prestación pública 

y gratuita del Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra en los términos definidos en esta 
ley foral y en la legislación vigente.

2. El departamento competente en materia de justicia garantizará la calidad del Servicio 
de Justicia Restaurativa de Navarra y su consideración de servicio público.

3. El Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra podrá prestarse directamente o a 
través de convenios, contratos o cualquier otra forma de prestación indirecta de los servicios 
públicos legalmente prevista, con entidades públicas o privadas.

Artículo 16.  Garantía de calidad.
1. El Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra mantendrá un sistema de evaluación 

de la calidad a través de encuestas de satisfacción u otras metodologías adecuadas. Se 
podrán realizar supervisiones y evaluaciones externas de los servicios según se establezca 
en el Plan de Calidad bienal del artículo 4.2.

2. El Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra contará con sistemas adecuados de 
registro de datos que le permita recopilar información sobre los casos que aborda, siempre 
con respeto a la normativa de protección de datos. Como mínimo, se registrará la técnica de 
justicia restaurativa que se haya aplicado y el resultado del proceso.

3. Los datos anónimos o anonimizados serán considerados un bien común y se pondrán 
a disposición de la sociedad para facilitar la investigación y evaluación de políticas públicas 
en aras del interés general.

Artículo 17.  Formación de las personas facilitadoras de justicia restaurativa.
1. La formación y requisitos de las personas integradas en los equipos de justicia 

restaurativa financiados por el Gobierno de Navarra se determinarán en los contratos, 
convenios y protocolos que se adopten por el departamento competente en materia de 
justicia teniendo en cuenta las exigencias y principios contenidos en esta ley foral y en la 
normativa estatal de aplicación.

2. Los equipos de personas facilitadoras de justicia restaurativa financiados por el 
Gobierno de Navarra tendrán formación especializada sobre justicia restaurativa, la cual 
debe proporcionarles un alto nivel de competencia y aptitudes para abordar conflictos desde 
la perspectiva restaurativa, además de conocimiento sobre los requisitos específicos para 
trabajar con personas vulnerables, víctimas y ofensoras, conocimientos sobre el sistema 
judicial penal y formación en igualdad entre hombres y mujeres.

3. Se definirá reglamentariamente el contenido y duración de la formación avanzada que 
requerirán los equipos de justicia restaurativa financiados por el Gobierno de Navarra que 
actúen en casos delicados, complejos o graves.
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Artículo 18.  Información y solicitud de acceso al Servicio de Justicia Restaurativa de 
Navarra.

1. El Gobierno de Navarra garantizará el derecho de las víctimas a ser informadas de la 
disponibilidad de servicios de justicia restaurativa, en los casos en que sea legalmente 
posible, desde el primer contacto con las autoridades competentes.

2. Todas las personas que hayan sufrido un delito en Navarra podrán solicitar el acceso 
al Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra. Esta solicitud no se condicionará a la 
presentación previa de una denuncia.

3. Las personas a las que se les atribuya un delito cometido en la Comunidad Foral de 
Navarra también podrán solicitar el acceso a este Servicio.

4. También podrán producirse solicitudes de acceso por parte de la Oficina de Asistencia 
a las Víctimas, Sección de Ejecución Penal, colegios profesionales que realicen procesos 
restaurativos y mediación o cualquier otro servicio público que tenga conocimiento de los 
hechos.

5. Una vez recibida la solicitud de acceso, el Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra 
informará a las personas solicitantes sobre sus derechos y evaluará su petición para, en su 
caso y en el marco de la legislación vigente, proponer al órgano judicial la iniciación de un 
proceso restaurativo intrajudicial.

Artículo 19.  Coordinación con otros servicios y entidades.
1. El Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra se coordinará con la Oficina de 

Atención a las Víctimas del departamento competente en materia de justicia, manteniendo la 
autonomía funcional de cada uno de los servicios.

2. En función de las características del caso, se establecerá la coordinación con otros 
servicios y entidades que trabajen en ámbitos como la ejecución penal, los derechos 
sociales, las políticas migratorias, el tratamiento de adicciones, la atención a la salud mental, 
la atención a la diversidad sexual y de género, entre otros.

Artículo 20.  Técnicas de justicia restaurativa.
1. El Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra podrá usar cualquier técnica o 

metodología que respete la definición y los principios contenidos en la legislación estatal y en 
esta ley foral.

2. Las principales técnicas restaurativas facilitadas por el Servicio de Justicia 
Restaurativa de Navarra serán la mediación penal, las conferencias restaurativas, los 
círculos restaurativos y los talleres y programas restaurativos.

Artículo 21.  Mediación penal.
1. La mediación penal se define como el proceso restaurativo que implica la participación 

de una o varias personas víctimas y personas victimarias en un diálogo asistido por una o 
varias personas facilitadoras, con la finalidad de resolver las consecuencias resultantes del 
delito.

2. Pueden realizarse procesos indirectos de mediación en los que las partes no se 
comuniquen presencialmente.

Artículo 22.  Conferencias restaurativas.
1. Las conferencias restaurativas se definen como los procesos restaurativos en los que, 

además de las personas víctimas y victimarias, participan personas de apoyo de ambas, con 
la asistencia de una o varias personas facilitadoras.

2. Las conferencias restaurativas seguirán las pautas de actuación marcadas en los 
protocolos que se elaboren a tal efecto.

Artículo 23.  Círculos restaurativos.
1. Los círculos restaurativos se definen como los procesos restaurativos en los que, 

además de las personas víctimas, victimarias y sus personas de apoyo respectivas, 
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participan miembros de la comunidad afectada por el delito, con la asistencia de una o varias 
personas facilitadoras.

2. Los círculos restaurativos seguirán las pautas de actuación protocolizadas y buscarán 
el consenso de las personas implicadas.

3. Los círculos restaurativos pueden concluir con acuerdos amplios que impliquen la 
participación y el apoyo de diferentes miembros de la comunidad e instituciones.

Artículo 24.  Talleres y programas restaurativos.
Además de las metodologías anteriores, también podrán implementarse talleres y 

programas restaurativos como los de diálogos restaurativos penitenciarios y círculos de 
apoyo y reinserción, entre otros.

Artículo 25.  Resultados de los procesos del Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra.
1. Los procesos que realice el Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra podrán tener 

como resultados los acuerdos entre las personas afectadas, los acuerdos de reparación 
comunitaria o los compromisos de reinserción, que han de plasmarse en un plan de 
reparación.

2. Los acuerdos solo pueden contemplar actuaciones justas, posibles y proporcionales 
para las que todas las partes dan su consentimiento libre e informado.

3. Cabe entender como suficiente reparación, si así lo acuerdan las partes, el desarrollo 
del contenido del encuentro dialogado, restitución, reparación, indemnización, prestación de 
servicios, realización de un voluntariado, acudir a tratamiento, petición de perdón, 
reconocimiento de hechos y otras que sean consideradas como idóneas por las partes.

4. En la medida de lo posible, los acuerdos deben basarse en las propias ideas de las 
partes. Las personas facilitadoras solo deben intervenir en los acuerdos de las partes si 
estas se lo solicitan, o si hay aspectos de los acuerdos que son claramente 
desproporcionados, poco realistas o injustos, en cuyo caso, las personas facilitadoras deben 
explicar los motivos de su intervención y registrarlos.

5. Todo proceso concluirá con un informe final sobre el resultado que, en los procesos 
intrajudiciales, se comunicará a la fiscalía y a los órganos judiciales, respetando en todo 
caso, la confidencialidad legalmente establecida.

Artículo 26.  Seguimiento.
El Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra realizará el seguimiento del cumplimiento 

de los acuerdos e informará, si es requerido para ello, a los órganos judiciales y Fiscalía, 
respetando la confidencialidad legalmente establecida.

Artículo 27.  Divulgación.
El departamento con competencias en materia de justicia realizará actividades de 

divulgación, formación y sensibilización para dar a conocer la justicia restaurativa.

TÍTULO II
Del fomento de la mediación

Artículo 28.  Concepto.
1. Se entiende por mediación aquel medio de solución de controversias, cualquiera que 

sea su denominación, en que dos o más partes intentan voluntariamente alcanzar por sí 
mismas un acuerdo con la intervención de una persona mediadora.

Artículo 29.  Ámbito de aplicación.
1. La mediación podrá aplicarse a aquellos conflictos que versen sobre materias de libre 

disposición y aquellas sobre las que las partes puedan presentar propuestas de acuerdo, en 
virtud de la legislación que sea de aplicación.
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2. Este título establece las medidas de fomento de la mediación en Navarra. La 
mediación penal y el resto de técnicas de justicia restaurativa se excluyen del ámbito de 
aplicación de este título.

Artículo 30.  Medidas de fomento.
El Gobierno de Navarra fomentará el desarrollo de la mediación y otros medios 

adecuados de solución de controversias mediante la puesta a disposición de información, la 
garantía del derecho a la mediación gratuita en determinados supuestos, la suscripción de 
convenios, la concesión de subvenciones, la realización de actuaciones de formación y 
divulgación, y cualquier otra medida adecuada.

Artículo 31.  Información.
El Gobierno de Navarra garantiza la puesta a disposición de los órganos jurisdiccionales 

y de la ciudadanía de información sobre la mediación como alternativa al proceso judicial.

Artículo 32.  Difusión a la ciudadanía.
El Gobierno de Navarra realizará con carácter periódico jornadas y acciones de difusión 

y sensibilización sobre la mediación, dirigidas a los operadores jurídicos y a la ciudadanía en 
general, prestando especial atención al principio de equidad territorial.

Artículo 33.  Fomento de la formación.
1. El departamento con competencias en justicia, en colaboración con las personas e 

instituciones de mediación, fomentará la adecuada formación inicial y continua de las 
personas mediadoras.

2. Las personas y entidades inscritas en el Registro de mediación de Navarra habrán de 
realizar las actividades formativas que se establezcan en el Plan de Calidad bienal.

Artículo 34.  Fomento de la calidad en la actuación de las personas e instituciones de 
mediación.

1. El Gobierno de Navarra procederá a la elaboración de un marco general para regular 
las diferentes fases de los procesos de mediación que se desarrollen en la Comunidad Foral 
de Navarra y, asimismo, elaborará un Código de Conducta de Mediación.

2. Las personas e instituciones inscritas de forma voluntaria en el Registro de Mediación 
de Navarra deberán respetar tanto el marco general de las fases de los procesos de 
mediación como el Código de Conducta que se establezca en desarrollo reglamentario de 
esta ley foral.

Artículo 35.  Criterios de funcionamiento.
La mediación financiada por el Gobierno de Navarra se regirá por lo dispuesto en sus 

contratos, convenios y protocolos, que complementarán los principios informadores 
contenidos en la legislación vigente.

Artículo 36.  Comediación.
1. En los procesos de mediación financiados por el Gobierno de Navarra se establecerá 

la preferencia de la comediación entre profesionales de distintas disciplinas cuando existan 
razones técnicas que lo aconsejen, para atender a características familiares, psicológicas y 
sociales relevantes.

2. En estos casos, el Plan de Calidad establecerá el sistema de coordinación y formación 
conjunta entre las distintas personas profesionales implicadas, que será de obligado 
cumplimiento para las entidades Inscritas en el Registro de Entidades de Mediación de 
Navarra.
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Artículo 37.  Garantía de calidad.
El departamento con competencias en materia de justicia garantizará, mediante la 

supervisión de las personas e instituciones de mediación que la presten y el resto de 
acciones definidas en el Plan de Calidad, la calidad de la mediación financiada por el 
Gobierno de Navarra.

Artículo 38.  Instituciones de mediación.
1. El Gobierno de Navarra velará por que las personas e instituciones de mediación que 

actúen en Navarra respeten, en el desarrollo de sus actividades, los principios de la 
mediación establecidos en la legislación estatal y en esta ley foral, en la forma que 
establezcan sus normas reguladoras.

2. Con este sentido, se establecerá un Registro de Mediación de Navarra, de carácter 
voluntario e informativo, que será gestionado por el departamento con competencias en 
justicia.

Artículo 39.  Sello de Calidad.
1. Las personas e instituciones de mediación registradas en Navarra podrán obtener un 

Sello de Calidad en Mediación que avalará su adhesión a los códigos de conducta que se 
establezcan.

2. Reglamentariamente se determinarán los requisitos y el procedimiento para que las 
personas e instituciones de mediación que lo soliciten y cumplan especiales criterios de 
calidad puedan obtener el Sello de Calidad.

3. La calidad de la mediación se medirá en función de la adhesión y el respeto a códigos 
de conducta y requisitos de formación específica definidos en el Plan de Calidad.

4. El Registro de Mediación de Navarra informará de las personas e instituciones que 
ostenten este Sello de Calidad.

Artículo 40.  Colegios profesionales.
1. Atendiendo a su especial relevancia, experiencia y reconocido prestigio en el 

desarrollo de la mediación, el Gobierno de Navarra fomentará la actuación de los colegios 
profesionales en este ámbito.

2. En este sentido, se facilitará apoyo para su reconocimiento como personas e 
instituciones de mediación a los colegios profesionales que lo soliciten y cumplan los 
requisitos establecidos.

Artículo 41.  Mediación gratuita.
1. El Gobierno de Navarra garantizará el derecho a la gratuidad en la mediación, tanto 

judicial como extrajudicial, a aquellas personas físicas o jurídicas que lo soliciten y cumplan 
los criterios y requisitos para ser beneficiarias del derecho de mediación gratuita en los 
términos que se establezcan en el desarrollo reglamentario de esta ley foral. En todo caso, 
tendrán derecho a la gratuidad en la mediación aquellas personas que cumplan los 
requisitos para ser beneficiarias del derecho de asistencia jurídica gratuita.

2. El Gobierno de Navarra podrá desarrollar, en interés de las personas usuarias, 
programas específicos en los que se ofrezca gratuitamente la sesión informativa de 
mediación o en los que el procedimiento de mediación extrajudicial o intrajudicial de 
determinados conflictos sea total o parcialmente gratuito.

Artículo 42.  Fomento de la mediación administrativa y en el orden contencioso-
administrativo.

El Gobierno de Navarra impulsará las medidas necesarias para fomentar la mediación en 
los procedimientos contencioso-administrativos, así como en los procedimientos 
administrativos de su competencia, de acuerdo con lo previsto en la legislación sobre 
procedimiento administrativo común y el resto de la legislación aplicable.
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Artículo 43.  Convenios de fomento de la mediación administrativa.
Se podrán establecer convenios de colaboración con las entidades locales, con el 

Tribunal Administrativo de Navarra y con el Defensor del Pueblo de Navarra para fomentar la 
mediación en el ámbito de sus competencias.

TÍTULO III
De las prácticas restaurativas comunitarias

Artículo 44.  Definición.
Las prácticas restaurativas comunitarias son herramientas de prevención y resolución de 

conflictos no judicializados, así como de promoción de la cohesión social, que buscan 
generar condiciones colectivas de confianza, respeto y cuidado, de forma que los conflictos 
que puedan surgir se gestionen en sus estadios iniciales de forma espontánea por la 
comunidad.

Artículo 45.  Ámbito de aplicación.
Las prácticas restaurativas comunitarias se desarrollan fuera del procedimiento judicial y 

no pretenden tener efectos jurídicos vinculantes.
Las prácticas restaurativas se podrán llevar a cabo en cualquier ámbito social, 

incluyendo el familiar, vecinal, escolar, sanitario, de consumo, organizacional y penitenciario.

Artículo 46.  Principios.
Además de los principios contenidos en el título preliminar las prácticas restaurativas 

comunitarias siguen los siguientes principios:
a) Participación de la ciudadanía: se promoverá la participación solidaria de la 

ciudadanía a través de fórmulas de voluntariado, sin excluir la participación de personas 
facilitadoras profesionales.

b) Prevención y resolución de conflictos sociales: los procesos irán dirigidos a la 
prevención y resolución de conflictos sociales, así como a debatir enfoques diversos sobre la 
mejor manera de abordar las necesidades sociales.

c) Aumento de la cohesión social: los procesos buscarán fortalecer el sentido de 
responsabilidad compartida y de pertenencia a la comunidad cívica, desde una mirada 
positiva a la diversidad e interculturalidad.

Artículo 47.  Fomento de las prácticas restaurativas comunitarias.
1. El departamento con competencias en materia de justicia promoverá la creación de 

una red que ofrezca prácticas restaurativas comunitarias, mediante una convocatoria de 
subvenciones establecida a tal efecto, así como mediante otros instrumentos de cooperación 
con las entidades de iniciativa social.

2. Se prestará especial atención a la equidad territorial estableciendo espacios 
comunitarios de resolución de conflictos en zonas rurales.

3. El departamento con competencias en materia de justicia creará la Red Navarra 
Restaurativa donde las entidades que ofrezcan prácticas restaurativas podrán participar para 
compartir experiencias y generar aprendizajes mutuos.

Artículo 48.  Medidas de fomento del voluntariado en prácticas restaurativas.
Se fomentará el voluntariado mediante la creación de la figura del Agente Restaurativo 

Comunitario, cuyas características se definirán reglamentariamente, y acordando convenios 
con las entidades de voluntariado existentes, según establece la Ley Foral 2/1998, de 27 de 
marzo, del Voluntariado de Navarra.
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Artículo 49.  Medidas de fomento de la formación en prácticas restaurativas.
1. Se fomentará la realización de cursos específicos sobre las prácticas restaurativas 

dirigidos a la ciudadanía en general, a profesionales de intervención social y de otras 
disciplinas.

2. El Gobierno de Navarra fomentará asimismo la prevención de conflictos mediante la 
inclusión en los centros educativos de programaciones didácticas con contenidos relativos a 
la educación para la igualdad, la paz, la no violencia y la resolución pacífica de conflictos.

Artículo 50.  Programas y técnicas de prácticas restaurativas.
1. Se podrá implementar cualquier programa o técnica que encaje en la definición y 

principios anteriores.
2. En la Comunidad Foral de Navarra se promoverán:
a) Programas de mediación y otras prácticas restaurativas entre las actuaciones de 

apoyo a la familia, incluyendo los procesos de acogimiento y la adopción.
b) Programas de prácticas restaurativas para la prevención y gestión de conflictos en el 

ámbito educativo.
c) Programas de prácticas restaurativas para la reparación de incidentes de odio no 

judicializados.
d) Redes comunitarias de mediación en barrios y pueblos.
e) Espacios comunitarios de reflexión y resolución de conflictos, que podrán usar 

técnicas de participación de grandes grupos de personas como los círculos de diálogo, los 
foros abiertos u otras que se establezcan.

f) La adaptación de una entidad, programa o recurso al enfoque restaurativo, generando 
confianza, respeto y cohesión entre las personas que los formen.

TÍTULO IV
De la organización administrativa en la Comunidad Foral de Navarra

Artículo 51.  De la actuación del Gobierno de Navarra.
El Gobierno de Navarra, a través del departamento con competencias en materia de 

justicia, llevará a cabo las siguientes funciones:
a) Impulsar, organizar y supervisar el Servicio de Justicia Restaurativa de Navarra, las 

medidas de fomento de la mediación intrajudicial y los programas de prácticas restaurativas 
comunitarias.

b) Adoptar las medidas necesarias para garantizar la existencia de servicios, programas 
y procesos de justicia restaurativa, mediación y prácticas restaurativas de calidad 
homogénea, de acuerdo con su diferente naturaleza, atendiendo a los principios de cohesión 
territorial e igualdad, en todo el territorio de la Comunidad Foral de Navarra.

c) Aprobar el Plan estratégico cuatrienal de promoción de la Justicia Restaurativa, la 
mediación y las prácticas restaurativas de Navarra, y remitirlo al Parlamento de Navarra para 
su pronunciamiento.

d) Aprobar el Plan de Calidad bienal de Justicia Restaurativa, mediación y prácticas 
restaurativas.

e) Colaborar con las autoridades judiciales y operadores jurídicos de la Comunidad Foral 
en la efectiva puesta en funcionamiento de los servicios de mediación y justicia restaurativa 
intrajudicial.

f) Establecer criterios y fórmulas de coordinación general y transversal entre los 
departamentos, cuando resulte necesario, incluyendo la coordinación de las acciones 
educativas de los planes y proyectos para la educación en la convivencia.

g) Gestionar el Registro de Mediación de Navarra y supervisar su continua actualización.
h) Conceder el Sello de Calidad en Mediación de acuerdo con los requisitos que se 

establezcan reglamentariamente.
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i) Recopilar datos sobre las actividades de los servicios de justicia restaurativa, 
mediación y prácticas restaurativas realizadas a efectos estadísticos y publicar los 
resultados.

j) Fomentar la elaboración de protocolos de buenas prácticas en estas materias y 
promover su adhesión por parte de las personas y entidades dedicadas a tal fin.

k) Impulsar y desarrollar programas de difusión y formación dirigidos a profesionales y 
personal voluntario sobre justicia restaurativa, mediación y prácticas restaurativas en todo el 
territorio foral, atendiendo a criterios de igualdad y cohesión territorial.

l) Fomentar la investigación y el estudio en materia de justicia restaurativa, mediación y 
prácticas restaurativas.

m) Promover el intercambio de conocimientos, experiencias y novedades en estas 
materias y fomentar y organizar cursos, jornadas o seminarios para la formación continua y 
especializada.

n) Realizar cuantas medidas sean necesarias para el desarrollo de esta ley.

Artículo 52.  De la coordinación de las actuaciones.
1. El departamento con competencias en materia de justicia coordinará las actuaciones 

con las entidades relevantes a través de la creación e impulso de los siguientes grupos de 
trabajo del Consejo Navarro de Justicia-Nafarroako Justizia Kontseilua:

– Comisión de Justicia Restaurativa.
– Comisión de mediación.
– Comisión de prácticas restaurativas.
2. Este departamento establecerá mecanismos de coordinación con otros 

departamentos, servicios o planes cuyas actuaciones guarden conexión con los principios y 
finalidades de justicia restaurativa, la mediación y las prácticas restaurativas.

Artículo 53.  De la actuación de las personas e instituciones de mediación inscritas en el 
Registro de Mediación de Navarra.

Las personas e instituciones de mediación inscritas en el Registro de Mediación de 
Navarra habrán de:

a) Designar a la persona mediadora perteneciente a la entidad que realizará un proceso 
concreto de mediación, debiendo garantizar la transparencia en la referida designación.

b) Dar a conocer la identidad de las personas mediadoras que actúen dentro de su 
ámbito, informando de su formación, especialidad y experiencia en el ámbito de la mediación 
a la que se dediquen.

c) Cumplir la función disciplinaria respecto a las personas e instituciones mediadoras y 
velar por que respeten las obligaciones que les imponen las leyes, protocolos y códigos de 
conducta.

d) Fomentar y difundir el uso de la mediación e informar de manera gratuita a las 
personas usuarias sobre las características, principios y ventajas de la misma.

e) Organizar sesiones, jornadas o cursos formativos para las personas e instituciones 
mediadoras.

f) Remitir al departamento con competencias en materia de justicia las quejas o 
denuncias, así como las sanciones disciplinarias que hubieran podido imponer, referidas a 
actuaciones de mediación.

g) Remitir, con fines estadísticos, cuanta información sea requerida por el departamento 
con competencias en materia de justicia, respetando siempre el deber de confidencialidad y 
la normativa relativa a la protección de datos de carácter personal.

h) Elaborar una memoria anual de las actividades de la entidad en el ámbito de la 
mediación para su remisión al departamento con competencias en justicia.

i) Conservar y custodiar los expedientes de mediación.

Disposición adicional primera.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se facultará al Gobierno de Navarra para dictar cuantas disposiciones reglamentarias 

sean necesarias para el desarrollo de lo dispuesto en la presente Ley Foral.
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En el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de esta ley foral se aprobará 
por Gobierno de Navarra:

– La creación y normas de funcionamiento del Registro de Mediación de Navarra.
– Los requisitos para la obtención del Sello de Calidad para las personas e Instituciones 

de Mediación inscritas en el Registro de Mediación de Navarra.
– El marco general para regular las diferentes fases de los procesos de mediación que 

se desarrollen en la Comunidad Foral de Navarra para las personas e instituciones inscritas 
de forma voluntaria en el Registro de Mediación de Navarra, o en su caso, las que desean 
adherirse al mismo de forma voluntaria sin la inscripción en el mismo.

– El código de conducta de mediación para las personas e instituciones inscritas 
voluntariamente en el Registro de Mediación de Navarra, que habrá de incluir, entre otras 
medidas, la posibilidad de pérdida del sello de calidad de mediación y la baja del Registro de 
Mediación de Navarra por los incumplimientos del mismo.

– Los requisitos para obtener la condición de agente restaurativo comunitario y formar 
parte de la Red Navarra Restaurativa.

Disposición adicional segunda.  Plan estratégico y plan de calidad.
En el plazo máximo de un año desde la aprobación del desarrollo reglamentario previsto 

en la Disposición Adicional Primera, el departamento con competencia en justicia deberá 
aprobar el primer Plan Estratégico para el fomento de la justicia restaurativa, la mediación y 
las prácticas restaurativas, así como el Plan de Calidad establecido en esta ley foral.

Para la elaboración de dichos planes constituirá los grupos de trabajo necesarios, en el 
marco del Consejo Navarro de Justicia-Nafarroako Justizia Kontseilua.

Disposición adicional tercera.  Convocatoria de subvenciones.
En el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de esta ley foral, el 

departamento con competencias en materia de justicia, aprobará las bases de la 
convocatoria de subvenciones de fomento de las prácticas restaurativas para la cohesión 
social.

Disposición final.  Entrada en vigor.
La presente ley foral entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial de Navarra».
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§ 306

Ley Foral 13/2023, de 5 de abril, de lucha contra el racismo y la 
xenofobia. [Inclusión parcial]

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 83, de 24 de abril de 2023
«BOE» núm. 109, de 8 de mayo de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-10922

[ . . . ]
TÍTULO II

Reparación

Artículo 31.  Justicia Restaurativa.
1. El Gobierno de Navarra promoverá la utilización de mecanismos de Justicia 

Restaurativa como principal herramienta de prevención y reparación ante los efectos del 
racismo y la xenofobia.

2. El Gobierno de Navarra garantizará la información y el acceso a la mediación 
intrajudicial en los términos fijados en el Reglamento de justicia gratuita y facilitará en 
general la mediación y prácticas restaurativas comunitarias de acuerdo con lo establecido en 
su correspondiente regulación.

[ . . . ]
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§ 307

Ley 2/1995, de 6 de abril, del Deporte de Extremadura. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 50, de 29 de abril de 1995

«BOE» núm. 128, de 30 de mayo de 1995
Última modificación: 9 de abril de 2019

Referencia: BOE-A-1995-12743

[ . . . ]
TITULO VI

Conciliación extrajudicial (en el deporte extremeño)

Artículo 89.  
Las cuestiones litigiosas de naturaleza jurídico deportiva que no afecten a la disciplina 

deportiva, planteadas o que puedan plantearse entre los deportistas, técnicos, jueces o 
árbitros, entidades deportivas, asociados, federaciones deportivas extremeñas y demás 
partes interesadas, podrán ser resueltas mediante la aplicación de fórmulas específicas de 
conciliación o arbitraje, en los términos y bajo las condiciones de la legislación deportiva y de 
arbitraje del Estado sobre la materia.

Artículo 90.  
Se crea la Junta Arbitral del Deporte Extremeño como órgano adscrito a la Consejería de 

Educación y Juventud de la Junta de Extremadura, que conocerá de las solicitudes de 
arbitraje presentadas por cualquier persona, física o jurídica, integrada en alguno de los 
estamentos a los que se hace referencia en el artículo anterior para las cuestiones indicadas 
en el mismo.

Artículo 91.  
1.º La Junta Arbitral del Deporte Extremeño estará compuesta por un Presidente y dos 

miembros, nombrados todos ellos entre Licenciados en Derecho, por el Consejero de 
Educación y Juventud, a propuesta del Director general de Deportes.

2.º La Junta Arbitral del Deporte Extremeño fomentará la solución de los problemas 
suscitados en el ámbito deportivo por el procedimiento arbitral que se determinará 
reglamentariamente.
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Artículo 92.  
La actuación de la Junta Arbitral del Deporte Extremeño será gratuita. Sus miembros no 

serán remunerados, pero podrán percibir dietas por asistencia y compensaciones por gastos 
de viaje y locomoción según establecen las disposiciones administrativas correspondientes.

[ . . . ]
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§ 308

Ley 5/2001, de 10 de mayo, de Crédito Cooperativo. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 65, de 7 de junio de 2001

«BOE» núm. 164, de 10 de julio de 2001
Última modificación: 29 de noviembre de 2022

Referencia: BOE-A-2001-13275

[ . . . ]
TÍTULO IV

Asociacionismo cooperativo

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Federación Extremeña de Cooperativas de Crédito

[ . . . ]
Artículo 70.  Funciones.

Serán, en todo caso, finalidades de la Federación, entre otras, las siguientes:
a) Representar a los miembros que se asocien de acuerdo con lo que establezcan sus 

Estatutos.
b) Procurar la defensa y difusión del ahorro.
c) Ejercer la conciliación en los conflictos surgidos entre las Cooperativas de Crédito que 

asocien o entre éstas y sus socios.
d) Informar a las Cooperativas de Créditos federadas sobre los planes de actuación 

económica elaborados por el Gobierno de la Comunidad Autónoma, a fin de que aquéllas 
puedan orientar sus inversiones de acuerdo con los objetivos prioritarios.

e) Organizar servicios comunes de asesoramiento y de asistencia técnica y jurídica y de 
cuantos sean convenientes a los intereses de sus socios.

f) Fomentar la promoción y formación cooperativa.
g) Colaborar con las autoridades financieras para el mejor cumplimiento de la normativa 

vigente.
h) Facilitar la actuación de las Cooperativas de Crédito federadas en el exterior, 

ofreciendo los servicios que éstas puedan requerir.
i) Fomentar y promocionar las inversiones en la Comunidad Autónoma de Extremadura.
j) Velar por la buena práctica financiera y servicio al cliente.
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k) Cuantas otras le sean atribuidas por el ordenamiento jurídico o por delegación por las 
Cooperativas de Crédito federadas.

[ . . . ]
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§ 309

Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración de 
la Comunidad Autónoma de Extremadura. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 35, de 26 de marzo de 2002
«BOE» núm. 92, de 17 de abril de 2002

Última modificación: 29 de noviembre de 2022
Referencia: BOE-A-2002-7297

[ . . . ]
TÍTULO V

De la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Del régimen jurídico de la actuación de la Administración de la Comunidad 
Autónoma

[ . . . ]
Sección 6.ª De los recursos administrativos y reclamaciones administrativas 

previas

[ . . . ]
Artículo 105.  De las reclamaciones administrativas previas.

1. Conforme se determina en la legislación básica estatal, la reclamación en vía 
administrativa es requisito previo al ejercicio de acciones fundadas en derecho privado o 
laboral contra la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, salvo los 
supuestos en que dicho requisito esté exceptuado por una disposición con rango de ley.

2. El régimen de las reclamaciones previas al ejercicio de las acciones civiles y laborales 
se ajustará a lo dispuesto en la legislación básica de régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y en la legislación de orden social, con las especificaciones 
previstas en los apartados siguientes.

3. La reclamación administrativa previa a la vía judicial civil se dirigirá al Consejero 
competente por razón de la materia.

4. La reclamación administrativa previa a la vía judicial laboral se dirigirá al Secretario 
general de la Consejería correspondiente.
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5. Recibida la reclamación y, sin perjuicio de incorporar los antecedentes, informes, 
documentos y datos necesarios para determinar, conocer y comprobar los hechos sobre los 
cuales deba pronunciarse la resolución, será preceptivo el informe del Gabinete Jurídico.

[ . . . ]
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§ 310

Ley 5/2007, de 19 de abril, General de Hacienda Pública de 
Extremadura. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 49, de 28 de abril de 2007

«BOE» núm. 127, de 28 de mayo de 2007
Última modificación: 6 de febrero de 2024

Referencia: BOE-A-2007-10666

[ . . . ]
TÍTULO I

Del Régimen de Hacienda de la Comunidad Autónoma de Extremadura

CAPÍTULO I
Los derechos

[ . . . ]
Sección 2.ª Normas comunes a los derechos de la Hacienda Pública de 

Extremadura

[ . . . ]
Artículo 17.  Régimen común de los derechos de la Hacienda Pública de Extremadura.

1. No se pueden enajenar, gravar ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda 
Pública de Extremadura, salvo en los casos establecidos en las Leyes.

2. Tampoco pueden concederse exenciones, condonaciones, rebajas ni moratorias en el 
pago de los derechos de la Hacienda Pública de Extremadura, salvo en los casos y en la 
forma que determinen las leyes, y sin perjuicio de lo establecido en el artículo 27.

3. No se puede transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda 
Pública de Extremadura, ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten sobre los 
mismos, sino mediante Decreto del Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura, previo 
dictamen del Consejo Consultivo de Extremadura.

4. La suscripción y celebración de acuerdos y convenios previstos en la legislación 
concursal requiere únicamente autorización del órgano que determine el titular de la 
Consejería competente en materia de Hacienda.

5. La extinción, total o parcial, de las deudas que la Administración del Estado, sus 
organismos autónomos, la Seguridad Social, las Corporaciones Locales y otras entidades de 
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derecho público tengan con la Comunidad Autónoma de Extremadura podrá realizarse por 
vía de compensación, cuando se trate de deudas vencidas, líquidas y exigibles.

[ . . . ]
TÍTULO III

De la Tesorería, del endeudamiento y de los avales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del endeudamiento

[ . . . ]
Sección 2.ª Endeudamiento de la Administración de la Comunidad Autónoma, 
los organismos autónomos y entes públicos con presupuesto limitativo del 

sector público autonómico

[ . . . ]
Artículo 117.  Régimen jurídico.

1. Las operaciones de endeudamiento se realizarán en los mercados financieros 
conforme a las normas, reglas, técnicas, condiciones y cláusulas usuales en tales mercados, 
pudiendo acordar el sometimiento a arbitraje o la remisión a una legislación o tribunales 
extranjeros, siempre que se observe lo dispuesto en el artículo 17 de esta Ley, respetando lo 
establecido en la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las 
Comunidades Autónomas y demás normativa aplicable en materia de estabilidad 
presupuestaria.

2. La concertación de las operaciones financieras reguladas en este capítulo, excepto 
aquellas que corresponda a préstamos concedidos por otras Administraciones Públicas o 
Entidades de su Sector Público y las contempladas en el apartado a) del artículo 113 de esta 
Ley, se realizará mediante procedimientos que garanticen, en todo caso, el principio de 
concurrencia.

3. El endeudamiento gozará, según su modalidad y características, de los mismos 
beneficios y prerrogativas que la Deuda del Estado.

4. A los valores representativos del endeudamiento, cuando éste se realice mediante 
empréstitos o emisiones de deuda, les será de aplicación el régimen establecido por el 
ordenamiento jurídico general, según la modalidad y las características de los mismos.

5. Se dará cuenta a la Asamblea de Extremadura de todas las operaciones de 
endeudamiento formalizadas en el plazo de un mes desde la fecha de formalización.

[ . . . ]
CAPÍTULO III
De los avales

[ . . . ]
Artículo 124.  Formalización de los avales.

1. La formalización de avales de la Administración de la Comunidad Autónoma 
corresponde al titular de la Consejería competente en materia de Hacienda quien, sin 
perjuicio de los límites que puedan haberse establecido en la preceptiva autorización del 
Consejo de Gobierno, podrá concertar los pactos y condiciones que resulten usuales en los 
mercados financieros.

En particular, podrá acordar:
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a) La renuncia al beneficio de excusión que establece el artículo 1830 del Código Civil.
b) Excepcionalmente, en los avales que garanticen operaciones de crédito exterior, el 

sometimiento a arbitraje o la remisión a una legislación o tribunales extranjeros, siempre que 
se observe lo dispuesto en el artículo 17 de esta ley.

2. Los avales se presumirán otorgados con carácter subsidiario, salvo que al concederse 
se hubiera dispuesto expresamente lo contrario.

3. Salvo que en ella se indicara expresamente lo contrario, se entenderá revocada la 
autorización del Consejo de Gobierno cuando el aval no se formalizase en el plazo de un 
año a contar desde la fecha de dicho acuerdo. El Consejo de Gobierno podrá, en su caso y 
antes de finalizar dicho plazo, acordar su prórroga sin que este hecho afecte al límite al que 
se refiere el artículo 122.

[ . . . ]
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§ 311

Ley 1/2008, de 22 de mayo, de creación de Entidades Públicas de la 
Junta de Extremadura. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 100, de 26 de mayo de 2008
«BOE» núm. 142, de 12 de junio de 2008
Última modificación: 31 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-2008-10058

[ . . . ]
TÍTULO II

Del Instituto de Consumo de Extremadura

[ . . . ]
Artículo 6.  Fines.

1. El Instituto de Consumo de Extremadura ejercerá las competencias que corresponden 
a la Comunidad Autónoma de Extremadura en materia de consumo, sin perjuicio de las 
competencias que la legislación sectorial atribuya a otros órganos.

2. En particular, tendrá como fines esenciales:
a) La propuesta de planificación de las políticas de defensa y protección de los 

consumidores y la ejecución de las mismas.
b) La formación y la educación de los consumidores, especialmente para que éstos 

conozcan sus derechos.
c) La resolución de los conflictos en materia de consumo, a través de la mediación y el 

arbitraje.
d) Otras atribuciones de protección y defensa de los consumidores y usuarios que legal o 

reglamentariamente le sean atribuidas.
e) Cumplimiento y aplicación de la normativa sancionadora en materia de consumo.
f) Puesta en marcha y coordinación de las Oficinas de Información al Consumidor.
g) Gestión de las subvenciones.
h) Gestión administrativa de la Junta Arbitral de Consumo.
i) El asesoramiento y la mediación e intermediación hipotecaria.

[ . . . ]
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§ 312

Ley 2/2008, de 16 de junio, de Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 116, de 17 de junio de 2008
«BOE» núm. 167, de 11 de julio de 2008

Última modificación: 29 de noviembre de 2022
Referencia: BOE-A-2008-11792

[ . . . ]
TÍTULO I

Protección y defensa

CAPÍTULO I
Indisponibilidad patrimonial

[ . . . ]
Artículo 15.  Transacción y arbitraje.

No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los bienes y derechos 
patrimoniales, ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten sobre los mismos, sino 
mediante Decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta del titular de la Consejería 
competente en materia de Hacienda, previo dictamen del Consejo Consultivo de 
Extremadura.

[ . . . ]
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§ 313

Ley 2/2011, de 31 de enero, de desarrollo y modernización del 
turismo de Extremadura. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 22, de 2 de febrero de 2011
«BOE» núm. 42, de 18 de febrero de 2011

Última modificación: 29 de noviembre de 2022
Referencia: BOE-A-2011-3179

[ . . . ]
TÍTULO III

Disciplina Turística

[ . . . ]
CAPÍTULO V

El procedimiento sancionador

[ . . . ]
Artículo 118.  Conciliación y Subsanación.

1. Previa o simultáneamente a la tramitación del procedimiento sancionador, el órgano 
competente para su incoación ofrecerá a la persona presuntamente infractora la posibilidad 
de reparar los perjuicios causados o de corregir las irregularidades administrativas en las 
que hubiera incurrido.

2. La conciliación voluntaria para la reparación de los perjuicios causados a las personas 
usuarias o consumidoras por parte de las personas titulares de actividades turísticas sólo se 
podrá intentar en aquellos supuestos en los que prime un interés privado y éste sea 
cuantificable o susceptible de cuantificarse.

3. Producirá los mismos efectos que la conciliación voluntaria el sometimiento de las 
partes al sistema arbitral de consumo o a los procedimientos arbitrales que la Administración 
turística pueda instituir al amparo de lo previsto en esta ley.

4. La subsanación de las irregularidades administrativas sólo será admisible cuando lo 
permita la entidad de la infracción y del perjuicio que la misma hubiese producido.

5. La conciliación y la subsanación plena comportarán el archivo de las actuaciones o la 
atenuación de las sanciones, atendiendo a la naturaleza y gravedad de los perjuicios 
causados. La subsanación parcial únicamente podrá dar lugar a la atenuación de las 
sanciones.
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6. La tramitación de los procedimientos de conciliación y la subsanación interrumpirán la 
prescripción de las infracciones y el cómputo del plazo para resolver los procedimientos 
sancionadores.

[ . . . ]
Artículo 126.  Arbitraje.

1. Mediante el arbitraje las personas físicas y jurídicas podrán someter voluntaria y 
expresamente a la decisión de una o varias personas que ejerzan esa función arbitral la 
resolución de los conflictos que puedan surgir en relación con las materias reguladas en esta 
ley.

2. La Administración turística de la Junta de Extremadura podrá crear mecanismos de 
arbitraje turístico, de conformidad con lo establecido en la legislación vigente sobre la 
materia.

[ . . . ]
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§ 314

Decreto-ley 1/2016, de 10 de mayo, de medidas extraordinarias 
contra la exclusión social. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 89, de 11 de mayo de 2016
«BOE» núm. 146, de 17 de junio de 2016
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2016-5904

[ . . . ]
TÍTULO VI

Medidas de acceso a las viviendas de promoción pública de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura y de mediación e intermediación hipotecaria

[ . . . ]
Artículo 18.  Modificación de la Ley 1/2008, de 22 de mayo, de creación de Entidades 
Públicas de la Junta de Extremadura.

Se modifica el artículo 6 de la Ley 1/2008, de 22 de mayo, de creación de Entidades 
Públicas de la Junta de Extremadura, que queda redactado como sigue:

«Artículo 6.  Fines.
1. El Instituto de Consumo de Extremadura ejercerá las competencias que 

corresponden a la Comunidad Autónoma de Extremadura en materia de consumo, 
sin perjuicio de las competencias que la legislación sectorial atribuya a otros órganos.

2. En particular, tendrá como fines esenciales:
a) La propuesta de planificación de las políticas de defensa y protección de los 

consumidores y la ejecución de las mismas.
b) La formación y la educación de los consumidores, especialmente para que 

éstos conozcan sus derechos.
c) La resolución de los conflictos en materia de consumo, a través de la 

mediación y el arbitraje.
d) Otras atribuciones de protección y defensa de los consumidores y usuarios 

que legal o reglamentariamente le sean atribuidas.
e) Cumplimiento y aplicación de la normativa sancionadora en materia de 

consumo.
f) Puesta en marcha y coordinación de las Oficinas de Información al 

Consumidor.
g) Gestión de las subvenciones.
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h) Gestión administrativa de la Junta Arbitral de Consumo.
i) El asesoramiento y la mediación e intermediación hipotecaria.»

[ . . . ]
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§ 315

Ley 7/2016, de 21 de julio, de medidas extraordinarias contra la 
exclusión social. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 141, de 22 de julio de 2016

«BOE» núm. 192, de 10 de agosto de 2016
Última modificación: 26 de febrero de 2019

Referencia: BOE-A-2016-7692

[ . . . ]
TÍTULO VI

Medidas de acceso a las viviendas de promoción pública de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura y de mediación e intermediación hipotecaria

[ . . . ]
Artículo 19.  Modificación de la Ley 1/2008, de 22 de mayo, de creación de Entidades 
Públicas de la Junta de Extremadura.

Se modifica el artículo 6 de la Ley 1/2008, de 22 de mayo, de creación de Entidades 
Públicas de la Junta de Extremadura, que queda redactado como sigue:

«Artículo 6.  Fines.
1. El Instituto de Consumo de Extremadura ejercerá las competencias que 

corresponden a la Comunidad Autónoma de Extremadura en materia de consumo, 
sin perjuicio de las competencias que la legislación sectorial atribuya a otros órganos.

2. En particular, tendrá como fines esenciales:
a) La propuesta de planificación de las políticas de defensa y protección de los 

consumidores y la ejecución de las mismas.
b) La formación y la educación de los consumidores, especialmente para que 

éstos conozcan sus derechos.
c) La resolución de los conflictos en materia de consumo, a través de la 

mediación y el arbitraje.
d) Otras atribuciones de protección y defensa de los consumidores y usuarios 

que legal o reglamentariamente le sean atribuidas.
e) Cumplimiento y aplicación de la normativa sancionadora en materia de 

consumo.
f) Puesta en marcha y coordinación de las Oficinas de Información al 

Consumidor.
g) Gestión de las subvenciones.
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h) Gestión administrativa de la Junta Arbitral de Consumo.
i) El asesoramiento y la mediación e intermediación hipotecaria.»

[ . . . ]
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§ 316

Ley 9/2018, de 30 de octubre, de sociedades cooperativas de 
Extremadura. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 213, de 2 de noviembre de 2018
«BOE» núm. 289, de 30 de noviembre de 2018
Última modificación: 29 de noviembre de 2022

Referencia: BOE-A-2018-16345

TÍTULO I
La sociedad cooperativa

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Órganos sociales

[ . . . ]
Sección 3.ª El comité de recursos

Artículo 63.  Funciones y composición.
1. Los estatutos podrán regular la existencia de un comité de recursos que tramitará y 

resolverá los recursos contra las sanciones que el órgano de administración imponga a los 
socios y los demás recursos regulados en la presente Ley o los estatutos.

2. Los estatutos fijarán su composición, estando conformado como mínimo por tres 
integrantes, siendo siempre un número impar, elegidos entre los socios por la asamblea 
general mediante votación secreta, por un periodo de tres años con posibilidad de 
reelección. No obstante, continuarán ostentando sus cargos hasta el momento en que se 
produzca la renovación de los mismos, aunque haya concluido el periodo para el que fueron 
elegidos. En su composición se tenderá a la paridad y tendrá, al menos, un número de 
integrantes mujeres proporcional al número de socios que tenga la sociedad cooperativa. Si 
no se alcanzase dicha proporcionalidad, en la memoria de las cuentas anuales de la 
sociedad cooperativa se deberá justificar, debidamente, el motivo y el procedimiento a seguir 
para alcanzarla.

Quienes integren el comité de recursos elegirán entre ellos a una presidencia y a una 
secretaría.

La condición de integrante del comité de recursos es incompatible con el ejercicio de 
cualquier otro cargo de elección en la sociedad cooperativa o con el hecho de mantener con 
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ella una relación laboral. Así mismo, estará sujeto al mismo régimen de incapacidades y 
prohibiciones que los consejeros.

Podrán percibir remuneraciones por el desempeño de su cargo si lo prevén los estatutos 
sociales siéndoles de aplicación el mismo régimen que a quienes forman parte del consejo 
rector.

3. El comité de recursos deliberará válidamente con la asistencia de la mitad más uno de 
sus componentes.

Los acuerdos del comité se adoptarán por mayoría simple de los asistentes, no siendo 
posible la delegación de voto. El voto de la presidencia dirimirá los empates, salvo cuando se 
trate de resolver recursos en materia sancionadora, en cuyo caso las votaciones serán 
secretas y el empate significará el sobreseimiento del procedimiento disciplinario. No podrán 
tomar parte en la tramitación y resolución de los recursos los integrante que tengan, respecto 
al socio afectado, parentesco de consanguinidad o de afinidad tanto matrimonial como 
extramatrimonial dentro del segundo grado, ni los que tengan con aquel amistad íntima, 
enemistad manifiesta o relación de servicio.

El acta de la reunión del comité, firmada por la presidencia y la secretaría, recogerá el 
texto de los acuerdos.

Los acuerdos del comité de recursos son inmediatamente ejecutivos y definitivos, como 
expresión de la voluntad social y podrán recurrirse, como si hubieran sido dictados por la 
asamblea general, conforme a lo establecido en el artículo 48.

Sin la previa interposición del recurso ante el comité, el interesado no podrá acudir a la 
vía judicial o arbitral.

[ . . . ]
CAPÍTULO X

Disolución y liquidación

[ . . . ]
Artículo 123.  Funciones de los liquidadores.

1. Si fueran varios liquidadores se entenderán investidos de competencias, tanto de 
gestión como de representación, solidarias, salvo acuerdo en contrario de la asamblea 
general.

2. Los liquidadores estarán facultados para realizar cuantas operaciones sean 
necesarias para la liquidación. Para el cumplimiento de las funciones que se les 
encomiendan ostentarán la representación de la sociedad cooperativa en juicio y fuera de él, 
obligando a la sociedad frente a terceros en los mismos términos que los establecidos para 
el órgano de administración de la sociedad cooperativa, pudiendo conferir apoderamientos.

En particular, incumbe a los liquidadores:
a) Suscribir el inventario y balance inicial aludido en el artículo anterior.
b) Llevar y custodiar los libros y correspondencia de la sociedad cooperativa y velar por 

la integridad de su patrimonio.
c) Realizar las operaciones pendientes y las nuevas que sean necesarias para la 

liquidación de la sociedad cooperativa.
d) Enajenar los bienes sociales, incluso mediante venta a plazo, o aportación o cambio 

de valores negociables. Para la venta de inmuebles se acudirá necesariamente a la pública 
subasta de inmuebles, salvo que la asamblea general establezca expresamente otro sistema 
válido. Para la enajenación del establecimiento o de partes de él susceptibles de explotación 
independiente bastará el acuerdo de la asamblea general.

e) Reclamar y percibir los créditos pendientes, sea contra los terceros o contra los socios 
o asociados.

f) Concertar transacciones, compromisos y arbitrajes cuando así convenga a los 
intereses sociales.
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g) Pagar a los acreedores, asociados y socios y transferir a quien corresponda el Fondo 
de Educación y Promoción y el sobrante del haber líquido de la sociedad cooperativa, 
ateniéndose a las normas que se establecen en el siguiente artículo.

[ . . . ]
TÍTULO III

Administración Pública y sociedades cooperativas

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Consejo Superior del Cooperativismo de Extremadura

Sección 1.ª Consejo Superior del Cooperativismo de Extremadura

Artículo 190.  Consejo Superior del Cooperativismo de Extremadura.
1. El Consejo Superior del Cooperativismo de Extremadura es el órgano consultivo, de 

participación y de resolución extrajudicial de conflictos cooperativos de la Administración de 
la Comunidad Autónoma de Extremadura en materia de sociedades cooperativas y tendrá, 
entre otras, las siguientes funciones:

a) Facilitar y colaborar en la investigación, planificación y ejecución de los programas de 
desarrollo y fomento del cooperativismo, así como promover la educación y formación 
cooperativa.

b) Conocer e informar sobre los proyectos de disposiciones legales y reglamentarias y 
demás normas o programas anuales, o de cualquier otro tipo, que afecten directamente a las 
sociedades cooperativas, así como procurar su difusión.

c) Elaborar propuestas y dictámenes en relación con las cuestiones que afecten a las 
sociedades cooperativas.

d) Ejercer las funciones de mediación, conciliación y arbitraje en los términos 
establecidos en la presente Ley.

e) Realizar estudios sobre cuestiones y problemas que afecten a la economía social y 
difundir los principios del movimiento cooperativo.

f) Redactar y aprobar con carácter bienal el plan de apoyo y fomento del cooperativismo, 
hacer seguimiento de su grado de cumplimiento y evaluar sus resultados.

g) Fomentar y facilitar la intercooperación cooperativa.
h) Las demás que deriven de las disposiciones legales y reglamentarias.
2. El Consejo Superior del Cooperativismo de Extremadura estará integrado por quienes 

determine su Reglamento, que en todo caso deberán pertenecer a la Administración 
autonómica, al movimiento cooperativo, sin perjuicio de la representación de otros sectores. 
La Presidencia del Consejo Superior la ostentará la persona titular de la Consejería 
competente en materia de sociedades cooperativas y la Vicepresidencia la persona titular de 
la Dirección General con competencias en dicha materia.

3. La regulación de la composición, organización y funcionamiento del Consejo Superior 
del Cooperativismo de Extremadura se hará reglamentariamente. En la composición se 
garantizará la representación equilibrada de hombres y mujeres en los términos establecidos 
en el artículo 29 de la Ley 8/2011, de 23 de marzo, de Igualdad entre Mujeres y Hombres y 
contra la Violencia de Género en Extremadura.

Sección 2.ª Mediación, conciliación y arbitraje

Artículo 191.  Mediación, conciliación y arbitraje.
1. Podrán ser sometidas a la mediación, a la conciliación o al arbitraje administrados por 

el Consejo Superior del Cooperativismo de Extremadura, las cuestiones litigiosas que versen 
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sobre materias de libre disposición por las partes conforme a Derecho y que se deriven de la 
actividad cooperativa o asociativa y que se originen:

a) Entre sociedades cooperativas.
b) Entre socios o asociados y la sociedad cooperativa a la que pertenezcan.
c) Entre socios y/o asociados de la misma o de distinta sociedad.
d) Entre uniones, federaciones y confederaciones de sociedades cooperativas, y entre 

estas y los socios que las forman.
e) Entre una sociedad cooperativa de segundo grado y los socios de las sociedades 

cooperativas de base, y entre las uniones, federaciones o confederaciones y los socios de 
las sociedades cooperativas miembros.

2. La competencia en materia de mediación, conciliación y arbitraje del Consejo Superior 
del Cooperativismo de Extremadura no excluye la facultad de las partes de someter sus 
diferencias a otras formas de arbitraje, de acuerdo con lo que dispone la legislación 
aplicable.

3. Los socios o asociados de las sociedades cooperativas, de las uniones, federaciones 
o confederaciones, antes de acudir a la Jurisdicción competente o a la resolución 
extrajudicial para la resolución de los conflictos que se puedan suscitar entre ellos y la 
entidad a la que pertenezcan, derivados de su condición de tal, deberán agotar previamente 
la vía interna cooperativa establecida en la presente Ley, en sus normas de desarrollo, en los 
estatutos sociales o en sus reglamentos internos.

4. La presentación de la solicitud de mediación, conciliación o arbitraje interrumpe la 
prescripción y suspende el cómputo del plazo para el ejercicio de las acciones reguladas por 
la presente Ley.

TÍTULO IV
Asociacionismo cooperativo

[ . . . ]
Artículo 196.  Fines.

Las uniones, federaciones y confederaciones de sociedades cooperativas tendrán los 
fines, características y régimen que determinen sus propios estatutos y, entre otros, los 
siguientes:

a) Representar a los miembros que asocien de acuerdo con lo que establezcan sus 
estatutos.

b) Ejercer la conciliación en los conflictos surgidos entre las sociedades cooperativas que 
asocien, o entre estas y sus socios.

c) Organizar servicios de asesoramiento, de auditoría, de asistencia jurídica o técnica y 
cuantos sean convenientes a los intereses de sus socios.

d) Participar, cuando la Administración Pública lo solicite, en las instituciones y 
organismos de esta, en orden al perfeccionamiento del régimen legal, así como en 
cualesquiera otras instituciones socioeconómicas.

e) Fomentar la promoción y formación cooperativa.
f) Promover y favorecer el asociacionismo cooperativo.
g) Promover la intercooperación entre las entidades asociadas.
h) Favorecer la creación de redes entre las sociedades cooperativas asociadas que 

contribuyan a optimizar su conocimiento y a fortalecer su posicionamiento social y/o 
económico.

i) Actuar como interlocutores y representantes de las cooperativas ante otras 
organizaciones, entidades y organismos públicos.

j) Colaborar con las Administraciones Públicas, especialmente con la autonómica, en 
cualquier programa, proyecto o iniciativa que tenga como objetivo promocionar y 
perfeccionar el funcionamiento de las cooperativas y del movimiento cooperativo.
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k) Colaborar con el Registro de Sociedades Cooperativas de Extremadura en las tareas 
de actualización y depuración técnica del censo de sociedades inscritas en aquél.

l) Ejercer cualquier actividad de naturaleza análoga.

[ . . . ]
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§ 317

Ley 6/2019, de 20 de febrero, del Estatuto de las personas 
consumidoras de Extremadura. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 39, de 26 de febrero de 2019
«BOE» núm. 61, de 12 de marzo de 2019

Última modificación: 29 de noviembre de 2022
Referencia: BOE-A-2019-3492

[ . . . ]
TÍTULO I

Derechos de las personas consumidoras

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Indemnización por daños y perjuicios

[ . . . ]
Sección 2.ª Resolución extrajudicial de conflictos

Artículo 37.  Principios generales.
1. La resolución extrajudicial de los conflictos derivados de una relación de consumo se 

canaliza principalmente por la mediación y el arbitraje de consumo, sin perjuicio de las 
materias o los sectores que tengan sistemas públicos extrajudiciales de resolución de 
conflictos.

2. La resolución extrajudicial de conflictos de consumo atiende las reclamaciones de las 
personas consumidoras y tiene carácter vinculante para las partes que se hayan sometido 
voluntariamente a ella, en los términos que establezca la legislación aplicable, sin perjuicio 
de la protección administrativa y judicial que proceda.

3. Pueden someterse a mediación y arbitraje los conflictos sobre materias de libre 
disposición, de acuerdo con las leyes aplicables.

4. La Administración de consumo impulsará y promoverá entre el sector empresarial la 
necesidad de introducir la perspectiva género y la de discapacidad en sus productos y 
servicios.

Artículo 38.  Fomento de los sistemas voluntarios de resolución de conflictos.
1. La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura debe impulsar, en 

colaboración con otras Administraciones y con las asociaciones de personas consumidoras y 
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empresarios, la disponibilidad para las personas consumidoras y para las empresas de 
sistemas operativos de resolución voluntaria de conflictos y de reclamaciones en materia de 
consumo.

2. La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en el ámbito de sus 
competencias, ejercerá las funciones de fomento, gestión y desarrollo de la mediación y del 
arbitraje de consumo que la legislación les atribuya, incluyendo a las empresas que operen 
por vía telemática o informática.

[ . . . ]
Artículo 79 bis.  Multas coercitivas.

1. Las administraciones competentes en materia de consumo pueden imponer multas 
coercitivas, reiteradas por lapsos de tiempo que sean suficientes para cumplir lo ordenado, 
que garanticen la ejecución de los actos y resoluciones administrativas destinadas al 
cumplimiento de las siguientes obligaciones que tienen como finalidad la:

a) Rectificación de los incumplimientos identificados en la resolución sancionadora;
b) Reposición de la situación alterada por la infracción a su estado original y, si procede, 

la indemnización por daños y perjuicios probados causados a la persona consumidora;
c) Satisfacción de las pretensiones de las personas consumidoras perjudicadas por la 

infracción.
2. La multa coercitiva se impondrá por el órgano competente para dictar la resolución 

sancionadora, previo requerimiento de ejecución del acto, con la advertencia a la persona 
requerida del plazo para cumplirlo y de la cuantía de la multa que, en caso de 
incumplimiento, puede serle impuesta.

A estos efectos, el plazo debe ser suficiente para cumplir la obligación impuesta teniendo 
en cuenta su naturaleza y extensión, no pudiendo ser éste superior a treinta días naturales ni 
inferior a quince días naturales desde el día siguiente a su notificación.

Asimismo, y sin perjuicio de las cuantías resultantes de aplicar el criterio establecido en 
el apartado siguiente por motivo de necesidad de reiteración, la cuantía de la multa coercitiva 
será de 1.500 euros en el requerimiento previo e inicial.

3. La Administración, si comprueba el incumplimiento de lo que ha ordenado, puede 
reiterar las multas coercitivas por períodos de un mes, incrementándose, en cada reiteración 
necesaria hasta su efectivo cumplimiento, en el doble de la cuantía previamente impuesta.

4. Estas multas son independientes de las que pueden imponerse en concepto de 
sanción, y son compatibles con ellas.

[ . . . ]
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§ 318

Ley 2/2021, de 21 de mayo, de defensa, asistencia jurídica y 
comparecencia en juicio de la administración de la Comunidad 

Autónoma de Extremadura. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 99, de 26 de mayo de 2021
«BOE» núm. 151, de 25 de junio de 2021
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2021-10592

[ . . . ]
TÍTULO II

Normas específicas sobre la representación y defensa en juicio de la Junta de 
Extremadura

[ . . . ]
Artículo 6.  Disposición de la acción procesal.

1. Los allanamientos a las pretensiones de contrario, las transacciones sobre cuestiones 
litigiosas y los desistimientos de acciones jurisdiccionales iniciadas, en todo caso, previo 
informe preceptivo de la Abogacía General, requerirán autorización expresa del Presidente 
de la Junta de Extremadura, o del Consejo de Gobierno en los supuestos previstos en el 
artículo 17 de la Ley 5/2007, de 19 de abril, General de la Hacienda Pública de Extremadura.

2. Se exceptúan de la necesaria autorización, así como de lo dispuesto en el artículo 17 
de la Ley 5/2007, de 19 de abril, General de la Hacienda Pública de Extremadura prevista en 
el párrafo anterior los siguientes supuestos:

a) Las transacciones debidas a procedimientos concursales, que únicamente requerirán 
de la Consejería competente del crédito afectado.

b) Las transacciones a que se refiere el artículo 77 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa siempre que el acuerdo sea inferior 
a 50.000 euros, en cuyo caso únicamente se precisará la propuesta de gasto debidamente 
fiscalizada.

c) Las transacciones o acuerdos a que lleguen las compañías aseguradoras de la 
Administración dentro del límite de la cobertura de la póliza suscrita.

d) Las transacciones sobre la responsabilidad civil a las que pueda llegarse en los 
expedientes de reforma seguidos ante los Juzgados de Menores en los que comparezca la 
Junta de Extremadura en calidad de tutor del menor siempre que el acuerdo no afecte a 
cuantías superiores a 3.000 euros, las podrá realizar el/la letrado/a director del asunto, 
dando cuenta inmediata posterior al Letrado General.
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En todos estos supuestos se precisará informe previo del letrado director del asunto con 
el visto bueno del Letrado General.

[ . . . ]
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§ 319

Ley 13/1998, de 23 de diciembre, de atribución de competencias a 
los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera en 

materia de transportes terrestres. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 166, de 31 de diciembre de 1998

«BOE» núm. 31, de 5 de febrero de 1999
Última modificación: 28 de junio de 2014

Referencia: BOE-A-1999-2946

[ . . . ]
Artículo 2.  Competencias que se atribuyen a los consejos insulares de Menorca y de 
Eivissa y Formentera.

1) Los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera asumen como propias 
todas las competencias ejecutivas y de gestión en materia de transporte público por 
carretera y sus actividades auxiliares y complementarias que no excedan de sus ámbitos 
territoriales que se relacionan a continuación:

a) Servicios de transporte público regular de viajeros de uso general.
b) Servicios de transporte público regular de viajeros de uso especial.
c) Servicios de transporte turístico.
d) Autorizaciones especiales de circulación.
e) Estaciones de viajeros.
f) Estaciones de mercancías y centros de información y distribución de cargas.
2. Los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera asumen, como 

delegadas, las competencias ejecutivas y de gestión en materia de transporte por carretera y 
las actividades auxiliares y complementarias, tanto si son de titularidad de la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears, en virtud de su Estatuto de Autonomía, como si son de 
titularidad estatal delegada a la Comunidad Autónoma de acuerdo con la Ley Orgánica 
5/1987, de 30 de julio, de delegación de facultades del Estado en las Comunidades 
Autónomas en materia de transportes por carretera y por cable, que se relacionan a 
continuación:

a) Servicios de transporte público discrecional de viajeros en autobús.
b) Servicios de transporte público discrecional de viajeros en vehículos de turismo, de 

autotaxis y de transporte sanitario.
c) Servicios de transporte público de mercancías ymixtos.
d) Servicios de transporte privado, particular y complementario de viajeros, de 

mercancías y mixtos.
e) Alquiler de vehículos sin conductor.
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f) Alquiler de vehículos con conductor.
g) Operadores de transporte de mercancías.
h) Transporte internacional de viajeros y de mercancías.
i) Junta Arbitral del Transporte.
j) Capacitación profesional para el ejercicio del transporte público y de sus actividades 

auxiliares y complementarias.
k) Servicios de transporte turístico y autorizaciones especiales de circulación en los que 

el modo carretera que se utilice, exceda del ámbito territorial de un Consejo Insular.
3. En los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera habrá una Junta 

Arbitral del Transporte que se constituirá y ejercerá sus funciones de acuerdo con lo que se 
establece en el capítulo VIII, del título I, de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de ordenación de 
los transportes terrestres y su reglamento.

4. Las competencias delegadas serán ejercidas por el Consejo Insular correspondiente, 
de acuerdo con los siguientes criterios de determinación:

a) Lugar de domiciliación de las autorizaciones.
b) En caso de defecto de lo anterior, lugar de origen del itinerario del transporte por 

carretera de que se trate.
c) En materia de arbitraje, de acuerdo con las reglas que prevé la legislación sobre 

juntas arbitrales del transporte.
d) Los Consejos Insulares de Menorca y de Eivissa y Formentera ejercerán, además, la 

inspección de los servicios de transporte y de sus actividades auxiliares y complementarias 
que se desarrollen en su ámbito territorial, así como la potestad sancionadora respecto de 
las infracciones que en la prestación de estos servicios se produzcan en dicho ámbito, 
independientemente del lugar de domiciliación de la autorización o del lugar de origen del 
transporte.

[ . . . ]
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§ 320

Ley 6/2001, de 11 de abril, del Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 49, de 24 de abril de 2001

«BOE» núm. 125, de 25 de mayo de 2001
Última modificación: 30 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2001-9857

[ . . . ]
TÍTULO II

Del dominio público

CAPÍTULO I
De las características y las facultades administrativas

Artículo 19.  Características.
1. Los bienes de dominio público, mientras no sean desafectados, no pueden ser 

alienados ni gravados de ningún modo, son imprescriptibles, inembargables y, en 
consecuencia, no pueden ser objeto de gravamen, carga, afección, transacción o arbitraje. 
Tienen las mismas condiciones los bienes accesorios, los frutos, las accesiones y las obras 
nuevas.

2. Los rendimientos económicos de los bienes deben ingresarse en la Tesorería General 
a los efectos previstos en la legislación de finanzas.

3. Todas las facultades administrativas en relación con el dominio público deben 
adaptarse, además, a la naturaleza y función del bien.

[ . . . ]
TÍTULO III

De los bienes patrimoniales

[ . . . ]
CAPÍTULO V

De los requisitos para determinados actos

[ . . . ]
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Artículo 50.  Transacciones y arbitraje.
Se pueden transigir y someter a arbitraje, previo dictamen del Consejo Consultivo, las 

contiendas que se susciten sobre los bienes o derechos patrimoniales de la Comunidad 
Autónoma, de acuerdo con la legislación específica aplicable.

[ . . . ]
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§ 321

Ley 3/2003, de 26 de marzo, de Régimen Jurídico de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears. 

[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 44, de 3 de abril de 2003
«BOE» núm. 98, de 24 de abril de 2003

Última modificación: 18 de diciembre de 2021
Referencia: BOE-A-2003-8438

[ . . . ]
TÍTULO V

La actividad administrativa

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De la revisión de los actos en vía administrativa

[ . . . ]
Sección 2.ª El régimen de recursos

[ . . . ]
Artículo 59.  Sustitución de los recursos administrativos.

1. El recurso de alzada y el de reposición se podrán substituir por otros procedimientos 
de impugnación o de reclamación, de conciliación, de mediación y de arbitraje, ante órganos 
colegiados o comisiones específicas que no estén sometidos a instrucciones jerárquicas. 
Esta substitución se podrá establecer en supuestos o en ámbitos sectoriales determinados 
cuando la especificidad de la materia así lo justifique y, en todo caso, por ley.

2. La resolución de estos procedimientos deja expedita la vía contenciosa administrativa.

[ . . . ]
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§ 322

Ley 20/2006, de 15 de diciembre, municipal y de régimen local de las 
Illes Balears. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 186, de 27 de diciembre de 2006

«BOE» núm. 26, de 30 de enero de 2007
Última modificación: 30 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2007-1893

[ . . . ]
TÍTULO V

Disposiciones comunes a las entidades locales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Régimen de funcionamiento

Sección 1.ª Régimen de sesiones

[ . . . ]
Artículo 85.  Informes previos de adecuación a la legalidad.

1. Es necesario el informe previo del secretario o de la secretaria y, si procede, del 
interventor o de la interventora o de quienes legalmente les sustituyan, para la adopción de 
acuerdos en los siguientes casos:

a) Cuando se refieran a materias para las que se exige una mayoría absoluta o 
calificada.

b) Siempre que lo ordene el presidente o la presidenta de la corporación o lo solicite un 
tercio de los miembros que la integran, con antelación suficiente a la celebración de la 
sesión.

c) Imposición y ordenación de los recursos propios de carácter tributario.
d) En los otros supuestos establecidos por las leyes.
2. Los informes preceptivos a los que se refiere el número anterior se emitirán por escrito 

con indicación de la legislación que sea aplicable y la adecuación de las propuestas de 
acuerdo a la legalidad.

3. Los acuerdos que autoricen el ejercicio de las acciones necesarias para la defensa de 
los bienes y derechos de las entidades locales, así como para allanarse a las demandas 
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judiciales o para transigir sobre las mismas, deben adoptarse previo dictamen del secretario 
o la secretaria o de un letrado o una letrada.

[ . . . ]
TÍTULO VI

Bienes de las entidades locales

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Aprovechamiento y tutela

[ . . . ]
Artículo 146.  Defensa de los bienes.

1. Los entes locales tienen la obligación de ejercer todo tipo de acciones y de recursos 
en defensa de sus derechos y de su patrimonio. El ejercicio de las acciones administrativas 
en defensa de sus bienes y derechos es competencia del pleno de la corporación, salvo las 
de carácter urgente que pueden ser ejercidas por el presidente o la presidenta.

2. Cualquier vecino o vecina que se encuentre en el pleno uso de sus derechos civiles y 
políticos puede requerir su ejercicio al ente interesado. Este requerimiento debe ser 
comunicado a quienes pueden resultar afectados por las actuaciones correspondientes y 
suspende el plazo para ejercer estas acciones durante un período de treinta días hábiles. Si 
en el citado plazo de treinta días hábiles el ente local no acuerda ejercer las acciones 
solicitadas los vecinos y las vecinas pueden ejercerlas en nombre e interés de la 
corporación. En el caso de que prospere la acción, la persona actora tiene derecho a ser 
reembolsada por el ente local de las costas procesales, y a la indemnización de los daños y 
perjuicios que se le hayan producido.

3. Los entes locales pueden recuperar ellos mismos, en cualquier momento, la posesión 
de sus bienes de dominio público.

4. Igualmente, pueden recuperar los bienes patrimoniales dentro del plazo de un año a 
contar del día siguiente de la fecha en que se ha producido la ocupación. Pasado este 
período, sólo pueden hacerlo acudiendo ante la jurisdicción ordinaria.

5. Los entes locales no pueden allanarse a las demandas judiciales que afecten al 
dominio y demás derechos reales integrantes de su patrimonio, ni aceptar transacciones ni 
someter a arbitraje las contiendas que se susciten sobre sus bienes o derechos, si no es 
mediante acuerdo del pleno adoptado por mayoría absoluta del número legal de miembros 
de la corporación.

6. En los supuestos a que se refieren los apartados 3 y 4 no pueden admitirse interdictos 
contra las actuaciones de los entes locales.

[ . . . ]
Disposición adicional cuarta.  Garantías de los planes de inversión de las empresas 
distribuidoras de energía eléctrica.

1. Cuando las empresas titulares de las redes de distribución de energía eléctrica de las 
Illes Balears deban llevar a cabo inversiones para las que se exija una autorización o 
comunicación previa, estas empresas pueden sustituir la garantía que, de acuerdo con el 
artículo 92.6 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del patrimonio de las administraciones 
públicas, deben constituir para cada autorización municipal por una única garantía de ámbito 
insular por el conjunto de las inversiones que deban llevar a cabo en cada una de las islas 
de acuerdo con la planificación a que se refiere el siguiente apartado.

2. Esta garantía debe constituirse ante la tesorería del consejo insular que corresponda, 
por un importe equivalente al 1 % del volumen total de la inversión anual con derecho a 
retribución de la empresa prevista en el plan de inversión anual para la isla correspondiente, 
aprobado por la Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears, de acuerdo 
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con el artículo 40.1.h) de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del sector eléctrico, y demás 
disposiciones concordantes.

3. Dicha garantía responderá del valor económico de la reposición a su estado originario 
de los bienes de titularidad pública que puedan verse afectados por la ejecución de todas las 
instalaciones de distribución de energía eléctrica en baja y media tensión incluidas en los 
planes de inversión anuales aprobados o, en defecto de reposición, de los daños y perjuicios 
correspondientes.

En consecuencia, hecho el preceptivo requerimiento a la empresa distribuidora sin que 
éste haya sido debidamente atendido, la entidad pública titular del bien que no haya sido 
correctamente repuesto a su estado originario puede, mediante resolución debidamente 
motivada y dictada de acuerdo con el procedimiento aplicable, solicitar ante la tesorería del 
consejo insular que corresponda la ejecución parcial o, en su caso, total de la garantía 
constituida conforme a esta disposición legal por el valor económico a que se refiere el 
párrafo anterior.

4. En el último trimestre de cada año se actualizará, en su caso, la garantía para el año 
siguiente con el importe de la inversión del año correspondiente que previamente haya 
aprobado la Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears.

5. En caso de ejecuciones parciales de la garantía, la persona depositante debe 
actualizar ésta en el plazo máximo de un mes a contar desde cada ejecución parcial.

[ . . . ]
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§ 323

Ley 23/2006, de 20 de diciembre, de capitalidad de Palma de 
Mallorca. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 186, de 27 de diciembre de 2006

«BOE» núm. 26, de 30 de enero de 2007
Última modificación: 11 de junio de 2020

Referencia: BOE-A-2007-1896

[ . . . ]
TÍTULO V

Participación ciudadana y derechos del vecindario

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Derechos del vecindario

[ . . . ]
Artículo 47.  

1. El vecindario de Palma de Mallorca tiene derecho a que el Ayuntamiento asuma su 
protección ante las compañías, públicas y privadas, prestadoras de servicios públicos.

2. A dicho fin y sin perjuicio de otras actuaciones, la ciudadanía puede hacer uso del 
procedimiento arbitral municipal regulado en la presente Ley.

[ . . . ]
TÍTULO IX

Órgano de administración arbitral en materia de consumo

Artículo 147.  
El Ayuntamiento de Palma de Mallorca puede crear un órgano cuya finalidad sea 

administrar el sistema arbitral de consumo en el ámbito territorial del municipio de Palma de 
Mallorca. Dicho órgano someterá su actuación a las leyes reguladoras de la defensa de las 
personas consumidoras y usuarias, del arbitraje, así como a las disposiciones que apruebe 
el pleno municipal.

[ . . . ]
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§ 324

Ley 14/2010, de 9 de diciembre, de mediación familiar de las Illes 
Balears

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 183, de 16 de diciembre de 2010

«BOE» núm. 16, de 19 de enero de 2011
Última modificación: 2 de abril de 2019

Referencia: BOE-A-2011-976

EL PRESIDENTE DE LAS ILLES BALEARS
Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de las Illes Balears ha aprobado y 

yo, en nombre del Rey, y de acuerdo con lo que se establece en el artículo 48.2 del Estatuto 
de Autonomía, tengo a bien promulgar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
La familia constituye el núcleo fundamental de desarrollo de las personas y es también el 

centro de problemáticas diversas, entre las cuales destacan los conflictos familiares. La 
mediación familiar se presenta como un instrumento que posibilita la conciliación de manera 
amistosa en los conflictos que puedan surgir en el seno de la familia para preservar su 
estabilidad.

Durante la segunda mitad de la década de los años setenta del pasado siglo, se inició la 
técnica de la mediación para conciliar conflictos familiares en los Estados Unidos y, 
posteriormente, en Europa.

En este contexto hemos de referirnos forzosamente a la Recomendación R(98)1 del 
Comité de Ministros a los estados miembros sobre la mediación familiar, aprobada el 21 de 
enero de 1998, que encarga a los gobiernos de los estados miembros: «I) Instituir o 
promover la mediación familiar o, si no, reforzar la mediación familiar existente. II) Adoptar o 
reforzar todas las medidas que consideren necesarias para asegurar la puesta en marcha de 
los principios siguientes para la promoción y la utilización de la mediación familiar como 
medio apropiado de resolución de los conflictos familiares». Esta recomendación se justifica 
en la constatación del creciente número de conflictos familiares, particularmente los 
derivados de la separación o el divorcio, lo que hace necesario encontrar un curso de 
conciliación a fin de asegurar la protección del interés superior del menor y el interés de todo 
el grupo familiar. Los principios que enumera la recomendación europea han inspirado esta 
ley de mediación familiar.

Singularmente, la Ley 15/2005, de 8 de julio, por la cual se modifican el Código Civil y la 
Ley de enjuiciamiento civil en materia de separación y divorcios, introduce una nueva regla 
7.ª en el artículo 770 de la Ley de enjuiciamiento civil, que señala que las partes pueden 
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solicitar de común acuerdo la suspensión del proceso para someterse a la mediación 
familiar.

Otras vías de solución de conflictos al margen de los tribunales de justicia se van 
desarrollando e incentivando internacionalmente, y van adquiriendo protagonismo las formas 
alternativas de resolución de conflictos, conocidas con sigla ADR (Alternative Dispute 
Resolution), en materias como el derecho de los consumidores o el derecho mercantil 
internacional.

Recordemos los instrumentos arbitrales como alternativa al proceso judicial: la 
Recomendación 12/1986 del Comité de Ministros del Consejo de Europa postula que «el 
arbitraje pueda constituir una alternativa más accesible y más eficaz a la acción judicial».

En aplicación de estos principios y recomendaciones, el Parlamento de las Illes Balears 
aprobó la Ley 18/2006, de 22 de noviembre, de mediación familiar. Esta norma optó por la 
figura del contrato de mediación y por dar a la mediación familiar un carácter privado, no 
público. La mediación familiar no se consideraba un servicio público.

Actualmente se produce una confluencia entre el desarrollo de la institución de la 
mediación familiar y un proceso de universalización de los servicios sociales y, por tanto, 
entendemos que el de los servicios sociales es el marco idóneo en el que se ha de incluir la 
institución de la mediación familiar.

En coherencia con este planteamiento, la actividad de mediación familiar se desarrollará 
mediante la red pública de mediación, sin perjuicio de las iniciativas privadas que puedan 
surgir y que habrán de someter su actuación a las disposiciones de esta ley.

Por tanto, las administraciones públicas han de garantizar el acceso de los ciudadanos y 
las ciudadanas a la mediación familiar, y también la gratuidad de este servicio en los 
términos que establece la ley.

Finalmente, otra razón que justifica la integración de la mediación familiar en el sistema 
de servicios sociales radica en el hecho de que la resolución de un conflicto familiar requiere, 
en ocasiones, de una intervención coordinada con otros sistemas de protección social.

II
El artículo 39 de la Constitución Española establece que «los poderes públicos aseguran 

la protección social, económica y jurídica de la familia», y también la protección integral de 
los hijos. En el artículo 148.20 posibilita a las comunidades autónomas asumir esta 
competencia.

El Estatuto de Autonomía de las Illes Balears, en la redacción dada por la Ley Orgánica 
1/2007, de 28 de febrero, de reforma del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears, atribuye 
a la comunidad autónoma de las Illes Balears la competencia exclusiva de la protección 
social de la familia (artículo 30.16).

La Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 
2006, relativa a los servicios del mercado interior, no es aplicable a los servicios de 
mediación, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2.2.i).

III
La mediación es un procedimiento que consiste en la intervención de terceras personas 

imparciales y expertas que ayudan a las partes a conseguir por sí mismas soluciones 
amistosas en sus conflictos. El mediador o la mediadora no adopta ninguna decisión por sí 
mismo, sino que son las partes las que deciden y consiguen o no acuerdos sobre el conflicto 
que mantienen.

La ley opta por un ámbito de aplicación amplio que incluye no sólo los conflictos 
originados en las situaciones de ruptura de pareja -tanto si se trata de matrimonios como de 
parejas de hecho- sino también otras circunstancias conflictivas que se pueden producir en 
el medio familiar. Así, pueden ser objeto de la mediación familiar los conflictos entre los 
progenitores y sus hijos e hijas, siempre que se trate de materias disponibles por las partes 
de acuerdo con el derecho de familia y susceptibles de ser planteadas judicialmente; los 
conflictos surgidos entre la familia biológica y la familia adoptante o la familia acogedora; y 
los conflictos por razón de alimentos entre parientes y la atención de personas en situación 
de dependencia, de acuerdo con la definición introducida por la Ley 39/2006, de 14 de 
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diciembre, de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de 
dependencia.

La actividad de mediación familiar se desarrollará mediante la red pública de servicios de 
mediación, sin perjuicio de las iniciativas privadas que en este ámbito puedan surgir y que 
han de someter su actuación a las previsiones de esta ley.

Las administraciones públicas garantizarán el acceso de los ciudadanos y las 
ciudadanas a la mediación familiar y también la gratuidad de los servicios en los términos 
que prevé la ley.

Por otro lado, cabe destacar la creación del Servicio de Mediación Familiar de las Illes 
Balears, del Registro de Mediadores y del Registro de Centros de Mediación de Colegios 
Profesionales y de Entidades Públicas o Privadas.

La creación del Registro de Mediadores y del Registro de Centros de Mediación de 
Colegios Profesionales y de Entidades Públicas o Privadas, por un lado, responde a la 
necesidad de controlar que efectivamente llevan a cabo la mediación las personas que 
cumplen los requisitos que exige esta ley, con la finalidad de asegurar que los servicios se 
prestan con un determinado nivel de calidad. Por otro lado, los registros son un instrumento 
para que los ciudadanos y las ciudadanas puedan conocer las personas que prestan los 
servicios de mediación y también los servicios de mediación existentes.

IV
Esta ley se estructura en cuatro títulos. El título I establece unas disposiciones generales 

relativas al objeto de la ley, que es regular la mediación familiar y reconocer el derecho a la 
mediación familiar y el deber de las administraciones públicas de las Illes Balears de 
establecer servicios de mediación familiar. También dispone los principios que regirán la 
mediación, las materias susceptibles de mediación, los sujetos que pueden solicitar la 
mediación familiar, y la obligación de la consejería competente en materia de familia de crear 
y gestionar directamente o mediante entes de derecho público o de derecho privado, 
adscritos o dependientes, servicios públicos gratuitos de mediación familiar para atender a 
las personas derivadas por la administración de justicia.

El título II regula el procedimiento de mediación familiar. Este título se divide en cuatro 
capítulos. El capítulo I regula las causas de incompatibilidad de las personas mediadoras. En 
el capítulo II se regulan las obligaciones de los mediadores y las mediadoras y de los sujetos 
de la parte familiar en conflicto. En el capítulo III se recogen las normas procedimentales, en 
las que se pueden destacar las fases siguientes: la iniciación del procedimiento, la 
designación del mediador o la mediadora, la reunión inicial y la finalización. Finalmente, en el 
capítulo IV se regulan los acuerdos y se establecen cuáles son sus efectos y su contenido.

El título III regula la organización administrativa del Servicio de Mediación Familiar de las 
Illes Balears y consta de tres capítulos. En el capítulo I se regula el Servicio de Mediación 
Familiar de las Illes Balears, que se define como una entidad sin personalidad jurídica propia 
y adscrita a la consejería competente en materia de familia, y que tiene por objeto promover, 
administrar y facilitar el acceso de la ciudadanía a la mediación familiar. En el capítulo II se 
regulan, por un lado, los requisitos de los mediadores y las mediadoras y, por otro, el 
régimen jurídico de los centros de mediación, y se fija qué tipo de entidades se pueden 
constituir en centros de mediación. En el capítulo III se regulan el Registro de Mediadores y 
el Registro de Centros de Mediación de Colegios Profesionales y de Entidades Públicas o 
Privadas, y se determina que la organización, la gestión y las funciones de estos registros se 
desarrollarán reglamentariamente.

El título IV establece el régimen sancionador.
La disposición adicional única incluye un amplio abanico de materias que se 

desarrollarán reglamentariamente.
Dado que actualmente ya funcionan servicios y programas públicos y privados, la 

disposición transitoria dispone que pueden continuar prestando los servicios durante un 
plazo máximo de seis meses. No obstante, al acabar este plazo, se deben adaptar a las 
disposiciones del artículo 6 de esta ley en la forma que se establezca reglamentariamente.

La disposición final primera autoriza al Gobierno de las Illes Balears a llevar a cabo este 
desarrollo reglamentario en un plazo no superior a seis meses. La disposición final segunda 
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prevé un plazo de vacatio legis de veinte días a contar desde que se publique esta ley en el 
«Butlletí Oficial de les Illes Balears».

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. Esta ley tiene por objeto regular la mediación familiar, las actuaciones de los 

mediadores y las mediadoras, y el reconocimiento del derecho a la mediación familiar y el 
deber de las administraciones públicas de las Illes Balears de establecer servicios de 
mediación familiar.

2. La mediación, como método de gestión pacífica de conflictos, pretende evitar que se 
abran procesos judiciales, poner fin a los que se hayan iniciado o reducir su alcance, con la 
asistencia de profesionales cualificados, imparciales y neutrales que hagan de mediadores o 
mediadoras entre los sujetos para posibilitar vías de diálogo y obtener acuerdos justos, 
duraderos y estables.

3. La Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears tiene el deber de 
garantizar un servicio público de mediación familiar gratuito de acuerdo con el artículo 6 de 
esta ley.

Artículo 2.  Principios rectores.
Los principios que rigen la mediación son los siguientes:
a) Buena fe: la buena fe presidirá la actuación de todos los sujetos que intervienen en la 

mediación.
b) Voluntariedad: la mediación no se puede imponer; los sujetos de la parte en conflicto 

se acogerán a ella libremente y, una vez iniciada, pueden desistir en los términos que 
establece esta ley.

c) Neutralidad: el mediador o la mediadora ayudará a conseguir la conciliación de los 
sujetos en conflicto sin imponer criterios propios en la toma de decisiones.

d) Imparcialidad: en su actuación, el mediador o la mediadora no puede tener designio 
anticipado o prevención a favor o en contra de alguno de los sujetos de la parte familiar en 
conflicto.

e) Confidencialidad: el mediador o la mediadora y la parte familiar en conflicto tienen el 
deber de mantener la reserva sobre los hechos conocidos.

f) Inmediatez: los sujetos en conflicto tienen el deber de asistir personalmente a las 
sesiones de mediación; es decir, no se pueden valer de personas que los representen o 
hagan de intermediarias.

g) Flexibilidad: el procedimiento de mediación familiar se desarrollará de una manera 
flexible y antiformalista, dado su carácter voluntario, a excepción de los requisitos mínimos 
que establece esta ley.

Artículo 3 Ámbito de aplicación.  
1. El ámbito de aplicación de esta ley es territorial y afecta a las actuaciones de 

mediación familiar que se lleven a cabo en las Illes Balears.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, para poder acogerse a las 

actuaciones de mediación familiar de los servicios públicos, al menos una de las personas 
en situación de conflicto familiar debe estar empadronada en las Illes Balears.

Artículo 4.  Materias susceptibles de mediación.
1. Los sujetos que se someten a la mediación determinarán la extensión de las materias 

sobre las cuales pretenden llegar a un acuerdo con la ayuda del mediador o la mediadora.
2. En cualquier caso, las cuestiones que pueden someterse a la mediación familiar se 

referirán siempre y necesariamente a materias de derecho civil de familia, disponibles por las 
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partes de acuerdo con este derecho y que sean susceptibles de ser planteadas 
judicialmente.

3. Pueden ser materia de mediación familiar:
a) Las medidas personales y patrimoniales derivadas de la separación, el divorcio, la 

nulidad civil del matrimonio y el reconocimiento civil de una sentencia eclesiástica de nulidad 
o de una decisión pontificia de matrimonio rato y no consumado.

b) La ejecución de las medidas judiciales adoptadas en un procedimiento de separación, 
divorcio, nulidad civil del matrimonio y reconocimiento civil de una sentencia eclesiástica de 
nulidad o de una decisión pontificia de matrimonio rato y no consumado.

c) La modificación, por circunstancias sobrevenidas, de las medidas personales y 
patrimoniales establecidas en un convenio regulador o en una resolución judicial firme 
dictada en los procedimientos mencionados en las letras a) y b) anteriores.

d) Los conflictos relativos a la obligación de alimentos entre parientes y los relativos a la 
atención de personas en situación de dependencia, de acuerdo con la definición introducida 
por la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción de la autonomía personal y la 
atención a personas en situación de dependencia.

e) Las cuestiones relativas al ejercicio de la patria potestad, la guarda y custodia, el 
régimen de visitas, las pensiones y los usos de la vivienda familiar.

f) Las cuestiones relativas a la adopción o el acogimiento.
g) Todos los conflictos entre los progenitores y sus hijos e hijas y otros familiares, 

siempre que se trate de materias disponibles por las partes de acuerdo con el derecho de 
familia y susceptibles de ser planteadas judicialmente.

4. Quedan excluidos de la mediación familiar los casos en que se produzca violencia o 
malos tratos sobre la pareja, los hijos y las hijas o sobre cualquier miembro de la unidad 
familiar, o cualesquiera otras actuaciones que puedan ser constitutivas de ilícito penal.

Artículo 5.  Personas legitimadas para intervenir en un procedimiento mediación.
1. Pueden solicitar la mediación familiar:
a) Las personas unidas por vínculo matrimonial.
b) Las personas que forman una pareja estable.
c) Las personas no unidas por vínculo matrimonial y que no constituyen pareja estable, 

en relación con las cuestiones que se planteen en el ejercicio de la patria potestad, la 
guarda, la custodia, el uso de la vivienda, el régimen de visitas, los alimentos y otras 
cuestiones de derecho de familia en relación con los hijos y las hijas comunes.

d) Las personas unidas por otros vínculos de parentesco cuando sean titulares del 
derecho de alimentos.

e) Las personas físicas o jurídicas que sean titulares de la patria potestad, la tutela o la 
curatela.

f) Las familias acogedoras, las personas acogidas y las familias biológicas.
g) Las familias adoptantes, las personas adoptadas y las familias biológicas.
h) Los abuelos y las abuelas, en los procedimientos que establece el ordenamiento civil 

con el fin de favorecer las relaciones entre abuelos y abuelas y nietos y nietas.
2. Los menores de edad tienen derecho a ser oídos y escuchados sin ninguna 

discriminación por edad, discapacidad o cualquier otra circunstancia, y deben tenerse 
debidamente en cuenta sus opiniones, según su edad y madurez, de acuerdo con lo que 
establece el artículo 9 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de protección jurídica del 
menor.

3. Las partes sujetas a mediación tienen que actuar entre sí de acuerdo con los 
principios de lealtad, buena fe y respeto mutuo. Durante el tiempo en que se desarrolle la 
mediación, las partes no pueden interponer contra la otra o las otras ninguna acción judicial 
o extrajudicial en relación con las cuestiones tratadas en la mediación, a excepción de la 
solicitud de medidas cautelares o de otras urgentes e imprescindibles para evitar la pérdida 
irreversible de bienes y derechos. Las partes prestarán colaboración y apoyo permanente a 
la actuación del mediador o mediadora.
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Artículo 6.  Creación de servicios públicos de mediación familiar.
1. Obligatoriamente, la Consejería de Servicios Sociales y Cooperación creará y 

gestionará directamente o mediante entes de derecho público o de derecho privado, 
adscritos o dependientes, un servicio público de mediación familiar de carácter gratuito. Se 
accederá a este servicio por derivación del juzgado competente o por acuerdo mutuo de las 
partes que hayan sometido a la jurisdicción competente un conflicto relativo a materias 
susceptibles de mediación familiar o hayan firmado previamente una declaración jurada de 
someter un conflicto a mediación antes de iniciar un procedimiento judicial, de acuerdo con 
el apartado b) del artículo 10.1 de esta ley. Este servicio se desarrollará reglamentariamente.

2. La consejería competente en materia de familia fomentará programas que lleven a 
cabo entidades de iniciativa social relacionados con la materia, siempre que se consideren 
necesarios para completar las actuaciones de los servicios públicos.

3. El Gobierno de las Illes Balears, los consejos insulares y los municipios, de acuerdo 
con sus competencias respectivas, pueden crear y gestionar servicios de mediación familiar, 
que se desarrollarán reglamentariamente.

4. También pueden prestar servicios de mediación familiar los colegios profesionales y 
las entidades de derecho privado, en los términos que establece esta ley. En este caso, las 
partes deben suscribir un contrato.

TÍTULO II
Procedimiento de mediación familiar

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 7.  Causas de incompatibilidad.
Excepto cuando haya acuerdo de las personas que integran la parte familiar, no se 

pueden llevar a cabo procedimientos de mediación familiar en estos casos:
a) Con mediadores y mediadoras familiares que hayan intervenido como profesionales 

en interés de algún sujeto en conflicto.
b) Con mediadores y mediadoras familiares unidos con vínculo de parentesco, de 

consanguinidad o de adopción hasta el cuarto grado o de afinidad con cualquiera de los 
sujetos, ni que tengan amistad íntima o enemistad manifiesta con algún mediador o 
mediadora.

c) El mediador o la mediadora no puede actuar posteriormente, en caso de litigio, como 
abogado o abogada, procurador o procuradora o testigo sobre las mismas cuestiones 
sometidas a la mediación familiar.

CAPÍTULO II
Obligaciones de las partes

Artículo 8.  Obligaciones del mediador o la mediadora.
1. Son obligaciones del mediador o la mediadora:
a) Ejercer el encargo de manera leal y diligente de acuerdo con los principios que rigen 

la mediación.
b) Informar previamente a las personas en conflicto sobre el valor, las ventajas y las 

características de la mediación.
c) Informar y motivar suficientemente a todos los sujetos de la parte familiar para concluir 

los acuerdos que pongan fin al conflicto.
d) Ejercer sus obligaciones atendiendo a los intereses de la familia y al interés superior 

de los hijos y las hijas, en particular de los que sean menores y de los que sufran alguna 
discapacidad.
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e) Ejercer el encargo y responder de los daños y perjuicios que ocasione a la parte 
familiar en la ejecución de la mediación.

f) Elaborar los escritos que exigen esta ley y la normativa de desarrollo, en su caso.
g) Suscribir un seguro o una garantía equivalente que cubra la responsabilidad civil 

derivada de su actuación en los conflictos en que intervenga.
2. Todas las personas que intervienen en la mediación están obligadas a la 

confidencialidad por el secreto profesional.
3. Se exceptúan de lo que dispone el apartado anterior:
a) La información que no sea personalizada y se utilice para finalidades de formación, 

investigación o estadística, en el marco de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
protección de datos de carácter personal.

b) La información que comporte una amenaza para la vida o la integridad física o 
psíquica de una persona, sin perjuicio de la obligación del mediador o mediadora de ponerlo 
en conocimiento de las autoridades competentes cuando se pueda derivar la posible 
comisión de algún tipo de ilícito penal.

c) La información que soliciten los jueces del orden jurisdiccional penal mediante una 
resolución judicial motivada.

Artículo 9.  Obligaciones de los sujetos de la parte familiar en conflicto.
Son obligaciones de los sujetos de la parte familiar en conflicto:
a) Asistir personalmente a las reuniones de mediación sin personas que los representen 

o hagan de intermediarias. En situaciones excepcionales que imposibiliten la presencia 
simultánea de las partes, pueden utilizarse medios técnicos que faciliten la comunicación a 
distancia, garantizando los principios de la mediación.

b) Colaborar y participar activamente a lo largo del proceso de mediación. Valorar las 
opciones generadas en el proceso con la finalidad de llegar a acuerdos.

c) Satisfacer los honorarios al mediador o la mediadora familiar y también los gastos 
ocasionados por la mediación, excepto cuando acudan a un servicio gratuito de mediación 
pública o a un servicio privado que preste la mediación de forma gratuita.

CAPÍTULO III
Normas procedimentales

Artículo 10.  Iniciación del procedimiento.
1. La mediación se puede llevar a cabo:
a) Antes de iniciar el proceso judicial, cuando se producen los conflictos susceptibles de 

mediación que prevé esta ley.
b) Cuando el proceso judicial está pendiente, en cualquiera de las instancias y recursos, 

en ejecución de sentencia o en la modificación de las medidas establecidas por una 
resolución judicial firme, en los términos que determine la legislación procesal.

2. El proceso de mediación se inicia por acuerdo mutuo de las partes, o por una de las 
partes en cumplimiento de un acto previo entre las partes de sumisión a la mediación.

3. En los supuestos de mediación que lleve a cabo el Servicio Público de Mediación 
Familiar, de acuerdo con el artículo 6 de esta ley, las partes presentarán una solicitud de 
mediación, que se resolverá y notificará en el plazo máximo de tres meses. La resolución 
tendrá el contenido previsto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento 
administrativo común de las administraciones públicas, e incluirá expresamente la 
designación del mediador o mediadora. Si transcurre este plazo sin una resolución expresa, 
la solicitud se entenderá desestimada.

4. Cuando, de manera voluntaria, se inicie una mediación mientras está en curso un 
proceso judicial, las partes, de común acuerdo, podrán solicitar su suspensión de 
conformidad con lo que dispone la legislación procesal.
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5. En situaciones excepcionales y sobrevenidas que hagan imposible la presencia 
simultánea de las partes, se podrán utilizar medios técnicos que faciliten la comunicación a 
distancia, siempre que se garanticen los principios que tienen que regir la mediación y el 
cumplimiento de la normativa vigente en materia de protección de datos.

Artículo 11.  Sesión informativa y designación del mediador o mediadora.
1. En la sesión informativa previa, las personas son asesoradas sobre el valor, las 

ventajas, los principios y las características de la mediación.
2. En los casos de mediación prestada por un servicio público, corresponde al Servicio 

de Mediación designar al mediador o mediadora que corresponda, por turno de reparto, 
teniendo en cuenta la localidad donde se llevará a cabo la mediación. El mediador o 
mediadora designado citará a las partes a la primera sesión, de carácter informativo. En 
caso de inasistencia injustificada de cualquiera de las partes a la sesión informativa, se 
entenderá que desisten de la mediación solicitada. La información de que parte o que partes 
no asisten a la sesión no es confidencial.

3. En caso de que lleven a cabo la mediación entidades de derecho privado o colegios 
profesionales, los sujetos de las partes en conflicto tendrán la facultad de escoger al 
mediador o mediadora de común acuerdo entre las personas que consten en la lista que la 
entidad o el colegio profesional les facilite.

4. En caso de que haya alguna causa de incompatibilidad de las que establece el artículo 
7 de esta ley, el mediador o mediadora declinará la designación, a no ser que las partes 
acepten expresamente por escrito que la mediación continúe y el mediador o mediadora 
asegure poder llevar a cabo la mediación con total imparcialidad. Si las partes no aceptan la 
continuación de la mediación y la persona designada no se abstiene, las partes la pueden 
recusar.

5. Se pueden organizar sesiones orientativas para las personas interesadas en acudir a 
este sistema de resolución de controversias, las cuales, en ningún caso, sustituirán las 
sesiones informativas previas que prevé el apartado 1 de este artículo.

Artículo 12.  Número de mediadores y mediadoras.
1. La mediación puede llevarse a cabo con la intervención de un mediador o una 

mediadora o de varios, que deben actuar de forma coordinada, dependiendo de la 
complejidad de la temática o porque así lo decidan las partes en conflicto.

2. Los mediadores y las mediadoras pueden contar, si lo consideran oportuno, con la 
colaboración de técnicos y técnicas que intervengan en calidad de personas expertas, 
especialmente en las mediaciones entre más de dos partes.

Artículo 13.  Sesión constitutiva.
1. El mediador o mediadora convocará a las partes a la sesión constitutiva, en la que se 

llevarán a cabo las siguientes actuaciones:
a) Las partes acreditarán sus datos personales y consignarán el nombre y los apellidos, 

el documento nacional de identidad (o un documento equivalente), la mayoría de edad –o, si 
no, la emancipación– y la residencia habitual. También consignarán la condición civil de 
matrimonio, soltería, viudedad, separación o divorcio; la circunstancia de constituir pareja 
estable, de hecho o grupo de convivencia, y, si procede, el régimen económico matrimonial o 
de la pareja.

b) El mediador o mediadora entregará a las partes un pliego que contenga los principios 
por los que se rige la mediación, así como los derechos y las obligaciones de ambas partes. 
En ningún caso este pliego contendrá datos personales de los implicados.

c) El mediador o mediadora informará a las partes, verbalmente y de manera 
comprensible, de las características principales del procedimiento de mediación y de sus 
efectos.

d) El mediador o mediadora indicará sus datos identificativos y, si procede, su número de 
registro.
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e) El mediador o mediadora informará, si procede, del coste económico del 
procedimiento de mediación, que, salvo pacto en contra, se dividirá por igual entre las 
partes.

f) El mediador o mediadora fijará, junto con las partes, la planificación de las sesiones 
que puedan ser necesarias.

2. En caso de inasistencia injustificada de cualquiera de las partes a esta sesión, se 
entenderá que desisten de la mediación solicitada. La información de que parte o que partes 
no asisten a la sesión no es confidencial.

3. En esta sesión, el mediador o mediadora informará a las partes de las posibles causas 
que puedan afectar a su imparcialidad, de su profesión, formación y experiencia, así como 
de las características de la mediación, el coste, la organización del procedimiento y las 
consecuencias jurídicas del acuerdo que se pueda alcanzar.

4. Se pueden acumular en un único acto la sesión informativa y la sesión constitutiva, 
siempre que las partes y el mediador o mediadora manifiesten su conformidad.

Artículo 14.  Actas de mediación familiar.
1. De la sesión constitutiva se extenderá un acta en la que se harán constar el lugar y la 

fecha, las personas que han asistido, la materia objeto de mediación y la aceptación de los 
principios de la mediación. La firmarán el mediador o mediadora y las partes de la mediación 
como prueba de conformidad con las condiciones de la mediación. Se debe entregar una 
copia a cada parte.

2. El mediador o la mediadora levantará acta de la reunión final, que tiene que incluir el 
número de sesiones que se han llevado a cabo, el lugar y las fechas de las reuniones, las 
personas que han asistido y los acuerdos totales o parciales a los que se ha llegado, o, en 
su caso, la inexistencia de acuerdo. Se entregará una copia a cada parte.

Artículo 15.  Duración.
1. La duración del procedimiento de mediación familiar depende de la naturaleza y la 

conflictividad de las cuestiones a tratar, pero, en todo caso, se procurará concentrar las 
actuaciones y evitar dilaciones que alarguen indebidamente el procedimiento.

2. Cuando se trate de mediaciones que derive la administración de justicia, la duración 
del procedimiento no puede ser superior al plazo de suspensión del procedimiento judicial 
que establece el artículo 19.4, en relación con el artículo 770.7, de la Ley de enjuiciamiento 
civil.

Artículo 16.  Finalización del procedimiento de mediación familiar.
1. La finalización del procedimiento de mediación se produce cuando las partes adoptan 

un acuerdo o por renuncia de cualquiera de las partes en conflicto o del mediador o la 
mediadora.

El mediador o la mediadora puede considerar acabada la mediación en el caso de que 
se produzca alguno de los siguientes supuestos:

a) Por falta de colaboración de alguna de las partes.
b) Por incumplimiento de las condiciones establecidas.
c) Por inasistencia no justificada de alguna de las partes.
d) Cuando considere que el procedimiento no conseguirá los objetivos de la mediación.
2. En caso de que el resultado de la mediación tenga que producir efectos en un 

procedimiento judicial, el mediador o la mediadora entregará a las partes implicadas un 
certificado en el que deben constar las fechas de inicio y finalización del procedimiento y si 
se ha llegado o no a acuerdos, sin especificar ningún otro dato.
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CAPÍTULO IV
Los acuerdos

Artículo 17.  Efectos.
Los acuerdos entre los sujetos de la parte familiar en conflicto producen los efectos que 

les reconozca la legislación aplicable, según la naturaleza de cada acuerdo y una vez 
otorgados en la forma pública o privada o seguidos los procedimientos que la legislación 
exija, y cuando, además, se cumplan todos los requisitos de validez y eficacia que imponga.

Artículo 18.  Contenido.
1. El acuerdo de mediación puede versar sobre una parte o sobre la totalidad de las 

materias sometidas a la mediación y no excederá nunca las materias enumeradas en el 
artículo 4 de esta ley. Necesariamente tendrá como objeto los aspectos determinados en el 
acta inicial, a menos que todos los sujetos, de común acuerdo, amplíen la materia a 
cuestiones conexas con las determinadas previamente. En todo caso, los acuerdos que se 
adopten deberán tener como prioridad el interés superior de los menores y de las personas 
con discapacidad.

2. En el acuerdo de mediación constarán la identidad y el domicilio de las partes, el lugar 
y la fecha en que se suscribe, las obligaciones que cada parte asume, y que se ha seguido 
un procedimiento de mediación ajustado a las previsiones de esta ley, con indicación de los 
mediadores que han intervenido y, si procede, de la institución de mediación en la que se ha 
desarrollado el procedimiento.

3. Firmarán el acuerdo de mediación las partes o las personas que las representen. Se 
entregará un ejemplar a cada una de las partes, y el mediador o mediadora se reservará otro 
para conservarlo. En los supuestos de mediación familiar por derivación judicial, se hará 
constar en el acta final el envío posterior de los acuerdos al juzgado correspondiente.

4. El mediador o mediadora informará a las partes del carácter vinculante del acuerdo 
alcanzado y del hecho de que pueden instar su elevación a escritura pública para configurar 
el acuerdo como un título ejecutivo.

5. Los acuerdos que afecten a intereses de personas menores de edad o personas 
mayores de edad incapacitadas judicialmente se convalidarán judicialmente para configurar 
el acuerdo como un título ejecutivo.

TÍTULO III
Organización de la mediación familiar en las Illes Balears

CAPÍTULO I
El Servicio de Mediación Familiar de las Illes Balears

Artículo 19.  Objeto y naturaleza.
El Servicio de Mediación Familiar de las Illes Balears es una entidad sin personalidad 

jurídica propia y adscrita a la consejería competente en materia de familia. Tiene por objeto 
promover, administrar y facilitar el acceso de los ciudadanos y las ciudadanas a la mediación 
familiar.

Artículo 20.  Organización y funcionamiento.
La organización y el funcionamiento del Servicio de Mediación Familiar de las Illes 

Balears se tienen que regular reglamentariamente, teniendo en cuenta especialmente el 
carácter pluriinsular de la comunidad autónoma de las Illes Balears con la finalidad de crear 
las delegaciones insulares correspondientes.
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Artículo 21.  Funciones.
Para cumplir su objeto, las funciones del Servicio de Mediación Familiar de las Illes 

Balears son las siguientes:
1. Gestionar el servicio público de mediación familiar al que hace referencia el artículo 6 

de esta Ley.
2. Coordinar y gestionar el Registro de mediadores y el Registro de centros de 

mediación.
3. Fomentar, facilitar y difundir el acceso a la mediación familiar regulada en esta ley en 

el ámbito territorial de las Illes Balears y, especialmente, en los ámbitos profesionales 
afectados por esta ley.

4. Estudiar los avances en las técnicas de mediación familiar.
5. Promover cursos y estudios destinados a la formación especializada de los 

mediadores familiares, y colaborar en estos cursos y estudios.
6. Elaborar una memoria anual en la que se recojan todas las actividades que lleva a 

cabo el Servicio de Mediación.
7. Colaborar con los poderes públicos, elaborando estudios, propuestas y estadísticas y 

emitiendo los informes que le requiera el consejero o consejera competente en materia de 
familia.

CAPÍTULO II
Los mediadores y las mediadoras y los centros de mediación

Artículo 22.   Requisitos de los mediadores.
1. Pueden ejercer como mediadores las personas que dispongan de un título oficial 

universitario o de formación profesional superior y de la formación específica para ejercer la 
mediación familiar, que se adquiere mediante la realización de uno o varios cursos 
específicos impartidos por instituciones debidamente acreditadas, con validez para el 
ejercicio de la actividad mediadora en cualquier parte del territorio español.

2. Los requisitos que deben cumplir los mediadores para formar parte del servicio público 
de mediación familiar se regularán mediante un reglamento.

Artículo 23.  Centros de mediación.
1. Tienen la consideración de centros de mediación las entidades públicas o privadas, 

españolas o extranjeras, y las corporaciones de derecho público que tengan entre sus 
finalidades el impulso de la mediación, facilitando su acceso y administración, incluida la 
designación de mediadores, con garantía de transparencia.

2. Los centros de mediación darán a conocer la identidad de los mediadores que actúen 
en su ámbito e informarán, al menos, de su formación, especialidad y experiencia en el 
ámbito de la mediación.

Artículo 24.  Obligaciones de los centros de mediación que presten servicios de mediación 
pública.

Los centros de mediación que presten servicios de mediación pública tienen las 
siguientes obligaciones:

a) Inscribirse en el Registro de centros de mediación.
b) Disponer de un libro de registro de los mediadores que presten servicios en el centro, 

que se tienen que haber inscrito previamente en el Registro de mediadores del Servicio de 
Mediación Familiar de las Illes Balears, el cual se actualizará periódicamente.

c) Enviar al servicio de Mediación Familiar de las Illes Balears una memoria anual de las 
actividades que el centro haya llevado a cabo.

CAPÍTULO III
Registro de mediadores y Registro de centros de mediación
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Artículo 25.  Adscripción.
1. El Registro de mediadores y el Registro de centros de mediación dependen del 

Servicio de Mediación Familiar de las Illes Balears de la Consejería de Servicios Sociales y 
Cooperación.

2. Estos registros tienen como objetivo facilitar el acceso de los ciudadanos a la 
mediación mediante la publicidad de los mediadores y de los centros de mediación que 
ejercen esta tarea en el ámbito territorial de las Illes Balears. El Registro de mediadores 
dispondrá de una lista de las personas inscritas y de los programas y los servicios públicos 
en materia de mediación familiar.

3. La organización, la gestión y las funciones del Registro de mediadores y del Registro 
de centros de mediación se desarrollarán reglamentariamente. Estos registros son de 
carácter público e informativo y se constituyen como una base de datos informatizada, 
accesible mediante la página web de la Consejería de Servicios Sociales y Cooperación.

4. La inscripción en estos registros, tanto para las personas como para los centros que 
desarrollen la actividad de mediación en el ámbito territorial de las Illes Balears, es 
voluntaria, excepto para las personas y los centros que trabajen para el servicio público de 
mediación familiar de las Illes Balears. En este caso, la inscripción es obligatoria.

TÍTULO IV
Régimen sancionador

Artículo 26.  Disposiciones generales.
1. Son constitutivas de infracción administrativa, en las materias reguladas en esta ley, 

las acciones o las omisiones de los distintos sujetos responsables tipificadas y sancionadas 
en los artículos siguientes.

2. Las infracciones que establece esta ley se entienden sin perjuicio de las 
responsabilidades civiles, penales o de otro tipo en las que hayan podido incurrir los autores.

Artículo 27.  Tipos de infracciones.
Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 28.  Infracciones del mediador o la mediadora.
1. Son infracciones leves del mediador o la mediadora:
a) No informar, al iniciarse el procedimiento, de los aspectos a los que hace referencia el 

artículo 13 de esta ley.
b) En el caso de personal adscrito a la administración pública que preste el servicio de 

mediación, cobrar honorarios por la prestación de este servicio.
c) No enviar la memoria de actividades en los supuestos en que proceda.
d) Incumplir cualquier otro deber de los mediadores y las mediadoras que establece esta 

ley y que no se haya tipificado como grave o muy grave.
2. Son infracciones graves del mediador o la mediadora:
a) No abstenerse de la función mediadora en los supuestos de incompatibilidades que 

establece esta ley.
b) Incumplir los deberes de redactar y entregar a los sujetos de la parte familiar los 

escritos que prevé esta ley.
c) No proporcionar a las partes en conflicto la información prevista en esta ley y en el 

reglamento que la desarrolle.
3. Son infracciones muy graves del mediador o la mediadora:
a) Actuar en procedimientos de mediación familiar sin estar inscrito en el Registro de 

mediadores, si procede, o actuar estando inhabilitado.
b) Incumplir el deber de confidencialidad y de secreto profesional.
c) Incumplir el deber de imparcialidad y de neutralidad.
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d) Consentir o aceptar que se adopten acuerdos contrarios a derecho, especialmente los 
que sean lesivos para los intereses de los y de las menores y de las personas con 
discapacidad.

e) Abandonar injustificadamente la mediación.

Artículo 29.  Sanciones al mediador o la mediadora.
Las sanciones que pueden recaer sobre el mediador o la mediadora son las siguientes:
a) Las infracciones leves se sancionan con una advertencia por escrito.
b) Las infracciones graves se sancionan mediante la inhabilitación durante un período de 

un día hasta un año.
c) Las infracciones muy graves se sancionan con la inhabilitación durante un período de 

un año y un día a cinco años. En el caso de la infracción muy grave prevista en el artículo 
28.3.a) anterior se puede imponer una multa de 30.000 euros a 120.000 euros.

Artículo 30.  Gradación de las sanciones al mediador o la mediadora.
Para la gradación de las sanciones se tendrán en cuenta especialmente las 

circunstancias siguientes:
a) La intencionalidad del infractor o la infractora.
b) La reiteración de la conducta infractora y la reincidencia.
c) Los perjuicios causados y también la naturaleza de la situación de riesgo generada o 

mantenida en relación con las personas o los bienes.
d) La transcendencia económica y social de los hechos y también el número de personas 

afectadas por la conducta infractora.
e) El incumplimiento de las advertencias y de los requerimientos que formule el Servicio 

de Mediación Familiar de las Illes Balears.
f) La reparación espontánea de los daños causados o el cumplimiento espontáneo de la 

legalidad por parte del infractor o la infractora, siempre que se produzca antes de la 
resolución del procedimiento sancionador.

Artículo 31.  Infracciones de los centros de mediación que presten servicios de mediación 
pública.

1. Son infracciones leves de los centros de mediación:
a) No tener actualizado el libro de registro de mediadores del centro.
b) No enviar la memoria anual al Servicio de Mediación Familiar de las Illes Balears.
2. Es una infracción grave de los centros de mediación no disponer del libro de registro 

de mediadores del centro.
3. Son infracciones muy graves de los centros de mediación:
a) Prestar servicios de mediación intentando ocultar su naturaleza verdadera con la 

finalidad de eludir la aplicación de la legislación vigente.
b) Llevar a cabo la actividad de mediación sin estar inscritos previamente en el Registro 

de centros del Servicio de Mediación Familiar de las Illes Balears.

Artículo 32.  Sanciones a los centros de mediación.
1. Por infracciones leves se pueden imponer estas sanciones:
a) Advertencia por escrito.
b) Multa de 300 euros a 6.000 euros.
2. Por infracciones graves se puede imponer una multa de 6.001 euros a 30.000 euros.
3. Por infracciones muy graves se puede imponer una multa de 30.001 euros a 120.000 

euros.
4. Las infracciones graves y las muy graves pueden determinar la imposición de estas 

sanciones accesorias:
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a) Suspensión temporal de la autorización para actuar como centro de mediación 
durante un período de un año a un máximo de cinco años.

b) Cierre definitivo del centro.
5. Para la gradación en la imposición de las sanciones se tiene que tener en cuenta lo 

que establece el artículo 30 de esta ley.

Artículo 33.  Prescripción.
Las infracciones y las sanciones que prevé esta ley prescriben en los plazos y de 

acuerdo con las reglas de cómputo que fija la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen 
jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común.

Artículo 34.  Potestad sancionadora.
La potestad sancionadora en la materia que es objeto de esta ley se debe ejercer de 

conformidad con el procedimiento de la Ley 4/2009, de 11 de julio, de servicios sociales de 
las Illes Balears. En todo lo que no disponga esta ley, se debe seguir lo que establece la 
mencionada Ley 30/1992, sin perjuicio de las acciones civiles y penales que procedan.

Disposición adicional única.  Desarrollo reglamentario.
1. Se desarrollarán reglamentariamente todas las disposiciones relativas a: 1) la creación 

y la gestión de los servicios públicos de mediación familiar; 2) la organización del Servicio de 
Mediación Familiar de las Illes Balears; 3) la organización, el funcionamiento y la publicidad 
del Registro de Mediadores y del Registro de Centros de Mediación de Colegios 
Profesionales y de Entidades Públicas o Privadas; 4) la capacitación de mediadores y 
mediadoras y sus obligaciones administrativas con el Servicio de Mediación Familiar de las 
Illes Balears; y 5) los requisitos de creación y organización que deben cumplir los centros de 
mediación para inscribirse.

2. También se desarrollarán reglamentariamente todas las disposiciones necesarias para 
cumplir esta ley.

Disposición transitoria.  Adaptación a las disposiciones de esta ley.
Los servicios o los programas públicos y privados que funcionen al entrar en vigor esta 

ley pueden continuar prestando los servicios durante un plazo máximo de seis meses. Al 
acabar este plazo, se deben adaptar a las disposiciones que prevé el artículo 6 de esta ley 
de la manera que se establezca reglamentariamente.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas la Ley de la comunidad autónoma de las Illes Balears 18/2006, de 22 

de noviembre, de mediación familiar, y todas las disposiciones de rango igual o inferior que 
se opongan a lo que dispone esta ley.

Disposición final primera.  Potestad reglamentaria.
Se autoriza al Gobierno de las Illes Balears para que, a propuesta del consejero o la 

consejera competente en materia de familia y en un plazo no superior a seis meses, dicte las 
disposiciones necesarias para desarrollar y ejecutar esta ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
Esta ley entrará en vigor a los veinte días de haberse publicado en el «Butlletí Oficial de 

les Illes Balears».
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§ 325

Ley 8/2012, de 19 de julio, del Turismo de las Illes Balears. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 106, de 21 de julio de 2012
«BOE» núm. 189, de 8 de agosto de 2012
Última modificación: 3 de octubre de 2023

Referencia: BOE-A-2012-10610

[ . . . ]
TÍTULO II

Derechos y deberes de los usuarios de los servicios turísticos y de las 
empresas turísticas

CAPÍTULO I
Derechos y deberes de los usuarios de los servicios turísticos

[ . . . ]
Artículo 17.  Resolución de conflictos.

Sin perjuicio de la libertad de los usuarios de servicios turísticos y de las empresas 
turísticas en la elección de la vía legal para la resolución de discrepancias y conflictos que se 
produzcan entre sí, la administración turística fomentará el arbitraje de consumo.

[ . . . ]
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§ 326

Ley 7/2014, de 23 de julio, de protección de las personas 
consumidoras y usuarias de las Illes Balears. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 103, de 31 de julio de 2014

«BOE» núm. 202, de 20 de agosto de 2014
Última modificación: 31 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2014-8820

[ . . . ]
TÍTULO III

Actuación administrativa para la protección de los consumidores y usuarios

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Resolución extrajudicial de conflictos

[ . . . ]
Artículo 51.  Fomento del arbitraje de consumo.

Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo establecidas en 
las Illes Balears promoverán el desarrollo del sistema arbitral de consumo en esta 
comunidad autónoma y fomentarán la adhesión al mismo de las empresas, los profesionales 
y sus organizaciones, así como de las asociaciones de consumidores y usuarios de las Illes 
Balears.

Artículo 52.  La Junta Arbitral de Consumo de las Illes Balears.
La Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears potenciará la labor de 

la Junta Arbitral de Consumo de las Illes Balears, dotándola de los medios necesarios para 
cumplir su función, especialmente de los recursos humanos adecuados para llevar a cabo su 
labor de resolución de controversias de consumo mediante el arbitraje. Además, garantizará 
la formación continuada de los árbitros de consumo que colaboran con la Junta Arbitral y les 
compensará adecuadamente por los servicios prestados.

En su labor de resolución de controversias de consumo, la Junta Arbitral y los árbitros de 
consumo acreditados gozarán de autonomía funcional para mantener la imparcialidad que 
todo órgano de resolución de conflictos precisa.
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Artículo 53.  Adhesión de las empresas de las Illes Balears al arbitraje de consumo.
1. Las administraciones públicas establecidas en las Illes Balears propiciarán que las 

entidades y las empresas que dependan de ellas y las empresas concesionarias que 
gestionen servicios públicos o aquellas que reciban fondos públicos se adhieran al sistema 
arbitral de consumo cuando la actividad que presten vaya dirigida a los consumidores.

2. Las entidades o empresas que conforman el sector público de la Administración de la 
comunidad autónoma de las Illes Balears que realicen transacciones con los consumidores 
presentarán oferta pública de sometimiento al sistema arbitral de consumo a través de la 
Junta Arbitral de Consumo de las Illes Balears, previo acuerdo del órgano competente de la 
entidad o la empresa.

3. La Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears considerará la 
adhesión al arbitraje de consumo como requisito o mérito objetivo en la valoración de los 
premios a la calidad o en la concesión de los distintivos de calidad que tenga establecidos o 
pueda crear.

4. Solo podrán utilizar el distintivo arbitral de consumo las empresas sometidas o 
adheridas al arbitraje de consumo.

[ . . . ]

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 326  Ley protección de las personas consumidoras y usuarias de las Illes Balears [parcial]

– 1143 –



§ 327

Ley 14/2014, de 29 de diciembre, de finanzas de la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 8, de 15 de enero de 2015
«BOE» núm. 130, de 1 de junio de 2015

Última modificación: 30 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2015-6017

[ . . . ]
TÍTULO I

Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears

CAPÍTULO I
Derechos

[ . . . ]
Artículo 16.  Régimen de los derechos económicos de la hacienda pública de la comunidad 
autónoma.

1. No podrán ser enajenados, gravados ni arrendados los derechos de la hacienda de la 
comunidad autónoma, excepto en los casos regulados por las leyes. Tampoco podrán 
concederse exenciones, condonaciones, rebajas ni moratorias en el pago de los tributos y de 
los otros ingresos de derecho público, excepto en los casos y del modo que determinen las 
leyes.

No obstante, la comunidad autónoma de las Illes Balears podrá ceder los derechos de 
contenido económico a favor de otras entidades integrantes del sector público instrumental 
autonómico, a título oneroso o a título gratuito, cuando se produzca cualquier causa justa, 
así como los derechos que deriven de convenios u otros instrumentos jurídicos de 
colaboración de carácter plurianual formalizados con otras administraciones territoriales o 
entidades dependientes de estas.

Del mismo modo, las entidades integrantes del sector público instrumental autonómico 
podrán ceder sus derechos de cobro a la Administración de la comunidad autónoma, los 
cuales pasarían a integrarse en la hacienda de la comunidad autónoma.

2. No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente en los derechos de la comunidad 
autónoma ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten en relación con dichos 
derechos, si no es mediante un acuerdo del Consejo de Gobierno, previo dictamen, si 
procede, del Consejo Consultivo de las Illes Balears, de acuerdo con lo dispuesto en el 
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artículo 18.10 de la Ley 5/2010, de 16 de junio, reguladora del Consejo Consultivo de las 
Illes Balears.

[ . . . ]
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§ 328

Ley 6/2017, de 31 de julio, de modificación de la Ley 8/2012, de 19 
de julio, del turismo de las Illes Balears, relativa a la comercialización 

de estancias turísticas en viviendas. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 93, de 31 de julio de 2017

«BOE» núm. 223, de 15 de septiembre de 2017
Última modificación: 18 de junio de 2022

Referencia: BOE-A-2017-10539

[ . . . ]
Disposición adicional novena.  Unidades de apartamentos turísticos en Menorca.

El Consejo Insular de Menorca puede, en su ámbito territorial, y como fecha máxima el 1 
de mayo de 2023, aplicar esta disposición para las unidades que forman parte de los 
establecimientos de alojamiento turístico del grupo de apartamentos turísticos autorizados 
antes del 25 de abril de 2003.

En los establecimientos mencionados, se podrán comercializar de forma independiente 
unidades de alojamiento por parte de explotadores diferentes del principal del 
establecimiento de alojamiento, siempre que hayan sido adquiridas con anterioridad al 31 de 
diciembre de 2021, cumplan los requerimientos de la normativa vigente por su categoría, 
servicios y ejercicio de la actividad, y haya un acuerdo con el mencionado explotador 
principal en cuanto a la explotación, el mantenimiento y el funcionamiento de todos los 
servicios y las zonas comunes. Asimismo, se exige la presentación de la correspondiente 
comunicación del nuevo explotador a la administración turística para mantener la unidad de 
explotación.

En caso de desacuerdo entre las partes, el consejo insular podrá habilitar un 
procedimiento de arbitraje para la solución del conflicto, previo a la vía jurisdiccional.

[ . . . ]
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§ 329

Ley 2/2023, de 7 de febrero, de la actividad física y el deporte de las 
Illes Balears. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 19, de 11 de febrero de 2023

«BOE» núm. 137, de 9 de junio de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-13669

[ . . . ]
TÍTULO XII

Justicia deportiva, régimen disciplinario y Tribunal del Deporte de las Illes 
Balears

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Tribunal del Deporte de las Illes Balears

Artículo 176.  Concepto y naturaleza.
1. El Tribunal del Deporte de las Illes Balears es el órgano supremo jurisdiccional 

deportivo en los ámbitos disciplinario, organizativo y de competición, y electoral en las Illes 
Balears, y decide, en última instancia en vía administrativa, sobre las cuestiones electorales, 
competitivas y disciplinarias deportivas de su competencia establecidas en esta ley y en las 
disposiciones reglamentarias que la desarrollen. Asimismo, asume las funciones de 
mediación y de arbitraje en la materia deportiva. Está adscrito orgánicamente a la consejería 
competente en materia de deportes del Gobierno de las Illes Balears, que le presta el apoyo 
material, de personal y presupuestario, y actúa con total autonomía e independencia en el 
ejercicio de las funciones que se le encomiendan.

2. Los acuerdos del Tribunal del Deporte de las Illes Balears agotan la vía administrativa 
y, en contra, se podrá interponer recurso ante el órgano competente de la jurisdicción 
contencioso-administrativa. Los acuerdos se ejecutarán en primera instancia a través de la 
federación deportiva correspondiente, que será responsable de su cumplimiento efectivo.

3. Al Tribunal del Deporte de las Illes Balears le será de aplicación la normativa sobre 
órganos colegiados prevista en la legislación vigente.

Artículo 177.  Composición.
1. El Tribunal del Deporte de las Illes Balears está integrado por nueve miembros y un 

secretario o una secretaria con voz y sin voto. Todos tienen que ser licenciados o graduados 

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

– 1147 –



en derecho, deben tener experiencia profesional en el mundo jurídico y, preferentemente, 
experiencia en materia deportiva. En atención al principio de representación equilibrada, se 
tiene que garantizar una presencia de mujeres y hombres según la cual ningún sexo no 
supere el 60 % del conjunto de personas ni sea inferior al 40 %.

2. Podrá actuar en pleno y en secciones, por razón de las competencias que tiene 
encomendadas. A tal efecto, se establecerán tres secciones, que actuarán, respectivamente, 
en los ámbitos disciplinario, organizativo y de competición, y electoral, en la forma que se 
establezca reglamentariamente.

3. Los cargos son honoríficos, si bien las personas integrantes del Tribunal tienen 
derecho a recibir las dietas de asistencia a las reuniones, las dietas de desplazamiento y una 
compensación por cada ponencia asignada, que tiene que fijar al Gobierno de las Illes 
Balears.

Artículo 178.  Nombramiento de las personas que lo integran y régimen de 
incompatibilidades.

1. Las personas que integran el Tribunal del Deporte de las Illes Balears son nombradas 
por el Consejero o la Consejera competente en materia de deportes del Gobierno de las Illes 
Balears:

a) Tres, a propuesta de la Dirección General competente en materia de deportes.
b) Tres, a propuesta de la Asamblea del Deporte y la Actividad Física de las Illes Balears.
c) Tres, a propuesta del Ilustre Colegio de Abogados de las Illes Balears.
La composición de los miembros se tiene que publicar en «Butlletí Oficial de les Illes 

Balears».
2. Sin perjuicio de que sean aplicables a las personas que integran el Tribunal las causas 

de abstención o de recusación previstas en la legislación vigente, la condición de miembro 
será incompatible:

a) Con el ejercicio de un cargo, directivo o técnico, en una federación deportiva, o con el 
asesoramiento directo o la relación laboral con esta.

b) Con la adscripción, como personal empleado público, a la dirección general 
competente en materia de deportes u órgano equivalente. Esta causa de incompatibilidad no 
será de aplicación a la figura del secretario o la secretaría prevista en el apartado 2 del 
artículo 179 siguiente.

c) Cualquier otro supuesto de incompatibilidad previsto en la legislación vigente.

Artículo 179.  Elección de la presidencia y de la vicepresidencia y nombramiento de la 
persona titular de la secretaría.

1. Una vez designadas, las personas integrantes del Tribunal del Deporte de las Illes 
Balears elegirán de entre ellas la persona titular de la presidencia y la vicepresidencia, que 
ratificará el consejero o la consejera competente en materia de deportes del Gobierno de las 
Illes Balears.

2. La persona titular de la secretaría del Tribunal del Deporte de las Illes Balears será 
designada por la dirección general competente en materia de deportes entre el personal de 
la Administración del Gobierno de las Illes Balears y debe tener la licenciatura o el grado en 
derecho.

Artículo 180.  Duración del mandato y causas de suspensión y destitución.
1. El mandato de las personas integrantes del Tribunal del Deporte de las Illes Balears es 

de cinco años renovables y cesan en el cargo cuando finaliza el plazo por el cual han sido 
designadas, una vez se han designado los nuevos miembros.

2. En caso de que se retrase, por cualquier causa, la renovación del Tribunal, los 
miembros cesantes quedarán automáticamente en situación de prórroga y seguirán 
desarrollando las funciones hasta que se publique la nueva composición del Tribunal en el 
«Butlletí Oficial de les Illes Balears». La prórroga no podrá exceder de un año.

3. Las personas integrantes del Tribunal, en el ejercicio de sus funciones, tienen que 
actuar de acuerdo con los principios de integridad, imparcialidad, objetividad y transparencia.
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4. En caso de que las personas integrantes del Tribunal dejen de asistir a las reuniones 
por causa no justificada por un periodo superior a tres meses, en el ejercicio de sus 
funciones incumplan los principios mencionados antes, incurran en cualquier actuación 
irregular manifiesta, o les sea aplicable alguna de las causas que impiden el ejercicio de sus 
funciones públicas, el titular de la consejería competente en materia de deportes del 
Gobierno de las Illes Balears las puede sustituir, suspender o destituir mediante resolución 
motivada.

Artículo 181.  Vacantes.
1. En caso de vacante de un miembro titular del Tribunal del Deporte de las Illes Balears, 

la vacante se cubre de la misma forma que se utilizó para designar el miembro vacante. Si 
esta vacante es la de la persona titular de la presidencia o de la vicepresidencia, una vez 
cubierta, el Tribunal la elige para que la pueda ratificar la persona titular de la dirección 
general competente en materia de deportes.

2. Si quedan vacantes al mismo tiempo la presidencia y la vicepresidencia del Tribunal 
del Deporte de las Illes Balears, mientras no se produzca su sustitución, ocupa la 
presidencia el vocal de mayor edad, y la vicepresidencia el segundo vocal de mayor edad.

3. En caso de tenerse que cubrir una vacante en la forma prevista en este artículo, la 
duración del mandato de la persona nombrada será igual a la que reste por cumplir a los 
otros miembros, a fin de que la renovación del Tribunal se haga en bloque.

Artículo 182.  Funciones.
1. En los ámbitos disciplinario, organizativo y de competición, y electoral, el alcance de 

los cuales se define respectivamente en los artículos 155, 156 y 157 de esta ley, el Tribunal 
del Deporte de las Illes Balears tiene las funciones siguientes:

a) En el ámbito disciplinario:
1) Conocer y resolver los recursos interpuestos contra los acuerdos adoptados en 

materia disciplinaria deportiva por los órganos disciplinarios de las federaciones deportivas 
de las Illes Balears, y de las entidades deportivas, en los supuestos, la forma y los plazos 
establecidos en esta ley y en el resto de las disposiciones reglamentarias que resulten de 
aplicación.

2) Tramitar los procedimientos que procedan en materia disciplinaria deportiva, de 
acuerdo con el que establecen esta ley y el resto de las disposiciones reglamentarias que 
resulten de aplicación.

b) En el ámbito organizativo y de competición, conocer y resolver, en última instancia, los 
recursos que se interpongan contra las resoluciones de los comités de apelación de las 
federaciones deportivas de las Illes Balears, así como cualquier otra actuación que 
corresponda de acuerdo con esta ley y el resto de las disposiciones reglamentarias que 
resulten de aplicación.

c) En el ámbito electoral, velar por la conformidad a derecho de los procesos electorales 
que se lleven a cabo en los órganos de gobierno y de las mociones de censura contra 
cualquiera de las personas integrantes de la junta directiva de las federaciones deportivas de 
las Illes Balears; y conocer y resolver, en última instancia administrativa, los recursos 
interpuestos contra las resoluciones de las juntas electorales.

d) Cualquier otra competencia que le sea atribuida o delegada de conformidad con el 
ordenamiento jurídico.

En todo lo que no prevean esta ley y las disposiciones reglamentarias que la desarrollen, 
será de aplicación a los procedimientos del Tribunal del Deporte de las Illes Balears la 
legislación en materia de procedimiento administrativo de las administraciones públicas.

2. El Tribunal del Deporte de las Illes Balears también puede actuar para resolver de 
forma inapelable, mediante el arbitraje, las cuestiones dispositivas que le sometan sobre 
materia de su competencia, de mutuo acuerdo, las personas interesadas. El arbitraje puede 
ser de equidad o de derecho, y las personas interesadas pueden someter a la decisión del 
Tribunal cuestiones litigiosas para que sean resueltas cumpliendo los principios de igualdad 
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y contradicción, y cuestiones dudosas para que sean decididas por el Tribunal con carácter 
vinculante.

3. El Tribunal del Deporte de las Illes Balears puede emitir, con carácter no vinculante, 
informes jurídicos sobre cualquier cuestión que le consulten personas físicas o jurídicas o la 
administración competente en materia deportiva, siempre que se trate de cuestiones 
relacionadas con las materias de su competencia.

4. Asimismo, el Tribunal del Deporte de las Illes Balears puede actuar por la vía de la 
mediación entre las partes, en todas aquellas cuestiones vinculadas con el mundo del 
deporte sobre materias de su competencia, excepto cuestiones de tipo disciplinario y de 
dopaje deportivo, que le sean sometidas por convención voluntaria entre las partes.

Artículo 183.  Notificaciones y comunicaciones electrónicas.
1. En los procedimientos en los cuales sean parte o reúnan la condición de personas 

interesadas las federaciones y otras entidades deportivas, las notificaciones y 
comunicaciones se realizarán utilizando únicamente medios electrónicos.

2. Cuando se ignore el lugar donde se tiene que hacer la notificación o bien, una vez 
esta se ha intentado, no se haya podido practicar, la notificación se tiene que hacer por 
medio de un anuncio publicado en el «Boletín Oficial del Estado», sin perjuicio de que se 
puedan establecer otras formas de notificación complementarias a través del resto de 
medios de difusión.

Artículo 184.  Publicidad.
Los acuerdos y los informes del Tribunal del Deporte de las Illes Balears se tienen que 

hacer públicos en su sitio web, una vez suprimidos los datos personales, de acuerdo con la 
normativa vigente en materia de protección de datos.

Artículo 185.  Desarrollo reglamentario.
Las disposiciones de desarrollo de esta ley concretarán el régimen y el funcionamiento 

del Tribunal del Deporte de las Illes Balears.

[ . . . ]
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§ 330

Ley 5/2023, de 8 de marzo, de sociedades cooperativas de las Illes 
Balears. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 32, de 14 de marzo de 2023
«BOE» núm. 138, de 10 de junio de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-13762

[ . . . ]
Disposición adicional quinta.  Arbitraje.

Las discrepancias o controversias que puedan plantearse en las cooperativas, entre el 
consejo rector o las personas apoderadas, el comité de recursos y las personas socias, 
incluso en el período de liquidación, pueden ser sometidas a arbitraje de derecho regulado 
por la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de arbitraje. Sin embargo, si la discrepancia afecta 
sustancialmente a los principios cooperativos pueden acudir al arbitraje de equidad.

[ . . . ]
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§ 331

Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la 
Comunidad de Madrid. [Inclusión parcial]

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 277, de 21 de noviembre de 1990

«BOE» núm. 8, de 9 de enero de 1991
Última modificación: 22 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-1991-413

[ . . . ]
TÍTULO I

Del régimen de la Hacienda de la Comunidad

CAPÍTULO I
Los derechos de la Hacienda de la Comunidad de Madrid

[ . . . ]
Artículo 35.  

1. No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los derechos de la Hacienda 
de la Comunidad ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten respecto de los 
mismos, sino mediante Decreto acordado en Consejo de Gobierno.

2. La suscripción por la Hacienda de la Comunidad de los acuerdos o convenios en 
procesos concursales previstos en las secciones 1.ª y 8.ª del título XII y en la sección 6.ª del 
título XIII de la Ley de Enjuiciamiento Civil y en la Ley de Suspensión de Pagos de 26 de julio 
de 1922 requerirá únicamente autorización del Consejero de Hacienda.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Del endeudamiento y los avales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De los avales de la Comunidad

[ . . . ]
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Artículo 101.  
En los avales otorgados por la Comunidad, regulados en el artículo 98 y dentro de los 

límites en él establecidos, el Consejero de Hacienda podrá convenir las cláusulas que 
resulten usuales en los mercados financieros.

En particular, podrá acordar:
a) La renuncia al beneficio de exclusión que establece el artículo 1.830 del Código Civil.
b) Excepcionalmente, en los avales que garanticen operaciones de crédito exterior, el 

sometimiento a arbitraje o la remisión a una legislación o a tribunales extranjeros, siempre 
que se observe lo dispuesto en el artículo 40 de esta Ley.

[ . . . ]
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§ 332

Ley 15/1994, de 28 de diciembre, del Deporte de la Comunidad de 
Madrid. [Inclusión parcial]

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 9, de 11 de enero de 1995
«BOE» núm. 85, de 10 de abril de 1995

Última modificación: 27 de marzo de 2023
Referencia: BOE-A-1995-8733

[ . . . ]
Artículo 8 bis.  Protección a los niños deportistas.

1. La práctica deportiva de los niños deberá tener como objetivo favorecer la educación 
integral del niño y el desarrollo armónico de su personalidad y de sus condiciones físicas, así 
como el fomento de la actividad física como hábito de salud.

2. La práctica deportiva durante la infancia y la adolescencia potenciará otros aspectos 
del deporte, aparte del eminentemente competitivo. Asimismo, se adoptarán las medidas 
necesarias para proteger a los deportistas menores de edad de toda explotación abusiva.

3. Se establecerán reglamentariamente los criterios y condiciones mínimas de seguridad 
sobre los equipamientos deportivos dirigidos a la población infantil y adolescente, pistas 
polideportivas y campos polideportivos, así como las recomendaciones sobre su uso y 
mantenimiento con el fin de reducir o eliminar los riesgos que producen los accidentes, ya 
sea por una mala instalación del equipamiento o bien, por un mal uso o mantenimiento del 
mismo.

4. Todos los centros deportivos independientemente de su titularidad están obligados a 
tener protocolos de actuación frente a cualquier forma de violencia contra los niños.

5. Dichos protocolos se pondrán en marcha ante la detección de indicios por parte de los 
profesionales y ante la mera revelación de los hechos por parte del niño, en los términos 
previstos en la legislación vigente.

6. Las entidades que desarrollen actividades deportivas, de ocio y tiempo libre con niños, 
en los términos previstos en la legislación vigente, tienen la obligación de:

a) Establecer un código interno de conducta y protección que permita articular y recoger 
sistemáticamente las actuaciones que deben seguirse para la prevención, detección y 
notificación ante posibles situaciones de violencia contra niños y darlo a conocer de forma 
adecuada tanto a sus usuarios como a las familias de estos.

b) Fomentar la participación activa de los niños en la planificación y organización de las 
actividades favoreciendo su autonomía y desarrollo integral.

c) Fomentar y reforzar las relaciones y la comunicación entre las organizaciones 
deportivas y los responsables parentales, tutores y familiares.
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d) Promoverán una cultura de confianza mediante la designación de un delegado de 
protección, al que los niños puedan acudir para expresar sus inquietudes y preocupaciones.

[ . . . ]
TÍTULO V

Del régimen jurídico deportivo

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De la conciliación extrajudicial

Artículo 66.  Conciliación extrajudicial.
Las cuestiones litigiosas de naturaleza jurídico-deportiva que se planteen entre personas 

físicas o jurídicas podrán ser resueltas mediante la aplicación de fórmulas de conciliación o 
arbitraje con sujeción a la legislación del Estado sobre la materia.

Artículo 67.  Sistemas de conciliación.
Las personas jurídicas que entre sus fines u objeto social se incluya la conciliación o el 

arbitraje podrán establecer sistemas de conciliación deportiva en la que deberán preverse, 
como mínimo, los siguientes aspectos:

a) Relación de cuestiones que puedan ser objeto de conciliación.
b) Métodos de aceptación de tales sistemas por los afectados.
c) Requisitos en el procedimiento de aplicación de dichos sistemas.
d) Órganos o personas encargadas de decidir sobre las cuestiones sometidas a 

conciliación o método para su designación.
e) Fórmulas para la recusación, en su caso, de quienes realicen las funciones de 

conciliación.
f) Fórmulas de ejecución de las decisiones adoptadas en la conciliación.

[ . . . ]
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§ 333

Ley 11/1998, de 9 de julio, de Protección de los Consumidores de la 
Comunidad de Madrid. [Inclusión parcial]

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 167, de 16 de julio de 1998
«BOE» núm. 206, de 28 de agosto de 1998

Última modificación: 29 de diciembre de 2014
Referencia: BOE-A-1998-20651

[ . . . ]
TÍTULO II

De la protección jurídica, administrativa y técnica en relación con los derechos 
de los consumidores

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Del derecho a la reparación de daños

[ . . . ]
Artículo 30.  Mediación.

1. Los poderes públicos de la Comunidad de Madrid propiciarán sistemas de resolución 
voluntaria de conflictos y de reclamaciones en materia de consumo.

2. A tal efecto, el órgano de la Comunidad de Madrid con competencias en materia de 
protección al consumidor podrá llevar a cabo, en particular, mediaciones con aquellas 
empresas que, por su tamaño, número de reclamaciones u otras circunstancias, hagan 
necesaria la adopción de medidas más intensas de protección de los consumidores.

El resultado de la mediación podrá ser trasladado a los servicios de inspección de 
consumo para que procedan a la investigación de los hechos.

Artículo 31.  Arbitraje.
1. Los poderes públicos de la Comunidad de Madrid fomentarán, en el ámbito de sus 

competencias, el desarrollo del sistema arbitral de consumo.
2. La Comunidad de Madrid promoverá la adhesión al sistema arbitral de consumo de las 

asociaciones de consumidores y organizaciones empresariales y profesionales, pudiendo 
suscribir convenios de colaboración para el fomento de dicho sistema.

3. La Comunidad de Madrid y las corporaciones locales, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, propiciarán que las empresas y, especialmente, las empresas públicas o 
privadas que gestionen servicios públicos o reciban recursos de aquellas, establezcan en 
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sus contratos la adopción del sistema arbitral de consumo para resolver los conflictos y las 
reclamaciones de los consumidores surgidos en su actividad.

[ . . . ]
TÍTULO V

De la potestad sancionadora

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De las sanciones

[ . . . ]
Artículo 57.  Prescripción y caducidad.

1. Las infracciones en materia de defensa del consumidor prescribirán a los cinco años. 
El plazo de prescripción comienza a contar desde el día de la comisión de la infracción y se 
interrumpe en el momento en que el interesado tenga conocimiento de la iniciación de un 
procedimiento sancionador o de un procedimiento de mediación o arbitraje.

2. La acción para perseguir las infracciones caducará cuando, acreditada por la 
Administración competente para sancionar la existencia de una infracción y finalizadas las 
diligencias dirigidas al esclarecimiento de los hechos, transcurran seis meses sin que el 
órgano competente haya ordenado incoar el oportuno procedimiento.

A estos efectos, cuando exista toma de muestras, las diligencias previas dirigidas al 
esclarecimiento de los hechos se entenderán finalizadas con la emisión del informe de 
análisis inicial y una vez que el órgano competente para la iniciación del procedimiento haya 
tenido conocimiento del mismo.

3. Las solicitudes de pruebas periciales así como de análisis, ensayos técnicos 
contradictorios y dirimentes e informes que sean determinantes para la resolución de los 
procedimientos o necesarios para determinar la responsabilidad tendrán el carácter de 
informes preceptivos e interrumpirán el cómputo del plazo de caducidad del procedimiento 
ya iniciado, hasta que el órgano instructor haya tenido conocimiento de los mismos.

4. Las sanciones impuestas por las infracciones muy graves previstas en la presente Ley 
prescribirán a los cuatro años, las graves a los tres años y las leves a los dos años.

[ . . . ]
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§ 334

Ley 1/1999, de 12 de marzo, de Ordenación del Turismo de la 
Comunidad de Madrid. [Inclusión parcial]

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 69, de 23 de marzo de 1999
«BOE» núm. 128, de 29 de mayo de 1999
Última modificación: 29 de julio de 2014

Referencia: BOE-A-1999-12089

[ . . . ]
TÍTULO V

Del arbitraje

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 72.  El arbitraje.
El órgano competente en materia de turismo podrá establecer sistemas de arbitraje, de 

conformidad con la legislación vigente reguladora de esta materia, para la resolución con 
carácter vinculante y definitivo de los conflictos que pudieran surgir entre los prestadores de 
los servicios turísticos y los usuarios de los mismos, sin perjuicio de la protección 
administrativa y judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 24 de la Constitución 
Española.

[ . . . ]
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§ 335

Ley 17/1999, de 29 de abril, sobre aprovechamiento de pastos y 
rastrojeras para la protección de la ganadería extensiva. [Inclusión 

parcial]

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 115, de 17 de mayo de 1999
«BOE» núm. 195, de 16 de agosto de 1999

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1999-17590

[ . . . ]
Artículo 3.  Órganos administrativos.

1. Son órganos competentes en materia de aprovechamientos de pastos:
1.1 La Cámara Agraria de la Comunidad de Madrid, en adelante Cámara Agraria.
1.2 La Junta de Fomento Pecuario de la Comunidad de Madrid, en adelante Junta de 

Fomento Pecuario.
1.3 Las Consejerías competentes en cada momento en materia de agricultura, ganadería 

y montes.
2. Reglamentariamente se establecerán las funciones de los órganos anteriores en esta 

materia.

[ . . . ]
Artículo 5.  Superficies excluidas.

1. Quedan excluidas de la regulación:
1.1 Las superficies ocupadas por viñedos, olivares, algarrobos o frutales.
1.2 Las huertas y terrenos de regadío.
1.3 Los montes catalogados de utilidad pública, protectores, protegidos, de propiedad 

estatal o autonómica y los consorciados o conveniados con personas físicas o jurídicas.
1.4 Las fincas cercadas con carácter permanente, de forma natural o artificial.
1.5 Las fincas enclavadas en alguna de las superficies anteriores. Se entenderá por 

fincas enclavadas, aquéllas cuyo único acceso se realice atravesando cualquiera de las 
superficies excluidas o que, aun teniendo otro, sea impracticable para el ganado.

2. No obstante, las superficies anteriormente enumeradas, a excepción de las recogidas 
en el apartado 1.3 de este artículo, podrán ser objeto de aprovechamiento pecuario, con el 
consentimiento expreso del titular manifestado por escrito.
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3. Reglamentariamente se desarrollará el procedimiento a seguir para resolver los 
conflictos que se puedan plantear por la aplicación de este artículo.

Artículo 6.  Segregación de fincas.
1. Las superficies inicialmente incluidas podrán ser segregadas a petición de los 

interesados. Teniendo en cuenta que el inicio del año ganadero tiene lugar el 29 de junio de 
cada año, dicha petición deberá ser formulada entre el 1 de enero y el 28 de febrero, al 
objeto de que no coincida con el plazo de solicitud de adjudicación de pastos, previsto en el 
artículo 8.1.

2. La Cámara Agraria resolverá las peticiones de segregación de fincas, excepto las de 
pastos comunales y dehesas boyales que no podrán ser objeto de segregación. La 
segregación afectará a las fincas que se encuentren en alguna de las situaciones siguientes:

a) Las que por sus características o condiciones no deban ser destinadas a los 
aprovechamientos ganaderos.

b) Las que hallándose bajo una misma linde, sean objeto de explotación ganadera de los 
aprovechamientos de pastos por el propio titular de la finca con una carga ganadera anual 
mínima de 0,1 UGM/Ha.

c) Las que bajo una misma linde o colindantes unas con otras, formando un conjunto o 
coto o polígono, sean objeto de aprovechamiento ganadero dependiente, mediante acuerdo 
privado del propietario o cultivador con el ganadero y admitan un aprovechamiento mínimo 
de 40 UGM y una carga ganadera anual mínima de 0,1 UGM/Ha. Dicho acuerdo puede ser 
suscrito por agrupaciones de agricultores o de ganaderos o de ambas conjuntamente. En 
estos casos, los conflictos que puedan suscitarse entre las partes contratantes, se 
resolverán en la jurisdicción ordinaria, previo arbitraje de la Junta de Fomento Pecuario, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 5.3.

3. La Cámara Agraria podrá anular las segregaciones de fincas otorgadas, cuando 
incumplan los requisitos de los apartados anteriores.

[ . . . ]
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§ 336

Ley 3/2001, de 21 de junio, de Patrimonio de la Comunidad de 
Madrid. [Inclusión parcial]

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 156, de 3 de julio de 2001
«BOE» núm. 179, de 27 de julio de 2001

Última modificación: 29 de diciembre de 2015
Referencia: BOE-A-2001-14644

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Sección 2.ª Prerrogativas, protección y defensa del patrimonio

[ . . . ]
Artículo 10.  Inembargabilidad, gravamen, transacciones y arbitraje.

1. Ningún Tribunal ni Autoridad administrativa podrá dictar providencia de embargo ni 
despachar mandamiento de ejecución contra los bienes y derechos demaniales del 
patrimonio de la Comunidad, ni contra aquellos bienes y derechos patrimoniales 
materialmente afectados a un uso o servicio público.

2. Sólo se podrán gravar los bienes o derechos del dominio privado de la Comunidad de 
Madrid con los requisitos exigidos para su enajenación.

3. Las transacciones respecto a bienes o derechos del dominio privado, así como el 
sometimiento a arbitraje de las controversias o litigios sobre los mismos, se aprobarán por 
Acuerdo del Gobierno, a propuesta del Consejero de Presidencia y Hacienda, y a iniciativa 
de la Consejería, Organismo o Entidad interesados.

[ . . . ]

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

– 1161 –



§ 337

Ley 1/2007, de 21 de febrero, de Mediación Familiar de la 
Comunidad de Madrid

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 54, de 5 de marzo de 2007
«BOE» núm. 153, de 27 de junio de 2007
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2007-12563

LA PRESIDENTA DE LA COMUNIDAD DE MADRID
Hago saber que la Asamblea de Madrid ha aprobado la presente Ley, que yo, en nombre 

del Rey, promulgo.

PREÁMBULO

I
Durante las últimas décadas la institución de la familia ha experimentado importantes 

transformaciones. El resultado es un modelo de familia diverso, menos jerárquica y más 
igualitaria, tanto entre las personas unidas por un vínculo matrimonial o unión de hecho 
como entre las distintas generaciones.

Este nuevo clima familiar no ha supuesto la desaparición de los conflictos e incluso 
permite la manifestación de otros que, en situaciones de mayor desequilibrio de fuerzas 
podrían quedar latentes.

Por ello, se hace preciso extender el uso de modos de solución pacífica de los conflictos 
en el ámbito familiar. Entre ellos, la mediación ha adquirido un especial protagonismo, pues 
permite un acuerdo beneficioso para las distintas partes, mediante la intervención de un 
profesional, sin poder de decisión que ayuda a que alcancen por sí mismas un acuerdo, bajo 
las características de voluntariedad, neutralidad, imparcialidad y confidencialidad.

Acompañar estos procesos de transformación con medidas de apoyo a la familia 
ajustadas a sus necesidades y demandas sociales, además de un imperativo legal, es un 
objetivo suficientemente justificado por su función social.

En el contexto internacional, el creciente interés por la mediación familiar se manifiesta 
en la Recomendación de 21 de enero de 1998, del Comité de Ministros del Consejo de 
Europa. En ella se insta a los estados miembros, conforme a las experiencias llevadas a 
cabo por diversos países, a instituirla y promoverla, señalando, entre otros beneficios de la 
mediación familiar, la posibilidad de reducir los conflictos entre las partes en desacuerdo, 
posibilitar convenios amistosos, mejorar la comunicación entre los miembros de la familia y 
asegurar el mantenimiento de relaciones personales entre padres e hijos.

En los países donde lleva tiempo practicándose, la mediación se ha mostrado como un 
método útil y efectivo de pacificación de los conflictos familiares. Así lo expresa la Comisión 
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de la Comunidad Europea, que a solicitud del Consejo, el 19 de abril del 2002, presenta el 
Libro Verde sobre modalidades alternativas de solución de conflictos en el ámbito del 
derecho civil y mercantil. En él se hace referencia, entre otros, a la mediación y a los 
principios rectores que deben gobernarla. Hay que señalar igualmente, la mención que se 
hace a la necesidad de seleccionar y formar a los mediadores.

En España, la Constitución Española de 1978 establece, en su artículo 39, la obligación 
de los poderes públicos de asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia, 
así como la protección integral de los hijos, cualquiera que sea su filiación. A tal efecto se 
han venido produciendo diversas iniciativas públicas y privadas para favorecer la mediación 
familiar. Así, en 1990, asociaciones pioneras comenzaron a realizar las primeras 
intervenciones en materia de mediación y posteriormente, algunas Comunidades Autónomas 
han aprobado diversas normas reguladoras de la Mediación Familiar favoreciendo la 
solución pacífica de los conflictos familiares.

La Comunidad de Madrid tiene atribuida la competencia exclusiva en materia de 
servicios sociales, de acuerdo con el artículo 26.1, apartados 23 y 24 de su Estatuto de 
Autonomía. En su virtud, esta Comunidad Autónoma tiene el firme compromiso de apoyar a 
todas las familias madrileñas, en especial a las más necesitadas, e incrementar su bienestar 
y calidad de vida, y con dicho objetivo se creó la Consejería de Familia y Asuntos Sociales y 
la Dirección General de Familia.

Por otro lado, la Ley 11/2003, de 27 de marzo, de Servicios Sociales de la Comunidad de 
Madrid establece como finalidad de los servicios sociales la promoción del bienestar de las 
personas, la prevención de situaciones de riesgo y la compensación de déficit de apoyo 
social, centrando su interés en los factores de vulnerabilidad o dependencia que, por causas 
naturales o sobrevenidas, se puedan producir en cada etapa de la vida y traducirse en 
problemas personales y define como necesidades sociales las derivadas del derecho de la 
persona a realizarse como ser social en el ámbito convivencial, interpersonal y familiar. 
Asimismo, entre las funciones del sistema público de servicios sociales, la citada Ley 
establece la de protección y apoyo a la familia y la orientación y asistencia material, social 
psicológica, sociológica y jurídica de las familias en situaciones de dificultad, dependencia o 
conflicto.

Por su parte, el Plan de apoyo a la familia 2005-2008, aprobado por el Consejo de 
Gobierno el 1 de diciembre de 2005, se refiere a la mediación familiar en su área 4 dedicada 
a la Resolución de conflictos. La introducción a esta área recoge el protagonismo de la 
mediación a la hora de abordar los conflictos familiares, abrir espacios de diálogo 
constructivo y lograr acuerdos beneficiosos para las partes. Así, la primera medida del área 4 
contempla la elaboración de la Ley de Mediación Familiar para facilitar los acuerdos en los 
conflictos familiares, y regular la figura del mediador familiar.

En este sentido, se impulsa la aprobación de la Ley de Mediación Familiar como proceso 
para solventar o minimizar los conflictos familiares.

II
La Ley regula los requisitos que deben reunir los mediadores profesionales que realicen 

su actividad en la Comunidad de Madrid, su inscripción en el Registro de Mediadores 
Familiares y las normas básicas que rigen el procedimiento de mediación familiar. Con la 
aprobación de la Ley se garantiza la formación y cualificación de los mediadores inscritos en 
el Registro.

La Ley consta de 29 artículos estructurados en un título preliminar y cuatro títulos, de los 
cuales el último se subdivide en tres capítulos. Incluye también una disposición adicional y 
dos disposiciones finales.

El título preliminar, bajo la rúbrica de disposiciones generales, comienza definiendo la 
mediación familiar, su ámbito de aplicación, y su finalidad. Establece los principios 
esenciales en los que se ha de sustentar la mediación, entre los cuales se encuentra la 
protección de los intereses de los menores y de las personas dependientes. A continuación 
se describen las funciones y competencias de la Administración Autonómica en materia de 
mediación familiar.

En el mismo título se regula el Registro de Mediadores Familiares, único Registro en el 
que figurarán todas las personas físicas que ejerzan la mediación conforme a los requisitos 

CÓDIGO DE TRANSACCIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE

§ 337  Ley de Mediación Familiar de la Comunidad de Madrid

– 1163 –



previstos en la Ley. Uno de los objetivos de la norma es garantizar la cualificación y 
formación del profesional como persona física que realiza la mediación, protegiéndose de 
esta forma los intereses de las partes que soliciten el inicio de un proceso mediador. No trata 
la Ley de regular las diferentes formas jurídicas que puedan crearse al amparo de los 
intereses de los mediadores inscritos en el Registro. La garantía que la ley ofrece se centra 
en el proceso mismo de la mediación y en la formación de la persona que la realiza.

El acceso al Registro puede realizarse a través de la Consejería competente en materia 
de familia o a través del Registro de Mediadores Familiares que, en su caso, se haya creado 
por el colegio profesional al que pertenezca el mediador.

El título finaliza refiriéndose a la Comisión Autonómica de Mediación Familiar, que se 
constituye como órgano asesor y en la que se prevé la participación de colegios 
profesionales, instituciones de reconocido prestigio en materia de mediación familiar y 
expertos.

El título I, define los conflictos en los que será de aplicación la Ley de Mediación Familiar, 
y se establecen los derechos y deberes de las partes que se sometan a la institución de la 
mediación.

El texto legal, parte de un concepto amplio tanto en lo que se refiere a las partes como a 
los supuestos de conflictividad. La Ley, entre otras, incluye como partes en la mediación a 
las personas unidas por vínculo matrimonial o unión de hecho y, en general a familiares 
hasta el cuarto grado de consanguinidad o afinidad. Puede ser objeto de mediación cualquier 
tensión o conflicto intrafamiliar que no deba ser abordado desde la psicología u otras 
disciplinas o terapias a juicio del mediador o profesional competente.

El título II se dedica a los mediadores familiares y regula la cualificación y formación 
especializada en mediación familiar que deben acreditar los profesionales inscritos en el 
Registro de Mediadores Familiares para llevar a cabo las funciones de mediación. Se define 
la figura del mediador familiar, los deberes y derechos que le asisten y se establecen las 
causas de abstención en el procedimiento de mediación familiar.

En cuanto a la titulación que han de poseer los mediadores familiares, la Ley ha optado 
por una fórmula amplia al no exigir formación en ramas concretas. Los mediadores deberán 
estar en posesión de cualquier título universitario de grado superior o medio y tener una 
formación específica en materia de mediación.

El título III regula los aspectos del procedimiento de mediación familiar, desde el 
momento de la solicitud de las personas interesadas, que debe plantearse voluntariamente y 
de común acuerdo, hasta la sesión final de la mediación.

En el título IV se regulan las infracciones y sanciones, tanto en su vertiente sustantiva 
como de procedimiento.

La disposición adicional única determina los requisitos que han de reunir para inscribirse 
en el Registro de Mediadores Familiares, las personas que hayan ejercido como mediadoras 
con anterioridad a su entrada en vigor.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
La mediación familiar desarrollada en esta Ley es un procedimiento voluntario de gestión 

o resolución positiva de tensiones o conflictos familiares en el que las partes solicitan y 
aceptan la intervención de un mediador, profesional imparcial, neutral y sin capacidad para 
tomar decisiones por ellas, que les asiste con la finalidad de favorecer vías de comunicación 
y búsqueda de acuerdos consensuados.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
La presente Ley regula las actuaciones de mediación familiar profesional que se realicen 

en el ámbito de la Comunidad de Madrid por las personas mediadoras que reúnan los 
requisitos marcados por esta Ley.
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Quedan excluidas de su ámbito de aplicación, las actuaciones realizadas en condiciones 
distintas a las previstas en esta Ley.

Artículo 3.  Finalidad de la mediación familiar.
La mediación familiar regulada en la presente Ley está dirigida a prevenir o minimizar los 

conflictos intrafamiliares, a evitar la apertura de procedimientos judiciales de carácter 
contencioso, poner fin a los ya iniciados o reducir sus consecuencias negativas, así como a 
facilitar a las partes en la mediación el cumplimiento de sentencias judiciales que afecten a 
las relaciones familiares.

Artículo 4.  Principios de la mediación familiar.
Las actuaciones de mediación que se lleven a cabo en desarrollo de la presente Ley se 

fundamentarán en las siguientes normas:
a) Voluntariedad de las partes para acogerse a la mediación o desistir en cualquier 

momento del procedimiento, y del mediador para aceptar la mediación e iniciar el 
procedimiento de mediación o desistir del mismo en los términos previstos en el artículo 
19.2.

b) Confidencialidad y reserva respecto a las entrevistas y a los datos y documentos 
producidos en el procedimiento de mediación con arreglo a lo establecido en los apartados 3 
y 4 del artículo 18. El principio de confidencialidad afecta tanto al mediador como a las partes 
que intervienen en el procedimiento de mediación.

c) Imparcialidad y neutralidad del mediador actuante, que no podrá adoptar decisiones 
alineándose de forma interesada con parte alguna, influirlas o dirigirlas hacia la consecución 
de soluciones conforme a su criterio personal o imponer soluciones.

d) Los participantes en el procedimiento de mediación actuarán conforme a las 
exigencias de la buena fe.

e) El mediador y las partes han de asistir personalmente a las sesiones, sin que puedan 
valerse de representantes o intermediarios y conducirá el procedimiento de acuerdo con el 
principio de flexibilidad.

f) Protección de los intereses de los menores y personas dependientes.

Artículo 5.  Competencia de la administración autonómica.
La Consejería competente en materia de familia, a través del órgano que se determine 

reglamentariamente, ejercerá las siguientes funciones:
a) Promover la figura de la mediación como sistema positivo de resolución de conflictos 

familiares, así como la formación de mediadores.
b) Gestionar el Registro de Mediadores Familiares que se regula en el artículo 6.
c) Aprobar las acciones formativas que acreditarán la formación teórico-práctica exigible 

para la inscripción en el Registro de Mediadores Familiares.
d) Acreditar la validez de la formación de mediación realizada fuera de la Comunidad de 

Madrid por las personas que deseen ejercer como mediadores en la Comunidad de Madrid.
e) Facilitar a los interesados el acceso a la mediación familiar.
f) Ejercer la potestad sancionadora en los supuestos previstos en la presente Ley.
g) Presidir la Comisión Autonómica de Mediación Familiar.
h) Cualquier otra competencia que pueda derivarse de lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 6.  Registro de mediadores familiares.
1. El Registro de Mediadores Familiares de la Comunidad de Madrid se constituye como 

un instrumento básico de impulso, ordenación y organización de la mediación y de los 
mediadores inscritos. Dependerá de la Dirección General competente en materia de familia y 
su composición, funciones y procedimiento de inscripción se determinarán 
reglamentariamente.

2. Podrán inscribirse en el Registro de Mediadores Familiares de la Comunidad de 
Madrid quienes cumplan con los requisitos previstos en esta Ley. Los colegios profesionales 
podrán colaborar en la gestión del Registro de Mediadores Familiares dependiente de la 
Dirección General competente en materia de familia mediante la creación de registros 
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auxiliares. En este caso, los profesionales colegiados deberán acceder al Registro a través 
de su colegio profesional de pertenencia, quien comunicará, a la Dirección General 
competente en materia de familia, las altas, bajas y modificaciones registrales en la forma 
que se establezca reglamentariamente.

Artículo 7.  Comisión Autonómica de Mediación Familiar.
Se crea la Comisión Autonómica de Mediación Familiar que actuará como órgano asesor 

y de coordinación entre la Administración, los colegios profesionales y otras instituciones 
implicadas en mediación familiar. Formarán parte de ella, al menos, representantes de la 
Consejería competente en materia de familia, de los colegios profesionales que colaboren en 
la gestión del Registro de Mediadores Familiares y de instituciones de reconocido prestigio y 
experiencia en mediación familiar. Su composición, funciones y procedimiento de actuación 
se determinarán reglamentariamente.

TÍTULO I
Las partes en la mediación

Artículo 8.  Sujetos de la mediación familiar.
1. Podrán solicitar y someterse a mediación familiar:
a) Las personas unidas por vínculo matrimonial o unión de hecho en los conflictos 

intrafamiliares de convivencia, o en los supuestos de ruptura, separación, divorcio o nulidad 
y en cualquier fase de estos procesos, con el fin de lograr acuerdos.

b) Las personas unidas por vínculo de parentesco hasta el cuarto grado de 
consanguinidad o afinidad, en las tensiones o conflictos intrafamiliares de convivencia, en los 
conflictos por herencias o con el fin de evitar o simplificar un litigio judicial en el ámbito de la 
familia.

c) La familia acogedora, los acogidos y la familia biológica, respecto a cualquier conflicto 
o aspecto del acogimiento o convivencia.

d) La familia adoptante, los adoptados y la familia biológica en la búsqueda de orígenes 
del adoptado y al objeto de facilitar el eventual encuentro o relaciones posteriores, de 
acuerdo con lo previsto en la legislación estatal en esta materia.

e) Las personas con menores a cargo no incluidas en los apartados anteriores en los 
conflictos que surjan con respecto a los menores o para prevenir o simplificar un litigio 
judicial en el ámbito del derecho de familia.

2. Se excluye de la mediación prevista en los apartados anteriores los conflictos que, a 
juicio del mediador o profesional competente, deban ser abordados desde otras formas de 
intervención o tratamiento, ya sea psicológico, psiquiátrico o de cualquier otra índole.

Artículo 9.  Derechos de las partes.
Son derechos de las partes en conflicto:
a) Elegir un mediador de entre los inscritos en el Registro.
b) Desistir del procedimiento de mediación en cualquiera de sus fases.
c) Conocer con carácter previo al inicio de la mediación, el coste máximo de la misma.
d) Cualquier otro establecido en la presente Ley o en sus normas de desarrollo.

Artículo 10.  Deberes de las partes.
Son deberes de las partes en conflicto:
a) Cumplir los acuerdos adoptados en el procedimiento de mediación.
b) Actuar de buena fe.
c) Abstenerse de solicitar en juicio o en actos de instrucción judicial, la declaración del 

mediador como perito o testigo de una de las partes, con el fin de no comprometer su debida 
neutralidad, sin perjuicio de lo previsto en la legislación penal y procesal.

d) Satisfacer los honorarios del mediador.
e) Cualquier otro establecido en la presente Ley o en sus normas de desarrollo.
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TÍTULO II
Mediadores familiares

Artículo 11.  De los mediadores familiares.
A los efectos previstos en esta Ley, el mediador familiar es un profesional especializado, 

imparcial y neutral que, con sujeción a los principios del artículo 4 ejerce las tareas de 
mediación familiar definidas en el artículo 1.

Artículo 12.  Cualificación de los mediadores familiares.
Para ejercer la mediación familiar en los términos previstos en esta Ley e inscribirse en el 

Registro de Mediadores Familiares de la Comunidad de Madrid, deberá acreditarse el 
cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Estar en posesión de un título universitario de grado superior o medio con validez en 
territorio español.

b) Acreditar las acciones formativas teórico-prácticas específicas de mediación, en los 
términos que reglamentariamente se determine.

Artículo 13.  Derechos del mediador.
Son derechos de los mediadores familiares en el ejercicio de su actividad profesional:
a) Renunciar a iniciar la mediación o desistir del procedimiento en los supuestos 

previstos en el artículo 19.2.
b) Percibir los honorarios que correspondan por su actuación profesional.
c) Actuar con libertad e independencia en el ejercicio de su actividad.
d) Cualquier otro establecido en la presente Ley o en sus normas de desarrollo.

Artículo 14.  Deberes del mediador.
Son deberes de los mediadores familiares en el ejercicio de su actividad profesional los 

siguientes:
a) Facilitar la comunicación y la consecución de acuerdos y compromisos entre las 

partes.
b) Redactar los documentos de la sesión inicial y final del procedimiento de mediación 

familiar.
c) Mantener, de acuerdo con la legislación vigente, la reserva respecto de los hechos 

conocidos en el curso de la mediación y la confidencialidad de todos los hechos tratados 
haya habido, o no, acuerdos.

d) Velar para que en el procedimiento de mediación se tenga en cuenta el interés 
superior de los hijos menores o de las personas dependientes.

e) Actuar conforme a los principios establecidos en el artículo 4.
f) Abstenerse o renunciar a actuar como mediador si concurriese cualquiera de las 

causas previstas en el artículo 15 de la presente Ley.
g) Cualquier otro establecido en la presente Ley.

Artículo 15.  Causas de abstención.
Los profesionales mediadores renunciarán a intervenir en los procedimientos de 

mediación en los casos que tengan interés personal en el asunto objeto de la mediación, o 
cuando exista relación personal o hubieran intervenido profesionalmente con alguna de las 
personas implicadas en el conflicto objeto de mediación. No obstante, las partes de común 
acuerdo, podrán elegir el mismo mediador para solventar sucesivos conflictos intrafamiliares.
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TÍTULO III
Procedimiento de mediación familiar

Artículo 16.  Iniciación del procedimiento.
1. La mediación puede iniciarse:
a) A petición de ambas partes de común acuerdo.
b) A instancia de una de las partes con la aceptación de la otra.
2. Cuando existan actuaciones judiciales en curso, las partes, de mutuo acuerdo, podrán 

acudir a mediación familiar de conformidad con lo dispuesto en la legislación procesal.

Artículo 17.  Designación del mediador.
Las partes interesadas en iniciar un procedimiento de mediación, según lo previsto en la 

presente Ley, seleccionarán, de común acuerdo, un mediador de entre los inscritos en el 
Registro de Mediadores Familiares.

Artículo 18.  Desarrollo del procedimiento de mediación familiar.
1. El mediador convocará a las partes a una primera entrevista de información en la que 

se deberán acordar los objetivos de las partes, los asuntos objeto de mediación y, 
previsiblemente, se planificarán las sesiones que pudieran ser necesarias. De esta sesión 
inicial se levantará un documento acreditativo de lo tratado en la misma.

2. La duración de la mediación dependerá de la naturaleza y complejidad de la situación 
y no podrá exceder de tres meses desde la sesión inicial. No obstante, podrá prorrogarse por 
otros tres meses a solicitud de las partes, cuando el mediador aprecie la posibilidad de llegar 
a acuerdos.

3. Toda información obtenida en el transcurso de la mediación estará sujeta al deber de 
confidencialidad, conforme a las normas de esta Ley, y a la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y Ley 8/2001, de 13 de julio, de 
Protección de Datos de Carácter Personal en la Comunidad de Madrid.

4. No están sujetos al deber de confidencialidad los siguientes casos:
a) La consulta de los datos no personalizados, para fines estadísticos o de investigación, 

respetándose el anonimato de los usuarios del servicio.
b) Cuando en el transcurso de la mediación surgieran indicios de comportamientos que 

supongan una amenaza para la integridad física o psíquica de una persona.

Artículo 19.  Finalización del procedimiento de mediación familiar.
1. Al finalizar el procedimiento, el mediador redactará el documento con los acuerdos 

alcanzados. En caso de no existir acuerdos, se hará constar este extremo.
2. La terminación del procedimiento de mediación puede producirse por decisión de 

cualquiera de las partes en conflicto o por el mediador, quien podrá dar por finalizada la 
mediación, comunicándoselo a las partes, cuando concurra alguno de los siguientes 
supuestos:

a) Falta de colaboración por alguna de las partes.
b) Incumplimiento de las condiciones establecidas.
c) Cuando considere que el procedimiento no puede alcanzar la finalidad perseguida.
d) Cuando detecte que el conflicto deba ser abordado desde otra forma de intervención o 

tratamiento, de acuerdo con lo previsto en el artículo 8.2 de la presente Ley.
3. En aquellos casos en los que el resultado de la mediación pueda producir efectos en 

un procedimiento judicial, el mediador entregará a las partes implicadas un certificado, en el 
que se hará constar la fecha de iniciación y finalización del procedimiento, y si han 
alcanzado o no, algún acuerdo, sin especificar ningún otro dato.
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TÍTULO IV
Infracciones y sanciones

Artículo 20.  Responsabilidad de los mediadores familiares.
El incumplimiento de los deberes que atañen a los mediadores familiares profesionales 

según lo estipulado en la presente Ley, en cuanto supongan actuaciones u omisiones 
constitutivas de infracción administrativa, conllevará las sanciones que corresponda en cada 
caso, previa instrucción de un expediente contradictorio por el órgano competente de la 
Administración o del correspondiente colegio profesional.

CAPÍTULO I
Infracciones

Artículo 21.  Tipos de infracciones.
Sin perjuicio de que pudieran ser constitutivas de delito, las infracciones cometidas por 

los mediadores familiares en el ejercicio de su función podrán ser leves, graves o muy 
graves.

Artículo 22.  Infracciones leves.
Son infracciones leves: a) No facilitar copia a las partes del documento de la sesión final. 

b) No comunicar a las partes las causas justificadas por las que se desiste del procedimiento 
de mediación previstas en el artículo 19.2. c) El incumplimiento de cualquier otro deber que 
incumba al mediador que no esté calificado como infracción grave o muy grave.

Artículo 23.  Infracciones graves.
Son infracciones graves:
a) Incumplir el deber de imparcialidad de forma que cause un perjuicio constatable y 

objetivo a cualquiera de las partes.
b) La intervención en un procedimiento de mediación cuando concurra causa de 

abstención.
c) La reincidencia en la comisión de infracciones leves.

Artículo 24.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves:
a) El abandono de la mediación sin causa justificada que suponga grave perjuicio para 

los menores o personas dependientes implicadas en el procedimiento.
b) La adopción de acuerdos contrarios a Derecho.
c) Participar en procedimientos de mediación estando suspendido temporalmente.
d) El cobro de honorarios distintos a los pactados.
e) No cumplir con el deber de confidencialidad y reserva de acuerdo con los términos 

establecidos en la presente Ley.
f) La reincidencia en la comisión de infracciones graves.

Artículo 25.  Reincidencia.
Se considera que existe reincidencia cuando el responsable de la infracción haya sido 

sancionado mediante resolución firme en vía administrativa por la comisión de otra infracción 
de las previstas en esta Ley en el plazo de dos años a contar desde el mismo día de su 
notificación.
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CAPÍTULO II
Sanciones

Artículo 26.  Tipos de sanciones.
1. Las sanciones administrativas previstas en la presente Ley serán impuestas según la 

calificación de la infracción:
a) En los casos de infracciones leves, la sanción consistirá en amonestación por escrito 

o suspensión temporal de hasta un mes para poder actuar como mediador.
b) Si se trata de infracciones graves, suspensión temporal para poder actuar como 

mediador por un período de un mes y un día, hasta un año.
c) En los supuestos de infracciones muy graves, suspensión temporal para poder actuar 

como mediador por un período de un año y un día a dos años o la baja definitiva en el 
Registro de Mediadores Familiares.

2. Todas las sanciones que adquieran firmeza en vía administrativa, se consignarán en el 
Registro de Mediadores Familiares.

Artículo 27.  Graduación de las sanciones.
Para la graduación de las sanciones se tendrá en cuenta las siguientes circunstancias:
a) El grado de intencionalidad de la acción.
b) La gravedad del riesgo o perjuicio causado.
c) El incumplimiento de advertencias y requerimientos previos.
d) El número de personas afectadas por la infracción.
e) La medida en que el incumplimiento haya afectado a los intereses y bienestar de los 

menores o personas dependientes implicados en el conflicto.

CAPÍTULO III
Procedimiento sancionador

Artículo 28.  Competencia.
1. La instrucción del expediente sancionador se realizará por parte del órgano 

competente de la Administración autonómica o del correspondiente colegio profesional.
2. La Administración de la Comunidad de Madrid, a través de la Consejería con 

atribuciones en materia de familia, será competente para la imposición de las sanciones 
administrativas previstas en la presente Ley, previa instrucción del oportuno procedimiento, 
en el caso de que se trate de personas mediadoras que hayan accedido al Registro de 
Mediadores Familiares a través de la Dirección General competente en materia de familia.

La competencia para la iniciación e instrucción del procedimiento sancionador 
corresponderá, en este caso, a la Dirección General con atribuciones en materia de familia. 
Al titular de la Consejería competente en materia de familia le corresponderá imponer las 
sanciones previstas en esta Ley.

3. Los colegios profesionales tendrán competencia para la imposición de las sanciones 
previstas en esta Ley, cuando se trate de personas mediadoras que hayan accedido al 
Registro de Mediadores Familiares a través del colegio profesional de pertenencia de las 
mismas.

Artículo 29.  Procedimiento sancionador.
1. El ejercicio de la potestad sancionadora se llevará a cabo de acuerdo con lo dispuesto 

en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y demás disposiciones que sean de 
aplicación.

2. Cuando el expediente se instruya por el colegio profesional, el procedimiento 
sancionador se sujetará a las normas estatutarias del colegio profesional pertinente. En caso 
de que se instruya por la Administración de la Comunidad de Madrid, estará sometido al 
reglamento regulador del procedimiento sancionador aplicable en la Comunidad de Madrid.
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Disposición adicional única.  Régimen aplicable a los mediadores familiares que hayan 
ejercido la mediación con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley.

Quienes hayan ejercido como mediadores familiares con anterioridad a la entrada en 
vigor de la presente Ley podrán solicitar a la Consejería competente en materia de familia su 
inscripción en el Registro de Mediadores Familiares. A estos efectos deberán acreditar la 
titulación universitaria exigida en la presente Ley y formación específica en mediación 
familiar o experiencia profesional como mediador familiar en las condiciones y plazos que se 
establezcan reglamentariamente.

En cualquier caso, podrá exigirse la realización de complementos de formación como 
requisito previo a la inscripción.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
Se faculta al Consejo de Gobierno a propuesta de la Consejería competente en materia 

de familia, a dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución de la presente 
Ley, en el plazo máximo de un año contado a partir de la fecha de su entrada en vigor.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial 

de la Comunidad de Madrid.
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§ 338

Ley 2/2023, de 24 de febrero, de Cooperativas de la Comunidad de 
Madrid. [Inclusión parcial]

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 50, de 28 de febrero de 2023

«BOE» núm. 137, de 9 de junio de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-13672

[ . . . ]
TÍTULO III

Del asociacionismo cooperativo

[ . . . ]
Artículo 145.  Funciones.

1. Corresponden por ley a las entidades asociativas reguladas en este título, las 
siguientes funciones:

a) Representar a los miembros que asocien de acuerdo con lo que establezcan sus 
estatutos.

b) Ejercer la conciliación en los conflictos surgidos entre las cooperativas u 
organizaciones cooperativas que asocien o entre éstas y sus socios.

c) Organizar servicios de asesoramiento, auditorías, asistencia jurídica o técnica y 
cuantos sean convenientes a los intereses de sus asociadas o de los respectivos miembros 
de las mismas.

d) Participar, cuando la Administración Pública lo solicite, en las instituciones y 
organismos de ésta, en orden al perfeccionamiento del régimen legal e instituciones del 
ordenamiento socioeconómico.

e) Fomentar la promoción y formación cooperativa.
f) Ejercer cualquier otra actividad de naturaleza análoga.
2. La prestación de servicios a entidades no miembros será posible en los términos que 

establezcan los estatutos o deriven de convenios u otros vínculos concertados por las 
asociaciones de cooperativas.

[ . . . ]
Disposición adicional cuarta.  Sistema alternativo de resolución de conflictos.

Reglamentariamente se desarrollará un sistema alternativo de resolución de conflictos en 
el ámbito cooperativo, de carácter potestativo y previo a la vía judicial, que, aunque no de 
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manera exclusiva, permita resolver los conflictos que surjan entre la cooperativa y el socio. 
Dicho sistema alternativo podrá estar inspirado en el sistema de mediación y deberá 
regularse en el plazo de tres años.

[ . . . ]
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§ 339

Ley 4/2002, de 11 de abril, de Cooperativas de la Comunidad de 
Castilla y León. [Inclusión parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 79, de 26 de abril de 2002
«BOE» núm. 116, de 15 de mayo de 2002
Última modificación: 25 de junio de 2018

Referencia: BOE-A-2002-9331

[ . . . ]
TÍTULO IV

Del asociacionismo cooperativo

CAPÍTULO I
Asociaciones cooperativas

[ . . . ]
Artículo 144.  Normas comunes a las Uniones, Federaciones y Confederación de 
Cooperativas.

1. A las Uniones, Federaciones y a la Confederación de Cooperativas, les corresponden, 
en sus respectivos ámbitos, entre otras, las siguientes funciones:

a) Representar públicamente al cooperativismo de Castilla y León, a sus cooperativas y 
a sus socios ante las Administraciones Públicas y cualquiera otra persona física o jurídica, y 
ejercer, en su caso, las acciones legales pertinentes.

b) Fomentar la promoción y formación cooperativa, así como la intercooperación, desde 
los principios cooperativos.

c) Organizar servicios de asesoramiento, auditoría, asistencia jurídica o técnica, y 
cuantos sean convenientes a los intereses de sus socios.

d) Proteger y defender los intereses del movimiento cooperativo en general y los de las 
cooperativas asociadas en particular, conjunta o sectorialmente.

e) Actuar como interlocutores y representantes de las cooperativas ante otras 
organizaciones, entidades y organismos públicos.

f) Colaborar con las Administraciones Públicas, especialmente con la Regional, en 
cualquier programa, proyecto o iniciativa que tenga como objetivo promocionar y 
perfeccionar el funcionamiento de las cooperativas y del movimiento cooperativo.

g) Ejercer la conciliación y arbitraje en los conflictos surgidos entre las sociedades 
cooperativas que asocien o entre éstas y sus socios.

h) Ejercer cualquier otra actividad de naturaleza análoga.
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2. Las Uniones, Federaciones y la Confederación de Cooperativas de Castilla y León, 
adquieren personalidad jurídica una vez inscrita, en el Registro de Sociedades Cooperativas, 
la escritura pública de constitución, que habrá de contener, al menos:

a) Relación de las entidades promotoras.
b) Certificación del acuerdo de constitución.
c) Integrantes de los órganos de representación y gobierno.
d) Certificación del Registro de Sociedades Cooperativas de que no existe otra entidad 

con idéntica denominación.
e) Estatutos.
3. Los Estatutos recogerán, al menos:
a) Su denominación.
b) El domicilio social.
c) Ámbito territorial y/o sectorial.
d) Clase de cooperativas que asocian exclusiva o principalmente.
e) Requisitos y procedimiento para la adquisición y pérdida de la condición de entidad 

asociada.
f) Composición, funcionamiento y elección de sus órganos sociales de representación y 

gobierno.
g) Regulación, si procede, del sistema de voto sin que, en ningún caso, uno de sus 

miembros pueda ostentar la mayoría absoluta de votos.
h) Régimen económico de la misma.
El Registro de Sociedades Cooperativas dispondrá, en el plazo de un mes, la publicidad 

del depósito o el requerimiento a sus promotores, por una sola vez, para que, en el plazo de 
otro mes, subsanen los defectos observados. Transcurrido este plazo, el Registro de 
Sociedades Cooperativas dispondrá la publicidad o rechazará el depósito.

4. Los órganos sociales de las Uniones, Federaciones y Confederación de Cooperativas 
serán: La Asamblea general, el Consejo Rector y la Intervención.

La Asamblea general estará integrada por los representantes de las cooperativas 
directamente asociadas y, en su caso, de las Uniones o Federaciones que la integran.

El Consejo Rector estará constituido, al menos, por tres miembros.
Las competencias y atribuciones de los tres órganos sociales, así como el número de 

Interventores, se regularán en los Estatutos.
5. En la denominación de las asociaciones de cooperativas deberá incluirse, 

respectivamente, los términos «Unión de Cooperativas» o «Federación de Cooperativas», o 
sus abreviaturas «U. de Coop.» o «F. de Coop.».

6. La denominación de la Confederación será «Confederación de Cooperativas de 
Castilla y León».

7. Las Uniones de Cooperativas, para poder incluir en su denominación términos que 
hagan referencia a un determinado ámbito geográfico, o a un sector de actividad o a una 
clase de cooperativas, deberán acreditar que asocian directamente, o a través de las 
entidades asociadas, los siguientes porcentajes mínimos de cooperativas inscritas y no 
disueltas en los ámbitos de referencia. Para incluir un término que haga referencia a un 
sector de actividad, clase de cooperativas o ámbito geográfico, el 30 por 100 si el ámbito 
geográfico de la Unión es provincial o inferior y el 20 por 100 si el ámbito es regional.

Estos porcentajes se aplicarán una vez cumplidos los plazos establecidos en la 
disposición transitoria segunda y siempre con respecto a aquellas cooperativas que tengan 
actualizados los registros relativos a sus representantes.

8. Las Federaciones de Cooperativas, para poder incluir en su denominación términos 
que hagan referencia a un determinado sector de actividad o a una clase de cooperativas, 
deberán acreditar que asocian directamente, o a través de las entidades asociadas, al 20 por 
100 de las cooperativas inscritas y no disueltas en los ámbitos de referencia, atendiendo a lo 
dispuesto en el apartado anterior.

9. Aquellas cooperativas que queriendo asociarse en alguna asociación de cooperativas, 
no encuentren ninguna que asocie a cooperativas de su clase y/o sector de actividad, podrán 
hacerlo en cualquiera de las asociaciones existentes siempre que los Estatutos de aquellas 
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así lo prevean. En las Uniones y Federaciones formadas por cooperativas agroalimentarias 
podrán también integrarse sociedades agrarias de transformación. Asimismo, podrán 
integrarse como asociadas otras entidades asociativas del sector agrario que no cumplan 
estos requisitos, siempre que tengan capacidad de contratar y agrupen a productores 
agrarios.

10. Las Uniones, Federaciones y la Confederación deberán comunicar al Registro de 
Sociedades Cooperativas, al menos una vez al año, la variación en el número de sus 
miembros.

11. En todo lo no previsto, se estará a lo dispuesto, con carácter general, en la presente 
Ley para las sociedades cooperativas.

[ . . . ]
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§ 340

Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y León. 
[Inclusión parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 103, de 31 de mayo de 2005

«BOE» núm. 162, de 8 de julio de 2005
Última modificación: 15 de mayo de 2023

Referencia: BOE-A-2005-11757

[ . . . ]
TÍTULO V

Representación de los funcionarios y su participación en la determinación de 
las condiciones de trabajo

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Solución extrajudicial de conflictos colectivos

Artículo 108.  Procedimientos de solución extrajudicial de conflictos colectivos.
1. En los Pactos y Acuerdos adoptados en las Mesas de negociación podrán 

establecerse Comisiones de seguimiento con funciones de vigilancia, interpretación, 
conciliación y resolución de conflictos derivados de la aplicación e interpretación de lo 
acordado.

2. Además de lo dispuesto en el número anterior, los órganos competentes de la 
Administración de Castilla y León y las Organizaciones Sindicales representativas, de 
acuerdo con las normas a tal efecto establecidas en los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica de 
Libertad Sindical, podrán nombrar de mutuo acuerdo un mediador o mediadores cuando no 
resulte posible llegar a un acuerdo en la negociación o surjan conflictos en el cumplimiento 
de los Acuerdos o Pactos.

Podrán someterse a dicho procedimiento los conflictos derivados de la aplicación e 
interpretación de los Pactos y Acuerdos sobre la materia a que se refiere el apartado 1 del 
artículo 107, excepto para aquellas en que exista una reserva de Ley o prohibición legal, así 
como los surgidos en su negociación cuando debido a la naturaleza de las diferencias 
impidan la continuación del proceso negociador.

3. Mediante acuerdo las partes podrán comprometerse, en los supuestos previstos en el 
apartado anterior, a la solución de los conflictos que pudieran surgir a través de los 
procedimientos de mediación y arbitraje.
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El procedimiento de mediación se llevará a cabo por uno o varios mediadores 
designados por las partes. La mediación será obligatoria cuando así haya sido acordado y lo 
solicite una de las partes negociadoras por mayoría de sus componentes. Las cuestiones 
sometidas a mediación deberán quedar delimitadas expresamente. Una vez realizadas las 
propuestas de solución las partes deberán aceptarlas o rechazarlas expresamente.

Las propuestas del mediador y la posición de las partes, en su caso, deberán hacerse 
públicas de inmediato.

[ . . . ]
Disposición adicional decimonovena.  Bolsas de empleo de cuerpos o escalas integrados 
en el operativo de prevención y extinción de incendios forestales de Castilla y León.

Hasta que se produzca el desarrollo reglamentario del artículo 43 de esta ley y se 
constituyan las correspondientes bolsas de empleo, la selección de personal funcionario 
interino del Cuerpo de Ingenieros Superiores (Montes), del Cuerpo de Ingenieros Técnicos 
(Forestales) y del Cuerpo de Ayudantes Facultativos, Escala de Agentes Medioambientales, 
a que se refiere el artículo 3 del Decreto 89/2004, de 29 de julio, por el que se establece el 
operativo de lucha contra incendios forestales de Castilla y León y se regula el sistema de 
guardias, se regirá por las siguientes reglas:

1. Se constituirá una bolsa de empleo de ámbito autonómico para cada uno los Cuerpos 
o Escalas citados.

2. La constitución de estas bolsas se iniciará mediante convocatoria de la consejería 
competente en materia de función pública, que será publicada en el "Boletín Oficial de 
Castilla y León", en la que se determinarán los requisitos de acceso.

3. Una vez publicada la convocatoria, el procedimiento de constitución y gestión de estas 
bolsas se realizará por la consejería competente en materia de medio ambiente.

4. Las bolsas estarán constituidas por los aspirantes que lo soliciten, haciendo constar 
los ejercicios superados en los procesos celebrados en los últimos cinco años, y que 
superen una prueba de conocimientos, que podrá ser de tipo test y versará sobre el 
programa previsto en la última convocatoria de los procesos selectivos para el ingreso por el 
turno libre del cuerpo o escala correspondiente que haya sido publicada en el Boletín Oficial 
de Castilla y León. La orden de convocatoria establecerá la puntuación máxima que se podrá 
obtener en la prueba, así como la puntuación mínima a obtener para poder incorporarse a la 
bolsa.

5. El orden de prelación de las bolsas se realizará tomando como mérito predominante 
los ejercicios superados en los procesos selectivos para el Cuerpo, Escala o Competencia 
Funcional convocados en desarrollo de las ofertas de empleo público de la Junta de Castilla 
y León celebrados en los últimos cinco años, siempre y cuando tales procesos se hubieran 
celebrado, así como la puntuación obtenida en la prueba de conocimientos.

6. El procedimiento para adjudicar los puestos de trabajo vacantes se determinará en la 
orden de convocatoria debiendo basarse en los principios de transparencia y celeridad; en 
todo caso el procedimiento se hará exclusivamente a través de medios electrónicos.

7. Quienes formen parte de una bolsa de empleo constituida al amparo de esta 
disposición no podrán optar a puestos de trabajo vacantes que se pretendan adjudicar a 
través de la misma mientras presten servicios como funcionario interino en esta 
administración, en puestos del mismo cuerpo o escala al que correspondan dichos puestos.

8. El funcionario interino que cese en su relación de empleo temporal porque su puesto 
de trabajo sea cubierto por cualquier procedimiento de provisión o selección contemplados 
normativamente, se reincorporará a la bolsa en el orden de prelación que le corresponda de 
acuerdo con el listado de candidatos. Cuando el cese del funcionario interino sea de carácter 
voluntario se reincorporará en el último puesto de la bolsa.

9. Hasta que se constituyan las bolsas reguladas en esta disposición, la selección de 
personal funcionario interino se realizará atendiendo a las bolsas de empleo existentes, que 
seguirán rigiéndose por la normativa conforme a la cual fueron constituidas.

[ . . . ]
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§ 341

Ley 1/2006, de 6 de abril, de mediación familiar de Castilla y León

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 75, de 18 de abril de 2006
«BOE» núm. 105, de 3 de mayo de 2006

Última modificación: 26 de diciembre de 2009
Referencia: BOE-A-2006-7837

Sea notorio a todos los ciudadanos que las Cortes de Castilla y León han aprobado y yo 
en nombre del Rey y de acuerdo con lo que se establece en el artículo 16.4 del Estatuto de 
Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
La familia, una de las instituciones más valoradas por los ciudadanos, ha experimentado 

importantes transformaciones en las últimas décadas.
Acompañar estos procesos de cambio con medidas de apoyo a la familia ajustadas a las 

necesidades y demandas sociales, además de un imperativo legal previsto en el artículo 39 
de la Constitución, es un objetivo sobradamente justificado por la función social de la 
institución familiar.

En este contexto, la mediación familiar se inserta como una fórmula adecuadamente 
contrastada para encauzar de forma óptima los conflictos familiares y, en especial, los de 
pareja. La finalidad de la mediación familiar no es la de evitar situaciones de ruptura, sino la 
de aminorar las consecuencias negativas que se derivan de las mismas. Se diferencia así la 
mediación en el ámbito familiar de lo que son otras disciplinas más enfocadas a la vertiente 
preventiva y terapéutica de los conflictos familiares.

Por la ausencia de formalismo, creación de un clima de confidencialidad y búsqueda de 
una comunicación efectiva y empática, la mediación se presenta ante la familia como un 
recurso que abre nuevas vías para fomentar, desde el mutuo respeto, la autonomía y la 
libertad de las personas para decidir su futuro.

El creciente interés por la mediación familiar tiene su reflejo en Europa en la 
Recomendación de 21 de enero de 1998, del Comité de Ministros del Consejo de Europa. En 
ella se insta a los gobiernos de los Estados Miembros, conforme a las experiencias llevadas 
a cabo por diversos países, a instituirla y promoverla.

En el caso de España, cuya Constitución establece la obligación de los poderes públicos 
de asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia, se han venido 
produciendo diversas iniciativas públicas y privadas para favorecer la mediación familiar. A 
nivel estatal, el Plan Integral de Apoyo a la Familia 2001 -2004 estableció como una de sus 
líneas estratégicas la de desarrollar los servicios de orientación y/o mediación familiar. Por 
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su parte, algunas Comunidades Autónomas han aprobado diversas normas reguladoras de 
la institución.

La presente Ley regula la mediación familiar como un procedimiento extrajudicial, sin 
atribuirle en ningún caso efectos procesales, cuya competencia, según el artículo 149.1.6 de 
la Constitución española, corresponde en exclusiva al Estado. Se trata de un procedimiento 
complementario y no alternativo al sistema judicial de resolución de conflictos, por lo que es 
totalmente respetuoso con el derecho de las personas a la tutela judicial efectiva.

El Estatuto de Autonomía de Castilla y León establece en su artículo 8.2.º que 
corresponde a los poderes públicos de la Comunidad promover las condiciones para que la 
libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas, 
remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud. Asimismo, su artículo 32.1.19 
recoge como competencias exclusivas de la Comunidad las relativas a asistencia social y 
servicios sociales.

La Ley 18/1988, de 23 de diciembre, de Acción Social y Servicios Sociales de la 
Comunidad establece en su artículo 10.2.º como funciones a desarrollar por la Junta de 
Castilla y León las de protección y apoyo a la familia.

En el ámbito concreto de la mediación familiar, la Ley 14/2002, de 25 de julio, de 
promoción, atención y protección a la infancia en Castilla y León, introdujo, como 
actuaciones de apoyo familiar la realización de programas de orientación y mediación 
familiar.

II
Actualmente existen principios consolidados relativos a la mediación familiar. Por citar los 

más importantes, señalaremos, en primer lugar, que se trata de una institución a la que las 
personas en conflicto deben acudir de forma voluntaria. La persona mediadora debe ser un 
profesional competente y capaz, especialmente formado en las relaciones interpersonales y 
los conflictos. En su función, a diferencia de lo que ocurre en la conciliación o el arbitraje, el 
profesional de la mediación debe generar un marco que facilite la comunicación entre las 
partes, promoviendo que sean ellas mismas las que propongan soluciones pactadas a los 
conflictos. La imparcialidad y neutralidad en su actuación son garantías para el logro de 
resultados eficaces y duraderos en el tiempo.

Otro aspecto de extraordinaria relevancia en el ámbito de la mediación, es el relativo a 
las distintas especialidades científicas que deban ser manejadas en cada intervención. 
Aspectos psicológicos, sociales, jurídicos, pedagógicos y éticos se encuentran inmersos en 
cada procedimiento de mediación. Por ello, esta Ley, como se verá más adelante, introduce 
como novedad sobre otras regulaciones autonómicas existentes la relativa a la posibilidad de 
que los profesionales de la mediación se constituyan, si lo estiman oportuno, como equipos 
de personas mediadoras. Se pretende, a través de esta figura de carácter voluntario motivar 
el apoyo necesario entre los distintos profesionales mediadores con el objetivo de buscar la 
mayor complementariedad. Con ello, la Ley pretende facilitar, a través de la inclusión de los 
profesionales mediadores en equipos, la creación de relaciones y búsqueda de apoyos entre 
los mismos.

La Ley parte de un concepto amplio de los conflictos familiares, en los que no sólo están 
comprendidos los relativos a los matrimonios o uniones de hecho, sino cualquier otro que se 
produzca entre parientes con capacidad de obrar, conflictos en los que el procedimiento de 
mediación sirva para prevenir o simplificar un litigio judicial. Todo ello teniendo en cuenta la 
protección de los intereses de los menores, de las personas con discapacidad y de las 
personas mayores dependientes.

Con el fin de promover la libertad e igualdad de las personas para acudir a un 
procedimiento de mediación, éste deberá instarse por todas las partes de común acuerdo 
ante el correspondiente profesional mediador o, en el caso de la mediación gratuita, ante la 
persona encargada del Registro de Mediadores Familiares. Con ello, la Ley pretende evitar 
que la mediación pueda estar viciada en el origen por la falta de interés en acceder a ella de 
una de las partes en conflicto.

Junto a los derechos y deberes de las personas profesionales de la mediación, se 
establece también de forma novedosa respecto a la normativa aprobada por otras 
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Comunidades un catálogo de los derechos y deberes relativos a las personas que acuden a 
la mediación.

A lo largo del texto legal también se puede observar el relevante papel que jugará la 
Administración autonómica en los procedimientos de mediación, especialmente en los que 
ésta se preste de forma gratuita. Con ello se garantiza un adecuado marco jurídico para las 
actuaciones de mediación que se lleven a cabo en la Comunidad.

III
La Ley consta de 30 artículos estructurados en siete Títulos, de los cuales el último se 

subdivide, a su vez, en Capítulos. Asimismo, comprende cuatro Disposiciones Adicionales, 
una Transitoria, una Derogatoria y dos Finales.

El Título I, denominado «Disposiciones generales», señala el objeto de la Ley y define 
los conflictos en los que será de aplicación. A continuación establece los principios generales 
informadores de la mediación, entre los cuales se encuentra la consideración de los 
intereses de los menores, de las personas con discapacidad y de las personas mayores 
dependientes. Cierra el Título un artículo dedicado a describir las competencias 
administrativas de la Junta de Castilla y León en materia de mediación familiar.

El Título II recoge el catálogo de derechos y deberes de las partes que sometan sus 
conflictos al sistema de mediación, lo que facilitará el conocimiento y difusión de aquellos 
entre profesionales y usuarios.

En el Título III se establece el estatuto básico de los profesionales mediadores familiares 
y se definen los equipos de personas mediadoras. Destacan por su trascendencia los 
derechos y deberes de los profesionales de la mediación, que proporcionan seguridad 
jurídica tanto a ellos mismos como a los usuarios de sus servicios.

La mediación gratuita aparece regulada en el Título IV de la Ley. En estos supuestos, a 
diferencia de lo que ocurre en el resto de los procedimientos de mediación, el grado de 
intervención administrativa, con el fin de promover la mediación entre personas con escasez 
de recursos, es más importante.

En el Título V se regulan los aspectos procedimentales de la mediación, desde el 
momento de la solicitud de los interesados, que debe plantearse de común acuerdo, hasta la 
sesión final de la mediación, en cuya acta constarán, en su caso, los acuerdos alcanzados.

El Título VI de la Ley regula el Registro de Mediadores Familiares. Su regulación 
completa se difiere al ámbito reglamentario, estableciéndose en la norma legal los aspectos 
más generales relativos a su organización, funcionamiento y estructura. Se establece un 
periodo de validez de las inscripciones de cinco años con el fin de poder mantener 
permanentemente actualizados los datos del Registro.

El Título VII de la Ley se encarga de precisar el régimen sancionador de la mediación, 
tanto en su vertiente sustantiva como procedimental.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Es objeto de la presente Ley regular la mediación familiar que se desarrolle en el ámbito 

de la Comunidad de Castilla y León. Se entiende, en este sentido, por mediación familiar la 
intervención profesional realizada en los conflictos familiares señalados en esta Ley, por una 
persona mediadora cualificada, neutral e imparcial, con el fin de crear entre las partes en 
conflicto un marco de comunicación que les facilite gestionar sus problemas de forma no 
contenciosa.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación y finalidad.
1. La actuación de mediación familiar sólo podrá realizarse respecto a los conflictos 

señalados en el siguiente artículo en aquellas materias sujetas a libre disposición de las 
partes, siempre que éstas no estén incapacitadas judicialmente y sean mayores de edad o 
estén emancipadas.
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Quedan expresamente excluidos de mediación familiar los casos en los que exista 
violencia o maltrato sobre la pareja, los hijos, o cualquier miembro de la unidad familiar.

2. La finalidad de la mediación familiar regulada en la presente Ley es evitar la apertura 
de procesos judiciales de carácter contencioso, contribuir a poner fin a los ya iniciados o 
reducir su alcance, pudiendo tener lugar con carácter previo al proceso judicial, en el curso 
del mismo o una vez concluido éste.

Artículo 3.  Conflictos objeto de mediación familiar.
Las situaciones en las que cabe la aplicación de la mediación familiar regulada en la 

presente Ley serán las siguientes:
a) Personas unidas por vínculo matrimonial:
En las rupturas surgidas en el ámbito de la pareja, para promover que los cónyuges 

busquen y acuerden las soluciones más satisfactorias para todos los miembros de la unidad 
familiar de convivencia, de forma especial, para los menores, para las personas con 
discapacidad y para las personas mayores dependientes, con carácter previo al proceso 
judicial o para facilitar la resolución de los conflictos planteados en vía judicial.

En las separaciones o divorcios contenciosos, con el fin de buscar los acuerdos más 
convenientes para todos los miembros de la unidad familiar de convivencia.

En las situaciones de conflicto derivadas de las sentencias recaídas en procedimientos 
de separación, divorcio o nulidad, para facilitar de forma consensuada su cumplimiento y 
ejecución.

En las situaciones de conflicto derivadas de la ejecución de las sentencias de nulidad, 
separación o divorcio, para facilitar el establecimiento de medidas y efectos.

En los casos de variación sustancial de las circunstancias tenidas en cuenta al adoptarse 
resoluciones judiciales firmes, para facilitar la modificación de las medidas establecidas en 
las mismas.

b) Personas que forman una unión de hecho:
En las rupturas surgidas en el ámbito de la convivencia, con el fin de promover que los 

miembros de la pareja busquen y acuerden las soluciones más satisfactorias para todos los 
miembros de la unidad familiar de convivencia, en especial para los menores, las personas 
con discapacidad y las personas mayores dependientes, con carácter previo al proceso 
judicial o para facilitar la resolución de los conflictos planteados en vía judicial.

En las cuestiones que hacen referencia a los hijos menores de edad o con discapacidad, 
para intentar que las partes encuentren las soluciones más satisfactorias para todos los 
miembros de la unidad familiar de convivencia.

En las situaciones de conflicto surgidas en la ejecución de sentencias relativas al pago 
de compensaciones económicas o pensiones periódicas, para el establecimiento de 
medidas.

En los casos de variación sustancial de las circunstancias tenidas en cuenta al adoptarse 
resoluciones judiciales firmes, para facilitar la modificación de las medidas aprobadas en las 
mismas.

c) Personas con hijos no incluidas en los apartados anteriores, para promover que 
encuentren soluciones satisfactorias a los conflictos familiares que surjan respecto a sus 
hijos.

d) Otros conflictos familiares surgidos entre las personas incluidas en los apartados 
anteriores o entre cualesquiera otras personas con capacidad de obrar que tengan entre sí 
cualquier relación de parentesco, en los que el procedimiento de mediación sirva para 
prevenir, simplificar o poner fin a un litigio judicial.

Artículo 4.  Principios informadores.
Las actuaciones de mediación que se lleven a cabo al amparo de la presente Ley, se 

basarán en los siguientes principios:
1. Libertad y voluntariedad de las partes en conflicto y de la persona profesional de la 

mediación para participar en los procedimientos de mediación.
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2. Igualdad de las partes en los procedimientos de mediación.
3. Consideración especial de los intereses de los menores, personas con discapacidad y 

personas mayores dependientes.
4. Confidencialidad y secreto profesional respecto a los datos conocidos en el 

procedimiento de mediación.
5. Competencia profesional, ética, imparcialidad y neutralidad de la persona mediadora.
6. Intervención cooperativa.
7. Buena fe de las partes en conflicto y de la persona mediadora.
8. Carácter personalísimo del procedimiento, debiendo la persona mediadora y las partes 

asistir personalmente a las sesiones.
9. Sencillez y celeridad del procedimiento de mediación.

Artículo 5.  Competencias de la Administración autonómica.
La Junta de Castilla y León, a través del órgano administrativo que se determine 

reglamentariamente, ejercerá en materia de mediación familiar a la que se refiere la presente 
Ley las siguientes funciones en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León:

1. Garantizar, en el ámbito de sus competencias, las previsiones contenidas en la 
presente Ley.

2. Investigar, divulgar, facilitar y promover, en colaboración con otras Administraciones 
públicas y con Entidades privadas, la mediación familiar.

3. Colaborar con la autoridad judicial para facilitar y potenciar las actividades de 
mediación familiar.

4. Gestionar el Registro de Mediadores Familiares de la Comunidad de Castilla y León.
5. Organizar y financiar los procedimientos de mediación familiar gratuita, estableciendo 

en estos supuestos los honorarios y gastos de las personas mediadoras.
6. Informar y asesorar a las personas mediadoras sobre cuantas cuestiones se deriven 

de sus competencias en materia de mediación familiar.
7. Acreditar la formación en materia de mediación familiar.
8. Elaborar cuantos informes, propuestas, disposiciones y resoluciones sean precisos 

para desarrollar la mediación familiar prevista en la presente Ley.
9. Realizar la inspección y seguimiento de las actividades de mediación familiar.
10. Ejercer la potestad sancionadora en los supuestos previstos en la presente Ley.
11. Elaborar una Memoria anual de las actividades de mediación familiar realizadas en la 

Comunidad.
12. Cualquier otra que pueda derivarse de lo dispuesto en la presente Ley o de su 

desarrollo reglamentario.

TÍTULO II
Derechos y deberes de las partes

Artículo 6.  Derechos de las partes.
1. Serán consideradas partes en los procedimientos de mediación regulados en la 

presente Ley las personas que planteen cualquiera de los conflictos previstos en el artículo 
tercero de la presente Ley.

2. Las partes dispondrán, en el ámbito de la presente Ley, de los siguientes derechos:
a) Iniciar de común acuerdo un procedimiento de mediación familiar conforme a lo 

dispuesto en la presente Ley, así como desistir individualmente del mismo en cualquier 
momento.

b) Recibir, en su caso, la prestación del servicio de mediación de forma gratuita.
c) Solicitar a la persona encargada del Registro de Mediadores Familiares copia del 

listado de mediadores familiares inscritos y de los equipos existentes.
d) Elegir de común acuerdo, salvo en los supuestos de mediación familiar gratuita, un 

concreto profesional mediador inscrito, o uno nuevo, también de común acuerdo, en el caso 
de falta de conformidad de alguna de las partes con las actuaciones del inicialmente elegido.
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e) Ser tratados con la adecuada consideración durante el procedimiento de mediación.
f) Tener garantizado el derecho al secreto profesional y a la confidencialidad en los 

términos establecidos legalmente.
g) Conocer con carácter previo a la mediación el coste de la misma y las características y 

finalidad del procedimiento.
h) Recibir de la persona mediadora una copia del compromiso de sometimiento expreso 

a la mediación, de los justificantes de celebración de las sesiones y del acta de la sesión 
final, en la que constarán en su caso los acuerdos alcanzados.

i) Cualquier otro derecho establecido en la presente Ley o en sus normas de desarrollo.

Artículo 7.  Deberes de las partes en conflicto.
Las partes tendrán, en el ámbito de la presente Ley, los siguientes deberes:
a) Cumplir las condiciones de la mediación familiar.
b) Actuar de buena fe en el procedimiento de mediación, proporcionando al mediador 

información veraz y completa sobre el conflicto.
c) Tener en cuenta los intereses de los menores, de las personas con discapacidad y de 

las personas mayores dependientes.
d) Asistir personalmente a las sesiones de la mediación.
e) Satisfacer los honorarios y gastos de la persona mediadora, excepto para los 

supuestos de reconocimiento de la mediación gratuita en los que la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León sufragará al profesional interviniente el coste de la mediación, 
en las condiciones y términos que se establezcan reglamentariamente.

f) Firmar el compromiso de sometimiento expreso a la mediación y el acta de la sesión 
final.

g) No solicitar que la persona mediadora sea llamada a declarar como perito ni como 
testigo en cualquier procedimiento judicial relacionado con el conflicto familiar objeto de la 
mediación practicada.

h) Tratar con la debida consideración al profesional de la mediación.
i) Cualquier otro establecido en la presente Ley o en sus normas de desarrollo.

TÍTULO III
Mediadores familiares y equipos de personas mediadoras

Artículo 8.  Ejercicio de la mediación.
1. Podrán ejercer la mediación familiar en los términos establecidos en esta Ley, las 

personas que cumplan los siguientes requisitos:
a) Tener la condición de titulado universitario o titulación equivalente en Derecho, 

Psicología, Psicopedagogía, Sociología, Pedagogía, Trabajo Social, Educación Social, y en 
cualquier otra Licenciatura o Diplomatura o titulaciones equivalentes de carácter social, 
educativo, psicológico, jurídico o sanitario.

b) Acreditar la formación en mediación familiar, organizada o tutelada por Instituciones 
Universitarias o Colegios Profesionales, en los términos y condiciones que se establezcan 
reglamentariamente.

c) Presentar con carácter previo al inicio de la actividad de mediación familiar declaración 
responsable al Registro de Mediadores Familiares de la Comunidad de Castilla y León.

2. En la declaración responsable, a la que se acompañarán o incorporarán los 
documentos que se determinen reglamentariamente, los interesados que desean iniciar una 
actividad mediadora en Castilla y León, mediante establecimiento, manifestarán, bajo su 
responsabilidad, que cumplen los requisitos exigidos, que disponen de los documentos que 
así lo acreditan, que se comprometen a mantener su cumplimiento durante el tiempo de 
ejercicio de la actividad, así como, en su caso, lo relativo a su establecimiento en otro lugar 
del territorio español o de otro Estado miembro de la Unión Europea. Del mismo modo 
deberá procederse en el caso de llevarse a cabo la actividad de mediación familiar en 
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régimen de libre prestación de servicios, en cuyo caso, la declaración responsable deberá 
además incluir la referencia a la concreta actividad mediadora a llevar a cabo y su duración.

3. La modificación o alteración sustancial que pueda afectar al ejercicio de la actividad 
mediadora, así como su finalización, deberá de igual forma ponerse en conocimiento del 
Registro de Mediadores Familiares mediante declaración responsable.

4. La comprobación por la Consejería competente en materia de mediación familiar de la 
inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, manifestación o 
documento que se acompañe o incorpore a la declaración responsable o la comunicación a 
que se refiere el artículo 12.3, o su no presentación determinará la imposibilidad de iniciar o, 
en su caso, continuar con el ejercicio de la actividad desde el momento en que se tenga 
constancia de tales hechos, y ello, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o 
administrativas a que hubiera lugar.

Artículo 9.  Derechos de la persona mediadora familiar.
La persona mediadora, en el ejercicio de la actividad de mediación que se regula en la 

presente Ley, será titular de los siguientes derechos:
1. A participar, si se solicita su intervención, en un procedimiento de mediación familiar.
2. A percibir los honorarios y gastos que correspondan por su actuación profesional.
3. A actuar con libertad e independencia en el ejercicio de su actividad profesional.
4. A obtener de las partes el oportuno respeto a sus actuaciones.
5. A recibir de las partes en conflicto una información veraz y completa.
6. A dar por finalizada la mediación cuando considere por causa justificada que la 

continuación de la misma no cumplirá sus objetivos.
7. A recibir asesoramiento del profesional que libremente designe la persona mediadora, 

respetando sus obligaciones legales de confidencialidad, y de común acuerdo con las partes.
8. A cualquier otro derecho establecido en la presente Ley o en sus normas de 

desarrollo.

Artículo 10.  Deberes del mediador familiar.
En el ejercicio de la actividad profesional prevista en la presente Ley, las personas 

mediadores familiares tendrán los siguientes deberes:
1. Actuar de forma neutral e imparcial, evitando intervenir cuando concurra alguna causa 

de abstención o tomar parte por una solución o medida concreta.
2. Garantizar los derechos de las partes en conflicto en los términos previstos en esta 

Ley.
3. Informar a las partes, previamente a la intervención en mediación, del coste, 

características y finalidad del procedimiento de mediación.
4. Entregar a las partes para su firma, antes de realizar la intervención en mediación, el 

compromiso de sometimiento expreso a la mediación. Una vez firmado, facilitarles un 
duplicado del mismo.

5. Promover que las partes tengan en cuenta, en el ámbito de la mediación, la protección 
de los intereses de los menores, de las personas con discapacidad y de las personas 
mayores dependientes, así como el bienestar de los mismos en general.

6. Realizar personalmente la actividad mediadora.
7. Facilitar la comunicación entre las partes y promover el entendimiento entre ellas.
8. Propiciar que las partes tomen sus propias decisiones libremente, disponiendo de la 

información suficiente.
9. Advertir a las partes de la posibilidad de asesorarse jurídicamente para decidir 

válidamente y en términos que se amparen sus respectivos derechos sobre aquellas 
cuestiones cuya regulación legal requiera previa y suficiente información especializada.

10. Informar a las partes, cuando éstas no han tomado una decisión definitiva sobre la 
ruptura entre las mismas, de las posibilidades de recurrir a otro tipo de servicios como 
pueden ser los de orientación o terapia familiar; absteniéndose de intervenir como mediador 
y derivando a las partes a los profesionales competentes.

11. Ejercer la actividad mediadora conforme a la buena fe y a la adecuada práctica 
profesional.
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12. Tratar con el debido respeto a las partes sometidas a mediación.
13. Garantizar el deber de secreto profesional y confidencialidad, conforme a lo 

dispuesto en el ordenamiento jurídico. En ningún caso estará sujeta al deber de secreto la 
información que no sea personalizada y se utilice para fines de formación, investigación o 
estadística, la referente a una amenaza para la vida o integridad física o psíquica de una 
persona. A los efectos de lo previsto en este apartado, se considera información no 
personalizada aquélla que no pueda asociarse a una persona identificada o identificable.

14. En cualquier caso, la persona mediadora está obligada a informar a las autoridades 
competentes de los datos que puedan revelar la existencia de una amenaza para la vida o la 
integridad física o psíquica de una persona.

15. No realizar posteriormente con cualquiera de las partes respecto a cuestiones 
derivadas del conflicto sometido a mediación familiar, funciones atribuidas a profesiones 
distintas a la de mediación, salvo que todas las partes estén de acuerdo y otorguen su 
consentimiento por escrito, y la persona mediadora disponga de la correspondiente 
habilitación profesional para ello.

16. Renunciar a intervenir como testigo o perito a propuesta o solicitud de cualquiera de 
las partes en todo tipo de procedimiento o litigio que afecte al objeto de la mediación.

17. Justificar por escrito, ante la persona encargada del Registro de Mediadores 
Familiares los supuestos en que no considere conveniente asumir un procedimiento de 
mediación gratuita o continuar uno ya iniciado.

18. No abandonar, una vez iniciada, la mediación familiar sin causa justificada.
19. Facilitar la actuación inspectora o de seguimiento de la Administración, teniendo en 

cuenta los deberes de secreto profesional y confidencialidad.
20. Remitir al Registro de Mediadores Familiares la información correspondiente, en la 

forma que se determine reglamentariamente, teniendo en cuenta los deberes de secreto y 
confidencialidad.

21. Redactar, firmar y entregar a las partes los justificantes de celebración de las 
sesiones.

22. Redactar el acta de la sesión final, firmarla, recabar la firma de las partes y 
entregarles un ejemplar, conservando otro en su poder.

23. Cualquier otro establecido en la presente Ley o en sus normas de desarrollo.

Artículo 11.  Causas de abstención.
1. Las personas mediadoras deberán declinar su intervención en el supuesto en que se 

encuentren en alguna de las siguientes circunstancias:
a) Tener interés personal en el asunto objeto de mediación o estar afectado directamente 

por el asunto objeto de mediación.
b) Tener o haber tenido cuestión litigiosa con alguna de las partes intervinientes en la 

mediación.
c) Tener vínculo de parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado con 

alguna de las partes intervinientes en la mediación, con sus asesores, representantes 
legales o mandatarios, salvo que todas las partes en conflicto, teniendo conocimiento de la 
existencia de la causa de abstención, estén de acuerdo en elegir a la persona incursa en 
dicha causa de abstención como mediadora y lo manifiesten por escrito ante la misma.

d) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas citadas en el 
apartado anterior, salvo que todas las partes en conflicto, teniendo conocimiento de la 
existencia de la causa de abstención, estén de acuerdo en elegir a la persona incursa en 
dicha causa de abstención como mediadora y lo manifiesten por escrito ante la misma.

e) Haber intervenido como perito o testigo en procesos judiciales en los que las partes 
tuvieran intereses diversos.

f) Tener relación de servicio con alguna de las partes intervinientes en la mediación o 
haberles prestado o haber recibido de ellos servicios profesionales derivados de la titulación 
universitaria que dio lugar a la adquisición de la condición de mediador. Se excluye de lo 
dispuesto en este apartado la prestación de servicios de mediación familiar en el ámbito de 
la presente norma o el hecho de que todas las partes en conflicto, teniendo conocimiento de 
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la existencia de la causa de abstención, estén de acuerdo en elegir a la persona incursa en 
dicha causa de abstención como mediadora y lo manifiesten por escrito ante la misma.

2. Si concurre cualquiera de las circunstancias señaladas en el apartado anterior y la 
persona mediadora no declina su intervención en el procedimiento de mediación, cualquiera 
de las partes podrá comunicarlo a la persona encargada del Registro de Mediadores 
Familiares a los efectos de la iniciación, por quien corresponda, en su caso, del 
correspondiente procedimiento sancionador.

Artículo 12.  Equipos de personas mediadoras.
1. Las personas mediadoras que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 8 

podrán agruparse entre sí, a través de las fórmulas que estimen más convenientes, para 
formar equipos, con el fin de fomentar la colaboración interdisciplinar entre los profesionales, 
sin perjuicio de la necesaria actuación individual de éstos en cada procedimiento concreto de 
mediación.

2. Para poder constituir un equipo de personas mediadoras será requisito imprescindible 
que al menos tres de las personas integrantes del equipo tengan titulaciones distintas, dentro 
de las exigidas en el artículo 8.a) de la presente Ley.

3. Los equipos de personas mediadores comunicarán su creación al Registro de 
Mediadores Familiares de Castilla y León con carácter previo al inicio de sus actividades, 
indicando los datos de sus miembros que deberán cumplir individualmente los requisitos 
exigidos en este artículo y ser previamente mediadores en ejercicio.

4. Los equipos de personas mediadoras no tendrán ningún tipo de relación con las 
partes durante el procedimiento de mediación, prestando únicamente apoyo, si es preciso, al 
profesional mediador interviniente en la mediación. Los miembros del equipo podrán prestar 
apoyo, si es preciso, al profesional mediador interviniente en la mediación. Los miembros de 
cada equipo que presten apoyo a la persona mediadora del proceso no podrán exigir a las 
partes del procedimiento de mediación, emolumento o percepción alguna.

TÍTULO IV
Gratuidad de la mediación

Artículo 13.  Supuestos de gratuidad.
1. La prestación del servicio de mediación será gratuita para aquellas personas físicas 

que acrediten disponer de recursos económicos escasos, con arreglo a los criterios y 
condiciones que se establezcan reglamentariamente, no pudiendo ser nunca estos requisitos 
menos favorables a los que se exigen para la condición de beneficiarios del derecho de 
asistencia jurídica gratuita.

2. Si el beneficio de mediación familiar gratuita solo le fuera reconocido a alguna de las 
partes en conflicto, la otra parte o partes tendrán que abonar el coste u honorarios de la 
mediación que proporcionalmente les corresponda.

Artículo 14.  Procedimiento de mediación en los supuestos de gratuidad.
1. La iniciación del procedimiento de mediación gratuita deberá efectuarse, en todo caso, 

a instancia de las personas en conflicto ante la persona titular del Registro de Mediadores 
Familiares. Los solicitantes deberán acompañar su solicitud de la documentación necesaria 
para acreditar las circunstancias económicas que hagan posible el acceso al procedimiento 
de mediación en los supuestos de gratuidad.

2. La persona encargada del Registro de Mediadores Familiares comprobará si las 
partes solicitantes tienen derecho a este procedimiento, así como la legitimación y capacidad 
de las mismas para solicitar su iniciación. Comprobada la viabilidad de la solicitud 
presentada, la persona encargada del Registro de Mediadores Familiares promoverá las 
actuaciones que reglamentariamente se determinen para hacer efectivo el derecho a la 
gratuidad de la mediación.
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3. Cuando del análisis de la solicitud presentada y, en su caso, de la documentación 
complementaria, se concluya que debe inadmitirse o desestimarse, la persona encargada 
del Registro comunicará por escrito dicha circunstancia de forma motivada a los interesados, 
quienes podrán recurrirla conforme a lo establecido en la Ley de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

4. La falta de resolución expresa de la solicitud producirá efectos desestimatorios 
conforme a lo establecido en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común.

5. La persona encargada del Registro designará a la persona mediadora interviniente en 
el proceso, por riguroso orden de turno de oficio entre las personas mediadoras inscritas.

6. El desarrollo y finalización del procedimiento de mediación en los supuestos de 
gratuidad se llevará a cabo conforme a lo dispuesto en los artículos 16 y 17 de la presente 
Ley. No obstante lo anterior, en cualquier momento del procedimiento la persona mediadora, 
por causas justificadas, o cualquiera de las partes, podrán dar por terminado el mismo sin 
llegar a un acuerdo, debiendo la persona mediadora comunicar dichas circunstancias a la 
persona encargada del Registro de Mediadores Familiares para su conocimiento, a todos los 
efectos.

TÍTULO V
Procedimiento de mediación familiar

Artículo 15.  Iniciación.
Con independencia de los supuestos previstos para la gratuidad de la mediación en el 

Título IV de la presente Ley, las partes en conflicto interesadas en iniciar un procedimiento 
de mediación familiar deberán instarlo de común acuerdo ante cualquiera de las personas 
mediadoras inscritas en el Registro de Mediadores Familiares. A estos efectos podrán 
solicitar a la persona encargada del Registro que les facilite una copia del listado de 
personas mediadoras y de los equipos inscritos. Recibida, en su caso, la citada información, 
las partes deberán ponerse directamente en contacto con el correspondiente mediador. La 
persona profesional de la mediación que resulte elegida por las partes deberá comunicar a 
éstas los honorarios y gastos que deberán abonar, así como las características y finalidad 
del procedimiento, con anterioridad a la iniciación de la mediación.

Artículo 16.  Desarrollo del procedimiento.
1. La persona mediadora convocará a las partes a una primera reunión, en la que se 

analizará la pertinencia o no de la mediación familiar, y, si lo estima oportuno, enseñará a las 
partes el documento de compromiso de sometimiento a la mediación familiar, en el que 
deberán constar los derechos y deberes de las partes y de la persona mediadora así como 
aquellas otras cuestiones que se determinen reglamentariamente. Resueltas por la persona 
profesional de la mediación las dudas que sobre la mediación se les planteen a las partes y 
comprobada su plena capacidad de obrar, recabará de ellas la firma voluntaria del 
compromiso y, en caso afirmativo, se iniciará el correspondiente procedimiento de 
mediación.

2. La duración de la mediación dependerá de la naturaleza y complejidad de los asuntos 
a tratar, no pudiendo exceder de tres meses contados desde el día siguiente al de la 
celebración de la sesión inicial. En casos excepcionales y debidamente justificados, a juicio 
de la persona mediadora, la duración podrá ser prorrogada por otros tres meses más.

3. Al finalizar cada una de las sesiones la persona mediadora elaborará y firmará un 
justificante de la celebración de cada sesión, en el que hará constar la fecha, duración, lugar 
y personas participantes. Entregará una copia del justificante a cada una de las partes, 
conservando el original en sus archivos.

Artículo 17.  Finalización del procedimiento.
1. En cualquier momento del procedimiento, la persona mediadora, por causas 

justificadas, o cualquiera de las partes podrán dar por terminado el mismo sin llegar a un 
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acuerdo, debiendo comunicar la persona mediadora dichas circunstancias a la persona 
encargada del Registro de Mediadores Familiares.

2. La persona mediadora levantará un acta de la sesión final del procedimiento de 
mediación, en el que constarán en su caso los acuerdos alcanzados, debiendo requerir la 
firma de todos los intervinientes así como facilitarles posteriormente una copia.

3. Finalizado el procedimiento de mediación, si las partes decidieran iniciar o continuar el 
correspondiente procedimiento jurisdiccional y persistieran en los acuerdos alcanzados en 
aquélla, entregarán la copia de su acta final al abogado o abogados a quienes encarguen o 
tengan encargado su trámite, a fin de que pueda hacerlos valer procesalmente.

4. La persona mediadora comunicará al Registro los datos de cada mediación en la 
forma que se determine reglamentariamente, que tendrá en cuenta los deberes legales de 
confidencialidad y secreto profesional.

TÍTULO VI
Del registro de mediadores familiares

Artículo 18.  El Registro.
1. La Consejería competente en materia de mediación familiar tendrá a su cargo el 

Registro de Mediadores Familiares de Castilla y León, cuyo funcionamiento se establecerá 
reglamentariamente.

2. La inscripción en el citado Registro de los mediadores, y en su caso de sus equipos, 
se realizará de oficio por la Administración en diferentes secciones. No obstante, tanto la 
declaración responsable por las personas mediadoras, como la comunicación de 
constitución de equipo, habilitan desde el día de su presentación para el desarrollo de la 
actividad mediadora con una duración indefinida, sin perjuicio del cumplimiento de las demás 
obligaciones exigidas.

Artículo 19.  Sección de personas mediadoras familiares.
Para ser inscritos en la Sección de personas mediadoras familiares, los solicitantes 

deberán cumplir los requisitos establecidos en el artículo 8 de la presente Ley.

Artículo 20.  Sección de equipos de personas mediadoras familiares.
Se inscribirán en la Sección de equipos de personas mediadoras familiares aquellos que 

cumplan los requisitos previstos en el artículo 12 de la presente Ley.

TÍTULO VII
Régimen sancionador

Artículo 21.  Responsabilidad de las personas mediadoras.
El incumplimiento de los deberes que incumben a las personas mediadoras familiares 

según lo establecido en la presente Ley, en cuanto suponga actuaciones u omisiones 
constitutivas de infracción administrativa, conllevará las sanciones que correspondan en 
cada caso, previa la instrucción de un procedimiento administrativo contradictorio llevado a 
cabo por la Consejería competente en materia de mediación familiar, todo ello sin perjuicio 
de otras acciones que contra los mismos se puedan iniciar.

CAPÍTULO I
Infracciones

Artículo 22.  Tipos de infracciones.
Las infracciones cometidas por las personas mediadoras familiares en el ejercicio de sus 

funciones podrán ser muy graves, graves o leves.
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Artículo 23.  Infracciones muy graves.
Serán infracciones muy graves:
a) Participar en procedimientos de mediación estando suspendidos para ello.
b) Incumplir el deber de abstenerse de intervenir cuando concurra causa de abstención o 

el de tomar parte por una solución o medida concreta, en ambos casos de forma que cause 
perjuicio constatable y objetivo a cualquiera de las partes.

c) Incumplir la obligación de no realizar posteriormente con las mismas partes respecto al 
conflicto sometido a mediación familiar funciones atribuidas a profesiones distintas a la de la 
mediación, salvo que ambas partes otorguen su consentimiento por escrito.

d) Valerse de representantes o intermediarios para asistir a las sesiones de mediación, 
en lugar de hacerlo personalmente.

e) Quebrantar el deber de secreto profesional y confidencialidad establecido en la 
presente Ley.

f) Impedir que las partes tengan en cuenta, en el ámbito de la mediación, los intereses de 
los menores, de las personas con discapacidad y de las personas mayores dependientes.

g) Ejercer la mediación familiar incumpliendo los requisitos exigidos para el ejercicio de 
la actividad.

h) Recibir cualquier tipo de retribución, compensación económica o cantidad por la 
actividad mediadora de las partes que tengan reconocida la gratuidad de la misma.

i) Recibir cualquier tipo de retribución, compensación económica o cantidad de las partes 
por haber prestado apoyo al miembro interviniente del equipo.

j) Obstaculizar la actuación inspectora o de seguimiento de la Administración.
k) Cometer hechos constitutivos de una tercera infracción grave cuando se hubiese sido 

sancionado mediante resolución firme en vía administrativa, por la comisión de dos 
infracciones graves en el plazo de dos años a contar desde el día siguiente al de la 
notificación de la primera infracción.

l) Realizar cualquier actuación que suponga una discriminación por razón de raza, sexo, 
religión, lengua, opinión, lugar de nacimiento, vecindad o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social de las partes sometidas a mediación.

m) Abandonar la actividad de mediación sin causa justificada, siempre que comporte un 
grave perjuicio manifiesto para los menores, personas con discapacidad o personas mayores 
dependientes afectados por el proceso.

Artículo 24.  Infracciones graves.
Serán infracciones graves:
a) Incumplir el deber de abstenerse de intervenir cuando concurra causa de abstención o 

el de tomar parte por una solución o medida concreta, en ambos casos sin causar perjuicio a 
cualquiera de las partes.

b) Realizar la actividad mediadora faltando a la buena fe o adecuada práctica 
profesional.

c) Faltar al respeto debido a las partes sometidas a mediación.
d) Negarse a facilitar información a los usuarios en los supuestos legal y 

reglamentariamente previstos.
e) Abandonar una vez iniciada la actividad mediadora sin causa justificada.
f) Solicitar cualquier tipo de retribución, compensación económica o cantidad por la 

actividad mediadora a las partes que tengan reconocida la gratuidad de la misma.
g) Solicitar cualquier tipo de retribución, compensación económica o cantidad a las 

partes por haber prestado apoyo al miembro interviniente del equipo.
h) Cometer hechos constitutivos de una tercera infracción leve cuando se hubiese sido 

sancionado mediante resolución firme, en vía administrativa, por la comisión de dos 
infracciones leves en el plazo de dos años a contar desde el día siguiente al de la 
notificación de la primera infracción.

i) La inexactitud, falsedad u omisión de carácter esencial de cualquier dato, 
manifestación o documento que se acompañe o incorpore a la declaración responsable o a 
la comunicación relativa a la creación de equipos.
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Artículo 25.  Infracciones leves.
Serán infracciones leves:
a) Incumplir los deberes de facilitar la comunicación entre las partes y promover el 

entendimiento entre las mismas.
b) Incumplir la obligación de remitir al Registro de Mediadores Familiares la información 

correspondiente en la forma que se determine reglamentariamente.
c) No comunicar a la persona encargada del Registro de Mediadores Familiares las 

causas justificadas por las que no inicia un procedimiento de mediación gratuita, o lo 
abandona una vez iniciado.

d) No facilitar a las partes una copia del compromiso de mediación, de los justificantes de 
las sesiones o del acta final de la mediación.

e) Cualquier otro incumplimiento de sus deberes que no esté calificado como infracción 
grave o muy grave.

CAPÍTULO II
Sanciones

Artículo 26.  Tipos de sanciones.
1. Por razón de las infracciones previstas en la presente Ley, podrán imponerse las 

siguientes sanciones:
a) En los casos de infracciones muy graves, suspensión temporal, con baja en el 

Registro de Mediadores Familiares de Castilla y León, para poder actuar como profesional 
de la mediación por un período de uno a quince años.

En el supuesto previsto en el artículo 23 g) se impondrá además multa por importe entre 
1.000 y 5.000 euros.

b) En los casos de infracciones graves, suspensión temporal, con baja en el Registro de 
Mediadores Familiares de Castilla y León, para poder actuar como profesional de la 
mediación por un período de hasta un año.»

c) Si se trata de infracciones leves, amonestación por escrito.
2. Todas las sanciones que adquieran firmeza en vía administrativa se consignarán en el 

Registro de Mediadores Familiares.

Artículo 27.  Graduación de las sanciones.
Para la graduación de las sanciones aplicables se tendrán en cuenta los siguientes 

criterios:
a) El grado de intencionalidad de la acción.
b) La gravedad del riesgo o perjuicio causado.
c) La medida en que el incumplimiento haya afectado a los intereses de menores, 

personas con discapacidad o personas mayores dependientes.
d) El número de personas afectadas por la infracción.
e) El incumplimiento de advertencias y requerimientos previos.
f) La reincidencia.

CAPÍTULO III
Procedimiento sancionador

Artículo 28.  Iniciación.
La imposición de las sanciones administrativas previstas en la presente Ley se realizará 

previa instrucción del oportuno procedimiento, cuya iniciación será acordada por el titular del 
órgano que se señale reglamentariamente.
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Artículo 29.  Procedimiento.
El ejercicio de la potestad sancionadora se llevará a cabo de acuerdo con lo dispuesto 

en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común y en el Reglamento regulador del procedimiento sancionador de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León, aprobado por Decreto 189/1994, de 25 
de agosto.

Artículo 30.  Resolución.
La competencia para la imposición de las sanciones a las que se refiere la presente Ley 

corresponderá al titular de la Consejería competente en materia de mediación familiar, sin 
perjuicio de las desconcentraciones que se establezcan reglamentariamente.

Disposición adicional primera.  Uniones de hecho.
Las uniones de hecho a las que se refiere el artículo 3 de la presente Ley serán aquéllas 

inscritas en cualquiera de los registros de uniones de hecho existentes en la Comunidad de 
Castilla y León.

Disposición adicional segunda.  Actualización de cuantías.
La cuantía prevista para las multas en el artículo 26.1.a) de la Ley podrá ser actualizada 

reglamentariamente.

Disposición adicional tercera.  Registro de Mediadores Familiares.
Para la constitución del Registro se creará un órgano administrativo en la Consejería 

competente en materia de mediación familiar, al que se dotará de los medios personales, 
económicos y materiales que sean necesarios para el desarrollo adecuado de sus funciones.

Disposición adicional cuarta.  Mediación en supuestos de adopción.
Las funciones de mediación que se realicen en el ejercicio del derecho de las personas 

adoptadas a conocer sus orígenes previstas en el artículo 108 de la Ley 14/2002, de 25 de 
julio, de promoción, atención y protección a la infancia en Castilla y León se regularán por las 
disposiciones específicas que les sean de aplicación.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio para el ejercicio de la mediación 
familiar.

No obstante lo establecido en el artículo 8, las personas con una formación mínima de 
180 horas en mediación familiar, que acrediten haber ejercido mediación familiar con 
anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, podrán, con independencia de su 
titulación académica, solicitar su inscripción en el Registro de Mediadores Familiares en las 
condiciones y plazo que se establezcan reglamentariamente.

Disposición derogatoria única.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

previsto en la presente Ley.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
Se autoriza a la Junta de Castilla y León y a la Consejería competente en materia de 

mediación familiar, a dictar las disposiciones que sean precisas para el desarrollo y 
aplicación de la presente Ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los seis meses, contados desde el día siguiente al de 

su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León».
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§ 342

Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la 
Comunidad de Castilla y León. [Inclusión parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 88, de 9 de mayo de 2006
«BOE» núm. 135, de 7 de junio de 2006
Última modificación: 6 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-2006-10085

[ . . . ]
TÍTULO III

Régimen jurídico de los derechos y obligaciones de contenido económico de 
las entidades integrantes del sector público autonómico

CAPÍTULO I
Los derechos de la Hacienda de la Comunidad

Sección 1.ª Normas comunes a los derechos de la Hacienda

[ . . . ]
Artículo 27.  Límites a la disposición de los derechos.

1. No se podrán enajenar, gravar, ni arrendar los derechos económicos de la Hacienda 
de la Comunidad salvo en los supuestos establecidos por las leyes.

2. Solo se concederán exenciones, condonaciones, rebajas o moratorias en el pago de 
los derechos de la Hacienda de la Comunidad en los casos y en la forma que determinan las 
leyes, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 51 de esta Ley. La competencia para la 
condonación de las sanciones pecuniarias prevista legalmente corresponderá al titular de la 
Consejería de Hacienda de acuerdo con el procedimiento que reglamentariamente se 
determine.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 1 del artículo 31 de esta Ley, solo se 
podrá transigir, judicial o extrajudicialmente, sobre los derechos de la Hacienda de la 
Comunidad, y someter a arbitraje las contiendas que se susciten acerca de los mismos, si lo 
autoriza la Junta de Castilla y León, previo dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y 
León y cuantos otros sean preceptivos.

[ . . . ]
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TÍTULO V
De la gestión de tesorería y de las operaciones financieras

[ . . . ]
CAPÍTULO IV
De los avales

Artículo 200.  Avales de la Administración General.
1. La Administración General de la Comunidad podrá, de conformidad con lo dispuesto 

en este capítulo, afianzar las obligaciones derivadas de operaciones de crédito concertadas 
por personas jurídicas públicas o privadas mediante el otorgamiento del correspondiente 
aval por la Junta de Castilla y León a propuesta de la Consejería de Hacienda, de acuerdo 
con lo que establezca la ley de presupuestos para cada ejercicio.

2. Los acuerdos de concesión de avales podrán determinar que los documentos de 
formalización contemplen las cláusulas que resulten usuales en los mercados financieros y, 
en los avales que garanticen operaciones de crédito concertadas con instituciones 
financieras multilaterales, el sometimiento a arbitraje o la remisión a una legislación o 
tribunales extranjeros, siempre que se observe lo dispuesto en el artículo 67 de esta ley.

Los acuerdos de concesión se publicarán en el "Boletín Oficial de Castilla y León".

[ . . . ]
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§ 343

Ley 5/2006, de 16 de junio, de Cámaras de la Propiedad Urbana de 
Castilla y León y su Consejo General. [Inclusión parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 120, de 22 de junio de 2006
«BOE» núm. 164, de 11 de julio de 2006
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2006-12442

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

[ . . . ]
Artículo 5.  Fines.

Las Cámaras de la Propiedad Urbana de Castilla y León tendrán entre sus fines los 
siguientes:

a) Colaborar con la Administración en las políticas de vivienda de la Comunidad y, en 
particular, en el ejercicio de funciones que faciliten su financiación.

b) Promover la resolución arbitral de los conflictos que surjan en el ámbito de la 
propiedad urbana, su ejercicio y materias conexas.

c) Promover, conservar, estudiar y difundir la propiedad urbana, y su ejercicio.
d) Establecer y gestionar servicios en beneficio del sector.
e) Cualquier otro que afecte al propio sector y tenga un carácter social.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De las Cámaras de la Propiedad Urbana

[ . . . ]
Artículo 11.  Funciones.

Las Cámaras de la Propiedad Urbana desarrollarán, dentro de su ámbito territorial, las 
siguientes funciones:

1. Como órgano de consulta y colaboración con la Administración:
a) Informar a los propietarios y usuarios de la existencia de planes, programas, 

disposiciones y ayudas referentes a la propiedad urbana.
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b) Proponer y formular a la Administración iniciativas y estudios que favorezcan las 
políticas de vivienda.

c) Informar a la Administración de todos aquellos asuntos de interés general para la 
propiedad urbana y el urbanismo.

d) Crear bancos de datos para la realización de censos y estadísticas, en particular en 
materia de arrendamientos urbanos.

e) Crear y gestionar un Registro de contratos de arrendamiento de fincas urbanas.
f) Colaborar con la Administración en el registro, depósito y gestión de fianzas en 

arrendamientos de fincas urbanas, conforme se establezca por convenio con la 
Administración y en los términos previstos por la Ley 2/1999, de 19 de febrero, reguladora 
del depósito de fianzas en arrendamientos de fincas urbanas.

2. De carácter general:
a) Fomentar la construcción de viviendas acogidas a cualquier régimen de protección, 

para lo cual podrán constituir cooperativas u otras categorías asociativas.
b) Fomentar la conservación y rehabilitación de edificios.
c) Informar sobre los aspectos técnico-jurídicos de los instrumentos urbanísticos y los 

negocios jurídicos que afecten a las fincas urbanas; su administración, y cualquier otra 
cuestión relativa a la propiedad inmobiliaria de dichas fincas, por medio de personal de la 
Cámara debidamente titulado y colegiado, de acuerdo con la normativa vigente.

d) Ofrecer a sus asociados y a los terceros que con ellos se relacionen un servicio de 
arbitraje de equidad o de derecho, respecto de las controversias que se planteen entre ellos, 
de conformidad con la legislación vigente en la materia.

e) Promover el aseguramiento de la propiedad frente a posibles daños del arrendatario o 
por la falta de pago mediante la suscripción de seguros de forma conjunta.

f) Colaborar con los Juzgados y Tribunales a través de personal titulado y colegiado.
g) Organizar seminarios, congresos y cursos sobre temas relacionados con los fines de 

las Cámaras de la Propiedad Urbana.
3. Específicas para sus asociados:
a) Servir de cauce de representación y participación de los asociados.
b) Asistir y asesorar a sus miembros en defensa de sus intereses, ofreciendo el servicio 

de representación y defensa ante cualquier organismo, tribunal o juzgado, o autoridades en 
el ejercicio de todo tipo de recursos o acciones. La prestación de estos servicios se llevará a 
cabo mediante la actuación de profesionales cualificados que, a estos efectos, designe la 
Cámara de la Propiedad Urbana.

c) Otras actividades o servicios que redunden en beneficio de los intereses que 
representan.

4. Cualquier otra actividad que redunde en beneficio de la propiedad urbana o del 
urbanismo.

[ . . . ]
Disposición adicional primera.  Colegios Arbitrales.

La Junta de Castilla y León favorecerá la constitución de Colegios Arbitrales específicos, 
respecto de las materias que constituyen el ámbito de actuación propio de las Cámaras de la 
Propiedad Urbana.

Tendrán un ámbito territorial coincidente con el de cada Cámara de la Propiedad Urbana 
o sus dependencias, y se ajustarán a lo dispuesto en la legislación vigente.

[ . . . ]
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§ 344

Ley 8/2006, de 10 de octubre, del voluntariado en Castilla y León. 
[Inclusión parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 202, de 19 de octubre de 2006

«BOE» núm. 278, de 21 de noviembre de 2006
Última modificación: 29 de septiembre de 2021

Referencia: BOE-A-2006-20184

[ . . . ]
CAPÍTULO V

De las relaciones entre los voluntarios y las entidades de voluntariado

[ . . . ]
Artículo 23.  Régimen jurídico aplicable a la resolución de conflictos.

Los conflictos que puedan surgir entre las personas voluntarias y las entidades de 
voluntariado en el ejercicio de las actividades a que hace referencia la presente ley serán 
dirimidos por la vía arbitral o por la mediación, de conformidad con su normativa reguladora, 
si así se ha pactado en el acuerdo de incorporación a la entidad de voluntariado. En defecto 
de pacto, se hará por la jurisdicción competente de acuerdo con lo establecido en la 
normativa vigente.

[ . . . ]
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§ 345

Ley 11/2006, de 26 de octubre, del patrimonio de la Comunidad de 
Castilla y León. [Inclusión parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 209, de 30 de octubre de 2006
«BOE» núm. 298, de 14 de diciembre de 2006

Última modificación: 25 de febrero de 2021
Referencia: BOE-A-2006-21908

[ . . . ]
TÍTULO I

Protección y defensa del patrimonio

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 20.  Transacción y sometimiento a arbitraje.

Sólo se podrá transigir, judicial o extrajudicialmente, sobre los bienes y derechos del 
patrimonio de la Comunidad, y someter a arbitraje las contiendas que se susciten acerca de 
ellos, si lo autoriza la Junta de Castilla y León, previo dictamen del Consejo Consultivo de 
Castilla y León y cuantos otros sean preceptivos.

[ . . . ]
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§ 346

Ley 9/2010, de 30 de agosto, del derecho a la vivienda de la 
Comunidad de Castilla y León. [Inclusión parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 173, de 7 de septiembre de 2010
«BOE» núm. 235, de 28 de septiembre de 2010

Última modificación: 6 de marzo de 2023
Referencia: BOE-A-2010-14849

[ . . . ]
TÍTULO IV

Régimen de protección pública

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 56.  Arbitraje.

La Administración de la Comunidad de la Castilla y León impulsará la inclusión de 
cláusulas en los contratos de compraventa de viviendas de protección pública, así como en 
los de arrendamientos, que permitan la resolución de las controversias que pudieran 
originarse en el cumplimiento de tales contratos mediante el arbitraje, de conformidad con la 
normativa sectorial aplicable.

[ . . . ]
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§ 347

Ley 14/2010, de 9 de diciembre, de turismo de Castilla y León. 
[Inclusión parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 243, de 20 de diciembre de 2010
«BOE» núm. 317, de 30 de diciembre de 2010

Última modificación: 25 de febrero de 2021
Referencia: BOE-A-2010-20073

[ . . . ]
TÍTULO II

Derechos y deberes de los turistas y de las empresas turísticas

CAPÍTULO I
Derechos y deberes de los turistas

[ . . . ]
Artículo 14.  Resolución de conflictos.

La administración de la Comunidad de Castilla y León fomentará la resolución de 
conflictos que se produzcan entre las empresas turísticas y los turistas a través del arbitraje 
de consumo.

[ . . . ]
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§ 348

Ley 2/2013, de 15 de mayo, de Igualdad de Oportunidades para las 
Personas con Discapacidad. [Inclusión parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 98, de 24 de mayo de 2013
«BOE» núm. 135, de 6 de junio de 2013

Última modificación: 19 de febrero de 2024
Referencia: BOE-A-2013-5998

[ . . . ]
TÍTULO II

Medidas en garantía del principio de igualdad y de política de igualdad de 
oportunidades de las personas con discapacidad.

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

[ . . . ]
Artículo 9.  Ajustes razonables.

1. De conformidad con la Convención Internacional de Derechos de las Personas con 
Discapacidad se entenderá por ajustes razonables todas aquellas modificaciones y 
adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o 
indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con 
discapacidad el goce o ejercicio de todos los derechos y libertades en igualdad de 
condiciones que las demás personas.

Asimismo, se entenderá por ajustes razonables las medidas de adecuación del ambiente 
físico, social y de aptitud a las necesidades específicas de las personas con discapacidad 
que, de forma eficaz y práctica y sin que suponga una carga desproporcionada, faciliten la 
accesibilidad o participación de una persona con discapacidad en igualdad de condiciones 
que el resto de ciudadanos.

2. Para determinar si una carga es o no proporcionada, a los efectos de establecer si se 
trata o no de ajustes razonables, se tendrán en cuenta los costes de la medida, los efectos 
discriminatorios que suponga para las personas con discapacidad su no adopción, las 
características de la persona y la estructura de la entidad u organización que ha de ponerla 
en práctica y la posibilidad que tenga de obtener financiación oficial o cualquier otra ayuda.

3. Las discrepancias entre el solicitante del ajuste razonable y el sujeto obligado podrán 
ser resueltas a través del sistema arbitral para la resolución de quejas y reclamaciones en 
materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad por razón de 
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discapacidad, sin perjuicio de la protección administrativa o judicial que, en su caso, 
proceda.

4. La Administración de la Comunidad de Castilla y León instrumentará apoyos dirigidos 
a la ejecución de ajustes razonables y establecerá un régimen de ayudas públicas para 
contribuir a sufragar los costes derivados de la obligación.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Medidas de defensa y protección jurídica

[ . . . ]
Artículo 50.  Arbitraje.

1. La Administración de la Comunidad de Castilla y León dotará los medios y recursos 
necesarios para garantizar la aplicación del sistema arbitral para la resolución de quejas y 
reclamaciones en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 
por razón de discapacidad.

2. Este sistema arbitral contará con la participación de las asociaciones representativas 
de las personas con discapacidad y de los demás sectores afectados.

[ . . . ]
Disposición adicional primera.  Sistema arbitral.

La puesta en funcionamiento del sistema arbitral en Castilla y León se producirá una vez 
implantado aquél a nivel estatal.

[ . . . ]
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§ 349

Ley 1/2014, de 19 de marzo, Agraria de Castilla y León. [Inclusión 
parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 55, de 20 de marzo de 2014

«BOE» núm. 81, de 3 de abril de 2014
Última modificación: 6 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-2014-3562

[ . . . ]
LIBRO TERCERO

La calidad alimentaria, la calidad diferenciada de la producción agroalimentaria 
y la comercialización de la producción agraria

[ . . . ]
TÍTULO II

La comercialización de la producción agraria

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Arbitraje y mediación en la cadena agroalimentaria

Artículo 170.  Fomento del arbitraje y la mediación en el ámbito de los contratos agrarios.
1. La Administración de la Comunidad de Castilla y León impulsará la inclusión en los 

contratos agrarios de cláusulas que permitan la resolución de las controversias que pudieran 
originarse en su interpretación y cumplimiento mediante fórmulas alternativas al ámbito 
jurisdiccional, como el arbitraje o la mediación, de conformidad con la normativa sectorial 
aplicable.

2. La consejería competente en materia agraria facilitará el acceso a estos medios 
alternativos de resolución de controversias a través del arbitraje y la mediación 
institucionales a los que se hace referencia en el artículo siguiente.

3. La consejería competente en materia agraria garantizará que la actuación de estos 
órganos respete, en el ámbito de sus competencias, los principios de la mediación y el 
arbitraje establecidos en la normativa sectorial aplicable y la correcta actuación de los 
mediadores y árbitros, en la forma que establezcan sus normas reguladoras. Asimismo 
adoptará las medidas para asegurar la separación entre ambas actividades.
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4. A los efectos de lo establecido en el presente capítulo deberá entenderse por 
contratos agrarios aquellos que tengan por objeto tanto la compraventa de la producción 
agrícola y ganadera en origen, los contratos suscritos entre la industria agroalimentaria y la 
distribución, y los contratos de arrendamientos rústicos, tal y como los mismos se definen en 
la Ley 49/2003, de 26 de noviembre, de arrendamientos rústicos.

Artículo 171.  Junta de Arbitraje y Mediación para los contratos agrarios.
1. La Junta de Arbitraje y Mediación para los contratos agrarios, como órgano colegiado 

adscrito a la consejería competente en materia agraria, tendrá competencias para ejercer 
funciones de arbitraje y mediación dirigidas a la resolución de las cuestiones litigiosas 
relacionadas con la aplicación de los mismos.

2. Cualquiera de las partes que hayan pactado expresamente en el contrato la cláusula 
de sumisión arbitral o que la hayan acordado posteriormente puede acceder a la Junta de 
Arbitraje para los contratos agrarios. El laudo de la Junta Arbitral es de obligado 
cumplimiento para las partes y se rige por lo que dispone la legislación sectorial en materia 
arbitral.

3. Asimismo, cuando exista un pacto por escrito que exprese el compromiso de someter 
a mediación las controversias surgidas o, cuando de forma voluntaria lo decidan las partes, 
las mismas podrán acceder a la Junta de Arbitraje y Mediación que actuará como institución 
de mediación para intentar lograr un acuerdo a través del procedimiento establecido en la 
Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles.

4. Reglamentariamente se establecerá la constitución, composición, funcionamiento y 
organización de la Junta de Arbitraje y Mediación para los contratos agrarios, cuyos 
miembros serán nombrados por el titular de la consejería competente en materia agraria. 
Este órgano podrá tener secciones territoriales de acuerdo con lo que se establezca 
reglamentariamente.

[ . . . ]
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§ 350

Ley 2/2015, de 4 de marzo, por la que se aprueba el Estatuto del 
Consumidor de Castilla y León. [Inclusión parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 49, de 12 de marzo de 2015
«BOE» núm. 74, de 27 de marzo de 2015
Última modificación: 27 de abril de 2018

Referencia: BOE-A-2015-3280

[ . . . ]
TÍTULO III

Mecanismos de protección de los derechos de los consumidores y usuarios

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Derecho a la protección jurídica y administrativa

[ . . . ]
Artículo 27.  Fomento del Sistema Arbitral de Consumo.

1. La Administración de la Comunidad de Castilla y León fomentará y desarrollará la 
mediación como sistema para la resolución amistosa de conflictos en materia de consumo.

2. Así mismo la Administración de la Comunidad de Castilla y León fomentará, en el 
marco de la legislación vigente, el desarrollo del Sistema Arbitral de Consumo como vía 
extrajudicial de resolución de conflictos en materia de consumo, procurando la adhesión al 
mismo de empresas y profesionales, especialmente de aquellas que gestionen servicios 
públicos.

Las empresas públicas están obligadas a someterse a este sistema arbitral con la 
excepción de aquellas que tengan un sistema específico de reclamación.

[ . . . ]
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§ 351

Ley 9/2018, de 20 de diciembre, de transporte público de viajeros por 
carretera de Castilla y León. [Inclusión parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 2, de 3 de enero de 2019
«BOE» núm. 34, de 8 de febrero de 2019
Última modificación: 19 de junio de 2020

Referencia: BOE-A-2019-1697

[ . . . ]
TÍTULO VI

Organización administrativa

[ . . . ]
Artículo 74.  Juntas Arbitrales del Transporte.

1. Las Juntas Arbitrales del Transporte, adscritas administrativamente a la consejería 
competente en materia de transportes, son órganos colegiados de ámbito provincial para la 
defensa y protección de las partes intervinientes en el contrato de transporte.

2. Las Juntas Arbitrales del Transporte están compuestas por el presidente y el 
secretario, y cuatro vocales por cada una de las nueve provincias de la Comunidad 
Autónoma, en cuyas capitales quedan establecidas sus sedes.

3. El presidente, el secretario y dos de los vocales de cada provincia, serán designados 
por la consejería competente en materia de transportes entre el personal de la 
administración autonómica con conocimientos específicos y experiencia en materia de 
transportes. Las vocalías restantes estarán ocupadas por representantes de las empresas 
de transporte o de actividades auxiliares y complementarias de éste, y representantes de los 
usuarios y cargadores.

4. Corresponde a las Juntas Arbitrales del Transporte las siguientes funciones:
a) (Suprimido).
b) (Suprimido).
c) (Suprimido).
d) Realizar, a instancia de cualquiera de los interesados, si existieran dudas o 

contestaciones entre éstos sobre el estado de los efectos transportados, previamente al 
eventual planteamiento de las controversias de carácter mercantil surgidas en relación con el 
cumplimiento de los contratos de transporte terrestre y de las actividades auxiliares y 
complementarias del transporte terrestre por carretera, las funciones de peritación sobre el 
estado de dichos efectos, procediendo en su caso al depósito de los mismos.
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e) Las demás que, para facilitar el cumplimiento del contrato de transporte y para 
proteger los intereses de los transportistas y de los usuarios o cargadores, le sean 
expresamente atribuidas por la normativa vigente.

5. (Suprimido).
6. La consejería competente en materia de transportes pondrá a disposición de las 

Juntas Arbitrales del Transporte los medios personales y materiales necesarios para la 
realización de sus funciones.

[ . . . ]
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§ 352

Ley 3/2019, de 25 de febrero, de la Actividad Físico-Deportiva de 
Castilla y León. [Inclusión parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 44, de 5 de marzo de 2019
«BOE» núm. 74, de 27 de marzo de 2019
Última modificación: 25 de febrero de 2021

Referencia: BOE-A-2019-4455

[ . . . ]
TÍTULO IX

Régimen disciplinario deportivo y resolución de litigios deportivos

[ . . . ]
CAPÍTULO III

El arbitraje y la mediación en materia deportiva

Artículo 121.  El arbitraje, la conciliación y la mediación en materia deportiva.
1. Las cuestiones litigiosas de naturaleza jurídico-deportiva que se planteen entre 

personas físicas o jurídicas, que versen sobre materia de libre disposición conforme a 
Derecho, podrán ser resueltas a través de la institución del arbitraje.

2. Las normas estatutarias de las federaciones deportivas de Castilla y León podrán 
prever un sistema de arbitraje y conciliación o mediación para la resolución extrajudicial de 
conflictos deportivos.

3. La sumisión a los anteriores sistemas de resolución extrajudicial de conflictos 
deportivos requerirá, en cualquier caso, del acuerdo previo de las partes.

[ . . . ]
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